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Para entender las relaciones intergubernamentales de Deil S.Wright, 
reconocido estudioso de la Universidad de Carolinadel Norte, sigue siendo 
el ánico libro que propone un análisis sistemático de las relaciones 
intergubernamentales en los Estados Unidos, desde la perspectiva del 
gobierno nacional y los gobiernos estatales y locales. 

Basada en un consistente aparato estadístico y en numerosos ejemplos 

“ concretos, la obra presenta el federalismo en sus aspectos legales, 

estructurales y políticos así como en sus consecuencias sociales y 
económicas. El autor expone también sus fundamentos históricos, sus 
conceptos centrales y las nuevas tendencias aparecidas en los años 
ochenta, ; 

Este trabajo constituye sin lugar a dudas una obra de referencia 
obligatoria para los maestros y estudiantes de ciencias políticas y 
administración pública. Una invitación a reflexionar sobre un tema de gran 
relevancia para el futuro de México y sin embargo largamente ignorado 
hasta la fecha: el federalismo. 


Estudio introductorio de José Luis Méndez. 


DEIL S. 
WRIGHT 


DEIL S. WRIGHT 


PARA ENTENDER LAS RELACIONES INTERGUBERNAMENTALES 








+ Doctor por la Universidad de Michigan, Deil S. Wright es profesor de 
ciencia política y de administración pública de la Universidad de Carolina 
del Norte (Chapel Hill). Ha sido profesor de varias universidades 
estadunidenses y ha impartido múltiples conferencias en Japón, Corea, 
Europa y África en torno a problemas de administración pública y en 
especial sobre las relaciones intergubernamentales. Es autor de múltiples 
libros y artículos sobre administración pública, gobierno estatal y local, 
federalismo, relaciones intergubernamentales y finanzas públicas. 


COLEGIO NACIONAL DE CIENCIAS POLÍTICAS 
Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, A. C. 


UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE COLIMA 
FONDO DE CULTURA ECONÓMICA 





Diseño: Pablo Tadeo Soto 





SECCIÓN DE OBRAS DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA' 


; ye Serie 
Nuevas LECTURAS DE POLÍTICA Y GOBIERNO 


Coordinada por 
Mauricio Merino 


Para entender las relaciones intergubernamentales 





-DEILS. WRIGHT 


Traducción de 
María ANTONIA NEIRA BIGORRA ** 


PARA ENTENDER 
LAS RELACIONES 
INTERGUBERNAMENTALES 


Estudio introductorio de 
JosÉ Luis MÉNDEZ 





COLEGIO NACIONAL DE CIENCIAS POLÍTICAS 
Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA, A. C. 


-UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE COLIMA 


FONDO DE CULTURA ECONÓMICA 
MÉXICO 





Primera edición en inglés, 1978 
Tercera edición en inglés, 1988 
Primera edición en español, 1997 


Se prohíbe la reproducción total o parcial de esta obra 
incluido el diseño tipográfico y de portada—, 

sea cual fuere el medio, electrónico o mecánico, 

sin el consentimiento por escrito del editor. 


Título original: 

Understanding Intergovernmental Relations 

o A boto Inc. Belmont, California 94002 

Publicado por Brooks/Cole Publishing Company. A Division of 
ree ¡pany. ivision of Wadsworth, Inc. 


D.R, O 1997, FonDo DE CULTURA ECONÓMICA 
Carretera Picacho-Ajusco, 227; 14200 México, D. F. 


ISBN 468-16-4616-9 


Impreso en México 


ESTUDIO INTRODUCTORIO 


JosÉ Luis MÉNDEZ! 


La publicación en español de Para entender las relaciones intergubernamen- 
tales, de Deil S. Wright, es un acontecimiento editorial largamente espera- 
do por muchos de los estudiosos del federalismo, la descentralización y el 
gobierno regional o local en América Latina. 

Si bien se ha dicho que los años ochenta fueron la “década del federalis- 
mo” en los Estados Unidos,? bien podría decirse que en América Latina, o 
cuando menos en varios de sus países, fueron la “década de la descentrali- 
zación”. México, Brasil, Colombia, Perú, Nicaragua,* para citar sólo algu- 
nas naciones, llevaron adelante importantes esfuerzos en ese sentido. Éstos 
han sido en diferente medida exitosos, pero la preocupación sobre el tema 
ha continuado o aumentado. En el caso mexicano, si bien en el sexenio de 
Carlos Salinas hubo una centralización fiscal, actualmente la demanda por 
un “nuevo federalismo” ha adquirido igual o mayor importancia que en los 
ochenta. 

El libro de Wright, profesor de la Universidad de Carolina del Norte, 
parte y se refiere esencialmente a los Estados Unidos. De hecho, aunque 
hoy en día el término “relaciones intergubernamentales” es ya ampliamen- 
te usado en varios continentes, fue en este país donde se acuñó en la déca- 
da de los treinta. 

Así, cualquiera podría preguntarse: ¿qué nos puede enseñar a los latino- 
americanos un texto producido en y originalmente para otras latitudes? 
Mi respuesta a esta legítima pregunta es: mucho. En mi opinión, el libro es 
una veta riquísima de conceptos, conocimientos y pistas para la construc- 
ción de sistemas domésticos centro-periferia más equilibrados —y por lo 
tanto más justos y estables— y más acordes con las nuevas realidades 


l Coordinador del Programa de Administración Pública, El Colegio de México. 

2 W. H. Stewart, Theoretical and linguistic developments in federalism during the Reagan era. 
Trabajo presentado en la reunión anual de la American Political Science Association, Atlanta, 
GA, 1989; Yoo y Wright señalan que de 1981 a 1991 se produjeron más títulos (98) que en el 
periódo anterior a 1981 (89). Véase Jaw-Won Yoo y Deil S. Wright, “Public Policy and Inter- 
governmental Relations: Measuring Perceived Change(s) in National Influence, The effects of 
the Federalism Decade”, en Policy Studies Journal, vol. 21, núm. 4, 1993, 

3 Véase por ejemplo L, Graham, The State and Policy Outcomes in Latin America, Nueva 
York, Praeger, 1990; Dieter Nolhen (coord.), Descentralización política y consolidación demo- 
crática, Europa-América del Sur, Síntesis/Nueva Sociedad, 1991; José Luis Méndez, “La refor- 
ma de descentralización en Perú, 1978-1989”, en Foro Internacional, xxx1-1, julio-septiembre 
de 1990; y P. Wilson, “Regionalization and decentralization in Nicaragua”, en Latin American 
Perspectives, primavera de 1987. La bibliografía reciente sobre México se discute más abajo. 
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nacionales y mundiales. Gracias al Fondo de Cultura Económica, El Cole- 


gio de Licenciados en Ciencias Políticas y Administración Pública y la Uni- 
versidad de Colima, esta veta ha sido ahora abierta en idioma español (én 
traducción meticulosamente revisada por Sofía Jaso), precisamente cuando 
en México y otros países latinoamericanos aumenta la demanda por una 
descentralización real a la vez que funcional. 

El presente Estudio Introductorio tiene como objetivo presentar y discu- 
tir las ideas centrales de este libro (aparecido por primera vez en 1978 y que 
para 1988 ya se encontraba en su tercera edición), así como enfatizar y cla- 
rificar su relación con el contexto mexicano y latinoamericano. En el primer 
apartado discuto la utilidad que el estudio de las RIG puede tener para nues- 
tra región, Después se presenta un breve resumen del texto parcialmente co- 
mentado con ideas propias y de otros autores. En realidad, es difícil resumir 
un libro tan completo y que presenta muchos matices importantes. Con mu- 
cha probabilidad, el resumen dejará dudas, pero precisamente lo que busca 
es inducir a la lectura directa del texto (la cual por cierto no es sólo intere- 
sante por sus ideas y matices sino también por la constante introducción de 
imágenes o analogías). Además, se destacan y discuten en mayor medida los 
temas que me parecieron más interesantes o polémicos. En la tercera parte 
presento la problemática de las relaciones centro-periferia en América Lati- 
na y sobre todo en el país que conozco mejor, México, con el fin de ilustrar y 
discutir con mayor precisión las semejanzas y diferencias con el sistema 
estadunidense. Por último, en los comentarios finales se destacaron algunas 
de las posibles vetas de investigación y diseño que esta discusión abriría, es- 
pecialmente en torno a un tema esencial para el desarrollo y la reforma del 
Estado que he venido investigando por algunos años: el tema de las “redes” 
y la coordinación multiorganizacional.* 


Í, SIGNIFICADO Y UTILIDAD DEL CONCEPTO 
DE “RELACIONES INTERGUBERNAMENTALES” EN AMÉRICA LATINA 


El concepto de relaciones .intergubernamentales (R1G) .tiene dos. dimen- 
siones básicas, En “primer lugar, hace referencia a! Felaciones que se esta- 


1 José Luis Méndez, “Políticas y organizaciones públicas para el desarrollo en Nuevo 
León, México, Pensilvania, Estados Unidos y Westfalia del Rhin del Norte, Alemania; un estu- 
dio comparativo”, Tesis doctoral; para avances se puede ver “Federalismo, regiones y política 
industrial en Nuevo León, México, y Westfalia del Rhin del Norte, Alemania”, en México y Ale- 
mania: dos países.en transición, México, Fundación Konrad Adenauer/El Colegio de México; 

“La coordinación del desarrollo a nivel estatal: los casos de Nuevo León y Pensilvania”, apare- 

- cido en Umbral XXI, Universidad Iberoamericana, 1991; “Capacidades de coordinación y con- 

trol para la integración regional: el caso de México”, por aparecer en bo editado por el Cen- 
tro de Formación para la Integración Regional. 

El libro de Wright se refiere esencialmente a los sistemas de RIG que tierien que ver con las 
llamadas políticas públicas y no a los aspectos político-partidarios de los sistemas federales, 
que son un tema importante, pero que por lo anterior no se tocará aquí. 
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En función de estas dimensiones, en una primera instancia el campo, el 
concepto y la realidad de las RIG han sido ajenos a la mayoría de las so- 
ciedades latinoamericanas. Las RIG tienen. tras de sí una historia distinta a 








hayan existido. El punto es que, si se me permite una imagen, , peri 
políticas ri básicamente se han comunicado a un abultado 





los segundos. 

Como Ha dicho sugerentemente Octavio Paz, en América Latina la Colo- 
nía fue una suerte de Estado sin sociedad, que al romperse dejó a nuestras 
naciones a la deriva, y a sus pueblos —sin experiencia política alguna— 
desligados interiormente, Así, la Independencia no podía sino llevar a la des- 
integración, ésta a la debilidad y la debilidad de nuevo a la dependencia 
externa. Nuestro llamado periodo de anarquía abonó las dictaduras, éstas 
la resistencia o las francas rebeliones y entonces ese Estado “fluido”, poli- 
tizado, de compromiso permanente a la vez que frágil.? E 

No obstante todo lo anterior, hay cuando menos dos objetivos por los 
cuales Para entender las relaciones intergubernamentales puede ser de mu- 
cha utilidad. 


5 De hecho, frecuentemente hay más de tres instancias, por ejemplo: nacional, súbna- 
cional, regional (v.g. un condado dentro de un estado), local y sublocal (v.g. una ciudad o 
poblado), distrital (v.g. una colonia, comunidad, delegación, distrito educativo, etc.). Además 
puede haber varios tipos de entidades dentro de una misma instancia (quizá especialmente la 


" distrital). 


$ Octavio Paz, “La democracia en América Latina”, en Varios, América Latina: las desven- 
turas de la democracia, México, Joaquín Mortiz-Planeta, 1984. 

7 Lawrence Graham, op. cit..y D. Chalmers, “The politicized State in Latin America”, en J, 
Malloy (comp.), Authoritarianism and Corporativism in Latin America, Pittsburgh, University 
of Pittsburgh Press, 1977; Norbert Lechner, “La crisis del Estado en América Latina”, en Re- 
vista Mexicana de Sociología, 2-1977, p. 394, 
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A. El rediseño de las estructuras centro-periferia 


El primer objetivo es de carácter práctico, relacionado con el rediseño de 
las estructuras centro-periferia. 

” En no pocas ocasiones los latinoamericanos hemos enfocado el proble- 
ma de las relaciones centro-periferia obnubilados por nuestra historia. Por 
lo tanto, con cierta nda hemos” “enfotádo nuestros esfuerzos de ma- 
pera parcial o equivocada! A veces, por ejemplo, 'el “abandono sufrido por 
las instancias locales o regionales nos ha llevado a exaltarlas sin másiLa 
investigación latinoamericana se ha preocupado (algunos dirían 
-nado) básicamente por dos cosas: la descentralización y la planificación 
regional. Esto ha sido entendible y sin duda muy fructífero. Con frecuencia, 
sin embargo, ha conducido a una esquizofrenia en la que se transfieren res- 
ponsabilidades pero no capacidades;* otras veces ha llevado a proponer o 
ejecutar esquemas que no toman en cuenta la necesaria coordinación entre 
instancias, y que entonces se detienen ante el peligro de la dispersión y el re- 
forzamiento de los cacicázgos regionales (o conducen a ellos). Parafrasean- 
do a Lenin, hemos (real o conceptualmente) aplicado una presión excesiva al 
intentar “enderezar el clavo”, sólo para dejarlo doblado del lado contrario. 

Sin duda es la hora de que América Latina busque y encuentre un ba- 
lance justo y duradero entre centro y periferia. En este sentido, el libro del 
profesor Wright —que no es un texto más sobre la descentralización o la 
administración regional o local,-sino sobre las relaciones entre las instan- 
cias— toca un aspecto crucial para alcanzar dicho balance; se nos ofrece 
entonces como un instrumento muy importante para la construcción de 
enramados institucionales que, además de una mayor descentralización, 
impliquen la articulación y la cooperación efectivas entre las instancias 
nacional, regional y local, para beneficio de la vida y las instituciones de 
los países de la región. En mi opinión, si no queremos que con la descen- 
tralización resurjan los cacicazgos? ni sufran los importantes programas 
que el gobierno debe desarrollar y la gente recibir —y por lo tanto que sis- 
temas centro-periferia más descentralizados puedan ser una realidad—, 
dichos enramados deben ser nuestra meta. 

Y para esto tenemos que aprender a salir de nuestras fronteras, a supe- 
rar el parroquialismo nacional o subcontinental que nos ha caracterizado. 
Es cierto que nuestra región, nuestros países e incluso nuestras entidades 
subnacionales tienen particularidades que deben estar siempre en el cen- 
tro de nuestras reflexiones. No deberíamos por ejemplo simplemente .em- 
pezar a usar el término relaciones intergubernamentales en aquellos casos 





3 D, Rondinelli y A. Nellis, vAssessing decentralization policies in developing countries: 
“The case for cautions optimism”, en Development Policy Review, marzo de 1986. 

* Francisco Gil Villegas, “Descentralización y democracia: Una perspectiva teórica”, en 
Blanca Torres (coord.), Descentralización y democracia en México, México, El Colegio de Mé- 
xico, 1986; J. L. Méndez, “La descentralización...”, op. cil. 
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en que sea un sinsentido por la naturaleza unitaria de una nación o la ex- 
cesiva concentración del poder en las instancias centrales. Es también cier- 
arrollados nos han representado realida- 
embargo, no nos debe impedir aprender- 







globalizado que nos está tocando vivir, no VA darnos el dei de igno-_. a 
rar los modos en que otras naciones se conforman. 

La integración de redes horizontales o “verticales” y el sistema de RIG 
basado en transferencias más que en participaciones fiscales que el libro 
de Wright describe —más cercanas como dijimos al caso estadunidense 
que a los latinoamericanos— puede tener también sus problemas y ries- 
gos.iLas redes, _pol ejemplo, han traído cierta O de las políticas 











de recomendar adoptar estas estruct de' manera simplista, Se trata 
—prefiero insistir— de que las conozcamos a fin de diseñar estructuras po- 
líticas más estables, funcionales y duraderas para nuestra región. 


B. El entendimiento de las relaciones centro-periferia 
en América Latina y los Estados Unidos 


El segundo objetivo para el cual el concepto de RIG nos puede servir es de 
tipo teórico-conceptual. “Salir” a entender otras realidades no sólo nos 
puede servir para afrontar la tarea del diseño con otras estructuras en men- 
te. También nos puede servir para entender mejor nuestras propias reali- 
dades, tanto en el nivel formal como real. ¡En este sentido, no tenemos por 
qué estar como el pez, condenados a no saber bien a bien lo que es el agua 
por nunca haber salido de ellaj No,es extraño. por.ejemplo que hayan sido 
observadores extranjeros los qúe (para continuar con esta metáfora), cono- 
Cy los otros elementos, hayan insis- 

““fuido” (Graham), “subu- 







Latina o en general en: ¿LT 
En esta línea, hay una diferencia fundamental que : al con 
alos Estados Unidos con América Latina, Mientras que históricamente hay 





10 Algunas ventajas y desventajas tradicionales del federalismo estadunidense son presen- 
tadas en George Berkley y Douglas Fox, 80,000 governments; the politics of subnational Ameri- 
ca, Boston, Allyn and Bacon, Inc., 1978, pp. 13-26. Problemas más recientes, como las des- 
igualdades fiscales entre los estados y localidades, la autosegregación de grupos en ciertas 
regiones y la decadencia económica y social de las grandes ciudades del este de los Estados 
Unidos, son presentados por Peterson pp. 175-195, Un texto que ve el tema desde el punto de 
vista fiscal y que concluye a favor de las estructuras descentralizadas es el de Wallace E, Oates, 
Federalismo fiscal, Madrid, Instituto de Estudios de Administración Fiscal, 1977, 
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imero una tendencia hacia el desarrollo de Pocas y en general me- 
atrusivas leyes, que sin embargo se aplican de una manera más Tígi- 


da én la segunda ha habido una tendencia hacia más leyes, que regulan más 
áreas y en forma más amplia y estricta, las cuales luego se aplican (necesa- 
riamente) de una manera más flexib 


n forma relacionada, he señalado 





ción” én ciértas instancias o dimensiones lo: formales pero una mayor 
fragmentación “real”, Aunque esto merecería una profundización que aquí 
no puedo elaborar,'! a continuación intento explicarme un poco más.: 

Es claro que los Estados Unidos han tenido un sistema político-formal 
cruzado por una división de poderes y una estructura federal, los cuales 
han implicado la existencia de un pluralismo significativo. Se sabe que la 
preocupación más importante de los constituyentes estadunidenses era 
la limitación del poder central. Sin embargo, uno bien podría preguntarse 
—como por cierto lo han ya hecho muchos autores— ¿en realidad fun- 
ciona el sistema estadunidense? Éste es sin duda un tema muy polémico, 
que depende mucho del punto de vista que se adopte o el aspecto particular 
que se estudie. Sin embargo, se podría argumentar que en ciertas dimen- 
siones —por ejemplo la administrativa— o ciertos momentos del proceso 
de políticas —por ejemplo la implementación — los actores se comportan 
más integrada o concertadamente y las políticas se “reálizah” én mayor 
medida que.en muchos. países lationamericarios::Esta mayor integración 
puede deberse. a varios factores: 








1)Un proceso más intenso de socialización referente tanto a códigos 
básicos como profesionales, debido al acceso a niveles educativos más 
«altos y la mayor extensión de los servicios. civiles de Carrera; este último, 
“aparte de ser un elemento adicional de socialización, mantiene a los ser- 
vidores públicos en sus áreas por muchos años (permitiendo las relacio- 
nes y conocimiento mas profundos de funcionarios de instancias diversas 
y como veremos más adelante, también probablemente el desarrollo de 
“mediadores fronterizos” -——boundary spanners— que fortalecen dichas 
rélaciones). 

2)E e 
como resultado.de.los factores-anteriores. En cuanto a las primeras se 
puede hacer referencia a toda una discusión, que originalmente versó so- 
bre los llamados “triángulos de hierro” pero que posteriormente girará en 







1! He hecho presentaciones más profundas de estos temas en Modelos de desarrollo en 
América Latina, México, Universidad Iberoamericana, 1986; “La descentralización...”, op. cit., 
y más recientemente en “The Latin American administrative traditions”, por aparecer en Jay 
Shafritz (comp.), International Encyclopedia of Public Policy and Administration, Boulder, 


E ErvN e “Introduction”, en International Journal of Public Administration, vol. 19, núm. 9, 
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torno a las “redes” o “comunidades” de política pública. En torno a las 
segundas, se puede hacer referencia al “federalismo de cerca de púas”, 
Ambos tipos de redes serán más ampliamente discutidos en el resumen 
comentado. 

3) La mayor certidumbre respecto a que las reglas se van a aplicar 
están establecidas» 

4) El hecho.de que.las, políticas.se.diseuten.antes.de implementarse, 
ala estructura 1 formal más a a. 
a fluidez, acceso y entendimiento de más información. 
6)! La existencia der mecanismos formales de coordinaci n, desde secre- 















tales snáci nales e “interestatales  romalotas de la. coordinación., y la 
codperación. 








En fin, inclúso podemos ir tan lejos como las referencias de Weber!? 
—originalmente hegelianas por cierto— a la influencia del protestantismo 
en el desarrollo de relaciones sociales permeadas por una mayor confianza 
interpersonal. 

Por' supuesto, el si 













5 otras 1 q po nual (au 
se sabe con una e ir posible), etc UN grupo considerable de autores ha 
criticado fuertemente al sistema estadunidense por ésta y otras razones. 
Ha habido por ejemplo una importante discusión en torno a los problemas 
de la implementación de programas (véase por Hlempla el clásico texto de 
Pressman y Wildavsky).!5 

A reserva de que, como veremos en el resumen dé libro, las críticas sean a 
su vez criticables, es también posible que esta fragmeñitación ocurra sobre 
todo en el momento de la formulación de políticas y luego, si se llega a ácuer- 
dos en esta “etapa”, se dé una implementación un tanto más homogénea. 
Usualmente, una vez que el polvo del aparentemente frenético movimiento 
se asienta, las cosas han cambiando muy poco y es básicamente de manera 
incremental como, si acaso, los cambios más fundamentales-se generan,!ó 

12 Max Weber, La ética protestante y el espíritu del capitalismo, Barcelona, Península, 1969, 

13 Este punto es enfatizado por Berkley y Fox, op. cit. 

14 Thomas J. Anton, American Federalism and Public Policy. How the System Works, Nueva 
York, Random House, 1989, p. 123; W. Gage, “Strategies for managing intergovernmental po- 
licies and Networks”, 1989, p. 129, 

15 3, L. Pressman y A. Wildavsky, Implementation, Berkeley, University of California Press, 
3” ed., 1984. 

16 Deils S. Wright, "Federalism, Intergovernmental Relations, and Intergovermmental Ma- 


nagement: Historical Reflections and Conceptual Comparisons”, en Administration Review, 
marzo-abril de 1990, p. 171. 
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Así, no es gratuita la discusión en torno a la extrema dificultad del pueblo 
norteamericano para las grandes transformaciones. El capítulo sexto del 
libro de Wright es ilustrativo en este sentido. 

Aunque por supuesto hay problemas y hasta casos absurdos de descoor- 
dinación, como bien señala Wright en su capítulo séptimo, hay una cierta 
coordinación entre los actores. No obstante los problemas de implemen- 
tación de nuevos programas, los ya establecidos transcurren bajo una cierta 
rutina y con cierta eficacia. A menos que haya sido en una ciudad como 
Nueva York, cualquier extranjero que haya vivido en los Estados Unidos por 
algún tiempo podría todavía coincidir en cierta medida con Tocqueville 
cuando éste señala, respecto a la administración, que “en Norteamérica, se 
ven leyes escritas; se palpa su ejecución cotidiana; todo se mueve en torno 
nuestro, y no se descubre en ninguna parte su motor”.!? 

Como indicamos más arriba, son varios en realidad los motores que están 
detrás de las políticas públicas en los Estados Unidos. En la parte 1 del resu- 
men comentado del libro me detengo un tanto en una tendencia fundamen- 
tal muy discutida a últimas fechas en la literatura sobre políticas públicas y 
que podría muy bien ser uno de estos motores invisibles: la del desarrollo 
de “redes”. 

Los sistemas políticos latinoamericanos son y han sido muy variados y 
es difícil y riesgoso hacer generalizaciones. Sin embargo, tradicionalmente 
han sido caracterizados como sistemas autoritarios y verticales. Esto ha sido 
así en función de que frecuentemente han tenido estructuras formales auto- 
ritarias o porque, teniendo estructuras democrático-liberales y/o federales, 
su funcionamiento real ha sido de corte autoritario.*Sin embargo, se podría 
argumentar que aun los casos que a primera vista parecen formalmente de- 
mocrático-liberales y/o federales, tienen también rasgos autoritarios forma- 
les. Para empezar, los latinoamericanos son países de derecho romano o 
civil, es decir, codificado (el cual, como es bien sabido, fue una arma básica 
en el surgimiento y la consolidación del Estado absolutista). Por otro lado, 
aun en los regímenes democrático-liberales, en América Latina el Poder Eje- 
cutivo federal ha tenido una serie de instrumentos formales para imponerse 
sobre los otros poderes y las entidades federativas, como puede ser el otor- 
gamiento formal del manejo de recursos o de facultades para emitir decre- 
tos, desarrollar o proponer leyes, emitir los cruciales reglamentos de dichas 
leyes, promover o decretar la desaparición de poderes regionales o locales, 
etc. En síntesis, q “de manera más o menos evidente, en términos legales y po- 
líticos generales tradicionalmente hemos tenido estructuras bastante verti- 
cales. En este sentido es que digo que en el caso latinoamericano ha existi- 
do una mayor integración político- legal, 

Al mismo tiempo, señalé más arriba que el Estado latinoamericano 
ha sufri que usualmente se ha pen- 





17 Alexis de Tocqueville, La democracia en América, México, ba, 1957, p. 65. 
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sado: Lo que intento decir con esto es que dicho Estado, aunque quizá im- 
ponente por fuera, ha tenido una menor capacidad gubernamental para lle- 
var adelante políticas públicas claras y de interés general, que permitan el 
desarrollo sostenido de sus sociedades. Aunque en primera instancia o en 
ciertos aspectos el gobernante latinoaíéricano haya ejercido con fuerza su 
poder, los actores políticos de la región han encontrado formas de resisten- 
cia en otras instancias o dimensiones! Por un lado, con frecuencia el Estado 
ha tenido que sustituir la legitimidad iradicional por una basada en el corpo- 
rativismo, el clientelismo, el prebendalismo, el populismo o como sea que 
se le quiera llamar¿Aunque asimétricas, estas relaciones clientelistas lo han 
hecho frecuentemente rehén de actores políticos nacionales, regionales o 
locales (los coriocidos y largamente arraigados caciques que han “espanta- 
do” los intentos de descentralización). Para decirlo en palabras de Putnam, 
“cualquier sociedad —moderna o tradicional, autoritaria o democrática, feu- 
dal o capitalista se caracteriza por redes de comunicación e intercambio 
interpersona]”.8/La diferencia entre algunas sociedades anglosajonas y 
las latinoamericanas es que las redes son más horizontales en el primer 
caso y más verticales en el segundo¿ Nuestras redes aparentan ser pirá- 
mides y en cierta medida lo son, sólo que cuando uno las penetra se da 
cuenta de que hay un enramado interno de lealtades -—aun si asimétricas — 
que es lo que realmente sostiene a la parte superior sobre la inferior. Como 
bien documenta la extensa bibliogrfía —por cierto también bastante culti- 
vada por los estudiosos extranjeros— sobre el corporativismo y el clientelis- 
mo tan extendidos América Latina, éstos no representan estructuras unila- 
terales que benefician sólo a una de las partes.'? 

Por otro lado, los goin: centrales del subcontinente han tenido poca 
icas; tanto por Carencia de re- 








líticos se hayan “desmoronado con dl primer movimiento político y en gene- 
ral hayan sido de una duración comparativamente menor. 

Hay que reconocer que esta discusión sobre semejanzas y diferencias es 
riesgosa y no puede pretender aquí ser más que de tipo heurístico. El pun- 


13 Robert Putnam, Making democracy work, Princeton, Princeton University Press, 1993, 
p.173. 
19 Para más, véase Méndez, “The! Latinamerican.. E "op. cit. 
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to central al que se quiere llegar con ella por el momento es que los siste- 
mas de Estados Unidos.y de los países latinoamericanos son más parecidos 
de lo que aparentan y'que por lo tanto la comparación entre ambos puede 
ser muy útil también en sentido teórico-conceptual. Si bien en un libro clási- 
co RikerY se mostraba descorazonado ante la magnitud y las dificultades de 
la tarea comparativa, ésta ha sido mas decididamente afrontada en los últi- 
mos años, con fructíferos resultados. A 

De esta manera, creo que con todas las salvedades de hace décadas de- 
rivadas de la historia esencialmente centralista arriba descrita, el sistema 
conceptual de RIG generado a partir del complejo sistema estadunidense 
nos puede servir —por la vía del contraste o de la analogía— para entender 
mejor nuestro sistema de relaciones centro-periferia, ya sea en una primera 
dimensión o momento político-legal o en momentos o dimensiones que se 
encuentran “por debajo” de ellos. Por ejemplo, en la medida en que con 
frecuencia coaliciones de actores regionales o locales conforman lo que en 
la práctica son subgobiernos e inciden en diversas medidas sobre las es- 
tructuras políticas correspondientes, no es necesariamente descabellado ha- 
blar de relaciones intergubernamentales, o cuando menos tratar de enten- 
der la compleja maraña de dichas relaciones que se da subterráneamente 
con el herramental del campo de estudio de las RIG.?! De hecho, algunos de 
los estudios que en mi opinión mejor han captado los complejos sistemas 
centro-periferia latinoamericanos —de nuevo— han sido realizados por 
autores extranjeros que se han servido del concepto de rIG.? 


TL. TEMAS Y ASPECTOS DE LAS RIG 


Para entender las relaciones intergubernamentales consta de 12 capítulos, 
divididos en cuatro partes: 1. Conceptos y contextos; II. Las finanzas inter- 
gubernamentales; III. El contenido de las políticas públicas; y IV. Pasado y 
prólogo. Además consta de tres apéndices: una guía de términos, abrevia- 
turas y acrónimos; una precisa y divertida lista de “juegos” y movimientos 
con los que se pueden describir las reglas de las RIG, a muchos de los cua- 
les los funcionarios estadunidenses hacen referencia cotidiana, y un cuadro 
sobre la distribución de fondos por-estado en el periodo 1965-1984. El li- 


20 William Riker, Federalisi: origin, operation, significance, Boston, Little, Brown and Co., 
1964; Michael Burgess y Alain-G. Gagnon (comps.), Comparative federalism and federation, 
Nueva York, Harrester-Wheatsheaf, 1993, 

2 Los orígenes de estas ideas se encuentran en Merilee S. Grindle, Policy Implementation 
in the Third World, Princeton, Princeton University Press, 1980 y Joel S. Migdal, Strong socie- 
ties and weak states: state-society relations and state capabilities in Third World, Princeton, 
Princeton University Press, 1988. 

22 Uno de los estudiosos que desde tiempo atrás y con una amplia perspectiva histórica y 
comparativa han venido siguiendo el tema de las relaciones centro-periferia es Lawrence Gra- 
ham. Es de los pocos autores, si no el único, que ha utilizado el concepto y herramental del 
campo de las RIG para estudiar América Latina. Cf. op. cit. - 
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bro va presentando, con amenidad y abundantes cuadros, diagramas e ilus- 
traciones, los aspectos tanto estructurales como procesales de las RIG. Al 
mismo tiempo va presertando'los diversos estudios y debates que han gi- 
rado en torno a dichos temas, aunque se mantiene a un nivel accesible. Por 
lo tanto, no lo calificaría como un libro teórico en sentido estricto; tam- 
poco pretende transmitir o defender una postura político-ideológica deter- 
minada,(Por su propósito y alcance, más bien lo veo como un verdadero 
tratado de las relaciones intergubernamentales . 


A. Historia y significado de las RIG 


En la primera parte, Wright reseña brevemente la historia del término de RIG. 
Si bien el mismo se originó en los Estados Unidos en la década de los treinta, 
hacia 1970 casi todos los estados habían establecido alguna dependencia 
para ocuparse delas relaciones gubernamentales. Para los años ochenta el tér- 
mino RIG ya era comúnmente reconocido y utilizado en los Estados Unidos. 

Wright hace referencia a la definición de Anderson de RIG, quien las de- 
fine como; un cuerpo impo ante d ivi 







PS A A 

término RIG no es un mero sustituto de federalismo. Él 
señala varias razones que lo hacen diferente, y que a la vez lo llevan a pre- 
ferirlo sobre el segundof las R RIG trascienden las relaciones entre nación y e: 


tados, así como o los aspectos “meramente legales yl S jerárqu 
orientado a resultados de: las” 












Éste e sin embargo; es en' mivopinión debatiblé o sujeto a 
matices. Por un lado, hay que recordar que, cuando menos en sus oríge- 
nes, el federalismo estadunidense se acercó bastante a la teoría de la coso- 
beranía, por lo que las relaci y 

sl a a 


. Por supuesto, existe l 
lac i 


Sup: acía plas € no es] 
Por otro lado, táribién es difícil decir quí que el términ 
pl 
és neutral, en lá'medida precisamente en que enfatiza todavía más las r rela- 
ciones lurales.entre niveles. de-gobierno: Es 
Enseguida el autor habla de tres modelos y siete fases de las'RIG. En,el 
delo. de autoridad. coordinada, las distintas hos eparan. al, gobier- 








ls extremos del rea Ene el. aseo los £ obio nacional y estatal. 
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modelo, de autoridad traslapada, existen áreas importantes que implican 
lá acción simultánea de unidades locales, estatales y nacionales, Ñ 
Las fases de la historia de las RIG en los Estados Unidos son las siguienites: 


Conflicto (hasta los años treinta). Se establecen fronteras de acción de los 
funcionarios nacionales y estatales, quienes asumían que el poder debía 
sér mutuamente excluyente, Es el modelo del llamado "pastel de capas”, 
en el que una primera bieri distinguible capa —digamos que de choco- 
late— la forma la instancia nacional, mientras que otra capa —digamos 
que de vainilla— es formada por el orden estatal. 

Cooperación (años treinta a cincuenta). Las RIG fueron de complemen- 
tariedad y apoyo, ya que la preocupación central de la nación fue superar 
la depresión económica)Es la fase del “pastel mármol”, en donde el cho- 
colate y la vainilla están entremezclados. E 
Concentración (años cuarenta a sesenta). Las RIG se especificaron y estu- 
vieron altamente dirigidas. Se dio aumento de los subsidios y ayudas fede- 
rales y un énfasis a campos específicos, como infraestructura y servicios. 
Creatividad (años cincuenta a sesenta). Hay una gran proliferación de pro- 
yectos de apoyo o subsidios. Los temas de las políticas fueron los progra- 
mas antipobreza y la educación. : 5 
Competitividad (años sesenta a setenta). Hay un conflicto entre adminis- 
tradores profesionales y funcionarios electos. Una segunda clase de com- 
petencia se dio entre las diferentes políticas públicas. Se formaron leal- 


tades entre las tres instancias gubernamentales por área de política. Es el” 





federalismo de(“¿erca de púas”, en el cual las tres instancias de gobiérrió 
constituyen tres líneas dé púas paralelas corriendo horizontalmente, pero 
que sin embargo están unidas por estacas constituidas por los funciona- 
rios federales, estatales y locales de cada área de política pública al 
“Cálculo (años setenta a ochenta). Muchos tipos de comportamiento pue- 
den ser identificadas como calculadores.¿Uno de ellos es la tendencia a 
estimar los costos y beneficios de las ayudas y subsidios federales antes 
ntrar en arreglos con esa instancia. 
ontracción (años ochenta a noventa). Se da una reducción en el monto 
de la ayuda federal, una mayor concentración de recursos a nivel esta- 
tal, una contracción del sistema de RIG y una tendencia hacia las conce- 









siones y la privatización. 





B. Las finanzas y administración intergubernamentales 
(o sobre si un sistema de RIG puede funcionar) 


Wright señala muy bien que, aunque esto ha restringido su comprensión, 
las RIG usualmente se han entendido en términos fiscales. Por lo tanto, 
dedica toda la segunda parte a las finanzas intergubernamentales estadu- 


_canalizados por 1 
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nidenses. Un primer.punto.es que en las tres instancias son claramente in- 
terdependientes fiscalmente, como Wright muestra en el cuadro 4.3 (en 
1985 el gobierno nacional captaba 56.5% de los impuestos totales, mien- 
tras-que estados y municipios 26.8% y 16.7% respectivamente). Aunque 
aparentén representar un juego de suma cero (donde lo que uno gana el 
otro lo pierde), éste no es del todo el caso (especialmente a nivel local). Un 
punto central aquí es el papel creciente de los estados en la adquisición de 
ingresos. Wright indica cómo los papeles de las instancias han permane- 
cido sorprendentemente estables entre 1960 y 1985; recursos naturales, trans- 
porte áereo, bienestar social y en cierta medida salud han sido funciones 
con una presencia nacional alta, mientras que educación y carreteras han 
sido funciones predominantemente estatales y/o locales. No obstante la es- 
tabilidad significativa de la división del trabajo, ha"habido algunos cam- 
bios importantes en el periodo; por ejemplo, los estados aumentaron su fun- 
ción en educación y la nación en bienestar social, . 
En 1985 el gobiérñio nacional gastaba 65.8% del gasto total, mientras 
que estados y localidades el 18.1% y 16.1%, respectivamente (cuadro 6.1) 
(según muestra el cuadro 6.2, esos porcentajes aumentan a 53,7%, 18.8% y 
27.5% si lo que se toma en cuenta es el gasto pagado directamente por 
cada instancia). e 
Recientemente, otro eminente intergubernamentalistaf Peterson, ha con- 
firmado la visión de Wright y señala por ejemplo que se ha'ido estableciendo 
una división del trabajo en donde la instancia nacional se encarga de la pro- 
moción social y los estados de la económica y que cambiar esto siempre ha 
encontrado una fuerte resistencia, 
Wright describe los varios tipos de recur: 
los más generales a los más particulares, ést é 
ia nacional cede o comp: ¡mpuestos— y, tra 
nm bloque —para áreas de polí- 
ría —para objetivos Ú prógramas específicos (las 
iden 'en transferencias por fórmula y por,proyecto). 
Las transferencias han sido tradicionalmente los recursos más importantes 
analiza : instancia nacional.a la estatal y. local. Au 
cia a partir de los años setenta ha, sido hacia su reducción, par 
transferencias po: -goría seguían siendo las más importantes. 
Enseguida el autor entra al importante punto dé las redes, ya introduci- 
do en la sección anterior. Señala que las transferencias se dan en un com- 
'plejo contexto interorganizacional, cónstituido por redes intra e intergu- 
bernamentales, las cuales conforman subgobiérnos alrededor de algunas 
agencias. Para ello, el autóf utiliza una añalógía'cón él juego de beisbol, ya 
que hay cuatro bases que siempre hay que “tocar”: en primera base, las 
chientelas, en segunda, los comités legislativos, en tercera, las asociaciones 


s 


























23 Paul E. Peterson, The Price of Federalism, Washington, Brookings Institution, 1995. 
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profesionales y en el diamante (home plate), la burocracia. El presidente y 
su equipo se encuentran en el outfield, ya que, por su constante cambio y li- 
mitados recursos, se encuentran fuera del subsistema. 

right cita a Heclo, quien acuñó el término “redes de cuestiones” (issue 





networks), diferentes de otros grupos como los de conocimiento (grupos 
profesionales), de acción (coaliciones) o de creencias (grupos de presión). 
Un segundo desarrollo de esta tendencia es más amplio, ya que implica más 
actores y mayor incertidumbre, De hecho, aproximadamente por el tiempo 
en que la tercera edición del libro de Wright aparecía, comenzó a conocerse 


” 





un concepto en esta línea más amplia, el de “comunidad de política. públi 

El autor menciona otro desarrollo del concepto de red, ilustrado por la 
imagen ya anteriormente descrita del federalismo “de cerca de púas”. Si bien 
como vimos esta imagen es usada para caracterizar básicamente un perio- 
do de la historia de las relaciones intergubernamentales estadunidenses, no 
sería exagerado decir que todavía existen importantes redes “verticales”? 
en ese país, 7 

Wright señala que dichos subgobiernos autonomizan las-áreas.de _políti- 
ca de las autoridades electas y las fragmentan entre sí;No es el único que 
ha alado ésto. En un libro ya clásico sobre el sistema estadunidense, 
Lowi destaca que estos subgobiernos alejan las políticas de los intereses 
generales. Otros han mostrado evidencia en el sentido de que el federalis- 
mo de cerca de púas es armado desde las redes horizontales nacionales. 

Aun cuando esas críticas pueden muy bien ser válidas, como decíamos 
los subgobiernos son probablemente uno de los motores que explican el 








funcionamiento de un sistema con tanto puntos de decisión. Así, pese a-sus * 


posibles desventajas, su ventaja es que implican cierta “coordinación” en- 
tre una multiplicidad de actores. 

En este sentido, en su libro American federalism and public policy; how 
the system works, Anton ha señalado que el sistema funciona y que lo hace 
según ciertos patrones (que él identifica con base en las formas de las coa- 
liciones). Elazar por su parte indica que el federalismo estadunidense ha 

. tendido a “compartir” funciones y podéres debido a cuatro factores: el dise- 
"ño institucional, la política legislativa, la profesionalización y la proximi- 
dad, todás igualmente importantes.” ; 
“Algunos autores se háañ enfocado hacia el concepto de red para estudiar 
al federalismo estadunidense. Por ejemplo, Gáge, Mandell, Wright y Agra- 





24 Verticales sólo hasta cierto punto si se toma en cuenta que estamos hablando de “go- 
biernos” no estricta o completamente regidos jerárquicamente y que conforman más “instan 
cias” que “niveles” gubernamentales. . 

25 Theodore Lowi, The end of liberalism: The second republic of the United States, Nueva 
York, W. W. Norton, 2* ed., 1979, XVII. 

26 Timothy Conlan, New federalism; intergovernmental reform from Nixon to Carter, Wash- 
ington, D. C., The Brookings Institution, 1988, p. 236. e 

27 T. J. Anton, op. cif.; Daniel Elazar, “Cooperative federalism”, en D. A. Kenyon y J. 
Kinkaid, Competition among states and local governments, Washington, D. C., The Urban 
Institute Press, 1991, pp. 74-76. 
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noff han venido desarrollando y discutiendo los conceptos de federalismo, 
rgubernamentales y gerencia interguberna: 


relaciones i 








política 











(policy networks) y xedes de.implementación (implementation ni 
cúales se van activan: 'orme una política pública se desenvuelve.” Uti- 
lizandó él caso de Dayton, Ohio, Agranoff ha mostrado cómio Tasredes in- 
tergubernamentales funcionan para resolver ciertos proble: les.30 

* En forma relacionada, según un estudio sobre los Estados Unidos la co- 
ordinación se ha logrado sobre todo cuando ha sido valorada y promovida 
por los líderes políticos, cuando éstos fomentan la articulación de los ac- 
tores alrededor de preocupaciones operacionales más que de grandes pla- 
nes y cuando se da en un corítexto donde hay respeto y experiencia con la 
diversidad, donde se acepta la legitimidad y valor de cada una de las enti- 
dades involucradas. Las comisiones o consejos, y menos aún la consolida- 
ción o centralización de programas, han contribuido poco a mejorar la co- 
ordinación.3! En este sentido, son interesantes los trabajos de varios 
autores que se han abocado al estudio de las relaciones interorganizacio- 
nales más que de las estructuras normativas, como Zan y Rhodes.*? Como 











j operativa y centrada en la obtención de resultados del nivel administrativo 
¡ de las relaciones intergubernamentales.*f Wright se refiere a este concepto 
cuando describe la fase contractiva Y especialmente en el capítulo xn del 
libro. 





2 Robert W. Gage y Myrna P. Mandell, Strategies for Managing Intergovernmental Policies 
and Networks, Nueva York, Praeger, 1990; D. S. Wright, op. cit. Véase también el texto de Ro- 
bert Agranoff, “Marcos para el análisis comparado de las relaciones intergubernamentales” 
en Mauricio Merino (coord.), Cambio político y gobernabilidad, Conacyt/Colegio Nacional de 
Ciencias Políticas y Administración Pública, 1992. - 

2 Robert W. Gage, “Key intergovernmental issues and strategies”, en Gage y Mandell, op. cit. 

30 Robert Agranoft, “Responding to human crises: Intergovernmental policy. networks”, en 
Gage y Mandell, op. cit. Véase también Agranoff en español, op, cit, - 

31 Edward T. Jennings, Jr., “Building bridges in the Intergovernmental Arena: Coordina- 
ting Employment and Training Programs in the American States”, en Public Administration 
Review, enero-febrero de 1994, vol.'54, núm. 1. 

32 S, Zan, Logiche di azione organizativa, Bolonia, 11 Mulino, 1989, y R. Rhodes, Beyond 
Westminster and Whitehall; subcentral state governments in Britain, Londres, Unwin Hyman, 
1988, El área de desarrollo industrial regional también ha discutido el tema de redes, en este 
caso alrededor del concepto de milienx de desarrollo; véase P. Aydalot y D. Keeble, High tech- 
nology industry and innovative environments, Londres, Routledge, 1988, y R. Camagni (coord.), 
Innovation networks: spatial perspectives, Londres, Belhaven-Pinter, 1991. 

33 Méndez, “La coordinación...”, op. cit. 

34 Que no significa que no haya “política”, sino que ésta se da de forma más limitada y 
bajo ciertos parámetros, Véase Wright, op. cit, p. 173. 
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En el último capítulo de la segunda parte, Wright toca puntos clave para : 


evaluar y mejorar las-RIG. En primer lugar, señala muy bien que el análisis de 
las concepciones o imágenes de los actores contribuye al diagnóstico de los 
problemas y a su solución. Para ello, basándose en buena medida en un li- 
bro de Pressman.*5 presenta una lista de posibles consecuencias de imágenes 
divergentes entre instancias: fricción, hostilidad, el juego de juegos dife- 
rentes, negociación-y estrategias de cambio. Aunque Wright le dedica poco 
espacio, ésta última consecuencia es importante para los países latinoame- 
ricanos; Wright menciona cuatro estrategias, enfocadas ya sea hacia los 
propósitos, los procesos, lá ediicación y las estructuras. 07 777 

Después de presentar estas consecuencias, el autor éntra de una manera 
más explícita a discutir las bases del funcionamiento del sistema de RIG 
estadunidenses. Wright se pregunta: “¿cómo pueden los programas de ayu- 
da federal ser implementados bajo condiciones (imágenes) que parecen in- 
clinar el sistema contra la operación efectiva?” Se puede decir que en su 
opinión el sistema funciona y que los estudios que señalan lo contrario se 
basan en estudios inmediatos de los casos que más llaman la atención pre- 
cisamente por conflictivos o problemáticos. Basándose en investigaciones 
de Peterson y Nathan, señala que aunque unas áreas de políticas han sido 
más problemáticas que otras (especialmente las redistributivas), en gene- 
ral el sistema estadunidense ha sido capaz de adaptarse bien a diferéntes ti- 
pos de tensión, con base en la compartamentalización de políticas (Wright 
no se explica mucho en este punto pero parece referirse al surgimiento 
de las redes arriba mencionadas) y el surgimiento de estilos consensuales de 
decisión con el tiempo. El autor también menciona la fragmentación de las 
diversas instancias y la existencia de “mediadores fronterizos”. (boundary 
spanners), personas que conocen bien los lenguajes y rasgos de cada una 
de las instancias y median entre ellas (y que probablemente son impor- 
tantes para el desarrollo del federalismo de cerca de púas). En su opinión 
hay “fuertes tendencias hacia la continuidad y cooperación, si no al con- 
senso y al acuerdo”. 

Wright intenta, por otro lado, dilucidar las tendencias de la ayuda fede- 
ral por tipo de estado, pero indica que cualquier tendencia es difícil de con- 
firmar. En su reciente libro, The price of federalism, Peterson llega a una se- 
rie de conclusiones en este sentido, por cierto no muy favorables para el 
federalismo estadunidense. 

En general, la ayuda federal contribuyó en gran medida a la expansión 
de las administraciones estatales y locales, aunque las últimas fueron re- 





35 Jeffrey L. Pressman, Federal programs and city politics, Berkeley, University of California 
Press, 1975, 

36 Lo cual luego permitiría una expansión de innovaciones en los estados y localidades, 
Vease Michael Barzelay, Breaking through bureucracy. New Vision for Managing in Govern- 
ment, University of California Press, 1992; David Osborne, Laboratories of Democracy, 
Boston, Harvard Business School Press, 1988. 
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nuentes a aumentar el staff por medio de la ayuda federal hasta mediados 
o fines de los años setenta (justo cuando la ayuda comenzaba a descender). 
Las agencias federales emplean-un rango amplio de estrategias para pro- 
ducir los impactos deséados en-los niveles estatales y locales, ¡Estas estrate- 
gias incluyen estructurales, colonización o prefesionalización del 
la agenda y, más notoriamente, 
ción (la cual. incluye-a: una variedad de actores, entre ellos varios 
intergubernamentales)¿ Estas estrategias refuerzan una de las tesis más im- 
portantes del libro, esto es, que la influencia federal es, una variable, no.una 
constante, ya que ( depende de un conjunto complicado < de variables —políti- 
“das, administrativas, institucionales y financieras— que operan | en las tres 
instancias de gobierno: 

















C. RIG y políticas públicas 


El libro de Wright no es un libro sólo sobre los aspectos históricos y es- 
tructurales de los sistemas de RIG. Como él lo anuncia en un. principio, a 
diferencia por ejemplo del federalismo, el campo studio de-las-RIG-se" 
preocupa tambi or las políticas públicas. “Así, al autor no sólo le inte- 
Te aspec estructurales, sino el funcionamiento, dinámica y re- 
sultados de las RIG. Por lo tanto, lá terééra parte aborda temas relaciona- 
dos con la naturaleza de varios tipos de políticas. Para ello, básicamente 
parte de la primera tipología de arenas de política, la establecida por Lowi, 
y que se refiere a cuatro arenas: constitutiva, c distributiva, regulatoria y re- 
istributiva. Aunque esta primera tipología generó todo un enfoque para 
el estudio de las políticas, las últi tres arenas han sido las más uti- 
lizadas y discutidas. Personalmente creo que la versión más ácábáda de 
este enfoque es la de Wilson, quien es el que con mayor claridad pone las 
arenas en la forma en que son consideradas por Wright y la mayoría de 
los analistas, es decir, en términos de la distribución de costos y benefi- 
cios. Al hacerlo así, Wilson sustituye la arena constitutiva, que en realidad 
se salía de la matriz en el esquema original de Low, por la que él llama 

“mayoritaria”.37--- 

Para ser más específicos, Wright sigue el esquema utilizado por Peterson 
en City Limits, muy cercano al original pero que bautiza como jurisdic- 
cional a la arena “constitutiva” de Lowi, sin cambiar mayormente el sentido 
que le da éste. Aunque deja fuera la políticas mayoritarias e inclusive un 
quinto tipo que se ha discutido últimamente —las  autorre, latorias—, 
Wright incluye un un tema fundament; 


¿on entonces 

































37 Para una exposición más detallada de las cuatro arenas de Wilson véase José Luis Mén- 
dez, “La política pública como variable dependiente: hacia un análisis más integral de las 
políticas públicas”, en Foro Internacional, vol, xx6x11, núm, 1, enero-marzo de 1993. 
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piedad de la tierra entre los estados y la instancia nacional, así como las 
rios indios. Las relaciones entre la instancia-na- 
muy conflictivas a las del acomodo mutuo. 
El autor señala varias formas en que se pueden evitar los conflictos y jue- 
gos de suma cero, algunas de ellas relacionadas con el acomodo entre el 
Estado y los territorios indios. Las cortes sin duda han jugado un papel 
fundamental en ello. 

Por lo que se refiere a las relaciones estado-localidad, la Regla de Dillon 
ha constituido en el caso estadunidense el marco y la base legal de esas 
relaciones, Dicha regla se refiere a la decisión del juez John Dillon de lowa 
en 1868, en un caso de disputa jurisdiccional, para el cual señaló que “las 
corporaciones municipales deben su origen y derivan completamente sus 
poderes y derechos de la legislatura” estatal, que las crea y la puede eliminar. 
Entre los años sesenta y ochenta ha habido una tendencia hacia la centra- 
lización por parte de la instancia estatal. 

De todas maneras, las relaciones estatal-locales son muy complejas, ya 
que varían mucho entre los estados y en general ambas instancias tienden 
a traslaparse, como Wright bien indica en una variedad de cuadros. Pese a 
las tendencias hacia la centralización, en 1982 Wright calificó a sólo 16 es- 
tados como muy centralizados. Cuando menos la mitad de los estados han 
establecido un consejo para atender las relaciones estatal-locales, aunque 
sólo en alrededor de un cuarto de ellos dichos consejos han sido muy ac- 
tivos? La escena local es también altamente compleja por la variedad de 
entidades (condados, municipios, pueblos, distritos escolares y distritos 









dad la consiguen más los ¡y 
por lo que Wright señala que “cuidado, precaución y tocar todas las bases” 
parece ser una prescripción tan válida en el gobierno estatal como en el 
nacional”. 
->"En el capítulo 1x, Wright se ocupa de las políticas públicas distributivas 
* o de desarrollo, aquellas que otorgan subsidios para ciertas actividades 
privadas, resultan en beneficios tangibles para individuos, grupos o corpo- 
raciones y en las que aparentemente sólo hay ganadores y no perdedores. 
Estas políticas tienen una larga tradición en el sistema político de los Esta- 
dos Unidos, ya que són las más adecuadas para la “capitalización” política. 
[No es de sorprender q; ngreso el foco institucional de atención 
NT ; tas políticas pue- 
1 ir desde la competencia con otros estados o ciudades para conseguir 
fondos federales para instalaciones navales hasta las políticas industriales 
específicas de los estados! En esta área se ha llegado a excesos, como cuan- 









ESTUDIO INTRODUCTORIO 25 


do en cierto momento todos los Estados Unidos resultaban ser una “área de- 
primida”, sujeta a ayuda para el desarrollo económico. Sin embargo, proba- 
blemente esto confirma la imiportancia fundamental de esta política en los 
estados y ciudades estadunidenses, la cual ha aumentado todavía miás ante 
la globalización, las crecientes crisis y el desempleo. Wright señala además 
que en esta política pública es donde se manifiesta más claramente la re- 
ciente tendencia de los estados a actuar como “naciones soberanas”, ya qúe, 
la promoción foránea de la inversión extranjera o las exportaciones han sido! 
cada vez mayores (al punto de que se comienza a hablar de la “ciudad global”). ; 
Aunque debo confesar cierta parcialidad en este juicio, por ser ésta la políti- 
ca que he investigado (véase nota 4), Wright le dedica un espacio que no co- 
rresponde con su importancia. Curiosamente esto último es reconocido por 
el mismo Wright, junto con otros autores.38 

Así como las políticas distributivas involucran beneficios concentrados 
y costos dispersos, las políticas regulatorias, en contraste, tradicionalmen- 
te implican costos concentrados y beneficios pequeños y dispersos, El fenó- 
meno de la “regulación” gubernamental es tan viejo como el mismo gobier- 
no, ya-que en muchos aspectos gobernar es regular. /Esto, es, las. leyes que 
controlan el comportamiento de los individuos imponen ciertos costos es- 
pecíficos,o limit: 'párá el bénéficio de otro gran número de individuos 
y de la sociedad como do' (cómio Tas leyes que sancionan el robo o el 
exceso de velocidadA” le Ml 
“£Tas políticas públicas regulatorias ; tienen un componente intergubl 


mental ya que alguñas exigen esfuerzos onjuntos de | 


da 















mental, Ya que algunas exigen esfuerzos e a 
es Msi expone y discute varios ejemplos de programas nacionales y está- 


talés que abarcan desde el desarrollo nuclear hasta el se: 






Ejemplos de cada uno de estos tipos de regulaciones revelan la naturaleza 
política de la regulación intergubernamental. ; 

Los gobiernos estatales frecuentemente han querido regular a los loca- 
les, lo que ha llevado a conflictos. Algunos de éstos han sido resueltos en 


38 Entre algunos de los textos que destacan esta tendencia están Osborne, op. cit; P. K. 
Eisenger, The Rise of the Entreprenurial State, State and Local Economic development Policy in 
the United States, Wisconsin, University of Wisconsin Press, 1988; R. E. Wilson, States and the 
Economy Policy Manking and Decentralization, Westport, Praeger, 1993. Véase también Peter- 
son, op. cit. Yo mismo he estado realizando una investigación que incluye el estudio de la po- 
lítica subnacional de promoción económica de, entre otros, un estado mexicano: Nuevo León; 
véase Méndez, "Políticas y organizaciones...”, op. cit. Como el mismo Wright y otros autores 
señalan, el equiparar la importancia de las políticas con sus niveles de gasto puede ser enga- 
ñoso, ya que las relaciones centro-periferia en realidad tienen varias dimensiones importan- 
tes; para esto puede verse B, Dente y F. Kjllberg, The dynamics of institutional change, Lon- 
dres, Sage, 1988, y Ch. Pickvance y E. Preteceille, State reestructuring and local power, Nueva 
York, Pinter, 1991. 
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las cortes. No obstante, también el desarrollo de estrategias para su resolu- 
ción utilizadas por mediadores experimentados puede facilitar los acuer- 
dos intergubernamentales. El autor señala aquí varias .condiciones:impor- 
tantes que pueden contribuir a la cooperación intergubernamental; por 
ejemplo, una comunicación más abierta: 

Las políticas redistributivas usualmente se asocian en los Estados Uni- 
dos con el conflicto de clases y una política de syma-cero. Aunque en los 
años treinta dichas políticas fueron en gran medida “nacionalizadas”, Wright 
muestra muy bien cómo han venido adquiriendo un carácter eminente- 
mente intergubernamental, ! 

Los programas de salud, educación y seguridad social son identificados 
generalmente como redistributivos en propósito y consecuencias. ¡Sin em- 
bargo, el autor es cuidadoso en reconocer el carácter complejo de su con- 
tenido político. Por ejemplo es muy cauteloso en la interpretación de un 
estudio que muestra que el porcentaje de cambio de directores de las depen- 
dencias de corte redistributivo es mayor que el de las de tipo distributivo y 
regulatorio. Aunque me parece que ésta es evidencia clara en favor de la 
mayor conflictividad de la arena redistributiva, en opinión de Wright no 
fundamenta ni contradice los postulados del esquema de Lowi; para él sólo 
indica que hay diferencias empíricamente fundamentadas entre las arenas 
(aunque a la vez unos párrafos arriba señala que esta “investigación sí su- 
giere que la administración de las dependencias y políticas redistributivas 
son una tarea especialmente difícil”). De cualquier manera, estaría de acuer- 
do con él en que la supuesta mayor conflictividad de esta arena debe ser 
todavía más investigada. 

Wright se extiende sobre el punto ya señalado. de que la educación es 
una función financiada sobre todo por los estados y las localidades, mien- 
tras que en la previsión social el nivel nacional ha aumentado considera- 
blemente su papel en las últimas décadas. Los ésfuerzos de Reagan por, 
'pásar ésta fúnción a los estados no resultaron para Wright en cambios fun- 
damentales, : 
















D. Tendencias pasadas y direcciones futuras 


La cuarta y última parte del libro está constituida por un solo capítulo, de 5 


carácter conclusivo. Aquí el autor presenta algunas reflexiones sobre las 
formas en que las rIG estadunidenses han evolucionado en el último siglo, 
así como sobre sus posibles direcciones futuras. 

Respecto a lo primero, el autor considera tendencias de largo y corto 
plazo (o más recientes). Las últimas. son muchas para ser reseñadas en 
este estudio; en general son de corte fiscal, contextual o institucional y sur- 
gen sobre todo de las autoridades electas. En torno a las primeras, Wright 
destaca dos: la creciente importancia de la burocracia y la administración, 
por un lado, y de las cortes, por el otro. Surgen de fuentes administrativas 
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o judiciales y ambas tienen que ver con una tendencia secular a la mayor 
regulación de una variedad de áreas y a la emergencia del llamado “Estado 
administrativo”. ES pa 
Wright también reflexiona sobre las posibles direcciones futuras de las 
RIG estadunidenses, sobre todo en dos dimensiones: conflicto/cooperación 
y continuidad/cambio, Para él, la existencia de conflicto y cooperación siem- 
pre se ha dado y se dará en las rela: ones intergubernamentales. Hay quie- 
nes argumentan que uno u otro factor ha predominado, ante lo cual Wright 
señala tres ideas clave. En primer lugar, destaca que el conflicto y la co- 
operación no son los puntos opuestos de un continuo, La presencia del pri- 
mero no significa la ausencia de la segunda. Por lo tanto, es irrelevante e 
inapropiado preguntarse .cuál ha predominado. Lo importante es el grado 
de reconocimiento y aceptación de los conflictos como algo natural más 
que patológico, ya que ello es el primer paso para su superación. El segun- 
do punto o paso tiene que ver con el desarrollo. de las. habilidades y los 
mapas adecuados para conocer y transitar las rutas políticas y administra- 
tivas que lleven'a la resolución de los “conflictos (el “tocar todas las bases” 
al que ya se hizo referencia). Por último, se requiere una conciencia clara; . 
de que la resolución de divisiones tiene que ver tanto con las Catsas objeti- 
vas de lós problemas como con Tas imágenes mutúas de lós ntentetitotes] 
Wright afirma que puede esperarse que los niveles de confrontación y 
conflicto aumenten en el sistema estadunidense, como consecuencia de la 
falta de un crecimiento “robusto”.de la economía y de la continuación de 
la austeridad fiscal, Sin embargo, el autor también señala fúerzas que fa- 
vorecen la tooperación: la apertura de nuevos canales para compartir in- 
formación gracias al mayor uso de las computadoras, ásí cono la existén- 
cia de estrategias de mediación e implementación como las presentadas en 
varios capítulos del libro, Wright cita a”Pétérsón, cuya investigación lo lle- 
va a concluir que en los Estados Unidos las relaciones conflictivas han ten- 
dido con el tiempo a evolucionar hacia relaciones cooperativas. j 
En cuanto a la cuestión del cambio o la continuidad, Wright retoma lo 
dicho en el capítulo m1 del libro para señalar que ha sido difícil cambiar el 
sistema de RIG estadunidense. Aunque hay debate al respecto, en su opi- 
nión Reagan no revolucionó sino que más bien redireccionó dicho siste- 
ma. Los cambios fueron significativos, ya que terminaron con un ciento de 
transferencias (por eliminación o absorción), permitieron el mayor control 
sobre otras tantas y en general redujeron la ayuda: Así, se-controlóla:cén- 
tralización creciente. Con todo; Wright insiste en que estos cambios deben 
ser vistos dentro del contexto más amplio. En general, loque hicieron-fue 
fiscalizar” el debate en torno a las RIG cuando; domo se vio, hay tenden- 
cias de largo plazo que han sido discutidas poco, como el papel creciente y 









3 Wright no abunda sobre, este interesante punto. Para el caso estadunidense puede verse 
J. Freeman, Crisis y legitimidad: El proceso administrativo y el gobierno de los Estados Unidos, 
México, FCE, 1988. ] 
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eminentemente centralizador de las cortes. Tanto para Elazar como para 
Conlan, el intento de Reagan de volver o promover un federalismo dual - 
terminó en el desarrollo de un federalismo verdaderamente “cooperativo”, 
lo cual confirmaría el punto de vista de Wright de una creciente intergu- 
bernamentalidad.“ 

Wright termina Para el estudio de las relaciones intergubernamentales ci- 
tando a un “mediador fronterizo” (boundary spanner), Allen Pritchard Jr., 
quien señala que todo administrador público debe estar consciente de que 
su labor es esencialmente intergubernamental y por lo tanto de constante 
negociación. Para Wright el administrador público es como el hábil arqui- 
tecto que se da cuenta que el sistema de RIG estadunidense es un edificio 
grande y multiforme que está en reconstrucción constante pero al cual to- 
davía se le pueden ver los pilares originales; un edificio apuntalado y expan- 
dido para dar cabida a nuevos ocupantes y funciones pero que, todo pa- 
rece indicar, seguirá siendo útil en el futuro previsible. y' 


TIL Las ESTRUCTURAS CENTRO-PERIFERIA EN AMÉRICA LATINA Y MÉXICO 


Los Estados latinoamericanos han observado una variedad de estructuras 
centro-periferia, Existen desde las naciones más descentralizadas y de es- 
tructura federal como Brasil hasta las más centralizadas y de tipo unitario 
como Perú o Bolivia (aunque esto está cambiando en este último país con 
la nueva ley de descentralización). Hay naciones que han estado en medio 
de la escala, con estructuras federales formales pero relaciones centro-pe- 
riferia muy centralizadas, como puede ser el caso de México, o con estruc- 
turas unitarias pero una distribución urbana, económica y demográfica 
más equitativa, como Colombia. Las naciones de menor tamaño (v. g. Cen- 
troamérica) han tendido hacia la centralización, aunque con variaciones 
por país y periodo. 

Con todo, ha habido una tendencia hacia estructuras centralizadas. Así, 
como señalé, la discusión en torno a las relaciones centro-periferia ha es- 
tado dominada por el asunto de la descentralización. Éste ha sido uno de 
los temas de mayor discusión en el área y de mayor producción bibliógrá- 
fica. La literatura sobre la descentralización, las regiones y las localides en 
América Latina es muy amplia. Sólo en México se ha dado una producción. 
a la que-no es fácil seguirle la pista. En algunas instituciones mexicanas la 
investigación sobre estos temas ha sido larga y consistente; sin pretender 
ser exhaustivos, podemos mencionar el Centro de Estudios de Administra- 
ción Estatal y Municipal del Instituto Nacional de Administración Pública, 
el Instituto de Investigaciones Jurídicas y el de Investigaciones Sociales de la 


40 Blazar, “Cooperative...”, op. cit., pp. 82-83; Timothy Conlan, New federalism; intergov- 
ernmental reform from Nixon to Reagan, Washington, D. C., The Brookins Institution, 1988, 
p. 235. 
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Universidad Nacional Autónoma de México, los Centros de Estudios His- 
tóricos, de Estudios Internacionales, de Estudios Demográficos y de Des- 
arrollo Urbano y de Estudios" Sociológicos de El Colegio de México y la 
División de Administración Pública del Centro de Investigación y Docen- 
cia Económicas. En el Instituto Mora y la Universidad Metropolitana tarm- 
bién se ha venido trabajando el tema. Sería muy difícil citar aquí todos 
los libros, pero sin duda de entrelos más recientes editados o producidos 
por miembros de algunas de estas instituciones destacan los de Martínez 
Cabañas, Ortega Lomelín —que son de los que conozco los que tratan 
más extensamente el sistema federal y de coordinación intergubernamen- 
tal mexicano; Martínez Cabañas fue probablemente el primero en México 
que utilizó el término “intergubernamental”—, Torres, Padua y Vanneph 
y Carmagnani —que versan sobre el federalismo y la descentralización en 
América Latina—, Garza, Schteingart, Merino y Cabrero —que versan so- 
bre lo regional y local—, entre otros.*! A todo ello habría por supuesto que 
agregar una larga lista de artículos y de otros libros producidos por insti- 
tuciones de los estados o en ocasiones por funcionarios preocupados por 
el asunto,” así como aquellos producidos sobre-México-en-el extranjero.% 


A. El sistema federal mexicano 





e 
siones político-jurídicas, en cierta medida semejantes. a las.discusiones que 
se han dado en torno a las federaciones y-el federalismo-er-general.** 





“Uno de los debates se ha originado en que la constitución mexicana no 


%! Gustavo Martínez Cabañas, La administración estatal y municipal en México, México, INAP, 
1992; Ortega Lomelín, El nuevo federalismo. La descentralización, México, Porrúa, 1988; Blan- 
ca Torres, Op. cit.; Jorge Padua y Alain Vanneph (comps.), Poder local. Poder regional, El'Cole- 
gio de México, 1986; Martha Schteingart y Luciano Andrea, Servicios urbanos, gestión local y 
medio ambiente, El Colegio de México, 1991; Gustavo Garza (comp.), Una década de pla- 
neación urbano-regional en México, 1978-1988, El Colegio de México, 1989; Marcello Carmag- 
nani (coord.), Federalismos latinoamericanos: México/BrasiVArgentina, México, FCE, 1993; En- 
rique Cabrero, La nueva gestión municipal en México. Análisis de las experiencias innovadoras 
en gobiernos locales, México, Porrúa/cipE, 1995; Mauricio Merino, Fuera del centro, Xalapa, 
Universidad Veracruzana, 1992, p. 82, y En busca de la democracia municipal, La participación 
ciudadana en el gobierno local mexicano, México, El Colegio de México, 1994, 

% Por ejemplo Antonio Argitelles y José Antonio Gómez, Guía metodológica para la des- 
on y modernización de estructuras.administrativas, México, Miguel Ángel Porrúa, 

dl Por ejemplo Peter Ward y Victoria Rodríguez, Policimáking, Politics, and Urban Gover- 
nance in Chihuahua: The experience of Recent Panista Governments, o Eric van Young, Mexico's 
Regions; Comparative history and development, Universidad de California-San Diego, 1992. 

, y Ortega Lomelín, op. cit, pp. 50-65, A diferencia de otros autores, prefiero seguir la diferen- 
ciación hasta cierto punto ya aceptada de King entre “federación” —la estructura institu- 
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“és clara en cuanto al fundamento teórico de la federación. Por un lado, pa- 


rece responder a la teoría de Tocqueville de la “cosoberanía”, ya que el ar- - 


tículo 40 habla de “estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su 
régimen interior; pero unidos en una Federación establecida según los 
principios de esta ley fundamental”. Sin embargo, el artículo 39 establece 
que “la soberanía nacional reside esencial y originalmente en el pueblo”. 

” Dado que una soberanía limitada o dual sería una contradicción, más 
bien podría decirse que la federación mexicana implica un orden jurídico 
supremo —la constitución— que crea.dos-órdenes-jurídicos coexistentes O 
«coextensos que le están subordinados: el nacional y.el estatal.*“Así, como en 
toda federación, los .estadós soñ actores formalmente indiscutidos que tié- 
ner-su"existéncia constitucionalmente garantizada, y hay, un-pacto entre 
ellos y el orden nacionál'para'conducir los asuntos de la federación (lo que 
por éjemplo sé manifiesta.envla existencia de una. Cámara de senadores ele- 
gidos por estado) 0 
-En este sentido, la federación mexicana es semejante a la estaduniden- 
se. Esta semejanza no es casual, dado que a lo largo de la historia los cons- 
tituyentes mexicanos (y algunos latinamericanos) partieron en buena 
medida del modelo creado en los Estados Unidos. Sin embargo, no puede 
verse a las federaciones latinoamericanas como injertos mal logrados en 
un contexto tradicionalmente centralista, Como Carmagnani y otros auto- 
res han reconocido,** el federalismo ha tenido en América Latina motiva- 
ciones y antecedentes históricos precisos: como en los Estados Unidos, su 


cional de corte federal — y “federalismo” —la corriente político-ideológica favorable a los 
principios federales. Preston King, Federalism and federation, Londres, Croom Helm, 1982. 
Véase también Michael Burgess y Alain-G. Gagnon (comps.), Comparative Federalism and Fed- 
eration, Nueva York, Harvester-Wheatsheaf, 1993, 

45 Etimológicamente, “soberanía”. significa “autonomía plena”. Deriva de “soberano”, a su 

vez derivado del latín; super, “Sobre” o “sóbre los demás”. Véase Guido Gómez de Silva, Breve 
diccionario etimológico de la lengua española, México, El Colegio de México-Fondo de Cultura 
Económica, 1988. Según la Academia, “soberanía” significa “autoridad suprema del poder pú- 
blico” o “alteza o excelencia no superada”. Así, no puede haber dos entidades supremas 0 una 
soberanía limitada. 
- 4 Gustavo Martínez Cabañas, op. cit., p. 158; Ortega Lomelín, op. cit., pp. 66-67. Esta inter- 
pretación tiene una de sus bases en el artículo 41 constitucional, que señala que “el pueblo 
ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de 
éstos, y por los de los Estados en lo que toca a sus regímenes interiores”. 

47 Federación y federalismo provienen del latín foedus, que significa contrato, e implica 
asociación, cooperación y negociación entre individuos, grupos o gobiernos. Véase Elazar, 
op. cit,, p. 69, y Exploring federalism, Tuscaloosa, University of Alabama Press, 1987, p. 12. 

Es por ello que en este texto he venido utilizando los términos “instancias” u “órdenes” y 
no “niveles” gubernamentales, así como instancia “nacional” y no “federal” para referirme a 
los Poderes de la Unión, ya que, en función del significado arriba expuesto, este último se 
debe utilizar para todo lo referente al contrato entre las partes, no a una de ellas. El término 
federal se ha usado en ese sentido, por ejemplo en los Estados Unidos a fines del siglo xvm, 
pero sobre todo como sinónimo de “nacion: ”. Por ello, para Elazar la única figura concep- 
tualmente apropiada para representar al federalismo (o las federaciones) es la de una matriz. 
Elazar, “Cooperative...”, op. cit, p. 73. ; 

48 Marcello Carmagnani, op. cit., pp. 397-400; Graham, op. cit. 
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origen tuvo que ver con una tensión entre provincialización y centraliza- 
ción; y como en ese país -——más allá de la imprecisión teórico-conceptual 
de los constituyentes—,esta"tensión llevó: a un federación más o menos 
cercana a la teoría de la cosoberanía.% También como en los Estados Uni- 
dos, la cercanía relativa a esta teoría alimentó a su vez dicha tensión, 
cuando menos hasta el siglo xx, cuando se tendió hacia un nuevo principio 
federal basado supuestamente en la cooperación (pero que en ambos casos 
terminaría favoreciendo a la instancia nacional).¿2 a 

Estas semejanzas se sitúan sin embargo en un nivel general y en buena 
medida formal. Por un lado, el federalismo mexicano ha tenido una base 
importante en una extensión territorial intermedia, marcada por una im- 
portante y antigua diversidad regional y étnica, así como en la creación, al 
filo de la independencia (1812), de varias jefaturas políticas en buena me- 
dida independientes; no obstante, por supuesto nuestro federalismo estuvo 
muy lejos de tener como base a las bastante independientes y consolidadas 
colonias inglesas de Norteamérica. En síntesis, si bien puede decirse que 
en México ha habido un federalismo que no se puede despreciar, es obvio 
que también han habido fuertes y largas tendencias centralizadoras desde 
la Colonia, e incluso quizá desde tiempos prehispánicos. 

Por otro lado, la federación estadunidense observa diferencias muy im] 
portantes respecto a la mexicana (y, por las semejanzas con ellas, respecto a 
la argentina y en cierta medida la brasileña).! Me concentraré enseguida: 
en dos, una centralizadora y la otra descentralizadora: las funciones del ni: 
vel nacional y al estatus jurídico del municipio.. o 


49 Aunque debe anotarse que es Tocqueville quien asocia al caso estadunidense con esta teo- 
ría. Para este autor “los Estados Unidos[...] son, en una palabra, 24 pequeñas naciones sobe- 
ranas”. Alexis de Tocqueville, La democracia en América, México, FcE, 1957, p. 54. Sin duda, 
la interpretación de Toqueville no fue gratuita; entre otros puntos, los estadunidenses tienen 
una doble ciudadanía: la estatal y la nacional. Peterson, así como Berkley y Fox, coinciden 
con Toqueville en referencia a los primeros momentos del federalismo estadunidense (Paul 





sistema de RIG). >. . 


Respecto a la imprecisión conceptual de los constituyentes mexicanos, se debe señalar que 
es explicable, ya que había una necesidad de subrayar la autonomía de los estados. 
50 Elazar, “Cooperative...”, op. cit., p. 68. 
A En general, la federación mexicana y argentina, y también en buena medida la brasi- 
leña, han tenido estructuras formales parecidas —facultades “negativas” de los estados, institu- 
cionalización de la instancia municipal, etcétera—. Véase Carmagnani, op. cif. 
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B. Dos diferencias entre las federaciones mexicana y estadunidense 


Ed 
fDe forma muy parecida a la Décima Enmienda estadunidense, la constitu- 


ción mexicana (artículo 124) señala que todas las facultades que-no “estén 
“expresamente concedidas a la federación, estaráñi 'Teservadas a los estados. 
La Carta Magna cita las facultades que expresamente les son prohibidas a 
los estados (artículos 117 y 118), entre las que se encuentran las relaciona- 
das con la celebración de tratados internacionales, acuñación y emisión de 
moneda o el gravamiento del tránsito de personas O mercancías por su te- 
rritorio; 

Sin embargo, una diferencia clave de la constitución mexicana respecto 
a la estadunidense es que su texto es bastante más amplio (aunque por su- 
puesto están las “enmiendas” a la segunda) y especifica mayormemente las 
facultades de cada instancia, especialmente la nacional. Mientras que la 
constitución estadunidense —derivada de una concepción anglosajona del 
Estado— se refjere.en gran medida a las estructuras políticas fundamen-__ 








es, de pro] iedad, etc.— de la Revolución mexicana, así como, 





tivos, la 





en términos más generales; a la Concepción europeo-continental del Esta- - 


do). Debe notarse que en un principio la defensa de esos derechos sociales 
era una función compartida por las instancias de la federación. Sin embar- 
go, en mi opinión hay una tensión entre la estructura federal y el carácter 
programático de nuestra constitución y probablemente éste tenía que lle- 
varada. centralización. En todo caso, la necesidad de reconstruir el Estado 
llevó al desarrollo de un Estado de 
e los derechos so: 
cos, y ala centralización del: programma dela Revolución mexicana. ; 
Dada la definición “negativa” o “implícita” de las facultades de los esta- 
dos así como el carácter programático de la la Carta Magna, en principio 
ésta les ha atribuido pocas facultades expresas, por ejemplo la expedición 
de títulos profesionales, relaciones laborales entre los gobiernos estatales y 
sus trabajadores (123), la celebración de convenios con sus municipios en 
materia de servicios públicos (115) y las facultades relacionadas con el es- 
tado civil de las personas (130). 
“En el caso mexicano se puede hablar no obstante de “facultades concu- 
5” rrentes”; aquellas sobre las que se estipula la intervención de varios niveles 
de gobierno, como pueden ser la educación, el sistema penitenciario, la re-. 
gulación delas sociedades de trabajadores, la defensa del medio ambiente, 
— la regulación de asentamientos humanos, etc. Existen también facultades 
y. átribuciones calificadas como “de auxilio”, en las que se establece que los 







52 Véase Alicia Hernández, “Federalismo y gobernabilidad en México”, en Carmagnani, 
Op. cit, 





ico de gobierno (asociádo a los ideales sociales —educa- ” 


ciales sobre los políti- ' 
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gobiernos- -estatales.apoyarár 
tuaciones de desastre hatural a 

Otra diferencia fundamental de la constitución mexicana respecto a la 
estadunidense se refiere a una tercera in instan: i obierno;.la municipal. 33 


Así, el artículo 115 constitucional establece que sel nicol libre. es La, 
base del la “divi 


1 gobierno federal (como por ejemplo en si- 


A Sra 









Estados Unidos —donde los éstados O o no ie un conjunto 
de atribuciones a sus gobiernos municipales—, esta descentralización no. 


os estados sino del orden consti- 








supuesto generen ordenamientos a los que éstas se deben ceñir o inclusive 
pueden llegar a decretar su “desaparición” (así como la instancia federal 
puede hacer lo mismo para un estado)? Los poderes legislativo y judicial 
estatales ejercen sólo un control de * tutela”, no de j j E 
nicipios, EX 1983, el presidente Miguel de la Madri promovió a reforma 
del'artículo 115 para reforzar y/o precisar la personalidad jurídica, repre- 
sentatividad, funciones y capacidad reglamentaria, fiscal e interguberna- 
mental (para realizar convenios con los estados o entre sí) de la instancia ....- 
municipal. 








za Constitución asigna expresamente varias funciones a los municipios, 
qué son los servicios públicos de agua, alcantarillado, alumbrado, limpia, 
mercados, panteones, rastro, calles, parques, jardines, zonificación, seguri- _.. 
dad pública y tránsitó., ¿Sin embargo, como señala Merino, en México se ha, 
gobernado por leyes federales, las leyes estatal 





3 Según Hurtado, otra diferencia indirecta —cuando menos hasta 1993— es la relacionadi” ) 
con la Suprema Corte de Justicia, ya que el artículo 105 constitucional la hacía en su opinión | 
juez y parte en la resolución de controversias intergubernamentales, mientras que el artículo 107 AN 
le impedía declarar la inconstitucionalidad de alguna ley, como sucede en el caso estadi 
dense opa no es lo mismo que nuestro j juicio de Epa Véase Javier Hurtado, “1 
listo, 


09 


fué ampliado y mod: icado. 







5] Ortega Lomelín, op. cit., p. 384. 
35 Martínez Cabañas, op, cit., p. 160; Ortega Lomelín, op. cit., p. 387. 
5 Mauricio Merino, Fuera..., Op. cit., p. 82,-y En busca..., Op. cil., p. 286. 
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podría decir respecto a la referente a los estados). Por carencia de recursos 


de todo tipo, muchos municipios mexicanos no ejercen todas sus facultades. 

En síntesis, si tomamos en cuenta la importancia histórica de una varie- 
dad de regiones, por un lado, y la cercanía relativa a la teoría de la coso- 
beranía, por el otro, podría decirse que tanto en México como en los Estados 
Unidos ha habido un “federalismo” —una corriente favorable a los princi- 
pios federales— y una “federación” —en el sentido de un arreglo constitu- 
cional que garantiza la existencia de los estados y cierta presencia de los 
mismos en la toma de decisiones nacionales (entre otras cosas, por medio de 
un Senado); De hecho, en México más aún que en los Estados Unidos se 
puede hablarí—como ha señalado el ilustre municipalista mexicano, Gus- 
tavo Martínez Cabañas— de una estructura federal con tres “instancias” u 
“órdenes” de gobierno, ya que se reconoce constitucionalmente la existen- 
cia de los municipios.” Sin embargo, las estructuras federales en realidad 
tienen una naturaleza muy dinámica y hay que ir más allá de lo que un 
concepto estático nos puede decir. Federación y federalismo probablemen- 
te entonces tengan que verse más como variables que como conceptos, como 
dimensiones en la que caben varios casos, sujetos a diferentes adjetivos. 
De esta manera podemos ver con mayor claridad que la diferencia básica 
entre ambas naciones reside en la claridad de sus principios federales y la 
fuerza de su federalismo La La Constitución mexicana ha tenido dos orienta- 
ciones. ala vez, 1 gramática. Aunque es intrigáñte en 
que medida es necesariáímente contralizadofa, la naturaleza programática 
— unto con la necesidad de reconstruir el Estado después de la Revolución— 
fue debilitando y relegando al federalismo y al principio federal, para 
1 loque, personalmente llamaría una “federación. centralizada” y 
alismo > contenido”. a 










C. La coordinación intergubernamental en el caso mexicano 


La existencia de una estructura federal en México ha implicado la necesidad 


de coordinación entre las.tres.instan: 
los años “ochenta. sin embargo, dicha coordinación se dio de una manera 
muy poco reglamentada y ordenada.% 





57 Martínez Cabañas, op. cit, p. 32; véase también Rogelio Arrellano (comp.), Federalismo 
fiscal, México, Fundación Mexicana Cambio XXI-Luis Donaldo Colosio, 1994, p. 17. 

53 Inicialmente se dio en buena medida mediante comisiones, convenciones o convenios. 
Gradualmente se fue dando una planeación más general, muy relacionada con los programas 
de inversión federal y algunos programas regionales. Hubo varios proyectos para establecer 
un sistema federal de planeación pero no se avanzó más allá de algunos planes de corto plazo 
(por mencionar algunos casos, el Plan de Acción Inmediata 1962-1964 o el Plan Global de 
Desarrollo 1980-1982). Véase Secretaría de Programación y Presupuesto, Antología de la Pla- 
neación en México, México, FCE-sPp, 1985; Martínez Cabañas, op.'cit., pp. 166-168; Alicia Her- 
nández, op. cit, 





jas de gobierno. Hasta principios de - 
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la década siguiente se hizo necesaria a reorganizaci ny. y modernización E 


ic 


de la administración -pública, tanto a nivel federal como intergubernamental. 
7 De esta manera, en 1983 hubo importantes cambios en la Constitución. 
Los más importantes fueron los realizados a los artículos constitucionales 
25y 26 (aunque también se hicieron modificaciones parciales a los artícu- 
los 27 y 28;[en el caso del último se exp. 













ía del Sd y oe nacional, y que por lo tanto éste lapa 


. riciónes. de «dirección $ y coordinación 
del desarrollo regional, así como la de regulación, protección y promoción de 
todas las actividades económicas que involucrasen el-bien público, 

El artículo 287 "otorgó a los estados la responsabilidad de participar en la 
formulación del Plan. Nacional de Desarrollo. Esta modificación permitió ir 
más allá de la mera concurrenci. ergubernamental, al institucionalizar y 
abrir la posibilidad de una “coordinación” entre los distintos niveles de go- 
bierno (aunque de forma restringida, por la ambigúedad y limitantes del 
marco constitucional respecto a las facultades propias de los estados y de las 


sujetas a coordinación). ¡Se estableció _que la planeación debía garantizar la 








participación de los ; actores godiales y la de los estados, Sin embargo, se debe” 





l- conservó grandes faculta- 


mencionar que en la realidad:el Eje 
el poder para establecer los, procedi, 


des “desde el 'momento que [mantuvo] e 





.mientos s de partici ipación(.. .] y el criterió para y formular, controlar y evaluar 


el Plan Nacional d arroll 1 íficós”. 32 Por Consi- 


guiente, los ártícul 
atribución del gobi 













* En enero de ÓN se decretó ki Ley de Planeación, reglamentaria del ar- 
tículo 26 (con lo que se abrogó la Ley de Planeación General de la República 
de 1930). En la Ley se estableció la facultad d del. Ejecutivo. Fed 








va reforzar la Coordina- 
laneación, se e desarrolló e el sistema nacional de planeación democrá- 
tica, que promueve a su vez el desarroll sistemas estatales de planeación. 
Un conjunto de leyes más particulares establecen tambiéhi áreas de coordi- 
nación o concurrencia entre estados y federación en una variedad de ma- 
terias como pueden ser salud (con base por ejempl en la Ley General de 
Salud), desarrolló urbano, cultura, deporte, etcéter: 











3 Francisco Gil Díaz, El efecto de la regulación en algunos sectores de la economía mexica- 
na, México, FCE, El Trimestre Económico, Lecturas, 70, 1991, p. 33. 


icitaron l los s principios y Y: áreas de la 


ra que señalara que corresponde al Es- 


A 
Y 
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(En síntesis, ante la expansión del aparato estatal y del monto presu- 
puestal, a principios de los años ochenta fue evidente la necesidad de una 
mayor coordinación (con su correspondiente mayor reglamentació sto 
llevó a que fuera modificado el marco constitucional, que por su cercanía 
en primera instancia con la teoría de la cosoberanía, tendía (vagamente) a a 
separar las facultades o especificar alguñias de carácter concurrenit .. 

“Ea coordinación intergubérnamental en México puéde ser dividida en 
dosyTa_ coordi 















C. 1. La coordinación intergubernamental para la planeación 
y programación 


1 Desarrollo Estatal (Coplades) y Municipal 


Comités de. Planeaci de 
| presidente a de la 






cos De ¿nie de se establecieron los Copladems como las. instan- 


cias equivalentes. alanivel municipal. 
Aunque bajo diferente formato, los comités estatales ya existían desde 
principios de la década de los setenta. El nombre de dichos organismos era 
el de “Comités Promotores de Desarrollo Socioeconómico de los Estados”. 
(Coprodes). Los primeros Coprodes'se constituyeron en 1971 con carácter 
de organismos federales de coordinación para el desarrollo regional de las de- 
pendencias federales y entidades públicas que realizaban sus actividades 
en alos estadós. Sin embargo, cada uno de ellos contaba con la participación 
tatales, representantes de entidades paraesta- 
y agrupaciones sociales 







de mayo de 1974: se ordenó a las dependencias federales 
Coprodes para la formulación de los programas anuales de inversión fede- 
raliPara enero del año siguiente, existían 20 comités. En marzo de 1977 se 
realizaron modificaciones a la estructura y funcionamiento de los Coprodes, 
transformándolos en-organismos, descentralizados con personalidad jurí- 
dica y patrimonio pro; 


además, fungirían como organismos revisores de 





TELS de febrero de 1981, se decretó la transformación de los Coprodes 
en Comités Estatales de Planeación para el Desarrollo (Coplades). Los nuevos 
comités se convertirían en órganos locales bajo la responsabilidad política 
y jurídica de los gobiernos de los estados.% Entre los propósitos funda- 
mentales de los nuevos Coplades estuvo el fortalecer la capacidad de for- 


$0 Ortega Lomelín, op. cit., p. 267. 






¿las instancias, federal estatal y titnicipal 
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de los gobiernos. locales..De esta. 
forma, los programas estatales de inversión serían formulados en el seno | 
á comités, en donde además se efectuaría su seguimiento y evalua- | 
¡eliiría nosólo "a entidades guber- 
námentales sino también sociales. Los cambios constitucionales de 1983 
hicieron obligatorio para los estados la. formulación de sus propios planes 
de desarrollo (planeación estatal). .. ? 

Los Coplades fueron capaces de funcionar en cierta medida-durante el go- 
bierno de Miguel de la Madrid. Sin embargo, tuvieron que enfrentar varios 
obstáculos, como el de su tamaño excesivo (por el gran número de miem- 
bros) y la falta de información suficiente para la planeación efectiva. (En 
México, tradicionalmente la disponibilidad de la información básica ha sido 
no sólo muy limitada en as sino "también monopolizada por algunas 
entidádés federales)... E 









Convenios intergubernamentales. En 1976, la coordine 
mental en México fue reforzada por la creación de los wenios Únicos . 
C na ción En Sus orígenes el "Conveniod fué un "mecanismo. de 
trabsí cia.de recursos financieros a las administraciones estatales para- 
ejecutar programas y ObraS toncriterios y norinas de e operación “estableci- 
das y supervisadas por dependencias y: entidades federales”. 4 

Después de las reformas con: 1983, estos convenios ad- 
quirieron un nuevo nombre: Aa ESarro 
o “tiene por objeto insttmieñt. 
regional la en el Plar 
ordinación. a federaly.estatal,] -para- ,-larealización de 
programas y acciones tendientes a lograr el desarrollo estatal, el fortaleci- 
i icipal y la reordenación de la actividad económica en el terri- 
torio nacional'f La nueva definición de los cub de 1984 trató de reforzar a 
los Copládes como los únicos canales permanentes de coordinación, entre 






























“UG de los primeros y principales objetivos del gobierno de De la Ma- 
drid sería el de la “descentralización de la vida nacional”, que buscó forta- 
lecer el ] federalismo; la vida mu Ty Taesarrol i tendría. 
varias consecuencias importantes. Ent se encuentra por un lado la 
redistribuci competencias entre.las- instancias gubernamentales, l 


a cambios al artículo 115 constitucional referente. al DU 






















pio— y sobretodo” TA descentralización de la p 
entre mayo de 1985 y diciembre de 1987:5 Por 


p e reservaría para 





$! Los primeros acuerdos de coordinación se dieron en 1942. 

$ Antonio Sánchez Gochicoa, La coordinación del gasto público: Experiencias y perspecti- 
vas del Convenio Único de Desarrollo, Ponencia presentada en el Foro sobre Coordinación Fis- 
Cal, ¡EPES, PRI, México, 4 de marzo de 1988. 

$3 Estos 14 estados cuentan aproximadamente con 50% de los recursos financieros, hu- 
Tnanos y físicos que la Secretaría de Salud destina a todos los estados mexicanos, abarcan a 
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el desarrollo regional una partida presupuestal comparativamente peque- 
ña pero aún así importante, el llamado Ramo XXVI. Estos recursos serían 
canalizados a los estados mediante las estructúras ( Coplade-cun, lo cual las 
reforzaba.ó Pese a que se diseñó de una manera centralizada, en general 
puede decirse que el programa de descentralización de De la Madrid sig- 
nificó avances importantes hacia un sistema más equilibrádo de relaciones 
intergubernamentales. : 


La estructura del cup se modificaría cada año, de acuerdo con las nuevas 
necesidades. Por ejemplo, en 1988 el cun fue modificado para eliminar algu- 
nos aspectos propios de la política del gobierno anterior e introducir otros 
nuevos. En 1989 las cláusulas del cup se redujeron casi a la mitad, y en 
1990 fue nuevamente modificado para incluir los planteamientos del Plan 
Nacional de Desarrollo del nuevo presidente Carlos Salinas. En 1992 éste 
lo rebautizó con el nombre de Convenio Único de Desarrollo Social (cps).% 

De forma contraria a la política delamadridista, Salinas recentralizaría 
la presupuestación y la programación de muchos programas (además de 
apretar el control sobre los gobernadores, cuando menos los del PRI, cuya' 
carrera política ha dependido tradicionalmente de su lealtad al presidente 
y al sistema). En 1989 el Ramo XXVI se convirtió en el Programa Nacional 
de Solidaridad.(Pronaso)), el cual crecería rápidamente y se convertiría en 


el “programa favorito” (y ñiás:polémico) de-Salinas.7 Si los Coplades ha- 


40% de la población atendida. Secretaría de Salud, Descentralización de los servicios de salud 
a población abierta, México, Secretaría de Salud, 1987, p. 26. Puede verse también Myriam Car- 
dozo, “La descentralización de los servicios de salud en México”, en Gestión y política pública * 
2, 1993. La descentralización de la vida nacional también buscó la desconcentración o reubi- 
cación de otras dependencias federales. Véase Secretaría de Programación y Presupuesto, Mé- 
xico: desarrollo regional y descentralización de la vida nacional, México, 1988, pp. 9-31. Educación 
era una de las áreas que también se descentralizarían, pero básicamente se desconcentraron 
sólo algunas atribuciones administrativas. 

$4 La participación de los estados en la elaboración de los cun se dio especialmente a partir 
de 1985; antes se elaboraban desde el centro casi por completo. Véase Luis Alberto Sánchez, 
“El convenio único de desarrollo como alternativa para el desarrollo de las entidades federati- 
vas de México”, México, El Colegio de México (tesis de licenciatura), 1987, pp. 114-116. 

$5 Enrique Cabrero y José Mejía, “Marco teórico-metodológico para el estudío de políticas 
descentralizadoras en México”, México, cg (documento de trabajo), p. 22; Mauricio Merino, 
Fuera..., Op. Cit., p. 50. 

$6 Hay otros convenios también, referentes sobre todo a educación y salud. 

$7 Como han dicho Cornelius, Craig y Fox, es difícil identificar otro programa guberna- 
mental del periodo posrevolucionario mexicano que haya tenido una penetración social y te- 
rritorial tan rápida y extensa como este programa. Por medio del mismo el presidente y el 
ejecutivo federal, por encima de estados y municipios, establecieron una relación directa con 
una extensa red de “comités de solidaridad” (que supuestamente llegó a ser de 150000 comités), 
Este programa causó tantas críticas (unas serias, otras ligeras) desde fuera del gobierno como 
elogios y publicidad desde dentro, Si somos objetivos, lo primero que hay que reconocer es 
que hasta ahora no ha sido fácil evaluarlo con objetividad (en parte por su extensión y en 
parte porque el gobierno no fomentó una evaluación ordenada del mismo; existen entre una y 
dos docenas de evaluaciones, pero con metodologías y objetivos diferentes, lo que impide una 
evaluación de conjunto). Con todo, también hay que decir que en ciertos estados caracteriza- 
dos por una extrema pobreza, como Chiapas, parece haber sido muy ineficaz y que, como ha 
señalado Bailey, en general implicó una importante recentralización. Véase W. Cornelius, S. 
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bían tenido algunas dificultades en su funcionamiento y constituido mu- 
chas veces instancias puramente formales, con estos cambios su presencia 





nes y el control sobre los recursos, relegando a un gran número. de entida- 
des estatales y municipales.6$ Los Coplades y Copladems permanecieron, 
pero como instanicias en-buena medida formales, que en muchos casos o 
no se reunían o lo hacían de vez en cuando para darle algún contenido a la 
norma. La contrapartida fue la mayor participación de comunidades y gru- 


pos sociales aunque en un grado difícil de definir. Las transferencias segui- + 
rían un formato de matching funds en cierta medida similar al estadunidense. ; 


C. 2. El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal 


En 1980 México inauguró un nuevo Sistema Nacional de Coordinación Fis- 
cal, el cual sustituyó al establecido en 1953. Este nuevo sistema estableció 
un mecanismo de ingresos compartidos por las tres instancias de gobierno 
y de responsabilidad conjunta en cuanto a su administración organización y 
ejecución. 

El Sistema Nacional de Coordinación Fiscal dpera” 

itar la multipicidad. de impu tos, integrar mo: 
i Ter s.estado 








otales por récauda- 
tos, a.Su vez, a sus 








A O ta rn 


ndos: el Fondo Gen: 


complejidad que no puedo explicar aquí. Haré sólo algunos comentarios 
generales, especialmente del primer fondo, que es el más importante, con 
el único propósito de dar una idea de la capacidad financiera de los esta- 
dos mexicanos. 





y 3. Fox, op. cit, Bailey, "Centralism and political change in Mexico: the case of National Soli- 
darity”, ibid. S 
$8 Merino, Fuera..., op. cit., pp. 135-145, y En busca de..., op. cit., p. 297. 
; $9 El Fondo Financiero Complementario de Participaciones (recP) buscó sobre todo redis- 
tribuir la recaudación federal participable hacia las entidades que en términos relativos reci- 
bieran menores participaciones que el Fo? y las de menor desarrollo económico. 
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tarios (que se les había devuélto en 1970) Lós estados aceptaron el nuevo 
sistema de forma supuestamente voluntaria, ya que les significaría mayo- 
res ingresos. Además, estarían a cargo de la recaudación del crucial Im- 
puesto al Valor. Agregado (IVA), retendrían para ellos el 30% del IVA perci- 
bido y remitirían el resto a la hacienda naciorial. Después de ser combiñádo 
do. COn Otros” ingresox ésta les devolvería una cantidad proporcional de acuer- 


do con una fórmula que consideraba el tamaño de la población, el nivel de 
pobreza y eficiencia fiscal.) 

Sin embargo, argumentando que los estados lo habían administrado in- 
eficientemente, en 1989 ¡el.gobierno.nacional pasó a. encargarse de la ad- 
ministración de este E esto. Por consiguiente, los estados ya no podría 





retener el 30%. De ahora é' adelante, la mayor parte de los ingresos 






estatales provendrían de los fondos generales de la federación. Ad 
, na nueva fórmula para su distribución otorgó mayor peso al tamañ 
da población. qu Gducción económica, lo qiie afectó más negáti 
mente a los est: Uy Aunque el porcentaje ha variado un tanto Año 
- con año, en 1991 el gobierno nacional controlaba el 81% del i ingreso y 78% 
del gasto en México, porcentajes menores que en años anteriores pero aún 
: "así muy altos.” Si estas cifras se comparan por las ofrecidas por Wright 
; para Estados Unidos (56% y 65%, respectivamente), se puede ver que son 
- muy diferentes en uno y otro país, pese a que ambos tienen una estructura 
* formalmente federal, Así, se puede decir que en los ochenta y noventa tan- 

to el gasto como el ingreso. han estado fuertemente. centralizados, ha habido 






ERA 


es. “desequilibrios verticales y horizontales” (los ingresos no alcanizáh= 
gastosven=muchos“estados);lós estados no han podido 
decidir el origen de la mayoría de. sus ingresos (más del 80% de losi ingre- 






fede: alesini orie ino de la mayoria de $us gastos y el porcentaje 
del gasto > estatal destinado a la provisión de bienes publicos es muy reduc' 
i bien los porcentajes de los estadós y municipios hamid: 






7 Véase John Bailey, “Centralism and Political Change in Mexico: The Case of National 
- Solidarity”, en W. Cornelius, S, Craig y J. Fox, op. cit. 

De forma adicional a los tres tipos de Fondos del Sistema Nacional de Coordinación Fis- 
cal, existen otras participaciones, Por ejemplo, se encuentran los impuestos y derechos parti- 
cipables al comercio exterior; el otorgamiento del 80% de la recaudación en la entidad del im- 
puesto sobre la tenencia o uso de vehículos para los estados coordinados en materia del 

+ impuesto sobre adquisición de inmuebles (desde 1983). En 1987 se otorgó una participación 
mayar a la correspondiente en el Far, al recibir la entida: 35% del excedente del n apuesto al 
valor agregado. Por último, a ir de 19913 útorga el 100% de la recaudación del impuesto” 
sobre tenencia o uso de vehículos a las entidades que firmaron con la Federación el Convenio 
de Colaboración Administrativa en materia de este impuesto sobre adquisición de inmuebles, 
del cual se entrega el 10% a los municipids. 

71 Jaime Sempere y Horacio Sobarzo, “Eh descentralización fiscal en México”, México, El 
Colegio de México (documento de trabajo), 1994. 

7 R. Arellano, op, cit., pp. 42 y 73; véase también Luis F. Aguilar, “El federalismo mexi- 
o funcionamiento y tareas pendientes”, en Propuesta; nuevo federalismo, 7 de mayo de 

5, p. 17. 











ESTUDIO INTRODUCTORIO 41 


tando un tanto, esto ps 


positivas. - 
: Aungue € en 1992 comenzó úna importante “federalización educ: "y se 
dio cierta desconcentración de la promoción industrial”, Salinas detuvo la 





Aumento de sus facultades im- 











té generaron las primeras fue precisamente la 
esquizofrenia mencionada más arriba. En el libro de Arellano se señala por 





( “En resumen, desde la década de los setenta se empezó a desarrollar un 
nuevo sistema de coordinación fiscal y presupuestal entre la federación, los 
estados y los municipios.*En este sentido, muchos programas han involu- 
crado algún grado de coordinación entre los tres distintos niveles de gobier- 
no. Sin embargo, este sistema fue haciendo gradualmente que la relación 
entre las capacidades fiscales, programáticas y de gasto recayeran sobre la 
federación; Consecuentemente, la coordinación se convirtió en una herra- 
mienta muy eficiente para una fuerte recentralización administrativa y po- 





EN función de todo lo anterior, un libro coordinado por Carmagnani 
caracteriza al federalismo en México (y en Brasil y Argentina) como un 
“federalismo centralizados”, Como señalé anteriormente, en función de” 
la distinción co conceptual hecha más arriba yo le llamaría más bien una fede- 
ración centralizada acompañada de un federalismo contenido, En cualquier 


caso, el punto es gis la estrúctura federal está abt y; como toda iñistitución, 





7 Se usa este término para denotar que el objetivo es mejorar la coordinación e integrali- 
dad del sistema educativo intergubernamental. Aunque la normatividad y contenido' de la 
educación sigue siendo materia nacional, se transfirió a los estados el manejo de personal y 
relaciones laborales, así como de la infraestructura y administración de la educación; se 
abrieron espacios de participación de actores locales para el manejo de las escuelas y la re- 
comendación de contenidos educativos particulares. Véase Esteban Moctezuma, La educa- 
ción pública frente a las nuevas realidades, México, FCE, 1993, pp. 117-137. Respecto a la pro- 
moción industrial véase Argúelles y Gómez, op, cit, 

7 R, Arellano, op. cit., p, 70; en un sentido similar, véase Aguilar, op. cit., p. 18. 

75 Aunque la concentración fiscal argentina y brasileña han llegado a estar a niveles cer- 
canos a la de los Estados Unidos, mientras que la mexicana ha estado más cercana a la de paí- 
ses centralizados como Chile o Colombia. Una estructura muy descentralizada es la cana- 
diense, donde estados y federación han tenido niveles parecidos de gasto e ingreso (alrededor 
del 40%), Puede verse Anwar Shah, The reform of intergovernmental fiscal relations in develop- 
ing and emerging market economies, Washington, D. C., The World Bank, 1994, e Inter-Ameri- 
can Development Bank, Economic and social progress in Latin America. Fiscal decentraliza- 
tion: the search for equity and efficiency, Washington, D. C., The Johns Hopkins University 
Press, 1994, y Arellano, op. cit., p. 77, 
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el corto plazo el federalismo y la federación mexicana se fortalezcan y que la 
descentralización avaricé en algunos países latinoamericanos. 
Por lo tanto, la publicación en-español de Para entender las relaciones inter- 
bernamentales ofrece un instrumento importante para entender y renovar 
los federalismos y federaciones latinoamericanas O simplemente ayudar al 
diseño de estructuras más descentralizadas, que si bien no aseguran pueden 
favorecer una mayor participación así como un ataque más eficaz y eficiente 


tiene importantes efectos en las prácticas político-administrativas?* (aun- 
que el debate ideológico haya tendido con frecuencia a subestimarlos). Al 
mismo tiempo, sin embargo, es evidente que tanto ciertos factores forma- 
les como las prácticas reales han centralizado el poder dentro de esa estruc- 
tura federal. + 

Los vaivenes recientes del caso mexicano muestran algunos de los dile- 
mas a los que se enfrenta la construcción de sistemas centro-periferia equi- 














librados. Por un lado, ante Ta exces ntralización; Dela Madrid intentó : a los problemas cuya resolución nuestras sociedades demandan. Por ejera- 

llevar adelante cierta descentralización y un mayor respeto a las institu- plo, como ha recomendado uno de sus mejores conocedores, en el caso me- 

ones federales. Se ha argumentado que esto llevó a cierto burocratismo y xicano se podría considerar el uso mayor de diferentes tipos de transferen- 

a incoherencia de las políticas, lo que supuestamente estaría en la base de cias.” Creo que también sería muy sano el otorgar mayor autonomía fiscal y 

la nueva política centralizadora y. muy, poco respetuosa de las institiciones presupuestal a los estados; en este sentido, los potenciales problemas de efi- 

de Salinas. ciencia recaudatoria y administrativa no son razón para que la instancia 
Recientemente, el presidente Ernesto Zedillo parece estar intentando un nacional cuasi-monopolice los impuestos y los gastos sino para que, aunque 

enfoque menos discrecional y más institucional, Asimismo, ha comenza- retenga algunos, más bien vigile, evalúe, apoye e incentive la eficiente admi- 

do a hablar de la necesidad de impulsar.un. “nuevo federalismo”; su agenda” nistración o aplicación de los demás impuestos por las otras instancias.8 

es aññiplia-y no' podría describirla aquí. Hasta ahora ha introducido cam-  * El reto no consiste únicamente en descentralizar. Consiste en cuando 

biós ál artículo 105 constitucional para.que la instancias municipal y : menos dos cosas: 1) lograr una distribución equilibrada y apropiada dé 

estatal puedan apelar la constitucionalidad de un acto nacional, ha creado funciones entre instancias, que salve adecuadamente los dilemas de todo' 

4a Consejo Asesor Fiscal y ha otorgado a los ayuntamientos municipales; sistema de RIG, y 2) desarrollar estructuras, y actitudes conducentes a una” : 

la mitad de los recursos del Ramo XVIZCon un sistema de partidos más — - adecuada coordinación intergubernamental. JAmbas son muy importarites 4 

plural y efectivo y varias gubernaturas en manos de la oposición, las rela-.  pero,como muestra el libro de Wright, la tendencia, más que hacia la distri- 

ciones entre los estados y el ejecutivo federal han sido últimamente más bución de funciones.enteras e: e instancias, es. hacia-la-distribución entre * 


: hay mayores diferencias entre ambas instancias, que con buen sen”. EE estas últimas de tareas específicas para el cumplimiento de dichas funcio- 
titucional Zedillo ha canalizado hacia la Suprema Corte. Sin em- 5.7 Aparte de las muchas razones mencionadas en el libto; éstamos en- 





( ' bargo, aún habrá que esperar para ver en qué medida se logran desarrollar — : trando a un mundo con características diferentes (se le quiera o no llamar 
Ñ estructuras institucionales balanceadas, capaces de evitar tanto la buro- “posmoderno”), en el cual la distribución de funciones asignadas por tradi- 
oratización e incoherencia excesivas como la rigidez y consecuente discre- ción a las instancias se está alterando aceleradamente (véase los nuevos 
ciomalidad del centralismo. : : papeles internacionales y económicos de muchas entidades subnacionales 


en Europa o Estados Unidos). Así, más que el federalismo en su sentido 
primigenio (es decir, “protodual”), parecería que la clave estará cada vez 


COMENTARIOS FINALES E más en la coordinación intergubernamental. B 

Ñ . "En general, en una época en que la administración y las políticas públi- 
En la sección 11 de este estudio introductorio espero haber mostrado queun , .” cas de cualquier país se dan en contextos crecientemente complejos y di- 
sistema como el mexicano ha sido vertical pero, gracias a un federalismo versos,% este libro puede ilustrar algunas formas, estrategias y riesgos de 
que se ha negado a morir, a un nivel general ha mentenido los rasgos y las : 
PrAcucas de una federación, Aunque ha sido mucho más jerárquica en 71 Luis F. Aguilar, “Current Challenges of the Mexican State and of Mexican Public Admin- 
la práctica que otras federaciones, la estructura formal no ha sido completa- E istration”, por aparecer en International Journal of Public Administration, vol 19, núm, 8, 
mente irrelevante —para decir lo menos—; ha habido instancias de gobier- 1996; véase también Boadway y Shah en Arellano, 0p. cit, p. 80. y , 
no y, por lo tanto, concurrencia, coordinación y relaciones interguberna- ciencia recaudar endo so a La Lalo de tan ll a 
mentales (aun cuando limitadas y por lo tanto no sujetas a toda la extensión ; que hay una larga lista de tareas pendientes del federalismo mexicano, de los órganos de 


coordinación, etc., que no podemos explicar aquí. 

7 Véase también Elazar, op. cit., capítulo 11. 

20 G. Peters, The politics of bureaucracy, Longman, 1993; “Introducing the topic”, en B. Guy 
Peters y Donald J. Savoie, Governance in a Changing Enviroment, McGill-Queen's University 


del término que le otorga Wright). Aún más, es posible si no-probable que en 


76 Véase Alicia Hernández, op. cit., pp. 289-294, 
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la gerencia de, la complejidad. Es un instrumento para utilizar ciertamente 
n embargo, por ejemplo, una de sus lecciones es que más 
que descentralizar Rinciones y recursos o establecer comisiones o consejos 
regionales o locales, de lo que se trata es. de desarrollar redes y sinergias 
intergubernamentales efectivas, YA, que.éstas.co stituyen un as cru- 
















a 


: Estas re mplican aspectos fiscales, políticos y administrativos de tipo 
formal pero también informal, ¿Como ha dicho Putnam, la base que origina 





detuvié ron en las que era ple 

"Como vimos él la primera sección, nuestros sistemas pueden haber sido 
verticales pero creo que también han entrañado redes. Ello significa ventajas 
y desventajas. Por un lado, implica que en la construcción de redes inter- 
gubernamentales más efectivas quizá no partiríamos de cero, en la medida 
que nuestros sistemas centro-periferia y socio políticos en general también 
han supuesto una lógica de intercambio. En otras palabras, existe una po- 
litización que no es irracional, que tiene sus principios y patrones. Con el 
herramental ofrecido por el campo de las RIG, entre otros, podemos enten- 
der y eventualmente transformar nuestra red actual, para transitar a un 
tipo, o más bien dicho, a tipos de red diferentes.*! La ventaja en síntesis es 
que este salto puede ser menor que si, como a veces se malinterpreta, 
nuestros.sistemas fueran simples sistemas de obediencia o jerarquía, sin 
base racional alguna (y esto sin incursionar en algunos de nuestros subsis- 
temas sociales, estructurados bajo largas tradiciones cooperativistas y comu- 


nitarias, o en el “abono” formal que ya tendrían los países con estructuras- 


federales). 

Así, bharecería que lo que hay que hacer es romper o deshacer la estructu- 
ra piramidal que está encima de nuestras redes y restructurarlas de manera 
más horizontal. Con todo, por supuesto la tarea no es tan fácil. De hecho, 
Aguilar ha señalado que la federalización y la consecución de un mayor 
desarrollo regional es una tarea mucho más compleja que la democrati- 
zación.2? La desventaja de ya tener un tipo determinado de red es _que, 
como han, destacado autores “como Sugden, 1 North ; y , Pútnam, Y éste repre- 


TT 








Press, 1995; ogcp, Governance in transition. Public management reforms in OECD countries, 
oEcD, 1995, 

8% Uno de los errores de los esquemas federales y descentralizadores ha sido el de su ex- 
trema homogeneidad. Véase Méndez, * “La descentralización...”, op. cit. 

22 Aguilar, “El federalismo...”, op. cit., p. 18. 

33 Robert Sugden, The economics of rights; cooperation and welfare, Oxford, Basil Balck- 
well, 1986; Douglass North, Instituciones, cambio institucional y desempeño económico, Méxi- 
co, FCE, 1993; Putnam, op. cit. 
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iduos se ven incentivados a continuar. Sn 










senta un equilibrio qu 
alab; 





como ir montados en uh caballo y querer saltar a otro a mitad de'la ca- 
rreraí Y?es que estamos en realidad hablando de círculos, ya sea viciosos o 
virtuosos, que se retroalimentan o autorrefuerzán.| ¿La literatura sobre el lla- 
mado “capital social” (Loury) se ha concentrado'én el surgimiento de cada 
tipo de interacción y sus efectos sobre el desarrollo, y ha discutido.menos 
si es posible pasar de un tipo de red a otro y cómo hacerlo] 

Con todo, creo que co 












ce un p e años, en mi opinión se 
ión y cierre gradual de una erp 


1 P 
que:al) “hivelen el piso” y el lenguaje de la 
rios de distintas instancias y organizaciones, 2) pérmitan el surgimiento de 
una mayor confianza interpersona. de actitudes y percepciones mutuas 
conducentes a la coordinación, y/3) desarrollen las habilidades necesarias 
para la administración multiorganizacional e intergubernamental. Ante la in- 
genua tendencia a querer cambiar nuestros países gracias a la distribución | 
de dinero o la restrutturación normativa formal, a concentrarse en las 
grandes fachadas y no en los cimientos, no me puedo cansar de insistir en 
que el segundo brazo es igual o más importante que el primero. Sólo con 
la presión de ambos será posible. apretar y-gradualmente darle vuelta a la 
tuerca que coloque a nuestras sociedades en otro carril. No por nada dos 
de los especialistas más reconocidos mundialmente en este campo sub- 
rayan la o de la profesionalización, $6 Uno de ellos, por ejemplo, 
señaló Que... 


AT 








“ Por supuesto, no es que haya que esperar al segundo para implementar el primero, 
Como cuando se aprende a nadar, pese a que uno adquiera ciertas capacidades iniciales, úni- 
camente puede realizarlas plenamente cuando se le deja solo. 

. % No tengo aquí espacio para tocar los varios aspectos y matices de esta propuesta. Para 
uña discusión mayor del sentido estratégico que en mi opinión deben tener los cambios for- 
males, así como de los aspectos informales de una reforma del Estado, puede verse Méndez, 
reforma del Estado...”, op. cit. Para los aspectos estratégicos propios de la descentrali- 
zación, puede verse Méndez, "La descentralización en...”, op. cif. Para el segundo brazo de la 
pinza, puede verse “La profesionalización del Estado mexicano, ¿olvidando o esperando a 
Godot?”, en El cotidiano, octubre de 1995, 

Me gustaría aclarar que el que el segundo brazo de la pinza mantenga su presión depende 
a su vez del diseño y actuación efectiva de algunas entidades. Entre otras cosas, esto pasa por 
el reforzamiento organizativo y ético de los grupos profesionales y la profesionalización y 
habilitación de los grupos y organizaciones sociales, así como, por supuesto, su mayor partici- 
pación en las políticas públicas, 

36 Paul E. Peterson, Barry G. Rabe y Knneth K, Wong, When federalism works, Washing- 
ton, The Brookings Institution, 1986, y Elazar, "Cooperative...”, op. cit. 
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La profesionalización es una dimensión extremadamente importante del federa- 
lismo cooperativo, dado que los profesionales en campos diversos comparten ex- 
periencias y criterios independientemente de los gobiernos a los que sirven, e 
independientemente de si sirven en organizaciones gubernamentales, no guber- 
namentales o inclusive privadas.*” 


El desarrollo de las bases estructurales y procesales para el surgimiento 
de redes intergubernamentales efectivas no sólo és una tarea difícil sino 
también de largo aliento. En otras palabras, salir del círculo vicioso en el 
que ha estado entrampada Latinoamérica es una tarea del Estado en cada 
país — y de sus estadistas— más que de sus gobiernos. Si bien a estos últi- 
mos les ha sido difícil formular y ejecutar las tareas programáticas del Es- 
tado, más difícil les ha sido y será formular y ejecutar las institucionales. 
Nuestro problema ha sido tanto la falta de visión hacia adelante de nuestros 
gobernantes como su falta de visión hacia atrás; en síntesis, su incapaci- 
dad tanto para iniciar proyectos estatales como para darles continuidad. 
Ojalá que la consolidación de la democracia en nuestras naciones permita 
en algún momento a ciertos gobiernos tener la visión suficiente para ini- 
ciar la construcción de dichas bases y a los subsecuentes tener la madurez 
necesaria para mantener el esfuerzo, 


87 Ibid,, p. 75, 
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PREFACIO 


Las relaciones intergubernamentales (RIG) han sido una característica coris- 
tante del sistema político estadunidense durante los últimos 30 o 50 años. 
Los estudiantes avanzados y los graduados en ciencias políticas, adminis- 
tración pública, políticas públicas y gobierno local necesitan, por tanto, 
tener un conocimiento básico del tema. Aunque el presente libro va dirigi- 
do fundamentalmente a esos estudiantes, su contenido y estilo podrán 
atraer, asimismo, a los profesionistas interesados en la materia y a los ciu- 
dadanos que deseen estar bien informados. . 

La continuidad que hay entre este libro y sus dos ediciones anteriores se 
apreciará en el modo en que abordo los orígenes y los rasgos característicos 
de las rIG; los contrastes entre el federalismo y las RIG; las fases históricas de 
las RIG; las cuestiones fiscales intergubernamentales que incluyen a la vez in- 
gresos y erogaciones; y el fuerte énfasis en las diversas perspectivas de los 
participantes en todos los niveles de gobierno. 

Esta tercera edición, empero, difiere mucho de sus predecesoras en va- 
rios terrenos. Primero, he fortalecido en todo el libro la orientación hacia 
las políticas, especialmente en los capítulos VIII a XI, que fueron totalmente 
revisados en ese sentido, donde analizo las RIG y las cuestiones jurisdiccio- 
nales/limítrofes, distributivas, regulatorias y redistributivas. En el capítulo 
v también es evidente un enfoque más preciso en mis análisis de las cues- 
tiones de política económica urbana, y en el capítulo vil, donde abordo los 
problemas de implementación de las políticas de asistencia federal, Un se- 
gundo aspecto importante de esta edición es una mayor cobertura de las fi- 
nanzas de las RIG, con dos capítulos sobre ingresos y dos sobre erogacio- 
nes. La tercera adición notable es el análisis sobre las dimensiones legales 
básicas de las relaciones entre lo nacional y lo estatal, entre lo local y lo 
estatal; y unía cuarta mejora reside en la frecuente incorporación de datos 
sobre opiniones de los ciudadanos comunes sobre cuestiones de RIG. Los 
miembros de los grupos de élite no son los únicos actores en el terreno in- 
tergubernamental, y la inclusión de datos sobre actitudes ciudadanas am- 
plía apropiadamente el ámbito de las RIG. 

Ésta es una edición actualizada y completa, que cubre los impresionan- 
tes cambios políticos que han ocurrido en las políticas y en los programas 
de ric durante el decenio de 1980. No sólo se han puesto al día los datos 
fiscales y de otras tendencias; también se describen y evalúan los cambios 
que solemos asociar a la época de Reagan. No fue tarea fácil estimar los so- 
bresaltos y los cambios ocurridos en las RIG durante los años ochenta, y a 
menudo he recordado la parodia de Moisés y de los hijos de Israel, reuni- 
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So PREFACIO 


dos a orillas del Mar Rojo, en la que el Señor Jehová le dice al gran dirigen- 


te: “Moisés, te tengo una noticia buena y otra mala. La buena es que abriré 
las aguas del Mar Rojo, ante ti y tus seguidores. La mala, que antes de que 
crucéis, deberéis llenar una declaración sobre las repercusiones que esto ten- 
drá en el ambiente”. Los cambios que han ocurrido en las RIG durante los 
años ochenta reflejan al mismo tiempo “buenas y malas noticias” para casi 
cualquier participante nacional, estatal y local. p 

Al recorrer el terreno de las RIG, mi objetivo intelectual no era llegar a una 
meta definida. Más bien, me he esforzado en trazar un mejor mapa para es- 
tudiantes, maestros y profesionistas de la materia. Sostengo que este cam- 
po es parte importante del mapa más general del sistema político de los Es- 
tados Unidos. Aunque existen otras guías, con frecuencia son incompletas 
o inadecuadas. Si los estudiantes, profesores o profesionistas de esta mate- 
ria descubren mejores modos de delinear asuntos de políticas, espero que 
las compartan con otros que tienen un interés común en el tema. Sólo 
mediante las expresiones abiertas y amplias de opiniones diversas y diver- 
gentes podremos incrementar nuestra comprensión de este campo del co- 
nocimiento. 


AGRADECIMIENTOS 


La apertura y la generosidad de mis colegas me han dado el conocimiento 
de las RIG que trato de comunicar en este libro. Es difícil relatar en unas 
cuantas páginas el número y la variedad de las deudas que he contraído en 
los muchos años de escribir y de revisar. Las fuentes de ayuda directa, 
aliento específico y apoyo general han sido tanto institucionales como in- 
dividuales. La Universidad de Nuevo México y su División de Administra- 
ción Pública, por medio de la Cátedra Carl Hatch, me ayudaron a comple- 
tar el manuscrito, ofreciéndome una vasta gama de recursos y un medio 
favorable. El Instituto Nacional para la Resolución de Disputas, en Wash- 
ington, D.C., me otorgó una beca que me hizo posible incorporar concep- 
tos y elementos de casos reales sobre la negociación y la mediación inter- 
gubernamentales, La Fundación Earhart de Ann Arbor, Michigan, me brindó 


apoyo parcial para recabar datos sobre los jefes de los organismos admi- . 


nistrativos estatales. Mi propia institución, la Universidad de Carolina del 
Norte, en Chapel Hill, me favoreció continuamente y de diversas maneras 
en mis esfuerzos de capacitación e investigación. En particular, agradezco 
el apoyo de sus ex alumnos, que me permitió completar ciertas tareas es- 
pecíficas. 

También debo mencionar una institución intangible: e “colegio invisi- 
ble” de especialistas e investigadores cuyo trabajo sobre el federalismo y 


COMANDO RIE 





(Om 


PREFACIO 51 


las RIG en años recientes ha sido voluminoso e importante. A veces, el flujo 
de investigación llegó a nivel de desborde. Espero que este libro permita a 
sus lectores navegar por'las corrientes, los ríos y los mares de las RIG con 
mayor facilidad, aun cuando ciertos acontecimientos (o tormentas) pro- 
duzcan aguas turbulentas, Así como ha aumentado la cantidad de investi- 
gaciones recientes sobre federalismo y RIG, también se ha incrementado su 
calidad. Ello no disminuye el carácter y el contenido de las investigaciones 
anteriores efectuadas en este campo, sino que demuestra la naturaleza cons- 
tructiva y acumulativa de la investigación continua. La mejor prueba de esta 
aseveración puede mostrarse en las numerosas fuentes que aparecen como 
notas de pie de página en cada capítulo. 

Incontables personas hicieron aportaciones positivas y decisivas a este 
volumen, Me parece especialmente apropiado mencionar a cuatro estu- 
diantes cuyas propias investigaciones y escritos han obtenido ya reconoci- 
miento al obtener el premio “Donald and Alice Stone”: Susan Golonka, 
Scott Bollens, Carol Swain y Eleanor Blakely. Otros estudiantes cuyo tra- 
bajo enriqueció el mío son James Laney, Daniel Law, Steve Matthews y 
Roxy Mitchem-Horn. Entre los ayudantes de investigación que efectuaron 
tareas indispensables se encuentran Tony Anozie, Charlene Boulds, Tim 
Bovard, Brendan Burke, Robert Johns y Al Wurth. Julie Daniels, Brendan 
Burke y Pat Wright me ayudaron a elaborar los índices. Entre las diversas 
personas que capturaron mi manuscrito en el procesador de palabras, hay 
dos que merecen mención especial. Durante años, Charlotte Mansfield, en 
Chapel Hill, efectuó una labor incomparable, siguiendo mis circunloquios. 
Rosie Peters, en Albuquerque, no sólo aprendió con prontitud casi todo, 
desde procesamiento de palabras hasta RIG, sino que también fue una orga- 
nizadora, previsora y ayudante especial par excellence durante el semestre 
que pasé en Nuevo México, 

Al mencionar los nombres de los colegas cuya ayuda se agradece, una de 
las dificultades consiste en encontrar un punto intermedio. Muchos han te- 
nido repercusiones directas e indirectas, pero varios merecen mención 
especial. Entre ellos se incluyen: Joan Aron, Marion Beaumont, Sheldon 
Edner, John Kamensky, Donald Kettl, Dale Krane, Alfred Light, Will Myers, 
John Shannon, Carl Stenberg, Frederick Stocker, Robert Thomas y David 
Walker, Además, mi esposa Pat me brindó apoyo y aliento constantes para 
la realización de este proyecto, en cada giro de su sinuoso camino. 

Los siguientes especialistas revisaron los originales en sus diversas eta- 
pas de elaboración: Dan Barber, de la Universidad Estatal de California, en 
Long Beach; Bill Collins, de la Universidad de Alabama; Jack Desario, de la 
Case Western Reserve University, en Cleveland; Richard Ganzel, de la Uni- 
versidad de Nevada, en Reno; Robert Horgan, de la Universidad de Rich- 
mond; Earl O. Kline, del Colegio de Charleston; Krish Mathur, de la Uni- 
versidad del Distrito de Columbia, en Van Ness; Kant Patel, de la 
Universidad Estatal del Sudoeste de Missouri, en Springfield; Jeremy 
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Plant, de la Universidad George Mason; y Robert Thomas, de la Universi- 
dad de Houston. ' 

El equipo editorial de Brooks/Cole, continuó siendo un grupo excelente 
con el que nos dio gusto trabajar. Transformar un gran manuscrito en un 
producto pulido no es tarea fácil, pero el cambio se logró con mínimas dis- 
tracciones y perturbaciones gracias a Cindy Stormer, editora; Penelope Sky, 
encargada de la producción editorial; Flora Pomeroy, diseñadora; Suzy 
Howard, coordinadora de arte, y Carline Haga, encargada de las licencias 
editoriales. 

Estas personas, y otras más, me ayudaron a hacer de éste un libro visi- 
blemente mejor. Por todas las omisiones, insuficiencias o errores, asumo 
la plena responsabilidad. 


DriL S. WRIGHT 
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CONCEPTOS Y CONTEXTOS 


Las relaciones intergubernamentales (RIG) se desarrollaron como concepto en la 
década de los treinta, pero pasarían muchos años antes de que este término se 
generalizara, Por tanto, es necesario entender en forma general y clara lo que signi- 
ds e AOS ciertos aspectos importantes de los procesos de gobierno en los 

En el capítulo 1 abordamos las RIG mostrando en primer lugar cómo las acciones 
y las actitudes de los funcionarios públicos y de los ciudadanos embonan en este 
concepto; luego se resumen el origen y los rasgos distintivos de las RIG. 

Puesto que las RIG evolucionaron en el marco del federalismo estadunidense hay 
que diferenciar claramente estos dos conceptos tan significativos. En el capítulo n 
se aclara la cuestión, y se desarrollan tres modelos contrastantes de RIG: 1) el mo- 
delo coordinado/autónomo; 2) el modelo inclusivo/jerárquico; y 3) el modelo super- 
puesto/de negociación. 

Los conceptos y modelos que se analizan en los dos primeros capítulos forman la 
base para entender bien el contexto histórico de las RIG, En el capítulo 1 revisamos 
las RIG durante siete periodos del siglo xx. La fase actual o “contractiva” recibe con- 
siderable atención, por la naturaleza y variedad de los cambios políticos ocurridos 
en los años ochenta. 
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IL LAS RELACIONES INTERGUBERNAMENTALES (RIG): 
¿QUIEN? ¿DÓNDE? ¿CUÁNDO? ¿QUE? 


EL TÉRMINO “relaciones intergubernamentales” (RIG) se originó en los Esta- 
dos Unidos durante el decenio de 1930, pero ha seguido siendo una expre- 
sión relativamente oscura y mal comprendida. Para mostrar lo que son las 
RIG y cómo operan, enfocaremos el tema desde las perspectivas de los par- 


ticipantes en este.campo. 


FUNCIONARIOS, CIUDADANOS Y RIG 


Entre los participantes de las RIG cuyos puntos de vista están representados 
aquí se incluye a varios funcionarios públicos y a una muestra de ciudada- 
nos. La variedad de funcionarios abarca desde presidentes y gobernadores, 
hasta alcaldes y administradores de ciudades. 


Opiniones presidenciales 


El 17 de julio de 1980, en la Convención Nacional del Partido Republicano 
celebrada en Detroit, el candidato a la presidencia, Ronald Reagan, declaró 
en su discurso de aceptación: 


Todo lo que pueda ser administrado más eficazmente por el gobierno estatal yá AM 
local, lo entregaremos al gobierno estatal y local, junto con las fuentes de recur- 
sos para pagarlo. Pondremos fin al carrusel de dinero en el que nuestro dinero se 
vuelve dinero de Washington para que las ciudades y los estados lo gasten exacta- . 
mente como lo ordenan los burócratas federales.!1 


Seis meses después, el presidente Reagan afirmaba en su discurso de to- 
ma de posesión su interpretación y su compromiso de cambiar la naturale- 
za de la relación entre el gobierno nacional y los gobiernos estatales: 


Es mi intención reducir el tamaño y la influencia del personal federal y exigir un 
reconocimiento a la diferencia entre los poderes otorgados al gobierno federal y 
los que se reservan a los estados o al pueblo. Todos necesitamos que nos recuer- 


i Richard S, Williamson, “1980: The Reagan Campaign—Harbinger of a Revitalized Feder- 
alism”, en Publicis: The Journal of Federalism 11 (verano de 1981), p. 148, 
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den que el gobierno federal no creó los estados; fueron los estados los que crea- 

ron al gobierno federal.2 

Las ideas de Reagan y los esfuerzos de su gobierno por aplicarlas marca- 
ron un giro importante en la dirección de las políticas públicas internas en 
los años ochenta. Algunos de los giros de estas políticas, no todos, se expre- 
saron en las propuestas del Nuevo Federalismo de Reagan, que surgieron 
en 1982. Esas propuestas serán tema de ulterior análisis. 

Las dos declaraciones iniciales de la Era de Reagan tienen un marcado 
contraste con las que hicieron dos presidentes anteriores (Jimmy Carter y 
Richard Nixon. Antes de la convención anual de la Liga Nacional de Ciuda- 
des de 1978, también Carter habló de eficiencia y eficacia, pero en un tono 
y con un contenido muy distintos en la medida en que se refirió a la in- 
flación y al sentimiento público sobre impuestos y gastos») 


El pueblo al que servimos, ustedes y yo, desea que se haga algo, No aceptará la 
indiferencia federal y local ante la inflación. No tengo ninguna duda de que el 
pueblo estadunidense desea que el gobierno federal actúe. Desea mayor eficien- 
cia, menos despilfarro, menos corrupción( Desea frenos al gasto del gobierno y a 
los impuestos del gobiernó> . 

El presupuesto de 1980 será muy, muy reducido. Decepcionará a los que sólo 
piensan en el año próximo, y no en la década próxima. Y decepcionará a quienes 
constantemente esperan una mayor ayuda federal y un número en constante ex- 
pansión de programas y de organismos federales.3 


Los comentarios de Carter deben recordarse en el contexto inmediato de 
la “rebelión fiscal”, que se puso de manifiesto con la aprobación de la Pro- 
puesta 13 de California, en junio de 1978. La moderación y la reconside- 
ración flotaban en el aire a finales de los años setenta. 

Las posiciones del presidente y de la nación eran decididamente distin- 
tas en agosto de 1969, cuando Nixon esbozó por televisión, ante una audien- 
cia nacional, las cuatro bases principales de su programa de Nuevo Fede- 
ralismo. Explicó de qué manera se enfrentaría su gobierno a las cuestiones 
de asistencia familiar (welfare), oportunidades económicas, desempleo y 
distribución de los ingresos (más dinero, no restringido, para los gobiernos 
estatales y locales). Nixon trazó un papel de activista para el gobierno na- 
cional en estos campos, y luego expresó un tema sobresaliente y continuo 
en los asuntos gubernamentales contemporáneos, que será muy evidente a 


2 Ibid., p. 151. Para una revisión partidista de la continua orientación de Reagan hacia las 
relaciones nacional-estatales, véase Richard S. Williamson (ayudante del presidente en asun- 
tos intergubernamentales), Federalism in Perspective: A Republican Monograph (Washington, 
PD. C., junio de 1982), 17 pp. 

3 Citado en Mavis Mann Reeves y Parris N. Glendening, “National Actions Affecting Local 
Government: Retrenchment Continues”, en Municipal Yearbook—1980 (Washington, D. C., 
Asociación Internacional de Administración de Ciudades, 1980), p. 46. 
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lo largo de este libro. Haciendo énfasis en la interdependencia, observó: “Ya 
no es posible tener un gobierno eficiente en determinado nivel, a menos 
gue lo tengamos en todos-los niveles. Hay demasiado qué hacer para que 
las ciudades lo hagan por sí solas, o para que Washington lo haga por sí 
solo, o para que los estados lo hagan por sí solos”.4 : 

La orientación de las políticas que adoptó Nixon fue expansiva y activis- 
ta. Durante su primer periodo, la tasa de crecimiento de ayuda federal a los 
gobiernos estatales y locales fue la más alta de cualquier periodo de cuatro 
años desde el fin de la segunda Guerra Mundial. La dirección de las políti- 
cas de Carter fue más conservadora y restrictiva en lo fiscal, como lo indi- 
can sus declaraciones. En cambio, la meta de las políticas de Reagan exigía 
una reorientación y una reexpedición de las pautas existentes en las rela- 
ciones nacionales, estatales y locales. Fundamentalmente, el gobierno ha- 
ría menos, especialmente el gobierno nacional. 

Los objetivos y los logros de estos tres presidentes son muy discutibles, 
pero ningún otro periodo presidencial, desde el New Deal de Franklin D. 
Roosevelt durante los años treinta, había desencadenado tantos debates 
acerca del federalismo y de las relaciones nacionales, estatales y locales, co- 
mo la presidencia de Reagan a comienzos de los años ochenta.5 Sin embar- 
go, las controversias, los debates, las opiniones y los cambios de las políti- 
cas de los dos decenios pasados no se han limitado, y ni siquiera han estado 
dominadas por las opiniones presidenciales. Otros muchos y diversos fun- 
cionarios han participado intensamente y se han mostrado muy expresivos. 
Conviene aquí ofrecer una muestra de opiniones y orientaciones, a lo largo 
de los años, y entre funcionarios de los estados y funcionarios gs 


Opiniones de funcionarios de los estados 


Charles Robb fue gobernador de Virginia de 1981 a 1985. Fue bien apreciado 
por sú actuación en el cargo y recibió gran publicidad de los demócratas por 
su legado de una “nueva imagen” a un insólito triunvirato de vencedores en 
las-elecciones estatales de 1985: una mujer, un negro y un liberal fueron ele- 
gidos como procuradora general, vicegobernador y gobernador, respectiva- 


4 Texto del discurso del Presidente, 8 de agosto de 1969, Congressional Quarterly Almanac, 
vol. 25, 91 Congreso, 1* sesión, 1969 (Washington, D. C., Congressional Quarterly, 1970), p. 77-A. 

5 La temprana y continua serie de libros y artículos sobre la Era de Reagan pareció sin pre- 
cedentes. Si la atención académica y periodística es indicadora de un importante giro político 
(hacia la derecha), entonces.los años de Reagan probablemente representen un gran cambio 
de la política y de las políticas públicas de los Estados Unidos. Para una muestra de libros que 
apoyan esta tesis general, con atención selectiva o particular en las relaciones nacionales, esta- 
tales y locales, véase John L. Palmer y Elizabeth V. Sawhill, comps., The Reagan-Experiment: 
An Examination of Economic and Social Policies under the Reagan Administration (Washing- 
ton, D. C., Urban Institute Press), 530 pp.; John William Ellwood, comp., Reduction in U. $, 
Domestic Spending: How They Affect State and Local Governmenis (New Brunswick, N. J.; 
Transaction Books, 1982), 377 pp.; Richard P. Nathan y Fred C. Doolittle, The Consequences 
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mente. Hablando del futuro de las relaciones entre la nación y el estado en 


diciembre de 1985, Robb vio un tipo diferente de herencia para los estados: 


El traslado de responsabilidades de Washington a los estados continuará, cual- 
quiera que sea el partido en el poder. A fines del siglo, o quizá antes, no resul- 
ta descabellado pronosticar que el gobierno federal será responsable de la defen- 
sa nacional, la deuda nacional, la seguridad social y los programas destinados a 
mantener los niveles de ingreso y de muy poco más.6* 


Desde luego, la predicción de Robb pudiera ser alterada por aconteci- 
mientos diversos en los estados y a nivel nacional. Los gobernadores de los 
estados, actuando unidos por medio de la Asociación Nacional de Gober- 
nadores (ANG), con frecuencia han intentado alterar la dirección de las po- 
líticas nacionales. En 1983, por ejemplo, la ANG adoptó una resolución que 
exigía: a) un.crecimiento reducido de los gastos militares, b)-el-manteni- 
miento deJos.actuales niveles de gastan asistencia:social, y c) la conside- 
ración de.un incremento de impuestos. La.primera y la tercera de estas re- 
soluciones tendían a”reducir-el déficit federal. 

“Cuando se le preguntó sobre la conveniencia de que funcionarios de un 
estado adoptaran unaractitud ante las políticas del gasto nacional, Richard A. 
Snelling, gobernador republicano de Vermont, declaró: “Podemos no ser 
expertos en el presupuesto federal, pero debemos ser expertos en las reper- 
cusiones del presupuesto federal para los 50 estados”. La aprobación de la 
resolución “no fue un ataque al presidente o a sus programas”, según el re- 
publicano James R. Thompson, gobernador de Illinois y vicepresidente de 
la ANG; pero el gobernador Mario Cuomo, demócrata de Nueva York, reco- 
noció que a pesar de una ventaja de 34 a 16 entre los gobernadores en favor 
de los demócratas, había que plantear la resolución en términos modera- 
dos para obtener el pleno apoyo bipartidario y la necesaria mayoría de dos 
tercios. Cuomo elogió el lenguaje moderado de la resolución para evitar lo 
que él llamó una “batalla ideológica”. “Les confiaré un secreto —añadió—, 
habríamos perdido la batalla ideológica”.? 

La ideología y el intenso partidismo ante las relaciones nacionales y es- 











of Cuts: The Effects of the Reagan Domestic Program on State and Local Governments (Prince- 
ton, N. J., Princeton Urban and Regional Research Center, 1983), 221 pp.: Lester M. Salamon 
y Michael S. Lund, comps., The Reagan Presidency and the Governing of America (Washington, 
D. C., Urban Institute Press, 1984), 500 pp.; John E. Chubb y Paul E. Peterson, comps., The 
New Direction in American Politics (Washington, D. C., Brookings Institution, 1985), 409 pp. 

$ New York Times, 6 de diciembre de 1985. Todo el discurso de Robb, del 5 de diciembre, 
como presidente del Consejo de Gobierno de los Estados, aparece en Book of the States: 1986- 
87 (Lexington, Ky., 1986), pp. 1-2. 

7 Las citas primordiales y la sustancia del episodio fueron tomados de relatos del New York 
Times News Service: “Governors Urge Attack on Deficit” y “Reagan Assails Governors' Call for 
Decreased Defense Spending”, Raleigh, N. C., en News and Observer, 28 de febrero y 1* de mar- 
zo de 1983, Para retomar las cuestiones en 1985 (en relación al presupuesto federal de 1986), 
véase John Herbers, “Governors Urging One-Year Freeze in Most Spending”, en New York 
Times, 25 de febrero de 1985. 
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tatales no eran el ambiente predominante entre los gobernadores de uno o 
dos decenios antes. Urios cuantos se quejaban de la pérdida de autonomía 
y de significación, afirmando que se les había reducido a simples cifras. 
Otros argiiían que las transferencias-específicas. (categorial grants) habían 
perdido su utilidad y.necesitaban.ser remplazadas.por.transferencias gene: 











* rales (block grants) y/o por.medio del.Sistema, General.de Participaciones 
(General Revenue Sharing sGrIGRs).* Otros gobernadores estaban resigna- 


dos, al Parecer, a la existencia y contenido del sistemas y a trabajar con él 
para ventaja de los estados, de cualquier manera que les pareciese factible. 

En representación de quienes más enérgicamente criticaban el sistema 
habló un gobernador anónimo a comienzos de los años setenta: 


Dejemos de engañarnos. Ya no tenemos estados soberanos. Lo único que tene- 
mos es un grupo de provincias, Nos estamos convirtiendo en bandas de transmi- 
sión para las políticas aprobadas, selladas y entregadas en Washington.8 + 


El punto de vista de este gobernador, aquí expresado, podría llamarse el 
del “administrador intermedio” o del “funcionario en jefe de sistemas fede- 
rales” para la implementación de programas nacionales, 

Las opiniones “reformistas” las resumió el gobernador Nelson Rockefe- 
ller, de Nueva York, cuando atestiguó ante el Subcomité de Relaciones In- 
tergubernamentales de la Cámara en 1969. Dijo Rockefeller en esa ocasión: 


Tengo la sensación de que el sistema de transferencias específicas no conviene a 
las necesidades de hoy. La incapacidad de hacer frente a las necesidades actuales 
es mucho más crítica que la preocupación por el despilfarro administrativo, la 
cual, desde luego, es una muy auténtica preocupación. 

A través de la historia, transferencias federales se utilizaron para alentar y 
apremiar a estados y localidades para comenzar nuevos programas específicos. 
Creo que éste fue un punto de vista eminentemente justificado y con gran visión 
de parte del Congreso, y que ha tenido muy buen efecto. Y sin embargo, con ra- 
ras excepciones, no se dispone de programas federales para las cargas cotidianas, 
para los servicios en curso que antes mencioné —policías, maestros, bomberos, 
sanidad, etc.— Con escasez de fondos, el dinero tiene que tomarse de los servi- 
cios básicos para emplearle en servicios que tienen un beneficio marginal, De he- 
cho, debido a los requisitos federales, hay que utilizar fondos estatales y locales 
para los nuevos programas. Sin embargo, las crisis fiscales estatales y locales se 
deben al creciente costo de los servicios públicos de todos los días, 


no de estímulo federal... 








* El lector de habla hispana encontrará de gran utilidad el glosario incluido por el autor en 

5 EN A, en el que se describen términos peculiares del sistema político norteamericano. 
N. del T. 

5 Citado en Larry Sabato, Goodbye to Good-Time Charlie: The American Governorship Trans- 
formed, 2” ed. (Washington, D. C., Congressional Quarterly Press, 1983), p. 161. 

9 Subcomité de Relaciones Intergubernamentales del Comité de Operaciones Gubernamenta- 
les de la Cámara de Representantes, Grant Consolidation and Intergovernmental Cooperation 
Hearings, 91 Congreso, 1* sesión, junio de 1969, pt, 2, pp. 93-94, 
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Un ejemplo de un gobernador que se contentaba con aceptar el “sistema” 
y con tratar de aprovecharlo para la máxima ventaja fue el gobernador Far- 
ris Bryant, de Florida, quien describió la estrategia intergubernamental 
personal que utilizó a finales de los años sesenta para mejorar las habilida- 
des de conseguir transferencias de un administrador de salubridad del má- 
ximo nivel del estado: 


El penúltimo año que estuve en el cargo, envié al director ejecutivo de nuestra 
Junta de Salubridad estatal a Washington, con autorización para un año de au- 
sencia, por mucho que le necesitáramos, para que pudiera aprender a operar con 
la gente del gobierno federal. Desde entonces ha sido para nosotros una gran 
ayuda, Pero no debiera uno tener que hacer ese tipo de cosas sólo para aprender 
a salir adelante en medio de ese pantano. 10 


Los legisladores de los estados ocupan puestos muy importantes en las 
relaciones estatales-nacionales y estatales-locales. El flujo de fondos de 
ayuda federal a los gobiernos estatales regularmente ha pasado a un lado 
-—Jo cual es un tanto sorprendente— de muchos cuerpos legislativos de los 
estados. Es decir, los fondos federales pasaron directamente a dependen- 
cias administrativas estatales y se gastaron, sin una acción formal (asigna- 
ción) de la mayoría de las legislaturas de los estados. Martin Sabo era el 
portavoz de la Cámara de Representantes de Minnesota y presidente de la 
Conferencia Nacional de las Legislaturas de los Estados (CNLE) cuando 
hizo las siguientes observaciones, en 1977: 


Las legislaturas de los estados están convencidas de que deben tomar un firme 
control de los fondos federales en sus presupuestos o enfrentarse a incrementos 
en el costo del gobierno estatal, y en el poder de las burocracias del estado. Tanto 
la Constitución de los Estados Unidos como nuestras constituciones estatales de- 
legan el poder de controlar la administración del dinero a las ramas legislativas 
del gobierno. Es escandaloso que nos quedemos cruzados de brazos para ver cómo 
se usurpa ese poder, 11 


David M. Adams, representante de Utah, estaba buscando un tipo insóli- 
to de “ayuda” del Departamento de Energía (DE) de los Estados Unidos en 
1985, Él y sus votantes del sudeste de Utah aprobaron y buscaron afanosa- 
mente la ubicación de un depósito (basurero) de desechos nucleares de gran 
radiactividad en su región, remota, escasamente poblada y económicamen- 
te pobre. La cuestión suscitó una marcada división de opiniones entre los 
funcionarios del estado. El lugar de Utah para depósito de desechos fue 
colocado después, por el DE, en un status de segunda fila. Adams y otros 
funcionarios del sudeste de Utah se resintieron por el “elitismo ambiental” 


10 Ibid, p. 241. 

1 Citado en Neal R, Pierce, “Legislators vs. Bureaucrats: Who Will Spend the Money?”, en 
Washington Post, 7 de febrero de 1977. Para una evaluación completa del asunto (en 1980), 
véase Carol S. Weissert, “State Legislatures and Federal Funds: An Issue of the 19805”, en 
Publius: The Journal of Federalism 11 (verano de 1981), pp. 67-84. k 
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de los dirigentes políticos y residentes de la parte septentrional del estado, 
por socavar sus esfuerzos para atraer la instalación del basurero. Comentó 
Adams: “Impulsan el crecimieñto y el desarrollo económico al norte en los 
centros de población, mientras desean que nosotros mantengamos nuestra 
zona, donde podemos tratar de ganarnos la vida, como su campo de juegos 
para el fin de semana”. 12 Añadió que él había asistido a una reunión de la 
CNLE sobre desechos nucleares en la que había oído una serie de discursos 
acerca de peligros y riesgos. “Habrían ustedes podido oír caer un alfiler 
cuando les dije que nosotros deseábamos ese depósito. Les dije, 'mánden- 
melo a mí'.”13 


Opiniones de funcionarios locales 


Cal Black es un comisionado elegido del condado de San Juan, en el sudes- 
te de Utah. Criticó a los “preservadores de árboles” (ambientalistas) así co- 
mo a las “grandes fuerzas políticas” del norte de Utah que se opusieron al 
tiradéro para desechos nucleares. Observó Black que, por causa de la de- 
presión en la minería del uranio, la zona había perdido 2000 de casi 6000 
empleos. El depósito habría significado casi 2000 empleos eventuales en la 
construcción con altos salarios y cerca de 1000 empleos permanentes para 
administrar y mantener la instalación. “Esto habría durado 20 años y el 
gobierno federal habría invertido de 4000 a 5000 millones de dólares, más 
los efectos secundarios.”14T 

Ann Michel discutió una forma muy diferente de ayuda federal en 1976 
al hablar de su empleo y de su oficina para estudiantes inscritos en el pro- 
grama de administración pública de la Universidad de Syracuse. Michel di- 
rigió un personal de 80 empleados en la Oficina de Coordinación de Ayuda 
Federal y Estatal (OCAFE) para la ciudad de Syracuse. Los esfuerzos de la 
oficina por obtener y administrar ayuda produjeron 55 millones de dólares 
en 1976, de fuentes federales y estatales, cantidad equivalente al 45% del 
presupuesto anual de la ciudad. 


Nuestra primera función es manipular el sistema para obtener todo el dinero que 
podamos para la ciudad de Syracuse, en primera instancia, al menos, para satisfa- 
cer las necesidades prioritarias de la ciudad, Esto incluye negociación de transfe- 
rencias, sobre todo en los sistemas de transferencias generales y específicas; inclu- 
ye la preparación de nuestras solicitudes, «algunas de ellas más inteligibles que 
otras. También incluye la creación de un programa legislativo estatal y el consi- 
guiente esfuerzo de cabildeo, que se ha vuelto un aspecto de nuestras actividades 
mucho más importante de lo que solía ser, y que exige mucho de mi tiempo.15 


ral Webb, “Siting Issue Splits Utah”, en State Legislatures 11 (julio y agosto de 1985), 
p. 19. 
- 3 Ibid. 

14 Ibid. 

15 Ann Michel, “Intergovernmental Aid: A Local Perspective”, en Intergovernmental Admin- 
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Numerosas transferencias fueron obtenidas, aplicadas o cerradas por la 
OCAFE, Los miembros del personal se familiarizaron por completo con la “bi- 
blia” de las transferencias federales, el Catálogo de Asistencia Interna Federal. 
La edición de 1976 del Catálogo describía 1078 programas de asistencia fi- 
nanciera y no financiera administrados por 57 departamentos, dependen- 
cias, comisiones y consejos federales, El personal de la OCAFE utilizó mu- 
cho más fuentes de información que el Catálogo, pero sobre todo utilizó su 
imaginación y su creatividad para convencer a funcionarios que ocupaban 
puestos clave en otros gobiernos de las necesidades de Syracuse,, y. 

Durante la mayor parte del tiempo que Michel y su personal ocuparon 
en recorrer Albany y Washington en busca de fondos, Edward I. Koch era 
un congresista demócrata de la ciudad de Nueva York. En 1977 se presentó 
a elecciones y fue elegido alcalde de la ciudad. En poco tiempo, el alcalde 
Koch experimentó y articuló incontables frustraciones por los programas 
federales que el congresista Koch había apoyado. Pero la ira del alcalde se 
dirigió principalmente contra los mandatos y las regulaciones federales 
que exigían a la ciudad de Nueva York y a otros gobiernos locales cumplir 
con normas específicas y precisas, en campos tan variados como la edu- 
cación y el transporte de niños minusválidos, y la manera de disponer del 
limo del desagiie. Oigamos al alcalde Koch hablar de “El Mandato Mill- 
stone” en 1980: 


En el i todo u rinto.de-directrices administr ivas complejas 
y obligatorias ha llegado a amenazar tanto la iniciativa como la “salud financiera 
de los gobiernos locales en toda la nación. 

Como ejemplo de esto, la ciudad de Nueva York está regida por 47 mandatos 
federales y estatales. El costo total, para la ciudad, de satisfacer estos requisitos 
durante los próximos cuatro años, será de 711 millones en gastos de capital, 
6250 millones en dólares de presupuesto para el gasto y 1660 millones en ingre- 
sos perdidos. 16 


Mientras Koch estaba tratando de enfrentarse a los mandatos en Nueva 
York, Don Jackson se enfrentaba a problemas absolutamente distintos en 
el sur de California. Llevaba menos de un año como inspector en un dis- 
trito escolar suburbano pero sólo había necesitado unas cuantas semañas 
en el cargo para comprender que el distrito dependía demasiado del im- 
puesto a la propiedad local. La naturaleza muy evidente y en general regre- 
siva del impuesto a la propiedad, pensaba Jackson, hacía que los incre- 


istration: 1976 —Eleven Academic and Practitioner Perspectives, James D. Carroll y Richard W. 
Campbell (comps.), Syracuse, Maxwell School of Citizenship and Public Affairs, Universidad 
de Syracuse, 1976, p. 241. 

16 Edward 1. Koch, "The Mandate Millstone”, en Public Interest 61 (otoño de 1980), p. 42. 
Para un excelente y sistemático estudio de veinte alcaldes de grandes ciudades que incorpora 
significativas relaciones nacionales y estatales con las ciudades, véase John P. Kotter y Paul R. 
Lawrence, Mayors in Action: Five Approaches to Urban Governance (Nueva York, Wiley, 1974), 
287 pp. 
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“mentos al impuesto se convirtieran en una cuestión local especialmente 
volátil. A comienzos de 1978 convocó a su personal administrativo a una re- 
unión, con dos puntos en la agénda: 1) ¿cuáles eran las perspectivas de obté? 
ner condiciones más favorables de acuerdo con la fórmula estatal para 
ayuda a las escuelas locales? 2) ¿Cómo podría el distrito obtener más dine- 
ro federal? Jackson estaba principalmente buscando ideas de su personal, 
pero ante la segunda pregunta tenía una propuesta específica que hacer; quel 
un miembro del personal visitara de seis a ocho distritos similares por todo el 
estado y aprendiera de primera mano cómo jugar al “juego de las transtel 
rencias federales”. Le pareció que la idea sería bien acogida por su personal| 

El personal de Jackson: fue receptivo a sus ideas, pero sus estrategias y ac- 
ciones fueron aprovechadas por las fuerzas externas personificadas por 
Howard Jarvis, dirigente autonombrado de la “rebelión fiscal” de California. 
El 6 de junio de 1978, los votantes del estado, en proporción abrumadora, 
aprobaron la Iniciativa Jarvis-Gann, mejor conocida como la Proposición 
13. Esta controverti ida de limitación a los j -estata- 
les redujo los impuestos a la propiedad total (de cerca de 13.000 millones).a 
los gobiérnos locales en cerca de 6.000. millones. En promedio, los distritos 
escoláres estaban. condenados a perder.¡cerca.del 20%.d8,5us IDgresos.vía, 
impuestos! Jackson y su personal se encontraron de repente tratandouna 
veintena de asuntos inésperados en su agenda, en muchas reuniones: elimi- 
nar los cursos de verano, recortar los programas.de.educación para.adultos, 
cabildéar por fondos estatales. deco: 








s.de.contingencia-(baitsoutfunds) etcétera: 
* Mientras tanto, David Anderson estaba trabajando como “administrador 
metropolitano” para las ciudades contiguas de Bloomington y Normal, en 
el estado de Illinois, con una población combinada de 75000 habitantes. 
En julio de 1975, las dos ciudades nombraron a Anderson su administra- 








la mitad de su salario y de sus prestaciones. Pese a su papel experimental y 
hasta tenue, nadando entre dos aguas, Anderson estaba buscando afanosa- 


a, 


mente los modos de reducir costos con medidas. ales-como-la-consolida- 





ción de. yarios.departamentos de. ambas-ciudades.18 

En otro lugar, en la región central del país, Thomas Mikulecky, adminis- 
trador de otra ciudad, estaba reflexionando sobre la compleja situación a 
la que se enfrentaba en Bartlesville, Oklahoma. El auge petrolero de finales 


17 El carácter, el contenido y las pautas cambiantes del control del estado vs. la autonomía 
local en la educación han sido bien examinadas en dos artículos: Frederick Wirt, “Does Con- 
trol Follow the Dollar? Schoo] Policy, State-Local Linkages, and Political Culture”, en Publins: 
The Journal of Federalism 10 (primavera de 1980), pp. 69-88; Denis P. Doyle y Chester E. Finn, 
Jr., “American Schools and the Future of Local Control”, en Public interest 77 (otoño de 
1984): pp. 77-95. 

18 “Metro-Manager Experiment”, en Public Management 58 (junio de 1976), pp. 20-23. 
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de los años setenta había convertido a Bartlesville en una ciudad de creci- 
miento rápido, con todos los concomitantes problemas de desarrollo, y la 
ciudad parecía incapaz de resolverlos por su propia cuenta. Comerciante - 
de profesión, pero pensador y académico de corazón (poseía un doctora- 
do), Mikulecky estaba formulando algunas observaciones generales que 
planeaba presentar a un vasto público, A continuación reproducimos los 
dos primeros párrafos que Mikulecky escribió en 1980 para una publica- 
ción profesional: 


La intensidad de los problemas en nuestras ciudades se ha vuelto un asunto de pre- 
ocupación nacional. Esto ha originado una creciente interdependencia de las 
dependencias gubernamentales en cada nivel sobre las capacidades, los poderes 
y los recursos de otras. Casi no puede encontrarse una función de gobierno local 
que de alguna manera no sea apoyada o regulada (o ambas cosas) por otra de- 
pendencia gubernamental. ñ 

En este contexto, las preocupaciones por la “soberanía” de la toma de decisio- 
nes local simplemente son improcedentes y caducas, Las actitudes de indepen- 
dencia local son asuntos negociables. Lo que el administrador debe comprender 
es que la interdependencia está presente y es inevitable, y que las únicas opciones 
auténticas tienen que ver con el grado en que la ciudad desee comprometerse con 
un grado superior de interdependencia.!9 


La aprobación de la Ley de Asistencia Fiscal Estatal y Local (LAFEL) en 
1972, también conocida como Sistema General de Participaciones (sGP/GRS), 
hizo que ciudades, condados y ayuntamientos tuviesen un grado continuo 
de interdependencia (o de dependencia) respecto del gobierno nacional. 
Sobre una base trimestral, cerca de 36000 gobiernos locales recibieron 
regularmente cheques del Tesoro de los Estados Unidos. El programa fue 
renovado tres veces (1976, 1980 y 1983), pero el déficit federal y otros fac- 
tores hicieron que se suspendiera en 1986, con la pérdida de cerca de 4000 
millones de dólares de ingresos, antes seguros y a discreción. 

La cancelación del programa tuvo diferentes repercusiones por todo el 
país, según la situación local y estatal. El director ejecutivo de la Liga de 
Municipios de Carolina del Norte, Leigh Wilson, resumió así su significa- 
ción general: “Estamos viendo [...] el principio del fin de la relación entre el 
gobierno federal y las ciudades y poblados por todo el país”.20 Los comen- 
tarios de Wilson fueron hechos a la prensa, cuando presentó los resultados 
de una encuesta que había realizado la Liga en todo el estado sobre los 
efectos del retiro de esos fondos. Si se aumentaran los impuestos a la pro- 
piedad para reemplazar los ingresos perdidos del ci, el correspondiente a 
una casa valuada en 50000 dólares aumentaría entre 100 y 200 dólares en 


19 Thomas J. Mikulecky, “Intergovernmental Relations Strategies for the Local Manager”, 
en Public Administration Review 40 (julio/agosto de 1980), p. 379. Ñ 

20 John Drescher, Jr., “Cuts Could Push Property Taxes Up”, en News and Observer, Raleigh, 
N. C., 28 de marzo de 1986. 
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casi todas las ciudades de Carolina del Norte, pero en un número considera- 
ble de pequeños poblados ¡el aumento anual al impuesto a los bienes raíces 
podría superar los 500 dólare: 





Opiniones de los ciudadanos: individuales y colectivas 


Los impuestos a los bienes raíces fueron, en un tiempo, gran preocupación 
para Bill West, quien vive en una vieja ciudad, de mediano tamaño, en el 
alto Medio Oeste. West posee (libre de deudas) y vive en la casa de madera, 
de un siglo de antigiiedad, en la que nació hace ochenta años. Se las ingenia 
para llevar una existencia modesta, pero confortable, con su cheque men- 
sual del Seguro Social de 450 dólares. El apego de West a su casa nos hace 
comprender que casi sufriera un ataque de apoplejía c: ez QUE,. POr.co- 
rreo, le llegaban cuentas de impuestos fiscales a la propiedad, enviadas por 
la ciudad, el condado y la escuela, por más de 600 dólares. Su salud mental 
y física ha mejorado considerablemente desde 1975, cuando la legislatura 
del estado adoptó un programa de alivio fiscal a la propiedad, llamado de 
“corto circuito”. La legislación fue concebida para anular los aumentos al 


impuesto a la propiedad de ancianos y personas de bajos ingr 
el gobierno del estado paga más. de.400 dólares de las quent 
añual ala propiedad de, West, E 

La reducción del impacto fiscal ha aminorado la oposición previa de West 
a los aumentos al impuesto a la propiedad para mantener las escuelas lo- 
cales. Ahora él vota a favor de los aumentos locales al impuesto, cada dos a 
tres años (porque un límite estatal para el nivel del impuesto local sólo pue- 
de ser rebasado con la aprobación de un referéndum) Sin embargo, West se 
mostró inflexible votando a favor de una limitación fiscal estatal de 1978 que 
mantendría el ingreso fiscal total del estado en no más de 8% del ingreso 
personal total del estado. (El promedio nacional para impuestos estatales 
como porcentaje del ingreso personal agregado es de cerca de 8.5%.) El 
é fue como una consecuencia interestatal de la.Propo-..- 
ES 

En una calle sin pavimentar de un pueblo del sur, Amanda Jones vive 
en una vieja y maltrecha casa, construida hace.cuarenta años, cuya hipote- 
ca está pagando. Con ayuda de las autoridades de vivienda dela ciudad, se 
autorizó a la señora Jones hace poco para recibir un préstamo, a 4% de in- 
terés, del Fondo Revolvente de Préstamos para Vivienda, para colocar una 
hueva y muy necesaria instalación de plomería y calefacción. El medio mi? 
llón de dólares del Fondo Revolvente procedió de los fondos de scP/GRs, asig- p 
nados por el ayuntamiento para préstamos destinados a reparaciones. La ¡ 
calle en que está ubicada la casa pronto se pavimentará como parte de un / 
programa de desarrollo comunitario financiádo, en parte, con recursos del ¿ 
Departamento de Desarrollo Urbano y Vivienda, del gobierno federal. 
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Además, el hijo de Amanda, Jimmy, de ocho años, quien tiene impedimen- 
tos físicos y mentales, asiste hoy a un aula, construida especialmente, en 
una escuela local. Su presencia ahí es parte de los esfuerzos “de la corrien- 
te principal” de las escuelas, por cumplir con la Ley de Educación para 
Todos los Niños Minusválidos, de 1975 (P. L. 94-142). El fácil acceso a las 
escuelas proviene del cumplimiento con la sección 504 de la Ley de Reha- 
bilitación, de 1973 (P. L. 93-112). 

West y Jones pueden sostener opiniones muy distintas acerca del gobier- 
no en general y de cargas y beneficios gubernamentales específicos (im- 
puestos y servicios). Y sin embargo, no es una conclusión ya establecida 
que ellos y otros ciudadanos sepan y conscientemente piensen o se preocu- 
pen por el impacto de los gobiernos nacional, estatales y locales sobre sus 
vidas personales, 

Poco menos del 40% de los que contestaron a una encuesta llevada a cabo 
en 1973 indicaron que los gobiernos locales y estatales habían tenido “gran 
repercusión” sobre sus vidas, pero casi dos terceras partes de los interroga- 
dos dijeron que el gobierno nacional había tenido “un gran” efecto sobre 
sus vidas. En la medida en que tal descubrimiento sigue siendo válido, pa- 
rece claro que la importancia y/o el dominio del gobierno nacional supera 
significativamente a la supuesta proximidad de los gobiernos locales y esta- 
tales. Ese descubrimiento tiene consecuencias importantes en esta pregun- 
ta: ¿qué nivel del gobierno está más cerca del pueblo? 

_Además de la proximidad, oder es dimensión esencial de las relacio- 
ne: idadanos y gobierno, Reagan recomendó e impulsó importarites 
reducciones al alcance y a la actividad del gobierno nacional. ¿Qué piensan 
los ciudadanos de los Estados Unidos acerca de la cantidad de poder que 
ejerce el gobierno nacional? El cuadro 1.1 muestra los resultados de sucesi- 
vas e idénticas encuestas nacionales, efectuadas entre 1978 y 1986. 

En las columnas de porcentajes no se encuentran cambios ni tendencias 
sensacionales. Se observa una modesta baja en la proporción de quienes 
dicen que ejerce “excesivo poder”, especialmente en 1986. La ausencia de 
alguna tendencia pronunciada no debe oscurecer una interpretación im- 
portante de estos resultados, relativamente estables, El público aparece 
marcada, si no es que profundamente dividido acerca del poder que posee 
el gobierno nacional (federal). Aproxi lamente uno de cada tres expresa 
















son de partidismo ideológico y político, sobre todo en las elecciones presi- 
denciales. E 


T 
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E CUADRO 1.1. Opiniones de los ciudadanos sobre las relaciones 
intergubernamentales: tasa del poder gubernamental nacional: 1978-1986 








1978 1982 1984 
El gobierno federal tiene: (porcentajes) E 
a. excesivo poder 38 38 35 2 
b, casi la cantidad apropiada 18 18 * 25) ña 
de poder Ñ 
c. debe usar el poder más 36 30 34 41 
vigorosamente 
Sin opinión : - 8 14 $ 7 
Total 100 100 100 100 





FUENTE: Comisión Consultiva de Relaciones Inte: ii il ii 
l rgubernamentales, Changing Public Atti 
on Governments and Taxes, informe S-15 (Washington, D.C.: Government Printing OfRce, 1939 


xXx 
Las relaciones intergubernamentales (RG) 


¿Qué tienen en común todos estos hechos y experiencias, las actitudes y 
acciones analizadas en las páginas anteriores? ¿Qué tema o concepto 
une las variadas opiniones de presidentes, gobernadores, legisladores, al- 
caldes, administradores y ciudadanos? Todas estas personas y personajes 
incluyendo a los ciudadanos que respondieron en la encuesta nacional, 
comparten o reaccionan ante un conjunto de actividades que han llegado 


a conocerse como Telaciones intergubernamentales, O_RIG. Basadas en parte 
ea las acciones y"estitudes de estas personas, $e puede dar unas respues- 
das breves, psro-parciales, a 1; reguntas que plantea.el título de.este-capí- 

tulo. Dedicaremos.el resto-del libro a extender las respuestas. a.estas.pre--- 








Ar : 
¿Guias Las RIG.incluyen-a-lawez-a-ciudadano: 


7 así como a. 






¿Dónde? Las ' RIG se encuentran por doquier en nuestros sistemas políti- 
Co y administrativo, Como n, las RIG penetran y leu- 
da toda era penetra ; 

. ¿Cuándo Las RIG son actuales y enfocan cuestiones críticas de las pol | 
ticas públicas; pero las RIG también tienen hondas raíces en el pasado y 
tendrán consecuencias importantes sobre cómo nos enfrentemos en el 
futuro blemas-como-la-educación,-elambiente, la salud, el trans- 
porte, la beneficencia-y similares;- a e. 

. 2 -¿sómo.-se pueden definir sistemáticamente las.r1G? Wil- 


ham Anderson las definió como “un importante cuerpo de actividades 
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dos]”.21 


Una de las declaraciones más amplias acerca de las RIG provino, en 1966, 
de un funcionario público que a partir de entonces iba a profundizar en el 
tema. En las audiencias iniciales celebradas por el recién formado Subco- 
mité del Senado de Relaciones Intergubernamentales, afirmó el senador 


Edmund Muskie: 


fÉl campo de las relaciones intergubernamentales podría catalogarse como “la di- 
Wmensión oculta del gobierna, 

Actúa casi como-una-cuart Fame-del.gobierno al satisfacer las necesidades de 
estro. pueblo; sin embargo, no. tiene un electorado directo, no opera desde una 
no está bajo control esp! ni avanza en una dirección particular. 


Lu 














7 perspectiva fija, 
+A trarse evidencias de que este campo ej impacto importan- 
su ción en asuntos tales 





¡'én las vidas de todos los estadunidenses en su p 
rreteras, vivienda, asistencia pública, hospitales, aeropuertos, salud pú- 


como ca: 
grícola e instalaciones de tra- 


blica, seguro de desempleo, educación, extensión a, 


tamiento de desechos.22 
ON 





/ ¿Cómo surgió esta “dimensión oculta” del gobierno? Es decir: ¿qué carac- 
f terísticas de nuestro sistema político se reflejan en las RIG, que ni la tradi- 
[ción ni la terminología anterior lograron esclarecer? ¿Y qué preocupaciones / 
'egntrales han motivado a los participantes de las RIG en sus actividades2_ 


| 
J 


ORÍGENES DE LAS RIG 


iones interguhernamentales se originaron en la déca- 
1 y el esfuerzo general del go- 





Como término, las rel: 
os-treinta con la llegada del New Deal 







da, 
bierno nacional. po caos económico y social que había causado 
c > as políticas; es 


la Gran Depresiónf De este modo, las RIG tenían que ver con l, 
<r Ciertas acciones y.evaluar-sus efectos prácticos. Las es-. 

“Robsevelt-con-la-Suprema-Córte de los Estados Y 
de asistencia social y su técnica prag- 
'orte, caracterizan la esen- 





ecir, con escoger Cl 
cáramuzas de Franki 
Unidos por varios de sus programas 
mática para eludir la resistencia legalista de la Cs 
cia política de las RIG. Así, vemos que.los orígenes de 
y tendencias liberales, progresistas. y- 












cionaron con idi de un gobierno 


activo. 





21 William Anderson, Intergoveramental Relations in Review (Minneapolis, University of 
Minnesota Press, 1960), p. 3. 
22 Subcomité para Relaciones Intergubernamentales del Comité del Senado de Operaciones 
Gubernamentales, Problems of Federal State Local Relations, Hearing 88 Congreso, 2* sesión, 


18 de septiembre de 1962, p. 4. 
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Desde los años trei j j igaci 
de las RIG han sido a y a a ó sae 
| gran preocupación en la prestación 
los pl os. es, ya sean 
to da la ciudadanía, Como resultado de elo, las O 
butivas del “servicio”, o del estado benefactor sobre ls | 
'cguladoras del gobierno, > nacional e oso caL 
aia se a social del New Deal, las RIG avanzaron ha- 
dia cuestiones como la ayuda federal a la educación, el desarrollo urbano y 
paricipaliSI ASS cludadanos en las instimctanes sociales e a 
ea 16 3 ituciones sociales que los afec- 
pa y no de sistemas de prestación efectiva de servicios. Entre 
checes financieras 
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este concepto. Ni S: i i 
e termino y, O 
dl bol pame contemporáneos de Anderson que estudió el con- 
and , RO Graves, quien fue director en 1940 de un nú- 
a A , titulado directamente telaciones interguberna- 
relaciones entre recia o 
gobiern cales así como las relaciones blica a oa e 
lol 10 las refaciones interestatales, regionales.y e inter- 
pd A rea en forma SOrpren: ente, ni el director ni cómo de 
intió la necesidad de definir las,RIG.o-de distinguirlas del fede 
alismo, del federalismo cooperativo, o de tér de 
elo: cuarto de siglo después, 











lares que aparecían e rtícúlos 





“dujo lá "obra mag mM í 
jj obra magna de este campo: American Intergovernmental Relations 26 


E porel a Are difundido se allanó en los años cincuenta, 
empleó dos veces el término en el 1 j : 

Pe 4 dos el lenguaje de sus esta- 
E Sa Pr El creó la Comisión sobre Relaciones o 
. L. ), con una duración temporal (1953-55). Conocido como la 


2 de F. Snider, “County and Town: vé +. en American Política 
, 
3 Clyde F. id 1 ship Government in 1935-36”, en A: Political 


24 Cartas al autor, de CH d 
mayo o le Clyde F. Snider, 5 de agdsto de 1969, y de William Anderson, 20 de 
The A 
Ra EA A da Ed ero O. EN 1-218, El bib del número fue “A Broad Survey 
reas Le of American Government at All Levels”. 
epa ¡e American Intergovernmental Relations: Their Ori; des, Historical 
Ñ nt Status (Nueva York, Scribner's, 1964), 984 Pp. O 
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Comisión Kestnbaum, este organismo dirigió la primera revisión oficial de 
las relaciones nacionales, estatales y locales desde que fue ' adoptada la 
Constitución. Después, en, 1959) el Congreso creó la Comisión Consultiva 
de Relaciones Intergubernamentales (PL. 86-390), de 26 miembros, que. 
sería permameñte:Exr casi-30"años de monitorear las tendencias intergu- ! 
bernamentales, esta dependencia, con un personal escaso pero muy capaz, j 
ha publicado docenas de estudios de investigación y centenares de reco- | 
mendaciones de políticas sobre las RIG. E 
Durante los años sesenta y setenta se extendió el uso formal del concepto 
de las rIG, y fue empleado en los niveles nacional, estatal y local. En 1968, 
por ejemplo, el Congreso aprobó la Ley. de Cooperación Intergubernamen- 
tal (P. L. 90-577). Entre otros requisitos, esta ley ordenaba la revisión regio- 
nal y estatal de casi todas] i ansferencias federales iniciadas 
po UY ; 1 La Ley de Personal Interguberna- 
mental, de 1970 (P. L. 91-978 


démás de asignar fondos federales para la 
preparación profesional de funcionarios estatales y locales, permiti 





















fa- 

voreció la transferencia temporal de funcionarios de carréra entre el gobiér- 
gobiernos estatales y JSSAES "0" 

todos los estados habían establecido una dependencia 








completo (como Ann Michel, de Syracuse), y que 52% de las ciudades de 
más de 100000 habitantes tenían tales coordinadores.27 Para 1975, las pro- 
porciones habían aumentado a 39% y 76%, respectivamente. Además, 69% 
de los condados con poblaciones de más de 50000 habitantes tenían coor- 
dinadores de RIG en 1975.28 Para 1980 no había estado que no tuviese una 
dependencia o personas dedicadas exclusivamente a las RIG.J 

Durante la década de los ochenta, las RIG se han convertido en un térmi- 
no sumamente empleado y comúnmente reconocido. Y sin embargo, to- 
davía representa un terreno bastante especializado, un tanto misterioso y a 
menudo desconcertante para muchos funcionarios públicos y ciudadanos 
por igual. Parece ser una esfera en la que los funcionarios públicos llevan 
adelante actividades semisecretas, pero legítimas, y acerca de las cuales es- 
criben muy pocos analistas académicos. El campo de las RIG ha creado su 
propio lenguaje y sus siglas especiales. - 


27 “Local Intergovermmental Coordinators”, en Urban Data Service (Washington, D. C., In- 
ternational City Management Association, agosto de 1970), p. 3. Ñ 

28 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, The Intergovernmental Grant 
System as Seen by Local State, and Federal Officials, A-54 (Washington, D. C., marzo de 1977), 
p. 45. 
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LAS RELACIONES INTERGUBERNAMENTALES (RIG) a 


Para ayudar a comprender las RIG, y porque se utilizarán frecuentemente 
en este libro términos especializados, se ha elaborado un glosario. El apén- 
dice A ofrece explicaciónes para cierto número de términos, frases, abre- 
viaturas y siglas de las RIG, 


CARACTERÍSTICAS DE LAS RIG , eE 


Podemos utilizar la definición de Anderson de las r1G como “um cuerpo 
importante de actividades o de interacciones que ocurren entre unidades 
gubernamentales de todos tipos y niveles dentro del sistema federal [de los 
Estados Unidos)”, para elaborar los principales rasgos de las RIG y sugerir 
la mayor complejidad e interdependencia que hay en el sistema político de 
los Estados Unidos. Los rasgos característicos de las RIG son: 1) el número 
y la variedad de las unidades gubernamentales; 2) el número y la variedad 
de funcionarios públicos que intervieneh; 3) la intensidad y regularidad de 


- los contactos entre los funcionarios; 4) la importancia de las acciones y las 
actitudes de los funcionarios; y 5) la preocupación por cuestiones de políti- 


ca financiera. 


Rasgos característicos de las relaciones intergubernamentales 


Todas las unidades gubernamentales” >... z 


Nacionales A 
Estatales : 
Condados / 
Municipios 7 


Distritos escolares 
Distritos especiales 
Localidades [Townships] 


Acciones y actitudes de los funcionarias 
Comportamiento enfocado a un fin + . 
Percepciones de otros participantes" 

Interacciones regulares entre funcionarios 
Contactos cotidianos 
Relaciones prácticas de trabajo 


Continuidad de pautas de acción 


Todos los funcionarios públicos IE 
Funcionarios elegidos: legisladores, ejecutivos, jueces — 


Funcionarios nombrados: administradores, gerentes, jefes de departa- 
mento, personal ; 
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Cuestiones de política (centradas principalmente en las finanzas) 
Ingresos: impuestos, ingreso intergubernamental, gasto fiscal 
Gastos: gastos funcionales, impactos de la ayuda federal 

| Préstamos y deudas: mercados de capital, crisis financiera 
Formulación y aplicación de políticas a 
Contenido de las políticas: cuestiones distributivas, regulatorias y redis- 
tributivas . 


Unidades gubernamentales: el elemento legal 


Aunque las RIG ocurren dentro de nuestro sistema federal, son ún tanto dis- 
tintas de las relacioniés que-sugiere-habitualmente el término federalismo. 


Tel federalismo ha sido un término común de gran significado polífico a lo * 


j largo de 20 decenios de la historia constitucional de los Estados Unidos; no ; 
¡puede decirse lo mismo de las relaciones intergubernamentales. Mientras ( 


| que el federalismo subraya las relaciones estatales-nacionales, con ocasio- 1 


'nal atención a las relaciones interestatales, el concepto de RIG reconoce no 
ólo las relaciones estatales-nacionales e interestatales, sino también las lo- 
¿ales-nacionales, locales-estatales e interlocales; en pocas palabras, el con- 
cepto de riG abarca todas las permutas y combinaciones di iones entre 

las unidades-del gobierno de nuestro sistema, ==" 

as teni s que se manifiestan en el número de unidades guberna- 
mentales demuestran la diversidad y complejidad de las rIc. El cuadro 1.2 
presenta cifras de las jurisdicciones gubernamentales durante los tres de- 
cenios que van de 1952 a 1984 El principal foco de atención son los núme- 
ros de los cinco tipos de unidades locales de gobierno: condados, munici- 
pios localidades [townships] distritos especiales y distritos escolafes), 









Cuapro 1.2. Unidades gubernamentales en los Estados Unidos: 1952-1982 


A 








Tipo de gobierno 1952 1957 1962 1967 1972 1977 1982 
Gobierno nacional 1 1 1 1 1 EL," 
Estados 48 48 50 50 50 50. 50 
Condados 3049 3047 3043 3049 3044 3042 3041 
Municipios 16778 17183 18000 18048 18517 18862 19 076 
Localidades 

[Townships] 17202 17198 17142 17105 16991 16822 16734 
Distritos especiales 12319 14405 18323 21264 23885 25962 28 588 
Distritos escolares 67346 50446 34678 21782 15781 15174 14851 
Totales 116743 102328 91237 81299 78269 79913 82 341 


€ 
Fuente: Oficina del Censo de Estados Unidos, Censo de los Gobiernos de 1982, Governmen- 
tal Organization, GC82 (1), Cuadro A, p. vi. 
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La unidad de gobierno ha sido definida por la Oficina del Censo de los 
Estados Unidos como “una entidad organizada que, además de tener carác- 
ter gubernamental, tiéné suficiente discrecionalidad en la administración 
de sus propios asuntos para dirigirla como separada de la estructura admi- 





rte el público, como queda indicado, por funcionarios de elección popúlar,, 
informes públicos y registros o reuniones abiertos y accesibles a los ciuda- 
danos. “Discrecionalidad suficiente” se refiere a la existencia de un grado 
considerable de autonomía o de independencia al tomar decisiones dl 
E A a A : a 
tantes, especialmente respecto a impúestos y erogaciones. Algunos ejem- 
plos de esto serían la capacidad de Hjarimpuestos de fijar y de recabar 
cargos por servicios.y..de asignar. gastos-presupuestarios sin la revisión o 
modificación de estas-decisiones-por,otros fun á 
ARCAS iaa TS 
crecionalidad para tomar estas decisiones no Fevisadas Significa que la en- 
tidad está “separada de la estructura administrativa”-de-alguna otra orga- 
nización o unidad gubernamental. 
“La aplicación de las normas añteriores a entidades gubernamentales en 
los Estados Unidos produjo las cifras sobre los tipos de unidades guberna- 
mentales que aparecen en el cuadro 1.2, El periodo 1952-1972 muestra una 
reducción general del número total de unidades gubernamentales. Sin em- 
bargo, desde 1972 la tendencia del número de unidades ha sido de incre- 
mento modesto. 

El descenso agregado puede resumirse en una sola explicación: la espec- 
tacular caída del número de distritos escolares, de cerca de 67000 a 15000. 
Esta reducción se debió a las consolidaciones de distritos escolares apro- 
badas por votantes locales y/o impuestas por la legislación estatal, Tras 
esas consolidaciones pueden verse por lo menos dos fuerzas: 1) la perspec- 
tiva de obtener una educación de mejor calidad y mejor financiada «para 
jóvenes de seis a 18 años, y 2) la profesionalización de la educación, a la 
vez causa y efecto de la eliminación de pequeños e “ineficientes” distritos 
escolares.y , 

Los modestos aumentos ocurridos a partir de 1972 pueden atribuirse a 
un mayor desarrollo. Ha habido incrementos considerables en la categoría 
de “distritos especiales”, término que abarca las más variadas e insólitas for- 
mas de gobierno local. En cada periodo de cinco años de los tres decenios 
anteriores, se han creado entre 2000 y 3000 nuevos distritos especiales. 
Hay muchas razones para la creación, la autonomía y la operación de los 

















* distritos especiales, que no podemos analizar aquí. Unos cuantos ejemplos 


29 Oficina del Censo de Estados Unidos, Censo de los Gobiernos de 1982. Governmental Or- 
ganization, GC82 (1) (Washington, D. C., Government Printing Office, 1983), p. 341. 
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de las funciones que o demostrarán 


papel en el el sistema gu- 





su mayoría, los distritos especiales son entidades de un soló propósito, cu- 
yo crecimiento, y el enfoque centrado en una sola función y autonomía, 
han introducido una complejidad considerable en los gobiernos locales de 
los Estados Unidos: y 

Hay más de 80000 unidades gubernamentales en los Estados Unidos, y 
cada una puede considerarse un sistema político. El concepto de las RIG re- 
conoce la presencia y la importancia de todos los tipos de entidades que 
aparecen en el cuadro 1.2. . 

Ste análisis de las estructuras jurisdiccionales y las RIG nos lleva a dos 
¡conclusiones. Primera: pese a la declinación de tres décadas del número ge 
¡neral de unidades gubernamentales, hay una inmensa complejidad re: 
¡sultante de la existencia de cerca de 80000 unidades capacitadas para gra-) 
Var, gastar y desempeñar funciones públicas. Además, estas unidades.sez 
dirigidas-pormás de 490000 funcionarios-de.elección popular, 30 





En segundo lugar, el número de unidades gubernamentales puede hacer- . 


nos subestimar mucho los totales de todas las ; organizaciones que participan 
en las RIG, Porque cualquier unidad puede tener varias dependencias o depar- 
Por ejemplo: un informe de 1989 de la Oficina de la 
Contaduríá"Géneral se refirió a las dificultades de coordinación en las RIG. 
Obsérvaba que, además de las 80000 unidades gubernamentales, existían 
otras muchas entidades de RIG. Éstas incluían 56 dependencias federales, 10 
consejos regionales federales (para la coordinación de operaciones del ámbito 
federal) y 521 distritos subestatales (para establecer intercambio de informa- 
ción local y coordinación respecto a solicitudes de transferencias federales).31 





Los funcionarios públicos: el elemento humano 


El anterior esbozo de los números cambiantes de los gobiernos no debe 
impedirnos enfocar a las personas, los funcionarios públicos clave que influ- 
yen poderosamente en la dirección de las acciones de las RIG (Este element 

fo htimano es el segundo rasgo de las RIG: las actividades y actitudes de ÁS 
¿ elsonas que ocupan cargos oficiales en las unidades.de gobierno que estas 


e le tds 
*mos-considerandó$ omo dicé Andersón, “los sere húmanos s que ejercen: 
un_cargo son los verdaderos «determinantes de de cóm r 


A 














30 Oficina del Censo de Estados Unidos, Censo de los Gobiernos de 1977, Governmental Or- 
ganization, GC77 (1)-2 Popularly Elected Officials (Washington, D. C., Government Printing 
Office, 1978), cuadro 1, p. 9. 

31 Oficina de la Contaduría General, Perspectives on Intergovernmental Policy and Fiscal Rela- 
tions, GGD-79-62 (Washington, D. C., Comptroller General of the United States, 1979), p. 14. 
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entre unidades de gobierno. Por consiguiente, el concepto de relaciones in-  ;5, 
ter; mentales tene que formularse, necesar , en términos de :¿- 
relaciones humanas “de-la-conducta-humana;:32 Así, estrictamente “ha- 


blando, y Aoexisten relacion: 


Ones entr 
cionarios que gobiernan diferente 























e su conducta tiene un propósito, ya sea para obtener una transferencia, 
para prestar un servicio o para modificar una política, Y sus “acciones son 
poderosamente inÍ influidas | pór la forma en que perciben las acciones y acti- 
tudes de otros participantes. (Más adelante llamaremos “* imágenes” a estas 
percepciones.) 

La importancia de la dimensión humana en las operaciones guberna- 
mentales fue reconocida muy pronto, a partir de la fundación de la Repú- 
blica. Al acercarse a su fin la Convención Constitucional en Filadelfia, en 
1787, las notas de la Convención tomadas por James Madison nos mues- 
tran a un delegado diciendo: 


TE Es un gran error suponer que el documento que vamos a proponer gobernará a a, 
Ñ los Estados Unidos. Son los hombres a quienes llevará al gobierno y al interés en 
mantenerlo quienes los gobernarán, El documento sólo enseñará el modo y la for- 
ima. Los hombres la : sustancia, y y ellos han ncargarse de hacerlas cosas.33 





ca re > 


El cuadro 1.3'presenta recientes desgloses del número de funcionarios de 
tiempo completó y de elección popular en los gobiernos estatales y locales. 
Durante décadas, ha sido costumbre criticar los procesos gubernamentales 
de los Estados Unidos por el gran número de funcionarios públicos elegi- 
dos en los comicios] La democracia jacksoniana en el decenio de 1830 dejó 
como legado el voto extenso [“long ballot”] en las elecciones estatales y 
locales. Los reformadores gubernamentales, desde Woodrow Wilson en el 
decenio de 1880 hasta sus equivalentes en el de 1980, han intentado recor- 
tar el voto, pero sólo han tenido diversos grados de éxito. Es. claro que el 

nso persiste hasta el día de hoy,.como lo demuestra el promedio 

lar en el gobierno « de cada condado. 

ka: multiplicidad de funcionarios elegidos provoca una considerable va- 
riedad y complejidad en las relaciones que existen entre las diversas juris- 
dicciones y en los planes de gobierno.]Es obvio que de casi medio millón 
de funcionarios elegidos no todos sor influyentes _o,importantes al tratar 
con funcionarios procedentes de otras ide Empeo, si suponemos 
que sólo 10% son actores de primera línea en el gran escenario en que 
se producen “obras” de RIG, entonces el reparto de funcionarios elegidos se 
aproxima a los 50000, Desde luego, a este gran número hemos de añadir 












32 Anderson, Intergovernmental Relations in Review, p. 4. 
33 James Madison, Notes of Debates in the Federal Convention of 1787 (Atenas, Ohio Univer- 
sity Press, 1966), pp. 455-456. 
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Jn 4 A $ 2 y > Pu 
f los 537 funcionarios nacionales de elección popular —presidente, vice re 


[ sidente, 100 senadores, 435 representantes— más nueve jueces de la Su-| 

| grana Con Todos ellos son considerados como actores importantes de; 

las RIG. > 

os funcionarios elegidos no son, desde luego, los únicos actores entre 

los miles que integran el reparto de las RIGYLos gobiernos nacional, esta- 

tales y locales tienen un personal de millones de empleados equivalentes de 

tiempo completo (EETC). El cuadro 1.3 informa del empleo de EETC para 

cada tipo de gobierno local y para los 50 gobiernos estatales. El total de 

10.8 millones de trabajadores hace parecer pequeña la cifra de empleo del 
gobierno nacional en 1982, de 2,8 millones. 

Resulta ilustrativo examinar las tendencias en los niveles de empleo du- 
rante los tres decenios pasados de expansión del sector público. La grá- 
fica 1.1 nos da una oportunidad para hacer ese análisis. El empleo de EETC 
para cada tipo de jurisdicción pública aparece aquí, de 1951 a 1984. Estos 
trabajadores —como los de elección popular— están incluidos en el rubro 
que Anderson tipifica como “seres humanos que desempeñan un-cárgo”. 
Sen participantes, .reales-o-potenciales,.en-las*RIG, 

La gráfica 1.1, conocida como mapa semilogarítmico, porque la escala 
vertical ha sido calibrada en una escala proporcional (logarítmica), permi- 


CUADRO 1.3. Unidades gubernamentales, funcionarios electos y empleados 
equivalentes de tiempo completo (EETC) en los gobiernos estatales y locales 
de los Estados Unidos, por tipo de gobierno: 1982 

















Número de EETC 

Número de funcionarios Promedio por 
gobiemos M-electos* 1 gobierno (miles) 
Gobiernos de los estados s0 15294 306 3 083 
Gobiernos locales (total) 82 290 474 971 — 7746 
Condados 3 041 62 922 21 1598 
Municipios 19 076 134 017 T 2 079 
Localidades [Townships] 16734 118 966 7 245 
Distritos escolares 14 851 87 062 6 3 403 
Distritos especiales 28 588 72 377 3 421 
Gran total 82 340 490 265 10 829 





* Sólo se dispone de cifras para 1977. 





Fuentes: Oficina del Censo de Estados Unidos, Censo de los Gobiernos de 1982, Topical Stu- 
dies, GC82(6)-4, Historical Statistics on Governmental Finances and Employment (Washing- 
ton, D. C., Government Printing Office, 1984), cuadro 1, p. 1; Oficina del Censo de Estados 
Unidos, Censo de los Gobiernos de 1977, GC77 (1)-2. Popularly Elected Officials (Washington, 
D. C.: Government Printing Office, 1978), cuadro 1, p. 9, U.S. Bureau of the Census, Public Em- 
ployment in 1982, GE82-núm. 1 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1983), cua- 
dro 2, p. 10. 
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GRÁFICA 1.1. Tendencias del empleo público equivalente de tiempo completo 
(EsTc) en los gobiernos nacional, estatales y locales (escala de la relación): 
> “y 1951-1984 
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FUENTES: Oficina del Censo de Estados Unidos, Public Employment in 1965, GE-núm. 2 
(Washington, D. C., Government Printing Office, 1965), cuadro 2, p. 7; Oficina del Cneso de 
Estados Unidos, Public Employment in 1984, GE84-núm. 1 (Washington, D. C., Government 
Printing Office, 1985), cuadro 2, p. 2; Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Eje- 
cutiva del Presidente, Special Analyses: Budget of the United States Government, Fiscal Year 
1986 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1985), p. 1-11, 


te hacer comparaciones de las tasas de cambio ocurridas en los niveles de 
EETC, basadas en la inclinación de la línea. También-pueden calcularse los 
niveles absolutos de empleó ] 

La línea superior es uno de los rasgos notables de la gráfica 1.1, En 1951, 
el empleo total en los gobiernos locales fue ligeramente inferior a los tres 
millones (EErc). Desde 1951 hasta finales de los años setenta, el empleo.to- 





tal local aumentó.a un zitmo superiora-3%.anual, legando.a.m máximo de 





34 Las cifras específicas sobre el empleo y las tasas medias anuales de cambio citadas aquí y 
más adelante proceden de la publicación anual de la Oficina del Censo Public Employment 


. GE8O0, para los años indicados. Aquí, el volumen pertinente es Oficina del Censo de Estados 


Unidos, Public Employment in 1980, GE80-núm. 1 (Washington, D. C., Government Printing 
Office, 1981), para 1980. Consúltese la misma serie de publicaciones para los años respectivos 
indicados en el texto. 
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La línea superior puede descomponerse considerando las cinco líneas es- 
pecíficas de jurisdicciones que la forman: ayuntamientos, distritos especia- 
les, condados, municipios y distritos escolares. En 1984; 1os municipios y 
distritos especiales emplearon cerca de 250000 y 450000 personas, respec- 
tivamente. Los niveles de empleo en los distritos especiales, aunque peque- 
ños en términos agregados, han estado creciendo rápidamente. De 1974 a 
1984, el promedio del incremento anual fue de cerca de 4%.P 

Los condados tienen la siguiente más alta tasa de crecimiento, con-un in- 
cremento promedio de cerca del 2% anual, entre 1970 y 1980. Desde 1980 
ha habido ligeras reducciones, pero a largo plazo, el aumento de empleo en 
los condados ha sido constante y significativo, En 1951, menos de 500000 
personas trabajaban para los gobiernos de los condados, en comparación 
con los 1.6 millones a mediados de los años ochenta de EETC, 

Particularmente notable es el contraste de las tendencias del empleo 
entre condados y municipios. El empleo en las ciudades era de más de 1.1 
millones de EErc en 1951, Casi 30 años después, en 1979, llegó a un nivel 
máximo de 2,2 millones, y desde entonces se ha reducido ligeramente. 
Para los años setenta, la tasa media de crecimiento anual para las ciudades 
fue menor al 1%, 

¿Por qué ha aumentado con mayor rapidez el empleo en los condados 
que el empleo municipal? Hay muchas razones, que varían según la época, 
el lugar y las circunstancias. Un desglose estado por estado y un análisis de 
las tendéncias de empleo para los condados y ciudades (así como otros ti- 





: gobiernos de los condados están prestando, cada vez más activamente, ser-- 
; vicios de tipo urbano, como recreación, salubridad y abastecimiento de 
* agua. ) 
Enfre los gobiernos locales, los que más empleos ofrecen son los distri- 

tos escolares, con 3.6 millones de trabajadores en 1984. Desde mediados de 
los años setenta, el empleo escolar se ha estancado. De 1974 a 1984, la tasa 
media de crecimiento anual fue ligeramente superior a 1%. Esto muestra 
un marcado contraste con la tasa anual de 5.5%, de 1960 a 1970. La expli- 
cación principal, si no única, de estas tasas contrastantes, es la radical dife- 
rencia que hay entre las poblaciones de edad escolar. El siguiente auge de 
'a matrícula está previsto para la década de los noventa; se ha pronosticado 
que harán falta casi un raillón de maestros. 
Las líneas para los gobiernos estatales y el nacional, en la gráfica 1.1, reve- 
lan dos tendencias en marcado contraste. El empleo de los gobiernos estata- 
es fue de menos de un millón hasta 1954, cuando inició un rápido ascensó 
qué se sostuvo hasta mediados de los años setenta. Los constantes incre- 
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mentos desde entonces, pese a las rebeliones y a las suspensiones de pago 
de los contribuyentes, empujaron el empleo estatal de Enrc hasta 3.1 millo- 
nes en 1984. La tendencia a:largo plazo puede resumirse mediante cifras 
para las tasas medias de crecimiento anual: 1954-1974, 4.8%; 1964-1974, 
4.6% y 1974-1984, 2.1%, Aunque la tasa de aumento ha disminuido su rit- 
mo, el gobierno de los estados ha sido, sin duda, el foco de un considerable 
“mecanismo” de empleo durante tres décadas de crecimiento en el sector 
público en los Estados Unidos. Durante gran parte de los años sesenta era 
común que más de 100.000..EETC-por-año.se añadieran-a los-niveles. del 
empleo agregado.en los 50 estados+ . 

nto de los gobiernos esta- 
tales? Obviamente, intervinieron múltiples y complejos factores. Algunos 
son específicos de las funciones "TESPO sabilidades.de los gobiernos es- 
tatales; otros pueden remitir estado 
En la primera categoría se ubica una fun 
tarea de la que se encarga.casi.exclusivamente el gobiern: 
tor. pñblico,El empleo por parte de las instituciones estatale 
superior en 1965, 1975 y 1985 fue, respectivamente (en.millones),.de.0.7, 
13 y,1.8. La.demanda de-educaciónssuperiorpública (y la respuesta'amnivel 
estatal) se refleja claramente en estos.datos, 
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statal se ubica en,el.medio inter- 
Dos importantes funciones esta- 

/amente¿intergu ubernamental, son la salud y los 
a social, A continuación se muestra el empleo para 


os funiciónes ER decenios recientes.) 


€ERAIAKX_ 











Salud y Asistencia 
hospitales pública 
Años (miles de empleos). 
1965 401 63 
1975 592 159 
1985 678 186 





Tanto los nexos locales-estatales como los estatales-nacionales han He- 
cho importantes contribuciones al incremento del empleo estatal en a) 
funciones. 

La ayuda financiera federal, junto con sus condiciones y requisitos con- 
comitantes, indudablemente contribuyeron a la expansión en los servicios 
de salud y en los hospitales, así como en los ámbitos de la asistencia social. 
Un estudio de la repercusión de los programas de ayuda federal en los esta- 
dos llegó a la conclusión de que uno de sus principales efectos fue elevar 
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los niveles de empleo de los estados receptores de la ayuda.35 Pero también 
las relaciones local-estatales tuvieron un moderado impacto en los niveles 
de empleo estatales. ¿Bn los tres últimos decenios, como lo documenitare- 
mos más adelante, muchos programas y funciones han pasado de los go- 
biernos locales a los estatales, (Un término para indicar esto'es “centraliza- 
ción”.) Los servicios humanos han sido ámbitos notables en que han 
ocurrido tales cambios.36 Según el tema de la “dimensión humana” de las RIG, 
estas transferencias locales-estatales han sido resultado de decisiones d 
sonas (funcionarios) acerca de personas (empleados) y para personas ( 

















o debe dejarse sin comentar la tendencia que muestra una última línea 
de la gráfica 1.1: la línea del gobierno nacional. El rasgo notable y tal vez 
sorprendente de esta línea es la ausencia de crecimiento. Aunque muestra 
ciertas ligeras ondulaciones, debidas en parte a los periodos de cinco años, 
la imagen dominante es una pauta uniforme, sin ningún crecimiento. Y los 
datos detallados confirman esa impresiónDesde la década de los cincuen- 
sta_1985, el empleo.civil.nacional (federal) fluctuó entre 2.4 y 2,9 mi- 







llónes.37 Esta.pauta. debe. subrayarse, desde, el punto de vista de las RIG, Y * 


deberemos relacionar.esta tendencia neutra con el gran crecimiento de los 
programas.de ayuda federal y los gastos federales: 

Varios factores pueden explicar “una burocracia nacional casi sin ningún 
crecimiento, Dos 
aumentos de los costos. de los progra 
o j 
programas de subsi 
y otras tecnologías admini 
dinero; es decir, se requiez 

Tal vez la principal razón de la para: ; 












mas existentes.por.c 
as por-el estila,y.2). 














a unos presupuestos inmensos 

, y de una limitada burocracia federal ea la tendencia del gobierno nacio- 
í” nal, en años recientes, a gobel Har po dio de intermediarios, o a lo que 
un sagaz escritor llama el ': 





rno por control remoto;.38 Las dependen- 





35 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Federal Grants: Their Effects 
on State-Local Expenditures, Employment.Levels, Wage Rates (Washington, D. C., Government 
Printing Office, 1977). El punto clave: “Así,.el principal efecto del sistema de transferencias en 


su conjunto es estimular. el gasto local-estatal para nuevos empleados —para elevar los niveles - 


de servicio; y no los salarios del sector público” (p. 5). 

” 36 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Pragmatic Federalism: The Re- 
assignment of Functional Responsibility (Washington, D. C., Government Printing Office, 
1976), 71 pp. 

37 Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Special Analy- 
ses: Budget of the United States Goverment. Fiscal Year 1987 (Washington, D. C., Government 
Printing Office, 1986), pp. 1-10, 

38 Hugh Heclo, “Issue Networks and the Executive Establishment”, en The New American 
Political System, Antony King (comp.) (Washington, D. C., American Enterprise Institute, 
1978), p. 92. Otro término es gobierno del tercer partido. Véase Lester Salamon, “The Rise of 
Third-Party Government”, en Washington Post, 29 de junio de 1980, p. C7, donde se observa 
que “el meollo de este cambio es un giro del gobierno directo al indirecto o de “tercer partido”, 


sho directamente relacionados con las r1c son: 1) los rápidos .. 
a ; 
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reglamentación por medios tales como anexar objetivos de política naci 
nal, mandatos o condiciones “atadas” a los programas de transterencióy” 
Un autor observó recientemente: “Al terminar los setenta, pareció haba 
una creciente toma de conciencia de que las dependencias federales pee 
principalmente, autoras de frenos y de condiciones, no prestadoras de ser 
vicios”.39 De este modo, podemos ver que es posible que las nóminas di 
empleados del gobierno nacional permanezcan estáticas mientras pee 
núan creciendo el número y el alcance de los programas que administra. 


Interacciones constantes 


El tercer rasgo distintivo de las RIG es que las relaciones entr 


n e funcionarios 
no son sucesos ocasi Í a ce 
Y esos ocasionales. o.aislados,.nO- EStál Tormalmente ratificadas en 











O rígidamente fijadas por estatutos o de los tribunales. * 
reámbio;1ás KiG incluyen los continuos contactos de los funcionarios y los 


intercambios de información y de opiniones. Los participantes en las RIG se 
Preocupan, sobre, todo, “por que las cosas s8 hagan”; es decir, por los arre- 
elos informales, prácticos y Manada someta que puedan real se 
dentro debmaátto formal, jurídico e institucional de lo arios. dd 
“Está catactérística capta las acciones concertadas y Tegularizadas d 
personas como los administradores Anderson y Mikulecky, el su; e rintes 
dente Jackson y el coordinador Michel, mientras intentan tar sus mex 
tas de Políticas y administrativas. Normalmente, estos funcionarios ho ac-| 
túan caprichosa ni arbitrariamente; antes bien, sus esfuerzos siguen una 
Pauta, tienen un rumbo preciso y se repiten con frecuencia para lograr re- 
sultados que requieren del consentimiento de otros funcionarios dispers. 
por el vasto y a veces traicionero terreno del panorama de las RIG. pa 








de una disposición en que el gobi ini 1 p 

d gobierno federal administra sus propi 

p r y pios pro; ; 

bil a a otros -—estados, ciudades, distritos Especiales, basicos, Empiésasao 
rated air entes, y Piro pen cumplir con sus propósitos”. Un desarrollo 

exten entra en Lester M. Salamon, “Rethinking Publi 
ers É E Y 'ublic M: + 
> mE Era amen and the Changing Forms of Government Action” en Publio 
za a me Sn DD po: 253-275, Un análisis histórico similar, pero más extenso es el 
a Pro me a q Changing Responsibibitics and Tactics of the Federal Govern- 

Ven suene AIN OT] view (noviembre/diciembre de 1980), pp. 541-548, 


39 Carl W. Stenberg, “E sm ii e as 
no de 1980), p. 13. Tg, “Federalism in Transition”, en Intergovernmental Perspective 6 (invier- 
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El carácter regular y pautado de la actividad de las RIG puede ilustrarse 
mediante una breve elaboración sobre la “redacción de condiciones” o el hin- 
capié regulatorio que puede verse en los funcionarios nacionales. Podemos 
emplear una medida burda: el número de páginas del Federal Register, donde 
se publican las normas nacionales, El total de páginas aumentó anualmente 
por un factor de nueve de 1950 a 1980, pasando de cerca de 9000 a más de 
85000 páginas. Más recientemente, entre 1970 y 1980, el número de páginas 
del Federal Register pasó de 20036 a 87012. Desde luego, esta cifra no es el 
mejor indicador del crecimiento de un sistema de transferencia, administra- 
tivamente regulado en particular, o de controles en la sociedad estadunidense 
en general, pero no se puede pasar por alto lo que indica. La magnitud total 
de las condiciones impuestas a las transferencias gubernamentales que regu- 
lan y constriñien gran parte de las RIG plantea un doble desafío: hacer que el 
sistema funcione eficazmente dentro de límites legítimos y a pesar de frenos 
irrazonables o ilógicos; y cambiar las condiciones “atadas” donde haya que 
cambiarlas, para que el sistema pueda funcionar con mayor eficiencia. 

Como ya se indicó, gran parte de la administración de las RIG es genera- 
da, propagada y terminada en este proceso regulatorio, o por medio de él. 
También es importante la actitud que algunos de los “normadores” nacio- 
nales mantienen hacia los funcionarios estatales y locales, viéndolos como 
poco más que “intermediarios” cuyo deber es implementar los objetivos 
nacionales. Cualesquiera que sean las concepciones, son las acciones pau- 
tadas, persistentes y dirigidas de los participantes a través de los límites gu- 
bernamentales las que dan un carácter distintivo a las rIG en el sistema 
político de los Estados Unidos. 


Todos los funcionarios públicos ) 


La cuarta característica de las RIG es que todos los funcionarios públicos 
Son participantes potenciales o reales en los procesos de toma de decisio- 
nes en las R1G] Las cifras acumuladas de empleo público antes citadas su- 
gieren un universo de potenciales actores en RIG de cerca de 14 millones. 
No podemos saber con certeza cuántos de estos funcionarios nombrados 
son “importantes” o “influyentes” en las relaciones intergubernamentales, 
Si calculamos arbitraria pero conservadoramente que sólo 1% de estos em- 
pleados de tiempo completo son actores importantes, el resultado es de 
140000 participantes clave. Si se añade este número al grupo de funcio- 
narios electos clave (cerca de 50000), se requeriría de un-escenario para 
acomodar a cerca de 200000 actores-participantes importantes en “dra- 
mas” de RIG. 

Podemos adoptar un enfoque intuitivo e impresionista para designar ac- 
tores clave o importantes en las RIG. Tal enfoque produciría un buen grado 
de consenso acerca de la siguiente lista: 


| 
| 
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Actores nacionales 
AL Presidente ] $ 

Senadores e A 

Representantes o 

Magistrados de la Suprema Corte 

Jefes de organismos de la rama ejecutiva 

Jefes de programas de asistencia fedéral 

Miembros del personal presidencial, especialmente en la Oficina de Ad- 
ministración y Presupuesto 

Miembros del personal de comités legislativos que tratan con program, 
de asistencia y actividades regulatorias de RIG a 

Directores ejecutivos y personal de alto nivel en Washington, D. C., ofici- 
nas de los grupos de interés público (se describen más adelante). 


ass estatales 0) 
obernadores 


Legisladores 
cie del Tribunal Superior del estado 
efes de las dependencias administrati i 
S . vas del estado, especialm 

que reciben asistencia federal E di 
Personal de alto nivel asociado a la oficina del gobernador 
Director del presupuesto del estado 
Coordinadores intergubernamentales 
Directores ejecutivos de asociaciones estatales de ciudades y de condados 
Directores de oficinas de los estados en Washington, D. C. 


(Actores besos) 


Alcaldes (especialmente los de las grandes ciudades) 
Miembros del concejo municipal (selectivamente) . 


Administradores de ciudades, j ini i i 
, jefes administrativo: - 
sonal de la alcaldía OR 


Comisionados de condado (selectivamente) 
Ejecutivos electos de condado y administradores del condado 
Jefes de departamentos y dependencias de ciudad y condado, especial- 
E a E que reciben asistencia estatal y/o federal 

coordinadores intergubernamentales (en ciudades, e 

instancias locales) cadera 
Directores de las oficinas de ciud: i 

; ades y condados en Washingt 

Superintendentes de escuelas ad 
Mierabros de las juntas escolares (selectivamente) 
Directores ejecutivos de los consejos de gobierno 
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bargo, además de los puestos formales que ocupan, sabemos poco más 
acerca de estos importantes actores de las RIG. Más. adelante.analizaremos 
las actitudes que sostienen y las funciones que ejercen. ] K 
En años recientes, los estudiosos han prestado más atención ala partici- 
pación de funcionarios nombrados en las-RIG. Este cambio de enfoque 
i reflejados fenómenos “separados. Primero 1 E papel cada vez más impor- 
tante desempeñ. rocracias públicas-en-el- gobierno. (En reali- 
dad, el crecimiento del empleo público que aparece en la gráfica 1.1 y en el 
cuadro 1.3 se debe a la proliferación de administradores o de burócratas 
nombrados.) En segúñido lugar, casi todos los académicos.que han-mostra- 
¿”, do un interés elas Rió” lo han héch a partir de una base de € est dio cen- 
“trada en lA poltica estatal y.local, las.polft la administración 
pública. Ñ e 
En otras palabras, las preocupaciones y los intereses de los profesionis- 
tas e investigadores de las RIG coinciden más de cerca en el campo dela ad- 
ministración que e los.campos. legislativo, ejecutivo diciál. E 









































Cuestiones de políticas 


El quinto y último rasgo distintivo de las RIG es su componente de políticas, 
Las políticas consisten tenciones y acciones (o inacciones) de funcióna- 
FiOS pú icos y las consecuencias, de esas acciones, En el marco de las RIG, 





ás políticas son generadas por interacciones entre todos los funcionarios 

públicos. Sin embargo, en decenios recientes la complejidad económica y 

política se ha combinadd con rápidas tasas de cambio social y tecnológico 

que hán reducido la capacidad de tribunales y legislaturas para hacer fren- 

a ones-arfavor del cambio de las políticas, Esto | ha ejer- 

cido mayor presión y, a la vez, ha dado mayor espacio_a Jos administra- 
dórés para formular y ejecutar las polí 


























públicas, Por ejemplo: la Ley de 
Educación Pida y Secundaria de 1965 (P.L. 89-10) fue una pieza de le- 
gislación pionera y que sentó un precedente en varios aspectos. En ella, el 
Congreso declaró su intención de mejorar la calidad de la educación para 
niños en desventaja social y económica. Si hubo una mel: en qué 
asuntos que dependieron de una cantida a de 

















“decisiones, 





/T. los niveles de fondos estipulados por el Congreso; . ” 

/ 2, las decisiones de la Oficina de Educación sobre si hay que juzgar JO. 

|. impactos educativos, y cómo; E 

. 3, decisiones pasadas y actuales de funcionarios estatales electos y nom- 

“brados, responsables de cuestiones educativas, decisiones que a menu- 

5, do especifican el contenido de la educación y las condiciones en que se 
“ofrece; y 
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4. acciones de juntas escolares locales, administradores y maestros que 
reciben los fondos y los traducen en términos educativos.) 


/La dificultad de enfrentarse al cambio de políticas ha introducido al. 
menos dos componentes importantes en el aspecto político de las. Rig, Una 
a consistido e entar.la presencia.y ola influe 


nfuencia política-de-Jos 
“Oministradores-al foca y. aplicarlas. políticas-públicas, Una segunda 
ha consistido en introducir una mayor incertidumbre e impredecibilidad 
en el proceso de seguimiento de los propósitos públicos donde participan 
jurisdicciones múltiples (con sus funcionarios). Estos dos elementos —la 
importancia de los administradores y la incertidumbre—, fueron sucin- 
tamente captados en un ensayo de Donald Rosenthal llamado “Puntos 


difíciles y estratagemas en las relaciones federal-locales”. Comentó Rosen- 
thal: : 








Una de las cosas más fascinantes, y sin embargo más perturbadoras para el estu 
dioso de las relaciones intergubernamentales en los Estados Unidos, es la impre- 
visibilidad fundamental de sus resultados, Se crean programas sobre la base de 
compromisos que con frecuencia dejan grandes espacios a la discreción de los ad- 
ministradores; las personalidades de los administradores y de aquéllos con quie- 
nes tienen que interactuar para implementar un programa crean imprecisiones 
adicionales; a su vez, éstas pueden levar a los creadores legislativos del progra- 
ma, así como a los administradores encargados de su operación, a hacer cambios 
al programa'mismo o a la forma en que se le administra. El resultado de este | 
modo experimental de conducta puede resultar enloquecedor, tanto para los ac- l 

tores que intervienen como para los observadores académicos, cualesquiera que 


sean los beneficios que pueda (o no) aportar en términos de la capacidad adap-| 
tativa del sistema político.40 ] 





núcleo de las políticas de las RIG están los problemas fiscales. Éstos han 
sido, básicamente, cuestiones de asignación: ¿quién debe reunir qué canti- 
dades, y por qué método, entre qué ciudadanos? ¿Quién debe gastar cuán- 
to, para beneficio de quién, con qué resultados deliberados? En suma, 
¿cómo deben distribuirse las cargas (impuestos) y los beneficios (gastos) 
entre los ciudadanos y los gobiernos? : 

La preocupación fiscal a veces ha sesgado los diagnósticos de las normas 
para reformar o mejorar las RIG; por ejemplo, la adopción del Sistema Gene- 
ral de Participaciones (scp/Grs) en 1972. Como lo observó la Comisión Kestn- 
baum en 1955: “Ahora, las preguntas cruciales son preguntas de políticas: 
¿Qué nivel debe moverse? ¿O deben ser ambos?”. Estas preguntas, añadió 


Así, los asuntos de las políticas infiltran las acciones de las RIG. Y en A 


40 Donald B. Rosenthal, Sticking-Points and Ploys in Federal-Local Relations (Filadelfia, Cen- 
ter for the Study of Federalism, Temple University, 1979), pp. 1-2. 
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la comisión, son aquéllas en que los criterios de apreciación “son principal- 
mente políticos, económicos y administrativos, y no jurídicos”.4 Las cues- 
tiones fiscales son asuntos en los que rápidamente convergen, por lo gene- 
ral con gran fuerza, presiones políticas, económicas e ideológicas. Además, 
las actividades administrativas rara vez están aisladas de la base fiscal en 
que operarifLa política, la ideología, la economía y la administración se com- 
binan para colocar a las finanzas en el centro político de las RIG. 

Abundan ejemplos en la formulación de políticas donde las fínanzas son 
el punto de apoyo que influye sobre los resultados de las RIG. Una vez más, 
seleccionaremos»del campo de la educación y nos enfocaremos en la Ley de 
Educación Elemental y Secundaria (LEES) de 1965, La base fiscal, los pro- 
pósitos de la política, las tensiones persistentes y los resultados inciertos, 
asociados a la legislación de LEES, fueron sagazmente resumidos en ciertos 
párrafos de un artículo de Edith Mosher: 


La acción, del nivel nacional de gobierno que rompió radicalmente con las prác- 
ticas pasadas, fue la aprobación de la Ley de Educación Elemental y Secundaria 
de 1965. Esta ley autorizó más de mil millones de dólares para los distritos esco- 
lares estatales y locales, terminando, gracias a la ingeniosa distribución de bene- 
ficios a muchos aspirantes, con su eterna oposición a la asistencia federal. Sin 
embargo, en lugar de ser la medida de “ayuda general” [general aid] o de “trans- 
ferencias” [block grants], buscada por los educadores, la LEES mencionó unos 
propósitos nacionales que les parecieron nuevos e inquietantes. Además, es im- 
portante recordar que los funcionarios de las escuelas llegaron tarde al juego de 
las transferencias federales de ayuda asistencial [grants-in-aid), que ya eran fa- 
miliares para otros administradores estatales y locales. No estaban acostumbra- 
dos, y quedaron horrorizados por las regulaciones, los procedimientos e infor- 
mes que canalizaban el flujo de los fondos. 

El título 1 de la LEES, que asignaba fondos para programas compensatorios de 
educación, fue, a la vez, la iniciativa predominante y la más iconoclasta de la LEES. 
Sus fórmulas de financiamiento favorecieron a las grandes ciudades y a las zonas 
rurales, y han tenido mayores efectos igualadores entre los distritos locales que 
los otros programas federales de asistencia específica [categorial aid]. El título 1 
también prescribió asignaciones de fondos para distritos locales sobre los cuales 
las dependencias estatales sólo tenían lo equivalente al poder de veto. El más 
importante rompimiento con la cautelosa política nacional del pasado fue, sin 
embargo, el hecho de que los fondos del título 1 “apuntaban hacia el blanco” de 
las necesidades de una categoría especial de niños: quienes se encontraban en 
desventaja económica y, por consiguiente, “educativa”. 42 


Estos renglones abarcan un proceso extenso y extraordinariamente com- 


plejo, por el cual el sistema político de los Estados Unidos se enfrentó a las 


41 Comisión sobre Relaciones Intergubernamentales, A Report to the President for Transmit- 
tal to the Congress (Washington, D. C., junio de 1955), p. 33. 

42 Edith K, Mosher, "Intergovernmental Relations in Education: The Old and the New”, en 
Southern Review of Public Administration 3 (junio de 1979); pp. 53-54. Se reproduce con la de- 
bida autorización. 
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cuestiones de política educativa en un marco intergubernamental. Acaso 


. deba notarse y subrayarse que el gobierno nacional aporta menos de 10% de 


los costos totales de la. educación elemental y secundaria en los Estados 

Unidos. 

Los cinco rasgos distintivos de las RIG que hemos descrito reflejan un 
ordenamiento o un enfoque novedoso para entender las nuevas direcciones 
que los asuntos públicos han seguido en el último medio siglo. El concep- 
to que hemos introducido y los rasgos que refleja nos permiten observar, 
clasificar y acumular conocimientos acerca de estos hechos, personas, po- 
líticas y problemas —relativamente recientes— en los Estados Unidos. Las 
RIG fomentan esta nueva visión sin oscurecer ni negar la continua utilidad 
de otros datos pertinentes, a los cuales nos han conectado ya previos con- 
ceptos políticos, 

Un modo de familiarizarse con hechos recientes en las RIG consiste en 
echar un vistazo al el cuadro 1.4, que enumera en orden jerárquico los 
treinta “principales” hechos intergubernamentales entre 1960 y 1980. Los 
hechos y su rango de ordenación fueron determinados por las respuestas 
de más de 400 especialistas en una encuesta de 1981 en que se pedían opi- 
niones sobre los principales acontecimientos intergubernamentales ocurri- 
dos en los dos decenios anteriores. Van desde procesos en los tribunales y 
acciones legislativas, hasta cuestiones fiscales y expresiones de descon- 
tento popular. Participaron actores de cada tipo de posición oficial y de 
todos los niveles de gobierno y tipos de entidades, Estos acontecimientos, 
que en su mayor parte fueron tratados directa o indirectamente en este 
libro, son la “materia” de las RIG. 


PARA ENTENDER LAS RIG: LA ESTRUCTURA QUE SIGUE 


Si concedemos la utilidad de las RIG como concepto, ¿cómo lo aprovecha- 
remos para mejorar nuestra comprensión, nuestro análisis y nuestra apre- 
ciación —en suma, para tener un nuevo conocimiento— del sistema político 
a los Estados Unidos? ¿Cómo hacemos más visible esta “dimensión ocul- 
a” de las operaciones gubernamentales? Emplearemos tres enfoques bási- 
cos: el conceptual-histórico, el empírico-descriptivo yeld de le contenido delas 
políticas, En Tos capítulos siguientes tiende a dominar úno Lo de los tres enfo- 
ques; pero las más de las veces están presentes-elementos-dedosres........ 
El capítulo 1 dedica su atención, para empezar, al concepto de federalis- 
mo como una idea orientadora de la que surgieron las R1G. Después de com- 
parar al federalismo con las RIG, con un análisis razonado para preferir el 
segundo concepto, se presentan y exploran tres modelos alternos de rela- 
ciones interjurisdiccionales en los Estados Unidos. El capítulo 11 busca un 
enfoque histórico de grano más fino. Se proponen y discuten con cierto 
detalle varios periodos o fases identificables que ayudan a interpretar las 











Cuabro 1.4. Catalogación de los principales acontecimientos 
intergubernamentales: 1960-1980 e 
a 
Rango Acontecimiento 





1 Ley delos Derechos Civiles de 1964, 1966, 1968 y Ley de Derechos 
. de Voto 


Sistema General de Participaciones (sGp/GRS) (1972) 

Baker vs. Carr, Reynolds vs. Sims (casos de reasignación, 1962-1964) 
Medicare/Medicaid (1965) 

Ley de Oportunidades Económicas (Guerra a la Pobreza, 1964) 


E 


Sistema especial de participaciones [block grants]: CETA, LEAA, CDBG, 
título xx (1968-1974) 


7 Aprobación a la Proposición 13 de California (1978) 


ión: County School Board; 
8 Casos de desagregación: Green vs. New Kent py School 
Swann vs. Charlotte-Mecklenburg Board of Education; Milliken vs. 
Bradley (1971-1974) 


9 Ley Nacional de Política Ambiental (NgPA, 1969) 
10 | Crisis fiscal de la ciudad de Nueva York (1975) 
11 Ley de Educación Elemental y Secundaria (1965) 


12 Circular A-95 de oMB (que requiere una revisión regional y metro- 
politana de las propuestas de transferencias, 1967) 


13 Publicación de Other America de Michael Harrington y su impacto 
resultante sobre la Nueva Frontera y la Gran Sociedad (1960) 


14 Fundación de AUD (1965) 


15 Creación de la Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamen- 
tales (1959) 


16 Ingreso complementario de seguridad (adopción nacional de progra- 
mas de asistencia social para adultos, 1973) 


17 Ley de Ciudades Modelo de 1966 [Model cities] 
18 Niveles máximos de asistencia federal de 1978 
19 Creación de Servicios Jurídicos y Asistencia Jurídica para los Pobres 


20 Serrano vs. Priest (primer caso de finanzas escolares, 1972) 
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21 Esfuerzos exitosos de consolidación ciudad-condado en áreas como 
Nashville y Dávison County e Indianapolis y Marion County (1970) 


22  Shapp vs. Sloan (control de la asistencia federal por las legislaturas de 
los estados, 1979) E ; 


23 Ley de Personal Intergubernamental de 1970 [Intergovernmental Per- 
sonnel Act, IPA] 


24 Creación de organizaciones regionales, como la Comisión Regiónal 


de los Apalaches y la Comisión de la Cuenca del Río Delaware 
(1965) s 


25 Publicación del Informe Kerner, 1968 Reporte de la Comisión Nacio- 
nal Consultiva de Disturbios Civiles 


26 Desarrollo del Catálogo de Ayuda Doméstica Federal de la Oficina 
de Administración y Presupuesto (oap/0MB) (1968) 


27  NLC ys. Usery (modificación de las Normas Justas de Trabajo, para 
empleados del estado, 1975) 


28 Enmiendas a la Ley de Vivienda, 1965 


29 Establecimiento de la Comisión Federal del Papeleo Burocrático 
(1973) 


30 Ley de Administración de la Zona Costera (1971) 


"Fuente: Richard L, Cole, Carl W. Stenberg, y Carol S, Weissert, “Two Decades of Change: A 
Ranking of Key Issues Affecting Intergovernmental Relations”, Publius: The Journal of Federal- 
ism 13 (otoño de 1983): 113-122. Se reproduce con la debida autorización, 


pautas políticas estadunidenses del siglo xx desde una nueva perspectiva, 
una visión de las RIG. 

Los capítulos 1Y a VII ofrecen abundantes datos financieros sobre corrien- 
tes históricas y las variaciones recientes en las pautas de ingresos y gastos, 
Los capítulos 1V y v centran la atención en el aspecto de los ingresos guber- 
namentales. Los capítulos vI y VI pasan revista al lado del gasto de los pre- 
supuestos nacional, estatal y local, con mayor atención en las tendencias 
del gasto de ayuda federal y a los impactos fiscales y políticos de dicha ayuda. 

Los capítulos vi-x1 son representativos del enfoque con un contenido de 
Políticas de las RIG. El capítulo vin enfoca cuestiones limítrofes o jurisdic- 
cionales (a veces llamadas asuntos constituyentes). En el capítulo 1x con- 
sidera los temas distributivos. El capítulo x enfoca las reglamentaciones, y 
el capítulo x1 las cuestiones de redistribución. Por supuesto, subyace la 
tesis de que la formulación, aplicación e implementación de los programas 
de las RIG varían por cada área de política. 
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El capítulo XI es a la vez un resumen y un capítulo analítico. Vincula te- 
mas importantes que se habían encontrado separados en todo este libro de 
las obras o “dramas” de las RIG. No hay un veredicto o una conclusión clara 
sobre “quién lo hizo”, al final de la obra, pese al hecho de que uno de sus 
principales objetivos es disipar el misterio que rodea a las rIG en los Esta- 
dos Unidos. No hay villanos, timadores ni asesinos en los casos y argumen- 
tos de las RIG que aparecen en los capítulos siguientes. Esto es, en parte, 
producto del hecho de que hay pocos héroes y no hay policías, acusadores 
ni jurados en las RIG. ! 

En vez del bueno y del malo, del villano y del héroe, del fiscal y/o el jurado, 
es usted, el lector o el estudiante, el que debe dictar sentencia. Usted es la 
persona apropiada para juzgar, para elaborar evaluaciones profundas, bien 
informadas, razonadas y críticas de los actores, las actitudes, las acciones, 
las instituciones y las políticas que se exploran en este libro. 








Í 
E 
i 
¿ 
i 


II 


IL RIG Y FEDERALISMO: CONCEPTOS Y MODELOS 


Por las primeras citas de discursos del presidente Reagan que aparecen en 
el capítulo 1, es evidente que el federalismo es un concepto prominente, si 
no preeminente, utilizado al.analizar los.rasgos básicos.de las disposicio- 
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una idea que un es itor.Jlamó-“expresión. p: durable de los principios del 
coñistitucionalis: y al que otros se han referido como “la 
bución [de este país].a-la cienciade gobierno”! i 





EL FEDERALISMO 


¿Cómo es posible que las RIG hayan surgido como concepto digno de men- 
ción, en el contexto del uso constante (e incluso dominante) del federalis- 
mo? ¿Cuál es la relación entre las RIG y el federalismo? Antes de hacer 
frente a estas preguntas, necesitamos tener un conocimiento básico del sig- 
nificado del federalismo, tanto en la actualidad como en el contexto de la 
Historia.? 


Naturaleza de la Unión 


El presente y el pasado convergen en un relieve definido, pero a veces am- 
biguo, cuando recordamos la frase de Reagan: “El gobierno federal no creó 
a los estados; los estados crearon-al-gobiernofederal”. Esta declaración de- 
be ser reconocida como una opinión y no como una descripción fáctica. Es 


* Clinton Rossiter, “Introduction”, en The Federalist Papers (Nueva York, New American Li- 
brary, 1961), p. xii; David R. Beam, Timothy J. Conlan y David B. Walker, “Federalism: The 
Challenge of Conflicting Theories and Contemporary Practice”, en Political Science: The State 
of the Discipline, Ada W. Finifter, comp. (Washington, D. C., American Political Science Asso- 
ciation, 1983), p. 247. p 

* Entre los innumerables libros que se han enfocado genéricamente al federalismo, puede 
ser provechoso consultar tres amplios estudios (publicados en los tres decenios pasados): Ar- 
thur W. Macmahon, Federalism: Mature and Emergent (Garden City, N. Y., Doubleday, 1955), 
557 pp.; William H. Riker, Federalism: Origin, Operation, Significance (Boston, Little, Brown, 
1964), 169 pp.; S. Rufus Davis, The Federal Principle: A Joumey Through Time in Quest of Mean- 
ing (Berkeley, University of California Press, 1978), 237 pp. Los dos últimos volúmenes son ex- 
presamente críticos y se muestran escépticos ante el concepto y/o la práctica del federalismo. 

Entre las la infinidad de libros dedicados al federalismo de los Estados Unidos merecen 
mención los siguientes: John R. Schmidhauser, The Supreme Court as Final Arbiter in Federal- 
State Relations, 1789-1957 (Chapel Hill, University of North Carolina Press, 1958), 241 pp.; 
Daniel J. Elazar, The American Partnership (Chicago, University of Chicago Press, 1962); 358 
pp.; Morton Grodzins, The American System: A New View of Governments in the United States, 
ed. Daniel J. Elazar (Chicago, Rand McNally, 1966), 404 pp.; James L. Sudquist, con David W. 
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cuestión de interpretación. Inmediatamente después de la toma de pose- 
sión de Reagan, sus palabras fueron refutadas, tildándolas de fácticamente 
erróneas por dos eminentes historiadores y un politólogo. El politólogo 
Samuel H. Beer revisó los dos siglos del conflicto conceptual y constitu- 
cional de una cuestión fundamental: ¿Cuál fue la naturaleza de | “Unión” 
que surgió de la redacción de la Consti proceso de su adopción 
nte 1787 y 1 dl A ee j 
— Fué TURION ÚN pacto entre estados? ¿O la Unión se basó directamente 
en el consentimiento del pueblo como la fuente de los poderes legítimos 
ejercidos por los gobiernos nacional y estatales?[Obsérvese que la premisa 
en que se basan ambas preguntas se deriva de la teoría prevaleciente en el 
siglo xvi del contrato social, acerca de las bases del ejercicio de la autori- 
dad política y gubernamental. La pregunta era: ¿quiénes eran las partes del 
pacto? ¿Los estados, o todo el pueblo Estados.Unidos? Durante dos 
siglos, ardientes partidarios del debate político y jurí 
han inclinado hacia una u otra de est “sur 


o: “dos Suposiciones, 
a a Sim y ig e = ac 
Tos 'éstáadós o bien de un “nacionalismo” basado en el puebla”, 
































Davis, Making Federalism Work (Washington, D. C., Brookins Institution, 1969), 293 pp.; Da- 
vid B. Walker, Toward a Functioning Federalism (Cambridge, Mass., Winthrop, 1981), 267 pp. 
La opinión profunda y útil de alguien “de fuera” acerca del federalismo estadunidense es la de 
Rhodri Jeffrey-Jones y Bruce Collins, comps., The Growth of Federal Power in American Histo- 
1y (Edinburgh, Scottish Academic Press, 1983), 207 pp. 

Acerca del federalismo estadunidense se han escrito miles de artículos. A riesgo de pasar por 
alto numerosos excelentes análisis históricos e interpretativos, sólo citaremos cuatro ensayos, 
escritos por dos sobresalientes eruditos: Samuel H, Beer, “The Modernization of American 
Federalism”, en Publius: The Journal of Federalism 3 (otoño de 1973), pp. 49-56, y “Federal- 
ism, Nationalism, and Democracy in America”, en American Political Science Review 72 (mar- 
zo de 1978), pp. 9-21; Harry N. Scheiber, “American Federalism and the Diffusion of Power: 
Historical and Contemporary Perspectives”, en University of Toledo Law Review 9 (verano de 
1978), pp. 619-680, y "Federalism and Legal Process: Historical and Contemporary Analysis 
of the American System”, en Law and Society Review 14 (primavera de 1980), pp. 633-722. 

3 Samuel H. Beer, “The Idea of the Nation”, en New Republic 187 (19 y 26 de julio de 1982, 
pp. 23-29. La idea de Reagan de que los estados crearon al gobierno nacional no es un comen- 
tario aislado ni incidental. Otro ejemplo, relativamente reciente, procede de las deliberacio- 
nes de la Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales (ccri/actr). La Comisión 
estaba discutiendo el papel de los estados en el sistema federal y el borrador de una recomen- 
dación de política que pedía a los estados ejercer mayor liderazgo en las políticas, como 
medio de conservar la “futura flexibilidad, eficacia y equilibrio político de nuestro sistema 
federal”. El gobernador Lamar Alexander, de Tennessee, se ofendió por el tono del lenguaje y 
la sustancia de la recomendación. El siguiente pasaje procede de Docket Book, reunión 82 
de la ccri/acir, Washington, D. C., 8-9 de diciembre de 1983, cuadro E, p. 2: 


El gobernador Lamar Alexander expresó la siguiente “amistosa” disidencia: “Los estados 
aportan la estructura básica al sistema federal estadunidense de gobierno, Los estados crea- 
ron al gobierno nacional, reservándose todos los poderes no específicamente otorgados al 
gobierno nacional. Los estados crearon el gobierno local y, las más de las veces, aun defi- 
nen los límites y facultades de los gobiernos locales. El problema de esta recomendación es 
que pasa por alto el papel constitucional básico de los estados en el sistema federal y trata a 
los estados simplemente como otro nivel de gobierno”. 
* Beer, "The Idea of the Nation”. Véase también Merrill Jensen, The Articles of Confedera- 
tion: An Interpretation of the Socio-Constitutional History of the American Revolution (Madi- 
son, University nf Wisconsin Press, 1970), y The Origins of the Federal Republic: Jurisdictional 
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Los líderes de la opinión nacionalista van desde Alexander Hamilton y Da- 
niel Webster hasta Abraham Lincoln y los dos Roosevelt, Theodore y 
Franklin. Lincoln, por'ejemplo; en su discurso de toma de posesión, decla- 
ró: “La Unión es más antigua que ninguno de los estados, y de hecho los 
ereó como estados [...] La Unión dio a cada [estado] toda la independencia 
y la libertad que tiene”:* La elección de las palabras que usó Lincoln es sig- 
nificativa. Por Unión no se está refiriendo al gobierno nacional o “federal” 
(en Washington, D. C.). Su referencia se basa, más bien, en la idea abstrac- 

ta de “los Est; -Linidos.de-Amérisa”,término.que. trasciende (y.sin 
argo mcluye) atodos Jos estados, as£como al gobierno.nacional. E 
os teóricos del pacto-también cuentan con destacados personajes histó- 
ricos: John C. Calhoun, Jefferson Davis y (antes) Richard Henry Lee, así 
como otros antifederalistas que se opusieron a la adopción del producto de 
la Convención de Filadelfia.ós antifederalistas reconocieron graves insu- 
ficiencias de los artículos de la Confederación, pero no pudieron admitir la 

necesidad-de tá Poderoso gobierno-eentralo nacional TNT” 
—Entre-1798y1799; los partidarios del pacto llegaróñ a incluir a Thomas 
Jefferson y a James Madison, quienes redactaron las resoluciones de Ken- 
tucky y de Virginia, respectivamente. Estas estridentes acciones legislati- 
vas de los estados fueron precipitadas por las Leyes de Extranjeros y de 
Sedición, aprobadas por el Congreso en 1798, Utilizaron los términos anu- 
lación e interposición para identificar y justificar los poderes, vastos pero 








vz pm 

inciert servados a los estados. Los dos conjuntos de resolu: 
A A 

maban Tos estados podían utilizar los poderes de oponerse (por bl 


ques 9 anulación) 4 lo gue, Jndividual.o. colectivamente, 
acciones anticonstitucionales del gobierno nacional 4 
¿Cómo se ha resuelto este conflicto la.naturaleza de la Unión? Se 
ha poventacdo en Lérminos prácticos y probablemente inalterables en favor. 
de A Opimión nacionalista, a pesar de lo que diga Reagan. Los medios de re 
solución tán sido múltiples y variados. La Guerra de Secesión (¿la Guerra 


entre los Estados?) fue una manera de zanjarlo: por la violencia. Las enmien- 
das constitucionales, especialmente la Decimocuarta Enmienda, fueron un 





€s, parecieran 





Controversies in the United States, 1775-1787 (Princeton, Princeton Universi 
Ñ , N ersity Press, 1983); 
a S. Wood, The Creation of the American Republic (Chapel Hill, oi of North (e 
> el Lao ia B. ETE sl American Revolution Reconsidered (Nueva York, 
larper 'ow, ; Leona . Levy (comp.), Essays on the Maki ituti 
2 ed. (Nueva York, Oxford University Press, 1987. Él dpi 
A ciao abs “The Idea of the Nation”, p. 23, 
lerbert J. Storing, What the Anti-Federalists Were For (Chicago, University of Chicago 
Press, 1981), 111 pp. Samuel Krislov, “Federalism in the Constitution and Condition 
Law: cs Constitution as á Federalist and Antifederalist Document”, en Teaching about Amer- 
ican Fe ral Democracy, Stephen L. Schechter, comp. (Filadelfia, Center for the Study of Fed- 
eralism, Temple University, 1984), pp. 25-32, 
LS 5, Corwin, “National Power and State Interposition”, en Michigan Law Review 10 
€ 12), pp. 535-551; Adrienne Koch y Harry Ammon, “The Virginia and Kentucky Resolu- 
e , en William and Mary Quarterly 5 (1948), pp. 145-176; Alpheus Tomas Mason, comp., 
States Rights Debate, 2* ed. (Nueva York, Oxford University Press, 1972), 206 pp. 
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segundo medio, La interpretación judicial ha sido un tercer modo, de espe- 
cial importancia. En realidad, la opinión del presidente de la Corte Supre- 
ma, Salmon Chase, en el caso Texas vs. White (1869) tal vez constituya la 
clásica afirmación de un tribunal. El caso dependía de si el estado de Texas 
en realidad había abandonado la Unión al “secesionarse” en 1861. , 


Por tanto, cuando Texas pasó a ser uno de los Estados Unidos, entró a una rela- 
ción indisoluble [...] El hecho que consumó su admisión en la Unión fue más que 
un pacto; fue la incorporación de un nuevo miembro al cuerpo político. Y fue de- 
finitivo, La unión entre Texas y los otros estados fue tan completa, tan perpetua y 
tan indisoluble como la unión entre los estados originales. La Constitución, en 
todas sus cláusulas, considera una Unión indestructible, compuesta por estados 
indestructibles*] . 


tarios de Lincoln, no es el 
izados para la entidad gu- 
e el primer siglo refle- 





Nótese que aquí la “Unión”, como en los com: 
gobierno nacional, En realidad, los términos u 
bernamental localizada en Washington, D. C:, duran: 
jaronenssumayoría; las múltiples descri eS” das originalmente 
en los documentos: de El Federalista, ese 















sta 5-61 1787-1788, Éstos incluían” 
gobierno general, gobierno central, gobierno nacional, gobierno.de.los.Estados.. 
Unidos y gobierno. federal”. También recuérdese que durante la Guerra de 
Secesión a las fuerzas del Norte se les llamó el Ejército de la Unión, y a sus 
soldados se les llamó federales”) 
Desde el punto de vista legal, histórico y conceptual, podemos conside- 
rar que la naturaleza de la Unión se ha resuelto en favor de la interpreta- 





legales y jurisdiccionales de 1 
Hay un enorme cuerpo 
bibliográfico y de tasos jurídicos dedicados a las dimensiones pasada, pre- 
sente y prospectiva de estas controversias por el poder formal.? Más ade- 
lante consideraremos ciertos aspectos seleccionados de tales cuestiones, 
pero en este punto sólo necesitamos resumir los rasgos prominentes actua- 
les del federalismo en los Estados Unidos. 





= 





En la gráfica 11.1 se presenta una caracterización visual del sistema federal 
estadunidense. Los ciudadanos de los Estados Unidos aparecen como acto- 
res que han dado su consentimiento a la Constitución del país (esto fue lo 


W Texas vs. White, 7 Wall. 700 (1869). 

* Un documento público oficial resume esta recopilación de leyes: The Constitution of the Uni- 
ted States of America: Analysis and Interpretation, 92 Congreso, 2* sesión, S, Doc. 92-82 (Wash- 
ington, D, C., Government Printing Office, 1973), 1961. Véase también C, Herman Pritchett, 
Constitutional Law of the Federal System (Englewood Cliffs, N. J., Prentice Hall, 1984), 392 pp. 
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GRÁFICA 11, Gobiernos en los Estados Unidos: sistemas y estructuras 
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GOBIERNOS LOCALES (82,290 en 1982) 


que los redactores en Filadelfia, y Hamilton, Madison 

1 E lia, , y Jay en los docu- 
mentos de El Federalista definieron como forma “republicana” de gobier- 
no). Luego, la Constitución asigna poderes a los gobiernos nacional (fe- 


deral) y estatales. El gobierno nacional sólo posee poderes delegados, .que, 
consisten en los podes emanadas inpliato) quese encuentran | 
en el artículo 1, sección 8, cláusulas 1-18 de la Constitución. Los poderes no 
otorgados al gobierno nacional quedan reservados a los estados en la Déci- 
ma Enmienda: (Los poderes delegados a los Estados, Unidos por la 
Constitución, ni prohibidos-por-ellaza los estados, quedan reservados a los 
:stados, TESpectivamente, o. alpueblo”. rl 
. Recae en la Corte Suprema, desde luego, funcionar como actor de última 
instancia para resolver muchos de los problemas más intrincados del con- 
flicto nacional-estatal. El papel decisivo de la Corte Suprema fue enuncia- 


do sucintamente por un importante jurisconsulto, C. Herman Pritchett. 


En resumen, el sistema constitucional estadunidense es aquel en el que impor- 
tantes cuestiones de política frecuentemente aparecen en forma de juicios someti- 
dos a la Corte Suprema para su decisión. La Corte es básicamente un tribunal 
público, y su más alta función de derecho público consiste en determinar el sig- 
nificado actual de la Constitución cuando esto es necesario para resolver una 








96 CONCEPTOS Y CONTEXTOS 


controversia judicial que se le somete. En la búsqueda de significados Eco 
los magistrados inevitablemente consultan sus propias preferencias de po! Sr 
pero el marco institucional les impone una responsabilidad y les exige cumplir 
altos estándares de congruencia y lógica. Su difícil tarea es la de avanzar cenas 
tiempos, pero sin apartarse de los fundamentos constitucionales ni menosca 0 
la expectativa popular de la estabilidad judicial que es imprescindible para. la 
autoridad moral de la Corte Suprema. 


Pueden hacerse otras dos observaciones en relación con la gráfica 1.1. La 
primera es que la “Constitución de los Estados Unidos”, como aparece en 
la gráfica, normalmente se interpretaría como el documento producido 
por la Convención de Filadelfia, más las 26 enmiendas. Sin embargo, se ha 
argitido persuasivamente que la “constitución” de los Estados Uni como 
gobierno federal, consiste “en la Co: É tados U y-las 
50 constituciones de los estadós”. posible explayarnos aquí sobre el 
significado cabal de este argumento, pero sus consecuencias prácticas pue 
den comprenderse, parcialmente, en el contexto de recientes decisiones de 
las cortes supremas Sao 











garantizados específicame 
derechos individuales 
tablecidos por las decis 
estudiosos de esta frecuente e 1 
















blicadas; declafañido que lós minimos 20m 
'as interpretaciones-de:la.Come Su 


e 'onstitutional Law of the Federal System, p. 50, La descripción que hace Pritchett 
de Moe a como peta de las relaciones entre la nación y los estado ha 
mente, y de la Constitución en general, está cuidadosamente redactado y es de particular 
significación. Ha continuado la controversia en torno a la Corte sobre si sus IA be 
congruentes con los principios fundamentales o con las “intenciones originales he los au de 
res, Un ejemplo específico es saber si y hasta qué grado las garantías de protecci n horca 
acciones congresionales y nacionales en la Declaración de Derechos deberán E o 
das” como protecciones contra la acción estatal y local por la cláusula del debido proceso de 
la Decimocuarta Enmienda. Puede encontrarse una expresión importante de esta crítica, Jn 
to con acciones y políticas recomendadas para revitalizar el federalismo, en The E A 3 
eralism in America: A Report of the Working Group on Federalism, of the Domestic, Policy Cc 
cil (Washington, D. C., Executive Office of the President, noviembre de 1986); Power ba 
People”, en Wall Street Journal, 19 de noviembre de 1986, p. 32. Este informe recibió có 
rable publicidad en la prensa. Para una evaluación menos célebre pero igualmente crítica 
papel de la Corte Suprema, véase Comisión Consultiva de Relaciones e 
A Framework for Studying the A AE E a Courts and Feder 

i . C., Government Printin; ice, al le F a A 
“a cala “Structures of Consent in the Federal System: Ambiguities in the Founders 
Design of the Compound Republic” (ponencia presentada en las Reuniones Anuales de la Aso- 
ciación de Ciencias Políticas del Sudoeste, San Antonio, 19-22 de marzo de 1986), p. 3. 
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Declaración de Derechos de los Estados Unidos y la Decimocuarta Enmien- 
“da, son insuficientes para satisfacer 108 preceptos más exigentés 


estatal'/** Igual importancia tiene el que cerca de 180 de estas decisiones 
uéseñ pronunciadas en el periodo 1980-1986. En este marco jurídico-cons- 
titucional, la expresión nuevo federalismo tiene un significado muy diferen- 
te, en ciertos aspectos opuesto al que tiene.en.Jos.círculos políticos. 

Usamos Saa fallo reciente de Massachusetts, donde el tri- 
bunal estatal concluyó que la norma para una orden de cateo-policiaco era 
más alta de acuerdo con la Constitución del estado que el mandamiento 
constitucional nacional, especificado en un fallo de la Corte Suprema de 
los Estados Unidos de 1983, redactada por el magistrado William H. Rehn- 
quist. El tribunal de Massachusetts afirmó que la Constitución del estado 
“precede y es independiente de la Constitución de los Estados Unidos y 
ofrece más protección sustancial a los indiciados”.'* Otro ejemplo es un fa- 
llo en la que la Corte Suprema de California declaró que el sistema de 
impuesto a la propiedad para el mantenimiento de la educación pública 
local era anticonstitucional, según la cláusula de protección igualitaria del 
estado. Este caso siguió a un fallo de la Corte Suprema de los Estados 
Únidos de 1973, que se negó a revisar la equidad del impuesto a la pro- 
piedad para financiar la educación pública, de acuerdo con la cláusula de 
protección igualitaria de la Decimocuarta Enmienda.** 

El efecto neto de esta visión de las disposiciones constitucionales es en 
favor de las flechas horizontales recíprocas de la gráfica 11.1. En otras pa- 
labras, la Constitución de los Estados Unidos, que es practicada, disfrutada 
y garantizada a los ciudadanos, está compuesta por la Constitución “fede- 
ral” y las constituciones de los 50 estados. 

También se debe hacer un segundo y breve señalamiento acerca de la 
gráfica 1.1. Obsérvese que la existencia de todos los gobiernos locales se 
deriva de sus orígenes estatales. Los gobiernos locales no tienen una conexión 
constitucional directa con los Estados Unidos. Más adelante desarrollare- 
mos la importancia de este hecho, respecto a las relaciones locales-es- 
tatales, Í 


¿Cuál es eritonces la naturaleza y cuáles son los rasgos del federalismo 











* Ronald K. L. Collins y Peter J. Galie, “Models of Post-Incorporation Judicial Review: 1985 
Survey of State Constitutional Individual Rights Decisions”, en Publius; The Journal of Feder- 
alism 16 (verano de 1986), p. 111, Véase también Robert Pear, “State Courts Expanding Pro- 
tection of Rights” (New York Times News Service), Raleigh, N. C., en News and Observer, 4 de 
mayo de 1986, p. 144. Otro análisis de estos 300 fallos de tribunales estatales se basaron en 
una encuesta de eminentes juristas estatales, y dictaminaron que los casos habían ocurrido, 
predominantemente 1) en estados del oeste, 2) en estados con una cultura política moralista, 
3) en estados con juristas de elección popular y 4) incluían más frecuentemente casos penales 
que.civiles. Véase Ronald K. L. Collins, Peter J..Galie y John Kincaid, “State High Courts, 
State Constitutions and Individual Rights Litigation since 1980: A Judicial Survey”, en Pu- 
blius: The Joumal of Federalism 16 (verano de 1986), pp. 141-161, 

» Pear, “State Courts Expanding Protection of Rights”. 

** San Antonio Independent School District vs. Rodríguez, 411 U.S. 1 (1973). 
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en los Estados Unidos? Para empezar, nos basamos de nuevo en Pritchett: 
“En esencia, el federalismo estadunidense es una forma de organización 
política en la que el ejercicio del poder se divide entre dos niveles de go- 
bierno, cada uno de los cuales usa esos poderes por propio derecho y actúa 
sobre el mismo cuerpo ciudadano”. Su declaración pone en relieve las 
divisiones territoriales, de base legal, del poder entre una unidad central y 
sus unidades constituyentes, así como la operación directa de dobles con- 
juntos de leyes sobre el mismo cuerpo de ciudadanos. p 

Las ideas de Pritchett corren paralelas a las de un joven estudioso de ha- 
ce un siglo. Al escribir en 1887 un ensayo, hoy clásico, intitulado “El estu- 
dio de la administración”, Woodrow Wilson hizo varias observaciones so- 
bre el tema del federalismo. Entre ellas estaba esta pregunta: “¿Qué otra 
cosa inventamos, salvo la acción del gobierno federal sobre los individuos 
y sobre algunas funciones de la Corte Suprema?”'* La formación jurídica 
de Wilson le predisponía a ver las cuestiones legales como elementos pro- 
minentes, pero no exclusivos del federalismo. Por ejemplo: unos 20 años 
después (1908) advirtió las amplias ramificaciones políticas de la división de 
poderes entre la nación y los estados al afirmar que “la cuestión de la rela- 
ción de los estados con el gobierno federal es la cuestión cardinal de nues- 
tro sistema constitucional”.'” 

Es necesario llegar más allá de estas breves citas para identificar y acla- 
rar los rasgos múltiples del federalismo en los Estados Unidos, Otro estu- 
dioso del derecho constitucional, E. S. Corwin, enumeró una vez varios 
rasgos que caracterizaban al federalismo en los Estados Unidos: 


1. una unión de entidades políticas autónomas (estados) para propósitos 
comunes; 

2. una división de poderes legislativos entre un gobierno nacional y los 
gobiernos estatales constituyentes, en que los poderes del primero es- 
tán enumerados, y los de los últimos quedan reservados; 

3. la operación directa de cada conjunto de poderes, dentro de su esfera 
asignada, sobre todas las personas y propiedades dentro de sus límites 
territoriales; 

4. la ciudadanía doble; es decir, la membresía cívica en dos entidades tañ- 
to con derechos y privilegios, como con deberes y responsabilidades 
conjuntos; 


1 Pritchett, Constitutional Law of the Federal System, p. 57. ! 

*Woodrow Wilson, “The Study of Administration”, en Political Science Quarterly 1 (1887), 197- 
222, reimpreso en 55 (diciembre de 1941), pp. 481-506. La cita del texto procede de la p. 503. 

1 Woodrow Wilson, Constitutional Government in the United States (Nueva York, Columbia 
University Press, 1908), p. 173. Para un análisis de las opiniones de Wilson sobre el federalismo 
y hasta qué punto se anticipó a las r1G, véase Deil S. Wright, “A Century of the Intergovern- 
mental Administrative State: Woodrow Wilson's Federalism, New Deal Intergovernmental Rela- 
tions, and Contemporary Intergovernmental Management”, en A Centennial History of the Ame- 
rican Administrative State, Ralph Chandler, comp. (Nueva York, Macmillan, 1987), pp. 219-260. 
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5. cada nivel está dotado de todo el aparato de aplicación de la ley: ejecu- 
tivo, judicial y administrativo, y 

6. la supremacía del gobierno nacional dentro de su esfera de competen- 
cia sobre todo conflicto de poder con un estado.'* i 


A estos rasgos distintivos añadiremos otro. Cualquier cambio en la divi- 
sión formal de poderes legislativos entre ambos niveles —es decir, enmien- 
das constitucionales—, sólo puede hacerse mediante un proceso que inclu- 
ye la participación de las entidades central y constituyente. Por ejemplo: el 
proceso de enmienda en la Constitución de los Estados Unidos (artículo v) 
incluye dos métodos para proponer enmiendas y dos medios, bastante con- 
trastantes, para su ratificación. Los gobiernos estatales (específicamente 
las legislaturas) pueden participar tanto en la propuesta como en la ratifi- 
cación de enmiendas.'” 

En suma, el federalismo puede ser visto como un orden político-legal in- 
termedio o de mediano alcance. En un extremo de la serie continua se en- 
cuentra un orden consolidado, sumamente centralizado o unitario, como 
en Francia, Italia, Japón y el Reino Unido. En el otro extremo de la serie se 
encuentra una vaga alianza de naciones políticamente soberanas, a las que 
se suele describir como una confederación, como las Naciones Unidas o la 
Organización de los Estados Americanos en el hemisferio occidental. (Se- 
gún los artículos de la Confederación de los Estados Unidos, los estados 
eran reconocidos como “soberanos”.) Además de los Estados Unidos, los 
otros sistemas federales más comúnmente reconocidos en el mundo actual 
son Australia, Canadá, la República Federal de Alemania y Suiza. Desde 
luego, algunas naciones tienen arreglos federales en sus constituciones es- 
critas, como Brasil, México y la URSS. Pero la costumbre y la práctica po- 
líticas, así como el control centralizado por el Partido Comunista en la 
URSS, a veces niegan la realidad del federalismo en varios países.* 

1* Edward S. Corwin, “The Passing of Dual Federalism”, en Virginia Law Review 36 (febrero 
de 1950), pp. 1-24, El ensayo de Corwin se centra en el cambio de una época dual o competiti- 
va de relaciones estatales-nacionales, a un periodo de federalismo cooperativo, al que describe 
de la manera siguiente: “Según esta concepción [el federalismo cooperativo], el Gobierno Na- 
cional y los estados son partes mutuamente complementarias de un solo mecanismo guberna- 
mental, cuyos poderes todos pretenden realizar el actual propósito de gobierno según su apli- 
cabilidad al problema que se esté discutiendo” (p. 19), Véase también el ensayo de Corwin que 
sirve de introducción a The Constitution of the United States of America: Analysis and Interpre- 
tation, S. Doc. 39 88 Congreso 1* sesión (Washington, D. C., Government Printing Office, 1964), 
pp. 4-9, : 

1 Para dos enfoques contrastantes del cambio constitucional, con atención específica en el 
proceso de enmienda, véase Walter Dellinger, “The Legitimacy of Constitutional Change: Re- 
thinking the Amendment Process”, en Harvard Law Review 97 (1983), pp. 386-432; Laurence 
Tribe, “A Constitution We Are Amending: In Defense of a Restrained Judicial Role”, en Har- 
vard Law Review 97 (1983), pp. 433-445. Para una revisión profunda del método convencional 
para proponer enmiendas por iniciativa estatal, véase Ann Diamond, “A Convention Method 
for Proposing Amendments: The Constitution's Other Method”, en Publius: The Journal of Fe- 
deralism 11 (verano de 1981), pp. 113-116. 


* Como ha podido apreciar el lector, la edición en inglés es anterior a la caída del Muro de 
Berlín. [N. del T.] 
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RIG Y FEDERALISMO 


Volvamos ahora a las preguntas planteadas antes, en este De o 
acerca de la relación entre los conceptos de RIG y federalismo, dl pd do 
punto son lo mismo o son distintas? ¿El concepto de dee de cea 
namentales aumenta simplemente el de federalismo, o de hec a de a 
tuye? Las RIG no son, creo yo, simplemente un término ria e] e io 
lismo. Las RIG incluyen toda una gama de actividades y signi de los ho 2 
están explícitos ni implícitos en el concepto de federalismo. Investig 

stas diferencias. ee 
ie los ada de El Federalista, un orden federal significaba lo que 
nosotros entendemos hoy por confederación: una liga formada por un pee 
to o tratado entre estados soberanos. La ausencia de un concepto a 
dio entre los de nacional y federal explica por qué James Soren E y 
Federalista núm. 39, pudo —correctamente en su época— a pa e 
titución como “ni enteramente nacional ni enteramente id i E he 
toque de inventiva conceptual y política el que los aras e la a 
titución se llamaran a sí mismos federalistas. Se arrogaron el término se 
describía (para los políticamente enterados de su época) el ie ser 
centralizado de relaciones entre las unidades constituyentes y la en sa 
gobernante central. Más adelante veremos por qué el concepto de RIG : ra 
ca pautas y relaciones que no quedan incluidas dentro del Er e a 
deralismo. Cada una de las cinco distinciones proporciona una razón pa 
preferir el uso del concepto de RIG sobre el de federalismo. 


Más que relaciones estatales-nacionales 


Una primera razón para preferir el concepto de RIG por encima E 
lismo es que el federalismo, según el diccionario típico, dErse q Pace 
de gobierno en el que una unión de estados reconoce la sol! cad a dra 
autoridad central mientras retiene ciertos poderes residuales e gobi 
no”.** De este modo, aunque el federalismo no ha impedido los . Ep 
locales-estatales, a lo largo de la historia el federalismo ha favorecido E 
relaciones estatales-nacionales. Como ya se indicó antes, las RIG ta 
y a la vez analizan las interacciones entre funcionarios de todas las combi- 
naciones de entidades gubernamentales y en todos los niveles, 


1 The Federalist Papers (Nueva York, New American Library, 136D) 1 p. Sen de pena 
versión en español del Fcg). Para-un prtendo y Cea Y ted qa opte: ee 
1 federalismo, véase Martin Diamond, at the Fra: F ralism”, E 
o of States: Essays on the American Federal System, Robert A. Goldwin, comp. (Chi- 
d McNally, 1961), pp. 24-41. Ñ EN 
Era Heritage Dictionary of the English Language (Boston, Houghton Mifflin, 1969), 


p. 481. 
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Más allá del legalismo 


Una segunda razón para preferir el concepto de RIG respecto al de federa- 
lismo, es que este último ha producido toda una herencia de legalismo. Es 
decir: los poderes legales, las acciones formales y los acuerdos (o desacuer- 
dos) escritos han tendido a dominar el pensamiento y la práctica del fede- 
ralismo. Como los Estados Unidos, república constitucional, están gober- 
nados ostensiblemente por leyes y no Por personas, este matiz legal resulta 
comprensible y justificable. No obstante, el concepto de RIG trasciende 
el enfoque jurídico de la corriente principal e incluye dentro de las RIG to- 
da una rica gama de acciones y concepciones informales de los funciona- 
rios que de otra manera quedarían sumergidas. Es como una apretada red 
que atrapa lo mismo a los pececillos que a los peces grandes que nadan en 
ese río que es nuestro sistema político. La red es especialmente útil no só- 


lo en el cauce del río principal, sino también en los bajos y en las aguas es- 
tancadas. 


Relaciones no jerárquicas 


El hincapié jurídico y estatal-nacional del concepto federalista sugiere una 
tercera razón para preferir el concepto de rIG. El federalismo implica un 
conjunto jerárquico de relaciones de poder o de autoridad. La Constitución 
de los Estados Unidos contiéne una cláusula de supremacía (artículo vr, 
sección 2) que hace explícita en casos de última instancia una relación 
superior-subordinada. William Anderson, quien escribió sobre federalismo 
y sobre RIG, observó a mediados de los años cincuenta que “desde el princi- 
pio ha existido una corriente dominante, al menos en las relaciones consti- 
tucionales entre el gobierno nacional y los estados, corriente que tiende a 
precisar y solidificar la supremacía del gobierno nacional”. También 
resulta instructivo observar que, frecuentemente, los funcionarios públicos 
en su conversación cotidiana e informal emplean la palabra abajo para re- 
ferirse a estados y localidades: “abajo en los niveles estatales y locales”. El 
concepto de RIG no contiene distinciones jerárquicas de superioridad o in- 
ferioridad. Y aunque no excluye la existencia de tales diferencias de poder, 
tampoco implica -—como a menudo lo hace el concepto de federalismo— 
que el nivel nacional sea, presuntamente, el superior.% 


* William Anderson, The Nation and the States: Rivals or Partners? (Minneapolis, University 
Of Minnesota Press, 1955), p. 84. 

” Los lectores interesados en cuestiones de poder centralizado y en relación con-la autono- 
mía territorial, no podrían hacer nada mejor que examinar las tensiones entre poder y territo- 
rio en el contexto angloamericano analizado en tres obras recientes: Roger Gibbins, Regional- 
ist: Territorial Politics in Canada and the United States (Toronto, Butterworths, 1982); 217 
Pp.; Jim Bulpitt, Territory and Power in the United Kingdom: An Interpretation (Manchester, 
Manchester University Press, 1983), 246 Pp.; Richard Rose, The Territorial Dimension in Gov- 
ernment: Understanding the United Kingdom (Chatham, N. J. -» Chatham House, 1982), 228 pp. 
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Preeminencia de las políticas 


Una cuarta razón para preferir el concepto de rIG al de federalismo surge 
de los elementos explícitos de las políticas creados y asociados con las de RIG. 
Aunque la bibliografía sobre el federalismo no ha excluido los asuntos de 
las políticas, no les ha concedido gran importancia. Quienes han escrito so- 
bre federalismo han desdeñado varios esfuerzos hechos en el pasado cuarto 
de siglo por formar un cuerpo viable de teoría que explicara cómo se formu- 
lan y se instrumentan las políticas públicas. En contraste, la búsqueda de 
conceptos y de resultados empíricos en el ámbito de los estudios de políti- 
cas ha ocurrido simultáneamente con los esfuerzos por aclarar las RIG. 

La intersección de intereses en estudios de RIG y de políticas ha favoreci- 
do el desarrollo de un enfoque de “elección de políticas (policy-choice)”, 
que “contribuye a elegir entre las mejores y las peores políticas”.** Aplicado 
al contexto de RIG, el enfoque de elección de políticas plantea preguntas 
que tratan de fines y de medios, de sustancia y de procedimiento. Por ejem- 
plo: en la Ley de Fomento Rural de 1972 (7 U. S, C. 2654) el Congreso 
autorizó y luego asignó 3500 millones de dólares para consolidar el 50% 
del costo de organizar, preparar y equipar departamentos rurales volunta- 
rios de bomberos. Un estudiante, guiado por el concepto de federalismo, 
puede hacer preguntas como éstas: ¿Cuál es la base legal para semejante 
acción del Congreso? ¿Existe una necesidad nacional de protección rural 
contra incendios? ¿Han fallado los estados en responder a las necesidades 
de protección rural contra incendios? Éstas son preguntas indispensables. 

Un estudiante que se dejara guiar por el concepto de RIG plantearía otras 
preguntas. ¿Quiénes fueron los funcionarios clave nacionales, estatales y 
locales que lograron la aprobación y los fondos para el programa de trans- 
ferencias? ¿Cuáles fueron sus metas explícitas e implícitas? ¿Qué otros me- 
dios se consideraron para lograr estas metas? ¿Qué fórmulas se consideraron 
y se adoptaron para distribuir los fondos entre los estados? ¿Es adminis- 
trada la transferencia por medio de gobiernos estatales? ¿Cómo fueron los 
lineamientos creados para administrar la transferencia y para asignar fon- 
dos a las propuestas? ¿Qué comunidades rurales solicitaron fondos? ¿Cuáles 
recibieron fondos y cuáles fueron rechazadas? ¿Cuáles han sido los efectos 
de estos fondos? ¿Se han reducido las tasas de seguros rurales contra incen- 


2 Duncan MacRae, Jr., “Sociology in Policy Analysis”, en Policy Studies Journal 2 (otoño de 
1973), p. 4. Véase también Deil S. Wright, “Intergovernmental Relations and Policy Choice”, 
en Publius: The Journal of Federalism 5 (otoño de 1975), pp. 1-24. La presencia de las políticas 
como elemento identificable en las actividades de r1G de funcionarios administrativos del más 
alto nivel ya se ha confirmado en un análisis empírico de Eleanor Blakely, "The Politics-Ad- 
ministration Continuum and Intergovernmental Relationships. The Presence of Politics/Poli- 
cy in 1Gr” (documento seleccionado para el Premio Donald and Alice Stone de 1987, por la 
Sección sobre Administración Intergubernamental de aspa, y seleccionado por el Progra- 
ma de Maestría en Administración Púbica. Departamento de Ciencia Política, Universidad de 
Carolina del Norte en Chapel Hill), 19 pp. $ 


RIG Y FEDERALISMO: CONCEPTOS Y MODELOS 103 


dios? Y, en caso afirmativo, ¿tanto como los fondos, o más que ellos? ¿S 

habrían obtenido los mismos resultados de diferente manera por ejem: al a 
mediante acuerdos" contractuales de servicios entre los a E : 
bomberos de las ciudades y las zonas rurales? ¿Es probable que este ee 


grama de servicios rurales de bombe) 'Os se mantenga igual, crezca o sea 
¡mber: 
ga Igual, z 


La precisión no política 


Las preguntas anteriores y las cuatro razones generales que hemos dad 
antes aclaran la preferencia por el concepto de RIG sobre el de federal; e 
Pero todavía hay una quinta razón para nuestro uso del concepto de so El 
concepto del federalismo ha sido empleado para tal variedad de condi- 
eat y de propósitos, que hoy su significado es confuso e impreciso, Polí- 
OS y académicos han sido Ingeniosamente imaginativos al elegir adjetivos 
eS este término. Los primeros usaron al federalismo para problemas polí- 
E a de edad Federalismo, de Richard Nixon; el Federalis- 

n » de Lyndon Johnson. Los académico: 

ciertos modificadores al federalismo como un oda pa cd q 
biantes circunstancias y condiciones de la relación federal: el “federalior A 
cooperativo” de E. S, Corwin;* el “federalismo maduro y naciente” d A 
wW. Macmahon,* y el federalismo nacional de J. Sundquist.7 Un cslitin t : 
era en un análisis exhaustivo, detectó “497 praia, las 
Le es bl e a varios modelos, metáforas, concepciones y 
. a e E a : qe a federalismo es un término muy utilizado 


Un reciente y serio observador del tema comentó que el federalismo 


ha e ñ. i 

Eo ro a ce claras señales de agotamiento y cansancio. Las señales están 
a pt os muchos y diversos enfoques del tema, en los diversos inten- 
Ep pa la i pal su nombre; en los contradictorios programas políticos plantea- 
8 taa a Aaa las verme] alternativas que se ha traído a su redil: en 

s rendimientos de los estudios e: ñ ] 
í omparativos; y en la crecient: 
nuencía de muchos estudiosos j: 1 deso 
a trabajar con el concepto. El i 
Ñ S . En realid: 

ha empantanado en tiempos difíciles, a a 


» Corwin, “The Passing of Dual Federalism”, 
E Macmahon, Federalism: Mature and Emergent. 
E eres] Son Davis, Making Federalism Work. 
1liiam H. Stewart, Cc i i i S 
1980), 239 00, oncepts of Federalism (Lanham, Md., University Press of America, 
nia dada A 
> E e eel Principio, P. ix. Para una réplica significativa y en muchos aspectos útil 
esa Et aa del federalismo como concepto provechoso, véase Daniel J. 
A de e > ralism (Tuscaloosa, University of Alabama Press, 1987), 335 pp. Elazar 
anál: reve, pero cuidadoso, de la relación entre el federalismo y las relaciones 


intergubernamentales, pp. 14-18. 
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En suma, tantos adjetivos cargados de juicios de valor se han agregado a 


la idea principal de un concepto histórico significativo, por cualquier ra- 
zón, que han embotado su significado y alterado su utilidad analítica. Estó 
no significa que el término federalismo sea inútil, pues lo emplearemos 
más adelante, en casos selectos. Antes bien, sugiere la utilidad de una ma- 
nera diferente de referirse a las relaciones interjurisdiccionales, múltiples y 
complejas, que se encuentran en los Estados Unidos. | 

Relaciones intergubernamentales es un término distinto, apropiado. Tiene 
la ventaja de un uso más restringido y limitado, aunque sólo fuera porque 
es más nuevo, Además, sus dos palabras multisilábicas denotan más de lo 
que connotan; es decir, el término es neutral, con escasa carga emocional. 
Recuérdese que el concepto de RIG no reemplaza ni sustituye al concepto 
de federalismo, Antes bien, sirve como una base conceptual diferente, en va- 
rios modos preferida, sobre la cual explorar y resumir experiencias recien- 
tes y actuales de funcionarios públicos, así como de ciudadanos. El con- 
cepto de RIG es como un nuevo par de lentes o de gafas; hace visibles la 
variedad de colores, el terreno y las pautas del panorama político que antes 
estaban oscurecidos. Para comprender cabalmente el actual sistema políti- 
co de los Estados Unidos necesitamos utilizar el concepto de RIG. 


MODELOS DE RELACIONES NACIONALES, ESTATALES Y LOCALES 


Luego de haber descrito el concepto de RIG y sus contrastes con el concepto 
de federalismo, ya podemos formular algunos modelos simplificados de RIG. 
La gráfica 11.2 representa visualmente tres modelos de relaciones de autori- 
dad entre las jurisdicciones nacional, estatal y local en los Estados Unidos. 
Estos modelos, como casi todos los modelos sencillos, no muestran todas 
las complejidades y realidades del gobierno en diversos aspectos; por ejem- 
plo, número y tipos de entidades, número y variaciones de personal, los 
diferentes tipos de programas y funciones, los variados recursos fiscales, 
etc. Los modelos muestran tres tipos genéricos de autoridad: autoridad 
coordinada (autonomía), autoridad dominante o inclusiva (jerarquía) y au- 
toridad igual o superpuesta (negociación). Pese a su sencillez, cada mode- 
lo, al concentrarse en los rasgos esenciales de una posible disposición de 
RIG, nos guía para formular hipótesis. (Desde Juego, no hay dos modelos que 
generen conjuntos idénticos de hipótesis.) Y poniendo a prueba estas hi- 
pótesis podemos descubrir qué modelo conviene más al sistema político de 
los Estados Unidos tal como opera hoy.” 


% Los modelos analizados en esta sección se han utilizado en dos investigaciones muy con- 
trastantes. Una de ellas trata de las percepciones de los legisladores de los estados acerca de 
las responsabilidades de varias funciones: Robert D. Thomas, “Florida Legislator Attitudes to- 
ward Inter-Furisdictional Policy Responsibilities”, en Publius: The Journal of Federalism 9 (ve- 
rano de 1979), pp. 119-33. El segundo utiliza los modelos para examinar la naturaleza cam- 
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El modelo de autoridad coordinada 


En el modelo de autoridad coordinada de rIG, unos límites claros y bien 
determinados separan al gobierno nacional de los gobiernos estatales, Sin 
embargo, se han incluido unidades locales dentro de los gobiernos estata- 
les, y dependen de ellos. La expresión más clásica de las relaciones locales- 
estatales es la Regla de Dillon, que lleva el. nombre del juez de lowa que la 


planteó en el decenio de 1860, y que resume las relaciones d 
los estados y sus localidades: mdd 


1. No hay un derecho consuetudinario de autogobierno local. 

2. Las entidades locales son hijas del estado, sometidas a la creación y 
abolición a discreción absoluta del estado (salvo limitaciones constitu- 
cionales). 


3. Las localidades sólo pueden ejercer los poderes que les han sido expre- 
samente concedidos, 


4. Las localidades son “simples inquilinos, a merced de la voluntad de la 
legislatura”! 


GRÁFICA 11,2. Modelos de relaciones nacionales, estatales y locales 


Designación: — Autoridad coordinada Autoridad traslapante Autoridad inclusiva 
Relación: Independiente Interdependiente Dependiente 

Pauta 

de autoridad: Autonomía Negociación Jerarquía 





Gobierno 
nacional 


biante de las pautas de autoridad dentro de los i 

e de las pa : partidos Demócrata y Republicano: Gary D. 
re Political Parties and Intergovernmental Relations in 1984: The  Conseguaicas of 
Pd 7 reNcal for Territorial Constituencies”, en Publizs: The Joumal of Federalism 15 (vera- 
o de 0. Pp! ES Para un e EA de la aplicación de una política intergu- 

bername e la en una política urbana, véase Paul E. É imits d 
Uniersiy SF Chicago Ia, ase Paul E. Peterson, City Limits (Chicago, 
City of Clinton vs. Cedar Rapids and Missouri River Railroad, 24 lowa 455 (1868). Para un 


análisis reciente de la Regla de Dillon desde una orientación de políticas, véase John G. 


Grumm y Ri Hon . . A 
pr . EEE Murphy, “Dillon's Rule Reconsidered”, en The Annals 416 (noviembre de 
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Durante más de un siglo, la Regla de Dillon ha servido como guía nacio- 
nal en las relaciones jurídicas y constitucionales entre los estados y sus go- 
biernos locales. Tras su aparente simplicidad se oculta una cuestión cén- 
tral en las IG y en los modelos de la gráfica 11.2: ¿Quién debe gobernar? Es 
evidente que esta fundamental cuestión filosófica no puede ser respondida 
por el modelo, ni la Regla de Dillon ha tenido éxito en resolverla. Pero el 
modelo ha servido para enmarcar una pregunta significativa, y ése es un 
resultado positivo de la construcción de modelos, 

¿Qué implica el modelo de autoridad coordinada con respecto a las rela- 
ciones de poder nacional-estatales? Implica, una vez más, que los dos tipos 
de entidades son independientes y autónomos; están unidos sólo tangen- 
cialmente, Este modelo recibió apoyo implícito en el decenio de 1880 de 
lord Bryce, eminente británico que visitó los Estados Unidos y observó su 
sistema político. Describió como sigue las relaciones nacional-estatales: 


El rasgo característico y el interés especial de la Unión Norteamericana es que 
nos muestra dos gobiernos que cubren un mismo espacio, y que sin embargo son 
distintos y separados en su acción. Es como una gran fábrica en la que están tra- 
bajando dos conjuntos de maquinaria: sus ruedas giratorias al parecer están 
entremezcladas, sus bandas parecen cruzarse y, sin embargo, cada uno está ha- 
ciendo su propio trabajo sin tocar ni obstaculizar al otro.* 


Bryce tomó su analogía de la observación y la experiencia, pero habría 
podido citar una decisión de la Corte Suprema de los Estados Unidos, 
de 1871, como señal de aprobación. En el Caso Tarbel, la Corte dictaminó: 


Dentro de los límites territoriales de cada estado hay dos gobiernos, limitados en 
su esfera de acción, pero independientes entre sí y supremos dentro de sus res- 
pectivas esferas. Cada uno tiene sus propios departamentos, cada uno tiene sus 
leyes distintivas y cada uno tiene sus propios tribunales para aplicarlas. Ninguno 
de los dos gobiernos puede inmiscuirse en la jurisdicción del otro ni autorizar 
ninguna intromisión en él de sus funcionarios judiciales en los procesos del 
otro.* 


Tanto el observador extranjero imparcial como la institución encargada 
de interpretar la Constitución convinieron, entonces, en que cada una de las 
dos entidades —la nacional y la estatal— gobiernan dentro de su respectiva 
esfera de autoridad. 

¿Qué ocurrió cuando las respectivas esferas de autoridad colocaron al go- 
bierno nacional y al estado en conflicto, cuando dejaron de ser tangencia- 
les y chocaron de frente? El resultado es bien sabido por los estudiosos del 
federalismo estadunidense. La Corte Suprema se convirtió en árbitro de 


* James Bryce, The American Commonwealth, 2* ed. (Londres, Macmillan, 1891), 1:318. 
=> Tarbel's Case, 13 Wall. 397 (1872). 
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las relaciones nacional-estatales.* Durante varios decenios, la Corte Supre- 
ma, operando bajo lá premisa del modelo.de autoridad coordinada, intentó 
fijar esferas distintas y- aisladas de los poderes nacional y estatal. Pero las 
decisiones de la Corte Suprema durante los años treinta necesitaron una 
considerable reflexión sobre cómo este modelo describía (o no) el funcio- 
namiento del sistema político de los Estados Unidos. 

Dos estudiosos, Morton Grodzins y Daniel Elazar, examinaron extensa- 
mente el modelo de autoridad coordinada y lo consideraron lamentablemen- 
te insuficiente, no sólo para el presente y el pasado recientes, sino también 
el siglo x1x.* Como dijo Grodzins, “las obras clásicas son responsables, a 
veces, de errores clásicos [...] Lord Bryce estaba equivocado, aun para el 
periodo de su propia observación”.* En realidad, muchos estudiantes de 
Derecho Constitucional y de Historia contemplan las decisiones de la Corte 
Suprema, entre1860 y 1930, y aplauden el descrédito del llamado modelo de 
federalismo dual (al que nosotros estamos llamando de autoridad coordi- 
nada). Muchos tribunales estatales de los Estados Unidos parecían resuel- 
tos a imponer ese modelo a una creciente sociedad industrial, de entidades 
cada vez más complejas e interdependientes. 

Es probable que los creadores del modelo de RIG estén de acuerdo, casi 
unánimemente, en que el modelo de autoridad coordinada es ya caduco, 
enfocado como está hacia unas condiciones sociales y políticas inexis- 
tentes, Sin embargo, antes de relegar este modelo al olvido, consideremos 
la decisión de la Corte Suprema del 24 de junio de 1976. En el litigio Natio- 
nal League of Cities vs. Usery, la Corte, en un-lenguaje generalizador, decla- 
ró que el Congreso no tenía autoridad para exigir que tanto los estados como 
sus gobiernos locales observaran las leyes de salario mínimo y de horario 
máximo. En votación de cinco contra cuatro, que declaró inconstitucional 
una ley federal de 1974 que extendía los requisitos de horario y salario a 
los empleados de las ciudades y de los estados, la Corte afirmó que la legis- 
lación violaba los “atributos de soberanía correspondientes al gobierno de 
cada estado, que no deben ser menoscabados por el Congreso”.” Concluyó 
la Corte Suprema: 


El Congreso ha intentado ejercer su poder en una forma que menoscabaría la ca- 
pacidud de los estados para funciónar eficazmente en el sistema federal [...] Soste- 
nemos que en la medida en que las enmiendas desafiadas operaron para desplazar 
directamente la libertad de los estados para operaciones de estructura integral en 
campos de funciones gubernamentales tradicionales, no se encuentran dentro de 
la autoridad concedida al Congreso [por la Cláusula de Comercio]. 


* Schmidhauser, The Supreme Court as the Final Arbiter in Federal-State Relations. 

* Grodzins, The American System; Elazar, The American Partnership. 

 Grodzins, The American System, p. 7. 

* National League of Cities vs. Usery, 426 U. S. 833 (1976), en 845. Véase también Wall Street 
Journal, 25 de junio de 1976, p. 1: 

* 426 U. S. 852, 
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La decisión en el caso Usery fue ampliamente aplaudida como un impor- 
tante resurgimiento de las prerrogativas y de la protección estatal-local, 
basadas en tres elementos de razonamiento judicial en la opinión mayori- 
taria del magistrado Rehnquist. En primer lugar, reafirmó la pertinencia 
de la Décima Enmienda en la salvaguarda de los intereses estatales (y locales) 
ante el ejercicio, de otro modo ilimitado, del poder nacional (congresio- 
nal), como en ciertos aspectos la Primera Enmienda garantiza la protección 
de los derechos individuales. En segundo lugar definió esas limitaciones de 
la Décima Enmienda basadas en “operaciones integrales” de los gobiernos 
estatales y locales, en actividades que incluyeran “funciones tradicionales”. 
En tercer lugar, la Corte Suprema estudió minuciosamente las enmiendas 
de 1974 hechas a la Ley de Normas Laborales Justas, que incluían salarios 
mínimos y pago adicional por horas extras trabajadas por empleados mu- 
nicipales, por ejemplo, policías y bomberos. La mayoría descubrió que es- 
tas actividades “integrales” y “tradicionales” habían sido menoscabadas por 
el estatuto del Congreso basado en la Cláusula de Comercio, Según la Cor- 
te, la legislación dio por resultado una infracción anticonstitucional de las 
opciones legislativas estatales-locales para controlar y dirigir las operacio- 
nes del gobierno. 

El legado jurídico del caso Usery, entre 1976 y 1985, no puede ni necesita 
ser revisado aquí. Baste decir que no se materializaron las esperanzas de un 
continuado y hasta extendido apoyo judicial al modelo de autoridad coor- 
dinada. En realidad, las tendencias de la jurisprudencia se orientaron ha- 
cia la dirección opuesta, hasta culminar en 1985 en el rechazo explícito de la 
opinión de Usery en el caso García vs. La Autoridad Metropolitana de Tránsi- 
to de San Antonio. En esta decisión, de cinco contra cuatro, pronunciada por 
el magistrado Harry Blackmun, la mayoría de la Corte Suprema rechazó 
como “erróneo en principio e irrealizable en la práctica, un fallo de inmuni- 
dad del estado ante la regulación federal centrado en una evaluación judicial 
sobre si una función del gobierno en particular es 'integral' o tradicional'”.* 

Un efecto de la resolución del caso García, según el lenguaje del dictamen, 
es el abandono de la Corte Suprema de su papel definitorio de la autoridad o 
de los límites jurisdiccionales entre los gobiernos nacional y estatal, como lo 
implica el modelo de autoridad coordinada. A este respecto, la mayoría en la 
Corte Suprema fue explícita sobre cómo se pueden proteger los intereses 
estatales (o locales): “Los intereses soberanos del estado [...] quedarán más 
adecuadamente protegidos por salvaguardias de procedimiento inherentes a 
la estructura del sistema federal que por limitaciones al poder federal judi- 
cialmente creadas”. En otros términos, la Corte declaró en-el caso García 
que restricciones efectivas en el uso del poder comercial por el Congreso 
pueden y deben lograrse a través de procedimientos políticos y no judiciales. 





469 U. S. 546 (1985). 
% Ibid., en 552, 
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La decisión del caso García hizo sonar la alarma en las oficinas estatales 
y locales de personal y en cámaras legislativas de toda la nación. Los costos 
de la avenencia —en' particular por el pago de tiempo extra— (más de 
cuarenta horas) que incluía al personal de seguridad pública fueron caleu- 
lados entre 2000 y 4000 millones de dólares. El Congreso, bajo la presión 
de funcionarios estatales y locales, promulgó en 1985 una legisl 
aclaraba y facilitaba la puesta en vigor de la decisión de la Corte 
La aprobación de esa legislación, arguyeron algunos, confirma! 
evaluación de la mayoría de la Corte Suprema, de que el federalismo 
depende del procedimiento político, había sido una conclusión sagaz 
Otros, en particular los magistrados disidentes Lewis Powell y Sandra Da ' 
O'Connor, objetaron la opinión mayoritaria: d 


ación que 
Suprema. 
ba que la 


Magistrado Powell: El papel del Estado en nuestro sistema de gobierno es un 
aa de celta Constitucional y no del favor legislativo. 
ese a algunas genuflexiones ante la opinión de la Corte Su 
| os ¡prema sobre el con- 
cepto de federalismo, la decisión de hoy reduce efectivamente la Décima En- 


mienda a una retórica sin sentido cuando el € ú 
'ongreso actúa basándo: - 
sula de Comercio.*" aim 


Magistrada O'Connor: En mi opinión, el federalismi i 
lag aC mor: , o no pued: 
débil “esencia” destilada hoy por la mayoría.* A 


Los comentarios a la decisión García, en pro y en contra, han sido exten- 
sos y hasta voluminosos; pero la complejidad y los méritos de las opiniones 
expresadas no tienen pertinencia directa sobre el punto principal que esta- 
mos analizando; la naturaleza del modelo de autoridad coordinada. El caso 
Usery sugirió que este modelo de relaciones nacionales-estatales-locales 
persistía en las actitudes y acciones de los participantes en las RIG hasta 
muy recientemente. Además, el modelo fue rechazado por la Corte Supre. 
ma por una ínfima mayoría. Cambios en la integración de la Corte o en su 
filosofía jurídica podrían volver a dar relevancia a este modelo, 


El modelo de autoridad inclusiva 


El modelo de autoridad inclusiva está representado en la gráfica 11.2 por 
círculos concéntricos que disminuyen de tamaño, del nacional al estatal 

al local, Supongamos que el área cubierta por cada círculo representa la eS 
porción de poder ejercida por esa jurisdicción respecto a las demás. Si E 
gamos también que el gobierno nacional desea expandir su piobotdlón de 
poder en relación con los estados y las localidadés. Son posibles dos estrate- 
os estados o de las locali- 


* Ibid, en 560, 567. 
* Ibid. en 580. 
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dades, o de ambos; la otra aumenta el círculo del gobierno nacional, ensan- 
chando o no los círculos estatales y/o locales. Por obvias razones, a esta 
segunda estrategia se le ha llamado “aumentar el pastel”. r 

Ambas estrategias pueden comprenderse por medio de la teoría de jue- 
gos, un método sistemático para estudiar el comportamiento en situacio- 
nes de toma de decisiones. Esta teoría presupone que todos los participan- 
tes se esfuerzan por optimizar su comportamiento, intentando cada uno 
maximizar sus ganancias y minimizar sus pérdidas dentro de los límites de 
la conducta permitida (de aquí la analogía con los juegos). Los resultados 
dependen no sólo del comportamiento de cualquiera de los participantes, 
sino de las reacciones de los demás actores. 

La primera estrategia mencionada, del tipo 1, es el clásico caso de un jue- 
go de tres personas de suma-cero, como el póker, La suma de las ganancias 
de los jugadores es igual a la suma de sus pérdidas. Una ilustración de esto, 
en el marco de las R1G, ocurre en los casos Usery y García, en la legislación 
que exige que las entidades estatales y locales satisfagan los requisitos de 
salario mínimo y horario máximo. El gobierno nacional ejerció (expandió) 
su poder a expensas de los poderes estatales y locales. La ganancia del po- 
der nacional equivalió al poder perdido por las entidades estatales y lo- 
cales. La validación de la Corte Suprema a la ley requería que los gobiernos 
estatales y locales pagaran mayores costos laborales. De este modo, las ga- 
nancias nacionales equivalían a las pérdidas estatales y locales. 

En la teoría de juegos, la segunda estrategia mencionada, de tipo 1, o “de 
aumentar el pastel”, se denomina juego de suma variable, Todos los parti- 
cipantes en este tipo de juego pueden “ganar” u obtener ganancias. Tal vez el 
mejor ejemplo de la estrategia de suma variable del tipo 1 en RIG sea fiscal: 
las transferencias condicionales [conditional grants-in-aid]. El sector nacio- 
nal puede expandirse recaudando más dinero para ofrecer como transferen- 
cias a estados y localidades. Los fondos pueden ofrecerse con condiciones 
(“pérdidas”) impuestas a quienes van a recibirlos, pero los beneficios (“ga- 
nancias”) son tan atractivos que parecen pesar más que las limitaciones 
inherentes. De estos ejemplos de las dos estrategias esperaríamos que las 
políticas nacionales de rIG se inclinaran mucho más hacia las estrategias 
de tipo 11 (como las transferencias de ayuda asistencial [grants-in-aid)]) que 
hacia el tipo L 

Sin embargo, las estrategias de tipo 1 presuponen que los recursos tota- 
les (“ganancias”) sí pueden ampliarse. Esta suposición es menos probable 
en un periodo de restricciones fiscales y de otra clase, similar al que se ha 
experimentado desde 1978 y que se ha predicho para finales de los años 
ochenta y los noventa. En realidad, las frases “administración del recorte” y 
“haciendo más con menos” se han vuelto comunes, en parte como resulta- 
do de la “fiebre” de la Proposición 13, los recortes a la ayuda federal y el 
tamaño del déficit federal. Así, no sería sorprendente ver más movimiento 
de las estrategias de tipo 11 hacia las de tipo 1 en las relaciones nacional-es- 
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tatal-local. Parece probable que persistan y que tal vez aumenten los ejem- 
plos de suma Cero 0 RIG polarizadas en ámbitos como el de la energía, la pro- 
tección ambiental y la regulación social. Ejemplos más específicos incluirían 
el depósito de desechos nucleares, la ubicación de desechos peligrosos, el 
aborto, la edad reglamentaria para consumir bebidas alcohólicas y PAC 
tiones como los rezos en las escuelas. 

El modelo de autoridad inclusiva sirve para otras aplicaciones, además 
de permitir predicciones de las políticas de R1G. También sugiere la natura- 
leza esencialmente jerárquica de la autoridad. Las relaciones de dependencia 
implican pautas de poder que son similares a la Regla de Dillon para las rela- 
ciones local-estatales; es decir, estados y localidades serían simples paniagua- 
dos del gobierno nacional, con un impacto incidental o insignificante en la 
política de los Estados Unidos y las políticas públicas. A la pregunta de quién 
gobierna, este modelo nos da una respuesta inequívoca: el gobierno nacional. 

¿Hasta qué punto (y en qué áreas) el modelo de autoridad inclusiva des- 
cribe las realidades de la política, de las políticas y de la administración 
actuales de los Estados Unidos? Por extraño que parezca, observadores con- 
servadores y liberales, por igual, ven este modelo como el dominante en 
muchos aspectos de nuestra vida pública. Barry Goldwater, Reagan y otros 
conservadores, perciben una poderosa maquinaria federal avanzando so- 
bre unos estados y unas localidades débiles y postrados. 

Del lado liberal, el senador Joseph Clark, desde 1960, vio con buenos. 
ojos el inicio de un “federalismo nacional”: el gobierno nacional no sólo 
llevaba las riendas (según Clark), sino que debía llevarlas.* Una elabo- 
ración más extensa y profunda de la misma idea apareció en Making Feder- 
alism Work, del profesionista y estudioso James Sundquist.* Escribiendo 
en 1969, en el inicio de los programas de la Gran Sociedad, Sundquist des- 
tacó lo siguiente: 


1. “Durante decenios, la nación ha estado fundiéndose en una sociedad 
nacional” (p. 10). 

2. La Gran Sociedad era, por definición, una sociedad; la frase era en sin- 
gular; no en plural” (p. 12). 

3. Había una “cerrada supervisión y control federales para asegurar que 
se atendiera a los propósitos nacionales” (p. 3). 

4. Había una “centralización al fijar objetivos” (p. 13). 

5. “En algún lugar de la Oficina del Ejecutivo debe concentrarse una pre- 
ocupación por la estructura del federalismo, una responsabilidad por 
guiar la evolución de todo el sistema de relaciones federal-estatal-lo- 

- cal, visto por véz primera como un solo sistema” (p. 246). : 


* Joseph Clark, “Toward National Federalism”, en The Federal Gi itie 
] = A overnment and th k 
Sympi osium (Washington, D. C., George Washington University, 1961), pp. 39.49, A 
Sundquist, con Davis, Making Federalism Work. 
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da de que el gobierno nacional debía hacerse cargo, 


Ñ :ó du ; je- 
Sundquist no dejó vencido de que éste controlara un solo sistema, je 


pero no estaba tan con 


a C en las fa- 
jp O especialmente los que se han concentrado 


d incapacidades de los estados, también han concluido lec Es 
E e Miades están gobernando entidades tan sólo de nombre; a 
E ión del término federalismo nominal o centralizado. A esta con- 
clusió pues. . 
o ao de la élite del pS ro a E 

E o selecto y cohesivo 
o a a rap dd Las pehieimos comas y locales y sus 
ea lítica son llevados como lapas pegadas al casco," Son insig- 
En rata de afectar las decisiones políticas o sociales pd 
PEER La edición más reciente (la cuarta) de Who's q eii pel 
te a todos los funcionarios ao o e como pa: 
s y n 
a Dña a pluralista:tecnocrética, identifica la dis- 
E sn del d der ña la toma de decisiones entre unos feudos A 
bl a incluso privados, que son de alcance nacional, Los esta PE , 
Ed ias singular o colectivamente, no pueden contrarrestar a 3 
de PERES sos de interés privado. Este enfoque sostiene, por e ss 
a organizada y la industria concomitante controlan la . rs 
o e 5 “poder político” de los estados para res $3 ubri- 
dad, el bienestar, las costumbres y la le ria Diem A a bs 
er enfoque, al que podríamos llamar e eralismi ee 
de pia ideas en común con los puntos de vista de la élite del poder y: 
E E eracddo Esta faceta del modelo inclusivo puede Aia 
os fragmentos de un extenso ensayo que escribió Arthur $. 


sobre el tema, en 1958. 


i ini j ino en el que 
No me propongo concentrarme en la dependencia a RARE Ta 
ha de cibilo el poder económico —la gran empresa cae E Praia 
robablemente el más importante de los grupos de la socie ada 
Éstas son las unidades funcionales del federalismo económico y i 
básicas de un sistema de gobiernos privados. 


i munidad fa- 
No se necesita una fantástica gimnasia mental para afirmar Eo Mabe o 
bril opera como recipiente del poder delegado para llevar a ca 


iversi ; hay traduc- 
4 C, Wright Mills, The Power Elite Queva As iia col paraa en 
ión a ñ E ñ illiam Dombhoff, Who » Engl 1 K 
a O Wills palet The Higher Circles: The Geverning Class in America 
Nueva York, Random 1 intage, 1970). k A 
e e lso America? The Conservative Years, 4* ed. (Englewood 
: En ad . 1966), es- 
Cliffs, N. J., Prentice-Hall, 1986), 2 A ; 
> Private Power and American De: a ueva le 
z Pe as 1OS, Theodore 3. Lowi, The End of Liberalism: Ideology, Policy 
Prisis of Public Authority (Nueva York, Norton, 1969), 322 pp. 
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ciones sociales, Es la contraparte económica 
la unidad del federalismo político, los gobiez 
ca del federalismo funcional Es un sistem: 
algunas de las tareas de gobierno, * 


—y superior, dicho sea de paso— de 
rnos de 48 estados, Es la unidad bási- 
a gubernamental privado, que cumple 


Un cuarto enfoque a la conclusión de que estados y localidades sólo go- 
zan de existencia nominal es la orientación administrativa. Se arguye que los 
estados son poco más que simples distritos administrativós del gobierno 
nacional, lo que hace de los gobernadores, en realidad, “jefes de funciona- 
rios del sistema federa)”, La cita del gobernador anónimo, en el capítulo 1, 
expresa directamente esta idea de una “banda de transmisión”. A comien- 
zos de la década de los cincuenta, L. D. White, en “La Marcha del Poder a 
Washington”, escribió que los estados estaban en camino de quedar conver- 
tidos en cáscaras huecas.** A finales de esa década, Miller declaró al con- 
cepto de distrito como un hecho ya establecido: 


En lo tocante al sisterna federal tradicional, son claras las implicaciones de este 
cambio, Entre ellas la principal es que, en gran medida, los estados actúan hoy 
no como unidades prácticamente autónomas, sino como distritos administrati- 
vos para aplicar políticas impuestas desde el centro, Sin duda es erróneo pensar 
en ellas como cáscaras políticas huecas, pero en cambio parece cierto que los go- 


biernos estatales, en otro tiempo poderosos, fueron dejados a un lado por el mo- 


vimiento de la historia. Con la excepción de los “quehaceres domésticos”, tienen 
poco que ver con el principal fuj 


o de las decisiones importantes. Y cuando sur- 
gen nuevos problemas, las miradas se dirigen hacia Washington; no hacia el ca- 
pitolio del estado [...] donde también las miradas se dirigen hacia las riberas del 
Potomac.* 


La acusación del distrito administrativo fue vigorosamente refutada por 
William Anderson sobre la base de las investigaciones empíricas que efec- 
tuaron él y sus socios durante los cuarenta y los cincuenta. Refiriéndose espe- 
cíficamente a la cuestión de las transferencias de ayuda asistencial [grants- 
in-aid], Anderson afirmó que los estados salían ganando tanto como el 
gobierno nacional con la transferencia de fondos: 


En suma, como administradores de los programas federales de transferencias de 
ayuda asistencial [grants-in-aí 


dd], los gobiernos de los estados han adquirido algo 
similar a un nuevo che: 


que girado contra la administración nacional. El poder po- 
lítico, como la electricidad, no sólo corre eh una dirección.*! 


* Arthur S, Miller, “The Constitutional Law of the “Security State'”, en Stanford Law Review 
10 (julio de 1958), pp. 620, 629, 634, 637 (se omiten las notas de pie de página). Copyright 
1958 by the Board of Trustees of the Leland Stanford Junior University. 

* Leonard D. White, The States and the Nation (Baton Rouge, 
Press, 1953), p. 3. 

* Miller, “The Constitutional Law of the Security State”, p. 629, 

* Anderson, The Nation and the States, p. 204, . 


Louisiana State University 
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Cualquiera que haya sido la situación anterior de las de RIG, otro escritor, 
Ferdinand Lundberg, predice un sistema plenamente centralizado y fusiona 
do para el siglo xx1. Sostiene que todos los gobiernos estatales y locales ope- 
rarán desde una versión estadunidense de la Home Office del Reino Unido, 
como un departamento de asuntos internos. Más específicamente, prevé: 


Los administradores de las ciudades y los ejecutivos estatales probablemente se- 
rán designados o declarados elegibles por el gobierno nacional, a partir de las lis- 
tas del servicio civil, aungue aún queden restos de elecciones de gobernadores, 
alcaldes y concejales puramente simbólicas, . 

Cada uno de los actuales estados del país, parece evidente, está destinado a con- 
vertirse casi en un departamento administrativo del gobierno central, así como 
los condados y las ciudades serán simples subdepartamentos.* 


Las características del modelo de autoridad absoluta deben ser claras 
ahora. Una de ellas es la premisa de que los gobiernos estatales y locales de- 
penden totalmente de decisiones de alcance nacional a las que llegó el go- 
bierno nacional, o poderosos intereses económicos, o alguna combinación 
de ambas cosas. Una segunda premisa asevera que las instituciones políti- 
cas no nacionales, como gobernadores, legisladores estatales y alcaldes, han 
alcanzado una condición cercana a la atrofia total. Una tercera premisa 
dice que las funciones desempeñadas antes por estos órganos, convertidos 
hoy en reliquias, se han fusionado en un sistema jerárquico centralizado, 

¿Hasta qué grado o extensión está presente el modelo de autoridad inclu- 
siva y jerárquica en los Estados Unidos de hoy? No podemos decirlo con 
certeza, porque nuestras mediciones de las relaciones de poder están mal 
calibradas, y el inmenso cuerpo de datos necesarios para llegar a una con- 
clusión tan global simplemente no está disponible. Ha habido un avance 
hacia este modelo por medio de decisiones de tribunales, estatutos congre- 
sionales y regulaciones administrativas. Basten tres ilustraciones. 

El primer ejemplo muestra el modo en que la autoridad nacional puede 
entrar y expandirse como parte de las condiciones “atadas” de las asigna- 
ciones de ayuda federal. 


La Ley de Conservación de Tierras y Aguas incluye una cláusula según la Cual nin- 
guna compra de tierras adquiridas por el estado, con fondos federales podrá utili- 
zarse para otro fin que no sea el de la recreación, sin la anuencia de la Secretaría 
del Interior. Se ha considerado que esta cláusula significa que si se emplean fon- 
dos federales para comprar una parcela de 10 acres (410 áreas), para añadirlas a 
un bosque estatal de varias hectáreas, entonces todo el bosque del estado queda 
bajo las normas de la Oficina de Recreaciones al Aire Libre [de los Estados 


Unidos].* 


3 Ferdinand Lundberg, Zhe Coming World Transformation (Garden City, N. Y., Doubleday, 


1963), p. 13. as 
E Congressional Budget Office, Federal Constraints on State and Local Government Actions 


(Washington, D. C., Government Printing Office, 1979), pp. 12-13. 
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Si queremos plantear aquí la pregunta: “¿quién gobierna?”, la respuesta 
es que lo hace el gobierno nacional, al menos en este particular bosque 
estatal. Sen ES 

El segundo ejemplo trata de los procesos de representación y decisión 
del gobierno de una ciudad y su cumplimiento (o incumplimiento) de la 
Ley de Derechos Electorales, de 1975 (P. L. 94-73). 


El 2 de abril de 1976, el Departamento de Justicia de los Estados Unidos informó 
ala ciudad de San Antonio, Texas, que sus anteriores acciones por anexarse terri- 
torios contiguos a la ciudad, permitidas por los estatutos de Texas, eran ilegales 
según la ley federal, La ciudad aceptó enmendar sus estatutos (leyes orgánicas) y 
remplazar el concejo de la ciudad, de nueve miembros electos en toda la región, 
por un concejo distrital de un solo miembro, designado para dar mayor repre- 
sentación a los ciudadanos mexicano-estadunidenses de San Antonio, que consti- 
tuían una mayoría de 52% de la población de la ciudad. 

Ante esta amenaza a la conducción ordenada de las operaciones municipales, 
más adelante en ese mismo año el concejo de la ciudad apoyó la revisión de los 
estatutos de la ciudad para cumplir con las recomendaciones del Departamento 
de Justicia. El 15 de enero de 1977, los votantes de San Antonio ratificaron la 
decisión del concejo urbano en un referendo. En la siguiente elección, del 2 de 
abril de 1977, se logró el efecto deseado por el gobierno federal para lograr una 
“justa” representación étnica. Por primera vez que se recuerde, una mayoría del 
concejo de la ciudad quedó compuesta por miembros de las “minorías” étnicas. 
Aunque no se hizo ninguna referencia al artículo 1v, sección 4 de la Constitución 
de los Estados Unidos, en realidad el Departamento de Justicia había aplicado la 
garantía federal de'una “forma republicana de gobierno” a los residentes de San 
Antonio.* 


El tercer ejemplo procede de un caso complejo, pero significativo de la 
Corte Suprema, en el campo del abasto y la regulación de la energía, Feder- 
al Energy Regulatory Commission vs. Mississippi.$ Respondiendo en 1978 a 
la frase del presidente Carter, de que la crisis de la energía era “el equiva- 
lente moral de la guerra”, el Congreso aprobó la Ley de Políticas Regulado- 
ras de las Empresas Públicas (LPREP) de 1978 (P. L. 95-617). Una cláusula de 
esta legislación, sección uz (d), exigía que las dependencias reguladoras del 
estado emplearan seis criterios específicos en los procedimientos que fija- 


* Charles L. Cotrell y R. Michael Stevens, “The 1975 Voting Rights Act and San Antonio, 
Texas: Toward a Federal Guarantee of a Republican Form of Government”, en Publius: The 
Journal of Federalism 8 (invierno de 1978), pp. 79-80. Se reproduce con autorización, Para un 
análisis de cómo un aspecto de la Ley de Derechos Electorales de 1965 se ha transformado, de 
ser un modelo aparentemente inclusivo o jerárquico, en un modelo de autoridad superpuesta 
con rasgos de negociación, véase Howard Ball, Dale Krane y Thomas P. Lauth, Jr,, Compro- 
mised Compliance: Implementation of the 1965 Voting Rights Act (Westport, Conn., Green- 
wood Press, 1982). 

* 456 U. S. 742 (1982). Para una discusión extensa de este caso y sus implicaciones para el 
federalismo, véase Alfred R. Light, “FERC vs, Mississippi and Product Liability Reform”, Pub- 
lius: The Journal of Federalism 13 (primavera de 1983), Pp. 85-96. 
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ran las tarifas respecto a la generación de la energía eléctrica y las instala- 
ciones [utilities] para su distribución. Se les dieron dos años de plazo a las 
dependencias para considerar, crear y aplicar estos criterios normativos. 
Otras secciones de la legislación también especificaban ciertos procedimien- 
tos y políticas que debían considerar las dependencias estatales, Aunque no 
fuera decisivo para el caso, debe notarse que se autorizaron cerca de 40 mi- 
llones de dólares de asistencia federal, para ayudar a las dependencias regula- 
doras a sufragar los costos de cumplir con estos y otros requisitos de la LPREP. 

En 1979, el estado de Mississippi interpuso una demanda en una Corte Fe- 
deral de Distrito, desafiando este ejercicio del poder congresional, bajo la 
cláusula de comercio. La acusación fue que los criterios para fijar las tari- 
fas de impuestos a los funcionarios estatales constituían una invasión de la 
soberanía del estado, protegida por la Décima Enmienda. El tribunal infe- 
rior votó en favor de Mississippi, pero la Corte Suprema, en apelación, 
revocó tal decisión y sostuvo la facultad del Congreso de influir y controlar 
aspectos del comercio intraestatal, bajo la legislación de la LPREP. 

Al apoyar este ejercicio del poder congresional, la Corte Suprema dio con- 
siderable peso a una cláusula de tolerancia de la LPREP. Pese a las detalla- 
das descripciones del estatuto, a los estados no se les exigía adoptar ni aplicar 
un esquema de tarifas o normas regulatorias específicas. En otras pala- 
bras, la ley no requería resultados específicos o precisos, pero sí hizo que 
sus normas y procedimientos obligatorios fuesen seguidos para llegar a al- 
gún resultado que fuera más eficiente y eficaz en energía, por ejemplo, a 
través de proyectos compartidos por dos niveles de gobierno y las plantas 
generadoras de baja capacidad. 

Esta decisión, por 5-3, que sostuvo la constitucionalidad de la LPREP, se 
aproxima al modelo de autoridad inclusiva. Declaraciones seleccionadas 
de opiniones disidentes, muestran cómo al menos los actores del tribunal in- 
terpretan el efecto de la LPREP en forma similar a una visión jerárquica, su- 
bordinada a lo superior, de las relaciones estatal-nacionales. 


Magistrado Powell: Entrometiéndose [la LPREP] exige que ellos [los estados] dejen 
un lugar en su agenda administrativa a la consideración y adopción potencial 
de “normas” propuestas por el gobierno federal. 
Hasta ahora, con excepciones limitadas, el gobierno federal no ha intentado 
apropiarse de esta importante función estatal [de la regulación de las empresas 
de servicios públicos] y ciertamente no se ha propuesto prescribir los procedi- 
mientos por los cuales los cuerpos reguladores estatales toman sus decisiones. 
La LPRE?, por vez primera, rompe con esta vieja deferencia a los principios del 
federalismo [...] La LPREP impone procedimientos federales a las instituciones 


reguladoras estatales. * 


Magistrado O'Connor: Las conclusiones de la Corte Suprema se basan en un equí- 
voco fundamental del papel que los gobiernos de los estados desempeñan en 


5s 456 U. S, 742 (1982), en 771, 772. 
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* Ibid, pp. 777, 780-781. 
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nacional ofrece numerosos programas de ayuda a los estados y las localida- 


des a cambio de su acuerdo para implementar un programa, llevar a cabo 


un proyecto O cualquier actividad entre una gran variedad. Desde luego, 
como parte de la negociación, el que recibe la ayuda debe aceptar habitual- 
mente condiciones tales como la aportación de fondos iguales y la satisfac- 
ción de requisitos de contabilidad, información, auditoría y desempeño. 

A continuación se ofrecen breves descripciones y declaraciones sobre va- 
rios ejemplos del proceso de negociación e intercambio en las RIG, tienen el 
propósito de ilustrar varias combinaciones y permutas de las conexiones 
interjurisdiccionales: interacciones local-local, local-estatal, nacional-local 


y estatal-nacional. 


La mediación local-local: anexión en Virginia 


Las ciudades y los condados de Virginia son entidades gubernamentales 
plenamente separadas y no superpuestas. En contraste con lo que sucede en 
casi todos los otros estados, 41 ciudades no existen ni operan dentro de los 
límites geográficos de los condados, y por tanto no tienen ningún papel en 
las operaciones políticas, fiscales o administrativas de los gobiernos de los 
condados adyacentes a sus límites. Por ejemplo, el que viaja por Fredericks- 
burg ve una señal que dice: “Está entrando en la ciudad de Fredericksburg, 
saliendo del condado de Stafford”. Esta separación, cualesquiera que sean 
sus aspectos constructivos, ha tenido aspectos potencialmente destructivos 
o realmente negativos cuando las ciudades de Virginia han pretendido ane- 
xarse áreas limítrofes urbanizadas. La ley de Virginia ha puesto en vigor 
un procedimiento judicial por el cual las ciudades pueden intentar y lograr 
anexiones en los tribunales del estado. 

Este proceso judicial para la anexión ha establecido un patrón histórico 
de procedimientos conflictivos y sumamente enconados. Esto es compren- 
sible no sólo a causa del proceso, sino también por los intereses políticos, 
económicos y sociales fundamentales que entran en conflicto cuando una 
ciudad, como Richmond, intenta extender su jurisdicción territorial. Cuan- 
do cualquier ciudad de Virginia se expande, el territorio que adquiere és 
arrebatado al condado en cuestión. Sencillamente, el condado pierde per- 
sonas, propiedades y prestigio. 

Esta condición de ganar o perder, de suma cero, fue el escenario de una 
anexión propuesta por el pueblo de Leesburg en 1982. Ese pueblo con cer- 
ca de 9000 habitantes aún no era una “ciudad”, pero ocupaba 3.5 millas 
cuadradas (cerca de 2000 acres) en el límite exterior del área metropoli- 
tana de la ciudad de Washington, D. C., en rápido crecimiento. La anexión 
y el crecimiento de la población darían a Leesburg una calidad oficial de 
ciudad, que le permitirían deshacerse del condado. 

Leesburg se proponía anexarse cerca de 10 millas cuadradas de los alre- 
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A a detalles he resultados de esta negociación de RIG son demasiado 
y complejos para analizarlos aquí. Para captar el punto esencial, 


dejemos que el mediad: 
a iador en este caso resuma lo que él observó y lo que 


Roger Ri j i i 
Nego se e a pe F. A Jr. y Michaux Wilkinson, Intergovernmental Mediation: 
eel Nao Tino a portes (Boulder, Colo., Westview Press en cooperación 
cion Negotiations”, pp, PE esolution, 1986), "The Leesburg Loudoun County An- 


* Ibid, “The Commissi 
138 mmission on Local Government: A New Approach to an Old Dilemma”, pp. 
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Los negociadores hicieron que las partes participaran durante seis meses en si- 
tuaciones dinámicas, con frecuencia enconadas y a veces llenas de tensión. Se 
empleó un proceso formal de negociación en el que equipos de negociadores y.un 
mediador independiente trabajaron con las partes, tanto en sesiones privadas 
como en reuniones conjuntas. 

Las partes entraron en la negociación con posiciones polarizadas ante los 
asuntos. Ambos gobiernos locales consideraron que la disputa caía dentro de la 
ley del estado como una pugna de ganar 0 perder, con intereses muy importantes 
en juego. Cada una estaba dispuesta a hacer lo que pudiera para ganar clara- 
mente en la negociación, aunque al principio cada una sentía que probablemente 
las conversaciones serían tentativas y efímeras, y que los tribunales acabarían 
por resolver la disputa. Sin embargo, seis meses después, tras 25 sesiones con- 
juntas y centenares de horas en reuniones privadas, los equipos negociadores fir- 
maron un acuerdo que no sólo abarcaba las cuestiones originales en disputa, 
sino que iba mucho más lejos, estableciendo nuevos programas conjuntos entre 
los dos gobiernos locales.* 


Interacción local-estatal: estrategia de inversión 
negociada en Connecticut 


La estrategia de inversión negociada [negociated investment strategy (NIS/EIN)] 
fue originada y propagada por la Fundación Kettering, de Dayton, Ohio. La 
estrategia fue aplicada sobre una base modelo en tres comunidades del Oeste 
Medio (St. Paul, Minnesota; Gary, Indiana; y Columbus, Ohio), en un esfuer- 
zo por coordinar la asignación de fondos federales, estatales y locales en 
cada una.*! Un rasgo distintivo de las EIN es que la intervención, mediación y 
negociación ocurren antes de que se llegue a un callejón sin salida o a un 
conflicto polarizado..Asimismo, la EIN está abierta y sujeta a la participa- 
ción de actores del sector privado. 

En 1983, la EIN se puso en práctica en el estado de Connecticut para deci- 
dir cómo asignar más de 30 millones de dólares de fondos de las Trans- 
ferencias Generales de Servicios Sociales [Social Service Block Grant 
(sspG/TGSS)].* El proceso comprometió a varias dependencias estatales y a 
un gran número de entidades del gobierno local y de servicios humani- 
tarios no lucrativos. Al describir el proceso en Connecticut, un observador- 
participante comentó: ] 


Seis elementos clave componen el núcleo de la Ein: 1) un mediador imparcial que 
guía el proceso; 2) equipos negociadores, que al principio son pequeños, pero que 
luego pueden ampliarse para asegurar la representación de todos los intereses 


* Ibid., p. 39. 

$ James E. Kunde, “Response to Fiscal Constraint: An Intergovernmental Perspective”, en 
National Civic Review 69 (febrero de 1980), pp. 76-80. 

$ Christine Carlson, “Negociated Investment Strategy: Mediating Intergovernmental Con- 
flict”, en Nancy A. Heulsberg y William F. Lincoln (eds.), Successful Negotiation in Local Gov- 
ermment (Washington, D. C., International City Management Association, 1958), pp. 57-60. 
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importantes; 3) un intercambio informal de información antes de la resentació: 

de proposiciones formales; 4) negociaciones cara a cara; 5) un one e Pen E 
que contenga los compromisos mutuos, y 6) una revisión y adopción blicas da 
_acuerdo, con supervisión del desempeño ulterior por parte de los oe Ñ 


Para lograr un acuerdo, se organizaron tres equipos de negociadores. Uno 
de ellos representaba a ocho dependencias estatales elegibles para recibi 
parte de los fondos de TGS, Otro representaba los intereses de los muni A 
pios que participaban en la prestación de servicios sociales a nivel local. El 
tercer equipo representaba a los numerosos prestadores de servicios n 7 
crativos por todo el estado. Este triunvirato constituyó el núcleo. de lo E 
ticipantes en la mesa de negociaciones, aunque debe reconocerse de En 
tro de cada equipo había diversos grados de diferencias internas CR 

Una innovación importante en el caso de Connecticut fue la adición d 
un cuarto grupo sólo observador. Este contingente no gubernamental y PS 
tea estaba compuesto por aportadores de servicios sociales del sector 
privado, como Uriited Way y otras fundaciones filantrópicas, y sirvió 
equipo observador oficial. PRA 

Los resultados del proceso de EIN en Connecticut pueden resumi 
un párrafo, partiendo de un extenso análisis de los hechos: PEA 


e de daa cat se reunieron por vez primera para establecer las 
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Eo 1 : Ñ ¡pervisar el acuerdo 

y continuar las relaciones de trabajo desarrolladas durante el proceso. El acuer- 


do fue presentado al obernador, quie: espués de aceptarlo, creó el co; S 
8 » 
ien, después de aceptar] , creó el comité tri: 


Pd los logros más notables de este caso se encontró la resolución de 
: E iples tensiones y conflictos de rIG: local-estatales, interagencias-esta- 
ales, no lucrativos-locales, y públicos-privados. 


E ] Negociación local-nacional: 
onvenios Anuales y transferencias para obras de desarrollo urbano 
[Urban Development Action Grants, UDAG] 


Cerca de cien ciudades ici 
participaron en el proceso de Convenios Anuales 
al Arrangements (AA/CA)] con el Departamento de Vivienda y Desarrollo 
rbano [Department of Housing and Urban Development (HUD/VDU)] entre 


% Ibid, p. 58. 
% Ibid, p. 60. 
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1971 y 1974. Los ca fueron' diseñados para evitar la excesiva falta de coor- 
dinación y la fragmentación resultantes del programa de transferencias 
específicas en las ciudades mediante el fortalecimiento de la autoridad de 
los alcaldes.** Un alcalde comentó una vez que, al tratar con dependencias 
federales, “me siento como si fuera el presidente del United Fond,. suplican- 
do a donadores potenciales”. Para colocar a un alcalde a cargo de Ca, el vpu 
prometió una suma total anual a una ciudad, a partir de un contrato firma- 
do por'el alcalde y por vDu después de dos pasos importantes. El primero 
fue el proyecto de una estrategia de desarrollo de toda la ciudad, elaborado 
por el alcalde. Vino luego una serie de sesiones de negociación entre una 
mesa de funcionarios de la ciudad, encabezados por el alcalde, y un grupo 
de administradores del vpu, normalmente funcionarios de nivel regional. 
En estas sesiones, los jefes de departamento de la ciudad mostraron cómo 
sus proyectos de urbanización se relacionaban con la estrategia más am- 
plia del alcalde, y los funcionarios del VDU determinaron el nivel de fondos 
del programa de transferencias específicas que estaban preparados para 
comprometer (de antemano) con la ciudad, por ejemplo, renovación ur- 
bana, viviendas públicas, espacios abiertos y fondos para agua y drenaje. 

Los Convenios Anuales (ca) tuvieron un modesto éxito por derecho pro- 
pio pero, de manera más significativa, allanaron el camino a las reformas 
de las transferencias y a la consolidación de nueve transferencias específi- 
cas de vpu en un solo programa de transferencias generales. La Ley de Vi- 
vienda y Desarrollo Comunitario de 1974 creó el programa de Transferencias 
Generales para Desarrollo Comunitario [Community Development Block 
Grant (cpaG/TGDC)], que subrayaba una consolidación de las transferencias 
y un enfoque coordinado a los problemas urbanos. 

El ejemplo de ca tiene incontables implicaciones para este modelo de au- 
toridad superpuesta, cuatro de las cuales merecen breve mención: 1)-inter- 
cambia la transferencia de recursos y de influencia mediante límites gu- 
bernamentales, haciendo posible alterar las relaciones de autoridad entre 
los participantes (funcionarios). 2) En este modelo, el poder suele quedar 
ampliamente disperso y, probablemente, su distribución es desigual. 3) Este 
modelo no presupone unas relaciones exclusivamente cooperativas ni exclu- 
sivamente competitivas entre los participantes. A este respecto, el modelo evi- 
ta las conclusiones prefabricadas de que la colaboración y el consenso preva- 
lecen sobre el conflicto y la separación. Deja el tema abierto para análisis 
de casos e investigaciones empíricas de las operaciones de RIG. 4) Como lo 
muestra la posición de los círculos en la gráfica 1.2, la intersección de rela- 
ciones nacionales, estatales y locales constituye el dominio más grande: sólo 
le quedan áreas modestas de acción autónoma (las áreas no superpuestas 
de los círculos) a cada jurisdicción respectiva. Esta distribución refleja la in- 





“ Una concisa descripción de las experiencias de las ciudades con los Convenios Anuales 
puede encontrarse en “The New Federalism: Theory, Practice, Problems”, en National Jour- 
nal. A Special Report (Washington, D. C., Government Research Corporation, 1973), pp. 32-33. 
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terdependencia que parece permear a las RIG. Como lo ha observado 
Catherine Lovell, “las políticas ya no se hacen principalmente en una sola 
entidad gubernamental, sino:que se logran a través de relaciones de nego- 
ciación y regateo entre múltiples entidades gubernamentales”.$ * 

Puede citarse como una secuela contemporánea una versión reciente de 
la negociación local-vbu, pero en sentido inverso. El 11 de junio de 1986, 
el ADU anunció que estaba retirando nueve millones de dólares de uDAG de 
Jersey City, New Jersey.” La transferencia era parte del financiamiento 
público (400 millones de dólares) comprometido en un complejo de ofici- 
nas público-privadas en el deteriorado muelle de Jersey City que da al Río 
Hudson. vpu canceló los fondos después de trece meses de negociación con 
la ciudad y con el contratista privado. La transferencia se había otorgado 
en abril de 1983 para construir un estacionamiento y renovar una terminal 
del ferrocarril. Poco después estalló una disputa sobre si el contratista y los 
funcionarios de la ciudad estaban “saqueando” la ciudad de Nueva York, 
en un esfuerzo por conseguir inquilinos para las oficinas, Uno de los in- 
quilinos, por ejemplo, sería la Bankers Trust Company, con 1200 trabaja- 
dores, 600 de los cuales se mudarían de las oficinas de Manhattan. 

En 1984, la ciudad de Nueva York demandó a vpu y a Jersey City por la 
transferencia de los nueve millones de dólares, alegando que esta última y 
los esfuerzos de reclutamiento de inquilinos violaban cláusulas estatu- 
tarias y regulaciones de VDU contra la piratería de empleos, Un juez federal 
rechazó la demanda después de que vDU aceptó hacer más enérgicas sus 
reglas de UDAG, sobre los esfuerzos de reubicación de empleos. Según estas 
nuevas reglas, VDU negoció con Jersey City para detener la solicitud de inqui- 
linos, al otro lado del río, A falta de avances o resultados, vpu decidió res- 
cindir la transferencia: primera vez que VDU retiraba una concesión de UDAG 
por problemas de reubicación de empleos. El alcalde Anthony Cucci pensó 
que la ciudad podría demandar a vDu. “No estamos nada contentos con la 
decisión”, dijo un portavoz del alcalde.* Mientras tanto, se esperaba que 
la delegación congresional de New Jersey se reuniera para considerar una 
apelación administrativa, una legislación o un apoyo a la demanda penal. 


be Catherine Lovell, “Where We Are in Intergovernmental Relations and Some of the Impli- 
cations”, en Southern Review of Public Administration 2 (junio de 1979), p. 14. Se reproduce 
con la debida autorización. 

* Joann Ss. Lublin, “gun Withdraws Jersey City, N. J's $9 million Grant”, en Wall Street Jour- 
nal, 11 de junio de 1986, p. 22. Para una revisión y evaluación recientes y generales de la asig- 
nación de transferencias de UDAG, véase General Accounting Office, The Urban Development 
Action Grant Application Selection System: Basis, Criticisms, and Alternatives RGED-85-87 
denia D. C., 11 de marzo de 1985), 56 pp. A : 
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Relaciones estatal-nacionales: la Descongestión 
y el Nuevo Federalismo de Reagan (1982) 


Reagan entró en la Oficina Oval en 1981, con la intención explícita y cio 
biar las RIG. Le parecían demasiado pesadas jerárquicamente y no lo 6 Eu 
tante separatistas. El presidente provocó y a la vez explotó las oportuni cl 
des de alterar las RIG durante su primer año, con la aprobación de la Le e 
Presupuesto General y Reconciliación de 1981 como uno de sus pe 
logros. Esta legislación y otras acciones implementaron tres de las cuatro 
“” que se han identificado como componentes principales de la iniciativa 
del Nuevo Federalismo de Reagan: Desregulación (eliminar reglas y restric- 
ciones), Devolución (delegar discrecionalidad a estados y localidades) y e 
cremento (recortes al presupuesto e importantes reducciones a la ayu y e- 
deral.)” En un capítulo ulterior hablaremos más acerca de estas eee as. 

La cuarta “D” que sirvió para definir al Nuevo Federalismo de los oc] en- 
ta fue la Descongestión. Este término, aparentemente denso, surgió de un 
extenso estudio del sistema de transferencias federales efectuado a finales 
de los años setenta por la Comisión Consultiva de Relaciones Interguber- 
namentales (ccr1/acir). El primer párrafo de un informe de 1980 que resu- 
mía las investigaciones del ccri observaba: 


El federalismo estadunidense, el sistema tripartito que incluía poderes com- 
partidos y separados entre los niveles de gobierno federal, estatal y local, está en 
dificultades. La influencia del gobierno federal [...] se ha vuelto más penetrante, 
más intrusa, más inmanejable, más ineficaz, más costosa y, ante todo, más irres- 
ponsable funaccountable].P 


Estas frases, por cierto, encontraron un eco general y a menudo fueron 
específicamente citadas en varios de los discursos de Reagan. a 

Para el ccri, descongestión significaba “una gran recomposición e las 
responsabilidades funcionales entre los tres niveles del gobierno”.” La Co- 
misión solicitó que muchos programas de ayuda federal se cancelaran, e 
solidaran y/o se transfirieran a los gobiernos estatales y locales. Hablan lo 
precisamente del tema, pero en un lenguaje diferente y más ora 
el presidente aprovechó su Mensaje sobre el Estado de la nión, an 19 2, 
para exponer las que llamó sus propuestas de “intercambio” y “devolución”. 


$ Deil S. Wright, “New Federalism: Recent Varieties of an gs Species”, en American Re- 

i Public Administration 16 (primavera de 1982), Pp. 56-73, o 
vias Coman on Intergovernmental Relations, In Brief —The Federal e? in de 
Federal System: The Dynamics of Growth (Washington, D, C., Government Printing Office, di- 

i de 1980), p. 1. . = aaa 
a E 28. e sdilado interés de la ccri en la idea de la descongestión (y a habi 
dad) apareció en el informe de la comisión, Devolving Federal Program Responsi h ities an 
Revenue Sources to State and Local Goveraments (Washington, D. C., Government Prim ting 
Office, 1986). Véase en especial el capítulo 1 (pp. 1-8), para los resultados de la comisión y sus 
recomendaciones de política, así como de los disensos derivados de éstas. 
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Los principales elementos de las dos ideas aparecen en el recuadro 1.1. 
El intercambio incluía un trueque en la que el gobierno nacional asumiría 
los costos de Medicaid ylos estados aceptarían responsabilidades por los 
programas de cupones para alimentos y AFHD (Ayuda a las Familias con 
Hijos Dependientes). Éste fue un intercambio de programas que tuvo un 
total de casi de 20000 millones de dólares. El elemento de “devolución” fue 
complejo, pero esencialmente equivalió a la transferencia de cerca de 40 
programas a los estados, con fondos federales aproximadamente compa- 
rables (más o menos 25000 millones de dólares) cedidos a los estados para 
financiar los programas considerados necesarios por funcionarios esta- 
tales. Después de un periodo de transición y ajuste de cuatro años, habría 
una reducción gradual de fondos federales, que duraría cuatro años. 

Los aspectos partidista, político, ideológico, económico y técnico de es- 
tas propuestas fueron múltiples y complejos. Sin embargo, en esta etapa lo 
que merece una breve atención es el proceso, y no la sustancia de la inicia- 
tiva. Al hacer las propuestas de intercambio y de devolución (desconges- 
tión), el presidente no ofreció un proyecto detallado, Antes bien, las ofreció 
como marco general para la descongestión, y pidió un proceso de consulta 
que resolviera los detalles para someterlo después al Congreso. 

El proceso comenzó poco después del discurso presidencial del 26 de 
enero. Su inicio fue descrito como sigue, por Richard Williamson, asis- 
tente especial del presidente para las RIG, en un artículo titulado “Las nego- 
ciaciones del Nuevo Federalismo de 1982”: 


El proceso de negociación comenzó en realidad el 1” de febrero de 1982, en una 
reunión en la Sala del Gabinete de la Casa Blanca, a la que asistieron el presi- 
dente, David A. Stockman, Edwin Meese HI, yo mismo y miembros del Congreso, 
gobernadores y legisladores estatales. Los gobernadores pidieron que las sesio- 
nes futuras fuesen consideradas “negociaciones” en lugar de “consultas”, y Meese 
les aseguró que nosotros nos considerábamos oficialmente en negociaciones. 

El proceso continuó en la reunión de mediados de invierno de la Conferencia 
Nacional de Legisladores Estatales [sic], (NcsL), la Asociación Nacional de 
Gobernadores (ANG/NGA), la Liga Nacional de Ciudades (LNC/NLC) y la Asociación 
Nacional de Condados (ANC/NACD).? 


El extenso artículo de Williamson ofrece una evaluación cándida de los in- 
tercambios entre funcionarios estatales y locales que se realizaron de fe- 
brero a septiembre, incluyendo una cronología de las 24 reuniones sepa- 


” Richard S, Williamson, “The 1982 New Federalism Negotiations”, en Publius: The Journal 
of Federalism 13 (primavera de 1983), p. 15. Para la visión de un partidario de los logros del 
gobierno bajo el estandarte del Nuevo Federalismo, véase Richard S. Williamson, “A New 
Federalism: Proposals and Achievements of President Reagan's First Three Years”, en Pub- 
Hius: The Journal of Federalism 16 (invierno de 1986), pp. 11-28. Para una visión más variada, 
que destaca especialmente los trueques entre el federalismo y otros valores, véase Thimoty J, 
Conlan, “Federalism and Competing Values in the Reagan Administration”, en Publius: The 
Journal of Federalism 16 (invierno de 1987), pp. 29-48. 
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radas con los tres equipos negociadores, es decir, O EA 
res estatales y funcionarios locales (de ciudades y condados). E id Es 
Williamson debe leerse junto con una pieza, o a a a 
phen B. Farber, por entonces director ejecutivo de la Asociación Nacio1 
dores.” Aa ' 
eo preverse, las negociaciones acabaron en OS sin ha 
da. Resultó imposible llegar a un acuerdo, y ni en 1982 ni después E ae 
sentó al Congreso ningún borrador de legislación para implementar ES e 
congestión. Las razones del fracaso a varias, pero destacan tres 
uerdo Williamson y Farber. 
de de la diferencia sustantiva de política entre los e 
res y el presidente sobre la sede de la responsabilidad para los A 
destinados a mantener los niveles de ingreso (welfare). Los gobernac Ses 
por medio de la Anc, habían adoptado durante muchos años la a A 
que la política de seguridad del ingreso básico había de ser E il nen 
nacional, El presidente, como quedó implícito por su propuesta E e E 
cambio que pasaba la AFHC y los cupones de alimentos para e ena en 
estaba dispuesto a aceptar la posición de los gobernadores. A 2 Aci 
táculo para un acuerdo negociado consistía en las disparida SS ¡scal E 
tre los estados y las características de la asunción nacional de E cos de 
Medicaid. El tercer impedimento al acuerdo tenía que ver con la pia 
de fuerzas económicas y políticas externas. Estas incluían 7 e E 
excepcionalmente profunda de 1981-1982, los aprietos fiscales : a es 
estados, los recortes al presupuesto fiscal de 1983 propuestos por la admi. 
tración y las inminentes elecciones de noviembre. 


RECUADRO 11.1 





LA INICIATIVA DEL NUEVO FEDERALISMO 


La iniciativa de federalismo propuesta por el presidente Reagan en En CA 
sobre el Estado de la Unión, del 26 de enero de 1982, esbozó una sie e S 
de programas federales y bases fiscales de cerca de 50000 millones e ( a : 
res que se llevaría a cabo, por fases, en un periodo de ocho años a Pa ir ! 
año fiscal de 1984 (octubre de 1983). El programa quedó dividido en dos cone 
ponentes distintos: el intercambio y la devolución. De acuerdo con el pi 
bio, el gobierno federal asumiría plena responsabilidad por amO a a 
actualidad, responsabilidad compartida entre los estados y el gobierno e e: 
ral—, alivíando así a los estados de su parte del costo de este cr ón 's 
ello se proyectaba que los estados ahorraran 19 100 millones de e PE be E 
año fiscal de 1984. A su vez, los estados asumirían plena responsa! E si 
la Ayuda a las Familias con Hijos Dependientes (el primer programa de asis 





% Stephen B. Farber, “The 1982 New Federalism Negotiations: A View from the States”, en 
Publius: The Journal of Federalism 13 (primavera de 1983), pp. 33-38. 








. teras. En segundo lugar, el Impuesto a las Ganancias Inesperadas habría ido 
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tencia social en pagos en efectivo y otras responsabilidades compartidas) y 
los Cupones para Alimentos (programa financiado exclusivamente por el go- 
bierno federal). El costo adicional para los estados por estos dos programas 
“se proyectó en 16500 millones de dólares para el año fiscal de 1984. 

El componente de devolución incluía la reducción gradual de 40 progra- 
mas federales de educación, transporte, desarrollo de la comunidad y servi- 
cios sociales. Se daría financiamiento a los estados para que se encargaran de 
esos programas o usaran el dinero en otra forma. Esto se realizaría en dos 
etapas. ; 

La primera etapa cubría el periodo del año fiscal de 1984 al año fiscal de 
1987. Durante este tiempo habría un fideicomiso administrado por el Departa- 
mento del Tesoro de Estados Unidos. Cada estado tendría un estado de cuentas 
basado en los fondos federales gastados en los 40 programas específicos del 
estado, Los estados podrían seguir dejando que los programas fuesen admi- 
nistrados por el gobierno federal, o podrían optar por suprimir uno o todos 
los programas y recibir un pago en efectivo para emplear los fondos como les 
pareciera conveniente, 

El fideicomiso estaría financiado por dos fuentes principales: 1) 11000 mi- 
Jones de dólares, de los 13000 millones recabados por el gobierno federal en 
impuestos indirectos al consumo de alcohol, teléfonos, tabaco y gasolina, y 2) 
aproximadamente 15000 millones del Impuesto a las Ganancias Inesperadas 
por Petróleo. 

La segunda etapa comenzaría en el año fiscal de 1987. El fideicomiso iría 
reduciéndose anualmente en 25% durante cuatro años. Al mismo tiempo, el go- 
bierno federal habría reducido anualmente los impuestos indirectos al consu- 
mo en 25% para que los estados los recaudaran. Por ejemplo: el impuesto 
federal por paquete de cigarrillos, por entonces de ocho centavos, se habría re- 
ducido dos centavos en el año fiscal de 1987, otros dos centavos en el año fiscal 

de 1988, etc., hasta que el gobierno federal hubiese abandonado todos estos im- 
puestos indirectos al consumo, con excepción de dos centavos por galón de 
gasolina (retenidos como cuota de peaje por el Sistema Interestatal de Carre- 


desapareciendo gradualmente hacia 1991. La idea era que, dado que éste era un 
impuesto oculto a la gasolina, los estados estarían en posición de cobrarlo en 
las bómbas abastecedoras. 

La propuesta tenía otros muchos aspectos, pero baste decir que los dos 
componentes básicos habrían alterado radicalmente la composición de casi 
75% de la ayuda federal. De aproximadamente 91-000 millones de dólares de 
transferencias de ayuda asistencial [grants-in-aid] a gobiernos estatales y 
locales, 19000 millones se habrían vuelto responsabilidad federal exclusiva 
(Medicaid), 46700 millones en programas habrían recaído sobre los estados 
(AFHD, Cupones de Alimentos y otros), dejando aproximadamente 25 000 mi- 
llones de dólares en transferencias que habrían continuado como en el sis- 
tema actual. 


FUENTE; Richard S. Williamson, “The 1982 New Federalism Negotiations”, en Pub- 
lius: The Journal of Federalism 13 (primavera de 1983), p. 14. 











128 CONCEPTOS Y CONTEXTOS 


Williamson y Farber mencionaron, Pero no subrayaron, 5 hecho Se que 
el presidente desempeñaría un papel directo muy limitado en las case a 
nes cara a cara. Su ausencia, tal vez tanto como cualquier otro a E o 
que los gobernadores expresaran dudas acerca de la ia , tac 
ridades que podían tener en el equipo negociador nacional. ets de 
negociación de alto nivel e importancia Política, parece me > ” end 
estuvo a la altura de los requisitos necesarios para llevar adelan A un a 
téntica negociación, Tales requisitos han sido consignados sucintamente: 


Los elementos de una negociación auténtica incluyen: 1) partes que mota 

2) interdependientes y que 3) tratan de influirse mutuamente por medio NON 

tercambio de información en varias formas que incluyen nasa E dad 

amenazas y promesas 5) a lo largo del tiempo, sugiriendo que proba ES eee 

partes aprendan unas de otras y acerca de ellas mismas y, en consecu , 
iciones puedan cambiar. 

Ez ciación favorece la cooperación para llegar a un See NAO 

ventajoso. Lo ideal es que los intereses de todas las partes A com 

que tengan interés en el asunto— se satisfagn por completo. 


Sin una suficiente presencia presidencial, no se cumplían por gaia 
las condiciones especificadas en 2), 4) y 5 ). Así, no es de sorprender pa a 
fueran vanos los esfuerzos por separar funciones entre el gobierno nac) 

stados, ! +2 

cad, así como los problemas que determinan el es E 
tergubernamental parecen clara y marcadamente na cuan Pre 
ve desde el punto de vista de la negociación, Cuando vemos las ra pupa 
perspectiva de este modelo, es como si estuviéramos Lee = E 
microscopio estructuras celulares fundamentales, como la doble héli E 
ADN. Un libro reciente, Successful Negotiating in Local Government, cap! 
esencia de esta manera de abordar las RIG: 


Los pasados esfuerzos por reformar el sistema intergubernamental han a E 
taculizados repetidas veces por la incapacidad del reformador pa nn o 
hecho de que aun cuando hay cooperación dentro del sistema, e ién v a 
petición, conflicto y hasta coerción entre los diversos niveles gu Epi a 
Y aunque no son poco frecuentes las negociaciones drop gu e pad 
les, las partes a menudo entran en negociaciones, o salen de el e Seo a Pue 
muy diferentes. Así, existe la obvia necesidad de un proceso e acilite aná 
nocimiento de la naturaleza compleja de las relaciones intergu ernamen: y 
que permita el desarrollo de un núcleo de objetivos comunes. 


Al llevar a su fin este análisis, conviene poner en relieve las característi- 
cas principales del modelo de autoridad superpuesta. A saber: 
*% Kettering Foundation, “The Basics of Negotiation and Mediation”, en Successful Negotiat- 


ing in Local Government, Nancy A. Huelsberg y William F. Lincoln, comps. (Washington, D. C., 
International City Management Association, 1985), p. 28. 
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* un poder limitado y disperso; 

* áreas de autonomía moderadas e inciertas; 

* un alto grado de interdependencia potencial o real; 

* competencia y cooperación simultáneas; 

* relaciones de regateo e intercambio; 

* la negociación como estrategia para llegar a un acuerdo. 


El análisis y la interpretación del modelo de autoridad superpuesta, 
como se ha apreciado aquí, tienen una clara tendencia hacia la coope- 
ración y el acuerdo negociado. También podría aplicarse otro-modelo de 
autoridad superpuesta desde un enfoque competitivo, de cuasimercado y 
elección pública. Es decir, la presencia de múltiples entidades (y actores) 
que operan como proveedores (y consumidores) de los servicios públicos, 
podría funcionar más como un mercado económico, como base para las 
relaciones de intercambio. 

Podrían citarse incontables ejemplos de modelos tipo mercado, pero 
sólo se ofrece la descripción generalizada de un enfoque. Una temprana 
formulación (1961) de esta línea analítica fue la de Ostrom, Tiebout y Wa- 
rren; ellos arguyeron que las áreas metropolitanas, como la de Los Ángeles, 
eran sistemas políticos polidéntricos.” La producción y provisión de bienes 
públicos podría verse como industrias de servicios públicos en las cuales 
diferentes ciudades, condados y distritos especiales (así como los gobier- 
nos estatal y nacional) ofrecían diferentes “paquetes” de niveles de servicio 
a los ciudadanos-consumidores. Esta visión de la elección pública del mo- 
delo superpuesto fue elaborada más ampliamente por Bish y Ostrom.” Un 


párrafo de su análisis capta los temas de esta interpretación alternativa del 
modelo superpuesto. 


Las relaciones intergubernamentales son de especial importancia en una econo- 
mía pública compuesta por una multiplicidad de jurisdicciones gubernamentales 
Superpuestas. La competencia y coordinación fiscales, las transferencias fiscales 
y los contratos de servicios pueden facilitar una cooperación intergubernamental 
mutuamente productiva. También se puede recurrir a tribunales, legislaturas y 
acuerdos informales para la resolución de conflictos intergubernamentales. Se 
puede ver a múltiples dependencias sirviendo a las mismas personas con diferentes 
“paquetes” de bienes y servicios Públicos como múltiples empresás en las indus- 
trias del servicio público. Una reñida competición entre múltiples “empresas” que 


* Carlson, “Negociated Investment Strategy”, p. 58. 

* Vincent Ostrom, Charles M, Tiebout y Robert Warren, “The Organization of Government 
in Metropolitan Areas; A Theoretical Inquiry”, en American Political Science Review 55 (di- 
ciembre de 1961), pp, 831-842. Véase también Robert Warren, “A Municipal Services Market 
Model of Metropolitan Organization”, en American Institute of Planners Joumal 30 (agosto de 
1964), pp. 193-204, 

” Robert L. Bish y Vincent Ostrom, Understanding Urban Government: Metropolitan Reform 
Reconsidered (Washington, D. C., American Enterprise Institute, 1973), 111 pp. 
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operen en diferentes industrias de servicio público puede crear sistemas de go- 

bierno relativamente eficientes e interesados en las áreas metropolitanas.” * 

Existe una gran diferencia entre el enfoque del acuerdo negociado del 
modelo superpuesto y este último enfoque, el de la elección pública. La di- 
ferencia se centra en hasta qué grado hay, puede haber y debe haber un ob- 
jetivo común o un propósito dominante en una situación de RIG, El enfoque 
negociado tiende a suponer que hay, puede haber y se debe cumplir un 
interés común, a pesar del carácter conflictivo y hasta caótico de las condi- 
ciones de las RIG. El enfoque de elección pública se inclina mucho menos a 
ver, esperar y promover un objetivo básico o unos objetivos compartidos 
en situación de RIG, 


RESUMEN 


Como concepto, las RIG surgieron en el marco de las relaciones federales 
constitucionales de los Estados Unidos. Para comprender el federalismo en 
circunstancias tanto históricas como contemporáneas, es fundamental 
conocer la naturaleza de la Unión. La interpretación nacionalista de la 
Unión ha triunfado, pero su predominio no ha eliminado reñidas contro- 
versias sobre los rasgos específicos del federalismo y la aplicación de estos 
rasgos a casos particulares. 

El senador Muskie declaró que las RIG eran la “dimensión oculta” del go- 
bierno, pero el concepto de RIG hace visibles varios aspectos, antes inadver- 
tidos, de nuestro sistema político. En contraste con el federalismo, las RIG 
evitan hacer hincapié en las relaciones estatal-nacionales, van mucho más 
allá del legalismo, no presuponen relaciones jerárquicas, incorporan una ex- 
tensa gama de intereses interconectados de políticas y son un concepto más 
neutral que el frecuentemente politizado federalismo. Michael Reagan ha 
resumido sucintamente el contraste entre ambos términos. Afirma que el fe- 
deralismo “anticuado” está difunto, pero que un federalismo “de nuevo cuño” 
“goza de cabal salud y vive en los Estados Unidos. Su nombre es relaciones 
intergubernamentales”.” 

Se han desarrollado tres modelos de cómo operan las RIG en los Estados 
Unidos. El modelo de autoridad coordinada plantea unas relaciones autóno- 
mas de autoridad nacional-estatal. Las dos jurisdicciones tienen esferas se- 
paradas de poder y control. Se ha criticado a este modelo por no coincidir 
con los actuales rasgos operantes de las relaciones nacionales, estatales y 
locales, pero algunos elementos de este modelo sí pueden encontrarse de- 
bidamente representados en un caso particular o área de problemas. 

"Ibid, pp. 1-2. 

” Michael D. Reagan, The New Federalism (Nueva York, Oxford University Press, 1972), p. 1. 
Para una revisión útil y sucinta de la situación de las RIG a mediados de los años setenta, véase 
Douglas M. Fox, “The Study of Intergovernmental Relations Comes of Age”, en American Poli- 
tics Quarterly 4 (octubre de 1976), pp. 509-513. 








RIG Y FEDERALISMO: CONCEPTOS Y MODELOS 131 


En el modelo de autoridad inclusiva predomina la jerarquía, y se consid 
raa los gobiernos locales y estatales como simples apéndices de un o. 
so gobierno nacional; que domina un sistema centralizado. Alcoba obse : 
vadores creen que este modelo describe la actual situación de las RIG en pa 
Estados Unidos; otros creen que pasarán años antes de que los gobierno 
estatales y locales pierdan toda significación política y se conviertan a 
poco más que distritos administrativos de Washington, D. C. > 

El modelo de autoridad superpuesta presenta a las RIG como una con. 
ducta pautada, interdependiente y negociada entre funcionarios nacion. ] 
les, estatales y locales. Los contactos y los intercambios entre funcionari 8 
pueden ser simultáneamente cooperativos y competitivos; los factores de 
terminantes pueden incluir la cuestión o problema de política la cate od : 
de los funcionarios (electos o nombrados), las inclinaciones risa de 

los participantes y el electorado (local, estatal o nacional) representado. 
Este modelo de autoridad superpuesta es el que se adapta mejor a 1 ; 
acuerdos negociados y a la propensión a la disputa, que a alas Se 
contemporáneas. Este modelo intermedio o mixto de RIG es el rimero 

será descrito y analizado en los siguientes capítulos de este bro. Ta 





TIT. SIETE FASES DE LAS RIG 


Los conceptos, las características y los modelos de las relaciones inter- 
gubernamentales analizados en los capítulos 1 y 1 sientan las bases para 
analizar los cambios ocurridos en el sistema político de los Estados Unidos 
durante las últimas décadas. Este capítulo presenta el análisis de las ten- 
dencias y desarrollos políticos desde la perspectiva de las RIG; se centra en 
siete periodos o fases distintivas, identificables durante el siglo XX. ' 

Es un hecho aceptado que desde 1900 el sistema político estadunidense 
ha experimentado cambios importantes que representan trastornos dramá- 
ticos, si bien evolutivos. ¿Qué fuerzas subyacentes precipitaron los a 
bios? ¿Cuáles fueron las direcciones y formas sutiles de estos cambios? ¿En 
torno de qué políticas giraron los cambios y cuáles fueron los mecanismos 
a través de los cuales se implementaron? ¿Cuáles fueron los efectos a corto 
y a largo plazo de tales cambios? Para responder a estas preguntas y aa 
comprender mejor la evolución y el carácter contemporáneo de E ro 
sistema político identificaremos, elaboraremos y analizaremos siete fases 


de las RIG. ! ! ' 
Las siete fases y sus periodos aproximados de prominencia son los si- 


guientes: 


Conflictiva años treinta y antes 
Cooperativa años treinta - años cincuenta 
Concentrada años cuarenta - años sesenta 
Creativa años cincuenta - años sesenta 
Competitiva años sesenta - años setenta 
Calculadora años setenta - años ochenta 
Contractiva años ochenta - años noventa 


En el cuadro 11.1 se presenta una tabla condensada de los rasgos distin- 
i ada fase, ] 
pe una de las siete fases se consideran tres componentes prin- 
cipales (véase las columnas segunda, tercera y cuarta del il m1): e 
mero, ¿qué asuntos de políticas dominaron la agenda pública? Segun o, 
¿qué percepciones dominantes parecían tener los principales poes 
tes? ¿Qué orientaciones o mentalidades guiaron su conducta? "ercero, 
¿qué mecanismos y técnicas se usaron para instrumentar las a y 
objetivos intergubernamentales? La quinta columna del cuadro enlista una 
caracterización metafórica de cada fase, comúnmente una forma de federa- 


lismo. 


132 
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* Para comprender la exposición y la interpretación de las fases y su des- 
cripción en una sola palabra es importante hacer dos aclaraciones. Prime- 
ra: los descriptores nó abartan todos los aspectos de la interacción intergu- 
bernamental durante el periodo indicado para cada fase. Por ejemplo, el 
conflicto aplicado al periodo anterior a 1930 no excluye la posibilidad y la 
probabilidad de notables esfuerzos cooperativos de rIG. El estudio hecho 
por Elazar del siglo xIx documentó muchos esfuerzos de “asociación”, pero 
el carácter predominante de las RIG sobre algunas de las cuestiones más 
importantes fue conflictivo.' 

En segundo lugar, debe subrayarse que las fechas para cada periodo son 
aproximadas, por lo que las fases en realidad se traslapan. De ahí la impor- 
tancia de la idea de periodo de clímax, no sólo porque sugiere un momento 
destacado, sino porque no excluye la continuación de una fase más allá de 
las fechas dadas. Por ejemplo, aunque la fase de conflicto llegara a su clímax 
antes y durante los años treinta, los rasgos de conflicto no terminaron en- 
tonces, sino que recurren regularmente en la actualidad como tema secun- 
dario de la fase que hoy predomina. 

De la misma manera que algunos estratos sucesivos y en cierto modo po- 
rosos se han superpuesto entre sí (por las interacciones y perspectivas de 
los funcionarios públicos), ninguna fase termina en un punto exacto, ni des- 
aparece de hecho, Cada fase está siempre presente en mayor o menor me- 
dida, soportando el peso, por decirlo así, de los estratos superiores (fases 
subsiguientes); cada una produce efectos residuales mucho más vastos que 
los periodos de clímax indicados en el cuadro 111.1. De hecho, la actual si- 
tuación de las RIG es resultado de múltiples superposiciones de cada una de 
las siete fases. La tarea del analista de RIG es como la del geólogo: perforar 
o sondear los diversos estratos y, a partir de las muestras, hacer inferencias 
acerca de la superficie, así como del subsuelo del terreno. 


LA FASE CONFLICTIVA: LOS AÑOS TREINTA Y ANTES 


La fase conflictiva de las RIG se centró en identificar las esferas apropiadas de 
los poderes y las jurisdicciones gubernamentales y en definir los límites 
de las acciones de los funcionarios. Este énfasis operó en los niveles estatal 
y local, así como entre los gobiernos nacional y estatal. La Regla de Dillon, 
una reivindicación de la supremacía estatal, también fue un ejemplo de la 


* Daniel S. Elazar, The American Partnership: Intergoveramental Cooperation in the Nine- 
teenth Century United States (Chicago, University of Chicago Press, 1962), 358 pp. En algunas 
áreas de políticas, desde luego, la preponderancia de un interés nacional (o de “propiedad”) 
de una actividad condujo a tal preeminencia nacional, que la participación intergubernamen- 
tal de los gobiernos estatales o locales ocurrió, en gran parte, en los términos especificados 
por la legislación nacional. La propiedad (y disposición) nacional de tierras públicas en el 
Oeste fue un ejemplo importante que produjo un conjunto único y duradero de condiciones 
especiales para RIG en las políticas de recursos naturales; por ejemplo, en bosques, tierras de 
pastoreo, parques naturales y agua. 


Periodo de clímax 
aproximado 
años treinta-años cincuenta 


Siglo xrx-años treinta 


Métafora de 
Federalismo 


Federalismo de pastel mar- 
moleado 


Federlismo de pastel en capas 


Mecanismos de RIG 
Estatutos 
Tribunales 
Regulaciones 
Planeación nacional 


Percepciones de los 
participantes 
Complementariedad 


Mutualidad 


Colaboración 
Apoyo 


Antagonismo 
Adversario 
Exclusividad 


CUADRO 111.1. Fases de las Relaciones Intergubernamentales (RIG) 


Problemas principales 
Definición de límites 
Amenaza internacional 


Esferas propias 
Miseria económica 


Descriptor de fase 


Conflictiva 
Coopertiva 
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búsqueda de los límites exactos de los poderes del gobierno local. Los fun- 
cionarios nacionales, estatales y locales que buscaban una especificación 
precisa de sus respectivos poderes supusieron que éstos se excluían mutua. 
Ñ mente. Además, los funcionarios parecen haber esperado que la oposición 
[ y el antagonismo fuesen parte del proceso normal de aprender quién tiene 
el poder para hacer qué. 

Estas actitudes estaban arraigadas en los más profundos valores sociales 
de la competencia, las formas de organización corporativa y la eficiencia, 


Ciertos elementos de esta fase aún subsisten en las áreas 
por ejemplo, 


so del texto se trar 


rísticos de las RIG 














are 
lo 


formula grants y project grants, que a 


apéndice A: categorical grants, formula grants y project gra 


años cuarenta-años sesenta 
años cincuenta-años sesenta 
años sesenta-años setenta 
años setenta-años ochenta 
años ochenta-años noventa 


xdits o tax offset, que remíte a un esquema de des» 


metropolitanas; 
la búsqueda de la jurisdicción política que puede efectuar con 


la mayor eficiencia una función particular. Gran parte del ímpetu de refor- 
mar y reorganizar el gobierno metropolitano surge de las opiniones de diri- 
gentes civiles de que las actuales funciones y los programas están a cargo 
de unidades que son demasiado pequeñas, ineficientes e ineficaces. La ma- 
yoría de los esfuerzos a favor de la reorganización metropolitana está diri- 
gida a identificar las funciones mejor desempeñadas por grandes entidades 
y a reasignarlas a un área gubernamental ya existente o a una nueva, Este 
reordenamiento y consolidación de funciones se basa en la suposición de 
que las actividades pueden ajustarse, clara y apropiadamente, dentro de los 
límites de cada gobierno? 

Distribuir los papeles y especificar límites claros son signos característicos 
de la fase de conflicto. Esta tendencia procede de muy arraigadas tradicio- 
nes de la política estadunidense y, en especial, de la.jurídica y la constitu- 
cional. Una temprana y ya clásica decisión de la Corte Suprema estableció 
firmemente la pauta orientada hacia el conflicto en el ámbito de una políti- 
ca de relevancia especial para las RIG: las finanzas, El caso de McCulloch 
vs. Maryland suele recordarse por su interpretación de la cláusula necesa- 
ria y apropiada de la Constitución (artículo 1, sección 8, cláusula 18) y es- 


pecíficamente por haber sostenido la facultad del 
establecer un banco.* 


| especialmente mediante recursos dudosos o de ciertos 


a la habilidad de cambiar los recursos recibidos para un fin 


lía en castellano, Cuatro de ellos son e: 





do o canalizado) 
liferado y fusionado) 
confrontación) 


Federalismo cercado (fragmen- 
tado) 


Federalismo de grifos (enfoca- 
Federalismo floreciente (pro- 
Federalismo de fachada (de 
Federalismo de facto 
Federalismo de latigazo 


“una explicación más ampl 
lo por el autor en la fase cooperativa, és lex cre 


ltado en el 


requieren 
término, explicad: 





Sistema Gral. de Participaciones 


Consolidación de transferencias 
Reorganización 


Normas del servicio público 
Regulaciones transversales 
Estatutos del Congreso 
Fallos de tribunales 


Fuentes 


3 
E 
¿ 
3 
z 


E 


Categorical grants 
Participación . 


Programación 
Project grants 
Préstamos 
idad de impugnación — Solución negociada de disputas 
el autor que 
puede ser 






gobierno nacional para 


Metas nacionales 
Gran Sociedad 
Grantsmanship 
Capacidad defensiva 





e 
E 
2 
El 
E 
El 
4 
E 
5 
lA 


Gamesmanship 


Desacuerdo 
Tensión 





Rivalidad 


Capacii 


El 
0% 


Lo que suele pasarse por alto en los escritos acerca de este caso, es que 
un impuesto de Maryland sobre los billetes de banco fue invalidado respec- 
to a los billetes de banco nacionales. La declaración de John Marshall, pre- 
sidente del tribunal, de que “el poder de gravar incluye el poder de destruir”, 
suele ser citado en relación con esta decisión (y también es citado por un 
grupo mucho más numeroso de quienes se quejan por los altos impuestos). 
También se olvida en este caso que Marshall dio un segundo paso, innece- 
sario, o al menos discrecional, al borrar el impuesto de Maryland que, debe 
mencionarse, todos los billetes de banco emitidos por instituciones finan- 


¡bios de la ayuda 
zrido mantener en 
” ificas”, “preestabl 
Amrlimiemo de eros requisios 


se ha prefer 





o de actos y nsiveness alude'a la capaci- 
rendir cuentas de los actos y omisiones, mientras que respo! 
ticos anglosajones, accourtabiligy es la capacidad 
¡ino incluido en esta nota. En los regímenes democrál 


lficaz de las obligaciones contraídas, Ambos conceptos definen la responsabilidad política. [N. del T.) 


supuesto 
Recortes y cam! 


federal E 
Toma de decisiones jurídica 


Mandatos administrativos 





Necesidad de servicios 
Desarrollo físico 
Urbano-metropolitano 
Clientes marginados 

Eficacia de programas 
Sistemas de distribución 
Acceso de ciudadanos 
Equilibrio de préstamos y pre- 


Accountabilily* 
Confianza pública 


Coordinación 
Bancarrota 
Papel Federal 





Dependencia 


* Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Performance of Urban Punc- 
tions; Local and Areawide, M-21 (Washington, D, C., Governme: 


nt Printing Office, 1963), 281 
Pp.; Committee for Economic Development, Modernizing Local Government to Secure a Bal- 
anced Federalism (Nueva York, Committee for Economic Development, 1966), 77 pp. 
* McCulloch vs. Maryland, 4 Wheaton 316 (1819). 


34 
E 
qá 
zi 
53 
E 
ES 
E 
4 
3 


Concentrada 
Competitiva 
Calculadora 
Contractiva 


Creativa 
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cieras no reconocidas oficialmente por la legislatura de dee A a 
mera vista, el impuesto no era discriminatorio contra las obligaciones eS 
gobierno de los Estados Unidos. Marshall habría podido ear A 
que defendió la autoridad nacional para crear el banco. Su anulación a 
de la Corte Suprema) del estatuto de Maryland se basó en bm liraes da 4 
formulada, de que el estado de Maryland se proponía obstruir y A st sa 
acciones del gobierno nacional. En otras palabras, Marshall a Ple 
relación entre funcionarios nacionales y estatales como una oa n en 
la que los adversarios intentaban obstaculizar y oponerse a ted sn dd eS 
cíprocos. Luego, actuando como árbitro en un encuentro de ce ea 
funcionarios nacionales y estatales, en la lucha McCulloch-Mary land dic- 
taminó un knock-out técnico en favor gobierno nacional, decisión muy 
sus opiniones nacionalistas, med 
SS la eins de Marshall en McCulloch no se limitó S scan 
y a afirmar la supremacía nacional, Fue el round inicial en un a o y za 
dio de batallas entre autoridades fiscales nacionales, estatales y local les pe a 
quién podía'o no gravar qué actividades de las. jurisdicciones Era 
Aunque esta prolongada lucha a menudo ha sido descrita senci aaa 
como la doctrina de la inmunidad fiscal intergubernamental, 20 A > 
de ser tan simple. Todavía en los años treinta los tribunales a E en 
arrollado tanto esta doctrina, que los salarios y sueldos de los eE ea ce 
gobierno nacional no estaban sujetos al impuesto estatal sobre e ó z 
las remuneraciones pagadas a empleados de los gobiernos o y Rea 
no estaban sujetas al impuesto federal sobre la renta. (Si e úl a 
pulación prevaleciera hoy, ER E Sd gi para buscar y o! 
los gobiernos estatales o locales. A ' 

EE S lamentablemente, la Corte Suprema emprendió una Seria 
da estratégica ante éstos y otros extremos asociados a las cuestiones cer Ea 
tucionales.* Pero aún se conservan rasgos estatutarios y discrecional E da 
inmunidad fiscal intergubernamental. Citaremos sólo unos cuantos e a a 
asuntos que quedan y que, como dijo la Comisión sobre Relaciones Inte: 
gubernamentales (1953-1955), son cuestiones de políticas: 


1. No hay un impuesto federal al ingreso obtenido como pago de intere- 
igaci L 
ses por obligaciones de deuda estatal o loca! . 
2. No le exacción ni recaudación de impuestos a la propiedad local para 
propiedades de la escala nacional. 


3. No hay recaudación de impuestos sobre la venta, estatales o locales, 


para ventas al menudeo de alimentos, tabaco y alcohol, en bases e ins- 
talaciones militares. 


ió últi i tudio calculó que los go- 
En relación con este último punto de la lista, un es lcu 
biernos estatales y locales pierden cerca de 800 millones de dólares anuales 


+ Graves vs. New York, ex. rel. O'Keefe, 306 U. S. 466 (1939). 
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de ingresos por el impuesto sobre la venta e impuestos indirectos. Hasta 
hace poco (1976) se calculaban otros 100 millones de dólares en ingresos 
por el impuesto estatalsobréxla renta, como pérdida para los estados que lo 
habían estatuido, porque el personal militar fácilmente eludía o evadía su 
pago.* Esto era posible porque una ley de 1952 (P.L. 82-587) prohibía rete- 
ner directamente el impuesto estatal sobre la renta de toda remuneración 
al personal militar, mientras que el frecuente desplazamiento de personal 
en servicio hacía virtualmente imposible hacer cumplir las disposiciones 
estatales, Resulta interesante comprobar que la legislación de 1952 tam- 
bién prohibía la retención de los impuestos estatales de los cheques de ern- 
pleados del servicio civil nacional. (Unos cuantos estados, cinco en la actua- 
lidad, dejan exento de todo impuesto al salario de los militares.) 

La “escapatoria” de la retención fue anulada por la legislación (P.L. 94-255) 
en 1976, Para 1979, más de treinta estados habían sido autorizados para 
que los servicios militares retuvieran el impuesto sobre la renta al personal 
de las fuerzas armadas que, cualquiera que fuese su asignación o ubicación 
geográfica, fuesen residentes legales reconocidos del estado y, por tanto, 
sujetos a ese impuesto. El grado de evasión al impuesto estatal, es decir, la 
falta ilegal de pago, se ha reducido mucho por el decreto del Congreso. Sin 
embargo, la evasión legal es otra cosa, y hay evidencias fuertes de que la 
elección de residencia legal por un miembro de las fuerzas armadas está 
altamente determinada por la oportunidad de eludir el pago de impuestos 


estatales sobre la renta. En un estudio de este problema se hicieron estas 
observaciones: 


Sin embargo, hay razones para esperar que consideraciones fiscales [respecto a 
la residencia legal] sean más decisivas desde que se aprobó la retención [...] Aho- 
ra se exige a los servicios militares que retengan los impuestos estatales sobre la 
renta a todos sus miembros que sean residentes legales en los estados en los que 
se aplica la retención, impidiendo virtualmente eludir dicho impuesto. Se espera 
que esto desencadene cambios en la residencia legal de miembros de las Fuerzas 
Armadas, desde los estados que gravan la paga militar, hacia los que no lo gra- 
van. Los datos [...] muestran que ya está ocurriendo dicho cambio.” : 


Huelga decir que los funcionarios del fisco estatal y local están preocu- 
pados por esta pérdida de ingresos, así como durante largo tiempo el per- 
sonal nacional del Tesoro se ha preocupado por la exención del impuesto 
federal sobre la renta derivada de intereses ganados en bonos gubernamen- 

* Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State Taxation of Military 
Income and Store Sales, A-50 (Washington, D, C., 1976), p. 2. 

. * Dos artículos de John H. Bowman proveen información y análisis empíricamente orienta- 
dos del impuesto estatal a la paga militar: “Federal Restrictions on State Taxation of Military 
Pay: Are They Justified?””, en National Tax Journal 29 Gunio de 1976), pp. 131-142; “Federal 


Restrictions on State Taxation of Military Pay Revisited: A Note on Tax Avoidance through 


Domicile Shifting Following Removal of Prohibition”, en National Tax Journal 32 (marzo de 
1979), pp. 41-79, 


? Bowman, “Federal Restrictions on State Taxation of Military Pay Revisited”, p. 42. 
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tales, estatales y locales, Estos asuntos y otros similares han originado mu- 
chos estudios, numerosas propuestas legislativas y varios litigios. 

La cuestión de la inmunidad fiscal y sus diversos matices muestran cómo 
fueron resueltos los problemas de jurisdicción y de autoridad durante la 
fase conflictiva de las RIG: principalmente por decisiones de tribunales y 
disposiciones estatutarias. Tras estos instrumentos formales había todo un 
conjunto de percepciones de los principales participantes. Tales impresio- 
nes fueron cortadas del mismo paño de hostilidad y desconfianza que de- 
terminó el punto de vista de John Marshall. Los participantes se veían unos 
a otros en roles adversos a través de fronteras bien definidas, y esperaban 
diferencias de opinión, si no es que un antagonismo rotundo, 

Pero la complejidad social y. económica superó la capacidad de los cuer- 
pos legislativos y de los tribunales estatales y nacionales para resolver to- 
dos los conflictos; por ejemplo, los relativos a la regulación estatal de las 
tarifas de los ferrocarriles o de los silos de cereales con elevador, así como 
la legislación nacional para regular el comercio interestatal. Una respuesta 
consistió en crear dependencias y comisiones reguladoras para intervenir 
en las disputas de límites. L. D. White, por lo menos, señala la Ley de Co- 
mercio Interestatal de 1887 como el primer paso significativo del “acuerdo 
administrativo” entre la nación y los estados.* 

Aun en la actualidad abundan los ejemplos de continuas pautas conflic- 
tivas en las relaciones estatal-nacionales. Por ejemplo, cuestiones ambien- 
tales y de salud precipitaron una disputa jurisdiccional sobre las esferas 
del poder nacional y estatal para regular los niveles de seguridad de una 
planta nuclear de electricidad en Minnesota. Las normas nacionales, fija- 
das en otro tiempo por la Comisión de Energía Atómica (CEA) —actual- 
mente Comisión Reguladora Nuclear (crN)—, especificaban cierto nivel de 
millirems de radiación permisible que escapara del reactor a la atmósfera, 
mientras que la Agencia de Control de Contaminación de Minnesota fijó su 
propio nivel aceptable en no más del 2% del de la CEA, 

La Northern States Power Company entabló demanda en un tribunal fe- 
deral en contra de los niveles del estado, y solicitó autorización para cons- 
truir su planta de energía nuclear pasándolos por alto. En el caso estaba en 
juego la aplicación y la intención de los estatutos nacionales referentes a la 
energía atómica. El tribunal falló en favor de la jurisdicción exclusiva del 
gobierno nacional e invalidó las más restrictivas regulaciones estatales. 
Debe reconocerse, empero, que los tribunales y el Congreso han permitido 
a los estados fijar normas por encima de las nacionales en el caso de otras 


* Leonard D. White, The States and the Nation (Baton Rouge, Louisiana State University 
Press, 1953), pp. 9-10. 

> Northern States Power Co. vs. State of Minnesota, 447 F.2nd 1143 (1971); véase también Harry 
Foreman, comp., Nuclear Power and the Public (Minneapolis, University "of Minnesota Press, 
1970); Science 171 (8 de enero de 1971), 45; Phillip M. Boffey, “Nuclear Energy: Do States Lack 
Power to Block Proliferation of Reactors?”, en Science 191 (30 de enero de 1976), pp. 360-361. 
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políticas; un ejemplo de ello son los estrictos requisitos de contaminació 
del aire de Californiá para emisiones de escapes de automóviles is 
Recientes fallos de los tribunales probablemente se toman como un re- 
flejo de las actuales realidades económicas, las interdependencias sociales 
y la necesidad tecnológica, del mismo modo que los tribunales y las legis- 
laturas anteriores a 1937 creían estar reflejando el separatismo peas 
social y tecnológico. Ese supuesto separatismo —por muy limitado o qe 
tringido que fuera en la práctica— dio credibilidad a la metáfora del “fede- 
ralismo de pastel en capas” para describir esferas exclusivas O autónoma: 
para los gobiernos nacional, estatal y local. j 


La FASE COOPERATIVA: AÑOS TREINTA-AÑOS CINCUENTA 


Varios autores han argumentado con habilidad y demostrado ampliamente 
que la colaboración intergubernamental ha existido en los Estados Unidos 
durante los siglos XIx y Xx. En cambio, está menos claro que tal colabora- 
ción fuese de gran importancia o fuese el hecho dominante de nuestra his- 
toria política, No obstante, sí hay un periodo en el que las relaciones com- 
plementarias y de apoyo mutuo fueron sumamente destacadas y tuvieron 
gran significado político. Ese periodo es la fase cooperativa que imperó du 
rante casi dos décadas, de los años treinta a los cincuenta. z é 

Las principales causas de preocupación para el país durante ese periodo 
fueron aliviar la difundida miseria económica y responder a las amenazas 
internacionales. Parece lógico y natural que los desafíos internos y exter- 
nos para la supervivencia nacional condujeran a los funcionarios públicos 
a un mayor contacto mutuo y cooperación. Los medios para lograrlo fue- 
ron muchos y variados, pero resulta pertinente destacar aquí algunas inno- 
vaciones en políticas como planificación nacional, créditos fiscales [tax 
credits] y transferencias preestablecidas [formula grants]: 


: * En 1933 fue creada la Junta de Planeación de Recursos Nacionales; en- 
dio yl re una considerable planeación de políticas en los ni- 
» El crédito fiscal fue una importante innovación, puesta en vigor en 
1965 para establecer el programa conjunto de compensación del desem- 
pleo nacional-estatal. El crédito fiscal /tax credit o tax offset] es simplemente 
un esquema de descuento o de dispensa de impuestos condicionado al cum- 
plimiento de ciertos requisitos especificados por parte del beneficiario; en 
este caso, que el gobierno del estado aprobara un programa aceptable a 
proteger a los trabajadores desempleados.'* , e 
0 Más de una docena de transferencias condicionadas de ayuda asisten- 
cial [conditional grants-in-aid] fueron decretados durante la Depresión, pro- 


* Para un análisis ya viejo pero agud initi 
h ero agudo y definitivo, véase James A. Maxwell, Tax Credi 
Intergoveramental Fiscal Relations (Washington, D. C., Brookings Institution, 154, 208 re 
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gramas que ofrecían fondos a gobiernos estatales y/o locales, a os 
favorecidos satisficieran las condiciones especificadas. La s: ud pú es 
la asistencia social recibieron la mayoría de estas ea e De 
vicios de salud, ayuda para la vejez, ayuda para los hijos ar ep es. ss 
mismo, estos fondos federales fueron distribuidos entre los esta de e hs r 
do con una fórmula preestablecida, y de ahí el término formula e E A 
Durante los años de la guerra, los convenios especiales para fon los de 
emergencia, que habían sido instituidos durante los años de la a . 
surgieron en ciertas áreas seleccionadas. Como anotó un observador en E 


El gobierno cooperativo entre autoridades federales-estatales-locales se ha Eos 
vertido en sinónimo del prodigioso esfuerzo por administrar la defensa civil, e 
racionamiento y Otros programas de tiempos de guerra [..] La administración 
intergubernamental, aunque es parte de todos los niveles de gobierno, está con- 
virtiéndose en algo absolutamente distinto de todos ellos. 


La colaboración de las RIG que persistió durante estos años tuvo vigencia 
en variadas e insólitas ocasiones. Cuando el presidente Harry Truman 
tomó medidas contra las fábricas de acero durante la Guerra de Corea en 
1952, consultó la opinión de los gobernadores de los estados antes de in- 

el embargo. 
ins principal de las RIG, así como el mayor legado de cl pe 
riodo cooperativo, fue fiscal. Se establecieron firmemente nexos SS les 
considerables y significativos, que serían precursores de lo que vendría. 
También estimularon una nueva metáfora de las pautas intergubernamen- 
tales: el muy conocido “pastel marmoleado”, que Joseph McLean de la Uni- 
versidad de Princeton lanzó, en contraste con el concepto del pastel en ca- 
pas. Pero Morton Grodzins fue ore quien elaboró y popularizó 

epto en que se basaba esta metáfora. . 
Ñ Grodzihs sono que era un error ver al gobierno de los Estados ha 
como un pastel de tres capas. “Una imagen mucho más precisa”, dijo, “es . 
arco iris del pastel de mármol, caracterizado por una inseparable mezc] la 
de ingredientes de distintos colores, los cuales aparecen en pon Pelea 
cales y diagonales, y en remolinos inesperados [sic]”.** Grodzins ilustró a - 
cazmente su idea con un funcionario de salud rural de condado, llamado 
“sanitario” [sanitarian]. 


e . Bromage, “Federal-State-Local Relations”, American Political Science Review 37 
te de he E Para un tratamiento ligeramente anterior y más extenso de e aa 
esfuerzos intergubernamentales en tiempos de guerra, véase Frank Bane, A Es 
mentia Wartime”, en Public Administration Review 2 (primavera de 1942), E E e PE 

X= Joseph E. McLean, “Politics Is What You Make Ht' (folleto) Ep A 'ubl Eo 
Committee, 1952), p. 5; Morton odas “The ana acer: Sab ll O Conos 
Report of the President's Commission on National Goals an: pit denia 

i Commission (Englewood Cliffs, N. J., Prentice-Hall, pub licado por la 
cando DE Colts me 1960), pp. 265-282. Ésta y otras citas de esta fuente se re- 
producen con la debida autorización. 

Y Ibid, p. 265. 
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El sanitario es nombrado por el estado de acuerdo con normas de mérito estableci- 
das por el gobierno federal. Su salario básico procede conjuntamente de fondos es- 
tatales y federales; el'condado le da una oficina con sus respectivas comodidades y 
paga una parte de sus gastos, y la ciudad más grande del condado también con- 
tribuye a su salario y a su oficina en virtud de su nombramiento como inspector de 
" plomería de la ciudad. Es imposible saber de un momento'a otro para qué gobierno 
trabaja el sanitario. Efectúa su trabajo de inspeccionar la pureza de los alimentos 
bajo normas federales, pero está aplicando leyes estatales cuando inspecciona 
productos no procedentes del comercio interestatal; y un tanto perversamente, 
también actúa con la autoridad estatal cuando inspecciona la leche que llega al 
condado desde zonas productivas allende las fronteras del estado.-Es un funcio- 
nario federal cuando confisca medicinas adulteradas enviadas desde un estado 
vecino; un funcionario estatal-federal cuando distribuye vacunas contra la tifoi- 
dea; un funcionario estatal cuando aplica normas de higiene industrial; un fun- 
cionario local-estatal cuando inspecciona el abastecimiento de agua de la ciudad; 
y (para cerrar el ciclo) un funcionario local cuando insiste en que los carniceros de 
la ciudad adopten métodos más higiénicos en el manejo de desperdicios. Pero no 
Puede pensar —ni lo hace—- que está actuando en estas calidades distintas. Con- 
sidera suyos todos los problemas del condado que conciernen a la salud pública y 
la sanidad. Pagado en gran parte con fondos federales, no le parece raro asistir a 
reuniones del concejo de la ciudad para dar su opinión de experto en cuestiones 
que van desde manzanas podridas hasta control de la rabia. E incluso es miern- 
bro suplente de las fuerzas policiacas de la ciudad y del condado.'* 


A partir de este ejemplo y de muchos otros, Grodzins llega a la conclu- 
sión de que el sistema de gobierno de los Estados Unidos era de funciones 
compartidas en el que “es difícil encontrar alguna actividad gubernamen- 
tal que no implique a los tres llamados 'niveles' del sistema federal”.15 El 
reforzamiento de estas funciones compartidas era un estado de ánimo y 
una pauta de comportamiento implícita (y a veces explícita) entre los par- 
ticipantes: colaboración, cooperación y apoyo mutuo. 


LA FASE CONCENTRADA: AÑOS CUARENTA-AÑOS SESENTA 


Durante los años de Truman, Eisenhower y Kennedy, las RIG se volvieron 
cada vez más específicas, funcionales y muy enfocadas; en suma, concen- 
tradas. De 1946 a 1961 se establecieron 21 importantes nuevos programas 
basados en transferencias. de ayuda asistencial, casi duplicando el total 
aplicado durante la época de la Depresión. Con este uso extendido de pro- 
gramas de transferencias específicas se dio una mayor atención a las nor- 
mas del servicio público. Reglas y regulaciones administrativas, y no estatu- 
tos, empezaron a gobernar las normas de concesión, de reportar informes, 
de requisitos de ejecución y similares. 

“ Ibid. 

* Ibid., p. 266. 
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Como guía de este creciente énfasis programático y funcional surgieron 
cuerpos de profesionales en cada uno de los campos especializados de trans- 
ferencias; por ejemplo, construcción de aeropuertos, hospitales y cartete- 
ras; reconstrucción de barrios bajos y renovación urbana; planeación urbana; 
tratamiento de desechos; construcción de bibliotecas. A finales de los años 
cincuenta, la educación fue considerada tan importante como la defensa, 
en respuesta a importantes avances soviéticos en los campos científico, téc- 
nico y aeroespacial (Sputnik). La difusión del profesionalismo intensificó 
el énfasis en las normas del servicio público, al cubrir a este campo con 
una capa de objetividad y de neutralidad, Como lo ha dicho Herbert Kauf- 
man, el surgimiento de la objetividad y la neutralidad, o de la “competen- 
cia neutral” en la administración pública, como él la llama, actuaba en 
contra del continuado control de las políticas por un poderoso jefe ejecuti- 
vo.'* Además, Frederick Mosher coloca en los cincuenta el triunfo del “pro- 
fesionalismo” en el servicio público." NN ] 

¿Hacia qué problemas y necesidades estaban dirigidos estos REPASO 
programas de RIG y ese florecimiento de la participación profesional? Al pa- 
recer, dos eran sus principales blancos. Uno era un impulso a las obras de 
capital, construcciones públicas y desarrollo físico. Entre 1946 y 1960 los 
gastos de capital, estatales y locales, se multiplicaron por 12, y los gastos de 
operación se aumentaron por un múltiplo de cuatro. Las transferencias 
federales para carreteras, hospitales, sistemas de alcantarillado y aeropuer- 
tos apuntalaron gran parte del esfuerzo estatal y local por satisfacer las ne- 
cesidades diferidas por los tiempos de guerra y también respondieron alas 
cambiantes configuraciones de la tecnología y la demografía, especialmen- 
te de la suburbanización. 

Una segunda fuerza que impulsó la acción intergubernamental de este 
periodo fue la percepción política de que el gobierno era capaz de respon- 
der a las necesidades de servicios específicas de la clase media. El efecto 
más considerable del New Deal acáso fuera dar a la clase media una aguda 
conciencia de las capacidades positivas y específicas de la acción guberna- 
mental. La acción política efectiva generada por esta conciencia surgió des- 
pués de la segunda Guerra Mundial, y fue reforzada por diversas situacio- 
nes. Uha de ellas fue, una vez más, la suburbanización. Los suburbios, la 
frontera urbana, parecían conservar, si no es que reforzar, el mito jefferso- 
niano del autogobierno de las “repúblicas-barrios”: el ideal de que cada 
pequeño lugar debía ser gobernado exclusivamente por sus moradores. 
Los suburbios necesitaban urgentemente servicios públicos: escuelas, dre- 


1% Herbert Kaufman, “Emerging Conflicts in the isa a a Administration”, en 
American Political Science Review 50 (diciembre de 1956), pp. 1057- e q ] 

"e nedericke Mosher, Democracy and the Public Service (Nueva York, Oxford University 
Press, 1968), en especial el capítulo 4, “The Professional State y EN 

a Sib! lts People and Their Politics (Nueva York, Houghton Mifflin, 
1958), 243 pp. 
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naje, caminos, ¿Y qué mejor forma de proveerlos que obtener ayuda exter- 
na mientras se conservaba la autoridad local de la toma de decisiones? 

Otra condición favorable fu'e que los mecanismos de RIG parecían con- 
servar un considerable control político local. A este respecto, las técnicas 
de las transferencias, las normas del servicio público, los proyectos de cons- 
trucción y similares se correspondían con las tradiciones locales de inicia- 
tiva y participación voluntaria. Además, las técnicas de RIG convenían a los 
valores de clase media de profesionalismo, objetividad y neutralidad. Pa- 
recía que se estaba atendiendo un programa de necesidades objetivas más 
que a la política. Como las reformas gubernamentales del cambio de siglo 
(por ejemplo, el plan de administración de concejos, las elecciones regio- 
nales), las RIG dieron la impresión de remover programas del lado sórdido 
de la política electorera. 

Estos importantes valores políticos coincidieron con un relevante cam- 
bio estructural en el nivel nacional: la reorganización legislativa del Con- 
greso, en 1946. Para las RIG, el resultado más importante de este hecho fue 
la creación de comités permanentes con énfasis en programas explícitos. 
Estos modelos de comités del Congreso pronto se convirtieron los canales 
para tener acceso e influir sobre la concesión de programas de transferen- 

cias específicas. 

Como el flujo de influencias se combinó con el flujo concentrado o enfo- 
cado de fondos en el periodo de 1946-1961, el gobierno nacional se había 
convertido en un depósito establecido de recursos fiscales al que rápida- 
mente se le conectó un número creciente de grifos. Los mejor enterados 
(los profesionales de los programas) eran los que mejór podían hacer fluir 
los fondos, con sólo abrir las numerosas espitas. Aunque durante este perio- 
do imperó la cooperación, ocurrió en formas concentradas y selectiva- 
mente canalizadas. 

La. fase de “los grifos” de las RIG aparece como diagrama en la gráfi- 
ca 11.1. Las líneas que conectan los sectores de gasto estatal-nacionales y 
local-estatales muestran el flujo de fondos intergubernamentales para 1950. 
Durante esta fase de las RIG se confirmaron y solidificaron la interconexión 
y la interdependencia de las relaciones nacionales, estatales y locales. Los 
nexos entre funcionarios nacionales, estatales y locales, especialmente a ni- 
vel administrativo llevaban ya mucho tiempo presentes; ésta es simplemen- 
te una manera de recordar que los rasgos confirmados de una fase tienen 
antecedentes en una o más fases anteriores, 

Sin embargo, lo que resulta un tanto sorprendente es ver cuánto se habían 
solidificado las conexiones programáticas y funcionales a fines de los años 
cincuenta. Los beneficios conferidos, los intereses satisfechos y el apoyo 
Político dado por administradores, así como por legisladores, se combinó 

para producir poderosas alianzas políticas en torno de los programas de 
transferencias específicas. La solidificación y la fuerza de los intereses aso- 
ciados a estos programas no pasó inadvertida en otra parte. Ya en 1955 al- 
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GRÁFICA 10.1. Gasto público por tipo y por nivel de gobierno y el flujo intergu- 
bernamental de fondos (miles de millones de dólares): año fiscal de 1950 


GOBIERNO Gastos totales (todo el gobierno): 70.3 
e (excluye 
NACIONAL (40,4) transferencias 
duplicadas) 
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gunos funcionarios locales, especialmente alcaldes, lamentaban el creci- 
miento de unas “autocracias funcionales verticales” compuestas por profe- 
sionales de programas en los niveles nacional, estatal y local.'? Fracasaron 
los ataques contra la concentración de las fuerzas favorables a los progra- 
mas de transferencias específicas, e incluso los esfuerzos para hacerles fren- 
te. Consideremos un ejemplo importante, ; 

El 24 de junio de 1957, en Williamsburg, Virginia, el presidente Dwight 
Bisenhower se dirigió a los gobernadores reunidos en su conferencia anual. 
Lamentando el giro de las presiones, programas y financiamiento que en- 
tonces se ejercía sobre Washington, el presidente ofreció trabajar con los 
gobernadores en un esfuerzo: 


1. Por señalar funciones que los estados estuviesen dispuestos y anuen- 
tes a asumir y financiar y que en ese momento fueran desempeñadas o 
financiadas en todo o en parte por el gobierno federal. 

2. Por recomendar los ajustes requeridos a los ingresos federales y esta- 
tales para permitir a los estados asumir tales funciones. 


15 An Advisory Committee Report on Local Government, presentado a la Comisión sobre Re- 
laciones Intergubernamentales (Washington, D. C., Government Printing Office, 1955), p. 7. 
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3. Por identificar las funciones y responsabilidades que probablemente 
requirieran atención estatal o federal en el futuro, y a recomendar el ni- 
vel del esfuerzo estatal, ovesfuerzo federal, o de ambos, que se necesi- 
taran para asegurar'uña acción efectiva, 


De esta invitación surgió el llamado Comité de Acción Conjunta Estatal-Fe- 
deral, compuesto por seis gobernadores y seis funcionarios nacionales del 
poder ejecutivo (como el secretario del Tesoro). El Comité Conjunto traba- 
jó durante dos años y medio para devolver algunos programas de transferen- 
cias y algunos ingresos a los estados.* La estrategia fue un fracaso rotun- 
do. Entre los primeros de los muchos obstáculos estuvieron los intereses 
soldados (concentrados) en torno de dos de los programas de transferen- 
cias específicas propuestos para “ser devueltos” a los estados: la educación 
vocacional y la construcción de instalaciones de tratamiento de desechos. 

Los intereses que se oponían a esa devolución fiscal a los estados eran de 
los miembros de los comités congresionales que autorizaban los progra- 
mas; personal de la agencia federal; profesionales estatales y locales de 
educación vocacional y de ingeniería sanitaria; intereses agrícolas (hacia 
donde se dirigía gran parte del apoyo de educación vocacional); muchos 
alcaldes y algunos gobernadores. Además de esta oposición organizada 
hubo una falla básica político-fiscal en la estrategia de “devolución a los es- 
tados”. Para compensar a los estados por hacerse cargo de estos programas, 
el gobierno de Eisenhower estaba dispuesto a recomendar la aprobación 
de un crédito fiscal de 4% sobre el servicio de teléfono local; ese dinero 
quedaría directamente a disposición de los estadós, como ingreso fiscal. El 
crédito habría devengado 148 millones de dólares de nuevos ingresos a los 
estados, y una pérdida igual para la Tesorería de los Estados Unidos. 

Esto parecía un “buen trato” para los estados, ya que los dos programas 
de transferencias propuestos para devolución totalizaban sólo 84.5 millo- 
nes de dólares en ingresos. Pero los estados, como los intereses asociados a 
los programas, no iban a aceptarlo. Las razones de ello son complicadas y 
requieren una extensa explicación, pero su sustancia podrá deducirse de un 
análisis de los siguientes ejemplos de dineros ganados y perdidos por las 
propuestas conjuntas en estados específicos.?? 


* “Address to the 1957 Governors' Conference, Williamsburg, Virginia”, en Public Papers of 
the Presidents—Dwight D. Eisenhower, 1957, pp. 494-495. B . 

* Final Report of the Joint Federal-State Action Committee to the President of the United States 
and to the Chairman of the Governors' Conf erence (Washington, D. C., Government Printing 
Office, 1960), 197 pp. Para análisis y evaluaciones de la obra del Comité de Acción Conjunta 
Estatal-Federal, véase Grodzins, “The Federal System”; James A. Maxwell, “Recent Devel- 
opments in Federal-State Financial Relations”, en National Tax Journal 13 (diciembre de 
1960), pp. 310-319; William B. Shore, “Developments in Public Administration: Intergovern- 
mental Relations—Satisfactions and Problems”, en Public Administration Review 19 (invierno 
de 1959), pp. 65-69, 

* Intergovernmental Relations Subcommittee of the House Committee on Government 
Operations, Federal-State-Local Relations: Joint Federal-Siate Action Committee, Hearings, 85 
Congreso, 2* sesión, 18 de febrero de 1958, p. 26. 
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Los diez estados con menores ingresos no recibirían fondos suficientes 
del crédito fiscal para cubrir la pérdida de fondos de transferencias, y Va- 
rios de los estados ricos recibirían un ingreso fiscal que era el triple o el 
cuádruple de las cantidades obtenidas en ayuda federal (véase tabla). Un 
total de 20 estados se habría encontrado en desventaja financiera por este 


plan de transferencias. 


Transferencias federales 
para educación vocacional 
Rendimiento de 4% y tratamiento de 


del crédito fiscal telefónico desechos, 1956 
(millones de dólares) 


Estados 
seleccionados 





Nueva York 22.5 5.1 
Dlinois 11.1 3,4 
Massachusetts 5.5 1.2 
California 16.3 3.9 
Mississippi 8 2.1 
Carolina del Sur 9 1.7 
Kentucky 1.6 2.1 
Dakota del Norte 3 1.0 


e 

En suma, los estados (o los gobernadores) no podían aliarse para presen- 
tar un frente unido, lejos de ello, al tratar con funcionarios nacionales, el 
presidente y el Congreso. Además, algunos miembros del Congreso prove- 
nientes de los estados que saldrían perdiendo en el intercambio ocupaban 
puestos influyentes en comités congresionales clave. 

El ataque un tanto oblicuo de Eisenhower al carácter enfocado, funcional 
y concentrado de las transferencias específicas salió bastante mal parado, 
aunque el Comité Conjunto de Acción Estatal-Federal fuera útil en otros 
aspectos. Por lo menos, mantuvo una notable atención del gobierno hacia 
las RIG durante los años transcurridos entre el fin de la Comisión Kestn- 
baum sobre Relaciones Intergubernamentales en 1955 y la creación de la 
permanente Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales 
(CCRIACIR) en 1959. . 

¿Cómo evaluó un gobernador (quien, de paso, se opuso a la propuesta 
del Comité de Acción Conjunta de conectar canales existentes de fondos) el 
estado general de los programas de transferencias? ¿Cuál podía ser la vi- 
sión de un gobernador que deseaba mejorar su control del caudal de fondos 
o enfocarlos en direcciones ligeramente distintas? Hablando ent la época de 
las propuestas del Comité Conjunto de Acción Federal-Estatal, en 1958, el 
gobernador de Minnesota, Orville Freeman, observó: 


Algunos de los peores rasgos del control burocrático se manifiestan en los pro- 
gramas de ayuda federal, Algunas formas administrativas son tan complejas que 
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Grárica 1.2. Gastos públicos por tipo y por nivel de gobierno y el flujo de fon- 
dos intergubernamentales (miles de millones de dólares): año fiscal de 1960 


Gastos totales (todos los gobiernos): 151.3 
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* No incluye los intereses de la deuda nacional, de 7700 millones de 
dólares; de la deuda estatal, de 600 millones, ni de la deuda local, de 1100 , 


millones de dólares, 


El término creativo se aplica a este periodo en parte porque Johnson em- 
pleó el lema “Federalismo creativo”, y en parte por las muchas iniciativas 
nuevas en materia de RIG. Sobresalieron tres mecanismos de RIG: 1) la pro- 
gramación; 2) las transferencias para proyectos especiales [project grants], 
y 3) la participación ciudadana, La primera se refiere a requisitos legisla- 
tivos y administrativos nacionales de que los planes generales, locales —de 
área o de estado— fuesen presentados y aprobados antes de recibir los fon- 
dos de transferencias. Las transferencias para proyectos especiales, que en un 
tiempo (1981) sumaron más de 400, son autorizaciones para las cuales de- 
ben presentarse propuestas individuales, en forma de proyectos. Estas trans- 
ferencias no sólo incluyen propuestas o solicitudes extensas y a menudo 
elaboradas, sino que también ponen mucho mayor poder discrecional en 
manos de los administradores de lás transferencias que las transferencias 
preestablecidas [formula grants], en las que las fórmulas estatutarias O ad- 
ministrativas determinan los derechos de quienes van a recibirlas. 

La participación pública o ciudadana alcanzó una nueva e intensificada di- 
mensión mediante la frase “máxima participación factible”, que fue inser- 
tada en una legislación tendente a aumentar las oportunidades económicas 
de las minorías y de las personas en desventaja económica. La participa- 


Chapters Submitted for the Consideration of the Commission (Englewood Cliffs, N. J., Prentice- 
Hall, publicado para la Asamblea Americana de la Universidad de Columbia, 1960), 372 pp- 
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Las políticas enfocadas a los problemas urbanos y a las personas me- 
nesterosas reflejaron las opiniones sostenidas por actores importantes, El 
discurso presidencial en que por primera vez se mencionó al Fi ederalismo 
creativo también contenía una frase que alcanzó gran popularidad: la Gran 
Sociedad. Ya hemos observado el carácter centralizador y unitario del tér- 
mino. Se desconoce en qué medida el consenso político de Johnson se de- 
bió a la popularidad de los esfuerzos de “metas nacionales” de finales de 
los años cincuenta y principios de los sesenta.” Sin embargo, fue muy cla- 
ro un énfasis unitario y la perspectiva del presidente sobre la necesidad de 
centralizar la definición de objetivos hizo que los sPpP fuesen un resultado 
natural de la idea de que el sistema gubernamental era uno y unitario. 

Acompañando estas perspectivas nacionales y unitarias estuvieron las 
actitudes y las acciones de los participantes en las RIG, colocados bajo la 
lluvia de dólares federales. Con la expansión del tamaño (en dólares) y del nú- 
mero de las transferencias, pronto creció y se expandió la habilidad para 
conseguir transferencias federales [grantsmanship] que echó raíces especial- 
mente profundas en torno de los programas contra la pobreza y los de trans- 
ferencias para proyectos específicos, Participar en el “juego” de las transfe- 
rencias federales se volvió una actividad conocida, pero que quitaba mucho 
tiempo a los alcaldes, administradores de ciudades, administradores de con- 
dados, funcionarios escolares, gobernadores y, desde luego, a los profe- 
sionales de los programas. 

Varios ejemplos recalcan el juego de grantsmanship practicado por fun- 
cionarios locales. El condado de Catawba, en el centro de Carolina del 
Norte, con una población de cerca de 80000 habitantes, contrató a un bu- 
fete consultor privado como “cabilderos de transferencias para ayudarle a 
obtener dinero federal y administrar el correspondiente papeleo”. El con- 
dado aceptó pagar 8000 dólares anuales a la empresa por ayudarle a des- 
cubrir, obtener y administrar transferencias federales, 

Edward Zorinsky fue elegido alcalde de Omaha, Nebraska, en 1973. Pron- 
to descubrió que los esfuerzos de la ciudad por adquirir transferencias, a 
finales de los años sesenta, creaban el compromiso de corresponder al di- 
nero federal con “servicios en especie”; es decir, parte de todos los salarios, 
espacio, suministros, etc., que la ciudad ya estaba aportando. En su prime- 
ra reunión de gabinete con jefes de departamentos, Zorinsky pidió a cada 
administrador determinar qué porcentaje de tiempo por persona y por 
departamento se estaban utilizando como “servicios en especie” para equi- 
parar las transferencias federales. El alcalde explicó su acción con esta pre- 


* Para una revisión de cinco trabajos importantes durante 1960-1961 enfocados hacia los 
propósitos, objetivos y políticas nacionales, véase William L. C. Wheaton, “Made in U.S.A.: 
Goals for America”, en Journal of the American Institute of Planners 27 (agosto de 1961), pp. 
221-224. 

* “Hiring a Consultant Is the Latest Fad”, editorial en Chapel Bill Newspaper, 23 de febrero 
de 1970. 
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millones. Los programas de transferencias para localidades, especialmente a 
ciudades, eran como una centena de flores listas para ser cortadas, 


LA FASE COMPETITIVA: AÑOS SESENTA-AÑOS SETENTA 


La proliferación de transferencias, el choque entre profesionales y clientes 
dispuestos a la participación, la brecha entre la promesa y el cumplimiento, y 
lo intratable de los problemas urbanos internos y de los internacionales con- 
tribuyeron a causar un malestar a finales de los años sesenta, y las RIG entra- 
ron en una nueva fase. Afloraron cuestiones centrales de las políticas cuando 
las consecuencias administrativas de los torbellinos de las políticas ejecutiva 
y legislativa de mediados de los años sesenta ocuparon el centro de la aten- 
ción general a finales de los sesenta y en los setenta. Cuestiones relacionadas 
con la conducta burocrática, la competencia administrativa y la implemen- 
tación pasaron a primer plano. Un talismán buscado con ahínco era la co- 
ordinación entre y dentro de los programas, y entre niveles. Otros factores di- 
rectamente asociados con los anteriores eran la ejecución de los programas, 
la prestación efectiva de los servicios y el acceso de los ciudadanos. En se- 
mejante clima político, los candidatos a ocupar cargos, desde la presidencia 
hacia abajo, enfocaron la atención en el desempeño administrativo, o la falta 
de él, y en estructuras y relaciones organizativas que, o bien obstaculizaban, 
o bien favorecían la prestación de bienes y servicios públicos. : 

Se dio un brusco viraje diferente respecto a mecanismos apropiados de RIG. 
Aumentó la presión para alterar y aun invertir antiguas tendencias en las 
transferencias, Se propuso que muchos programas de transferencias que- 
daran consolidados bajo el rubro de transferencias generales y sistema “es- 
pecial” de participaciones. El Sistema General de Participaciones fue pro- 
puesto y popularizado, y finalmente puesto en vigor por.el presidente 
republicano Nixon. Éste la planteó como un medio para aumentar la efec- 
tividad de los programas y para fortalecer a los gobiernos estatales y lo- 
cales, especialmente a los funcionarios electos en sus eternas luchas con la 
burocracia nacional. Con un decidido apoyo de alcaldes y gobernadores, el 
Sistema General de Participaciones logró pasar a través de un Congreso 
dividido. El mismo presidente, en 1973, intentó decididamente contener o 
revocar el flujo de fondos de transferencias mediante el uso extensivo de 
embargos. En el escenario administrativo nacional se dieron pasos hacia 
una regionalización y reorganización. 

Otros muchos acontecimientos de finales de los años sesenta y comien- 
zos de los setenta subrayaron la competición presente en el sistema, y tam- 
bién marcaron los esfuerzos por reducirla. Acaso las acciones e iniciativas 
más notables ocurrieron en el nivel nacional, pero también hubo numero- 
sos cambios de políticas, potencialmente significativos en los niveles esta- 
tal y local. Las tendencias que indujeron la competición y las que paliaron 








A 
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las tendencias competitivas son demasiado numerosas para poder mencio- 
narlas. Tres pautas de políticas ilustran la tirantez en la promoción de des- 
arrollos: 1) programas de'oportunidad económica, y sus principales meca- 
nismos de aplicación: las dependencias de acción comunitaria; 2) la “fuga 
blanca” y la polarización de las ciudades centrales y los suburbios, espe- 
cialmente a lo largo de fronteras raciales; y 3) la consolidación de unos cuan- 
tos programas de transferencias y las reducciones de fondos en otros —al- 
gunos mediante su embargo— por el gobierno de Nixon en 1973 y 1974.% 

Puede mencionarse varias tendencias compensatorias dirigidas a la reduc- 
ción de tensiones. A nivel local, estimulados y apoyados por la acción nacio- 
nal, surgieron consejos de gobierno en gran número. Uno de sus princi- 
pales objetivos era fomentar la coordinación metropolitana y regional, 
especialmente por medio del proceso de revisión y comentario de las trans- 
ferencias (de acuerdo con la circular OMB A-95). A nivel estatal se hicieron 
esfuerzos hercúleos: 1) por ampliar los servicios estatales; 2) por incrementar 
significativamente la ayuda estatal a los gobiernos locales (véase gráfica 
11.3), y 3) por cumplir con el aumento de las aportaciones estatales corres- 
pondientes a la expansión de las transferencias federales. A nivel nacional, 
el objetivo de reducir tensiones se reflejó en acciones como nuevas iniciati- 
vas de convenios interestatales, la Ley de Asociación para la Salud (P. L. 
89-749), la Ley de Cooperación Intergubernamental de 1988 (P. L. 90-577) 
y la Ley de Personal Intergubernamental de 1970 (P. L. 91-648). 

Los acontecimientos antes mencionados reflejaron perspectivas contras- 
tantes que anteriores y nuevos participantes introdujeron en las RIG. Por 
ejemplo, el senador Edmund Muskie declaró en 1966: “A menudo el pano- 
rama es, entonces, de excesiva tensión y conflicto y no de coordinación y 
cooperación a lo largo de la línea de administración: desde los más altos 
formuladores de políticas y administradores federales, hasta los adminis- 
tradores profesionales locales y estatales y los funcionarios electos”.* Simi- 
lares opiniones acerca de desacuerdos, tensiones y rivalidades injustifica- 
dos entre funcionarios hicieron llamar “competitiva” a esta fase de las RIG. 

Y sin embargo, la competición difirió en grado, énfasis y configuración 
del conflicto interniveles de la antigua fase del “pastel en capas”. Fue más 
modulada y reflejó las lecciones aprendidas en los periodos intermedios de 
cooperación, concentración y creatividad. Por ejemplo, durante la fase corn- 
petitiva, la mayoría de los funcionarios parecía razonablemente realista 
acerca de las interdependencias dentro del sistema y de la incapacidad de 
hacer retroceder el reloj en las RIG. Los tres estatutos federales antes cita- 
dos reflejaron una manera razonada y factible de abordar las RIG. 


* Para un análisis de las controversias políticas, jurídicas y de políticas asociadas al embar- 
go presidencial de fondos, incluyendo los programas de ayuda federal, durante el gobierno de 
Nixon, véase Louis Fisher, Presidential Spending Power (Princeton, Princeton University 
Press, 1975), especialmente los capítulos 7 y 8. 

» Congressional Record, 89 Congreso, 2* sesión, 1966, p. 6834. 
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Federalismo cercado: la fragmentación sobre la coordinación 


La naturaleza de la tensión en la fase competitiva de las RIG queda indica- 
da, en parte, por las observaciones de Muskie acerca de conflictos entre ad- 
ministradores profesionales de programas y funcionarios electos, estatales 
y locales. Esta tensión entre los “generalizadores” de las políticas, sean elec- 
tos o noinbrados, y los especialistas profesionales y de programa, produjo 
gran fricción en las IG. Esta división de opiniones es una razón más para 
describir como competitiva esta fase de las RIG, La gráfica 11.4 muestra las 
fracturas y la rivalidad que caracterizaron esta fase, sugiriendo así lo 
apropiado de la metáfora de la “cerca” mencionada en el libro del ex gober- 
nador Terry Santord, Storm over the States. Los siete grupos de interés 
público, a menudo llamados “pic” [public interest groups] o los Siete Gran- 
des, se apartaron de los especialistas funcionales. Debido a los intereses co- 
munes que tenían los Siete Grandes en el sistema de participaciones, en con- 
solidar transferencias y en propuestas similares, reafirmaron la doctrina de 


GRÁFICA 111.4. Federalismo cercado: representación esquemática 
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** Terry Sanford, Storm over the States (Nueva York, McGraw-Hill, 1967), p. 80. 
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la jefatura del ejecutivo y desafiaron la doctrina de la competencia neutral, 
que sostenían los profesionales de programa.” 

Un segundo tipo de competición también puede percibirse en la gráfica 
I1L4: la competición entre las diversas áreas de programas funcionalés. Cada 
“estaca” representa una alianza entre especialistas o profesionales de progra- 
ma de ideas similares, cualquiera que sea el nivel de gobierno al que sirven. 

Estas lealtades entre diferentes niveles fueron pronto criticadas e identi- 
ficadas por los funcionarios electos como “autocracias funcionales vertica- 
les”. Otros epítetos aplicados a esos modelos son burocracias balcanizadas, 
federalismos feudales y baronías burocráticas, Estos términos subrayan a 
la vez el grado de autonomía de los especialistas ante todo control político 
por los generalizadores de la política y también la separación e indepen- 
dencia de cada programa frente a los demás la competición entre progra- 
mas, entre profesionales y entre dependencias. Esta competición lateral y 
la escisión de especialistas-generalizadores, se compaginaron para validar 
el modelo de la “cerca” para describir esta fase de las RIG, 

Ambas tensiones competitivas fueron expresadas por funcionarios loca- 
les. Uno de estos funcionarios, el director de un programa local de ciudades 
modelo, afirmó a finales de los años sesenta: “Nuestra ciudad es un campo 
de batalla entre dependencias del gabinete federal”.* Similares sentimien- 
tos expresaron alcaldes y administradores de ciudades, cuyos limitados po- 
deres de control y coordinación sobre los programas de ayuda federal les 
hicieron sentirse como observadores del proceso gubernamental en sus 
propias ciudades, El comentario de un alcalde, citado antes, merece repe- 
tirse en esta coyuntura: “Me siento como si fuera el presidente del United 
Fund, suplicando a posibles donadores”. 

Deben señalarse varios puntos acerca de las relaciones de “cerca” para 
aclarar el alcance y los límites de la representación esquemática, y también 
para ahondar en el carácter de la fase competitiva de las IG." En primer 
lugar, desde luego, el diagrama constituye una gran simplificación, por va- 
rias razones. Las estacas o cercas de la gráfica 111.4 son categorías extensas, 
y no programas de transferencias específicos y discrecionales. Para repre- 
sentar mejor la realidad tendría que haber unas 500 estacas —una para 
cada programa de transferencias en 1965— y, además, otras 500 por pro- 


* El análisis más completo de la acción política por grupos de interés público es el de Do- 
nald H. Haider, When Governments Come to Washington: Governors, Mayors, and Intergovern- 
mental Lobbying (Nueva York, Free Press, 1974), 336 pp. Véase también Samuel H, Beer, “The 
Adoption of General Revenue Sharing: A Case Study in Public Sector Politics”, en Public Po- 
licy 24 (primavera de 1976), pp. 127-195; Rochelle L. Stanfield, “The PIS: Out of the Sty and 
into Lobbying with wtyle”, en National Journal (14 de agosto de 1976), pp. 1134-1139. 

* Sundquist, con Davis, Making Federalism Work, p. 7. ña 

* Para dos exploraciones empíricas del federalismo cercado, véase George E. Hale y Marian 
Lief Palley, “Federal Grants to the States: Who Governs?”, en Administration and Society 11 
(mayo de 1979), pp. 3-26; Alfred R. Light, “Intergovernmental Relations and Program In- 
novation: The Institutionalized Perspectives of State Administrators” (tesis para el doctorado, 
Universidad de Carolina del Norte en Chapel Hill), 1976, 278 pp. 
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gramas no monetarios de asistencia técnica. Algunas de éstas podrían fu- 
sionarse o sin duda se fusionarían con las estacas que representan progra- 
mas de transferencias relacionados o directamente superpuestos. ' ñ 

En segundo lugar, de las posiciones verticales de las estacas, con funcio- 
narios administrativos naciónales en la cumbre, no debe inferirse que la je- 
rarquía caracteriza automáticamente estas relaciones de autoridad de las RIG. 
Los administradores nacionales de programas de transferencias rara vez con- 
trolan u “ordenan” a sus equivalentes estatales, de ideas similares para tomar 
o no tomar una decisión específica. La secuencia más probable consiste en 
debatir, discutir, deliberar y decidir un curso de acción satisfactorio para los 
dictados profesionales y de especialidad del programa. Si la acción o la de- 
cisión coincide con los intereses o con las necesidades de una localidad o un 
estado en particular, o del gobierno nacional, es cosa que puede ser fortuita. 
Dicho de otro modo, estas estacas son alianzas programáticas, gremios profe- 
sionales o fraternidades intergubernamentales que esencialmente reclaman la 
lealtad del administrador. Desde luego, esto no significa que éste no tenga 
ninguna lealtad para con un nivel o con una unidad de gobierno. 

En tercer lugar, el esquema del cercado no implica que prevalezca un total 
acuerdo o ideas uniformes entre las estacas, es decir, entre los profesionales 
que sirven a diferentes unidades dentro de una misma fraternidad inter 
gubernamental. Como los miembros de una misma fraternidad universitaria, 
estos profesionales están destinados a mostrar diferencias. Pero estas diver- 
gencias son de distinto orden y sobre diferentes cuestiones de aquéllas por las 
que batallan con sus dos principales adversarios: 1) los ejecutivos electos y 
nombrados, o los administrativos generalizadores, y 2) los profesionales que 
dirigen otros programas de transferencias, es decir, otras fraternidades inter- 
gubernamentales. Dicho de otro modo, los miembros de estas comunidades 
de programas de RIG tienen una concepción bastante clara de su cancha o, 
según el término de Anthony Downs, “espacio de políticas”.* Como el “profe- 
sor” Harold Hill en The Music Man, ellos “conocen el territorio” y a menudo 
se muestran celosos guardianes de sus respectivos dominios. 

En cuarto lugar, ni siquiera la limpieza, el orden y la coherencia compara- 
tiva que sugiere el esquema del cercado coincide con la realidad de las RIG. 
Como ha observado un conjunto de autores, “los nexos verticales en el sis- 
tema federal, así, son complejos y desordenados, en lugar de claros y direc- 
tos”. En el concepto del cercado está implícito un sentido del propósito 
del programa, de una o más estrategias para coordinación y un centro de 
responsabilidad [accountability], aun si este último no se encuentra en un 
nivel de gobierno o entre funcionarios electos. . . 

Pero el propósito, la coordinación y la responsabilidad /accountability] 
no son evidentes, en forma regular o inherente a las RIG, si hemos de creer 


* Anthony Downs, Inside Bureaucracy (Boston, Little, Brown, 1967), en especial el capítulo 
17, "Bureau Territoriality”. % 
* Hale y Palley, “Federal Grants to the States”, p. 22. 
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a muchos observadores cercanos y contemporáneos. Una sagaz analista, 
Catherine Lovell, describió el más probable estado de cosas en este aspecto: 


En la arena intergubernamental, donde no hay una estructura dominarite y don- 
de se toman y se aplican decisiones interorganizacionalmente por entidades que 
tienen una buena dosis de poder independiente; a menudo hay qué lograr coordi- 
nación por medio de ajustes partidistas mutuos en los que ningún cerebro o jefe 
central ejerza alguna responsabilidad coordinante. Este tipo de coordinación se 
efectúa por medio de toda una variedad de negociaciones, compartición de infor- 
mación y otras relaciones vinculadas, en que no todos los programas se ajustan a 
cada uno de los demás y, sin embargo, ello redunda en decisiones inteligente- 
mente relacionadas. En el marco intergubernamental, los actores jurisdicciona- 
les independientes e interdependientes se relacionan entre sí sin reglas que les 
asignen una posición relativa respecto a todos los demás y sin un propósito 
común dominante.* ] 


En otra parte, Lovell se extendió sobre el tema de la coordinación de las 
RIG basada en esfuerzos locales por lograr la integración de programas bajo 
transferencias generales y las disposiciones de fondos de sGP/GRS promovi- 
das por la versión nixoniana del Nuevo Federalismo.“ A mediados de los 
setenta se estudiaron cuatro ciudades, con sus respectivos condados conur- 
bados, para evaluar la implementación y el impacto de los fondos provenien- 
tes de cinco programas de ayuda federal: SGP/GRS, TGDC,/CDBG, LGEC/CETA, 
LEAA y el título xx de las Enmiendas a la Ley de Seguridad Social de 1974 
(Transferencias Generales de Servicios Sociales), El problema central en 
las ocho jurisdicciones era cómo se coordinarían estos fondos “flexibles” 
con desembolsos procedentes de ayuda federal específica, programas de 
ayuda estatal, actividades de servicios voluntarios y las prioridades propias 
de la jurisdicción. 

Se identificaron tres tipos de coordinación, Una de ellas fue la orquesta- 
ción desde arriba. Ésta incluía una jefatura ejecutiva y de política generaliza- 
dora; por ejemplo, el alcalde o administrador de la ciudad. Lovell describió 
esto como coordinación desde la administración superior y desde funcio- 
narios electos; descubrió que la “orquestación desde arriba va en aumento, 
pero sigue siendo la estrategia coordinadora menos utilizada en las juris- 
dicciones estudiadas”.* ; 

Más frecuente fue una segunda estrategia de coordinación, articulada por 
especialistas funcionales. Aquí, los profesionales de programas a nivel lo- 
cal parecieron salvar la brecha, la división o la laguna entre su propia espe- 
cialidad y las del personal de otros programas. Respecto a esta estrategia 


** Catherine H. Lovell, “Where We Are in Intergovernmental Relations and Some of the Im- 
plications”, en Southern Review of Public Administration 2 (junio de 1979), pp. 13-14. Ésta y 
todas las demás citas de esta fuente se reproducen con la debida autorización. 

* Catherine H. Lovell, “Coordinating Grants from Below”, en Public Administration Review 
39 (Septiembre/octubre de 1979), pp. 432-439. 

% Ibid, p. 435. 
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se hicieron dos descubrimientos. Primero, una buena parte de la coordina- 
ción ocurría por medio de dichos canales informales, que además de facili- 
tar casi toda la articulación, iban volviéndose más importantes e institucio- 
nalizados. En segundo lugar, “Este tipo de articulación no ocurre en forma 
planeada sino, básicamente, por medio de comunicación, compartición de 
información e intercambio de ideas”.” 

El tercer método de coordinación fue llamado el engranaje de transferen- 
cias desde abajo. Era esencialmente el proceso de unir o integrar el apoyo 
financiero en el punto de prestación del servicio al cliente o al ciudadano, 
particularmente a nivel de vecindarios. Lovell descubrió que éste era el mé- 
todo de coordinación más frecuente, satisfactorio y eficaz, y que “este tipo 
de coordinación ha sido claramente favorecido por la figura de las trans- 
ferencias generales”.** 

Los descubrimientos de Lovell —-de que existía más que una nimia coor- 
dinación de las RiG— llegaron tras el clímax de la fase competitiva, Se perdie- 
ron en la imagen y en la percepción selectiva de una pauta caótica, no en- 
focada ni dirigida de actividades de las RIG. La imagen y la percepción 
persistieron durante toda la fase competitiva y más allá. Si al parecer las 
actividades gubernamentales carecían de propósito y de coordinación, no 
fue sorprendente que funcionarios públicos, especialmente los generaliza- 
dores políticos y administrativos, y los analistas académicos sintieran cier- 
ta preocupación acerca del desempeño y la eficacia de las capacidades ad- 
ministrativas y gubernativas de las RIG. Por tanto, no es de sorprender que 
los profesionales y los académicos acometieran varios esfuerzos de refor- 
mas y mejoras. Además de diagnosticar la dificultad, Lovell, por su parte, 
sugirió una estrategia general, así como mecanismos específicos para el 


cambio. 


Una vez aceptada la idea de que el propósito último de la coordinación en nues- 
tro sistema intergubernamental es armonizar y vincular programas y proyectos 
en el punto de impacto en las comunidades locales donde hay que aplicarlos, po- 
demos comprender los fracasos de los intentos por coordinar a nivel nacional y 
estar dispuestos a aceptar, para muchas circunstancias, los sistemas menos orde- 
nados pero más realistas de coordinación por ajustes mutuos en el punto de 
implementación. Estos sistemas, basados en las ideas de interdependencia, reci- 
procidad y contingencia, se realizan por medio de procesos como intercambios 
ad hoc, comités conjuntos, marcos comunes de planeación, acuerdos entre de- 
pendencias, procedimientos convenidos de consultas, roles diseñados de enlace, 
equipos especiales de diferentes clases y acuerdos negociados para conducir las 
operaciones cotidianas.” 


% Ibid. 
*% Ibid, p. 436. y 
1 Lovell, “Where We Are in Intergovernmental Relations”, p. 14, 











] 


SIETE FASES DE LAS RIG 161 


Tipos de políticas y perspectivas de los participantes 


Merecen mención otros aspectos del diagrama de las cercas. Parece razo- 
nable inferir, a partir de la gráfica, que los tres niveles participan en las 
funciones y los programas representados por las estacas y, por extensión, 
en los más de mil programas de asistencia técnica y de transferencias del 
Catálogo Federal de Ayuda Interna (CFAUFCDA). Creemos que el peso de la in- 
vestigación y las evidencias en las RIG apoyan la conclusión de “todos par- 
ticipan” planteada por Lovell: 


Muy pocas funciones desempeñadas por algún nivel de gobierno son desempe- 
ñadas sólo por ese. nivel. Casi todas las funciones son compartidas por todos los 
niveles de gobierno, y cada uno contribuye con alguna cuota o todos los niveles 
que participan en todos los segmentos, según la función. 


Es preciso hacer aquí dos advertencias. Primera, como no se ha estudiado 
Cada uno de los programas de transferencias y de asistencia, no podemos 
concluir con certidumbre que participan siempre funcionarios de todos los 
niveles.-Un proyecto interesante, tal vez para estudiantes especialmente 
interesados en este campo, consistiría en seleccionar un programa de CFAI 
y por medio de una investigación de campo enterarse de quién participó y 
quién no en la conducción del programa. Otro enfoque consistiría en selec- 
cionar una actividad específica y discrecional desempeñada por un góbier- 
no local, por ejemplo, las comunicaciones de la policía, la inspección de 
edificios o las bibliotecas escolares. La hipótesis sería que los gobiernos 
estatal y nacional, y sus respectivos funcionarios, están directa o indirecta- 
mente involucrados en la actividad que se está investigando. 

E El segundo comentario se debe a la última frase de Lovell, “según la fun- 
ción”. Otro rasgo simplificador de la metáfora del “cercado” es la implicación 
de que todas las estacas o comunidades de políticas de RIG son muy seme- 
jantes, si no es que idénticos. Desde luego, tal no es el caso. Existen varia- 
ciones importantes entre los programas y áreas de política, Los teóricos de 
la política social discutieron extensamente estas variaciones durante las 
décadas de los sesenta y setenta, en parte debido a tensiones y controver- 
sias políticas, sociales y económicas más generales ocurridas durante la 
fase competitiva de las RIG. , 

Un importante defensor de la importancia y diferenciación de las políti- 
cas fue Theodore Lowi.* Arguyó, con cierta justificación y con evidencias, 


* Ibid, pp. 8-9. 
* Theodore Lowi, “American Business, Public Policy, Case Studies, and Politi E 
e] . 5 » , tical Theory”, 
en World Politics 16 (1964), pp. 677-715; Theodore J. Lowi, “Decision Making vs. Policy MEE 
e e ria Technocracy”. en Public Administration Review 30 (mayofjunio 
l ), PP. ; Theodore J, Lowi, “Four Systems of Policy”, en Publi. ini i 
Review 32 Gulio/agosto de 1972), pp. 298-310, É A Tn 
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que el proceso político y las pautas de toma de decisiones varían a lo largo 


de diferentes áreas o funciones de las políticas. Lowi sugirió tres categorías * 


generales de tipos de políticas: 1) distributivas, 2) redistributivas y 3) regu- 
ladoras. Más adelante analizaremos estas categorías, porque forman la base 
de los capítulos de políticas del libro. De momento, el punto principal acer- 
ca de las variaciones a través de las funciones y las medidas políticas durante 
la fase competitiva ha sido inmejorablemente resumido por Paul Peterson, 
teórico que exploró estas categorías de las políticas, haciendo referencia 
específica a las RIG en un contexto urbano.* Comentó Peterson: “Las políti- 
cas públicas estructuran las relaciones políticas. Lo que hacen los gobier- 
nos afecta las pautas de formación de grupos, el modo en que se forman 
las coaliciones, los canales de acceso a quienes toman las decisiones, y la 
gama de las demandas comunicadas a los diseñadores de las políticas”,* 

En contraste con los teóricos, los profesionales se preocupaban menos por 
los “tipos” de políticas. Ponían más atención en la fragmentación de los pro- 
gramas de ayuda que parecían impedir la implementación efectiva de los 
programas. 

Un informe de 1975 de la Oficina de la Contaduría General (0cG/GAO), es 
significativo del incremento de las preocupaciones gubernamentales en 
torno a las dificultades de la ayuda federal a comienzos de los años setenta. 
Se basaba en investigaciones y evaluaciones de los programas de ayuda 
dirigidos por la ocm durante los cuatro o cinco años anteriores. Bajo el 
título Se necesitan cambios fundamentales en la ayuda federal en los gobier- 
nos estatales y locales,* el informe identificó tres “problemas fundamentales 
constantes” para proveer ayuda a los gobiernos estatales y locales: 1) las 
dificultades reales o potenciales, de los solicitantes para identificar la ayu- 
da federal disponible; 2) problemas en las solicitudes y la administración de 
la ayuda federal, y 3) obstáculos para satisfacer las necesidades de ciuda- 
danos y clientes con convenios de prestación de servicios fragmentados, in- 
flexibles y divididos en compartimientos. 

El informe ilustró, con programas de desarrollo de las comunidades, 
cómo la multiplicidad de programas estrechamente definidos para una 
función presentaban problemas desconcertantes a cualquier beneficiario 
potencial. 


Entre los 186 programas que pueden aportar fondos, enteramente o en parte, 
al desarrollo comunitario: 

* 47 son para planeación, investigación y entrenamiento; 

+ 23 son para operaciones de construcción y renovación; 


2 Paul E. Peterson, City Limits (Chicago, University of Chicago Press, 1981), 268 pp. 
$ Paul E. Peterson; “Redistributive Policies and Patterns of Citizen Participation in Local 
Politics in the USA”, en Decentralist Trends in Western Democracies, L. James Sharpe, comp. 
. (Beverly Hills, Calif., Sage Publications, 1979), p. 157. 
+ Contralor General, Fundamental Changes Are Needed in Federal Assistance to State and Lo- 
cal Governments, GGD-75-75 (Washington, D. C., General Accounting Office, 1975), 91 pp. 
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* 9 son para conservación histórica; 

+ 10 son para recreación; 

+ 35 son para los indios;y “> 

+ 29 son para el desarrollo rural. 

Es interesante que el vpu —del que comúnmente se considera que tiene una 
misión importante en el desarrollo comunitario— administra sólo 19 de los 186 
programas. La administración de los restantes está dispersa entre 20 dependen- 
cias federales.* 


El informe concluía que el actual (1975) sistema federal de prestación de 
ayuda: 


+ carece de un medio adecuado para difundir la información de transferencias 
de ayuda asistencial necesaria para los gobiernos estatales y locales; 

+ crea un alto grado de incertidumbre sobre los fondos, debido a autorizacio- 
nes y asignaciones retrasadas del Congreso y al embargo ejecutivo de los fon- 
dos asignados; 

+ fomenta variados y complejos procesos de solicitud y administración; y- 

+ es fragmentado, porque programas similares son administrados por diferen- 
tes agencias federales o componentes de dependencias, y con programas de- 
masiado restrictivos para satisfacer las necesidades estatales y locales. 


Estos problemas, individual y colectivamente, hacen que la planeación y la im- 
plementación de los proyectos estatales y locales se vean considerablemente obs- 
taculizadas.* 


El informe de la 0cú contenía diversas recomendaciones para hacer fren- 
te a las dificultades que su análisis había revelado, La recomendación más 
sobresaliente fue que se facultara al presidente para iniciar propuestas de 
consolidación de transferencias. El enfoque para este tipo de procedimien- 
tos de consolidación seguiría la pauta de las propuestas de reorganización 
del ejecutivo. Éste fue el llamado procedimiento de veto legislativo, por el 
cual el presidente proponía planes de reorganización (consolidación de 
transferencias) que tendrían efecto a menos que fuesen vetados (rechaza- 
dos) por el Congreso dentro de un plazo específico. 

El Congreso no ha otorgado ninguna facultad de consolidación, pese a 
las recomendaciones de la 0cG. (La Corte Suprema después declararía anti- 
constitucional el veto legislativo). Pero la documentación detallada de la 


- fragmentación de programas dentro de diversas áreas políticas por la 006, 


la CCRI, y otros, indicó la presencia de vastas pautas y presiones dentro del sis- 
tema de RrIG, Estas actividades minúsculas y hechos discrecionales tenían 
un significado más importante, descubierto en las opiniones o perspectivas 
de los actores de las RIG en la fase competitiva. Una cita del magistrado Oli- 


$ Ibid., p. 18. 
5 Ibid, p. 44. 


164 CONCEPTOS Y CONTEXTOS 


GRÁFICA 11.5. Perspectivas intergubernamentales: percepción de los fun- 
cionarios acerca del sistema federal 


Posición que ocupa el funcionario 
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Pirámide invertida Diamante Reloj de arena 

ver Wendell Holmes expresa una parte de este pensamiento: “Lo que yo 
aprendí en el aula y en el regimiento[...] fue ver las grandes fuerzas en ac- 
ción detrás de cada detalle”, 

Un aspecto de las “grandes fuerzas en acción” en la fase competitiva fue 
la Ley de las Perspectivas de la Participantes. La “ley” no es nueva, y tam- 
poco es una ley en sentido universal. Parte de esta sencilla pregunta: ¿Có- 
mo perciben los funcionarios nacionales, estatales y locales, las posiciones 
y perspectivas de otros participantes en los intercambios interguberna- 
mentales? Estas perspectivas están visualmente expresadas por las formas 
de la pirámide invertida, el diamante y el reloj de arena de la gráfica 11.5; 
cada una de ellas es una representación simplificada de las ideas de los 
demás actores en el sistema de kIG." Por ejemplo: los funcionarios nacio- 
nales juzgan sus propias opiniones sobre los problemas y las políticas 
como extensas, generales, circunspectas y de vasto alcance; consideran que 
los funcionarios de nivel estatal tienen perspectivas más limitadas y es- 
trechas que las suyas, y creen que los funcionarios locales tienen un con- 
junto de perspectivas sumamente limitado, particularista y hasta provin- 
ciano. Se ha sabido de funcionarios nacionales que han descrito a algunos 
funcionarios locales como “alcaldes de cero a la izquierda” y como “adminis- 
tradores de ciudades de poco fiar”. Una expresión menos extremista de este 


concepto provino de un funcionario de carrera federal de nivel medio de vpu,. 


quien, poco después del motín de Detroit de 1967, dijo al gobernador Rom- 
ney de Michigan y al alcalde Cavanaugh de Detroit, que los funcionarios 
nacionales sabían mejor cuáles eran las probables causas y curas del motín. 

Los funcionarios estatales ven las perspectivas de los participantes en for- 
ma de diamante, juzgando las suyas como vastas, poderosas y claramente 
apropiadas a los problemas a los que se enfrentan; es decir, se consideran 


” Este análisis sigue muy de cerca a Deil S. Wright, “Revenue Sharing and Structural Fea- 
tures of American Federalism”, en The Annals 419 (mayo de 1975), pp. 115-118. Para la más 
antigua formulación conocida de estas perspectivas o actitudes mentales, véase John Shan- 
non, “The Major Issues of Fiscal Federalism: Different Pictures in the Mind” (documento pre- 
sentado en la Henry George School of Social Science, Nueva York, 1* de diciembre de 1970). 
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en el medio, sentados a horcajadas en el sistema de rIG. A los funcionarios es- 
tatales les parece que las ideas de los funcionarios nacionales son estre- 
chas, limitadas e inaprtopiadáamente adaptadas a las especiales circunstan- 
cias y condiciones de los estados; les parece que las perspectivas de los 
funcionarios locales son limitadas, particularistas y demasiado estrechas. 

Vistas desde el nivel local, las perspectivas de RIG tienen la forma del re- 
loj de arena. Los funcionarios locales consideran que tienen perspectivas co- 
munes y compatibles, compartidas con los participantes nacionales, pero 
piensan que las perspectivas predominantes a nivel estatal son estrechas y 
limitantes. Esto coincide con la frecuentemente mencionada acusación 
de los funcionarios locales de que los estados son los “cuellos de botella” de 
todo el sistema de RIG, El carácter limitado de los estados como conductos, 
según los funcionarios locales, contribuye a explicar por qué los estados 
han sido cada vez más frecuentemente pasados por alto, por medio de con- 
tactos y Hujos de fondos directos local-nacionales, 

Hay una “ley” diferente, por la cual se pueden describir estos puntos de 
vista. Es la Ley de Miles, que dice: “Tu opinión depende de dónde estés 
sentado”.* En otras palabras, el puesto o el papel que desempeña un fun- 
cionario tiende a favorecer un punto de vista que es particular, si no exclu- 
sivo, de ese puesto. La Ley de Miles, que lleva el nombre de un muy estima- 
do administrador federal, parece muy aplicable a las perspectivas de RIG, 
así como a los papeles de otros funcionarios públicos. 

Sin embargo, debemos evitar todo empeño por achacar la presencia de 
la Ley de Miles a todos los que intervienen en RIG. Las caracterizaciones 
gráficas de las perspectivas de los funcionarios son indudablemente burdas 
y no reflejan las variaciones por tipos de funcionarios dentro de unidades o 
la gran diversidad que hay entre las unidades. No obstante, subrayan las 
visiones contrastantes que predominan entre funcionarios que ocupan dis- 
tintas posiciones, Igualmente importante es la forma en que muchos parti- 
cipantes de cada nivel, consideran que los demás tienen opiniones diferentes 
de las suyas. El efecto acumulativo de estas múltiples perspectivas con- 
trastantes es una pauta de división y de competición. Si colocamos las tres 
figuras geométricas una sobre otra, el resultado es un patrón dentado, que 
ejemplifica la rivalidad y el desacuerdo presentes en esta fase de las RIG. 
Estos temas, indicados en el cuadro 1.1 como percepciones de los partici- 
pantes, no sólo son representativos de la fase competitiva sino que sobre- 
viven poderosamente en la siguiente fase, la calculadora. 

Rufus Miles, “The Origin and Meaning of Miles' Law”, en Public Administration Review 38 
(septiembre/octubre de 1978), pp. 399-403. Un análisis empírico de las actitudes de jefes de 
dependencias estatales en las relaciones estatal-nacionales y estatal-locales confirmó que la 
Ley de Miles funcionaba en un contexto intergubernamental. Véase Carol Swain, “Miles' Law 
and State Administrators: The Importance of Intergovernmental Relations” (galardonado con 
el Premio Donald y Alice Stone de 1986 como el mejor documento de un estudiante graduado 
sobre relaciones intergubernamentales, por la Sección de Administración Intergubernamen- 


tal, American Society for Public Administration), en siam Intergovermmental News 9 (verano 
de 1986), p. 2. 
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La FASE CALCULADORA: AÑOS SETENTA-AÑOS OCHENTA 


El análisis anterior se ha esforzado en señalar que los periodos vinculados 
a cada fase son imprecisos y aproximados. Este punto también se aplica al 
clímax de la siguiente fase de las RIG, la calculadora. Si nos viésemos obliga- 
dos a identificar una fecha y un acontecimiento precisos que señalaran 
el ascenso hacia el clímax de esta fase, empero, tendríamos que seleccionar el 
año de 1975 y la casi bancarrota de la ciudad de Nueva York. Engarzados 
en ese episodio, y en la crisis fiscal, social y económica de esa ciudad se en- 
contraban varias cuestiones que reflejaban problemas más amplios de la 
sociedad y del sistema político. Los problemas iban desde la capacidad de 
rendir cuentas faccountability], la bancarrota y límites a la dependencia, el 
papel federal y la pérdida de la confianza pública (véase el cuadro 11.1). 


Principales problemas 


Durante años, los ciudadanos de Nueva York habían tenido dificultades 
para identificar y para responsabilizar faccountability] a los funcionarios 
que estaban tomando decisiones públicas importantes y costosas.” Por 
ejemplo: los dineros de bonos, ostensiblemente para la formación de capi- 
tal, se empleaba en comprar equipo y aun para gastos de operación. Final- 
mente, correspondió a la comunidad bancaria privada (que tenía su parte de 
culpa en el malestar general) poner un alto y empujar a la ciudad al borde 
de la bancarrota. Severos recortes y restricciones fueron impuestos a la 
ciudad, básicamente por requerimientos nacionales relacionados con un 
préstamo federal temporal, La ciudad también se encontró, de pronto, tra- 
tando de hacer frente a otras restricciones externas y menos flexibles: co- 
nocidas como las tres “E”; la economía (especialmente estancamiento con 
inflación), la energía y la ecología. 

Otro conjunto de mandatos externos llegó en forma de acciones legislati- 
vas estatales que impusieron una serie de controles estrictos, culminando 
en la creación de una Junta de Control de Emergencia Financiera, que ejer- 
ció la autoridad última sobre las finanzas de la ciudad. La mayoría de sus 
integrantes eran de funcionarios del estado y, poco después de su creación 
(en 1976), la Junta dio instrucciones al alcalde de la ciudad de Nueva York 
de congelar los salarios de los empleados de la ciudad, reducir los gastos 
municipales y desarrollar un plan financiero que permitiera a la ciudad equi- 
librar su presupuesto de gastos en un plazo de tres años.* Una vez más, 


* Wallace Sayre y Herbert Kaufman, Governing New York City (Nueva York, Russell Sage, 
1965); Robert A. Cato, The Power Broker: Robert Moses and the Fall of New York (Nueva York, 
Knopf, 1974); Ken Auletta, The Streets Were Paved with Gold (Nueva York, Random House, 
1979). 

* Martin Shefter, Political Crisis/Fiscal Crisis: The Collapse and Revival of New York City 
(Nueva York, Basic Books, 1985), 270 pp. 
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quedó claramente confirmada la Regla de Dillon acerca de la condición 
subordinada del gobierho local. 

El camino que siguió.la ciudad de Nueva York y su ulterior trayectoria 
por la crisis fiscal ilustran ótro problema común de las RIG: la dependencia. 
Y la dependencia está íntimamente ligada a un problema mayor: ¿cuál es 
el papel apropiado del gobierno federal? Como veremos en breve, esta cues- 
tión se impuso de un modo y con una fuerza que recordaron la fase de con- 
flicto. ¿Cuáles son los límites y las esferas apropiadas dentro de las que de- 
be (o no debe) actuar el gobierno nacional?. Finalmente, en la crisis de la 
ciudad de Nueva York también pudo verse el problema de la confianza ciu- 
dadana o la fe pública en el gobierno. 

La ciudad de Nueva York era un microcosmos, aunque muy grande, de 
toda una colección de problemas que confrontó el sistema político de los 
Estados Unidos y la dimensión de sus RIG a finales de los años setenta. Por 
fortuna, la mayoría de las demás jurisdicciones no sufrió la convergencia 
de tales problemas. La importancia y la dispersión de éstos (había seis) por 
toda la nación bastaron, sin embargo, para exigir la atención de los funcio- 
narios públicos en los niveles nacional, estatal y local. * 

¿Qué había ocurrido en las RIG durante los años setenta? ¿Cuáles eran las 
percepciones generalizadas de los principales participantes en los procesos 
de las RIG? Sugeriremos que tres percepciones —bien pudo haber otras do- 
minaron la fase- calculadora: la habilidad de cambiar los recursos destinados 
a un fin específico hacia otro de mayor interés [fungibility]; el arte de ganar 
[gamesmanship]); y la sobrecarga. Las tres están directamente relacionadas 
con la caracterización de esta fase como calculadora. (Otro término para la 
fase es estratégica.) 


La conducta calculadora (estratégica) 


La palabra calculadora (o estratégica) se utiliza al menos en tres sentidos. 
Primero significa pensar antes de emprender una acción, deliberar y sopesar 
uno o varios modos de hacerlo. En segundo lugar significa prever o prede- 
cir las consecuencias de las acciones que se planean. Implica la adopción 
de un modo de pensar bastante sofisticado y casi científico, que tal vez en- 
cuentre su mejor expresión en forma de declaraciones hipotéticas: “si... 
entonces...”. En tercer lugar, calculadora significa contar, calcular o compu- 
tar, en sentido numérico. En otras palabras, la previsión cuantitativa, me- 
dida frecuentemente en unidades de dólares, es parte importante (pero no 
universal) del significado del término. 

Durante los años setenta fueron identificables varios tipos de conducta 
estratégicos o calculadores. Uno de ellos fue la creciente tendencia a esti- 
mar los “costos” así como los beneficios de obtener una transferencia fede- 
ral. Basten dos ilustraciones. 

En 1976, el coordinador de relaciones federal-estatales para el estado de 
Nueva York informó que Nueva York se negaba a solicitar dos millones 
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de dólares de fondos disponibles de acuerdo con la Ley de Minusvalidez. Ob- 
servó: "Nos habría costado más que los dos millones que recibiéramos, hacer 


las cosas que se requerían como condición para recibir los fondos; mi reco-* 


mendación fue que no los tomáramos, y no fue fácil llegar a ella”. De mane- 
ra similar, a nivel local, el administrador de una ciudad con una población de 
30 000 habitantes me indicó que, a menos que una transferencia federal fuese 
mayor de 40000 dólares, él no se informaría siquiera de cómo obtenerla, El 
comentario, basado en cálculos, se hizo en 1973; la inflación posterior y el in- 
cremento de las regulaciones federales probablemente duplicaron el umbral 
de esa cantidad inicial hacia 1980, Con estos ejemplos queda claro que los ad- 
ministradores estatales y locales se han vuelto más cautelosos en sus esfuer- 
zos fiscales de RIG, 

Un segundo tipo de cálculo relacionado con las transferencias incluyó el 
“juego de la fórmula”. Más adelante hablaremos más extensamente de los 
juegos intergubernamentales, Por el momento, limitémonos a considerar 
el juego de la fórmula como el proceso estratégico de intentar cambiar, en 
dirección favorable, una o más de las fórmulas preestablecidas a través de 
las cuales se asignan fondos federales a los gobiernos estatales y locales, El 
creciente interés en las transferencias preestablecidas /formula grants] du- 
rante los años setenta tuvo dos causas. Una de ellas fue el muy anunciado 
conflicto entre las regiones del Cinturón de la Nieve y el Cinturón del Sol 
en el país. Esta división regional, intensificada por costos y crisis de ener- 
gía, unió las fases competitiva y calculadora, y ocasionalmente reaparece 
en el actual escenario de las RIG. Una segunda causa fue que, no obstante 
haberse puesto en vigor un gran número de transferencias para proyectos 
especiales [project grants], nuevas y antiguas transferencias preestableci- 
das sumaron casi el 80% de los 95000 millones de dólares de ayuda federal 
distribuidos en 1981. 

La extensión del programa de Transferencias Generales para el Desarrollo 
Comunitario (TGpc/cpG) en 1977 mostró las estrategias de cálculo para las 
transferencias preestablecidas, Los factores utilizados para asignar 3400 
millones de dólares en fondos de TGDC en 1988 fueron modificados principal- 
mente sustituyendo la “edad de la vivienda” (construcción anterior a 1940) 
por “sobrepoblación en la vivienda” en una ciudad. Esta revisión de la fór- 
mula favoreció mucho a las viejas ciudades industriales de los estados del 
nordeste y del centro-norte, a expensas de ciudades más nuevas, más jóve- 
nes y más pequeñas, en los estados del sur y del oeste.* 


$ Robert Greenblatt, “A Comment on Federal State Relations”, en Intergovemmental Admi- 
nistration: 1976-—Eleven Academic and Practitioner Perspectives, ed. James D. Carroll y Rich- 
ard W. Campbell (Syracuse, Department of Public Administration, Maxwell School of Citizen- 
ship and Public Affairs, Syracuse University, 1976), p. 164. 

*” Jerome R, Adams, Thad L. Beyle y Patricia J. Dusenbury, “The New “Dual Formula' for 
Community Development Funds”, en Popular Government 44 (primavera de 1979), pp. 33-37. 
Véase también Rochelle L. Stanfield, “Civil War over Cities Aid—The Battle No One Expect- 
ed”, en National Journal (6 de agosto de 1977), pp. 1226-1227. 
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Los intereses que participan en RIG, calculadoras pueden ser enormes, 
Diecisiete programas de transferencias preestablecidas, por un total cerca- 
no a los 45000 millones.de dólares, expiraron y requirieron una nueva auto- 
rización en 1978. Es fácil comprender por qué los expertos, las estadísticas 


* y las computadoras fueron un lugar común (y aún lo son) en este aspecto 


de RIG. David Walker, atento observador de este campo, destacó las pro- 
pensiones calculadoras de esta fase cuando declaró: “Los grupos de interés 
público vienen a Washington con discos de computadora, ponderando [las 
fórmulas] y lo que ocurrirá si cierta ponderación es aprobada”,% 

La conducta calculadora en otros tres campos de actividad puede descri- 
birse en términos generales. Uno de ellos trata de cómo hacer frente a las 
restricciones y desarrollar habilidades en la administración de recortes pre- 
supuestarios, Por ejemplo, la Asociación Internacional de Administración de 
Ciudades creó un programa seminario de una semana, con el título “Cómo 
administrar con recursos disminuidos”. El propósito de las sesiones era per- 
feccionar técnicas de operación, cuantitativas y analíticas siempre que fuera 
posible, para tomar decisiones prudentes en el adelgazamiento de progra- 
mas. Recuérdese, desde luego, que 1978 fue el comienzo de la llamada rebe- 
lión de los contribuyentes, desencadenada al ser adoptada la Proposición 
13 en California. 

Un segundo ejemplo supuso ganancias de 300 a 400 millones de dólares, 
que acumularon 25 estados que hacían préstamos —subsidiados por la na- 
ción—a los estudiantes que asistían a colegios superiores y escuelas técnicas. 
Las ganancias, acumuladas entre 1980 y 1985, se lograron mediante la emni- 
sión de bonós de préstamo para estudiantes a finales de los años setenta y 
comienzos de los ochenta.“ Esa situación surgió como resultado de las altas 
tasas de interés, de una legislación educativa y fiscal nacional, y de la activa 
entrada de los estados en el campo de los préstamos a estudiantes. Las ga- 
nancias fueron acumuladas por los gobiernos de los estados de una manera 
que queda bien explicada por dos párrafos de un informe de la Oficina Presu- 
puestal del Congreso. El informe identificaba formalmente y calculaba los 
costos estimados para el gobierno nacional... y las ganancias para los estados. 


Se emiten bonos de préstamo estudiantil para dar a los estudiantes mejor acceso 
a los préstamos. Durante cierto número de años, el gobierno federal ha'inducido a 
prestamistas comerciales a hacer voluntariamente préstamos a estudiantes, ofre- 
ciéndoles subsidios de interés (una “concesión especial”) y seguro contra falta de 
pago de los estudiantes, Sin embargo, aun con estos incentivos, los prestamistas 
comerciales no han estado dispuestos a hacer préstamos a todos los estudiantes 
que lo soliciten por el alto costo de su recuperación. Por consiguiente, algunos estu- 


* David B. Walker, “Is There Federalism in Our Future?”, en Public Management 61 (enero 
de 1979), p. 11. Véase también Rochelle L. Stanfield, “Playing Computer Politics with Local 
Aid Formulas”, en National Journal, 9 de diciembre de 1978, pp. 1977-1981. 

* Congressional Budget Office, State Profits on Tax-Exempt Student Loan Bonds: Analysis of 
Options, Background Paper (Washington, D, C., 1980), 57 pp. 
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diantes habían tenido dificultades para encontrar bancos dispuestos a prestarles, 
y un número creciente de estados respondió emitiendo bonos de préstamos estu- 
diantiles y luego volviendo a prestar las ganancias a los estudiantes. E 

Estados y localidades consiguen dinero emitiendo bonos con tasas bajas de in- 
terés, exentos de impuestos, y utilizan el rendimiento para comprar o para esta- 
blecer préstamos a estudiantes, con garantía federal, con tasas de interés signifi- 
cativamente superiores, pagadas en gran parte por el gobierno federal. Aunque 
los costos de interés para casi todos los bonos de préstamos estudiantiles fueron 
de menos de 7% en 1979, por ejemplo, lo que recibieron por préstamos estudian- 
tiles Fluctuó entre 11% y 16%. Las ganancias correspondientes a quienes emitie- 
ron el bono constituyen la diferencia entre el rendimiento de los préstamos estu- 
diantiles y el nivel de gastos concomitantes: intereses por los bonos y costos 
administrativos. Los prestamistas reciben un interés de 7% pagado por el gobier- 
no federal mientras los estudiantes permanecen en la escuela, y al terminar sus 
estudios ellos continúan pagando el préstamo. Además, los prestamistas reciben 
pagos especiales del gobierno federal. La tasa especial vuelve a calcularse cada 
trimestre, y tuvo un promedio de 6.5% en 1979,% 





Un último ejemplo de la conducta calculadora puede resumirse como el 
riesgo del incumplimiento. Esta característica se deriva directamente de las 
crecientes dimensiones reguladoras de las RIG. Antes nos hemos referido a 
un estudio de la Oficina de Administración y Presupuesto (OAP/OMB) que 
identificó 59 requisitos generales o transversales de políticas nacionales.* 
Estos requisitos se llaman “transversales” porque se aplican a programas 
de ayuda nacional de más de una dependencia o departamento. En algunos 
casos se aplican a todos los programas de ayuda y en cada departamento o 


* dependencia, por ejemplo, la no discriminación por causa de raza, color, 


origen nacional o minusvalía, 

La significación y la importancia de estos requisitos para la fase calcula- 
dora de-R1G son directos y dobles. Uno de ellos es el costo de cumplimiento 
de las regulaciones para quienes reciben la ayuda federal. Los costos de 
cumplimiento de la provisión de igual acceso para personas minusválidas 
(Sec. 504, P. L. 93-112) tan sólo en el campo de transporte público fueron 
calculados entre 3000 y 4000 millones de dólares. 

El otro tipo de “costo” relacionado con estos requisitos transversales es el 
incumplimiento o, más precisamente, el cumplimiento incompleto. Es difí- 
cil imaginar a algún beneficiario de ayuda federal que pueda cumplir plena- 
mente con todos los requisitos solicitados. Los requisitos impuestos a quie- 
nes reciben la ayuda exigen intercambios o elecciones entre estos mandatos 
siempre que el beneficiario tenga por lo menos conciencia de la aplicabilidad 
de un requisito en particular. El estudio de la oaP describió las opciones 
forzosas y los costos de los mandatos, y también reconoció la posibilidad 


“ Ibid. p.ix. 
« Office of Management and Budget, Executive Office of the President, Managing Federal 
Assistance in the 1980's (Washington, D. C., Government Printing Office, 1980), 68 pp. 
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de que los beneficiarios ni siquiera conocieran algunos requisitos porque a 

nadie, en todo el gobierno nacional, se le ha ordenado saber cuáles son. 
Aisladamente, cada requisito transversal puede ser sensato, Pero, en cónjunto, 
las condiciones pueden ser demsiado gravosas para las agencias federales y para 
los beneficiarios. Pueden distorsionar la asignación de los recursos, ya que a me- 
nudo se imponen condiciones con un juicio mínimo, en cuanto a los costos y be- 
neficios relativos de cualquier transacción. A menudo los beneficiarios deben ab- 
sorber partes sustanciales de los costos. Mientras que los beneficiarios pueden 
sentir todo el impacto de estos múltiples requisitos, no hay ninguna instancia en 
el gobierno federal a la que se haya encargado la tarea de saber cuáles son todos 
los requisitos transversales .? i 


El decenio de los años setenta como punto de partida de la fase calculado- 
ra de las RIG se apoya, en parte, en los datos temporales de los 59 requisitos 
transversales. Casi dos tercios de los requisitos de política socioeconómica 
fueron producto de.ese decenio, En efecto, más de la mitad de los requisitos 
administrativos y fiscales se impusieron durante los años setenta.* La conti- 
nuación de la fase calculadora durante los años ochenta, se basa en la persis- 
tencia de esta dimensión reguladora de los programas de ayuda nacional. 


Percepciones de los participantes y mecanismos de las RIG 


Los aspectos restantes de la fase calculadora de las RIG (véase el cuadro 11.1) 
merecen mencionarse con una breve exposición. Las percepciones de los par- 
ticipantes, como ya se dijo, se resumen en tres términos: el arte de ganar 
[gamesmanship]; la habilidad para cambiar los recursos destinados a un fin 
hacia otro de mayor interés /fungibility]; y la sobrecarga. Gamesmanship se 
refiere al modo en que los que participan en actividades de RIG adoptan una 
conducta estratégica. Juegan varios “juegos”. En el apéndice B aparece un 
breve inventario con la descripción de varios juegos de RIG.” Por ejemplo: la 
habilidad para conseguir transferencias [grantsmanship] es un juego ya bien 
establecido que, aunque identificado con la fase creativa, fue perfeccionado 
durante las fases competitiva y calculadora hasta el punto en que ya se han 
codificado algunas de las reglas por las cuales algunos funcionarios juegan el 
juego de las transferencias. En el apéndice B se enumeran varias “reglas” de 
granitsmanship. 


* Ibid, p. 20. 

$ Madeline Burgess ef al, "Overview of General Federal Policy and Administrative (Cross- 
cutting) Requirements: What They Are—How They Are Administered”, Working Paper A-2 
Task Force A on Description of Existing Guidance, oMB Study of Federal Assistance Manage- 
ment Pursuant to the Federal Grant and Cooperative Agreement Act of 1977 (P.L. 95-224) 
(Washington, D. C., agosto de 1979), p. 11. 

* Se encontrará una explicación adicional de un enfoque de las riG basado en juegos, en 
Deil S. Wright, “Intergovernmental Games: An Approach to Understanding Intergovernmen- 
tal Relations”, en Southern Review of Public Administration 3 (marzo de 1980), pp. 383-403. 
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Fungibility significa la capacidad de ser intercambiable o sustitutivo. En 
términos intergubernamentales, fungibility significa la capacidad de cam- 
biar o de intercambiar los recursos recibidos con un propósito, para reali- 
zar otro diferente, Varios gobiernos estatales recibieron dinero federal para 
subsidiar préstamos a estudiantes, Estos fondos, una vez que han sido res- 
tituidos a los estados, son “fungibles” después de entrar en la tesorería del 
gobierno de un estado, y se les puede emplear con cualquier propósito. El 
Sistema General de Participación y los fondos de transferencias generales 
son notables por sus efectos “fungibles” o de desplazamiento. El recibo de 
tales fondos permite a la unidad que los recibe reducir la cantidad de sus 
propios recursos dedicados a un programa de ayuda nacional. Los fondos 
liberados en este proceso de sustitución pueden ser asignados a otros pro- 
pósitos y hasta podrían redundar en una reducción de impuestos. 

Una ilustración de fungibility en relación con fondos de LGEC/CETA en Ca- 
rolina del Norte aparece en el recuadro 11.1, “Fondos fungibles de ayuda fe- 
deral”. La División de Carreteras, en 1975, utilizó fondos de la LGEC para 
contratar a varios cientos de empleados temporales. Sin embargo, era difícil 
determinar cuántos de estos puestos pagados con fondos nacionales, eran 
nuevos empleos, y cuántos contratos eran simplemente de reemplazos para 
personas que antes recibían fondos del estado. El número promedio de 
empleos pagados por el estado en 1974 fue de 1821, pero en 1975 se redujo 
a 1532. 

Sobrecarga, la tercera dimensión de las perspectivas de los participantes, 
se difundió considerablemente a finales de los años setenta, y este término 
conviene al tono y al temperamento de la fase calculadora, Un término más 
extenso, “sobrecarga política”, fue empleado por James Douglas en 1976, 
para significar que “los gobiernos democráticos modernos están abruma- 
dos por la gran cantidad de responsabilidades que se les exige —o que 
creen que se les exige— soportar”.” Aplicada a los Estados Unidos como 
término para criticar el desempeño del gobierno, la frase ha sido interpre- 


tada por Samuel Beer y Hugh Heclo para significar costo excesivo, inefi-. 


ciencia y exceso de regulaciones.” Estos temas, cuando se les combina con 
el anterior análisis de los requisitos transversales, amplifican el concepto 
de sobrecarga. - Ñ 

Se utilizaron varios mecanismos para implementar las actividades de RIG 
en la fase de cálculo. Uno de ellos, ya mencionado, fue la ayuda discre- 
cional: ayuda general y transferencias generales. Estos fondos fueron otor- 
gados sobre la base de una fórmula, y el término legal utilizado en relación 
con los desembolsos indica un cambio en la actitud mental de los partici- 
pantes acerca de los fondos de ayuda. A los dineros obtenidos por los re- 


" Citado por Samuel Beer, “Political Overload and Federalism”, en Polity 10 (otoño de 


1977), p. 5. 
1 Ibid, pp. 5-17; Hugh Heclo, “A Question of Priorities”, en Humanist 37 (marzo/abril de 


1977), pp. 21-24, 
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ceptores se les llamó y se les sigue llamando “de derechos”, Las jurisdicciones 
tienen derechos legales a recibir fondos. Esto no sólo determina el interés 
propio de los que los reciben, Sino que intensifica también sus derechos 
posesivos y de propiedad. Una consecuencia de estas perspectivas modifi- 
cadas ha sido el surgimiento de una nueva recopilación de jurisprudencia. 

Una parte del estudio de OAP/0MB, Managing Federal Assistance in the 1980s, 
identificó casi 500 litigios relacionados con transferencias, y éste fue un es- 
fuerzo “rápido y sucio” por hacer un inventario del área.” En una conferen- 


RECUADRO 11.1 





FONDOS FLEXIBLES DE AYUDA FEDERAL 
Funcionarios estatales sofocan el programa de empleos* 


El uso de dinero federal para empleos hecho por el Departamento Estatal de 
Transportes para paliar el dolor de sus derrotas al querer establecer el presu- 
puesto, va contra el propósito de las concesiones federales. En realidad, la prác- 
tica constituye un cruel juego burocrático para aquellos habitantes de Carolina 
del Norte que están en busca de trabajo: en el último conteo, 7.1% de la fuer- 
za laboral del estado. 

Un relato que apareció en este periódico el domingo mostró cómo funcio- 
narios de personal de las carreteras del estado habían sustituido fondos del es- 
tado por fondos federales para contratar a trabajadores temporales de los ca- 
minos. Esta práctica fue reconocida. “Siempre que he podido contratar a 
alguien como empleado (con paga federal) y no como empleado del estado, lo 
he hecho”, reconoció un funcionario, James P. Bennett, de Sylva. 

No se sabe con certeza cuántos fueron contratados de esta manera. El año 
pasado, el estado contrató a un promedio de 1821 empleados temporales entre 
febrero y octubre. Este año el estado utilizó sus propios fondos para contra- 
tar sólo a 1532. Se gastaron fondos federales para contratar a otros 446 trabaja- 
dores. . 
Estos fondos federales llegan al estado gracias a la Ley General de Empleo 
y Preparación (LGEP). Sus propósitos son dar empleo a los desocupados y es- 
timular la economía poniendo en circulación más dinero. Los gastos indebi- 
dos del estado han frustrado ambos fines. La Oficina Federal de Servicios de 
Mano de Obra dice que acaso haya que pagar este dinero, si se descubre que 
se violaron algunas regulaciones. 

Una cosa es ahorrar dinero, y otra es que los funcionarios estatales utilicen 
fondos federales para mejorar su propia imagen, que es precisamente lo que 
ocurrió con el programa de LGEP. : ? 





” Oficina del Contralor General, Law Enforcement Assistance Administration, “Survey of 
the Case Law Relating to Federal Grant Programs”, Working Paper A-7, Task Force on Des- 
cription of Existing Guidance, omB Study of Federal Assistance Managernent Pursuant to the 


CONCEPTOS Y CONTEXTOS 
























174 
1974 1975 
Uco Empleados del 
Estado con Paga federal 
paga temporal* 
dal División de 
carreteras 
2.000—] 
Empleados del 
Estado con 
1500-— paga temporal” 
División de 
S carreteras 5 
AF A A E 
Enero Mayo Septiembre Enero Mayo Septiembre 
Marzo Julio Noviembre Marzo Julio Noviembre; 





Empleo temporal en las carreteras mes por mes: 1974 y 1975 


* Raleigh, N. C., News and Observer, 10 de diciembre de 1975, Se reproduce con la 
debida autorización. 








cia especial celebrada por ccrI a finales de 1979 se enfocó exclusivamente 
el estado actual de la ley de transferencias. Explicando el súbito aumento 
de casos relacionados con transferencias (más de tres cuartas partes de los 
casos se originaron después de 1975), un participante en la conferencia 
observó: “Los aprietos financieros de los gobiernos estatales y locales y el 
consiguiente recorte de fondos disponibles han producido incontables para 
impugnar la denegación de transferencias o contra regulaciones que limi- 
tan la elegibilidad para las transferencias”.” Poco después, la Asociación 
de la Barra de Abogados del Distrito de Columbia patrocinó la conferencia 
“Litigios por transferencias federales”, que tenía un subtítulo muy franco: 
“Demandar a la mano que nos alimenta”.” 

Asociada a los mecanismos de ayuda federal está la técnica antes men- 
cionada de desviación [bypassing]; es decir, de asignar dinero federal direc- 
tamente a los gobiernos locales, sin pasar los fondos por las arcas del go- 


Federal Grant and Cooperative Agreement Act of 1977 (P. L. 95-224) (Washington, D. C., 
agosto de 1979), p. 14. 0 o ; y 

1 “Aid Program Growth Spurs Rise of Grant Law”, en Public Administration Times (Ameri- 
can Society for Public Administration) 3 (enero de 1980), 1. Véase también Comisión Consul- 
tiva de Relaciones Intergubernamentales, Awakening the Stumbering Giant: Intergovernmental 
Relations and Federal Grant Law (Washington, D. C., Government Printing Office, 1980), 101 
pp.; George D. Brown, “Federal Funds and Federal Courts—Community Development Litiga- 
tion as a Testing Ground for the New Law of Standing”, en Boston College Law Review, 21 
(marzo de 1980), pp. 525-556. 

1 Charles Peters, “A Way to Control Spending: FDR and Kennedy and the Games Burean- 
crats Play”, en Washington Post, 25 de abril de 1980, p. FS. 
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bierno del estado. Para 1980, más de una cuarta parte de casi 83 000 millo- 
nes de dólares de ayuda federal no pasaron por los estados. La gráfica m1.6 
muestra que más de 21 000- millones de dólares fluyeron directamente-a los 
gobiernos locales. . 

La gráfica 11.6 también es una imagen útil de las disposiciones fiscales de 
RIG en el clímax de la fase calculadora. Su conexión, interdependencia y 
dependencia pueden inferirse por la magnitud de los flujos de fondos de 
las RIG. Dio considerable credibilidad a la frase de que “cuando él gobierno 
nacional estornuda, los estados y las localidades contraen pulmonía”. 

La gráfica 111.6 puede contrastarse con las gráficas DI.1, 11.2 y 1.3, para 
revelar los cambiantes flujos fiscales de las R1G, de 1950 a 1980. Sin embar- 
go, la escala en quese ha dibujado la gráfica 11.6 es mucho menor, tan pe- 
queña que se le debe amplificar dos veces y media para ser comparable con 
las otras tres gráficas. La gráfica 11.6 muestra la naturaleza fragmentada y 
a la vez fusionada de flujos fiscales que aumentó durante la fase creativa, 
floreció en la fase competitiva y maduró en la fase calculadora. 

Los préstamos constituyeron un tercer mecanismo de instrumentación 
de las RIG en la fase calculadora. Se han presentado dos ejemplos de prés- 
tamos en procesos de las RIG: el de la ciudad de Nueva York y el de los estu- 
diantes. Este último implicó la participación financiera estatal y nacional 
combinada, y algunos estados cosecharon pingiies ganancias. Sin embar- 
go, la ganancia estaba muy lejos de la mente de los funcionarios de la ciu- 
dad de Nueva York durante los días negros de 1975 y después. El préstamo 
federal temporal de 1975 incluyó unas condiciones que colocaron al secre- 
tario del Tesoro de los Estados Unidos en la posición única de supervisor 
de las operaciones financieras y de las obligaciones fiscales de la ciudad. 
Las declaraciones y advertencias del secretario del Tesoro, William Simon, 
a los funcionarios de la ciudad, mencionaban reducciones en gastos, re- 
cortes de programas, reformas en la administración y similares.” El secre- 
tario también impuso varias decisiones, por ejemplo, la gradual reducción 
del control de renta, implementando rápidamente sistemas de control con- 
table y financiero. El status fiscal de la ciudad de Nueva York estuvo en 
situación casi crítica durante el resto del decenio, pero se mantuvo solven- 
te gracias a la ulterior transfusión de préstamos y transferencias naciona- 
les. Ya no era ninguna novedad la anterior anomalía de ver a un funcio- 
nario del gabinete nacional supervisando continuamente al gobierno de la 
ciudad de Nueva York, o al de alguna otra ciudad.” 


7 “Steps toward Fiscal Reform Cited by Treasury”, en Treasury Papers 2 (1976), p. 13. 

7 La aprobación de la legislación de garantía de préstamos de la ciudad de Nueva York, en 
1978, fue otro rompimiento con anteriores pautas y prácticas. Como observó un escritor, 
“esta decisión dio al gobierno federal un papel enteramente nuevo y aun indefinido en el mer- 
cado municipal de bonos, que hasta ahora había sido el coto casi exclusivo de los gobiernos 
estatales y locales, y amenazó con reescribir las reglas básicas de las finanzás públicas muni- 
cipales”. James Ring Adams, “The New York City Crisis: Centralization by Default”, en Pu- 
blius: The Journal of Federalism 9 (invierno de 1979), p. 97. 
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GRÁFICA ML.6. Gastos públicos por tipo y por nivel de gobierno, y el flujo inter- 
gubernamental de fondos (miles de millones de dólares): año fiscal de 1980 
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La naturaleza interdependiente de los nexos nacionales, estatales y loca- 
les también se reflejó en la crisis fiscal de la ciudad de Nueva York, en una 
arena insólita, remota y “objetiva”: los cambios de divisas extranjeras del 
mercado monetario privado. La cuasi bancarrota de la ciudad de Nueva 
York ocurrió en diciembre de 1975, Unos dos meses después (el 19 de fe- 
brero de 1976), el Wall Street Journal informó que el valor del dólar esta- 
dunidense en los mercados europeos de dinero se había deslizado “frente a 
todas las monedas fuertes debido a la nueva preocupación por las finanzas 
del estado y de la ciudad de Nueva York”. Esta preocupación, según el 
Journal, "resurgió por informes de que el gobierno federal había asignado 
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inspectores para supervisar las propuestas presupuestarias del estado (y de 
la ciudad)”.7 cs 

La regulación es el cuarto y último mecanismo de implementación iden- 
tificado con la fase calculadora. Anteriores referencias al Federal Register, 
los requisitos transversales y la ley de transferencias han sugerido la im- 
portancia y significación del tema. Aquí, debe establecerse un vínculo con 
la columna de percepciones de los participantes del cuadro 11.1. Sin cierta 
familiaridad con el Federal Register y con el Catálogo de Asistencia Interna 
Federal, es difícil comprender el gamesmanship y los grantsmanship de las 
RIG. Además, es aventurado ocuparse de la fungibility sin un conocimiento 
profundo de las regulaciones relacionadas con la ayuda, que se encuentran 
en ésos y en otros documentos. Sin embargo, es difícil hacer frente a este 
inmenso material sin cierta sobrecarga política y administrativa? En eso 
reside el quid y la paradoja de la fase calculadora de las RIG. 


Federalismo de fachada 


Podría argitirse que la fase calculadora sólo contenía los adornos superfi- 
ciales del federalismo. Los gobiernos locales y estatales aparentaban hacer * 
importantes elecciones de políticas, pero las opciones parecían pocas y 
evasivas. La principal opción consistía en decidir participar o no en los 
programas de ayuda federal. Una vez hecha la selección, se abría toda una 
variedad de nuevas opciones parciales para quienes ingresaban en la arena 
de la ayuda federal. Éstas se veían limitadas principal, si no es que exclu- 
sivamente, por reglas del juego nacionalmente especificadas. Por ello se ha 
seleccionado el “federalismo de fachada”, como metáfora para caracterizar 
la fase calculadora de las RIG. 

El término fachada se utiliza en sus dos significados habituales. Primero, 
significa el frente o la parte delantera de algo (por lo general, de un edifi- 
cio). En este sentido, las partes principales o frontales de las leyes, estruc- 
turas y funcionarios de una unidad gubernamental tomaban parte (y aún 
lo hacen) en rIG. En otras palabras, los cuerpos ejecutivos y legislativos y 
los tribunales estaban ampliamente involucrados como actores interguber- 
namentales. Asociada a esa participación estaba la tendencia a la confron- 
tación, a intercambios cara a cara que podían resolverse amistosamente o no, 

Fachada también significa una apariencia artificial o falsa. Los aspectos 
duales de este significado están relacionados con la fase calculadora de las 


7 Wall Street Journal, 19 de febrero de 1976. 

* El alcalde de un poblado de Nueva Jersey citó la sobrecarga literal cuando compareció 
ante el Consejo Regulador de los Estados Unídos a finales de 1980 y se quejó de que durante 
los 18 meses anteriores, había acumulado todas las instrucciones recibidas de dependencias 
nacionales y estatales. ¡Esta masa pesaba dos mil libras! Véase P. J. Petkas, “The U. S, Regu- 
latory System: Partnership or Maze?”, en National Civic Review 70 (unio de 1981), pp. 297- 
301. 
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216. Primero, la falsa apariencia mostrada por los participantes en los inter- 
cambios intergubernamentales podría ser artificial o inventada para “blo- 


fear” con los otros participantes. Algunos “juegos” de RIG, jugados en la fase 


calculadora, bien podrían ser como un póker intergubernamental. Un buen 
"blofeo” puede hacer ganar “la mano”. 

El otro posible significado de federalismo de fachada es la ausencia o fal- 
sedad del federalismo. En otras palabras, el poder gravitó tanto en los fun- 
cionarios nacionales que el federalismo, en su sentido histórico y legal, era 
inexistente. Esta interpretación de fachada, aplicada al sistema federal de 
los Estados Unidos, es básicamente la opinión expresada por Reagan al tra- 
tar de convencer con sus propuestas de un Nuevo Federalismo durante 1981 
y 1982. La palabra restaurar fue un tema común que impregnó todos sus 
discursos. 

Era obvio que el presidente creía que el federalismo auténtico se había 
perdido o puesto en peligro. Su retórica hizo surgir la frase “restauración 
del nuevo federalismo” como un modo de distinguir su iniciativa de los 
nuevos federalismos “descentralizador” y “creativo” de Nixon y de Johnson, 
respectivamente.” Los críticos de las propuestas de recortes y desconges- 
tión de Reagan, afirmaban que su enfoque de una “restauración” no era más 
que un subterfugio para hacer retroceder el reloj de las políticas públicas, 
en nombre del federalismo; es decir, anular los programas de la Gran So- 
ciedad de los años sesenta y hasta algunos de los programas del New Deal 
de los años treinta, 

Cualquier significado que se le diera (o se le dé) al federalismo de facha- 
da, de confrontación o falso, muy pronto quedó claro durante la presidencia 
de Reagan que las cuestiones centrales de las kIG, expresadas en términos de 
“federalismo”, ocuparían un lugar destacado durante los años ochenta. Cual- 
quier duda que quedara acerca de las RIG o del federalismo como puntos 
importantes de la agenda política de la nación, fueron disipadas por los 
discursos y las acciones de Reagan en 1981, 1982 y después. Ya hemos men- 
cionado brevemente estas iniciativas, que serán tema de nuevo análisis en 
capítulos posteriores. Aquí, debemos colocar los recientes acontecimientos 
y tendencias en el contexto más general de un considerable cambio ocurrido 
en las RIG, cambio que basta para justificar la designación de una nueva fase 
de RIG. Al séptimo periodo se le llama contractivo. 


” Para un análisis y comparación de cuatro iniciativas presidenciales de políticas Nuevo 
Federalismo, de los treinta a los ochenta, véase Deil S. Wright, “New Federalism: Recent Vari- 
eties of an Older Species”, en American Review of Public Administration, 16 (primavera de 
1982), pp. 56-73, También consúltese Deil S, Wright y Harvey L. White, “Introduction”, en Fed- 
eralism and Intergovernmental Relations, Deil S. Wright y Harvey L. White, comps. (Washing- 
ton, D. C., American Society for Public Administration, 1984), pp. 1-29. 
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FASE CONTRACTIVA: AÑOS OCHENTA-AÑOS NOVENTA 


En la tercera edición de American Federalism: The View from the States 
(1984), Daniel Elazar indica que “el sistema federal de los Estados Unidos 
puede estar pasando a una nueva fase”, y añade que en ésta las transferen- 
cias federales “ya no marcan el tono de las relaciones intergubernamenta- 
les”.* En vez de los asuntos fiscales, Elazar observa que “ahora la jugada 
parece ser en dirección de nuevas relaciones en el campo de la regulación 
gubernamenta)”." Su opinión es un apropiado punto de partida para un 
análisis de los rasgos contractivos de las RIG contemporáneas.* 

La palabra contractiva es definida en el New Universal Dictionary de 
Webster (no abreviado, 1976), como algo que “produce o tiende a producir 
contracción”. Hay cuatro maneras en las que la contracción se aplicó a las 
RIG durante los años ochenta, y las cuatro quedan especificadas más ade- 
lante, con una mínima explicación. 


Tipos de contracción 


1. La ayuda federal se está contrayendo. En el año fiscal de 1982, la ayuda 
decayó a 88000 millones de dólares, de 95000 millones del año anterior. 
Además, la ayuda federal está reduciéndose regularmente si se le mide en 
dólares constantes, como porcentaje del PNB (Producto Nacional Bruto) o 
como porcentaje de los ingresos estatales y locales. Ya se ha mencionado el 
fin del Sistema Gerencial de Participaciones. Todo ello son las consecuen- 
cias adicionales de los cambios en el Código del Ingreso Interno (conocido 
como “reforma fiscal”), que probablemente alterarán las llamadas ventajas 
de gasto fiscal de que habían gozado los gobiernos estatales y locales, (En 
los capítulos dedicados a las finanzas intergubernamentales documentare- 
mos y analizaremos estos acontecimientos.) » 

2. Las relaciones local-estatales son una segunda área en la que ha ocurri- 


* Daniel J. Elazar, American Federalism: The View from the States, 3* ed. (Nueva York, Harp- 
er and Row, 1984), p. 252, 

» Ibid. 

* La elección de una sola palabra para describir la fase actual de RIG no es cosa sencilla, Po- 
dría hacerse todo un argumento para Jlamar a ésta la fase “constructiva” de RIG por causa de 
los significativos cambios estructurales, reales y propuestos, de la naturaleza de las interrela- 
ciones nacionales, estatales y locales. Ciertamente, se han hecho evidentes los esfuerzos para 
construir nuevas pautas y remodelar antiguas, en decisiones y acciones presidenciales, congre- 
sionales y judiciales durante los años ochenta. También podría argitirse que enrollado podría 
ser un buen término para describir el carácter complejo, forzado y enredado de riG. Tal vez la 
metáfora “federalismo espagueti” convendría al modo en que algunos observadores y parti- 
cipantes describirían el mundo real de r1G. El autor está en deuda con Sheldon Edner, John 
Kamensky, Robert Thomas, David Walker y otros colegas por sus comentarios, reacciones y 
sugerencias acerca de esta fase de IG. Desde luego, todos ellos quedan absueltos de responsa- 
bilidad por el producto final. 
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do una contracción. G. Ross Stephens documentó lo que ha llamado “la ero- 
sión de la autonomía local”. Mediante toda una variedad de medidas finan- 
cieras, del empleo y de los servicios para cada uno de los 50 estados, Ste- 
phens descubrió una tendencia a largo plazo hacia la mayor concentración 
de recursos, servicios y personal en el estado y no a nivel local. Estas múl- 
tiples medidas se utilizaron para formar un índice compuesto de la cen- 
tralización estatal. A continuación se presentan los resultados de Stephens. 





Número de estados 





Índice de en la categoría 
centralización agregada centralizada 

Años (%) (más de 60%) 
1957 47 4 
1969 52 6 
1972 53 8 
1977 54 9 
1982 57 16 





En suma, ha habido una contracción o tirantez de las relaciones entre 
los gobiernos de los estados y sus respectivas jurisdicciones locales. 

3. Decisiones de los tribunales y estatutos del Congreso han comprimido 
o contraído el sistema intergubernamental. El asesoramiento jurídico ex- 
perto se encuentra entre los recursos de información más apreciados que 
necesitan los administradores públicos, los funcionarios electos y los cuer- 
pos y juntas gobernantes en los niveles local y estatal. Las decisiones de los 
tribunales en los litigios García y Federal Regulatory Commission vs. Missis- 
sippi, más la plétora de problemas desencadenados por otros han limitado 
considerablemente el campo de acción de los gobiernos estatales y locales. 

Los tribunales federales han intervenido para revisar, modificar, limitar 
e imponer acciones local-estatales en formas que parecen tener pocos an- 
tecedentes, precedentes o pautas congruentes. James Carroll ha llamado 
“federalismo jurídico”* a este nuevo fenómeno. Otro modo de describir 
metafóricamente estos cambios consiste en sugerir que el sistema intergu- 
bernamental se ha encastrado legalmente, en una extensión y grado sin pre- 
cedentes. Los tribunales federales están viendo a través de telescopios que 


” G. Ross Stephens, “State Centralization and the Erosion of Local Autonomy”, en Journal 
of Politics 36 (1974), pp. 44-76, Para una actualización de su investigación original, extendién- 
dose hasta los años ochenta, véase G. Ross Stephens, “State Centralization Revisited” (Docu- 
mento presentado en la Reunión Anual de la Asociación Estadunidense de Ciencia Política, 
Nueva Orleans, 29 de agosto-1” de septiermbre de 1985). > 

“ James D. Carroll, “The New Juridical Federalism and the Alienation of Public Policy and 
Administration”, en American Journal of Public Administration 16 (primavera de 1982), pp. 
89-105, 
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enfocan las acciones detalladas, específicas, y de políticas, de los funciona- 
rios estatales y locales. Abundan los ejemplos, especialmente respecto a las 
escuelas (de acuerdo-con las órdenes de supresión de la segregación ra- 
cial), prisiones y sanatorios de salud mental. 

4, El cuarto significado de la palabra contractivo no se asocia a contrac- 
ción o a restricciones. Más bien, se refiere a la creciente tendencia de las 
dependencias gubernamentales, de todos los niveles, a celebrar contratos 
de compra y prestación de servicios. Los contratos pueden ser por la pres- 
tación de servicios de equipamiento, como los sanitarios, o de recolección 
y transporte de desechos. Sin embargo, los patrones de contratación exter- 
na se han desarrollado cada vez más en servicios humanos y en áreas de 
programas sociales de carácter extensivamente intergubernamental, como 
la capacitación de empleados y servicios sociales.* Donald Kettl llamó a 
esta tendencia “la cuarta cara del federalismo”.* Sus observaciones gene- 
rales se derivaron de un minucioso y profundo análisis de prácticas y pau- 
tas observadas en Richmond, Virginia. Ahí, el administrador de la ciudad 
reconoció que “cuanto más te involucras y tratas de jugar al juego federal, 
más tienes que salirte [de las dependencias de la ciudad)”. 

El comentario del administrador acerca de vínculos “exteriores” plantea 
un aspecto importante, asociado al cuarto sentido de contractivo. Se refiere 
a la participación activa de entidades privadas, lucrativas y no lucrativas, 
en decisiones, acciones e impactos de las RIG. Esto es parte de un movi- 
miento más general o un tema de políticas de los años ochenta llamado pri- 
vatización. Una declaración importante de esta ofensiva en las políticas fue 
el libro Privatizing the Public Sector: How to Shrink Government, por E. S, 
Savas, funcionario importante del vpu durante una breve temporada del 
primer periodo de Reagan.* 

Otra faceta de este cuarto significado de contractivo se enfoca en la ad- 
ministración del proceso de contratación. El término administración inter- 
gubernamental (A1G/GM) se ha empleado con creciente frecuencia para des- 
cribir los extensos y variados esfuerzos por resolver problemas de personas 
involucradas en actividades de implementación. No podemos evaluár aquí 
la creciente bibliografía sobre A1G;* en cambio, simplemente mencionamos 


* La bibliografía sobre los contratos externos es extensa. Ha proliferado recientemente 
cuando la frase se ha asociado —o subordinado— a la idea de privatización. Véase Ruth H. 
DeHoog, Contracting Out for Human Services (Albany, SUNY Albany Press, 1984); Ted 
Xolderie, “The Two Different Concepts of Privatization”, en Public Administration Review 46 
(Gulio/agosto de 1986), pp. 285-291. 

* Donald F. Kettl, “The Fourth Face of Federalism”, en Public Administration Review 41 
(mayo/junio de 1981), pp. 366-371. 

" Ibid, p. 367. 

* E, S. Savas, Privatizing the Public Sector: How to Shrink Government (Chatham, N. J., Cha- 
tham House, 1982), 164 pp. 

” Para dos enfoques contrastantes que brotan de definiciones similares, si no es que idénti- 
cas, de IcmM, véase Robert Agranoff, Intergovernmental Management (Albany, suny Albany 
Press, 1986), 199 pp. Deil S. Wright, “Managing the Intergovernmental Scene: The Changing 


182 CONCEPTOS Y CONTEXTOS 


el uso de acuerdos negociados como técnica de AIG para resolver, al menos 
temporalmente, importantes disputas de RIG.” . 

El proceso de resolución de disputas, que se ilustró con las anexiones de 
Virginia, incluye la resolución por medio de un acuerdo formal. De manera 
similar, el proceso de contratación externa actúa sobre la base de cláusulas 
explícitas acerca de las obligaciones de los participantes. Sin embargo, la 
complejidad para implementar programas de RIG coloca los procesos de ne- 
gociación y resolución de disputas en manos (o en los escritorios) de acto- 
res intergubernamentales menos importantes que en fases anteriores. Kettl 
expresó bien este punto al observar que los programas de transferencias ha- 
bían hecho pasar a los gobiernos locales (y los funcionarios) de la 


prestación directa de servicios a la administración de servicios contratados. Esto 
no sólo significa un cambio en parte de lo que hacen los gobiernos locales, sino 
también un cambiode quién lo hace. Contadores, especialistas de contratos, inge- 
nieros ambientales y expertos en igualdad de oportunidades han pasado a de- 
sempeñar un papel clave, ayudando a gobernar los Estados Unidos urbanos.” 


La privatización y la administración (de disputas y de contratos) han ad- 
quirido importancia creciente en la actual fase contractiva de las RIG. 


Problemas principales 


¿Cuáles son los principales problemas de las RIG a los que se enfrentaron 
los funcionarios públicos durante los años ochenta? Cada escritor, investi- 
gador, observador y participante puede formar una lista que podría ser 
diferente de las cuatro analizadas antes y que aparecen en el cuadro ML1. 
Nos servirán como lista provisional para la discusión, 


Pedir prestado y equilibrar el presupuesto 


El tamaño y la persistencia del déficit federal es un problema que ejerce in- 
fluencia omnipresente sobre las rIG. Los enormes y continuados déficit 
arrojan una negra sombra sobre la actual escena fiscal de RIG y a largo pla- 


Dramas of Federalism, Intefgovernmental Relations, and Intergovernmental Management”, 
en Handbook of Organization Management, William B. Eddy, comp. (Nueva York, Marcel 
Dekker, 1983), pp. 219-254. Un ensayo que vincula la administración y la privatización con 
aspectos selectos de RIG es el de James D, Carroll, “Public Administration in the Third Centu- 
ry of the Constitution: Supply-Side Management, Privatization, or Public Investment?”, en 
Public Administration Review 47 (enero/febrero de 1987), pp. 106-114. 

% Nancy A. Huelsberg y William F. Lincoln, comps., Negotiation in Successful Local Govern- 
ment (Washington, D. C., International City Management Association, 1985), 211 pp.; Roger 
Richmman, Orion F. White, Jr., y Michaux Wilkinson, Intergovernmental Mediation: Negotia- 
tions in Local Government Disputes (Boulder, Colo., Westview Press en cooperación con el 
National Institute of Dispute Resolution, 1986), 173 pp. 

31 Kettl, "The Fourth Face of Federalism”, p. 371. 





SIETE FASES DE LAS RIG 183 


zo. A nivel nacional, el Congreso se ha enfrentado a la circunstancia, polfti- 
camente inquietante, de dónde, cómo y cuándo reducir los gastos genera- 
les. Esto creó una atmósfera:de intercambios forzosos: una situación de 
suma cero en la que toda nueva iniciativa tenía que labrarse a partir de los re- 
Cursos y programas ya existentes. El Congreso se esforzó por aprobar una 
ley, la Gramm-Rudman-Hollings, que avanzaría hacia un presupuesto equi- 
librado durante un periodo de cinco años. La ley fue descrita por uno de 
sus impulsores, Rudman, como “una mala idea cuyo tiempo ha llegado”. 

El impacto de las presiones y medidas de austeridad nacional ha sido 
inmenso. Aunque han sido notables las consecuencias en el dólar mismo, 
tal vez el mayor significado pueda verse en la modificación de actitudes. 
En los programas internos e intergubernamentales, la agenda de opciones 
para el Congreso y para los administradores de agencias incluye esfuerzos 
por equilibrar la equidad y la neutralidad en las contracciones de progra- 
mas. Las ideas en favor de nuevos programas, de la expansión de otros o de 
estrategias intergubernamentales innovadoras no han logrado obtener 
mucha atención ni suscitado mucha acción. 

Las limitaciones fiscales, los préstamos y los problemas de equilibrar el 
presupuesto no se han limitado al gobierno nacional. La deuda estatal y lo- 
cal se encuentra en un clímax de todos los tiempos: 570000 millones de dó- 
lares en 1985, casi el doble del nivel de 1977. Las fuerzas económicas mun- 
diales, nacionales y regionales han producido dislocaciones agudas, diversas 
y a veces desastrosas en muchas economías estatales, Los presupuestos de 
estados antes “ricos en energía” se han desplomado bajo la presión de los 
precios del petróleo. Estados que tenían economías basadas en la agricul- 
tura también se han enfrentado a amargas opciones fiscales entre conside- 
rables aumentos a los impuestos y/o grandes recortes presupuestarios. La 
mayoría de los gobiernos locales que se encuentran en estos estados “depri- 
midos” han tenido que enfrentarse a severas opciones similares, 


Recortes y cambios en la ayuda federal 


Los problemas precipitados por reducciones y reorientaciones propuestas 
y reales a la ayuda federal han sido enormes. La miscelánea fiscal'de 1981 
fue importante en materia de giros políticos: la reducción de la ayuda fe- 
deral en 6000 millones de dólares, la consolidación de alrededor de sesen- 
ta transferencias específicas y la eliminación de casi sesenta programas de 
transferencias. Estos cambios y los continuados esfuerzos, con éxitos varia- 
dos, del gobierno de Reagan por alterar el carácter fundamental de las r1G, 
movieron a Harry Scheiber a emplear el término “federalismo de latigazo” 
para descubrir los súbitos impactos finales de las políticas sobre quienes 
recibían ayuda federal. 2 4 


% Harry N. Scheiber, “Some Realism about Federalism: Historical Complexities and Cur- 
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Todo presupuesto presentado por Reagan desde que tomó posesión en 
1981, proponía un recorte importante (en dólares reales) de la ayuda federal, 


Sólo ocurrió en realidad una importante reducción (en 1981-1982), pero el' 


aumento regular de la ayuda federal sin duda ha sido conténido. No menos 
importantes han sido los nuevos niveles de incertidumbre y de imprevisi- 
bilidad respecto a los fondos de ayuda federal, Los caprichos de las relacio- 
nes ejecutivo-legislativas y de la dinámica de la política congresional han 
producido una sorpresa tras otra. Para cuando desapareció el Sistema Ge- 
neral de Participaciones, en 1986, los funcionarios estatales y locales ya ha- 
bían experimentado tantos cambios súbitos, que la desaparición del sGP no 
fue una sorpresa. Podría argitirse con cierta razón, desde luego, que estos 
acontecimientos probablemente fueron saludables para el sistema de RIG, 
al que desde hacía tiempo le urgían algunos ajustes correctivos, 

Los impactos fiscales de los recortes a la ayuda variaron significativamen- 
te, como podía esperarse, entre estados y localidades. De un estudio a fondo 
de 14 estados y localidades seleccionadas, realizado por Richard Nathan, 
surgió un tema no fiscal.” Un hallazgo significativo de esa investigación de 
campo, realizada entre 1981 y 1984, fueron los importantes cambios insti- 
tucionales ocurridos a nivel estatal. Los gobiernos de los estados expandie- 
ron considerablemente sus papeles en el proceso de formulación de polí- 
ticas tanto en relación con el gobierno nacional como con las localidades 
dentro de cada estado. Resultados más o menos similares surgieron de los 
estudios de la ocr sobre la implementación de los programas de transferen- 
cias generales en los estados.* Concretamente, los gobernadores, legislado- 
res y administradores de los estados adoptaron papeles más activos e influ- 
yentes en la toma de decisiones. Este punto confirma institucionalmente 
los descubrimientos estadísticos y cuantificables de Stephens acerca de la 
contracción (centralización) de las relaciones local-estatales, 


Toma de decisiones jurídicas 


¿Quién tiene una respuesta para el “problema” que plantean las decisiones 
de los tribunales federales para los gobiernos estatales y locales? El “pro- 


rent Challenges”, en Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Emerging Issues 
in American Federalism: Papers Prepared for acir's 25th Anniversary (Washington, D. C., Go- 
vernment Printing Office, 1985), pp. 41-63. 

* Richard P. Nathan y Fred C, Doolitile, Reagan and the States (Princeton, Princeton Universi- 
ty Press, 1987). Véase también el análisis institucional más amplio de Nathan, Richard P. Na- 
than, “Institutional Change under Reagan”, en Perspectives on the Reagan Years, John L. Palmer, 
comp. (Washington, D. C., Urban Institute Press, 1986), pp. 121-145. Para un análisis institu- 
cional y económico complementario, enfocado en las ciudades, véase George E. Peterson y Carol 
W. Lewis, comps., Reagan and the Cities (Washington, D. C., Urban Institute Press, 1986), 251 pp. 

% Contralor General, Block Grants Brought Funding Changes and Adjustments to Program 
Priorities, HRD-85-33 (Washington, D. C., Oficina de la Contaduría General, 11 de febrero de 
1985), 21 pp.; Contralor General, State Rather Than Federal Policies Provided the Framework 
for Managing Block Grants, HRD-85-36 (Washington, D. C., Oficina de la Contaduría General, 
15 de marzo de 1985), 55 pp. 
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blema”, desde luego, es que no hay sólo un problema. Hay casi tantos 
“problemas” como casos en la Corte Federal. 

James Carroll analizó las“circunstancias jurídico-legales de las RIG en 
1982.* Identificó tres tipos principales de problemas legales: la ley de trans- 
ferencias federales, el sometimiento de los funcionarios y gobiernos estata- 
les y locales, y los remedios sentenciados por las cortes para subsanar los 
errores constitucionales y estatutarios derivados de acciones estatales y lo- 
cales, En los tres campos, las cortes federales se han involucrado íntima e 
intensamente, induciendo a Carroll a concluir que el federalismo jurídico 
representa la “enajenación de las políticas públicas”. Las cortes han enfo- 
cado sus telescopios de alta resolución hacia decisiones tomadas por fun- 
cionarios estatales y locales, y han descubierto numerosas fallas, tanto sus- 
tantivas como procedimentales, 

Los tribunales, en opinión de Carroll, han escogido a los administrado- 
res públicos como los actores institucionales “más débiles” y les han exigido 
servir como mediadores, conciliadores, activistas y catalizadores para re- 
solver los conflictos y la belicosidad de las RIG. Los administradores públi- 
cos, según Carroll y al parecer también según los tribunales, se encuentran 
en la posición única de mandar por su debilidad. Como actor”s no electos 
ni constitucionales, son los menos amenazadores, menos legítimos y menos 
poderosos de varias instituciones estatales y locales, Estos administradores 
“débiles” se ven obligados a convocar, a engatusar y a convencer a los fun- 
cionarios de elección popular y a otros actores para que sigan los mejores 
cursos de acción al resolver disputas. ] 

Desde luego, el papel del administrador se ve fortalecido cuando los pro- 
cesos o las sentencias de las cortes son serias amenazas que penden sobre 
las cabezas de funcionarios electos que toman parte en una disputa inter- 
gubernamental. La solución amigable (o al menos aceptable) de las dispu- 
tas de las RIG está aproximándose al nivel de un arte mayor. El Instituto 
Nacional de Resolución de Disputas (en Washington, D. C.) ha procurado 
estimular proyectos de investigación, conferencias y cursos de estrategias 
que tienen aplicación importante y directa para resolver disputas en mate- 
ria de RIG.* El instituto y muchos esfuerzos de similar orientación forman 
parte de una creciente búsqueda de la resolución no judicial de conflictos 
en una sociedad cada vez más litigiosa, : 


Los mandatos administrativos 


Las cortes federales no son la única fuente institucional de la que funcio- 
narios estatales y locales captan obligaciones y requisitos, Los estatutos del 
* Carroll, “The New Juridical Federalism and the Alienation of Public Policy and Adminis- 
tration”, K 
* Instituto Nacional de Resolución de Disputas, 1901 L. St. N. W., Washington, D. C., 20036. 
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Congreso y las regulaciones administrativas continúan creciendo al mismo 
ritmo. Á pesar de los esfuerzos conscientes y hasta vigorosos de desregula- 
ción, hechos por el gobierno de Reagan, el alcance, el contenido y las con- 
secuencias de los mandatos de las RIG probablemente se han intensificado. 

Un observador cercano destacó en una evaluación del Nuevo Federalismo 
de Reagan, que “las órdenes federales no han decrecido en ninguna forma, 
y jamás se ha formulado un programa legislativo en gran escala para re- 
ducir las regulaciones intergubernamentales federales”.” Este argumento 
fue llevado más lejos por Margaret Wrightson, directora de personal del 
Subcomité del Senado sobre Relaciones Intergubernamentales. Comentó, 
desde su puesto estratégico (en 1986): “La administración ha tenido mu- 
cho menos éxito en su intento de reducir las cargas reguladoras intergu- 
bernamentales y, de hecho, en algunos casos las ha aumentado”.* Los 
ejemplos de incrementos incluían la bebida entre los jóvenes, los grandes 
camiones en carreteras interestatales y las normas de asistencia pública, 

Aun cuando el gobierno pareció haber logrado un gran avance en la reduc- 
ción de las regulaciones, hubo efectos neutralizantes. Cuando la miscelánea 
de la Ley Presupuestaria de Reconciliación (LRP) [Omnibus Budget Reconci- 
liation Act (OBRaA)] de 1981 consolidó varias transferencias específicas de ser- 
vicios humanos, el número de páginas de regulaciones, ¡se redujo de 312 a 
seis! Los estados asumieron la responsabilidad de administrar estas transfe- 
rencias con autoridad discrecional amplia. Sin embargo, la inquietud en los 
estados fue enorme, por la incertidumbre sobre cómo el Departamento de 
Salud y Servicios Humanos, el Congreso y/o la oca podían juzgar (o inventar 
nuevas estrategias) en la implementación de los programas. Como una pro- 
tección contra la incertidumbre, los estados redactaron extensas regulaciones 
y mandatos obligatorios para los beneficiarios locales de los fondos. 

En un sistemático estudio relativo a varios estados de mandatos de RIG a 
comienzos de los años ochenta, Catherine Lovell llegó a la conclusión de que 
“los funcionarios locales aseguran que la flexibilidad ha aumentado esca- 
samente; por ejemplo, las nuevas transferencias generales han significado, 
simplemente, el reemplazo de normas federales con normas estatales” .” En 


* David B. Walker, “New Federalism; 1981-1986”, siam Intergovernmental News 9 (inyierno 
de 1986) p. 4. 

* Margaret Wrightson, “From Cooperative to Regulatory Federalism”, en slam Intergovern- 
mental News 9 (primavera de 1986), pp. 1-5. En su última frase, Wrightson hace una obser- 
vación contundente acerca de las RIG presentes y futuras: Tomadas en conjunto y proyectadas 
al futuro, estas tendencias sugieren que el residuo del gran experimento [de Reagan] podría 
ser un federalismo que parece, decididamente, más regulatorio que cooperativo” (p. 5). 

» Catherine Lovell, “Effects of Regulatory Changes on States and Localities”, en The Conse- 
quences of Cuts: The Effects of the Reagan Domestic Program on State and Local Governments, 
ed. Richard P. Nathan y Fred C. Doolittle (Princeton, N. J., Princeton Urban and Regional Re- 
search Center; 1983), p. 186. La bibliografía e investigación sobre regulaciones y mandatos es- 
tatales y federales se acumuló durante los años setenta y ochenta. Dos tratamientos generales 
son CCRI, State Mandating of Local Expenditures (Washington, D. C., Government Printing 
Office, 1978); Catherine H. Lovell et al, Federal and State Mandating on Local Governments: 
An Exploration of Issues and Impacts, Final Report to the National Science Foundation (Ri- 
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su investigación también examinó ejemplos de mayores y más estrictas re- 
gulaciones nacionales, én varios programas de transferencias específicas, 
del gobierno de Reagan: Esto fue particularmente exacto en el campo de la 
asistencia pública, donde las metas sustantivas de reducir los costos y dis- 
minuir la dependencia tuvieron prioridad sobre los objetivos del proceso 
de reducir las regulaciones. 


Percepciones de los participantes 


Los actuales problemas y conflictos de las-r1G, y los varios medios para re- 
solverlos, están directamente vinculados a las percepciones y preferencias 
de los propios participantes. Una condición para resolver exitosamente las 
disputas es la modificación de las percepciones y la reordenación de las pre- 
ferencias. Un planteamiento de las perspectivas de los participantes aspira 
a describir con precisión las opiniones y preferencias prevalecientes de los 
actores de las RIG durante la actual fase contractiva. 

Existe el riesgo de simplificar demasiado en cualquier intento de resumir 
las opiniones de los actores nacionales, estatales y locales. La dificultad de la 
tarea y de las posibles deformaciones se agrava por la diversidad de los par- 
ticipantes, el carácter cambiante de los problemas y la variada intensidad 
de las opiniones expresadas. No obstante, sí es posible hacer algunas carac- 
terizaciones generales. 


Los actores nacionales 


El presidente ha sido agresivo, elocuente y tenaz en sus esfuerzos por re- 
formar, reformular o restaurar las relaciones estatal-nacionales. Uno entre 
varios rasgos del Nuevo Federalismo de Reagan ha sido su enfoque orien- 
tado hacia los estados.'" El Congreso, aunque respondió positiva pero 
selectivamente a algunas de las propuestas del presidente, en general adoptó 
una actitud cautelosa, frecuentemente defensiva, ante muchos de los esfuer- 
zos de “restauración” de Reagan. Varios estudios revelan los efectos mode- 
radores y amortiguadores que las acciones del Congreso tuvieron sabre el 
“choque” de 1981, causado por la LRP.'" 

En este punto de la discusión de la fase contractiva surge con toda na- 


verside, Graduate School of Administration, University of California, 1979). Véase también 
David R. Beam, “Washington's Regulation of States and Localities: Origins and Issues”, en In- 
tergovernmental Perspective 7 (verano de 1981), pp. 8-18; Catherine Lovell, "Mandating: Oper- 
ationalizing Domination”, en Publius: The Journal of Federalism 11 (primavera de 1981), pp. 
59-78; Donald F. Kettl, “Regulating the Cities”, en Publius: The Journal of Federalism 11 (pri- 
mavera de 1981), pp. 111-125. 

1% Nathan y Doolittle, Reagan and the States; Wright, "New Federalism”. 

10 Nathan y Doolittle, Reagan and the States; véase también Nathan y Doolittle, The Conse- 
quences of Cuts. 
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turalidad una pregunta: ¿Cómo se pueden clasificar los resultados induci- 


dos por el Nuevo Federalismo de Reagan? ¿Son revolucionarios? ¿Reaccio- | 


narios? ¿O reformistas? Se podrían ordenar argumentos en favor de cada 
una de las tres opciones, así como podría demostrarse que los creadores de 
la Constitución en Filadelfia fueron revolucionarios, reaccionarios o refor- 
madores. El punto central acerca de las metas de Reagan y sus resultados 
es que no embonan limpia ni completamente en ninguna de las tres cate- 
gorías, . 

No cabe duda de que han ocurrido cambios significativos en las RIG como 
resultado de la elección de Reagan en 1980 (así como de su reelección en 
1984).'* Ese acontecimiento y sus secuelas contribuyen a identificar el de- 
cenio de los años ochenta como una nueva fase de las RIG, pero llamar “re- 
volucionarios” a estos cambios sería forzar el significado de ese término más 
allá de sus límites normales, que sugieren que los cambios se desviaron ra- 
dical o completamente de los patrones anteriores, como en el caso de una 
revolución. Los cambios inducidos por Reagan fueron una desviación de la 
tendencia; no úna revuelta ni una reversión de las fases previas de las RIG. 

Los aspectos reformistas y reaccionarios del Nuevo Federalismo de Rea- 
gan han llamado la atención de muchos estudiantes, analistas y observado- 
res de las RIG. El sistema había llegado a una etapa en la que se habían 
propuesto numerosas u diversas reformas para resolver problemas impor- 
tantes. Se había iniciado una reacción contra el alcance, el tamaño, la com- 
plejidad, la competición y los cálculos del sistema. Las propuestas de Reagan 
tenían algunas características reformistas, pero también estaban marcadas 
con un poderoso y claro hierro candente ideológico, Nathan Glazer des- 
tacó esas señales en un ensayo sobre las políticas sociales del gobierno de 
Reagan.'” 

Glazer observó que el primer y predominante tema ideológico era un re- 
chazo a la “ingeniería social”, al empleo de las acciones y de las institu- 
ciones gubernamentales para afectar la conducta y mejorar la condición 
humana. La intención específica de esta estrategia era “revertir el curso de 
la política social que se había fijado desde hacía casi 20 años”. El segun- 
do tema ideológico, directamente relacionado con el primero, fue la es- 
trategia del Nuevo Federalismo, a saber, “devolver programas a los estados 
y restringir los controles federales”.'* Sin embargo, según Glazer, las inten- 
ciones de reforma del gobierno superaron con mucho los resultados reales 
en estas áreas interconectadas de política social y de federalismo. 


12 John E. Chubb y Paul E. Peterson, comps., The New Direction in American Politics (Wash- 
ington, D. C., Brookings Institution, 1985), 409 pp. 

19 Nathan Glazer, “Reagan Social Policy—A Review”, en Public Interest 75 (primavera de 
1984), pp. 76-98. Una revisión más general de la política social del gobierno de Reagan es 
ofrecida por Glazer en “The Social Agenda”, en Perspectives on the Reagan Years, John L. Pal- 
mer, comp. (Washington, D. C., Urban Institute Press, 1986), pp. 5-30. 

19 Glazer, “Reagan's Social Policy”, p. 77. 

'3 Ibid, p. 91, 
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Si los esfuerzos de Reagan no embonan en las categorías de reforma, re- 
acción o revolución, ¿cómo podemos identificar o designar los cambios en 
materia de RIG ocurridos eh la primera parte de la década? El término redi- 
rección probablemente sea el que mejor describa el giro ocurrido en las 
políticas. Los años ochenta y tal vez otros más, probablemente deban verse 
como la desviación de una tendencia, una reorientación de las RIG en tér- 
minos fiscales y políticos. Desde los años treinta hasta los años setenta, la 
orientación a largo plazo fue, con tan sólo excepciones fortuitas, “una ten- 
dencia hacia la centralización” en el gobierno nacional. Esa tendencia se 
ha embotado de modo significativo en algunas áreas importantes de políti- 
cas; pero es demasiado temprano para poder decir si los resultados fisca- 
les, programáticos y políticos de los esfuerzos de Reagan lograrían a largo 
plazo una reversión, una tendencia hacia la descentralización. 


Actores estatales y locales 


¿Cómo podrían describirse las opiniones de los incontables participantes 
estatales y locales en la actual fase de las RIG? Sus opiniones pueden resu- 
mirse en cuatro afirmaciones imperativo-exclamatorias, un tanto simplifi- 
cadas: “¡No miren hacia atrás!” “¡No miren hacia arriba!” “¡Cuidado!” “¡Mi- 
ren a su alrededor!” 

El eterno pitcher de beisbol, Satchel Paige, expresó un lema que carac- 
terizó su larga y distinguida carrera: “¡No miren hacia atrás; algo puede 
estarlos alcanzando!”. Su observación es a la vez una descripción y una pres- 
cripción para las opiniones de los funcionarios estatales y locales en la fase 
contractiva de las RIG. Les aconseja no mirar hacia atrás, hacia los “buenos 
viejos tiempos” de los años sesenta y setenta. Esas épocas de gamesman- 
ship y de grantsmanship han pasado y, en general, se les debe olvidar. Aun- 
que pueden aprenderse lecciones de previas experiencias de las RIG, se les 
debe emplear para acciones orientadas hacia el futuro, y no para reflexio- 
nes nostálgicas. 

“¡No miren hacia arriba!” Esto describe el aparente y dramático giro, apar- 
tándoseide Washington, en las opiniones de los funcionarios estatales y lo- 
cales en-general, pero más particularmente entre los actores locales. Mirar 
“hacia arriba”, a Washington, para pedir ayuda en tiempos de crisis fiscal, 
fue una actitud común durante los años sesenta y setenta. Esta pauta de “tu- 
bería del Potomac” sufrió un grán cambio durante los años ochenta. Hablan- 
do en términos metafóricos y medio humorísticos, un bromista dijo: “Los 
alcaldes, administradores y otras gentes locales han desechado sus hora- 
rios de vuelo a D. C. y, en cambio, han conseguido mapas de carreteras para 
llegar al capitolio del estado”. 

1 John Chubb, “Federalism and the Bias for Centralization”, en The New Direction in Amer- 


ican Politics, John E. Chubb y Paul E. Peterson, comps. (Washington, D. C., Brookings Insti- 
tution, 1985), pp. 273-306. 
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La tercera descripción-prescripción es “¡Cuidado!”. Esta advertencia está 
sujeta a interpretaciones múltiples, pero principalmente describe lo que sien- 
ten los funcionarios estatales y locales tras las acciones súbitas, bruscas e 
imprevistas de los actores nacionales. Respecto a los funcionarios locales, 
la advertencia describe también su conmoción ante acciones precipitadas 
del estado. Esta idea fue parcialmente captada en la frase de Scheiber del “fe- 
deralismo de latigazo”, pero es de alcance más vasto que un simple un dolor 
en el cuello o en otras partes de la anatomía. La perspectiva es la del que 
espera la inminencia de un accidente o de un choque súbito. Podría descri- 
birse como la del que espera lo mejor (¡cuidado!) preparándose para lo peor. 
Una posición o postura defensiva se combina con un elemento de belicosi- 
dad. En otras palabras, sólo hay que rendirse a regañadientes; no hay que 
rendirse sin un combate, 

Una vía importante para proseguir con esa esca es, desde luego, la de 
los tribunales. El surgimiento de la ley de transferencias federales ha sido 
ya mencionado como un legado de la fase calculadora, pero éste es sólo una 
parte pequeña y en ciertos aspectos insignificante de las cuestiones legales 
de las RIG. Las actuales dimensiones jurídicas de las RIG son múltiples, va- 
riadas y complejas. Por ejemplo: la responsabilidad por daños ha produ- 
cido estragos en el campo de los seguros, resultando en enormes aumentos 
de las primas de seguro para los gobiernos locales (y sus funcionarios). La 
tendencia de recurrir a los tribunales para zanjar diferencias (capacidad de 
impugnación) ha recibido amplia cobertura en la prensa. La pauta proba- 
blemente ha sido exagerada por los medios informativos, pero esto no debe 
oscurecer la presencia de un conjunto básico de problemas de las RIG. Las 
reacciones a esos problemas contribuyen a las diversas perspectivas identi- 
ficadas en el cuadro 11.1: belicosidad, capacidad defensiva y capacidad de 
impugnación [contentiousness, defensiveness, litigousness]. La agresividad, 
como ya se hizo notar, prevaleció sobre todo entre los actores nacionales, 
en particular el presidente y la Corte Suprema. 

Hay que indicar otro punto de vista entre funcionarios estatales y loca- 
les; “¡Miren a su alrededor!” Esta idea describe los nexos y el apoyo laterales 
que tan enérgicamente buscan algunos funcionarios estatales y muchos lo- 
cales. Estas redes de apoyo basadas en intereses mutuos no son nuevas, des- 
de luego. Los Siete Grandes grupos de interés público [P1G: public interest 
groups] constituyen un ejemiplo duradero. Pero estas redes han adquirido 
nuevo vigor y variedad, Además, tienden a no enfocar ni limitarse a cues- 
tiones fiscales. Bastarán dos ejemplos. 

Uno de ellos es el Centro Legal Estatal y Local, entidad oficialmente alber- 
gada dentro de la Academia de los Gobiernos Estatal y Local, en Washington, 
D. C.!” El centro tiene una historia breve y, conforme va la influencia de 


17 Centro Legal Estatal y Local. Academia de los Gobiernos Estatal y Local, 444 North Capi- 
tol St, N. W., Washington, D. C. 20001; véase “Memorandum: State and Local Legal Center”, 
10 de julio de 1986, 4 pp. 
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Washington, se encuentra en la periferia del poder. No obstante, es un em- 
blema de los nuevos y variados modos en que son necesarios esfuerzos for- 
males para que los funcionarios estatales y locales puedan lograr una mejor 
defensa. El centro existe con un propósito explícito: mejorar el carácter, el 
contenido y el calibre de la defensa jurídica ante los tribunales federales en 
casos de imiportancia significativa, en los que los estados y/o las locali- 
dades sean parte en las demandas. 

El centro es resultado de múltiples fuerzas e influencias, La necesidad de 
mejor representación estatal y local ante la Corte Suprema ha sido extraofi- 
cialmente reconocida desde hace mucho tiempo. Sin embargo, salió a la su- 
perficie explícitamente en un discurso de 1974 que pronunció el magistrado 
Lewis Powell en la Quinta Conferencia del Circuito Judicial. Observó que 
algunos de los “expedientes y de los alegatos más débiles proceden del abo- 
gado estatal”.!" 

Es evidente la necesidad de una mejor representación jurídica cuando se 
citan algunos datos acerca de los gobiernos estatales y locales en los tribu- 
nales federales: 





* En cualquier periodo de sesiones de la Corte Suprema, entre un tercio y 
la mitad de los casos involucran a los estados y localidades en los tribu- 
nales. 

* Entre 1970 y 1978, la Corte Suprema dictaminó 180 casos de inconsti- 
tucionalidad de leyes estatales y locales (en contraste con 18 estatutos 
nacionales). 

+ Cuando los gobiernos estatales y locales son parte de una demanda ante 
la Corte Suprema y el subsecretario de Justicia de los Estados Unidos 
arguye en oposición, los estados y las localidades ganan en menos de 
una tercera parte de los casos. . 

* Cuando el subsecretario de Justicia se pone del lado del gobierno esta- 
tal o local, prevalece la posición estatal o local en más de dos terceras 
partes de los casos. 

* Las demandas contra gobiernos estatales y locales por supuestas viola- 
ciones a los derechos civiles, especialmente por la Sección 1983 (capí- 
tulo 42) del Código de Estados Unidos, han alcanzado “proporciones 
épicas”: de 15000 a 20000 casos presentados cada año. 

+ El número de peticiones de derechos civiles presentadas en los tribuna- 
les federales por presos estatales contra funcionarios penitenciarios au- 
mentó de 218 en 1966 a 2030 en 1970 y a 12397 en 1980,1% 


El Centro Jurídico Estatal y Local puede o no producir los resultados de- 
seados en muchos (o incluso en pocos) casos de los tribunales federales. 


1% Stuart Baker y James R. Asperger, “Foreword: Toward a Center for State-Local Legal Ad- 
vocacy”, en Catholic University Law Review 31 (primavera de 1982), pp. 367-373. 

1 A. E. Dick Howard, “The States and the Supreme Court”, en Catholic University Law Re- 
view 31 (primavera de 1982), pp. 375-438. 
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Sin embargo, es un progreso notable en la forma en que los funcionarios 
estatales y locales “miran a su alrededor” en busca de fuerza y de apoyo en 
el medio cambiante e incierto de las RIG. 

Un segundo ejemplo de “mirar.alrededor” es más administrativo y menos 
específico que la defensa en la Corte Suprema. Procede de la revolución 
de la tecnología informática, por la cual los datos computarizados pueden 
fácilmente ser compartidos por medio de una red de usuarios. Dos ejem- 
plos son ZINUS (Local Information Network for Universal Service) y LOGIN 
(Local Government Information Network). El primero es patrocinado con- 
juntamente por la Liga Nacional de Ciudades (LNC) y por la Asociación In- 
ternacional de Administración de las Ciudades (A1Ac). 

LINUS comenzó en agosto de 1985, y a principios de 1986 tenía ya más de 
300 usuarios. Ofrece seis tipos de servicios de comunicación electrónica, pero 
uno de los principales es la difusión de noticias y de información procedente 
de LNC y de alac. Cuando se tiene acceso al servicio, automáticamente apare- 
cen “informes” actualizados sobre varios temas. También hay un sistema de 
tableros de información por boletines; por ejemplo, listas de empleo, encues- 
tas de investigación actualizadas e informes del estado de los proyectos de ley 
en el Congreso, de interés para los gobiernos municipales. Huelga mencionar 
los puntos específicos de estos sistemas de información; su valor real y poten- 
cial es inmenso. Además, se están organizando y expandiendo redes análogas 
dentro de muchos estados, donde la gente en general y la inmediatez de in- 
tereses parecen aún mayores que sobre una base nacional. Estas redes de 
un solo estado también reflejan el cambio hacia lo que algunos observadores 
han llamado federalismo “orientado hacia los estados”. 

Los principales problemas y las variadas perspectivas de los participan- 
tes reflejan lo distintivo de la fase contractiva de las RIG. El grupo de térmi- 
nos empleados para describir este periodo puede ser demasiado vasto e im- 
preciso para captar sus muchos matices específicos. Sin embargo, los 
términos y los ejemplos deben sugerir la existencia de cambios significati- 
vos en las RIG. 


Mecanismos de las rIG 


Los instrumentos a través de los cuales se implementan las actividades de 
RIG en la fase contractiva también revelan elementos nuevos, así como al- 
gunos nexos con anteriores fases de RIG. El cuadro 11.1 muestra cuatro me- 
canismos muy importantes en esta fase. Debe notarse que los estatutos y 
los fallos de los tribunales fueron importantes en la primera fase de las RIG. 
Esta parcial “repetición” de la fase conflictiva no debe sorprendernos, al me- 
nos por dos razones. Una de ellas es la presencia de percepciones un tanto 
similares de los participantes que prevalecieron en las fases contractiva y 
conflictiva. En los afios ochenta, como antes de los treinta, parece haber im- 
perado una poderosa sensación de “nosotros contra ellos”, Esta polarización 
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emerge, a menudo, de un apego renovado y fortalecido a nuestro “barrio”, 
nuestra jurisdicción o nuestro “espacio de políticas”.' En el capítulo vin, 
relativo a cuestiones de' límites y jurisdiccionales en materia de RIG, se 
analizará más extensamente este rasgo. 

Una segunda razón para un nexo entre los años ochenta y los treinta es 
el tema de la “restauración” repetido por Reagan. Una manera de ver la es- 
trategia de Reagan es considerar que apunta a rechazar muchos de los ras- 
gos descubiertos en las cinco fases que intervinieron entre los periodos de 
conflicto y de contracción. A los historiadores les han intrigado las conexio- 
nes entre Reagan y Roosevelt.'' Algunos ven las políticas de Reagan como 
un esfuerzo por rechazar la mayor parte de la legislación de política social 
e interna aprobada desde el New Deal, , 

En la fase contractiva parecen ser nuevos tres mecanismos de las RIG. 
Dos, las fuentes informáticas y la solución de disputas ya se han menciona- 
do e ilustrado: LINUS en este capítulo y la mediación en las RIG en el capítulo 
5. Los cambios en la tecnología de las computadoras en el primer ejemplo 
y en la tecnología social (mediación) en el segundo, han hecho resaltar a 
estos instrumentos de la resolución de problemas en la fase contractiva. 

Ya se ha mencionado la privatización, pero una apreciación de todo su 
impacto en las RIG merece nuevos comentarios. Otro aspecto de la privatiza- 
ción se ha vuelto parte importante de la estrategia de “miren a su alrede- 
dor”, de los funcionarios estatales y locales. A nivel del estado, el objetivo de 
atraer industrias privadas, especialmente las de tecnología avanzada, ha fo- 
mentado una competición interestatal e incluso internacional. Hace pocos 
años, el Wall Street Journal captó el núcleo de esta idea cuando mencionó 
que “los gobiernos de los estados están actuando cada vez más como nacio- 
nes soberanas”, tanto en la arena interna como en la internacional.!? 

Un ejemplo de las “guerras” de las RIG por la tecnología avanzada, entabla: 
das para atraer al comercio y a la industria, apareció en diciembre de 1980, 
cuando James B. Hunt, Jr., gobernador de Carolina del Norte, hizo una ex: 
cursión de reclutamiento industrial en el área de la Bahía de California. El 
gobernador estaba visitando el “Valle del Silicón” para alentar a empresas 
de microelectrónica a reubicarse en su estado. Había dado la mayor priori- 
dad al desarrollo y al crecimiento económico, y esta política se volvió más 
específica cuando presentó a la legislatura un presupuesto en enero de 1981. 
Incluía 24 millones de dólares para establecer un centro de investigación 
de microelectrónica en un gran parque indutrial de investigaciones cerca de 
la capital del estado, para atraer a empresas de microchips (microcircuitos 
integrados) de fuera del estado. : 


** Downs, Inside Bureaucracy. > 

* William E. Leuchtenberg, ln the Shadow of FDR: From Barry Truman to Ronald Reagan 
(Ithaca, Cornell University Press, 1983). 

1» Roger Ricklefs, “Manager's Journal —Early Warning System”, en Wall Street Joumal, 30 
de abril de 1979, p. 16. 


194 CONCEPTOS Y CONTEXTOS 


La incursión del gobernador al centro de microchips de la Costa Oeste no 
pasó inadvertida, El presupuesto del gobernador Jerry Brown a la legisla- 
tura de California contuvo una respuesta a los avances de Carolina del Nor- 
te. Pedía 10 millones de dólares de fondos para la investigación de micro- 
electrónica. Según una fuente informativa “Brown explicó la propuesta 
como una medida destinada a ayudar a una industria clave de California 
para rechazar la competencia de fuera del estado”.!"* Otro episodio del for- 
cejeo por la “industria del futuro” ocurrió a finales de enero. El Departa- 
mento de Comercio de Carolina del Norte recomendó al gobernador que se 
contratara a un reclutador de tiempo completo, quien estaría permanente- 
mente en el condado de Santa Clara, California. Este reclutador de fuera 
del estado se uniría a otros dos reclutadores “remotos”, uno de ellos en 
Tokio y el otro en Bruselas. Que la competencia sea por industrias exóticas 
del futuro o por las más tradicionales “guerras del automóvil” (como la 
inmensa planta armadora de automóviles de la General Motors de Tennesee, 
con un costo de 3500 millones de dólares), este tipo de competencia de las 
RIG por “manjares” privados probablemente continuará. 

La otra cara de la moneda en la persecución del sector privado ha sido 
llamada “competencia de laxitud”. En lugar de tratar de ser un estado líder 
o innovador en las políticas, quienes toman las decisiones estatales eligie- 
ron competir “hacia abajo”. Esta pauta se ha formalizado como un juego 
de las RIG llamado “Arruina a tu Vecino” (véase el apéndice B). El magis- 
trado Louis Brandeis llamó a esto la “competencia de laxitud”, frase que 
pretende describir la frecuente rivalidad entre los estados para encontrar el 
mínimo común denominador.'* 

Un ejemplo de competencia desleal también involucra a Carolina del Nor- 
te. Los impuestos estatales a los cigarrillos en Carolina del Norte sólo son de 
dos centavos de dólar por paquete, en comparación con los 30 centavos por 
paquete (tasas combinadas del estado y la ciudad) de Nueva York. Las tasas 
en los estados del nordeste circundante son casi igualmente altas. Este gran 
diferencial hace que algunos delincuentes se vean tentados a transportar ci- 
garrillos de Carolina del Norte a los estados del nordeste e introducir los car- 
tones no gravados en los canales de distribución normales, sean de mayoreo 
o de menudeo, Este flujo de millones de cigarrillos de Carolina del Norte ha 
dado un sentido literal al “camino del tabaco” por las muy transitadas rutas 
de contrabandistas de cigarrillos. Los cigarrillos que se venden en la ciudad de 
Nueva York por 15 dólares o más por cartón, en comparación con los seis 
dólares o menos de Carolina del Norte, han sido un poderoso incentivo de lu- 


1" "Governor Brown Boosts Microelectronios”, en Science 211 (13 de febrero de 1981), 
p. 688. El viaje del gobernador Hunt y la estrategia de reclutamiento en Carolina del Norte 
fueron descritos por Margaret Knox, “Micros Could Get Us In the Chips”, en The Leader: 
Research Triangle Newsweekly (N. C.), 1981 Outlook and Review Issue, enero de 1981. 

1 Citado en Harry N. Scheiber, “American Federalism and the Diffusion of Power: Histori- 
cal and Contemporary Perspectives”, en University of Toledo Law Review 9 (verano de 1978), 
p. 621. 
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cro para los delincuentes. ¡Se calcula que un camión de cigarrillos de contra- 
bando produce una “ganancia” de más de 100000 dólares en un solo viaje! 


Metáforas del federalismo 


Los aspectos contrastantes y hasta contradictorios de la fase contractiva 
hacen improbable que una sola metáfora del federalismo transmita ade- 
cuadamente la naturaleza de las relaciones intergubernamentales en este 
periodo. El cuadro 111.1 enumera tres términos como descripciones simpli- 
ficadas de la actual fase. ñ 

El federalismo de facto no es una metáfora en sentido estricto, sino una 
manera de denotar la presencia de un federalismo de hecho, la realidad de 
una relación federal en toda forma. El término fue empleado en 1984 por 
el director ejecutivo de la ccr1, Kenneth Howard, para dar a entender un 
grado de liberación fiscal (o de movimiento hacia la separación) entre el go- 
bierno nacional y los sectores local-estatales."* Los resultados de la redirec- 
ción de Reagan son una justificación parcial para indicar este federalismo 
de hecho, pero no constituyen la base única ni completa del término, 

John Shannon, subdirector de finanzas e impuestos de la CcRI fue particu- 
larmente convincente al sostener que en las finanzas de las RIG estaba ocu- 
rriendo un proceso duradero de cambio, lento pero seguro.''* La tendencia 
es hacia mayor autosuficiencia estatal y local en asuntos fiscales. La otra 
cara de esta moneda es la restricción fiscal a nivel nacional. Estas presiones 
incluyen el fortalecimiento militar, los problemas de financiamiento del Se- 
guro Social, menores ingresos fiscales, por el recorte fiscal de 1981, los rápi- 
dos incrementos de los déficit federales y el aumento vertiginoso de la deuda. 

El punto central del federalismo de facto es que los problemas de nivel 
nacional, especialmente los fiscales, dominan el escenario de Washington, 
D. C. Este predominio es tan constante, que las preocupaciones estatales y 
locales no pueden salir a escena y, mucho menos “robarse” un pequeño acto 
durante la “obra” de las políticas públicas nacionales. En ulteriores capítu- 
los sobre finanzas mostraremos que el giro hacia la liberación fiscal en reali- 
dad empezó antes de la llegada del Nuevo Federalismo de Reagan. 

La metáfora del telescopio, en el cuadro m.1, expresa la dimensión legal de 
la fase contractiva. El adjetivo encastrado [telescoped] describe un estado 
de lapsado, condensado o compacto. Esta condición es más o menos similar 


15 S, Kenneth Howard, “De Facto New Federalism”, en Intergoveramental Perspective 10 
(invierno de 1984), p. 4. 

11 John Shannon, “Dealing with Deficits—Striking a New Fiscal Balance?”, en Intergovern- 
mental Perspective 10 (invierno de 1984), pp. 5-9.. Aunque la mayoría de los observadores con- 
sideraron que la austeridad induciría tendencias descentralizadoras, dos escritores (en 1981) 
vieron sus efectos centralizadores. Véase Charles H. Levine y Paul L. Posner, “The Centraliz- 
ing Effects of Austerity on the Intergovernmental System”, en Political Science Quarterly 96 
(primavera de 1981), pp. 67-85. 
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a las actuales circunstancias jurídico-legales en las RIG. Categoría para de- 


mandar, identificar una cuestión federal, invocar precedentes y encontrar - 


jueces dispuestos a escuchar (en tribunales federales) han producido unas 
relaciones legales “encastradas”. 

En el cuadro 11.1 también se hace referencia al telescopio como visor. Re- 
presenta el poder amplificador y la capacidad de resolución de las Cortes 
federales para hacer un escrutinio intenso de las actividades estatales y lo- 
cales. Dos importantes telescopios empleados en este esfuerzo de análisis 
son las cláusulas de debido proceso y de protección igualitaria, de la Decimo- 
cuarta Enmienda, En este proceso de revisión hay, empero, una paradoja, 
El foco del telescopio y la mirada crítica parecen más intensos tratando de 
cuestionar las acciones estatales y locales. Las acciones nacionales (del Con- 
greso) que afectan a las RIG parecen ser menos rigurosamente examinadas. 

Ya se había usado antes la palabra latigazo. Procede del ensayo de un 
historiador del Derecho, muy reconocido, quien notó los súbitos giros fi- 
nancieros que ocurren en las RIG. Sin embargo, se aplica más ampliamen- 
te, y esa extensión ha conducido a una observación concluyente acerca de 
la fase contractiva. 

Las metáforas, los mecanismos, las perspectivas y los problemas no se res- 
tringen ni se centran exclusivamente en los asuntos fiscales. Ésta es una in- 
dicación del surgimiento de problemas no monetarios que tendrán mayor 
importancia en las RIG. Los intercambios financieros, especialmente la ayu- 
da nacional y estatal, fueron en otro tiempo la materia de las RIG. Aunque 
dedicaremos los cuatro siguientes capítulos a cuestiones financieras, el as- 
censo y la supremacía de tales cuestiones han retrocedido con el surgimien- 
to de asuntos no fiscales. La frase de Elazar, puesta al comienzo del análisis, 
de que las “transferencias federales [...] ya no fijan el tono en las relaciones 
intergubernamentales” es congruente con los aspectos no fiscales de la fase 
contractiva de las RIG. 


RESUMEN 


Las siete fases de las RIG ofrecen un medio para organizar los acontecimien- 
tos políticos de los Estados Unidos en el siglo xx de una manera que expo- 
ne nuevos aspectos del funcionamiento del sistema político de la nación. 
Desde luego, hay diversas maneras de cortar el “pastel” de las RIG para hacer- 
se una idea de cómo está organizado y cómo actúa el sistema.!'” Una metá- 
fora geológica es un medio útil para comprender las relaciones que hay en- 
tre las fases de las RIG descritas en este capítulo, 

En vez de ser rayas lineales a lo largo de una regla o línea de Henipo, las 
fases de las RIG se comprenden mejor como estratos geológicos colocados 
unos sobre otros. Cada periodo o fase tiene formaciones de roca sedimen- 


' Daniel J. Elazar, American Federalism: A View from the States (Nueva York, Harper and Row, 
1984); David B. Walker, Toward a Functioning Federalism (Boston, Mass., Winthrop, 1981). 
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taria características, y a veces la sola transición de una capa a la siguiente 
superior no es marcadamente distinta en textura y matiz. Sin embargo, hay 
suficiente contraste entre los problemas, percepciones y mecanismos para 
colocarla aparte de las fases inferior y superior, 

Esta analogía puede llevarse más lejos. El marco jurídico-constitucional 
en que se han depositado las fases (estratos) de las RIG es como rocafirme 
del granito. Esta roca (el federalismo tradicional) no está cubierta en todas 
partes por capas sedimentarias. Se le puede ver aparecer en muchos y di- 
versos lugares. Además, hay ocasionales terremotos que fracturan las pau- 
tas y posiciones, a veces claras y limpias, de los estratos de las RIG. 

Dos terremotos fueron de muchos grados en la escala de Richterven las RIG 
en 1978 y 1980. Curiosamente, ambos acontecimientos —la Proposición 13 
y la elección de Reagan— pueden seguirse con sismógrafos hasta sus epicen- 
tros en California. El cambio desde Filadelfia (y la Costa Este) en el decenio 
de 1780 a California (y la Costa Oeste) en el decenio de los noventa resulta 
simbólico del carácter transcontinental de las RIG a través de dos siglos. 

Podemos recapitular así los temas modales de las siete fases de las RIG: 

1. Conflictiva límites jurisdiccionales y relaciones adversas de tipo 
legal 
2. Cooperativa miseria económica y amenaza internacional 
3. Concentrada obras públicas, y reconstrucción y desarrollo físico 
4. Creativa malestar urbano y necesidades de servicios para los me- 
nesterosos p 
coordinación y eficacia de los programas, y participa- 
ción ciudadana 
sobrecarga administrativa y falta de confianza pública 
restricciones fiscales y jurídicas, y enfrentarse al cambio 


5. Competitiva 


6. Calculadora 
7. Contractiva 


Las siete fases de las RIG (la metáfora geológica) reflejan las pautas estrati- 
gráficas de un mapa subterráneo del sistema político de los Estados Uni- 
dos. Intentan liberar a las RIG de una dimensión oculta y mostrar cómo se 
ilumina entonces la política estadunidense. 

El mapa geológico indicado por las fases no es muy nítido; habría que 
hacer más exploraciones y mapas para descubrir y minar alguna veta ma- 
dre entre los estratos. Los especialistas académicos que se llaman a sí mis- 
mos analistas de las RIG son los principales exploradores, pero también par- 
ticipan en la búsqueda estudiantes, ciudadanos y profesionistas. De hecho, 
los profesionistas están más relacionados con las fuerzas subyacentes en los 
estratos sedimentarios que quienes tratan de interpretar los sedimentos. 
Sea como fuere, el mapa estratigráfico está hoy lo bastante completo para 
permitirnos nuevas búsquedas. Las exploraciones avanzan primero en la 
dirección fiscal (capítulos Iv-vH) y luego se extienden a cuatro principales 
campos de las políticas (capítulos VI-XD. 





| SEGUNDA PARTE 
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| INGRESOS Y GASTOS 





A menudo se dice que “el dinero habla”. En relación con las RIG, sería decir más 
apropiado que “el dinero grita”, considerando la importancia de las cuestiones fis- 
cales en este terreno. De hecho, los ingresos y gastos son importantes para com- 
prender las pautas pasadas y la dinámica actual de las relaciones nacional- 
estatales-locales. Los cuatro capítulos siguientes mostrarán y explicarán la 
importancia central de las cuestiones financieras para las RIG. 

Los capítulos Iv y V se centran en los ingresos. En el capítulo TV reconocemos el 
papel de intermediario desempeñiado por los estados en las políticas destinadas a 
incrementar la captación de ingresos. En el capítulo V consideramos las finanzas 
locales en general, pero con atención específica en cuestiones fiscales y económicas 
urbanas. 

En los capítulos v1 y vir los egresos son el centro de la atención. Examinamos las 
tendencias a largo plazo en los gastos agregados de RIG y analizamos las pautas de 
la ayuda federal, desde el punto de vista de la discrecionalidad del otorgante y del 
receptor-cliente. Al advertir la naturaleza recíproca e interactiva obvia del proceso 
de ayuda federal, nos rernitimos a estudiar tres aspectos en particular: imágenes, 
implementación y repercusiones. 
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- IV. LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES; 
INGRESOS. LA CAPTACIÓN DE RECURSOS 


EXISTE una vieja tendencia a considerar a las RIG básica, si no es que exclu- 
sivamente, en términos de relaciones fiscales. Estar conscientes de esta 
tendencia es un primer paso para evitar un énfasis excesivo en cuestiones 
fiscales y datos financieros. Hace muchos años, un destacado investigador 
del federalismo, Daniel Elazar, resumió bien este punto en “Preguntas 
fiscales, respuestas políticas”. ! 

Esta advertencia contra la miopía monetaria y la fijación fiscal aparece 
como prólogo para los cuatro siguientes.capítulos, que exploran en la are- 
na a veces desconcertante, frecuentemente compleja e invariablemente 
recubierta de eventos y de hechos de las finanzas intergubernamentales. 
En este capítulo, el tema es la captación de ingresos, pautas interguberna- 
mentales asociadas a la adquisición de recursos. Se ha prestado especial 
atención a los papeles de captación de ingresos desempeñados por los esta- 
dos. El siguiente capítulo se dedica a los patrones de ingreso a nivel local y 
luego sondea algunas cuestiones fiscales urbanas, que yacen tras las tablas 
de datos. Los capítulos vI y VI se enfocan a cuestiones de asignación de 
recursos de RIG, es decir, el lado del gasto de la balanza fiscal. Los cuatro 
capítulos deben leerse sin perder de vista una idea primordial: la compren- 
sión de los datos fiscales intergubernamentales, de sus tendencias y varia- 
ciones, es condición necesaria para entender las RIG, pero no es condición 
suficiente para una total comprensión de este campo. 


FUENTES DE INGRESO POR NIVEL DE GOBIERNO 


El sector público en los Estados Unidos es un gran componente de la eco- 
nomía mixta y de libre empresa. En 1985, por ejemplo, los ingresos totales 
(entradas) de todos los gobiernos (nacional, estatales y locales) equivalió a 
1418 billones de dólares. Esta cifra constituyó el 35,79% del Producto Na- 
cional Bruto (PNB) de la nación. Muchos otros países canalizan mayores 
proporciones de su total de recursos por medio del fisco y en algunos se 
habla de menores porcentajes. Sin embargo, comparativamente son pocas 
las naciones del mundo que siguen los caminos característicos, de múlti- 
ples pasajes en el sector público, que los Estados Unidos han elegido. Los 


1 Daniel J. Elazar, “Fiscal Questions and Political Answers in Intergovernmental Finance”, 
en Public Administration Review 32 (septiembre-octubre de 1972), pp. 471-478, 
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múltiples, dispersos y variados medios de captar ingresos del sector públi- 
co son insólitos, si no es que exclusivos. 


El cuadro 1V.1 presenta de una manera muy condensada las principales * 


fuentes de ingresos de los gobiernos de los Estados Unidos en 1985, des- 
glosando los niveles nacional, estatal y local. El gobierno nacional reunió 
más de 800000 millones de dólares, y los niveles de los gobiernos estatales 
y locales reunieron, cada uno, más de 400000 millones. Los totales de los 
tres niveles, juntos, superaron la cifra de 1400 billones de dólares debido a 
las transferencias intergubernamentales. Estos (lujos intergubernamen- 
tales son registrados como ingresos por los niveles receptores en el segun- 
do rubro de cifras del cuadro. * 


CUADRO Iv.1. Fuentes de ingresos por nivel de gobierno 
(miles de millones de dólares): 1985 











Tipo de ingreso Nacional Estatal Local Total 
Total (todas las fuentes) 806.8 439.0 4025  1418,4* 
Ingreso intergubernamental 
origen nacional 84,5 21.7 106.2 
origen estatal 1,9 116.4 118.3 
origen local 5.5 55 
Ingresos propios 804.9 349.0 2645 14183 
: y (56.3) (24.6) (18.6) (100.0) 
Ingresos por fideicomisos, 
compañías y empresas de ser- 
vicios públicos 246.4 73.6 48.4 368.4 
(66.9) (20.0) (13.1) (100.0) 
Ingresos generales 558.5 275.4 216.1 1050.4 
(53.2) (26.2) (20.6) (100.0 
Ingreso fiscal 454.0 215.3 134.5 803.8 
(56.5) (26.8) (16.7) — (100.0) 
Cargos e ingresos misceláneos 104.5 60,1 81.6 246.2 
(42.4) (24.4) (33.2) (100.0) 





Nota: Las cifras entre paréntesis son porcentajes. 

* Se han eliminado las transacciones duplicadas, debidas a transferencias interguberna- 
mentales, 

Fuente: Ofícina del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1984-1985, 
GF85, núm. 5 (Washington, D. C. Government Printing Office, 1986), cuadro 6, p. 7. 


Si se consideran los ingresos propios, se alteran ligeramente los datos de 
captación del ingreso intergubernamental. (En el Apéndice A. se incluyen 
definiciones de varios términos de ingresos y de gastos.) Los gobiernos 
estatales acumularon cerca de 350000 millones de dólares; los gobier- 
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nos locales colectaron más de 260000 millones. Estas cantidades se traducen, 
respectivamente, en él 25% y en el 19% de los ingresos captados por los 
gobiernos nacional, estatales y. locales. Sin embargo, las cantidades y pro- 
porciones incluyen entradas por toda una variedad de fideicomisos, com- 
pañías e ingresos por empresas de servicios públicos [utilityt revenues] que 
operan en diferentes niveles gubernamentales. Desde luego, el principal 
fideicomiso nacional es el Sistema de Seguridad Social. En los niveles 
estatal y local, además de los ingresos del sistema de retiro, se recaudan 
entradas considerables por la operación de tiendas de licores (monopolios 
estatales), empresas públicas de agua potable y similares. Aquí, lo princi- 


* pal es que, en lo tocante a su uso, se han restringido (o comprometido) cer- 


ca de 370000 millones de dólares de entradas. Estos fondos no están 
disponibles para su asignación general o discrecional. 

Los ingresos generales, que integran la categoría discrecional, proceden 
de dos fuentes primordiales: los impuestos y los cargos y derechos miscelá- 
neos. El ingreso intergubernamental es considerado como ingreso general, 
pero no como ingreso propio. Las filas de porcentajes para ingresos gene- 
rales, revelan que los gobiernos locales obtienen más de una quinta parte 
de cerca de un billón de dólares del total de los ingresos generales; los go- 
biernos estatales se atribuyen más de una cuarta parte de esa suma. Las 
dos subcategorías de ingresos generales (impuestos y cargos) muestran 
porcentajes que están por encima o por debajo de estas proporciones 
citadas. Donde más clara es la diferencia es en el nivel local; estos gobiernos 
sólo obtienen cerca de una sexta parte de todos los impuestos, pero recau- 
dan un tercio de todos los cargos y derechos misceláneos. 

Un punto predominante, extraído del cuadro 1v.1, se puede plantear sen- 
cillamente: los gobiernos estatales y locales, separados o unidos, son “caba- 
llos” favoritos en el “derby” de captación de ingresos en los Estados Unidos. 
Exploraremos cómo la pauta de 1985 puede compararse con experiencias 
anteriores. A partir del cuadro Iv.1 también podemos lograr una compren- 
sión clara y básica de los diversos tipos y categorías de ingresos, conoci- 
miento que es importante para comprender los ulteriores análisis fiscales. 
Por último, las siete categorías de ingresos, cuando se multiplican por tres 
—para los tres niveles de gobierno— ofrecen una idea de la complejidad 
del sistema intergubernamental de ingresos de los Estados Unidos, 


Tendencias de los ingresos generales 


¿Cuáles han sido las tendencias a largo plazo de los ingresos generales? 
¿Hasta qué punto dependen los diversos niveles de gobierno de los ingre- 
sos fiscales, en contraste con su dependencia de fuentes de ingresos intergu- 
bernamentales? El cuadro 1v.2 nos muestra porcentajes de la estructura de 
ingresos de los gobiernos nacional, estatales y locales, de 1902 a 1985, 
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En las proporciones del gobierno nacional no se presenta una pauta con- 
sistente. La dependencia de los impuestos como parte de los ingresos ge- 
nerales ha fluctuado entre 70 y 90 % durante los ocho decenios. El aumen- 
to del ingreso misceláneo entre 1980 y 1985 puede no ser un presagio; el 
cambio fue, en gran parte, producto del recorte fiscal de 1981. Las grandes 
revisiones del código fiscal, en 1986, pueden restablecer el componente fis- 
cal, llevándolo a una más alta proporción. 

En los porcentajes de los gobiernos estatales y locales están presentes 
ciertos cambios dignos de mención y algunas tendencias perduarables. Es 
evidente un descenso general de la dependencia estatal de los impuestos 
para los ingresos generales. Aunque la disminución no es consistente, sí 
hay un deslizamiento general de los porcentajes entre 80 y 70, respecto a 
los más recientes, por encima de 50%, De 1970 a 1980, el cambio fue muy 
influido por una mayor dependencia del ingreso intergubernamental, Los 
incrementos por cargos y derechos misceláneos sólo contribuyeron en 
menor grado, Los recortes a la ayuda federal, de 1981, y los otros efectos 
de la fase contractiva redujeron la proporción de 1985, proveniente del 
ingreso intergubernamental, por vez primera desde la época de la Gran 
Depresión, En 1936 los estados recibieron más de 20% de sus ingresos ge- 
nerales de fuentes intergubernamentales, Después de una caída en 1940, la 
cifra fue aumentando gradualmente desde 1950 hasta 1980, antes de volver 
a caer en 1985. 

Los porcentajes del gobierno local en el cuadro 1v.2 muestran tendencias 
de largo plazo que son casi equivalentes a las del nivel estatal. Los impues- 
tos han estado declinando, mientras que las fuentes gubernamentales han 
sido parte creciente de los ingresos generales. Esta pauta se sostuvo desde 
1940 hasta 1980, con sólo una modesta desviación de la tendencia en 1985, 
El cambio más notable en las proporciones ocurrió entre 1970 y 1980. 

Una tendencia concatenada a la anterior es evidente en la categoría de 

ingresos misceláneos. Desde las profundidades de la Depresión en 1936, 
esta fuente ha sido una parte cada vez mayor de los ingresos generales 
locales. En la actualidad produce más de una quinta parte de estos ingre- 
-S0s, y en parte es una respuesta a un gran conjunto de restricciones fis- 
cales. La resistencia de los contribuyentes a los incrementos de impuestos 
a nivel local y la reducción del apoyo externo (intergubernamental) han 
contribuido poderosamente a establecer cargos a los usuarios por servicios 
públicos tradicionalmente “gratuitos”; por ejemplo, instalaciones de re- 
creación y bibliotecas. Este patrón de pago por el consumidor, documenta- 
do más adelante con mayor detalle, se adecua al tema de la privatización 
de la fase contracttiva de las RIG. 

La ayuda intergubernamental como parte del ingreso de los gobiernos 
locales se caracteriza por dos tendencias separadas y de largo plazo, Entre 
1913 y 1936 ascendió continuamente desde cerca de seis hasta más de 
26% del ingreso local general. Después de caer a cerca de 16% en 1940, 
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CUADRO 1v.2. Ingresos generales por nivel de gobierno 
y. fuente de ingresos: 1902-1985 








Nivel de : Tipo de fuente de ingreso 
gobierno Cargos y Total de ingresos 
Impuestos misceláneos Intergubermamental generales (miles de 
Año (porcentajes) (porcentajes)* (porcentajes) millones de dólares)'** 
Nacional . 
1902 78.6 21.4 - (7) 
1913 68.8 31.2 — (9) 
1922 79.9 20.1 =- (4.2) 
1927 76.5 z 23.5 —_ (4,4) 
1932 : 71.3 28.7 — (2.5) 
1936 76.3 23.7: — (5.1) 
1940 78.7 21.2 = (6.2) 
1950 87.8 12.2 — (40.1) 
1960 88.4 11.6 = (87.1) 
1970 89.3 10.7 = (163.6) 
1980 83.7 15.9 4 (419.1) 
1985 81.1 18.6 3 (560,4) 
Estatal 
1902 82.1 13.2 4.7 . (2) 
1913 80.1 15.7 4.2 (4) 
1922 75.5 14,5 10.0 (1.3) 
1927 79.8 12.4 7.8 (2.0) 
1932 78.0 11.0 11.0 (2.4) 
1936 71.3 8.1 20.6 (63.7) 
1940 75.6 7.9 16.5 (4.4) 
1950 70.4 8.1 á 21.4 (11.3) 
1960 65,9 9.4 24.7 (27.4) 
1970 61.7 12.3 26.0 (77.8) 
1980 58.7 13.8 27.5 (233.6) 
1985 58.9 16.5 24.6 (365.3) 
Local 
1902 82.4 11.0 6.6 (9% 
1913 79.9 14.2 5.9 (1.6) 
1922 79.4 12.3 8,3 6.9) 
1927 + 75.9 13.9 10.2 (5.9) : 
1932 75.1 10.6 14,3 (5.7) 
1936 66.1 7.3 26.6 (6.2) 
1940 75.6 7.9 16.5 (6.9) 
1950 70.4 8.1 21.5 (14.0) 
1960 65.9 9.4 24.7 (33,0) 
1970 61.7 12.3 26.0 (80.9) 
1980 37.1 18.8 44.1 (232,5) 
1985 38.0 23.0 39.0 (354.2) 


_— _ —  — _ —— __aQ___——_——————_—  — 
* Las filas de cifras de cada año, bajo cada nivel de gobierno, suman el 100% de los ingresos de todas las 
** Las cifras entre paréntesis son las cantidades (en miles de millones de dólares) del total de ingresos ge- 

nerales, 

FuenTES: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1977 Census of Governments, Topical Studies, 
GC71(6)-4, Historical Statistics on Goveramental Finances and Employment (Washington, D. C., Govern- 
ment Printing Office, 1978), cuadros 3, 5 y 6; Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental Fi 
nances ín 1979-80, GF80, núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1981), cuadro 4; Oficina 
del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances ín 1984-85, GF85, núm. 5 (Washington, D. C., 
Government Printing Office, 1986), cuadro 6. 


206 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


comenzó otra progresión hasta llegar a 44% en 1980. A partir de entonces, 


ha caído por debajo del 40%. Para los gobiernos locales, en conjunto, el. 


más grande bloque de ingresos generales procede (y ha procedido en años 
recientes) de fuentes intergubernamentales externas. 


Tendencias fiscales 


Los impuestos representan una exacción obligatoria contra el ingreso, el 
consumo o la riqueza, sin considerar los beneficios recibidos por el que 
paga y, a menudo, sin ninguna relación con su capacidad de pago. Las tres 
categorías generales de impuestos son las que gravan el ingreso, las.ventas 
(el consumo) y la propiedad. Aquí, nuestro interés se centra en dos pregun- 
tas: ¿Qué nivel del gobierno recibe qué parte del total de impuestos paga- 


CUADRO IV.3. Proporciones nacional, estatal y local de los impuestos 
totales en años seleccionados: 1902-1985 








Local Estatal Nacional Total de impuestos 
Año (porcentaje) (porcentaje)* (porcentaje) (miles de millones de dólares)** 
1902 51.3 11.4 37.4 (1.4) 
1913 57.6 13.3 29.2 (Q.3) 
1922 41.5 12,8 45.6 (7.4) 
1927 47.4 17.0 35.6 (9.5) 
1932 , 53.6 23.7 22.7 (8.0) 
1936 38.6 24.7 36.7 (10.6) 
1940 35.4 26.1 38.5 (13.7) 
1944 9.6 8,3 82.1 (49.1) 
1946 11.1 10.6 78,3 (46.4) 
1952 12.0 12,4 75.6 (79.1) 
1957 14,5 14.7 70.7 (98.6) 
1962 17.0 16.6 66.4 (123.8) 
1967 16.5 18.0 65.5 (176.1) 
1972 18.9 22.7 58.4 (263.3) 
1977 17.8 24.1 58.1 (419.8) 
1980 15.0 23.9 61.1 (574.2) 
1982 15,4 24.3 60.3 - (671.4) 
1985 16.7 26.8 56.5 (803.8) 





Las filas de cifras para cada año suman 100% de los impuestos cobrados. 

Las cifras entre paréntesis son las sumas (en miles de millones de dólares) del total de 
impuestos cobrados. 

FUENTES: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1977 Census of Governmenits, Topical 
Studies, GC77(6)-4, Historical Statistics on Governmental Finances and Employment (Wash- 
ington, D. C., Government Printing Office, 1978), cuadros 3, 5 y 6; Oficina del Censo de los 
Estados Unidos, Governmental Finances in 1979-80, GF80, núm. 5 (Washington, D. C., Gov- 
ernment Printing Office, 1981), cuadro 4; Oficina del censo de los Estados Unidos, Govern- 
mental Finances in 1981-82, GF82, núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 
1983), cuadro 4; Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1984-85, 
GF85, núm. 5 (Washington, D, C., Government Printing Office, 1986), cuadro 6. 
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dos por los contribuyentes? ¿Qué nivel de gobierno obtiene qué parte de los 
impuestos cobrados "porcada uno de los tres principales tipos de im- 
puestos? El cuadro Iv.3'ófrecé datos del periodo 1902-1985, relacionados 
con la primera pregunta. El cuadro 1v.4 ofrece porcentajes decuados para 
el análisis de la segunda pregunta. 

Antes de 1940, los gobiernos estatales y locales cobraban más de la mi- 
tad de todos los impuestos fijados en los Estados Unidos. La segunda Gue- 
rra Mundial alteró drástica y permanentemente ese patrón. Desde los años 
cuarenta, el gobierno nacional ha cobrado, regularmente, más de la mitad 
de todos los impuestos, y en los años recientes las proporciones fluctuaron 
entre el 55 y el 60%. Una tendencia clara del cuadro 1v.3 atañe a: los por- 
centajes de los estados. Con sólo una ligera excepción (en 1980) ha habido 
un aumento progresivo de la parte de impuestos totales recaudados por los 
gobiernos de los estados. Más adelante daremos más datos específicos 
sobre esta tendencia. Sin embargo, es obvio que los gobiernos estatales 
han sido el locus y el focus de la actividad impositiva durante un periodo de 
cuatro décadas. En 1946, los estados recaudaban casi la décima parte de to- 
dos los impuestos; en 1985 recaudaron más de la cuarta parte. 

El cuadro 1v.4 ofrece datos sobre “dominios fiscales”. Este término enfo- 
ca la pregunta de qué nivel gubernamental reclama qué parte de una 
fuente particular de impuestos. La frase implica una relación competitiva 
entre los diversos aspirantes. La implicación puede ser precisa, como 


- cuando los legisladores de un estado (o un gobernador) contraponen el 


decreto de un impuesto estatal al ingreso porque afirman que el gobierno 
nacional “ha ocupado”, “se ha adueñado” o “ha agotado” esta fuente de in- 
greso fiscal. Sin embargo, la presencia misma de la competencia es menos 
importante que el grado de la competición. Podemos hacernos alguna idea 
de la crudeza de ese grado a partir de los porcentajes que pueden verse en 
el cuadro IV.4. 

Hace 30 años, el gobierno nacional en realidad ocupaba casi totalmente 
el campo de los impuestos al ingreso, recaudando más del 95% de todos 
los ingresos por esa fuente durante los años cincuenta. De los sesenta a los 
ochenta ocurrió un descenso gradual, pero progresivo. Los gobiernos 
estatales y hasta los locales han estado exigiendo una parte cada vez mayor 
de esta fuente, que en 1985 produjo más de 480000 millones de dólares por 
impuestos al ingreso. z 

No puede negarse la posición privilegiada del gobierno nacional en el 
campo de los impuestos al ingreso; aún recauda más del 80% de esta 
fuente. Y sin embargo, los estados en particular han logrado incursiones 
significativas. Así, pese a percepciones de una “ocupación” federal del 
dominio del impuesto sobre la renta, y objeciones a ello, muchos gobiernos 
estatales han generado la fortaleza política para competir en esta arena. 
Sin embargo, la competición en esta vasta escala y con tan altos intereses 
no ha.impedido el desarrollo de una cooperación, particularmente en el 


Total** 
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dólares) 
(8.7) 
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campo del intercambio de información y en esfuerzos conjuntos por apli- 
carlas. Un reciente estudio de la Oficina del Contador General (ocG) exa- 
minó un programa de intercambio de información fiscal federalestatal.2 
Descubrió, por ejemplo, que el Servicio del Ingreso Interno (sm) ha 
sostenido acuerdos de intercambio de información con 93 agencias fiscales 
estatales en 49 estados y el Distrito de Columbia, y que se dio un uso gene- 
ral y positivo a la información así compartida. Sin embargo, curiosamente, 
los estados se mostraron más activos y agresivos al utilizar la información 
que recibían del si1, y no al revés. 

El acceso del gobierno local a la arena del impuesto sobre la renta parece 
' ser gradual y muy modesto, al menos por los datos de la columna de por- 
centajes que pueden verse en el cuadro 1.4. Sin embargo, ocultas bajo las 
pequeñas proporciones (1-2%) hay un arrebato de usos diversos y fre- 
cuentes de esta fuente de ingresos en 11 estados. Según la Regla de Dillon, 
la autoridad legal para recaudar un impuesto local al ingreso debe funda- 
mentarse en estatutos estatales o constitucionales. En 1985 un total de 
3465 gobiernos locales obtuvieron ingresos por impuestos locales sobre la 
renta.3 El gran número resulta un tanto engañoso como indicación de la di- 
fusión de este impuesto local, porque ¡2758 de estas unidades locales se 
encuentran en Pensilvania! La legislación aprobada hace casi cuatro dece- 
nios permite a los gobiernos locales decretar cualquier impuesto que el esta- 
do no recaude ya. De acuerdo con esta llamada ley de gravar cualquier cosa, 
casi 3000 ciudades, condados, poblados, localidades [townships] y distritos 
escolares de Pensilvania gravan y recaudan impuestos sobre la renta, Este 
impuesto produjo casi 1500 millones de dólares de ingresos para estos 
gobiernos locales en 1985. A nivel nacional, el impuesto local sobre la renta 
produjo más de 7000 millones de dólares a gobiernos locales. Otros estados 
en los que los gobiernos locales (por lo general ciudades o condados) recau- 
dan considerables ingresos de impuestos sobre la renta son (con cantidades 
en millones de dólares) Kentucky (200), Maryland (800), Michigan (350), 
Missouri (150), Nueva York (2800) y Ohio (1200). 

Lo que en otro tiempo se llamaba el impuesto federal por el ingreso, se 
ha convertido en toda una plétora de impuestos nacionales, estatales y lo- 








2 Oficina de la Contaduría General, Tax Administration: The Federal/State Tax Information 
Exchange Program, GGD-86-8 (Washington, D. C., diciembre de 1985), 11 pp. 

3 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Features of Fiscal 
Federalism: 1985-86 Edition, M-146 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), 
p. 86, Una revisión ya vieja pero aún útil de los impuestos no relativos a la propiedad de media- 
dos de los años setenta es: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Local 
Revenue Diversification: Income, Sales Taxes, and User Charges, A-47 (Washington, D. C., Gov- 
ernmental Printing Office, octubre de 1974). Dos referencias entre centenares que podrían 
citarse sobre cargos y derechos impuestos a usuarios por gobiernos locales son: Lincoln Insti- 
tute of Land Policy, The Impact of Restraints: Alternative Financing by Localities, Monograph 
82-7 (Cambridge, Mass., 1982), 27 pp.; William G. Colman, A Quiet Revolution in Local 
Finance: Policy and Administrative Challenges in Expanding the Role of User Charges in Financ- 
ing State and Local Government (Washington, D. C., National Academy of Public Administra- 
tion, 1983), 34 pp. 
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cales, a los ingresos personales y corporativos. Considerables reducciones a 
las tasas del impuesto federal al ingreso, debidas a la legislación de 1986, 
pueden abrir la puerta a nuevos estudios y usos por los gobiernos estatales 
y locales, y a un muevo descenso de la parte nacional de todos los 
impuestos sobre la renta cobrados en los Estados Unidos. 

Los impuestos al consumo, más generalmente conocidos como impues- 
tos por ventas, impuestos indirectos y/o recaudación en bruto, se han con- 
vertido en fuente continua de ingresos desde el decenio de 1930. Durante la 
Gran Depresión, 24 estados decretaron una forma, amplia o estrecha, del 
impuesto general por ventas. Desde 1940, otros 21 estados han decretado 
alguna forma del impuesto por ventas generales. También en esta cate- 
goría fiscal entran numerosos impuestos específicos o selectivos, fijados a 
artículos como gasolina, cigarrillos y toda clase de alcohol. Desde luego, 
históricamente, el gobierno nacional sentó precedente y obtuvo conside- 
rables cantidades de impuestos a varios bienes. En el decenio de 1790, un 
impuesto nacional a los licores destilados produjo la Rebelión del Whisky 
en el oeste de Pensilvania, en 1793. Se necesitó todo el prestigio del presi- 
dente George Washington para que el novato gobierno nacional sofocara la 
protesta, obtuviera aceptación y acabara por cobrar el impuesto. 

Hasta y durante el decenio de 1950, el gobierno nacional fue el principal 
ocupante del campo del impuesto a las ventas y los indirectos. La decli- 
nación del papel nacional en esta área comenzó durante el decenio de los 
sesenta y ha continuado durante los años ochenta. Menos de un tercio de 
todos esos ingresos va a parar hoy a la Tesorería de la Nación. Los gobier- 
nos estatales han suplantado al gobierno nacional en la arena del impuesto 
a las ventas. De hecho, los porcentajes para 1952 y 1985 muestran una 
completa inversión de papeles. 

Mientras estaba ocurriendo este cambio de lo nacional a lo estatal, hubo 
un concomitante aumento progresivo en la parte de los fondos de impues- 
tos a las ventas adquirida por gobiernos locales. A partir de 1980, más del 
10% del ingreso por impuestos a las ventas, que totalizaron más de 175000 
millones de dólares en 1985, fue acumulado por entidades locales. Casi 
7000 gobiernos locales recaudaron más de 14000 millones de dólares en 
impuestos generales a las ventas en 1985.4 Otros 7000 millones de dólares 
fueron recaudados en impuestos selectivos a las ventas, por ejemplo, a ci- 
garrillos. Veintinueve estados permiten que algunas o todas sus ciudades y 
condados recauden impuestos a las ventas. Las mayores cantidades de in- 
gresos, con mucho, son generadas por ciudades y condados de California 
(2200 millones de dólares), Illinois (1000 millones), Nueva York (3300 
millones), Texas (700 millones) y Washington (800 millones). 

El impuesto a la propiedad general es, sin duda, el dominio exclusivo de 
los gobiernos locales en los Estados Unidos. Entre 95 y 97% de los ingresos 


4 Comisión Consultiva de Relaciones intergubernamentales, Significant Features of Fiscal 
Pederalism: 1985-86 Edition, p. 94. 
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de esta fuente se recaudan localmente, Es un-impuesto basado en el valor 
estimado de los bienes raíces (tierra y edificios) en el que la tasa aplicada a 
la valuación es fijada por la Junta de Gobierno de la unidad local facultada 
para gravar el impuesto. (Esas unidades con frecuencia se traslapan.) La 
cantidad de recaudaciones de impuesto a la propiedad [properthy tax col- 
lecctions (prc/RIP)] puede expresarse como VE + TI = ESTIMADO — TD = GT/RIP, 
en que VE es el valor estimado, TI es la tasa de impuesto, GT es el gravamen 
total y DF es el delito fiscal (algunos propietarios se atrasan en pagar, o no 
pagan). El impuesto a la propiedad ha sido causa de enconadas críticas por 
motivos tanto de teoría económica como de práctica administrativa. Los 
niveles y/o los cambios a las tasas de impuesto a la propiedad (y las valua- 
ciones estimadas) también han sido causa de “rebeliones” de los con- 
tribuyentes, como la Proposición 13 en California, y la Proposición 212 en 
Massachusetts, 

Pese a intensas y generalizadas críticas, está claro que el impuesto a la 
propiedad genera grandes cantidades de ingresos, que superaron los 100000 
millones de dólares en 1985, Más adelante examinaremos cómo esta gran 
suma neta se divide entre los varios tipos de unidades gubernamentales 
locales. Notemos aquí que los estados obtienen sólo una modesta parte y 
pequeñas cantidades de ingresos de esta fuente: 

Las más de las veces, los ingresos del nivel estatal proceden de dos fuen- 
tes principales. Una de ellas es una tasa de impuesto estatal, contra el valor 
calculado de las grandes empresas públicas; por ejemplo, ferrocarriles, 
oleoductos e instalaciones telefónicas. La segunda fuente procede de un 
llamado impuesto de separación aplicado contra el valor de los recursos 
(petróleo, gas, carbón), obtenidas del suelo por los productores. Dos esta- 
dos ejemplifican este último fenómeno. En 1984 el estado de Louisiana 
recaudó casi 800 millones de dólares en impuestos a la “propiedad”, casi 
todos ellos procedentes del petróleo y el gas producidos en el estado (y en 
gran parte transportado fuera de ahí). En el mismo año, Montana recaudó 
cerca de 500 millones por un impuesto de 30% al precio de venta de cada 
tonelada de carbón vendida fuera del estado. La constitucionalidad de este 
impuesto fue refutada por compradores de carbón, de fuera del estado, 
específicamente por los productores y consumidores de energía eléctrica. 
La Corte Suprema de los Estados Unidos (en 1981) apoyó el impuesto, en 
lo que representó un clásico choque del poder fiscal del estado con el poder 
nacional respecto al comercio interestatal. En lo que algunos llamaron una 
“victoria del federalismo”, la Suprema Corte favoreció al primero contra el 
segundo.5 


5 Para un minucioso y convincente análisis legal, político y de las políticas de complejas 
cuestiones de impuestos de separación, con especial atención en el caso de los impuestos de 
separación de Montana, véase Alfred R. Light, “State Severance Taxes Fuel Court Action and 
Congressional Debate”, en Publius: The Journal of Federalism 11 (verano de 1981), pp, 85-111, 
El caso es Commonwealth Edison Co, vs, State of Montana, 453 U. S. 609 (1981). 
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Las dimensiones e implicaciones intergubernamentales del impuesto a 
la propiedad son muchas y variadas, pese a la reivindicación de las locali- . 
dades del derecho preferente sobre sus ingresos. Sólo mencionaremos aquí 
dos aspectos de RIG y analizaremos otros más adelante, en este capítulo y 
en el siguiente. En primer lugar, casi todos los aspectos del impuesto a la 
propiedad, tanto desde el punto de vista de las políticas como desde el pro- 
cedimental, están profundamente arraigados en estatutos estatales y en 
regulaciones administrativas. Muchas constituciones estatales contienen 
varias disposiciones importantes que tratan (por lo general de manera 
restrictiva) del asunto del impuesto a la propiedad. En segundo lugar, la 
doctrina clásica de la fase conflictiva de las RIG —el separatismo— también 
puede encontrarse en la exención del impuesto a la propiedad de todos los 
bienes raíces de propiedad nacional. Esto habría complacido al presidente 
de la Corte Suprema, John Marshall, quien instigó el legado de la inmu- 
nidad fiscal intergubernamental en el caso McCulloch vs. Maryland. 


Composición de los ingresos propios 


Ya hemos analizado qué nivel de gobierno reclama qué parte de una parti- 
cular fuente de ingresos. Ahora modificaremos ligeramente la pregunta: 
¿qué niveles de gobierno dependen de qué tipos de fuente de ingresos? Don- 
de antes comenzamos con el tipo del impuesto, empezaremos ahora con el 
nivel de gobierno, El cuadro Iv.5 ordena los datos financieros (en términos 
porcentuales) para hacer frente a la pregunta. Las cifras para cada nivel de 
gobierno aparecen de 1950 hasta 1985. 

En 1950, el gobierno nacional dependía del impuesto al ingreso (individual 
y corporativo) para obtener casi dos terceras partes de sus ingresos ge- 
nerales (recuérdese que esto excluye la Seguridad Social, los ingresos por 
empresas públicas, etc.). Cierta modesta fluctuación ha ocurrido en la de- 
pendencia del nivel nacional de esta fuente; con una variación de las propor- 
ciones que gira en torno de la marca de 75%. Sin embargo, los recortes del 
impuesto al ingreso, de 1981, hicieron que la proporción de 1985 se acer- 
cara al nivel de 1960. El hueco dejado por esta reducción de las fuentes de 
impuestos al ingreso ha sido ocupado por la categoría de ingresos miscelá- 
neos. Se ha elevado en años recientes, y en 1985 se acercó al 20% de todo el 
ingreso general nacional. 

A pesar de los cambios económicos, sociales y políticos ocurridos en los 
últimos 35 años, hay un elemento primordial de continuidad en la cone- 
xión del gobierno nacional con el impuesto al ingreso. Este impuesto ha 
sido el principal generador de ingresos para el gobierno y parece destina- 
do a seguir en ese papel principal. Como ya se indicó, el gobierno nacional 
también reclama casi el 80% de toda la recaudación del impuesto al ingre- 
so en los Estados Unidos. Considerando el carácter un tanto vilipendia- 
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CUADRO 1V.5. Ingresos generales por nivel de gobierno en años seleccionados: 1950-1985 


Local 


1960 1970 1980 


Estatal 


1950 1960 1970 1980 1985 


Nacional 


1950 1960 1970 


Tipo de fuente 
de ingreso 


1985 


1950 


1985 


1980 


(porcentajes) 


(porcentajes) 


(porcentajes) 





50.5 46.2 


4.1 


2.9 19 1.7: 1.4 735 690 6 


3.5 





Impuesto a 


la propiedad 


38 37 


3.1 


13 


29.8 29.5 


739 70.2 148 165 22.5 


75.4 


65.4 70,7 


Impuesto al ingreso 


Impuesto a las ventas 


9.7 
2.7 
317 


6.0 
2.3 
100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 


24.5 


5.7 
3.0 


21.0 


50 


4.1 
16.7 


14.3 11.2 Lal 8.8 52.8 510 474 40.1 38.2 
17.0 9.1 


19.6 


e indirectos 


93.0 
2.9 
33.5 


9.4 
19.0 


11.6 


18.6 


2.3 
18.7 
100.0 


2.4 
16.0 
100.0 


2.7 


10.7 
100.0 


2.5 
12.5 


2.8 


Otros impuestos 


16.6 21.8 
100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 


12.6 


10.3 


12.2 
100.0 100.0 


Cargos y misceláneos 


Total 


generales 


Total de ingresos 
(miles de 


(8.8) (20.6) (57.5) (169.3)(275.4) (9.6) (22.9) (51.5) (130.0)(216.1) 


(40.1) (88.0) (163.5) (417.4) (558.5) 


millones de dólares) 


1977 Census of Governments, Topical Studies, GC77(6)-4, Historical Statistics on Govern- 


gton, D. C., Government Printing Office, 1978), cuadros 3, 5 y 6; Oficina del Censo de los Estados 


FUENTES: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 
mental Finances and Employment (Washin; 


Unidos, Governmental Finances in 197 


.., Government Printing Office, 1986), cuadro 6. 


gton, D. C., Government Printing Office, 1981); cuadro 4; Oficina del Censo 


'9-1980, GF80, núm. 5 (Washin; 
de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1984-1985, GF8S, núm. 5 (Washington, D. C. 
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do de este impuesto, son dignos de notarse su constancia, estabilidad y pro- 
ductividad. 

La estabilidad y la constancia no son un sello de las estructuras de ingre- 
sos de los gobiernos estatales desde 1950. Han ocurrido cambios especta- 
culares, cambios sólo parcialmente revelados por los porcentajes que apa- 
recen en el cuadro 1v.5. En una sección ulterior enfocaremos con mayor 
profundidad las tendencias financieras estatales. Aquí, limitémonos a ob- 
servar tres cambios principales, Primero, los estados han dependido cada 
vez más del impuesto a la renta; la proporción se ha duplicado, pasando de 
15 a 30% entre 1950 y 1985. En segundo lugar, los impuestos a las ventas y 
a los indirectos, pese a que han generado cantidades cada vez mayores de 
ingresos, han decrecido, relativamente, en los últimos decenios. Aunque en 
un tiempo aportaban más de la mitad de todos los ingresos generales 
estatales, estos impuestos pronto generarán, acaso, tan sólo cerca de una 
tercera parte dichos ingresos. En tercer lugar, la manía del derecho-por- 
servicios se ha adueñado de los gobiernos estatales. Esta fuente ha aumen- 
tado progresivamente hasta el punto de que más de una quinta parte de los 
ingresos generales de los estados procede de cargos y derechos miscelá- 
neos. En números redondos, esto significa que los gobiernos estatales ob- 
tienen más de 60000 millones de dólares anuales en ingresos misceláneos. 

Cambios súbitos del ingreso también se reflejan en los porcentajes de los 
gobiernos locales. El más marcado es la disminución de la dependencia en 
el impuesto a la propiedad. Esta fuente tradicional aportaba casi tres cuar- 
tas partes de todo el ingreso general de los gobiernos locales en 1950; en la 
actualidad aporta menos de la mitad y se espera que continúe su decli- 
nación a la larga. El anverso del deslizamiento del impuesto a la propiedad 
es el aumento de los ingresos misceláneos. La “fiebre de los derechos” ha 
sido contagiosa en el escenario de los niveles locales. Esta fuente, sobre 
todo de cargos a usuarios, sólo constituyó una sexta parte del ingreso total 
local en 1950; en la actualidad genera cerca de 40% de tales ingresos, Los 
gobiernos locales están obteniendo más de 80000 millones de dólares de 
ingresos de las numerosas y variadas partidas de esta amplia categoría de in- 
gresos. A continuación, unos ejemplos de partidas específicas y de montos 
de ingreso en 1985 (en miles de millones de dólares):$ 


Hospitales 15.7 Estacionamientos 0,7 
Alcantarillado 7.4 Gravámenes especiales 2.0 
Parques y recreación 1.6 Venta de almuerzos escolares 2.6 
Vivienda 19 Venta de propiedades . 07 
Transportación aérea 2,8 Ganancias por intereses 17.1 


6 Oficina del Censo dé los Estados Unidos, Governmental Finances in 1984-1985, GF85, 
núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), cuadro 6, p. 7. 
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Las cuestiones económicas, sociales y de políticas relacionadas con los 
cargos a los usuarios son tan extensas que no se les puede detallar aquí. 
Sin embargo, parece claro qúie los gobiernos locales, en particular, han 
optado claramente por está fuente ante la resistencia de los ciudadanos a 
los impuestos generales y a la costumbre de la época: la austeridad fiscal. 


TENDENCIAS DEL INGRESO EN LOS GOBIERNOS ESTATALES 


El significativo papel que los estados desempeñan en el sistema político de 
los Estados Unidos requiere una especial atención a su categoría e impor- 
tancia fiscales. La defensa de la importancia de los estados debe recono- 
cerse como un juicio, como una interpretación abierta a debate entre per- 
sonas de distintas opiniones. Hace medio siglo (1933), uno de los gigantes 
intelectuales de la administración pública, Luther Gulick, anunció la “muer- 
te” de los estados. “El estado [gobierno] norteamericano está acabado. No 
predigo que los estados se irán, sino afirmo que [ya] se han ido.”? Desde el 
tratamiento de choque verbal de Gulick hacia un aparentemente moribun- 
do participante de r1G, los estados han “cobrado vida” en varios aspectos: 
institucional, constitucional, administrativa y fiscalmente.8 La última de 
estas resurrecciones es el centro de nuestra atención en este momento. 


Tendencias del ingreso general 


El cuadro Iv.6 revela la configuración del ingreso general de los gobiernos 
estatales durante los tres últimos decenios. Son claras las grandes tenden- 
cias ya insinuadas. Es evidente una mayor dependencia en los cargos e 
ingresos misceláneos, También lo es una mayor dependencia del ingreso 
intergubernamental hasta 1980. Incorporar el factor intergubernamental 
en las ecuaciones del ingreso estatal se convirtió en práctica común du- 
rante estos decenios. El periodo culminante de la dependencia estatal 
respecto a los ingresos intergubernamentales llegó a finales de los años se- 
tenta; desde 1980 ha habido una disminución gradual, pero bien determi- 
nada. Ese año pre-Reagan fue, en ciertos aspectos, un presagio para los 
estados, porque fue el año en que se les acabó el Sistema General de Parti- 
cipaciones.-Perdieron 2 000 millones de dólares anuales de esta fuente de 
ayuda federal. 


7 Luther H. Gulick, “Reorganization of the State”, en Civil Engineering 16 (agosto de 1933), 420. 

3 La reseña más completa y concisa del estado “nuevo”-o “resucitado” es la de Mavis Mann 
Reeves, “Look Again at State Capacity: The Old Gray Mare ain't What She Used to Be”, en 
American Review of Public Administration 16 (primavera de 1982), pp. 74-89, El artículo de 
Reeves se inspira en su amplio informe escrito para el Consejo Consultivo de Relaciones 
Intergubernamentales; The Question of State Government Capability, A-98 (Washington, D, C,, 
Government Printing Office, enero de 1985), 406 pp. 
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CUADRO Iv.6. Tendencias de ingreso general en gobiernos estatales, 
para años seleccionados: 1952-1985 
Fuente de ingreso general (%)* 


¡€qgIOEK a —_————— 





Ingreso general total 
Cargos y Ingreso (miles de millones 
Año Impuestos  misceláneos intergubernamental de dólares) 
1952 73.3 8.2 18.5 (13.4) 
1957 71.4 9.4 19.2 (20.4) 
1962 66.0 9.9 24.1 (31.2) 
1967 61.2 11.3 27.5 (52.1) 
1972 60.7 10.9 28.4 (98.6) 
1977 59.8 11.5 28.7 (169,1) 
1980 58.7 13.8 27.5 (233.6) 
1982 59.1 15.7 25.2 (275.1) 
1985 58.9 16.5 24,6 (365.3) 


(€xO———__ 

* Las cifras para cada año totalizan 100 por ciento. 

FUENTES: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1977 Census of Governments, Topical 
Studies, GC77(6)-4, Historical Statistics on Governmental Finances and Employment (Wash- 
ington, D. C., Government Printing Office, 1978), cuadros 3, 5 y 6; Oficina del Censo de los 
Estados Unidos, Governmental Finances in 1979-80, GF80, núm. 5 (Washington, D. C., 
Government Printing Office, 1981), cuadro 4; Oficina del Censo de los Estados Unidos, Goy- 
ernthental Finances in 1981-82, GF82, núm. 5 (Washington, D, C., Government Printing 
Office, 1983), cuadro 4; Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances in 
1984-85, GF85, núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), cuadro 6. 


El surgimiento y la decadencia de la ayuda federal a los estados puede do- 
cumentarse de muchas maneras agregadas y específicas. Hemos decidido 
ilustrarla al estilo de una agencia administrativa, a partir de los informes pe- 
riódicos enviados por los jefes de las agencias estatales en los dos últimos 
decenios. Las cifras de los cinco informes que aparecen abajo indican la 
recepción de ayuda federal por parte de agencias administrativas de los es- 
tados en particular. En 1964, sólo un tercio de las agencias estatales infor- 
maron haber recibido ayuda federal. Más de dos tercios de las agencias 
obtuvieron ayuda federal durante 1978, el año cumbre; en 1984 hubo un 
marcado descenso hasta menos del 60%. La proporción de las agencias 
estatales que dependían de la ayuda federal para la mitad o más de sus pre- 
supuestos es modesta, pero significativa. 

Estos datos, específicos de las agencias, indican el vaivén de las tenden- 
cias de los fondos federales en el punto de impacto de la ayuda; a saber, 
con las agencias administrativas y sus clientes. 

Los ajustes estatales a estos cambios no han sido sencillos ni fáciles. Tal 
vez el más difícil hito para los estados fue el año fiscal de 1982. No sólo fue 
el año en que ocurrieron los recortes a los dólares de la ayuda federal, sino 
también el año de la más profunda recesión desde la Gran Depresión de los 
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Agencias que reciben Respuestas de 





Agencias -. más de la mitad de su las agencias 
Año del que reciben'.-  . * “presup. por ayuda fed. (porcentajes) 
informe ayuda federal (porcentajes) 
1964 E 33 10 877 
1968 53 15 ? 904 
1974 59 15 1581 
1978 71 16 1493 
1984 59 14 1122 





años treinta. Un informe indicó que 26 estados hicieron recortes a sus pre- 
supuestos del año fiscal de 1982 después de que esos presupuestos habían 
sido planteados o promulgados.2 La principal culpable no fue la caída de la 
ayuda federal, sino el déficit de los ingresos proyectados por causa de la re- 
cesión. Un estado, Wisconsin, experimentó tantas incertidumbres de sus 
ingresos en el curso del año fiscal de 1982, que cinco diferentes presupues- 
tos controlaron las políticas de gastos e ingresos durante el periodo de doce 
meses.10 

Una manera de enfrentarse a los déficit de ingresos esperados es recortar 
los gastos proyectados. Otra consiste en obtener un incremento de ingre- 
sos, habitualmente a través del aumento de las tasas de impuestos. Muchos 
estados siguieron una combinación de estas dos estrategias en 1982, Más 
adelante examinaremos las acciones impositivas estatales durante los años 
ochenta, pero antes necesitamos una perspectiva de largo plazo de la “re- 
surrección” de los estados, vista desde la posición aventajada de las RIG. 


Tendencia de los impuestos estatales 


Los gobiernos de los estados se encuentran “en el centro” del sistema inter- 
gubernamental de ingresos. Se ha utilizado toda una variedad de medios 
visuales y verbales para expresar la posición intermedia de los estados. Las 
gráficas 01.1, 01.2, 11.3 y M.6, que muestran los flujos de fondos de las R1G, 
nos presentan un medio visual. Literalmente, a los estados se les ha llama- 
do de todo, desde “claves de la bóveda federal” hasta las “bóvedas caídas” de 


2 Helena Sims, “Budget Balancing Gets Harder”, en"State Government News 25 (septiem- 
bre de 1982), pp. 3-4. z 

10 Comunicación personal al autor del Director del Presupuesto Estatal de Wisconsin, S. Ken- 
neth Howard, mayo de 1982, La práctica involuntaria de revisar (y de recortar) los presupuestos 
promulgados de gobiernos estatales aparece cada vez con mayor frecuencia. Véase “Regional 
Recessions Forced 18 States to Cut 1986 Enacted Budgets”, y “States” Fiscal Health Is De- 
teriorating; This Year 23 States —So Far— Have Cut Their Enacted en Budgets”, en Governor's 
Weekly Bulletin (National Governors' Association), 15 de agosto de 1986 y 27 de marzo de 1987, 
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Cuabro 1v.7. Promedio anual de las tasas de incremento de la recaudación 
de los principales impuestos nacionales, estatales y locales: 1953-1985 





Años Nacional Estatal Local Prod. nal. bruto (PNB) 
1953-1958 1.6 7.2 8.3 4.2 
1958-1963 5.0 8.2 7.2 5,5 
1963-1968 6.3 10.5 7.3 TS 
1968-1973 7.0 13.3 11.2 8.3 
1973-1978 10,7 10.7 8.7 10.1 
1978-1981 13.9 9.8 42 11.3 
1981-1985 3.2 9,1 8.6 7.6 

TOTAL 

1953-1985 5.8 9.6 8.4 7.0 


FuentE; Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Features of Fis- 
cal Federalism: 1985-86 Edition (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), p. 42. 


las RIG. Sin embargo, en términos fiscales, los estados no han sido actores 
mediocres en las últimas tres décadas. En cambio, han tenido la dudosa 
distinción de ser los líderes desbocados en el derby de las finanzas intergu- 
bernamentales. El cuadro 1V.7 ofrece datos en apoyo de esta tesis. 

El promedio anual de las tasas de incremento de la recaudación de 
impuestos se presenta por periodos entre 1983 y 1985. A lo largo de todo el 
lapso de 32 años, las recaudaciones estatales de impuestos aumentaron a 
una tasa aproximada de 10% anual. Esta tasa superó considerablemente 
a la media para los ingresos fiscales nacionales (5.8%), a los ingresos fis- 
cales locales (8.4%), y a la tasa de aumento del PNB (7.0%). 

Los desgloses de los promedios para periodos más breves (de cuatro a 
cinco años) muestran la constancia del incremento de la recaudación de 
impuestos estatales a lo largo de los años y la mayor fluctuación de los pro- 
medios de los impuestos locales y nacionales. No está claro por qué las 
cifras estatales son más estables; lo claro es el papel importantísimo 
desempeñado por los estados en el campo de la recaudación de impuestos. 
Este papel necesita un análisis más minucioso y detallado. 

Un primer paso para rastrear las tendencias fiscales estatales a largo pla- 
zo es considerar los impuestos estatales, nacionales y locales, en relación 
con el PNB. Las tasas de cambio del PNB aparecen en el cuadro 1v.7, donde 
notamos que las tasas de impuestos estatales superan al PNB, El cuadro 1v.8 
expresa los impuestos nacionales, estatales y locales como porcentajes del 
PNB en intervalos de cuatro años, desde 1948. : 

Los impuestos estatales han mostrado un continuo aumento en relación 
con el PNB durante casi cuatro decenios. De menos del 3% antes de media- 
dos de los años cincuenta, las proporciones aumentaron hasta alcanzar una 
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CUADRO 1V.8. Impuestos nacional, estatal y local como porcentajes 
del producto nacional bruto durante años seleccionados: 1948-1985: 








“Año Nacional * Estatal Local Total 
1948 15.4 2.7 2,1 20,8 
1952 17.6 2:9 2.8 23.3 
1956 15.9 3.3 3.2 22.4 
1960 15.5 3.6 3.6 22.1 
1964 14.7 3.9 3.8. 22.4 
1968 14.2. 4.4 3.8 22.4 
1972 13.8 54 4.4 23.6 
1976 12,4 55 4.2 22.1 
1980 14.0 5.5 3.4 22.9 
1985 11,4 5.4 34 20.2 


Notá: Excluye los cargos y derechos misceláneo, ingresos por empresas de servicios públi- 
cos, tiendas de licores y fideicomiso de seguro (Seguro Social), así como préstamos. 

Fuente: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Features of Fis- 
cal Federalism: 1985-86 Edition (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), p. 43. 


relativa estabilidad entre 5.4 y 5.5% desde 1972. En un sentido curioso e 
hipotético, los recientes niveles de impuestos estatales parecen imantados 
a la “estrella” del PNB; al cambiar éste, también cambian aquéllos. 

Al aumentar los impuestos estatales en relación con el PNB, también lo 
hicieron los impuestos locales hasta 1972. Esa marca ha ido seguida por 
descensos. A las declinaciones posteriores a 1972 ha contribuido un buen 
número de factores y tendencias políticas. Uno de ellos fue la adopción del 
Sistema General de Participaciones en 1972, que facilitó (y sustituyó) al- 
gunos aumentos de ingresos locales. Un segundo factor ha sido el papel de 
los estados en el suministro de más ayuda a las localidades. Un tercero ha 
sido la creciente resistencia de los contribuyentes, sobre todo al impuesto a 
la propiedad, como queda ejemplificado por la Proposición 13 en Califor- 
nia, y la Proposición 21/ en Massachusetts. Un cuarto es el cambio, a nivel 
local, a ingresos no gravables, como los cargos a usuarios. 

No es de sorprender la falta de una tendencia general en los porcentajes 
de los impuestos nacionales. Las políticas fiscales federales se dejan guiar, 
más a menudo, por preocupaciones de política fiscal macroeconómica, 
(Esto no niega que las políticas y los sentimientos de los contribuyentes 
también pueden desempeñar papeles importantes.) Sin embargo, los por- 
centajes nacionales mantuvieron una tendencia interna continua entre 
1952 y 1976. Durante ese periodo, los números descendieron progresiva- 
mente. Hubo un ligero resurgimiento en 1980, y luego una aguda caída (a 
11.4) en 1985 como resultado de la legislación de reducción de impuestos 
de 1981. Lo que puede sorprendernos un poco es que la reciente y actual 
“carga” del impuesto nacional se encuentre en su nivel más bajo en cerca 
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de cuatro decenios. Esta estadística no es algo sobre lo que se pueda fun- 


dar una campaña política, como lo aprendió el candidato Walter Mondale, 


para su pesar, en 1984. 

Hemos de apresurarnos a reconocer un modificador importante con 
respecto a los porcentajes de nivel nacional. Las cifras de impuestos sobre 
las que éstos se calcularon no incluyen los impuestos del Seguro Social, 
Añadir estos impuestos incrementaría la cifra de 1985 en 17.5%, También 
hay que señalar otra exclusión. Los cargos e ingresos misceláneos, aunque 
no sean “impuestos” en sentido estricto, son sin embargo exacciones que 
van a parar a las arcas de los gobiernos. En 1985 esta categoría de ingresos 
generales, no imponibles, produjo ingresos equivalentes a 6.6% del PNB. 
Podemos considerar la cifra aparentemente “modesta” de 20.2% del PNB, re- 
caudada en impuestos nacionales, estatales y locales en 1985; pero una 
cifra más completa del alcance de los impuestos y los ingresos de la econo- 
mía sería de 32,9%: 20.2 más 6.1 del Seguro Social y 6.6 de los cargos e 
ingresos misceláneos. 

Antes de profundizar más en los datos específicos de las tendencias de 
los impuestos estatales, reflexionemos brevemente en una razón, remota 
pero creíble, para las comparativamente altas tasas de incremento de los 
impuestos estatales en el trayecto. ¡Tal vez el público-contribuyente-ciu- 
dadano lo desee así! Aunque el concepto inicialmente puede parecer desca- 
bellado, es posible que la opinión pública apoye más (o se oponga menos) 
a los aumentos a los impuestos estatales que a los aumentos de impuestos 
en los niveles local y nacional. Datos directamente relacionados con este 

* asunto proceden del estudio anual de la ccrI, de actitudes públicas hacia 
los impuestos.11 Los porcentajes pertinentes son en respuesta a la pregun- 
ta: “¿Cuál cree usted que es el peor impuesto, es decir, el menos justo?” A 
continuación, las respuestas de una muestra nacional en 1985: 


El impuesto federal al ingreso 38% 
El impuesto estatal al ingreso 10 
El impuesto estatal a las ventas 16 
El impuesto local a la propiedad 24 
No sabe 12 


En resumen, los dos principales generadores de ingresos para los gobier- 
nos de los estados, las ventas y los impuestos al ingreso, ocupan los últimos 
lugares en la prueba de “injusticia” fiscal. Además, durante los años en que 
CCRI ha estado llevando a cabo sus encuestas anuales de opinión (desde 
1972), estos dos impuestos estatales se han encontrado en el fondo de la es- 
cala de “desagrado” en cada encuesta anual. 


11 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, 1986 — Changing Public Atti- 
tudes on Governments and Taxes, S-15 (Washingion, D. C., Government Printing Office, 
1986), p. 1. Ñ 
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Los gobiernos de los estados han permanecido en la línea de fuego en las 
batallas fiscales duranté el pasado cuarto de siglo. Durante los años sesen- 
ta y los setenta ocurrieron pequeñas escaramuzas, así como asaltos fronta- 
les. Las tendencias generales, así como los datos específicos de esos erícuen- 
tros casi militares merecen un relato más detallado. Desde el punto de 
vista acumulativo, sin embargo, merece la pena notar las tendencias globa- 
les en la frecuencia de uso estatal de los impuestos a las ventas generales y 
al ingreso, cuyas cifras totales se presentan más abajo. Entre 1950 y 1980, 16 
estados adoptaron nuevos impuestos a las ventas, uniéndose a los otros 29 
que ya las tenían en 1950, Otros 10 estados decretaron impuestos al ingre- 
so, llevando el total a 41:en 1980. También para 1980, 37 estados tenían en 
vigor ambos impuestos, y sólo uno (New Hampshire) no tenía ninguno de 
estos dos impuestos en sus códigos, 


A 
Número de estados 





Impuesto a las Impuesto al Ambosimpuestos Ninguno de los 





Año ventas ingreso dos impuestos 
1950 29 31 17 7 
1960 34 31 19 4 
1970 45 37 33 1 
1980 45 41 37 1 


Medidas fiscales estatales, década de los sesenta 


El periodo de apogeo de la actividad fiscal de los estados fue de finales de 
los años cincuenta a comienzos de los setenta. En los 14 años que transcu- 
rrieron desde 1958 a 1972, las 50 legislaturas estatales decretaron 40 nue- 
vos impuestos y 468 aumentos a impuestos.!2 Este total de 508 medidas 
fiscales, o elecciones de políticas, implicó una gran variedad de impuestos, 
pero seis tipos principales cubrieron casi todos los aumentos. El número 
de incrementos por tipo de impuesto fue el siguiente: 


Ventas 73 Combustible para motores 60 
Ingreso personal 67 Cigarrillos E: 140 
Ingreso empresarial 75 Bebidas alcohólicas 84 


Las 508 medidas de política fiscal durante 14 años en casi 500 sesiones le- 


12 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State-Local Finances: Significant 
Features and Suggested Legislation (Washington, D. C., Government Printing Office, 1972), p. 
177. Para mayores detalles sobre esas acciones fiscales de los estados, véase Deil S. Wright y 
David E. Stephenson, “Inflexible Finances”, en National Civic Review 59 (diciembre de 1970), 


pp. 578-585. 
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gislativas nos dan un promedio de un incremento fiscal decretado cada vez 


que se reunía un cuerpo legislativo estatal. Desde luego, hubo considerables k 


variaciones en el número de medidas fiscales en cada estado. Minnesota 
encabezó a todos los estados con 20 aumentos a impuestos. Oregon, con 
un impuesto progresivo como principal generador de ingresos, ocupó el 
último lugar, y sólo tuvo tres aumentos. 

El número de acciones fiscales no nos revela nada de su magnitud en 
dólares, y la carga fiscal de estos centenares de medidas hacendarias fue 
considerable, Los ingresos de los estados por este concepto dieron un salto, 
pasando de 14900 millones de dólares en 1958 a 59900 millones en 1972: 
un aumento absoluto de 45000 millones, y un aumento proporcional de 
300% en 14 años. Pero no todo el aumento refleja incrementos en las tasas 
impositivas. Una porción considerable de esos nuevos ingresos fue genera- 
da automáticamente por un crecimiento económico interno, como resulta- 


do de la elasticidad del impuesto estatal atribuible a una economía en . 


expansión, y no a elecciones de políticas de los estados. 

La investigación efectuada por la CCRI estimó que del aumento de 45000 
millones en ingresos fiscales de los estados, ocurrido entre 1958 y 1972, el 
crecimiento económico equivalió a 47%, o sea 21000 millones.13 Las eleccio- 
nes de políticas —las 508 medidas fiscales— explicaron el restante 53%, o 
24.000 millones. El panel de la izquierda de la gráfica 1v.1 lo ilustra. El área si- 
tuada entre las líneas inferior y superior indica los incrementos de recau- 
dación de impuestos fiscales, al que se vino a agregar elección de políticas. La 
agresividad hacendaria de los estados entre 1958 y 1972 se demuestra con 
claridad a partir de los respectivos aumentos porcentuales de ingresos fis- 
cales: gobierno nacional, 103%; gobierno estatal, 302%; gobierno local, 245%, 

Gobernadores y legisladores estaban perfectamente conscientes de la 
responsabilidad política engendrada por los numerosos aumentos de 
impuestos. Una encuesta de 800 legisladores durante el año de 1963 infor- 
mó de 3000 asuntos preocupantes en 20 áreas políticas, el principal de los 
cuales era el de los impuestos, mencionado por más de 20% de los legis- 
ladores.14 Los que estaban comprometidos con los aumentos a los impues- 
tos corrían el riesgo de encontrarse con represalias en los comicios, Más de 
un gobernador comentó, en ese sentido: “Cuando firmo un proyecto de ley 
de un aumento importante a los impuestos, es casi como si estuviera fir- 
mando mi sentencia de muerte política”. 

Un asunto importante puede calcularse a partir del aumento fiscal de 
45000 millones de dólares entre 1958 y 1972. El lado del gasto interguber- 
namental, en el libro de cuentas, es el centro de la atención en el panel de- 


13 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Sources of Increased Tax Collec- 
tions: Economic Growth ys. Political Choice (Washington, D. C., Government Printing Office, 
1968), p. 1. 

14 Wayne L. Francis, Legislative Issues in the Fifty States: A Comparative Analysis (Chicago, 
Rand McNally, 1967), p. 11. 











INGRESOS, LA CAPTACIÓN DE RECURSOS 223 


GRÁFICA IV. 1. Tendencias de las finanzas estatales: 1958-1972 
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recho de la gráfica 1v.1. Los impuestos estatales se cuadruplicaron de 1958 
a 1972. ¿Adónde fueron a parar los 45000 millones de dólares? Por des- 
gracia para los estados, la mayor parte de ellos fueron a paliar las pre- 
siones de la inflación. Desde luego, la inflación es una espada de dos filos; 
incrementa los ingresos de los estados, pero también aumenta los costos. 
Entre 1958 y 1972 la inflación, fuerza teóricamente bajo control del go- 
bierno nacional, socavó más de la mitad de los aumentos en dólares 
de los ingresos fiscales estatales. Y, sin embargo, de mayor importancia es 
una evaluación de la disposición de los ingresos por impuesto estatal a los 
dos principales gastos fiscales intergubernamentales de los estados: la asis- 
tencia a los gobiernos locales, y el gasto requerido para cubrir las aporta- 
ciones proporcionales a la ayuda federal. 

Los gastos estatales destinados a las unidades locales ascendieron de 


_8100 millones de dólares en 1958 a 36800 millones en 1972: un sustancial 


aumento de casi 29000 millones. En el panel derecho de la gráfica v1.1, el 
área incluida bajo la línea inferior muestra los incrementos de la ayuda 
estatal al gobierno local. El área que se encuentra entre las líneas inferior 
y superior indica los incrementos de las aportaciones estatales entre 1958 y 
1972, para complementar la ayuda federal. Si este incremento agregado de 
cerca de 16000 millones se añade a la cifra de 29000 millones de ayuda 
local, nos da un total de 45 000 millones de dólares. 
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Tal vez el rasgo más sorprendente de la gráfica 1v.1 sea la gran coinciden- 


cia entre los aumentos fiscales de los estados y las mayores obligaciones _. 


fiscales intergubernamentales. Las exigencias fiscales intergubernamen- 
tales en el periodo 1958-1972 parecen haber consumido todos los aumen- 
tos de ingresos fiscales de los estados. Esto, en realidad, no es así; cierta 
ayuda federal que llegó a los estados fue a parar ulteriormente a los gobier- 
nos locales y quedó registrada como ayuda estatal a gobiernos locales. No 
se puede determinar con precisión cuánta ayuda federal aparece así, doble- 
mente contabilizada, pero no es probable que la duplicación haya supera- 
do los 10000 millones de dólares, Esta cifra no es más que una estimación, 
pero aun en ese nivel, los impactos intergubernamentales locales y nacio- 
nales sobre los estados fueron enormes. De los 45000 millones de dólares 
de ingresos fiscales recaudados entre 1958 y 1972, menos del 25% habría 
quedado disponible para propósitos discrecionales determinados por los 
estados. El otro 75-80% habría ido a cumplir con obligaciones fiscales 
intergubernamentales. 


Medidas fiscales estatales, décadas de los setenta y ochenta 


Desde 1972, la frecuencia de los aumentos de los impuestos estatales se ha 
reducido considerablemente, pero un recuento anual de las acciones fis- 
cales de los estados, hecho por la Fundación Fiscal, muestra que esa activi- 
dad siguió siendo intensa durante el resto de los años setenta y parte de los 
ochenta.15 El cuadro 1v.9 nos ofrece la información pertinente, 

La principal diferencia entre los años sesenta y setenta en la actividad 
fiscal de los estados, es el precedente para —y la difundida difusión de— 
reducciones fiscales entre los estados. Debe notarse particularmente el gran 
número de estados que decretaron recortes fiscales en 1978 y 1979: otra 
indicación de los efectos de la Proposición 13. También debe notarse que en 
cuatro de los ocho años que van de 1973 a 1980, las acciones fiscales de los 
estados dieron por resultado las reducciones en dólares estimadas, Estas 
“reducciones” no significaron que fueran más bajas las recaudaciones fis- 
cales reales y agregadas de los estados. Las cifras de la cuarta columna del 
cuadro IV,9 muestran claramente que los ingresos fiscales de los estados 
siguieron aumentando a razón de casi 10% cada año. Las reducciones sólo 
significaron que las recaudaciones totales del fisco estatal habrían sido 
mayores si varios estados no hubiesen recortado uno o más impuestos. 

Además de las acciones legislativas (o políticas), otro factor, el crecimien- 
to y el descenso económicos, estaba afectando los niveles de recaudación 


15 Fundación Fiscal, Tax Review (mensual) para octubre o noviembre de 1973, hasta 1985; 
Oficina del Censo de los Estados Unidos, State Government Tax Collections, GF73, núm. 1 has- 
ta GF85, núm, 1; Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Fea- 
tures of Fiscal Federalism: 1985-1986 Edition, p. 77. 
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CUADRO 1V.9. Acciones fiscales estatales, recaudaciones y componentes 
de los cambios en los ingresos: 1973-1985 








Componentes del 


¿z cambio en el ingreso 
Recaudación AIDA mBreso 


total de Elecciones Cambio 
impuestos de políticas económico 


Aumento(+) o 
disminución (-) de 
dólares netos 


Acciones fiscales 


Aumento Disminución 





(número de estados) (miles de millones) (porcentajes) 
1973 9 14 -5 68.1 11 89 
1974 9 14 4 74.2 -8 108 
1975 21 q +1.6 80.2 —7 107 
1976 15 E +1,0 89.3 11 89 
1977 16 ;% +5 + 101.1 8 92 
1978 8 21 -2,3 1144 4 96 
1979 15 33 2.1 124.9 -20 120 
1980 16 7 +.4 137.5 -16 116 
1981 30 2 +2.5 149.9 3 97 
1982 21 8 +2.9 162.7 30 70 
1983 31 4 +7.5 171.4 40 60 
1984 11 9 +2.2 197.0 29 71 
1985 23 15 -1 213.6 5 95 





* No se informó de reducción en los principales impuestos. 

FUENTES: Fundación Fiscal, Tax Review (mensual) para octubre o noviembre de 1973, hasta 
1985; Oficina del Censo de los Estados Unidos, State Government Tax Collections, GE73, núm. 
1, hasta GF85, núml (Washington, D. C., Government Printing Office, anual); Comisión Con- 
sultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Features of Fiscal Federalism, Edición 
1985-1986 (Washington, D.C., Government Printing Office, 1986), p. 77. 


fiscal de los estados. Diferentes tipos de impuestos responden de distintas 
maneras al crecimiento económico; es decir, difieren -por cuánto y a qué 
tasa responden a un cambio específico en un importante indicador eco- 
nómico, como el ingreso personal, el PNB o los crecientes valores de la pro- 
piedad. Los cálculos de las tasas aproximadas de sensibilidad (coeficientes 
de elasticidad) de los impuestos mayores en relación con cambios del in- 
greso personal (véase gráfica 1v.2) nos dejan ver, de otra manera, cómo los 
estados quedan atrapados en medio. 

De las tasas de sensibilidad que aparecen en la gráfica 1v.2 pueden sa- 
carse varias implicaciones de políticas. Como hay un rezago en la elastici- 
dad del impuesto a la propiedad, los esfuerzos de los gobiernos locales por 
mantener el nivel existente de servicios deben —si otros factores perma- 
necen sin cambio— aumentar las tasas del impuesto a la propiedad. Los 
“otros factores” incluyen una mayor eficiencia, el ejercicio de facultades 
fiscales no relacionadas con la propiedad, la dependencia en los cargos a 
usuarios, la ayuda estatal y la ayuda federal. La restricción fiscal local ha 
sido un poderoso incentivo para obtener mayor ayuda estatal y federal. 
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Grárica 14.2. Sensibilidad del ingreso: coeficientes de elasticidad del ingreso 
para impuestos a la propiedad, a las ventas y al ingreso 


67 


Porcentaje de cambio en ingresos fiscales * 








Porcentaje de cambio en el ingreso personal 


La aguda inclinación de la línea de ingresos para el impuesto sobre la 
renta, en la gráfica 14.2, pone de relieve la productividad —frecuentemente 
mencionada— del impuesto federal sobre la renta. A menudo se dice, o se 
lamenta, “que hay una cosa para la cual el gobierno nacional es insupera- 
ble: para cobrar impuestos”. “Por cada cambio de 1% en el ingreso perso- 
nal, el ingreso federal derivado del impuesto sobre la renta aumentó en 
1.75% (pocos impuestos estatales sobre la renta tienen elasticidades tan 
altas). El significado más importante de estas cifras puede expresarse 
mediante un ejemplo histórico. Durante el decenio de 1960, el gobierno 
nacional entabló dos “guerras”, una contra la pobreza y otra en Vietnam. 
Pese a los grandes compromisos financieros hechos con ambos intentos, el 
gobierno nacional redujo tres veces los impuestos sobre la renta (1961, 
1964, 1969). Como observación general, parece justo decir que los benefi- 
cios del crecimiento económico corresponden al gobierno nacional; las 
caigas de los servicios públicos que acompañan a la expansión, recaen 
localmente. Y, desde luego, una vez más, los estados se quedan en medio. 
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La productividad del ingreso de la mayor parte de las estructuras fiscales 
de los estados es casi igual a la tasa del cambio del ingreso personal; es de- 
cir, elasticidades que vari de 0.90 a 1.10. Esta sensibilidad modesta e inter- 
media de los ingresos fiscales de los estados conduce a importantes 
elecciones de políticas a nivel estatal. Se ha pedido regularmente a los esta- 
dos que recauden ingresos adicionales para: 


1. satisfacer las aportaciones correspondientes a las transferencias fe- 
derales; 

2. responder a la demanda de los gobiernos locales de una mayor ayuda 
estatal; j p 

3. mejorar la calidad y/o aumentar el ámbito de los programas y servi- 
cios estatales; y 

4. hacer frente a las crisis fiscales (equilibrar presupuestos) cuando las 
caídas del ciclo económico reducen los ingresos estatales. 


Al mismo tiempo, se ha pedido a los estados que: 


1. asuman los programas estimulados por fondos federales que, por cau- 
sa de cambios de prioridades, ya no gozan de apoyo federal; 

2. eliminen el fraude, el abuso, el desperdicio y la ineficiencia en las ope- 
raciones estatales; 

3. mantengan bajo continua vigilancia los gastos e impuestos de gobier- 
nos locales, si no un control estrecho; y 

4. respondan a los cambios de los ciclos de la opinión pública que alter- 
nadamente (y a veces en forma simultánea) piden reducciones de 
impuestos y aumentos de servicios. 


Las acciones fiscales de los estados durante los años setenta y ochenta 
reflejaron los esfuerzos de los gobiernos estatales para hacer frente a estas 
fuerzas múltiples, complejas y frecuentemente contradictorias. El margen 
de recortes fiscales sobre los aumentos de 1973 y 1974 reflejó tanto "una 
economía en crecimiento, como pronunciados incrementos de la ayuda 
federal, especialmente los 4000 millones de dólares correspondientes al 
recién decretado Sistema General de Participaciones para los estados. De 
1973 a 1974 hubo un aumento del ingreso fiscal de cerca de 6000 millones 
de dólares. El crecimiento económico constituyó de hecho el 108% de este 
aumento de ingreso (última columna del cuadro 1V.9), pero las elecciones 
de políticas para recortar los impuestos en varios estados redujerón esto en 
un -8 por ciento. . 

En 1975, 1976 y 1977 una recesión nacional movió a varios estados a au- 
mentar impuestos, y ya no se informó de casos de recortes en impuestos 
importantes. De 1976 a 1978, la crisis de la energía hizo subir los precios, y 
en esos tres años, los factores económicos contribuyeron principalmente a 
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incrementar las recaudaciones de impuestos estatales. Los efectos de la 
Proposición 13 engendraron recortes de impuestos en varios estados en 
1978 y 1979, y tuvieron efectos posteriores hasta 1980. El 20% del cambio 
de ingreso (hacia abajo) en 1979 fue atribuido a acciones de políticas; 16% 
procedió de esa misma fuente en 1980. ! 

Los ciclos de recortes fiscales, aumentos fiscales y nuevos recortes duran- 
te los años setenta fueron seguidos por otra oscilación de mayor magnitud a 
comienzos de los años ohenta. El cuadro 1V.9 muestra, a partir de 1981, las 
respuestas de los estados a la llegada de la fase contractiva de las RIG. El 
número de estados que decretaron aumentos a los impuestos en el periodo 
1981-1983 fue mayor que en ningún otro momento desde la Gran Depre- 
sión. (La recesión de 1981-1982 fue la más grave desde los años treinta). No 
menos evidente es el grado en el que la elección de políticas (o la fortaleza 
política) mostró su importancia, al dar cuenta de partes considerables de 
aumentos del ingreso fiscal de los estados en 1982, 1983 y 1984. Aproxi- 
madamente un tercio de los cambios de los ingresos fiscales en esos tres 
años se debió a elecciones de políticas en forma de mayores tasas de 
impuestos. 

Resulta exagerado sostener que en el sistema tributario de los estados ha 
ocurrido una “revolución” fiscal. Sin embargo, puede afirmarse con toda 
seguridad que durante los años ochenta ocurrió una importante reorien- 
tación de las estructuras de ingresos e impuestos estatales. El cambio en el 
nivel de los estados complementa y, en parte, responde a la reorientación 
fiscal a nivel nacional, analizada en el capítulo anterior. El carácter compen- 
sador de los movimientos en los niveles nacional y estatal parece sugerir 
una teoría de enfrentamiento, equilibrio y continuidad en la configuración 
general de las RIG. 

La elaboración de una teoría del equilibrio está más allá de los límites de 
este análisis. Plantearla como hipótesis alentará una investigación más a 
fondo de la interdependencia de los ingresos nacionales y estatales. Uno de 
los más importantes sitios para examinar cualesquiera conexiones com- 
pensatorias es el Código Nacional del Ingreso Interno, recién revisado por 
la Ley de Reforma Fiscal de 1986 (P. L. 99-54). Más específicamente, exami- 
naremos el tema de los gastos fiscales, : 


Los GASTOS FISCALES 


La Ley del Presupuesto del Congreso de 1974 (P. L. 93-344) exigía que cada 
presupuesto anual presentado por el presidente, incluyera una lista de 

gastos fiscales”. La ley definía este punto como aquellas “pérdidas de in- 
gresos atribuibles a cláusulas de las leyes fiscales federales que permiten 
una especial exclusión, exención o deducción del ingreso bruto, o que ofre- 
cen ún crédito especial, una tasa preferencial de impuestos o una prórroga 
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a la obligación fiscal”.16 El concepto de “gasto fiscal” existía desde varios 
años antes de ser sistemáticamente desarrollado a finales de los años 
sesenta en el Departamiento del Tesoro de los Estados Unidos. En 1968 se 
hicieron verdaderos esfuerzos para identificar la cantidad de ingresos no 
captados que podían atribuirse a provisiones específicas del Código de los 
Estados Unidos. Un término distinto y despectivo para un gasto fiscal es, 
desde luego, la evasión fiscal. 

¿Cómo se relacionan los gastos fiscales nacionales con las RIG y con los 
ingresos estatales (o locales)? En principio, las conexiones pueden parecer 
lejanas, o incluso exageradas. Sin embargo, viendo las cosas más de cerca, 
el impacto de las cláusulas particulares del Código del Ingreso Interno pue- 
de ejercer un efecto importante o tal vez enorme, directa o indirectamente, 
sobre los ingresos estatales y locales. 


Estimaciones del gasto fiscal 


Una manera directa de mostrar el nexo que existe entre el Código del In- 
greso Interno y los ingresos estatales y locales es mediante las cifras del 
cuadro 1v.10, obtenidas de los Análisis Especiales del presupuesto de los 
Estados Unidos para el año fiscal de 1987.17 Se identifican en el cuadro dos 
categorías generales de asistencia relacionadas 'con los impuestos: la 
deducibilidad y la exclusión de intereses. La deducibilidad de varios im- 
puestos estatales y locales permite a los individuos que detallan su de- 
claración federal de impuesto sobre la renta, reducir su ingreso bruto ajus- 
tado en la cantidad de impuestos estatales y locales pagados. La exclusión 
de intereses es la cláusula del Código del Ingreso Interno que exenta del 
impuesto federal al ingreso el interés sobre bonos estatales y locales. 

El cuadro 1V.10 muestra que el costo estimado de estos dos tipos de gas- 
tos fiscales dio a los gobiernos estatales y locales un apoyo superior a los 
41000 millones de dólares en 1986 y que fue estimado en cerca de 46000 
millones en 1987. Hay que establecer dos puntos para colocar la cifra de 
1986 en el contexto apropiado. Primero, el total estimado de gastos fiscales 
del gobierno nacional en el año fiscal de 1986 fue de 424700 millones 
de dólares.18 Esto colocó la ayuda de gasto fiscal estatal y local en cerca de 


16 Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Special Analy- 
ses: Budget of the United States Government, Fiscal Year 1987 (Washington, D. C., Government 
Printing Office, 1987), “Special Analysis G: Tax Expenditures”, p. G1. Véase también Stanley 
S. Surrey, Pathways to Tax Reform: The Concept of Tax Expenditures (Cambridge, Harvard 
University Press, 1973). 4 

77 Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Special Analy- 
ses, “Special Analysis E”, p. H-16. Para un breve análisis de temas actuales de política pre- 
supuestaria asociados a gastos fiscales como un tipo de “ayuda federal”, véanse pp. H-15-H- 


17, G-34-G-35, 6 
18 George F. Break, “The Tax Expenditure Budget-The Need for a Fuller Accounting”, en 
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CUADRO 1v.10. Gastos fiscales que ayudan 
a los gobiernos estatales y locales: 1986 y 1987 


Kxñ _——_—_—  Ñ_ 


Año fiscal 


1986 1987 


Tipo de gasto (millones de dólares) 





DEPUCIBILIDAD DE: 
Impuestós a la propiedad sobre casas habitación 
ocupadas por sus dueños 10145 10955 
Impuestos estatales y locales no comerciales, 
distintos de los aplicados a casas habitación 





ocupadas por sus dueños 23365 25225 
EXCLUSIÓN DE INTERESES A: 

Deuda estatal y local con propósitos públicos 8295 9160 
Bonos de desarrollo industrial (BDD) 

para ciertas instalaciones de energía 140 155 
BDI para control de contaminación e instalaciones 

de disposición de aguas negras y desechos 1405 1640 
BDI de emisiones menores 2155 2295 
Bonos de subsidios a hipotecas de ? 

casas habitación ocupadas por sus dueños 1985 2405 
BD1 para vehículos de transporte masivo 20 20 
Deuda estatal y local por vivienda de alquiler 945 1075 
BD1 para aeropuertos, muelles e instalaciones 

deportivas y de convenciones 585 695 
Bonos de préstamos estatales y locales 

para estudiantes 245 255 
Deuda estatal y local por instalaciones 

educativas privadas no lucrativas 175 215 
Deuda estatal y local para instalaciones 

privadas de salud no lucrativas p 1595 1945 
Deuda estatal y local para 

viviendas de veteranos de guerra 275 295 
Total (después de interacciones)* 41680 45950 


* La estimación de los gastos fiscales totales refleja efectos interactivos entre los rubros 
individuales. Por tanto, los rubros individuales no pueden sumarse para obtener un total. 

FuEnTE: Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Special 
Analyses: Budget of the United States Government Fiscal Year 1987 (Washington, D. C., Go- 
vernment Printing Office, 1986), p. H-16. 


10% del total de pérdidas de ingresos para el Tesoro de los Estados Unidos. 
Otras grandes pérdidas son, por ejemplo, el crédito fiscal a la inversión 
(36300 millones de dólares), los beneficios complementarios de empleados 
National Tax Journal 38 (septiembre de 1985), pp. 261-265. Para un análisis de los gastos 
fiscales en el gobierno estatal, véase Karen M. Benker, “Tax Expenditure Reporting: Closing the 


Loophole in State Budget Oversight”, en National Tax Journal 39 (diciembre de 1986), pp. 
403-17. 














INGRESOS. LA CAPTACIÓN DE RECURSOS 231 


(33 300 millones), el interés hipotecario de casas habitación ocupadas por 
sus dueños (27200 millones), los descuentos por depreciación rápida y 
agotamiento (45 100 millónes) y las ganancias y pérdidas de capital (as 700 
millones).1? En suma, la ayuda estatal y local por medio de este método 
indirecto (Código Fiscal) es notable, pero comparativamente pequeña en el 
cuadro general. ! 

El segundo punto contextual acerca de este componente de los gastos fis- 
cales es su considerable aumento en años recientes. Las cifras de gasto fiscal 
se han incluido, como sección aparte, en los Análisis Especiales de los Esta- 
dos Unidos desde 1976. Sin embargo, no fue sino hasta 1984 (para el año 
fiscal 1985) cuando las cantidades para ayudar a los gobiernos estatales y 
locales fueron identificadas por separado y resumidas en la sección de 
“ayuda federal” de los Análisis Especiales del presupuesto de la nación. Es 
pertinente informar de los totales estimados en años recientes, en miles de 
millones de dólares:20 


1980 ; 26.9 
1982 34,5 
1984 38.0 
1986 41.7 
1987 46.0 


Las cantidades han aumentado rápidamente durante los años ochenta y 
han adquirido un significado adicional si se les compara con las estima- 
ciones de los setenta. Una estimación de la “ayuda” estatal y local, de esta 
fuente, en 1974, fue de menos de 15000 millones. El rápido incremento de 
los gastos fiscales ha originado esfuerzos, a nivel nacional, para orientar 
las decisiones de las políticas (y las pérdidas de ingresos) representadas 
por estas cantidades. Para tener un atisbo de esos problemas, volvamos a 
los rubros específicos que aparecen en el cuadro 1V.10. 


La deducibilidad de impuestos estatales y locales 


Los dos rubros deducibles de impuestos de 1986, son de 10 100 millones y 
23400 millones, respectivamente, para impuestos a la propiedad (sobre 
bienes raíces y propiedades. personales) y otros impuestos estatales y 
locales (a ingresos y ventas). Estas son las cantidades de ingresos no recau- 
dadas por el Tesoro de los Estados Unidos. Sin embargo, esas cantidades 
no se aproximan mucho a la “ayuda” de ingreso obtenida por los gobiernos 


19 Break, “The Tax Expenditure Budget”, p. 262. ES ; '” ] 

20 Cómputos beisados en datos de la Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Eje- 
cutiva del Presidente, Special Analyses: Budget of the United States Government, para los años 
fiscales de 1982, 1984 y 1987. 
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estatales y locales, En cambio, son ganancias para los contribuyentes en 
impuestos no pagados, por causa de las cláusulas de deducibilidad. ¿Hasta 
qué punto son ayudados los gobiernos estatales y locales por estos gastos fis- 
cales? Esta pregunta es difícil de responder con precisión. Depende de di- 
versas circunstancias financieras y geográficas de los contribuyentes y de 
Jas demandas de los ciudadanos (elasticidad de los precios) para varios ser- 
vicios públicos en relación con los impuestos pagados. 

En un cálculo hecho por ccrI se concluyó que por cada dólar de ingreso 
nacional perdonado (y que se dejó en manos de los contribuyentes), los in- 
gresos estatales y locales (y el consiguiente gasto) aumentaban menos de 
cincuenta centavos. Como parte de la misma investigación, la CcrI estimó 
que la abolición de las cláusulas de deducibilidad reduciría la tasa anual de 
impuestos y gastos estatales y locales al menos 7% por debajo del nivel 
de gasto esperado antes de la eliminación de la deducibilidad.21 Otros dos 
cálculos son menos conservadores y sugieren que el gasto podría caer a un 
nivel de 14% y 21% por debajo de los niveles de gasto previstos si ya no fue- 
ran deducibles los impuestos a la propiedad, a las ventas y al ingreso.22 La 
presión hacia abajo sobre impuestos y gastos aumentaría para los contri- 
buyentes que, sin las deducciones, estarían pagando los adicionales im- 
puestos nacionales al ingreso que aparecen (como pérdida) en el cuadro 
VL.10. A su vez, esos más altos impuestos deprimirían las demandas o prefe- 
rencias de los ciudadanos (así como el ingreso disponible) para “comprar” 
más servicios estatales y locales, pagando más impuestos estatales y 
locales. ] 

La comprensión de estos “hechos fiscales” ha dado por resultado una ya 
prolongada oposición de los funcionarios estatales y locales a cualesquiera 
cambios en las cláusulas de deducibilidad del Código de Ingreso Interno. 
Esa oposición ha sido unánime, al menos en la superficie, Los siguientes 
argumentos establecidos por el jefe de la Oficina del Presupuestos del Esta- 
do de Maryland ante un comité del Congreso que examinaba la reforma 
fiscal, logran captar los principales sentimientos y argumentos de los grupos 
de intereses públicos estatales y locales. H. Louis Stettler, del Departamen- 
to de Presupuesto y Planeación Fiscal de Maryland, pidió a los miembros 


21 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Strengthening the Federal Rev- 
enue System: Implications for State and Local Borrowing, A-97 (Washington, D. C., Govern- 
ment Printing Office, octubre de 1984), p. 48. Para un análisis extenso y hasta exhaustivo de 
los efectos del Código Fiscal sobre Políticas y prácticas fiscales estatales y locales, véase una 
serie de siete ensayos del Departamento del Tesoro, Oficina de Finanzas Estatales y Locales, 
Federal State Local Fiscal Relations: Technical Papers (Washington, D. C., Government Print- 
ing Office, 1986), 1:313-552, 

22 Helen F. Ladd, “Aid to State and Local Govermments”, en Federal Budget Policy in the 
1980s, ed. Gregory Mills and John Palmer (Washington, D, C., Urban Institute, 1984), p. 46; 
Nonna A. Noto and Dennis Zimmerman, “Limiting State-Local Tax Deductibility in Exchange 
for Increased General Revenue Sharing: An Analysis of the Economic Effects”, preparado 
para el Comité del Senado sobre Asuntos Gubernamentales, 980. Congreso, la: sesión, 
octubre de 1983, Committee Print 98.77, pil 
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del Congreso “no tratar a los estados y a las localidades como, simplemen- 
te, otro grupo de interés”,23 arguyendo que la deducibilidad: 


1. es un nexo importante én el sistema intergubernamental; 

2. impide una doble gravación, o un impuesto sobre un impuesto; 

3. no es una triquiñuela fiscal para los pocos ricos; 

4. reduce el precio relativo de los servicios prestados por gobiernos esta- 
tales y locales; 

5. ayuda a mitigar diferencias regionales; y 

6. alienta a estados y localidades a incrementar sus ingresos por medio 
de impuestos progresivos, como el impuesto sobre la renta. 


Aunque habría acuerdo general entre los miembros de los Siete Grandes 
grupos de interés público sobre-los puntos anteriores, la intensidad con que 
se expresan los sentimientos varía considerablemente entre los funciona- 
rios estatales y locales, y por buen número de razones muy comprensibles, 
Esto ocurre por causa de variaciones en los niveles fiscales estatales y loca- 
les, en niveles de ingreso personal y por el grado en que los contribuyentes 
detallan, por rubros, sus declaraciones federales del impuesto sobre la 
renta, Las variaciones sobre estos tres puntos entre los estados suscitan 
grandes disparidades en la ventaja de deducibilidad para los contribu- 
yentes (y para los gobiernos estatales y locales) en toda la nación. 

Ante todo está, desde luego, el hecho de que sólo los contribuyentes que 
detallan sus ingresos salen ganando con la deducción. La pormenorización 
varía considerablemente entre los estados y, sobre todo, varía positivamen- 
te con los niveles de ingreso (y categoría fiscal) de los contribuyentes. Esto - 
ha hecho surgir el argumento de que los principales beneficiarios de las 
cláusulas de deducibilidad son los ciudadanos de altos ingresos (que por- 
menorizan) en estados con altos gastos e impuestos elevados. Stettler, el 
director del Presupuesto mencionado, intentó refutar esta imagen de “pri- 
vilegios especiales” citando unos cuantos hechos: 51% de todas las declara- 
ciones fiscales con deducciones al impuesto sobre la renta, estatales y 
locales, fueron realizadas por personas con ingresos por debajo de 30000 
dólares anuales, y 87% procedió de quienes ganaban menos de 50 000 dóla- 
res anuales. También observó que, en 1982, más de 33 millones de con- 
tribuyentes solicitaron deducciones fiscales estatales y locales, y menos de 
25 millones reclamaron la deducción de intereses hipotecarios de vivien- 
da.24 Sin embargo, en ninguno de los estados una mayoría de los con- 
tribuyentes pormenorizó sus ingresos, y en toda la nación, sólo cerca de un 
tercio, A 


23 “Six Ways State and Local Tax Deductions Contribute to Fiscal Federalism” en Gover- 
nors' Bulletin (National Governors' Association, Washington, D. C., en septiembre de 1985, su 
nombre cambió a Governors' Weekly Bulletin), 24 de mayo de 1985, pp. 1-4. 

24 Ibid. 
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El nivel de los impuestos estatales y locales evidentemente varía mucho 
en los 50 estados, y esas diferencias producen variaciones marcadas en el 


efecto sobre el contribuyente. En 1982, el ahorro promedio por declara- * 


ciones pormenorizadas fue de 770 dólares, pero el ahorro promedio por 
declaración fue desde un máximo de 1292 dólares en Nueva York, hasta 
un mínimo de 257 en Wyoming.25 El ahorro agregado para el contribuyen- 
te, atribuible a la deducibilidad, fue de cerca de 400 000 millones de dólares 
en Nueva York, o sea, casi 270 dólares per capita. Así, no fue de sorprender 
que durante las audiencias, los debates y cabildeos por cuestiones de refor- 
ma fiscal en 1985 y 1986, dos de los más decididos adversarios de eliminar 
la deducibilidad fiscal estatal y local fueran el gobernador Mario Cuomo y 
el senador Daniel Patrick Moynihan, de Nueva York. En el debate se intro- 
dujo un elemento ideológico cuando algunos de sus adversarios afirmaron 
que lá reforma fiscal y/o las propuestas de simplificación del gobierno de 
Reagan no eran sino velados intentos del gobierno de castigar a los estados 
“liberales” de altos impuestos. Algunos miembros del personal de la Casa 
Blanca respondieron con la misma moneda, con Patrick Buchanan hablan- 
do de funcionarios estatales y locales “neosocialistas”,26 

Respecto a la deducibilidad, los resultado de los esfuerzos por cambiar 
la ley fiscal fueron mixtos. Los impuestos estatales y locales a las ventas ya 
no son deducibles, según la Ley de Reforma Fiscal de 1986. Se calcula que, 
para el Tesoro de los Estados Unidos, esto redituó una ganancia de entre 
8000 y 10000 millones de dólares. Es difícil calcular con precisión los efec- 
tos, en dólares, sobre los estados y las localidades. Sin embargo, cuando 
en agosto de 1986 se reunieron todos los gobernadores de la nación, pareció 
haber entre ellos un consenso similar: “La modificación fiscal a nivel na- 
cional casi seguramente causará una modificación fiscal a nivel estatal” 27 

La deducibilidad no será la causa única y ni siquiera la principal de las 
revisiones al código fiscal de los estados. La pérdida de deducciones fisca- 
les por ventas puede producir una presión para reducir la dependencia de 


25 Thomas R, Dye, “The Impact of Federal Tax Reform on State and Local Government 
Finances”, en Florida Policy Review 1 (primavera de 1985), pp. 32-38. Las cifras de Dye fueron 
tomadas de la Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Strengthening the 
Federal Revenue System: Implications for State and Local Taxing and Borrowing, A-97 (Wash- 
ington, D. C., Government Printing Office, 1984). Para otros comentarios y análisis, véase 
Elaine S. Knapp, “States May Gain and Lose under Federal Tax Reform”, en State Govern- 
ment News 28 (febrero de 1985), pp. 4-7; Astrid E. Merget, Policy by Indirection: Legislating 
Intergovernmental Fiscal Policy in the Federal Tax Code (Washington, D. C., Academy for State 
and Local Government, 1982), 27 pp., Intergovernmental Perspective (Comisión Consultiva de 
Relaciones Intergubernamentales) 11 (otoño de 1985), pp. 9-20, 

26 Anthony Lewis, “No Consensus Forms for Reagan Tax Plan: Its Defects Begin to Show”, 
Raleigh, N. C., en News and Observer, 2 de julio de 1985, p. 11A. Véase también Edwin M. 
Yoder, Jr., “Moynihan Sees Tax Plan as Threat to Federalism”, ibid., 11 de abril de 1985, 
p. 64; Jack W. Germond y Jules Witcover, “Reagan, Cuomo Switch Roles on Tax Reform”, en 
ibid,, 24 de junio de 1985, p. 13A, 

27 David Shribman y Alan Murray, “Loss of Sales Tax Deductions in Overhaul Bill Is Expect- 
ed to Prompt Revisions in State Codes”, en Wall Street Journal, 27 de agosto de 1986, p. 38. 
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los impuestos a las ventas estatales (o locales). Tales presiones, debidas a la 
pérdida de deducibilidád, probablemente serán marginales o insignifi- 
cantes en la mayor parte de los 45 estados que aplican un impuesto general 
a las ventas. En cambio, las presiones podrán ser especialmente poderosas 
en los pocos estados en que se depende en gran medida de los impuestos a 
las ventas como fuente de ingresos. Tres estados, por ejemplo, obtuvieron 
en 1985 ingresos por impuestos a las ventas superiores a 500 dólares per 
capita: Washington (688), Hawai (649) y Arizona (511). El promedio nacio- 
nal fue de unos 350 dólares por persona. En esos tres estados, y posiblemen- 
te en otros 12 que recaudan impuestos a las ventas de más de 400 dólares 
per capita, la reforma fiscal nacional podrá desencadenar debates y acción 
estatal, en los niveles de los impuestos a las ventas y en la recaudación. 


Cambio de la base del impuesto sobre la renta federal 


La no deducibilidad de los impuestos a las ventas estatales y locales puede 
dar sabor a unos cuantos debates, a nivel estatal, sobre cambios al código 
fiscal. Sin embargo, el menú corriente de la Ley de Reforma Fiscal de 1986 
es el principal impacto directo de los cambios fiscales nacionales sobre los 
ingresos estatales en general, particularmente en los 25 o 30 estados cuyas 
leyes de impuesto al ingreso están atadas al Código del Ingreso Interno na- 
cional. El punto central es que la base nacional del impuesto al ingreso se 
ha ensanchado inmensamente, mucho más allá de la eliminación de la de- 
ducibilidad del impuesto a las ventas. : 

Esa base ampliada en 1987 y años ulteriores, creará “impuestos caídos 
del cielo, dolores de cabeza políticos” en cerca de veinticinco estados.28 Las 
estimaciones (hechas a finales de 1986) indicaron que los ingresos 
estatales por el impuesto sobre la renta aumentarían 5% o más en los si- 
guientes estados (aumentos porcentuales entre paréntesis): Colorado (22), 
Connecticut (11), Delaware (10), Kansas (16), Louisiana (28), Missouri 
(18), Montana (19), Nueva York (9), Ohio (7), Oklahoma (18), Utah (19) y 
Virginia (9). En otros 11 estados los aumentos porcentuales variarán entre 
el 1 y 4 por ciento,29 : 

Las cantidades de dólares reales serán muy variadas. Por ejemplo, en 
Nueva York, un aumento de 9% generaría más de 1000 millones de dólares 
al año en ingresos adicionales. El gobernador Cuomo anunció sus planes 
para devolver el “regalo inesperado” a los contribuyentes, reduciendo las 
tasas de impuesto al ingreso y/o a las ventas. Los “dolores de cabeza políti- 


28 T. R. Reid, “Tax Windfalls, Political Headaches: The States Cope with Federal Tax Re- 
form”, en Washington Post National Weekly Edition, 8 de diciembre de 1986, 

29 Datos de la ccri, tal como aparecieron en T. R. Reid, “Beware of the Windfali Syndrome: 
The Federal Tax Law Will Drive Up Many State Taxes”, en Washington Post. National Weekly 
Edition, 5 de enero de 1987. E 
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cos” antes mencionados, se refieren a la política de saber qué hacer con 
esos ingresos insperados. Colocar semejantes “sorpresas” en la agenda de 


gobernadores y legisladores constituye otro ejemplo de los derrames de RIG * 


sobre cuestiones de política fiscal que no pueden limitarse ni se limitan a 
un solo nivel jurisdiccional en el sistema político de los Estados Unidos. La 
repercusión política del cambio nacional se acentuó con la política elec- 
toral de 1986. Hubo 36 campañas por gubernaturas, junto con elecciones 
legislativás estatales en 45 estados, 

Los supuestos “dolores de cabeza” en los estados que tuvieron los in- 
gresos inesperados pudieron verse como “alivio bienvenido” por los gober- 
nadores y legisladores de Nebraska, Dakota del Norte, Rhode Island y Ver- 
mont. Cada uno de estos estados sufrió gravemente de “dolores” fiscales 
ocasionados por la Ley de Reforma Fiscal de 1986. Estos cuatro estados 
habían adherido sus ingresos por impuestos estatales sobre la renta a un 
porcentaje fijo del impuesto federal al ingreso personal, pagado el año ante- 
rior. Y como las obligaciones del impuesto personal al ingreso se reducirán 
considerablemiente de acuerdo con la Ley de Reforma Fiscal, los cuatro 
estados podrían perder ingresos por impuesto a la renta, ¡cada uno de cerca 
de 10 por ciento! 

En la reunión de gobernadores de 1986, el representante de New Hamp- 
shire, John Sununu hizo la siguiente observación: “En lo más hondo de sus 
corazones no estoy seguro de que a alguno de los gobernadores le guste 
depender de las cláusulas del Código del Impuesto Federal; éstas son como 
muletas fiscales de las que debemos poder prescindir”.30 Para Sununu, los 
comentarios fueron casuales y hasta gratuitos. Su estado no tiene im- 
puesto al ingreso ni a las ventas. Además, parece improbable, si no es que 
imposible, que los estados “puedan prescindir” de las influencias del códi- 
go fiscal nacional. 


La exclusión de intereses 


Se ha puesto gran atención a las consecuencias estatales de la Ley de 
Reforma Fiscal de 1986, específicamente, a la pérdida de deducibilidad del 
impuesto a las ventas y las consecuencias en el ingreso (pérdidas y ganan- 
cias) derivadas de la base del impuesto sobre la renta. Se ha pasado por 
alto otra dimensión de esta misma legislación: su efecto sobre los gobier- 
nos locales por medio de restricciones a la emisión de bonos libres de 
impuestos, Aunque la legislación de reforma fiscal fue una bendición para 
la mitad de los estados, es una maldición para casi todos los gobiernos 
locales, así como para los estados que emiten grandes cantidades de bonos, 
con muy variados propósitos. 

Estos “variados propósitos” pueden verse en la clasificación de exclusión 


30 Shribman y Murray, “Loss of Sales Tax Deductions in Overhaul Bill”. 
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de intereses del cuadro Jv.10; se enumeran ahí 12 tipos de exenciones fis- 
cales “municipales”, El tipo más numeroso de bono libre de impuestos es 
el de “propósitos públicos”-u obligaciones generales, emitido por gobiernos 
estatales y locales. Los gastos fiscales estimados para estos bonos en 1986 
fueron de 8300 millones de dólares; pero la extensión y proliferación de 
financiamiento de bonos exentos de impuestos son evidentes en las pérdi- 
das de ingresos por los bonos de desarrollo industrial (8D1) en energía, con- 
taminación e instalaciones deportivas y de convenciones, así como diver- 
sos rubros de vivienda, salud, educación y otros propósitos. 

Según la Ley de Reforma Fiscal de 1986, los bonos emitidos para varios 
de esos propósitos dejarían de estar libres de impuestos. Desde el punto de 
vista práctico esto significa: 1) los costos financieros de tales instalaciones 
serán considerablemente superiores, o 2) no es probable que se construyan 
esas instalaciones. Además de abolir las exenciones por tipos específicos de 
propósitos, la Ley de 1986 puso un tope a la cantidad total de ciertos bonos 
libres de impuestos que pueden emitirse anualmente en cada estado. 

A partir de 1988 (después de un límite de un año de transición), el agre- 
gado de todos los bonos libres de impuestos no públicos dentro de un esta- 
do no puede exceder los 150 millones de dólares, o 50 dólares per capita, lo 
que sea más. California, con una población de 25 millones, por ejemplo, se . 
verá limitada a préstamos totales de 1250 millones de estos bonos exentos 
de impuestos. Cualquier estado con menos de tres millones de habitantes 
operará dentro del límite de los 150 millones. 

Esta legislación requerirá un mecanismo de implementación dentro de 
cada estado para racionar los préstamos generales permisibles entre el 
gobierno estatal y sus diversas localidades. Un análisis de las limitaciones 
indicó que si este tope hubiese estado en vigor en 1984, 18 estados habrían 
excedido la limitación legislativa. Si hubiese estado en vigor en 1985, 29 
estados habrían estado por encima del límite.31 Resultará instructivo 
analizar cómo los estados se enfrentan a esta limitación totalmente nueva 
y sorprendente. La restricción ilustra de muchas maneras la presencia de 
la fase contractiva de las RIG, : 


RESUMEN 


Pese al dominio evidente del gobierno nacional en el drama público de los 
asuntos fiscales, varias revisiones minuciosas y sistemáticas de los datos 
del ingreso y del fisco demuestran que los estados y las localidades de- 
sempeñan papeles importantes en varios “escenarios” fiscales. Casi 45% de 
todos los ingresos por impuestos son recaudados por gobiernos estatales y 
locales, y estas entidades reúnen más de la mitad de todos los cargos mis- 


3! Georgina Fiordalisi, “Tax Reform's Bond Caps Too Low for 29 States”, en City and State 3 
(octubre de 1986), p. L. 
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celáneos y multas, que suman cerca de 125000 millones de dólares en in- 
gresos. 

Estados y localidades han dependido de la ayuda intergubernamental 
para obtener porciones considerables de su ingreso, cerca de 25% para los 
estados y casi 40% para las localidades. Sin embargo, estas proporciones se 
van reduciendo conforme estos dos sectores no nacionales avanzan hacia 
un mayor grado de autosuficiencia, llamada a veces “federalismo de facto”. 
Los gobiernos estatales cada vez más, y los gobiernos locales en menor gra- 
do, han regateado la histórica pretensión del gobierno nacional sobre el 
grueso de los ingresos por impuestos sobre la renta. 

En los niveles estatal y local han ocurrido grandes cambios en las estruc- 
turas del ingreso. Los estados están contando con impuestos sobre la renta 
y con ingresos misceláneos para aumentar su parte de ingresos; estas dos 
categorías suman casi la mitad del ingreso general, Para los gobiernos 
locales, el impuesto a la propiedad ha decrecido dramáticamente como 
parte del ingreso general, pese a los regulares aumentos anuales en dólares 
del ingreso por el impuesto a la propiedad, de 6000 a 7000 millones y a un 
reciente ingreso total de cerca de 100000 millones. 

El gobierno estatal ha sido el punto focal y el “puntero” en la carrera fis- 
cal de las R1G, a corto y largo plazo. Pese a altibajos en los ciclos económi- 
cos, políticos e internacionales, el cobro del impuesto estatal ha registrado 
continuamente un aumento anual de cerca de 10% durante los últimos 30 
años. Esta tasa anual está un poco por encima de la local y muy por enci- 
ma de la tasa nacional de aumento, y ha ido acompañada por un gran salto 
en los impuestos estatales como porcentaje del PNB. Ocurrieron rápidos 
aumentos entre 1948 y 1972, después de lo cual dichos impuestos se han 
estacionado en cerca del 5.5% del PNB. 

Como era de esperarse, los estados han sido colmenas de actividad fiscal 
desde los años cincuenta. Durante los sesenta hubo un número enorme de 
decretos de impuestos o aumentos a las tasas en los estados. Pese a sus 
febriles esfuerzos, los estados parecieron responder básicamente a: a) pre- 
siones para dar mayor ayuda estatal a las localidades, y b) requerimientos 
de ingresos para satisfacer las aportaciones proporcionales correspon- 
dientes a los fondos de ayuda federal, en continuo crecimiento. Los años 
setenta y ochenta han sido años de “montaña rusa” de la actividad fiscal 
estatal. Aunque el número de acciones fiscales siguió a un nivel de alta 
intensidad, hubo dramáticos cambios en la dirección de la actividad, de 
grandes números de reducciones fiscales a grandes números de aumentos 
fiscales. Dos hilos comunes corrieron por todos estos giros fiscales de los 
estados. Primero, la recaudación de impuestos estatales aumentó constan- 
temente, entre 8 y 10% cada año, En segundo lugar, la ciudadanía de los 
Estados Unidos considera que los impuestos estatales a las ventas y a los in- 
gresos son los tipos menos objetables de pagos. 

Es probable que, como resultado de los cambios de la política nacional ex- 
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presados en la Ley de Reforma Fiscal de 1986, ocurran nuevas perturbacio- 
nes en las políticas de impuestos e ingresos estatales. El foco de estos cam- 
bios es principalmente el concepto de “gastos fiscales”, pero los efectos 
hacendarios intergubernamentales se dejarán sentir sobre todo en los 
ingresos fiscales a nivel estatal. Los gobiernos estatales (y locales) se 
quedaron cortos en dos aspectos de la legislación de la reforma fiscal de 
1986: 1) la pérdida de deducibilidad del impuesto a las ventas, y 2) el 
estrechamiento de los tipos de bonos estatales y locales aprobados para 
exención del impuestos federal sobre la renta. 

Estas limitaciones fueron compensadas por inesperadas ganancias fis- 
cales de que gozaron 25 a 30 estados, porque se ensanchó considerable- 
mente la base nacional del impuesto sobre la renta. Unos cuantos estados 
fueron negativamente afectados por los cambios al impuesto nacional. En 
suma, la Ley de Reforma Fiscal de 1986 confirmó claramente la interde- 
pendencia nacional-estatal de las pautas de impuestos e ingresos intergu- 
bernamentales. También reveló la complejidad y diversidad de los impac- 
tos fiscales intergubernamentales. 

Con un cuadro selectivo pero más claro de la complejidad y diversidad 
del escenario del ingreso al nivel estatal, enfocaremos nuestra atención a 
los dramas de ingresos representados por los gobiernos locales. 


V. LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: 
LOS INGRESOS LOCALES Y LA REALIDAD 
DE LAS POLÍTICAS FISCALES URBANAS 


EN EL capítulo 1 dividimos los gobiernos locales de los Estados Unidos en 
cinco variedades básicas; en el capítulo 1 hicimos explícito su papel subor- 
dinado y sumiso a los gobiernos estatales (Regla de Dillon). En el capítulo m1 
hicimos una revisión de las tendencias históricas en las que los gobiernos 
locales navegaban airosamente sobre las olas de las diversas fases de las RIG, 
y en el capítulo Iv describimos las tendencias agregadas del ingreso nacio- 
nal, estatal y local. Ya están puestos los cimientos para sondear las profun- 
didades de las políticas locales de ingreso. Ñ 

La primera parte de este capítulo es general y descriptiva. Examina los 
ingresos para cada tipo de gobierno local. Esta disgregación permite anali- 
zar las tendencias a lo largo del tiempo para los cinco tipos de gobierno lo- 
cal. Además, se hacen comparaciones entre los tipos de localidades; por 
ejemplo, ciudades (municipalidades) con condados. El principal enfoque 
se hace en ciudades y condados, los dos tipos dominantes de jurisdicciones 
locales de propósitos generales (multifuncionales). 

El enfoque puramente descriptivo de los ingresos va seguido por un estu- 
dio de cuestiones de política fiscal urbana y metropolitana que investiga 
más allá de los datos de los cuadros, para entender ciertas cuestiones bási- 
cas de las políticas intergubernamentales. Se analizan explicaciones econó- 
micas de tipo marxista, del malestar fiscal urbano, así como explicaciones 
políticas alternativas para las crisis fiscales urbanas y sus soluciones. El 
realismo económico y político que se refleja en esta investigación tiende a 
transmitir la “nueva realidad” de las finanzas locales. De hecho, el subtítu- 
lo de un libro reciente también podría servir como subtítulo de todo este 
capítulo, especialmente de la segunda sección: “El surgimiento y la caída 
de la ciudad intergubernamental”.1 


TENDENCIAS Y CONSECUENCIA DE LOS INGRESOS LOCALES 


La distribución de los ingresos entre los gobiernos locales 


Ya hemos documentado el papel importante, aunque menor, de los gobier- 
nos locales como recaudadores de ingresos en el sistema de gobierno de los 


+ Robert W. Burchall et al, The New Reality of Municipal Finance: The Rise and Fall of the 
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Estados Unidos. En 1985 recaudaron 96% de todos los impuestos a la pro- 
piedad, una sexta parte de todos los impuestos, la quinta parte de todos los 
ingresos propios, y una'tercerá parte de todos los cargos e ingresos misce- 
láneos. ¿Cómo se dividen esos “pasteles” o flujos de ingresos entre los cinco 
tipos de gobiernos locales? ¿Qué proporciones de los diversos flujos de in- 
gresos son canalizadas por las respectivas tesorerías de condados, munici- 
palidades, distritos escolares, localidades [townships] y distritos especiales? 
El cuadro V.1 nos presenta porcentajes a través de tres décadas. Los datos y 
el análisis se centran en los cuatro flujos de ingresos que aparecen en el 
cuadro: ingreso general total, ingreso intergubernamental, ingresos pro- 
pios e ingresos por impuesto a la propiedad. Las cantidades de dólares (en 
miles de millones) para cada año constituyen la base en que se han calcula- 
do los porcentajes. 

Más de la mitad de todo el ingreso local general es exigido por los dos ti- 
pos principales de gobierno general a nivel estatal, condados y municipali- 
dades (ciudades). En 1952 obtuvieron poco más del 60% de los ingresos 
generales. Para 1985 la cifra había descendido al 55%. Esta pérdida se de- 
bió del todo a la proporción decreciente de fondos obtenidos por las ciuda- 
des, Vemos aquí en términos fiscales las tendencias contrastantes observadas 
en el capítulo 1 (gráfica 1) entre las curvas de empleo de condados y ciuda- 
des entre los años cincuenta y los ochenta; la tasa de crecimiento del em- 
pleo municipal se quedó considerablemente atrás de la de los condados. 

Los distritos escolares obtuvieron un modesto aumento en su cuota de 
todos los ingresos locales, hasta el punto que obtuvieron un tercio del total 
en 1985, Durante el periodo de activas inscripciones escolares durante los 
años sesenta y comienzos de los setenta, la participación de las escuelas 
fue un poco superior, La parte reclamada por las localidades [township] ha * 
sido pequeña y ha descendido progresivamente a lo largo de los años, Sin 
la transferencia de considerables cantidades de dinero del Sistema General 
de Participaciones, a partir de 1972, las proporciones de las localidades ha- 
brían sido aún más pequeñas y mostrarían una mayor mengua. Acaso el 
cambio o la corriente más notable de las proporciones del ingreso genéral 
afecte a los distritos especiales. Aunque la parte inicial era pequeña (4.2%) 
en 1952; representó más del doble (8.5%) en 1985. 

Una fuente de crecimiento de la parte del ingreso general de los distritos 
especiales se hace evidente en el segundo conjunto de porcentajes del cua- 


. dro v.1: las cifras del ingreso intergubernamental. En 1952, los distritos es- 


peciales obtuvieron menos del 2% de toda la ayuda federal y estatal a los 
gobiernos locales; para 1985, la cifra era de cerca de 7%. Los distritos espe- 
ciales han tenido una trayectoria ascendente de importancia fiscal en la 
arena intergubernamental, que refleja su creciente número, ya indicado en 


Intergovernmental City (New Brunswick, N. J.: Center for Urban Policy Research, Rutgers Uni- 
versity, 1984). 





Cuabro v.1. Distribución delos ingresos entre gobiernos locales: ingresos 
generales, intergubernamentales y propios, por tipo de gobierno local, para 
años seleccionados: 1952-1985 


Todos los Distribución porcentual por tipo de gobierno local 
gobiernos locales 
(tiles de millones 


de dólares) 





Distritos Localidades Distritos 
Condados Municipios escolares [Township] especiales Total 





INGRESO GENERAL TOTAL (INGRESOS GENERALES Y AYUDA FEDERAL Y ESTATAL) 


17.0 23.2 37.5 30.0 5.2 4.2 100.0 
1937 25.5 22.1 35.7 34,1 45 37 100.0 
1962 38.3 21.7 33.5 36.1 42 4.6 100,0 
1967 58.2 21.0 32.5 38.2 37 4.6 100.0 
1972 105.2 22.1 32.7 36.7 357, 4.9 100.0 
1977 179.0 22.1 33.2 34,3 3.6 6.2 100.0 
1982 : 281.0 23.2 31.7 33.4 3.4 8.3 100.0 
1985 354.2 233 31.7 33,1 3.4 8.5 100.0 


INGRESO INTERGUBERNAMENTAL (FEDERAL Y ESTATAL) 


5.3 29.2 23.0 40.9 5.5 15 100.0 

1937 7.7 27.6 21.5 45.7 3.6 17 100.0 
1962 11.6 26.3 21.5 46.3 3.0 3.0 100.0, 
1967 20.2 23.5 23.8 47.2 2.5 3.0 100.0 
1972 39.7 24.0 27.21 42.5 2.1 37 100.0 
1977 76.8 23.3 29.8 39.1 2.3 5.4 100.0 
1982 116.6 22.8 25.7 42.4 2.4 6.7 100.0 
1985 138.1 22.1 24.6 44.0 2.4 6.9 100.0 

INGRESOS PROPIOS (IMPUESTOS Y CARGOS) 

11.7 20.4 44.0 25.0 5.1 5.4 100.0 

187 17.9 19.5 42.1 28.8 4.9 47 100.0 
1962 26.7 19.5 39.1 31.3 4.7 5.3 100.0 
1967 38.0 19.6 37.3 33.2 4.4 o] 100.0 
1972 65.5 20,9 35.8 . 33.0 47 5.6 100.0 
1977 102.2 22,3 35.8 30.6 4.5 6.9 100.0 
1982 164,4 23,5 36.3 26.7 4.1 9.5 100.0 
1985 216.1 24,5 36.5 25.2 4.0 9.8. 100.0 

INGRESOS POR EL IMPUESTO A LA PROPIEDAD 

8,3 22.2 38.0 31.6 6.2 2.0 100.0 

1957 12.4 21.1 34.7 35.9 7.0 13 100.0 
1962 18.4 21.1 31.5 . 392 5.8. 2.4 100.0 
1967 25.2 20.9 29.2 42.2 5.4 2:3 100.0 
1972 41.6 20.7 26.3 44.6 6.2 2.2 100.0 
1977 60.3 21.4 25.9 43.9 6.2 2.6 100.0 
1982 79.0 22.5 247 43.6 6.4 29 100.0 
1985 99.8 23.2 23,5 43.7 6.4 3.2 100.0 


5 
Fuentes: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1982 Census of Government, Topical 
Studies, GC82-4, Historical Statistics on Governmental Finances and Employment (Washing- 
ton, D. C., Government Prúnting Office, 1985), cuadro 15, p. 38; Oficina del Censo de los Esta- 
dos Unidos, Governmental Finances in 1984-1985, GE85, núr. 5 (Washington, D. C., Govern- 
ment Printing Office, 1986), cuadro 6, p. ?. 








LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 243 


el capítulo 1. Mientras tanto, otros dos tipos de unidades, las localidades y 
los condados, han descendiendo en la arena de la ayuda intergubernamen- 
tal. Sus proporciones respectivas parecen haberse estabilizado en años re- 
cientes (en cerca de 2% para las localidades [townships] y 22-23% para los 
condados), pero ambos desempeñan papeles reducidos, en comparación 
con los de los años cincuenta y comienzos de los sesenta. 

La participación municipal en el ingreso intergubernamental es notable 
por a) su consistencia general en el rango de 22 a 25%, y b) sus niveles má- 
ximos (28-30%) durante los años setenta. Más adelante haremos un análi- 
sis más detallado de este segundo rasgo. Las cifras de los distritos escolares 
son únicas por causa de sus ondulaciones: aumento durante los cincuenta 
y sesenta, descenso en los setenta y un nuevo avance en los ochenta, Estas 
fluctuaciones reflejan toda una constelación de fuerzas que son, a la vez, 
específicas de la educación y, en general, intergubernamentales. Los facto- 
res de la educación incluyen los altibajos de la matrícula, las diversas priori- 
dades dadas a cuestiones de educación y los papeles cambiantes de “escue- 
las y política”. Un factor intergubernamental en acción fue la atención 
nacional y estatal puesta en asuntos urbanos a finales de los años sesenta y 
en los setenta. Uno más incluye la centralización a largo plazo de la activi- 
dad de ingresos a nivel estatal, particularmente después de la Proposición 13, 
en 1978, 

Cuando el enfoque fiscal gira hacia los ingresos propios, los modestos 
cambios sólo inspiran unos cuantos comentarios, Las pautas no son nota- 
blemente distintas de las del ingreso intergubernamental. Los condados 
son la excepción, habiendo aumentado ligeramente su cuota de los ingresos 
propios, mientras que caían significativamente (de 29 a 22%) en la propor- 
ción del ingreso intergubernamental recibido. Las ciudades también mos- 
traron una declinación general en la cuota de sus ingresos propios. Los 
distritos escolares esencialmente se sostuvieron a largo plazo, pero experi- 
mentaron claros aumentos en los años sesenta y en los setenta. Las locali- 
dades tuvieron una disminución muy modesta y gradual, a largo plazo, en 
tanto que los distritos especiales lograban una parte notablemente mayor 
de todos los ingresos generales recaudados a nivel local. : 

El cambio más marcado y consistente que aparece en todo el cuadro v.1 
lo registra el ingreso por impuesto a la propiedad. Condados, localidades 
[townships] y distritos especiales han mantenido partes aproximadamente 
constantes de las recaudaciones de impuestos a la propiedad —en rápido 
aumento—, pasando de 8000 millones de dólares en 1952 a cerca de 
100000 millones en 1985. Sin embargo, para las ciudades y las escuelas pa- 
rece haber entrado en acción un juego de suma cero: la parte municipal del 
impuesto a la propiedad ha bajado de.38% a cerca de 24%, mientras la 
parte del distrito escolar aumentó de 31% a cerca de 44%, En resumen, las 
escuelas han reemplazado a las ciudades en los tres últimos decenios como 
usuarios predominantes del impuesto a la propiedad. Las implicaciones y 
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consecuencias de este cambio son percibidas sólo vagamente por el público. 
Por ejemplo, los distritos escolares de California se encontraron entre los 
gobiernos más duramente afectados por la Proposición 13,-que atacó de 
frente el sistema de impuesto a la propiedad local. 


El impuesto a la propiedad y las RIG 


El impuesto a la propiedad representa un aleccionador ejemplo de un pro- 
blema que en apariencia parece ser una cuestión estrictamente local. Sin 
embargo, en un examen más minucioso se le ve permeado por relaciones 
intergubernamentales. Esto justifica ampliamente un análisis interguber- 
namental cuidadoso de esta fuente de ingresos. 


El federalismo y el impuesto a la propiedad 


La base constitucional para gravar impuestos directamente a la propiedad 
es una de las facultades reservadas a los gobiernos de los estados, de acuer- 
do con la Décima Enmienda a la Constitución de los Estados Unidos: “Los 
poderes no delegados a los Estados Unidos por la Constitución, ni pro- 
hibidos por ella a los Estados, quedan reservados a los Estados respectiva- 
mente, o al pueblo”, Sujeto tan sólo a requisitos constitucionales básicos 
(como los desafíos del debido proceso y la protección igualitaria [due pro- 
cess and equal protection]), el poder de los estados (y de las localidades) 
para gravar propiedades está abierto a una amplia discrecionalidad en el 
sistema federal de los Estados Unidos. Desde luego, existen muchas restric- 
ciones estatales a los poderes discrecionales de fijar impuestos a la pro- 
piedad, restricciones mencionadas en este capítulo y analizadas con mayor 
detalle en otra parte.2 

La ausencia de cuestiones importantes estatales-nacionales o locales-na- 
cionales asociadas directamente con el impuesto a la propiedad fija la 
atención en el área de las relaciones local-estatales que involucra dicho im- 
puesto. Aquí, la variedad de cuestiones intergubernamentales es extensa, 
por decir lo menos. Las cuestiones brotan del hecho jurídico fundamental 
de que los gobiernos locales, usuarios casi exclusivos del impuesto a la pro- 
piedad, son “creaturas del estado” y virtualmente no pueden hacer nada, a 
menos que pueda encontrarse una autorización constitucional o estatuta- 
ria del estado para su acción. Esto significa, por ejemplo respecto al im- 


2 Para una clasificación reciente, estado por estado, de las restricciones de nivel estatal al 
impuesto local a la propiedad, véase Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamen- 
tales, Significant Features of Fiscal Federalism: 1985-86 Edition, M-146 (Washington, PD. C., 
Government Printing Office, junio de 1987), p. 116. Un informe anterior de ccrI, que trataba 
de cuestiones de políticas y recomendaciones, es State Limitations on Local Taxes and Expen- 
ditures, núm. A-64 (Washington, D. C., Government Prínting Office, febrero de 1977), 65 pp. 
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puesto a la propiedad, que toda una vasta gama de asuntos, desde fijar los 
valores calculados hasta fijar las tasas de impuestos, afecta directa o indi- 
rectamente a las relaciones lócal-estatales. z 

En la práctica, la mayoría de los gobiernos de los estados han delegado 
considerable autoridad a varios gobiernos locales para utilizar y adminis- 
trar el impuesto a la propiedad. Los tipos de autoridad, discrecionalidad y 
responsabilidades varían en forma significativas de un estado a otro. Una 
comprensión básica clara del impuesto a la propiedad en cualquier estado 
específico exige un minucioso examen de las relaciones local-estatales en 
ese estado. El carácter particular de cada estado y lo distinto del impuesto 
a la propiedad es uno de los rasgos únicos del impuesto “local” eri los Esta- 
dos Unidos. No estaría muy lejos de la verdad decir que los Estados Unidos 
tienen un sistema “nacional” de impuesto local a la propiedad. Sin embargo, 
el papel central y crucial de los gobiernos estatales transforma ese sistema 
“nacional” en 50 (o 51) diferentes sistemas de niveles estatales del impues- 
to a la propiedad. Y aun dentro de un estado puede haber una considerable 
variación en el nivel y la operación de dicho impuesto. 

De estos comentarios a los aspectos intergubernamentales del impuesto 
a la propiedad surge un punto básico y primordial: aunque produce impor- 
tantes ingresos para las unidades de gobierno local, pocos asuntos asocia- 
dos a él no son de carácter, contenido y potencial resolución local-estatal, 
Dicho de otra manera, las relaciones local-estatales son componente cen- 
tral de los asuntos de las políticas que afectan al impuesto a la propiedad. 
Salvo en la más insólita de las circunstancias, es posible ignorar en gran 
medida al gobierno nacional como factor directo en el gravamen de la pro- 
piedad por parte de los gobiernos locales. 


La dependencia local del impuesto a la propiedad 


¿Hasta qué punto depende cada tipo de gobierno local del impuesto a la 
propiedad, como parte de sus esfuerzos generales por recaudar ingresos? 
Dado que los gobiernos locales tienen diferentes categorías de ingreso, el 
cuadro v.2 muestra cifras en que aparece el impuesto mencionado como 
porcentaje de a) el ingreso general, b) el ingreso propio, y c) el ingreso por 
impuestos. Sólo consideraremos las tendencias de mayor importancia. 

Para los condados, el impuesto a la propiedad ha decrecido considerable 
y constantemente como porcentaje tanto de los ingresos generales como de 
los de fuente propia. Sin embargo, como porcentaje del ingreso por im- 
puestos, el impuesto a la propiedad no ha descendo tan marcadamente; aún 
constituye cerca de las tres cuartas partes de los ingresos por impuestos de 
todos los condados, > 

La tendencia para las municipalidades presenta un cuadro distinto. El 
impuesto a la propiedad aporta cerca de la quinta parte del ingreso general 
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CUADRO V.2. Impuestos a la propiedad como porcentaje de varios flujos de 
ingresos por tipo de gobierno local, para años seleccionados: 1952-1985 





Todos los gobiernos Distritos Localidades Distritos 





Año locales Condados Municipios escolares [townships] especiales 
COMO PORCENTAJE DEL INGRESO GENERAL p 
1952 "48.9 46.5 49.5 51.6 58.3 23.9 
1957 48.5 45.5 46.3 50.1 63.6 29.1 
1962 48.0 45.7 44.2 51.0 65.3 25.0 
1967 43.2 42.1 38.1 46.9 61.8 21.5 
1972 39.5 36.5 31.3 47.3 64.9 17.3 
1977 33.7 31.0 25.8 42.1 56.8 14.0 
1982 28.1 266 21.4 35.8 52.1 9.5 
1985 28.2 27.1 20.5 36.4 52.6 10,4 
COMO PORCENTAJE DE LOS INGRESOS PROPIOS 
1952 71.0 76.5 61.3 89.7 86.7 26.9 
1957 69.3 75.0 57.1 86.5 84.6 33.9 
1962 69.0 74.5 55.6 86.2 84.3 31.7 
1967 66.2 70.5 51,8 84.2 81.8 28.0 
1972 63.5 63.0 46.6 86.0 83.2 - 24.5 
1977 59.0. 56.7 42.7 84.6 80.8 22.7 
1982 48.0 45.9 32.7 78.4 74.6 14.6 
1985 46.2 43.8 29.8 79.9 74.4 15.1 
COMO PORCENTAJE DEL INGRESO FISCAL TOTAL 

1952 87.5 95.2 75.2 98.6 95.4 100.0 
1957 86.7 93.7 72.7 98.6 93.6 100.0 
1962 87.7 93.5 73.2 98.6 93.3 100.0 
1967 86.6 92,1 70.0 98.4 92.8 100.0 
1972 83.7 85.6 64.3 98.1 93.5 94.9 
1977 80.5 81.2 60.0 97.5 91.7 91.2 
1982 76.1 71.2 52.6 96.8 93.1 79.6 
1985 742 75.1 49.2 97.3 93.2 74.0 


Fuentes: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1982 Census of Governments, Topical 
Studies, GC82(6)-4, Historical Statistics on Governmental Finances and Employment (Wash- 
ington, D. C., Government Printing Office, 1985), cuadro 15, p. 38; Oficina del Censo de los 
Estados Unidos, Governmental Finances in 1984-1985, GF85, núm. 5 (Washington, D. C., Gov- 
ernment Printing Office, 1986), cuadro 6, p. 7. 


municipal, menos de la tercera parte de todos los ingresos propios, y sólo 
la mitad de todos los ingresos fiscales municipales. Sin duda, las ciudades 
se han desplazado en gran medida hacia el campo del impuesto a la no 
propiedad. También han llegado a depender mucho más de los cargos y 
derechos misceláneos, y de los ingresos intergubernamentales. Este cam- 
- bio espectacular, en sentido opuesto del impuesto a la propiedad, refleja 
muchas acciones de numerosas legislaturas estatales que han autorizado a 
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los municipios a decretar impuestos de no propiedad, derechos, etc. Tam- 
bién refleja los resultadós de los dinámicos esfuerzos de los municipios por 
adquirir mayor asistencia financiera estatal y federal. 

Los distritos escolares han experimentado un notable cambio respecto a 
su dependencia del impuesto a la propiedad, sólo en el área de los ingress 
generales. El descenso de ese impuesto desde la mitad a cerca de un tercio 
del ingreso general, es resultado de un cambio importante; a saber, los 
grandes aumentos de ingresos intergubernamentales recibidos. por los dis- 
tritos escolares. Esta tendencia se ha acelerado desde comienzos de los años 
setenta. La causa principal que ha reducido la dependenica del impuesto a 
la propiedad ha sido el considerable aumento de la asistencia financiera 
estatal a las escuelas, especialmente en estados grandes, como California y 
Texas. : 

No se observa ningún cambio súbito o tendencia consistente en la depen- 
dencia de las localidades /townships] en el impuesto a la propiedad. De 
manera similar, los distritos especiales no han dependido mucho de ese im- 
puesto como fuente de sus ingresos generales o propios. Cerca del 10% de 
los primeros y sólo una proporción ligeramente superior de los últimos pro- 
ceden del impuesto mencionado, Sin embargo, donde y cuando los distri- 
tos especiales están autorizados para fijar impuestos, una parte considera- 
ble pero decreciente de esos ingresos, proviene del impuesto a la propiedad. 

Ha habido no pocas controversias y muchas investigaciones de los facto- 
res que han contribuido a la creación y el mantenimiento de distritos espe- 
ciales en zonas urbanas y rurales. Una explicación frecuentemente ofrecida 
de su creación han sido las limitaciones fiscales al uso del impuesto a la pro- 
piedad por parte de los gobiernos locales. Aunque este problema dista mu- 
cho de haberse resuelto, el peso de la investigación señala otros factores dis- 
tintos del impuesto a la propiedad como importantes señuelos para crear 
distritos especiales.3 


Cuestiones local-estatales e intergubernamentales 
del impuesto a la propiedad 


A pesar de su relativa estabilidad y/o descenso, el impuesto a la propiedad 
sigue siendo una fuente considerable y creciente de ingresos para los go- 
biernos locales. En 1985 generó cerca de 100000 millones de dólares para 
las localidades. Sin embargo, los problemas y las controversias relaciona- 
dos con su extenso uso plantean cuestiones que atraviesan las fronteras de 
los gobiernos para salir a la superficie, regularmente, a nivel estatal.4 Las 


3 David Nice, “An Intergovernmental Perspective on Urban Fragmentation”, en Social Science 
Quarterly 65 (1983), pp. 111-18; Scott A. Bollens, “Examining the Link between State Policy 
and the Creation of Local Special Districts” en State and Local Government Review 18 (otoño 
de 1986), pp. 18-24. . 

4 Un panorama informativo del papel de cada estado en cuestiones de impuesto a la propie- 
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cuestiones local-estatales son numerosas y variadas. No es posible catalo- 
garlas con facilidad y, sin embargo, un agrupamiento de ellas es deseable, 
no sólo con fines de análisis, sino para llamar la atención sobre el destacado 
carácter local-estatal del impuesto. Los seis términos siguientes sirven como 
sumario para las dimensiones o grupos de cuestiones local-estatales con 
respecto al impuesto a la propiedad: 1) política, 2) las políticas, 3) proceso, 
4) procedimientos, 5) proximidad y 6) perspectivas. Cada término denota un 
conjunto de problemas intergubernamentales desencadenados por la natu- 
raleza y el uso del impuesto a la propiedad en los Estados Unidos. 


Política. Algunas señales de las poderosas fuerzas políticas que rodean al 
impuesto a la propiedad pueden apreciarse en las repercusiones, de costa a 
costa, de los referendos estatales en California (Proposición 13) y Mas- 
sachusetts (Proposición 21/2), La aprobación de éstos y otros referendos 
estatales para limitar impuestos son ejemplos del carácter intensamente 
político del impuesto a la propiedad, especialmente su nivel e impacto. El 
voto popular directo sobre cuestiones de impuesto a la propiedad es un as- 
pecto característico de esta forma de gravamen. La decisión directa de los 
ciudadanos sobre las tasas (y bonos) del impuesto a la propiedad es común 
en el nivel local de muchos estados, y no es raro que se recurra a referen- 
dos en todo el estado. E 


Las políticas. El grado en que los gobiernos locales dependen del impuesto a 
la propiedad es producto de decisiones de políticas estatales y local-estatales. 
La dependencia respecto al impuesto a la propiedad queda determinada por 
el estado en la medida en que las constituciones y los estatutos de los estados 
fijan límites a los valores calculados y a las tasas del impuesto a la propie- 
dad. Además, puede haber muchas políticas fijadas por el estado a la cantidad 
de deuda permisible relacionada con la base del impuesto a la propiedad. 

La dependencia en el impuesto a la propiedad es producto de acciones 
conjuntas local-estatales, en diversas formas. Una de las más importantes 
radica en el grado en el que los gobiernos locales han recibido facultades, 
de sus respectivos estados, para fijar impuestos de no propiedad, En varios 
estados, uno o más tipos de gobierno local pueden gravar impuestos a las 
ventas y/o a la renta, a menudo como complementos a impuestos a las ven- 
tas o a la renta administradas por el estado. 


Proceso. El uso del impuesto a la propiedad a menudo desencadena varias 
actividades o procesos conjuntos, local-estatales, muchos de los cuales gi- 


dad en diecisiete estados es el que presenta H. Clyde Reeves, ed., The Role of the State in Prop- 
erty Taxation (Lexington, Mass., Lexington Books, 1983), 196 pp. Para un trato generalizado 
de cuestiones del impuesto a la propiedad, intergubernamentales y otros, véase C. Lowell 
Harriss, The Property Tax and Local Finance, vol. 35, núm. 1 de Proceedings of the Academy of 
Political Science (Nueva York, 1983), 242 pp. 
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ran en torno de decisiones administrativas. No es raro que los procesos 
judiciales y quasi judiciales se vuelvan aspectos importantes del uso al im- 
puesto a la propiedad. Un notable proceso administrativo es la apelación 
contra las decisiones locales de valuación fiscal de la propiedad (valor cal- 
culado). Las apelaciones se dan habitualmente a nivel local, en primera 
instancia, pero también es común tener una instancia de apelaciones a ni- 
vel estatal, frecuentemente llamada comisión fiscal estatal, Por lo general, 
a estas instancias de apelación se les llama “administrativas”, Un contri- 
buyente que no obtiene satisfacción por medio del proceso administrativo 
tiene, invariablemente, la opción del recurso judicial, Casi todos los aspec- 
tos del proceso judicial conectados con cuestiones de impuestos a la pro- 
piedad están comprendidos en la ley del estado. 


Procedimientos. A menudo se ha criticado al impuesto a la propiedad por 
sus procedimientos molestos y complicados. Los procedimientos pueden dar 
resultados positivos o negativos para los contribuyentes, en la medida en 
que sean apropiados para resolver el problema de que se trate y dependien- 
do de la habilidad de quien los aplique. Una cuestión procedimental digna de 
atención, pero no muy visible, que involucra relaciones local-estatales, es 
la igualación. 

La igualación estatal es el procedimiento de ajustar los valores agrega- 
dos calculados de la propiedad dentro de una unidad de valuación local. El 
ajuste se hace en un intento por estandarizar (e igualar) los valores calcu- 
lados de diferentes unidades, para que se adecuen más de cerca a los valores 
del mercado y también para reducir las variaciones resultantes de distintas 
prácticas y políticas de valuación. Este ajuste (igualación) o procedimiento 
nivelador es necesario al menos por tres razones, pertinentes las tres a la 
participación estatal en el impuesto a la propiedad. Primera, la igualación 
estatal fue importante y necesaria históricamente cuando los gobiernos es- 
tatales aplicaban un impuesto estatal a la propiedad. Una tasa uniforme en 
todo el estado era injusta cuando algunas unidades locales valuaban a la 
baja respecto de los precios del mercado. : * 

La segunda razón para la igualación son las circunstancias en que se 
aplican tasas locales al valor de propiedades que se habían fijado sobre una 
base estatal. Las propiedades de empresas de servicios públicos como ferro- 
carriles, acueductos, líneas telefónicas, etc., a menudo satisfacen esta con- 
dición y requieren de la igualación para que se apliquen justa y coherente- 
mente las diversas tasas locales. 

La tercera razón para la igualación surge del uso de valores tasados lo- 
calmente, como elemento importante de la política de ayuda financiera es- 
tatal. La mayor parte de la ayuda estatal a gobiernos locales, 75000 millones 
de dólares, de los 120000 en 1985, se distribuye en programas de educación. 
Entre los varios objetivos de la ayuda del estado a la educación primaria y 
secundaria están la reducción del impacto del impuesto a la propiedad y la 
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compensación por diferencias en la valuación calculada por alumno. Una 
parte importante de las fórmulas para distribuir la ayuda estatal en mu- 


chos estados (con propósitos no educativos, tanto como educativos) es la * 


tasa valuada de las jurisdicciones del beneficiario. Por tanto, la igualación 
estatal de estos valores es un requisito previo para que haya imparcialidad 
en la distribución de los fondos de ayuda estatal. 


Proximidad. El impuesto a la propiedad en los Estados Unidos puede con- 
siderarse una fuente popular de ingresos. Es un impuesto que tiene varios 
aspectos de proximidad. Primero, desde el punto de vista del contribuyen- 
te, el impuesto a la propiedad parece cimentar una relación íntima entre el 
ciudadano y su gobierno local. Como mínimo, ofrece la oportunidad de es- 
tablecer un nexo directo geográfico, organizativo y personal entre el con- 
tribuyente y el que toma las decisiones. Tanto el potencial como la realidad 
de la influencia ciudadana en las decisiones del impuesto a la propiedad 


, son mayores que las que que afectan a impuestos de ventas, renta y otros, 


La junta escolar local, las cámaras del concejo de la ciudad y la sede del 
concejo están más cerca, del contribuyente física y psicológicamente, que 
el capitolio del estado y/o el capitolio nacional. 

Un segundo aspecto de la proximidad relacionado con el impuesto a la 
propiedad es el nexo directo entre el impuesto y los intereses fundamen- 
tales del contribuyente, es decir, hogar y refugio, negocio y mantenimiento 
económico. El impuesto a la propiedad parece tocar, más directamente 
que ninguna otra obligación, las preocupaciones básicas a las que es pro- 
bable que los contribuyentes reaccionen con mayor vehemencia. 

El aspecto de proximidad del impuesto a la propiedad también puede 
verse desde el punto de vista de quienes toman las decisiones a nivel local. 
Aquí, asimismo, podemos mencionar dos facetas de la proximidad. Prime- 
ra: quienes toman las decisiones locales parecen percibir o sentir la proxi- 
midad y sensibilidad de los contribuyentes respecto a las decisiones sobre 
impuestos a la propiedad; por ejemplo, en relación con el valor calculado 
o los cambios de tasas, No es fácil determinar hasta qué punto son sensibles 
los contribuyentes a los cambios de valuación y de tasa, pero aun si no fue- 
ran especialmente sensibles, el hecho de que los que toman las decisiones 
locales piensen que lo son, crea una realidad política que se debe recono- 
cer, Las decisiones fiscales son parte íntima de la política, y en la política 
las percepciones de la realidad de los participantes son tan cruciales para la 
toma de decisiones como los propios hechos “objetivos”. 

La segunda faceta de la proximidad del impuesto local respecto a los que 
toman las decisiones en el nivel local implica la idea de autonomía local. 
Los funcionarios locales se enfrentan a decisiones difíciles e incómodas 
cuando recaudan grandes y crecientes cantidades de ingresos por impuesto 
a la propiedad. Tomar estas decisiones y hacerles frente confiere a los fun- 
cionarios locales una gran legitimidad e influencia al tratar con funciona- 
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rios estatales y nacionales. Los funcionarios locales pueden afirmar, basados 
en parte en este impuesto popular, que ellos tienen un conocimiento y un 
sentido del humor y de'los deseos públicos, lo cual los funcionarios “supe- 
riores” no pueden refutar con facilidad. Este punto se puede resumir con 
una máxima: El impuesto a la propiedad es el último bastión de la autono- 
mía local en el sistema fiscal intergubernamental de los Estados Unidos. 


Perspectivas. El anterior análisis de la proximidad reconoció e implícitamen- 
te se basó en la idea de las perspectivas, de las percepciones de los contri- 
buyentes, y de los funcionarios locales, estatales y nacionales. Las percep- 
ciones o perspectivas sobre el impuesto a la propiedad deben ser tratadas 
más explícita y extensamente. 


CUADRO V.3. Opiniones de los ciudadanos acerca de los impuestos 
recaudados por los gobiernos nacional, estatal y local, 
durante años seleccionados: 1972-1986 


Pregunta: ¿Qué impuesto es el peor, es decir, el menos justo? 











Ingreso Ingreso Ventas Propiedad 
Año federal estatal estatal local No saben 
1972 19 13 13 45 11 
1975 28 11 23 29 10 
1978 30 11 18 32 10 
1981 36 9 14 33 is 
1984 36 10 15 29 : 10 
1986 37 8 17 23 10 





FUENTE: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, 1986: Changing Public Atti- 
tudes on Governments and Taxes (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), p. 1. 


¿Cómo perciben los ciudadanos el impuesto a la propiedad, en compara- 
ción con los principales impuestos cobrados por otros gobiernos? Por for- 
tuna, unos datos congruentes y comparables, de 1972 a 1976, nos informan 
al respecto. El cuadro v.3 presenta los porcentajes de una muestra nacional 
aleatoria que inidica cuál de los cuatro impuestos es considerado el “peor”, 
es decir, el menos justo. Surgen dos tendencias que se compensan: una baja 
moderada pero general en las proporciones que “votan” a favor del impues- 
to a la propiedad local como el peor impuesto, complementada por un cons- 
tante y notable aumento en los porcentajes que identifican al impuesto fe- 
deral sobre la renta como el impuesto menos justo. En suma, ha habido un 
cambio en las actitudes públicas respecto a la imposición entre los años 
setenta y los ochenta, en el que el impuesto federal sobre la renta ha rem- 
plazado al impuesto a la propiedad local como centro de la ira de los ciu- 
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dadanos. También debe notarse que los dos principales baluartes de los in- 
gresos estatales, la renta y las ventas, originan relativamente poca antipatía 
por parte de los contribuyentes. 

Un cambio de las perspectivas de los ciudadanos a los puntos de vista de 
los que tornan las decisiones, enfrenta a los analistas de la política fiscal a 
una escasez de datos. Hay muchas impresiones sin fundamento y estudios 
de casos o información anecdótica acerca de las opiniones de los ejecutivos y 
legisladores estatales y locales sobre cuestiones del impuesto a la propiedad. 
Parece razonable decir que las opiniones de los funcionarios de los gobier- 
nos locales corren paralelas a las de los ciudadanos, ya que dan especial 
atención y muestran sensibilidad a las cuestiones del impuesto a la propie- 
dad. También se puede sostener con cierta justificación que los funcionarios 
de nivel estatal, es decir, los gobernadores, legisladores y administradores, 
en gran parte son indiferentes a, o ignorantes sobre muchos problemas del 
ámbito del impuesto a la propiedad. Un ejemplo común y muy frecuente- 
mente citado es el decreto de exenciones al impuesto a la propiedad por las 
legislaturas de los estados, sin ningún remplazo de la pérdida local de in- 
gresos por esa dispensa. 

Respecto a cierta cuestión y para un grupo de funcionarios del estado, es 
posible ofrecer datos sobre la tendencia de las perspectivas sobre el impues- 
to a la propiedad. El autor ha efectuado varias encuestas nacionales por co- 
rreo, entre los directores de 60 a 70 agencias administrativas en cada estado. 
Una afirmación constantemente incluida en los estudios ha sido: “El estado 
debe estipular una desgravación sustantiva de los impuestos locales a la pro- 
piedad”. Se ha preguntado a los interrogados si están de acuerdo o en des- 
acuerdo, y hasta qué grado, con esta afirmación, y los siguientes porcentajes 
indican los que estuvieron de acuerdo con ella: 1968, 56%; 1974, 57%; 1978, 
46%; 1984, 36%. Ha habido una obvia disminución en el nivel de apoyo a la 
desgravación del impuesto a la propiedad entre los funcionarios estatales 
administrativos de más alto nivel, Las razones de este descenso son múlti- 
ples y complejas, y no deben distraer nuestra atención del punto principal. 

Parece ser que quienes toman las decisiones a nivel estatal enfocan las 
cuestiones y problemas que rodean al impuesto a la propiedad desde pers- 
pectivas marcadamente distintas de las de los funcionarios de nivel local. 
Las políticas y las decisiones relacionadas con dicho impuesto son intrínse- 
camente intergubernamentales de carácter y contenido, pero brotan de gru- 
pos de perspectivas diferentes, o de hecho conflictivas, de parte de ciuda- 
danos, funcionarios locales y los más importantes funcionarios del gobierno 
estatal. 


Conclusiones 


Esta breve revisión de los. aspectos intergubernamentales del impuesto lo- * 


cal a la propiedad nos lleva a tres conclusiones generales. Primera, las re- 
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laciones local-estatales son un elemento central y decisivo para comprender 
y hacer frente a las cuestiónes del impuesto a la propiedad y sus problemas. 

El papel de los formuladores de políticas del gobierno nacional es limitado 
o inexistente en el campo del impuesto a la propiedad. 

En segundo lugar, parece haber una sensibilidad especial de los contri- 
buyentes a los cambios en los valores y tasas calculadas del impuesto a la 
propiedad. Aunque la sensibilidad o la atención sea difícil de cuantificar y 
de sistematizar, especialmente sobre una base temporal o geográfica, se 
aproxima a lo que el magistrado Oliver Wendell Holmes llamó una “omni- 
presencia incubada” respecto a la toma de decisiones sobre cuestiones del 
impuesto a la propiedad, tanto a nivel local como estatal. 

En tercer lugar, como fuente del ingreso local, las recaudaciones del im- 
puesto a la propiedad continúan aumentando a tasas considerables y en 
cantidades sustanciales. Sin embargo, como fuente de ingreso para varios 
tipos de gobierno local, el impuesto a la propiedad es una parte decreciente 
para cada tipo de gobierno local, basada en varias medidas del ingreso. Esta 
tendencia se muestra con mayor claridad en las municipalidades desde 
hace tres decenios. 

Independientemente de las tendencias del impuesto a la propiedad y del 
ingreso durante los ochenta y comienzos de los noventa, al parecer es una 
conclusión previamente conocida que los aspectos intergubernamentales 
de este impuesto seguirán desempeñando un papel y una función centrales 
como fuente de ingresos de los gobiernos locales. Su proximidad y su impor- 
tancia determinan que siga ocupando un papel significativo y constante en 
el sistema de ingresos intergubernamentales. Además, su continua viabili- 
dad ante muchas insuficiencias parece que asegurará:a los gobiernos loca- 
les una firme y persistente posición de influencia en la hechura de las polí- 
ticas públicas en los Estados Unidos. 


Tendencias del ingreso por tipo de gobierno local 


Pasemos ahora de un análisis de los impuestos, a uno de las jurisdicciones. 
Deseamos saber hasta qué grado cada tipo de gobierno local depende de 
los tres tipos principales de ingreso general. Por ejemplo, ¿hasta qué punto 
han dependido los condados de los impuestos, de los cargos e ingresos mis- 
celáneos, y del ingreso intergubernamental durante el pasado medio siglo? 
El cuadro v.4 nos presenta los porcentajes para enfocar esta cuestión, para 
los condados y para los otros tipos de gobierno local. 

- En los condados, la tendencia es clara: en el pasado medio siglo hubo un 
descenso continuo de la depedendencia de los impuestos. Esta declinación 
ha sido compensada por un continuo y marcado incremento del ingreso 
proveniente de cargos y misceláneos; cerca de una cuarta parte del ingreso de 
los condados procedió de esta fuente durante los años ochenta. El ingreso 
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CUADRO v.4. Tendencias de ingreso general por tipo de gobierno 
local y por componente del ingreso para años seleccionados 
(en porcentajes): 1932-1985 





1932 1942 1952 1962 1972 1982 1985 





Condados 
Impuestos 698 533 489 489 426 34.6 36.2 
Cargos y misceláneos 10.8 87 119 12,5 153: 233 25.7 
Ingreso interguber- A 
namental 194 380 392 386 431 421 381 
100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 
(en miles de mill. de dls) (13 GD 6% (8.5) (3.7) (66.3) (85.5) 





Municipalidades 
Impuestos  TIS TGA 65,9 60,4 486 40.5 41.6 
Cargos y misceláneos 13.0 98 150 192 185 249 27.2 
Ingreso interguber- 
namental . 94 158 191 _204 329 346 312 
100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 100,0 
(en miles de mill. de dls) QN 6D (64 (13.1) (35.0) (91.5) 114.6) 


Distritos escolares 
Impuestos 68.4 60.0 523 518 48.2 369 37.4 
Cargos y misceláneos 4.6 4,9 5,2 74 6.8 9.0 8,1 
Ingreso interguber- 
namental 270 351 425 40.8 45.0 _54,1 54,5 





(en miles de mill. de dis) (14) (14 (GD (141) (693) (96.4) (119.5) 


Localidades [townships] ; 
Impuestos 838 735 61.1 70.0 69.4 55,6 56.5 
Cargos y misceláneos 6.5 5.0 6.1 75 85 14.1 14.2 
Ingreso interguber- 
namental 97 215 _328 22.5 22.1  .30.3 29.3 
100.0 100.0 100,0 100,0 100.0 100.0 100.0 
(en miles de mill. de dls.) (3) (3) (9% (16) (40) (96) (12.1) 





Distritos especiales 
Impuestos 690 464 23.9 25.0 182 12.8 14.1 
Cargos y misceláneos 272 526 64.9 53,9 522 52.6 55.2 
Ingreso interguber- 
namental 3.8 10 112 21.1 296 34.6 30.7 
E 100.0 100.0 100.0 100,0 100.0 100,0 100.0 
(en miles de mill de dls.) (D (.2) (D (18) (52) (1.7) (30.9) 








Nota: Las cifras entre paréntesis son ingresos generales totales (en miles de millones) para 
el año y la jurisdicción indicados. 

FUENTES: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1982 Census of Governments, Topical 
Studies, GC82(6)-4, Historical Statistics on Governmental Finances and Employment (Washing- 
ton, D. C., Government Printing Office, 1985), cuadro 15, p. 38; Oficina del Censo de los Estados 
Unidos, Governmental Finances in 1984-85, GF85, núm. 5 (Washington, D, C., Government 
Printing Office, 1986), cuadro 6, p. 7. 
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intergubernamental se mantuvo dentro de un rango relativamente estre- 
cho, de 1942 a 1985, con una variación de un mínimo de 38% a un máximo 
de 43%. Si las estructuras del ingreso de los condados están “equilibradas” 
o distorsionadas, es cuestión de opinión y debate. Sin embargo, hasta cierto 
punto, los condados en conjunto están avanzando hacia una diversidad del 
ingreso, enla que sus fuentes se encuentran divididas más o menos equi- 
tativamente; un tercio procede de cada una de las tres fuentes principales. 

La configuración del ingreso de las municipalidades parece estar cam- 
biando en la misma dirección. Para las ciudades, tanto como para los con- 
dados, los impuestos han sido un elemento cada vez más pequeño del pa- 
trón de ingresos, salvo por la ligera desviación de la tendenciaen 1985, El 
ingreso intergubernamental aporta cerca de un tercio de los recursos gene- 
rales de las ciudades, y la proporción de cargos y misceláneos está avan- 
zando hacia ese mismo nivel. Si algunas ciudades podrán mantener —y 
durante cuánto tiempo— una base de ingresos diversificada y viable, es 
cuestión de controversia. Abunda la bibliografía sobre las presiones fisca- 
les urbanas y las medidas al respecto, Además, estas cifras acumulativas, 
basadas en más de 18000 ciudades, ocultan inmensas variaciones entre es- 
tados y dentro de los estados en la diversificación del ingreso y en la salud 
fiscal de las ciudades. Más adelante, en este mismo capítulo, enfocaremos 
algunos aspectos de estas cuestiones, 

Históricamente, los distritos escolares han dependido de dos fuentes pri- 
marias de ingreso: los impuestos y la ayuda intergubernamental, Esta pauta 
continuó durante el decenio de 1980, con una salvedad: hasta mediados de 
los años sesenta, los distritos escolares obtuvieron más de la mitad de sus 
ingresos a base de gravámenes. Eso ha cambiado. En lugar de ello, más de 
la mitad de su ingreso se deriva hoy de fuentes intergubernamentales; los 
impuestos aportan menos de 40% del ingreso general de los distritos esco- 
lares. Dicho sencilla y sumariamente, los distritos escolares son el tipo de 
entidad más dependiente intergubernamentalmente en el sistema político 
de los Estados Unidos. ñ 

Las localidades /townships], cuyo total de ingresos apenas superó los 
12000 millones de dólares en 1985, son el tipo de gobierno local más auto- 
dependiente, Cerca de 70% de sus actuales ingresos procede de sus propias 
fuentes; más del 56% de ese total procede de impuestos. Después de 1972, 
las localidades [townships] (así como las ciudades y los condados) se bene- 
ficiaron del Sistema General de Participaciones y de otra ayuda interguber- 
namental. Aunque aumentó la proporción de esta fuente, sigue siendo de me- 
nos de un tercio de los ingresos generales de las localidades [townships]. 

Los distritos especiales presentan un patrón distintivo en sus tendencias 
de ingresos. El carácter único y predominantemente autofinanciado de los 
distritos especiales puede verse claramente en los altos porcentajes (cerca 
de 50%) derivados de cargos y de fuentes misceláneas. El rasgo notable 
adicional es la pauta de creciente dependencia de la ayuda interguberna- 
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mental. Esta fuente ha mostrado un incremento espectacular, hasta el pun- 
to en que casi un tercio de todos los ingresos generales llega en forma de 


ayuda intergubernamental. Esta creciente dependencia de los distritos es- 


peciales del ingreso intergubernamental ha ido acompañada por una caída 
general de la dependencia de los impuestos como fuente de financiamiento, 
Estas tendencias complementarias ponen en relieve una cuestión impor- 
tante relacionada con la existencia, operación y expansión de las activida- 
des de los distritos especiales: ¿Ante quién son responsables o deben rendir 
cuentas estos distritos? Una acusación que frecuentemente se les hace es 
sú autonomía y falta de control local. Las tendencias y la actual configura- 
ción de sus estructuras de ingreso sugieren una base financiera que les con- 
fiere considerable autonomía. 


Dependencia del gobierno local: la ayuda estatal y federal 


La dependencia es la otra cara de la moneda de la autonomía. Aunque el 
cuadro v.4 indica que los cinco tipos de gobierno local se han vuelto más 
dependientes de la ayuda intergubernamental en el pasado medio siglo, no 
nos ofrece dos tipos específicos de datos. Primero, cubre insuficientemente 
los cambios ocurridos en años recientes. Segundo, la categoría del ingreso 
intergubernamental combina la ayuda federal y la estatal, en lugar de ofre- 
cernos datos separados para estas fuentes de apoyo externo. 

El cuadro v,5 supera ambas desventajas con datos más recientes que se- 
paran la ayuda estatal y la federal. (La ayuda federal que llega a los gobier- 
nos locales por medio de los canales del estado se cuenta, empero, como 
ayuda estatal.) Las cifras que hay en el cuerpo del cuadro son las propor- 
ciones resultantes de dividir la cantidad de dólares de ayuda estatal o federal 
entre la cantidad total de ingresos propios recaudados por cada uno de los 
gobiernos locales en particular. Estas proporciones pueden expresarse en 
dólares y centavos. Por ejemplo: el 0.59 bajo ayuda estatal para los condados 
en 1962 significa que, por cada dólar de ingresos propios recaudado por 
los condados en 1962, recibieron 0.59 en ayuda estatal, 

Las proporciones respectivas de ayuda estatal y ayuda federal para el 
conjunto de los gobiernos locales merecen un comentario inicial. El con- 
traste más notable entre las dos columnas de cifras del periodo 1962-1984 
es el grado en que la ayuda estatal supera a la ayuda federal. Las propor- 
ciones de la ayuda estatal variaron de 0.41 a 0.63; las de la ayuda federal, 
de 0.03 a 0.18. De 1975 a 1984, las proporciones de la ayuda estatal son 
cuatro o cinco veces mayores que las proporciones de ayuda federal. Aun to- 
mando en cuenta los fondos federales contenidos en la ayuda estatal, esta 
última supera considerablemente a la ayuda federal. * 

Un segundo rasgo evidente en las dos columnas de proporciones es la se- 
mejanza de las corrientes: ambas suben y luego descienden. La proporción 
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CUADRO v,5. Índice de dependencia de gobierno local: la ayuda estatal 
y federal como proporción de los ingresos propios por tipo 
de gobiemo local, para años seleccionados: 1962-1984 





Distritos Localidades Distritos 


Todos los gobiernos 
Condados Municipios escolares [townships] especiales 


Año locales 





AYUDA ESTATAL 


1962 0.41 0.59 0.21 0.63 0.27 0.04 
1975 0.60 0.65 0.42 0.90 0.31 0,14 
1978 0.58 “0.61 0.37 0.97 0.28 “0.10 
1980 0.63 0.64 0.33 1.22 0,29 0.09 
1982 0.58 0.59 0.32 1,13 0.33 0,10 
1984 0.54 0.52 0.29 1.12 0.31 0.09 


AYUDA FEDERAL 


1962 0.03 0.01 0.05 0.02 0.01 0.11 
1975 0.13 0.13 0.19 0.03 0.09 0.28 
1978 0.18 0.19 0.26 0.04 0.13 0,34 
1980 0.16 0.17 0.23 0.03 0.10 0.33 
1982 0.13 0.11 - 0.18 0.02 0.08 0.29 
1984 0.11 0.08 0.15 0.02 0.08 . 0.26 


AYUDA ESTATAL Y FEDERAL, 


1962 0,44 0.60 0.26 0.65 0.28 0.15 
1975 0,73 0.78 0.63 ¿, 0,94 0.40 0.42 
1978 0.76 0.80 0.62 1.01 0.41 0,44 
1980 0.79 0.81 0.56 1.25 0,39 0.42 
1982 0.71 0.70 0.50 115 . 041 0,39 
1984 0,64 0.61 0.43 1,14 0.39 0.34 





Fuente: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Features of 
Fiscal Federalism: 1985-86 Edition, M-146 (Washington, D. C., Government Budget Office, 1986), 
p. 62. 


de la ayuda estatal llegó a su cúspide en 1980; la de la ayuda federal, en 1978. 
En el siguiente capítulo veremos que los niveles absolutos de dólares en 
ayuda estatal y federal rara vez descienden. Antes bien, los años de 1980 y 
1978 fueron virajes decisivos, redirecciones en que el ingreso de la propia 
fuente de los gobiernos locales aumentó a ritmo más rápido que la ayuda 
federal o estatal. (Las proporciones también podrían decrecer si los ingresos 
propios se mantuvieran iguales y la ayuda federal o estatal disminuyera.) 

Las pautas de ayuda estatal a los diversos tipos de gobierno local merecen 
cierto análisis. El rasgo más notable es la alta proporción para las escuelas. 
Durante los años ochenta, los distritos escolares recibieron más de un dó- 
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lar de ayuda estatal por cada dólar recaudado localmente. Como los gastos 


escolares de California son tan importantes en el escenario nacional (cerca . 


del 10%), el “rescate” estatal de 1978, después de la Proposición 13, elevó 
considerablemente la proporción nacional (a 1.22 en 1980). Los condados 
recibieron el siguiente nivel de apoyo en relación con los ingresos recauda- 
dos por sí mismos. Por cada dólar de ingresos por condado se obtuvo, de 
ayuda estatal, aproximadamente 0.50 a 0.60 de dólar. Las municipalidades 
y las localidades [townships] recibieron aproximadamente lo mismo, y en 
niveles más modestos. Las cifras de las localidades [townships] muestran 
un notable nivel de estabilidad de ayuda estatal. Para las ciudades, las pro- 
porciones muestran considerable variación, de 0.21 a 0.42. La tendencia 
para las ciudades ha sido constantemente descendente desde 1975, lo que 
indica que comenzaron notables cambios en las finanzas urbanas a princi- 
pios o a mediados de los años setenta. Los distritos especiales son los menos 
favorecidos por las políticas de ayuda estatal, aunque los ingresos de esta 
fuente muestran una clara estabilidad. 

Las proporciones de ayuda federal para cada tipo de entidad local ofre- 
cen contrastes en materia de niveles generales y tendencias temporales. 
Los condados, por ejemplo, recibieron cantidades minúsculas de ayuda fe- 
deral directa en 1962: sólo cinco centavos por dólar. Esa proporción saltó a 
0.19 para 1978 y luego inició un rápido descenso. También las municipali- 
dades empezaron en los años sesenta con una baja tasa de ingresos (0.05). 
Las fases creadora y competitiva aumentaron muchísimo la ayuda a las 
ciudades, y ese impulso siguió durante la fase calculadora de finales de los 
años setenta. Sin embargo, después de 1978, y particularmente con la lle- 
gada de la fase contractiva, la proporción de ayuda federal respecto a los in- 
gresos propios de las ciudades entró en picada. El carácter orientado hacia 
los estados del Nuevo Federalismo de Reagan se refleja claramente en los 
decrecientes niveles relativos (y a veces absolutos) de apoyo a las ciudades. 
También debe observarse que este descenso comenzó antes de 1980. 

Los distritos escolares reciben pequeñas cantidades de ayuda directa del 
gobierno nacional, y estas cantidades casi no han variado durante dos dece- 
nios. Sin embargo, en ese periodo la ayuda federal a la educación local ha 
aumentado considerablemente, y en el mismo sentido ha sido reorganiza- 
da, Estos cambios de las políticas están encubiertos por las proporciones 
de ayuda federal en el cuadro V.5, porque casi toda la ayuda es canalizada a 
través de los estados y se refleja en las proporciones de ayuda estatal. Así, 
la ayuda federal contribuye a explicar una parte del aumento de las propor- 
ciones de ayuda estatal para las escuelas, de 0.63 en 1962 a 0.97 en 1978. 
Desentrañaremos estas cantidades de ayuda estatal y federal a la educación 
cuando examinemos los gastos en los capítulos VI y vn. 

La ayuda federal a las localidades /townships] fue insignificante en 1962 
y se volvió notable, pero todavía a un bajo nivel, cuando en 1972 se aprobó 
el Sistema General de Participaciones (SsGP/GRs). Las proporciones perma- 
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necieron estables a muy bajos niveles durante el decenio pasado. La ayuda 
federal a los distritos especiales presenta un punto de contraste no sólo con 
las proporciones de las localidades [townships], sino también con las cifras 
de los otros tipos de entidades locales. La dependencia de la ayuda federal 
comenzó elevada para los distritos especiales, y ha seguido siendo la más 
alta durante más de dos décadas. Estas entidades, que no recibieron fondos 
del sap, establecieron y han mantenido contactos directos e importantes 
con la tesorería nacional. Las fases calculadora y contractiva ejercieron un 
impacto sobre estas jurisdicciones; las proporciones de ayuda federal han 
desminuido desde 1978. Sin embargo, ninguna otra entidad puede aspirar 
al nivel comparativo de apoyo federal de que éstas disfrutan. Desde luego, 
este patrón da credito a una importante crítica que se hace a los distritos 
especiales, a saber, que tienen excesiva autonomía y una toma de decisiones 
local sumamente fragmentada. 

La sección inferior del cuadro v.5 muestra las sumas de las cifras esta- 
tales y federales. Se presentan para mostrar y apoyar un punto general: los 
esfuerzos conjuntos o combinados de las políticas de ayuda federal y esta- 
tal han sido, en conjunto, reforzadores, y no compensadores, Las propor- 
ciones combinadas para cada tipo de entidad local muestran una pauta 
congruente, con la posible excepción de las localidades /townships]. Esta 
pauta es un aumento de la dependencia de las RIG, desde 1962 hasta 1978 o 
1980. Desde ese momento, el ingreso intergubernamental se ha vuelto una 
parte declinante del erario local. Los gobiernos locales están más atenidos 
a sus propios recursos que en cualquier momento del decenio pasado. Sin 
embargo, la menor dependencia fiscal no necesariamente se traduce en una 
mayor autonomía local, la discrecionalidad y la autonomía están mucho 
más allá de la simple dependencia de los ingresos externos. 


PAUTAS DEL INGRESO LOCAL: ALGUNOS PROBLEMAS 
DE INTERPRETACIÓN 


Las anteriores descripciones de las fuentes y tendencias del ingreso local 
son informativas —hasta cierto punto, Pero los datos y los análisis, los cua- 
dros y las tendencias cubren y en cierta forma nublan los esfuerzos por 
interpretar los hallazgos. La importancia de los resultados en términos de 
las políticas es oscurecida por varios factores. Es conveniente reconocer la 
presencia de al menos tres de tales factores que, al señalarse, nos propor- 
cionan cierta guía en dirección de vías de análisis más precisas y potentes. 


Los riesgos de la agregación 


Los datos fiscales para los gobiernos locales en este capítulo son cantida- 
des referentes a toda la nación. Este hecho, a menudo llamado el problema 
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de la agregación, significa que los promedios acaso no describan con pre- 
cisión ningún condado, ciudad o estado específicos. Es como describir la 
familia promedio en 3.2 personas, u observar que un hombre se ahogó en 
un lago con una profundidad promedio de sólo 1.20 metros, cuando pisó un 
hoyo que tenía tres metros de profundidad. En suma, hay enormes varia- 
ciones en las pautas de ingreso y gasto y en las tendencias entre las ciuda- 
des y otras entidades, dependiendo de un gran número de variables. Pode- 
mos menciónar algunas de éstas: región, estado (incluyendo las políticas 
fiscales local-estatales), base económica, composición social, capacidad fis- 
cal, cultura política y preferencias públicas o ciudadanas. 

Un modo de mostrar las grandes variaciones de las pautas del ingreso lo- 
cal aparece en el cuadro v.6, el cual muestra los porcentajes para las fuentes 
de ingreso de las cuarenta y nueve ciudades de los Estados Unidos con más de 
300000 habitantes. Nótese que la mayor fuente es la ayuda estatal (22%), 
en tanto que los impuestos a la propiedad ocupan el segundo lugar. Pero la 
ayuda estatal varía entre estas ciudades, desde un mínimo de 1% (Dallas, 
El Paso, Oklahoma City), hasta las mayores, que están en el rango de 40% 
(Baltimore, Boston, Búfalo, Milwaukee y Newark). El viejo adagio: “La va- 
riedad es la sal de la vida” se aplica claramente a las ciudades y a los go- 
biernos locales en general, en sus pautas de ingresos y gastos. Las conclu- 
siones y prescripciones de las políticas generalmente deben especificar 
cada jurisdicción y, por tanto, han de evitar en lo posible el problema de la 
agregación. 


Lo engañoso de la dependencia 


Los datos y el análisis de la dependencia pueden insinuar que ésta es, sim- 
plemente, el grado o porcentaje en que un gobierno local o estatal depende de 
ingresos externos. Esta medida y esta visión simplificadas de la depen- 
dencia son simplemente erróneas. El concepto y su medición son comple- 
jos y requieren de un examen minucioso y profundo, que abarque las fuentes 
de los fondos, los procesos de toma de decisión de las entidades receptoras y 
los propósitos internos a que se destinan los recursos externos. 

Un investigador, James W, Fossett, examinó la cuestión de la política de 
la dependencia, haciendo referencia específica al modo en que las grandes 
ciudades dependen de la ayuda federal.5 Descubrió que “la suma total de la 


5 James W. Fossett, “The Politics on Dependence: Federal Aid to Big Cities”, en The Chang- 
ing Politics of Federal Grants, por Lawrence D. Brown, James W. Fossett y Kenneth T. Palmer 
(Washington, D. C., Brookings Institution, 1984), pp. 108-163. En un análisis de los factores 
que influyen sobre la dependencia fiscal de las ciudades, John J. Gargan arguye que ésta de- 
pende de: a) el estado en que se localice la ciudad, b) el alcance y el nivel de los servicios 
públicos básicos prestados por la ciudad, y c) la mezcla de fuentes de ingreso empleada a par- 
tir de la gama de fuentes disponibles. John J..Gargan, “Fiscal Dependency and Governmental 
Capacity in American Cities”, en State and Local Governments Administration, Jack Rabin y 
Don Dodd (comps.) (Nueva York, Marcel-Dekker, 1985), pp. 187-212. 
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ayuda federal que una ciudad recibe nos ofrece pocos indicios de los servi- 
cios a los que destinó el apoyo de los dólares federales o la capacidad de la 
ciudad para seguir financiando estos servicios, si los fondos se desconti- 
núan”.$ Más específicamente, descubrió que los funcionarios de las ciuda- 
des se oponían a correr riesgos. Vacilaban en poner los fondos federales en 
presupuestos ya iniciados por causa de las incertidumbres relacionadas con 
la ayuda, Asimismo, los funcionarios de las ciudades, por causa de riesgos 
políticos y controversias, tendían a mantener los fondos federales a cierta 
distancia y a evitar comprometerse mucho en las decisiones tomadas para 
asignar fondos entre grupos y proyectos locales en competición. Estos 
riesgos, desde luego, hacían que la contratación por fuera, “la cuarta cara 
del federalismo”, fuese mucho más atractiva para los funcionarios de las 
ciudades.7 


La naturaleza problemática de la autonomía 


Los gobiernos locales no pueden escapar de la influencia penetrante de las 
políticas hechas por el estado, virtualmente sobre todos los aspectos de las fi- 
nanzas locales. Susan MacManus estaba hablando de ciudades, pero tam- ' 
bién habría podido referirse a cualquier tipo de gobierno local cuando ob- 
servó que “los estados determinan de dónde reciben su dinero las ciudades, 
cómo las ciudades piden dinero prestado, cómo las ciudades gastan el 
dinero y cómo las ciudades administran sus asuntos financieros”.8 Los go- 
biernos de los estados varían considerablemente en la forma y en el grado 
en que supervisan las finanzas locales, pero la combinación de la legalidad 
de la Regla de Dillon y la significación política de las cuestiones financieras 
hacen de la “autonomía” un fenómeno frágil en muchas localidades. Los 
estados acaso no sean inspectores tan severos como Simon Legree, pero 
hasta la benevolencia de algunos estados para con sus localidades sólo con- 
firma indirectamente el sometimiento fiscal de la mayoría de los gobiernos 
locales. 

En comparación con los gobiernos locales de casi todos los demás paí- 
ses, en los Estados Unidos los gobiernos locales gozan de un grado consi- 
derable de autonomía fiscal y de otras clases. Este hecho se deriva de un 
puñado de fuerzas históricas, una de las cuales es la tradición (o ' “el mito”) 
del autogobierno local. ¿Hasta qué grado o en qué medida se autogobier- 
nan las ciudades y otras entidades locales? ¿En qué medida ejercen una au- 
toridad discrecional al tomar decisiones sobre finanzas, personal, estructu- 
ra y funciones? ; 

6 Fossett, “Politics of Dependence”, p. 119, 

7 Donald Kettl, “The Fourth Face 43 Federalism”, en Public Administration Review 41 (ma- 
yo-junio de 1981), pp. 366-371. 

8 Susan A. MacManus, "State Government: The Overseer of Municipal Finance”, en The 


Municipal Money Chase: The Politics of Local Government Finance, Alberta M. Sbragia (comp.) 
(Boulder, Colo.; Westview Press, 1983), p. 145. 
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Un estudio especializado de estas cuestiones, que abarca cada uno de los 
cincuenta estados, fue concluido bajo patrocinio de la acir, en 1981,9 Abajo 
aparecen los porcentajes para las ciudades y para los condados, en toda la 
nación: 

Índice de autoridad discrecional 
(promedios en una escala de 1 a 5, con máximo de 1) 


. Actividad Ciudades Condados 
Finanzas 3.16 3.69 
Personal 2.10 2.87 
Estructura 2.05. 3.30 
Funciones 2.02 3.24 


En una escala en que 1 es el grado más alto de autonomía, tanto ciudades 
como condados se encuentran por debajo del punto intermedio (3.0) en au- 
toridad discrecional en asuntos financieros. Además, en el terreno fiscal la 
discrecionalidad es notablemente menor que en los otros tres. También es 
evidente que los condados han tenido, constantemente, menor autonomía 
que las ciudades. ] 

De este breve análisis surgen tres puntos un tanto contradictorios. Prime- 
ro: la difundida percepción de una considerable autonomía local en los Esta- 
dos Unidos. Esa percepción se encuentra parcialmente fincada en la realidad 
y brota, en no pequeña medida, de la base política independiente, de elec- 
ción popular, de los funcionarios locales. En segundo lugar, las realidades de 
la autonomía modesta y/o limitada en asuntos fiscales son un hecho siempre 
presente en las relaciones local-estatales y local-nacionales. Tercero: la auto- 
nomía es variable, y cambia a través del tiempo, según las áreas de problema 
y las localidades, El conflicto y la tensión entre estos puntos contrastantes 
han hecho surgir la vivacidad, la franqueza y el “caos benévolo”, que persis- 
ten en RIG. También ofrecen la oportunidad de resolver o de enfrentarse a los 
conflictos utilizando técnicas de negociación y de regateo, 


LA POLÍTICA URBANA Y LA ECONOMÍA: SURGIMIENTO 
Y CAÍDA DE LA CIUDAD INTERGUBERNAMENTAL 


Las cifras resumidas y acumuladas que aparecieron en los cuadros anterio- 
res, ocultan una dinámica política y unas fuerzas económicas que influyen 
en la capacidad de los gobiernos locales para obtener ingresos. En esta sec- 
ción analizamos estos elementos políticos y económicos con un enfoque 
explícito metropolitano-urbano. : 


2 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Measuring Local Disoretionary 
Authority (Washington, D. C., Government Printing Office, noviembre de 1987). Véase también 
Joseph E. Zimmerman, The Discretionary Authority of Local Governments, Urban Data Service 
Reports, vol, 13, núm. 11 (Washington, D. C., International City Management Association, no- 
viembre de 1981). 
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La recaudación de impuestos y la adquisición de otros ingresos son re- 
sultado de decisiones pólíticas. Un aumento en las tasas de impuesto a la 
propiedad y/o la obtención de ayuda estatal o federal representan elecciones 
públicas sobre quién pagará los programas y servicios municipales. Estas 
decisiones deliberadas las toman funcionarios locales, elegidos y nombra- 
dos, que responden a toda una serie de presiones políticas. En los términos 
más sencillos, podrían describirse tales decisionés como el equilibrio entre 
las demandas de servicios y las preferencias por el más bajo nivel de im- 
puestos o de la carga de ingresos para la ciudadanía. Durante el último cuar- 
to de siglo las ciudades, grandes y pequeñas, recibieron ayuda para lograr 
este equilibrio político, por la disponibilidad de recursos externos; a saber, 
los fondos de ayuda estatal y federal. Este fenómeno ha hecho que surjan 
frases como la “ciudad sin murallas”, la “ciudad dependiente” y la “ciudad 
intergubernamental”.10 Los términos captan en diferentes formas la idea 
esencial de interdependencia subrayada por el administrador de ciudad Mi- 
kulecky, en el capítulo 1. 

Sin embargo, la política de interdependencia sólo es un aspecto del me- 
dio en que actúan las comunidades urbanas. Una segunda dimensión im- 
portante de la interdependencia (dependencia o no soberanía) es económi- 
ca, Los ingresos propios recaudados por las ciudades y otras localidades 
proceden de la base y las actividades económicas que están bajo la jurisdic- 
ción de cada una de ellas. En otras palabras, existe una realidad económi- 
ca, así como una realidad política que deben ser manejadas con habilidad 
por quienes toman las decisiones locales, al hacer elecciones de recauda- 
ción de ingresos. E 

La interrelación de estas fuerzas económicas y políticas sobre las finanzas 
urbanas constituye el tema central de esta sección. Analizaremos primero 
el problema de las disparidades metropolitanas, y luego examinaremos los 
mercados de capital de los que dependen las municipalidades, particular- 
mente para obtener bonos para financiar sus necesidades de infraestructu- 
ra física, Este enfoque de macronivel va seguido por un análisis de micro- 
nivel de conflictos de clase y RIG. Esta sección (y capítulo) concluyen con un 
análisis de la supremacía de la política al influir sobre si la ciudad intergu- 
bernamental crecerá, declinará o caerá. : 


Malestar municipal y disparidades metropolitanas 


Uno de los temas perennes de las RIG respecto a las relaciones interlocales 
ha sido el “problema metropolitano”. Los desplazamientos de población, la 


10 Burchall es al, The New Reality of Municipal Finance. Un análisis serio y amplio de la 
apertura de las ciudades a las influencias económicas, políticas y profesionales, es el de Fred 
M. Wirt, “The Dependent City? External Influences upon Local Control”, en Journal of Politics 
47 (febrero de 1985), pp. 83-112. 
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creación y el crecimiento de suburbios, la fragmentación política y las sepa- 
raciones /leavages] de clase socioeconómicas han originado circunstancias 
que han llamado la atención de teóricos y profesionistas, analistas y refor- 
madores desde hace por lo menos medio siglo. La reorganización estructu- 
ral, es decir, la federación y las asociaciones fueron amplia y enérgicamen- 
te defendidos, con poco éxito, durante los años cincuenta y sesenta. Estos 
esfuerzos de investigación y reforma fueron remplazados por extensos 
análisis dela base fiscal en los dos últimos decenios. 

En un estudio reciente se examinaron a profundidad las finanzas de diez 
ciudades de tamaño intermedio, con poblaciones que, en 1980, estaban en- 
tre 200000 y un millón de habitantes.!! Estas ciudades fueron selecciona- 
das porque dependían en gran medida (en más de 50%) de fondos estatales 
y federales, Por ello se les llamó “ciudades intergubernamentales”, Los au- 
tores hicieron ver que las ciudades no habían llegado a su situación actual 
por causa de mala administración o por negligencia. Antes bien, sus situa- 
ciones se derivaban de las cambiantes estructuras sociales, las fhuctuantes 
bases económicas y las elecciones de políticas públicas internas tomadas en 
los dos últimos decenios. Tales autores resumen así las circunstancias de las 
ciudades: 


Las ciudades intergubernamentales son, en su mayoría, grandes, viejas y deca- 
dentes comunidades del nordeste y del centro-norte, cuyas industrias y negocios 
han migrado y cuyas poblaciones son cada vez más indigentes. Casi todos los in- 
dicadores sociales y económicos colocan a estas ciudades en lo más bajo de cual- 
quier lista de criterios de vigor municipal. Sus residentes son pobres, frecuente- 
mente están sin trabajo y apenas están educados. Han experimentado y siguen 
experimentando mala salud, tasas de delincuencia superiores al promedio, y ha- 
bitan en viviendas y vecindarios cuyo abandono es muy visible. Las bases fiscales 
locales de estas comunidades han sido socavadas en términos relativos con res- 
pecto a sus vecinos suburbanos y otros vecinos metropolitanos, e incluso absolu- 
tamente, en términos de los niveles previos de la base fiscal. Los ingresos que 
proceden de estas bases fiscales también han disminuido, porque las ciudades se 
muestran renuentes a gravar las residencias y los negocios existentes, por temor 
a que se muden a las zonas circunvecinas.!2 


La naturaleza del malestar metropolitano-municipal no fue vista exclusi- 
vamente, desde luego, con anteojos financieros. Hubo y sigue habiendo es- 
tudios de la desintegración social, la decadencia económica, las descompo- 
siciones burocráticas, las ineficiencias de los servicios y la ingobernabilidad. 
Pero la presión fiscal, con particular énfasis en las ciudades metropolita- 
nas centrales, ha sido un tema persistente, si no es que omnipresente.13 


11 Burchal et al., The New Reality of Municipal Finance. 

12 Ibid., p. Xxi. 

13 Una evaluación breve pero crítica de la investigación del “estrés fiscal” es la de Jeff Stone- 
cash y Patrick McAfee, “The Ambiguities and Limits of Fiscal Strain Indicators”, en Policy 
Studies Journal 10 (diciembre de 1981), pp. 379-395. Otros dos enfoques descriptivos son los 
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Los estudios de la presión fiscal en las grandes ciudades han sido una mez- 
cla de análisis de las políticas y controversia política. 

El enfoque analítico ha suscitado toda una variedad de medidas de ten- 
sión y presión fiscales sobre la ciudad, también conocidas como “medición 
de la salud de las ciudades”. Los indicadores específicos y las diversas me- 
didas sumarias han causado, en sí mismas, largos debates sobre su validez, 
confiabilidad y pertinencia. Estas diferencias no son nada en comparación 
con los conflictos políticos por el uso de semejantes medidas en fórmulas 
que asignan la ayuda federal o estatal a las ciudades y a otras localidades. 

Un ejemplo oportuno fue la aprobación original del Sistema General de 
Participaciones (sGP), en 1982. Aunque el lenguaje estatutario de este pro- 
grama de 30000 millones de dólares (y con duración de cinco años) no 
contenía ninguna declaración sobre el propósito o la intención legislativas, 
informes de la comisión de la Cámara de Diputado y el Senado revelan que 
la razón de ser del programa fue la necesidad o la tensión fiscal, estatal y 
local: Por entonces, sólo unos cuantos legisladores cobraron conciencia de 
que.un número relativamente pequeño de jurisdicciones recibirían una 
porción importante del dinero. Por ejemplo, las 465 ciudades más grandes 
(con población de más de 50000) recibirían 50% de los 2000 millones de 
dólares anualmente distribuidos a las ciudades. Sin embargo, la fórmula 
para asignar los fondos era excesivamente compleja y fue mal comprendi- 
da por casi todos los legisladores. De hecho, durante el debate en la Cáma- 
ra, un miembro de la Comisión de Presupuesto, adverso al sap, explicó la 
necesaria medida fiscal en estos términos sarcásticos: 


Finalmente nos rendimos, no porque hubiésemos dado con una fórmula racio- 
nal, sino porque estábamos exhaustos. Y por último, conseguimos una que casi 
ninguno de nosotros pudo entender de momento. Se nos dijo que las estadísticas 
no estaban disponibles para correr [en la computadora] e imprimirles. Así que la 
adoptamos, y aquí está para ustedes, hoy.14 : 


La sap pudo o no haber moderado el malestar fiscal metropolitano-ur- 
bano. Hay extensos testimonios de docenas de alcaldes y otros funcionarios 
de que era “indispensable”, un “don de Dios” y una “medida de seguridad”. 
Unos cuantos adversarios del sar y de los gobiernos locales, en general, sos- 


de Yong Hyo Cho y David Puryear, “Distressed Cities: Targeting HuD Programs”, y John P. 
Ross, “The Impacts of Urban Aid”, en Urban Revitalization, Donald B. Rosenthal (comp.) 
(Beverly Hills, Calif, Sage Publications, 1980). Dos análisis del estrés fiscal, en forma de libro, 
son los de Charles H. Levine (comp.), Managing Fiscal Stress: The Crisis in the Public Sector 
(Chatham, N. J., Chatham House, 1980), 344 pp.; y Charles H. Levine e Irene Rubin (comps.), 
Fiscal Stress and Public Policy (Beverly Hills, Calif., Sage Publications, 1980), 314 pp. Entre 
las revisiones más recientes y extensas del estrés fiscal urbano está un simposio de seis artícu- 
los sobre el tema, editados por Susan A. MacManus, Publius: The Journal of Federalism 14 
(primavera de 1984), pp. 1-82. 

14 Citado en Paul R. Dommel, The Politics of Revenue Sharing (Bloomington, Indiana Uni- 
versity Press, 1974), p. 158. 
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tuvieron que la mitad de los alcaldes no sabían qué hacer con el dinero, ¡y 


que la otra mitad se inclinaba a robárselo! Tanto los partidarios como los . 
adversarios del SGP reconocieron que, para muchos alcaldes, los fondos eran * 


como un buen boleto para una potencial reelección. 

El sc? fue sólo uno de los muchos grandes programas de ayuda federal y 
estatal puestos en vigor durante los años sesenta y setenta. ¿Hasta qué gra- 
do afectaron estos programas de ayuda intergubernamental las disparidades 
existentes entre ciudades centrales y suburbios? Un análisis de la ccr1 llegó 
a la conclusión de que la ayuda estatal y federal había sido una importante 
contribución para reducir las disparidades fiscales metropolitanas entre 
1957 y 1981 en las 36 más grandes Áreas Estadísticas Metropolitanas (AEM),15 
Por ejemplo, la brecha en impuestos per capita se redujo de 57%, más alta 
en las ciudades centrales que en los suburbios en 1957, a sólo 29% más al- 
ta en 1981. Las ciudades centrales y los suburbios habían recibido casi 
igual ayuda federal y estatal per capita en 1957 (cerca de 40 dólares); en 
1981, la ayuda a la ciudad central fue 1.6 veces mayor que la recibida por 
los suburbios (705 y 451). Otro análisis de un mayor número de AEM (se- 
senta y ocho) sobre periodos más breves (1970-1977 y 1977-1981) reveló 
reducciones similares en estas disparidades; el periodo 1970-1977 constitu- 
yó el de mayor cambio. 

Varios asuntos subsidiarios quedaron enterrados entre los datos sobre 
la decadencia de las disparidades fiscales metropolitanas. Uno de ellos es la 
cuestión de la causalidad. Los diferenciales de impuestos entre la ciudad 
central y los suburbios han decrecido, en tanto que aumentaban los diferen- 
ciales de ayuda. Parece probable que la mayor ayuda estatal y federal ha 
moderado las disparidades de impuestos. Si una mayor ayuda causó la re- 
ducción de las disparidades, es cuestión digna de nuevas investigaciones 
empíricas. La causación no se infiere de la correlación, 

En la medida en qué la ayuda intergubernamental sí redujo las dispari- 
dades de impuestos, surge una segunda pregunta. ¿Qué contribuyó más a 
las reducciones: la ayuda estatal o la ayuda federal? La sabiduría tradicio- 
nal sugiere que la ayuda federal ha respondido mejor a las necesidades de 
la ciudad central. Ciertos testimonios indican que la ayuda federal se orien- 
tó hacia las grandes ciudades. En cambio, otras evidencias van en contra y 
hasta sugieren que la ayuda estatal está más enfocada hacia esas necesi- 
dades. Estos resultados contradictorios no se pueden resolver en este breve 
análisis, pero sí puede verse que están implicadas cuestiones importantes 
de teoría, conceptos, medición y análisis,16 


15 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Fiscal Disparities: Central Cities 
and Suburbs, 1981 (Washington, D. C., Government Printing Office, agosto de 1984), 112 pp. 

16 Estas cuestiones son particularmente subrayadas por los siguientes intercambios: Thomas 
R. Dye y Thomas L. Hurley, “The Responsiveness of Federal and State Programs to Urban 
Problems”, en Journal of Politics 40 (febrero de 1978), pp. 196-207; Peter D. Ward, “The Mea- 
surement of Federal and State Responsiveness to Urban Problems”, en Journal of Politics 43 
(febrero de 1981), pp. 83-101; Thomas R. Dye y T. Lane Hurley, “Measuring Responsiveness: 
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Una tercera cuestión oculta en el malestar metropolitano es interguber- 
namental, pero trasciende las dos cuestiones de ayuda intergubernamental 
que hemos visto, Arguye que el'efecto de tal ayuda es incidental o marginal 
ante más grandes y más poderosas fuerzas económicas que afectan el sur- 
gimiento y la decadencia (miseria) no sólo de las ciudades centrales, sino de 
áreas metropolitanas enteras, así como de estados y regiones. Esta cues- 
tión merece analizarse por separado, con un enfoque de “mercado”. 


Economías urbanas, mercados de capital y RIG 


Las ciudades, los condados y las regiones metropolitanas indiscutiblemen- 
te son influidos en sus capacidades de recaudar ingresos, por las fuerzas o 
flaquezas de la base económica que hay dentro de sus límites y más allá. 
Esta afirmación puede parecer obvia e incluso trillada si se recuerdan las 
graves dificultades financieras de las ciudades del norte durante los años 
setenta por la crisis del acero, y la quiebra de las comunidades del oeste- 
sudoeste durante los años ochenta, por la crisis energética. Pero lo obvio 
merece mencionarse no sólo para hacer mayor hincapié; también puede 
señalar el camino para hacer preguntas más precisas. Este último enfoque 
se persigue al explorar ciertos aspectos de las finanzas metropolitanas y 
municipales desde una perspectiva económica “de mercado” de las RIG. 


Capital urbano: el mercado de los bonos municipales 


El primer mercado analizado es el mercado de los bonos. Las ciudades, y 
prácticamente todos los gobiernos estatales y locales, piden prestadas grandes 
cantidades de dinero, cada año, con propósitos a corto y largo plazo, Cerca 
de 70000 a 80000 millones de dólares se piden anualmente en “municipa- 
les” de largo plazo, es decir, bonos vendidos por estados y localidades. Las 
ganancias de los bonos se emplean con toda una variedad de propósitos de 
infraestructura urbana; por ejemplo, agua, desagúe y similares. Como ya se 


"observó, los intereses de estos bonos están exéntos del impuesto federal al 


ingreso, lo que implica pérdidas de ingresos para el Tesoro de los Estados 
Unidos de 8000 a 10000 millones de dólares anuales. 
El mercado de bonos para entidades municipales se resiste a una des- 


cripción sencilla. Sin embargo, ciertos análisis recientes han iluminado es- 


te ámbito, antes esotérico y complejo. Entre otros temas descriptivos y ana- 


A Brief Reply”, en Journal of Politics 43 (febrero de 1981), p. 102-103. Véase también David R. 
Morgan y Robert E. England, “Explaining Fiscal Stress among Large U. S. Cities: Toward an 
Integrative Model”, en Policy Studies Review 3 (agosto de 1983), pp. 73-78; R. Andrew Parker, 
“Matching Federal Spending to Need: An Urban Policy Scorecard, 1977-1983”, en Policy Stud- 
ies Journal 13 (marzo de 1985), pp. 625-633. 
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líticos, una evaluación nos ofrece el resumen conciso de los actores y de la 
dinámica de este mercado, 


El proceso por el cual los gobiernos locales piden dinero prestado les confiere el 
papel de emisores de documentos cobrables y bonos; de agencias valuadoras, al 
hacer cálculos de riesgo; de estrategas, como asesores financieros y banqueros; 
al Congreso como guardián de los propósitos públicos y formulador de la política 
fiscal; y de inversionistas, como sopesadores de riesgos, tasas de rendimiento y 
ventajas fiscales, El mercado abarca a todos estos actores: todos ellos con sus pro- 
pias perspectivas, necesidades, modos de operación, normas y tradiciones. Sus 
complejas relaciones, sean esporádicas o continuas, directas o simbióticas, cons- 
tituyen el mercado de bonos municipales.1? 


La crisis fiscal de la ciudad de Nueva York y los continuos esfuerzos de los 
funcionarios del Tesoro por rechazar o estrechar las provisiones de exen- 
ción fiscal, han puesto en relieve los aspectos políticos y de kIG de los prés- 
tamos locales. El préstamo temporal o “de estación” del gobierno nacional 
a la ciudad de Nueva York en 1975 fue un empréstito dirgcto basado en el 
análisis de la crisis de liquidez. Funcionarios de la ciudad afirmaron que la 
crisis, en parte, había sido inducida por el gobierno nacional a caush de re- 
trasos en los rembolsos de los programas federales de ayuda. Sin embargo, 
un observador cercano, James R, Adams, aseveró: 


Este argumento era ficticio, ya que muchas de las reclamaciones de la ciudad 
eran incobrables, se mantenían en los libros sólo como una pantalla para los 
ocultos déficit acumulados. Y sin embargo ofreció una razón conveniente para li- 
mitar la base de la participación federal. Y algo de mayor significación institu- 
cional: el gobierno federal aún se negaba a garantizar los bonos de la ciudad y, 
así, a comprometerse directamente en el mercado municipal de bonos.18 


Tres años después expiró el poder del empréstito temporal. Los potentes 
esfuerzos de cabildeo de la ciudad de Nueva York y de los funcionarios del 
estado se habían organizado y movilizado en apoyo de una garantía de 
empréstito de 2000 millones de dólares. El gobierno de Carter apoyó la pro- 
puesta, según se dijo, como muestra de gratitud por el margen electoral da- 
do por la ciudad de Nueva York y los votantes del estado en la elección pre- 
sidencial de 1976. 

Con sorprendente facilidad, la medida de Garantía del Empréstito de la 
ciudad de Nueva York, que incluía 1500 millones de dólares en préstamos, 
fue aprobada por ambas cámaras del Congreso en el verano de 1978. El se- 
nador William Proxmire, quien presidía la sesión en la que se discutió este 


17 Alberta M. Sbragia, “Politics, Local Government and the Municipal Bond Market”, en The 
Municipal Money Chase: The Politics of Local Government Finance, Alberta M. Sbragia (comp.) 
(Boulder, Colo., Westview Press, 1983), p. 89. ñ 

18 James Ring Adams, “The New York City Crisis: Centralization by Default”, en Publius: 
The Journal of Federalism 9 (invierno de 1979), p. 98. 
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proyecto de ley, comentó: “Esta legislación puede alterar gravemente la na- 
turaleza de nuestro sistema federal... Lamento que el Congreso no haya 
ponderado mejor la gran importancia de la legislación, y la negligencia con 
que la aprobó”.19 Tal legislación no tenía precedentes, pues confería al go- 
bierno.nacional un papel nuevo y mal definido en el mercado de bonos 
municipales. . 

Las consecuencias a largo plazo de esta intrusión nacional, con base en 
el capital, aún no están claras, y tampoco lo están en el caso de otros prés- 
tamos garantizados por el gobierno; por ejemplo, a la Chrysler y a la Lock- 
heed. Acaso el que mejor haya expresado el punto de vista de los críticos 
sea Adams: “A la larga podría debilitar la prudencia fiscal y la autonomía 
del gobierno local estadounidense y conducir, por incumplimiento, a un gran 
incremento de la participación del gobierno federal en detalles puramente 
locales de administración”.20 Sin embargo, debe notarse que la ruta del mer- 
cado de bonos es simplemente una alternativa a la participación nacional 
en los “detalles” de lá administración local. 

Desde luego, la participación (¿intrusión?) nacional sólo fue una dimen- 
sión de las RIG. La otra fue la amplia participación del estado en los detalles 
de las finanzas de la ciudad de Nueva York. Un escritor resumió la profun- 
didad de la intrusión del estado de esta manera: E 


Por último, el cambio básico producido por la crisis en la política interna de la 
ciudad fue la transferencia de una parte sustancial de la autonomía de la muni- 
cipalidad a agencias supervisoras externas: la Corporación de Asistencia Munici- 
pal y la Oficina de Asuntos de Nueva York.en el Departamento del Tesoro. Mientras 
esto se escribe [1982] estas instituciones siguen ahí y la ciudad no ha recuperado 
el derecho a dirigir sus propios asuntos. Los acontecimientos de Nueva York pa- 
recen un ejemplo directo de la intervención de autoridades gubernamentales su- 
periores, con el propósito de imponer la disciplina fiscal.21 


La continuada prominencia del mercado de bonos como arena de la ten- 
sión y el conflicto de las RIG parecen seguras: a) mientras los gobiernos lo- 
cales empleen los préstamos como método para impedir las crisis fiscales 
debidas a una falla básica o a la insuficiencia entre ingresos y gastos, y 
b) mientras el Tesoro de los Estados Unidos y otros funcionarios naciona- 
les intenten modificar la condición de exención fiscal de los bonos munici- 
pales. Sobre el primer asunto sacó Patricia Giles Leeds esta conclusión, en 
un ensayo publicado en 1983: 


Muchos escritores han descrito lo que les parece la permanente crisis fiscal de las 
ciudades de los Estados Unidos, causada por una brecha estructural entre gastos 


19 Ibíd,, p. 97. 

a Jbid. > 4. . 

21 Patricia Giles Leeds, “City Politics and the Market: The Case of New York City's Financing 
Crisis”, en The Municipal Money Chase: The Politics of Local Government Finance, op. cil., p. 135. 
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e ingresos. Ante la presión de prestar una cantidad cada vez mayor de servicios, 


pero negándoseles los ingresos fiscales para mantenerlos, las ciudades se ven obli- 


gadas por la perversa lógica de la situación a alterar sus presupuestos y a buscar 
otras fuentes de ingreso para sostener los servicios. Ante la decadencia econó- 
mica e ingresos menguantes de los gobiernos federales y estatales, algunas ciuda- 
des han tratado de financiar sus déficit pidiendo prestado. Pero esto, por la natu- 
raleza de las cosas, sólo es una solución a corto plazo, pues no llega a las fuentes 
económicas y políticas del problema. Con el tiempo, la solución se desploma, de- 
bido a los disminuidos mercados de bonos, a las cada vez mayores tasas de in- 
tereses y al escepticismo de los inversionistas, Y cuando los mercados financieros 
cierran sus puertas, la crisis fiscal de la ciudad cede a una crisis financiera. Así 
como durante los años sesenta y los setenta se desarrolló una crónica crisis fiscal 
urbana, así los años ochenta probablemente presenciarán una crónica crisis fin 
nanciera. De este modo, la emergencia financiera que ocurrió en la ciudad de 
Nueva York en 1975, puede convertirse en experiencia compartida por muchas 
ciudades de la nación.22 


Sobre el segundo asunto, Alberta Sbragia, identificó aguda y precisamen- 
te los intercambios entre dos tipos de mercado: el de bonos, influido por 
todos los actores antes mencionados, y el político, cuyo control ejercen el 
Congreso y el presidente. 


La condición de exención de impuestos de que gozan los municipales, se conside- 
ra crítica para el mantenimiento de la autonomía del gobierno local, en el área 
de endeudamiento. Perder la exención fiscal y volverse dependiente de subsidios de 
bonos asignados a capricho del Congreso es considerado casi universalmente 
como un paso gigantesco hacia la centralización. En esencia, el mercado de capita- 
les privados, tal como actualmente funciona, parece una protección contra toda 
intervención federal.23 


En suma, las localidades prefieren el mercado de bonos y capitales, de 
base privada, por encima de una mayor dependencia del gobierno nacio- 
nal, como fuente directa o indirecta de finanzas para préstamos. 


El capitalismo urbano y las RIG: una macrovisión marxista 


La posición de las ciudades y los estados en el marco general de un sistema 
de mercado capitalista ha recibido considerable atención sobre todo en el 
decenio pasado. Esta bibliografía tiene varias deformaciones una de las 
cuales es una orientación neomarxista que trata de fundir la teoría con la 
investigación y la acción (praxis), Es difícil condensar sistemática y pre- 
cisamente los diversos enfoques. Sin embargo, sí es posible enfocar dos ar- 


22 Ibid., p. 137. 
23 Sbragia, “Politics, Local Government and the Municipal Bond Market”, p. 88. 
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gumentos importantes, los más aplicables a las finanzas municipales, espe- 
cíficamente, y á las RIG en términos generales. Un argumento subraya la for- 
mación, concentración y movilidad de capitales a nivel macro. El segundo 
se origina en el análisis micro de la identificación de las personas con su 
clase, comunidad (lugar) o etnia. La mayor parte de los escritores, en estos 
dos géneros, se consideran economistas políticos. Nos basaremos mucho 
en sus propias declaraciones, al presentar sus propios argumentos. 

Los problemas fiscales de las ciudades y las comunidades urbanas son 
resultado, se ha dicho, de fuerzas que son mucho más fundamentales que 
las brechas entre ingresos y gastos, el financiamiento de los bonos y las dis- 
tribuciones de la ayuda federal y estatal (o malas distribuciones). En cam- 
bio, los recursos fiscales de las ciudades se consideran producto de fuerzas 
económicas fundamentales que incluyen un capitalismo de monopolio cor- 
porativo, Junto con esta visión van una teoría del desarrollo urbano y una 
teoría del gobierno urbano. 

En su ensayo “El desarrollo capitalista y la historia de las ciudades de los 
Estados Unidos”, David M. Gordon expresó una forma de la teoría del des- 
arrollo urbano. Gordon aplica explícitamente lo que llama “perspectiva 
marxista”. 


Según ese enfoque, hemos presenciado tres principales etapas de acumulación 
de capitales, en los países capitalistas avanzados: las etapas de acumulación co- 
mercial, de acumulación industrial (o competitiva) y la acumulación corporativa 
(o de monopolio) avanzado. Yo arguyo que el desarrollo urbano en los Estados 
Unidos ha pasado por tres etapas correspondientes, condicionada cada una por la 
dinámica de acumulación de capital que caracterize a esa etapa. Sostengo tam- 
bién que el proceso de acumulación de capitales ha sido el factor más importante 
que ha estructurado el crecimiento de las ciudades; el crecimiento de las ciuda- 
des no ha fluido de unas ocultas fuerzas exógenas, sino que ha sido forjado, en 
cambio, por la lógica del sistema económico subyacente.24, 


Las ciudades, las áreas metropolitanas y regiones enteras se consideran ' 
sujetas a fuerzas económicas que superan sus capacidades políticas para. 
controlar el desarrollo, 

En un ensayo introductorio a Marxism and the Metropolis, Larry Sawers 
resume varias opiniones neomarxistas sobre la naturaleza del gobierno ur- 
bano, así como sobre la relación entre la economía, la política y las RIG: 


El economista político, armado con la perspectiva de que el gobierno sirve bási- 
camente a los intereses del capital, fácilmente puede comprender gran parte de 


24 David M. Gordon, “Capitalist Development and the History of American Cities”, en Mar- 
xism and the Metropolis: New Perspectives on Urban Political Economy, 2a. ed., William K. 
Tabb y Larry Sawers (comps.) (Nueva York, Oxford University Press, 1984), p. 22. Véase tam- 
bién Michael Peter Smith (comp.), Cities in Transformation: Class, Capital and the State (Be- 
verly Hills, Cal., Sage Publications, 1984), 263 pp. 
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lo que los gobiernos han hecho en o a las ciudades [...] La renovación urbana y la 
mayor parte de la política de transporte urbano han sido iniciadas y planeadas 


por pequeños grupos de capitalistas, cuya base económica estaba arraigada en el 


distrito central de los negocios, como banqueros, propietarios de grandes tien- 
das, ejecutivos de empresas e intereses de bienes raíces en el centro de las ciuda- 
des. Estos propietarios tuvieron un verdadero interés en fomentar el valor de los 
bienes raíces del centro, pero al hacerlo también sirvieron a los intereses del ca- 
pital, en su conjunto. La ciudad industrial del siglo xrx ya no era apropiada para 
las necesidades del capital empresarial, y se necesitaba un proceso de restructu- 
ración. El sector privado “recibió el balón” y corrió con él, como puede verse en 
el auge de edificios de oficinas y en el acaparamiento, por los ricos, de las accio- 
nes de vivienda.25 


¿De qué manera pueden traducirse esas críticas radicales en problemas y 
cuestiones de RIG? Los comentarios de Sawer sugieren dos ejemplos. Uno 
de ellos trata de la renovación urbana, de un programa de ayuda federal a 
las ciudades que comenzó en 1949, como limpieza de los barrios bajos y vi- 
vienda pública. Con el paso de los años, el programa, según varios críticos, se 
convirtió en “el bulldozer federal” y en la “expulsión de los negros”. Por ejem- 
plo: desde el nacimiento del programa, de 1949 a 1967, fueron destruidas 
404.000 unidades habitacionales (en su mayor parte ocupadas por residen- 
tes de bajos ingresos). Sólo se han construido 41 580 unidades de remplazo, 
para familias de ingresos bajos a moderados.26 

Sawers también resume las interpretaciones de la crisis fiscal de la ciudad 
de Nueva York desde la perspectiva marxista de los mercados capitalistas. 


Tabb arguye que la capacidad de dirigir el debate sobre las causas de la crisis fis- 
cal de Nueva York permitió a los ricos.invertir en forma favorable a sus intereses 
y bloqueó la posiblilidad de tuna solución de la crisis que estuviera orientada 
hacia la clase obrera. Maier en otro trabajo acerca de la ciudad de Nueva York, 
muestra cómo el gobierno de la ciudad manipuló a los sindicatos de los emplea- 
dos municipales para impedir la expresión de los intereses del hombre común, 
para ventaja obvia de los patrones (el gobierno de la ciudad e indirectamente 
todos los patrones de la ciudad)?7 


Uno de los puntos relacionados con los obreros en el asunto de la crisis 
financiera de Nueva York fue que grandes sumas de los fondos para pen- 


25 Larry Sawers, “New Perspectives on the Urban Political Economy”, en Marxism and the 
Metropolis: New Perspectives on Urban Political Economy, 2a. ed., William K. Tabb y Larry 
Sawers (comps.) (Nueva York, Oxford University Press, 1984), p. 8. 

26 Roger Friedland and Herbert Wong, “Congressional Politics, Federal Grants, and Local 
Needs: Who Gets What and Why”?, en The Municipal Money Chase: The Politics of Local Gov- 
ernment Finance, Alberta Sbragia (comp.) (Boulder, Colo., Westview Press, 1983), pp. 213- 
244; Martin Anderson, The Federal Bulldozer: A Critical Analysis of Urban Renewal, 1949-1962 
(Cambridge, mIT Press, 1964). pl 

27 Sawers, “New Perspectives on the Urban Political Economy”, p. 9. 
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sionados de los trabajadores municipales se usaron para comprar bonos 
que refinanciarían la deúda de la ciudad. 

Una perspectiva final de mátronivel ayuda a aclarar más el carácter de 
las ciudades y del desarrollo urbano desde la perspectiva del mercado capi- 
talista.. 


En el meollo de este desacuerdo [por el desastre urbano] se encuentran definicio- 
nes en competencia sobre el papel que la ciudad debe desempeñar en la sociedad. 
Para los analistas reputados, la función básica de la ciudad norteamericana es su 
función de productividad: la generación de ganancias. Las primeras medidas de 
la salud urbana o su dinamismo son económicas, y esos analistas estudian el cre- 
cimiento de las ciudades en función de su éxito o fracaso como centros de ganan» 
cias: las eligen a lo largo de unos continuos de ciudad central y suburbio y el 
norte y el Cinturón del Sol, Para los pobres, la función de la ciudad sólo secunda- 
riamente se asocia a su función de productividad, La ciudad, sea económicamen- 
te lucrativa o no, debe ser ante todo un centro de bienestar social que atienda a la 
comunidad, que a la vez se renueva material y socialmente.?28 


El conflicto de clases urbano y las RIG: una microvisión 


El concepto de bienestar social llama la atención hacia la segunda orienta- 
ción, o de nivel micro, que guía las críticas de la política urbana de RIG. Ésta 
es la perspectiva del conflicto de clases. Más precisamente podría llamár- 
sele un análisis de las barreras edificadas en el sistema político de los Esta- 
dos Unidos que moderan o impiden el surgimiento de conflictos definidos 
por clases, o basados en clases. 

Ira Katznelson, en City Trenches: Urban Politics and the Patterning of Class 
in the United States.29 ha hecho un análisis tajante de este problema, Katz- 
nelson adapta la metáfora de la guerra de trincheras (estilo de combate 
empleado en la primera Guerra Mundial) a los problemas de la economía y 
gobierno urbanos. Observa cuán numerosas han sido las fuerzas, aparte de 
la clase social, que han servido de base al conflicto social y político en las 
comunidades urbanas. Sus ideas quedan inmejorablemente expresadas en 
estas palabras: 


La política urbana de los Estados Unidos ha sido gobernada por límites y reglas 
que subrayan la etnia, la raza y la territorialidad, más que la clase social, y que 
subrayan la distribución de bienes y servicios, mientras se excluyen cuestiones de 
producción o de relaciones en el lugar de trabajo. La pieza central de estas reglas 
ha sido la separación radical en la conciencia, el habla y la actividad de la gente, de 


28 David C. Perry y Alfred J. Watkins, “People, Profit, and the Rise of the Sunbelt Cities”, en 
The Rise of the Sunbelt Cities, David C. Perry y Alfred J. Watkins (comps.) (Beverly Hills, Cal., 
e Publications, 1977), p. 277. , 
e Tra Katznelson, City Trenches (Chicago, University of Chicago Press, 1981), 267 pp. 
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la política de trabajo respecto a la política de la comunidad. Esta división subjetiva 
ha sido un rasgo tan poderoso de la vida urbana estadounidense, que ha actuado 
aun en situaciones en que los obreros vivían en proximidad inmediata a 'sus fá- 
bricas. Por ejemplo, en el sur de Chicago inmensas fábricas de acero se elevan so- 
bre las comunidades circundantes que albergan a sus obreros. En las fábricas, es- 
tos obreros se consideran mano de obra (en oposición a las compañías acereras 
y, ocasionalmente, al capital, más generalmente); y como mano de obra, son muy 
militantes. El idioma ordinario de la vida en la fábrica es el de la clase social. Ahí, 
indudables mayorías votan por insurgencias radicales dentro de su sindicato. Y 
sin embargo, en cuanto estos obreros empacan y se van a casa, dejan de verse 
fundamentalmente como obreros. En el East Side y en Hegewisch, en Irondale y 
en Slag Valley, hay croatas, mexicanos, polacos. Ahí, la organización de la Dé- 
cima Guardia de la maquinaria del partido demócrata de Chicago, cuyo lenguaje 
es la etnia, el patrocinio y los servicios, es el rey de la política [las cursivas son de 
Katznelson].30 


Katznelson y otros observadores están asombrados por el grado en que 
los moradores urbanos separan sus identidades (e intereses) fundados en el 
trabajo, de las bases ligadas al lugar (o a otro factor) para la autoidentifi- 
cación. 

Podrían enunciarse aquí otras exposiciones y variaciones de esta tesis, 
pero todas conducen a una conclusión similar: fragmentación, aislamiento 
y creación de compartimientos a lo largo de líneas que no son de la clase 
social; son, en parte, producto y reflejo de las RIG en el sistema político de 
los Estados Unidos. Una cosa que las RIG promueven es una política (y ad- 
ministración) de “lugar” o “territorio”. Ese tipo de política basada en fron- 
teras es un sustituto parcial y una sublimación de la política basada en la lu- 
cha de clases. 


La supremacía de la política 


En contraste con los análisis de los economistas políticos, basados en el ca- 
pital y en la clase social, otras exploraciones y explicaciones de las finanzas 
urbanas y locales comienzan con axiomas o suposiciones de base política, 
También aquí, las diversas corrientes de pensamiento se registran en una 
fácil y precisa clasificación, 

John Kirlin nos da un panorama y una crítica de los enfoques estratégi- 
cos para comprender el sistema RIG-urbano.31 Afirma que los enfoques de 
prestación y aplicación de servicios han tenido un efecto contraproducen- 
te. Han desviado la atención de la opción política como foco central del 
análisis y la evaluación. La política de cuestiones programáticas, exclusi- 
vas, verticales, funcionales y “cercadas” ha socavado la fuerza y la vitalidad 


30 Ibid., p. 6, 
31 John Kirlin, “A Political Perspective”, en Public Sector Performance: A Conceptual Tuming 
Point, Trudi C. Miller (comp.) (Baltimore, Johns Hopkins University Press, 1984), pp. 161-192. 
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de una política más general, más basada en la comunidad. Kirlin da un so- 
noro apoyo, fundado políticamente, a la política de lugar o “territorio”: 


Como mínimo, es imperativo todo lo que se pueda hacer por contener la marcha 
hacia un sistema bloqueado por la acumulación de políticas, programas y buro- 
cracias que son producto de la actual dinámica. Me parece que un valor im- 
portante que se debe poner de relieve es la vitalidad de las jurisdicciones políticas 
territorialmente definidas. Estas unidades son los bloques de construcción co- 
'munes de muchas políticas y programas, y su muerte limitaría gravemente las es- 
trategias de políticas de que dispone la sociedad. Y, algo más importante, ofrecen 
la esperanza, aunque no ocurra frecuentemente, de elecciones de políticas que 
establecen intercambios entre políticas y programas funcionalmente específicos. 
Por último, también son vehículos por los cuales puede ocurrir una interacción 
política “humanizadora”. Si nuestros nexos primarios con el sistema político se 
vuelven (o continúan siendo) clientes, reguladores y espectadores, perderemos (he- 
mos perdido) un valioso elemento de nuestra existencia.32 


El análisis de Kirlin constituye una crítica, No propone un modelo para 
incorporar la política de territorio a estudios de política urbana y RIG. Por 
fortuna, existen varios marcos de referencia, dos de los cuales hemos selec- 
cionado con propósitos ilustrativos y contrastantes. A uno podría llamárse- 
le empresa política; el segundo quedará mejor descrito como culturas 
políticas locales. aquél enfoca a los dirigentes políticos y en cierto sentido 
es “elitista”; el último plantea cuatro orientaciones que los ciudadanos adop- 
tan frente a las políticas municipales, y a las cuales reaccionan los funcio- 
narios de la ciudad. Este último enfoque podría llamarse un modelo de 
“sistema democrático”. 


La política empresarial 


El enfoque de política empresarial se encuentra plenamente desarrollado 
en The Contested City de John Mollenkopf.33 En esta tesis es básica la idea 
de que en la política de los Estados Unidos existió durante la mayor parte 
del medio siglo transcurrido desde el New Deal una “coalición procrecimien- 
to” local y nacional. El enfoque político de la coalición “se convirtió en el 
principal medio por el cual fue creado el moderno Partido Demócrata”.34 
Además, se transformó en rasgo central de la política nacional, así como de 
la local, haciendo que los funcionarios nacionales fuesen actores impor- 
tantes de la política local, y vinculando a los “políticos locales, adminis- 
tradores de programas y beneficiarios de programas en un nuevo marco 


32 Ibid, p. 187. 

33 John H. Mollenkopf, The Contested City (Princeton, Princeton University Press, 1983), 
328 pp. 

34 Ibid, p. 3. 
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político nacional”.35 Hasta los republicanos y los conservadores, a largo 


plazo, construyeron su propia coalición en pro del crecimiento, pero un 


tanto distinta, 

Las claves para construir, operar, sostener y hasta extender esta coalición 
procrecimiento, fueron los “empresarios políticos”. Estos actores públicos 
(no intereses privados) tomaron la iniciativa al forjar programas, medidas 
políticas y estrategias, que maduraron y luego “cobraron vida propia”. Mol- 
lenkopf define a un empresario político como aquel que “reúne y arriesga 
capital o apoyo político para remodelar la política y crear nuevas fuentes 
de poder estableciendo nuevos programas; así, no simplemente se atiene a 
las reglas del juego, sino que intenta ganar el juego modificándolas”,36 

Aunque reconociendo que las coaliciones de crecimiento “a veces impla- 
cablemente favorecieron los valores del mercado”, Mollenkopf sostiene que 
los empresarios políticos no eran simples sirvientes del poder económico, 
el privilegio y la propiedad. Observa que “los políticos hasta imponen cos- 
tos a los pocos poderosos para crear una clase vasta de beneficiarios, cuando 
las circunstancias políticas lo exigen”.37 Desde luego, esta estrategia de be- 
neficio en masa está en contraste con las circunstancias en las que los polf- 


ticos imponen unos costos ligeros o modestos muy dispersos entre muchas . 


personas para beneficiar a unos cuantos poderosos. El empresario político 
de Mollenkopf sopesa y elige entre estas estrategias contrastantes. De este 
modo, “la construcción de coaliciones procrecimiento es impulsada por 
una lógica política, aún más fuertemente que por una económica”.38 

La tesis de Mollenkopf no sólo se basa en la premisa de la importancia y 
eficacia de la política, También constituye una evaluación fundamentalmen- 
te favorable de lo que fácilmente podría llamarse la coalición interguberna- 
mental del último medio siglo. Otros escritores comienzan con suposicio- 
nes similares acerca de la política como variable significativa o controladora, 
pero llegan a unas opiniones o bien mixtas, o bien distintivamente desfavora- 
bles acerca de los resultados políticos para las condiciones fiscales urbanas. 

Dos obras recientes que presentan evaluaciones equilibradas sobre los 
resultados del empresariado político urbano son obra de Martin Shefter y 
de Dennis Judd y Randi Ready. Shefter muestra con claridad y visión cómo 
grandes números de actores intergubernamentales negociaron la conjunta 
“crisis fiscal/crisis política” de la ciudad de Nueva York,39 El subtítulo de su 
libro es “El desplome y resurgimiento de la ciudad de Nueva York”. Huelga 
decir que un conjunto de empresarios políticos contribuyeron a este desplo- 
me; otro conjunto, encabezado por el empresario por excelencia, Edward 
Koch, logró el resurgimiento de la ciudad. 


35 Ibid. 

36 Ibid,, p. 6. 

37 Ibid., p. 5, 

38 Ibid, 

39 Martin Shefter, Political Crisis/Fiscal Crisis: The Collapse and Revival of New York Ci 
(Nueva York, Basic Books, 1985), 270 pp. ió E 
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El estudio de Judd y Ready examinó el desarrollo económico de lo que 
ellos llaman tres “ciudades empresariales”: Chicago, Denver y St. Paul.40 Se 
enfocaron básicamente:hacia los papeles y estrategias de los alcaldes de las 
respectivas ciudades, prestando atención específica a los planteamientos 
de los alcaldes sobre la viabilidad económica municipal. En Denver, el 
tema de la alcaldía de Federico Pena fue “volver a definir la agenda del des- 
arrollo”, después que el auge energético se disipó en 1982. En Chicago, 
pese a un conflicto político interno divisivo y a veces paralizante, el alcalde 
Harold Washington impulsó una “agenda de reforma en un ambiente hos- 
til”. En St. Paul, un alcalde extraordinariamente innovador, George Latimer, 
estableció unos nexos económicos tan sólidos y diversos, que Judd y Ready 
plantean esta pregunta: “¿Un resurgimiento del mercantilismo municipal?” 
En las tres ciudades, las estrategias de desarrollo de los alcaldes parecen 
bien descritas por los imperativos de la frase contractiva: ¡No mirar hacia 
atrás! ¡No mirar hacia arriba! ¡Cuidado! ¡Miren a su alrededor! 

La conclusión a la que llegan Judd y Ready contiene elementos de la pa- 
radoja urbana: habilidad en el contexto de vulnerabilidad. 


Las ciudades no están en posición de definirse como economías locales indepen- 
dientes. Siguen siendo ciudades sin murallas. No obstante, es probable que los 
dirigentes urbanos de la próxima década se vean obligados a hacer frente, mucho 
más directamente que en el pasado, a cuestiones acerca de los beneficios distri- 
butivos de la inversión y el crecimiento económicos. Tales preguntas son esen- 
cialmente contenciosas, pero inevitables. 41 


Otros dos escritores sobre el escenario intergubernamental urbano se 
muestran mucho menos positivos ante las capacidades de las ciudades, al- 
caldes y otros funcionarios oficiales para hacer frente al gobierno urbano, 
ya sea en términos de resolución de conflictos, de desempeño eficaz de 
programas o de vitalidad económica. En 1977, antes de la fiebre de retiros 
y de la fase contractiva de las r1IG, Douglas Yates escribió The Ungovernable 
City.2 Yates sostuvo que: 


...dada su actual organización política y sus procesos de toma de decisiones, la 
ciudad es fundamentalmente ingobernable. Por ingobernable quiero decir que el 
sistema hechura de las políticas urbanas es incapaz de originar decisiones cohe- 
rentes, de desarrollar políticas eficaces o de aplicar programas estatales o federa- 
les. Esto significa que, aun si el estado o el gobierno federal comprometieran 
recursos fiscales en grande escala —como lo hicieron en los años sesenta—, es 
[probable]... que las medidas y programas inventados por el gobierno del más alto 


40 Dennis R. Judd y Randy L. Ready, “Entrepreneurial Cities and the New Politics of Eco- 
nomic Development”, en Reagan and the Cities, George E. Peterson y Carol W, Lewis (comps.) 
(Washington, D. C., Urban Institute, 1986), pp. 209-247. 

41 Ibid.-p. 247. 

42 Douglas Yates, The Ungovernable City: The Politics of Urban Problems and Policy Making 
(Cambridge, mir Press, 1977), 219 pp. 
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nivel nunca llegarían a sus blancos al nivel de la calle, o que se verían completa- 
mente deformados o dispersos para cuando llegaran a los ciudadanos para quie- 
nes habían sido planeados.43 s 


Las dudas de Yates acerca de la capacidad política encontraron un eco in 
crescendo por la evaluación que hizo Eugene Meehan de la implantación 
del desarrollo urbano en los Estados Unidos y en el extranjero.44 Su crítica de 
1980 se basaba en el desempeño real: “Lo más asombroso del fracaso de la 
tradicional estrategia de desarrollo en asuntos internos es lo poco que se 
nota este fracaso”.45 Meehan habría podido enmendar esta última afirma- 
ción acerca de “fracaso”, para incluir “notado en los más altos niveles po- 
líticos”. Sin duda, durante la campaña y desde la elección de 1980, Reagan 
expresó marcadas opiniones acerca de muchos tipos de programas inter- 
nos “fallidos”. 

Meehan destaca varios puntos reveladores del desempeño del programa 
de actividades de orientación urbana financiadas intergubernamentalmente, 
Éstas incluyen un rígido modo de no aprendizaje, la sucesión o el desplaza- 
miento de metas originales, y la'extensión de un desempeño mediocre: 


Pocos o ninguno de los programas federales han operado como experimento, 
como ocasiones para aprender y mejorar. También hay muy pocas muestras de 
esfuerzos sostenidos por refinar y mejorar el desempeño con el tiempo, aun en 
los grandes programas urbanos. De hecho, los programas parecen, a veces, em- 
peorar en lugar de mejorar, cuando las funciones latentes de la actividad adquie- 
ren mayor significación que el propósito ostensible: la vivienda pública es un 
buen ejemplo. Aunque hay algunas notables excepciones, una pauta de muy ma- 
los rendimientos parece sostenerse a través de una vasta gama de actividades, 
con deprimente regularidad. El sistema puede estar “funcionando”, como decla- 
ran los optimistas, pero las pruebas indican que su eficiencia operativa es suma- 
mente baja y no está mejorando.46 


Claramente, para Yates y para Meehan, la política empresarial intergu- 
bernamental urbana, sea en coaliciones de gobierno o en redes de aplica- 
ción, no ha estado funcionando bien. Ambos escritores tienen serias dudas 
sobre si un componente del sistema, o ambos, pueden funcionar bien. Si el 
modelo y las soluciones no pueden encontrarse en las estructuras e institu- 
ciones gubernamentales, o en capacidades de liderazgo, tal vez la búsque- 
da deba cambiar de enfoque y buscar entre el pueblo, Esto vuelve nuestra 
atención hacia un análisis basado en las culturas Políticas urbanas. 


43 Ibid, p. 5. 

44 Eugene J. Meehan, “Urban Development: An Alternate Strategy”, en Urban Revitalization, 
Donald B. Rosenthal (comp.) (Beverly Hills, Cal, Sage Publications, 1980), pp. 279-301. 

45 Ibid, p. 288, 

46 Ibid, pp. 279-280. 
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Las culturas políticas urbanas 
El tema de la cultura política a menudo abre una caja de Pandora de pro- 
blemas y controversias. En el campo de las RIG probablemente el análisis 
más conocido sea la tipología de Daniel Elazar, de tres culturas políticas 
estatales: moralista, individualista y tradicionalista.47 Una norma emplea- 
da por Elazar para crear su tipología fue la orientación (“visión”) de la ciu- 
dadanía hacia el gobierno, la política y la burocracia, Terry Nichols Clark, 
quien ha aplicado un enfoque de cultura política a nivel de la ciudad y ur- 
bano, es menos macro, o global, al evaluar las opiniones de los ciudada- 
nos.48 La tipología de Clark está más orientada hacia las políticas y también 
muestra una vena partidaria más clara que la de Elazar. Las cuatro cultu- 
ras políticas urbanas y sus características distintivas se identifican aquí. 49 


1. Demócratas del New Deal: liberales en lo fiscal, con ambiciosos progra- 
mas de gobierno; socialmente liberales, con preocupaciones por las mi- 
norías y los necesitados. 

2. Republicanos del New Deal: progresistas y, a menudo, pro gobiernistas 
en cuestiones de desarrollo económico; menos partidistas, más conscien- 
tes de problemas del fisco, más orientados hacia el mercado privado, y 
más conservadores que los demócratas en cuestiones sociales. 

3. Políticos étnicos: se sernejan a los demócratas en varios aspectos, pero 
subrayan temas que incluyen la etnia al formular y aplicar políticas lo- 
cales. 

4. Nuevos populistas fiscales: a menudo tienen antecedentes políticos co- 
mo demócratas liberales, pero son conservadores en asuntos fiscales, 
sea por convicción personal o por necesidad fiscal; liberales en cues- 
tiones sociales, 


Clark arguye que estas “culturas políticas” dirigen los procesos que gene- 
ran “políticas fiscales específicas” en la muestra de sesenta y dos ciudades 
de los Estados Unidos (con de más de 50000 habitantes), que son el foco 
del extenso análisis empírico para el periodo 1960-1977,50 Incorpora, explí- 
citamente, elementos no elitistas en su teoría e investigación: 1) las prefe- 
rencias de los ciudadanos, 2) la actividad de grupos comunitarios organi- 


17 Daniel J. Elazar, American Federalism: A View from the States, 3a. ed. (Nueva York, Harper 
€: Row, 1984), en especial el capítulo 5. 

48 Terry Nichols Clark y Lorna Crowley Ferguson, City Money: Political Processes, Fiscal 
Strain and Retrenchment (Nueva York, Columbia University Press, 1983), 440 pp. Para una vi- 
sión amplia de la investigación de política urbana a comienzos del decenio, véase Ti 
Nichols Clark (comp.), Urban Policy Analysis: Directions for Future Research (Beverly Hills, Cal., 
Sage Publications, 1981), 296 pp. 

49 Ibid,, pp. 279-280. 

50 Ibid,, p. 4. 
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zados, así como 3) dirigentes políticos. En un sorprendente giro, añade una 
cuarta variante, la elección residencial o emigración. Este componente es 
un factor de movilidad intergubernamental con base en los ciudadanos, que 
sirve para medir el factor de retención/repulsión, a veces incorrectamente 
expresado, como “fuga blanca”. Teóricamente, las variables deben mucho a 
los conceptos de Hirschman de la lealtad, voz y salida.51 

En un nivel puramente descriptivo, la investigación de Clark llega a cier- 
tos hallazgos inesperados y contraintuitivos. Por ejemplo: el retiro fiscal 
urbano no empezó después que el gobierno de Reagan subió al poder en 
1981, ni comenzó después del “terremoto” de la Proposición 13 en 1978. 
En cambio, comenzó en 1974, en gran parte como resultado de fuerzas de 
nivel local no conectadas con políticas de ayuda nacional o estatal. Otros 
resultados ofrecen “sorprendente prueba de que los ingresos interguberna- 
mentales no alteran fundamentalmente los procesos locales”, sino que, an- 
tes bien, “refuerzan las influencias locales ya existentes”.52 Esto ocurre por- 
que las ciudades y otras localidades suelen buscar ayuda féderal o estatal que 
es congruente con las preferencias locales. 

Los descubrimientos de Clark tienden a confirmar que el bienestar fiscal 
de las ciudades se puede remitir tanto a factores políticos (incluso las pre- 
ferencias de los ciudadanos) como a cualquier conjunto de factores econó- 
micos. En un análisis reciente de las ciudades del Cinturón del Sol y del 
Cinturón de la Nieve, Clark presentó sus conclusiones en términos particu- 
larmente amplios: 


Los procesos políticos explican mejor la política fiscal de los gobiernos de las ciu- 
dades, aunque estos procesos difieren por ciudad y periodo de tiempo. Los secto- 
res público y privado a menudo actúan separadamente, Sus dinámicas son tan 
distintas y locales, que toda evaluación global de problemas o soluciones proba- 
blemente fracásará. Se han definido los problemas fiscales urbanos diciendo que 
brotan de respuestas del sector privado a tendencias de la economía nacional. 
Una orientación local y del sector público mejor informada ayudaría a restable- 
cer el equilibrio.53 


Clark reconoce que los factores económicos e intergubernamentales son 
elementos contingentes al hacer frente a las tensiones fiscales urbanas. Sin 
embargo, arguye que las fuerzas a nivel local son más sensibles y ofrecen 
mayores promesas para lograr los resultados deseados; es decir, ajustar los 
presupuestos municipales a las realidades fiscales externas e internas. Sub- 
raya la disciplina fiscal y la mayor productividad, como factores cruciales, 


51 Albert O. Hirschman, Exit, Voice and Loyalty: Responses to Declines in Firms, Organiza- 
tions and States (Cambridge, Harvard University Press, 1970), 162 pp. 

52 Clark y Ferguson, City Money, p. 225. 

53 Teny Nichols Clark, “Fiscal Strain: How Different Are Snow Belt and Sun Belt Cities?”, 
en The New Urban Reality, Paul E. Peterson (comp.) (Washington, D, C., Brookings Institu- 
tion, 1985), p. 254, 
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“Ciertamente, las ciudades se beneficiarían de una robustecida economía 
nacional y de una simplificación de las regulaciones y programas de transfe- 
rencias federales y estatalés; péro la mejor manera de satisfacer las deman- 
das de los ciudadanos locales, de bajos impuestos y a la vez de buenos ser- 
vicios, consiste en mejorar la productividad en el gobierno de la ciudad”.54 

Los descubrimientos y conclusiones de Clark son de significación gene- 
ral desde los dos puntos de vista de: a) teoría, y b) política interguberna- 
mental. Teóricamente, el análisis es una respuesta a los protagonistas mar- 
xistas, quienes sostienen que las fuerzas económicas predominan o hacen 
improcedentes los factores políticos al determinar los resultados fiscales 
urbanos. Otra contribución a la teoría es el modelo de sistema político 
de Clark, el cual incorpora las preferencias y acciones de ciudadanos y de 
grupos. 

A nivel de las políticas, el descubrimiento sugiere la variabilidad y viabi- 
lidad del localismo en la toma de decisiones fiscales urbanas. La selectivi- 
dad de la ciudad al buscar ayuda (que nos recuerda la fase calculadora) es 
y fue un aspecto de la cuestión. La capacidad municipal ante los recortes 
(durante la fase contractiva) constituye una segunda dimensión dela cues- 
tión de las políticas. Estos dos rasgos contradicen marcadamente la visión 
“acobardada” del malestar urbano y la crisis fiscal. Un miembro del perso- 
nal de la Asociación de Funcionarios de Finanzas Municipales resumió in- 
mejorablemente la situación, tal como la vio a finales de 1983: 


Hace un par de años, la gente se mostraba histérica al ver que los gobiernos loca- 
les caían como moscas; pero ésa no es la naturaleza de la bestia. Siguen pasando 
por rudas batallas políticas y recortes de servicios. Pero, ¿quiebras y bancarrotas 
en masa? No.55 


Una confirmación indirecta de la capacidad urbana para hacer frente a 
los problemas surgió de la investigación efectuada sobre la “ciudad inter- 
gubernamental”. Recuérdese que esta investigación enfocó las diez muni- 
cipalidades más dependientes intergubernamentalmente. Examinó cómo 
estas ciudades se enfrentaban a las presiones internas para mantenerlas en 
línea con los impuestos, y con las reducciones absolutas o relativas de ayu- 
da exterior. : Ñ 


¿Cómo han respondido las ciudades intergubernamentales? La respuesta, aun- 
que dista de estar completa, ya está a la mano. Las ciudades han efectuado re- 
cortes: primero, generales, por desgaste natural, y luego más selectivamente, por 
prioridad de servicios públicos. Por medio de una administración de austeridad, 
rebajaron tanto la calidad de la mayoría como la cantidad de muchos servicios 
públicos. El personal previsto por transferencias de ingresos fue el primero en 


54 Ibid,, p. 280. - 
55 John E. Peterson, citado en Rochelle L. Stanfield, “America's Largest Oldest Cities Seern 
to Have Found a Formula for Survival”, en National Journal, 12 de noviembre de 1983, p. 2357. 
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irse; luego hubo reducciones del personal que se mantenía con ingresos loca]. 


mente recaudados. Surgió entonces un núcleo de servicios esenciales y un méto. > 


do para la prestación de estos servicios. Las ciudades estaban buscando compartir 
y contraer los servicios que no eran públicos. Aumentaron los impuestos, decre- 
cieron las exenciones fiscales, y tanto los cargos a los usuarios como las multas y 
los permisos crecieron considerablemente,56 


¿Hasta qué punto ayudó u obstaculizó el gobierno estatal los procesos de 
ajuste fiscal? Esta imagen resulta bastante confusa, 


Inicialmente, el gobierno estatal constituyó un amortiguador. Los gobiernos de 
los estados, que experimentaron una época económica extraordinariamente bue- 
na a mediados de los años ochenta, y con unas arcas aumentadas por ingresos 
Por pensiones y juegos de azar, han aminorado el golpe del retiro federal. Sin 
embargo, ha habido pocas iniciativas estatales nuevas, y muy poco en materia de 
ayuda estatal adicional a largo plazo se ha estructurado, Básicamente, la ciudad 
intergubernamental se volvió menos intergubernamental, más autosuficiente y 
más interrelacionada con el sector de los negocios y con otras comunidades. La 
ciudad se readaptó a las prioridades intergubernamentales de alto nivel que que- 
daban, mientras al mismo tiempo buscaba asociaciones locales público-privadas, 
para esfuerzos futuros mutuamente benéficos,57 


La ciudad intergubernamental probablemente sea el ejemplo más puro 
de la fase contractiva de las RIG. También es una prueba para la interacción 
de la política y la economía en el escenario fiscal urbano. La ciudad in- 


tergubernamental puede estar en crisis, pero parece tener considerable re- 
sistencia, 


RESUMEN 


Un enfoque para analizar el ingreso local es considerarlo como un juego de 
suma cero. Se considera que los cinco tipos de entidades locales, desde este 
punto de vista, compiten por una parte limitada de un conjunto fijo de fuen- 
tes de ingreso. En estas condiciones, condados y ciudades piden más de 
la mitad de todos los ingresos generales; los distritos escolares obtienen la 
parte del león de lo que queda. Una excepción es el impuesto a la propie- 
dad. Ciudades y condados actualmente recaudan cerca de 45% de todo el 
ingreso de esta fuente fiscal, y los distritos escolares obtienen casi la mis- 
ma proporción. 

A decir verdad, el juego de suma cero sólo tiene una aplicación limitada 
en la arena de,los ingresos locales, y por muy diversas razones, la elección 
fiscal local rara vez es cuestión de “escuelas o drenaje” (fondos para la edu- 
cación y no para propósitos de la ciudad o del condado). Más a menudo, y 


56 Burchall et al., The New Reality of Municipal Finance, p. xiii, 
57 Ibid, 
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en típico estilo incremental, es de cuánto más ingreso se dispone ed los 
propósitos del distrito escolar, la ciudad o el condado. Los ingresos del go- 
bierno local han aumentado rápida y constantemente en las últimas tres o 
cuatro décadas. Casi en cualquier modo que se le mire, el fisco local ha es- 
tado en expansión. En una época de limitación fiscal e incertidumbre 
económica, la naturaleza de las finanzas locales puede estar cambiando, un 
tanto, hacia un ambiente competitivo de suma cero. ) 

Los datos históricos sobre ingresos locales presentados en este capítulo 
no nos dan una señal del carácter y el grado de semejante cambio. La ex- 
pansión, a largo plazo, de ingresos por impuestos generales, de ingresos pro- 
pios, intergubernamentales y de impuesto a la propiedad, subrayan, '“empe- 
ro, al menos la apariencia superficial de la coalición pro crecimiento, que 
identificó Mollenkopf. El crecimiento del sector público local nos recuerda 
la observación de un desconocido visitante europeo: “Los estadunidenses 
sólo aceptan el socialismo que aparece en forma localizada” : 

Pese a las cantidades regulares y hasta enormes de ingreso generadas 
por el impuesto a la propiedad, hay ciertos indicios de que este impuesto 


ha sido y puede continuar siendo el foco de incendio de las finanzas loca- 


les. Cuando se llegue a ese punto, como en las Proposiciones 13 y 212, po- 
drá resultar de ahí una conflagración. La tormenta de fuego resultante podrá 
ser contenida por límites estatales; o bien podrá ser extinguida por accio- 
nes políticas fiscales, estatales y locales. 

Las respuestas a las crisis del ingreso urbano por los estados parecen ser 
más comunes y constructivas, sobre todo en comparación con las acciones 
estatales de hace dos o más décadas. ¿Predominará la política o la econo- 
mía en el medio urbano, regional y metropolitano? Ésta es una pregunta 
importante, y aún sin respuesta. Tal vez no la tenga. a 

Hemos introducido y analizado la tesis de “Marx y la metrópoli” desde 
los niveles macro y micro del análisis. La tesis resulta intrigante, pero no 
poderosa ni convincente. Se planteó otra tesis, que subrayaba la suprema- 
cía de la política. También es atractiva y parece prometedora, si no es que 
sólida. Sin embargo, el pasado, el presente y el futuro de la política fiscal ur- 
bana aún están por ser explicados mediante una teoría concisa y poderosa. 





VI LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: 
DESEMBOLSOS. ASIGNACIÓN DE LOS GASTOS 


EN Los capítulos Iv y V hemos investigado el lado del ingreso del libro mayor 

* intergubernamental. Es apropiado e imperativo que se examine, con simi- 
lar cuidado y profundidad, el lado de gastos del libro. Aunque, por necesi- 
dad, este análisis de gastos tiene que estar separado del análisis del ingre- 
so, existen conexiones íntimas entre ingresos y gastos. Tanto en la arena de 
las RIG como en la interpersonal-individual, el que se beneficia de los gas- 
tos está, a veces, sistemáticamente relacionado con el que paga. 

En este capítulo comenzaremos por examinar las tendencias a largo pla- 
zo en los gastos agregados de los gobiernos nacional, estatales y locales. 
Luego consideraremos algunas cuestiones del gasto, a partir de un análisis 
de los fondos para los principales programas o funciones internos. Este es- 
tudio nos permitirá dar una respuesta general a la pregunta: ¿Qué nivel de 
gobierno aporta cuánto apoyo fiscal a las principales actividades internas, 
tales como educación, carreteras, salud y bienestar? 

Los cuatro campos funcionales que acabamos de nombrar, así como mu- 
chas más actividades específicas, dependen considerablemente de transfe- 
rencias fiscales intergubernamentales. Tales transferencias, llamadas ayu- 
da intergubernamental, consisten en ayuda federal y ayuda estatal, Por muy 
diversas razones, el análisis se enfoca en la ayuda federal y consiste en dos 
partes, Las últimas secciones de este capítulo analizarán los orígenes, la 
configuración y los tipos de ayuda federal, haciendo particular hincapié en 
la discrecionalidad de que pueden gozar quienes la otorgan y quienes la re- 
ciben. El capítulo vi está dedicado exclusivamente a un conjunto de asun- 

tos de las políticas, que rodean al gasto de ayuda federal: imágenes, aplica- 
ción e impacto de los programas de ayuda. 


CAMBIOS DEL GASTO A LARGO PLAZO 


El anterior análisis histórico de los ingresos nos ha dado la alerta ante los 
grandes cambios del gasto ocurridos en el siglo xx entre los gobiernos na- 
cional, estatales y locales. Las estadísticas del cuadro vi, para años seleccio- 
nados de 1913 a 1985, nos presentan datos más precisos sobre estos nota- 
bles cambios ocurridos a través de las décadas. 

En 1913, el año en que se adoptó la Decimosexta Enmienda (impuesto 
sobre la renta), el gobierno nacional era modesto, casi minúsculo, en com- 
paración con el actual gobierno nacional. Gastaba poco menos de 1000 mi- 
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CUADRO VL.1. Medidas de gasto nacional, estatal y local, y niveles 
de empleo: 1913, 1948, 1962, 1978 y 1985 


: o 1913 1948 1962 1978 1985 





Gastos del gobierno nacional 


Cantidad en dólares SN desa Los 
¡les de millones) 0.970 35.6 E Ñ > 
a per cápita* 10 243 610 2198. 4 ce e 
Porcentaje del pNB** 2.5 13.7 20.1 22.5 e 
taje de todos los 
pes 30.2 64.9 64.5 64.0 . 65.8 
Ayuda federal 5 j 
rre o, 0.012 1.3 17 792 107.2 
Gastos del gobierno estatal (de ingresos propios) 
tidad en dólares 
ls de millones) 0.372 9.4 ha Pr ; A 
Dólares per cápita* 4 E A o a eN 
Porcentaje del pNB** 0.9 Ñ É A 
taje de todos los 
ton blico 11.6 17.1 16.6 20.2 18.1 
Ayuda estatal ; 
ei adi 0.091 33 10.4 65,3 121.6 
Gastos del gobierno local (de ingresos propios) ñ 
tidad en dólares 
la de millones) 19 9.9 e er Peri 
Dólares per cápita* 19 E A > eE ve 
Porcentaje del pNa** 4.7 , ñ . 
taje de todos los 
asias publica 58.3 18.0 18.9 15.8 16.1 
Empleo (Earc*** en miles) 
Nacional 388 2076 2514 2747 2802 
sintal = 963 1478 2966 3177 
Py = 3002 4480 7758 7966 
ol 
ió: los Estados 
' ion vila 97.2 146.6 185.8 : 218.7 238.7 
ger iso A "39.6 259.1 563.8  2127.6 3998.1 


*** Empleos Equivalentes de Tiempo Completo 


FUENTES: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1977 Census of RN Jopical 
Studies GC77(6)-4, Historical Statistics on clica a e AA , vastine: 
: inti i ; na del - 
ton, D. C., Government Printing Office, 1978), cuadros 3, 5 y 6; Oficina. E ¿ 
: Unido h h . 8, núm, 5 (Washington, D. C., Govern: 
dos Unidos, Governmental Finances in 1977. 78, GF78, a] 
inting Office, 1979), cuadro 4; Oficina del Censo de los Estados nidos, » 
dae ie 984.85, pes núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), 
cuadro 8. 


288 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


llones de dólares, cifra que equivalía a 10 dólares por persona, y sólo era el 


2.5% del PNB. Este gasto era cerca de 30% del total de los gastos nacionales, . 


estatales y locales, y la ayuda federal (en efectivo) era prácticamente inexis- 
tente: sólo 12 millones de dólares. Para 1948 y el periodo de ajuste de la se- 
gunda posguerra, el gasto nacional había llegado a 35600 millones, se acer- 
caba a 250 dólares per capita y constituía casi 14% del PNB. Además, el 
gobierno nacional estaba gastando casi 65% de todo el gasto público. Sin 
embargo, la ayuda federal era sólo de 1800 millones para cerca de 30 pro- 
gramas de transferencias. Los años posteriores a 1948 que aparecen en el 
cuadro (1962, 1978 y 1985) muestran el rápido aumento de las medidas en 
el ámbito del gobierno nacional. Los gastos en 1985 fueron de más de 4000 
dólares per capita, y constituyeron más de la cuarta parte del pNB. La ayuda 
federal se disparó entre 1948 y 1978 (pasando de 1 800 millones a 79200), y 
en los últimos años suscribió cerca de 500 programas de transferencias. Des- 
de 1978 la ayuda federal ha aumentado lentamente, y hoy otorga fondos a 
menos de 400 programas. 

Hay dos puntos que merecen comentarse. Primero, el gasto nacional ha 
seguido aumentando, principalmente por los incrementos en los gastos de 
la defensa. En segundo lugar, la proporción del total de los gastos públicos 
del gobierno nacional permaneció notablemente estable (en cerca del 75%) 
durante los cuatro últimos decenios. Es evidente que la retórica acerca de 
la contracción del gobierno nacional ha caído en oídos sordos. 

El crecimiento notable y sostenido no se limitó al nivel nacional. Los gas- 


tos de los gobiernos estatales fueron minúsculos en 1913: menos de 500 mi- * 


llones de dólares; menos de 1% del PNp, y sólo cuatro dólares per capita. 
Después de ser casi un “extra”, el gobierno estatal se ha convertido -en uno de 
los principales actores en las obras de gasto de RIG, Para 1948, las cinco me- 
didas de egresos habían aumentado ya en varias magnitudes, Más aún, 
seguían aumentando, y así lo hicieron, en su mayoría, hasta 1985, Los datos 
para 1985 indican que los gobiernos estatales gastaron al ritmo de casi 
1200 dólares por persona, más de 7% del PNp, y más de 120000 millones de 
dólares en ayuda. La única estabilidad en los gastos del estado ha sido una 
proporción del total del gasto público, cerca de 17-20%. 

A comienzos de este siglo, los gobiernos locales, en conjunto, eran los ac- 
tores predominantes en el escenario de las rIG. Gastaban lo doble que el 
gobierno nacional y más de cinco veces la cantidad de desembolsos de los 
estados. Los gastos locales eran casi 5% del PNB, y casi 20 dólares por per- 
sona. En términos absolutos de dólares y per capita, los gastos locales han 
seguido aumentando por múltiplos de dos o de tres en los periodos entre 
los años que aparecen en el cuadro v1.1 para 1985; los gastos locales per 
capita superaron los 1000 dólares por persona. 

En términos relativos, el cuadro es un tanto distinto. Primero, como pro- 
porción del PB, el gasto local parece haberse estabilizado en cerca de 6%. 
En segundo lugar, como proporción del tota de gastos públicos, los gastos 
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locales han decaído hasta un nivel cercano a 16%. Este proporcionado des- 
censo parece improbable o antinatural, si recordamos el enorme aumento 
de servicios municipales, inscripción escolar, obras públicas locales y-otras 
actividades de nivel local efectuadas durante los seis o siete decenios pasa- 
dos. De hecho, los Estados Unidos llegaron a la madurez como sociedad ur- 
bana e industrializada en los siete decenios transcurridos desde 1913. A pe- 
sar de tan notable crecimiento de los servicios y gastos locales, ¿han perdido 
los gobiernos locales poder e importancia en el área de las rIG durante este 
periodo? La respuesta puede ser sí, pero estos datos no son lo bastante pre- 
cisos o completos para poder hacer inferencias acerca de cambios de poder. 

Como hemos visto en el capítulo 1, al analizar las estrategias de las RIG y 

la teoría de los juegos, debemos ser cautelosos acerca de lo que significa 
perder. Por las tres cifras para porcentaje de todos los gastos públicos, po- 
dríamos decir que entre 1913 y 1978 los gobiernos nacional y estatales du- 
plicaron aproximadamente su poder: de 30 a 65% para el gobierno nacional, 
y de 11 a cerca de 20% para los estados, a expensas de las entidades locales. 
Sin embargo, tal afirmación se basaría en la suposición de una relación de 
suma cero (el total de las ganancias es igual al total de pérdidas) entre los 
jugadores. ¿Qué pruebas podrían mostrar que los estados y/o el gobierno 
nacional han arrancado poder a las unidades locales? Dependiendo del 
asunto o del problema de las políticas, podrían ofrecerse muy diversos 
tipos de pruebas: cambios específicos en autoridad legal, una menor discre- 
cionalidad al determinar los niveles de servicios o las tasas de impuestos, 
juicios por funcionarios locales de que han perdido considerable personal 
jurídico, fiscal, o autoridad en los servicios, Las inferencias válidas acerca 
de los cambios de poder de las RIG exigen datos extensos y sólidos, minuciosa- 
mente recabados, confiablemente administrados y claramente interpretados. 

La información del cuadro v.1 puede emplearse como ejemplo para mos- 
trar el cuidado y la precisión requeridos al manipular. cifras, Lo que no se 
explicó adecuadamente en el cuadro v1.1 es que los gastos locales (252 900 
millones en 1985) son el total de gastos locales de ingresos propios. Así, aun- 
que en cada conjunto de cifras están incluidos los gastos para operaciones 
de empresas de servicios públicos y gastos de fideicomiso (por ejemplo, los 
fondos para agua y pensiones), los gastos por pagos internivel fueron ex- 
cluidos de las cifras de jurisdicción del beneficiario. Es decir, en estos datos 
se registra la ayuda federal sólo como gasto para el nivel naciónal; de ma- 
nera similar, la ayuda de los estados sólo entra como gasto del estado aun si 
es gastada, a la postre, por una jurisdicción local (por ejemplo, un distrito 
escolar). 

Un cuadro más significativo y preciso surgirá si hacemos dos cambios de 
definiciones y observamos los resultados. El primer cambio es del gasto to- 
tal al gasto general, El gasto general es un gasto del gobierno empleado con 
propósitos amplios, discrecionales, y definido por la Oficina del Censo como 
todos los gastos gubernamentales, aparte de los correspondientes a empre- 
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CUADRO v1.2. Gasto directo general por nivel de gobierno: 
1913, 1948, 1962, 1978 y 1985 











1913 1948 1962 1978 1985 
(miles de millones) 
Nacional 0.96 32.4 89.0 268.8 640.3 
Estatal * 0.30 6.2 20.4 112.5 223.6 
Local 1.77 11,5 39.8 183.0 328.6 
Total 3.03 50,1 149.2 564.3 1192.55 
(porcentajes) 

Nacional 31.7 64.6 59.6 47.7 53,7 
Estatal 9.8 12.4 13.7 19.9 18.8 
Local 58.5 23.0 26.7 32.4 27.5 
Total 100.0 100.0 100.0 100.0 100.0 





FUENTES: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1977 Census of Governments, Topical 
Studies, GC77(6)-4, Historical Statistics on Governmental Finances and Employment (Washing- 
ton, D. C., Government Printing Office, 1978), cuadros 3, 5 y 6; Oficina del Censo de los Estados 
Unidos, Governmental Finances in 1977-78 GF78 núm, 5 (Washington, D. C., Government Prin- 
ting Office, 1979), cuadro 10, Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances in 
1984-85 GF85, núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), cuadro 10, 


sas de servicios públicos, tiendas de licores y fideicomisos de seguridad so- 
cial (véase el Apéndice A para definiciones de los términos fiscales). Depen- 
diendo del nivel gubernamental, las exclusiones de los gastos totales para 
llegar a gastos generales pueden ser importantes; por ejemplo, 264000 millo- 
nes en gastos federales del Seguro Social, y 48000 millones en gastos de 
empresas de servicios públicos locales. 

Un segundo cambio de definición es el concepto de gastos directos; es de- 
cir, registrar los gastos hechos por el que, en última instancia, desembolsa 
los dólares. Desde luego, esto significa que una parte considerable de la ayu- 
da federal y toda la ayuda estatal queden registradas como gastos de las 
unidades locales. Con estos cambios de definición obtenemos las cantida- 
des y proporciones de gastos directos generales por niveles de gobierno (véase 
el cuadro v1.2). kl 

Un simple cambio en los términos fiscales vuelve a colocar al gobierno 
local en un lugar más importante intergubernamentalmente. El cuadro v1.2 
muestra a las unidades locales con 328600 millones de dólares en gastos 
generales directos, en contraste con los 253000 millones del cuadro v1.1. 
Además, la primera cantidad es casi 28% del total de gastos generales de 
todos los gobiernos, en comparación con el 16% que aparecía en el cuadro 
anterior. Un simple cambio de terminología aumenta considerablemente 
los papeles percibidos del gobierno local. Hay que repetir la advertencia: 
para hacer inferencias válidas se requiere que los testimonios sean cuidado- 
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samente recabados, minuciosamente aplicados y precisamente adminis- 
trados. . 

Podemos emplear el conceptd de gastos generales directos para obtener 
el cálculo aproximado de quién gasta qué parte del fisco del sector público, 
También podemos añadir un refinamiento y extender la serie del tiempo, 
para que incluya más años. El cuadro v1.3 realiza estos propósitos, Nos pre- 
senta porcentajes para años seleccionados, de 1902 a 1985, de gastos gene- 
rales directos por niveles de gobierno. Además, para cada año aparta los gas- 
tos de la defensa e internacionales para darnos un cuadro más claro de los 
papeles relativos de los gobiernos estatales y locales en la prestación de 
bienes y servicios internos. : 


CUADRO V1.3. Proporciones nacional, estatal y local de gastos 
generales directos en años seleccionados: 1902-1985 


(A e 5 








Total de 
gastos generales 
Local Estatal Nacional dla 

Año (porcentajes) Total de dólares) 
1902 55,7 (62.2) 8.5 (9.5) 35.8 (28.3) 100.0 16 (14) 
1922 47,3 (52.5) 11.6 (12.9) 41.1 (34.6) 100.0 8.9 (8.0) 
1936 34.2 (36.4) 14.0 (14.9) 51,7 (48.7) 100.0 15.8 (14.9) 
1944 5.7 (27.8) 2.5 (11.9) 91.8 (60.3) 100.0 107.8 (22,3) 
1946 10,4 (31.3) 4.2 (12.6) 85.4 (56.1) 100.0 75.6 (25.1) 
1952 19.1 (40,5) 9.5 (20.0) 71.4 (39.5) 100.0 91.3 (43.1) 


1957 24.4 (42.9) 12.4 (21.9) 63.2 (35.2) 100.0 109.8 (62.3) 
1962 26.7 (42.4) 13.7 Q1.7) 59,6 (35.9) 100.0 149,2 (94.0) 
1967 27.2 (41.5) 15.8 (24,1) 57.0 (34.3) 100.0 216.9 (142.3) 
1972 33.0 (43.7) 19.2 (25,4) 47.8 (30.9) 100,0 323.1 (243.8) 
1977 33.2 (41.8) 19.8 (25.0) 46.9 (33.2) 100,0 514.2 (408.6) 
1980 30.9 (39.0) 19.9 (25.0) 49.2 (36.0) 100.0 723.1 (573.6) 
1982 28.7 (36.9) 18.6 (24.0) 52.7 (39.1) 100,0 915.9 (711.6) 
1985 27.5 (36.4) 18.8 (24,7) 53.7 (38.9) 100.0 1192.5 (903.8) 


(qI_P-— o 

Nota: Las cifras entre paréntesis son el total de gastos después de excluir los realizados para 
la defensa nacional y para relaciones internacionales. 

FUENTE: Oficina del Censo de los Estados Unidos, 1977 Census of Governments, Topical 
Studies GC77(6)-4, Historical Statistics on Goveramental Finances and Employment (Washing- 
ton, D. C., Government Printing Office, 1978), cuadros 3, 5 y 6; Oficina del Censo de los Estados 
Unidos, Governmental Finances in 1979-80 GF80, núm. 5 (Washington, D. C., Government 
Printing Office, 1981), cuadro 10; Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental 
Finances in 1981-82, núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1983), cuadro 11; 
Oficina del Censo de los Estados Unidos, Government Finances in 1984-85, GF85, núm. 5 
(Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), cuadro 10, 


No.es necesario un seguimiento minucioso de las varias tendencias a lar- 
go plazo. De las cifras se derivan dos conclusiones generales: primera, los 
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papeles relativos de los estados y de los gobiernos locales siguen siendo im- 


portantes, independientemente de la inclusión o exclusión de los gastos de . 


la defensa nacional. Segundo, cuando se excluyen estos últimos gastos, los 
sectores estatal y local han sido, constantemente, desde la segunda Guerra 
Mundial, importantes prestadores de servicios directos a la ciudadanía, 
Durante los dos últimos decenios, los gobiernos locales han administrado 
más de un tercio de todos los gastos internos; los gobiernos estatales han 
gastado cerca de la cuarta parte de tales cantidades. 


GASTOS PARA LAS FUNCIONES INTERNAS MÁS IMPORTANTES 


Podemos ahora responder, en términos aproximados: ¿quién gasta cuán- 
to? Aquí podemos añadir: ¿para qué? ¿Cuáles son los papeles relativos de 
los tres niveles en el financiamiento de los más importantes programas o 
funciones, como educación, salubridad, carreteras y bienestar? Para estos y 
otros propósitos, el cuadro VI.4 presenta porcentajes con los cuales juzgar las 
partes relativas del gasto nacional, estatal y local, por sus diversas funciones. 

Los porcentajes que aparecen en el cuadro v1.4 están basados en gastos 
“directos e intergubernamentales”. Por ejemplo: esto significa que los gas- 
tos nacionales para la educación no son simplemente los que se gastan di- 
rectamente en su apoyo, como los préstamos y becas a estudiantes y el dinero 
para administrar el Departamento de Educación de los Estados Unidos. 
Los gastos nacionales también incluyen la ayuda educativa nacional (inter- 
gubernamental) a los estados y gobiernos locales. En 1985, la ayuda in- 
tergubernamental a la educación totalizó 14700 millones de dólares. Esa 
cantidad, junto con los 13200 millones en gastos directos para la educa- 
ción nacional, constituyen la cifra de 14% que puede verse en el cuadro v1.4 
(para 1985). 

En el nivel estatal en 1985, los gastos educativos directos e interguberna- 
mentales fueron de 128600 millones de dólares: 74900 millones se gasta- 
ron en forma de ayuda a distritos escolares locales. El total estatal fue 55% 
de todos los gastos para la educación. Los fondos recaudados localmente 
equivalieron a 31% del total de los gastos educativos, de 205900 millones 
de dólares. En el pasado cuarto de siglo, el avance más notable en el rubro de 
la educación ha sido la creciente significación fiscal del gobierno estatal, 
Ha ido acompañada por un papel nacional ligeramente mayor, que parece 
haber llegado a su cúspide y está en una decadencia que probablemente 
continuará. Ñ 

En el campo de las carreteras, el rasgo más distintivo es la notable esta- 
bilidad en los patrones de fondos que han prevalecido desde 1960. Las par- 
tes relativas han permanecido alrededor de una cuarta parte nacional, la 
mitad estatal y una cuarta parte local. Esta función de “hardware” parece 
haber logrado un equilibrio o balance fiscal: la marca de una función que 











CUADRO V1.4. Gastos directo e intergubernamental por función 
y nivel de gobierno: 1960, 1970, 1980 y 1985 








Nivel de gobierno 
Total de 
gastos 
(miles de 
Nacional Estatal Local “millones de 
Función Año * (porcentajes) Total dólares) 
Educación 1960 8 41 51 100 19.4 
1970 16 45 39 100 55.8 
1980 16 52 32 100 143,8 
1985 14 55 31 100 205,9 
0... 95 
Carreteras 1960 32 46 22 10 
1970 29 53 18 100 16.7 
1980 29 46 25 100 33.7 
1985 29 45 26 . 100 45.6 
i y 5.2 
Salud y hospitales 1960 30 37 33 101 
y 1970 36 31 33 100 13.6 
1980 33 33 34 100 43,3 
1985 29 36 35 100 63.8 
Bienestar social 1960 48 36 16 100 4,4 
1970 59 31 10 100 17.5 
1980 74 24 2 100 64.8 
1985 Tr 26 2 100 94,8 
Recursos naturales 1960 87 9 4 100 8.4 
1970 79 17 4 100 115 
1980 89 3 3 100 35.2 
1985 90 d: 3 100 60.4 
i 00 . 12 
Transportación aérea 1960 T 4 19 1 
dl z 1970 57 11 32 100 í 2.1 
1980 : 63 9 28 :100 5.1 
1985 58 7 35 100 7.2 


A _ Áoa>-_————_ _— _—__ _— _— _—_—_——_——_ —____————— 
E onden a años fiscales que terminan el 30 de junio, 
pte hrs del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1 St lea 
núm. 2 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1961), cuadro. S; oa el aa 
de los Estados Unidos, Governmental Finances in. 1969-70,GF70, núra. 5 (Wasi Eon, a 
Government Printing Office, 1971), cuadro 6; Oficina del Censo de los Estados Uni E con 
ernmental Finances in 1979-80, GF80, núm. 5 (Washington, D.C., Government Ea PRE 
1981), cuadro 9; Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental nana in A 
GF85, núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), cuadro 9. 
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ha sido claramente intergubernamental desde que el primer programa de 
ayuda federal a las carreteras fue puesto en vigor en 1914. 

El campo de la salud pública muestra un similar equilibrio interguber- 
namental de fondos y un equilibrio aproximado, durante el pasado medio 
siglo. Aquí, los fondos se dividen aproximadamente en terceras partes, aun- 
que en 1985 la parte nacional cayó por debajo de 30%. La participación ha- 
cional en el ámbito de la salud pública también ha sido ya larga, anterior a 
la Gran Depresión en casi un decenio. Si esta longevidad de la participa- 
ción de las RIG para la salud y las carreteras contribuye al equilibrio de las 
partes y los fondos, es una hipótesis que sólo podrá analizarse con mucho 
más detalladas investigaciones. 

La participación nacional en el bienestar fue, claramente, uno de los 
subproductos de los años treinta. (En el mismo periodo también hubo una 


considerable acción nacional y copiosos fondos en el rubro de la salud pú-. 


blica.) La pauta que muestran los porcentajes desde 1970 revela un papel 
nacional continuado y en constante crecimiento, Recientemente, el gobier- 
no nacional tamibién ha suscrito cerca de tres cuartas partes de los fondos 
para bienestar y para seguro social. La parte estatal ha descendido a cerca 
de un cuarto, y la parte de fondos locales ha experimentado una gran con- 
tracción. Entre las diversas funciones indicadas en el cuadro v1.4, la de re- 
distribución del ingreso ha tenido el cambio más notable en los papeles de 
financiamiento de las RIG, 

En el pasado cuarto de siglo ha ocurrido un considerable cambio de las 
RIG en el bienestar social. Si esta tendencia continuará o si el papel nacio- 
nal se estabilizará o ya se ha estabilizado, es un asunto de la política de cier- 
ta importancia. Resultó un auténtico obstáculo del Nuevo Federalismo de 
Reagan en 1982. Específicamente, los gobernadores rechazaron los cam- 
bios Propuestos a los programas de seguridad del ingreso (redistributivos) 
en dirección de los estados. Rejteraron su ya sostenida posición de que to- 
dos esos programas debían recibir fondos nacionales. El gobierno de Rea- 
gan se negó a aceptar este principio, pero no pudo obtener el apoyo políti- 
co suficiente para volver la marea en dirección opuesta. Un subproducto 
parece haber sido la actual estabilización de las pautas de fondos naciona- 
les en el área de bienestar social. : 

Las dos funciones restantes muestran el predominio de la participación 
nacional en el financiamiento de los recursos naturales y las actividades de 
transportación aérea. Los fondos no nacionales sólo fueron una pequeña 
parte de los 60000 millones de dólares gastados en recursos naturales en 
1985. En esta cifra se encuentran los gastos para funciones como progra- 
mas de tierras, aguas y recursos minerales (18200 millones) y programas 
agrícolas (31800 millones). La transportación aérea, otra función de la in- 
fraestructura, se ha vuelto, en años recientes, cada vez más interguberna- 
mental. El carácter distintivo de este cambio ha sido el gran aumento del 
papel local, a casi un tercio, en tanto que el papel del estado se ha manteni- 
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do estable en cerca de 10%. La naturaleza de este cambio indica la dimen- 
sión de la expansión del transporte aéreo como elemento para fomentar el 
desarrollo económico local. Los»porcentajes del cuadro v.4 reflejan las dis- 
tribuciones de gastos entire las varias funciones basadas en gastos de origen 
gubernamental, No reflejan ni registran los gastos basados en el nivel guber- 
namental que en realidad prestó los servicios, es decir, el que de hecho desem- 
bolsó los fondos para dar beneficios o financiar proyectos de construcción. 
Para llegar a entender la distribución de las RIG con base en la prestación 
directa de bienes y servicios, habría que registrar los gastos después de las 
transferencias intergubernamentales. Este resultado se muestra en los por- 
centajes del cuadro VL5. - , 

Las cifras para la educación del cuadro v1.5 manifiestan un contraste 
marcado y comprensible con las del cuadro v1.4. Los porcentajes basados 
en gastos directos muestran que los gobiernos locales (sobre todo los distri- 
tos escolares) gastaron dos tercios o más, de todos los gastos en educación. 
Esta proporción ha disminuido ligeramente en los últimos 25 años, pero si- 
gue siendo alta, prueba del poderoso localismo de todo el sistema educati- 
vo norteamericano en los niveles de enseñanza primaria y secundaria. La 
mayor parte de los gastos de nivel estatal son para la educación superior 
(preparatoria y universidad). 

Aunque los distritos escolares locales gastan la mayor parte de los dóla- 
res destinados a la educación, los porcentajes del cuadro v1.4 nos recuerdan 
las transferencias intergubernamentales local-estatales y local-nacionales. 
Surge entonces esta pregunta: ¿Hasta qué punto gozan de discrecionalidad 
las escuelas locales al asignar estos fondos? Hay otras varias preguntas es- 
pecíficas, en que se puede resolver esta cuestión general. ¿El control sigue al 
dólar? (¿El que paga al músico pide la tonada?) ¿Cuáles son los efectos pro- 
gramáticos y fiscales sobre el beneficiario del dinero que entra del exterior 
en el presupuesto local? Estas preguntas han sido propuestas en relación a 
la ayuda escolar, pero también se aplican a todo tipo de ayuda; hasta a la lla- 
mada ayuda irrestricta, como el Sistema General de Participaciones. Anali- 
zaremos estas preguntas, con ligeras variantes, más adelante en este capítulo, 
y en capítulos ulteriores que traten de tipos importantes de políticas. 

Los gastos en carreteras los pagan predominantemente los gobiernos es- 
tatales; cerca de 60% ha sido y sigue siendo gastado a nivel estatal. Esto 
está en marcado contraste con la compartición más equilibrada entre los 
tres niveles, desde el punto de vista de la provisión de fondos (cuadro v1.4). 

La salubridad y los hospitales siguen siendo un conjunto de actividades 
diversamente suministradas desde el punto de vista de la prestación de ser- 
vicios directos: Las proporciones del cuadro v1.5 no son muy distintas de 
las del cuadro v1.4. No puede decirse eso, en cambio, del bienestar social; pa- 
ra esta función, los gobiernos de los estados son los principales prestadores 
de servicios directos, con más de 50% del total de gastos de bienestar. Nó- 
tese, asimismo, la considerable baja de prestación de servicios directos por 





CUADRO VL5, Gastos directos generales por función y nivel de gobierno: 
1960, 1970, 1980 y 1985 


A O AE EN CMI MM O ENE 








Nivel de gobierno 
Total de 
gastos 
Ñ Nacional Estatal Local Misas de 
Función Año (porcentajes) Total dólares) 
Educación 1960 4 13 78 100 19.4 
1970 5 25 70 100 55.8 
1980 7 25 68 100 143.8 
1985 6 26 68 100 205.9 
Carreteras 1960 2 63 35 100 9.5 
1970 2 66 32 100 16.7 
1980 : 1 61 38 100 33.7 
1985 2 59 39 100 45.9 
Salud y hospitales 1960 28 36 36 100 5.2 
1970 29 35 36 100 13.6 
1980 26 36 38 100 43.3 
1985 22 36 42 100 63.7 
Bienestar social 1960 1 s0 49 100 4.4 
1970 16 47 37 100 175 
1980 30 51 19 100 64.8 
1985 26 56 18 100 94.8 
Protección policiaca 1960 9 12 79 100 2.0 
1970 8 14 78 100 49 
1980 11 14 75 100 15.2 
1985 14 13 73 100 24.4 
Protección contra 
incendios 1960 o 0 100 100 0.9 
1970 0 0 100 100 2.0 
1980 0 0 100 100 5.7 
1985 0 0 100 100 8.9 
Sistema penitenciario 1960 6 59 35 100 
[Correction*] 1970 5 6l 34 100 17 
1980 6 61 33 100 6.8 
1985 5 62 33 100 13.6 
Vivienda y renovación 
urbana 1960 25 1 74 100 Li 
1970 33 i 66 100 3.2 
1980 50 3 47 100 12.1 
1985 44 6 50 100 18.6 


* Vér Apéndice A. EN. del T.] 
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CUADRO VL5. Gastos directos generales por función y nivel de gobierno: 
1960, 1970, 1980 y 1985 [continuación] 








pe Nivel de gobierno 
Total de 
gastos 
(miles de 
Nacional Estatal Local millones de 
Función Año (porcentajes) Total dólares) 
Transportación 1960. 7 2 26 100 1.2 
aérea 1970 53 9 38 100 2.1 
1980 51 7 42 100 5.1 
1985 47 7 46 100 7.2 


A 

Nota: Los datos son para años fiscales que terminan el 30 de junio. 

Fuentes: Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1960, GF60, 
núm. 2 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1961), cuadro 6; Oficina del Censo 
de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1969-70, GF70, núm. 5 (Washington, D. C., 
Government Printing Office, 1971), cuadro 7; Oficina del Censo de los Estados Unidos, Govern- 
mental Finances in 1979-80, GF80, núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 
1981), cuadro 10; Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1984- 
85, GF85, núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), cuadro 10. 


gobiernos locales, que confirma, de manera ligeramente distinta, la conti- 
nuada pauta de centralización desde el nivel local hacia el estatal, durante la 
fase contractiva de las RIG. ; 

Las distribuciones de gastos en bienestar social también subrayan un 
rasgo importante, relacionado con el aspecto de descongestión del Nuevo 
Federalismo de Reagan. Los estados son los predominantes prestadores di- 
rectos de servicios de bienestar, Por tanto, no fue sorprendente que los go- 
bernadores (y legisladores) insistieran en que la administración “negociara”, 
en lugar de “consultar” con los estados sobre los intercambios que afecta- 
ban los programas de bienestar. Los estados tenfan un básico interés polí- 
tico y fiscal en defenderse contra las estrategias nacionales planeadas para 
aumentar las responsabilidades financieras de los estados en los programas 
de bienestar. Y también tenían intereses de clientes y beneficiarios qué de- 
fender. 

Alo largo de la historia, dos funciones en los Estados Unidos, la policía y 
la protección contra incendios, han sido de responsabilidad local. Tal es el 
caso, en un sentido exclusivo, de la protección contra incendios. Es un poco 
menor para la función policiaca, en la que el papel local es de cerca de 75- 
80%. Las actividades de aplicación de la ley a nivel estatal suman 12-15% 
de los gastos. Los gastos directos nacionales, divididos casi parejamente 
entre la FBI y la defensa civil, totalizan gran parte del gasto directo nacional. 
Aunque la función de la policía es predominantemente local, los fondos 
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para pagar costos de encarcelamiento tienen una base principalmente es- 
tatal. Sólo un tercio de los costos del sistema penitenciario corren por 
cuenta de gobiernos locales (ciudades y condados). Cerca de 60% del siste- 
ma penitenciario va por cuenta del estado. 

La vivienda y la transportación aérea son otras dos funciones de las que 
encontramos cifras en el cuadro v1.5. Los porcentajes de estos dos progra- 
mas de infraestructura son notablemente similares en 1985, Casi la mitad 
de los fondos para cada actividad son gastados por los gobiernos nacional 
y locales. En ambos casos, los gobiernos estatales sólo gastan cerca de 5% en 
prestación directa de servicios. Las dos funciones llegaron de direcciones 
notablemente distintas a la actual balanza local-nacional. El papel nacio- 
nal en vivienda y desarrollo comunitario se encontraba en el nivel de 25% 
en 1960, y aumentó progresivamente hasta el punto intermedio en 1980. En 
cambio, para la transportación aérea, la tendencia fue en dirección opues- 
ta. Del 75% de dicho gasto en 1970, el papel nacional cayó a la mitad y aún 
más abajo durante los años ochenta. Las tendencias contrastantes no tie- 
nen ninguna significación secreta ni siniestra, revelada súbitamente por los 
porcentajes, Las cifras simplemente documentan unas tendencias de pro- 
gramas diferentes y totalmente independientes en las dos distintas arenas 
de políticas. Se las podría interpretar en el sentido de que apoyan en cierto 
modo la tesis de que un sano conocimiento acerca de varias arenas de po- 
líticas (programas, funciones, campos) es importante para comprender los 
procesos de la política, intergubernamentales o de otra índole. 

Es posible evaluar e interpretar los porcentajes de los cuadros v1.4 y VI.5 
desde otro punto de vista. Bl modelo de autoridad superpuesta fue plantea- 
do y analizado provisionalmente en el capítulo 1. En el capítulo 1, las fa- 
ses ulteriores de las RIG documentaron la participación de múltiples niveles 
o unidades de gobierno en el proceso de toma de decisiones para muchas, 
si no es que todas, las principales funciones gubernamentales. Las partes 
variables de la participación nacional, estatal y local, al dar fondos a estas 
diversas funciones, son uná manera burda y poco elegante de poner en re- 
lieve el “marmoleado” de casi todas las operaciones de los programas pú- 
blicos. Como lo han señalado ya muchos observadores, hay poco o nada 
que sea dominio exclusivo de sólo un nivel o unidad de gobierno. 

La participación de múltiples niveles de gobierno en los fondos y en la 
administración de varias funciones principales constituye una importante 
desviación de las ideas tradicionales y simplistas de la disposición federal 
que asigna limpios paquetes de funciones y deberes a los diversos niveles de 
gobierno. Los cambios de las pautas de fondeo desde 1960 revelan el carácter 
cambiante y dinámico de las pautas de las RIG a través de un cuarto de siglo. 

La participación de múltiples niveles asegura el respaldo de una fuente 
imprevista: las actitudes públicas. En 1973, el Subcomité del Senado sobre 
Relaciones Intergubernamentales encargó hacer una importante encuesta 
de opinión pública sobre las actitudes hacia varios aspectos de las RIG. Una 
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pregunta pedía las opiniones de los ciudadanos sobre qué nivel de gobier- 
no era el que mejor podía resolver o enfrentarse a una vasta gama de pro- 
blemas. Esas cuestiones, junto con las respuestas de los ciudadanos, apare- 
cen en el cuadro vLó, 

Para muy pocas cuestiones, la gente consideraba que sólo un nivel era el 
más capacitado para resolver el problema; por ejemplo, la recolección de la 
basura (local) o alcanzar la paz, o hacer frente a la inflación (nacional). 
Para la mayoría de los problemas hubo considerables variantes en las opi- 
niones sobre qué nivel podía o debía enfrentarse mejor al problema. Y lo que 
resulta de la mayor importancia, para varias cuestiones, los ciudadanos 
indicaron que más de un nivel sería lo que mejor pudiera resolver el pro- 
blema; éstos muestran porcentajes de 110 o más, (A los interrogados se les 
permitió indicar más de un nivel.) Entre los problemas que obtuvieron sig- 
nificativos “votos” de nivel múltiple se encontraron: las congestiones de trá- 
fico vehicular, la mejora de las escuelas públicas, la construcción de mejo- 
res carreteras, las personas que dependen de los programas de bienestar, el 
ingreso sobre la renta, hacer justos los impuestos, el consumo de drogas, li- 
brarse de políticos corruptos y contener la contaminación del aire y del agua. 

El punto esencial es muy sencillo: la gente en general parece estar cons- 
ciente de la participación, y la apoya, de más de un nivel gubernamental 
para resolver problemas de las políticas. Esta actitud pública es tema impor- 
tante sobre el cual es posible pasar a un análisis más detallado de la inter- 
acción de múltiples niveles por medio de transferencias fiscales intergu- 
bernamentales. Fijémonos en la ayuda federal, no porque la ayuda estatal 
(de 120000 millones de dólares) carezca de importancia, sino porque hay 
50 variantes de programas de ayuda estatal a través de otros tantos estados 
y, como lo ha observado una verdadera autoridad sobre el tema, “dada la 
complejidad y la diversidad del sistema federal estadounidense, es casi 
imposible generalizar acerca del papel [fiscal] de los estados ante los go- 
biernos locales”.1 El hecho de una participación y unos fondos de múlti- 
ples niveles no significa automáticamente que haya duplicación o redun- 
dancia del esfuerzo administrativo. En realidad, una de las funciones 
centrales de una acción de las RIG es evitar, reducir o eliminar la duplica- 
ción de esfuerzos. 


1 G. Ross Stephens, "Fiscal Roles of the States in a Federal System” (Documento presentado 
en la Reunión Anual de la Sociedad Norteamericana de Administración Pública, Baltimore, 3 
de abril de 1979). Se reproduce con autorización. Véase también G. Ross Stephens, “State 
Centralization and the Erosion 'of Local Autonomy”, en Journal of Politics 36 (febrero de 
1974), pp. 44-76; G. Ross Stephens y Gerald W, Olson, Pass-Through Federal Aid and Interlevel 
Finance in the American Federal System, 1957-1977,vol. 1, informe a la Fundación Científica 
Nacional (Kansas City: University of Missouri—Kansas City, 1979), 183 pp. G. Ross Stephens, 
“State Centralization Revisited” (documento presentado en la Reunión Anual de la Asociación 
Norteamericana de Ciencías Políticas, Nueva Orleans, 29 de agosto-1 de septiembre de 1985, 
40 pp.). 


CuaDRo v1.6. Evaluaciones de ciudadanos, problemas públicos y el sistema 
intergubernamental de los Estados Unidos: 1973 


Nivel de gobierno que puede manejar 








mejor el problema* 
Tipos de problemas y nivel Local Estatal Nacional : 
gubernamental predominante . Porcentajes 
(porcentajes) totales 

Local 
Mantener limpias las calles 96 5 — 101 
Basura no recogida 95 3 —- 98 
Protección policiaca 91 15 3 109 
Congestión de tráfico 69 37 5 111 
Zonas para vivienda 68 25 8 101 
Grandes conciertos de rock 53 32 9 94 
Mejorar las escuelas públicas 51 50 14 115 
Estatal 
Construir mejores carreteras 6 85 22 113 
Accidentes en las carreteras 18 82 4 104 
Mejorar las universidades 8 67 29 104 
Quienes dependen de los 

programas de bienestar 26. 48 39 113 
Vivienda para ingresos medios 20 45 35 100 
Nacional 
Lograr la paz 4 4 
Inflación 4 8 pe lol 
Impuesto sobre la renta 6 24 86 116 
Justicia de los impuestos 20 33 77 130 
Protestas de consumidores por 

altos precios 16 20 64 100 
Proporcionar vivienda 

de bajo costo 14 35 57 106 
Consumo de drogas 43 38 55 136 
Librarse de políticos corruptos 30 32 55 117 
Control de armas 17 28 53 98 
Adecuados servicios de salubridad 18 38 52 108 
Control de la contaminación 

del aire y de agua 24 41 52 117 
Integración racial en la educación 32 36 39 107 
Integración racial en vivienda 31 35 38 104 
Manifestaciones radicales 36 34 37 107 


FUENTE: Comité Senatorial de Operaciones Gubernamentales, Subcomité de Relaciones 
Intergubernamentales, Confidence and Concern: Citizens View American Government—A Survey 
of Public Attitudes, 93 Cong. 1st sess., 3 de diciembre de 1973, Committee Print, pt. 1, pp. 169- 
170, pt. 2, pp. 237-262, 

_. Pregunta: “Ahora, voy a leerle una lista de problemas. Para cada uno, dígame, ¿qué nivel o 
niveles de gobierno cree usted que puede resolver el problema, el gobierno local, el gobierno 
estatal, o el gobierno federal?” 











A 
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La ASISTENCIA FEDERAL Y LA AYUDA FEDERAL 


La asistencia federal, tal como fue definida por la Ley de Cooperación In- 
tergubernamental de 1968, incluye “programas que dan asistencia por me- 
dio de transferencias o contratos e incluye programas de asistencia técnica 
o programas que dan asistencia en forma de préstamos, garantías por prés- 
tamos o seguros” (P.L. 90-977, Sec. 107). Esta definición general cubre un 
rango inmensamente diverso que va desde grandes programas de transferen- 
cias como la ayuda para las carreteras, hasta el más pequeño convenio co- 
operativo, como la ayuda técnica. Por ejemplo, por un acuerdo con él estado 
de Virginia, la Comisión de Servicio Civil de los Estados Unidos capacitó a 
personal administrativo seleccionado, de Virginia, sobre la base de reem- 
bolso de los costos. Otro ejemplo de asistencia técnica incluyó al Centro de 
Vuelos Espaciales Goddard de la asa en la ciudad de Baltimore. Durante 
tres años, en los setenta, Tom Golden, ingeniero-científico de Goddard, ocu- 
pó un edificio del Ayuntamiento de Baltimore con el objetivo explícito de 
tiempo completo de hacer que se adoptaran varias tecnologías relacionadas 
con el espacio extraterrestre, y fueran aplicadas a algunos de los apremian- 
tes problemas urbanos de Baltimore.2 

La intención principal de la asistencia federal es alterar la conducta, el 
resultado, los programas o las decisiones de los gobiernos estatales y loca- 
les. De hecho, la asistencia federal a menudo intenta prescribir, dentro de 
límites bastante estrechos, las opciones ejercidas por funcionarios estatales 
o locales. Por ejemplo, el Congreso ha tratado de imponer el uso de dinero 
del Título I de educación (más de tres mil millones de dólares anuales) en 
beneficio de los niños minusválidos, en distritos escolares locales. 

Los casi 1000 programas que se encuentran en el Catálogo de Asistencia 
Federal Doméstica anual, pueden dividirse en dos tipos generales de pro- 
gramas de asistencia: los que disponen de un apoyo económico específi- 
camente asignado, y los que carecen de tal apoyo. Los primeros, que hoy 
son cerca de 400, suelen llamarse programas de ayuda federal; los últimos son 
principalmente actividades de asistencia técnica, como las que antes he- 
mos ilustrado. 

Muchos observadores sostienen que no existe ningún “sistema” de ayuda 
federal. Dicen, con cierta razón, que la ayuda federal es un no-sistema; es 
el derivado accidental de incontables leyes o decisiones incrementales que 
llegan a equivaler a la ausencia de una política general coherente para ayu- 
dar a los gobiernos estatales y locales. Una expresión ya clásica de esta idea 
apareció en el National Journal en enero de 1981, poco antes de la toma de 
posesión de Reagan como presidente electo. El artículo decía: “¿Qué tiene 


2 Academia Nacional de Administración Pública, The Baltimore Applications Project: A New 
Look at Technology Transfer (Washington, D. C., Goddard Space Flight Center, National Aero- 
nautics and Space Administration, 1977). 


302 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


500 partes, cuesta 83000 millones y es condenado por casi todos?” La res- 


puesta, según el artículo de seis páginas, era: “El caótico sistema de 500 . 


programas de transferencias federales”.3 o 

Esta afirmación puede considerarse a la vez una crítica cáustica indica- 
dora de la fuerza del sistema de las RIG. Como crítica, expresa los propósi- 
tos encontrados, la confusión y la complejidad que forman parte de los casi 
400 programas de ayuda federal. (El número de programas de transferen- 
cias fue reducido de más de 500 a cerca de 400 en 1981.) Como indicadora 
de la fuerza del sistema, describe bien el pluralismo, los múltiples puntos de 
acceso y las virtudes de no uniformidad de las políticas de ayuda federal. 
En tales aspectos, las políticas de ayuda federal son un reflejo del pluralis- 
mo político y de la diversidad socioeconómica y geográfica de la sociedad 
de los Estados Unidos. 

Estas ideas abstractas y un tanto filosóficas forman el contexto para un 
análisis de datos recientes y específicos sobre las tendencias de la ayuda fe- 
deral. La definición de la ayuda federal es estándar: “La ayuda federal a los 
gobiernos estatales y locales se define como la asignación de recursos del 
gobierno federal para apoyar un programa estatal o local de servicios guber- 
namentales al público”.* Hay muchas maneras de clasificar los dineros y 
los programas de ayuda federal, pero empezaremos por tratar el de la ayuda 
federal como una sola suma acumulada. 


UN CUARTO DE SIGLO DE TENDENCIAS DE LA AYUDA FEDERAL 


El cuadro v1.7 nos presenta una serie de cifras sobre la ayuda federal (con 
intervalos de cinco años) sobre el cuarto de siglo que va de 1960 a 1985, Se 
presentan cuatro conjuntos de medidas descriptivas. La primera ofrece las 
cantidades de ayuda federal en dólares actuales y constantes (1972 = 100). 
El segundo muestra la ayuda federal como porcentaje de un grupo diverso 
de indicadores fiscales, que van desde el PNB hasta los pagos a individuos. 
El tercero muestra algunos indicadores respecto a la difusión y diversidad 
de la ayuda federal, y el cuarto muestra, en porcentajes, la cambiante con- 
figuración de las diversas intensidades de los programas de ayuda federal. 


Niveles de fondeo o aportación de fondos 


El rápido surgimiento de la ayuda federal en términos de dólares, de 1965 
a 1980, queda claramente demostrado por la primera fila de cifras; los gas- 
tos de la ayuda aproximadamente se duplicaron en cada uno de los tres 


3 Rochelle L. Stanfield, “What Has 500 Parts, Costs $83 Billion, and Is Condemned by Al- 
most Everybody? Answer: The Chaotic System of 500 Federal Grant Programs”, en National 
Journal, 3 de enero de 1981, pp. 4-9, > * 7 


4 Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Specíal Analyses: 
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segmentos quinquenales, Si los efectos de la inflación se quitan de las cifras 
de dólares actuales, desde luego, los aumentos parecen menos conside- 
rables a lo largo de todo el periódo de 25 años. De hecho, entre 1980 y 1985, 
la ayuda federal declinó, pasando de 48000 millones a 43000 millones (en 
dólares de.1972). Sin embargo, el auténtico declinar del dólar real en ayu- 
da federal comenzó antes de 1980. El año pico para la ayuda federal en tér- 
mino de dólares constantes fue 1978. Desde entonces se han registrado 
bajas, generalmente constantes, en la ayuda federal en dólares reales. De 
hecho, 1978 fue el año record para la ayuda federal en varios aspectos que 
más adelante observaremos. 


Medidas estandarizadas 

La ayuda federal se puede estandarizar de acuerdo con una vasta gama de 
otras magnitudes fiscales. En la sección B del cuadro v1.7 se muestra un 
conjunto selecto de estas otras bases. Hasta cierto punto, los porcentajes, a 
través de las primeras cinco filas, reflejan de manera ligeramente distinta 
los cambios en las tendencias de los ingresos intergubernamentales que 
aparecieron en los capítulos IV y v. Sin embargo, hay diferencias, y algunos 
de estos contrastes surgen cuando se toman en cuenta las tres filas adicio- 
nales de porcentajes. / 

Una observación general se aplica prácticamente a todos los porcentajes 
de la sección B del cuadro v1.7: las proporciones'aumentan en forma cons- 
tante de 1960 a 1980 y luego descienden, a veces muy marcadamente. Tal 
vez las caídas más dignas de notar sean los porcentajes para los ingresos 
propios locales estatales, y los gastos locales-estatales. En 1980, ambas pro- 
porciones superaron el 25%; para 1985 se aproximaban a 20%, y se espera 
que sigan reduciéndose. . 

Pese a los marcados cambios, posteriores a 1980, las proporciones de la 
ayuda federal directa a las localidades, evitando a los estados [by passing] 
y la ofrecida como ayuda general no cayeron marcadamente entre 1980 y 
1985. La primera cifra siguió cerca de 25%; la segunda, aunque declinan- 
do, aún estaba apenas por debajo de 20%. En resumen, la reorientación de 
Reagan a la política intergubernamental no había mostrado un gran efecto 
en 1985 sobre la composición de la ayuda con propósitos generales, ni en 
el fenómeno de by passing. Habría podido esperarse que la orientación del 
Nuevo Federalismo de Reagan, de cercanía exclusiva con los estados, mos- 
trara más efectos que el modesto declinar en el by passing, que aparece en 
el cuadro v1.7. Sin embargo, varios investigadores han demostrado que los 
efectos de los cambios de política de las RIG requieren de periodos conside- 


Budget of the United States Government, Fiscal Year 1981 (Washington, D. C., Government 
Printing Office, 1980), p. 239, 


CUADRO v1.7. Pautas y tendencias de la ayuda federal: 1960-1985 


1960 1965- 1970 1975 1980 1985 





A. Ayuda federal (miles de millones de dólares) 
Real 70 109 241 498 915 107.0 


En dólares constantes 
de 1972 


B. Ayuda federal como porcentaje 


(10.8) (15.5) (27.0) (39.2) (48.2) (43.1) 


del PNB 1.4 1.7 2.5 
del total de egresos federales 7.6 92 123 150 Es 42 
de egresos federales internos 171 175 220 209 20.6 15.6 
de ingresos propios Í ] 
estatales-locales 168 177 229 291 317 214 
de gastos locales-estatales 147 153 193 230 263 210 
evitando a los gobiernos E Í 
estatales [by passing] 
(directa a las localidades) 6.0 90 120 210 25.0 240 


en ayuda general y de 


propósitos vastos 2 
de pagos a individuos 35 
C. Número 
Autorizaciones de programas 
de ayuda federal 132 


Beneficiarios de ayuda federal 
(Número estimado 


de gobiernos) 6000 
Páginas en el Federal Register 

(anuales) 14479 

D. Porcentaje del total de ayuda federal 

Transporte 43 
Seguro de ingreso 38 
Salud 3 
Educación, capacitación, etc. 7 
Desarrollo comunitario 

regional 2 
Recursos naturales 

y medio ambiente 1 
Agricultura 4 
Ayuda con propósitos 

generales 2 


0 20 65 225 207 190 
.7 339 358 33.0 349 45.8 


283 398 442 539 405 


12000 25000 60000 60000 30000* 


17206 20036 60221 87012 53480 


2 2 16 9. 6 


¡€xEX— 


FUENTES: Comisión Consultiva de Relaciones 
Fiscal Federalism: 1985-86 Edition (Washingtor 


Intergubernamentales, Significant Features of 
, D. €., Government Printing Office, 1986); 


Oficina de Administración y Presupuesto, Executive Office of the Presid: d 
b , ent, Special Analyses: 
Budget of the United States Government, Fiscal Year 1987 (Washington, D.C., omtament Eco 


ing Office, 1986). 


* Después de concluir el Sistema General de Participaciones (sGp) en 1986. 
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rables para abrirse paso en el sistema. La conclusión del Sistema de Parti- 
cipaciones (sGP) hará que caigan, considerablemente, los porcentajes de by 
passing y de la ayuda con propósitos generales. ] 

La única excepción a los porcentajes descendientes son los pagos de ayu- 
da federal a individuos, Estos fondos se pagan en forma de beneficios di- 
rectos a y para individuos, por ejemplo, la Ayuda para Familias con Hijos 
Dependientes (AFHD/AFDC) o Medicaid. Están en contraste con el dinero de 
ayuda federal pagado a y utilizado por unidades estatales y locales con pro- 
pósitos gubernamentales; por ejemplo, carreteras, alcantarillado, sistemas 
de agua. En el primer caso los beneficios son específicos, individuales, y a 
menudo se les llama programas de concesión de derechos, porque la perso- 
na que es seleccionada, de acuerdo con criterios específicos de elegibilidad, 
tiene derecho a recibir lospagos y los beneficios. En el último caso, los 
beneficios se dispersan mucho entre la mayoría de los ciudadanos, o entre 
todos ellos. 

Alo largo de la historia, la concesión de derechos ha constituido cerca de 
un tercio de los gastos de ayuda federal. Desde 1980, esa proporción se ha 
incrementado y se proyectaba que aumentaría más aún, tal vez a 55%, en 
1990. Este cambio también refleja la reorientación de la política de ayuda 
iniciada por Reagan. Los fondos que se han recortado o a los que se les ha 
puesto un tope han sido en gran parte de ayuda a los gobiernos, y no con- 
cesión de derechos. El gobierno ha intentado recortar o poner un tope a 
estos derechos, pero no lo ha logrado muy bien. El resultado es que la con- 
cesión de derechos, los pagos a individuos, se ha convertido en parte cre- 
ciente del total de la suma destinada a la ayuda federal. Esto sugiere que 
los intereses individuales parecen tener una influencia política más sólida 
o firme en varias partes de las RIG que los gobiernos, como gobiernos. 
Aunque no se deben exagerar la diferencia y el contraste, la distinción go- 
bierno-individuo sí es importante. Las políticas públicas dirigidas a indivi- 
duos, en primera instancia, son significativamente distintas de las políticas 
públicas que pretenden afectar a los gobiernos: sus funcionarios, sus pro- 
cesos de toma de decisiones y su elección de políticas, Por una parte, mu- 
chas políticas de RIG enfocadas a individuos suelen ser redistributivas; es 
decir, ayudan a las personas en desventaja, o de bajos ingresos. Por la otra 
parte, numerosos programas de ayuda federal que dan apoyo a gobiernos 
suelen ser distributivos, Financian beneficios discrecionales, concentrados 
y visibles, para un grupo selecto de gobiernos beneficiarios. 

Desde luego, la distinción entre redistributivo y/o distributivo no es rígi- 


5 Richard P. Nathan y Fred C. Doolittle, The Consequences of Cuts; The Effects of the Reagan 
Domestic Program on State and Local Governments (Princeton, N. J., Princeton Urban and Re- 
gional Research Center, 1983), 221 pp. George E. Peterson et al, The Reagan Block Grants: 
What Have We Learned? (Washington, D. C., Urban Institute, 1986), 134 pp. Paul E. Peterson, 
Barry G. Rabe y Kenneth K. Wong, When Federalism Works (Washington, D. C., Brookings 
Institution, 1986), 245 pp. Richard P. Nathan y Fred C, Doolittle, Reagan and the States (Prince- 
ton: Princeton University Press, 1987), 375 pp. 


306 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


da. Surge una importante modificación cuando la ayuda federal (o estatal) 
va dirigida intencionalmente a unidades gubernamentales que son las más 
necesitadas o se encuentran en mayor desventaja. Este “apuntar” respecto a 
unidades gubernamentales es redistributivo, y las más de las veces se logra 
utilizando fórmulas que incorporan medidas de asignación, como pobreza, 
desempleo, ingreso per capita y antigúedad de las viviendas. La eficacia de 
éstas y otras medidas para lograr la redistribución entre gobiernos y tam- 
bién entre residentes individuales de esos gobiernos es fuente de muchas 
polémicas. Más adelante veremos algunos aspectos específicos de tal con- 
troversia, 


Indicadores agregados 


La sección C del cuadro v1.7 registra los números para tres aspectos dis- 
pares del sistema de ayuda y de asistencia federal. El número de autoriza- 
ciones de programas, de beneficiarios (número de gobiernos) y la cantidad 
de páginas del Federal Register son diversos indicadores de la naturaleza de 
las operaciones de ayuda federal. Ya hemos visto antes el surgimiento y el 
declinar de las autorizaciones de transferencias. Más de 100 fueron supri- 
midas por la miscelánea de la Ley de Reconciliación Presupuestaria (LRP) 
de 1981. Setenta y siete fueron consolidadas en nueve transferencias gene- 
rales [block grants], y alrededor de otras 60 fueron eliminadas. El número 
aproximado de beneficiarios de ayuda también ha subido y bajado. Aquí, 
un solo factor explica los cambios del número de gobiernos que reciben 
ayuda federal. En 1972 cerca de 35000 condados, ciudades y localidades 
[townships] ingresaron en las nóminas de beneficiarios de ayuda federal, al 
ser autorizado el Sistema General de Participaciones (sGP). Se calcula que 
la cancelación del scr en 1986 rompió los nexos directos de 30000 unida- 
des con el Tesoro de los Estados Unidos. : 

El número de páginas del Federal Register no es un indicador directo ni 
necesariamente preciso del crecimiento, el alcance y la complejidad del sis- 
tema de ayuda federal. Un aspecto útil de este burdo indicador, además de 
su sencillez, es su medición resumida de las regulaciones socioeconómicas 
y de políticas en los Estados Unidos. Sólo una parte modesta e indetermi- 
nada de todas las regulaciones que aparecen en el Federal Register se aplica 
a los gobiernos estatales y locales, y no está claro si esta parte ha ido au- 
mentando o decreciendo. Sin embargo, las protestas de funcionarios esta- 
tales y locales acerca de un exceso de regulación llegaron a tal magnitud a 
finales de los años setenta (el elemento de sobrecarga de la fase calculado- 
ra) que el Congreso impuso una respuesta nacional (P.L. 95-224, la Ley de 
Transferencias y Acuerdos de Cooperación, de 1977).6 


$ Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Managing Fed- 
eral Assistance in the 1980's: A Report to the Congress of the United States Pursuant to the 
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Nada de consecuencia surgió del importante estudio de la Oficina de 
Administración y Presupuesto (AP) por la Ley de Transferencias y Acuerdos 
de Cooperación. El informe, que apareció en 1980, recomendaba impor- 
tantes cambios a la administración, la organización y los procesos princi- 
pales de la asistencia federal, haciendo particular hincapié en que se hiciera 
frente a los problemas de regulación. El gobierno de Reagan tomó un 
camino muy diferente. Su intento de hacer desaparecer gradualmente y/o 
cambiar los programas de ayuda federal, dio a entender que era innecesa- 
rio que el sistema fuese “administrado” o regulado. El gobierno suprimió 
la Oficina de Asuntos Intergubernamentales de la oAP. 

Además, el Equipo Especial Presidencial sobre Ayuda Reguladora, creado 
en febrero de 1981, sugirió que se hicieran 3000 cambios o recortes a las re- 
gulaciones, de los que más de 500 afectaban directamente a los gobiernos 
estatales y locales.7 Al final de 1981, el Equipo Especial había propuesto o 
hecho definitivos casi 60-cambios reguladores que afectaban directamente 
a los gobiernos estatales y locales. Entre ellos estaban la supresión de las 
normas de educación bilingie y de las regulaciones federales respecto a los 
códigos de uniformes escolares; cambios propuestos a las regulaciones 
Davis-Bacon y de transporte de las personas minusválidas; y una revisión - 
de las regulaciones tocantes a Medicaid y a la educación de niños minus- 
válidos. Estos cambios, propuestas o revisiones, fueron guiados por tres 
preocupaciones básicas: a) reducir los costos generales y obligatorios en 
que incurrían los gobiernos estatales y locales; b) aumentar la discrecio- 
nalidad de que disponían los funcionarios estatales y locales al administrar 
el programa, y c) reducir los costos administrativos nacionales relaciona- 
dos con la supervisión de los programas de transferencias, 8 

Abundan los estudios que tratan de las cuestiones y consecuencias inter- 
gubernamentales relacionadas con las crecientes regulaciones federales, in- 
cluso mandatos. Aquí no podemos mencionar sino unos cuantos.? Además 


Federal Grant and Cooperative Agreement Act of 1977 (Washington, D. C., Government Print- 
ing Office, 1980), 68 pp. Véase también Working Papers, vols. 1, 2 y Public Comments on Draft 
Papers, vol, 3. > 

7 Casa Blanca, Federalism: The First Ten Months—A Report from the President (Washington, 
D. C., noviembre de 1981), p. 28. 

8 Ibid. Para un análisis de los esfuerzos del gobierno de Reagan por desregular a los gobier- 
nos estatales y locales, véase Donald Kettl, “The Uncertain Brides: Regulatory Reform in the 
New Federalism”, en Publius: Annual Review of American Federalism—1981 (Lanham, Md.; 
University Press of America, 1983), pp. 19-34. 

9 Catherine Lovell, “Mandating: Operationalizing Domination”, en Publins: The Journal of 
-Federalism 11 (primavera de 1981), pp. 59-78; Donald F. Kettl, “Regulating the Cities”, Publius: 
The Journal of Federalism 11 (primavera de 1981), pp. 111-125; Catherine Lovell, “Community 
Development Block Grant: The Role of Federal Requirements”, en Publius: The Journal of 
Federalism 13 (verano de 1983), pp. 85-96; David R. Beam, “From Law to Rule: Exploring the 
Maze of Intergovernmental Regulation”, en Intergoverninental Perspective 9 (primavera de 
1983), pp. 7-22. Para interpretaciones más amplias, véase Donald F, Kettl, The Regulation of 
American Federalism (Baton Rouge, Louisiana State University Press, 1983), 195 pp. George 
C. Eads y Michael Fix, eds., The Reagan Regulatory Strategy: An Assessment (Washington, D. 
C., Urban Institute, 1984), 227 pp. Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, 
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de crear la tendencia a la centralización, un estudio de “regulación de las 
ciudades”, bajo los programas del scP de la Ley General de Empleo y Capaci- 
tación (LGEC) y de las Transferencias Generales para el Desarrollo Comu- 
nitario (raDc) observó que el aumento de regulaciones “había originado 
una creciente carga administrativa”, “había hecho más difícil la aplicación 
efectiva de las políticas internas”, y “había confundido las líneas de account- 
ability para la política intergubernamental”,10 

Vale la pena observar las referencias al sr y a los programas de transfe- 
rencias generales, porque representan dos de los tres principales tipos de 
ayuda federal que pretendían aumentar considerablemente el poder discre- 
cional de los beneficiarios. Esta aparente discrecionalidad resultó evasiva 
bajo las propuestas del gobierno de Reagan respecto a los procedimientos 
de implementación de las transferencias generales. Para los siete nuevos pro- 
gramas de transferencias generales administrados por el Departamento de 
Salud y de Servicios Humanos en 1982, el número de páginas de regula- 
ciones del Federal Register se redujo de 313 a seis.11 Según con quien se ha- 
blara, las reducciones de páginas de regulaciones no aseguraban automáti- 
camente la discrecionalidad estatal esperada o deseada. Los comentarios 
de legisladores y administradores de los estados, así como de algunos go- 
bernadores, revelaban que si había amanecido un nuevo día de menos regu- 
laciones, entonces coincidía con un eclipse solar parcial.12 

Pese a insuficiencias en la discrecionalidad esperada de que dispondrían 
los funcionarios estatales bajo los programas de transferencias generales 
de 1981, el Nuevo Federalismo de Reagan al parecer logró contener la marea 
del “federalismo regulador”. Este particular subcomponente de las relacio- 
nes intergubernamentales puede haber llegado a su cúspide en la fase cal- 
culadora de finales de los años setenta, Por ejemplo: en el programa de 
transferencias generales de la LGEC, la Comisión Federal de Papeleo “en- 
contró un conjunto de instrucciones de 106 páginas, entre más de 150 
transmisiones a gobiernos locales en una región, en un periodo de veintisie- 
te meses: tres transmisiones cada dos semanas”, 13 

Se puede hacer un resumen acerca del aspecto intergubernamental de la 
desregulación. Las complejidades de los problemas para administrar la asis- 
tencia federal son enormes, El estudio de 1980 de la Oficina de Administra- 
ción y Presupuesto (OAP) demostró ampliamente y puso en relieve esas 
complejidades en términos de asistencia, varios tipos de beneficiarios de la 
asistencia, varias capacidades de éstos, propósitos múltiples y conflictivos, 
Regulatory Federalism: Policy Process, Impact and Reform (Washington, D. C., Government Print- 
ing Office, 1984), 326 pp. Michael D. Reagan, Regulation: The Politics of Policy (Boston, Little, 
Brown, 1987), 241 pp. 

10 Kettl, “Regulating the Cities”, p. 114. 

1 Casa Blanca, Federalism, p. 28. 

12 David B. Walker, Albert J. Richter y Cynthia Cates Colella, “The First Ten Months: Grant- 
in-Aid, Regulatory, and Other Changes”, en Intergovermmental Perspective 8 (invierno de 1982), 


pp. 5-22, 
13 Kettl, “Regulating the Cities”, p. 122, 
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e intensificación de las disputas relacionadas con la asistencia.14 Estas com- 
plejidades exigían y a la vez complicaban las soluciones a los problemas de 
regular y desregular las áctividades de asistencia federal. La persistencia, 
los diversos enfoques, las estrategias específicas de cada problema y la pre- 
caución ante las panaceas, probablemente sean las características del pro- 
greso logrado en esta difícil y a veces enigmática área. 


Configuración funcional de la ayuda federal 


La sección D del cuadro v1.7 muestra el cambiante contenido de los progra- 
mas o la configuración de la ayuda federal. Los porcentajes indican qué 
partes del total de gastos de ayuda fueron asignados a qué función general 
o campo de programas. 

A comienzos de los años sesenta, la ayuda federal se concentró principal- 
mente en dos campos: el transporte (carreteras) y la seguridad del ingreso 
(bienestar social). Las prioridades de la Gran Sociedad de Johnson (Fede- 
ralismo Creativo) no fueron plenamente aplicadas a las asignaciones de la 
ayuda federal hasta finales de los años sesenta. Para 1970, los campos de 
la salud y la educación habían alcanzado una situación más importante en la 
gama de los programas de ayuda. El periodo Nixon-Ford reflejó los cam- 
bios ascendentes en dos áreas: el desarrollo regional-comunitario y la ayu- 
da con propósitos generales. 

Es difícil notar algunos cambios radicales o característicos en la compo- 
sición de los programas de ayuda federal desde 1975. Han ocurrido algu- 
nos modestos cambios internos, como las mayores proporciones del ingreso 
para salubridad y seguridad entre 1980 y 1985, En general, sin embargo, 
las políticas de asignación ya no están tan concentradas o bien enfocadas 
como en 1960, cuando dos funciones (el transporte y la seguridad del in- 
greso) captaron más del 80% de toda la ayuda federal. Otra manera de des- 
cribir las políticas de ayuda federal más recientes es decir que más arenas 
de políticas se han convertido en el foco de las actividades de ayuda fede- 
ral. Así, pese a los recortes y consolidaciones de las transferencias, subsiste 
un conjunto vasto y diverso de programas y de políticas, presentes en la 
arena de la política de ayuda federal. El “escenario” de la ayuda federal sigue 
atestado por un gran número de “dramas” y un diverso conjunto de acto- 
res. No hay una o dos “escenas” predominantes que se adueñen del “esce- 
nario” de las políticas y el programa de las RIG. 


14 Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Managing 
Federal Assistance in the 1980's, 
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LA AYUDA FEDERAL: ORÍGENES Y FUNDAMENTOS 


La anterior revisión de las recientes políticas de ayuda federal no colocó a 
ésta en un contexto histórico y analítico más vasto. El análisis exige una 
elaboración de las diversas razones por las que se originó la ayuda federal 
y de los diversos tipos o formas de la ayuda federal. Estos aspectos históri- 
cos, analíticos y clasificatorios son necesarios para entender mejor los ras- 
gos, procesos y políticas de ésta. En esta sección analizaremos sus orígenes 
históricos y varios de sus fundamentos. En las dos secciones siguientes exa- 
minaremos con cierta profundidad dos tipos o formas importantes de la 
ayuda federal. 

Antes de 1900 la principal forma de asistencia federal a los estados era la 
transferencia de tierras. La primera transferencias prototípica en efectivo, 
aplicada en 1887, financiaba las estaciones agrícolas experimentales ope- 
radas por los estados. Tal es el año seleccionado por Leonard D. White como 
“punto de ruptura” del original “acuerdo administrativo” que había man- 
tenido pequeña a la burocracia nacional y había minimizado el traslape 
estatalnnacional. Según White, antes de este punto de ruptura los gobier- 
nos estatales y locales hacían frente, sin ayuda, a las múltiples necesidades 
internas de la nación, y durante el siglo xIx “estados y ciudades se convir- 
tieron en activos talleres del mundo administrativo”. 15 

El siguiente periodo de expansión de la ayuda fue el de 1914-1921, cuan- 
do se aplicó cerca de una docena de transferencias de ayuda asistencial para 
apoyar la extensión agrícola, la construcción de carreteras, la educación 
vocacional y la rehabilitación, y la atención a la salud materno-infantil. Es- 
tos programas constituyeron el comienzo del periodo “moderno”, y contu- 
vieron rasgos como una fórmula de asignación para la distribución de fondos 
entre los estados; requisitos de fondos locales proporcionales, aprobación 
previa de planes de los estados, y detallados requisitos de planeación, admi- 
nistración e información. 

La legislación en favor de la salud materno-infantil dio por resultado 
unas célebres recusaciones de la Corte Suprema a la legalidad de las trans- 
ferencias de ayuda y al poder de gasto del gobierno nacional, En los casos 
Frothingham vs. Mellon y Massachusetts vs. Mellon en 1923, la Corte Su- 
prema denegó recusaciones a la legislación, por alegarse que ni un estado ni 
un contribuyente tenían competencia legal para presentar demandas con- 
tra un gasto nacional.16 En el caso U. S. vs. Butler en 1936, la Corte Suprema 
convino en una interpretación general de las facultades del gobierno nacio- 
nal para gastar dinero. Esa interpretación de la cláusula del bienestar ge- 
neral aún se observa.17 La capacidad de fijar impuestos y de gastar para 

15 Leonard D. White, The States and the Nation (Baton Rouge, Louisiana State University 
Press, 1953), p. 10. 


16 Frothingham vs. Mellon y Massachusetts vs. Mellon, 262 U. S. 447 (1923). 
17 United States vs, Butler, 297 U.S. 1 (1936). Véase también “Spending for the General Wel- 
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bienestar general no se limita a los otros poderes, enumerados e implícitos, 
que aparecen en la Constitución. En suma, el poder de gastar del gobierno 
nacional fue declarado y-sigue'siendo prácticamente ilimitado con ese pro- 
pósito, siempre, desde luego, que el Presidente y el Congreso puedan poner- 
se de acuerdo sobre su propósito o sus propósitos. Las fuerzas que con- 
tribuyen a la invención, expansión y justificación de este recurso particular 
han sido jurídicas, económicas, políticas y programáticas. 

Acabamos de observar la base legal que sustenta el gasto de fondos para 
transferencias de ayuda asistencial, a saber, la interpretación que hizo la Cor- 
te Suprema de los poderes constitucionales del gobierno nacional. Otra con- 
sideración jurídica sobre el lado del ingreso fue la promulgación de la Deci- 
mosexta Enmienda, la cual otorgó al gobierno nacional el poder para fijar 
impuestos, de cualquier fuente que se derivaran. La asombrosa productivi- 
dad del impuesto sobre la renta ha facilitado la recaudación de fondos para 
financiar los gastos de la ayuda federal. 

La productividad del impuesto sobre la renta también puede interpretar- 
se como fundamento económico, así como jurídico, de la ayuda federal. 
Aun cuando los ingresos por impuesto nacional se expanden (y se contraen) 
a mayor velocidad que el PB, los ingresos estatales y locales se han queda- 
do muy por debajo de los deseos y exigencias de los ciudadanos que piden 
servicios públicos, La ayuda federal es un medio para subsanar esta brecha 
entre ingresos y gastos. Otro factor económico, más complicado, ayuda a 
explicar el uso de estas transferencias: el concepto de exterioridad o “de- 
rrames”, Los economistas emplean estos términos para denotar las conse- 
cuencias, positivas y negativas, que van más allá de los límites de una o más 
jurisdicciones en que se da una conducta o un hecho determinado. Por 
ejemplo: una exterioridad negativa ocurre cuando una ciudad contamina un 
río para los usuarios corriente abajo; una exterioridad positiva se da cuando 
un estado ofrece una educación superior excelente y un gran porcentaje de 
sus graduados emigra a otros estados. Las cargas o los beneficios que atra- 
viesan los límites jurisdiccionales forman una razón económica para insti- 
tuir el sistema de transferencias. Las transferencias o bien compensan a una 
unidad o bien le dan incentivos, al asegurar los costos de las exterioridades. 

Los factores políticos han desempeñado un papel importante en la crea- 
ción de los programas de ayuda federal. (Esto puede parecer una simple 
perogrullada o tautología, pues es difícil imaginar un estatuto que no in- 
cluya cierto grado de consideración política y, sin embargo, hay que tener- 
lo muy en cuenta). Un factor en este aspecto es la marcada y continua pre- 
ferencia por la actividad local o estatal, en oposición a la acción federal. La 
preferencia ciudadana, al parecer indómita, por el localismo, favorece un 
continuado y activo uso de la ayuda federal. Un segundo factor político es 
el carácter no centralizado del sistema norteamericano de partidos políti- 


fare”, en The Constitution of the United States of America: Analysis and Interpretation (Wash- 
ington, D. C., Government Printing Office, 1964), pp. 144-149. 
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cos. Morton Grodzins arguyó que la naturaleza indisciplinada de los par- 
tidos políticos había producido el carácter no centralizado de las R1G.18 La 


ayuda federal es un medio para hacer frente a las realidades políticas, * 


Miembros del Congreso pueden “hacer llegar” beneficios a ciudadanos lo- 
cales y a gobiernos estatales y locales al promulgar o influir en la asig- 
nación de programas y proyectos de ayuda federal. 

Un tercer factor político relacionado con las transferencias es la iniciati- 
va presidencial. Para presidentes centralizadores como Franklin Roosevelt 
y Lyndon Johnson, la ayuda federal era un instrumento importante para 
alcanzar metas políticas y de las políticas. Hasta Dwight Eisenhower y 
Richard Nixon, dos presidentes de ideologías inclinadas hacia la descentra- 
lización, encontraron cuestiones asociadas con la ayuda federal ya maduras 
para realizar iniciativas de políticas; es decir, carreteras y educación pa- 
ra Eisenhower, transferencias generales y participaciones del ingreso para 
Nixon, Las posiciones respecto a la política intergubernamental de los par- 
tidos Demócrata y Republicano y de los presidentes surgidos de ambos 
partidos han variado. Por ejemplo: la plataforma demócrata de 1924 con- 
tenía un apartado sobre “los derechos de los estados” que condenaba las 
“tendencias centralizadoras y destructivas del Partido Republicano [que 
intenta] nacionalizar las funciones y deberes de los estados”.19 

Hasta Reagan, quien indiscutiblemente hizo mucho por contener la ten- 
dencia de medio siglo hacia la centralización por la vía de la ayuda federal, 
apoyó las condiciones “atadas” federales en favor de propósitos selecciona- 
dos nacionales o centralistas. Un ejemplo de esto fue su apoyo a la condición 
de “edad para beber” anexa a la Ley del Transporte de Superficie, de 1984. 
Esa restricción exigía que todos los estados pusieran leyes en vigor que ele- 
varan a 21 años la edad legal para la compra o el consunio de bebidas al- 
cohólicas. Todo estado que no obedeciera perdería 10% de sus fondos de 
ayuda federal para carreteras. La ayuda federal a los estados para la apli- 
cación de leyes contra drogas, prevención del abuso y rehabilitación, cons- 
tituye otro ejemplo de una excepción al Nuevo Federalismo “restaurador” 
de Reagan.20 

Otra fuerza política que genera, extiende y expande los programas de 
ayuda federal es la “triple alianza” formada por un grupo de interés, un sub- 
comité del Congreso y una agencia administrativa responsable del progra- 
ma de transferencias. En muchos ejemplos, el grupo de interés es práctica- 
mente idéntico a los “cercados” funcionales, verticales, descritos en el 
capítulo 1, en la fase competitiva o de “cercados” de las RIG. Sin embargo, 
en realidad los orígenes y la base política para nuevos (o modificados) pro- 


18 Morton Grodzins, “American Political Parties and the American System”, en Western 
Political Quarterly 13 (diciembre de 1960), pp. 974-998. 

19 Kirk H. Porter y Donald Bruce Johnson, National Party Platforms: 1840-1964 (Urbana, 
University of Illinois Press, 1966), p, 249. Ñ 

20 Timothy J. Conlan, “Federalism and Competing Values in the Reagan Administration”, 
en Publius: The Joumal of Federalism 16 (invierno de 1986), pp. 29-47. 
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gramas de ayuda federal son mucho más complejos de lo que pudiera im- 
plicar el “triángulo de hierro” o la triple alianza. Heclo se refiere a estas 
relaciones tan complejas como “redes de asuntos”, y recientes esfuerzos 
por modelar estos “subgobiernos” en áreas de la política intergubernamen- 
tal han aumentado nuestra comprensión de la hechura y la implementa- 
ción de la política de ayuda federal.21 : 

La triple alianza, o red de asuntos, enfoca cuestiones sustantivas de las 
políticas. Este enfoque conduce directamente a un último factor que con- 
tribuye al uso de la ayuda federal; es decir, las consideraciones programáti- 
cas. Ostensiblemente, la ayuda está destinada a satisfacer una necesidad o 
a resolver o paliar un problema particular. Los programas de:ayuda enfo- 
can preocupaciones o propósitos sustantivos de las políticas. Estos propó- 
sitos pueden ser o no especificados en la legislación y, aun cuando sean 
especificados, pueden ser generales y ambiguos. 

Desde luego, la ausencia de propósitos explícitos y claramente especifica- 
dos dificulta muchísimo la tarea de evaluar los programas de ayuda fede- 
ral. Y sin embargo, entre la enorme variedad de los programas existentes 
pueden notarse varios objetivos implícitos y explícitos: estimular programas 
nuevos, mantener niveles mínimos de servicios, elevar los niveles de servi- 
cios, igualar los servicios, mejorar el desempeño administrativo y de progra- 
mas, promover el desarrollo económico comunitario y regional, contrarrestar 
los ciclos de los negocios y estabilizar la economía nacional, mejorar las con- 
diciones de dificultades extraordinarias, alentar la experimentación o las de- 
mostraciones “piloto”, y fomentar la planeación. Éstos y otros propósitos 
han servido de catalizadores para la creación o la expansión prioritaria de 
los programas de ayuda federal. 

Hemos identificado cuatro factores que contribuyen al uso extensivo de 
la ayuda federal. Este esquema cuádruple —jurídico, económico, político y 
programático— sólo es una manera de explicar por qué los Estados Unidos 
tienen un extenso y complejo “sistema” de asistencia federal. Podrían ha- 
cerse otras listas de los factores contribuyentes. Una fue la desarrollada por 
la ccri; ofrece útiles contrastes y complementos al esquema de cuatro cate- 
gorías. La CCRI enumera siete razones para desarrollar un extenso sistema 
de ayuda federal, sistema dominado por programas de transferencias 
específicas: - 


1. la brecha fiscal entre los niveles gubernamentales inherente a un siste- 
ma federal, en que las fuentes de ingresos más productivas están a dis- 
posición del gobierno nacional, pero las más pesadas cargas de servi- 
cios recaen sobre las jurisdicciones subnacionales; d 

2. las diferencias de capacidad fiscal de regiones, estados y gobiernos lo- 


21 Hugh Heclo, “Issue Networks and the Executive Establishment”, en Anthony King, ed. 
The New American Political System, (Washington, D. C., American Enterprise Institute, 1978), 
Pp. 87-124, Ésta y las otras citas de esta fuente se reproducen con la debida autorización. 


314 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


cales, que justifican la asistencia de los gobiernos superiores como 
medio de igualar los recursos y niveles de servicios; 

3. los obstáculos constitucionales y filosóficos a la prestación directa de 
muchos servicios internos por parte del gobierno nacional; 

4. las actividades de grupos de interés, organizados en torno de proble- 
mas particulares, que fomentan la intervención nacional como el mejor 
medio de alcanzar sus objetivos específicos con base en el ámbito de 
todá la nación; 

5. la actitud de escepticismo y desconfianza que mantienen muchos fun- 
cionarios nacionales respecto a la capacidad administrativa estatal y 
local y a los procesos políticos de toma de decisiones, junto con la nece- 
sidad del Congreso de la accountability fiscal en el uso de los fondos 
federales; 

6. la fragmentación de la autoridad política entre comités y subcomités 
especializados dentro del Congreso, y 

7. la extrema diversidad o pluralismo social de los Estados Unidos, que 
favorece programas más pequeños que ofrezcan beneficios a grupos 
particulares en lugar de innovaciones vastas y de largo alcance en la 
política pública.22 


FORMAS DE LA AYUDA FEDERAL: DISCRECIONALIDAD 
EN CUANTO AL BENEFICIARIO Y AUTORIZACIÓN FISCAL 


Hay muchas maneras de clasificar los programas de ayuda federal, y la uti- 
lidad de cada una depende de su propósito o del uso que se intente darle. 
Identificamos y explicamos sólo dos de los diversos esquemas de clasifica- 
ción. El primero, la autorización fiscal, incluye el grado de discrecionalidad 
del beneficiario para el uso de los fondos. El segundo, las transferencias 
preestablecidas contra las de proyectos especiales, se centra en gran medi- 
da en el grado de discrecionalidad de que dispone la agencia que otorga la 
transferencia. 

Un método común de clasificar la ayuda federal es por medio de tres ti- 
pos específicos de autorización financiera: préstamos, transferencias e in- 
gresos compartidos (o de propósitos generales). En grado considerable, 
estos tres tipos corresponden al grado de discrecionalidad del beneficiario 
para utilizar los fondos. El cuadro vL8 nos da información sobre la canti- 
dad de ayuda federal que se canaliza mediante estos tres métodos de auto- 
rización desde 1970. (Las discrepancias entre los cuadros v1.7 y VL8 en el 
total de ayuda federal se deben a distintas fuentes de datos.) 


22 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Categorical Grants: Their Role 
and Design, A-58 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1978), pp. 57-58. Un estu- 
dio ya clásico y agudo de las transferencias federales es V. O, Key, The Administration of Fed- 
eral Grants to the States (Chicago, Public Administration Service, 1937), 388 pp. 
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Los préstamos 


Los préstamos federales, desdéluego, se hacen con propósitos o para pro- 
yectos específicos y bien definidos. Su inclusión en el cuadro v1.8'sobre 
una base neta —únicamente para préstamos directos— subraya su impacto 
acumulado: Sin embargo, como se espera que estos fondos se paguen, sólo 
se informa de los costos netos (gasto real). En 1985 el total de préstamos 
directos a gobiernos estatales y locales pendientes de pago fue de 21400 
millones de dólares. También estaban pendientes otros 11900 millones en 
garantías de préstamos. Grandes cantidades de estas dos categorías eran para 
vivienda pública para gente de bajos ingresos, viviendas universitarias, vi- 
viendas rurales y desarrollo comunitario y regional. Los préstamos y garan- 
tías de préstamos recibieron considerable atención durante los años seten- 
ta, cuando las políticas (y la política) relacionadas con la ciudad de Nueva 
York y con la asistencia a los estudiantes universitarios, fueron asuntos so- 
bresalientes. La tranquilidad política parece haber regresado para este ins- 
trumento de la ayuda federal, 


CUADRO VI.8. Ayuda federal por tipo de autorización: 
1970, 1975, 1980, 1985 


e A A — 








Año 
(miles de millones de dólares) 

Tipo de autorización de la ayuda 1970 1975 1980 1985 
Préstamos, neto directo 0.3 0.2 0.1 0.1 

(desembolsos reales de préstamos) (1.5) (1.6) (1D (0.9) 
Transferencias de ayuda 23.3 92.5 80.2 99.1 

Específicas 23.0 37.1 70.2 85.0 

Generales 0.3 5.4 10.0 14,1 
Ingresos compartidos 

(propósitos generales) 0.4 7.0 A 8.7 6.8 

Total 24.0 49.7 89.0 106.0 


A 


FUENTE: Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Special 
Analyses: Budget of the United States Govemment (Washington, D. C., Government Printing - 
Office), para los años fiscales 1972, 1977, 1981 y 1987, “Federal Aid to State and Local Gov- 
ernments”, 


Transferencias de ayuda “[; grants-in-aid]” 


La transferencia de ayuda es el segundo tipo de autorización que aparece 
en el cuadro v1.8 y se divide en transferencias específicas y generales. La 
distinción entre las dos clasificaciones también incluye el grado de discre- 
cionalidad de que disponen los beneficiarios de la'transferencia. 

Sin embargo, antes de analizar la diferencia entre las transferencias es- 
pecíficas y las generales, es importante comprender claramente el concepto 
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de transferencias de ayuda, Las transferencias de ayuda (o, más sencilla- 
mente, las transferencias) han dominado desde hace largo tiempo el esce- 
nario de la ayuda federal. Esto puede decirse tanto por el origen histórico, 
por el número de autorizaciones legislativas, por las cantidades de dólares, por 
su impacto fiscal o de la política y por los esfuerzos reformistas. Resulta 
claro, después de una ojeada al cuadro v1.8, que las transferencias en 1970 
fueron 97% de toda la ayuda federal. La proporción cayó por debajó de 
90% en 1975, pero retornó a un nivel superior a 90% en 1980 y 1985. Estos 
datos y razones bastan y sobran para justificar una mayor atención a las 
transferencias, en esta sección y en la próxima. 
Las transferencias federales tienen varios rasgos característicos: 


1. La legislación de autorizaciones del Congreso establece un programa de 
transferencias para un número especificado de años, o sobre una base 
de continuidad. 

2. Las asignaciones anuales, que pueden ser menores a las sumas autoriza- 
das, aportán fondos para su distribución entre estados o sus subdivisio- 
nes, a) habitualmente de acuerdo con una fórmula prescrita legislati- 
vamente, b) unos fondos estatales o locales, generalmente contingentes, 
para complementar la inversión y c) basados en condiciones que el 
Congreso, el Presidente o las agencias ejecutivas especifican que han 
sido aceptadas por el destinatario. 

3. La asignación, supervisión, revisión, aprobación y responsabilidades 
de auditoría sobre las unidades beneficiarias corren por cuenta de una 
agencia administrativa federal. 

4. Los fondos se asignan en primera instancia a unidades de gobierno, y 
no a individuos, a grupos semipúblicos no lucrativos o a empresas pri- 
vadas. Pero las entidades no gubernamentales (o third parties) pueden, 
como ya se observó, ser actores y beneficiarios importantes en el pro- 
ceso de implementación. 


Así, debe quedar claro que un rasgo central del recurso de transferencias 
es su carácter condicionado. Hay límites o restricciones al uso que puede 
darse.a los fondos, que invariablemente se aplican al uso sustantivo o pro- 
gramático del dinero y que normalmente entrañan otros requisitos como 
complementación de la inversión, planificación previa, contabilidad, infor- 
mación y calificación de personal, 


Las transferencias generales 
Aunque las transferencias específicas han sido el instrumento predominante 


de los fondos de ayuda federal, el cuadro v1.8 muestra que las cantidades y 
la importancia de las transferencias generales han aumentado considera- 
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blemente en los dos últimos decenios. La primera transferencia general for- 
mal recibió fondos en 1966: la Ley de Sociedades para la Salud. Pronto fue 
seguida por la Ley de Calles Seguras de 1968 (P.L., 90-351), que daba fon- 
dos de transferencia para la Administración Auxiliar de Aplicación de la Ley. 
A mediados de los años setenta se promulgaron cuatro transferencias gene- 
rales, pero el principal cambio hacia esta manera de otorgar fondos ocurrió 
con la miscelánea de la Ley de Reconciliación Presupuestaria (LRP) de 1981. 
La cert informó que 77 transferencias específicas estaban incluidas en nue- 
ve transferencias generales revisadas o nuevas, que condujeron a un total de 
12 transferencias generales en operación a partir de 1985.23 Más de 14% 
de todos los fondos de transferencias (13% de toda la ayuda federal) fue 
canalizado en 1985 por medio del mecanismo de transferencias generales. 

¿Qué es una transferencia general y cómo difiere de una transferencia 
específica? La primera tiene al menos cinco características que la diferen- 
cian de la segunda:24 


1. Los beneficiarios del dinero de transferencias generales tienen mayor 
poder discrecional para decidir qué proyectos o propósitos específicos 
recibirán los fondos dentro de un programa general o área funcional. 

2. Los aspectos de planeación, información, auditoría y otros “papeleos” 
se reducen considerablemente para las transferencias generales, con 
la intención de reducir la supervisión y el control de la dependencia 
que hace la transferencia. 

3. Los fondos de transferencias generales se hacen sobre la base de una 
fórmula, de modo que las unidades destinatarias estarán mejor ente- 
radas y seguras de las cantidades de ayuda, y la agencia administrativa 
nacional no gozará de discrecionalidad para describir la cantidad de 
fondos asignados a una unidad estatal ó local. 

4. Las condiciones de elegibilidad son bastante precisas para las trans- 
ferencias generales; suelen favorecer a las unidades de gobierno gene- 
ral en oposición a los gobiernos de distritos especiales, y favorecer a 
los generalizadores estatales y locales por encima de los especialistas 
en programas. 

5. Las condiciones de financiamiento en las transferencias generales, 
casi siempre especifican limitados fondos estatales y locales para com- 
plementar la inversión, o ninguno. 


23 Walker, Richter y Cotella, “The First Ten Months”. 

24 Carl W. Stenberg y David B. Walker, “The Block Grant: Lessons from Two Early Experi- 
ments”, en Publius 7 (primavera de 1977); p. 34. Como parte de la gran cantidad de estudios 
para evaluar y proponer políticas que afectan al sistema intergubernamental de transferencias, 
la cera elaboró los siguientes informes sobre transferencias generales: Block Grants: A Round- 
table Discussion, p. A-51 (octubre de 1976); Safe Streets Reconsidered: The Block Grant Experi- 
ence, 1968-1975, p, A-55 (1977); The Partnership for Health Act: Lessons from a Pioneering Block 
Grant, p. A-56 (1977); Community Development: The Workings of a Federal-Local Block Grant, 
A-57 (1977). Para una evaluación de los programas de transferencias generales adoptados en 
1981, véase Peterson et al, The Reagan Block Grants; Nathan y Doolittle, Reagan and the States, 
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Las transferencias generales constituyeron importantes estrategias de re- 
forma de las políticas de los gobiernos de Reagan y de Nixon. Decir esto es 
reconocer explícitamente los tonos marcadamente políticos y partidistas 
asociados a las transferencias generales. Tienden a reducir o a minimizar 
(dentro de propósitos de programas generales) la intrusión nacional en las 
decisiones estatales y locales sobre el uso de los fondos. En cambio, saber 
si lo logran, ya es otra cosa. El elemento partidista en las propuestas de 
transferencias generales a menudo ha sido acallado por el apoyo de los de- 
mócratas, especialmente senadores y gobernadores. Sin embargo, los es- 
fuerzos de Reagan en 1981 no fueron como los propuestos y adoptados du- 
rante los años setenta o antes. Cinco aspectos principales diferenciaron las 
estrategias de transferencias generales de los gobiernos de Reagan y de 
Nixon: a) alcance; b) nivel de los fondos; c) desregulación; d) orientación 
hacia los estados; y e) estrategia a largo plazo. 


Gran alcance. En la primavera de 1981, el nuevo gobierno hizo 15 propues- 
tas de consolidación de transferencias generales.25 Habrían consolidado 
más de 130 transferencias específicas. Comenzando tan expansivamente, el 
gobierno podía comprometer y comprometió “media tajada” de 1RP, lo que 
constituyó el mayor cambio de la política de ayuda federal en medio siglo. 


Decreciente nivel de fondos. Además de las consolidaciones se propusieron 
grandes recortes a los fondos (por debajo de las cantidades acumuladas 
para las transferencias específicas abolidas). Esto contrastó con las trans- 
ferencias generales, propuestas por Nixon, por las cuales se lograban con- 
solidaciones “comprando” a los adversarios con fondos totales aumenta- 
dos y cláusulas de transición “inofensivas”, La LRP redujo de 15% a 25% los 
fondos para las nueve transferencias generales promulgadas. 


Desregulación. El enfoque de Reagan era una política de “manos fuera” en 
términos de supervisión reguladora, y aun en términos de requerimientos 
de información. Ya hemos observado los siete programas de transferencias 
generales del Departamento de Salud y Servicios Humanos (DSsH), que re- 
dujeron las páginas del Federal Register, de 318 a seis. Además, el secretario 
del pssH escribió a todos los gobernadores, a finales de 1981, afirmando: 
“Tras una minuciosa revisión del lenguaje estatutario y del historial legisla- 
tivo de cada uno de los siete programas de transferencias g:.nerales, he 
decidido que donde la ley estipule discrecionalidad política a este Departa- 
mento, yo transferiré esa discrecionalidad a los estados”.26 

Un extenso estudio hecho por la Oficina de la Contaduría General indicó 


25 Timothy J. Conlan, “Back in Vogue: The Politics of Block Grant Legislation”, en Intergov- 
ernmental Perspective 7 (primavera de 1981), pp. 8-17. 

26 Thad L. Beyle y Patricia J. Dusenbury, “Health and Human Services Block Grants: The 
State and Local Dimension”, en State Government 55 (1982), p. 2. 
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que el reducido papel nacional en la instrumentación de las transferencias 
generales después de 1981 había redundado en la ausencia o inadecuación 
de datos para el examen de la*política por parte del Congreso.27 Las obser- 
vaciónes de la oca sobre este punto no sólo hablaban de la escasez de datos, 
sino de cómo superar mejor el problema. Como es evidente en la última 
frase del párrafo citado más abajo, los funcionarios de los estados desea- 
ban conservar su capacidad de negociación respecto a la recopilación de 
datos, en vez de que se les pidiera cumplir con normas estandarizadas. 


Puesto que no se les exigía a los estados recopilar o informar de datos de la mis- 
ma manera para toda la nación, existen considerables variaciones en los datos re- 
copilados y en los datos de que se ha informado a nivel federal. Algunos funcio- 
narios de programas federales indicaron que a veces no tenían la información 
adecuada para ayudar al Congreso a hacer frente a asuntos importantes respecto 
a los programas de transferencias generales. Los funcionarios coordinados con 
los estados también creían que se necesitaban datos más congruentes a nivel na- 
cional, pero sentían que la recopilación de datos estatal-federales voluntaria daría 
datos uniformes, sin imponer excesivas cargas normativas a los estados.28 : 


Orientación hacia los estados. El Nuevo Federalismo de Reagan estaba orien- 
tado, sin duda, hacia los estados. Las nueve transferencias generales de 1981, 
más la estrategia de “intercambios y devoluciones” que fracasó en 1982, ten- 
dían a favorecer a los gobiernos de los estados. El Presidente y sus ayudantes 
estaban en la primera fila de esta cuestión. Dos citas confirmarán esta po- 
lítica o enfoque filosófico. , 


Ya es tiempo de que los estados vuelvan a la tendencia principal. Durante dema- 
siado tiempo han sido excluidos y pasados por alto. El Presidente intenta devol- 
verles su autoridad y sus responsabilidades constitucionales en el sistema federal.29 


A David Stockman, director de la OAP, en un testimonio ante el Congreso, 
se le preguntó si las estrategias del gobierno, orientadas hacia los estados, 
intensificarían el conflicto y la tensión política en los niveles estatal y es- 
tatallocal. Respondió Stockman: 


Sí; y eso es bueno. Estamos sobrecargados a nivel nacional. Simplemente no po- 
demos tomar buenas decisiones sobre los miles de asuntos que senos plantean, 


27 Contralor General, State Rather Than Federal Policies Provided the Framework for Manag- 
ing Block Grants, HRD-85-36 (Washington, D. C., General Accounting Office, 15 de marzo de 
1985), 55 pp. Véanse también Contralor General, Block Grants Brought Funding Changes and 
Adjustments to Program Priorities, HRD-85-33 (Washington, D. C., General Accounting Office, 
11 de febrero de 1985), 21 pp. y otros diez estudios de ao, sobre transferencias generales 
citadas ahí, 

28 Ibid, p. 38. 

29 Citado en Claude E. Barfield, Rethinking Federalism: Block Grants and Federal, State, and 
Local Responsibilities (Washington, D. C., American Enterprise Institute, 1981), p. 24. 
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Tiene que haber una mejor división del trabajo y una redelegación del poder de j 


toma de decisiones a niveles inferiores de gobierno.30 


Fue notable el contraste entre las políticas de Nixon y de Reagan a nivel 
estatal. En cuestión de dólares, ningún presidente hizo más que Nixon por 
pasar por encima de los estados. Las transferencias generales para la LGEC 
y la TGDC, además del sGP, canalizaron grandes sumas de dinero en torno 
de los estados, directamente a los gobiernos locales. Un boceto del cambio 
inspirado por Nixon puede tenerse comparando las gráficas 11.3 y 11.6; los 
fondos directos local-nacionales fueron de 3 500 millones de dólares en 1970 
y de 21100 millones en 1980. En la gráfica v1.1 puede verse cierto atisbo de 
la estrategia y el impacto de Reagan sobre esta cuestión: los flujos de fon- 
dos de las RIG para 1984. La ayuda local-nacional directa descendió ligera- 
mente en 1984 en comparación con 1980, y probablemente seguirá decre- 
ciendo. Visualmente, la gráfica v1.1 expresa la naturaleza reorientadora de 
las disposiciones fiscales intergubernamentales, tras los cambios de la polí- 
tica producidos por Reagan. 


Estrategia a largo plazo. Si los objetivos de política del gobierno de Reagan 
hubiesen sido (o fuesen a ser) totalmente implementados, entonces, en una 
gráfica como la gráfica v1.1 la trayectoria del dólar estatalnacional y local- 
nacional se contraería considerablemente, tanto en términos absolutos corno 
relativos. Aquí procede la cuestión de las transferencias generales, porque 
el Presidente veía el cambio de las transferencias generales tan sólo como 
un trampolín para sus objetivos más importantes y a más largo plazo, de 
descongestión: intercambios y devoluciones. Subrayó su carácter transitorio 
en un discurso de 1981, ante legisladores de los estados: “El objetivo últi- 
mo... es emplear las transferencias generales como puente que conduzca al 
día en que tendrán ustedes no sólo la responsabilidad de unos programas 
que de hecho corresponden al nivel estatal; también se les devolverán los 
recursos fiscales hoy usurpados por Washington”.31 

Cuando las transferencias generales fueron sugeridas, inicialmente, por 
la primera Comisión Hoover en 1949, se les consideró instrumentos de re- 
forma administrativa y de coordinación de programas. Esta imagen de 
recurso de una estrategia reformista de mediano alcance persistió hasta los 
años setenta; pero las “reformas” de Reagan de 1981 han alterado, tal vez 
irrevocablemente, la anterior imagen. Thimoty Conlan observó (en 1984): 


Han ocurrido enormes cambios políticos en las transferencias generales durante 
los últimos veinticinco años. Aunque siempre han atraído apoyo de toda una va- 
riedad de fuentes, las transferencias generales han sido transformadas política- 
mente, de ser un recurso predominantemente orientado hacia la simplificación 
administrativa de programas y el incremento de la adaptación a las variantes 


30 Ibid. 
31 Casa Blanca, Federalism, p. 34. 
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GRÁFICA VI1. Gastos públicos por tipo y por nivel de gobierno, y flujo de fon- 
dos intergubernamentales (miles de millones de dólares): año fiscal 1984 


GOBIERNO 
NACIONAL (809.7)* 





Defensa nacional h 
y relaciones * No incluye el interés sobre la denda nacional,de 109 200 
internacionales: millones de dólares; de la deuda estatal, de 13700 millones, ni de 
248.1 la deuda local, de 20700 millones de dólares. 




















































GOBIERNO 
EA ESTATAL (335.7)* GOBIERNO 
pra a, LOCAL (390,6)* 
207 Fideicomiso —————, 
y empresa: 41.7 Fideicomiso 
Otros gastos iS DS ce 
generales: 36.3 Ñ 
Otros recursos 
humanos y naturales: Recursos humanos 
y naturales: Otros gastos 
31.0 generales: 
Gasto directo para , qe 
educación, carreteras Gasto directo 
y bienestar: 37,0 para educación, A Salud y desarrollo 
carreteras y ] comunitario: 
Ayuda federal bienestar: 38,7 
iyuda nd 120.9 Ñ 
alosestados: Educación 140 "”" | 
76.1 Bienestar: 35.4 
Ayuda estatal Gasto directo 
A ci a local: para educación, 
Al local: 20.9 105.8 Bienestar: 12.8 ey 
Oros ziños ienestar: 
generales; iS 
s1.1 
PUE 





condiciones locales —concepto que a menudo atrajo apoyo frágil, pero de los dos 
partidos—, a un concepto identificado muy de cerca con la ideología conservado- 
ra, y a veces con la estridente oposición a la participación federal en toda una 
gama de actividades domésticas.32 


Conlan considera que bajo estas condiciones modificadas “el futuro polí- 
tico de las transferencias generales permanece tan problemático e incierto 
como nunca”.33 


a Timothy J. Conlan, “The Politics of Federal Block Grants: From Nixon to Reagan”, en Po- 
litical Science Quarterly 99 (verano de 1984), p. 269. 
33 Ibid, p. 270, 
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Sistema General de Participaciones 


Muchos consideraron que el Sistema General de Participaciones era el prin- 
cipal premio en el estuche de trofeos del Nuevo Federalismo del gobierno 
de Nixon. Pese a que su imagen se vio empañada por ese gobierno, el sGP 
siguió siendo una parte notable, si bien controvertida y temporal, de las 
diversificadas políticas de ayuda federal hasta 1986. El sGP, como tipo de 
ingreso compartido, ofrecía a sus destinatarios la mayor discrecionalidad 
sobre cualquier tipo de ayuda federal. Respecto a las elecciones nacionales 
de políticas, tres aspectos del sGP son pertinentes a las RIG: sus orígenes, sus 
propósitos y su cancelación. Como importante experimento fiscal con con- 
siderables impactos sobre las RIG, el SGP merece atención intensa y extensa, 


Orígenes del sGp 


¿Qué factores contribuyeron a la creciente atención nacional y a la aproba- 
ción final del sGP? ¿Por qué permaneció en los códigos durante casi 15 años? 
Podemos observar, brevemente, varios factores. 


Factores fiscales. Varios factores fiscales pusieron al sc? en primer plano 
durante los años sesenta y comienzos de los setenta. Estuvo la divergencia 
entre los ingresos nacionales y los gastos estatales y locales. Surgió la pre- 
ocupación por la prestación inadecuada de servicios y bienes públicos; por 
ejemplo, educación, sanidad, y los departamentos de policía y de bombe- 
ros. Hasta surgió a comienzos de los años sesenta el temor de que el gobier- 
no nacional tuviese un excedente, un “dividendo fiscal”. Esto constituiría un 
lastre para la economía, a menos que se anticiparan ciertas cláusulas para 
su asignación,34 


Política partidaria. La participación del ingreso fue favorecida e impulsada 
por varios destacados republicanos. Su apoyo por muchos —aunque no to- 
dos— los conservadores (demócratas y republicanos) hizo que los demó- 
cratas liberales se abstuvieran de apoyarla. Un informe inédito de un equi- 
po.especial sobre el sap, fue entregado al presidente Johnson poco después 
de su aplastante victoria electoral de 1964. Él decidió rechazar ese informe 
y optó por toda una gama de transferencias específicas y para proyectos 
especiales, en gran parte, según se dijo, apremiado por cabilderos sindi- 
cales y de las escuelas públicas. Los demócratas, entre ellos el entonces se- 
nador Muskie, estaban dispuestos a apoyar algún tipo de sGp. á 

34 Para el desarrollo de éste y de otros puntos pertinentes sobre rIG, véase Walter W. Heller, 
New Dimensions of Political Economy (Cambridge, Harvard University Press, 1966), especial- 
mente, pp. 117-172. Para un enfoque económico general de las relaciones fiscales interguber- 


namentales, véase George F. Break, Financing Government in a Federal System (Washington, 
D. C., Brookings Institution, 1980), 276 pp. 
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Declinación de la política partidaria. Se ha hecho todo un argumento acerca 
de que el sGP pudo ser impulsado y finalmente aprobado porque la disci- 
plina de partido y la orientación de las decisiones habían descendido den- 
tro de los dos principales partidos políticos. Esta descomposición de la 
lealtad al partido, la cohesión y el compromiso con asuntos del Congreso 
allanó el camino al scP. El vacío de poder le permitió convertirse en una 
importante cuestión de las políticas.35 


Política intergubernamental, Si la decadencia partidista no bastó para hacer 
surgir el scr, el vacío de poder fue ocupado por el “cabildeo interguberna- 
mental”, término que alude a los Siete Grandes de los grupos de interés 
público (cr), Como este cabildeo estaba encabezado por gobernadores, al- 
caldes y ejecutivos de condado, también se le ha llamado la “coalición eje- 
cutiva”. Durante 1971 y 1972 varios centenares de funcionarios de ciudades 
y condados “de regreso a casa” organizaron incursiones rápidas en coyun- 
turas legislativas críticas, Los funcionarios acosaron a sus representantes y 
senadores, individual y colectivamente, haciendo que unas cuantas cejas se 
enmarcaran en la colina del Capitolio. Y, lo que es más importante, altera- 
ron las opiniones del Congreso sobre el SGP. 

Un ejemplo es representativo. Ocurrió una confrontación por el sGP en- 
tre alcaldes de grandes ciudades y los líderes demócratas de la Cámara, el 
10 de marzo de 1971. Según se informó después, un pequeño grupo de líde- 
res, de sólo unas dos docenas, se encontraba deliberando cuando el alcalde 
de la ciudad de Nueva York, John Lindsay, comenzó una persuasiva defen- 
sa del scP, Inesperadamente, el líder de la mayoría de la Cámara, Hale Boggs 
(demócrata, por Luisiana), 

de pronto dejó caer el puño sobre el escritorio y gritó: “¡No tiene usted que ano- 

tarse puntos! La participación de ingresos ha muerto. Yo veré que nunca sea 

aprobada. Así pues, pasemos a otra cosa”. Asombrado, Lindsay se deslizó en su 
asiento. Hubo un momento de silencio embarazoso... y luego un acento sureño 
sonó desde el fondo de la habitación. “Hale”, dijo Moon Landrieu, alcalde de 

Nueva Orleans, “ése es el trato más rudo que haya yo visto en mi vida, y más te 

vale hablar de compartir ingresos y escuchar, Hale, porque si no empiezas a pen- 

sar en ayudar a las ciudades, quiero que sepas que nunca volverás a ser bien reci- 
bido en la ciudad de Nueva Orleans”. Le tocó entonces a Boggs el turno de que- 
darse pasmado, 36 E - 

En Washington, ciudad donde siempre se está en busca de status, y muy 
consciente del protocolo, este maltrato a un poderoso legislador veterano 


35 Samuel H. Beer, “The Adoption of General Revenue Sharing: A Case Study in Public Sec- 
tor Politics”, en Public Policy 24 (primavera de 1976), pp. 127-195. 

36 Citado en Richard E. Thompson, Revenue Sharing: A-New Era in Federalism? (Washing- 
ton, D, C., Revenue Sharing Advisory Service, 1973), p. 70. Ésta y otras citas de esta misma 
fuente se reproducen con autorización. 
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por un alcalde que estaba en su primer periodo fue algo más que un escánda- 
lo momentáneo. (Por cierto que el distrito de Boggs incluía a Nueva Orleans.) 


Influencia de personajes prominentes. A finales de los años sesenta y co- 
mienzos de los setenta, el sap contó con el apoyo de algunos destacados y 
poderosos funcionarios nacionales. Entre quienes más presionaron en fa- 
vor del sGP se encontraba Nixon, quien lanzó una inicial andanada en agos- 
to de 1969 y perseveró mediante sesiones de negociación tras bambalinas 
antes de que el scr fuese aprobado en octubre de 1972. Otros actores im- 
portantes fueron John Connally, quien atestiguó sobre el sg? como secreta- 
rio del Tesoro; el senador Russell Long, presidente del Comité de Finanzas 
del Senado, y Wilbur Mills, presidente del Comité de Presupuesto de la Cá- 
mara. Long y Mills, implacables adversarios del scr desde el principio, en- 
cabezaron los dos comités a través de los cuales tenía que ser aprobado 
el sGp. 

El 25 de enero de 1971, Mills salió de una reunión con Nixon y reconoció 
que había aceptado celebrar sesiones sobre proyectos de ley sobre partici- 
pación de ingresos. Añadió Mills: “Estoy perfectamente dispuesto a cele- 
brar sesiones, pero no con el propósito de promover el plan... sino con el 
propósito de darle muerte”.37 Más adelante, Mills diría que el sc? era un 
“caballo de Troya”, “malo en principio, porque separa la función de los 
gastos de la responsabilidad de recaudar ingresos”, y una propuesta sin 
condiciones atadas a la que estoy absoluta y definitivamente opuesto”,38 

Para el 25 de diciembre de 1971, día de Navidad, Mills había dado lo que 
pareció un giro de 180 grados. Uno de los ayudantes del gobernador Nel- 
son Rockefeller voló hasta la casa de Mills en Arkansas, a recoger una car- 
ta que Mills había escrito al gobernador. Decía, en parte: 


Quiero dar a usted y a los líderes de la legislatura del estado de Nueva York mi 
garantía de que HR 11950 tendrá mi máxima prioridad en cuanto el Congreso re- 
anude sus labores el 18 de enero. 

El Comité de Presupuesto planea entrar en Sesión Ejecutiva sobre esta pro- 
puesta de ley y propuestas relacionadas en cuanto se inaugure el periodo de se- 
siones y confío en que podremos llevar prontamente un proyecto de ley del Con- 
greso hasta el pleno de la Cámara. 

En vista del gran apoyo demostrado para suministrar fondos federales a las 
localidades, con propósitos de gran prioridad y llevar fondos a los estados para 
fomentar el uso más eficaz de sus fuentes de ingresos, confío en que recibiremos 
un voto favorable en la Cámara. Muchos miembros de la Cámara me han habla- 
do acerca de HR 11950 y otras propuestas y me han dicho que están en favor de 
su aprobación a comienzos de la Sesión. 

Confío en que en el Congreso se haya desarrollado una gran comprensión acer- 
ca de los problemas fiscales a los que se enfrentan estados, ciudades, condados y 


31 Ibid, p. 67. 
38 Ibid. 
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comunidades locales en toda la nación; y nosotros, que tenemos la responsabili- 

dad del liderazgo enel Congreso, ayudaremos a resolver estos problemas,39 

Lo que movió a Mills a invertir su actitud ante la participación de ingre- 
sos, acaso no se sepa nunca. Se dijo que sus crecientes aspiraciones a la 
postulación presidencial para 1972 alteraron su opinión sobre el sGp. 


Factibilidad administrativa. El sap se convirtió en una atractiva elección de 
política por dos razones administrativas prácticas: una negativa y la otra 
positiva. Del lado negativo, el Congreso, el Presidente, la Oficina de Admi- 
nistración y Presupuesto, las dependencias de la rama ejecutiva, la CCR1 y 
casi cualquier observador casual, se habían preocupado enormemente por 
las operaciones tan complejas que había generado la proliferación de trans- 
ferencias. Se manejó toda una variedad de epítetos para describir las difi- 
cultades: jungla administrativa, lodazal de administración, impotencia inter- 
gubernamental, caos organizado. Si éstas son exageraciones o no, los términos 
y las actitudes que reflejaban hicieron atractiva la aparente simplicidad y 
limpieza del scr. La idea de que un programa quinquenal de 30000 millo- 
nes de dólares pudiese ser administrado por 20 empleados y una compu- 
tadora, fue argumento persuasivo en favor de su factibilidad administrativa. 

De hecho, necesitó más de 20 empleados. La Oficina de Participación del 
Ingreso —ubicada en el Departamento del Tesoro, más por accidente que a 
propósito— empleó en 1985 a casi 130 personas, con un presupuesto opera- 
tivo de cerca de ocho millones de dólares. Gran parte de ese presupuesto 
mantuvo una computadora y un enorme archivo de datos de cerca de 39000 
unidades de gobierno. El archivo de datos de cada unidad era puesto al día 
periódicamente, para cálculos nuevos sobre población, impuestos, gastos y 
similares. Cada trimestre, desde octubre de 1972 hasta septiembre de 1986, 
la computadora emitió miles de cheques, que se dirigieron y se in- 
trodujeron en sobres que los esperaban; éstos fueron enviados a las tesore- 
rías de ciudades, condados, localidades ff townships] y estados por toda la 
nación, así como a tribus indias y aldeas de esquimales. Sin la capacidad 
de una computadora, el sc” habría sido una pesadilla administrativa, im- 
posible de resolver. 


La popularidad pública. La atención a la política y del sap no debe hacernos 
pasar por alto un hecho básico. Los 6000 millones de dólares enviados 
anualmente a las arcas de estados y localidades desde 1972 hasta 1980, y 
los 4000 millones de 1981-1986, intentaban hacer algo benéfico para el 
público, ¿Qué sintió la gente acerca del scP? ¿Supo siquiera la gente lo que 
era eso? 

39 Ibid, p. 83. 


40 The Budget of the United States Government, Fiscal Year 1986, Appendix (Washington, D. C., 
Government Printing Office, 1985). 














326 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


Prácticamente en todos los casos la gente no tuvo que identificar ni des- 
cribir el scr. Las preguntas de las encuestas habitualmente planteadas: 
“¿Qué opina usted de un plan que devolvería parte del dinero del impuesto 
federal a los estados y a sus localidades para que lo gasten como les parez- 
ca mejor?” No obstante, el scr captó la fantasía de la gente. En las encues- 
tas nacionales de opinión que presentaron esta pregunta en diversos mo- 
mentos entre 1965 y 1978, la proporción favorable al scP rara vez bajó de 
60% y habitualmente estuvo entre 70% y 75%. ¿Sabían sus partidarios si- 
quiera lo que estaban apoyando? Nadie sabe cómo percibían los interroga- 
dos al sar, pero no debemos censurar demasiado a la ciudadanía por esta 
incertidumbre. Una ojeada a los objetivos o propósitos declarados del sc» 
planteó problemas al Congreso, a los beneficiarios, a investigadores y a los 
estudiantes de RIG. 


Propósitos del sGp 


¿Qué intentaba el Congreso cuando aprobó el sar el 13 de octubre de 1972? 
¿Con qué propósitos crearon la Cámara y el Senado este programa de ayu- 
da federal, el más grande de todos? Un medio común de determinar las 
intenciones legislativas es examinar el decreto. A menudo, una serie de 
cláusulas que dicen “mientras que”, o “considerando...” indica por qué es 
necesario emprender acción legislativa respecto a un problema. Y casi sin 
falla hay un conjunto de declaraciones que expresan los propósitos que 
deberán alcanzar los programas y procesos puestos en marcha por la le- 
gislación. 

Una lectura de la Ley Pública 92-512 (la ley de 1972) y sus sucesivas en- 
miendas ofrece al investigador o analista de las rIG un absoluto vacío. No 
hay declaraciones de propósitos, y esto no porque los miembros del Con- 
greso no tuvieran opiniones sobre lo que el sGP podía, debía hacer o haría. 
Al contrario: había tantas opiniones diversas e intensamente sostenidas so- 
bre el sap, que ninguna razón aislada o declaración breve de propósitos pa- 
reció viable a los líderes legislativos que decidirían su destino. 

Los muy variados medios políticos de los que el sep obtuvo apoyo fueron 
bien captados por dos miembros de la Cámara. El congresista John Ander- 
son (republicano, por Illinois), presidente de la Conferencia Republicana 
de la Cámara (y candidato presidencial en 1980), encabezó el debate de los 
republicanos que apoyaban el scr con unos llamados —orientados hacia el 
propósito— a ambas alas de su partido y de la Cámara, “Para mis amigos 
conservadores [he aquí una oportunidad] de conservar el federalismo. Para 
algunos de mis amigos liberales [he aquí una oportunidad] de mejorar la 
situación de nuestras ciudades.” Más avanzado el debate, el portavoz de 
la Cámara, Carl Albert (demócrata, por Oklahoma), reconoció las vastas 
fuentes de apoyo al sap, con comentarios de que esa propuesta de ley “no 
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es republicana ni demócrata, ni tampoco es conservadora o liberal”.41 Si 
no era nada de todo esto, ¿qué era? Si el apoyo a la ley era amplio, también 
era incierto. ¿Cuáles eran los diversos objetivos y propósitos del sGP que 
permitieron a sus partidarios formar una coalición triunfal? : 

Casi todos, si no todos los propósitos identificables que los partidarios 
vieron encarnados en el sGP pueden agruparse, un tanto burdamente, a lo 
largo de toda una gama política liberal-conservadora. 


Liberal 


Ayudar a los pobres y a los necesitados, especialmente en las ciudades. 

Dar a las ciudades más fondos para combatir los problemas urbanos. 

Igualar o redistribuir fondos para las zonas de bajos ingresos, urbanas o 
rurales. 

Financiar más bienes y servicios públicos. 

Nica más del impuesto sobre la renta para financiar los servicios 
públicos. 


Moderados, a. mitad del camino 


Estimular el uso de los impuestos sobre la renta estatales, 
Promover la reforma y la modernización del gobierno estatal y local. 


Favorecer la innovación y la experimentación en los niveles estatal y 
local. 


Aliviar la situación fiscal en las ciudades y en los estados. 
Estabilizar o reducir los impuestos de la propiedad. 
Fortalecer el control de los generalizadores sobre los burócratas funcionales, 


Conservadora 


Descentralizar el poder. 

Contener o restringir el crecimiento del gobierno nacional. 

Reducir los “costos del manejo” de dólares que entran y salen de Wash- 
ington, D. C, 

Sustituir transferencias específicas por el SGP. 


Sin duda, no era tarea fácil precisar y agudizar las cuestiones centrales 
por las cuales el scr podía ser aprobado o no. Los estrategos principales, al 
intentar formar una coalición vencedora, deben haber sido vistos como tra- 
tando de hacer una pista de esquí a base de gelatina. : 

La gama de opiniones sobre el scr se estrechó significativamente cuando 
los respectivos comités de la Cámara y del Senado completaron muchos 


41 Citado en Beer, “The Adoption of General Revenue Sharing”, p. 193. 
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días de testimonios y deliberaciones. Los comités, a los que se pidió jus- 
tificar sus recomendaciones favorables a sus respectivas Cámaras, en sus in- 


formes a comités y conferencias condensaron las declaraciones formales : 


de propósitos, para satisfacer dos necesidades: 1) la necesidad de dar ayuda 
fiscal a estados y localidades en aprietos, y 2) la “necesidad de un nuevo 
tipo de ayuda federa]”.42 

Justificar el sGP diciendo que satisface necesidades fiscales estatales y lo- 
cales y que es un tipo diferente de política de ayuda federal hizo que el sap 
diera todo un giro de 360 grados de regreso a su arranque formal. En su 
mensaje del 13 de agosto de 1969, “el Sistema de Participaciones del Ingreso 
Federal con los estados”, Nixon esbozó y justificó su propuesta. Afirmó: “El 
argumento fiscal en favor de la asistencia federal a los estados y localida- 
des es poderoso”. Pero el ardor de sus frases se intensificó al afirmar: “He- 
mos obstaculizado la eficacia del gobierno local al formar un sistema fede- 
ral de transferencias de ayuda de asombrosa complejidad y diversidad. 
Muchos de nosotros cuestionamos la eficiencia de este sistema financiero 
intergubernamental que se basa en una transferencia específica federal”.43 

El Presidente se refirió a seis rasgos negativos de las transferencias espe- 
cíficas que debían evitarse en el sGP: 


1. programas superpuestos en los niveles estatal y local; 

2. distorsión de presupuestos estatales y locales; 

3, mayores costos administrativos; 

4. retrasos e incertidumbre de programas; 

5. declinación de la autoridad y responsabilidad de los jefes ejecutivos, 
conforme las transferencias han quedado atadas a burocracias funcio- 
nales; y 

6. creación de nuevas y frecuentemente competitivas instituciones de 
gobierno, estatales y locales. 


En las palabras del Presidente pudieron notarse dos temas dignos de aten- 
ción especial. Uno de ellos fue, esencialmente, la razón negativa por la cual 
el sGP convenció. La segunda fue la concepción de un continuum de discre- 


cionalidad en el uso de varias formas de ayuda federal por los gobiernos * 


destinatarios. La gráfica v1.2 es una expresión visual de este continuum. El 
sGr, el “nuevo tipo de ayuda federal”, intentaba aportar el más alto grado de 
autonomía de que pudiesen disponer los gobiernos estatales y locales. No 
hay modo de saber lo que persuadió a los miembros del Congreso a votar 


42 Comité de Presupuesto de la Cámara, State and Local Fiscal Assistance Act of 1972, pt. 1, 
92 Cong., 2nd Session, 26 de abril de 1972, House Report 92-1018, pp. 4-8. Nótese que las re- 
ferencias jurídicas y formales a scP evitan cuidadosamente emplear el término “participación 
de ingresos” en parte, si no exclusivamente, por razones políticas. s 

43 "Text of President Nixon's Message on Revenue Sharing”, en Congressional Quarterly Al- 
manac, vol. 25, 91 Cong., la. sesión, 1969 (Washington, D, C., Congressional Quarterly, 1970), 
p.74-A. 
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en favor o en contra del sap. Tal vez algunos atribuyeran sus votos a simple 
cansancio y/o a la irraciónalidad de los hechos legislativos descritos por un 
enconado crítico del sar y citados en el capítulo V: “Finalmente nos fui- 
mos, no porque hubiésemos encontrado una fórmula racional, sino porque 
estábamos exhaustos”.+4 La votación decisiva se efectuó en la Cámara el 21 
de junio de 1972, e incluyó votar por considerar al scP bajo una norma de 
acuerdo (sin enmiendas; en favor del sGP). La votación fue de 223 contra 
185 en favor de la norma de acuerdo; los republicanos votaron 113-57, y 
los demócratas 110-128. Dos tercios de los republicanos de la Cámara y casi 
la mitad de los demócratas de la Cámara apoyaron al sap. El Senado la 
adoptó por un amplio margen, 65 contra 20, casi tres meses después, el 12 
de septiembre. ñ 


GRÁFICA VL.2. Alcance del enfoque funcional de varios tipos de transferencias 
y grado de discrecionalidad del destinatario. 
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44 Citado en Paul R. Dommel, The Politics of Revenue Sharing (Bloomington, Indiana Uni- 
versity Press, 1974), p. 158. 
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El fin del sGp 


Hemos dedicado considerable atención al sGP, experimento muy notorio, 
que duró 15 años, de la política de ayuda federal. En esta coyuntura es im- 
posible hacer una evaluación sencilla y resumida. Los efectos fiscales del 
fin del sap sólo surgirán después de que los estudios revelen los ajustes que 
los gobiernos locales (ciudades, condados y localidades [townships]) tendrán 
que hacer en materia de ingresos y de gastos en los años fiscales posterio- 
res a 1986. Sin embargo, parece improbable que el interés y los recursos 
dedicados a estudiar los efectos de poner fin al sGP vayan a acercarse de al- 
gún modo a los que acompañaron su adopción en 1972 y sus sucesivas pró- 
rrogas en 1976, 1980 y 1983. 

Tal vez la pregunta más instructiva acerca del sGP sea: ¿Por qué murió? 
La respuesta ayudará a seguir de manera ligeramente distinta el estado de 
las RIG a mediados de los años ochenta: la fase contractiva, 

Una de las condiciones necesarias para la prolongación del sap era la in- 
fluencia y eficacia de los Siete Grandes grupos de interés público y la “coali- 
ción ejecutiva”. El fin de la coalición ejecutiva comenzó durante el gobierno 
de Carter y se concretó durante la época de Reagan. Carter, tras conside- 
rables vacilaciones, apoyó la prórroga del scp, de 1980, pero excluyendo a 
los estados como destinatarios. Los estados fueron omitidos por la ley de 
prórroga de 1980. También Reagan dio señales contradictorias en 1983, pero 
finalmente apoyó la continuación de la ayuda local en cerca de 4000 mi- 
Jones. Algo distinto fue el esfuerzo de renovación de 1986. Reagan se decla- 
ró contra la prórroga del sc” por razones presupuestarias: enormes déficit 
nacionales. Los gobernadores y legisladores y los estados se mostraron in- 
diferentes y pasivos, y la prórroga de 1986 fue derrotada. Ni siquiera los 
esfuerzos de último minuto por vincular al sGP con la “crisis agrícola” y 
con la “decadencia rural” bastaron para salvar a esta insólita y amenazada 
forma de ayuda federal.45 

El saP tuvo efectos mixtos, imprevistos y hasta indeterminados sobre el 
federalismo y sobre las RIG en los Estados Unidos, Fue testimonio de la un 
tanto frágil y variante influencia política de los Siete Grandes sobre el esce- 
nario nacional. Desde el punto de vista afirmativo, de la definición de la 
agenda, los Siete Grandes tienen una influencia limitada y, al parecer, de- 
creciente. Otros asuntos y otros actores, especialmente un Presidente enér- 
gico, pueden dominar la agenda nacional. Sin embargo, los Siete Grandes 
parécen haber sido más eficaces cuando se pusieron a la defensiva. Pudie- 
ron conservar un conjunto ya existente de disposiciones; por ejemplo, blo- 
queando las propuestas de descongestión que presentó el Presidente en 1982. 

El fin del sap, el más flexible o discrecional de los tres tipos de ayuda 
federal, constituye otra lección sobre la política de las RIG. En el futuro pre- 


45 Joann S, Lublin, “Revenue Sharing Program May Survive with Some Support from Farm 
States”, en Wall Street Journal, 19 de septiembre de 1986, p. 50. 
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visible, las transferencias de ayuda generales o específicas serán la forma 
casi exclusiva en que sé dispense ayuda federal. Este desarrollo hace aún más 
pertinente una segunda: gran clasificación de la ayuda federal: la descom- 
posición entre transferencias preestablecidas y para proyectos especiales. 


TIPOS DE PROGRAMAS DE AYUDA FEDERAL: 
DISCRECIONALIDAD DEL QUE LA OTORGA 


La gráfica v1.2 identifica las transferencias con propósitos específicos [pro- 
ject grants], como el tipo menos discrecional de ayuda federal desde el pun- 
to de vista del que la recibe. Después de las transferencias para proyectos 
especiales, las transferencias preestablecidas [formula grants] ofrecen un 
poco más a los que reciben la ayuda federal. Estos dos tipos de ayuda son: 
a) los más grandes en dólares absolutos, b) las formas más antiguas y tra- 
dicionales de ayuda federal, y c) las más numerosas de las autorizaciones 
de programas de transferencias. 

Sin embargo, el hecho más significativo acerca de las transferencias para 
proyectos es la discrecionalidad que permiten al que las otorga. En cierto 
sentido, la gráfica v1.2 constituye un continuum doble. En lo alto se en- 
cuentra el sGp, programa de ayuda que ofreció la mayor discrecionalidad al 
destinatario y la menor cantidad de control y de supervisión a manos de la 
agencia (otorgante) nacional. En lo más bajo de la figura, las transferencias 
para proyectos permiten a los beneficiarios relativamente poca discrecio- 
nalidad en el uso de los fondos, y al mismo tiempo permiten a las agencias 
administrativas nacionales (y a los comités del Congreso) un alto grado de 
discrecionalidad y de influencia sobre quién recibe los fondos y qué deta- 
lles se aplican a su uso. Las transferencias preestablecidas ofrecen cierta 
influencia y discrecionalidad al otorgante pero considerablemente menor, 
que las transferencias para proyectos. 

El cuadro v1.9 nos presenta un listado de los números de transferencias 
preestablecidas y para proyectos para los años de 1975, 1973, 1981 y 1984, 
El crecimiento y la declinación (entre 1981 y 1984) de ambos tipos de pro- 
gramas federales aparecen en los totales. La legislación de la LRP de 1981 
eliminó casi 50 programas de transferencias preestablecidas, y al mismo 
tiempo borró casi 100 autorizaciones de transferencias para proyectos. Sin 
embargo, el relativo equilibrio entre los dos tipos de transferencias no se 
ha alterado considerablemente. Desde los años setenta, las transferencias 
para proyectos han constituido constantemente cerca de dos tercios del 
número fluctuante del total de autorizaciones de transferencias específi- 
cas. (Sin embargo, debe notarse que 80%-85% del dinero total de las trans- 
ferencias se distribuyó bajo decretos de transferencias preestablecidas.) 
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Contrastes entre transferencias preestablecidas y para proyectos 


Los términos utilizados para referirse a las transferencias preestablecidas y" 
para proyectos se han empleado abundantemente pero, hasta hoy, no se les 
ha definido. Antes de analizar el contexto estructural y las estrategias políti- 
cas que rodean estas formas de transferencias, cabe ofrecer una clara defi- 
nición y comprensión de los términos. Los contrastes pueden ser captados 


inicialmente gracias a la siguiente lista:16 


TRANSFERENCIAS TRANSFERENCIAS 
PREESTABLECIDAS PARA PROYECTOS 
Criterios Fondos de transferencias Fondos de transferencias 
mensurables distribuidos de acuerdo asignados con discreciona- 
con criterios fijos, objeti- lidad administrativa, con 
vamente mensurables, co- base en criterios de jui- 
mo superficie, población cio cualitativo, como ideas 
e ingreso per capita innovadoras o calidad del 
personal 
Continuidad Alto grado de certidum- Transferencias con dura- 
o duración bre año con año respecto ción limitada; generalmen- 
al fondo durante la dura- te anuales, sin certidum- 
ción legal del programa bre de la continuidad del 
fondeo 
Elegibilidad Recibido por todas las Distribución selectiva so- 
o cobertura unidades que satisficie- bre base competitiva; sólo 


ron los requisitos legales 
y administrativos de ele- 
gibilidad 


una parte de los elegibles 
y/o solicitantes reciben 
fondos 


En un importante estudio de las transferencias para proyectos y preesta- 
blecidas en 1977, la ccrt identificó y describió las transferencias prees- 
tablecidas de la siguiente manera: 


Las transferencias preestablecidas se ponen a disposición casi autornáticamente 
de los receptores elegibles que satisfacen los requisitos y las condiciones esta- 


46 Martha Derthick, The Influence of Federal Grants: Public Assistance in Massachusetts 
(Cambridge, Harvard University Press, 1970), adaptado y extendido de pp. 5-8, Esta lista y to- 
das las demás citas de esta fuente se reproducen con la debida autorización. 








Sar 





CUADRO V1.9. Número de transferencias específicas por tipo: años fiscales 1975, 1978, 1 981, 1984 
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blecidas por estatuto o regulación; se considera que la transferencia es un derecho, 
Un requisito frecuente es la preparación de un plan estatal que debe ser aprobado 
por la agencia oficial federal responsable. El estatuto o regulación aplicable según: 
la legislación aporta las condiciones que deben incluirse en el plan del estado, 
Después de la aprobación del plan, los fondos de transferencias se ponen a dispo- 
sición para las actividades propuestas. En general, los beneficiarios de transfe- 
rencias preestablecidas de fórmula ejercen cierta discrecionalidad en la selección 
de las actividades que recibirán fondos de las que son permisibles según el plan. 
A veces, las cantidades determinadas por fórmulas de asignación se pagan a los 
beneficiarios elegibles sólo como respuesta a solicitudes específicas y detalladas de 
las asignaciones. 47 


El estudio de la ccrI no presentó una descripción tan directa de las trans- 
ferencias para proyectos, pero sí identificó varias razones de que fueran 
tan numerosas. En su análisis, la ccr1 señaló: 


Las transferencias para proyectos, como grupo, han extendido los tipos de acti- 
vidades por las cuales los gobiernos estatales y locales reciben ayuda financiera 
del gobierno federal... Las transferencias para proyectos son en gran parte un fe- 
nómeno reciente, que cobró importancia como mecanismo de transferencia du- 
rante los años sesenta, y siguió siéndolo durante los setenta, 

Las razones de la súbita popularidad de las transferencias para proyectos en 
los años sesenta fueron muchas y complejas: la intensificada preocupación por 
críticas necesidades urbanas; la difundida opinión de que los gobiernos estatales 
“se mostraban, constitucional y filosóficamente, renuentes o incapaces de enfren- 
tarse a esas necesidades; la dificultad de utilizar el tradicional enfoque de plan 
estatal bajo transferencias preestablecidas para atacar problemas sociales a nivel 
de la comunidad; la falta de datos fidedignos de asignaciones subestatales; un 
“creciente interés en emplear agencias no gubernamentales, así como guberna- 
mentales, como destinatarios de las transferencias; y el deseo de estimular cier- 
tos enfoques innovadores a la solución de problemas particulares. 

Las transferencias para proyectos son los programas de transferencias federa- 
les de enfoque más estrecho.48 


Lo que este análisis y esta explicación de las transferencias para proyec- 
tos no hacen explícito ni subrayan es la popularidad política o los “rendi- 
mientos” de la ayuda federal en general, y de las transferencias para 
proyectos en particular. Cuando la discrecionalidad queda en manos del 
otorgante (agencias nacionales), existe la oportunidad y a veces la necesi- 
dad de asignar los fondos a lugares en que harán el mayor “bien” desde el 
punto de vista político. Brevemente mostraremos y elaboraremos la inter- 
relación entre la política y la habilidad para conseguir transferencias 
[grantsmanship]. Sin embargo, antes es importante tener un claro concep- 


47 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Categorical Grants: Their Role 
and Design (Washington, D. C., Government Printing Office, 1977), p. 93. 
48 Ibid, pp. 103-104, 
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to del contexto interorganizacional dentro del cual ocurre la dinámica polí- 
tica de las asignaciones de transferencias, Es una red compleja de relacio- 
nes infragubernamentales, así omo intergubernamentales, a la que a veces 
se ha llamado “gobierno subsistémico”.49 ] 


Agencias administrativas y gobierno subsistémico 


Las operaciones de programas de transferencias en el gobierno nacional se 
encuentran ubicadas en agencias de la rama ejecutiva. Una agencia con va- 
rios programas de transferencias es el Departamento de Vivienda y Des- 
arrollo Urbano (vbu). La gráfica VL3 muestra el organigrama del vbu. Unos 
cuantos de los grandes programas de ayuda administrados por VDU son 
los programas de vivienda pública de renta baja, de vivienda para ancianos 
o para minusválidos, las transferencias de desarrollo comunitario y las trans- 
ferencias para obras de desarrollo urbano, 

Las operaciones de vDU son administradas por una red de agencias de cam- 
po de oficinas regionales y de área, con un equipo que, en 1986, tenía cerca 
de 12000 personas. El grueso de los contactos de RIG entre vDU y los fun- 
cionarios estatales y locales incluye al personal de oficinas de campo de 
vDU. Sin embargo, nótese que la estructura formal organizativa de vpu (an- 
tes de la reorganización administrativa de Reagan de 1981) reconoció explí- 
citamente a las RIG con un subsecretario para legislación y relaciones inter- 
gubernamentales. La razón para vincular la función de las RIG con relaciones 
legislativas (es decir, del Congreso) puede no ser evidente a primera vista, 
pero se hará obvia conforme avance el análisis de las agencias administra- 
tivas y de las RIG. 

VDU y otras agencias de la rama ejecutiva son, en apariencia, responsa- 
bles ante el Presidente. Sin embargo, debemos observar que varios factores 
limitan la habilidad y la capacidad del Presidente para dar dirección y con- 
trolar las políticas de las agencias de la rama ejecutiva en general, y de los 
programas de RIG en particular. A a 

El tiempo es una de las principales razones por las que un Presidente 
sólo puede tener efectos limitados sobre cuestiones de RIG. Las relaciones ex- 
teriores y las políticas económicas internas consumen el tiempo principal 
de la agenda de toma de decisiones del Presidente; las políticas de progra- 


49 Heclo, “Issue Networks and the Executive Establishment”. Es muy voluminosa la biblio- 
grafía sobre gobierno subsistémico, subgobiernos o subsistemas de hechura política. Una 
muestra de obras antiguas y más recientes incluye: J, Leiper Freeman, The Political Process: 
Executive Bureau—Legislative Committee Relations (Garden City, N. Y., Doubleday, 1955), 72 
Pp.; Louis C. Gawthrop, Bureaucratic Behavior in the Executive Branch (Nueva York, Free 
Press, 1969), 276 pp.; Hugh Heclo, A Government of Strangers: Executive Politics in Washing- 
ton (Washington, D. C., Brookings Institution, 1977), 272 pp.; Randall B. Ripley y Grace A. 
Franklin, Congress, the Bureaucracy, and Public Policy, 3a. ed. (Homewood, HL, Dorsey Press, 
1984), 282 pp. Harold Seidman, Politics, Position and Power: The Dynamics of Federal Organi- 
zation, 4a. ed. (Nueva York, Oxford University Press, 1985), 367 pp. 
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GRÁFICA VL.3. Departamento de Vivienda y Desarrollo Urbano 
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mas domésticos, de las cuales las cuestiones de RIG sólo son un subconjun- 
to, tienden a quedar relegadas a un plano inferior. “La arena de las políticas 
internas es a la que todos los últimos presidentes han dedicado limitada 
atención, mientras que dentro de ella, la nueva legislación —y ho la opera- 
+ ción de los programas— ha constituido la preocupación más significativa 30 
Desde luego, unos cuantos programas internos constituyen excepciones 
a esta observación de la falta de atención presidencial a las RIG. Ejemplos 
de ello son la ayuda federal a la educación (Truman, Kennedy y Johnson); 
la ayuda federal a las carreteras (Eisenhower); la salud mental (Kennedy); la 
legislación sobre oportunidad económica y derechos civiles (Johnson); el Sis- 
tema General de Participaciones (Nixon) y la energía y la política urbana 
(Carter). EE 
Otras razones para que los presidentes tengan influencia limitada sobre 


cuestiones de RIG incluyen: 


50 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Improving Federal Grants 
Management (Washington, D. C., Government Printing Office, 1977); p. 167. 
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1. la debilidad de la lealtad y disciplina de partido; 

2. el localismo prominente, si no es que predominante, en el Congreso; 

3. la experiencia y el profesionalismo de especialistas funcionales en cam- 

" pos de programas de RIG; 

4. la fuerza política y el acceso estratégico de grupos de intereses relacio- 
nados con las transferencias dentro de la “triple alianza”; 

5. los comparativamente modestos beneficios políticos y orgullo que se 
derivan de la mayoría de los logros de RIG; . 

6. los grises rasgos administrativos y gerenciales de las RIG, y 

7. el grado de descentralización en el sistema político de los Estados Uni- 
dos, s " 


Podría argútirse que Reagan es una excepción a la regla de la limitada in- 
fluencia presidencial en las RIG. Reagan sí indujo una importante reorienta- 
ción de las RIG, pero ese cambio estuvo muy lejos de ser una revolución, una 
reversión o un cambio que originara la tendencia a la descentralización. 
Tampoco alcanzó las metas de descongestión del propio Reagan: los inter- 
cambios y giros analizados en capítulos anteriores y el uso de transferen- 
cias generales como simples instrumentos de transición para un completo 
retiro del apoyo del gobierno nacional a los numerosos programas de ayu- 
da interna. 

El sentido de estas observaciohes y de las experiencias presidenciales pa- 
sadas sugiere que las opciones e impactos presidenciales en el campo de las 
RIG son significativa, si no es que severamente, limitadas. Esta idea de la 
incapacidad presidencial (y gubernamental) fue correcta y concisamente 
planteada por una mesa redonda de 1980, de la Academia Nacional de Ad- 
ministración Pública. En una sección intitulada “La crisis de la Adminis- 
tración Pública”, el informe del grupo observaba: “Aún tenemos que 
encontrar un medio confiable de introducir una amplia perspectiva guber- 
namental ante las cuestiones interdepartamentales e intergubernamenta- 
les, tanto dentro de la rama ejecutiva como en el Congreso, aun cuando 
éstos sean precisamente los tipos de cuestiones que dominan nuestra agen- 
da nacional y que crean la crisis de la administración pública”.51 

A falta de un liderazgo poderoso y continuo, centrado en el Ejecutivo, 
surge toda una serie de potenciales fuerzas centrífugas o fragmentadoras 
que conducen a la autonomía de agencias o de programas. Inicialmente po- 
demos identificar cuatro de ellas, Primero, la posición, longevidad y poder 
de los miembros clave del Congreso, con profundos intereses, a veces de pro- 
pietarios, en programas particulares, Segundo, la organización; habilidad 
y cohesión de los intereses de clientela que, muy probablemente, serán los 
principales beneficiarios de los programas de las agencias. En tercer lugar, 


31 A Presidency for the 1980's, A Report on Presidential Management by a Panel of the Nation- 
al Academy of Public Administration (Washington, D.C., 1980), p. 3. 
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GRÁFICA VL.4. Influencias en la hechura de las políticas sobre las agencias 
administrativas nacionales 
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la presencia e influencia de asociaciones profesionales cuyas normas (o có- 
digo formal de ética) pueden fijar expectativas acerca de “buenas” operacio- 
nes de programa, y cuyos miembros afiliados podrán obtener mucho de las 
agencias de programas nacionales, estatales y locales. Una cuarta fuerza de 
la autonomía es el carácter y el calibre del personal de la agencia, cuyo sen- 
tido de dirección y de motivación hacia las metas constituye un importante 
punto de partida o “base” para las operaciones exitosas de sus programas. 

Esta exposición de cuatro fuentes importantes de influencias centrífugas 
corresponde a una pauta bien documentada y generalmente aceptada del 
proceso de decisiones de políticas a nivel nacional: “subsistemas de hechu- 
ra de políticas” o “subgobiernos”. Las interacciones entre individuos de las 
cuatro ubicaciones o posiciones constituyen el subsistema de hechura de 
políticas. En la gráfica v1.4 aparece una representación visual de esta pauta 
gubernamental. El diagrama traza o indica las principales fuentes y fuer- 
zas de influencia en torno de un jefe de agencia o de oficina en el gobierno 
nacional. 

La frecuencia, td: y semejanza de intereses generados en torno 
de una sola agencia y sus programas promueven la fragmentación, el plu- 
ralismo y la autonomía de la oficina ante todo control presidencial. Colocar 
al Presidente y a la normal jerarquía departamental fuera del subsistema 
de políticas parece ser rasgo común de la hechura de políticas a nivel na- 
cional. Como lo ha observado Hugh Heclo: “La gente de la Casa Blanca está 
consciente de estos subgobiernos, pero no ejercen ningún control obvio so- 
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bre ellos... Parecen persistir a pesar de las reorganizaciones gubernamen- 
tales o, tal vez más precisamente, logren impedir las reorganizaciones que 
les desagradan”.52 Heclo presenta todo un catálogo de razones para que el 
Presidente y los principales ejecutivos políticos —por ejemplo, secretarios 
y subsecretarios del gabinete— tengan dificultades para intervenir y rediri- 
gir los subsistemas de hechura de políticas. Estas razones incluyen ciertas 
metas no operacionalizadas, mandatos mixtos, limitaciones jurídicas, lealta- 
des organizativas divididas, el tamaño, la inercia y las limitaciones de tien- 
po y de recursos.53 

A esta impresionante lista se podría añadir el factor de cambio continuo, 
la frecuencia con que los ejecutivos políticos entran y salen de los más al- 
tos puestos administrativos, como el cargo de subsecretario. Una regla no 
escrita de Washington dice que un subsecretario necesita cerca de dos años 
para empuñar firmemente las palancas del poder sobre las oficinas o agen- 
cias subordinadas. Es decir: se tarda un promedio de 24 meses en conocer 
a la gente de las agencias subordinadas, los programas, las políticas, los 
procedimientos, los intereses de clientela, etc. Sin embargo, el plazo pro- 
medio de un subsecretario en el cargo en las agencias nacionales, ¡apenas 
pasa de veinte meses! Básicamente, esto significa que las probabilidades 
están en contra de que un subsecretario pase tiempo suficiente en el cargo 
para poder hacer auténticos cambios en el subsistema y sus programas y 
políticas.54 

El carácter hermético, autónomo y cohesivo del subsistema de hechura de 
políticas, implícito en la gráfica v1.4, sugiere una sencilla metáfora, como 
de un juego, para describir el subsistema: un diamante que se autodirige, si- 
milar a un campo de béisbol, Si llevamos adelante la analogía del béisbol, 
entonces el lema para un buen jefe de oficina debe ser: “¡Toquen todas las 
bases!” Un eficiente administrador de agencias o programas corresponde a 
un lanzador que desea que su equipo (el personal de la agencia en el “home”) 
corra bien “las bases” en puestos clave del “campo” de las políticas. En esta 
analogía, el Presidente, las agencias de la oficina del Ejecutivo y hasta los 
más altos administradores departamentales estarían en el outfield, Esto 
implica que el intento de una agencia por dar un “batazo largo”, como un 
gran cambio de la política, puede ser la única vez en que sea necesario to- 
carlas “bases” del outfield. 

La metáfora del diamante autodirigido es, como representación de la he- 
chura de las políticas, simplista e incompleta. El actual escenario para los 
programas intergubernamentales en las agencias de la rama ejecutiva es 
mucho más complejo y dinámico. Hay que detallar por lo menos tres ras- 


52 Heclo, A Government of Strangers, p. 13. 
53 Ibid., pp. 8-14. úl 
54 Además del análisis hecho por Heclo a las subsecretarías y los ejecutivos políticos en gene- 
ral, véase Thomas P. Murphy, Donald E. Nuechterlain y Ronald J. Stupak, Inside the Bureaucra- 
cy: The View from the Assistant Secretary's Desk (Boulder, Colo., Westview Press, 1978), 221 pp. 
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gos o dimensiones adicionales para hacer una mejor aproximación al pro- 
ceso de hechura de las políticas en cuestiones de RIG a nivel nacional. 

En primer lugar, hay muchas más “bases” que tocar, que las pocas que 
aparecen en la gráfica vL4. Algunas oficinas o agencias administran varios 
programas de transferencias y pueden requerir de autorizaciones o asigna- 
ciones de ocho, 12 o 16 comités del Congreso situados, diagramáticamen- 
te, en la segunda base. Además, los problemas, las cuestiones y los partici- 
pantes se encuentran en estado de constante flujo a través del tiempo. Este 
subsistema no es tan cerrado ni tan fijo como puede dar a entender la grá- 
fica VL.4. 

Heclo ha sugerido y desarrollado el concepto de “redes de asuntos” como 
descripción más aproximada del proceso de las políticas nacionales.55 Dis- 
tingue estas redes de cuestiones de los grupos más familiares, como los 
grupos de conocimiento compartido (profesionales), los grupos de acción 
compartida (coaliciones) y los grupos de creencia compartida (intereses). 


Cualquiera que sea la motivación de los participantes, es la red de asuntos lo que 
mantiene unidas las que de otro modo serían tendencias contradictorias de, por 
una parte, una participación organizativa más difundida en la política pública y, 
por la otra, una especialización tecnocrática más estrecha en las complejas polí- 
ticas modernas. Hay que distinguir tales redes de otros tres términos, más familia- 
res, utilizados en relación con la administración política. Una red de asuntos es 
un grupo de conocimiento compartido que se relaciona con algún aspecto (o, 
como lo define la red, algún problema) de política pública, Por consiguiente, está 
mejor definido que un grupo o “público” de atención compartida; los miembros 
de las redes probablemente tendrán una base común de información y entendí- 
miento de cómo se sabe de la política y se identifican sus problemas. Pero el co- 
nocimiento no necesariamente produce acuerdo. Por tanto, las redes de asuntos 
pueden ser o no movilizadas en un segundo grupo de acción compartida (crean- 
do una coalición) o, en tercer lugar, en un grupo de creencia compartida (para 
convertirse en una organización convencional de intereses). Cada vez más, a tra- 
vés de las redes de personas que se ven unas a otras como enteradas, o al menos 
en necesidad de una respuesta, es como los asuntos de política pública tienden a 
ser depurados y debatidos, y elaboradas las opciones alternativas; aunque rara 
vez en alguna forma controlada y bien organizada.56 


Una segunda complicación importante del diamante autodirigido es la 
incorporación de: a) actores adicionales en cada base; b) un reconocimien- 
to de que en las bases identificadas hay movimiento, cambios y giros en las 
políticas, y c) la sospecha de que pueden existir importantes bases no iden- 


tificadas. Testimonio de que hay actores adicionales es la presencia y nota- . 


ble influencia de gran cantidad de personal profesional que sirve a los co- 
mités del Congreso.57 El concepto de movimientos o giros en las políticas 
55 Heclo, “Issue Networks and Executive Establishment”, p. 13. E - 


56 Ibid, pp. 103-104. 
57 Para una evaluación de este fenómeno, véase Michael J, Malbin, Unelected Representa- 
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puede comprenderse por una extensión de la analogía con el juego del béis- 
bol. Un programa de transferencias o un jefe de agencia debe saber jugar 
bien al “béisbol chino”. El béisbol chino se juega con las mismas reglas que 
el béisbol de ligas mayores de los Estados Unidos, con una sola excepción: 
una vez lanzada la pelota, cualquier jugador puede tomar cualquier base y 
correr en cualquier dirección.58 La analogía del proceso de las políticas con 
el béisbol chino es aquella en que muchos actores se mueven continuamen- 
te en direcciones distintas y no siempre predecibles. La existencia de bases 
no identificadas también da más realidad al diamante autodirigido, Ade- 
más de seguir la regla de tocar todas las bases, un jefe de agencia debe saber 
hacer pausas y preguntar: “¿Hay algunas bases que no hayamos identifica- 
do ni tocado?” E : 

La tercera expansión del modelo del subsistema es explícitamente inter- 
gubernamental, el marco del federalismo de distintos “cercados” (gráfica 
1.4) injertado en el modelo del subsistema de políticas (gráfica v1.4). Gráfi- 
camente, esto significa que uno de los “cercados” —digamos, para un pro- 
grama de transferencias para agua y drenaje— queda vinculado a las bases 
del subsistema en el home, la primera base, y tal vez la tercera base, por 
medio de nexos profesionales, como los ingenieros civiles. Es fácil ver lo com- 
plejas y sutiles que son las lealtades compartidas basadas en la especializa- 
ción de los programas de ayuda federal. También es evidente que la dimensión 
de las RIG introduce más vectores que promueven una autonomía mayor de 
las pautas jerárquicas normales. 

Hay al menos otros dos matices o rasgos, añadidos por las RIG al enfoque 
de subsistemas de políticas, que merecen descripción y comentario. Uno de 
ellos es la separación entre especialistas y generalizadores. Otra es el énfa- 
sis normativo identificado como gobierno por “control remoto” o “gobier- 
no de third-party”,59 

La tensión entre generalizadores administrativos y de la política y espe- 
cialistas profesionales y de programas está presente en casi, si no es que en 
todas las redes del subsistema de política a nivel nacional. No se dispone de 
pruebas-sistemáticas, pero plantearemos como hipótesis que las tensiones 
entre especialistas y generalizadores son mayores en los campos de los pro- 
gramas de ayuda federal que en los programas de servicio directo, como el 
Seguro Social. Escuchemos a un subsecretario departamental, que descri- 
be una estrategia para contrarrestar y controlar la autonomía de los espe- 


tives Congressional Staff and the Future of Representative Government (Nueva York, Basic 
Books, 1980), 279 pp. Anteriores análisis del poder del personal de los comités son Susan 
Hammond y Nelson Fox, Congressional Staffs: The Invisible Force in American. Lawmaking 
(Nueva York, Free Press, 1977); Michael J. Malbin, “Congressional Committee Staffs: Who's 
in Charge Here”, Public Interest 47 (primavera de 1977), pp. 16-40. 

.38R, G. H. Siu, “Chinese Baseball and Public Administration”, en Public Administration Re- 
view 35 (noviembre/diciembre de 1975), pp. 636-640. 

59 Heclo, “Issue Networks and the Executive Establishment”, p. 92; Lester M. Salamon, 
“The Rise of Third Party Government”, en Washington Post, 29 de junio de 1980, p. C7. 
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cialistas en programas, en un subsistema de políticas de grandes transfe- 
rencias. 


[El secretario del gabinete] trató de poner un velo a las relaciones con el Congre- 
so para impedir que los burócratas fueran allf y le hicieran saber cuándo habría 
contactos. Pero fue en vano. Recibimos una gran cantidad de programas de trans- 
ferencias muy visibles, y a los congresistas les encantan. Lo que tengo que hacer 
es ir a la Colina y contrarrestar estos contactos con nuestra gente de los progra- 
mas. Esto a menudo funciona bien. Le digo al congresista que yo sé que los chi- 
cos bajo mis órdenes piensan de otra manera, pero esto es lo que yo pienso y por 
tales y cuales razones. Y él encontrará sentido a lo que digo. Yo “trabajo” al se- 
nador. Sé que su jefe de personal está teniendo contacto con mi agencia, y le digo 
muy francamente que más le vale volver a ver al senador porque yo ya planeé 
todo con él. De este modo, el personal del Congreso tiene que tomar en cuenta mi 
juicio, así como el burócrata que va corriendo hacia él desde mi organización. 
¡A nadie le gusta que lo atrapen en el limbo!60 


El gobierno por contro! remoto se refiere a toda la parafernalia de la fase 
calculadora de las RIG: requisitos transversales, lineamientos y regulaciones 
del Federal Register, y federalismo de fachada. Fue todo este aparato el que 
el gobierno de Reagan intentó abolir por medio de desregulación en primera 
instancia y, a la postre, por medio de la descongestión. Pese a las princi- 
pales iniciativas de la presidencia, los rasgos básicos del gobierno third- 
party siguen casi intactos. Esta estrategia, tal como fue empleada por las 
agencias federales operando en el marco del subsistema, continúa siendo 
reguladora. Los programas nacionales utilizan las 80000 unidades de los 
gobiernos estatales 'y locales (y 11 millones de empleados) como principa- 
les intermediarios (third-parties) para aplicar servicios fondéados nacional- 
mente. Esta circunstancia fue sucintamente planteada por Martha Derthick. 
Observó que “la esencia del sistema de transferencias es que entraña la reali- 
zación de propósitos federales por poderes. El gobierno estatal se vuelve, 
para los propósitos del programa de transferencias, un agente federal y, en 
consecuencia, el gobierno federal trata de asegurar que [el estado] gastará 
fondos exclusivamente con propósitos aprobados federalmente” 61 

Esta estrategia de gobernar por control remoto a través de intermedia- 
rios es atractiva desde el punto de vista de las agencias nacionales, Heclo 
captó la esencia de su atractivo. 


En cuanto a emplear intermediarios para administrar las nuevas políticas mejo- 
radas, la pululación de regulaciones federales tiene mucho en común con el gas- 
to federal. En lugar de tener que trabajar en un edificio y supervisar sus propios 
mecanismos de entrega, la burocracia de Washington puede emplear regulacio- 
nes y luego contentarse con decir a otras burocracias públicas y privadas lo que 


$0 Heclo, A Government of Strangers, pp. 229-230. Ésta y todas las demás citas de esta fuente * 


se reproducen con autorización, 
6i Derthick, The Influence of Federal Grants, p. 197. 
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se debe hacer. Esto tiene la ventaja de permitir que los que hacen nuestras políti- 
cas federales distribuyan no sólo fondos, sino también gran parte de la culpa 
cuando las cosas salen mal.82 | 


Estrategias de asignación de agencias: transferencias para proyectos 


¿Cuáles son los factores y fuerzas específicos, dentro de los subsistemas de 
hechura de las políticas que influyen sobre la asignación de fondos federa- 
les, distribuidos como transferencias para proyectos? Por ejemplo: ¿recibe 
una ciudad una transferencia por causa de su “necesidad”? ¿O recibe una 
transferencia debido a.un miembro del Congreso estratégicamente situado 
en un comité importante? ¿La pertenencia a un partido (local y/o nacional) 
establece la diferencia sobre quién recibe las transferencias? Estas pregun- 
tas y otras similares han causado una lluvia de estudios en torno del tema 
general, como dice, por ejemplo, este título: “La ayuda intergubernamental 
federal y el éxito de los estados: ¿quién gana y quién pierde?”.63 

El documento antes citado fue un esfuerzo por hacer un inventario de los 
descubrimientos de 71 estudios de las variables que afectan a las asigna- 
ciones de ayuda federal. Algunos de los descubrimientos serán enumera- 
dos más adelante, cuando evaluemos los impactos de la ayuda federal, Aquí, 
tenemos mayor interés en el proceso que en los impactos o resultados. 
Para este propósito analizaremos los descubrimientos de dos investigacio- 
nes enfocadas en transferencias para proyectos de orientación urbana, du- 
rante los años sesenta y los setenta.64 . 

Congruentes con este enfoque en el proceso, habrá que notar, desde el 
principio, varios rasgos importantes del proceso de asignación de transfe- 
rencias para proyectos: 


1. La consecución de una transferencia para proyecto exige una solicitud 
local y la aprobación de una agencia nacional, - 

2. Los intereses locales y la búsqueda de ayuda federal son función de va- 
rios factores innatos, como: 
a. la necesidad, real y percibida, de los fondos; 
b. información sobre la disponibilidad de fondos; 
c. capacidad administrativa para hacer una solicitud, y 


62 Heclo, “Issue Networks and the Executive Establishment”, p. 93. . 

63 C. Michelle Adams y John Patrick Piskulish. “Federal Intergovernmental Aid and State 
Success: Who Wins and Who Loses?” (documento presentado en la Reunión Anual de la Aso- 
ciación de Ciencias Políticas del Medio Oeste, Chicago, 17-20 de abril de 1985), 25 pp. 

$4 Roger Friedlander y Herbert Wong, “Congressional Politics, Federal Grants, and Local 
Needs: Who Gets What and Why?”, en Alberta M. Sbragia, ed. The Municipal Money Chase: 
The Politics of Local Government Finance, ed. (Boulder, Colo., Westview Press, 1983), pp. 213- 
244; R. Douglas Arnold, Congress and the Bureaucracy: A Theory of Influence (New Haven, 
Yale University Press, 1979), 235 pp. Para un análisis de orientación similar de las primeras 
solicitudes del programa de Ciudades Modelo, véase Neil Gilbert y Harry Specht, “Picking 
Winners”: Federal Discretion and Local Experience as Bases for Planning Grant Allocations”, 
en Public Administration Review 34 (noviembre/diciembre de 1974), pp. 565-574. 
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d. estimaciones de la probabilidad de éxito, incluyendo la prevista in- * 


fluencia en el proceso de adjudicación de las transferencias. 

3. Las agencias federales desarrollan criterios de clasificación extensos y 
a menudo elaboradamente complejos, como base para juzgar las solici- 
tudes de transferencias para proyectos. Estos criterios intentan medir: 
a. las necesidades del solicitante; 

b. la capacidad del solicitante para implementar el proyecto, y . 
C. otros rasgos pertinentes al programa, como innovación, beneficios, 
influencia, etcétera. 


Sin embargo, desde el punto de vista de la agencia nacional debe notarse 
que, como se observó en un estudio de las Ciudades Modelo, los detallados 
criterios de asignación de las agencias pueden interpretarse de dos modos. 
Por una parte, se les puede “ver como un esfuerzo por ejercer discreciona- 
lidad y experiencia técnica dentro de vastos límites políticos de opción”. 
Por otra parte, se les puede ver “simplemente como un elaborado recurso 
para racionalizar opciones políticas predeterminadas”.65 En los ejemplos 
antes anotados (para la renovación urbana y las Ciudades Modelo y trans- 
ferencias para agua y drenaje) hemos visto que la realidad queda en medio. 


La renovación urbana 


La renovación urbana, iniciada formalmente por la Ley de Vivienda en 
1949, fue una derivación del programa de vivienda pública y de reconstruc- 
ción de los barrios bajos iniciado con el New Deal durante los años treinta. 
El hincapié en la vivienda se fue debilitando gradualmente, hasta el punto 
de que en el estudio de que hemos informado antes, sólo 19% de las hectá- 
reas despejadas se utilizó para construcción residencial. En realidad, al ma- 
durar el programa, perdió su enfoque hacia las viviendas para los de bajos 
ingresos, y toda orientación de barrio que haya podido tener. Por ejemplo, 
para 1959, más de 100000 negocios pequeños, por ejemplo, tiendas fami- 
liares de abarrotes, habían sido desplazadas de los 650 sitios que por enton- 
ces estaban en proceso de “renovación”.66 . 

Entre 1961 y 1968 se aprobaron más de 400 proyectos de renovación ur- 
bana en 130 ciudades centrales con población de más de 100000 habitan- 
tes (de 1960). El número aprobado fue de dos tercios del total de solicitudes 
presentadas con VDu. Tres preguntas forman el meollo de este análisis del 
proceso político de las transferencias de renovación urbana, Se centran en 
identificar los factores que explican: 


1. ¿Qué ciudades solicitaron transferencias? 


65 Gilbert y Specht, ““Picking Winners'”, p. 567. > 
$6 Friedlander y Wong, “Congressional Politics, Federal Grants, and Local Needs”, pp. 224-225. 
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2. ¿Qué ciudades recibieron transferencias? 
3. ¿Qué nivel de fondos recibieron? 


Dos conjuntos de variables, uno político y el otro económico, se relacio- 
naron con la mayor propensión a solicitar fondos de renovación urbana, 
Los factores económicos fueron la pobreza y la carga de los impuestos a la 
propiedad. Cuando el nivel de pobreza (en los barrios del centro) y los im- 
puestos a la propiedad fueron más altos, se recibieron más solicitudes de 
transferencias, lo que parece indicar que la necesidad municipal fue, hasta 
cierto punto, un estímulo para buscar fondos de renovación urbana, Pero 
la representación política también fue propicia para buscar transferencias. 
Ciudades que tenían más de un miembro en la Cámara de Representantes 
más probablemente hacían su solicitud, y esto se sostuvo, independiente- 
mente de la representación partidaria. (Los coeficientes de regresión fueron 
0.6 y 0.7 para la representación demócrata y republicana en la Cámara, res- 
pectivamente, Esto parece indicar que por cada miembro adicional de la 
Cámara, procedente de una ciudad, esta última probablemente generaría 
una solicitud más de transferencia para la renovación urbana.)67 

Si la “necesidad” económica y política mueve a las ciudades a hacer soli- 
citudes de renovación urbana, ¿cómo explicar el proceso de aprobación? 
¿Quién gana las adjudicaciones de las transferencias? Aquí, el cuadro es un 
poco más complejo. En primer lugar, debe notarse que cuanto mayor sea 
el número de solicitudes enviadas, más probable será que la ciudad reciba 
la transferencia. Sin embargo, esto no es sorprendente; equivale a decir que 
cuanto más frecuentemente alguien va al baté en un partido de béisbol, 
más probable será que dé un hit. (Sin embargo, dar un hit no es lo mismo 
que tener un alto porcentaje de bateo.) Si una ciudad solicitara una trans- 
ferencia para renovación urbana, habría una probabilidad de 0.7 de que su 
solicitud fuera aprobada, (En otras palabras, ¡el equipo o el porcentaje me- 
dio de bateo era de cerca de 0.700!) k 

Más interés tiene ver qué factores aumentaron el porcentaje de bateo 
(transferencias aprobadas) de una ciudad particular a 0.8 o 0.9. Una vez 
más, tanto las variables políticas como las económicas (la necesidad) ayu- 
dan a explicar las tasas de aprobación superiores al promedio. Una alta den- 
sidad de población y un bajo nivel de actividad de comercio al menudeo 
contribuyeron significativamente a aprobar transferencias, pero de aún 
mayor importancia fue: /) tener más miembros demócratas en la Cámara, y 

2) tener un representante en el Comité de Banca y Moneda de la Cámara, 
Este comité tenía jurisdicción directa sobre el programa de renovación 
urbana, y la presencia de un miembro en él elevaba la probabilidad de que . 
una ciudad recibiera una transferencia a más de 90%. También puede 
hotarse que la representación senatorial en general o en comités clave del 


$7 Ibid, pp. 229-232. 
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Senado, no aumentó las tasas de aprobación de transferencias. Los factores 
de antigiledad en la Cámara o en el Senado tampoco contribuyeron a tener 
más altas tasas de aprobación. 68 

La última investigación exige determinar el “marcador” del “juego” de 
las transferencias de renovación urbana. ¿Qué factores explican los niveles 
de fondos? Una vez más, entran en juego factores de necesidad económica 
y de necesidad política. La mayor densidad de población contribuye a una 
mayor transferencia. El promedio de fondos para todas las transferencias 
en el periodo fue de cerca de seis millones de dólares. Cada mil personas 
adicionales por milla cuadrada fueron asociadas a un incremento de cerca 
de un millón y medio en fondos de renovación urbana. Pero los factores 
políticos superaron considerablemente a la variable de la densidad demo- 
gráfica. Tener un miembro en el Comité de Banca y Moneda añadió cerca 
de cinco millones de dólares a los fondos de renovación urbana recibidos 
por una ciudad, y cada miembro adicional demócrata de la Cámara estuvo 

relacionado con otros 5.5 millones. Por último (y notablemente), la capaci- 

dad administrativa de la ciudad (medida por sus responsabilidades fun- 
cionales) contribuyó a obtener más altos niveles de fondos de renovación 
urbana, En promedio, cada responsabilidad funcional adicional fue asocia- 
da a tres millones de dólares más en dinero de renovación urbana.69 

Sobre la base de este análisis de la renovación urbana pueden hacerse 
varias observaciones, En primer lugar, las necesidades relacionadas con el 
programa, especificadas en la legislación nacional, pueden mover a las ciu- 
dades a buscar los fondos para los que son elegibles. En segundo lugar, 
hasta cierto punto, los factores políticos afectan la probabilidad de hacer 
una solicitud, así como la capacidad administrativa. Tercero, el tipo de re- 
presentación política de que goza una ciudad en el Congreso, y particular- 
mente en la Cámara, aumentó la probabilidad de recibir una transferencia. 
Cuarto, los factores políticos mostraron especial influencia para afectar a 
la cantidad de fondos de transferencia obtenidos. Pero también aquí, tanto la 
necesidad del programa como las variables administrativas, elevaron los ni- 
veles de fondos. En suma, el proceso de transferencias de renovación urbana 
fue un “juego” complejo, en tres etapas, y en cada una de ellas hubo dife- 
rentes combinaciones de necesidad del programa, capacidad administrati- 
va y actores políticos. 

A pesar de todo, lo que debe notarse es que la presidencia y el Congreso 
se encontraron bajo el control del mismo partido durante todo el periodo 
1961-1968. Podemos preguntar: ¿cuál sería la pauta de la asignación de 
transferencias si se dividiera el control del partido sobre estas dos institu- 
ciones? Para manejar esta pregunta, haremos un giro para estudiar la dis- 
crecionalidad de las agencias en la adjudicación de Ciudades Modelo, y de 
transferencias para agua y drenaje durante 1968-1972. 


68 Ibid,, pp. 232-233. 
$9 Ibid,, pp. 233-234, 
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Ciudades Modelo, y transferencias para agua y drenaje 


El programa de Ciudades Modelo fondeó transferencias para proyectos, 
autorizadas por la Ley de Ciudades de Demostración y Desarrollo Me- 
tropolitano, de 1966 (P.L., 89-754). Pretendía ser un programa de transfe- 
rencias experimental o de “demostración”, para: a) llevar fondos flexibles o 
discrecionales, enfocados a áreas específicas de las ciudades; b) superar las 
rigideces de programas de transferencias estrechamente concebidos, y 
c) para conducir a soluciones ejemplares para los males urbanos. Una de 
Jas primeras acciones de la agencia nacional (vDu) al lanzar el programa 
fue cambiarle de nombre de Ciudades de Demostración, como estaba expre- 
sado en la ley, a Ciudades Modelo. Durante los años sesenta, una demostra- 
ción generalmente significaba una marcha frente al ayuntamiento de ciu- 
dadanos enfurecidos, o estudiantes perturbando la vida del campus. 

Desde su nacimiento, el programa de Ciudades Modelo causó controver- 
sias. La percibida necesidad de cambiar el nombre oficial del programa 
fue, simplemente, un indicador de su frágil base política, En estas circuns- 
tancias, y dado su carácter de transferencia para proyectos, ¿cuál sería una 
estrategia sensata para seleccionar a los 75 “ganadores”, entre 193 solici- 
tantes en 1968, y años siguientes? R. Douglas Arnold analizó la estrategia 
de transferencias de Ciudades Modelo (para más de un solo año) e identificó 
cuatro reglas de decisión:70 


1. Recompensar a los partidarios: favorecer a los miembros del Congreso 
que habían votado afirmativamente por el programa, con votos clave. 

2. Recompensar a los miembros de comité: favorecer a los miembros de 
comités de autorización y asignación. 

3. Aceptar ciudades de distritos múltiples: la transferencia a una ciudad 
con varios distritos en la Cámara “recompensa” a más de un miembro 
de la Cámara. 

4. Designar a no más de una sola ciudad rodas en cualquier distrito 
congresional. 


Debe bastarnos una sola muestra de los resultados de Arnold. Aunque 
sólo había 40% de probabilidades de obtener una transferencia para Ciu- 
dad Modelo, ciudades que tenían múltiples distritos congresionales fueron 
seleccionadas con una tasa de 70%. 

La investigación de Arnold también es la fuente de otro conjunto de es- 
trategias respecto a un diferente programa de transferencias para proyectos: 
las transferencias para agua y drenaje, administradas por vpu. (Este pro- 
grama de transferencias en particular fue uno de seis programas de ayuda 
para agua y drenaje, ubicados en cuatro departamentos del Gabinete que 
daban fondos para instalaciones de agua y drenaje.) Durante el periodo de 


70 Arnold, Congress and the Bureaucracy, pp. 165-206, en especial 174-176, 
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1970-71, se enviaron más de 1600 solicitudes para 170 millones de dólares 
en fondos disponibles. Arnold supuso y confirmó que los funcionarios de 
las agencias de transferencias seguían tres reglas de decisiones al hacer la 
adjudicación:71 


1. favorecer a los miembros de los comités de autorización y asignación; 

2, favorecer los proyectos pequeños o de mediano tamaño, por encima 
de los grandes, y 

3. dar preferencia a los miembros conservadores del Congreso, particu- 
larmente a los republicanos. 


Los fundamentos de estas tres reglas sólo se pueden mencionar, pero no 
describir en detalle, El primero es o debe ser evidente por sí mismo. El se- 
gundo es la estrategia de difundir la riqueza; 300 transferencias de 600000 
dólares cada una ganan mucho más apoyo político que 90 transferencias 
de dos millones cada una. El tercero es la estrategia de “vencer a la oposi- 
ción”, que superó a la estrategia de “recompensar a nuestros amigos”. Se 
adoptó porque este programa de transferencias fue generalmente bien vis- 
to, y quienes lo favorecían no era probable que abandonaran su apoyo si 
los votantes no se beneficiaban directamente. Un congresista republicano 
conservador, Charles Jonas (por Carolina del Norte), había pasado gran 
parte de sus dos décadas en la Cámara batallando contra el creciente gasto 
federal. Y sin embargo, en “cierto número de audiencias, Jonas censuró a 
los funcionarios de la administración por no solicitar más dinero para un 
programa tan importante”.72 

Los programas de transferencias son, sin duda, de considerable interés 
para los miembros del Congreso. Las agencias administrativas tienen dis- 
crecionalidad sobre las transferencias para proyectos que les permiten 
responder de diversas maneras a los intereses del Congreso. Las respuestas 
siguen normas y modos particulares y parcialmente predecibles, según el 
tipo de programa de transferencias y la forma de la red de influencia que 
rodee a la agencia administrativa. Evaluar la cuestión y la red de influencia 
que rodea a cada programa de transferencias y “tocar todas las bases” cons- 
tituye una de las principales tareas de cualquier agencia responsable dé 
transferencias para proyectos, 


M Ibid,, pp. 129-164, en especial 136-137. 

72 Ibid, p. 133, Una posible inferencia de este análisis es que las transferencias para proyecto 
se otorgan sobre una base de “política pura”. Esta inferencia debe ser minuciosamente cir- 
cunscrita y condicionada. Anagnoson, en particular, desafía la tesis de la “política pura”. “El 
mito acerca de los programas federales es que la política impera suprema, con los burócratas 
y principales congresistas de los comités de supervisión cooperando mediante la concentra- 
ción de transferencias en los distritos de los congresistas a cambio de mayores asignaciones. 
Si hay algún programa donde éste fuera el caso, se trata del Ena [Economic Development 
Administration]”. J. Theodore Anagnoson, “Politics in the Distribution of Federal Grants: The 
Case of the Economic Development Administration”, en Political Benefits: Empirical Studies of 
American Public Programs, ed, Barry S, Rundquist (Lexington, Mass., Heath, 1980), p. 87. 
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El sentido general de este análisis se hace en la discrecionalidad de la 
agencia (otorgante) y en las fuerzas que influyen sobre las elecciones de 
la agencia. Podría sostenerseque el advenimiento de la fase contractiva ha 
hecho que este análisis sea sólo para una época determinada, si no obso- 
leto. Reconocemos que “recordar” los días de grantsmanship, o los días de 
“vino y rosas” requiere de cierta cautela y modificaciones. Pero el análisis 
aún es pertinente, al menos por dos razones. Primera, aún quedan más de 
250 programas de transferencias para proyectos en los libros de estatutos. 
La mutualidad de intereses entre los potenciales destinatarios de transfe. 
rencias y los miembros influyentes del Congreso continuará colocando a 
las agencias administrativas en una red decidida a modificar sus ádjudica- 
ciones discrecionales. 

Segundo, la propia fase contractiva parece haber hecho nuevas deman- 
das a las agencias administrativas, como haberles dado una nueva conciencia. 
Unos presupuestos estáticos y aún más pequeños significan que las agen- 
cias administrativas se enfrentan a mucho más demandas (solicitudes) de las 
que pueden satisfacer. Por tanto, como arguyó un administrador de trans- 
ferencias del nivel estatal, es importante “minimizar la decepción de los so- 
licitantes derrotados en los programas de transferencias”.73 El nombre del 
administrador, E. S. Sunshine (“brillo solar”), parece tan propicio como 
el carácter de sus recomendaciones. Sugiere que las agencias de transfe- 
rencias:74 


1. desarrollen y empleen con eficacia a los comités consultivos; 

2. operen un minucioso programa de información y alcance; 

3. establezcan, den publicidad y se adhieran a “normas objetivas de jerar- 
quización”; 

4. den “buenas noticias” a los legisladores; 

5. dediquen tiempo y esfuerzo extra a los solicitantes derrotados, y 

6. alienten a los solicitantes elegibles, así como a los reales (especialmen- 
te a los derrotados) a “cabildear” por más fondos. 


Estas prescripciones pueden verse simplemente como guías más especí- 
ficas que embonan en la regla general de las redes y el grantsmanship de las 
RIG: “Toquen todas las bases”. Sin embargo, en lugar de disfrutar del “vino 
y rosas” de hace 10 o 20 años, en la era de contracción, el buen tocador de 
bases de RIG debe contentarse con “cerveza y margaritas”.75 


73 Eugene S. Sunshine, “Minimizing the Disappointment of Unsuccessful Applicants in Grant 
Programs”, en Public Administration Review 42 (septiembre/octubre de 1982), pp. 479-483, 

74 Ibid, pp. 480-481. ; 

75 Carl W. Stenberg, “Beyond the Days of Wine and Roses: Intergovernmental Management in 
a Cutback Environment”, en Public Administration Review 41 (enero/febrero, 1981), pp. 10-20. 
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RESUMEN 


Este capítulo ha manejado tres temas importantes sobre la asignación de 
gastos en el sistema intergubernamental de los Estados Unidos. Primero 
ha ofrecido un panorama de los papeles a largo plazo así como contem- 
poráneos de los gobiernos nacional, estatales y locales en la prestación de 
servicios públicos, medidos por los gastos. Los papeles de los niveles han 
permanecido notablemente estables. En particular, las funciones internas 
siguen siendo el dominio primordial de estados y localidades; los prime- 
ros consumen cerca de una cuarta parte de todos los gastos directos internos 
y los últimos consumen bastante más de la tercera parte de tales gastos. 

Los respectivos roles de desembolso de las entidades nacionales, estata- 
les y locales varían extensamente cuando se subdividen los gastos generales 
en gastos funcionales específicos. Por ejemplo, funciones para las que algún 
tipo de participación nacional ha sido de muchos años, como las carrete- 
ras y la salud, parecen haber llegado a un equilibrio y a un balance que es 
distintivo en relación con la mayor parte de otras áreas de programa. Los 
importantes cambios de rol, de cualquier modo que se les mida, han ocu- 
rrido en el pasado cuarto de siglo en los grandes campos funcionales de la 
educación y el bienestar. El papel de los estados se ha ensanchado.conside- 
rablemente en el primer campo, y el papel nacional en el último. 

El segundo tema en torno del cual gira este capítulo es la naturaleza, los 
orígenes y las tendencias recientes de los programas de ayuda federal. Des- 
de sus comienzos, hace casi un siglo, la ayuda federal en forma de transfe- 
rencias de efectivo ha pasado por grandes metamorfosis. Unos cuantos 
pequeños programas de ayuda fueron creados en el segundo y en el tercer 

decenios de este siglo, y establecieron los fundamentos jurídicos, económi- 
cos, políticos y programáticos para la ayuda federal. 

Durante los años 30 ocurrieron notables expansiones en la ayuda fede- 
ral, tanto en el número cuanto en el alcance de sus programas, y después 
de la segunda Guerra Mundial hubo un gradual aumento. Pero el periodo 
iniciado en 1970 es muy digno de análisis sistemáticos de las tendencias, 
fluctuaciones y redirecciones de los gastos en ayuda federal. El rápido cre- 
cimiento de casi todas las medidas de los niveles de programa fue el rasgo 
característico de la ayuda federal de 1960 a 1980. Sin embargo, desde 1980 
y en gran parte como resultado del Nuevo Federalismo iniciado por Rea- 
gan, casi todos los indicadores del alcance, el nivel y el papel de la ayuda 
federal muestran tendencia a la baja. Algunos de ellos han descendido mar- 
cadamente, y es probable que la mayoría continúe su curso descendente. 
En particular, el fin del scr causará y acentuará más la separación de im- 
portantes nexos entre lo local y lo nacional. . 

El tercer tema explorado en este capítulo fue el ejercicio del poder de 
discrecionalidad en la asignación y el uso de la ayuda federal. Empezamos 
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por examinar la discrecionalidad de que gozaron los destinatarios de la ayu- 
da, observando la gama'de usos disponibles con préstamos, transferencias 
específicas, transferencias generales y sGP. Las transferencias generales y 
la sap, especialmente los orígenes y propósitos de este último, ofrecieron 
vías para comprender el proceso de ayuda federal desde el ángulo de la dis- 
crecionalidad fiscal de los destinatarios. Ambos tipos de ayuda también 
proporcionaron una oportunidad de captar la interrelación de las RIG y la 
política nacional. Las transferencias generales mostraron el modo en que 
una propuesta de reforma, orientada a la administración, fue traspuesta a un 
trampolín, de bases políticas e ideológicas, para intentar una reorganiza- 
ción básica de las relaciones estatal-nacionales y local-nacionales. - 

La última sección del capítulo sobre la discrecionalidad de quienes otor- 
gan las transferencias y de la ayuda federal mostró, asimismo, la política de 
las RIG en general, y aspectos específicos de la toma de decisiones de las 
transferencias para proyectos, La política es evidente al reconstruir las de- 
cisiones tomadas por las agencias administrativas al asignar transferencias 
para proyectos. Pero la influencia política estratégica dista mucho de ser el 
factor único o siquiera el predominante que explique cuáles ciudades reci- 
ben transferencias para la renovación urbana, para ciudades modelo o para 
agua y drenaje. Las medidas de la necesidad de los solicitantes y los desti- 
natarios y de la capacidad administrativa, muestran asociaciones sistemá- 
ticas con las asignaciones de ayuda. La política y las transferencias están 
claramente conectadas, pero la primera no es el único determinante de 
quién solicita y quién recibe ayuda federal. 


VIT. LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: 
GASTOS DE AYUDA FEDERAL. IMÁGENES, 
IMPLEMENTACIÓN E IMPACTOS 


Dos SECCIONES del capítulo vi revisaron la ayuda federal, una de ellas desde 
el punto de vista de la discrecionalidad de quienes la reciben (cesionarios) y 
la otra desde el punto de vista de la discrecionalidad del que las otorga. Esos 
análisis procedían de lo que podríamos llamar un enfoque fiscal-institu- 
cional. Los orígenes de los fondos, sus niveles y asignaciones, se caracteri- 
zaron por los tipos de autorizaciones y por la influencia institucional-políti- 
ca sobre las asignaciones; por ejemplo, agencias administrativas, política 
del Congreso y capacidades administrativas. 

Este capítulo pasará del enfoque fiscal-institucional a un análisis de la 
implementación y el impacto de las políticas. Una manera de describir este 
último enfoque es decir que se concentra más en el proceso y en los resul- 
tados que en los tipos de ayuda y en las influencias institucionales. 
Además, este capítulo hará un esfuerzo por definir y por describir el carác- 
ter interactivo y cambiante del proceso de implementación de políticas. En 
particular se refleja un esfuerzo consciente por considerar la implemen- 
tación y los impactos como procesos temporales y secuenciales. 

Para preparar el “escenario”, por decirlo así, a estas “obras” de imple- 
mentación, hay que especificar las expectativas de rol de los actores más 
importantes, Dadas las relaciones de la ayuda local-nacional presentadas 
hasta aquí, empezaremos por considerar las imágenes o concepciones de 
los participantes nacionales y locales en el proceso de ayuda. En esencia, 
las imágenes son descripciones más cabalmente elaboradas de las perspec- 
tivas simplificadas que aparecieron como diagrama en la gráfica 11.4 (fede- 
ralismo de “cercados”) y m1.5 (formas geométricas de las perspectivas 
nacionales, estatales y locales). 

Después de analizar las imágenes nacionales y locales volveremos nues- 
tra atención a dos análisis de la implementación intergubernamental. 
Ambos incluyen comparaciones de los programas de ayuda. Uno de ellos 
depende de los análisis fiscal y organizativo como base para comprender 
las respuestas estatales y locales a las políticas y estrategias nacionales. El 
segundo se basa en la tipología de las arenas políticas, contrastadas redis- 
tributivamente con los programas de ayuda para el desarrollo, 

Los impactos o efectos de los programas de ayuda federal constituyen el 
tercer gran enfoque de este capítulo, Se examinan los efectos fiscales y pro- 
cesales, de acuerdo con cuatro categorías generales: geográfica, económica, 
de elección de políticas e institucional. 
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IMÁGENES 

Pata empezar, parece útil pensar en función de la “imagen” que los funcio- 
narios locales tienen de otros participantes en las RIG; en particular, los ac- 
tores nacionales. En este contexto, imagen significa la percepción general 
que los funcionarios locales tienen de las actitudes sostenidas y de las ac- 
ciones emprendidas por los funcionarios nacionales. La imagen formada 
por los funcionarios locales puede ser sencilla o compleja, basada en hecho 
o especulación, retenida con fuerza o débilmente, etc. Cuando la imagen es 
sencilla, no fáctica y sostenida fuertemente, se aproxima a un estereotipo. 
Cuando es compleja, basada en hechos y capaz de ajustarse hacia un ma- 
yor refinamiento, se le podría llamar una “teoría”. 

Se les llame como se les llame, las imágenes son útiles, tal vez en grado 
crítico, al hacer frente a la complejidad y multiplicidad de las personas, pro- 
cedimientos, programas, política y propósitos de las RIG. La principal fun- 
ción de una imagen, como empleamos aquí el término, es simplificar el 
mundo externo de las RIG sin sobresimplificarla. La utilidad de formar imá- 
genes se encuentra en el ahorro de tiempo, de información, de pensa- 
miento y de otros costos en que incurren los muy ajetreados tomadores de 
decisiones. Jeffrey Pressman empleó el término con propósitos de RIG, y 
observó que las “imágenes compartidas del mundo ofrecen un medio, a los 
miembros de una organización, para evaluar y hacer frente a grupos exter- 
nos sin gastar sus escasos recursos para obtener una información extensa 
acerca de ellos”.1 

Anthony Downs y otros teóricos de la organización han notado el modo 
en que personas y organizaciones reducen o eliminan las incertidumbres a 
las que se enfrentan.2 Lo que se ha dicho antes acerca de las RIG pone en 
claro que existen considerables incertidumbres entre la mayoría de los ac- 
tores y las organizaciones de RIG. La incertidumbre acaso se haya intensifi- 
cado más durante las fases calculadora y contractiva de las RIG. Actores y 
entidades reducen la incertidumbre mediante el uso de imágenes, metáfo- 
ras de las acciones y actitudes de los demás. Un atisbo de las imágenes que 
los funcionarios locales tienen de los funcionarios nacionales, y de las imá- 
genes que los funcionarios nacionales tienen de los funcionarios locales, 
pondrá en relieve la importancia de estos conjuntos mentales, o “teorías” 
aplicadas a las RIG. : 


1 Jeffrey L. Pressman, Federal Programs and City Politics: The Dynamics of the Aid Process in 
Oakland (Berkeley, University of California Press, 1975), p. 85. Ésta y todas las demás citas de 
esta fuente se reproducen con la debida autorización. Aquí, el término imagen es sinónimo de los 
conceptos de perspectivas y percepciones en el capítulo 11; véase especialmente la gráfica 1.5. 

2 Anthony Downs, Inside Bureaucracy (Boston, Little, Brown, 1967), pp. 75-78. 


354 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


Las imágenes de los funcionarios nacionales 
- según los funcionarios locales 


En un estudio de los impactos de los programas nacionales efectuado en 
Oakland, California, Jeffrey Pressman descubrió varios rasgos que fueron 
incorporados a la imagen general de los funcionarios nacionales que tie- 
nen los funcionarios locales. Es importante observar que los funcionarios 
locales que tienen la imagen descrita aquí fueron, en gran parte, generali- 
zadores de la política o de la administración, y no especialistas en progra- 
mas locales. Pressman enumeró cinco componentes de una imagen de los 
“feds” (funcionarios federales):3 


1. Los funcionarios nacionales están demasiado lejos para comprender 
los problemas o la política de una ciudad. 

2. Los funcionarios nacionales gastan muchísimo, y su principal preocu- 
pación es gastar el dinero en lugar de emplear los fondos en forma 
económica, creadora o moderada. 

3. Los funcionarios nacionales son ingenuos e imprácticos, carecen de 
un sentido de lo que realmente es alcanzable en la política local, y son 
absurdamente optimistas acerca de la facilidad con n que pueden resol- 
verse los problemas urbanos. 

4. Los funcionarios nacionales tienen dos caras. Cuentan una historia 
color de rosa al comienzo de un programa, pero otra diferente en la fa- 
se de seguimiento administrativo. 

5, Los funcionarios nacionales están atados por sus propios procedimien- 
tos burocráticos y por unas restricciones legislativas que producen 
operaciones confusas y complicadas. 


La imagen resultante de los “feds” fue de unos funcionarios lejanos y 
despreocupadamente optimistas, que piensan y gastan en castillos en el 
aire, que con todo desparpajo llevaron a los funcionarios locales a peli- 
grosas aventuras y no sirvieron como partidarios confiables cuando las 
cosas salieron mal; lo cual, según la Ley de Murphy, regularmente ocurre. 
Caben aquí unas cuantas observaciones acerca de esta imagen mental, En 
primer lugar, el objeto en torno del cual se construyó la imagen —los fun- 
cionarios nacionales— éra acerca de los funcionarios administrativos. En 
segundo lugar, había una imagen más aguda y menos favorable de los 
administradores nacionales de los niveles medio e inferior. En tercer lugar, 
hubo diferencias en la rigidez de la imagen entre las agencias y los progra- 
mas federales; los sentimientos más negativos se expresaron con respecto a 
la Oficina de Igualdad de Oportunidades (010) y el Departamento de Salud, 


3 Pressman, Federal Programs and City Politics, pp. 93-97. 
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Educación y Bienestar (seB). En cuarto lugar, hubo cierta variación en la 
imagen, dependiendo de la posición y experiencia del funcionario local. 
Comentó Pressman: “Eses representantes de ciudades que tenían mucha 
experiencia tratando cor programas federales, fueron los que consideraron 
a los funcionarios federales más favorablemente que quienes no habían te- 
nido esa experiencia”.+ 


Las imágenes de funcionarios locales 
según los funcionarios nacionales 


¿Qué imagen tienen los funcionarios administrativos nacionales de los fun- 
cionarios locales? Según el análisis de Pressman, la imagen tiene cuatro 
componentes:5 


1. Los funcionarios locales no ven todo el panorama y suelen adoptar un 
enfoque estrecho y limitado al planear sus programas o políticas; 
están demasiado cerca de los problemas específicos para poder ver las 
interrelaciones sistemáticas y más generales que hay entre ellos, y 
tienden a atender los síntomas de los problemas urbanos, y no las 
causas fundamentales, 

2. Los funcionarios locales desean el dinero federal, pero evaden la res- 
ponsabilidad de un diseño profundo de los programas y de un podero- 
so enfoque para resolver los problemas; la participación local en los 
programas de transferencias es puramente política o puramente su- 
perficial y sin ningún entusiasmo, o ambas cosas. 

3. Los funcionarios locales a menudo se ven limitados, y quieren verse li- 
mitados, por procedimientos burocráticos locales, como cláusulas de 
una ciudad, regulaciones de compra, reglas de servicio civil y simila- 
res; estas limitaciones son citadas por los funcionarios locales para ex- 
plicar o para “presentar excusas” para no cumplir con un plazo federal 
o con un requisito de las transferencias. 

4. Los funcionarios locales responden a fuerzas de interés especial en la 
ciudad, y no a una visión general del interés público; las decisiones lo- 
cales son guiadas, si no dominadas, en dirección de favorecer a la 
“clase dirigente” o a la élite del poder local. | 


Esas imágenes son poco halagieñas, por decir lo menos. Los funciona- 
rios locales fueron presentados como políticos del statu quo, con un interés 
en los fondos federales, principalmente para servir a sus propios e inme- 
diatos fines electorales, sin ningún compromiso por la realización de un 
programa. Pressman resumió la situación de un modo ligeramente distin- 


4 Ibid, p. 97. 
5 1bid,, pp. 87-92. 
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to: “En suma, los federales ven a los locales como: incapaces de ver las in- 
terrelaciones entre problemas y entre programas, interesados en el dinero 


federal pero no en los propósitos de los programas federales, constreñidos 


por procedimientos burocráticos y por la fragmentación institucional, y 
sensibles a las presiones políticas del nivel loca]”.$ 

Tal vez la principal falla corra a través de la línea que separa las imáge- 
nes que los funcionarios nacionales tienen de los funcionarios locales, sea 
sobre la cuestión o percepción de los propósitos: ¿quién está sirviendo al 
“interés público”? Las palabras del propio Pressman y las de un funciona- 
rio nacional a quien cita, captan esta visión en términos precisos y agudos: 


En contraste, los federales creen que ellos mismos piensan acerca de un mayor 
“interés público”. Un representante federal, arguyendo en contra de compartir los 
ingresos, planteó la opinión de que “cuanto más bajamos en la estructura, menos 
oportunidad tenemos de tomar una decisión libre de influencia política”. Según 
esta opinión, el enfoque de los locales no sólo es estrecho, sino que está atado a 
las preferencias de poderosos intereses especiales. Los federales creen que están 
lo bastante apartados de la política local para poder tener una perspectiva más 
equilibrada y sistémica.7 


. Implicaciones de las imágenes contrastantes 


Hemos presentado dos imágenes contrastantes. ¿Cuáles son sus. implica- 
ciones para las RIG? Pressman observa que la fricción, la hostilidad y el jue- 
go diferencial son tres obvias consecuencias. Nosotros las describimos, y 
añadimos otras. 

La fricción surge de aplicar las diferentes imágenes al mismo conjunto 
objetivo de acontecimientos. Pressman nos ofrece un ejemplo: 


Cuando en el verano de 1972 el administrador de la ciudad de Oakland se tardó 
en dar curso a una solicitud de vou de crear un nuevo puesto de subadministra- 
dor. de la ciudad para el desarrollo comunitario, los funcionarios federales con- 
sideraron que el retraso era un ejemplo más de la estrechez y timidez locales. La 
oficina del administrador, que estaba tratando de resolver unas controversias 
departamentales de la ciudad respecto al título y a las facultades del nuevo cargo, 
consideraron que la impaciencia de los federales mostraba la distancia federal y 
su ignorancia de los problemas del gobierno de una ciudad. Cada bando consideró 
que sus verdaderos motivos no eran comprendidos por el otro; los funcionarios 
federales afirmaron que sólo deseaban ayudar a la ciudad a planificar sus activi- 
dades de desarrollo comunitario, mientras los actores locales dijeron que estaban 
tratando de asegurarse de que el nuevo cargo contaba con apoyo dentro del go- 
bierno de la ciudad.5 


6 Ibid. p. 92. 
7 Ibid. 
8 Ibid., p. 98. 
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La hostilidad es una potencial consecuencia de esta diferencia de imáge- 
nes. Hostilidad, desde'luego, significa animosidad personal en una rela- 
ción intergubernamental, Cuándo se considera que un actor de las RIG está 
cuestionando los motivos y/o la buena voluntad- y el carácter público de 
otro, el resultado probable es hostilidad. Algunas concepciones moderan la 
cantidad o el grado de hostilidad que se deslizan en las RIG. Una es la opi- 
nión de que el otro bando —es decir, los “federales”-— no es una aplanado- 
ra centralizada y monolítica. En cambio, a menudo los funcionarios loca- 
les tienen conciencia de la naturaleza fragmentada y no coordinada de las 
operaciones nacionales. Como ejemplos podemos ofrecer la escisión entre 
los administradores de programas federales y los auditores o evaluadores 
de transferencias, como la Oficina de la Contaduría General (oca). 

Una segunda fuerza que modera la hostilidad es la presencia de personas 
experimentadas en relaciones que rebasan los diversos límites. Estas “per- 
sonas marginales”, por decirlo así, son especialistas en relaciones, conoce- 
dores de los “mundos” del gobierno nacional y del local. Han aprendido a 
hablar en los lenguajes de dos diferentes culturas políticas y administrati- 
vas, y a servir más que como simples intérpretes.? Dos ejemplos de hábiles 
saltadores de fronteras, que sirven para reducir la incertidumbre y la hosti- 
lidad son: a) Ann Michel, coordinadora de RIG de Syracuse, y b) el director 
de Salubridad del gobernador Farris Bryant, quien pasó un año “sabático” 
en el Distrito de Columbia, para aprender el lenguaje y conocer a la gente 
del Potomac. : 

Participar en un juego diferencial es una tercera consecuencia de las 
contrastantes imágenes nacionales y locales, Esto significa que dos conjun- 
tos de actores participan en diferentes juegos y cada uno no está conscien- 
te del juego (o de las metas) del otro equipo, o no simpatiza con éste, En el 
ámbito de la política internacional, un autor, escribiendo acerca de las fal- 
sas percepciones de diferentes naciones-actores, observó: “Aunque poda- 
mos saber que otro actor está en el equipo contrario, puede ser más difícil 
para él darse cuenta de que el otro está jugando un juego enteramente dis- 
tinto [y] esto es especialmente cierto cuando el juego al que él está jugando 
le parece vital”.10 

La posición de desarrollo comunitario de Oakland nos ofrece un ejemplo 
de jugar a un juego diferente. No hubo desacuerdos sobre los méritos y las 
necesidades de nombrar a un subadministrador de la ciudad para el des- 
arrollo comunitario, lo que más adelante llamaremos estrategia de imple- 
mentación estructural. Pero los funcionarios nacionales deseaban un au- 


? Dennis W. Organ, "Linking Pins between Organizations and Environment”, en Business 
Horizons 14 (diciembre de 1971), pp. 73-80, M 
-10 Robert Jervis, “Hypotheses and Misperceptions”, en World Politics 20 (abril de 1968), 
p. 478. Jervis también comenta que “existe la tendencia general de que quienes toman las 
decisiories vean a otros estados más hostiles de lo que son” (p. 475). Esta observación parece 
aplicable a las RIG. 
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mento de la capacidad de la ciudad para coordinar diversos programas de 
desarrollo comunitario, y se impacientaron por el retraso. En lo local, los 
funcionarios de la ciudad se preocupaban, ante todo, por la autoridad otor- 
gada al puesto y por mantener relaciones armoniosas dentro de la burocra- 
cia municipal. Cada bando se concentró en su propio juego, insensible o 
inconsciente del juego del otro bando y a la prioridad que el otro bando le 
había dado. La conciencia de que son juegos diversos es uno de los requisi- 
tos para un eficaz desempeño de las RIG, ya sea por generalizadores de la 
política o la administración, o por especialistas profesionales de progra- 
mas. También es un requisito para la buena negociación y resolución de 
disputas en materia de RIG, 

Las imágenes divergentes tienen al menos dos consecuencias adicionales 
para las RIG. La primera incluye las demandas que los participantes llevan 
a la mesa de negociaciones en cualquier sesión. La segunda incluye las 
perspectivas de cambios que puedan mejorar las RIG. Podemos describir 
ambas brevemente, pero habremos de diferir un análisis de sus implica- 
ciones más generales y de mayor alcance. 

Las implicaciones de la negociación quedan bien ilustradas en el análisis 
que hace Pressman de la imagen de los funcionarios locales según los fun- 
cionarios nacionales en el escenario de Oakland: 


La idea que tienen los funcionarios federales de que sus colegas de las ciudades 
no están lo bastante comprometidos con los programas federales produce una in- 
sistencia en que las localidades pongan una parte proporcional que represente 
nuevas contribuciones financieras, en oposición a la cuenta de los gastos existen- 
tes. Esto, arguyen los federales, intensifica el compromiso local con un programa. 
Por último, la percepción que los funcionarios federales tienen de los sistemas 
políticos locales, a los que consideran dominados por unas “clases dirigentes” es- 
trechas, surgieron de las entrevistas como razón parcial de la insistencia federal 
en varias formas de participación ciudadana en los programas. 11 


Este ejemplo nos ofrece una lección de la importancia de una imagen en 
las RIG. La imagen: a) especifica qué cosas son “problemas”, y b) conduce 
lógicamente a “soluciones”, o al menos a acciones correctivas. 

Nótese que esta observación no implica que las imágenes sean “erró- 
neas” o necesariamente contraproducentes; antes bien, subraya la necesi- 
dad de que uno de los principales actores de RIG esté consciente de: a) su 
propia construcción mental; b) las imágenes que forman la base para las 
acciones o “juegos” de otros participantes en RIG, y c) unas estrategias, co- 
mo la solución de disputas, que superarán las barreras resultantes de unas 
imágenes contrastantes y conflictivas. A falta de conciencia y de estrategias 
conscientes, los actores de RIG están destinados a ir tropezando por sende- 
ros empinados, con tan sólo unas velas parpadeantes por toda guía. Las 


1 Pressman, Federal Programs and City Politics, p. 102. 
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imágenes inconscientes, es decir, las imágenes no reconocidas, son grille- 
tes —forjados por la mente— que limitan el análisis político y las opciones 
conductuales en las RIG. “+: 

Las perspectivas de cambiar y tal vez mejorar las RIG se encuentran ata- 
das al concepto de las imágenes. Si la conducta de RIG es, en gran parte, 
producto de las imágenes creadas por varios actores, entonces la posibili- 
dad de un cambio de conducta se basa en cambiar las imágenes que tienen 
los actores. ¿Cómo cambiar tales imágenes? Mencionamos cuatro estrate- 
gias distintas, algunas de las cuales han sido empleadas selectivamente por 
los gobiernos nacional, estatales y locales. Una, a la que podríamos llamar 
la estrategia de propósitos, subraya dedicar tiempo y recursos a obtener un 
acuerdo sobre los fines o propósitos buscados por los diversos participan- 
tes en una actividad intergubernamental. 

A la segunda podremos llamarla una estrategia procedimental o de proce- 
so. Un ejemplo sería “tocar todas las bases”; es decir, hacer una lista de 
personas o de organizaciones que son o que deben ser partes en cualquier 
arreglo intergubernamental. Otras son la estrategia de inversión negociada 
y los métodos de solución de disputas analizados en el capítulo H, estrate- 
gias procedimentales tendientes al logro de los propósitos. 

Una tercera estrategia es la capacitación y la educación, en que la idea es 
desarrollar una conciencia de las imágenes, las de otros tanto como las de 
uno. Hasta cierto punto, las asignaciones de movilidad intergubernamen- 
tal comparten esta estrategia. Los administradores trabajan durante varios 
periodos en distintos medios intergubernamentales, donde cobran con- 
ciencia de sus propias imágenes y de las de los demás. 12 

La cuarta estrategia para cambiar las RIG es estructural, Presupone que la 
Ley de Miles (donde lo que usted defiende depende de dónde esté usted), 
actúa las más de las veces y que las imágenes de los actores son, básica- 
mente, función de la posición que ocupan. Por tanto, dice el argumento, el 
mejor modo de cambiar las imágenes de los actores es reestructurar las po- 
siciones y/o las organizaciones que ocupan. Tal vez la más grandiosa de las 
“grandes estrategias” del cambio estructural a nivel local sean las muchas 
propuestas y pocas adopciones de reorganización de gobiernos en las áreas 
metropolitanas. : 


IMPLEMENTACIÓN 


Podría considerarse que las imágenes que acabamos de describir y sus pro- 
blemas concomitantes producen ineficiencia, inacción o hasta catástrofes 
en cuestiones de RIG. Si las imágenes son fuertes y sólidas, y las estrategias 


12 La Ley de Personal Intergubernamental de 1970 (P. L. 91-648) autorizó, entre otros pro- 
gramas, las asignaciones de movilidad de PI en que los funcionarios estatales o locales podían 
trabajar temporalmente (hasta dos años) en o para el gobierno nacional, y a la inversa. Aun- 
que los fondos para programas de transferencias de esa ley fueron eliminados en 1981, la 
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de resolver problemas son difíciles de implementar con eficacia, entonces 
podría considerarse asombroso que los programas de ayuda federal operen 
siquiera a niveles mínimamente aceptables, 13 (Sus críticos afirman, desde 
luego, que muchos o los más no lo hacen.) Planteado como pregunta, el 
análisis de imágenes dice: ¿Cómo se implementan los programas de ayuda 
federal en condiciones (imágenes) que parecen ir en contra de su opera- 
ción eficaz? 

Analizatemos esta pregunta basándonos en las investigaciones recientes 
sobre la implementación de los programas de ayuda federal. El título de 
uno de los análisis de investigación, “Cuando el federalismo funciona”, 
indica una actitud positiva hacia los procesos de implementación.14 

Los estudios más abajo analizados comparten ciertos rasgos. Primero, 
rastrean en el tiempo los procesos y efectos de la implementación. A este 
respecto, son excepciones a la pauta predominante de estudios a corto pla- 
zo o “instantáneos” que describen los problemas y las dificultades de la 
implementación en breves puntos en el tiempo. Un segundo rasgo distin- 
tivo de la investigación es el enfoque comparativo. Los estudios examinan 
más de un programa de ayuda federal, y a este respecto nos ofrecen una 
interpretación de los contrastantes propósitos, procesos, programas y pro- 
ductos de rIG. En suma, contribuyen a ensanchar los fundamentos teóricos 
de las RIG. 


autoridad de asignación de movilidad continúa en vigor y en uso, El siguiente cuadro resume 
los intercambios efectuados de acuerdo con el programa durante un periodo de 15 años. 


Número de cambios de movilidad de P1 1971-1986 








Tipo de unidad no federal De agencias federales A agencias federales 
Estado 1603 1229 
Gobiernos locales 946 686 
Instituciones educativas 1565 6252 
Tribus indias 424 186 
Otros : 138 108 

Total 4676 Ñ 8461 





13 Véase Jeffrey L. Pressman y Aaron B. Wildavsky, Implementation: How Great Expecta- 
tions in Washington Are Dashed in Oakland; Or, Why If's Amazing That Federal Programs Work 
at All (Berkeley, University of California Press, 1973), 182 pp. Incluso el extenso subtítulo in- 
dicado por esta cita está incompleto. A él debió añadirse (de la primera plana): "Siendo ésta la 
Saga de la Administración de Desarrollo Económico Narrada por Dos Observadores Favo- 
rables que Tratan de Edificar la Moral sobre un Cimiento de Esperanzas Arruinadas”. Resulta 
pertinente e instructivo notar que este libro, considerado un estudio pionero de la “implemen- 
tación”, inició la literatura de lo que podría llamarse el “pesimismo intergubernamental”. 

14 Paul E. Peterson, “When Federalism Works”, en Comisión Consultiva de Relaciones 
Intergubernamentales, Emerging Issues in American Federalism: Papers Prepared for ACIR'S 
25th Anniversary (Washington, D. C., Government Printing Office, 1985), pp. 13-25. Véase 
también Paul E. Peterson, Barry G. Rabe y Kennth K. Wong, When Federalism Works (Wash- 
ington, D. C., Brookings Institution, 1986), 245 pp. Parte de la investigación aquí analizada 
también se deriva de Richard P. Nathan y Fred C. Doolittle, Reagan and the States (Princeton, 
Princeton University Press, 1987), 375 pp. 
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Programas redistributivos y de desarrollo 


En 1979, la Institución Brookings inició un gran estudio de diez programas 
de ayuda federal, que se encontraban agrupados en dos grupos de tipo de 
políticas. Un conjunto de cinco programas era redistributivo e incluía lo si- 
guiente: 


1. El Título 1 de la Ley de Educación Elemental y Secundaria (educación 
compensatoria). 

2. La Ley de Educación para todos los niños minusválidos de 1975 (PL 04- 
142). 

3. La Sección Ocho de Subsidio a la Renta para el Programa de Vivienda 
Existente de 1974, Título 1 de la Ley de Vivienda y Desarrollo Comuni- 
tario. 

4. La Ley de Organización de Mantenimiento de la Salud de 1973, 

5. La Ley de Ayuda de Emergencia a las Escuelas (supresión de la discri- 
minación racial escolar).15 


El segundo conjunto de cinco programas fue clasificado como “de des- 
arrollo”, Se trataba de programas de transferencias cuyo propósito básico 
era ayudar a fortalecer las economías locales. En ciertos aspectos, estos 
programas se aproximaban a la ayuda distributiva por sus efectos proyec- 
tados de difusión e impacto. Los programas de este grupo eran: 


1. Ley de Topografía y Construcción del Hospital Hill-Burton de 1964. 

2. Ayuda a los distritos escolares con impacto federal. 

3. Título 1vB de la Ley de Educación Elemental y Secundaria, programa 
sucesor del Título m de la Ley de Educación de Defensa Nacional (pro- 
gramas curriculares y de enseñanza). 

4. Ley de Educación Vocacional de 1963. 

5. Trasnferencias generales para el desarrollo comunitario, Título 1 de la 
Ley de Vivienda y Desarrollo Comunitario de 1974.16 


El estudio de Brookings fue conscientemente comparativo, y también 
fue proyectado para examinar los cambios después de cuatro o cinco años. 
La investigación que se encontraba a la mitad cuando ocurrió, en 1981, el 
terremoto político, o la erupción volcánica, de la miscelánea de la Ley de 
Reconciliación Presupuestaria (LrP). Según la metáfora de Paul Peterson, 
quien dirigió el estudio, “fue como si se nos diera una oportunidad de re- 
gistrar los últimos momentos de Pompeya poco antes de que hiciera erupción 
el Monte Vesubio”.17 


15 Peterson, “When Federalism Works”, p. 14. 
16 Ibid. 
17 Ibid. 
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La situación produjo varias sorpresas, de las cuales sólo mencionaremos 


dos aquí. Primera, dadas las reclamaciones conflictivas y la intensa contro-. 


versia que rodeaba a los programas de ayuda federal, los investigadores es- 
peraban encontrar confusión y conflicto y hasta desorden, desaliento y de- 
rrota. En cambio, encontraron “un nivel de competencia, energía, enfoque 
y seriedad, completamente ajenos a la retórica política del momento”.18 La 
segunda sorpresa se relacionó con el choque de la LRP. En los tres años, 
después de 1981, que cubrió la investigación, hubo considerablemente me- 
nos cambio en los programas de ayuda federal y sus consecuencias de lo 
que habían previsto casi todos los observadores. “El Monte Vesubio hizo 
erupción muy bien, pero la lava que lanzó no llegó sino a los límites de esta 
moderna Pompeya”.19 

Hay testimonios independientes, más extensos y acumulativos, para do- 
cumentar las fuerzas moderadoras o contemporizadoras en acción en 
torno de la línea de falla política de 1981. Un importante estudio dirigido 
por Richard Nathan examinó los efectos detallados de los recortes y con- 
solidaciones de ayuda federal en más de una docena de estados.20 Como 
parte del estudio, Nathan y sus asociados mostraron datos acumulativos 
sobre la ayuda federal en términos de dólares reales, de 1978 a 1985, por 
tres tipos de categorías de ayuda: a) derechos, b) gastos de capital, y c) gas- 
tos de operación. En grado considerable, los programas redistributivos 
caben en la categoría de derechos; los programas de desarrollo y distribu- 
tivos suelen ser de gastos de capital o de operación. 

El cuadro v1.1 revela el proceso, en tres pasos, de los cambios de la 

* política de ayuda federal ocurridos entre 1978 y 1985, Primero, el gobierno 
de Carter puso.un alto a los aumentos, antes ininterrumpidos, de la ayuda 
federal en término de dólares reales. Sin embargo, en armonía con las pre- 
disposiciones políticas del Partido Demócrata, los gastos de derechos en 
realidad aumentaron, en tanto que los gastos de capital y especialmente de 
operación soportaron el choque de los recortes en dólares constantes. 

Los recortes a la LRP, inspirados por Reagan, originaron marcadas 
reducciones, de 1981 a 1982; sin embargo, el componente de derechos de 
los gastos de ayuda federal fue menos adversamente afectado. Una vez 
más, los programas de ayuda que ofrecían gastos de operación fueron los 
más severamente castigados. A partir de 1982, al menos hasta 1985, los nive- 
les de ayuda federal parecieron estar en equilibrio. Es decir, estuvieron a la 
altura 'o superaron ligeramente la tasa de inflación. 

Un experto en política económica y ayuda federal, Roy Bahl, consideró 
los cambios políticos de Carter a Reagan desde una perspectiva de política 
urbana. Notó, en 1984, los marcados contrastes entre las dos presidencias: 


18 7bid, 
19 Ibid, 
20,Nathan y Doolittle, Reagan and the States. 
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Los espectaculares cambios de programas para hacer frente a la política urbana 
entre los gobiernos de Carter y de Reagan (y aun durante los años de Carter) fue- 
ron contraproducentes: Carter ereía que la política federal podía y debía hacer 
más lenta la migración regional, Reagan está más dispuesto a permitir'que los 
cambios regionales sigan su curso. Carter veía a las ciudades en el papel central 
de hiacer frente a los problemas urbanos; Reagan ve a los estados. Carter trató de 
compensar a las ciudades arruinadas por el fracaso de la política económica na- 
cional; Reagan, en realidad, ha reducido la ayuda a dichas ciudades. En un mo- 
mento en que escasean los recursos y en que hay tal necesidad de:buena planifi- 
cación fiscal en el nivel de los gobiernos estatales y locales, mal puede el país 
permitirse tan completos giros de la política federal.21 


A la luz de estas marcadas diferencias en las políticas, podríamos espe- 
rar unas diferencias más espectaculares, que se reflejaran en las cifras rela- 
cionadas con Carter y con Reagan, del cuadro vIL.i. La ausencia de tan 
“completos giros” es, ante todo, confirmación de los descubrimientos de 
Brookings. Esos resultados, de que la “lava sólo llevó a los límites” de la 
ciudad, en general son confirmados por el estudio dirigido por Nathan en 
varios estados. . 

Una segunda inferencia tomada del cuadro v1.1 se relaciona con la com- 
plejidad y con las fuerzas contrarrestantes que se formán en las disposiciones 
intra e intergubernamentales del sistema político de los Estados Unidos. 
Un factor importante que contribuye a moderar y/o a prevenir recortes 
después de 1982 fue la oposición del Congreso. Las fuerzas del Congreso 
aumentaron por el cabildeo intergubernamental, en oposición a las reduc- 
ciones de fondos para programas específicos de transferencias. El lobby in- 
tergubernamental, encabezado principalmente por los gobernadores, conge- 
16 el componente de descongestión del Nuevo Federalismo de Reagan. 

Sin embargo, las continuas presiones que se hacen al presupuesto fede- 
ral están imponiendo reducciones graduales en términos nominales así 
como en dólares reales, por ejemplo, Gramm-Rudman-Hollings. No obs- 
tante, el Congreso, excepto la renovación de la scr, ha encontrado política- 
mente difícil, desde 1981, eliminar cualquier programa de ayuda federal. 
Parece contentarse con reducir los niveles generales de ayuda y difundir el 
“dolor” político por parejo entre todos los programas. Una alternativa con- 
sistiría en tomar grandes y difíciles decisiones acerca de las prioridades 
generales dentro de un marco o una visión de cómo parecerían unas modi- 
ficadas interrelaciones nacionales, estatales y locales, 

Los comentarios anteriores dejan, desde luego, abierta y sin respuesta la 
cuestión de hasta qué punto el sistema de RIG busca un equilibrio. La pre- 
gunta podría plantearse al menos de dos maneras. Primera: ¿Cuán proba- 
ble es que las políticas de RIG experimenten cambios revolucionarios, refor- 
mistas o redirectivos? Segunda: ¿Qué composición o constelación de fuerzas 


21 Roy Bahl, Financing State and Local Government in the 19805 (Nueva York, Oxford Uni- 
versity Press, 1984), p. 191. 
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CUADRO V11.1. Ayuda federal en términos reales, 1978-1985 
(miles de millones de dólares de 1978) 
A A 
Año Gastos 





fiscal totales Derechos Capital Operación 
Carter limita durante tres años, 1978-1981 
1978 , 711.9 20.6 18.3 38.9 
1981 73.1 23.9 17.0 32.1 
Cambio (en miles de millones) 4,8 +3,3 -1,3 -6.8 
(5%) (+16%) (7%) (18%) 
Reagan hace grandes recortes en 1981 
1981 73.1 23.9 17.0 32.1 
1982 64,1 22,7 14.9 26.5 
Cambio (en miles de millones) -9.0 -1.2 2.1 5.6 
(12%) (5%) (12%) (17%) 
Pero luego cesan los recortes, 1982-1985 
1982 64.1 22.7 14.9 26.5 
1983 64.9 22.9 14.3 27.7 
1984 65.1 23.2 15.2 27.0 
1985 (est.) 68.9 24,3 16.6 28.0 
Cambio (en miles de millones) +4.8 +1.6 +1.7 +1,5 
(+7%) (+7%) (+11%) (+6%) 





Nota: Los derechos incluyen Medicaid, administración de seguro de desempleo, administra- 
ción de estampillas para alimentos, nutrición infantil, administración complementaria del 
seguro del ingreso, -AFDC, y ayuda a los refugiados. El ajuste por inflación se basa en el deflac- 
tor del PNB. Las cifras entre paréntesis son cambios porcentuales, 

FuEnTE: Richard P. Nathan y Fred C, Doolittle, Reagan and the States (Princeton, N. J., Prince- 
ton University Press, 1987), p. 50. (Datos de la Oficina de Administración y Presupuesto, 
Washington, D. C., Government Printing Office.) 
políticas deberá alinearse para producir cambios importantes y radicales 

. en materia de RIG? 

Tras las cifras del cuadro vIL1 asoma otra cuestión, mucho menos evi- 
dente: el problema de sacar conclusiones acerca de los cambios y modifica- 
ciones basados en perspectivas de tiempo limitadas. Volveremos a ocupar- 
nos de este problema después de haber resumido los descubrimientos sobre 
los programas de ayuda redistributivos y de desarrollo de la investigación 
Brookings. - 

Las conclusiones antes enumeradas no hacen justicia a la profundidad 
ni a los matices que hay bajo estas declaraciones. Sin embargo, sí ponen 
en relieve dimensiones importantes del proceso de implementación; 
también ponen en alerta a lectores y a investigadores ante la dimensión 
tiempo. 
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Se descubrió que los programas de ayuda redistributivos, como los de sa- 
lubridad y educación, tienen varios temas comunes a su implementación:22 
1: Son supervisados más minuciosamente por funcionarios estatales y 

nacionales. j 

2. Es más probable que sean fácilmente implementados en lugares eco- 
nómica y fiscalmente prósperos, que en comunidades que se enfren- 
tan a la declinación económica. . 

3. Es más probable que sean eficazmente implementados cuando los pro- 
fesionales son responsables de su administración a niveles locales, que 
cuando la administración es dirigida básicamente por funcionarios 
electos. 

4. Parecen avanzar a través de tres fases durante los primeros años de su 
aplicación: 

a. Surge una resistencia local a los lineamientos federales generales, 
acompañada por malos procedimientos administrativos financieros 
por parte de los destinatarios, 

b. Estrictas regulaciones federales y una minuciosa supervisión fede- 
ral, que incluye auditorías detalladas, son una respuesta nacional a 
la resistencia local. 

Cc. La tolerancia mutua, la creciente sensatez, el mayor entendimiento 
y apreciación de los diferentes papeles y expectativas evolucionan, 
hasta volverse una costumbre y buena disposición de cooperación 
administrativa. 


Los programas de transferencias de desarrollo o distributivos, como las 
transferencias para desarrollo comunitario, revelaron rasgos de aplicación 
distintivos y diferentes:23 


1. No son muy rígidamente administrados, requieren pocas regulacio- 
nes, se ven sujetos a pocas evaluaciones y generan pocos conflictos in- 
tergubernamentales. : 

2, Probablemente sean administrados con mayor eficiencia cuando los 
líderes políticos son influyentes. ] 

3. Cuando tienen un potencial de impacto negativo, muy visible, sobre el 
desarrollo económico comunitario, tienden a politizar la cuestión (por 
ejemplo, las viviendas para personas de bajos ingresos), y hacen que 
una comunidad sea más resistente a la política federal. 

4. Los programas de transferencias generales con propósitos vastos, mal 
definidos o múltiples tenderán a emplear los fondos con objetivos de 
desarrollo. 


22 Peterson, “When Federalism Works”, pp. 15-16. 
23 Ibid. 
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La dinámica del proceso de implementación es clara y contrastante. El 
contenido político de programas particulares de ayuda nos servirá para lle- 
gar a un entendimiento de cómo será administrado el programa, lo que'a 
su vez ejerce influencia sobre los impactos o resultados del programa. Al 
mismo tiempo, algunos programas, especialmente los redistributivos, colo- 
can a los comités intergubernamentales en considerables aprietos. Como 
lo observa Peterson: “Puede verse ahora que los programas [redistributi- 
vos] de la Gran Sociedad, construidos durante los añios sesenta y setenta, 
pusieron considerable presión sobre los sistemas intergubernamentales; en 
décadas anteriores, el federalismo cooperativo había tendio éxito, en parte, 
porque se limitaba a la administración de los programas de desarrollo”.24 


Proposiciones de implementación 


La frase de Peterson, “ahora puede verse”, establece la base para un conjun- 
to final de observaciones sobre cómo funciona el sistema de implementación 
de las RIG, y lo que puede inferirse, con justicia, de su funcionamiento, Las 
aseveraciones siguientes se presentan como conjunto de proposiciones pro- 
visionales acerca de la aplicación de la ayuda federal, 25 


Trueques. La acción en y sobre RIG es rara vez, o no lo es nunca, una opción 
entre “bueno” y “malo”. Normalmente, acciones y opciones incluyen una 
selección entre varias alternativas más o menos deseables. Hasta la “pre- 
sión” ejercida sobre el sistema por los programas redistributivos de la Gran 
Sociedad podrían justificarse desde un ángulo, aparte de los supuestos re- 
sultados de impactos de los programas. Demostró la extraordinaria capaci- 
dad del sistema para adaptarse a un tipo de presión (sobrecarga) en los 

. años sesenta, así como se ha adaptado a un diferente tipo de presión (con- 
tracción) en los años ochenta, 


Elecciones y tomadores de decisiones. A la postre, las preguntas sobre 
federalismo y sobre RIG llegan a un punto inevitable: ¿Quién decidirá? Los 
programas de ayuda federal han colocado a los funcionarios administra- 
tivos políticos nacionales en posiciones de ejercer una influencia significa- 
tiva sobre las elecciones y decisiones que toman en casos discrecionales, así 
como en términos generales o estratégicos, digamos, si deben buscarse 
unos objetivos redistributivos de preferencia sobre los objetivos distribu- 
tivos y de desarrollo. Autorizar la discrecionalidad (elección) a los toma- 
dores locales de decisiones puede tender a promover uno de estos objetivos 
por encima del otro. 


24 Ibid, p. 22, 

25 Estas proposiciones proceden en parte de la investigación de Petersori, pero se extienden 
amás allá del análisis para incluir los estudios de Nathan, otras investigaciones y las observa- 
ciones de este mismo autor. 
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Separación en categorías. Los programas de transferencias específicas con 


fondos federales suelen ser bien definidos y claramente segmentados den- 


tro del sistema de prestación de servicios de una comunidad. Hay, en otras 
palabras, un conjunto de fuerzas políticas y administrativas que promue- 
ven la separación de las actividades de ayuda federal en diversas catego- 
rías. Estas tendencias aislantes pueden brotar de diversas fuentes, que sin 
duda varían entre las comunidades, según sus fuerzas relativas. 


Equilibrio. Con el paso del tiempo, las relaciones intergubernamentales 
tienden a desarrollar procesos consensuales de toma de decisiones. Esta 
afirmación simplemente formaliza el esperado avance hacia unas condicio- 
nes de equilibrio, Tras él se encuentra una suposición acerca de estabilidad 
política y aceptación de las políticas. Por ejemplo: Peterson nota que “si sur- 
gen dificultades, es más probable que surjan de los cambiantes requisitos 
legislativos que de una ineficiencia administrativa”.26 En otras palabras, las 
necesidades políticas, más a menudo que los problemas administrativos, 
establecen la agenda de los cambios de las políticas en materia de RIG. 


Muestras sesgadas. La imagen de un federalismo y de RIG no viables persis- 
te, en parte, porque sociólogos y periodistas enfocan lo conflictivo, lo con- 
trovertido y lo nuevo, en lugar de las actividades de programas de transfe- 
rencias basadas en el consenso. Una de las virtudes de los estudios como 
los dirigidos por Peterson y Nathan es su alcance: cubren toda una gama de 
programas de ayuda. Depender de estudios de caso en el pasado a menudo 
introdujo tendencias evidentes, o bien sutiles, en los intentos por genera- 
lizar acerca de cómo funciona el sistema. Los estudios de un solo programa 
de ayuda han acentuado frecuentemente la tendencia, las más de las veces 
porque el programa de ayuda suscitó atención y fue seleccionado para su 
análisis por causa de los conflictos asociados a él. 


Miopía temporal. Observa Peterson que “los plenos efectos de la política fe- 
deral sólo se tonocen una década o más después de entrar en vigor”, y que, 
por tanto, “los juicios apresurados, que parecen tener gran relevancia en la 
política, a menudo resultan engañosos”.27 Su punto está bien establecido... 
desde el punto de vista de un teórico-investigador. Sin embargo, su propo- 
sición presenta un dilema o una laguna básica. Es eminentemente defendi- 
ble para un analista del sistema de RIG ser cauteloso, y retener sus juicios 
hasta que se revelen más datos y tendencias más claras, pero los profesio- 
nistas y participantes en ello, a menudo no pueden darse el lujo de dejar 
pasar el tiempo. Una vez aplicado un programa de transferencias, por 
ejemplo el de las Ciudades Modelo, se esperan resultados demostrables, es- 


26 Peterson, “When Federalism Works”, p, 16. 
21 Ibid, p. 24. 
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pecialmente los que puedan mostrarse a los votantes (se encuentren donde 
se encuentren) de preferencia antes de las elecciones siguientes, Por tanto, 
el dilema básico: para saber adónde y cómo va avanzando el sistema de RIG, 
necesitamos datos confiables, representativos y a largo plazo, como base 
para tendencias de juicio y para emprender una acción correctiva. Pero nu- 
merosos ajustes “correctivos” a corto plazo, están haciéndose regularmen- 
te, y algunas de estas correcciones son más “redirectivas” que otras, 


IMPACTOS Y EFECTOS DE LA AYUDA FEDERAL 


Los impactos y efectos de la ayuda federal están íntimamente relacionados 
con varios rasgos de su implementación, analizados en la sección anterior, 
En realidad, podría formularse el argumento de que separar un análisis de 
los impactos de la ayuda y de su implementación constituye una distinción 
artificial e imprudente. Pese a los nexos directos entre la implementación y 
los impactos, sí resulta útil separar estos dos conceptos. : 

Primero, la distinción nos alienta a pensar en ellos como variables sepa- 
radas. Los impactos de la ayuda federal pueden verse como variables de- 
pendientes, mientras que los rasgos de implementación son vistos como 
variables independientes que pueden explicar diferentes impactos. En se- 
gundo lugar, el análisis del impacto de la ayuda federal se ha inclinado en 
exceso hacia sus efectos fiscales. Un enfoque separado entre los temas pro- 
mueve la atención hacia unos efectos que no sólo sean fiscales; dos de las 
cuatro áreas examinadas no son de naturaleza fiscal. Por último, la explo- 
ración separada de los impactos favorece la evaluación de los efectos acu- 
mulativos de la ayuda federal. Muchos estudios de su implementación se 
limitan, en sus contribuciones, a conclusiones sistemáticas acerca de los 
efectos generales de la ayuda. Este límite puesto a la generalización surge, 
a menudo, por el carácter de estudio de casos y/o específico de un progra- 
ma de la investigación de su implementación. ; 

El siguiente análisis de los impactos de la ayuda federal examina cuatro 
clases de efectos: los dos primeros son, en gran parte, de naturaleza fiscal, 
y analizan: 1) los impactos geográficos, y 2) los económicos de la ayuda fe- 
deral. A las categorías tercera y cuarta las llamaremos: 3) elección de las 
políticas, y 4) efectos institucionales. 


Impactos geográficos 


Durante los años setenta, un asunto importante relacionado con la ayuda 
federal, fue la llamada segunda guerra entre los estados. Esta frase popular, 
complementada por el descriptor del Cinturón de la Nieve/Cinturón del Sol, 
resumió la creciente intensidad del conflicto por los gastos federales. Las 
“guerras” regionales fueron función de varios desarrollos políticos, econó- 
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micos, sociales y demográficos, que no necesitamos examinar aquí. Desde 
luego, fueron acentuadas por las crisis de la energía de 1973 y 1979, y por 
un giro general hacia la. política de una sociedad de suma cero.28 Lo que 
frecuentemente fue oscurecido por la retórica y la política del debate fue, 
empero, el contenido de los datos manipulados para “probar” varios pun- 
tos de vista regionales. 

Una confusión común se debió a la diferencia entre “ayuda federa)” y “fon- 
dos federales”. Esta última categoría incluye todos los gastos del gobierno 
nacional que se pueden seguir hasta un estado, y ejercen impacto sobre él: 
procuración de la defensa, nóminas de empleados federales, pagos de Se- 
guro Social y ayuda federal a los gobiernos estatal y local. Obviamente, la 
categoría “fondos federales” cubre casi todos los gastos nacionales, (Se ex- 
cluye el interés de la deuda nacional, por la dificultad de atribuirle un im- 
pacto geográfico o estatal.) Desde luego, limitarse a identificar el estado en 
que se gastan los fondos no es la única y ni siquiera la mejor medida de al- 
cance de los beneficios del gasto. 

Además de las distinciones anteriores, las “guerras” fiscal-geográficas 
entabladas por el análisis del flujo de fondos federales no consideraron el 
lado de ingresos ni el de gastos del libro mayor; es decir, el “quién se bene- 
ficia” de los fondos federales también debe considerar “quién paga”. En 
otras palabras, los cálculos deben tomar en cuenta los impuestos naciona- 
les recaudados dentro de cada estado, Este cálculo de “ganancia y dolor” 
puede (o debe) aportar una base más completa para evaluar los impactos 
geográficos de los fondos federales. Los datos y la base tabular de ese aná- 
lisis aparecen en el Apéndice C. Muestra para cada estado, en cuatro perio- 
dos, la cantidad estimada del gasto nacional en cada estado con relación a 
los impuestos nacionales pagados dentro de ese estado. 

Como estamos primordialmente interesados en la “ayuda federal” y no 
en el total de “fondos federales”, omitiremos un análisis pormenorizado de 
las cifras específicas del Apéndice C. Sin embargo, los resultados acumula- 
dos tienden a armonizar con la idea convencional o con los argumentos de 
los proponentes del Cinturón de la Nieve. Las proporciones de fondos reci- 
bidos a impuestos pagados generalmente superan el 1.0 en los estados del 
sur y del Cinturón del Sol en el sudoeste. Las proporciones están muy por 
debajo de 1.0 en muchos de los estados urbanos-industriales de las regio- 
nes del Atlántico Medio y de los Grandes Lagos. 

Un análisis similar al presentado en el Apéndice C puede hacerse exclusi- 
vamente para los gastos de ayuda federal, Los resultados de semejante es- 
fuerzo para 1985 aparecen en el cuadro vn.2. La columna 4 muestra la pro- 
porción de impuestos nacionales recaudados (que aparecen en la columna 3) 


2% Lester C. Thurow, The Zero-Sum Society: Distribution and the Possibilities for Change 
(Nueva York, Basic Books, 1980). Véase también Lester C. Thurow, The Zero-Sum Solution: 
Building a World-Class American Economy (Nueva York, Simon é: Schuster, 1985). 
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al total de la:ayuda federal recibida (que aparece en la columna 1). La co- 
lumna final indica la posición de cada estado. Texas es el primero: tiene la 
más alta proporción, lo que significa la más baja “tasa de rendimiento” en 
ayuda federal, Otros de los más altos estados “pagadores” son Florida, New 
Jersey, Connecticut y Colorado, Los principales estados beneficiarios 
(además del Distrito de Columbia) son Dakota del Sur, Montana, Vermont, 
Alaska y Maine. Estos estados son distintivos por causa de sus poblaciones 
pequeñas y escasas. 

El cuadro vin2 debe ir acompañado por una advertencia, así como las 
conclusiones basadas en él (al igual que el Apéndice C). Los datos de que se 
derivan estas proporciones se basan en procedimientos de estimación para 
identificar y asignar los impuestos nacionales entre los estados. Son 
mejores estimaciones, pero no alcanzan la precisión de los pagos de ayuda 
federal, que en los últimos veinte años han mejorado continuamente en 
precisión y disponibilidad. Pese a las advertencias, la existencia y el uso 
general de las cifras del cuadro vH.2 indican la controversia y la com- 
petición que hay por los impactos de la ayuda federal. 

Existen, desde luego, numerosas y variadas medidas fiscales de los im- 
pactos de la ayuda federal sobre los estados, lo cual reconoce la ambigúe- 
dad presente en términos como impactos y efectos. Podemos notar tres de 
estas otras medidas, Una de ellas es una variante de la idea de dependencia 
analizada en el capítulo Iv. Calcula el impacto de la ayuda federal con base 
en la medida en que cada estado depende del dinero federal como parte de 
su ingreso federal. Sobre una base nacional, en 1984, los gobiernos estata- 
les recibieron 23% de su ingreso general (y gastos ulteriores) en forma de 
ayuda federal. Pero el impacto de la ayuda federal sobre los presupuestos 
de los estados varió de un mínimo de 8% en Alaska a un máximo de cerca 
de 32% en Dakota del Sur y en Tennessee, 

La segunda medida, tal vez la más común, del impacto de la ayuda fede- 
ral, es una cifra per capita. Este indicador, común y directo, es fácil de com- 
prender; pero su simplicidad debe ponernos en guardia contra generaliza- 
ciones precipitadas. En 1984, la ayuda federal fue de 411 dólares por persona. 
Sobre una base específica de cada estado, la cifra pasó de más de 900 dóla- 
res en Alaska y Wyoming a mínimos de cerca de 270 en Florida y Texas. En 
grado considerable, las medidas per capita reflejan unas pautas similares a 
las reveladas por el análisis de la carga del beneficio en la ayuda, en rela- 
ción con los impuestos, 

¿Hay alguna tendencia sistemática presente en la distribución per capita 
de la ayuda federal entre los estados? Un análisis reciente ofrece una res- 
puesta condicionada a esta pregunta. Roy Bahl analizó la ayuda federal per 
capita a los estados sobre la base regional para diez años distintos, de los 
años sesenta a los ochenta.29 No encontró diferencias significativas en la 
ayuda estatal entre los estados del norte y los del sur, en ninguno de los años. 


29 Bah, Financing State and Local Government in the 19805, p. 195. 








GASTOS DE AYUDA FEDERAL 371 


En cambio, los estados del oeste sí recibieron una ayuda per capita conside- 
rablemente superior ala de los estados del norte y los del sur. Sin embargo, 
esas diferencias sólo fueron importantes durante 1975 para la escisión oes- 
te-norte y, en 1977, para la división oeste-sur. Estas cifras seleccionadas 
del análisis de Bahl nos darán una muestra de su enfoque: 


Ayuda federal per capita 








Norte Sur Oeste 
1962 $ 40.70 $ 44.76 $ 65.34 
1967 67.22 83.10 114.73 
1972 Ñ 141,01 145,24 175.71 
1977 289.25 270.02 321.00 
1981 404.98 383.63 424,89 





Una tercera y última medida del impacto de la ayuda federal se basa en 
indicadores de ingreso personal en los estados. Estas cifras comúnmente se 
expresan en términos de ayuda federal en 1000 dólares de ingreso personal 
de los residentes del estado. En toda la nación, en 1984, la ayuda federal 
fue de 35.50 por cada 1000 dólares de ingreso personal. La lista siguiente 
muestra los cinco estados más altos y los cinco más bajos:30 





Más altos Más bajos 
Wyoming $ 76.68 Florida $ 23.73 
Alaska 59.84 Texas 23.89 
Vermont 58.03 Connecticut 24.35 
Montana 54,98 Virginia 26.26 
Dakota del Sur 52.26 Nueva Jersey 26.46 





Una vez más, vemos a estados con poblaciones pequeñas y dispersas en 
posición ventajosa en la recepción de ayuda federal. Un análisis más deta- 
lado revelaría que los fondos de ayuda para carreteras contribuyen nota- 
blemente a las diferencias observadas. Este hecho también viene en apoyo 
de un argumento que frecuentemente se ha mencionado en este capítulo y 
en los anteriores. La conciencia dé una política específica-o de áreas de 
programas y funcionales es de particular importancia para llegar a una sóli- 
da comprensión de las RIG. 

¿Cómo podemos resumir nuestros descubrimientos sobre los impactos 
geográficos de la ayuda federal? Un primer punto es de cautela acerca de 
los datos, las medidas y las inferencias sacadas de los diversos análisis. Un 


30 Oficina del Censo de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1983-1984, GF84, 
núm. 5 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1985), cuadro 25, p. 81. 


CUADRO VIL.2. Transferencias federales a gobiernos estatales y locales, 
y carga fiscal federal estimada para transferencias federales; 
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CUADRO VHL2. (concluye) 








año fiscal 1985 
. : Carga fiscal 
Transferencias*  % del total estimada para Carga fiscal por 
(millones de de la carga transferencias? dólar de 
Estado | z dólares) fiscal (millones de dólares) ayuda lugar 

(1) (2) (3) (4) (5) 

Total EUA $99622.5 100.00 $99622.5 $1.00  -— 
Alabama 1674.4 1.27 1263.3 0.75 34 
Alaska 609.6 0,33 330.6 0,54 47 
Arizona 1106.4 1.17 1161.4 1.05 13 
Arkansas 1005.5 0.71 703.7 0.70 40 
California 10 492.4 12.15 12 102.8 1,15 8 
Carolina del Norte 2131.0 2,15 2138,1 100 20 
Carolina del Sur 1320.8 1.04 1038.0 0,79 33 
Colorado 1113.6 1.43 1429.3 1.28 5 
Connecticut 1377.4 1.87 1865.1 1,35 4 
Dakota del Norte 434.1 0.27 265.3 0.61. 44 
Dakota del Sur 476.2 0.23 230.4 0.48 50 
Delaware 318.0 0,28 280.0 0,88 29 
Florida 3117.8 4.68 4 659.0 1,49 2 
Georgia 2 366.8 2,17 2161.9 0.91 26 
Hawai 435.6 0.42 417.6 0.96 23 
Idaho 425.0 0.31 305.9 0,72 38 
Illinois 4687.5 5.42 5403.2 1.15 9 
Indiana 1825.1 2.10 2094.6 1,15 10 
lowa 1163.5 1.14 11345 0.98 21 
Kansas 854.5 1.05 1050.3 1.23 6 
Kentucky 1749.8 1.20 1193.9 0.68 41 
Louisiana 1779.4 1.62 1618.1 0.91 27 
Maine 659.3 0.39 386.4 0.59 46 
- Maryland 2058.4 2.14 2133.6 104 15 
Massachusetts 2842.0 2.88 2872.0 1.01 19 
Michigan 3958.7 3.70 3681.2 0.93 24 
Minnesota 1980.2 1.76 1753.6 0.89 28 
Mississippi 1167.1 0.70 694,8 0.60 45 
Missouri 19324 1,99 1983.5 1.03 18 
Montana 545.5 0.29 287.2 0.53 49 
Nebraska 674.6 0.62 622.5 "092 25 
Nevada 371.4 0.42 422.5 114 11 
Nueva Hampshire 418.2 0.44 441.2 1.05 12 
Nueva Jersey 2945.2. 4.20 4185.1 1.42 3 





2 , Carga fiscal . 
Transferencias? Y del total estimada para Carga fiscal por 
(millones de de la carga. transferencias? dólar de 
Estado dólares) fiscal (millones de dólares) ayuda lugar 

(1) (2) 3) (4) (5) 
Nueva York 11092.3 8.35 8320.8 0.75 35 
Nuevo México 728.5 0.48 478.7 0.66 42 
Ohio 4157.9 4.32 4305.3 104 16 
Oklahoma 1229.9 1.28 1278.1 104 14 
Oregon 1240.1 0,99 989.6 0,80 32 
Pensilvania 4961.4 ' 4.83 4816.4 0.97 22 
Rhode Island 573.2 0.41 406.8 0.71 39 
Tennessee 1931.4 1.64 1629.7 0.84 31 
Texas 4469.8 7.13 7099,8 1.59 1 
Utah 714.7 0.52 515.3 0.72 37 
Vermont 336.1 0.18 180.6 0.54 48 
Virginia 2049.7 2.44 2 430.1 1.19 7 
Virginia del Oeste 902.9 0.59 587.5 0.65 43 
Washington 1798.5 1.87 1858.3 1.03 17 
Wisconsin 2109,9 1.85 1847.1 0.88 30 
Wyoming 293.7 0.22 215.9 0.74 36 
Dto. de Columbia 1018.0 0.35 352.0 0.35 51 


- + 
* Excluye ingresos compartidos y pagos en lugar de impuestos; incluye Sistema General de 
Participaciones y ayuda para fondos de fideicomiso. 
» Se supone que el total de la carga fiscal por transferencias es igual al pago de transfe- 
rencias. 
FUENTE: Tax Foundation, Tax Features 30 (mayo de 1986), 2. 


segundo es la presencia de diferencias estatales seleccionadas o distintivas, 
dependiendo de puntos específicos de programas particulares. Un tercero 
es la ausencia de toda diferencia clara, congruente y asombrosa en los im- 
pactos fiscales acumulados de la ayuda federal entre los estados. Pese al 
uso de cuatro medidas distintas, no es evidente que la ayuda federal esté 
claramente sesgada en favor de los estados ricos contra los pobres. De he- 
cho, hay ciertos testimonios que sugieren que, a lo largo de-los años, la 
ayuda federal ha venido siendo más parejamente distribuida entre los esta- 
dos, cualesquiera que sean los indicadores de impacto que se empleen.31 

31 Bahl, en Financing State and Local Government in the 1 980s, p. 105, hace notar que pa- 
rece haber una ventaja comparativa en favor de las regiones en crecimiento. Para' un análisis 
antiguo, pero agudo, de la política de las transferencias intergubernamentales, véase Ann R. 
Marlarsen, Annalee Saxenian y Marc S. Weiss, “Who Benefits from Intergovernmental Trans- 
fers?”, en Publius: The Journal of Federalism 11'(invierno de 1981), pp. 5-35. La guerra de 
Palabras y de datos por las “partes justas” regionales del gasto del gobierno nacional continúa 


en todo su apogeo. Véase Eugene Carlson, “Could Ht Be that All Sections Are Federal-Spend- 
ing Losers?”, en Wall Street Journal, 28 de julio de 1987, p. 25. 
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Los impactos económicos 


Esta categoría de impactos incluye una vasta gama de efectos que cuadran, 
poco más o menos, bajo el rubro económico. En un nivel enfocan especial- 
mente los esfuerzos por seguir los efectos fiscales de la entrada de la ayuda 
federal en los presupuestos estatales (y estatal-locales). En otro nivel, la 
atención se centra en ver si la ayuda federal va dirigida a los lugares más 
pobres y/o a las personas más pobres. Por último, analizaremos brevemen- 
te un esfuerzo por integrar los modelos de oferta y de demanda de las asig- 
naciones de ayuda federal, 


Los efectos fiscales 


¿De qué manera las transferencias federales recibidas por un estado o una 
unidad local alteran o “distorsionan” sus pautas de gasto? Por ejemplo: los 
dineros de las transferencias que exigen aportaciones complementarias, 
¿Mevan a las jurisdicciones a apartar fondos de programas que de otra 
manera habrían podido ser financiadas para alcanzar la cantidad compen- 
satoria y obtener la transferencia? Muchos funcionarios estatales y locales 
creen que las transferencias federales sesgan o desequilibran los progra- 
mas estatales; pero, ¿hay verdaderas pruebas que apoyen estos efectos fis- 
cales de las transferencias, tan frecuentemente mencionados y discutidos? 
Pese a considerables investigaciones sobre el asunto, no existe ninguna 
respuesta sencilla e inequívoca. 

Para comprender esta cuestión más claramente, identifiquemos tres po- 
sibles efectos fiscales que podría tener una transferencia; estimulativo, adi- 
tivo y sustitutivo. Primero, la transferencia puede estimular a la unidad 
beneficiaria a reunir los fondos equivalentes necesarios para obtener la 
transferencia y aportar el servicio o el programa. Sin embargo, esta condi- 
ción, aunque comúnmente se supone que se da, se basa en una definición 
insatisfactoriamente vaga de estímulo fiscal. Equipara el estímulo con la 
recepción de cualquier tipo de transferencia equivalente, tan sólo porque 
se obtuvieron fondos (federales) del exterior. La extensión del grantsman- 
ship de perseguir dólares federales porque ahí están sugiere que se debe 
volver a pensar este concepto. Una definición más restrictiva pero satisfac- 
toria de un efecto fiscal estimulativo es la que se da sólo cuando la unidad 
beneficiaria eleva su apoyo financiero para el programa o proyecto federal 
en más que la cantidad requerida. De acuerdo con esta norma, una trans- 
ferencia federal sería estimulativa no sólo porque una unidad la obtuvo 
sino, antes bien, porque la unidad hizo más que el mínimo necesario para 
obtener los fondos, Dado que hacer el mínimo puede ser una práctica muy 
difundida, tal vez casi universal, resulta útil tener una norma más rigurosa 
de la respuesta de los destinatarios, 








¿ 
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El segundo tipo de efecto fiscal de una transferencia es aditivo, en el sen- 
tido de que el gasto que aumenta por la transferencia es igual a la cantidad 
de la transferencia, más cualesquiera fondos aportados por el destinatario. 
(De este modo, la definición de aditivo es idéntica a la definición anterior, 
no empleada, de estimulativo.) Desde luego, si no se requiere una cantidad 
equivalente, entonces el efecto aditivo sería idéntico a la cantidad de la 
transferencia. Superficialmente puede parecer que toda transferencia debe 
ser aditiva. Pero, con equivalente o no, cuando una unidad o una agencia 
recibe una transferencia está virtualmente segura de gastar todo el dinero. 
No hacerlo sería cometer un pecado cardinal de grantsmanship: dejar la 
impresión de que no era necesario todo el dinero solicitado. 

Pero hay que establecer una clara distinción entre gastar el dinero de la 
transferencia, es decir, pagar salarios, y el efecto fiscal neto de recibir para 
empezar, la transferencia. Así como el dinero para completar una transfe- 
rencia puede “apartar” fondos de otro programa, así la recepción de otras 
transferencias puede liberar fondos para una actividad no ayudada por 
transferencias, o bien el destinatario podrá reducir impuestos o mantener- 
los bajos. Así, en su auténtico efecto fiscal, una transferencia puede, o bien 
atraer fondos hacia el programa ayudado por la transferencia, o bien apar- 
tarlos. Para nuestros propósitos, emplearemos el término sustitutivo para 
este último caso. La transferencia permite dar un giro a los fondos de la 
propia fuente del destinatario, apartándolos del programa apoyado. El tér- 
mino fungibility, empleado e ilustrado en el capítulo 11 (caja 11.1), no es 
más que otra manera de describir y de demostrar los efectos de sustitución 
de la ayuda federal. j 

Ahora, planteemos de otra manera nuestra pregunta original sobre los 
efectos fiscales de la ayuda federal: ¿Las transferencias federales son 
estimulantes, aditivas o sustitutivas? Dependiendo de la unidad beneficia- 
ria, del programa o de la función apoyados, y de la transferencia, puede 
ocurrir cualquiera de los tres efectos fiscales. Uno de los muchos estudios 
de los efectos acumulativos de las transferencias, basado en un análisis de 
ecuaciones simultáneas, dio resultados de bastante interés. A 

Thomas O'Brien estudió los gastos combinados estatales y locales, de los 
48 estados contiguos, de 1958 a 1966.32 Para hacer inferencias acerca de 
los gastos propios, estatales y locales, subdividió las transferencias y los 
gastos estatales y locales en grandes categorías funcionales, y luego restó la 
cantidad de transferencias federales. Sus resultados, que indicamos abajo, 
son medidas o coeficientes que muestran el aumento de dólares y centavos 
en gastos estatales y locales propios, por cada dólar de ayuda federal re- 
cibido: 

Educación $1.64 
Salubridad 0.67 


32 Thomas O'Brien, “Grants-in-Aid: Some Further Answers”, en National Tax Journal 24 
(marzo de 1971), pp. 65-77. 


376 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


Bienestar 0.53 
Carreteras 9.04 
Otros gastos 0.44 
Total de gastos generales 0.52 


Es decir: por cada dólar de ayuda federal recibida hubo un aumento de los 
gastos estatales y locales; por ejemplo, 1.64 para la educación. Parece claro 
que esta respuesta fiscal estatal y local debe colocarse en la clase estimu- 
lante, aunque podamos cuestionar legítimamente si la ayuda federal causó 
este marcado aumento de los gastos estatales y locales entre 1958 y 1966, 
También entraron en acción otras fuerzas, como una mayor matrícula. 

Las cantidades de 0.67 y 0,53 para salubridad y bienestar, respectiva- 
mente, sugieren un efecto estimulante. Sin embargo, antes de saltar a esta 
conclusión debemos recordar que las cantidades estatales y locales, equi- 
valentes a las transferencias, necesarias para obtener éstas, se encuentran 
enterradas en los gastos estatales y locales propios, para estas funciones. 
Por ejemplo: hagamos la razonable suposición de que la proporción prome- 
dio equivalente para las dos funciones recién mencionadas es de 1:2. Es 
decir, $0.50 del dinero estatal o local de propia fuente obtendrá $1.00 dólar 
para ayuda federal, para salud y bienestar. Dadas estas proporciones, nues- 
tro juicio inicial requiere que lo condicionemos. Sólo una cifra (coefi- 
ciente) que muestre un incremento por encima de $0.50 puede considerar- 
se estimulante. Los efectos de las transferencias federales a la salud entre 
1958 y 1966 parecen ligeramente estimulantes: por encima de $0.17 por 
dólar. Y para el bienestar, los fondos de transferencias federales son casi 
exactamente acumulativos. 

La cifra para carreteras resulta ilustrativa. Recordemos que la propor- 
ción equivalente estatal:federal para una parte importante de la ayuda para 
carreteras (el sistema interestatal) es de 1:9. La cifra excepcionalmente baja 
de $0.04 nos impone la conclusión de que la ayuda federal para carreteras 
fue muy sustitutiva durante el periodo estudiado. Una gran cantidad de re- 
cursos del estado se filtró o se apartó del gasto en carreteras, La cifra de 
“otros” gastos no se puede interpretar fácilmente, porque es una categoría 
compuesta, por lo cual resulta difícil estimar una razonable proporción 
equivalente. La cifra para el total de gastos generales (la suma de los cinco 
tipos de gastos) se puede calcular sensatamente si empleamos una propor- 
ción equivalente de 1:2 para transferencias federales acumuladas. Se im- 
pone la conclusión de que, durante el periodo examinado, el efecto agrega- 
do de la ayuda federal fue aditivo. 

Testimonios de otras varias investigaciones, que cubren diferentes perio- 
dos, tienden a confirmar esta conclusión. Aunque muchos programas o fun- 
cienes particulares muestran efectos claramente estimulantes, en conjunto, 
la ayuda federal parece aditiva.33 Debe mencionarse que poca investiga- 


33 Para una revisión y evaluación de parte de esta investigación, así como de análisis origi- 
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ción ha cubierto el periodo de los años setenta y los ochenta. Sin embargo, 
podemos plantear la hipótesis de que los grandes aumentos de fondos de 
ayuda federal, o bien han sostenido el efecto aditivo, o bien han cambiado 
perceptiblemente el impácto hacia un efecto sustitutivo. Nuevas investiga- 
ciones confirmarán o corregirán esta hipótesis. 

Un informe de 1980, enviado por la ocó al Congreso, presenta los efectos 
fiscales de las transferencias federales, especialmente en su relación con 
las proporciones equivalentes y los llamados requisitos de mantenimiento 
del esfuerzo.34 Este último término, en el lenguaje estatutario, se aplica a 
una variedad de cláusulas que exigen que el destinatario de una transferen- 
cia federal mantenga su nivel anterior de apoyo financiero o, como dice la 
0cG, que “impida que las transferencias estatales y locales reduzcan su gas- 
to en áreas de programas con fondos federales”.35 Estas cláusulas, desde 
Juego, reconocen que las transferencias federales pueden tener efecto susti- 
tutivo, y se aplican precisamente para impedir ese efecto, 

Vale la pena notar los descubrimientos de la 0cú sobre los efectos de los 
requisitos de mantenimiento. “La mayor parte de los requisitos actuales de 
mantenimiento del esfuerzo... no son lo bastante enérgicos para asegurar 
que los fondos federales sean empleados por los gobiérnos estatales y loca- 
les para incrementar los programas, y no en remplazar. fondos estatales y 
locales que de otra manera se habrían gastado.”36 Por ejemplo: la 0cG des- 
cubrió que los requisitos de mantenimiento pronto quedaban caducos y 
eran socavados por la inflación, de modo que, por ejemplo, 100 millones de 
dólares gastados por un estado en salubridad en 1970, significaban que si 
el estado seguía gastando sólo 100 millones de sus propios fondos en 1980, 


nales y resultados, véanse dos artículos: Russell Harrison, “Federal Categorical Grants and 
the Stimulation of State-Local Expenditures”, y Laura Irwin, “Expenditure Effects of Federal 
Aid: Data Aggregation and the Risk of Uncertainty”, en Publius: The Journal of Federalism 5 
(otoño de 1975), pp. 123-136 y 137-160, respectivamente, Debemos observar que el impacto de 
la ayuda federal (o estatal) es más complejo que los tres efectos fiscales que aquí hemos anali- 
zado. Una aguda crítica de la investigación sobre los efectos de la ayuda es la de Jeff 
Stonecash, cuya propia investigación y escritos sugieren la existencia de modelos más refina- 
dos y explícitos. Véase Jeff Stonecash, “Urban Policy Analysis, Systems Assumptions and Mul- 
tiple Planes of Influence”, en Publius: The Journal of Federalism 7 (invierno de 1977), pp. 59- 
89; y Jeff Stonecash, “Intergovernmental Aid and Local Response Patterns: A Refocusing of 
Aid Impact Studies”, en Publius: The Journal of Federalism 9 (verano de 1979), pp. 101-117, 
donde, en la p. 117, observa Stonecash: “Estudios anteriores que han intentado determinar el 
impacto de la ayuda sobre los niveles de gastos con independencia de las condiciones so- 
ciales, han pasado por alto un punto básico: que el efecto de la ayuda varía con las condicio- 
nes sociales”. Su idea de que la respuesta fiscal de los destinatarios de las transferencias varía 
con las características sociales y económicas de la unidad parece obvio, y sin embargo ha sido 
pasado por alto en gran parte de la investigación. También podemos sugerir que el efecto de 
la ayuda en la respuesta fiscal de los destinatarios varía según las condiciones políticas. 

34 Contralor General, Proposed Changes in Federal Matching and Maintenance of Effort 
Requirements for State and Local Governments, GGD-81-7 (Washington, D. C,, General 
Accounting Office, 1980), 99 pp. 

35 Ibid, p. i. Véase Sección 101c de la Ley de Vivienda y Desarrollo Comunitario de 1974 
para un típico requerimiento de “mantener el esfuerzo”. 

36 Ibid, p. iv. 


378 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


habría utilizado fondos federales para recuperar el aumento en el financia- 
miento de la salud desde 1970. En otras palabras, con sólo permanecer inmó- 
vil, el estado en realidad habría reducido su esfuerzo fiscal y, sin embargo, 
técnicamente, cumplía con los requisitos de mantenimiento del esfuerzo, 
La oca justificó la reducción de estos requisitos por causa de las difículta- 
des para aplicarla. “Los requisitos de no sustitución utilizados para impedir 
que los gobiernos estatales y locales empleen fondos federales para unas 
actividades que de otra manera no recibirían fondos federales no son aplica- 
dos por muchas agencias federales, debido a los considerables problemas de 
precisar las intenciones estatales y locales en el gasto.”37 

Sin embargo, los ineficaces requisitos de mantenimiento del esfuerzo no 
cargaron el grueso de la crítica de la 0cG a los efectos fiscales de la ayuda 
federal. Las principales críticas fueron en contra de los requisitos de apor- 
taciones complementarias, juzgados como inadecuados e irracionales en 
varios aspectos, y que merecen citarse con cierta extensión. 


Los requisitos de aportaciones complementarias por lo general no satisfacen sus 
objetivos federales fiscales y empresariales. No limitan los gastos de transferen- 
cias federales a nivel nacional, salvo en los pocos programas que no son contro- 
lados por topes a las asignaciones. En la mayoría de los otros programas no se 
alcanzan los objetivos porque todos los niveles de gobierno desean la más alta 
participación en programas federales, con la menor carga financiera, De este 
modo, los requisitos de aportaciones complementarias no federales son típica- 
mente bajos, y a menudo se les puede satisfacer con los recursos disponibles. En 
consecuencia, los requisitos de aportaciones complementarias habitualmente: 


+ no estimulan recursos estatales y locales adicionales para programas de trans- 
ferencias, 

+ no animan a los más altos funcionarios estatales y locales a deliberar sobre los 
méritos de participar en programas de transferencias federales; 

* no promueven la supervisión de los cesionarios sobre la administración de los 
programas de transferencias, y 

+ no reflejan los beneficios proporcionales que los cesionarios obtienen de los pro- 
gramas de transferencias. 


Las historias legislativas rara vez muestran un análisis razonado explícito de 
por qué se requirió igualar los gastos o por qué se asignó una tasa determinada. 
Esta falta de análisis razonado ha dado por resultado una gran diversidad de re- 
quisitos de aportaciones complementarias y de disposiciones que influyen sobre 
la forma en que los gobiernos estatales y locales aprovechan las oportunidades de 
transferencias federales. Estos gobiernos tienden a solicitar transferencias 'con 
bajas aportaciones no federales, o se ven tentados a cargar costos a tales progra- 
mas en forma incorrecta. En consecuencia, algunos programas con alta apor- 
tación complementaria no federal son utilizados sólo a medias, en detrimento de 
los objetivos federales, 38 


37 Ibid., p. v. 
38 Ibid,, pp. 1i-iv. 
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Una evaluación de estos descubrimientos movió a la 0CG a recomendar 


+ que los requisitos de aportaciones complementarias en los programas de 


transferencias $e embpléaran *menos, y tras mayor deliberación. La oc6 
recomendó, además, varias normas que el Congreso debe ponderar cuando 
considere anexar requisitos de aportaciones complementarias en los pro- 
gramas de transferencias. Uno de ellos fue la necesidad de promover “un 
alto nivel de atención, supervisión y compromiso con el programa, por la 
administración receptora”.39 En otras palabras, para obtener atención del 
destinatario, se necesita que éste haga un especial esfuerzo financiero, o 
como se dice vulgarmente: “Que lo pague con sangre”. 

Un detalle en los descubrimientos de la oca sobre las aportaciones com- 
plementarias merece especial énfasis: el efecto fiscal de estos requisitos 
sobre las jurisdicciones que enfrentan una reducción de gastos... por cuales- 
quiera razones. Los dólares estatales y locales para complementar las inver- 
siones tienen efecto de palanca; es decir, como una palanca, atraen más 
fondos por el múltiplo de la proporción de complementación. Pero esta 
palanca también tiende a bloquear los dólares para el programa o propó- 
sito que recibe la ayuda federal. Cuando las circunstancias obligan a hacer 
un auténtico recorte a los fondos estatales o locales, resulta simplemente 
racional desde el punto de vista financiero resistirse a recortar programas 
donde mayor es el palanqueo, y recortar los programas donde los dólares 
estatales o locales no obtienen recursos complementarios. Y sin embargo, 
las áreas de programa donde no hay “palanqueo” —es decir, donde los re- 
cursos estatales o locales, de sus propias fuentes, sufragan el total de los 
costos— son aquellos que, puede suponerse, gozan de la más alta prioridad 
estatal y local, precisamente porque reciben todos los fondos de sus pro- 
pias fuentes. 

La occ descubrió que en diecisiete de veintitrés unidades estatales y 
locales que experimentaron esos recortes había, claramente, evidencia de 
esta “perversidad” y “distorsión” fiscal. El gobierno de un condado del oes- 
te hizo recortes a su presupuesto de 1987 de la siguiente manera: 90 


Reducción para actividades que recibían 


considerable ayuda federal 0.7% 
Reducción para actividades que recibían ] 

escasa ayuda federal 2. 10,9* 
Reducción para actividades que no recibían 

ayuda federal ' 14,3 





Promedio ponderado de reducción 


de todas las actividades 10.1% 


39 Ibid, p. 38. 
30 Ibid,, p. 35. 
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Los descubrimientos de la 0cG y otras pruebas que salieron a la luz mo- 
vieron a dos fiscalistas y jurisconsultos, Paul Posner y Stephen Sorett, a 
concluir que hay una crisis en la comunidad fiscal, debida al impacto de 
las transferencias federales sobre los gastos estatales y locales.41 Escribien- 
do en 1979, observaron: 


El gobierno federal... ha ayudado a precipitar una crisis de la comunidad fiscal 
estatal y local, En la prosecución de cada interés federal, el gobierno federal, en 
conjunto, puede estar cambiando el rumbo de la política pública estatal y local, y 
aumentando la carga fiscal, Con la creciente nacionalización de la política pú- 
blica, la intervención federal en la comunidad fiscal estatal y local se está volvien- 
do cada vez más intrusa, provocando demandas adicionales de servicios públicos 
sin plena compensación, Y sin embargo, al mismo tiempo están surgiendo pre- 
siones que reducen la tasa de crecimiento del sector agregado estatal y local y 
que están causando reducciones absolutas a los présupuestos en muchas de las 
jurisdicciones más grandes en todo el país. En consecuencia, las comunidades se 
ven bajo creciente presión de hacer más con menos. El gobierno federal se ha 
convertido en una fuerza cada vez más penetrante, al determinar las prioridades 
generales estatales y locales, las prácticas administrativas y el estatus fiscal. Aun- 
que cada control federal, influencia o política pueda tener sentido por sus pro- 
pios méritos, colectivamente están teniendo un efecto considerablemente nega- 
tivo sobre la autonomía política estatal y local y sobre su actitud fiscal. Hasta 
servicios básicos que no reciben fondos federales directos sienten la fuerza de la 
presencia federal, por virtud de regulaciones y cambios de las prioridades locales 
y estatales en gastos. Las transferencias federales tienden a alterar los sistemas 
políticos internos, despertando a unos latentes cuerpos de votantes, despertando 
expectativas públicas y, esencialmente, estimulando nuevas demandas de servi- 
cio local,42 


Fijar objetivos 


Fijar objetivos a la ayuda federal (o estatal) se ha reconocido como una 
“cuestión compleja, multidimensional, que abarca diversos propósitos e 
impactos”.4 Con estas palabras, Vincent Marando inauguró un importante 
simposio: “Asignar objetivos a los recursos estatales y federales en las áreas 
urbanas”. Está más allá de nuestro propósito, aquí, enumerar la gama de 
cuestiones y los extensos descubrimientos presentados en diez ensayos de la 
conferencia sobre asignación de objetivos. Y abundan otras investigacio- 
nes y escritos sobre el tema. 


41 Paul L. Posner y Stephen M. Sorett, “A Crisis in the Fiscal Commons: The Impact of Fed- 
eral Expenditures on State and Local Governments”, en Public Contract Law Journal 15 
(1979), pp. 341-378. Ésta y todas las demás citas de esta fuente se reproducen con la debida 
autorización. - 

22 Ibid., pp. 376-377. 

43 Vincent L. Marando, “Introduction: Targeting State and Federal Resources to Urban 
Areas”, en Urban Interest 3 (número especial, 1981), p. 1. 
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En términos generales, fijar objetivos se refiere al diseño de un programa 
de ayuda federal, de modo que llegue a “lugares necesitados” y/o “gente ne- 
cesitada”. Los fines pueden sér o no ser compatibles; en realidad, la cues- 
tión de “gente contra lugares” a menudo surge en las discusiones sobre fijar 
objetivos. Sin embargo, debe quedar en claro, con este breve análisis, la 
esencial naturaleza redistributiva del concepto. 

Fijar objetivos, ya sea por los gobiernos federal o estatales, es algo esen- 
cialmente centrípeta o centralizador. Como lo ha señalado Robert Thomas: 
“Esto plantea una cuestión fundamental en el sistema federal de los Esta= 
dos Unidos, con sus pautas de poder centrífugas o difusas”.44 La tendencia 
centrífuga permite a los estados y/o sus localidades ejercer influencia o al- 
terar políticas que pudieran modificar o impedir el grado de precisión en 
las metas que se buscaba desde el centro. Hay otra cuestión, directamente 
asociada a la anterior, que será el tema de las observaciones restantes 
sobre la materia: ¿Qué nivel de gobierno, nacional o estatal, es mejor para 
dirigir los impactos. de sus gastos de ayuda? 

La respuesta a esta pregunta no es sencilla. Considerables investigacio- 
nes revelan la dificultad de una precisión extensa y efectiva de los objetivos 
de la ayuda federal. No obstante, hay una cantidad considerable de progra- 
mas con objetivos específicos. Sin embargo, lo que resulta un tanto sor- 
prendente es hasta qué punto éstos objetivos se alcanzan por medio de pro- 
gramas de ayuda estatal.45 : 

Hay que establecer otros dos puntos específicos.46 Primero, entre los es- 
tados más prósperos la ayuda federal y estatal se emplea en una forma más 
redistributiva en el aspecto geográfico. En segundo lugar, cifras acumu- 
ladas indican que la ayuda del estado parece mejor dirigida que la ayuda 
federal. Sin embargo, este resultado ha surgido porque algunos de los esta- 
dos más grandes sí hacen un considerable esfuerzo por llegar a sus objeti- 
vos. La mayoría de los estados hacen pocos o ningún esfuerzo, Los gobier- 
nos estatales también ofrecen toda una gama de ayuda no fiscal encaminada 
a localidades estatales; por ejemplo, asistencia técnica, impulso para el 


44 Robert D. Thomas, “Targeting and Federalism: Components of a Policy Dilemma”, en 
Urban Interest 3 (número especial, 1981), pp. 10-20. 

45 Véanse artículos seleccionados en Urban Interest 3 (número especial, 1981), pp. 21-120. 

46 Esos puntos, así como otros varios, surgen de dos artículos del simposio sobre fijar obje- 
tivos: G. Ross Stephens y Gerald W. Olson, “The Redistributive Function of Federal and State 
Governments”, y Robert M. Stein, “The Targeting of State Aid: A Comparison of Grant De- 
livery Systems”, en ibid, pp. 33-46 y 47-59, respectivamente. Véase también Paul G. Farnham, 
"The Targeting of Federal Aid: Continued Ambivalence”, en Public Policy 29 (invierno de 1981), 
pp. 75-92; Subcomité de Relaciones Intergubernamentales del Comité Senatorial de. Asuntos Gu- 
bernamentales, Targeting Federal Aid, Hearing, 99 Congreso, 2a. sesión, 24 de juliode 1986, 
160 pp. Un inventario y análisis de más de treinta estudios de investigación sobre fijación de 
objetivos y dificultades urbanas es el de Michael J. Rich, “The Responsiveness of Federal Pro- 
grams to Urban Hardship: Distributive Politics and the Allocation of Federal Grants for Com- 
munity and Economic Development, 1950-1984” (documento presentado en la Reunión Anual 
de la Asociación Americana de Ciencias Políticas, Washington, D. C., 27-31 de agosto de 
1986), 92 pp. 
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crecimiento, etc. Parece justo afirmar que es considerable el papel de los 
estados en este proceso de alcanzar objetivos. Cuando todas las implicacio- 
nes y consecuencias de la fase contractiva de las RIG se reflejen en los años 
venideros, los estados, por necesidad o deliberadamente, adquirirán un pa- 
pel aún más importante, llevando a sus objetivos la ayuda interguberna- 
mental, 


Factores de oferta y de demanda 


En este análisis de la ayuda federal está implícito un modelo de oferta de la 
distribución de recursos, Es decir, el gobierno nacional pone en vigor un 
programa de ayuda y aporta fondos para algunos, para muchos o para to- 
dos los potenciales beneficiarios. Esto presupone un papel en gran parte 
pasivo e inactivo de los destinatarios, Sin duda, esta supuesta pasividad no 
es congruente con la realidad. Ya hemos notado antes cómo algunos facto- 
res de necesidad, económicos y políticos, fueron asociados 'a la probabili- 
dad de que las ciudades buscaran fondos para la renovación urbana. Estos 
incentivos o factores de “empuje” que movieron a las ciudades a ir “a ca- 
zar” ayuda federal son similares a las fuerzas de la demanda en un tipo de 
mercado, Además, esta demanda varía a través de la gama de los posibles 
destinatarios. Como lo ha observado Robert Stein: “Los teóricos de la de- 
manda han descrito esencialmente un proceso en que los potenciales soli- 
citantes responden a condiciones específicas del sistema de transferencias; 
los requisitos de aportación complementaria, la supervisión administrativa 
y las actividades necesarias del programa [desempeño] aportan la base so- 
bre la cual los potenciales solicitantes decidirán si buscan o no buscan y/o 
recibir ayuda”.47 

Stein estudió la distribución de la ayuda federal empleando un modelo 
integrado de oferta-demanda en que examinó la asignación de la ayuda fe- 
deral a ciudades con más de 25000 habitantes. Consideró la participación 
de más de 800 ciudades en el sistema de ayuda en 1967, 1972 y 1977. Des- 
criptivamente, descubrió que la solicitud y obtención de ayuda federal au- 
mentaba muchísimo entre las ciudades durante esa década. Las cifras si- 
guientes forman la base para confirmar el crecimiento de la oferta y la 
demanda de ayuda federal:18 


1967 1972 1977 
Número de ciudades que recibieron ayuda 431 513 810 
Promedio de ayuda per capita. $4.47 $9.61 $39.95 
Porcentaje de todas las ciudades que . 
recibieron ayuda 53% 63% 94% 


47 Robert M. Stein, “The Allocation of Federal Aid Monies: The Synthesis of Demand-Side 
and Supply-Side Explanations”, en American Political Science Review 75 (junio de 1981), p. 335. 
48 Ibid, p. 338. ña 
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Cada lustro aumentó la proporción de ciudades que buscaban y obtenían 
fondos: en diez puntos de porcentaje entre 1967 y 1972, y en más de treinta 
puntos porcentuales en el périodo 1972-1977. (Se excluyó el sap del aná- 
lisis porque todas las ciudades recibieron estos fondos sin “ofrecerse 
voluntariamente”.) La pregunta interesante y significativa planteada por 
Stein fue: ¿Cuáles fueron las características socioeconómicas de los recién 
llegados a la arena de la ayuda federal durante los periodos? ¿Eran clara- 
mente distintos los nuevos solicitantes de las ciudades que eran “vetera- 
nas” en el juego de la ayuda? 

Stein ha planteado la hipótesis de que el ingreso en el sistema de ayuda 
estuvo en relación inversa con la posición socioeconómica de las ciudades. 
En otras palabras, los recién llegados al juego de la ayuda tendrían bajas 
puntuaciones en una gama de características urbanas como ingresos, valor 
de las viviendas y propiedad de las casas, y más altas calificaciones en me- 
didas como pobreza, desempleo y dependencia de su población (el porcen- 
taje de la población de más de 65 y menos de 18). Tras esta hipótesis se ha» 
llaba, desde luego, la premisa de que las ciudades que antes habían entrado 
en la arena de la ayuda estaban generalmente “mejor”; es decir, su acceso u 
obtención de la ayuda dependían menos de factores de “necesidad” socio- 
económica, y más de su capacidad administrativa y sus factores políticos 
estratégicos. 

Los hallazgos de Stein correspondieron, virtualmente, en cada aspecto, a 
su hipótesis principal. Los datos son demasiado extensos para presentarlos 
detalladamente, pero las siguientes cifras ilustrarán el carácter de los re- 
sultados:49 Ñ 


Tipo del participante Porcentaje bajo la línea de pobreza 
de la ayuda 1967-1972 1972-1977 

Viejo 7.3 9.1 

Nuevo 9.1 : 11.9 


Basado en estos descubrimientos y en otros más extensos, observa Stein: 
“Las comunidades que entraron en el sistema de ayuda entre 1967 y 1977 
fueron las que en verdad necesitaban más asistencia federal, y objeto de 
muchos programas de ayuda. Además, la relación entre la necesidad y la 
capacidad fiscal se ve fortalecida considerablemente por la agregada par- 
ticipación de estos nuevos beneficiarios de la generosidad federal”.50 


Efectos de elección de políticas 


Dejamos ahora el ámbito, bastante preciso, de los datos fiscales cuantifica- 
dos, y entramos en un área cualitativa e impresionista. Intentaremos eva- 


49 Ibid., p. 339. 
50 Jbid,, p. 341. 


384 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


luar cómo la elección de políticas por los tomadores de decisiones estatales 
y locales se ve afectada por la ayuda federal. Aunque hasta ahora no se ha 
hecho ni confirmado ninguna sola hipótesis en gran escala y validada, pare- 
cen prometedoras varias hipótesis de menor alcance, y algunas son acepta- 
das por muchos practicantes y estudiosos de las RIG. 


1. Dado que un programa apoyado se puede llevar adelante con menor 
sacrificio financiero que uno no apoyado, los funcionarios estatales y loca- 
les se ven alentados a alterar su agenda de problemas y programas. Sub- 
sidiar préstamos para reparación de casas, aportar protección rural contra 
incendios y otras actividades semejantes pueden no parecer factibles a fun- 
cionarios locales, a menos que la disponibilidad de un apoyo del exterior 
les lleve a plantearse una pregunta fundamental de política: ¿Por qué no? 

2. La ayuda federal altera el esquema de prioridades que, implícita o explí- 
citamente, sostienen los tomadores de decisiones estatales y locales cuando 
hacen una elección sobre programas o políticas. Al bajar el “precio” de un 
bien o un servicio público, la ayuda puede influir sobre las preferencias de 
los funcionarios estatales o locales respecto a ese bien o ese servicio. Este 
efecto fue claro y quedó cuantificado en el análisis de los efectos fiscales de 
los requisitos de aportaciones complementarias en las opciones de los bene- 
ficiarios de las transferencias. Una transferencia hasta puede parecer un 
“bien gratuito”, como en el caso-de los fondos de transferencias generales 
sin condiciones de complementación para mano de obra (1GEc) y los fon- 
dos para el desarrollo comunitario (raDc), asignados en una fórmula bá- 
sica a ciudades y condados. Para algunos participantes, el programa de 
transferencias puede ser una experiencia nueva e insólita. Un observador, 
hablando en una sesión de mesa redonda de 1976 sobre las transferencias 
generales, describió así estos efectos: 


Muchas jurisdicciones locales que hoy están recibiendo fondos para mano de 
obra y desarrollo de la comunidad no participaban realmente, antes, en estos 
programas. Todas las transferencias generales tienen una forma de elegibilidad 
precisa, en comparación con casi todas las específicas. Estamos metiendo a ciu- 
dades y condados en un juego de pelota del que nunca habían oído hablar y en 
que no pidieron participar. ¿Qué les importa esto a los “generalizadores”? Para 
ellos, en cierto sentido, es el nuevo dinero el que puede conferir cierta discreción, 
en comparación con la posición de otros que ya estaban antes en VDU o en el “acue- 
ducto” del Departamento del Trabajo. Y sin embargo, a menudo estas ciudades y 
_condados no tienen el personal profesional necesario para contrarrestar la 
influencia de la gente de la agencia.51 


3. La ayuda federal tiene la capacidad de alterar la jerarquía de toma de 
decisiones en los gobiernos estatales y locales. En la cita anterior, el ob- 


51 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Block Grants: A Roundtable 
Discussion (Washington, D. C., Government Printing Office, octubre de 1976), pp. 24-25. 
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servador nota que hasta las transferencias generales, que tienden en parte 
a dar mayor discrecionalidad a los funcionarios generalizadores, pueden 
no tener ese efecto. Como todas las transferencias están condicionadas y 
tienen un enfoque funcional, engendran un poderoso énfasis programático 
entre los especialistas de cualquier campo que estén recibiendo transferen- 
cias, Desde luego, este efecto es, en gran parte, la reiteración del fenómeno 
de “cercados” de las autocracias funcionales verticales, las burocracias bal- 
canizadas, el federalismo feudal funcional, etc. Una de las descripciones 
más sucintas de las alteradas relaciones de poder se dio en esa misma mesa 
redonda sobre las transferencias generales. El orador analizó la “apertura” 
de las actividades de servicio social según el programa de transferencias 
generales de 1974 (Título xx): 


El Título xx prescribió por vez primera que este proceso de planeación estuviese 
abierto a la revisión del público. Las burocracias del bienestar en los estados son, 
en gran parte, sistemas cerrados (como fue SEB* durante muchos años). Son 
sistemas verticales de poder, con enorme interacción federal-estatal, Hubo mu- 
chas veces en que los directores estatales sacaban a relucir las regulaciones fede- 
rales para que los gobernantes y otras personas en puestos de mando hiciesen 
ciertas cosas. Los directores de bienestar a nivel de condado acudían a los supervi- 
sores del condado y decían que necesitaban mucho dinero para hacer esas cosas 
porque el estado lo requería; porque los federales los habían llevado a hacerlo de 
esa manera.52 


Poderosas fuerzas centrífugas impelen a los especialistas en programas 
hacia una mayor autonomía frente a legisladores, ejecutivos y similares. 
Las reformas de las transferencias generales para remplazar a las espe- 
cíficas, fueron esfuerzos dirigidos a contener esas tendencias a los “cer- 
cados”. 


4, Relacionada con el punto anterior está la consecuencia de la política 
de otorgar a funcionarios administrativos nacionales facultades de revi- 
sión, supervisión y aprobación pasando por encima de funcionarios electos 
estatales y locales, Los administradores nacionales han adoptado ese papel 
crucial porque influyen sobre las aprobaciones de fondos y, a la vez, sobre 
las detalladas regulaciones según las cuales operan los programas de ayu- 
da. El giro hacia transferencias generales asignadas sobre una base de fór- 
mula pretendía restringir la discrecionalidad administrativa nacional y dar 
a funcionarios estatales y locales unas opciones de política más flexibles. 
La implementación de los programas de transferencias generales durante 
los años setenta originó toda una pauta de control administrativo nacional 
variable sobre la hechura de las políticas. En términos generales, los fun- 


* Departamento de Salud, Educación y Bienestar. [N. del T.] 
32 Ibid, p.7. 
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cionarios del gobierno de Carter fueron los más activistas y desearon deter- 
minar más precisamente las políticas nacionales, especialmente en materia 
de programas de ayuda urbana. 

Ya hemos analizado la aplicación de las transferencias generales aproba- 
das en 1981; pero los impactos en las políticas, especialmente con vistas a 
recortes de fondos merecen un breve comentario, Una conclusión básica 
derivada de la evaluación hecha por la ocG de las transferencias generales 
en treinta estados fue que “las políticas estatales, más que las federales [na- 
cionales] aportaron el marco para administrar las transferencias genera- 
les”.53 Un párrafo del informe de la oca ayuda a expresar el modo en que 
las transferencias generales de la LRP desviaron la elección de las políticas 
de los funcionarios nacionales a los estatales, y cómo las transferencias 
quedaron integradas en sistemas establecidos de prestación en el nivel 
estatal: 


Las decisiones de cómo emplear los fondos de transferencias generales fueron 
vinculadas a decisiones más generales en programas estatales relacionados de sa- 
Jud y servicios sociales y la parte estatal de la transferencia general de educación, 
Los estados aportaron partes considerables de los gastos totales para estos pro- 
gramas, y en consecuencia los planes estatales para las transferencias en general 
se.derivaron de las decisiones de asignación tomadas durante los procesos pre- 
supuestarios o de planeación, o fueron congruentes con ellas. En lugar de ser 
tratados como programas separados, los fondos para transferencias generales 
fueron considerados fuentes de fondos, disponibles para alcanzar más vastas me- 
tas estatales,54 : 


Este cambio de lugar en la hechura de las políticas también fue acom- 
pañado por un ajuste fiscal, La investigación sistemática de los efectos fis- 
cales de los recortes nacionales fue efectuada independientemente, tanto 
por la 0cú como por un equipo de investigación que encabezó Richard 
Nathan. Llegaron a conclusiones generalmente similares; a saber, que los 
estados moderaban considerablemente los efectos de los recortes de la ayu- 
da federal. La oca observó: 


Las reducciones de fondos federales que acompañaron la implementación de 
transferencias generales fueron mitigadas por un conjunto único de circunstan- 
cias, básicamente las adjudicaciones superpuestas de los anteriores programas 
específicos y el dinero adicional que quedó disponible por medio de una legis- 
lación federal para crear empleos de urgencia. Esos factores, junto con mayores 
contribuciones y permutas estatales entre transferencias generales, ayudaron a 


53 Contralor General, State Rather than Federal Policies Provided the Framework for Manag- 
ing Block Grants, HIRD-85-36 (Washington, D. C., General Accounting Office, 15 de marzo de 
1985), 55 pp. 

54 Ibid,, p. úl. 
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promover una mayor estabilidad fiscal que la que hubiera sido posible de otra 
manera, dadas las reducciones de fondos federales.55 


La investigación y las conclusiones de Nathan llevaron un paso más ade- 
lante el análisis de los impactos fiscales y de las políticas. Observó que las 
respuestas de los estados a los recortes federales variaban según el grado 
de la anterior participación estatal en los programas, de las condiciones 
fiscales y económicas del estado, y de la ideología política general de cada 
estado. Los gobiernos de los estados adoptaron poderosas estrategias de 
remplazo si antes habían tenido una considerable participación en los pro- 
gramas, habían tenido una situación fiscal favorable, y estaban política- 
mente predispuestos al activismo en el gobierno del estado.56 

5. La cuestión de cuáles preferencias o elecciones de políticas -——y de 
quién prevalecerán, se encuentran en el meollo mismo de los programas 
de ayuda federal o estatal. Los fondos intentan trasladar poder e influencia 
a través de fronteras políticas, y en este proceso aumentan la probabilidad 
de una confrontación directa entre los formuladores de políticas nacionales 
y estatales, o locales. El hecho de que los distritos electorales de los repre- 
sentantes nacionales sean, a menudo, muy diferentes de las bases políticas 
de los funcionarios estatales y locales trasciende las diferencias puramente 
personales o profesionales, De este modo, conflicto y competición, separa- 
ción y propósitos cruzados, no son sorprendentes ni inesperados en el pro- 
ceso de implementación de los programas de ayuda. La presencia de estas 
tensiones también hace comprensible que sea difícil y problemático eva- 
luar los impactos de la ayuda. Como lo ha observado Thomas Anton: “La 
influencia de los programas federales es una variable, no una constante, ni 
se puede comprender si se pasan por alto las interacciones entre los 
administradores de programas federales y miles de agencias locales o es- 
tatales”.57 


Efectos institucionales 


En nuestro análisis de los efectos institucionales, el término institucionales 
se refiere a los roles y responsabilidades de los representantes en el sistema 
de RIG. Los actores- pueden ser convencionales y centrales; como por ejem- 
plo, los administradores de los programas de ayuda federal y los goberna- 
dores de los estados. Otros representantes menos notables son los legis- 
ladores de los estados y varios grupos “cabilderos”. Otro actor institucional 
es la totalidad de los “intermediarios” estatales y locales; es decir, el sistema 
administrativo estatal y local. Comenzaremos por esta última entidad. 

55 Ibid, p. vi. od 

56 Nathan y Doolittle, Reagan and the States, pp. 99-112. . 

57 Thomas J. Anton, “Intergovernmental Change in the United States: An Assessment of the 


Literature”, en Public Sector Performance: A Conceptual Turning Point, Trudi C. Miller (comp.), 
(Baltimore, Johns Hopkins University Press, 1984), p. 45, 
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La burocracia intergubernamental 


Hemos insinuado antes (capítulo 1) que la ayuda federal ha ejercido un 
efecto considerable en las dimensiones, el alcance y los niveles de salario 
de los empleados estatales y locales. Hay fuertes evidencias cuantitativas de 
que el crecimiento de la ayuda federal ha engendrado considerables au- 
mentos del empleo estatal y local, La gráfica 1.1 y el análisis concomitante, 
en el capítulo 1, documentaron la estabilidad del empleo a nivel nacional y 
el espectacular aumento del empleo estatal y local, de los años cincuenta a 
los ochenta. Sin embargo, ese testimonio no confirma ningún vínculo de 
causa ni de asociación entre la ayuda federal y el crecimiento del empleo 
estatal y local. Dos estudios recientes dan testimonio de este nexo. 

Un estudio econométrico, efectuado por Chubb, enfoca los cambios del 
empleo estatal y local ocurridos de 1965 a 1979 en los cincuenta estados, 
Descubrió que “la ayuda federal a los gobiernos de los estados ha sido una 
de las causas principales del crecimiento de la burocracia estatal, casi equi- 
valente en magnitud al impacto positivo de los crecientes ingresos fami- 
liares y el impacto negativo de los salarios públicos”.58 Chubb no descubrió 
una conexión similarmente fuerte entre la ayuda federal y el empleo al nivel 
local. Sin embargo, los aumentos del empleo a nivel local estuvieron mar- 
cadamente relacionados con la ayuda estatal. Chubb remite este nexo a los 
fondos federales que pasaron por las localidades por vía de la ayuda 
estatal, y concluye: “En suma, las transferencias federales han contribuido 
sustancialmente al desarrollo de la burocracia subnacional”.59 

Una investigación sobre cambios en el empleo municipal, hecha por 
Stein, ayuda a ampliar y modificar los descubrimientos de Chubb.60 El es- 
tudio de Stein se enfocó en los cambios ocurridos en el empleo municipal de 
tiempo completo para 381 ciudades de más de 50000 habitantes para los 
años de 1967, 1972 y 1977. Descubrió un proceso dinámico en acción mien- 
tras la ayuda federal estuviese vinculada con cambios de empleo en las ciu- 
dades, La ayuda federal no estuvo asociada a aumentos del empleo en el 
periodo 1967-1972, pero sí estuvo claramente conectada en el periodo 
1972-1977. Stein observa la “ironía” de estos resultados: 


Funcionarios municipales han intentado evitar las circunstancias mismas a las 
que hoy se enfrentan. Renuentes a emplear la ayuda federal hasta que tuvieran 
confianza en su estabilidad, los funcionarios municipales se resistieron a em- 
plear los ingresos de ayuda para costos laborales o expansión de servicios. Una 
vez confiados en que esos programas de ayuda serían rasgos permanentes del sis- 


58 John E. Chubb, “Federalism and the Bias for Centralization”, en The New Direction in 
American Politics, John E. Chubb y Paul E. Peterson (comp.), (Washington, 'D. C., Brooking 
Institution, 1985), p. 296. 

59 Ibid,, p. 297, y 

$0 Robert M. Stein, “Municipal Public Employment: An Examination of Intergovernmental 
Influences”, en American Journal of Political Science 28 (noviembre de 1984), pp. 636-653. 
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tema federal, los destinatarios alteraron el uso de estos fondos para incluir costos 
laborales y expansión de servicio, La confianza en la estabilidad del dinero de la 
ayuda federal coincide con el:momento [aproximadamente en 1978] en que 
declinaba el auténtico crecimiento de los gastos de la ayuda federal. Las futuras 
relaciones federal-urbanas pueden ser muy influidas por esta experiencia. Por lo 
menos esperaríamos que los funcionarios urbanos se mostraran sumamente des- 
confiados de las ofertas de ayuda federal y renuentes a cumplir con las condicio- 
nes costosas y restrictivas de esa ayuda, Y cuando la responsabilidad de adminis- 
trar los programas de ayuda federal pasa a los estados, de acuerdo con el Nuevo 
Federalismo del presidente Reagan, debiera haber intentos por aplicar la política 
de ayuda federal de manera similar a los programas de ayuda estatal no restric- 
tivos. Está claro que la experiencia de la última década ha hecho muy tensas las 
relaciones local-federales, y que puede servir como base para un cambio signi- 
ficativo en la forma en que los gobiernos municipales interactúen en el futuro 
con funcionarios federales y sus programas.6l 


Los aspectos institucionales de los descubrimientos de Stein tienen con- 
siderables consecuencias. Sugieren que los funcionarios municipales ini- 
cialmente se mostraron cautelosos ante la idea de quedar “dependiendo” 
de la ayuda federal, pero no incorporándola en sus presupuestos como di- 
nero “duro” para salarios municipales (de los empleados). El punto crucial 
en alterar esta estrategia ocurrió a mediados de los años setenta. Poco des- 
pués, la ayuda federal dejó de crecer en términos reales y, por supuesto, en 
1982, también cayó marcadamente en términos absolutos. Estos aconte- 
cimientos hicieron comprensibles las actitudes o imágenes locales respecto a 
Washington (y a algunas capitales de estado). Tirar del “tapete” fiscal bajo 
los “pies” de una ciudad no origina confianza ni cooperación, 

Las burocracias de RIG de nivel estatal también reflejan los cambios y ac- 
titudes institucionales. Aquí, los datos son menos analíticos, pero aún nos 
hacen seguir los altibajos de los impactos de la ayuda federal. Estudios de 
jefes de agencias estatales durante un periodo de veinte años indican el 
ascenso y el más modesto descenso de la participación administrativa a 
nivel estatal,62 , : 

Más notables fueron las actitudes de jefes de agencias estatales como 
respuesta a un estado hipotético de menor restricción a los fondos fede- 
rales. Desde 1974 ha descendido modestamente la proporción de adminis- 
tradores estatales que han indicado su insatisfacción contra.los “hilos” o 
condiciones. Desde luego, también es posible interpretar el porcentaje 
(67%) desde la dirección opuesta. Si contaran con discrecionalidad, dos 
tercios de los administradores asignarían de otra manera los fondos fede- 
rales, Las actitudes estatales acerca de las limitaciones nacionales pueden 
ser menos intensas, marcadas y negativas que las de sus equivalentes lo- 


61 Ibid, p. 652. 
62 Deil S. Wright, American State Administrators' Project, Institute for Research in Social 
Science, University of North Carolina at Chapel Hill; tabulación especial. 
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Asignaría los fondos 
de otra manera si se redujeran 
las restricciones nacionales 


Agencia estatal 
Año receptora de ayuda federal 





(porcentaje de administradores de agencia) 





1964. : 33 54 
1968 53 58 
1974 65 75 
1978 73 73 
1984 67 67 


A A 
cales. Sin embargo, hay considerable impaciencia contra las limitaciones 
nacionales a la discrecionalidad estatal dentro de la burocracia de las RIG. 


Estrategias de la influencia burocrática 


Desde el punto de vista institucional, puede considerarse que la burocracia 
de las RIG tiene unas redes variables, pero casi jerárquicas, en sus relaciones de 
autoridad. Las relaciones varían con los altibajos de las interacciones hacia 
arriba y a través, así como hacia “abajo” de las redes. Producen unas condi- 
ciones que hacen “problemática” la jefatura y la influencia administrativa 
nacionales, como lo ha sugerido Anton. Sin embargo, sí hay unas estrategias 
de los administradores de los programas de la ayuda federal que pueden 
emplear para sostener, intensificar o extender su influencia sobre los des- 
tinatarios de la ayuda y el impacto de ésta. Podemos identificar y analizar 
cuatro de tales estrategias: a) la estructura de la organización; b) la coloni- 
zación, c) el establecimiento de agendas, y d) la negociación. A continuación 
haremos breves exposiciones y daremos ejemplos de cada estrategia. 
Observemos una que se da desde el principio. Las estrategias se analizan 
en el contexto de una relación establecida entre el que otorga la transferen- 
cia y el que la recibe. En otras palabras, se supone que existen conexiones 
relacionadas con la ayuda, entre una agencia nacional, y un cliente o be- 
neficiario, estatal o local. Unida a esta conexión va cierta combinación de 
condiciones que el receptor debe cumplir; por ejemplo, complementación, 
planeación, información, auditoría, igualdad de oportunidades, y similares. 


Estructura, En relación con el otorgamiento de una transferencia a un go- 
bierno local o estatal, una de las estrategias fundamentales empleadas por 
el otorgante es la de requerir de una organización claramente designada y 
formalmente responsable para cumplir con los propósitos del programa de 
transferencias. En la temprana vida de un programa de transferencias esto 
frecuentemente exige estimular la creación de una nueva organización en 
los gobiernos locales o estatales. Como lo ha dicho un observador, “el pri- 
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mer paso para crear un aliado consiste, a menudo, en hacer surgir una 
agencia. Muchas agencias administrativas estatales y locales, especialmen- 
te las que están en programas de renovación urbana, vivienda pública y 
combate a la pobreza, fueron creadas con el propósito de recibir y admi- 
nistrar transferéncias federales”.63 * 

El análisis minucioso de los departamentos, las divisiones o ramas que 
hay dentro de una ciudad de mediano tamaño o grande, revelaría induda- 
blemente varias entidades organizativas distintas cuya creación puede vincu- 
larse directamente con la disponibilidad y recepción de fondos federales. La 
oficina de affirmative action, una división de desarrollo comunitario y un 
coordinador intergubernamental, una unidad de vivienda pública y una di- 
visión de renovación urbana, serían algunos ejemplos de estas entidades. 

A nivel estatal, la estrategia estructural parece ser más evidente, más signi- 
ficativa y un tanto más contenciosa. Hasta cierto punto, estos rasgos se de- 
ben a la llamada regla de “una sola agencia” inseparable de muchos casos 
de legislación sobre transferencias, Esta cláusula especifica que la aplica- 
ción estatal de un programa de transferencias debe hacerse por medio de 
una sola agencia. A veces se le ha interpretado en el sentido de que la agen- 
cia beneficiaria debe ser directamente responsable ante el gobernador, 

Durante los años sesenta, la regla de una sola agencia impidió que Oregon, 
por ejemplo, reorganizara sus agencias para crear un equivalente, a nivel 
del estado, del Departamento de Salud, Educación y Bienestar (sEB).64 Este 
incidente y otros movieron al Congreso, en la Ley de Cooperación Intergu- 
bernamental de 1968, a autorizar a funcionarios del nivel de gabinete nacio- 
nal, para que rechazaran el requisito de una sola agencia cuando pareciera 
recomendable y justificado. Pese a esta discrecionalidad otorgada, surgió 
una enconada controversia acerca de la regla de una sola agencia, en Flori- 
da, en 1975.65 > 

La legislatura de Florida, en una reorganización en 1975, creó el Departa- 
mento de Servicios de Salud y de Rehabilitación. La'intención era integrar 
y coordinar la prestación de todos los servicios de salud, rehabilitación y 


63 Martha Derthick, The Influence of Federal Grants: Public Assistance in Massachusetts 
(Cambridge, Harvard University Press, 1970), p. 203. 

64 Deil S. Wright, Federal Grants-in-Aid: Perspectives and Alternatives (Washington, D. C., 
American Enterprise Institute, 1968), pp. 95-97. y 

$5 Para un análisis de la reorganización de Florida y del conflicto estatal-nacional sobre el 
requisito de una sola agencia, véase National Academy of Public Administrátion, Reorganiza- 
tion in Florida: How Is Services Integration Working? (Washington, D, C., 1977), 130 pp. Véase 
especialmente pp. 62-68. Un pasaje particular que cita las opiniones de "funcionarios de pro- 
grama de sEp” resulta revelador, en lo relacionado con el concepto de “cercados”. Los funcio- 
narios, “al parecer, se sentían incómodos al tratar con un propuesto Departamento que tendría - 
un sistema de prestación de servicios humanos plenamente integrado, pero descentralizado... 
Deseaban que los programas específicos continuaran con absoluta pureza y con una línea 
directa de autoridad, desde el jefe del programa de nivel estatal hasta el trabajador del progra- 
ma en el campo” (p. 64). En contraste con los funcionarios del programa de transferencias de 
ses, el entonces subsecretario de sep, Frank Carlucci, “se reunió con el gobemador [de Flori- 
da] Askew, y le expresó su aprobación de la reorganización”. 
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sociales que prestaba el estado. A comienzos de 1976, sEB notificó a Flori- 
da que desaprobaba el propuesto plan de rehabilitación vocacional del es- 


tado, La desaprobación, desde luego, conduciría, a la postre, a un recorte * 


de los fondos federales por varios millones de dólares. La negativa de SEB 
se basó en la alterada estructura formal de autoridad hecha según la reor- 
ganización del estado, y sostuvo que la autoridad sobre las operaciones en 
el campo de la rehabilitación vocacional no estaba directamente en manos 
de su director en el estado. A juicio de sEB, esto violaba la Ley de Rehabili- 
tación Vocacional de 1973. La cuestión finalmente quedó zanjada, después 
de casi cuatro años en los tribunales, cuando la Corte Suprema de los Esta- 
dos Unidos se negó a revisar una decisión de la Corte de Apelaciones que 
sostenía la posición de SEB.66 


Colonización. Si una de las primeras estrategias de las agencias de ayuda 
federal es crear y proteger a la agencia aliada o equivalente del nivel estatal 
o local, entonces el siguiente paso 


es formar sus valores y concepción de propósito, de modo que estén en armonía 
con los objetivos federales, e intensificar su poder y autonomía a nivel estatal. En 
la medida en que la agencia estatal comparte las metas federales, está dispuesta a 
comprometer su poder de alcanzarlas, y tiene el poder de comprometerlo, por lo 
que aumenta muchísimo la probabilidad de que se alcancen las metas federales,67 


El rasgo esencial de la colonización es que las agencias de transferencias 
federales intentan crear dentro de los gobiernos estatales y/o locales unas 
agencias que son copias al carbón o alter ego de la agencia nacional.68 Tales 
entidades son más que simples aliadas; sus poblaciones comparten los mis- 
mos valores, orientaciones, enfoques, lealtades, etc. Esta relación describe 
en una forma ligeramente distinta y más completa, no jerárquica, las alian- 
zas funcionales verticales que están presentes en el federalismo de “cerca- 
dos”. Colonización denota la comunidad profesional a gran escala que está 
presente, cualesquiera que sean las posiciones sostenidas, sean éstas loca- 
les, estatales o nacionales, Los profesionales de la rehabilitación vocacional 
que lograron obtener la acción de SEB sobre la reorganización de Florida, 
podrían quedar identificados como ilustración del éxito de esta estrategia. 

La estrategia de colonización consiste en promover metas o valores com- 
partidos. En el lenguaje de la teoría de la organización es el equivalente del 
concepto de Herbert Simon de las premisas de decisiones comunes.69 Por 
tanto, es una estrategia que puede tener mayores o menores grados de éxi- 

$6 Intergovernmental Perspective (Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamenta- 
les) 6 (primavera de 1980), p. 14. 

$7 Derthick, The Influence of Federal Grants, p. 203. 

$8 Jean J. Couturier Stephen E. Dunn, “Federal Colonization of State and Local Govern- 
ments”, en State Government 50 (primavera de 1977), pp. 65-71. 


$9 Herbert A, Simon, Administrative Behavior: A Study of Decision-Making Processes in Ad- 
ministrative Organization, 3a. ed. (Nueva York, Free Press, 1976), 364 pp. 
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to. La variabilidad de logros al usar esta estrategia fue reconocida a nivel 

estatal en el campo del bienstar social por Martha Derthick: 
Podría esperarse que las principales agencias federales y sus equivalentes estata- 
les tuviesen valores y metas compartidos sin que la agencia estatal diera algunos 
pasos para asegurar esto, aunque sólo fuera porque comparten ciertas funciones 
programáticas, Sin embargo, compartir funciones no necesariamente basta para 
asegurar la congruencia de una vasta gama de valores entre una alta proporción 
de administradores en numerosos gobiernos; los propios gobiernos representan 
diversos sistemas de valores y subculturas regionales. Así, si han de prevalecer 
las preferencias federales, entonces el núcleo de valores y metas compartidas que 
lós administradores federales y estatales derivan de compartir una función, debe- 
rá ser elaborado y perfeccionado en formas de opción federal, hasta que se haya 
obtenido un alto grado de congruencia. La profesionalización del personal, por la 
cual se disemina todo un cuerpo común de valores y doctrinas, ha sido el princi- 
pal medio para lograrlo. 

En la medida en que tiene éxito el esfuerzo federal por lograr valores com- 
partidos entre gobiernos, se reducen las dificultades de obtener la armonía. La 
agencia del estado se vuelve sumamente sensible a las preferencias federales y 
sensible a lo que los administradores federales pueden considerar como sus razo- 
nes justas. Es decir: responde no sólo porque trata de maximizar la recepción de 
fondos federales (y por ello está dispuesta a actuar como si compartieran las me- 
tas federales); antes bien, responde porque en realidad las comparte. La adoctri- 
nación de la agencia estatal es la única defensa de los administradores federales 
contra el problema persistente y continuo que surge de la tendencia de los go- 
biernos estatales a aceptar unas acciones federalmente estipuladas porque al ha- 
cerlo ensanchan el flujo de dinero federal, Si acaso, la difusión del profesionalis- 
mo a nivel estatal podrá eliminar por completo el problema de la inconformidad. 
Si las agencias estatales llegan a compartir los valores federales y tienen poder 
para encarnarlos en la política estatal, se vuelven algo más que asociados sensi- 
bles de la agencia federal. También deciden buscar independientemente las me- 
tas compartidas. Los valores expresados por medio de la acción pública a nivel 
estatal se vuelven entonces idénticos a los que prevalecen dentro de la adminis- 
tración federal. El resultado es la eliminación del conflicto federal-estatal y, por 
tanto, la eliminación de la necesidad de ejercer la influencia federal. El esfuerzo 
federal por profesionalizar y hacer autónoma la agencia estatal es, por tanto, en 
cierto modo, la adaptación última a los límites fijados a tal influencia.70 





La colonización es, a menudo, la meta última de las agencias nacionales 
en sus relaciones con los gobiernos locales y estatales. Como quedó sugeri- 
do en la cita anterior, los fondos de transferencias no aseguran por sí solos 
la colonización. Sin embargo, un enfoque importante con este fin es la pro- 
fesionalización. Para el estudioso y el practicante de las RIG esto sugiere 
que una variable importante para identificar y medir o calcular la conduc- 
ta de las agencias nacionales y estatales es el grado de su profesionalismo. 


70 Derthick, The Influence of Federal Grants, pp. 203 y 204. 
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Establecimiento de agenda. Incontables transferencias federales van a agen- 
cias estatales o locales que tienen una bien establecida estructura organiza» 
cional, además de objetivos o metas que no son plenamente congruentes 
con los de quienes otorgan la transferencia federal, Estas condiciones anulan 
o limitan seriamente la utilidad de las dos estrategias anteriores, sugiriendo 
la posibilidad de una estrategia de fijar agendas. Esta estrategia, evidente y 
casi plenamente descrita por su nombre, consiste en que se emprenda ac- 
ción eñ una agencia nacional de una manera destinada a colocar una cues- 
tión o problema en la agenda de quienes toman las decisiones en un gobierno 
estatal o local, Los actores estatales o locales pueden ser administradores, 
clientela, ejecutivos electos o legisladores. 

Se pueden citar dos ejemplos de cómo fijar la agenda, tomados de la are- 
na de la política industrial automotriz-energía. Uno de ellos se relaciona con 
la regla de “dé vuelta a la derecha con el semáforo en rojo”, incluida por el 
Congreso en la Ley de Energía de 1975.71 (Se calculó que permitir la vuelta 
a la derecha ahorraba 25-30% del consumo de combustible de un día para 
toda la nación.) Si los estados no autorizaban la opción de la vuelta a la de- 
recha serían declarados inelegibles para recibir varios millones de dólares 
en transferencias relacionadas con la energía. El estado de Massachusetts, en 
gran parte como respuesta a presiones de funcionarios locales, se resistió a 
aceptar esa regla. Massachusetts finalmente capituló ante las presiones de 
la Administración Federal de Caminos, en 1979, antes de que se invocaran 
recortes de fondos. Sin embargo, la victoria resultó pírrica para la agencia 
nacional en lo tocante a la ciudad de Boston. Tan enfurecidos y opuestos a 
esta elección forzada se sintieron los funcionarios de Boston, que prohibie- 
ron la vuelta a la derecha, con el semáforo en rojo en todas las interseccio- 
nes de Boston. Sobre una base estatal, se ha calculado que 85% de las 
12000 intersecciones de Massachusetts tienen señales de “no dé vuelta a la 

«derecha, en rojo”, decisión que costó 360000 dólares por 11500 señales de 

“no hay vuelta a la derecha”.?2 Los funcionarios estatales y locales pusie- 
ron fin a este punto de la agenda mediante la obediencia oficial, pero utili- 
zaron todas las opciones disponibles para revertir la decisión, a fin de 
adaptarla a sus propias preferencias estatales y locales. 

Una segunda cuestión relacionada con los caminos es el límite de veloci- 
dad de 55 millas por hora.?3 Aprobada por el Congreso en 1974, la ley re- 
quería que los estados obedecieran aplicando ese límite, so pena de perder 
fondos para caminos federales. Todos los estados aplicaron ese límite, pero” 
la regulación de velocidad muestra niveles muy variados de obediencia a 


71 El origen de esta cláusula está descrito en el Wall Street Journal, 28 de enero de 1976, p. 34. 

1 “Western Efficiency Not Welcome in Boston”, en Science 207 (18 de enero de 1980), p. 285. 

13 "55 mpH Speed Limit Provokes Battle” (New York Times News Service), Chapel Hill News- 
paper, 25 de agosto de 1980, p. 3A; Wall Street Journal, 11 de agosto de 1980, p. 15. Véase tam- 
bién Kenneth J. Meier y David R. Morgan, “Citizen Compliance with Public Policy: The Nation- 
al Maximum Speed Law” (documento presentado en la reunión anual de la Asociación 
Sureña de Ciencias Políticas, Atlanta, 6-8 de noviembre de 1980). 
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través de los estados. Por ejemplo, en el oeste, un gran porcentaje de los 
conductores superan, rutinariamente, el límite de 55 millas. Unos estudios 
de tráfico efectuados en 1980 revelaron las siguientes proporciones de con- 
ductores por encima del límite: California, 67%; Nuevo México, 67%; Ari- 
zona, 65%; Utah, 65%; Nevada, 60%. El Departamento de Transportes de 
los Estados Unidos emitió regulaciones que especificaban que la obediencia 
aceptable dentro del límite de velocidad de 55 millas no abarca a más de 
50% de los conductores que exceden ese límite, y los administradores nacio- 
nales han puesto la cuestión en la agenda de los estados mencionados, para 
su resolución, según toda probabilidad, mediante métodos de aplicación ad- 
ministrativa en los caminos. En algunos estados se alegó que se habían colo- 
cado ciertos aparatos de medición en las curvas y en las colinas donde los 
funcionarios del estado esperaban menores niveles de velocidad. 

Sin embargo, la aplicación, así como la obediencia es muy desigual entre 
los estados. Algunos administradores nacionales creen que el límite de 55 
millas por hora sólo recibe homenaje de dientes para afuera, en lugar de 
una aplicación vigorosa en varios estados. Citan, como ejemplos, inadecua- 
do personal o equipo con propósitos de patrulla, Además, varían mucho 
los castigos por exceso de velocidad. En Nuevo México, la multa por exceso 
de velocidad es de un dólar por milla por hora al rebasar el límite de ve- 
locidad (hasta 70), y no se han marcado grados para llegar a una suspen- 
sión de la licencia. En Nueva York una infracción de 70 millas por hora 
puede causar una multa de 100 dólares, además de encarcelamiento du- 
rante treinta días. Las iniciativas de los administradores nacionales pueden 
mantener esta cuestión de la obediencia en las agendas de varios estados 
durante meses o años venideros. Por otra parte, Reagan pidió la determi- 
nación, a nivel estatal, de los límites máximos de velocidad, y en 1986 el 
Senado aprobó un proyecto (que no llegó a ser ley) que permitiera a los es- 
tados fijar el límite de velocidad en 65 millas por hora en los tramos rura- 
les de las carreteras que han recibido ayuda federal. En 1987, tras grandes 
controversias, fue puesta en vigor esta medida que concedía opción a los 
estados. il 


Negociación. La negociación ya se ha identificado como modelo promi- 
nente, si no predominante, de las RIG contemporáneas (véase capítulo 1). 
Un rasgo esencial de este modelo es el intercambio de bienes, servicios u 
otros artículos de valor. Este enfoque de las RIG depende mucho de una ana- 
logía entre éstas y las transacciones económicas, en la que se considera que 
los actores de RIG son personas que buscan recompensas y tratan de evitar 
castigos. 

Los convenios anuales se presentaron como un ejemplo del modelo de 
negociación en que funcionarios de VDU negociaron directamente con fun- 
cionarios de ciudades sobre qué ciudad podría aprovechar una cantidad 
especificada de fondos de transferencias federales. El programa de trans- 
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ferencias generales para el desarrollo comunitario puede verse como una 
forma muy extendida de la conducta de negociación en materia de RiG. 
» 


pese a la naturaleza de “derechos” de los fondos para este programa.74 E] 


punto focal en torno del cual se efectúa la negociación es el plan presenta- 
do por la ciudad, especificando cómo se emplearán los fondos anuales, 
Desde luego, la negociación ocurre dentro y en los límites de los lineamien. 
tos estatutarios y administrativos para el uso de fondos especificados en la 
normatividad de programas. 

Los rasgos de la negociación que rodean los programas de transferencias 
de ayuda han sido elaborados minuciosamente por Helen Ingram. Em- 
pleando los recursos del agua como una de las varias arenas ejemplo de 
comportamiento de las agencias, observa que 


la bibliografía para las transferencias de ayuda parece indicar que los estados 
son, si acaso, caballos de trabajo, mal entrenados y deficientes para el gobierno 
Ri En el extremo, desafían el control de la guía, ofrecido por el gobierno fe- 

Un marco de negociación encaja más precisamente en las complejas relaciones 
intergubernamentales que participan en las transferencias en ayuda. La nego- 
ciación es el modo de toma de decisiones que ocurre cuando los participantes 
comparten un interés común en llegara una decisión, pero tienen divergentes va- 
lores, metas y objetivos. Tanto las agencias federales que administran las trans- 
ferencias, como las agencias estatales designadas como receptoras del dinero de 
las transferencias, desean que ocurra la transacción de éstas. Sin embargo, mien- 
tras que las agencias federales quisieran que la transacción atara a los receptores 
estatales a la política federal, en cambio las agencias estatales se enfrentan a cier- 
to número de preocupaciones antagónicas. El objetivo de las agencias estatales 
en la transacción es el máximo espacio posible para buscar sus propias metas y 
objetivos separados, con la ayuda federal.75 


Ingram desarrolla varias reglas de decisiones que las agencias federales 
están predispuestas a seguir al enfrentarse a los gobiernos estatales en el 
marco de las negociaciones. Incluyen: 


1. un mayor énfasis en la distribución de fondos que en la regulación de 
la conducta de la agencia estatal; 

2. evitar la discriminación entre los destinatarios aun si la aprobación de 
todos los solicitantes significa dar fondos a algunos estados sin prestar 
atención a su desempeño, y 


74 Véase, por ejemplo, el simposio de seis artículos sobre TGDC, Ruth R: . lus: 
The Journal of Federalism 13 (verano de 1983), pp. 1-96, AS 
Me Helen Ingram, “Policy Implementation through Bargaining: The Case of Federal Grants- 
in-Aid”, en Public Policy 25 (otoño de 1977), pp. 499-526. Los Pasajes citados aquí son de la p. 4 
del escrito original, Department of Government, University of Arizona, 1975, 39 pp. Esta cita 
y todas las demás de esta fuente se reproducen con la debida autorización. 
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3. un énfasis en facilitar los cambios a nivel estatal, y no en estimular y 
dirigir (ordenar) el cambio. 
Ingram capta estos temás y otros más en un resumen de las relaciones de 
negociación estatal-nacionales: 


Los programas de transferencias de ayuda colocan frecuentemente a las agencias 
federales en una posición en que la prosecución de sus intereses institucionales a 
largo plazo difiere de la estricta dedicación a la implementación de los progra- 
mas. El establecimiento de un programa de transferencias crea fuerzas pode- 
rosas en el ambiente político de una agencia federal. Los estados se vuelven la 
clientela de la agencia, y cuanto mejor se le sirve, más crédito se le da a la agen- 
cia. Por consiguiente, no debe sorprender a nadie que las agencias federales den 
la mayor prioridad a lograr la aprobación de los votantes al asignar fondos de 
transferencias. La tendencia de las agencias de transferencias federales consiste 
en seguir las prácticas de asignación de transferencias que obtengan apoyo ge- 
neralizado, aun si esto significa negarse a dar por terminados los fondos, por 
razones de incumplimiento o de mal desempeño, o dejar de recompensar a los 
estados que muestren un excelente desempeño en los objetivos de sus programas. 
Además, es probable que las agencias federales enfoquen particularmente su 
meta de impedir las acciones estatales que pudieran causar una crítica nociva en 
contra de las agencias. Por esta razón, es probable que la administración hon- 
rada y eficiente de las transferencias sea buscada más vigorosamente por las 
agencias federales, que los cambios más evasivos en las prácticas de toma de 
decisiones estatales, Los índices de esa obediencia por los estados, que son relati- 
vamente fáciles de supervisar, como la creación de agencias estatales designadas 
y el aumento de personal y de fondos, son seguidos con mayor diligencia por las 
agencias federales, que el cumplimiento de ciertos resultados particulares,76 


En estas condiciones, el conocimiento de las capacidades y habilidades 
de negociación es un artículo valiosísimo en las agencias administrativas en 
todas las burocracias intergubernamentales. Esas condiciones casi jerárqui- 
cas promueven la conciencia de la necesidad y la utilidad de una vasta 
gama de técnicas de solución de disputas. ' 


Actores no administrativos. Las burocracias y los burócratas (administra- 
dores) han sido el punto central de este análisis de la dinámica institucio- 
nal en materia de RIG. Estó armoniza con la tesis general de que la admi- 
nistración es, como en cierta ocasión lo observó Carl Friedrich, “el múcleo 
del gobierno en los tiempos modernos”.77 Sin embargo, necesitamos reco- 
nocer e incorporar al análisis los importantes papeles desempeñados por 
actores no administrativos: funcionarios electos y grupos de intereses. El 
enfoque —orientado hacia el estado— de las RIG contemporáneas nos mue- 


76 Ibid, p. 525. 
71 Carl J. Friedrich, Constitutional Government and Democracy, ed. rev, (Nueva York, Gian, 
1950), p. 386. 











398 LAS FINANZAS INTERGUBERNAMENTALES: INGRESOS Y GASTOS 


ve a destacar a los gobernadores y legisladores y a prestar atención después 
a los papeles de los grupos de intereses. 


Los gobernadores 


Una reciente edición del Handbook for New Governors (Manual para nue- 
vos gobernadores) dedica tanto espacio al capítulo “Relaciones federal-esta- 
tales” como a cada uno de los siguientes temas de importancia: seleccionar 
funcionarios de gabinete y otros funcionarios estatales, desarrollo de polí- 
ticas, enfrentarse a los contratos públicos y la correspondencia, enfoques a 
la legislación, a la reorganización y a la administración.78 El único tema 
que recibe más atención que las relaciones estatal-nacionales es, como era 
de esperarse, el presupuesto, en el capítulo: “El presupuesto: un plan de 
gasto y un herramienta para las políticas”.79 

Si un gobernador considera que las relaciones estatal-nacionales son 
casi tan importantes como el presupuesto, ¿cuáles son las cuestiones o pro- 
blemas que ocuparán el tiempo de un gobernador en este elemento de su 
papel general? Aquí, el seminario de nuevos gobernadores servirá para pre- 
cisar varias de las cuestiones y problemas de las RIG a las que debe hacer 
frente cualquier gobernador. Más adelante enumeraremos estas cuestio- 
nes, poniendo en relieve su significado por medio de las declaraciones de 
antedentes que presentan las relaciones nacional-estatales a los nuevos go- 
bernadores: “El nuevo gobernador quedará continuamente impresionado 
por la relación directa entre las realizaciones y actividades de su adminis- 
tración y las influencias federales que pesan sobre el gobierno estatal”.80 Se 
mencionaron cifras financieras para ilustrar los impactos nacionales sobre 
los estados, pero las observaciones iniciales fueron más allá de una “fija- 
ción” fiscal, para reconocer implícitamente las fases contemporáneas de 
las rIG. “Estas cifras aún subyacen bajo el impacto que la asistencia federal 
tiene sobre las pautas de gasto estatales... Los requisitos federales para el 
desempeño del estado en áreas tales como igual oportunidad de empleos, 
control de la contaminación, y salud y seguridad ocupacionales, también 


afectan a las operaciones y los costos estatales, aun cuando no intervengan - 


las transferencias federales”,31 
Los principios de las RIG son: 


1. designación de responsabilidad para los programas federales; 
2. aprobación de solicitudes de transferencias y planes de los estados; 


73 Asociación Nacional de Gobernadores, Governing the American States: A Handbook for 
New Govemors (Washington, D. C., Center for Policy Research, ANG, 1978), pp. 189-202, 

7 Ibid., pp. 151-174, 

80 Ibid, p. 191. E 

81 Ibid. 
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. apoyo u oposición a la legislación y la normatividad federales; 

temas de acatamiento y auditoría; 

. contactos con la Asociación Nacional de Gobernadores; 

contactos con la delegación estatal en el Congreso; 

oficinas en Washington; 

, ubicación de organización del personal de relaciones estatal-federales, y 
, contactos con agrupaciones regionales de gobernadores y otras agen- 
cias intergubernamentales. 


ORPNAaAn Aa 


En su mayor parte, algunas de estas cuestiones no necesitan mayor ela- 
boración, y algunas ya se.han mencionado. Sin embargo, desde la perspec- 
tiva administrativa y de las políticas, también es importante notar la visión 
escéptica, crítica y a veces avinagrada que se favorece al tratar cuestiones 
de relaciones nacional-estatales. Ciertos fragmentos nos darán algún sabor de 
estas actitudes! 


El nuevo gobernador y su personal se enfrentan, a menudo, a situaciones en que 
el personal de nivel medio en una agencia especializada indica que el gobernador 
“debe” emprender cierta acción o enfrentarse a algún resultado nefasto, como la 
pérdida de fondos federales en programas particulares. Dos principios generales 
que hay que tener en cuenta son: 1) la solicitud federal de “acción estatal” dirigi- 
da a un funcionario de bajo nivel de una agencia especializada estatal, a menudo 
es planteada de otra manera que si fuese dirigida al gobernador, y 2) las recomen- 
daciones y sanciones federales que emanan de conversaciones informales a me- 
nudo difieren de las posiciones formales por escrito... 

En buen número de programas, la agencia federal no aportará fondos a una 
agencia estatal hasta que la solicitud de transferencia haya sido firmada o revisa- 
da por el gobernador. En otros programas se requiere de la aprobación del gober- 
nador a planes de programas estatales, antes de asignarle ayuda. Típicamente, 
tales documentos se completan en el último momento y exigen la firma'inme- 
diata del gobernador. 

El primer paso procedimental que un nuevo gobernador deseará considerar 
consiste en recordar a todos los jefes de agencia nombrados que eviten colocarlo 
en una situación en que deberá aceptar la solicitud de transferencias o un plan 
estatal sin cambiarle una sola coma, o ser considerado responsable de interrum- 
pir el flujo de la ayuda federal al estado.82 

“Estos comentarios alertan a los gobernadores nuevos e inexpertos para 
que eviten ser “pasados por alto” o “encajonados”. El último denota la pre- 
sión del tiempo, aspectos de plazos que a menudo dificultan las relaciones 
nacional-estatales, El primero ilustra la pauta de los “cercados”. El perso- 
nal especializado o de programa se comunica en un lenguaje especializado 
que a menudo tiene que ser traducido, de modo que tenga sentido político 
o de políticas para el gobernador. 


82 Ibid, pp. 191-192. 
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Para prevenir contra estos azares de las RIG y contra otros, los goberna- 
dores han recurrido a una estrategia organizativa básica: el nombramiento 
de coordinadores de RIG. Aunque los títulos oficiales varían, el propósito de 
estas personas consiste en ser ojos y oídos del gobernador en cuestiones 
de RIG. El coordinador de RIG puede llamarse “especialista de RIG en cosas ge- 
nerales”. Él o ella debe tener en mente la perspectiva generalizadora y los 
intereses-de las políticas del gobernador. El coordinador también debe ser 
capaz de sondear las profundidades de varias especialidades de programas, 
conocer o aprender varios “idiomas” y ser adepto al gamesmanship inter- 
gubernamental,83 


Los legisladores de los estados 


A lo largo de la historia los miembros de los cuerpos legislativos de los es- 

tados fueron espectadores en cuestión de influir sobre las asignaciones o 

los impactos de la áyuda federal en sus estados. Sin embargo, estas condi- 
" ciones han ido cambiando: 


Desde 1976, la supervisión legislativa de los fondos federales se ha convertido en 
cuestión candente en muchos estados. Buen número de ellos han adoptado pro- 
cedimientos para asignar estos fondos; otros han intervenido para participar en 
el proceso de asignaciones y “seguir” los dólares federales que entran en el esta- 
do, Los tribunales han estado activos, y al menos una importante decisión de 
Pensilvania ha sostenido el derecho de la legislatura para asignar los fondos fe- 
derales.34 


¿Por qué motivos pueden justificarse la supervisión legislativa estatal y 
el control de fondos federales? Se pueden dar por lo menos dos razones: 
una es la responsabilidad constitucional de la legislatura para determinar 
los ingresos del estado y asignar los gastos de programas. La segunda es la 
realidad práctica, Los fondos federales son una gran parte de los gastos del 
estado, con variaciones de 10% a 35%, según el estado, que para tomar de- 
cisiones estatales eficaces, la legislatura debe tener voz y voto sobre cómo 
se gastarán los fondos federales. . 

Si se adopta una de estas razones, o ambas, entonces se sigue: 


83 Un análisis extenso, informativo y profundo de los múltiples roles, responsabilidades y ha- 
bilidades de un coordinador de rIG estatales se debe a un practicante de ese “arte” en Nueva 
York: Robert Greenblatt, “A Comment on Federal-State Relations”, en Intergoveramental Admi- 
nistration: 1976-Eleven Academic and Practitioner Perspectives, ed. James D. Carroll y Richard 
W. Campbell (comps.) (Syracuse, Maxwell School of Citizenship and Public Affairs, Syracuse 
University, 1976), pp. 143-171. Véase también National Governors' Conference, State-Federal 
Relations in the Governor's Office (Washington, D. C., Center for Policy Research, NGc, 1976). 

34 Carol S, Weissert, “State Legislative Oversight of Federal Funds”, en State Government 53 
(primavera de 1980), pp. 77-80. Ésta y todas las demás citas de esta fuente se reproducen con 
autorización, Véase también Carol S, Weissert, “State Legislatures and Federal Funds: An Is- 
sue of the 1980s”, en Publius: The Joumal of Federalism 11 (verano de 1981), Pp. 67-84. 
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1. Cuando hay discrecionalidad sobre cómo deben asignarse los dólares 
de las transferencias federales, la decisión deberá tomarla la legislatu- 
ra y no agencias estatales que sean ramas del Ejecutivo, ' 

2. Cuando las legislaturas estatales se nieguen a aportar fondos estatales 
para ciertos programas o proyectos, no deberán quedar establecidos 
empleando fondos federales, a menos que consienta en ello la legis- 
latura, 

3. Debe haber un papel legislativo en las decisiones relacionadas con la 
asignación organizativa de un programa y sus relaciones funcionales 
con programas o políticas existentes o planeadas. 

4, Aun en los programas federales que no requieran de un inmediato 
compromiso estatal, o de aportación de fondos complementarios, debe 
haber participación legislativa, ya que se espera, generalmente, que el 
estado absorba todos o parte de los costos de continuar el proyecto en 
años siguientes: a veces a un precio más alto que el que la legislatura 
pagaría por sus propios programas.85 


Discrecionalidad, autonomía, organización y un compromiso implícito, 
han movido a muchas legislaturas estatales a mostrarse mucho más agresi- 
vas al ejercer la supervisión de los fondos federales, Estos esfuerzos han 
seguido tres vías principales: la explícita asignación de fóndos federales; la 
revisión de las solicitudes administrativas de transferencias de las agen- 
cias, y el seguimiento de la ayuda federal que entra en el estado. 

Un estudio efectuado en 1979 por la Conferencia Nacional de Legislatu- 
ras Estatales (CNLE) descubrió que las legislaturas de nueve estados habían 
ejercido un “alto grado” de control de asignaciones sobre la ayuda fede- 
ral.86 Se declararon cantidades específicas de fondos estatales y federales 
en proyectos de asignación, que no se podían exceder. Esto significó, desde 
luego, que la agencia que obtuviera una transferencia a medio año que ex- 
cediera la cantidad asignada, necesitaría obtener la aprobación legislativa 
para gastar el dinero adicional. Alaska, Florida, Maryland; Montana, Nueva 
Hampshire, Carolina del Norte, Oregon, Pensilvania y Washington em- 
plearon el proceso de asignación. En el otro extremo de estos-estados, el 
laissez-faire (dejar hacer) prevaleció en Alabama, Delaware, Indiana, lowa, 
Tennessee y Texas; los gastos de ayuda federal por agencias estatales no 
requerían de acción legislativa. Los estados restantes se encontraban en 
medio, ejerciendo la supervisión activa, pero sólo general. 

En 1976 se prestó considerable atención al asunto cuando la legislatura 
de Pensilvania aprobó un proyecto de ley que pedía la inmediata etiqueta- 
ción de todos los fondos de ayuda federal asignados al estado. Cuando el 
gobernador Milton Shapp vetó la medida, su acción fue pasada por alto. 


85 Weissert, “State Legislative Oversight of Federal Funds”, p. 77. 
86 Ibid. 
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Esto desencadenó una confrontación entre el Legislativo y el Ejecutivo que 
pronto fue a recalar a los tribunales de Pensilvania. La defensa de la legis- 
latura arguyó que ni una agencia del estado ni el gobernador podían gastar 
dinero, de cualquier fuente que fuera, a menos que los fondos hubiesen 
sido asignados en toda forma. Shapp y las agencias de la rama ejecutiva re- 
futaron esta afirmación, por motivo de que los fondos federales son asigna- 
dos y se pueden utilizar con propósitos autorizados exclusivamente por el 
Congreso. Una respuesta del Legislativo consistió en que el gobernador y 
las agencias ejecutivas Habían utilizado fondos federales para establecer o 
continuar programas que la legislatura ya había considerado y rechazado 
explícitamente. El caso Shapp vs. Sloan (480 Pa. 449) se decidió en favor de 
la legislatura. En una ulterior apelación a la Corte Suprema de los Estados 
Unidos, el caso fue rechazado por carecer de una “cuestión federal”, es 
decir, de algunas consecuencias para el gobierno nacional.37 

Hay varias cuestiones intergubernamentales importantes, sutiles, pero 
significativas, en esta controversia acerca del control de los fondos federa- 
les, Aquí observaremos dos. La primera es la tendencia, orientada hacia el 
Ejecutivo, que había en las cláusulas y operaciones de los programas de 
ayuda federal, Un informe de la oca describió así esta tendencia: 


El interés federal no queda bien servido cuando no se estimula la participación 
legislativa estatal en el proceso de transferencias federales. Y sin embargo, la 
participación legislativa queda, de hecho, inhibida por limitaciones puestas al 
propio sistema de transferencias específicas, así como por cláusulas concretas de 
los programas de transferencias federales que asignan funciones a la rama ejecu- 
tiva del estado que en general son compartidas o exclusivamente controladas por 
las legislaturas estatales en casos de programas con fondos del estado. 

En consecuencia, las legislaturas de muchos estados se han sentido inhibidas, 
no queriendo participar en la asignación de la supervisión de los fondos de trans- 
ferencias federales por causa de su percepción —reforzada por funcionarios de 
las agencias ejecutivas estatales y federales— de que su papel no sería legítimo. 
Los funcionarios de la agencia federal responsables de 65 de los 75 programas de 
transferencias revisadas por la 0cG, indicaron que las propuestas y los cambios 
legislativos a los planes del estado serían pasados por alto, a menos que fueran 
aprobados por el gobernador o por la agencia estatal designada,88 


Una ilustración específica de la tendencia del Ejecutivo es la opinión 
legal del abogado general de la Administración de Ayuda para la Aplicación 
de la Ley (AAAL), que preparó el escenario para el caso Shapp vs. Sloan. La 
opinión indicó que la asignación, por la legislatura estatal, de fondos de 
transferencias AAAL, era permisible, pero que la legislatura “no puede susti- 


81 Shapp vs. Sloan, 440 U. S. 942 (1979). A 

Bs Controlador General, Federal Assistance System Should Be Changed to Permit Greater 
Involvement by State Legislatures, GGD-81-3 (Washington, D, C., Oficina de la Contaduría Ge- 
neral, 1980), p. i. 
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tuir el juicio del gobernador por el suyo al determinar cómo se deben gas- 
tar o asignar estos fondos” 89 

Una segunda cuestión. jurídica, enterrada bajo la controversia política por 
el control legislativo, surge de decisiones tomadas en cuatro tribunales es- 
tatales de que las legislaturas tienen prohibido asignar fondos federales. Se 
han pronunciado sentencias en este sentido en Arizona, Colorado, Mas- 
sachusetts y Nuevo México. En estos casos, todos los tribunales estatales 
dictaminaron que el dinero federal constituía fondos de fideicomiso o de 
custodia, no fondos estatales, y que eran concedidos a agencias estatales 
con el propósito de cumplir con políticas nacionales específicas, El infor- 
me de la ocu hizo estas observaciones sobre la importancia de los casos: 


Aunque estas cuatro decisiones se basaron explícitamente en motivos constitu- 
cionales del Estado, también se puede considerar que estas decisiones reflejaban 
implícitamente la interpretación de la Corte estatal a la naturaleza del proceso de 
transferencias federales. En estas decisiones, los tribunales hicieron una suposi- 
ción básica acerca de la naturaleza de las transferencias federales; .es decir, los 
programas de transferencias federales son de naturaleza exclusivamente ejecuti- 
va. Ahora bien, en palabras de la Corte Suprema de Massachusetts, las asignacio- 
nes legislativas de fondos federales estarían “violando el derecho y la obligación 
del Ejecutivo de decidir la extensión y el modo de gastar fondos al desempeñar 
fielmente su deber constitucional de aplicar y administrar las leyes”.90 


De mayor significación constitucional es el hecho de que los tribunales 
estatales están fallando sobre el carácter y el fundamento jurídico de la ayu- 
da federal. Un jurisconsulto, George Brown, ha sugerido que éstos son “mo- 
nopolios disfrazados de la ley federal” por los tribunales estatales,2! 

El control legislativo de la ayuda federal no ha sido aún tema de un aná- 
lisis detallado en los años ochenta, en parte por el progreso (muchos dirían 
el éxito) al afirmar las prerrogativas legislativas a finales de los años seten- 
ta. La afirmación o el activismo ante el tema no es más que uno de tantos 
ejemplos de desarrollo debidos a la reorganización, la reforma y la reasig- 
nación de cuerpos legislativos estatales en los años sesenta y setenta. Estos 
cambios están en marcado contraste con los anteriores roles (y posturas 
políticas) de las legislaturas estatales en cuestiones de RIG. 

Antes de los años sesenta era práctica común describir los cuerpos de las 
legislaturas estatales como indiferentes u hostiles a cuestiones de RIG. Uno 
de los rasgos más notables de la respuesta estatal a los cambios de transfe- 
rencias generales de la LRP fue la participación activa de cuerpos legislativos 
estatales en muchas decisiones de política que pasaron de la arena nacional 


89 Ibid., p. 24. 

50 Ibid, p. 28. 

91 George Brown, “Federal Funds and National Supremacy: The Role of State Legislatures 
in Federal Grant Programs”, en American University Law Review 28 (primavera de 1979), 
p. 288, 
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a la estatal. De hecho, los estudios hechos por Nathan de la respuesta es- 


tatal a los recortes de la ayuda federal descubrieron que la respuesta ¿ns- 


titucional y la renovación eran de los primeros efectos de los cambios de 


1981.92 Las respuestas institucionales de gobernadores, administradores y 
legisladores estuvieron a la altura —o superaron— las respuestas fiscales de 
los estados. 

Hace varios años, el entonces presidente de la CNLE, el portavoz de la Cá- 
mara de Minnesota, Martin Sabo, expresó enérgicas opiniones sobre la 
cuestión del control legislativo de la ayuda federal, Dijo Sabo: 


Las legislaturas estatales están convencidas de que deben tomar el firme control 
de los fondos federales en sus presupuestos, o enfrentarse a aumentos del cos- 
to del gobierno estatal y al poder de las burocracias estatales. Tanto la Constitu- 
ción de los Estados Unidos como nuestras constituciones estatales, delegan el 
poder de controlar las alforjas a las ramas legislativas del gobierno. Es escan- 
daloso que nos crucemos de brazos mientras usurpan el poder.93 


Puede observarse con justicia, en los años ochenta, que las legislaturas de 
los estados ya no “se quedan con los brazos cruzados” ante la ayuda federal, 
ni ante otras muchas cuestiones de RIG. 


Los grupos de interés 


Hace muchos años se notó que la ayuda federal había promovido la crea- 
ción de varios y diversos grupos de interés; muchos de ellos, si no la mayo- 
ría, organizados en torno de preocupaciones de clientes -o beneficiarios. 
Esto no es de sorprender, dado que la permeabilidad, puntos de acceso 
múltiple, constituye uno de los rasgos distintivos de nuestros procesos po- 
líticos a nivel nacional. “Comparados con otras naciones, los Estados Uni- 
dos se han señalado desde hace tiempo por tener instituciones ejecutivas 


22 Nathan y Doolittle, Reagan and the States. 

93 Neal R, Peirce, “Legislators vs, Bureaucrats: Who Will Spend the Money?”, en Washing- 
ton Post, 7 de febrero de 1977. Informes sobre la cuestión en Oklahoma, Carolina del Sur y 
Virginia muestran la intensa preocupación de los legisladores de los estados respecto a los 
fondos federales: Larry Walker, “State Legislative Control of Federal Aid Funds”, informe pre- 
sentado al Oklahoma State Legislative Council, noviembre de 1977, 54 pp. Joint Legislative 
Auditand Review Commission, Federal Funds in Virginia (Richmond, 1980), 42 pp.; y John 
Martin Cooper, “Legislative Control over Federal Funds; Motivating Factors, Implementation 
Problems and Probable Consequences” (ensayo para obtener la maestría en Administración 
Pública, Departamento de Ciencias Políticas, Universidad de Carolina del Norte en Chapel 
Hill, agosto de 1978), 53 pp. Para una evaluación de la experiencia de Pensilvania, que mues- 
tra resultados mixtos desde Shapp vs. Sloan, véase James E. Shok, “Federal Funds and State 
Legislatures, Executive-Legislative Conflict in State Government”, en Public Administration 
Review 40 (noviembre-diciembre de 1980), pp. 560-567. Para una revisión de los cincuenta 
estados y análisis del tema con referencia especial a las prácticas legislativas, véase Winnefred 
M. Austermamn, A Legislator's Guide to Oversight of Federal Funds (Denver, Conferencia Na- 
cional de Legislaturas de los Estados, 1980), 81 pp. 
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sumamente accesibles a presiones externas, particularmente las de grupos 
de interés organizados” .9 

Sin embargo, también se há argúido que la presión de grupos y los pro- 
cesos de decisión de las políticas se han.vuelto tan complejos y variados 
que difieren significativamente de las pautas del pasado. 


Desde luego, el amor de los norteamericanos a los grupos de interés no es un 
fenómeno nuevo... Y sin embargo, si la situación actual no es más que un simple 
brote de tendencias antiguas, lo es en el mismo sentido en que la intersección de 
dieciséis tiras de espaguetis es la elaboración simple de un cruce de caminos 
regional. Con más políticas públicas se están movilizando más grupos, y entre 
ellos existen relaciones más complejas. Dado que muy pocas políticas parecen 
salir de la agenda pública, y muchas en cambio se añaden, crece la congestión 
entre esos intereses en varios asuntos, aumentan las posibilidades de colisiones 
accidentales, y la interacción tiende a adoptar una característica vida de grupo 
propia en la comunidad de Washington. Cierta escena de una reciente película de 
Jacques Tati muestra una glorieta de París, tan atestada de tráfico, que nadie 
puede ya entrar ni salir; en cambio, los choferes se pasan el tiempo conversando 
entre sí, mientras conducen en círculos interminables. La política de grupo en 
Washington puede estar convirtiéndose en un carrusel similar.95 


¿Cuáles son algunos de los factores que hacen que esta “vida de grupo” 
sea importante para las RIG? Uno de ellos es que los programas de ayuda 
federal se han vuelto más conscientes y explícitamente políticos, en el senti- 
do más lato del término. Los ejemplos, casos e ilustraciones que aparecen 
en este capítulo y en los anteriores demuestran ampliamente el predominio 
de las políticas, Además, los aspectos políticos siguen todo el curso del ciclo de 
las políticas, desde la promulgación de los programas hasta la implemen- 
tación y evaluación, pasando por la adjudicación. 

Un segundo factor es que los programas de transferencias incluyen sobre 
todo estrategias de “media tajada” para grupos de intérés que den su apoyo. 
Estos grupos tienen suficiente fuerza para lograr acción nacional, pero 
insuficiente influencia para lograr que un programa sea completamente 
administrado por el gobierno nacional. Estas condiciones —falta de fuerza 
de los grupos de interés que fuera suficiente para alcanzar todos los obje- 
tivos en las capitales de todos los estados o en Washington— fueron bien 
descritas hace dos decenios por Phillip Monypenny: 


Por tanto, puede afirmarse que, políticamente hablando, los programas de ayuda 
federal son resultado de una laxa coalición que recurre a un programa mixto, 
estatal-federal, porque no tiene suficiente fuerza en los estados en particular para 


54 Hugh Heclo, A Government of Strangers: Executive Politics in Washington (Washington, 
D.-C., Brookings Institution, 1977), p. 17. 

35 Hugh Heclo, “Issue Networks and the Executive Establisment”, en The New American Po- 
litical ja Anthony King (comp.) (Washington, D. C., American Enterprise Institute, 1978), 
p. 97. Esta y todas las demás citas de la misma fuente se reproducen con autorización. 
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imponer su programa, y porque no está lo bastante unido para lograr un pro- 
grama enteramente federal contra la oposición que engendraría un programa 
específico.96 Ñ 


Un tercer factor es el incentivo incluido de los grupos de interés para 
nacionalizar y centralizar los temas. Los grupos de interés pueden maxi- 
mizar su impacto y minimizar los costos organizativos acudiendo a Wash- 
ington, tanto en sentido literal como en sentido figurado, Aunque un cen- 
tro de operaciones en Washington probablemente no sea obligatorio, su 
existencia sí puede ser excepcionalmente valiosa y estratégica. Un triunfo 
en la colina del Capitolio (o en una agencia de la rama ejecutiva) puede te- 
ner resultados que exceden con mucho a los costos de las victorias en va- 
rias capitales estatales. Esta estrategia del “proyectil” a Washington para 
movilizar influencia sobre las transferencias fue sucintamente descrita de 
este modo: 


Un pequeño segmento de la población bien educada y políticamente consciente, 
con presupuesto limitado e instalaciones limitadas para llegar a la población en 
general, puede permitirse tener un competente portavoz en una oficina de Wash- 
ington y, basándose en recursos nacionales [de toda la nación], puede organizar a 
sus miembros políticamente eficientes en una campaña significativa.97 


Un estudio de ochenta y tres grupos de “cabildeo” asentados en Wash- 
ington y dedicados a asuntos del consumidor, cuestiones ambientales y 
otras de “interés público” descubrió que dos tercios de los grupos carecían 
de una red de cabildeos o de ramas fuera de la capital de la nación. Mu- 
chos de los grupos tenían pocos recursos o miembros insuficientes para 
lanzar vigorosas campañas de cabildeo a nivel estatal. ¡Y casi un tercio de 
las organizaciones no tenían siquiera miembros!% Washington es a la vez 
el principio y el fin de estos esfuerzos de “organización”. 

Las influencias nacionalizadoras o centralizadoras de estas actividades 
asentadas en Washington debieran ser evidentes. Fueron identificadas en 
1985 como la “nacionalización de las políticas públicas”. Observó Totton 
Anderson: 


96 Phillip Monypenny, “Federal Grants-in-Aid to State Government: A Political Analysis”, en 
National Tax Journal 13 (marzo de 1960), p. 15. 

97 John M. Cohn, “The Impact of the Library Services and Construction Act on Library 
Development in New York State: A Study in Assessing the Effects of Federal Grants-in-Aid 
Legislation on the States” (tesis para obtener el doctorado, Universidad de Nueva York, 1974), 
p. 101, citado en Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Federal Involve- 
ment in Libraries (Washington, D. C., Government, Printing Office, 1980), p. 34. Para una 
concisa exposición de política de un solo tema, a la manera de una convención dentro del Con- 
greso, véase Ward Sinclair, “Got a Cause? Get a Caucus: Congress Plays Its Own Single-Issue 
Politics”, en Washington Post, 7 de octubre de 1979, p. C1; David Broder, “The Frustration of 
Single-Interest Politics”, en Washington Post, 13 de septiembre de 1978, p. A27. 

98 Jeffrey M. Berry, Lobbying for the People: The Political Behavior of Public Interest Groups 
(Princeton, Princeton University Press, 1977). 
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La sustancia de las políticas es la preocupación vital de la actividad de los grupos 
de presión respecto a las relaciones intergubernamentales. Fuerzas centrípetas 
están empujando al sistema federal hacia la nacionalización política funcional. 
Las políticas públicas están siendo forjadas entre las presiones hacia abajo de 

* grandes gastos de fondos federales y el empuje hacia arriba del intervencionismo 
legislativo en nombre de intereses locales respecto al modo en que deben gas- 
tarse dichos fondos. El predecible resultado es la participación de funcionarios 
públicos de todos los niveles del sistema federal, en actividades de grupo de pre- 
sión, con el inevitable resultado concomitante de la nacionalización gradual de 
las políticas públicas. 


Fue una estrategia consciente del gobierno de Reagan, como ya se notó 
en la cita de David Stockman, cambiar el foco de atención de estos grupos, 
de Washington a las capitales de los estados. Se puede discutir y debatir 
sobre el éxito que haya tenido esta estrategia. 

En suma, los grupos de interés han empujado veintenas o hasta centenares 
de cuestiones hacia el centro de los procesos de toma de decisiones de la na- 
ción; es decir, a Washington, lo que ha ido acompañado por una declinación 
de los partidos políticos específicamente y de una clara responsabilidad polí- 
tica, y accountability en sentido general. A la situación resultante se la podría 
tildar de “mal matrimonio institucional”. Se ha satisfecho la creciente de- 
manda de decisiones a nivel nacional, pero no por causa del aumento de una 
capacidad política eficaz, responsable y coherente, Antes bien, las intensifica 
das demandas de decisiones a nivel nacional se han satisfecho por causa de 
acciones políticas empresariales fragmentadas, descoyuntadas y diversas.100 

Existen indicaciones sugerentes y selectivas de que la estrategia de “na- 
cionalización” acaso haya agotado su curso con una variedad de grupos, 
que van desde activistas en favor del consumidor y del ambiente, hasta in- 
tereses en coalición, liberales y minoritarios, El tema de la agenda de la 
reunión de un grupo de ambientalistas, en abril de 1980, en Colorado, fue 
el de estrategias “cabilderas” a nivel estatal. Parte del fundamento para 
reenfocar las energías fue descrita de este modo: 


Mientras que en 1970 el objetivo abrumador de los ambientalistas era la regula- 
ción federal, los participantes en la Conferencia de Estes Park hablaban de dar 
nueva atención a la acción estatal y local para proteger el ambiente, Las razones 


39 Totton J. Anderson, “Pressure Groups and Intergovernmental Relations”, The Annals 359 
(mayo de 1965), p. 122. a 

100 Theodore J. Lowi, “Europeanization of America? From United States to United State”, en 
Nationalizing Government: Public Policies in America, Theodore J. Lowi y Alan Stone (comps.), 
(Beverly Hills, Cal., Sage Publications, 1978), pp. 15-29, Escribiendo en los años setenta; antes 
de Reagan, observó Lowi “que los líderes de la rama ejecutiva, tanto la gente de carrera como 
los políticos nombrados que rodean al Presidente, han llegado a sentir que la sociedad depen- 
de tanto del gobierno nacional, que se vendría abajo si el gobierno nacional no respondiera a 
las demandas organizadas y que la sociedad aún más seguramente se desplomaría si el go- 
bierno nacional no estuviese dispuesto a intervenir a la primera señal de un desorden comu- 
nitario” (p. 26). 


Cuadro vIL3. Los Siete Grandes grupos de interés público 


Presupuesto 


Personal 


Número 
de lobbyists 
1976 


en 1984 
(miles de millones 


total 
1984 


de dólares) 


Ubicación 


Nombre 


Número 
de miembros 





70 


Washington, D. C. 5.4 


50 gobernadores 
de estados y 
territorios 


Asociación Nacional 


de Gobernadores (ANG) 


90 


5.5 


Denver 


Conferencia Nacional 


50 legislaturas 


estatales y personal 


de Legislaturas Estatales 


(CNLE) 


-55 


4.5 


Washington, D. C. 


1150 ciudades y 49 


Liga Nacional de Ciudades 


(LNC) 


asociaciones estatales 
de municipalidad 


550 ciudades de 


40 


3.5 


Washington, D. C. 


Conferencia de Alcaldes de 


EUA (CABUA) 


30000 o más habitantes 


60 


12 


7.0 


1900 condados Washington, D. C. 


Asociación Nacional de 


Condados (ANC) 


90 


3.5 


Lexington, Ky. 


50 estados 


Consejo de Gobernadores de 


los Estados (car) 


Asociación Internacional de 
Administración de Ciudades 


65 


5.5 


Washington, D. C. 


Más de 7000 
administradores 


profesionales en 


(alac) 


gobiernos locales 


posiciones políticas, ni emplea a personas cuya principal actividad, de tiempo completo, 


pta ni apoya formalmente 


mes legislativas, 


* Esta organización no ado; 
incluya la defensa de cuestio; 
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declaradas fueron: los proyectos de energía federales pueden amenazar a ciertas 
localidades. Las soluciones en pequeña escala —no federales— son las más apro- 
piadas para resolver muchos problemas. Los grupos ambientalistas locales habili- 
dosos son muy aficionados a formar coaliciones. Y Washington está delegando 
mucho poder ambiental a los estados.101 


Esa reunión fue anterior al gobierno de Reagan que, además de mostrarse 
menos favorable a las preocupaciones de los ambientalistas, había intentado 
conscientemente delegar a los estados muchas cuestiones de aplicación de 
leyes ambientales. Ciertas impresiones confirman el activismo de grupos 
ambientalistas a nivel estatal, no sólo en cuestiones como la energía nuclear, 
sino también en una vasta gama de asuntos de materiales residuales peli- 
grosos y tóxicos, 102 

Los estados también se han vuelto punto focal para grupos de interés 
que apoyan causas liberales y minoritarias. Una vez más, esto no debe sor- 
prendernos, dada la tendencia de todos los grupos de interés a movilizar su 
influencia donde se encuentran en la mejor posición relativa, Estando “al 
margen” a nivel nacional en un gobierno conservador, los líderes de diversos 
grupos liberales indicaron a un reportero del New York Times que, en una 
vasta gama de cuestiones sociales que incluyen educación, derechos civiles 
y atención de la salud para los pobres..., los estados han respondido más rá- 
pidamente a sus llamados que el gobierno federal en los últimos años”,103 


Cabildeo intergubernamental 


El anterior análisis de los grupos de interés y las RIG ha enfocado hechos y 
actores de fuera del gobierno. Entre otros estudiosos, Samuel Beer ha sub- 
rayado las tendencias de las políticas generadas internamente: por ejer- 
plo, la nacionalización de cuestiones de las políticas y el aumento del gasto 


101 Neal R, Peirce, “The Environment in the '80s”, en State Government News, 23 de mayo de 
1980, p. 16. e 

102 Un ex subadministrador de APA reconoció que ésta se encontraba “gravemente sobrecar- 
gada”, y notó que después de diez años su personal se había duplicado, pero $u carga de tra- 
bajo se había multiplicado “por un factor de veinte” hasta el punto de que “hoy no puede 
cumplir con su carga de trabajo”. Luther J, Carter, “Environmentalists Seek New Strategies”, 
en Science 208 (2 de mayo de 1980), p. 477. También debe notarse que el candidato Reagan, 
respondiendo a una pregunta sobre la protección ambiental, dijo: “Necesitamos devolver a los 
estados la responsabilidad básica por la regulación ambiental, y aumentar así su sensibilidad 
a las condiciones locales”. American Enterprise Institute, The Candidates 1980: Where They 
Stand (Washington, D. C., 1980), p. 60, Una entre muchas fuentes de recelo sobre este enfoque 
puede encontrarse en “Federal-State Clashes Hamper Many Programs”, en Newsletter (Con- 
servation Foundation), octubre de 1980, pp. 1-8. Otro grupo ambientalista se mostró menos 
aprensivo a mediados de los años ochenta, Véase Paul Portney, "Environmental Evolution”, en 
Resources (Resources for the Future), otoño de 1985, pp. 1-4. Observa Portney: “El cambio de la 
responsabilidad, del nivel federal a los estados y localidades es, en general, buena noticia” (p. 3). 

103 Robert Pear, “States Are Found More Responsive to Social Issues”, en New York Times, 
19 de mayo de 1985, p, 1. 
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en bienestar social.104 A este enfoque dentro del gobierno le llama “política 
del sector público”, y declara que “el cabildeo intergubernamenta]” es rasgo 
característico de esta nueva dimensión de la política estadounidense. “Con 
cabildeo intergubernamental”, afirma Beer, quiero decir los gobernadores, 
alcaldes, supervisores de condados, administradores de las ciudades y otros 
funcionarios, habitualmente electos, que ejercen responsabilidades gene- 
rales en el gobierno estatal y en el local”.105 Estos funcionarios y su cabil- 
deo sori sinónimos de los “p1Gs”, los grupos de interés público, que repre- 
sentan a los generalizadores de la política y de la administración, 

La información sobre los Siete Grandes grupos de interés público10 que 
aparece en el cuadro VIL3 requiere de unos breves comentarios: los cinco 
primeros grupos enumerados reconocieron explícitamente su “cabildeo”, 
su función de grupo de interés, y de ahí la enumeración del número de “ca- 
bilderos”. Reconoció John Gunther, director ejecutivo de la Conferencia de 
Alcaldes: 


No somos una organización de investigación. Somos políticos —no partidistas, 
debo subrayarlo— pero muy políticos. Siempre que es posible, empleamos a un 
funcionario electo como portavoz de la organización. Otras organizaciones... en- 
contrarán más fácil negociar con personal de alto rango. Pero virtualmente todos 
saben lo que es un alcalde, 107 


Las percepciones de los cinco grupos activistas y de los Siete Grandes, en 
general, varían un tanto, en el panorama político de Washington. Algún per- 
sonal de la rama ejecutiva los considera sumamente eficientes por causa de 
sus habilidades informativas y técnicas. Sin embargo, en la Colina del Ca- 
pitolio y en otras partes parece predominante la opinión de los Siete 
Grandes como grupos de interés: “Miembros del Congreso y funcionarios 
de la Administración que están en el extremo receptor del esfuerzo del 'ca- 
bildeo' estatal y local, generalmente los ven...'como grupos de interés espe- 
cial con gran voracidad..., como los otros lobbies de Washington”.!08 

Dos de los miembros de los Siete Grandes no son reconocidos grupos de 
interés y cabildeo: alac y CGE. Estas organizaciones concentran sus acti- 
vidades y recursos en esfuerzos de investigación, publicación, preparación 
y servicio para sus miembros y clientes. Por ejemplo: atac publica extenso 


104 Sarnuel H. Beer, “Political Overload and Federalism”, en Potity 10 (otoño de 1977), pp. 5-17. 

105 Ibid, p. 11. Véase también Samuel Beer, “Federalism, Nationalism and Democracy in 
America”, en American Political Science Review 72 (marzo de 1978), pp. 9-21. 

106 Adaptado y aumentado de Rochelle Stanfield, “The p1Gs: Out of the Sty, Into Lobbying 
with Style”, en National Joumal, 14 de agosto de 1976, p. 1137. Ésta y todas las demás citas de 
esta fuente se reproducen con autorización. Una información actualizada (1984) sobre el per- 
sonal y los presupuestos procede de siam Intergovernmental News 7 (Invierno de 1984), pp. 4-6. 
Este boletín es una publicación trimestral de la Section on Intergovernmental Administration 
and Management, ASPA. 

107 Stanfield, “The p1Gs”, p. 1137. 

108 Jbid,, p, 1134. 
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material informativo sobre capacitación y administración, y CGE es gran 
fuente de informes, fólletos y periódicos sobre las actividades de los go- 
biernos estatales. Los' otros éinco miembros no desconocen los esfuerzos 
de servicio y publicación. Y aunque tendieron a subrayar los esfuerzos de 
cabildeo durante los años setenta, la mitad o más del presupuesto de cada 
grupo se gasta en actividades de servicio que no son de cabildeo. 

La cuestión de actividades de “cabildeo” versus actividades de servicio 
constituye una elección persistente y difícil para la mayoría de los miembros 
de los Siete Grandes. También resulta complicada para resolver cuestiones 
intergubernamentales de mayor alcance. Las cuestiones más generales fue- 
ron bien planteadas por un agudo y veterano observador de las RIG, William 
G. Colman: 


Estando en Washington la sede de casi todas las organizaciones, es fácil para el 
“cabildeo” tomar una indebida prioridad. Esto plantea dificultades para el futu- 
ro, a largo plazo, de todas las organizaciones y para la fuerza del sistema federal, 
Éste se volverá menos viable cuanto más dependa de iniciativas federales, Yo 
considero muy importante el servicio a miembros individuales, avance profe- 
sional, publicación y servicio a las organizaciones estatales.102 


Ya hemos notado la actitud defensiva y de reacción de los Siete Grandes 
y de muchos grupos de interés “público” menores en los años ochenta. Frá- 
gil y variable tal vez sea el mejor modo de describir el carácter de la coalición 
como eficaz fuerza de influencia en las políticas en el escenario nacional. 
Fuerte y sólido describe, más precisamente, la base de información, publi- 
cación y servicios de las varias organizaciones de los Siete Grandes. El títu- 
lo de un artículo sobre los PGS capta los roles, aislados y colectivos, de 
estas asociaciones de funcionarios. “Los PIGs: han salido de la porqueriza 
al cabildeo con gran estilo: los lobbies local-estatales van en diferentes direc- 
ciones y con diferentes miembros; pero aún vuelven, juntos, ante su común 
adversario: los federales”.110 Como fuerza institucional, tienen una presen- 
cia notoria. En cambio, como coalición con fuerza positiva, son política- 
mente periféricos. 


RESUMEN 


Las imágenes o perspectivas que prevalecen en las mentes de los actores de 
las rIG son básicas y cruciales en la dirección de la implementación de las 
políticas públicas internas de los Estados Unidos. La revisión de las imá- 
genes que los funcionarios locales tienen de los funcionarios nacionales, y 
viceversa, puso en relieve la distancia y las dificultades organizativas que 


109 Ibid., p. 1139, 
10 Tbid., p. 1134. Véase también Lisa B. Belkin, “For State and Local Governments Wash- 
ington ls the Place to Be”, en National Journal, 6 de septiembre de 1980, p, 1486. 
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hay en todos los esfuerzos por superar estas fronteras. La exploración de las 
implicaciones de estas imágenes —fricción, hostilidad, diferente manera 
de participar en el juego, negociación y estrategias de cambio— señalan, al 
mismo tiempo, la naturaleza de los problemas de RIG y las estrategias de 
solución. En estos aspectos, un análisis de las imágenes de RIG contribuye 
al diagnóstico (problemas) y al pronóstico (solución de problemas). 

Los aspectos positivos o de pronóstico han sido más elaborados en va- 
rios estudios de la implementación de la ayuda federal. Como contrapeso a 
incontables estudios negativos de los programas de ayuda federal que 
salieron mal, hay algunas historias de éxito en la implementación de los 
programas federales, Las lecciones principales de estos estudios de imple- 
mentación son diversas. Primera: los actores políticos y los procesos admi- 
nistrativos son variables importantes que influyen en los resultados. Se- 
gunda: la implementación y los impactos de la ayuda federal varían por 
áreas de programa, particularmente entre los programas redistributivos y de 
desarrollo. Tercera: los cambios de programa y las reorientaciones de las 
políticas requieren de mucho tiempo para causar efecto y ser observables en 
todo el sistema de RIG. Cuarta: parecen existir poderosas tendencias equili- 
bradoras en las RIG con grandes tendencias a la continuidad y la coope- 
ración, si no es que al consenso y la tranquilidad, 

Todo esfuerzo por describir y evaluar los impactos y efectos de los progra- 
mas de ayuda federal se enfrenta a formidables obstáculos analíticos y a 
considerable controversia política. Entre los problemas de análisis se en- 
cuentran la conceptualización de los impactos, el carácter de las medidas del 
impacto, la calidad de los datos y la naturaleza de la manipulación de datos. 
Existe, además, el problema de evaluar los impactos fiscales y los no fiscales. 
Los impactos fiscales de la ayuda federal fueron examinados en categorías 
geográficas y económicas. En el aspecto geográfico, la ayuda federal agrega- 
da varió mucho entre los cincuenta estados, en cuestión de proporción de 
ayuda a impuestos, ayuda per capita, y proporciones de ayuda a ingresos. 
Vista en términos agregados y con medidas variables, resulta difícil de con- 
firmar la tesis de que los impactos fiscales de la ayuda federal favorecen sis- 
temáticamente a los estados “ricos” sobre los “pobres”, o a la inversa, 

El análisis económico de los impactos de la ayuda federal considera cues- 
tiones como estimulación o sustitución, los efectos de los requisitos de apor- 
tar fondos complementarios, la definición de objetivos y el análisis de oferta 
y demanda. Un tema común y constante en todos estos enfoques y descu- 
brimientos es el carácter dinámico e interactivo de las relaciones intergu- 
bernamentales. Fuerzas institucionales temporales, recíprocas y múltiples, 
actúan produciendo los observados efectos fiscales de los programas y las 
políticas de ayuda federal. ¿ 

Sin embargo, es necesario ir más allá de las esferas fiscal y económica y 
de las mediciones lograr una comprensión más completa de la dinámica 
y de las fuerzas que afectan los resultados en las RIG. Los datos “duros” fis- 








di 


GASTOS DE AYUDA FEDERAL 413 


cales están rodeados e incluso envueltos por los análisis de los efectos insti- 
tucionales y de elección de las políticas de la ayuda federal. Este último 
conjunto de efectos enfoea las elecciones cualitativas hechas por los recep- 
tores de la ayuda federal, que van desde qué cuestiones están en la agenda 
pública estatal y local, hasta cuestiones básicas sobre las preferencias y 
elecciones de políticas que habrán de prevalecer. 

Los efectos institucionales de la ayuda federal se reflejan tanto en térmi- 
nos agregados como específicos: sobre las burocracias y el empleo estatal y 
local en conjunto, y sobre actores institucionales singulares; por ejemplo, 
gobernadores, legisladores y grupos de interés. Sólidas pruebas confirman 
que la ayuda federal ha contribuido muchísimo a la expansión de los 
aparatos administrativos, tanto estatales como locales. 

Los impactos a nivel local (municipal) han causado un giro irónico, Los 
funcionarios de las ciudades, inicialmente cautelosos, tardaron en añadir 
personal permanente y programas basados en la ayuda federal hasta media- 
dos o finales de los años setenta. No mucho después de estos efectos de in- 
corporación, la ayuda federal comenzó un descenso en dólares reales, y aun 
en dólares nominales. 

Las agencias federales, como importantes actores institucionales, emplean 
toda una gama de estrategias de influencia para alcanzar los impactos de- 
seados en los niveles estatal y local. Estas estrategias incluyen mandatos es- 
tructurales, la colonización o profesionalización de personal administrativo 
estatal y local, fijación de la agenda y, sobre todo, la negociación. Estas es- 
trategias refuerzan el tema general que corre por casi todo este capítulo; es 
decir, la influencia federal es variable y no constante. Depende de un com- 
plejo juego de variables políticas, institucionales, administrativas y finan- 
cieras que operan, a la vez, en los niveles nacional y estatal (o local). Entre 
los factores más notables a nivel estatal se encuentran los gobernadores, los 
legisladores de los estados y los grupos de interés. Unos breves análisis han 
esbozado cómo estos actores institucionales reaccionan y ejercen control 
sobre los procesos de formulación e implementación de la política de ayuda 
federal. - 
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EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: 
| TIPOS DE POLÍTICAS DE RIG 
| 





Para comprender y explicar muchos procesos y resultados de las RIG es necesario 
considerar qué tipo de política pública está en vigor en una situación determinada. 
Variables importantes distinguen un área de políticas de otra y determinan cosas 
como quién tiene interés en un asunto, quién participa en él y quién ejerce qué gra- 
do de influencia en sus resultados. En los dos últimos decenios se ha creado toda 
una tipología de las áreas de políticas que puede emplearse para explorar cuestio- 
nes de las políticas en cuatro grupos principales. 

En el capítulo vi manejamos cuestiones de límites o de jurisdicciones, primero 
en función de relaciones estatal-nacionales, y luego en función de relaciones local- 
estatales. 

En el capítulo 1x examinamos las políticas distributivas y de desarrollo. Éstas in- 
cluyen beneficios específicos y concentrados, y costos que están, a la vez, vasta y mi- 
nuciosamente dispersos. 

Durante los años ochenta, ciertas cuestiones de normatividad han pasado a 
primer término en las RIG. En el capítulo X analizamos cuestiones que tienden a 
implicar costos concentrados (impuestos por sanciones), acompañados por benefi- 
cios vasta y minuciosamente dispersos. 

En el capítulo X1 consideramos las políticas redistributivas, enfocando las áreas 
de salud, educación y bienestar. 
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VII EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: 
CUESTIONES DE LÍMITES Y JURISDICCIONES 


EN ANTERIORES análisis y referencias a tipos de políticas públicas se han ob- 
servado las variaciones de financiamiento, implementación e impacto a tra- 
vés de diversas áreas funcionales o de políticas. Por ejemplo, hemos obser- 
vado marcados contrastes entre quién recauda y quién gasta el dinero con 
propósitos de educación y de bienestar, para carreteras y para programas 
de vivienda. Estas diferencias funcionales nos dan un fundamento para 
organizar los análisis en los capítulos restantes de este libro. Los cuatro te- 
mas funcionales o de contenido de las políticas fueron extraídos de anterio- 
res estudios de las tipologías, debidas a Theodore Lowi y a Paul Peterson, 
de las áreas de cuestiones de las políticas: 1) redistributiva; 2) normativa; 
3) distributiva (de desarrollo), y 4) limítrofe y jurisdiccional. (El término 
de Lowi para el último de estos cuatro es “políticas constituyentes”.)1 

Una identificación y elaboración de las arenas de las políticas, aproxima- 
damente similar, fue aplicada por Samuel Beer al desarrollo histórico de 
largo plazo o “modernización” del federalismo de los Estados Unidos.? 
Beer sostuvo que las cuestiones de RIG en los Estados Unidos habían evolu- 
cionado, pasando por sucesivos periodos en los que las políticas distributi- 
vas, normativas y redistributivas fueron predominantes, en ese orden. Los 
tipos de coaliciones políticas que corresponden a los tres respectivos perio- 
dos políticos son “pork-barrel”,* “derrames” y “clases”. Adoptamos el enfoque 
de Beer y lo adaptamos a los capítulos siguientes. Una adaptación incluye 
este capítulo, enfocado a cuestiones limítrofes o jurisdiccionales. 

Para su análisis, Beer pudo suponer, y así lo hizo, que ya existía todo.un 
conjunto de entidades jurisdiccionales (los estados y el gobierno nacional). 
Estaban unidos, a veces laxamente, como un sistema en proceso dé evo- 
lución. (Recuérdese el ensayo de Beer,.“La idea de la nación”, citado en el 
capítulo 11.) Para nuestros propósitos, no súpondremos que las relaciones 
entre entidades se encuentran en situación estable. En cambio, seguiremos 
unos análisis que consideren problemáticos la creación, el status separado 
y los poderes de las entidades gubernamentales. ¿Qué hace surgir una enti- 


1 Theodore J. Lowi, “Four Systems of Policy, Politics and Choice”, en Public Administration 
Review 32 Gulio-agosto de 1972), pp. 298-310; Paul E. Peterson, City Limits (Chicago, Univer- 
sity of Chicago Press, 1981), 268 pp. Véase también Randall B. Ripley y Grace A. Franklin, 
Congress, the Bureaucracy, and Public Policy, 3a. ed. (Homewood, 11, Dorsey Press, 1984), 282 pp. 

2 Samuel H. Beer, “The Modernization of American Federalism”, en Publius: The Journal of 
Federalism 3 (otoño de 1973), pp..49-96. 

* Literalmente, “barril de puerco”, Expresión despectiva que alude a la asignación de fondos 
públicos para proyectos locales con fines electorales o favores políticos. [N. del T.] 
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dad (unidad de gobierno)? ¿Qué factores influyen en el alcance de sus po- 
deres o en la extensión de sus límites? ¿Qué amenaza a sus valores funda- 


mentales, su continuación y/o su desaparición? ¿Qué significación geográ- * 


fica, jurídica, política y social tiene la idea de “límites”? 

Empezaremos por considerar la cuestión de los límites en función de las 
relaciones estatal-nacionales. Analizamos tres cuestiones relacionadas con 
el campo (en sentido literal y figurado): derechos de precedencia, tierras de 
posesión nacional en el Oeste, y jurisdicción sobre tierras y políticas hacia 
los indios, Las cuestiones de límites local-estatales forman un segundo con- 
junto de problemas, enfocados desde ángulos múltiples: jurídicos, fiscales, 
políticos y administrativos. La posición preeminente del gobierno del esta- 
do en relación con las localidades es evidente, pero, esa condición superior 
sólo ofrece una ventaja provisional para comprender la complejidad, la va- 
riedad y la dinámica de las relaciones local-estatales. 


CUESTIONES LIMÍTROFES ESTATAL-NACIONALES 


En el capítulo 1 planteamos y analizamos cuestiones relacionadas con el 
carácter constitucional del sistema federal de los Estados Unidos, particular- 
mente el alcance y los límites de los poderes nacionales, en relación con los 
poderes estatales. Las interpretaciones contrastantes (modelos) de los lími- 
tes estatal-nacionales fueron llamadas: coordinada, inclusiva y superpuesta 
(gráfica 1.2). En esta sección analizaremos tres cuestiones que plantean pro- 
blemas de límites y jurisdicciones: 1) derechos de precedencia; 2) tierras 
públicas, y 3) autoridad sobre los asuntos indios. 


Derechos de precedencia 


La doctrina de la precedencia es jurídica, directamente vinculada con apli- 
cación de estatutos, casos en tribunales y derecho constitucional. En su 
sentido más lato, podría argiiirse que la Constitución de los Estados Uni- 
dos se arroga derechos de precedencia al prohibir toda una vasta gama de 
acciones estatales (y locales), que en su mayoría pueden encontrarse en la 
Constitución original, especialmente el Artículo 1, Sección 10, y enmiendas 
seleccionadas. Posteriores enmiendas, especialmente la xx, limitan a los 
estados. Sin embargo, casi todas las referencias a derechos de precedencia 
que se hacen en tribunales, entre abogados, etc., suelen referirse a los efec- 
tos de una acción legislativa nacional, o de unas agencias administrativas 
nacionales, operando según decretos de los Estados Unidos. 

Tal vez la forma más clara de captar el concepto de derechos de prece- 
dencia sea citar un decreto: la Ley de Tiempo Uniforme de 1966 (P.L., 89- 
387). “Por ésta declaramos que es intención expresa del Congreso... rem- 
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plazar cualquiera y todas las leyes de los estados o subdivisiones políticas 
de ellos como lo establezcan ahora o más adelante”. A esto se le llama de- 
recho de precedencia explícito estatutario, Este proyecto de ley fue aplicado 

ara estandarizar la forma a veces caótica en que varios estados y hasta lo- 
calidades adoptaban diferentes periodos y fechas para iniciar o concluir el 
horario de vernao en la primavera y en el otoño. Por ejemplo: la legislatura 
del estado de Iowa en 1963 permitió la opción del horario de verano local 
(de condados), porque la escisión rural-urbana en el estado hacía la cues- 
tión demasiado candente para que de ella se encargara la legislatura del 
estado. 

La esencia del derecho de precedencia es que el gobierno nacional extiende 
el alcance de su jurisdicción, estrechando en cambio los límites o la autorl- 
dad de los estados y de las localidades. Los límites nacionales se extienden 
para “ocupar el campo” antes ocupado por autoridad estatal y local. Además 
de los derechos de precedencia estatutarios explícitos, hay al menos otros 
cuatro tipos de precedencia nacional: 1) estatutaria implícita; 2) conflicto esta- 
tutario operativo; 3) normativo explícito, y 4) normativo operacional.3 

Ocurre un conflicto estatutario implícito en los casos en que el Congreso 
no ordena explícitamente que se remplacen de las leyes del estado. Sin em- 
bargo, al interpretar la ley, los tribunales pueden sostener que la prece- 
dencia queda implícita en el propósito y contenido de la ley. Se declara que 
las acciones estatales (o locales), aun las que puedan ser compatibles con la 
ley, son inválidas porque se juzga que el Congreso había ocupado todo el 
campo. El caso de Northern States Power respecto a la energía atómica (ana- 
lizado en el capítulo") es un ejemplo de este tipo de precedencia. Abundan 
ejemplos de otros tipos de precedencia. En lugar de explorarlos, enfocare- 
mos nuestra atención en las cuestiones jurídicas y políticas que surgen de la 
decisión en el caso García analizada en el capítulo 1.5 

El caso García no sólo planteó cuestiones de precedencia respecto a los 
límites de los poderes nacional y estatales, sino que también presentó pro- 
blemas centrales sobre la naturaleza del federalismo en los Estados Uni- 
dos. En realidad, un documento de la CcrI considera que las ramifica- 
ciones de la decisión del caso García plantean una crisis constitucional del 
federalismo estadunidense.6 


3 Academy for State and Local Government, Preemption: Drawing the Line (Washington, 
D, C., 1986), pp. 3-4, ES 

4 Northern States Power Co. vs. State of Minnesota, 447 F. 2d 1143 (8th Cir. 1971), affd. per 
curiam 405 U. S. 1035 (1972). Debe notarse que aunque la normatividad de seguridad de 
la energía atómica del gobierno nacional se ha"sostenido como precedencia en este campo, la 
Corte Suprema ha admitido restricciones estatales a la construcción de plantas de energía 
atómica que incluyen necesidad económica, costos y seguridad. Véase Pacific Gas and Electric 
Co. vs. Energy Resources Conversion and Development Commission (de California), 461 U. S. 
190 (1983), 

5 García vs. San Antonio Metropolitan Transit Authority 469 U. S. 528 (1985). 

6 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Reflections on García and Tts 
Implication for Federalism (Washington, D. C., Government Printing Office, febrero de 1986), p. 3. 
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Recordemos que la mayoría de cinco miembros de la Corte Suprema 

sostuvo que: 

1. “...las funciones gubernamentales tradicionales” eran un medio impo- 
sible de trazar fronteras en torno de actividades estatales y locales que 
pudiesen ser protegidas de un poder del Congreso que se ejerciera de 
acuerdo con la cláusula del comercio; 

2. anteriores esfuerzos de la Corte, de acuerdo con la Décima Enmienda 
y con la Liga Nacional de Ciudades, declararon que tales límites eran 
“incongruentes con los principios establecidos del federalismo”, y 

3. la existencia y los límites políticos y legales de los estados quedarían 
asegurados “no por unos límites externamente impuestos al poder del 
comercio, sino por la estrúctura del propio gobierno federal”.7 


Amplificando el tercer punto, la Corte Suprema esencialmente se retiró 
de su papel de árbitro en materia de fronteras y concluyó que “el proceso 
político asegura que no se promulguen leyes que graven indebidamente a 
los estados”,8 

Dos conjuntos de reacciones agudamente contrastantes surgieron de la 
decisión del caso García: uno en favor, otro en contra. En la comparación 
siguiente se resumen seis puntos esenciales de las dos posiciones. Estos 
puntos se extrajeron de varios comentarios parciales poco después de la 
decisión en el caso García.? 


Comparaciones de las opiniones del caso García 


A favor En contra 


1. ¿Se pueden establecer límites razonables y via- 

bles de los poderes nacional y estatales? No Sí 
2. ¿Constituye la Corte Suprema el medio o instru- 

mento apropiado para determinar el equilibrio en- 

tre y los límites de los intereses nacionales y esta- 

tales? No Sí 


7 García, 469 U. S, 528 (1985). 

3 Ibid. 

9 Para una concisa reproducción de las comparaciones y los contrastes anotados más abajo, 
véase Paul J. Hartmand y Thomas R. McCoy, “García: The Latest Retreat ori the States” 
Rights' Front”, en Intergovernmental Perspective 11 (primavera-verano de 1985), pp. 8-11; A. 
E. Dick Howard, “García: Federalisn's Principles Forgotten”, en Intergovernmental Perspec- 
tive 11 (primavera-verano de 1985), pp. 12-14, Puede encontrarse un análisis más extenso en 
A. E, Dick Howard, “García: Of Federalism and Constitutional Values”, en Publius: The Jour- 
nal of Federalism 16 (verano de 1986): pp. 17-32, y en números recientes de varias publica- 
ciones jurídicas. 
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3. ¿Tienen los estados derecho a presuponer una 

protección ante ina violación de sus fronteras (y 

una limitación de poderes):similar a la protección 

de que gozan los derechos individuales? No "Sí 
4, ¿Pueden proteger los estados sus intereses legíti- 

mos por medio de la estructura federal formal? “Sí No 
5. ¿Pueden proteger los estados sus legítimos intere- 

ses por medio de procesos políticos? Sí . No 
6. ¿Puede el Congreso, junto con el Presidente, legis- 

lar sabia, constructiva y constitucionalmente cuan- 

do la cuestión es, esencialmente, los límites del 

poder del propio Congreso? Sí No 


Un nuevo escrutinio del caso y/o de los argumentos de cada bando no son 
esenciales aquí para nuestro tema central; a saber, que el caso García expu- 
so cuestiones tocantes a los límites básicos y la integridad institucional del 
poder estatal en relación con el gobierno nacional, 

El análisis de la CcRI se refiere a la “contradicción del federalismo” que 
brota de la decisión en el caso García. 


El sistema estadunidense de gobierno es un sistema federal [que comprende] un 
gobierno nacional limitado y unos estados soberanos en los que el gobierno na- 
cional puede hacer cualquier cosa que el Congreso declare que debe hacer, a menos 
que la Constitución le prohíba expresamente hacerlo; y no existen prohibiciones 
constitucionales a la facultad del Congreso de regular las acciones de los estados.10 


La contradicción presente en la citada declaración merece una explica- 
ción adicional. La evaluación de la ccr1 promovió un vasto análisis, del cual 
nos parece pertinente el pasaje siguiente: 


La decisión del caso García... representa un momento decisivo en la historia po- 
lítica de los Estados Unidos, porque nos impone la conclusión inevitable de que 
el emperador está desnudo. : 

El empleo del “federalismo”, tanto por los políticos como por la Corte Suprema, 
ha servido convenientemente como velo bastante opaco tras el cual los estados 
han sido despojados de su autonomía, poco a poco, a lo largo de los años. Quie- 
nes miraron con atención vieron lo que ocurría tras el velo: el poder federal cons- 
tantemente se extendía, con la concomitante reducción del espacio del estado 
para emprender una acción independiente. Nos consolábamos pensando que el 
federalismo estaba vivo y sano redefiniendo el federalismo desde un conjunto de 
límites constitucionales que establecen eficaces limitaciones políticas a un pro- 
ceso de “cooperación” intergubernamental basado, en gran parte, en la benevo- 


10 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Reflections on García, p. 14. 
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lencia y la solicitud nacionales, En suma, redefinimos el federalismo desde un 
concepto de diseño constitucional, hasta un conjunto de principios operativos 
para la operación cotidiana del proceso político de la nación; y al hacerlo, hici- 
mos posible ver al federalismo como algo perfectamente congruente con el creci. 
miento irrestricto del poder federal.11 


Si consideramos que la decisión del caso García expone una contradic- 
ción fundamental y un desafío a las disposiciones constitucionales origina- 
les, entonces la pregunta natural es: “¿Qué hacer?” El análisis del CCRI en- 
focó directamente esta pregunta, y ofreció cuatro opciones:!2 


1. La política como de costumbre. Los estados, como la mayoría en el caso 
García sugiere, deben “cabildear” activamente para influir sobre la le- 
gislación nacional, como cualquier otro grupo de interés, 

2. Litigios. Los estados deben localizar y perseguir el caso (los casos) 
“iusto(s)” con argumento(s) “justo(s)” para poner a prueba el poder de 
permanencia del caso García, esperando, mientras tanto, un cambio 
en la composición o la visión de la Corte Suprema. 

3. La búsqueda de una enmienda constitucional. Pueden buscarse varios 

acercamientos sustantivos hacia el cambio constitucional, que van desde 

requerir a los tribunales para que fallen en cuestiones de federalismo, 
hasta prohibir explícitamente ciertos tipos o grados de invasión nacional 
de las fronteras. Procesalmente, la estrategia del cambio constitucio- 
nal puede exigir un cabildeo ante el Congreso para proponer una en- 
mienda, y/o buscar resoluciones de dos terceras partes delas legislaturas 
estatales, que pidan la convocatoria de una convención constituyente. 

Resistencia y desobediencia civil. Si los estados se oponen tenazmente 

a las implicaciones a corto y a largo plazo de la decisión García y otras 

de la Corte Suprema, podrán iniciar una extensa resistencia y desobe- 

diencia civil. Su objetivo sería la creación de una crisis constitucional 
que se resolviera en condiciones aceptables para los estados. 


A 


De los cuatro métodos enumerados, parece que la primera opción es la 
más probable, no sólo como respuesta al caso García, sino como respuesta 
ala gran mayoría de las decisiones de la Corte Suprema. La alternativa 2, y 
el litigio, es una estrategia secundaria en casi todos los casos restantes. 
Rara vez en los tres decenios pasados han seguido los estados las alternati- 
vas tercera y cuarta, y esos casos pueden contarse con los dedos de una 
mano: la supresión de la discriminación racial escolar, la reasignación le- 
gislativa estatal, y el equilibrio del presupuesto federal. : 

De este análisis de la precedencia nacional como desafío a las jurisdiccio- 
nes estatales pueden hacerse dos observaciones, basadas en el caso García 


1 Jbid., p. 13. 
12 Ibid, pp. 41-50, 
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y similares. Primera: los estados acaso no tengan suficiente conciencia ni 
estén lo bastante unidos en cuestiones de violación de sus fronteras para 
lanzar un desafío significativo contra la precedencia nacional. Éste es tema 
importante de un reciente informe sobre la precedencia, preparado por la 
Academia para el Estado y el Gobierno Local.13 Recomienda “permanecer 
informado” e “influir en el proceso” de “trazar la línea” ante los casos de pre- 
cedencia. Una segunda observación incluye la naturaleza evasiva del “inte- 
rés del estado”. Dada la multiplicidad de los casos, su carácter cambiante, 
y la ambigiiedad de los límites estatal-nacionales existentes, no siempre es 
fácil determinar cuál es el interés de un estado o de todos los estados, aun 
cuando sus funcionarios sí estén bien informados. En pocas palabras, la 
resolución de cuestiones de límites nacional-estatales puede aproximarse a 
lo que algunos teóricos describen como el modelo del “bote de basura” de 
la toma de decisiones en la organización.14 Esto envuelve al proceso de toma 
de decisiones en condiciones de incertidumbre creadas por preferencias 
problemáticas, una participación fluida, una información limitada y tecno- 
logías o estrategias variables. En dos palabras, se trata de “anarquía orga- 
nizada”. 


13 La Academia para el Estado y Gobierno Local, Preemption: Drawing the Line—A State and 
Local Government Report on Federal Preemption and Mandates (Washington, D.C., 1986), 67 pp. 
La Academia para el Estado y el Gobierno Local es la base organizativa del Centro Jurídico 
Estatal y Local mencionado en el capítulo 1 como vehículo para mejorar la calidad de la abo- 
gacía estatal y local ante la Corte Suprema. Dos memorandos del Centro Jurídico nos ofrecen 
ciertos atisbos de la estrategia de litigios: “Guidelines for Selecting Cases”, 13 de enero de 
1986, 3 pp.: “Guidelines for Considering Whether Another Organization May Join as an Ami- 
cus on a Brief of the State and Local Legal Center”, 27 de mayo de 1986, 3 pp. Véase también 
Centro Jurídico Estatal y Local, “Case List, 1 de agosto de 1986", 24 pp. 

14 La bibliografía sobre el modelo del “bote de basura” ha proliferado desde el artículo ori- 
ginal acerca del tema: Michael D. Cohen, James G. March y Johan P. Olsen, “A Garbage Can 
Model of Organizational Choice”, Administrative Science Quarterly 17 (marzo de 1972), pp. 1-25. 
Para un esbozo de los principales lineamientos de este modo o modelo de generalizar acerca 
de sistemas de organización, véase Charles Perrow, Complex Organizations: A Sociological 
Analysis (Nueva York, Random House, 1986), pp. 131-140. Para una aplicación del modelo 
del “bote de basura”, enfocado a las políticas, sobre las cuestiones nacionales que tienen derra- 
mes sobre las rIG, véase John W. Kingdon, Agendas, Alternatives and Public Policies (Boston, 
Little, Brown, 1984), 240 pp. Resulta interesante e instructivo, pero está más allá de nuestras 
intenciones y fines, explorar ilustrativamente una gama de ejemplos de rIG que pueden em- 
plear la formulación del “bote de basura”. Dos recientes cuestiones internacionales han causa- 
do tensiones estatal-nacionales, y a veces confrontaciones: 1) el uso de tropás de la Guardia 
Nacional que han ido a hacer ejercicios en América Central, y 2) la aprobación de cláusulas de 
armnistía para los extranjeros ilegales de la nación, calculados entre tres y seis millones. La se- 
gunda cuestión fue acompañada por dinero de ayuda federal en cerca de 4000 millones de 
dólares para ayudar a los gobiernos estatales y locales a prestar servicios para inmigrantes 
legales recién llegados. Para un análisis de la primera cuestión, véase “Some Governors Keep- * 
ing Guard from Going to Central America”, LA Times-Washington Post News Service, News 
and Observer, Raleigh, N.C., 30 de marzo de 1986, p. 27; Fred Hiatt, “A New Instrument of 
Political Dissent: The National Guard-Governors Limit Deployment in Central America”, 
Washington Post National Weekly Edition, 21 de abril de 1986, p. 13; David S. Broder, “Hands 
Off National Guard, Governors Say”, Washington Post, 27 de agosto de 1986, p. 45. Un breve 
análisis de la segunda publicación en Frederick Rose, “States, Cities Fear That Immigration 
Bill Lacks Sufficient Funds for Social Service”, Wall Street Journal, 24 de octubre de 1986, p. 13. 
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Tierras públicas (nacionales) 


Un observador-participante en el Departamento del Interior hizo el siguiente 


comentario acerca de los aspectos de RIG sobre la propiedad y el uso de tie- 
rras de propiedad nacional en la región occidental de los Estados Unidos. 


La mayor parte del carácter político especial del Oeste se deriva del hecho de que 
en ninguna otra parte se involucra tanto el gobierno federal en cuestiones de ex- 
clusiva preocupación estatal y local. Por ejemplo: en el 50% del Oeste que es de 
propiedad federal, los administradores de tierras federales desempeñan el papel 
que las autoridades de zona desempeñan en el resto del país. Si los admi- 
nistradores federales abandonaran la escena, los gobernadores y los legisladores 
de los estados y los funcionarios locales se volverían, de pronto, figuras mucho 
más poderosas. Todos los grupos de interés relevantes, que han formado un gran 
capital aprendiendo cómo enfrentarse al sistema existente, perderían esta in- 
versión y tendrían que aprender un nuevo sistema político. 15 


Esta declaración, hecha en 1984, se basó en una profunda evaluación 
crítica de dos importantes cuestiones de política pública que afloraron y 
alcanzaron altos niveles de importancia política a finales de los años seten- 
ta y comienzos de los ochenta. Las cuestiones relacionadas con la tierra 
fueron la Rebelión del Sagebrush y la privatización (el movimiento para 
vender tierras nacionales a propietarios privados). Las conclusiones sustan- 
tivas acerca de las dos cuestiones de política pública son similares. La rebe- 
lión Sagebrush “ardió hasta consumirse”, y el empuje a la privatización dado 
por el gobierno de Reagan fracasó por causa de un factor común subya- 
cente en ambas cuestiones: “la Sagebrush subsidiada”, Las descripciones y 
evaluaciones de las cuestiones de la rebelión y la privatización resultan ins- 
tructivas para comprender el papel del “ámbito”. jurisdiccional, literal y figu- 
radamente, en las RIG.16 (La brevedad nos obliga a omitir muchos matices e 
intrigantes sesgos de las políticas.) 


15 Robert H. Nelson, “The Subsidized Sagerbrush; Why the Privatization Movement 
Failed”, Regulation 8 (julio-agosto de 1984), p. 26. Véase también Robert H. Nelson, “Why the 
Sagebrush Revolt Burned Out”, Regulation 8 (mayo-junio de 1984), pp. 27-35, Ésta y todas las 
demás citas de la misma fuente se reproducen con autorización del American Enterprise 
Institute, Washington, D.C, 

16 Libros selectos sobre cuestiones de tierras públicas incluyen John G. Francis y Richard 
Ganzel (comps.), Western Public Lands (Totowa, N. J., Rowman é: Allenheld, 1984); Marion 
Clawson, The Federal Lands Revisited (Baltimore, Johns Hopkins University Press, 1983), 302 pp.; 
Paul J. Culhane, Public Lands Politics: Interest Group Influence on the Forest Service and the 
Bureau of Land Management (Baltimore, Johns Hopkins University Press for Resources for 
the Future, 1981), 398 pp. Entre artículos que se pueden consultar con provecho se encuen- 
tran: Frank J. Popper, “The Timely End of the Sagebrush Rebellion”, Public Interest 76 (vera- 
no de 1984), pp. 61-73; Michael M. Bernard (comps.), “Symposium on Land Policy”, en Policy 
Studies Journal 12 (marzo de 1984), pp. 465-560; Phillip O. Foss, “Federal Lands and Public 
Policy; A Symposium”, Policy Studies Journal 14 (diciembre de 1985), pp. 231-314. Uno de los 
exámenes más analíticos y sistemáticos de la Rebelión del Sagebrush en John G. Francis, 
“Environmental Values, Intergovernmental Politics and the Sagebrush Rebellion”, en Western 
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La Rebelión del Sagebrush 


Se dice que la Rebelión del Sagebrush se originó en la legislatura de Neva- 
da, en su sesión de 1979. Ala Ley de Nevada de 1979, el proyecto de ley 419 
de la Asamblea, se le ha llamado el gatillo de la revuelta, porque afirmó la 
soberanía del estado sobre cerca de 49 millones de acres de tierras federa- 
les en el estado.17 Estas tierras contienen 87%: del área total de tierras de 
Nevada y se encuentran, principalmente, bajo el control administrativo del 
Bureau of Land Management (BLM) en el Departamento del Interior y el Ser- 
vicio de Bosques, en el Departamento de Agricultura. 

Podemos tener algún indicio de la enorme presencia de tierras de propie- 
dad nacional en el Oeste si vemos los siguientes porcentajes de las áreas de 
tierra que están bajo propiedad o control federal en cada estado: 


Alaska 96% Nevada 87% 
Arizona . 43 Nuevo México 34 
California 45 Oregon 53 
Colorado 36 Utah 66 
Idaho 64 Washington 29 
Montana 30 Wyoming 48 


Una gran parte de estas tierras está bajo control del BLM y es administra- 
da de acuerdo con la Ley. de Administración de la Política de Tierras Fede- 
rales (LAPTF) de 1976 (P. L. 94-579). ] 

La LAPTF revirtió la política de tierras de la nación de decenios anteriores, 
que había consistido en transferir el uso de las tierras públicas. En cambio, 
la legislación de 1976 declaró que era de interés nacional retener las tierras 
públicas, a menos que una juiciosa planeación del uso de las tierras sugirie- 
ra que la transferencia era un mejor curso de acción. La aprobación de la 
Legislación de 1976, y especialmente su ulterior puesta en vigor resultaron 
de un cambio en la constelación de las fuerzas que rodeaban las políticas de 
tierras nacionales, Entre estos cambios hubo cuestiones acerca del existente 
uso económico eficiente de las tierras nacionales (principalmente con pro- 
pósitos de ganadería, maderería y minería); presiones en favor de análisis y 
políticas de usos múltiples, intensificadas preocupaciones ambientales, la 


Public Lands, John G. Francis y Richard Ganzel (comps.) (Totowa, N. J,; Rowman ér Allenheld, 
1984), pp. 29-46. El uso de tierras públicas (de propiedad nacional) con propósitos de defensa 
(sitios para misiles) ha precipitado otro conjunto de problemas relacionados con la influencia 
estatal y de los ciudadanos sobre la política de la defensa. Véase Lauren Holland, “The Use of 
NERA in Defense Policy Politics: Public and State Involvement in the mx Missile Project”, en 
Social Science Joumal 21 (julio de 1984), pp. 53-71; Lauren Holland, “Fhe Federal Land Policy 
and Management Act, Federalism, and the mx Missile System: Legislating for Intergovern- 
mental Relations in Defense Policy Making” (documento presentado en la reunión anual de la 
Western Social Science Association, Fort Worth, 24-27, de Abril de 1985), 22 pp. 

17 “States Seek Public Lands”, en State Government News 22 (noviembre de 1979), p. 6; 
“Sagebrush Rebellion: Nevada's View”, ibid, pp. 3-4. + 
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crisis de la energía y el explosivo crecimiento de la población urbana en los * 


estados del Oeste. También se incluyó en la LAPTF una cláusula general de 
que los planes del uso de tierras para la propiedad federal fueran congruen- 
tes con los planes de los estados. 

El resultado de estos cambios fue una tempestad de protestas, principal. 
mente de los intereses establecidos de la minería y el pastoreo. Ejercieron 
presión sobre los cuerpos legislativos estatales de varios estados del Oeste 
para protestar contra los cambios de la política nacional, afirmando for. 
malmente la reclamación de las tierras de los estados. Después de que Ne- 
vada aprobó en 1979 su “Ley del Sagebrush”, las legislaturas de Arizona 
Nuevo México, Utah y Wyoming emprendieron una acción similar en 1980. 
Les siguieron las legislaturas de California y de Washington, pero un veto 
gubernamental y un referéndum popular derrotó a estas medidas en am- 
bos estados. Y sin embargo, cierta forma de legislación de “Sagebrush” ob- 
tuvo un enérgico apoyo y consideración en casi todas las otras legislaturas 
de los estados del Oeste, en 1980 y 1981, 

Tras este brote de oposición había un punto no muy oculto de la agenda 
Como lo notó un-analista: 


Muchos dirigentes políticos clave del Oeste abrazaron, de hecho, la Rebelión del 
Sagebrush más como símbolo de la infelicidad del Oeste contra las prácticas de 
la administración federal, que como auténtica propuesta de una política. Adop- 
taron el curso pragmático y ya consagrado por el tiempo de aprovechar la rebe- 
lión como ocasión para arrancar concesiones en las prácticas de administración 
de tierras federales.18 


Un importante “hombre del Oeste” que había oído y comprendido la 
agenda era el entrante secretario del Interior, James Watt. Se le había pre- 
guntado, en la audiencia en que se le confirmó en su cargo, si emprendería 
transferencias a gran escala de tierras nacionales a los estados, corno res- 

. puesta a reclamaciones legislativas y jurídicas del rebelde Oeste, dominio 
del que se había dicho, en titulares de periódicos, que “estaba ocupando el 
lugar del sur como la región más enajenada”. Replicó Watt: 


Creo que esto no es necesario, Éste no es el primer orden de prioridad, cierta- 
mente, Lo que debemos hacer es quitar el explosivo a la Rebelión del Sagebrush. 

La Rebelión del Sagebrush fue causada por una actitud arrogante de los admi- 
nistradores de tierras del Departamento del Interior, quienes se negaron a con- 
sultar y a incluir en su proceso de toma de decisiones a los gobiernos y usuarios 
de tierras estatales y locales. La ley dice que deben hacerlo, bien lo sé, y ustedes 
han sido autores de ese tipo de legislación. Y sin embargo sigue en pie el hecho 
de que ellos no lo saben.19 


ze E “Why the Sagebrush Revolt Burned Out”, p. 33. 
id, 
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Desde el punto de vista de la administración de las políticas, Watt empren- 
dió un curso de acción que moderó y desvió gran parte del impulso de la 
Rebelión del Sagebrúsh. Lo realizó haciendo expeditas unas transferencias 
selectivas y preferenciales de tierras a los estados. De 1981 a 1984, estos cam- 
bios afectaron cerca de 350000 acres, de un total de un millón que los go- 
bernadores del Oeste habían identificado como peticiones de los estados. 
Además, Watt y otros funcionarios del gobierno de Reagan prometieron 
mostrarse más sensibles a las preocupaciones y necesidades de la política 
del Oeste respecto a la administración de tierras nacionales. 

Sin embargo, otra razón, más fundamental, ayuda a explicar el fin de la 
Rebelión del Sagebrush. Trata del respectivo acceso e influencia de dos im- 
portantes grupos de interés que han ocupado, desde hace tiempo, posi- 
ciones estratégicas en la administración de las tierras del Oeste: ganaderos 
y mineros. Estos dos grupos —y, más recientemente, los recreacionistas— 
han disfrutado, de tiempo atrás, de beneficios importantes en el uso de tie- 
rras de propiedad nacional. Un giro completo a la propiedad y regulación 
por el estado podría poner en peligro estas ventajas, muy apreciadas, Por 
ejemplo: las cuotas por pastoreo impuestas en las tierras de propiedad es- 
tatal en varios estados del Oeste son superiores a las cuotas nacionales por 
pastoreo. Además, un giro hacia la propiedad estatal requeriría de un sis- 
tema enteramente nuevo y desconocido de permisos para uso de la tierra 
(para pastoreo, minería, caza, etc.) que podría pasar por alto algunas prác- 
ticas nacionales que equivalen a derechos de propiedad de facto. No fue di- 
fícil discernir las razones de este giro en la adquisición estatal de tierras 
públicas. 


Acaso parezca extraño que los rancheros no tuvieran tanto poder político en las 
legislaturas estatales como el que tienen a nivel federal. Desde luego, con el rápi- 
do crecimiento demográfico del Oeste, los intereses de los ganaderos han perdido 
poder político en las legislaturas estatales. Además, sablear la caja federal parece 
algo virtualmente gratuito, mientras que los presupuestos de los estados del Oes- 
te se encuentran bajo minucioso escrutinio, tras periódicas rebeliones de los con- 
tribuyentes. Ñ 

Los rancheros no fueron el único grupo que tenía sus nuevas ideas acerca dela 
rebelión. También los intereses mineros se preguntaron qué ocurriría a su fácil 
acceso a la tierra para explotación mineral, junto con el enorme número de recla- 
maciones de minas en tierras federales. Asimismo, los administradores de tierras 
estatales podrían revertir la política federal de libre acceso, y empezar a cargar 
derechos por la explotación de minerales. ..20 


Sin embargo, otra razón, más fundamental, ayuda a explicar que haya 


terminado la rebelión. Si los estados asumieran la responsabilidad por la 
propiedad y administración de las tierras nacionales, esto ejercería un con- 


20 Ibid, p. 34. 
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siderable efecto adverso sobre los presupuestos de los estados, especialmen- 
te sobre los presupuestos de los estados menos poblados y menos ricos. Si en 
1981 los trece estados del Oeste hubiesen incurrido en los mismos costos de 
administración de tierra en que incurrió el gobierno nacional, y cobrado los 
mismos ingresos (por derechos de minas y de pastoreo), diez de los estados 
habrían perdido dinero. Si los estados sólo hubiesen adquirido derechos e 
ingresos de superficie (pastoreo), entonces las pérdidas (o costos) netos de 
doce de los trece estados habrían tenido un total de cerca de 215 millones 
de dólares,21 

Tal vez el mejor resumen del desarrollo, la dirección y el fin de la rebe- 
lión de las tierras del oeste fuese el de Robert H. Nelson, analista de la polí- 
tica del Departamento del Interior. 


Las respuestas de los usuarios de las tierras públicas a la Rebelión del Sagebrush 
tuvieron un elemento común. Durante muchos años, y con un gran esfuerzo po- 
lítico, estos grupos habían conquistado derechos reconocidos a utilizar parte de 
las tierras públicas, en ciertas maneras. En un sentido, habían establecido lo que 
equivalía a derechos de propiedad, algunos de ellos individualmente, como los 
derechos de pastoreo, y otros colectivamente, como los derechos a los bosques y 
otros derechos recreativos. Si se les persuadiera de abandonar estos derechos, o 
al menos se les sometiera a una nueva incertidumbre en el tráfago de la política 
estatal, se les tendría que mostrar algún claro beneficio de contrapeso, basado en 
la propiedad estatal. Los rebeldes del Sagebrush nunca lograron mostrar —en 
realidad casi no lo intentaron— que estos beneficios en realidad existieran.22 


Lo que pareció una protesta a una política antigubernamental, así como 
antinacional y proestatal, no fue, en realidad, nada de eso. Era marcada- 
mente intergubernamental y al parecer muy fuerte. Pero las RIG, es decir, 
las relaciones estatal-nacionales (por la propiedad de las tierras) no fueron 
más que la retórica. La realidad fue política, y giró en torno al acceso prefe- 
rente, la influencia relativa, el cambio político, la incertidumbre de las polí- 
ticas y los presupuestos públicos. 


La privatización 


La idea de que los estados del Oeste pudieran adquirir legal o políticamen- 
te, sin costo alguno, grandes partes del territorio nacional, pareció cada 
vez menos prometedora en 1981. Sin embargo, en este punto surgió una 
nueva idea, más sobresaliente, como base para disponer de las tierras pú- 
blicas. El fundamento para privatizar tierras públicas ya había sido bien des- 
arrollado, teóricamente, entre académicos, especialmente por economistas 


21 Ibid, p. 35. 
22 Ibid. 
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de los recursos naturales. En realidad no fue difícil demostrar experiencias 
ineficientes e ineptas del BLmM y del Servicio Forestal en la administración 
antieconómica de recursos de tierras y maderas. Algunos teóricos de la in- 
versión pública, no todos los cuales eran de convicciones conservadoras de 
opción pública, llegaron a la conclusión de que se necesitaba un nuevo en- 
foque de la política. El resultado fue un encuentro de la oportunidad (la 
Rebelión del Sagebrush) y del temperamento (el gobierno de Reagan). 

Desde el punto de vista de la oportunidad, la protesta del Oeste en 1981 
ofreció a los abogados académicos una base política y un electorado que 
habían estado totalmente ausentes entre los teóricos de la inversión públi- 
ca, Decidieron “transformar la Rebelión del Sagebrush en un movimiento 
para transferir tierras federales, no a los estados, gratuitamente, sino a la 
propiedad privada”. Dean Rhoads, ranchero de Nevada, rebelde del Sage- 
brush y asambleísta del estado, anunció: “Hemos cambiado radicalmente 
de posiciones. Hemos tenido que enfrentarnos al duro hecho de que el go- 
bierno federal no iba a dar un tercio de la nación gratuitamente a los esta- 
dos”. Al anunciar su apoyo a la privatización, Rhoads incluyó la condición 
de que “si se venden tierras, habrá que retener los tradicionales derechos y 
usos, COMO recreo y caza y pesca, para que los administren los estados”.23 

Desde el punto de vista temperamental, la nueva política de privatiza- 
ción encontró oídos favorables y hasta decidido apoyo en el gobierno de 
Reagan, William Niskanen, miembro del Consejo de Asesores Económicos, y 
David Stockman, director de la OAP, se encontraron entre sus más elocuen- 
tes y decididos partidarios. Sin embargo, en el proceso de venta, cambió el 
fundamento de esta política. “Stockman puso en claro.que un propósito bá- 
sico del programa consistiría en obtener ingresos para el gobierno.” A lo 
largo de cinco años, los proyectados ingresos por venta de tierras públicas 
se fijaron entre 8 000 y 9000 millones de dólares.24 

Se creó una comisión de revisión de propiedades, por orden del Ejecuti- 
vo, y se hicieron esfuerzos por comenzar, en serio, la política de ventas. Sin 
embargo, este esfuerzo pronto fue víctima de los conflictivos objetivos y 
pretensiones de la política. Promover la eficiencia del uso y la administra- 
ción de tierras significó, a menudo, vender unas parcelas pequeñas, disper- 
sas y remotas, que difícilmente producirían grandes sumas. En contraste, 
algunas parcelas que podrían venderse para producir ingresos considerables 
eran las que causarían la mayor cantidad de escándalo político si se propu- 
siera su venta. : 

Durante la primavera y el verano de 1982 los informes de la prensa die- 
ron la impresión pública de que “es enorme la extensión de las propuestas 
ventas de tierras”.25 En realidad, los planes de uso de la tierra del BLM, 
creados antes de 1981, proponían vender 4,4 millones de acres, con unos 


23 Citado en Nelson, “Why the Privatization Movement Failed”, p. 23. 
24 Ibid. 


25 Ibid, p.26. 
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ingresos estimados en cerca de 2 500 millones de dólares. Estas tierras eran 
menos de 3% de todas las tierras de BLM, y estaban muy lejos de los pro- 
puestos ingresos de Stockman para reducir el déficit federal. y 

Las perspectivas políticas para la privatización recibieron un golpe cuan- 
do el secretario del Interior, Watt, se alejó de esta política. Primero, el pro- 
grama se había iniciado desde fuera del Departamento del Interior, lo que 
constituía un desafío a este ámbito. Segundo, su propósito, recaudar ingre- 
sos, contradecía la actitud del “buen vecino” hacia los gobiernos estatales y 
locales, a quienes él había prometido transferencias de tierras gratuitas o 
sumamente preferenciales. En una conferencia de prensa, en la Casa Blan- 
ca, Watt declaró: “No habrá enormes transferencias de tierras de acuerdo 
con este programa”.26 Y para subrayar su idea añadió que se vendería me- 
nos de 5% de las tierras públicas. Sin embargo, por desgracia para Watt, 
olvidó decir que eran tierras de BLM. Y como había más de 700 millones de 
acres en las tierras públicas, la prensa y otros medios de información, há- 
biles en simples multiplicaciones, llegaron a la conclusión e informaron 
que ¡se habían identificado 35 millones de acres para la venta! 

Sin embargo, el golpe mortal para la privatización fue la resuelta oposi- 
ción a las ventas de tierras entre usuarios establecidos y/o probables de las 
tierras de propiedad pública: ambientalistas, entusiastas de la recreación 
al aire libre y, sobre todo, criadores de ganado. Como señaló un agudo co- 
mentarista, éste era un caso de “Stockman vs. Stockmen”.* 





La más poderosa oposición vino de lo que podríamos llamar el Sagebrush subsi- 
diado. No sólo los rancheros se beneficiaban de cuotas para pastoreo por debajo 
de los precios del mercado, sino que en muchos casos habían invertido literal- 
mente en esos derechos, comprándoselos a otros rancheros. Los derechos de pas- 
toreo en tierras públicas a menudo son inseparables de parcelas particulares de 
propiedad de tierras privadas (y agua) que, por consiguiente, se vendían con una 
ganancia sustancial; en algunos casos hasta en la mitad o más del valor de la tie- 
rra privada,27 


La venta de tierras públicas en estas condiciones económicas: a) daría el 
valor de estas rentas económicas a la Tesorería de los Estados Unidos, y no 
a los actuales usuarios-rancheros; hb) tendría como resultado la salida de 
importantes flujos de capital de los estados del Oeste; c) desplazaría a los 
actuales usuarios de las tierras nacionales, y d) haría subir las tasas y ren- 
tas, para que reflejaran los precios verdaderos del mercado. En suma, “la 
privatización, como la Rebelión del Sagebrush, también amenazó con alte- 


» 


rar las estructuras políticas del Oeste”.28 Robert H. Nelson captó concisa- 


26 Ibid, p. 25, : 

* Juego de palabras: ganaderos vs. quienes estaban iratando de vender, [N. del T.] 
21 Ibid, p. 26. 

28 Ibid, 
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mente el carácter contrastante de la interrelación entre las RIG y los temas 

públicos-privados dela política: 
El movimiento para vender tierras federales a la propiedad privada surgió un tan- 
to después de la Rebelión del Sagebrush. Ambos movimientos plantearon un im- 
portante desafío a la propiedad de tierras federales, pero desde muy diferentes 
direcciones. Los rebeldes del Sagebrush provocaron considerable entusiasmo entre 
una vasta gama de gente del Oeste, al menos para empezar, pero nunca obtuvie- 
ron gran apoyo intelectual; tal vez porque no habían desarrollado fundamentos 
sólidos para su cruzada. Por contraste, la privatización fue apoyada por un redu- 
cido grupo de intelectuales con credenciales respetables, quienes cuidadosamen- 
te desarrollaron sus argumentos, por canales a la vez eruditos y populares. Pero 
tampoco ellos atrajeron nunca el apoyo de grupos de interés o un vasto apoyo 
popular. 

Ambos movimientos tropezaron con el fenómeno del Sagebrush subsidiado: el 
hecho de que el Oeste haya recibido grandes beneficios económicos de la propie- 
dad de tierras federales. Ala postre, la “privatización” acabó teniendo mucho me- 
nos impacto político que la Rebelión del Sagebrush.29 


Una lección más general acerca de la eficacia y factibilidad de la política 
pública puede derivarse de la controversia por las políticas de tierras públi- 
cas. Entre los requisitos de una eficaz política pública se encuentra la concor- 
dancia entre una base política sólida y un fundamento intelectual coheren- 
te. Las buenas políticas de RIG exigen la convergencia de fuerza política y 
teoría política. 


Asuntos indios 


Las cuestiones de jurisdicción que incluyen los asuntos indios tienen ya 
una historia larga y compleja que entrelaza, íntimamente, consideraciones 
económicas, morales y jurídicas. Un rasgo prominente de esa historia es la 
dimensión de las kiG. Como ha dicho un escritor sobre la Ley India: “Uno 
de los temas más claros que tocan la soberanía india en los dos últimos si- 
elos ha sido la continua lucha de los estados por afirmar su control sobre 
las reservaciones indias”.30 ! 

Un ejemplo reciente y destacado de la falta de control del estado sobre 
las reservaciones indias ha sido la cuestión del “bingo”. La Corte Suprema 
de los Estados Unidos há determinado que las reservaciones indias están 
exentas de las leyes estatales que fijan límites a las horas de operación y a 
la magnitud de los premios en los juegos de bingo. Un resultado ha sido la 


29 Ibid., p. 20. : 

30 Monroe E. Price, Law and the American Indian (Nueva York, Bobbs-Merrill, 1973), p. 
183. Para un breve panorama de los problemas jurisdiccionales estatales-indios, véase Bruce 
A. Bishop, “The States and Indian Jurisdiction: Another Approach”, State Government 31 (oto- 
ño de 1978), pp. 230-234. 
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proliferación de juegos de bingo bien organizados y por grandes cantida. 
des entre las tribus indias de Maine (Penobscot), Florida (Seminola), Ari. 
zona (Yagui), Oklahoma (Otoe), y Carolina del Norte (Cherokee). Por ejem- 
plo, la.Ley de Florida limitó los premios de bingo a 100 dólares. En el 
“Bingo Seminola” en Hollywood, Florida, los premios eran hasta de 19000 
dólares. Similares cantidades en muchos otros lugares indios por toda la na- 
ción han atraído hordas de aficionados al bingo (así como a apostadores 
“puros”), Varios jefes tribales indios dan cuenta de los beneficios económi. 
cos a sus respectivas reservaciones y a algunos miembros de sus tribus,31 

El bingo simplemente ilustra, y sólo superficialmente, un aspecto de la 
cuestión básica que trata del control sobre las tierras, los recursos y las po- 
líticas indias. En ciertos aspectos jurídicos, las tribus indias son el equi- 
valente de los estados con respecto a su categoría de soberanos. El concep- 
to de “interés tribal reservado” se aplica bajo el mandato de tres principios 
jurídicos básicos:32 


1. Una tribu india posee todas las facultades de cualquier estado soberano. 

2, La conquista hace que la tribu se someta al poder Legislativo de los Esta- 
dos Unidos, terminando con su soberanía externa, pero sin afectar la so- 
beranía interna de la tribu en sus capacidades de autogobierno local, 

3. Con excepción de esas facultades expresamente condicionadas de acuer- 
do con un tratado o con estatutos federales, la tribu india y sus Órga- 
nos de gobierno debidamente constituidos están investidos de sobera- 
nía interna, 


La historia de las relaciones tribal-estatales ha sido, en gran parte, de 
confrontación, a menudo iniciada por los gobiernos de los estados, y que 
con frecuencia ha terminado en los tribunales de la nación, Sin embargo, 
en el decenio anterior se ha seguido un nuevo enfoque, menos contencioso, 
A este nuevo enfoque contribuyó un informe especial, en 1987, sobre dere- 
chos y reclamaciones de los indios, especialmente en el rubro ambiental, 
obra del Consejo de Gobiernos Estatales (CGE). Entre las declaraciones y 
conclusiones de ese informe estaba lo siguiente: 


31 Informes de prensa seleccionados sobre el “bingo indio” incluyen: Time, 7 de julio de 
1980, p. 18; Wall Street Journal, 9 de septiembre de 1980; artículos del New York Times News 
Service en Chapel Hill Newspaper, 29 de marzo de 1983 y 2 de enero de 1985; Sharon Overton, 
“Cherokee Bingo Benefits Only Operators, Chief Says”, Raleigh, N. C., News and Observer, 28 
de julio de 1985, p. 1. Para informes de noticias de un caso de la Corte Suprema que sostuvo 
la inmunidad del.bingo de fuertes cantidades ante la regulación estatal, véase “High Court 
e State Regulation of Endian Reservation Gambling”, Albuquerque Journal, 26 de febrero 

le 1987, 

32 Felix S. Cohen, Handbook of Federal Indian Law (Albuquerque, University of New Mexi- 
co Press, 1942), p. 123. Para un análisis descriptivo de las agencias, actores, actividades y 
complejidad de las políticas de los indios norteamericanos, véase Theodore W. Taylor, American 
Indian Policy (Mt. Airy, Md., Lomond Publications, 1983), 230 pp. Taylor calcula que entre 80 
y 85% de todos los servicios prestados a la reservación y a los indios fuera de las reservaciones 
son proporcionados por gobiernos estatales. 
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Desarrollar una nueva perspectiva ante las reclamaciones tribal-estatales... no es 
cosa sencilla ni concierne exclusivamente a los estados y tribus en cuestión. Las 


disputas tocan relaciones.intergubernamentales básicas dentro del sistema fede- - 


ral... Hay que crear una nueva política y un nuevo marco institucional para las 
relaciones tribal-estatales, que tome en cuenta la anterior política y disposiciones 
legales, así como la actual realidad de la autodeterminación india.33 


Comisión sobre Relaciones Tribal-Estatales 


Las palabras de esta cita no se quedaron en frases piadosas. Una de varias 
recomendaciones específicas fue la creación de “estructuras y mecanismos 
intergubernamentales indio-estatales para facilitar la comunicación, coo- 
peración y coordinación”,34 De esta declaración surgiría la Comisión sobre 
Relaciones Tribal-Estatales. La Comisión fue creada en 1978 por represen- 
tantes de la Conferencia Nacional de Legislaturas Estatales (CNLE), el Con- 
greso Nacional de Indios Americanos (cNIA) y la Asociación Nacional de 
Presidentes Tribales (ANPT). La Comisión, de trece miembros, incluía a pre- 
sidentes tribales, gobernadores, legisladores estatales y procuradores ge- 
nerales, Los funcionarios del gobierno nacional sólo acudieron como obser- 
vadores. 

La Comisión había estado buscando las metas especificadas en su propia 
cédula, y en el informe de CGE de 1977: comunicación, cooperación y coor- 
dinación. Trabajando en estrecha relación con el Centro de Derecho Indio 
Norteamericano, ubicado en Albuquerque, Nuevo México, la Comisión ela- 
boró dos informes: Handbook on State-Tribal Relations [Manual sobre re- 
laciones tribal-estatales], y State-Tribal Agreements: A Comprehensive Study 
[Acuerdos tribal-estatales: un estudio general].35 El primer informe deplo- 
raba el “carácter adverso de gran parte de la retórica” de las relaciones tri- 
bal-estatales, y llamaba la atención hacia “la obvia necesidad de un enfoque 
más maduro hacia las relaciones estatal-tribales”. Más explícitamente, sub- 
rayaba los “límites del litigio”, y observaba que la legislación nacional a 
menudo era “imperfecta” como método de ajustar las relaciones abstractas 
estatal-tribales. La legislación era usualniente tan general que “afecta el equi- 
librio jurisdiccional [total]... sin alcanzar el resultado deseado en situacio- 
nes particulares”,36 


33 Council of State Governments, Indian Rights and Claims: Environmental Management 
Considerations in the States (Lexington, Ky., 1977), p. 2. Para un informe reciente sobre cues- 
tiones entre indios y estados, véase “The New Indian Conflicts: Water, Gambling, Services”, 
en State Government News 27 (junio de 1984), pp. 4-8, Si 

34 Council of State Governments, Indian Rights and Claims, p. 30. 7 

35 Commission on State-Tribal Relations, Handbook on State-Tribal Relations (Albuquer- 
que, American Indian Law Center, s/f), 77 pp.; Commission on State-Fribal Relations, State- 
Tribal Agreements: A Comprehensive Study (Albuquerque, American Indian Law Center, mayo 
de 1981), 88 pp. 

36 Commission on State-Tribal Relations, Handbook on State-Tribal Relations, p. 75. 
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Sin embargo, la presencia o ausencia de la legislación nacional no era la 
causa única o singular de los pasados problemas estatal-tribales. Las per- 
cepciones o imágenes que tenían los participantes habían contribuido a 
crear esas relaciones antagónicas. 


Una conclusión irónica que ha surgido de los hechos descubiertos por la Comi- 
sión es que tribus y estados tienden, cada uno, a creer que el otro bando tiene 
fácil acceso y gran influencia en el Congreso, y que sólo debe esforzarse por que 
lo escuchen. Ciertamente, cuando el Congreso legisla sobre un problema estatal- 
tribal, el resultado es influido por miembros del Congreso, cuyos votantes no se 
enfrentan directamente a los problemas ni tienen que hacer frente al resultado, 
Éste es, desde luego, uno de los principios de un sistema federal: sacar ciertos ti- 
pos de problemas del control exclusivo de las personas y los gobiernos afectados 
por ellos sobre una base cotidiana. Pero la opinión que debe alentarse entre los 
gobiernos tribales y estatales es que, aunque el Congreso tenga la responsabili- 
dad última en este caso, debe permitir que tribus y estados construyan relaciones 
mutuamente aceptables que sean congruentes con la responsabilidad general de 
la confianza federal. Ante todo, tribus y estados deben abandonar la idea de que 
el apoyo del Congreso es un premio que hay que ganar, útil para imponer las opi- 
niones de un gobierno sobre el otro,37 


Para alterar las percepciones de los participantes, de ámbitos exclusivos 
e influencias ganadas, la Comisión rindió su informe sobre la vasta gama 
de acuerdos cooperativos entre autoridades estatales y tribales. Estos acuer- 
dos mostraron cómo unos problemas numerosos y modestos, pero signifi- 
cativos, podían resolverse mediante un enfoque más maduro a las cuestio- 
nes de jurisdicción. Dos ejemplos, del ámbito de la atención a los niños y el 
fisco, ilustrarán este punto general,38 

De acuerdo con los Requisitos Federales de Interagencia de Atención 
Diurna, las guarderías infantiles y los hospicios deben recibir licencias y 
certificados de acuerdo con la ley del estado, para que puedan participar 
en el programa del Título xx y en el Programa de Nutrición Infantil del De- 
partamento de Agricultura (de acuerdo con P. L. 94-105). Pero como los es- 
tados no tienen jurisdicción para otorgar licencias a instalaciones de las 
reservaciones, el estado de Nuevo México firmó en 1979 unos acuerdos con 
las tribus Jicarilla y Navajo según los cuales el estado otorgaba licencia y 
certificaba las guarderías infantiles y los hospicios en las dos reservacio- 
nes. Específicamente, cada tribu autorizaba al estado a entrar en su reser- 
vación y cumplir con sus funciones de otorgar las licencias y los certifica- 
dos requeridos para obtener fondos nacionales. El propósito del acuerdo 
sólo se limitaba a cumplir con las regulaciones del Título xx, y requería la 
aprobación del secretario del Interior. Las condiciones de los acuerdos se 


37 Ibid, pp. 75-76. 
38 Commission on State-Tribal Relations, State-Tribal Agreements; pp. 29, 62. 
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extendían a un año, con renovaciones automáticas, a menos que una de las 
partes desease poner final acuerdo. e 

Bajo la ley nacional; una tribu india tiene autoridad para fijar impuestos 
a propiedades e individuos en la reservación; los estados no pueden gravar 
las reservaciones indias o sus propiedades. La Corte Suprema ha fallado 
que los estados no podrán fijar impuestos a los no indios que vivan en la 
reservación, si hacerlo constituye una violación al autogobierno tribal; pero 
en algunos casos pueden aplicarse impuestos estatales a los no indios que 
vivan en las reservaciones. 

Aunque estos lineamientos generales parezcan sencillos, su aplicación a 
las transacciones de negocios en las reservaciones causa complicaciones, 
porque las actividades comerciales a menudo incluyen a indios y a no in- 
dios. En el pasado, estados y tribus dependían casi exclusivamente de los 
tribunales para responder a preguntas respecto al ejercicio de su autoridad 
fiscal. Sin embargo, durante los años setenta Dakota del Sur y la tribu 
Oglala Sioux encabezaron un proceso para coordinar sus diferentes políti- 
cas fiscales. Muy sencillamente, la tribu adoptó un sistema de impuestos a 
las ventas que era compatible con el del estado. El estado recaudaba todos 
los impuestos en la reservación y compartía con la tribu un porcentaje 
acordado del ingreso. De ese modo, el estado podía cobrar impuestos a los 
no indios de la reservación, la tribu obtenía su propio ingreso sin crear un 
costoso sistema que administrara el impuesto, y el sistema de recaudar im- 
puestos a los indios y a los no indios que vivían en la reservación era fácil- 
mente administrado. Desde entonces se han iniciado esfuerzos similares 
en Oregon, Minnesota y Michigan. 


Las tierras públicas y los asuntos indios 


Los problemas de la inspección alas guarderías infantiles y la recauda» 
ción de impuestos son más capaces de avenirse a un acuerdo amistoso que 
los problemas en que es mayor lo que está en juego, más notoria la'cues- 
tión y más firmemente adversas las posiciones. Todas estas circunstancias 
más variables se encontraron presentes en un conflicto entre la reservación 
india Lummi y el condado de Whatcom, Washington.3? Estaba en juego el 
uso de la Isla de Portage, hermosa isla de 350 hectáreas de colinas bosco- 
sas, prados verdes y playas de arena en la bahía Bellingham de Puget Sound. 
La disputa se enconó después de 1965, cuando el condado de Whatcom hubo 
comprado la isla a los Lummis por 1400000 dólares. La compra fue para 
utilizarla como parque público y, de manera sorprendente, fue financiada, 


39 Esta descripción de un estudio se basa en material de Allan R. Talbot, (comp.), Settling 
Things: Six Case Studies in Environmental Mediation (Washington, D, C., Conservation Foun- 
dation, 1983), “Portage Island”, pp. 55-56. 
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en parte, con medio millón de dólares de una transferencia federal para re- 


creación al aire libre. 


El Consejo Tribal Lummi había apoyado inicialmente (1965) la creación. 


de un parque en la Isla de Portage. Además de tener acceso por bote, una 
ruta principal de acceso a la isla era un camino que pasaba a través de la re. 
servación Lummi, y de ahí, a través de una barra de arena, expuesta duran- 
te lá marea baja. Esta barra de arena fue alquilada a la Junta del Parque del 
condado de Whatcom, para que los usuarios pudiesen llegar a pie o a caba- 
llo a la isla. Sin embargo, en 1970, por varias razones, el consejo tribal ha- 
bía cambiado de opinión. Colocó señales de “Prohibido el paso” a lo largo de 
la barra de arena y patrulló las aguas que rodeaban la isla, advirtiendo que 
prohibía su ingreso a los no indios. Natural e inmediatamente, el condado 
llevó el asunto a la Oficina de Asuntos Indios de los Estados Unidos (oa) y 
luego a un tribunal administrativo nacional para obligar a los lummis a 
permitir el acceso al parque. Ambos organismos apoyaron la posición de 
los lummis de que ellos gobernaban el uso de las tierras de su reservación 
de acuerdo con tratados de concesiones de jurisdicción exclusiva, otorgados 
por el gobierno nacional, 

En el análisis ulterior veremos quién tiene el control sobre el acceso a la 
isla y cómo la solución de la disputa de RIG ayudó a evitar un potencial liti- 
gio por la cuestión. En particular examinaremos el papel del entonces se- 
cretario del Interior, Cecil Andrus, quien influyó en las negociaciones, aun 
cuando nunca había asistido a las sesiones de negociación. 

El conflicto intergubernamental específico presente en este caso incluye 
la reclamación del condado, al que se le había prometido acceso legal a la 
isla de Portage, a través del original contrato de compra, versus los derechos 
de la tribu india, de acuerdo con la jurisdicción nacional, de incumplir 
obligación contractual como ésa. El proceso de negociación y la final solu- 
ción a la disputa se describirán en tres palabras: prenegociación, negociación 
y posnegociación. 


Prenegociación. La controversia entre la Junta del Parque y los lummis avan- 
zÓ a paso de tortuga pasando por OAI y por procedimientos del tribunal 
administrativo durante los años setenta. Por último, en 1978, el secretario 
del Interior, Andrus, supo del caso y pidió pasar por alto la decisión de OA. 
Andrus envió a John Hough, director de la oficina del oeste, a Bellingham, 
a hablar con ambos bandos. Estos contactos dieron por resultado la evalua- 
ción de Hough de que los dos protagonistas se mostraban reacios en sus 
posiciones, y que se avecinaban unos procesos aún más prolongados, inde- 
pendientemente de lo que decidiera Andrus. Vio que “aunque la tribu y el 
condado se encontraban trenzados en una batalla de orgullo, principios e 
integridad cultural, ninguno de los dos bandos estaba convencido de que 
deseaba que un tribunal decidiera el futuro de la Isla de Portage”.40 


40 Ibid,, p. 58. 
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Hough había oído hablar de una organización llamada Instituto de Me- 
diación Ambiental, Se puso en contacto con su director, Gerald Cormick, y 
le pidió ayuda. Cormick' asignó a dos miembros de su personal para son- 
dear la factibilidad de una mediación. Ambos tenían las cualidades perso- 
nales típicas de los buenos mediadores; eran apacibles, pacientes y sabían 
escuchar. Leah Patton y Verne Huser fueron varias veces a Bellingham a 
reunirse por separado con los litigantes, Al informarse mejor de la disputa, 
gradualmente fueron obteniendo aceptación y superando las resistencias a 
toda perspectiva de mediación. A finales de 1973 se había llegado al acuer- 
do de llevar adelante la mediación. Se informó de esto a Andrus, quien dio 
a los participantes el plazo de tres meses para elaborar un acuerdo. En el 
proceso de mediación, él condado de Whatcom estuvo representado por 
tres miembros de la Junta de Parques; los lummis estuvieron representados 
por tres miembros del Consejo Tribal Lummi. 

El Departamento del Interior se negó a asistir a las sesiones de media- 
ción, al menos por dos motivos. Primero, probablemente se le consideraría 
parcial en favor de uno de los dos bandos y, por tanto, crearía un desequi- 
librio de poder. En segundo lugar, podría ejercer más influencia en la pro- 
ductividad de la mediación simplemente con fijar un plazo a ambos ban- 
dos. Si la disputa no se resolvía, los bandos se enfrentarían a una decisión 
incierta y desconocida del secretario Andrus. 

El Consejo Tribal Lummi otorgó gran autoridad para tomar decisiones a 
los representantes lummis durante las mediaciones. Por su parte, la Junta 
del Parque del Condado de Whatcom tenía que obtener la aprobación de los 
comisionados del condado de Whatcom, para cualquier decisión que toma- 
ran. En la sesión inaugural de mediación se estableció una muy completa 
agenda de asuntos por revisar, se establecieron las reglas básicas del proce- 
so y se permitió que ambos bandos explicaran sus posiciones iniciales. Patton 
y Huser explicaron minuciosamente el proceso de mediación, lo que cons- 
tituyó toda una enseñanza de la mediación en el lugar, Ulteriores sesiones 
de negociación incluyeron informes del asesor jurídico de cada bando y 
averiguaciones conjuntas de los hechos, encabezadas por los mediadores. 
En su mayor parte, Patton y Huser aportaron el decisivo apoyo técnico para 
enfrentarse a cuestiones tales como la conservación del hábitat de la pesca, 
los flujos de tránsito y las responsabilidades de conservación del parque. 


Negociación. Durante todo el proceso de negociación, Patton y Huser man- 
tuvieron correspondencia con los dos equipos respecto al estado actual del 
texto de la negociación. Con el transcurso de las semanas, cada bando llegó 
a respetar el interés del otro en la Isla de Portage. La preocupación de los 
indios, de que la isla no fuese vuelta a comprar por un futuro consejo tribal 
y luego revendida para usos comerciales, fue un ejemplo de similares inte- 
reses en la conservación de la zona. Ambos bandos negociaron diligente- 
mente y con toda buena fe. Todo litigio pendiente se suspendió durante las 





438 EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: TIPOS DE POLÍTICAS DE RIG 


negociaciones, y ambos bandos revelaron todos los datos en que se basa- 
ban. La imposición de un plazo de tres meses a las negociaciones, por el se- 
cretario Andrus, dio un sentido de urgencia a ambas partes. Sin duda, el 
equilibrio de poder para tomar una decisión final seguía en manos de An- 
drus. Sin embargo, su decisión de no meter al Departamento en las nego- 
ciaciones disminuyó su poder efectivo, e igualó el poder de negociación de 
ambos bandos. 

Las partes llegaron a un acuerdo final el 15 de marzo de 1980. Requería 
que el condado de Whatcom vendiera la Isla de Portage a los lummis por 
1200000 dólares, a cambio de que los lummis establecieran un parque pú- 
blico en la isla. Andrus apoyó una transferencia de 1200000 dólares del 
presupuesto de la OA! para permitir a los lummis adquirir la isla. Y sin em- 
bargo, el acuerdo estuvo a punto de frustrarse. La Junta del Parque del 
Condado aún necesitaba la aprobación de los comisionados del condado 
para vender la propiedad. Pero ellos no habían desarrollado la misma con- 
fianza hacia los Lummis que la Junta del Parque. ¡Los comisionados vota- 
ron por prohibir la venta! 

Los lummis quedaron furiosos y la Junta del Parque, humillada, Patton y 
Huser prontamente renegociaron el conflicto con los comisionados del con- 
dado. Accedieron a aprobar la venta si se suprimía una cláusula que conce- 
día la administración del parque, conjuntamente, a los indios lummis y al 
condado de Whatcom. De mala gana, los lummi aceptaron. 


Posnegociación. La historia de la animosidad entre indios y no indios en el 
condado de Whatcom y la decisión de la tribu de negar acceso al condado 
hicieron que hubiera que negociar, La única alternativa era un prolongado 
litigio, que sería muy costoso. La buena disposición de Patton y Huser para 
negociar el acuerdo con los comisionados del condado ahorró un gravoso 
proceso al gobierno nacional y al condado de Whatcom. Durante todo el 

* asunto, la supervisión de los acuerdos por el Departamento del Interior 
hizo que los lummis se mantuvieran activos, terminando el parque. Aun así, 
en 1985, el parque no se había abierto. Bl escepticismo crecía entre los fun- 
cionarios del condado. En el acuerdo final no se había manejado lo con- 
cerniente a la terminación oportuna del parque. 

Un gran problema, común a muchas disputas intergubernamentales por 
cuestiones de jurisdicción, queda claramente ilustrado en este ejemplo. No 
se había incluido en las mediaciones a los comisionados del condado de 
Whatcom. Y sentían mucho mayor resentimiento contra los indios hummis 
del que inicialmente tuvieron los miembros de la Junta del Parque, Tenían 
conflictos con los indios que había que resolver, y poseían la autoridad 
final de toma de decisiones sobre la ratificación del acuerdo de vender la 
Isla de Portage. El simple hecho de tener a la Junta del Parque represen- 
tándolos en las negociaciones no facilitaba la propiedad de los comisiona- 
dos en el acuerdo. Parece muy importante, en especial cuando los repre- 
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sentantes electos tienen el poder de decisión final, garantizar su participa- 
ción en los acuerdos mediados. 

Los retrasos de los indios lummis en la terminación del parque se debie- 
ron, en parte, a que no había límites de tiempo bien especificados en el 
acuerdo final. Una de las primeras ventajas de recurrir a la mediación es 
que da una resolución más oportuna al problema que el sistema de tribu- 

nales. Al no definir claramente un calendario para cumplir el acuerdo, ni 
multas por incumplimiento, se pierde la ventaja de una resolución oportu- 
na. Esto es pertinente e importante para las disputas intergubernamentales 
en que, a propósito, se puede hacer que avance más lentamente la maqui- 
naria de la implementación. : 

Dos aspectos exclusivos de la mediación fueron: 1) minimizar el número 
de partes conocidas con una categoría propia, y 2) el paso dado por el De- 
partamento del Interior para mantenerse fuera de las sesiones de media- 
ción y no perturbar el equilibrio del poder, cara a cara, entre los lummis y 
la Junta del Parque. El reducido número de partes presentes ante la mesa 
de negociaciones redujo el tiempo y el esfuerzo necesarios para llegar a un 
acuerdo. Este objetivo fue sopesado contra la necesidad de asegurar que 
todas las partes que tenían un' gran interés en la disputa estuviesen repre- 
sentadas en una mediación, que puede lograrse identificando las coalicio- 
nes de partes con intereses muy similares en la disputa. 

En muchas disputas intergubernamentales, dos o más gobiernos locales 
pueden unirse como una sola voz para negociar con el gobierno nacional 
(o estatal). En las disputas jurisdiccionales por tierras públicas, caracterís- 
ticamente el gobierno nacional mantiene el equilibrio del poder, Sin em- 
bargo, el tiempo y el gasto inseparables de los posibles procesos legales a 
menudo pueden aportar el incentivo para que las agencias nacionales nego- 
cien por el uso de tierras públicas, en lugar de ejercer sus derechos legales 
últimos. Los mediadores de disputas intergubernamentales por desequili- 
brios potenciales de poder tienen que encontrar unas formas creadoras 
para poner en la balanza los diferenciales del poder, 


CUESTIONES JURISDICCIONALES Y LIMÍTROFES LOCAL-ESTATALES . 


La escena constituye la inauguración de una nueva sesión legislativa, y el 
gobernador está pronunciando su informe de gobierno. La agenda de asun- 
tos importantes contiene un grupo llamado programa del gobernador “con- 
tra el crimen”. Al poner en relieve las diversas propuestas de reforma de 
aplicación de las leyes, el gobernador incluye en el discurso un renglón que 
dice: “enérgicamente apoyo que se mantenga la elección de los alguaciles del 
condado y la continuación de sus tradicionales deberes de aplicación de la 
ley”. De la galería de la Cámara legislativa sale un aplauso breve pero vigo- 
roso de un grupo de señores, limpia pero modestamente vestidos, de uni- 
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forme. Una considerable delegación de alguaciles de condado está a 


para oír el previsto y muy anunciado programa del gobernador. 

Tras este episodio se encuentran en acción fuerzas específicas y, a la vez, 
generales, que aportan una introducción a las relaciones local-estatales. Es 
importante subrayar la forma introductoria y selectiva en que hemos de 
tratar las relaciones local-estatales, Los Estados Unidos tienen cincuenta 
diferentes sistemas, adaptaciones y disposiciones para especificar los roles 
y las relaciones que hay entre el gobierno de los estados y sus varias uni- 
dades locales de gobierno. No podemos ni necesitamos describir y evaluar 
aquí esos diversos sistemas. En cambio, haremos una revisión selectiva del 
tema, inmensamente complejo, empezando por analizar los aspectos jurí- 
dicos y estructurales de las relaciones local-estatales. En secciones posterio- 
res analizaremos aspectos financieros específicos y toda una gama de in- 
teracciones administrativas entre funcionarios estatales y locales. 

Antes de analizar estos problemas, demos una pertinente información del 
trasfondo de las propuestas del gobernador contra el delito. Las observa- 
ciones del gobernador acerca de los alguaciles de condado pretendían salir 
al paso y aplacar toda oposición de los alguaciles a las detalladas recomen- 
daciones contenidas en un enorme informe, de 500 páginas, que especi- 
ficaba una agenda de combate contra la delincuencia. Enterrada en mitad 
del informe había la sugerencia de que se hiciera un estudio de las ventajas 
de que el principal funcionario encargado de aplicar la ley fuese nombrado 
por la Junta de Comisionados del Condado, o por un administrador del 
condado, y no que fuese de elección popular, En el informe también se 
planteó la pregunta de si los deberes estatutarios del cargo de alguacil de- 
bían ser reducidos a una autoridad estrictamente burocrática; por ejemplo, 
ayudar en los procesos. Entonces, los deberes policiacos podrían asignarse 
a un funcionario especializado en la aplicación de la ley. Los alguaciles ha- 
bían puesto el grito en el cielo contra el estudio y se mostraban renuentes a 
discutir siquiera lás proposiciones que les afectaban. Las garantías del go- 
bernador los tranquilizaron, y no es probable que estas preguntas vuelvan 
a surgir pronto. 


La Regla de Dillon 


El tema de la Regla de Dillon surgió en el capítulo II como manera de sub- 
rayar una diferencia importante entre las relaciones local-estatales y las 
estatal-nacionales. La Regla de Dillon sirve de punto de partida para com- 
prender el carácter de las relaciones jurídicas local-estatales..En 1868 el 
juez John Dillon, de Iowa, emitió dos decisiones que establecieron la estre- 
cha interpretación de las facultades de las corporaciones municipales (go- 
biernos locales). En el caso City of Clinton vs. Cedar Rapids and Missouri 
Railroad Company declaró Dillon: 
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La verdad es ésta: las corporaciones municipales deben su origen y derivan sus 
poderes y derechos plenamente de la legislatura. Insufla en ellos el aliento de 
vida, sin el cual no podrían existir. Y así como crea, también puede destruir. Y si 
puede destruir, puede abreviar y controlar. A menos que haya alguna limitación 
constitucional al Derecho, la legislatura puede, de un solo plumazo, si podemos 
suponerla capaz de tan grande locura y de tan grande mal, suprimir todas las 
corporaciones municipales del estado, y las corporaciones no podrían impedirlo. 
Son, por decirlo así, las simples inquilinas a discreción de la legislatura.1 


Este decreto de supremacía legislativa fue seguido, poco tiempo después, 
por una opinión que especificaba las normas que los tribunales deberían 
seguir para determinar cómo resolver las dudas acerca de los podéres. Esta 
segunda opinión, aunque dirigida a los tribunales, reforzaba mucho la doc- 
trina de sometimiento jurídico de los gobiernos locales. El juez Dillon sos- 


tuvo que 


...debe darse por léy establecida que una corporación municipal posee y puede 
ejercer los siguientes poderes, y no otros; primero, los otorgados en. términos ex- 
presos; segundo, los necesariamente implícitos o necesariamente inherentes a las 
facultades expresamente otorgadas; tercero, los absolutamente esenciales a los ob- 
jetivos y propósitos declarados de la corporación; no sólo convenientes, sino indis- 
pensables; y cuarto, toda duda justificada sobre la existencia de un poder queda 
resuelta por los tribunales contra la corporación.42 : 


La opinión original de Dillon contenía una frase condicionante: “A me- 
nos que haya alguna limitación constitucional”. Esta condición señalaba a 
los reformadores de los gobiernos locales en dirección de lo que después 
sería llamado movimiento de “autonomía”. Comenzando en el decenio de 
1870 y siguiendo hasta la actualidad, muchos ciudadanos y organizaciones 
con espíritu cívico, en diversos estados, hicieron presión en favor de cam- 
bios jurídicos a las constituciones y estatutos de los estados. Estos cambios 
tendían a garantizar el autogobierno o la autonomía local de los gobiernos 
locales, particularmente las ciudades. De hecho, el movimiento de reforma 
municipal, que comenzó con la Liga Nacional Municipal en el decenio de 
1890, consideró la autonomía como la parte central de sus esfuerzos por ase- 
gurar un gobierno más honrado, eficiente y eficaz. : 

Durante un breve periodo del decenio de 1870 se lanzó un desafío legal 
contra la Regla de Dillon. Thomas A. Cooley, juez de Michigan, declaró que 
ciertas unidades del gobierno local estaban investidas con ciertos derechos 
inherentes de autogobierno. La opinión de Cooley y su fundamental doc- 
trina de los inherentes derechos locales o una medida de soberanía sólo re- 
cibieron apoyo transitorio en unos cuantos estados. La idea de Cooley del 


41 24 lowa 455 (1868), en 461. 
42 Merriam vs. Moody's Executors, 25 lowa 163 (1868), en 170. 
43 People vs. Hurlburt, 24 Michigan 44 (1871). 
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gobierno local era similar a la idea de Jefferson de las “repúblicas-tute. 
ladas”. Las entidades locales eran entidades políticas en miniatura, con fa. 
cultades inherentes para gobernar la comunidad local. Para Dillon, las lo. 
calidades sólo eran entidades parciales e instrumentales, cuyas esferas 
provincianas y limitadas había que contener, limitando los derechos del 
sector privado, En esto, Dillon reflejó opiniones sostenidas por Madison y 
Hamilton. Así, en la jurisprudencia que rodea a la autonomía y al autogo- 
bierno local, se encuentra un conjunto mucho más vasto de tensiones fi- 
losóficas presentes desde la fundación de la República, Robert Thomas ha 
manejado un aspecto de esta tensión, en un ensayo sobre las ciudades y el 
sistema federal: 


Desde el punto de vista local, el sistema federal produce medios para garantizar 
derechos individuales que señalan en direcciones contrarias. Una es una visión 
“jeffersoniano-lockeana”, de que la definición comunitaria de las necesidades es 
óptima, mientras que la otra acepta la doctrina “madisoniana” de que los proce- 
sos políticos de la República, en general, asegurarán una definición más equitati- 
va de las necesidades. Ambas perspectivas están entretejidas en la urdimbre de la 
política estadunidense, de tal manera que cada una pretende mitigar los excesos 
de la otra, El propósito político último del sistema federal es producir un equi- 
librio entre dos fines competitivos.44 


A pesar de todo, el “equilibrio” entre los gobiernos de los estados y sus 
localidades ha sido un argumento secundario separado y claramente su- 
bordinado en el drama general de las rIG. Los estados no sólo se han impues- 
to en cuestión de jurisprudencia a nivel del estado, sino que han sido con- 
firmados en su papel superior por la Corte Suprema de los Estados Unidos. 

El golpe demoledor contra toda pretensión al derecho del autogobierno 
local llegó en 1903, en una opinión de la Corte Suprema de los Estados Uni- 
dos. La Corte Suprema sostuvo que los gobiernos locales son criaturas, 
simples subdivisiones políticas de un estado con propósitos de ejercer una 
parte de sus poderes. Sólo pueden ejercer aquellos poderes expresamente 
concedidos a ellos, o los que necesariamente puedan implicarse de los con- 
cedidos”.45 Cuando se le presentó una oportunidad, veinte años después, 
de volver a fallar sobre el asunto, la €orte Suprema volvió a negarse a reco- 
nocer un derecho inherente al autogobierno local.46 

Si los gobiernos locales son simplemente “inquilinos a discreción” de la 
legislatura del estado, ¿por qué puede un grupo de irritados alguaciles de 
condado generar temores que un gobernador (y una legislatura) reformis- 
tas tienen que aplacar políticamente? La explicación nos recuerda la distin- 
ción hecha entre autoridad y poder. La legislatura del estado puede poseer 


44 Robert D. Thomas, “Cities as Partners in the Federal System”, en Political Science Quar- 
terly 101 (primavera de 1986), p. 63. 

45 Atkins vs. Kansas, 191 U, S, 207 (1903), en 220, 

46 City of Trenton vs. New Jersey, 262 U. S. 182 (1923). 
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Ja autoridad legal para abolir o modificar el cargo del alguacil del condado, 
Pero desde el punto de vista- práctico, los alguaciles mantienen tan conside- 
rable poder o fuerza política, eh parte como función de su elección popular, 
e la legislatura y el gobernador tienden a tratarlos como piedra angular 
de la política local. En suma, las relaciones local-estatales en los Estados 
Unidos nos ofrecen una de las arenas más fascinantes para estudiar la in- 
terrelación entre la ley y la política. : y 
En parte para impedir continuas confrontaciones políticas con funciona- 


“rios locales, y en parte para facilitar la agenda legislativa de tratar con cues- 


tiones de los estados, las legislaturas de muchos estados han adoptado varias 
medidas para conceder a las unidades locales ciertas medidas de autoridad 
discrecional en toda una variedad de ámbitos. A esta autoridad se le llama, 
frecuentemente, “autonomía”. Cualquiera que sea el grado o el alcance de 
Ja discrecionalidad delegada a los gobiernos locales, también se debe recor- 
dar una proposición básica acerca de las relaciones local-estatales. Los go- 
biernos estatales en general, y las legislaturas estatales en particular, son 
los arquitectos de las estructuras del gobierno local, Muchos de sus diseños 
pueden ser de estilo decimonónico o de comienzos del siglo xXx. Además, exis- 
te una gran tendencia a “arreglárselas” con diseños existentes, que tienen el 
apoyo de unas tradiciones bien establecidas y, a la vez, de poderosos acuer- 
dos políticos. En suma, y como lo muestra el episodio de los alguaciles de 
condado, es insólita, si no extraña, una extensa remodelación o reconstruc- 
ción de las estructuras y operaciones del gobierno local. 


Delegación del podera unidades locales 


En la mayoría de los estados, la legislatura se ve aliviada de la carga de mu- 
chos decretos específicos (a veces llamados proyectos de ley especiales, o 
locales) por la existencia de un grado considerable de autonomía. La auto- 
nomía es el poder jurídico, sea constitucional o estatutario, de una unidad 
de gobierno local para hacer, adoptar y enmendar su cédula básica de go- 
bierno y ejercer los poderes de gobierno en cuestiones de interés local den- 
tro de los límites de la Constitución y las leyes generales del estado res- 
pectivo.47 

La autonomía para las ciudades ha sido una lucha que dura ya un siglo, 
y verdadero artículo de fe entre funcionarios locales desde que Missouri 
adoptó una provisión constitucional, a ese respecto, en 1875. La autonomía 
para los gobiernos de los condados ha seguido un curso muy distinto; sólo 
desde 1960 se han hecho concesiones importantes de autonomía a los con- 
dados. En la actualidad hay menos de cien condados autónomos en los 


47 Un análisis conciso y bien enfocado del predominio estatal contra la autonomía local 
aparece en Joseph F. Zimmerman, Measuring Local Discretionary Authority, M-131 (Washington, 
D. C., Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, noviembre de 1981), pp. 11-12, 
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] legendario poder de “hacedor de reyes” del alcalde de Chicago, Daley, 
vien blandía un gran garrote político no sólo en Springfield, Mlinois, sino 
jén en Washington, D.C. +, 
ndo hc legislación aplicable a todo el estado puede comple- 
mentar o remplazar las disposiciones generalmente especificadas de acuerdo 
¿on cualquiera de las tres estrategias legales. Dentro de unos límites vastos 
definidos por las constituciones nacionales y estatales, interpretadas por 
los tribunales (sean estatales o federales), las legislaturas de los estados 
pueden aplicar unas leyes a unas o a todas sus jurisdicciones locales. Estas 
leyes pueden ser tolerantes, prohibitivas u obligatorias, y mientras no se pue- 
da demostrar que son arbitrarias o discriminatorias, es probable que so- 
brevivan a los desafíos legales de un ciudadano o de una jurisdicción local. 


Estados Unidos, aunque casi todos los estados permiten a sus condados - 
adoptar cédulas o bien seleccionar formas opcionales de gobierno. a 
A falta de autonomía, las legislaturas estatales establecen la estructura y 
los poderes en unidades locales mediante tres estrategias legales alternati- 
vas: ley especial, ley general y ley opcional. La estrategia de la ley especial es 
virtualmente la Regla de Dillon en su forma pura. Toda la estructura guber- 
namental de una unidad y la autoridad específica que puede ejercer se aprue- 
ba (o se enmienda) como un proyecto de ley especial en la legislatura, Se 
requeriría la aprobación de la legislatura para algo tan insignificante como 
aumentar el número de miembros de la Junta de Planificación de una ciudad. 

Las estrategias de la ley general suelen especificar una estructura unifor. 

me de gobierno y un conjunto de poderes de gobierno para todas las ciuda. 
des en una categoría general, frecuentemente especificada por el tamaño de 
su población. Por ejemplo: en ciudades de 10000 a 25000 habitantes, el al. 
calde puede ser de elección popular, el concejo municipal puede consistir 
de siete miembros, y el poblado puede administrar un sistema de agua, crear 
y formar sus departamentos de policía y de bomberos, etc. De acuerdo con 
las leyes generales, las unidades locales aceptan la decisión estatutaria de 
la legislatura acerca de la estructura y las facultades apropiadas. El único 
consuelo es que todas las otras unidades similares se encuentran “en el 
mismo barco”, para sufrir y/o beneficiarse juntas. En algunos estados la es- 
trategia de la ley general tiende al desgaste por medio de leyes especiales. 
Por ejemplo: aunque la Constitución de Iowa establece (Art. 111, Sec. 39A) 
que para las unidades locales “todas las leyes deberán ser generales y ser de 
operación uniforme en todo el estado”, la legislatura de lowa ha aprobado 
leyes que se aplican a una sola ciudad. La puesta en vigor simplemente es- 
pecifica que se aplica en todas las ciudades de más de 200000 habitantes. .., 
la única de las cuales es Des Moines. 

En la estrategia de ley opcional (que podríamos comparar con la forma 
en que se administra una cafetería), la ley establece dos o más disposicio- 
nes básicas de estructura gubernamental con los poderes concomitantes que 
la unidad puede ejercer. Los votantes en una comunidad, al ser constituida 
y por referéndum, votan entonces por una de estas alternativas. Se pueden 
celebrar otros referendos para cambiar a una diferente estructura guberna- 
mental o conjunto de poderes; por ejemplo, pasar de una forma de gobier- 
no de concejo con alcalde, a concejo con administrador, o a una forma de 
gobierno de comisiones. Los impuestos y las fianzas son terrenos en que abundan las prohibiciones 

Si una unidad local actúa en forma autónoma o según una de las tres legislativas. Por ejemplo: en Carolina del Norte la Ley de la Comisión del 
provisiones opcionales que acabamos de describir, hay que poner en claro -+ Gobierno Local (de 1931) prohíbe a toda unidad local proponer, emitir o 





La legislación tolerante 


: Una legislación tolerante permite a algunas o a todas las unidades locales 
: ejercer un poder especificado o llevar adelante una actividad particular. Por 
í ejemplo, las viviendas públicas se desarrollaron en toda la nación a un rit- 
¡mo lento, en gran parte porque en muchos estados no había una legisla- 
ción tolerante o facultadora. Es decir, sin autorización, sin un estatuto que 
| lo autorice, las unidades locales (y las ciudades en particular) no podían 
| emprender legalmente esta actividad. Un caso típico de legislación toleran- 
te fue la llamada Ley de Gravar Todo, de Pensilvania, aprobada en 1947, 
Según esta ley local, se otorgaba autoridad a las unidades para fijar cual- 
quier impuesto que el gobierno del estado no estuviese ya aplicando. Esta 
autoridad tolerante condujo, como podía esperarse, a una profusión y gran 
confusión de los impuestos locales. Como el estado no fijaba impuestos so- 
bre la renta, las unidades locales pudieron hacerlo; para 1965, 45 ciudades, 
450 villas (poblados), 430 localidades /townships] y 1070 distritos escola- 
res estaban recaudando impuestos sobre la renta individuales, Para 1985, un 
total de 2758 unidades locales de Pensilvania estaba obteniendo cerca, de 
2000 millones de dólares de los impuestos locales sobre la renta. 


La legislación prohibitiva 





dos puntos esenciales acerca de las relaciones local-estatales, Primero, es- : incurrir en una deuda garantizada sin la revisión, evaluación y aprobación 
tamos analizando unas relaciones estatutarias o legales, y no unas rela- = dela Comisión del Gobierno Local de Carolina del Norte.48 Esta Comisión 
ciones políticas o administrativas. Aunque legalmente sometidos en todo o y ee 

en parte, los funcionarios locales pueden ejercer y a menudo ejercen una 48 Harlan E. Boyles, “Local Government Debt Administration in North Carolina”, Popular 


i i i j ; juni . 10-13. Véase también J. D, Foust, “The Local Government 
gran influencia sobre los funcionarios del estado. Recuérdese, por ejemplo, Government 38 (junio de 1972), pp. 10-13. Véase tam k 
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supervisa todos los aspectos del proceso de emisión de deuda para las uni- 
dades locales. Una condición de la ley permite que una unidad local, en caso 
de una acción adversa de la Comisión, pase por encima de ella mediante ún 
voto favorable del pueblo en la jurisdicción que se proponía emitir los bo. 
nos. Pero en su medio siglo de existencia, esta vía de escape no se ha emplea- 
do nunca, y la Comisión Local del Gobierno se ha ganado el respeto y el 
apoyo de los funcionarios locales en todo el estado, 

-Los controles estatales a las facultades de fijar impuestos y de gastos de 
unidades locales son características establecidas, de tiempo atrás, de las 
relaciones local-estatales, y son puntos especialmente penosos en esas rela- 
ciones. Esas restricciones incluyen límites a las tasas del impuesto a la pro- 
piedad, topes a las deudas y prohibiciones definitivas contra ciertos tipos 
de impuestos. Por ejemplo, sobre el impuesto a la propiedad, en 1985 vein- 
tiún estados habían fijado un límite de recaudación (cantidad de dólares) y 
31 estados habían fijado un límite a la tasa.4 Estos límites tendían a apli- 
carse a través de sus juntas a los condados, ciudades y distritos escolares. 
Además, había diez estados en que alguna forma de límite al ingreso gene- 
ral o al gasto era aplicable a algunos o a todos los gobiernos locales. Estos 
últimos límites, desde luego, se debían principalmente a la “rebelión” fiscal 
de la Proposición 13 de 1978. Un estudio en que se evaluó la eficiencia o el 
impacto de los límites concluyó que “los proyectos de ley del impuesto a la 
propiedad y las cargas del impuesto a la propiedad suelen ser más bajos en 
los gobiernos locales afectados por límites estatales a las tasas de impuesto 
o ala recaudación, ceteris paribus”.50 


La legislación obligatoria 


La legislación estatal obligatoria es tema de considerable debate y de con- 
siderable acción legislativa estatal. Se ha definido al mandato estatal como 
“cualquier acción constitucional, estatutaria o administrativa que limite o 
que fije requisitos a los gobiernos locales”.51 La mayor parte de la actual 


Commission and North Carolina State and Logal Government Finance”, en Popular Govern- 
ment 44 (invierno de 1978), pp. 10-13, 40. 

49 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Features of Fiscal 
Federalism 1985-1986 Edition, M-146 (Washington, D. C., Government Printing Office, febrero 
de 1986), p. 146. 

50 John Sharmon, Michael Bell y Ronald Fisher, “Recent State Experience with Local Tax 
and Expenditure Control”, en National Tax Journal 29 (septiembre de 1976), p. 279. Para un re- 
sumen y análisis de los controles de impuestos y gastos, acompañados por recomendaciones de 
políticas, véase Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State Limitations on 
Local Taxes and Expenditures, A-64 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1977), 80 pp. 

51 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State and Local Roles in the 
Federal System, A-88 (Washington, D. C., Government Printing Office, abril de 1982), p. 157. 
Véase también Catherine H. Lovell y Charles Tobin, “MandatingA Key Issue for Cities”, en 
The Municipal Yearbook: 1980 (Washington, D. C., International City Management Associa- 
tion, 1980), pp. 73-79 y referencias allí citadas. a 
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controversia sobre los mandatos se centra en los costos en que las unida- 
des locales se ven obligadas a incurrir cuando una ley estatal exige que la 
unidad preste un servicio o perdone una obligación fiscal, o impone un lí- 
mite que aumenta los costos locales.52 ] 

Sin embargo, no toda la legislación obligatoria tiene implicaciones direc- 
tas en dólares. Las reuniones abiertas y la conducta ética de los funciona- 
rios locales son dos ámbitos no fiscales llenos de mandatos del estado. Las 


“llamadas “leyes del sol” que obligan a celebrar reuniones abiertas, llevar re- 


gistros abiertos y similares, normalmente son obligatorias para todos los 
funcionarios del gobierno local, así como las licitaciones de contratos com- 
petitivos y la contratación de empleados de acuerdo con las regulaciones 
del servicio civil en algunos estados. 

Algunas legislaturas estatales han adoptado códigos de ética que, en casi 
todos estos estados, se aplican a los funcionarios locales, así como a los es- 
tatales. En Nueva York, la legislatura llegó a la conclusión de que el código 
adoptado por el estado era demasiado rígido para poder aplicarse a las di- 
versas condiciones a que se enfrentaban los miles de funcionarios locales 
de las casi 2500 unidades locales del estado. Por consiguiente, una ley de 
1969 decretó que cada unidad local había de adoptar su propio código de éti- 
ca y enviar una copia al Departamento de Auditoría y Control del Estado. 
Varios años después, 46 poblados, 42 villas y 61 distritos escolares no ha- 
bían enviado una copia del código. La gran mayoría de las unidades locales 
de Nueva York adoptó, al pie de la letra, un código modelo de ética, creado 
conjuntamente por el Departamento de Auditoría y Control y por la Ofici- 
na Estatal de Gobierno Local.53 

Los estatutos estatales que imponen mayores costos locales han resulta- 
do especialmente irritantes. En un análisis se observó que “sería difícil en- 
contrar una cuestión que cause mayor resentimiento entre los funcionarios 
locales que el causado por los gastos impuestos por el estado”.54 Los manda- 
tos estatales de un máximo de horas laborales que pueden trabajar los 
bomberos, por ejemplo, han provocado la ira de muchos funcionarios de 
ciudades y de ligas municipales contra la intervención legislativa. Los bom- 


52 Joseph F. Zimmerman, “State-Local Relations: The State Mandate Iritant”, en National 
Civic Review 65 (diciembre de 1976), pp. 548-552. La bibliografía e investigación sobre man- 
datos estatales y federales se desencadenó a finales de los setenta, Los dos estudios más com- 
pletos son: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State Mandating of Local 
Expenditures, A-67 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1978), 148 pp.; y Catherine 
H. Lovell et al, Federal and State Mandating on Local Goveraments: An Exploration of Issues 
and Impacts, Final Report to the National Science Foundation (Riverside, Graduate School of 
Administration, University of California, 1979), 263 pp. Véase también Marcia Whicker Tay- 
lor y Charlie B: Tyer, “State Mandated Local Expenditures: An Analysis and Evaluation”, en 
Southern Review of Public Administration 4 (junio de 1980), pp. 5-25. a 

53 Management Information Service, “Ethics in Local Government”, vol, 8, núm. 8 (Washing- 
ton, D. C., International City Management Association, 1976), p. 2. 

54 John Shannon y L. Richard Gabler, “Tax Lids and Expenditure Mandates: The Case for 
Fiscal Fair Play”, en Intergovernmental Perspective 3 (verano de 1977), p. 9. 
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beros parecen muy aficionados al “cabildeo” en el capitolio del estado, más 
que en veintenas de ayuntamientos. Ñ 

Los mandatos estatales y los esfuerzos por resolver conflictos local-esta- 
tales probablemente han llegado a su máximo refinamiento en años recien- 
tes. Un estudio efectuado por la ccri en toda la nación, a finales de los años 
setenta, cubrió los cincuenta estados y determinó la presencia o la ausencia 
de setenta y siete mandatos de gasto en siete vastas áreas de programas,55 
Áreas de programas y números de mandatos ilustrativos fueron la policía 
(14), los bomberos (14), el personal y las condiciones de trabajo (15) y la 
educación (13), Cada uno de los setenta y siete mandatos incluía y exigía 
gastos locales para satisfacer los requisitos del estado. - 

Los mandatos más comunes en los cincuenta estados trataban de las nor- 
mas de disposición de desechos sólidos (cuarenta y cinco estados), programas 
especiales de educación (cuarenta y cinco estados), compensación laboral 
para el personal local (cuarenta y dos estados), y provisiones relacionadas 
con los sistemas de retiro de los empleados locales (cuarenta estados). Los 
estados con el mayor número de mandatos, de los setenta y siete posibles, 
fueron Nueva York, 60; California, 52; Minnesota, 51, y Wisconsin, 50. El 
menor número de mandatos de gastos se encontró en los estados del sur y 
limítrofes: Virginia del Oeste (con ocho) y Alabama (con once) tuvieron el 
menor número. 

En 1979 Catherine Lovell dirigió un estudio extenso, sistemático y en pro- 
fundidad de los mandatos en cinco estados. El número de mandatos esta- 
tales en los cinco estados varió extensamente, como lo muestra la tabula- 
ción siguiente:56 


California 1479 
Wisconsin 654 
Nueva Jersey 534 
Washington 489 


Carolina del Norte 259 


Lovell analizó los mandatos según varios esquemas de clasificación, y en- 
contró algunas variaciones entre los estados, dentro de unas cuantas pautas 
predominantes. Por ejemplo, los mandatos eran básicamente procedimen- 
tales, y no programáticos, variando de un 60% procedimental en Carolina 
del Norte, al 86% en California. Casi todos los mandatos se encontraban en 
estatutos estatales en lugar de ser producto de regulaciones administrati- 
vas. Aquí, las proporciones estatutarias variaron de un mínimo de 73% en 
California a 99% en Carolina del Norte. 


35 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State and Local Roles in the 
Federal System, pp. 162-166. 
56 Lovell et al., Federal and State Mandating, p. 69. 
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La cuestión de los mandatos estatales sale a la superficie frecuente, si no 
regularmente, en los cuerpos legislativos estatales; a menudo ocurre esto a 
petición de gobiernos locales que intentan protegerse o defenderse contra 
estatutos estatales, Para 1980 más de dos tercios de los estados habían res- 
pondido al desagrado y la presión de los funcionarios locales, Por ley esta- 
tutaria o por reglas y prácticas legislativas, treinta y cinco estados exigieron 
que se anexaran “notas fiscales” a la legislación propuesta (o a las reglas 
administrativas) que impondrían costos a los gobiernos locales afectados 
por la medida.57 

Un estatuto de California, de 1972, llegó a exigir que al aprobar manda- 
tos locales, la legislaturá enviara los fondos necesarios para financiar la ac- 
tividad así impuesta. Para 1980 trece estados habían aprobado estatutos de 
reembolso que requerían que el estado enviase los fondos para pagar los 
costos locales así mandados.58 Pese a esas supuestas protecciones estatuta- 
rias, las garantías antimandato dadas a los gobiernos locales no parecieron 
tener gran éxito. Esta observación se hace más sobre la base de una conti- 
nuada controversia por el tema de los mandatos estatales que por algún es- 
tudio sistemático de las protecciones estatutarias contra los mandatos. 

Las legislaturas estatales están, sin duda, en lo más denso (o en la male- 
za).de las RIG. A veces, las relaciones local-estatales pueden ser más divisorias 
y potencialmente más volátiles que las relaciones nacional-estatales. Esto 
parece particularmente cierto cuando las RIG pasan por la fase contractiva. 
Hay varias principales áreas de tensión y de dificultad local-estatales: 


1. impuestos y controles fiscales; 
2. poderes jurídicos generales; 

3. mandatos estatales; 

4. asistencia técnica; 

5. mecanismos cooperativos, y 
6. políticas urbanas.59 


Ya hemos analizado las tres primeras. Más adelante consideraremos las 
tres restantes. 

¿Hay alguna actitud subyacente u orientación de política que las legisla- 
turas estatales lleven en sus tratos con cuestiones locales? Un observador- 
participante, un gobernador, llegó a esta conclusión: “Sobre su actitud hacia 
las subdivisiones políticas —particularmente las ciudades— tanto los go- 
bernadores como las legislaturas suelen compartir la creencia de que estas 
subdivisiones son como hijos adoptivos que se portan mal, cuyas necesida- 


57 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State and Local Roles in the 
Federal System, pp. 166-168. 

58 Ibid, p. 166. 

59 Ibid,, p. 155. 
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des quedan debidamente relegadas a un segundo escalón de prioridades” so 
Otros dos observadores, el segundo de ellos un legislador, afirmaron: 


Las legislaturas estatales, con sólo unas cuantas excepciones, se han mostrado 
más recalcitrantes. En el pasado se mostraron negligentes para reconocer los 
problemas de las ciudades. 


Aunque las funciones de la legislatura se han extendido en los últimos 50 años, 
ha disminuido su capacidad relativa de iniciativa, de creatividad y de un control 
autorizado sobre el gobierno.ó1 


Estos juicios son severos. Se les podría condicionar o modificar, pero se- 
ría difícil contradecirlos de plano, Y sin embargo, sí parece haber un nuevo 
talante en las relaciones y actitudes local-estatales desde la época de estas 
citas, de los años sesenta y los setenta.62 


Convergencia, traslape y confusión de fronteras 


La autoridad legal y los análisis orientados hacia el poder de las relaciones 
local-estatales suelen subrayar el conflicto y la claridad de los límites entre 
las arenas de actividad estatales y locales. El nivel de conflicto y el grado 
distintivo de los asuntos y las actividades “locales” aparte de los “estatales” 
distan mucho de ser constantes, sea entre los estados o en algún estado, a lo 
largo del tiempo. De hecho, los niveles de tensión en las relaciones local- 
estatales deben interpretarse en el marco de considerables traslapes y co- 
operación. En esta sección documentaremos varias corrientes hacia el 
traslape y las interacciones que forman la base de una visión más equili- 
brada de la sociedad local-estatal. 


$0 Harold E. Hughes, “From the Governor's Chair”, en Strengthening the States: Essays on 
Legislative Reform, Donald G. Herzberg y Alan Rosenthal (comps.) (Garden City, N. Y., Dou- 
bleday, 1972), p. 114. 

$1 Donald CG. Herzberg y Alan Rosenthal (comps.), Strengthening the States: Essays on Legisla- 
tive Reform (Garden City, N. Y., Doubleday, 1972), pp. 13, 98. Debe notarse que se han acumu- 
lado testimonios sustanciales que muestran que la reasignación de cuerpos legislativos esta- 
tales se ha vinculado con significativos cambios políticos y de las políticas en los estados. Por 
ejemplo, Douglas Feig descubrió “que la reasignación motivó unos crecientes gastos estatales 
en las categorías especialmente favorecidas por los habitantes de las ciudades”; a saber, ayuda a 
la educación local y el bienestar público. Véase Douglas G. Feig, “Expenditures in the Ameri- 
can States: The Impact of Court-Ordered Legislative Apportionment”, en American Politics 
Quarterly 6 Gulio de 1978), pp. 309-324, 

62 Dos volúmenes recientes reflejan este cambio de actitud: Ann O'M. Bowman y Richard 
Kearney, The Resurgence of the States (Englewood Clifís, N. J., Prentice-Hall, 1986), 269 pp.; 
Jeffrey R. Henig, Public Policy and Federalism: Issues in State and Local Politics (Nueva York, 
St. Martin's Press, 1985), 401 pp. 
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La centralización estatal 


Uno de los datos que documentaron la fase contractiva de las RIG fue la 
continua tendencia a la centralización a nivel estatal. La definitiva inivesti- 
gación sobre el tema fue iniciada por G. Ross Stephens en un artículo de 
1974, sobre “La erosión de la autonomía loca]”.63 Stephens desarrolló una 
medida de la centralización estatal basada en tres factores de igual peso: 
responsabilidad financiera, prestación de servicios y distribución del em- 
pleo. Estos indicadores se midieron para cada estado a partir de 1957, y el 
estudio fue actualizado recientemente hasta 1982.64 

Stephens midió la responsabilidad financiera sobre la base del porcenta- 
je de servicios públicos financiados por el gobierno del estado. En términos 
más sencillos, es la suma de gastos directos del estado, más la ayuda del es- 
tado, divididos entre los gastos totales estatal y locales. Incluidos en los 
gastos del estado, tanto directos como intergubernamentales, se encuentran 
todos los fondos de ayuda federal recibidos por el estado, El resultado de 
estos cómputos fue una cifra porcentual para cada estado, indicadora del 
nivel de responsabilidades financieras del estado. A 

El índice de prestación de servicios midió el grado en que un gobierno 
estatal gasta fondos en funciones importantes, desempeñadas por gobier- 
nos estatal y locales. Los servicios fueron desde aeropuertos, sistema peni- 
tenciario y educación, hasta recursos naturales, policía y bienestar. Según 
las pautas de fondeo para cada uno de los servicios, Stephens formó un 
índice agregado de servicios prestados por el estado. Por ejemplo, con los 
datos de 1969, el índice varió desde Hawai en lo más alto (el más centrali- 
zado, con una calificación de 83) hasta Nueva York, en el fondo (descen- 
tralizado, con una puntuación de 29). Muy cerca de Nueva York estuvo Cali- 
fornia, con una calificación de 32. 

La medida del empleo público incluyó ajustes para compensar las dife- 
rencias en intensidad del trabajo entre los gobiernos estatales y locales, 
pero el último análisis fue una proporción ajustada de los empleados estata- 
les al total de empleados del estado y locales. Con las tres medidas sopesadas 
por igual, calculó entonces Stephens un índice compuesto de la centrali- 
zación estatal. Hizo el análisis para los cincuenta estados, en cinco puntos 
en el tiempo: 1957, 1969, 1972, 1977 y 1982. 

El cuadro vm.1 muestra el número de estados, en las cinco categorías, a 
lo largo del continuum de centralización-descentralización. Las cifras por- 
centuales de la fila inferior indican la calificación media de centralización 


63 G. Ross Stephens, “State Centralization and the Erosion of Local Autonomy”, en Journal 
of Politics 36 (febrero de 1974), pp. 44-76. ] 

64 G. Ross Stephens y Gerald W, Olson, Pass-Through Federal Aid and Interlevel Finance in 
the American Federal System, 1957-1977, vol. 1, informe a la National Science Foundation 
(Kansas City, University of Missouri-Kansas City, 1979), 183 pp.; y G. Ross Stephens, “State 
Centralization Revisited” (documento presentado en la reunión anual de la American Political 
Science Association, Nueva Orleans, 29 de agosto-1 de septiembre de 1985), 40 pp. 
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CUADRO VIL1. Índice compuesto de centralización de los estados, 
por años seleccionados: 1957-1982 





Continuum centralización- ñ 
descentralización? 1957 o Ñ > 977 1982 
Centralizado, 60.0+ 4 6 8 9 16 
Servicios estatales, 55,0-59,9 5 9 11 12 12 
Equilibrado, 45.0-54,9 20 24 23 25 18 
Servicios locales, 40.0-44,9 -8 6 6 4 4 
Descentralizado, 39.9 o menos 13 5 2 = => 
Promedio estatal 47% 52% 53% 54% 57% 


a Las calificaciones constituyen un. i 
personal ajustado, sistemas pias resi need rs! Ela da 

b Incluye Alaska y Hawai, aunque por entonces no habían sido admitidos en la Unión. 

FUENTES: G. Ross Stephens y Gerald W, Olson, Pass-Through Federal Aid and Interlevel 
Finance in the American Federal System, vol. 1, informe a la National Science Foundati 

(Kansas City, University of Missouri at Kansas City, 1979), p. 63; G. Ross Stephens, “s en 
Centralization Revisited” (documento presentado en la reunión anual de la Americas Polito: a 
Science Association, Nueva Orleans, 1985). Reproducido con la debida autorización, j 
estatal. Ese promedio ha aumentado continuamente en un cuarto de si lo 
de grandes cambios en las relaciones local-estatales. a 

Lo más evidente y notable en el cuadro Vm.1 es el número de estados que 
se encuentran en los extremos del continuum en 1957 y 1982. En 1957, trece 
estados se encontraban en la categoría descentralizada. Este número ER ha- 
bía reducido a dos en 1972, y ningún estado cayó en esa categoría en 1977 
oen 1982, En el otro extremo, sólo cuatro estados se encontraban en el gru- 
Po centralizado en 1957; para 1982, el número era de dieciséis. Los estados 
centralizados (y sus calificaciones de centralización) en los dos años fueron 
como sigue: 1957: Hawai (72), Delaware (76), Nuevo México (61) y Virginia 
del Oeste (60); y en 1982: Hawai (80), Arkansas (71), Delaware (70), Vermont 
(70), Rhode Island (69), Dakota del Norte (68) Virginia del Oeste (67) Ken- 
tucky (66), Maine (65), Nuevo México (65), Idaho (62), Carolina del Sur 
(61), Connecticut (61), Dakota del Sur (61), Montana (61) y Luisiana (60). 
Los estados más centralizados muestran un grado modesto de agrupa: 
miento en: a) Nueva Inglaterra, b) el Sur Central, y c) los estados de las al- 
tas planicies-montañas. Los cuatro estados menos centralizados (la catego- 
ría de “servicios locales”) en 1982 estaban sumamente dispersos: Nebraska 
(40), Nueva York (43), Florida (44) y Colorado (44). 

La tendencia a largo plazo hacia la centralización parece ser pauta co- 
mún a través de todos los estados. Sin embargo, no necesariamente es así 
según un análisis minucioso de Jeffrey Stonecash de las pautas fiscales a 
través de los estados, también para el periodo de 1957 a 1982.65 Stonecasl1 


$5 Jeffrey M. Stonecash, “Paths of Fiscal Centralization i j 'olicy 
Studies Journal 13 (marzo de 1985), pp. 653-661 Ñ ceo e rs e 
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' descubrió que los estados diferían significativamente en el momento, la ex- 
“ ensión y las formas “específicas de los cambios centralizadores. Vale la 


pena señalar sus conclusiones. : 


La centralización fiscal va aumentando en los estados, aunque éstos retienen una 
considerable diversidad en sus caminos al cambio. Entre esta diversidad de cam- 
bios, la posición inicial de los estados parece estar desempeñando un papel en la 
transformación. Los estados no muy centralizados inicialmente parecen haberse 
vuelto sumamente centralizados en el área (o en las áreas) en que al principio se 
encontraban menos centralizados.66 


En análisis e interpretaciones relacionados, Stonecash añadió otras cua- 
tro importantes aclaraciones. Primera, pese a la convergencia y a la cre- 
ciente similitud entre los estados en sus relaciones fiscales local-estatales, 
hay una “persistente diversidad”.57 En segundo lugar, los cambios de esta- 
dos individuales hacia la centralización no han sido incrementales; en cam- 
bio, ocurren en forma bastante súbita.8 Ciertamente, California y el dra- 
mático cambio resultante de la Proposición 13 embona en esta pauta. (Según 
el índice de Stephens, California pasó de 42 a 49 entre 1977 y 1982.) En ter- 
cer lugar, la centralización está ocurriendo mediante una aumentada ayu- 
da estatal a las localidades que aparecen “primeramente en forma de dar a 
los gobiernos locales una posible influencia sobre las políticas”.6% En cuarto 
lugar, los factores que explican los cambios hacia mayor centralización apa- 
recen evasivos. No está claro si son las fuerzas políticas, el cambio econó- 
mico y/o las tendencias demográficas las que contribuyen considerable y 
significativamente a las pautas observadas. 

En éstos análisis y en otros tampoco quedan en claro las implicaciones a 
corto y a largo plazo de una intensificada centralización en las relaciones 
local-estatales. Podemos mencionar brevemente algunas posibilidades; pero 
no podemos explorarlas, en términos generales ni específicos de cada esta- 
do. Una expectativa puede ser interacciones políticas más intensivas y ex- 
tensivas entre funcionarios estatales y locales. En segundo lugar, y similar- 
mente, podemos proyectar unos intercambios más variados y frecuéntes 
entre funcionarios administrativos estatales y locales. Es difícil estimar el 
relativo equilibrio entre relaciones conflictivas y cooperativas. Si la tesis del 
equilibrio derivada de los estudios de Peterson, Nathan y otros estudios es- 
tatal-nacionales se sostiene, entonces podremos esperar un conflicto inten- 


$6 Ibid,, p. 658. 
$7 Jeffrey M. Stonecash, “Fiscal Centralization in the American States: Increasing Similarity 


and Persisting Diversity”, en Publius: The Journal of Federalism 13 (otoño de 1983), pp. 123- 


137. : 
$8 Jeffrey M. Stonecash, “Incremental and Abrupt Change in Fiscal Centralization in the 


American States: 1957-1983”, en Intergovernmental Relations and Public Policy, J. Edwin Ben- 
ton y David R. Morgan (comps.) (Westport, Conn., Greenwood Press, 1986), pp. 189-200, 
$9 Stonecash, “Paths of Fiscal Centralization in the American States”, p. 660. 
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sificado durante los periodos de cambio súbitos, seguido por un proceso de 
ajuste hacia intercambios estables y tranquilos. a 
Una tercera proyección es la creciente dificultad de cualesquiera esfuer. 
zos del gobierno nacional por dirigir o canalizar fondos a los gobiernos lo. 
cales con propósitos que son independientes de las políticas estatales o ad. 
versos a éstas. Parece probable que unos nexos más estrechos, fiscales, 
jurídicos y de otra índole entre jurisdicciones estatales y locales amortigua- 
rán, si no bloquearán, las tendencias especializadas de las políticas nacio- 
nales, en la medida en que cualquiera de tales objetivos salga a la superficie 
y sea sancionado. Una cuarta implicación es la potencial “atadura” de in- 
tereses estatales y locales en una asociación que llegue a influir eficazmente 
sobre las políticas nacionales. No está claro cuándo, dónde ni cómo pue- 
dan surgir tales asociaciones. Su surgimiento, sea en grandes números o en 


cuestiones importantes, puede constituir otro momento crucial en materia 
de RIG, 


Asignaciones funcionales local-estatales 


A pesar de las viejas tendencias centralizadoras y de la general convergen- 
cia en las relaciones local-estatales, subsiste un grado considerable de dis- 
persión en las asignaciones funcionales entre los estados y sus diversas 
localidades, Por “asignaciones funcionales” queremos decir el nivel o tipo de 
jurisdicción que es el principal prestador de un servicio público en particu- 
lar. También debemos especificar el significado de “prestador dominante” 
o principal de una función. Para fines del análisis siguiente, diremos que 
un proveedor dominante es la unidad de gobierno que dedica más de 55% 
-de los gastos totales, estatales y locales, a una función particular.70 

La dispersión de funciones entre varios proveedores dominantes por es- 
tado aparece en el cuadro vm1.2. Las cifras que pueden verse en el cuadro 
son el número de funciones, de un total de 19, que son financiadas pre- 
dominantemente por las respectivas jurisdicciones. Desde luego, las dieci- 
nueve funciones van desde educación, salubridad, carreteras y bienestar, 
hasta policía, bomberos, sanidad, sistema penitenciario, bibliotecas, aero- 
puertos, vivienda, y parques y recreación. 

De los números acumulativos del cuadro pueden obtenerse varias impre- 
siones generales, Primero, sólo unos cuantos estados son los prestadores 
de servicios dominantes para cerca de la mitad o más de las diecinueve fun- 
ciones, Esos estados son Alaska, Connecticut, Hawai, Nueva Hampshire, 
Rhode Island y Vermont. En segundo lugar, rara vez son los condados el 
proveedor dominante de más de una o dos funciones, y en una mayoría de 


70 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State and Local Roles in the 
Federal System, pp. 30-34. 
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Cuabro vm.2. Prestador de servicios dominante local-estatales, 
por tipo de gobierno y estado (número de funciones): 1977 


ON Distrito 
escolar 


Distrito Más de un 


Estado Condado Municipio Township especial proveedor* 


Alabama 6 
Alaska 10 
Arizona 
Arkansas 
California 
Carolina del Norte 
Carolina del Sur 
Colorado 
Connecticut 
Dakota del Norte 
Dakota del Sur 
Delaware 
Florida 

Georgia 

Hawai 

Idaho 

Illinois 

Indiana 

Iowa 

Kansas 
Kentucky 
Louisiana 

Maine 

Maryland 
Massachusetts 
Michigan 
Minnesota 
Mississippi 
Missouri 
Montana 
Nebraska 
Nevada 

Nueva Hampshire 
Nueva Jersey 
Nueva York 
Nuevo México 
Ohio 

Oklahoma 
Oregon 
Pensilvania 
Rhode Island 
Tennessee 

Texas 

Utah 

Vermont 
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Virginia 

Virginia del Oeste 
Washington 
Wisconsin 
Wyoming 
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Nota: Un prestador de servicios dominante es el que suma más del 55% del gasto directo general estatal 
una función particular. A ! 
> cdo un prestador indica que no hay un prestador de servicios dominante, e ii 
Fuente: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State and Local Roles in 
System, p. A-88 (Washington, D. C., Government Printing Office, abril de 1982), p. 31. 
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los estados (27) los condados no son importantes prestadores de servicios E 


ni siquiera para una función. (Este hecho refleja indirectamente el Papel 
histórico de los condados como brazos administrativos o “avanzadas” del 
gobierno del estado.) : 

Las ciudades son prestadores de servicios dominantes para números 
considerables de funciones en casi todos los estados, y proveen el financia. 
miento dominante de cinco a diez funciones. Las localidades [townships] 
se muestran en marcado contraste; sólo desempeñan papeles funcionales 
importantes en Maine y en Vermont. La función única de los distritos esco. 
lares es evidente por su rol como importantes prestadores de servicios para 
una función (la educación) en treinta y siete estados. Los distritos especia. 
les desempeñan papeles importantes para una a tres funciones en casi la 
mitad de los estados. 

Tal vez la columna más notable del cuadro vm.2 sea la última; muestra el 
número de funciones (de un total de diecinueve) para las cuales hay más 
de un prestador de servicios. Es decir, ninguna jurisdicción gasta más de 
55% de los fondos en financiar un servicio particular. En muy pocos esta- 
dos sólo una, dos o tres funciones son desempeñadas por más de un pres- 
tador de servicios. Pero en la gran mayoría de los estados, de cuatro a nue- 
ve funciones incluyen múltiples prestadores de servicios. La cantidad de 
traslape funcional presente en la mayoría de los estados es obvia, revelado- 
ra y significativa, Estos rasgos muestran, además, la diversidad y compleji- 
dad de las RIG local-estatales. 

El cuadro v1.3 nos ofrece un adicional atisbo al tema de las asignaciones 
funcionales. Aquí, las diecinueve funciones analizadas en el cuadro vIn.2 se 
identifican con relación a los tipos de jurisdicciones estatales y locales. Las 
cifras que aparecen en el cuerpo del cuadro son el número de estados en 
que, por ejemplo, la educación es ofrecida por un prestador de servicios 
dominante. En treinta y siete estados el distrito escolar es el principal pro- 
veedor, y en diez estados los gastos educativos corren por cuenta de más de 
una entidad. (El gobierno estatal es, a menudo, el proveedor secundario 
de educación.) 

El cuadro VIL.3 nos ofrece cifras sucintas para juzgar en términos gene- 
rales el grado y tipo de énfasis funcional hecho por cada forma de gobierno 
local. Las ciudades son los prestadores de servicios dominantes en una ma- 
yoría de los estados para las funciones de policía, protección contra incen- 
dios, drenaje, otros aspectos de sanidad, aeropuertos y estacionamientos. 
Los distritos especiales son importantes actores en la vivienda y la renovación 
urbana en 21 estados, y en algunos desempeñan papeles notables en cues- 
tión de drenaje, aeropuertos y transporte por barcos. 

La provisión múltiple de servicios también se refleja en la última colum- 
na del cuadro vmL.3. Las siguientes funciones tienen más de un prestador 
de servicios en diez estados o más: educación, carreteras, hospitales, salubri- 
dad, policía (aplicación de la ley), drenaje, parques y recreación, renova- 
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CUADRO VIIL3. Prestador de servicios dominante local-estatales, por tipos 
de gobiemó y funciones (número de estados): 1977 
S E . Más 
Munici- Distritos Distritos de un 
Estado Condado pios  Townships escolares especiales prestador* 

















Educación 1 2 = = 37 = 10 
-- Carreteras 39 
Bienestar ES 
público 43 1 1 = — 7 , E 

Hospitales 24 4 = q on 2 
Salud 30 4 = de 
Policía — = 27 = = 
Protección contra 

incendios — = 48 = E E 7 A 
Drenaje =- 1 33 — E, 
Otros aspectos 

de sanidad — 1 44 2 an = 3 
Parques 

y recreación 3 1 24 — = 2 20 
Recursos _ z 

naturales 48 — + = = 
Vivienda/ 

renovación 3 = 16 — = E e 
Aeropuertos 6 9 26 = = 
Transporte 

por barco 16 3 20 1 == 6 1 
Estaciona- . 

mientos = — 47 a E 1 . 
Reclusorios 46 1 - = _ 3 a 
Bibliotecas 2 9 19 = — a 
Control general 7 1 544 
Edificios públicos 5 8 1 = az A 


Nota: Un prestador de servicios dominante es el que suma más de 55% del gasto general 
directo gubernamental, estatal y local, en una función particular, ; ; 

* Más de un prestador indica que no hay un prestador de servicios dote. SS 

FuentE: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State am Ñ en ol E 
the Federal System, p. A-88 (Washington, D. C., Government Printing Office, abril de 1982), p. 34. 


ción/vivienda y bibliotecas. Son evidentes la diversidad y grado de traslape, 
que se manifiestan también en la pauta de las relaciones local-estatales. 


La autoridad discrecional 


Los temas de autonomía y de centralización giran, cada uno, en términos 
de unos indicadores importantes y distintos, y sin embargo limitados, del 
carácter y el contenido de las relaciones local-estatales, El tema de la auto- 
nomía local descansa fuerte, si no es que exclusivamente, en relaciones ju- 
rídicas, especialmente las que están especificadas en estatutos de los estados 
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y decisiones de los tribunales. El tema de la centralización gira en torno de 
medidas basadas en finanzas, empleados y responsabilidades funcionales. 
Resultará útil extender este análisis de cuestiones de los límites local-esta- 
tales más allá de estos dos temas. Una primera extensión es el análisis de la 
discrecionalidad, como se la percibe localmente, que hacemos en esta sec- 
ción. En una sección ulterior examinaremos las interacciones y actitudes 
administrativas. 

Un reciente enfoque, innovador y excepcional, para evaluar la autoridad 
local discrecional en los cincuenta estados, fue una estrategia perceptual o 
basada en la opinión. Fue patrocinada por la ccrr en 1980 y dirigida por 
Joseph Zimmerman.71 Un cuestionario enviado por correo obtuvo las Opi- 
niones de bien enterados actores de las RIG en cada estado, sobre el grado 
de discrecionalidad de que disponían las ciudades y los condados en cuatro 
áreas de gobierno: estructura, funciones, finanzas y personal. Se pidió a los 
interrogados catalogar la discrecionalidad de las ciudades y condados en 
cada una de estas áreas, en una escala de cinco puntos en que 1 indicaba la 
mayor discrecionalidad, y-5 la menor. 

El cuadro vur.4 informa de los resultados de la encuesta para ciudades y 
condados de cada estado, para cada una de las cuatro áreas. Además, en lo 
alto de cada columna aparecen los porcentajes de toda la nación. Aquí, los 
comentarios sobre los datos van principalmente dirigidos a los porcentajes 
nacionales; acerca de estados específicos sólo se harán observaciones secun- 
darias, Recuérdese que cuanto más bajo es el número, más alto es el grado 
de discrecionalidad percibido, 

Primero, las finanzas muestran, constantemente, menos discrecionalidad 
para ciudades y condados cuando se les compara con las otras tres áreas. 
Sin duda, los gobiernos estatales parecen constreñir a las ciudades y los 
condados, sobre todo en asuntos financieros. Las limitaciones pueden ser 
sustantivas o procedimentales, implicar ingresos (impuesto) y/o gastos, u ori- 
ginarse en forma constitucional, estatutaria o administrativa. Pero las res- 
tricciones son considerablemente mayores para las finanzas que para el per- 
sonal, los programas funcionales o la estructura gubernamental. 

Segundo, la divergencia entre las finanzas y las otras tres áreas es mayor 
en las ciudades que en los condados.-La calificación para las finanzas en 
las ciudades supera 3,0, mientras que en las otras tres áreas la calificación 
es de cerca de 2.0. Para los condados, la calificación de discrecionalidad 
fiscal es de cerca de 3.7; otras dos áreas (estructura y funciones) tienen ca- 
lificaciones de cerca de 3.3. Sólo las actividades del personal del condado, 
donde la discrecionalidad del condado se considera la mayor, tienen una 
calificación inferior a 3.0 en promedio nacional. 

Los promedios condujeron a una tercera conclusión general. Los actores 
de las RIG consideran que las ciudades tienen considerablemente más au- 


71 Zimmerman, Measuring Local Discretionary Authority. 
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tonomía que los condados. Esto no debe sorprendernos, dados los orígenes 
de “distrito administrativo” de los condados y el foco del movimiento de re- 
forma autonomista, casi exclusivamente en las ciudades. q 

Desde luego, entre los estados hay variaciones dignas de notarse. Los 
tres estados en que, según informes, las ciudades tienen la mayor autono- 
mía (con base en un promedio combinado de las cuatro áreas) son Texas, 
Maine y Michigan. Se considera que las ciudades disponen de la mayor 
discrecionalidad en Nuevo México, Vermont e Idaho. El informe dice que 
los condados poseen la más grande discrecionalidad en Oregon, Alaska y 
Carolina del Norte, y la más limitada en Massachusetts, Missouri y Ver- 
mont, El análisis estadístico de estas calificaciones entre los estados no in- 
dica una asociación estadística marcada o clara por región, características 
económicas o medidas de centralización fiscal. 

Otros puntos concluyentes de este análisis de la ccr1 sobre la discrecio- 
nalidad local. 


1. El uso real de la autoridad discrecional no cumple poderes legales, es- 
pecialmente en el ámbito de la estructura gubernamental. “La facultad 
de redactar y de adoptar una cédula no es utilizada a menudo por go- 
biernos locales elegibles.”72 

2. Menos de la cuarta parte de los encuestados informó de un aumento, a 
lo largo del tiempo, de la disponibilidad y autorización de la autoridad 
discrecional local. 

3. Aunque veintisiete estados autorizaron a las ciudades o a los condados 
a remplazar algunos estatutos estatales, generales y especiales, sólo 
cerca de una tercera parte de los interrogados indicó que las ciudades 
o los condados hubiesen ejercido, en realidad, esa facultad de rem- 
plazo. 

4. Las prohibiciones que aparecen en las constituciones y los estatutos 
generales de cuarenta y un estados contra una legislación especial (de 
una sola unidad) se muestran generalmente ineficaces, Casi 60% de los 
que respondieron a la encuesta de la ccr1 indicó que las prohibiciones 
se evaden por medio de esquemas de clasificación, destinados a armo- 
nizar y a aplicar leyes a sólo uno o unos cuantos gobiernos locales. Por 
otra parte, cerca de un tercio de los encuestados indicó que a menudo 
solicitaban proyectos de ley especiales o locales que satisficieran las 
necesidades particulares de sus propias unidades locales, 

5. Por último, los encuestados identificaron un conjunto de factores que se 
combinan para reducir el ejercicio de la autoridad discrecional local. 
Los encuestados mencionaron cada uno de los varios factores que ac- 
túan para restringir la discrecionalidad local de la siguiente manera:73 


7 Ibid, p.7. 
73 Ibid, p. 8. 
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. 41%, legislación estatal 

. 27%, decisiones de tribunales estatales 

+ 18%, decisiones de tribunales federales 

» 54%, condiciones de transferencias federales 
. 30%, condiciones de transferencias estatales 
» 36%, límites de la deuda estatal 

e 35%, límites del impuesto estatal 


Obviamente, múltiples fuerzas actúan para producir una discrecionali- 
dad más limitada que amplia, en manos de los funcionarios locales. Entre 
ellas sobresalen las condiciones de la ayuda federal y estatal. La aplicación 
de estas condiciones ocurre por medio de procesos administrativos, y una 
vez más llama nuestra atención hacia los intercambios intergubernamen- 
tales entre administradores como un elemento importante de las RIG, 


ACCIONES Y ACTITUDES ADMINISTRATIVAS 


El enfoque predominantemente fiscal y jurídico de las relaciones local-es- 
tatales no debe oscurecer las variadas y extensas pautas de relaciones ad- 
ministrativas. Un estudio viejo, pero clásico de estas interacciones se publicó 
en 1928.74 Identificaba los diversos recursos administrativos de supervisión 
estatal aplicados a los gobiernos locales. La lista incluye informes, inspec- 
ción, consejo, asistencia técnica, transferencias, aprobación, revisión, órde- 
nes, ordenanzas, despidos, nombramientos y administración sustituta. La 
severidad progresiva de estas técnicas es obvia, aunque el autor las enu- 
mera “en orden ascendente de eficacia particular”.?5 

Una evaluación de estas técnicas se efectuó, en 1946, en una revisión de 
las relaciones local-estatales del Consejo de Gobiernos Estatales.76 El in- 
forme hacía notar que “no hay que confundir la eficiencia con el autorita- 
rismo, y la historia de la supervisión en los estados indica que la eficiencia 
cotidiana se logra por medio de recursos persuasivos y no por otros más 
rotundos”.77 El cuidado, la precaución y “tocar todas las bases” parece ser 
una regla tan frecuente en el gobierno estatal como en el gobierno nacional. 


Frecuencia de los contactos de los administradores 


Los cambios espectaculares e innovadores en las técnicas de administra- 
ción local-estatales parecen escasear en los tres o cuatro últimos decenios. 


74 Schuyler Wallace, State Administrative Supervision over Cities in the United States (Nueva 
York, Columbia University Press, 1928), 220 pp. 

75 Ibid, p. 29. 

76 Consejo de Gobiernos Estatales, State-Local Relations: Report of the Committee on State- 
Local Relations (Chicago, 1946), 228 pp. 

71 Ibid, p. 41, 
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Lo que sí parece haber ocurrido son unas aplicaciones más sofisticadas de 
los acercamientos administrativos ya existentes. Datos obtenidos de encues- 
tas o jefes de agencias estatales rios ofrecen indicaciones generales recientes 
de las relaciones administrativas y actitudes local-estatales.78 El cuadro 
vIn.s muestra datos recabados en tres encuestas a jefes de agencias admi- 
nistrativas sobre la frecuencia de sus contactos con diferentes funcionarios 
locales. Los porcentajes del cuadro parecen confirmar tres observaciones ge- 
nerales. Primero, la estabilidad de la frecuencia de los intercambios entre 
límites jurisdiccionales durante la década. Las variaciones son contactos 
distritales. Los nexos administrativos parecen constituir un núcleo estable 
de las relaciones local-estatales contemporáneas. 

En segundo lugar, es considerable, si no es que extensa y variada, la fre- 
cuencia total de las interacciones local-estatales. De veinte a treinta por cien- 
to de los administradores del estado tuvieron contacto cotidiano o semanal 
con funcionarios de ciudad o de condado. (Un subgrupo de cerca de 10% 
tuvo contacto cotidiano o semanal a la vez con funcionarios de ciudades y 
de condados.) La incidencia de contactos diarios o semanales con funcio- 
narios de las escuelas fue considerablemente menor, y por razones obvias. 


CUADRO VI.5, Contactos de administradores del estado con funcionarios 
de gobierno local: frecuencia de interacciones en 1974, 1978 y 1984 





Tipo de funcionarios locales contactados (%) 








Frecuencia 
de Ciudad Condado Distrito escolar 

contactos 1974 1978 1984 1974 1978 1984 1974 1978 1984 
Diario 8 7 4 8 7 5 4 4 4 
Semanal 20 20 18 21 21 19 8 7 6 
Mensual 18 24 20 20 24 24 13 14 12 
Menor que A > 

mensual 35 38 43 31 35 37 43 44 43 
Nunca 7 8 12 8 9 11 25 28 32 
No respondió 2 3 3 2 4 4 6 3 4 
Total 100 100 100 100 100 - 100 100 100 100 


(N =) (1581) (1393) (1121) (1581) (1393) (1121) (1581) (1 393) (1121) 





Fuente; Deil S. Wright, American State Administrators” Project, Institute for Research in 
Social Science, University of North Carolina at Chapel Hill, 1986, 


Esto nos conduce a una tercera observación acerca de los contactos lo- 
calestatales: varían por tipo de agencia y especialidad de programa. La 


78 La base de datos para el siguiente análisis de los contactos, actitudes y acciones de los ad- 
ministradores del estado se deriva de Deil S, Wright, American State Administrator's Project, 
Institute for Research in Social Science, University of North Carolina at Chapel Hill. Nuestro 
especial agradecimiento a la Earhart Foundation of Ann Arbor, Michigan, por su apoyo par- 
cial en recabar y analizar estos datos. 
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agencia o campo de la política del administrador del estado afecta la fre- 

_ Cuencia y la configuración de sus contactos locales. Por ejemplo: los direc- 
tores estatales de presupuesto y compras rara vez tienen contacto con fun- 
cionarios locales; los administradores de carreteras, salubridad y bienestar 
suelen tener intercambios extensos con funcionarios de condado y de ciu- 
dad. Los jefes de las agencias educativas estatales tienen, naturalmente, la 
interacción más frecuente e intensa con funcionarios de escuelas locales. 
En suma, existe un grado significativo de agrupamiento y especialización en 
las interacciones administrativas local-estatales. 

Se puede establecer un punto complementario, en relación con los co- 
mentarios anteriores, que no es evidente en las tabulaciones del cuadro 
VII.S. La encuesta de administradores estatales de 1984 obtuvo respuestas 
sobre quién iniciaba las interacciones local-estatales. Más explícitamente, 
se preguntó a jefes de agencia que tenían contactos locales si el intercam- 
bio ocurría porque ellos iniciaban el contacto, o si éste se iniciaba local- 
mente. Los resultados fueron informativos y reveladores en materia de re- 
laciones “equilibradas” local-estatales. Cerca de la mitad (49%) de los jefes 
de agencia indicó que ellos iniciaban 50% o más de los intercambios con 
funcionarios de ciudades. Sólo un poco menos de la mitad (47%) de los ad- 
ministradores estatales informó que ellos iniciaban 50% o más de los con- 
tactos con funcionarios de condado. En contraste —lo que no es de sorpren- 
der-— cerca de 60% de los administradores estatales que tenían contactos 
con funcionarios de escuelas locales informaron que ellos iniciaban la mi- 
tad o más de los intercambios local-estatales. 

Estos datos sobre contactos administrativos local-estatales permiten ha- 
cer unas inferencias notables, pero limitadas, acerca de las relaciones lo- 
cal-estatales. Por ejemplo, no ofrecen una base para sacar conclusiones acer- 
ca del contenido de los intercambios a través de límites jurisdiccionales, 
por ejemplo, el carácter y el contenido de los asuntos, o el grado de coope- 
ración y de conflicto. 


Las actitudes del administrador: asuntos local-estatales 


De los componentes de actitud y opinión que aparecen en las encuestas de 
administradores estatales podemos hacernos una idea de varias cuestiones 
que abarcan las relaciones local-estatales. En 1974 y en 1984, dos conjun- 
tos idénticos de declaraciones fueron presentados a los varios centenares 
de jefes de agencias que respondieron a cada encuesta por correo. Como las 
cuestiones financieras ocupan un lugar excepcional en las relaciones local- 
estatales, se empleó un grupo de cinco puntos. Además, mediante la inclu- 
sión de cinco declaraciones se pudieron sondear cuestiones de poder jurí- 
dico y autoridad y autonomía locales. Se pidió al encuestado expresar su 
grado de acuerdo o de desacuerdo (en una escala de cinco puntos) con ca- 
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da una de las declaraciones. Las declaraciones con los porcentajes que indi- 
can la proporción de los encuestados que estuvieron de acuerdo con cada 
punto aparecen en la siguiente lista. 


Declaración de asuntos local-estatales 
1974 1984 
(% de acuerdo) 





Financiero 
1. La ayuda financiera estatal a las unidades 

locales debe aumentar considerablemente 52 
2. El estado debe aportar un considerable 

alivio a los impuestos a la propiedad local 54 
3. Las unidades locales deben ser responsables 

de recaudar todos los fondos necesarios 

para mantener los servicios locales 22 31 
4. Debe darse más autoridad fiscal a las ciudades 35 40 
5, Debe darse más autoridad fiscal a los condados 33 38 


39 


32 


El poder estatal y la autonomía y autoridad locales 

1. Debe darse mayor autonomía a las unidades locales 57 55 

2. Se debe aumentar considerablemente la 
participación de los estados para encontrar 
soluciones a los problemas urbanos 

3. El estado debe fijar unas normas estrictas para el 
desempeño de los servicios de los gobiernos locales 54 46 

4. El estado debe ejercer más poder para 


76 61 


realinear los límites de las unidades locales 48 23 
5. El estado debe dar a las agencias de revisión 

de transferencias regionales más poder sobre las 

solicitudes de transferencias federales 76 61 





De las respuestas a las preguntas financieras surgen dos conclusiones. 
Primera: ha habido una considerable pérdida del apoyo de los administra- 
dores estatales a más ayuda fiscal o alivio a los gobiernos locales. Esta pér- 
dida de apoyo puede ser consecuencia de la continuada centralización 
fiscal a través de los estados. Con un aumentado apoyo financiero del esta- 
do, los administradores estatales acaso cambiaran de opinión en dirección 
de “ya se llegó bastante lejos”. Esto podría explicar que sólo 30-40% de los 
administradores apoyen más ayuda financiera estatal a las localidades a 
causa de que el gobierno del estado ya está apoyando adecuadamente a los 


gobiernos locales. 


A 
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Una confirmación adicional de esta explicación se deriva de una segun- 
da observación acerca de las respuestas. Parece haber un apoyo ligeramen- 


te mayor a lo que podríamos llamar “separación fiscal” local-estatal. Cerca * 


de un tercio o más de los administradores de los estados están de acuerdo 
con las tres últimas declaraciones fiscales, y en cada ejemplo los porcenta- 
jes son ligeramente superiores en 1984 a los de 1974. Tomado en conjunto, 
el contenido de los tres puntos sobre recabar ingresos locales implica que 
las unidades locales debieran ser más autosuficientes en materia fiscal. Sin 
embargo, es importante observar que esta actitud de “déjenla ir sola” hacia 
la política fiscal local sigue siendo una opinión minoritaria de 1984, co- 
mo lo fue en 1974, 

La inclinación hacia una separación fiscal se ve confirmada por respues- 
tas a otra cuestión fiscal local-estatal, sólo incluida en la encuesta de 1984, 
Tnterrogados acerca de pagar por actividades locales impuestas por el esta- 
do, dos tercios de los administradores estatales convinieron en que el estado 
debe ser responsable de pagar los costos de tales mandatos. 

Los puntos de actitud ante los poderes estatales y la autonomía y autori- 
dad locales presentan todo un conjunto de contrastes entre 1974 y 1984. 
Con excepción de las opiniones sobre mayor autonomía, los porcentajes que 
convinieron con cada punto son notablemente inferiores en 1984, en com- 
paración con 1974. El significado general de estos cambios de opinión no 
es claro; cada punto provocó respuestas que requieren de un comentario 
por separado. 

Por ejemplo: la mayoría de los jefes de agencias estatales continuó apo- 
yando una mayor participación del estado para resolver problemas urba- 
nos. Poco menos de la mitad (46%) de los administradores convinieron en 
que los gobiernos de los estados debieran fijar “normas estrictas” al desem- 
peño del gobierno local. No es fácil precisar el nivel de apoyo a esta opinión 
sustantiva y marcadamente intervencionista con el sentimiento mayori- 
tario que favorece la autonomía, a menos que se constituyan dos subcon- 
juntos separados de jefes de agencias. Éste no es el caso, pues cerca de un 
tercio de los interrogados convino con ambos puntos, al parecer opuestos. 

El apoyo a un papel más dinámico de los estados en cuestiones de lími- 
tes locales ha caído notablemente. También el apoyo al papel de las agen- 
cias de revisión regional en el proceso de transferencias federales. Hasta 
cierto grado, ambos puntos, así como el menor nivel de acuerdo que provo- 
can, embonan en el tema de autonomía y separatismo que es evidente en el 
grupo de puntos fiscales. Las cuestiones de límites locales deben ser trata- 
das localmente; los procesos de revisión de transferencias no se deben agru- 
par ni complicar introduciendo cada vez más a una entidad regional en 
esta actividad. 
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Supervisión de agencias administrativas 


Los breves esbozos de interacciones y actitudes administrativas en las rela- 
ciones jurisdiccionales local-estatales han tocado, selectivamente, la Super- 
ficie de una dimensión significativa pero compleja de las relaciones sobre 
límites del sistema político de los Estados Unidos: las relaciones local- 
estatales. Además, es una dimensión que parece ir cobrando mayor impor- 
tancia durante la fase contractiva de las RIG. Sin embargo, este análisis, de 
orientación administrativa, se ha basado exclusivamente en datos de nive- 
les individuales: las acciones (contactos) y las actitudes (opiniones) de jefes 
de agencias estatales. Para concluir este análisis informaremos de los datos de 
encuestas enfocadas en las responsabilidades de las agencias estatales. 

Al principio de esta sección mencionamos una lista de recursos de super- 
visión estatal, tomados de un estudio de 1928. Varios puntos de esa lista 
fueron incorporados a la encuesta de administradores de 1984. Se pregun- 
tó a los encuestados-si sus agencias tenían deberes de supervisión adminis- 
trativa que abarcaran a los gobiernos locales. Se informó de ocho respon- 
sabilidades local-estatales, junto con la proporción de agencias a las que se 
habían asignado deberes de supervisión local: 


Exigen informes 40% 
Efectúan inspecciones 36 
Ofrecen consejo 55 
Dan asistencia técnica 63 
Dan ayuda / transferencias 44 
Efectúan auditorías 29 
Requieren de previa aprobación 24 
Emiten órdenes 24 


El ámbito de la participación de agencias administrativas estatales én el 
gobierno local es vasto, y va desde informes e inspecciones hasta la previa 
aprobación y emisión de órdenes que cubran acciones locales. La profundi- 
dad de la participación del gobierno estatal en asuntos locales también se 
muestra claramente en los porcentajes mencionados. Más de un tercio de 
los encuestados informó que sus respectivas agencias tenían cierta respon- 
sabilidad de informar o de inspeccionar las actividades del gobierno local. 
Más de la mitad de las agencias daban consejo y asistencia técnica, y poco 
menos de la mitad ofrecía ayudas o transferencias financieras. 

Otros tres recursos más severos, u orientados hacia sanciones, son las 
auditorías, la previa aprobación y las órdenes. Estos más rigurosos recur- 
sos de supervisión fueron asignados a cerca de la cuarta parte de las agen- 
cias encuestadas. Estas tareas y proporciones inducen dos comentarios: pri- 
mero, son los más bajos entre los diversos de que se informó. Esto sugiere 
que en la arena administrativa predominan las técnicas positivas y coopera- 
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tivas sobre las sanciones negativas. Segundo, si los ocho recursos adminis- 


trativos se disponen en una secuencia de “severidad progresiva”, entonces 


nos aproximamos a una burda distribución normal, Es decir, las técnicas más 
severas y menos severas tienen el más bajo porcentaje; los recursos “inter. 
medios” (consejo, asistencia técnica, y transferencias y ayuda) son utiliza. 
dos por el mayor número de agencias. 


Agencias y comisiones del gobierno local 


Hay un specto de las relaciones administrativas local-estatales que merece 
un análisis profundo, pero aquí sólo podremos hacer una breve referencia 
a él. Es la existencia y el funcionamiento de agencias y comisiones estatales 
creadas con el propósito fundamental de tratar las relaciones local-estata- 
les. La creación de departamentos estatales de asuntos comunitarios (DAC) 
es algo relativamente nuevo, que data en gran parte de los años sesenta y 
setenta, y que se puede remitir al menos a cuatro factores: a) las activi- 
dades de reorganización del gobierno estatal; b) la creación del vpu en 1983, 
c) el crecimiento de la ayuda federal, y d) las demandas locales de planea- 
ción y ayuda técnica del estado.79 

Cada estado tiene cierto tipo de unidad administrativa que desempeña 
funciones tipo DAc; por ejemplo, mejorar la capacidad de planificación y 
administración local, ayudar en actividades de desarrollo de viviendas, eco- 
nómico y comunitario, Estos pAC van, en tamaño, de 25 a 500 personas o 
más. Cerca de la mitad son departamentos a nivel de gabinete; un tercio se 
encuentra situado en unidades subordinadas dentro de una agencia ma- 
yor, y el resto se encuentra en la oficina del gobernador.80 

Casi la mitad de los DAc tiene juntas o comisiones de asesoría, anexas. 
Las juntas ofrecen a los funcionarios locales una oportunidad de intervenir 
y de influir sobre los programas estatales que afectan al gobierno local. El 
grueso de estas juntas o grupos asesorés surgió durante los años setenta. 
Sin embargo, en un estudio de la ccrI, se observó que “la mayoría de las jun- 
tas no funcionan como auténticos foros intergubernamentales, porque sus 
miembros proceden exclusivamente de las filas de los funcionarios locales. 
Su influencia, característicamente, es débil, en gran parte porque las jun- 
tas carecen de personal y de recursos financieros independientes y, a me- 
nudo, quedan bajo la sombra de las asociaciones del gobierno lcca]”,81 


7 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State-Local Relations Bodies: 
State Acirs and Other Approaches (Washington, D. C., Government Printing Office, 1981), 67 pp. 
Para una descripción y análisis de las agencias de nivel estatal que tratan con gobiernos loca- 
les, basada en la experiencia de los sesenta, véase Gladys M. Kammerer, “A State Department 
of Local Affairs”, Civic Information Series núm. 47 (Public Administration Clearing Service, 
University of Florida, 1969), 14 pp. z 

80 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State-Local Relations Bodies, 
p. 40, 

81 Ibid. 
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Más recientemente se ha visto un moderado aumento del número y del 
alcance de las juntas o comisiones local-estatales más representativas, si- 
guiendo la pauta de la cckr a nivel nacional.82 Cerca de una cuarta parte de 
los estados tienen agencias de asesoramiento intergubernamental operati- 
vas y relativamente importantes, Un estudio de la CcrRI nacional enumera 
tales agencias como “mecanismos cooperativos” importantes de las RIG. El 
mismo estudio identificó cinco funciones básicas de estas comisiones.83 
Las unidades sirven como: : 


1. Foro de discusión y consulta entre formuladores de políticas estatales 
y locales. ¿ 

2. Agencia distribuidora de información sobre asuntos interguberna- 
mentales. 

3. Agencia de investigación con personal capacitado para desarrollar re- 
comendaciones basadas en investigaciones; 

4, Agencia de apoyo para promover sus recomendaciones. 

5, Agencia para dar asistencia técnica a agencias estatales y locales, en 
toda una vasta gama de áreas de programas. 


Si sigue aumentando la importancia de las relaciones local-estatales, 
estas comisiones podrán adquirir mayor significación en los estados en que 
existen. Y también podrán crearse otras nuevas en otros estados, Un re- 
ciente equipo especial de la CNLE sobre relaciones local-estatales (1986) 
recomendó que cada estado creara una comisión estatutaria sobre las re- 
laciones local-estatales, que la comisión tuviese una fuérte participación le- 
gislativa, y que tuviese un equipo de cuatro personas, con un presupuesto 
mínimo de 200000 dólares.34 Tan optimistas esperanzas deben ser mode- 
radas por un poco de realismo, En casi todos los gobiernos estatales existen, 
en grandes números, juntas y cornisiones. Por lo general, las propuestas de 
crear otras nuevas son recibidas con desconfianza y dudas, Las juntas exis- 
tentes, de tipo Cck1, deben confirmarse en forma ejemplar si se quiere que 
sigan existiendo y servir como precedentes para crear sus equivalentes en 
otros estados. . 

De estos datos agregados pueden desarrollarse dos proposiciones. Una, de 
ellas es que las relaciones administrativas son un extenso núcleo de activi- 
dades en torno de las cuales gira el grueso de las relaciones, através de los 
límites local-estatales. Una segunda hipótesis es que, cualquiera que sea el 
tamaño del “núcleo” administrativo, el contenido de los intercambios a 


82 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, State and Local Roles in the 


Federal System, pp. 191-193. : 


83 Ibid, p. 193. ] 

$4 Steven D. Gold, “ncsL State-Local Task Force; The First Year”, en Intergoveramental Per- 
spective 13 (invierno de 1987), pp. 11-13. Véase también “NcsL Task Force on State-Local 
Relations”, en siam Intergovernmental News 10 (otoño de 1986), pp. 1-2. 
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nivel individual y a nivel de agencias se orienta hacia los problemas. Esta 
orientación a los problemas es puesta en relieve por recursos de supervi- 
sión intermedios, que enfocan la atención en tareas, logros y soluciones, Tan-. 
to la cooperación como el conflicto están presentes en los esfuerzos de 
resolver problemas, y la mezcla de ambas puede tener o no tener influencia 
sobre el resultado de los intercambios local-estatales. Es necesaria una ma- 
yor investigación extensiva e intensiva para poner a prueba éstas y otras 
proposiciones acerca de las relaciones local-estatales. 


RESUMEN 





Los límites de una entidad política no son simplemente geográficos y jurf- 
dicos. El concepto de límite jurisdiccional, aquí sugerido, implica la auto- 
nomía y la discrecionalidad para tomar importantes decisiones públicas. Los 
gobiernos desempeñan funciones públicas, y en busca de estas actividades 
en un contexto de RIG, los gobiernos hacen sus reclamaciones en varios es- 
pacios de políticas. Uno de los aspectos más interesantes de las RIG desde 
los puntos de vista descriptivo y prescriptivo es cómo las entidades afirman 
y sostienen sus reclamaciones limítrofes cuando hay tantas reclamaciones 
de otras entidades en competencia. 

Las relaciones limítrofes estatalxnacionales van desde la acritud encona- 
da hasta convenios de común acuerdo. Las doctrinas de la precedencia han 
apoyado un ámbito creciente para los poderes nacionales, con la consecuen- 
te contracción de la autonomía estatal y local. Algunos afirman que el caso 
García confirma la muerte del federalismo. Otros consideran que los esta- 
dos tienen una eficaz influencia política estratégica para defender su inte- 
gridad jurisdiccional. 

La afirmación de reclamaciones estatales a tierras nacionales puede pa- 
recer una respuesta estratégica y política a la creciente influencia nacional. 
Sin embargo, hubo más retórica de RIG que realidad en la Rebelión del Sage- 
brush. Las presiones en favor de la privatización (venta) de tierras públicas 
confirmaron más el uso incongruente y problemático de argumentos pro 
estatales utilizados por los disidentes en las disputas por las tierras del 
Oeste. 

Los esfuerzos por reducir los conflictos y evitar las relaciones de suma 
cero en las RIG podrían aprender de los diversos medios empleados al mo- 
derar las relaciones indio-estatales. La creación de estructuras nuevas, la 
creciente comunicación, unas ejemplares acuerdos de cooperación y técni- 
cas de resolución de disputas (mediación) señalan los medios por los cua- 

les podrían resolverse los conflictos de fronteras, o mantenerse dentro de 
unos límites razonables, : 

La solución de muchos conflictos de fronteras en el sistema político de 
los Estados Unidos ha tenido que recurrir, frecuentemente, a los tribuna- 
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les. Pese al cambio de la legalidad del federalismo a la política de dinámica 
administrativa de las RIG, el recurso de acudir a los tribunales para resolver 
conflictos de límites no párece Haber disminuido. En realidad, parecen ha- 
ber aumentado la frecuencia, intensidad y el tema principal de los litigios. 
Recientemente se han hecho esfuerzos concertados por evitar los litigios en 
los tribunales. Pese a ciertos hechos alentadores, parece que los tribunales 
siguen siendo importantes jugadores institucionales en la resolución de 
conflictos en materia de RIG. Esto también parece aplicable a las relaciones 
Jocal-estatales así como estatal-nacionales. 

La jurisdicción, los límites y el “campo” son conceptos que tienen signifi- 
cación especial en las relaciones local-estatales. Todo análisis de este tema 
debe observar desde el principio tres rasgos importantes de las relaciones 
local-estatales. Son: 1) su variedad y variación entre los estados; 2) la signi- 
ficación de las relaciones legales básicas, y 3) la complejidad producida por 
el traslape de pautas políticas, fiscales y administrativas sobre el marco (o 
los marcos) jurídico(s) de las relaciones local-estatales. 

La Regla de Dillon ha sido la base jurídica histórica y predominante para 
definir las relaciones local-estatales. Las pautas fiscales, funcionales y de 
empleo de los tres últimos decenios documentan la creciente supremacía 
de las influencias de nivel estatal. Las fuerzas centralizadoras se manifies- 
tan en las relaciones local-estatales y las afectan diferencialmente, tanto 
entre los estados como dentro de un estado particular, a lo largo del tiempo. 
Hasta ahora no ha surgido ninguna teoría clara del cambio para explicar o 
predecir resultados contractivos o centralizadores. Sin embargo, pese a la 
aparición de la convergencia, subsiste una sustancial diversidad entre los 
estados, en el carácter y contenido de las relaciones local-estatales. 

A menudo se pasa por alto el papel de los administradores en las relacio- 
nes local-estatales. Los administradores estatales muestran un nivel con- 
sistente y considerable de conducta de intercambios entre límites jurisdic- 
cionales en su contacto con los funcionarios locales. La frecuencia de los 
contactos varía según el tipo de agencia estatal. La iniciativa de esos con- 
tactos se divide, casi en partes iguales, entre los funcionarios locales y los 
estatales. La frecuencia, variedad y sustancia de los contactos local-estata- 
les, de base administrativa, plantean una hipótesis digna de mayor estudio. 
¿Hasta qué punto los intercambios administrativos son la arena en que se 
definen, desarrollan, defienden e implementan importantes cuestiones de 
las políticas? 

Resulta tentador especular acerca de si los funcionarios administrativos 
son actores centrales, si no decisivos, al dar forma a los conflictos, la con- 
vergencia y los compromisos evidentes en la arena local-estatal. Cualquiera 
que sea su rol preciso, los administradores de nivel estatal expresan toda 
una gama de opiniones acerca de cuestiones local-estatales. Sobre asuntos 
financieros, una minoría importante, tal vez de un tercio, se inclina por la 
“separación” en las pautas fiscales local-estatales. Estas opiniones clara- 
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mente van en contra de las tendencias agregadas, que han avanzado hacia 
unas pautas fiscales convergentes y centralizadas. 


Las agencias administrativas estatales son responsables de toda una va 


riedad de tareas de supervisión al tratar con el gobierno local. Las tareas 
cubren toda una vasta gama: exigir informes de las localidades, y darles ór- 
denes, Una mayoría de las agencias estatales cae en la parte intermedia del 
continuum de supervisión, es decir, ofrecen consejo y dan asistencia técnica. 
Poco menos de la mitad aporta algún tipo de ayuda financiera a las locali- 
dades. 

Los gobiernos de los estados han empleado disposiciones organizativas 
muy diferentes al tratar cuestiones local-estatales. Cada estado tiene algún 
tipo de entidad cuya obligación asignada es tratar cuestiones localestata- 
les. Al menos la mitad de los estados han establecido una junta o comisión 
para hacer frente a cuestiones local-estatales. Sin embargo, sólo en una 
cuarta parte de los estados la junta adopta un papel activo, prominente y 
estatutario al enfrentarse a cuestiones local-estatales. El actual desempeño 
y el creciente uso de estas agencias de nivel estatal, tipo CCRI, puede ser 
indicador importante de las capacidades de intercambios entre límites ju- 
risdiccionales y sobreponerse a las dificultades del elemento local-estatal 
del sistema de RIG. 








boat iaa 


IX. EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: 
CUESTIONES DISTRIBUTIVAS Y DE DESARROLLO Y RIG 


EstE capítulo analiza un conjunto distintivo de políticas públicas tal como 
fueron formuladas y aplicadas en un contexto de RIG. Se han identificado va- 
rias características de este conjunto. Son políticas o programas que: 


+ dan subsidios para fomentar actividades privadas; 

* transmiten beneficios gubernamentales tangibles a individuos, grupos 
o empresas; 

* parecen producir sólo ganadores; nunca perdedores; 

+ están típicamente basadas en decisiones guiadas por consecuencias a 
corto plazo; 

+ incluyen un alto grado de cooperación y la transacción de favores polí- 
ticos mutuos /logtolling]; 

+ se caracterizan por poca notoriedad, y 

+ son bastante estables a través del tiempo. 


Las políticas públicas que muestran las características anteriores suelen 
llamarse, comúnmente, políticas distributivas ode desarrollo. Son aquéllas 
para las cuales los beneficios o resultados se concentran o se enfocan cla- 
ramente; sus costos están sumamente dispersos y son imperceptiblemente 
pequeños.! 

Desde luego existe un modo menos académico y más abiertamente “po- 
lítico” de describir las políticas distributivas. A menudo se les llama progra- 
mas de “pork-barrel”.* Este término despectivo capta el modo en que bene- 
ficios específicos, personales o geográficos, se confieren a personas o áreas 
en particular. El financiamiento de los beneficios es garantizado por impues- 
tos e ingresos generales. 

Ya hemos mencionado las políticas distributivas y su relación con las 
RIG. Por ejemplo: observamos el modo en que miembros estratégicamente 
colocados del Congreso pueden influir sobre el otorgamiento de transfe- 
rencias de renovación urbana y cómo las agencias administrativas sopesan 
en su toma de decisiones sobre las transferencias ciertas reglas que reflejan 
las configuraciones de influencia del Congreso. El estudio de Paul Peterson, 


1 Samuel H. Beer, “The Modernization of American Federalism”, en Publius: The Journal of 
Federalism 2 (otoño de 1973), pp. 49-96; Randall B. Ripley y Grace A. Franklin, Congress, the 
Bureaucracy, and Public Policy, 3a. ed. (Homewood, Hl., Dorsey Press, 1984), especialmente 
pp. 23-26 y 97-135. 

* Véase la nota en la p. 375. [N. del T.] 
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desarrollado en Brookings, también ofreció un análisis explícito de cómo s, 
aplican las políticas distributivas y de desarrollo.2 

Este capítulo se orienta, primero, hacia los orígenes y el contexto político 
del régimen distributivo. Con este enfoque volvemos, brevemente, a la na. 
turaleza de la política distributiva del siglo x1x, y a la luz de ese marco histó.- 
rico examinaremos recientes políticas de ayuda federal. Se presta particular 


e La política distributiva y la reciente política de ayuda federal 
Muy lejos están la política y.los políticos de 1830 a 1860 de los de 1960 a 
1980. Sin embargo, en ciertos aspectos específicos, las pautas distributivas 
sobresalen y son fácilmente notables en materia de RIG durante el pasado 
cuarto de siglo. Asimismo, hay una interrelación similar de la ausencia de 


atención al papel del Congreso en relación con la formulación e implementa => una predominante “filosofía pública” y el aumento de la gama y el alcance 
ción de las políticas distributivas. Una dimensión de la política pública en de las políticas distributivas. Beer sostiene, convincentemente, que los pro- 
torno de la cual giran las políticas y la política es el desarrollo económico, - + gramas y las políticas iniciados por Ji ohnson en los años sesenta, por ejemplo, 
Con esta amplia cuestión de la política pública como punto de apoyo, exa- no fueron una extensión de la filosofía del New Deal, de política y políticas 
minaremos cuatro asuntos específicos de las políticas. Por brevedad se les . redistributivas. En cambio, los programas de la Gran Sociedad brotaron de 
llama: 1) las metrópolis marciales; 2) los Estados Unidos como un área de- : una base tecnoctática (y hasta académica) y fueron aprobados e implemen- 
primida; 3) las políticas industriales estatales, y 4) el futbol político. En cada ; tados sin una guía política clara o firme: sin una “filosofía pública”. 

caso, el énfasis descriptivo e interpretativo se pone en los aspectos de RIG j El periodo transcurrido desde los años sesenta también ha sido política- 
de las políticas, ¡ mente distintivo en otros tres aspectos. Uno de ellos ha sido el declinar de 


los partidos políticos, no sólo en las coaliciones electorales, sino en las capa- 
: cidades de gobierno. En segundo lugar, junto con la decadencia de los par- 
i tidos ha venido el surgimiento de una política de un solo asunto o “molecu- 
lar”. En tercero, ha estado la “democratización” del Congreso, en que los 
esfuerzos empresariales no sólo son posibles, sino que son alentados y re- 
compensados, en especial con los votantes que retienen números sin pre- 
cedentes de políticos en sus antiguos cargos.? La convergencia de estas fuer- 


duración del federalismo estadunidense. El periodo que va de 1830 a 1860 zas y de otras ha contribuido a originar grandes cambios en los programas 


fue uno en que, según Beer, “la política de porl-barrel' desencadenó unas po- : de transferencias federales cuando se les analiza desde el punto de vista de 


derosas tendencias descentralizadoras, que amenazaron cón la desintegra- [+ Jas políticas distributivas. . 
| En 1978, la ccr1 emprendió un conjunto de estudios “para descubrir por 


ción; la política de pork-barrel' refleja la diversidad de intereses de un sistema : a B : 
segmentado, y alimenta estos diversos intereses añadiendo los recursos de- | quéycómo entró en el campo, por primera vez, el gobierno federal, cómo 
i han crecido los programas, y qué fuerzas y acontecimientos explican esta 


dicados a promoverlos”.3 Más adelante añade que “como forma predomi- : REO , A » : : 
nante, la política de pork-barrel' parecería centrífuga hasta el punto de sece- ¡ historia”. Estos estudios del “papel federal”, publicados en once considera- 
sión” 4 bles informes de investigación, eran extensos e intensivos. Sin embargo, 


' una conclusión central fue captada en el breve artículo del entonces direc- 
¡tor de la ccrL, Wayne Anderson. Su descripción y sus opiniones merecen 
citarse con cierta extensión: 


ORÍGENES Y CONTEXTO DE LAS POLÍTICAS DISTRIBUTIVAS 


Política distributiva del siglo xIx 





Samuel Beer examinó el papel de la política distributiva en la primera par- 
te del siglo x1x, periodo de pugnas regionales que fue decisivo para la ma- 


La política distributiva en este temprano periodo de la historia de la na- 
ción fue reveladora de la naturaleza fragmentada, fracturada y provinciana 
del sistema político (y de la sociedad en general). Fue esta fragmentación, 
así como la ausencia de una general “idea de la nación”, la que hizo impo- 


sible llegar a un compromiso sobre la esclavitud y otras cuestiones “nacio- i $ Samuel H. Beer, “In Search of a New Public Philosophy”, en The New American Political 
nales”. El resultado fue, como Beers llama a la Guerra Civil, “una de las System, Anthony King (comp.) (Washington, D..C., American Enterprise Institte, 1978), pp. 1- 
más graves fallas del sistema estadunidense de gobierno”. 5 30. Para un agudo análisis de la búsqueda de una filosofía pública para el gobierno de Reagan 

enlos años ochenta, véase Hugh Heclo, “Reaganism and the Search for a Public Philosophy”, en 
John L. Palmer (comp.), Perspectives on the Reagan Years (Washington, D. C., Urban Institute 
Press, 1986), pp. 31-63. 

7 Anthony King, (comp.), The New American Political System (Washington, D. C., American 
Enterprise Institute, 1978), 407 pp. 

8 Wayne F. Anderson, “Intergoveramental Aid: Relief or Intrusion?”, en National Civic Re- 
view 69 (marzo de 1980), p. 129. Ésta y las demás citas de esta fuente se reproducen con auto- 
rización, Para un resumen y una lista completa de estudios de la ccr1, véase Comisión Consul- 
tiva de Relaciones Intergubernamentales, ln Brief—The Federal Role in the Federal System: The 
Dynamics of Growth (Washington, D. C., 1980), 45 pp. 


2 Paul E. Peterson, “When Federalism Works”, en Comisión Consultiva de Relaciones Inter- 
gubernamentales, Emerging Issues in American Federalism: Papers Prepared for aciR's 25th An- 
niversary (Washington, D. C., 1985), pp: 13-25. Véase también Paul E. Peterson, Barry G. 
Rabe y Kenneth K. Wong, When Federalism Works (Washington, D. C., Brookings Institution, 
1986), 245 pp. Ñ 

A dd “The Modernization of American Federalism”, p. 61. 

id. 

5 Ibid, 
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Un descubrimiento sobresale, tan alto como el monumento a Washington: de to. retirar la nieve a jóvenes fugados 

dos los actores que contribuyen al rápido crecimiento de las funciones federales pagos a policías educación artística 

—el Presidente, los partidos políticos, la burocracia, los grupos de interés, los me- incapacitados ES protección contra incendios rurales 
dios informativos, los ciudadanos que votan en las elecciones— es el empresario desarrollo de carninos para * A 
del Congreso individual e hipersensible, y en las más de las veces es el respon- bicicletas 


sable. En contraste, no son los presidentes, ni los grupos de interés ni la buro- 
cracia los que han metido al gobierno federal en muchas áreas funcionales ente- 
ramente nuevas. Pero el Congreso, con sus veintenas de estrechos subcomités y 
cerca de 20000 empleados, ha estado muy activo forjando estrechos programas 
para electorados reducidos. Como si las preocupaciones nacionales relacionadas h 


Por si acaso esta lista no convenciera de su argumento, he aquí otra lista de 
programas que el Congreso ha considerado por mucho y que, en algunos casos, 
bien podría ponerse en vigor: 


con la defensa, la inflación, la energía, el sistema fiscal y el sistema de Seguro : seguro de vida grupal para detección de glaucoma 
Social no bastaran para ocupar sus horas, el Congreso también se muestra muy policías : seguridad en el campo 
dispuesto, y pasa demasiado tiempo actuando como consejero urbano y como ; abuso conyugal - zoológicos 
junta de supervisores de condado.? f educación para planificación familiar conversión de propiedad escolar 
| gastos de mantenimiento a otros usos 
Tras esta declaración inicial, Anderson ilustró su idea acerca del carácter | de bibliotecas etucación ca y Htca 
especializado, estrecho y “local” de varios programas de ayuda aplicados : eiii y mantenimiento de Ness del profesorado 
i rboles exceden! 


por el Congreso, o que estaban en plena consideración. Pidió a los lectores : io ió 

Plantear tres tipos de preguntas acerca de los programas de ayuda (enume- ! decires ia E don úblicas 

rados más abajo): ¿Qué poderoso interés nacional justifica cada programa ¡ ontrol de mosquitos A ostracción de cárceles dl 

de ayuda federal? Puesto que muchos programas de ayuda federal asignan i : Ñ 

sólo un millón de dólares o menos a cada estado, ¿justifican los resultados | 

de los programas que se continúe con tan pequeñas cantidades? La capaci- | 

dad fiscal y la voluntad política de financiar a estos programas, ¿existen en ¡ 
| 
1 


E El Congreso y la ayuda federal 
los niveles estatales y locales? Sigue diciendo Anderson:10 Ñ 


y , . ] " '-. Los efectos de distribución y desarrollo de las políticas de ayuda federal han 
Al mismo tiempo que sé están haciendo estas preguntas, nótese cómo nos vienen movido a ciertos miembros del Congreso a expresar una gran afinidad por 
a la mente justificaciones de un papel federal, particularmente si nuestra filoso- | ciertos programas de transferencias específicas. Esta preferencia se ve refor- 


fía política dice que el poder federal debe emplearse 1 i ¡ 
2d x para alcanzar cualquier instituci i Anita S. Harbert. 
buen propósito, y si consideramos que el gobierno estatal y local es insensible a A is 


las necesidades humanas y son plazas de “formidable inmovilismo”, como las lla- 


mó el politólogo Roscoe Martin. Esa lista de los programas existentes reza: El Congreso se ha aficionado mucho a la idea de las transferencias. Este en- 


tusiasmo es, en parte, respuesta a una crisis fiscal local-estatal y la consiguiente 
necesidad de ingresos, pero también refleja una presión de las agencias federales, 


seguridad escol. i i z . 
dnrdtazita bass ena de parques urbanos de especialistas funcionales que entran y salen del gobierno, y de grupos espe- 
reparación de baches ola tura a Td ciales de interés, todos los cuales han comprendido que es posible lograr acción 

1 del rui remplazo y rehabilitación de puentes en todos los estados aplicando una palanca en un solo punto de presión: el 
control del ruido control de ratas Congreso 

reparación para el u i ió ñ a A . A S 
el ES étrico ” so de sistema eS E niños superdotados Así, tanto los grupos de interés como los congresistas son grandes defensores 
incendios premeditados O ¡cohol Pe del actual sistema de transferencias. Aunque conscientes de las fallas del sistema 
blermiento de naa ea y reparación . actual, y a menudo críticos enérgicos contra él, los congresistas, especialmente 
puestos ambulantes de comida a Le RA todel 8 e slds los que están en comités importantes, gustan de los programas de transferencias 
ratamiento de la basura sólida i “é it 
. Primera: estos programas constituyen res- 

control de aguamalas ayuda 'a Tatstos específicas, al menos por dos razones. Pri programa: y 


puestas a la perenne preginta: “¿Qué ha hecho usted por mí últimamente?” Se- 
gunda: estos programas están hechos a la medida para atender los requisitos o 
exigencias de algún grupo clave de votantes, y los congresistas sin duda pueden 


9 And > dsd 7 > 
lerson, “Intergovernmental Aid”, pp. 129-130, decir que el programa resultante es “de mí para usted”. 


10 Ibid,, p. 130. 


A 
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Podemos suponer que a los congresistas también les gustan las transferencias 
porque les ofrecen la oportunidad de participar en la administración, y así obte. 
ner trato especial o al menos la apariencia de éste entre los votantes, entre quienes. 
los administradores de las agencias estatales y locales, así como de las agencias 
federales, a veces destacan en forma prominente.!! 


Por este análisis histórico, o más contemporáneo, debe quedar en claro 
que las políticas distributivas encuentran apoyo y se expresan en forma im- 
portante en el Congreso. La forma particular que toman será el tema de las 
secciones restantes de este capítulo. 

Sin embargo, antes de dedicarnos a los análisis de los programas distri- 
butivos, es importante describir en forma apropiada el papel y la influencia 
del Congreso en el origen, la promulgación, la implementación y la evalua- 
ción de estos programas. Hay que establecer dos puntos generales. El pri- 
mero atañe a la primacía del Congreso en la formulación y promulgación 
de las políticas, El segundo implica el papel contingente del Congreso en la 
implementación y evaluación. 

Hace más de un cuarto de siglo, la Comisión Consultiva de Relaciones In- 
tergubernamentales, nombrada por Eisenhower, hizo un estudio del sistema 
federal y llegó a esta conclusión: 


Hoy, las cuestiones cruciales son cuestiones de las políticas; ¿Qué nivel debe mo- 
verse? ¿O deben hacerlo ambos? ¿O ninguno de los dos? ¿Cuáles son las divisio- 
nes de trabajo y responsabilidad prudentes y apropiadas entre ellos? Éstas son 
preguntas de apreciación legislativa, y los criterios son principalmente políticos, 
económicos y administrativos [las cursivas son nuestras].12 


El presidente Eisenhower trató de iniciar el proceso de separar las rela- 
ciones estatal-nacionales por medio del mecanismo del Comité Conjunto 
de Acción Estatal-Federal. Hemos notado antes (en el capítulo 111) que este 
esfuerzo fracasó, en parte por los efectos diferenciales de las transferencias 
y los ingresos sobre los estados. También debemos subrayar que el propó- 
sito de desembrollar el sistema fue “fulminado” por el Congreso. No sería 
muy erróneo decir que la política distributiva triunfó, bloqueando esta tem- 
prana propuesta de “dar marcha atrás”. 

La posición preeminente y central del Congreso es clara en la formula- 
ción y promulgación de las políticas. Menos clara es en las etapas de imple- 


11 Anita S. Harbert, Federal Grants-In-Aid: Maximizing Benefits to the States (Nueva York, 
Praeger, 1976), pp. 12-13. Reproducido con autorización. El interés del Congreso en las trans- 
ferencias puede rebasar los límites de la propiedad o la legalidad, Véase, por-ejemplo, una 
descripción del congresista Daniel Flood (D. Pa.) en “Dapper Dan's Toughest Scene - The Pea- 
cock Congressman is Accused of Selling Influence”, en Time, 20 de febrero de 1978, Véase tam- 
pa Project Improperly Got $1.5 Million Gain”, en Washington Post, 12 de febrero 

e ha. 

12 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Reports to the President for 

Transmittal to the Congress (Washington, D. C., 1955), p. 33. 
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mentación y evaluación de las políticas. Pese a la iniciativa del Congreso, a 
su carácter protector y posesivo respecto a los programas de ayuda distri- 
butiva, es importante que'evitémos al menos dos inferencias demasiado 
fáciles. Una de ellas es que el Congreso controla los programas de transfe- 
rencias; no es así. Una segunda es que los propósitos, mandados por el Con- 
greso, especificados en los programas de transferencias aseguran el dominio 
nacional sobre los funcionarios de nivel estatal; no es así. Los análisis han 
mostrado que estas dos inferencias están bastante lejos de la realidad. En 
cambio, el control del Congreso y el dominio nacional deben considerarse 
algo problemático, que varía de acuerdo con las diferencias presentes entre 
otras varias fuerzas políticas y administrativas. il 

Primero, los programas de transferencias responden a, e incluso crean, elec- 
torados estatales y locales favorecidos por las transferencias. A estos grupos 
creados por las transferencias se les ha llamado “grupos de interés atribui- 
do”.13 Los clientes recién descubiertos suelen ser cultivados, no dominados, 
por funcionarios del Congreso y administrativos. En segundo lugar, los fun- 
cionarios nacionales rara vez se encuentran en posición de ejercer el medio 
más práctico de dominio administrativo: el poder de despedir a funcionarios 
estatales y locales que se muestren opuestos o recalcitrantes, sean nombra- 
dos o electos. En tercer lugar, es probable que las conexiones y los senti- 
mientos del Congreso sean marcadamente prolocales en muchas o en la ma- 
yor parte de las disputas de lo nacional contra lo local-estatal. En cuarto 
lugar, los administradores nacionales de programas de transferencias se 
apoyan en uno o en más subconjuntos de funcionarios estatales o locales 
(y los grupos que los apoyan) para aplicar los programas de transferencias. 
Disputas más intensas sobre políticas y prácticas de ayuda, suele decirse 
con frecuencia y con verdad, ocurren entre los expertos profesionales de 
programas y los políticos y generalizadores al mismo nivel, y no entre fun- 
cionarios que operen en diferentes planos gubernamentales. (Ésta es sim- 
plemente la repetición de una importante tensión horizontal, descrita ya 
por la metáfora del “cercado”.) 

Las dificultades prácticas del dominio nacional, con o sin un fuerte apo- 
yo del Congreso, han sido bien descritas y bien documentadas en una serie 
de estudios metropolitano-locales efectuados por Donald Rosenthal, Las rea- 
lidades de los límites al poder nacional no sólo son las opiniones de Rosen- 
thal, sino también las percepciones y los reconocimientos de los propios 
participantes. 


De este modo, las relaciones intergubernamentales en los Estados Unidos se efec- 
túan con el conocimiento de que el ladrido del gobierno federal es peor que su 
mordedura. Como reconoció recientemente un funcionario de Washington en una 
entrevista, las acciones para exigir el cumplimiento local de las normatividades 


13 Guy C. Colarulli y Bruce F. Berg, “Federal Legislation and Interest Formation: The Case 
of Imputed Interest Groups”, en Policy Studies Review 3 (agosto de 1983), pp. 13-20. 
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sólo pueden tocar los peores casos; de ordinario, las reglas federales no funcio- 
nan si la mayoría de las localidades no participa. Por consiguiente, los pocos. 
ejemplos en que probablemente las agencias federales intervendrán con fuerza, 
probablemente serán tan extremos que vayan mucho más allá de la gama normal 
de las conductas locales, Se les puede considerar ejemplares, pero se les debe 
usar con cautela, como indicadores de cómo funciona el sistema federal. Y como 
lo notó ese informante, “los gobiernos locales tienen que ser estúpidos, o vícti- 
mas de consejos jurídicos verdaderamente ineptos, para que se les nieguen fon- 
dos bajo la mayoría de los programas”, 14 


La laxitud, veguedad, imprecisión y hasta descuidada implementación 
de los programas de ayuda distributiva puede ser uno de los rasgos más dis- 
tintivos de la política de las rIG en los Estados Unidos. 


POLÍTICAS DE DESARROLLO ECONÓMICO Y RIG 


El concepto de desarrollo económico es tan vasto y ambiguo que normal- 
mente puede obtener apoyo y aceptación en la mayoría, si no es que en to- 
dos los sectores de una comunidad local, un gobierno estatal o una nación. 
Sobre todo en años recientes en los Estados Unidos, la competencia in- 
ternacional y los déficit comerciales han hecho del “desarrollo económico” 
un lema que puede competir con la maternidad, el pastel de manzana y la 
bandera como símbolos favorables. Constituye una aspiración ardiente y 
una política explícita en casi todas las localidades. A nivel estatal, el desarro- 
llo económico —a veces llamado “política industrial” — es tema de viva ex- 
ploración, extensa actividad y cierta controversia sobre sus medios, si no 
sobre sus fines.15 Estas políticas de desarrollo local y estatal, ya sea bajo ac- 
tivo debate o agresiva implementación, adoptan muchas formas y distintas 
estrategias, En esta sección describimos y evaluamos una muestra de las es- 
trategias, en los niveles local y estatal. El tema común que corre por todos 
los ejemplos es la importancia de movilizar y manipular los nexos intergu- 
bernamentales. Estas conexiones de RIG varían, desde redes nacional-loca- 


14 Donald B, Rosenthal, Sticking Poínts and Plays in Federal-Local Relations (Filadelfia, Cen- 
ter for the Study of Federalism, Temple University, 1979), pp. 6-7. 

15 El término política industrial es evitado por algunos y considerado discutible por otros, 
Un término más aceptable y actual es competitividad, por el cual funcionarios estatales así 
como nacionales reconocen implícitamente la naturaleza internacional de la competencia de 
desarrollo económico a que se enfrentan. Para opiniones contrastantes sobre estrategias 
económicas de los estados, véase Eugene Carlson, “Are Midwest States Stuck in an Economic 
Long Wave?”, en Wall Street Journal, 18 de noviembre de 1986, p. 35; Steven P. Galante, “States 
Cultivating Seed Funds to Spur Early Stage Ventures”, en Wall Street Journal, 12 de enero de 
1987, p. 25, Para una evaluación crítica de varios aspectos institucionales e intergubernamen- 
tales de la política industrial, véase Gary D. Brewer, “industrial Policy: Disinvestment, 
Retrenchment, and the Evolving Role of Public and Private Institutions”, en The Costs of Feder- 
alism, ed. Robert T. Golembiewski y Aaron Wildavsky (comps.) (New Brunswick, N. J,, Trans- 
action Books, 1984), pp. 205-235, 
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les y nacional-estatales, hasta nexos local-estatales, interlocales e internacio- 
nal-estatales. Ñ 
Las metrópolis marciales: el gobierno local 
y la Marina de los Estados Unidos 


El desarrollo de relaciones directas local-nacionales suele asociarse al New 
Deal. Mark Gelfand, historiador urbano, dice que el New Deal marcó una 
nueva época en la historia urbana del país; las ciudades, olvidadas por la 
Constitución e ignoradas en siglo y medio de legislación nacional, finalmente 
obtuvieron de Washington cierto reconocimiento”.16 En un informe de la 
ccrI se observa que durante los años treinta “se forjaron nuevos nexos entre 
Washington, D, C., y los ayuntamientos; y se aclaró la base local para la cre- 
ciente asociación intergubernamental”.17 En otra parte, Roscoe Martin dijo 
que el New Deal era una “falla geológica” en el desarrollo de relaciones 
local-nacionales, y en 1938 Jane Perry Clark dijo que la expansión de las 
transferencias en general y del financiamiento directo para las ciudades era 
“el surgimiento de un nuevo federalismo”.18 

“Sin embargo, antes de los años treinta no fueron desconocidos los contac- 
tos directos entre la ciudad y la nación. Otros historiadores urbanos nos 
ofrecen ciertos atisbos de las asociaciones yrbano-nacionales, bien estableci- 
das, pero largo tiempo olvidadas, desde 1920 y antes. Estas investigaciones y 
estos escritos, cuyo pionero fue Roger Lotchin, suelen llamarse, variadamen- 
te, “la metrópoli marcial”, “la ciudad y la espada”, y “el complejo militar- 
municipal”.19 Estos términos tratan de transmitir la alianza entre ciudades y 
sus instalaciones militares asociadas y/o próximas. Unos cuantos pasajes de 
uno de los artículos de Lotchin establecerán los puntos esenciales: 


El matrimonio de la ciudad y la espada en California fue algo voluntario; y, que 
sepa este historiador, ninguna ciudad vetó la posibilidad de añadir los considera- 
bles recursos del estado nacional centralizado al proceso de urbanización en su 
propia área. 

Fue además una alianza muy seminal que contribuyó a la alteración de las 
estructuras gubernamentales del país, favoreciendo la reorientación hacia el Oes- 


16 Mark 1. Gelfand, A Nation of Cities: The Federal Government and Urban America; 1933- 
1965 (Nueva York, Oxford University Press, 1975), p. 222. Ñ . 

17 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Categorical Grants: Their Role 

nd Desi; lashington, D. C., 1978), p. 17 

E 18 Amaia Vs Cities and the OS System (Nueva York, Atherton Press, 1965), p. 111; Jane 
Perry Clark, The Rise of a New Federalism: Federal-State Cooperation in the United States (Nue- 
va York, Columbia University Press, 1938), 347 pp. Ñ A 

19 Roger W. Lotchin, “The Metropolitan-Military Complex in Comparative Perspective: San 
Francisco, Los Angeles and San Diego, 1919-1941”, en Journal of ¡ the West 18 (otoño de 1979), 
pp. 19-30; Roger W. Lotchin, “The City and the Sword in Metropolitan California, 1919-1941 ñ 
en Urbanism-Past and Present 7 (verano-otoño de 1982), pp. 1-16; Roger W. Lotchin, “Fhe City 
and the Sword: San Francisco and the Rise of the Metropolitan-Military Complex, 1919- 
1941”, en Journal of American History 65 (marzo de 1979), pp. 996-1020; Roger W. Lotchim, 
The Martial Metropolis” U. S. Cities in War and Peace (Nueva York, Praeger, 1984), 242 pp. 
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te de la cultura norteamericana y ayudando a legitimar a los militares en la socie- 
dad norteamericana. Aunque la asociación urbano-federal suele atribuirse al pe- 
riodo del New Deal y a impulsos civiles y reformistas, se remonta al menos a la 
Época Progresiva, y tiene raíces tanto militares como civiles,20 


El estudio hecho por Lotchin sobre San Diego y su cortejo por la Marina 
de los Estados Unidos revela el éxito de esa ciudad durante los años veinte 
A comienzos de los treinta, una tercera parte del empleo total del área de- 
pendía de la Marina, s 

Tal vez el punto teórico más importante que surge de esta bibliografía es 
la importancia de considerar a la ciudad como variable independiente. Se- 
gún este enfoque, las ciudades son entidades más que maleables, moldea- 
das como plastilina por los gobiernos estatales o el nacional. Las ciudades 
según esta idea, tienen cierta medida de influencia sobre su destino; muchas 
municipalidades y zonas urbanas han ejercido una considerable influencia 
sobre sus futuros, en especial durante la expansión de actividades militares 
de tiempos de paz, desde la segunda Guerra Mundial. Sin embargo, los pre- 
cedentes y experiencias de aprendizaje de esta habilidad de la empresa ur- 
bana fueron desarrollados, por vez primera, durante el periodo transcurri- 
do entre 1890 y 1940. 

El complejo militar-municipal probablemente alcanzó su cúspide en Char- 
leston, Carolina del Sur. El congresista L. Mendel Rivers fue elegido a la Cá- 
mara de Representantes en 1940, y sirvió continuamente en el Comité de 
Servicios Armados, hasta su muerte, ocurrida en 1970, Durante esas tres 
décadas se arrogó el crédito, con el lema “Rivers Delivers”,* de la asignación 
de una docena de grandes instalaciones militares en el distrito del Congreso 
que rodea a Charleston. Esta área, escribió un observador, era “uno de los 
parches más elaboradamente fortificados de la geografía en toda la na- 

ción”.21 Uno de sus colegas importantes, Carl Vinson, una vez reprendió a 
Rivers acerca de las instalaciones militares de su distrito: “¡Usted mete todo 
en su distrito, Mendel, y se va a hundir!” A esta broma respondió Rivers, se- 
gún dicen, que haría que “el gobierno federal pusiera pilotes para reforzar 
toda el área”.22 

El complejo militar-metropolitano está lejos de ser, empero, un rasgo del 
pasado. El reciente y espectacular aumento de gastos militares ha creado 
todo un nuevo “juego de pelota” para las zonas urbanas que buscan des- 
arrollo económico. Uno de los aspectos más fascinantes de esta expansión 
incluye a la Armada de los Estados Unidos y su política, anunciada en 1981, 


« A E 
de “bases estratégicas”. Se pueden resumir brevemente las circunstancias y 
la política.23 


29 Lotchin, “The City and the Sword in Metropolitan California”, p. 2. 
* "Rivers entrega.” [N. del T.] * ] 

21 Lotchin, The Martial Metropolis, p. 22. 

2 Ibid. 


23 Este análisis depende en parte de Daniel Law, “Strategic Homeporting and the U. S. 
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La Armada añadirá más de 100 navíos en unos diez grupos de batalla a 
su flota de 500 naves. Cerca de 300 barcos se encuentran actualmente en sus 
bases (de origen) de Norfolk (130), Charleston (70) y San Diego (100). El 
resto se encuentra disperso entre otros varios puertos. La expansión de la 
flota (de 20%) hizo surgir la obvia pregunta de dónde llevar a puerto a los 
nuevos grupos de combate. La Armada, encabezada por el secretario J: okn 
F. Lehman, arguyó enérgicamente en favor de la dispersión o “puertos es- 
tratégicos”. - 

Dos principios justificaban esta política. El primero era la dispersión for- 
zosa para aumentar la capacidad de supervivencia y respuesta de las naves 
en caso de agresión nuclear o de otro tipo. Cada vez más, el número de 
puertos de origen atendería al consejo de “No poner todos los huevos en 
una sola cesta”. La segunda norma que guió la dispersión de los barcos 
tendía a estimular el crecimiento de las instalaciones industriales maríti- 
mas de la nación. Los nuevos puertos de origen serían estimulados a crear 
y a extender industriás de apoyo dedicadas al mantenimiento de navíos y a 
operaciones de reacondicionamiento, y a entrenar y reclutar a personas 
capacitadas. Probablemente esto engendraría más competencia y posible- 
mente reduciría los costos de construcción y mantenimiento de navíos. 

Otros factores participaban en la política de la Armada, como mantener 
la integridad de los grupos de combate en la misma zona portuaria, colo- 
car grupos de combate en lugares cercanos a las regiones.de potencial con- 
flicto, y evitar la sobrecarga de capacidades logísticas en los puertos locales 
ya existentes. Los adversarios de esta política decían que casi todas las razo- 
nes, si no todas, de los nuevos puertos locales, oscurecían la razón princi- 
pal del plan: la política del “pork barrel”. “Distribuir la riqueza” entre varios 
distritos del Congreso obtendría mayor apoyo en éste. Lehman dijo que esta 
acusación era “disparatada”. 

Sin embargo, el enfoque de toma de decisiones de la Armada sobre qué 
puertos seleccionar era una interesante mezcla de subasta pública y nego- 
ciación de las RIC. La Armada envió propuestas a un gran número de ciu- 
dades, especificando la naturaleza, el alcance y los costos estimados de la 
inversión en puertos. Preguntó a cada ciudad interesada o zona urbana: 
“¿Qué pueden hacer ustedes por nosotros?” La respuesta estatal-local fue 
sorprendente, si ho es que abrumadora, 

El Washington Post describió la situación diciendo que era “cortejar a la 
Armada a lo largo de la costa del Golfo: las ciudades están compitiendo por 
un puerto para acorazados”.24 La competencia incluía a Corpus Christi, 


Navy: National-Local Relations in Corpus Christi, Texas” (documento preparado para Politi- 
cal Science 238, Intergovernmental Relations, primavera de 1986, Universidad de Carolina 
del Norte, en Chapel Hill), 18 pp. A 

24 Paul Taylor, “Courting the Navy along the Gulf Coast”, en Washington Post National Week- 
ly Edition, 24 de junio de 1985, p. 20. Véase tainbién Michael Weisskopf, “A Ship in Every 
Port, a Vote in Every Committee”, en Washington Post National Weekly Edition, 2 de septiem- 
bre de 1985, p. 12. 
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Houston-Galveston, Lake Charles, Mobile, Pascagoula (Mississippi) y Pen. 


sacola, Las áreas respondieron “en una frenética guerra de “pujas”, y los equi-: 


pos de evaluación de la Armada que visitaban cada ciudad” eran recibid 

como si fuesen héroes de guerra.25 Edwin Edwards, gobernador de Lois 
na, se comprometió a “gastar lo que se necesite” para llevar la Armada a 
Lake Charles, incluyendo un paquete de efectivo y de tierras valuado en vein 
te millones de dólares. Florida y Pensacola, en conjunto, prometieron - 
gar todos los costos de dragado del puerto, y tanto Alabama como Misco. 
sippi hicieron ofertas que incluían carreteras, tierras y otros incentivos, Pero 
fue Corpus Christi la ciudad que pareció recorrer “todas las nueve yardas” * 

Cuando la Cámara de Comercio de Corpus Christi recibió la propuesta 
inicial de la Armada, inmediatamente organizó una gran fuerza de trabajo 
del sector privado, de jefes de la comunidad y los negocios locales, Los ea 
influyentes de sus miembros eran el presidente de una compañía local de 
seguros; el presidente de la Cámara de Comercio, hombre muy activo y con 
influencias políticas, y un retirado contralmirante de la Marina. La fuerza 
de trabajo, con el apoyo de la comunidad local de negocios, reunió todo el 
dinero necesario para un detallado estudio técnico y de ingeniería. Tam- 
bién encabezó el esfuerzo de relaciones públicas y redactó la propuesta for- 
mal de la ciudad. 

Los esfuerzos de la ciudad fueron apoyados por la cooperación de los go- 
biernos del condado y del estado. Los votantes del condado de Nueces (que 
rodea Corpus Christi) mostraron notable fe y compromiso con el proyecto 
portuario. Aprobaron, por un margen de 3 a 1, la emisión de bonos por 25 
millones de dólares, que se emplearían para los costos de construcción de 
la base, El estado canalizó 25 millones de dólares a través de la autoridad 
del puerto de Corpus Christi, para comprar las tierras necesarias para la 
nueva base. Además, el estado comprometió 118 millones de dólares en fon- 
dos estatales para construcción y mejora de carreteras, cuatro millones de 
dólares para parques, y el gobernador comprometió a las agencias admi- 
nistrativas del estado a hacer lo que fuese necesario para ayudar a llevar la 
Armada al sur de Texas. Todos los funcionarios gubernamentales locales y 
del estado de Texas estaban en favor de tener un puerto de amarre y fueron 
elocuentes abogados de la causa en Washington, D. C., y en todo el estado 
A nivel local, más de 200 personas y negocios pequeños de Corpus Christi hi 
cieron considerables aportaciones financieras al proyecto, y más de 18000 
tejanos del sur firmaron una invitación en toda forma dirigida a la Arma- 
da, invitándola a tener un puerto en el área. 

Esta ardua labor dio buenos resultados: en la primavera de 1986 la Arma- 
da escogió Corpus Christi como uno de sus cuatro nuevos puertos impor- 
tantes. (Los otros eran Nueva York, San Francisco y Everett, Washington.) 


O (a! the Navy along the Gulf Coast”. 
's probable que la expresión aluda al futbol ameri ió 
que utilice nueve palos transversales. [N. del T.] ep e 
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Las ciudades de Galveston, Houston, Pascagoula, Lake Charles, Mobil y 
Pensacola, en la costa'del Golfo, recibieron premios de consolación: peque- 
ñas instalaciones para nos cúantos barcos. La fuerza de trabajo de Cor- 
pus Christi se desbandó poco después de ser anunciada la decisión de la 
Armada. La puesta en vigor del proyecto se dejó en manos de la autoridad 
portuaria de Corpus Christi. 

La fuerza de trabajo y la autoridad portuaria hicieron estimaciones de 


los efectos económicos, a corto y a largo plazo, de la decisión de la Arma- 


da. Se esperaba que la primera fase (construcción) produjese impactos, a 
corto plazo, de 40 millones de dólares anuales, de 1987 a 1991, con base en 
la estimación de 3700 nuevos empleos en el área, por causa de la cons- 
trucción y trabajos conexos. Las operaciones a largo plazo prometían be- 
neficios aún mayores, que incluían los siguientes: 


Personal 
4.800 efectivos de personal militar 
400 empleados civiles 
2.000 familias 
11000 personas, población total adicional 


La nómina, las adquisiciones y los ingresos fiscales (anuales) 
100 millones de dólares en salarios 
160 millones de dólares en adquisición de bienes y servicios 
12 a 15 millones de dólares en ingresos por impuestos estatales y locales 


La saga de los puertos de amarre de la Armada no termina en el nivel local 
con resultados exclusivamente brillantes y benéficos. Una controversia a 
nivel nacional giró en torno de la nueva política de la Armada, y la 0cG (Ofi- 
cina de la Contaduría General) fue llamada por el Congreso para evaluar 
esta estrategia.26 La 0cG atacó el plan de la Armada porque no era eficiente 
en costos. Según la oca, los puertos existentes tenían capacidad para absor- 
ber nuevos barcos. Sólo costaría 100 millones de dólares ubicar los navíos 
en los puertos existentes, y los costos de los nuevos puertos de amarre ex- 
cederían los mil millones de dólares. La Armada declaró que el programa 
nunca había sido planeado para ser eficiente en costos, y que el apoyo es- 
tatal y local reducía el costo de crear nuevos puertos a sólo 799 millones. 
Las adiciones a las instalaciones portuarias existentes costarían 580 millo- 
nes, según cálculos de la Armada. La diferencia, cerca de 200 millones de 
dólares de “exceso”, era un bajo precio por pagar para proteger a las fuer- 
zas navales de la nación. El secretario de la Marina, Lehman, comentó que 
“aunque la occ es competente en análisis financieros... cuando toca el 
tema de la estrategia naval se sale de su área de experiencia”.27 

26 Contralor General, Navy Ships: Information on Benefits and Costs of Establishing New 


Homeports, xsiap-86-146 (Washington, D. C., Oficina de la Contaduría General, 1986), 86 pp. 
27 “Navy, Gao Argue over New Homeporting Costs”, en Navy Times, 10 de marzo de 1986, p. 8. 
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¿Qué conclusiones podemos sacar de este episodio particular de 1: 
trópolis marciales? Varias son evidentes, desde el punto de vista E Le € 
Primero, la idea de crecimiento y de desarrollo económico Pu de IG. 
zar una extensa cooperación intergubernamental. En segundo lu de 
áreas locales son estimuladas a utilizar habilidades y talentos de Pe Bitia 
ship. En tercera, se puede movilizar una extensa pociricación da 
privado, Cuarta, los cálculos de costos y beneficios a memudo se pr eS 
sistemáticamente. Y quinta, todo el proceso recuerda el rs 
que se reúnen recursos, estatales y locales, para obtener “la demada E o 
Estados Unidos como transferencia federal”. Éstas son algunas d la a e 
tiples y variadas interpretaciones posibles. A 
á Se eE establecer otro punto y ejemplo de instalaciones militares como 

ransferencias federales”. Hay cerca de 4000 instalaciones militar: di 
o los Ra e Muchas de ellas, se afirma con ados 
oridad, son “elefantes blancos”, ¡que a menu égi 
camente ubicadas para las guerras Solas de e e Siclol Un] ia 
dencial concluyó, en 1983, que la gradual desaparición de sólo cincue ña de 
estas instalaciones innecesarias e ineficientes” ahorraría a los c ñ E 4 
yentes casi 2000 millones de dólares anuales. Sin embargo, el pan o be e 
vó que “es políticamente doloroso aspirar a ello”.28 Hasta la É ón ed 
cerrado ninguna de estas instalaciones. AA 

: En cambio, la expansión militar de los años ochenta ha insuflado m: 
vida a varios antiguos sitios, por ejemplo, Fort Drum cerca de Waldo, 
Nueva York. El Ejército escogió la remota instalación de Fort Dru E 
albergar a la nueva 10a. División de Infantería Ligera. Se espera dns ea 
división de 10000 soldados atraiga cerca de 50000 personas y $0 000 00 E 
en a la zona de Watertown. Antes de que el Ejército hiciese el Acad 
ES iciembre de 1984, Watertown, ciudad de 28000 habitantes, tenía un 
: ea Es pe be a vacías por falta de estudiantes y todas las 
a ciudad arruinada. La ciudad, económi icológi 

te deprimida, fue atrapada por la “fiebre del dl ea 
Burns, El impacto fue certeramente captado en dos párrafos de un artí dl 
de periódico, “La bonanza militar de un pequeño poblado” ura 


eee granjeros han vendido tierras a urbanizadores por diez veces el precio 
que A si ce recibido el año pasado. Los sindicatos esperan ocupar muchos de los 
pleos que, según todo parece indicar, serán 
h n to > creados por la base. Los co- 
iaa = la plaza rio han puesto letreros nuevos y limpiado los ladrillos 
adas, en un esfuerzo por captar lo que ima i , 
dólares anuales en venta: i o Erin ie 
s al consumidor, que serán ge d: 
Los vendedores de automóvil Sn en: pierna aoaataado PE 
es están ensanchando sus terrenos e 
en espera - 
ge de las ventas, que calculan será de 4000 automóviles anuales, do 


28 Michael Weisskopf, *, 


AS Y , $ 
1983, p. A3. mall Town's Army Bonanza”, en Washington Post, 27 de mayo de 
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Sin embargo, no todos participan del espíritu de auge local, y hasta los mayo- 
res negociantes temen-a la maldición del desnudismo, las drogas, las prostitutas 
y los delitos típicos de los pobladas militares.2? 


Otra manera de ver la metrópoli marcial consiste en considerarla como la 
Jocalización de cuestiones nacionales (e internacionales). 


Los Estados Unidos como zona deprimida 


En una conferencia de 1984 en que se celebraba el 25 aniversario de la CCRI, 
varios académicos y figuras públicas hicieron presentaciones en toda for- 
ma. En el último grupo se destacó el senador Richard Lugar, ex alcalde de 
Indianápolis. (Siendo alcalde a comienzos de los años setenta, se le conoció 
como el “alcalde favorito” del presidente Nixon, por la facilidad con que In- 
dianápolis podía solicitar y obtener transferencias federales.) Cuando se le 
pidió tocar el tema de las RIG y la situación general del sistema federal de 
los Estados Unidos, los comentarios de Lugar fueron realmente interesan- 
tes y políticamente instructivos. 
Para empezar, observó: 


Mi perspectiva sobre cuestiones de federalismo se ve ensombrecida por mi preo- 
cupación por el pleno empleo. Es la preocupación de alguien que ha participado 
en campañas del Senado, es una preocupación que no cesará. He descubierto que 
esa cuestión particular y que ese índice particular de nuestra economía nacional 
son, con mucho, los más políticamente sensibles y vólatiles en términos de qué 
tan bien vayan las cosas. 


Yo sigo creyendo que un desempleo bajo es fundamental, pero ha vuelto a mí en 
forma distinta en el servicio federal, Reviso los asuntos de mi oficina en las dos o 
tres últimas semanas mientras pienso en estas observationes, y descubro que 
casi cada distrito del Congreso de mi estado y cada comunidad grande ha acudi- 
do a mí en demanda de asistencia. Piden una asistencia que se relaciona con nue- 
vos empleos o con la conservación de empleos.30 


La aparente fijación con que los funcionarios electos y otros funcionarios 
nacionales, estatales y locales se concentran en los puestos de trabajo y el 
empleo es intergubernamentalmente impresionante y significativa. Esa con- 
centración y fijación fueron uno de los factores que condujeron a la creación 
de la Administración de Desarrollo Económico (ADE) en 1961. La ADE co- 
menzó siendo una agencia modesta, con un pequeño programa de présta- 


29 Ibid. 
30 Richard G. Lugar, “Comments”, en Comisión Consultiva de Relaciones Interguberna- 
mentales, Emerging Issues in American Federalism: Papers Prepared for the ACIR'S 25th Anniver- 


sary (Washington, D, C., 1985), pp. 65, 66. 
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mos y transferencias (50-100 millones de dólares) d: i i 
n sferenci para dar asistenci 
áreas deprimidas”. Para tener derecho a la ayuda, las áreas habían E Bs 


tisfacer determinados niveles de alto desempleo y de pobreza. Los prime-* 


ros blancos para la asistencia fueron ciertos focos de pobreza en los A; 
laches y diversas zonas rurales y pequeños poblados. de 
Los condados originalmente elegibles para recibir asistencia tenían m 
nos de 5% de la población de los Estados Unidos. El programa pronto E E 
hizo popular, y para 1966, las áreas elegibles para asistencia de la ADE aba - 
caban cerca de 30 millones de personas, o más de 15% de la población y 
cesivas renovaciones y una expansión de las autorizaciones de programas 
de la ADE ocasionaron que, según el título de un artículo de periódico, “lo, 
Estados Unidos se convirtieran en área deprimida”: cómo 85% de la Eee! 
se volvió elegible para ayuda especial”.31 En realidad, la ulterior acción del 
Congreso en la legislación de la ADE hizo que 2 500 de los más de 3000 con: 
dados del país fuesen elegibles para asistencia de la ADE. Cerca de 190 millo. 

nes de personas, entre el 80 y el 85% de la población de los Estados Unid. 
residía en estos condados, A 

La inmensa expansión de la ADE la convirtió en blanco perfecto para eli- 
minación cuando el personal de Reagan empezó a sugerir recortes presu- 
puestarios durante los años ochenta. El gobierno intentó activamente supri- 
mir la ADE recomendando que no hubiese para ella fondos en el presupuesto 
para varios años fiscales recientes. Pese a los esfuerzos de Reagan y a las 
presiones fiscales sobre el Congreso para recortar el presupuesto nacional 
la ADE ha sobrevivido. Regular y exitosamente, han surgido “salvavidas” del 
Congreso, Sin embargo, los recientes presupuestos de la ADE, entre 200 
300 millones de dólares, están muy lejos de los niveles presupuestarios de 
dos o tres veces esas cantidades, en los años sesenta y los setenta. 

La dinámica del proceso de crecimiento de la ADE hasta ser una agencia 
de mil millones de dólares debiera ser obvia y no necesitamos detallarla. 
La transacción de favores políticos” ["logrolling"] y “todos participan” son 
descripciones sumarias del proceso de intensificación del programa. El ca- 
rácter de los beneficios en el Congreso se Puede discernir fácilmente a partir 
de comentarios hechos por ex funcionarios de la administración nacional, 


James Lynn, antiguo miembro del gabinete de los gobiernos Nixon-Ford [dijo] 
que se intensificaron las presiones políticas de poderosos congresistas deseosos 
de que los proyectos de sus áreas saltaran al primer lugar de la lista, 

Un ex funcionario de la ADE dice que uno de los más importantes ayudantes del 
presidente Johnson solía visitarlos regularmente, presionándolos para que acele- 
raran los proyectos para poderosos presidentes de comité, Y otro antiguo ayudante 
de Nixon-Ford dice que cuando la Oficina de Administración y Presupuesto rete- 
nía proyectos buscados por miembros influyentes del Congreso, “íbamos y tocá- 


3! Spencer Rich, “America as a Depressed Area”, Ho: i 
s en E + How 85 Percent of the N: lecame Eli- 
gible for Special Aid”, en Washington Post, 4 de mayo de 1980, p. C2. e Nation Beca; 
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bamos a la puerta de Roy Ash, director de la 0ar, y le decíamos: “¿Vas a destruir 
toda nuestra influencia por un miserable proyectillo de drenaje?"”32 

La dinámica del descenso de la ADE y su frágil posición es otra historia, 
demasiado complicada para describirla aquí. Baste decir que las fuerzas 
que produjeron la fase contractiva de las RIG son sin duda poderosas y de 
largo alcance, cuando pueden disminuir un programa distributivo y de des- 
arrollo que había logrado ser tan popular, . 

Sin embargo, los programas de desarrollo son mucho más amplios que 
los administrados por la ADE. En 1984, la 0cG informó de una evaluación de 
los efectos de 56 importantes programas de desarrollo económico.33 Iden- 
tificó estos programas, cuyo propósito parcial o básico era la creación de 
empleos, en una docena de agencias diferentes, por ejemplo, la ADE, VDU y 
la Administración de Pequeños Negocios (APN). Utilizando un modelo eco- 
nométrico, la oca calculó los efectos de los gastos del programa sobre el 
empleo en los estados para los años 1974-1978, La ayuda federal tuvo la 
forma de transferencias, préstamos y garantías de préstamos. 

El sofisticado análisis evidenció varios descubrimientos sencillos. Primero: 
el número de empleos adicionales creados en el estado promedio por un au- 
mento de 500000 dólares en transferencias de asistencia para el desarrollo 
económico fue de 216. Esto fue a corto plazo; el efecto a largo plazo fue un 
tanto menor: 171 empleos. Segundo: el costo promedio por empleo creado 
fue de cerca de 2 500 a 3000 dólares en dólares constantes de 1972. Tercero: 
la mayor parte de los nuevos empleos creados por la ayuda federal fue en 
las manufacturas (más de 125), con el comercio al mayoreo y menudeo y 
los servicios personales ocupando un distante segundo lugar (cerca de 30 
cada uno). Cuarto: los efectos de los préstamos y garantías de préstamos 
sobre el empleo estuvieron muy por debajo de las transferencias en mate- 
ría de creación de empleo. Quinto: las transferencias para el desarrollo tu- 
vieron los más grandes efectos de creación de empleos en los estados con 
bajas tasas de crecimiento del empleo (principalmente Nueva Inglaterra y 
el Medio Oeste durante los años setenta). Una vez divididos los cincuenta 
estados en tercios, por tasas de crecimiento baja, mediana y alta, el núme- 
ro estimado de nuevos empleos creados por una transferencia de 500000 
dólares fue, respectivamente, de 407, 219 y 137, : 

Los resultados del análisis de oca presentan a las transferencias para el 
desarrollo como algo sumamente atractivo y ampliamente justificado. Sin em- 
bargo, deben reconocerse varias limitaciones de este análisis. Primero, los 


32 Ibid. El persistente, pero vano esfuerzo del gobierno de Reagan por cerrar la ADE se esbo- 
za en un breve artículo sobre el discutido director, de 1984 a 1986, Carlos C. Campbell. Véase 
Howard Kurtz, "He Was Hired to Get Rid of the Agency —With Congress' Help, the Agency 
Got Rid of Him”, en Washington Post National Weekly Edition, 21 de julio de 1986, pp. 33-34, 

33 Contralor General, Estimated Employment Effects of Federal Economic Development Pro- 
grams, OCE-34-4 (Washington, D. C., Oficina de la Contaduría General, 15 de agosto de 1984), 


43 pp. 
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resultados se referían sólo al periodo 1974-1978; como las condiciones eco- 
nómicas han cambiado, los descubrimientos no podrían utilizarse hoy para 
hacer predicciones, Segundo, el análisis sólo se enfocó en los efectos de los 
programas de transferencias sobre la creación de empleos y no sobre otros 
objetivos que el programa pudiese tener. En tercer lugar, no es posible decir 
qué efectos de creación de empleos u otros podrían haber ocurrido de no 
haber existido los programas de ayuda federal. Podemos suponer que los 
fondos para transferencias se habrían empleado en otra cosa, para otros 
programas gubernamentales o, posiblemente, en el sector privado. (Por ejem- 
plo, se habrían podido reducir impuestos.) El análisis de la 0c6 no calculó o 
no pudo calcular los efectos de otros usos dados a los mismos recursos. 

Hace más de dos decenios, cuando se creó la ADE, y empezaron a florecer 
los programas de ayuda para el desarrollo económico, la ayuda interguber- 
namental se enfocó hacia áreas o regiones específicas que se encontraban 
económicamente deprimidas, Se tomaron decisiones, en gran parte sobre 
una base incremental, de que el gobierno (en sentido genérico) tenía un pa- 
pel que desempeñar en el intento de solución de los problemas en aquellas 
áreas atrasadas. También se tomaron otras decisiones incrementales para 
hacer frente a las dificultades económicas por medio de estrategias intergu- 
bernamentales, principalmente. Ahora, a finales de los años ochenta, existe 
la difundida preocupación, en gran parte justificada, de que Estados Uni- 
dos en conjunto está “deprimido”, o al menos en circunstancias económi- 
camente precarias. 

Estas condiciones modificadas han vuelto a plantear la cuestión de cuál 
es el papel apropiado para la acción gubernamental e intergubernamental 
en materia de políticas de desarrollo económico. La cuestión también fue 
precipitada por un Presidente opuesto, al menos selectivamente, a la inter- 
vención del gobierno nacional en la economía de mercado. 


Políticas industriales estatales 


El resurgimiento de cuestiones de desarrollo económico en forma un tanto 
diferente de la de los años sesenta ha promovido varias revisiones de los 
roles y las responsabilidades intergubernamentales. De las varias evalua- 
ciones disponibles, nos enfocaremos a dos. Una es un análisis originado en 
el gobierno, hecho por la Oficina de Presupuesto del Congreso. La segunda 
se originó, claramente, en el sector privado: un'informe del prestigiado Co- 
mité para el Desarrollo Económico. Sin embargo, ambos convergen el pa- 
pel (o papeles) central(es) de los estados en la actual fase contractiva de las 
RIG orientada hacia los estados. 
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La evaluación de la opc 


La Oficina de Presupuesto del Congreso (orc) efectúa análisis de cuestio- 
nes de políticas públicas que el Congreso se propone considerar. Su papel 
contrasta con el de la 0cG, que analiza y evalúa el desempeño de programas 
(o agencias) ya en operación. En 1984, el Comité de la Cámara sobre banca, 
finanzas y asuntos urbanos y su Subcomité sobre estabilización económi- 
ca, pidieron a la OPC revisar los programas estatales de desarrollo industrial 
y analizar las opciones para modificar el apoyo nacional de dichos progra- 
mas. El resultado fue un estudio intitulado The Federal Role in State Indus- 
trial Development Programs [El papel federal en los programas estatales de 
desarrollo industrial],34 

El informe de la opc aportó la siguiente información básica sobre la acti- 
vidad a nivel estatal y el papel federal, 


Mucho se ha dicho y escrito sobre si el gobierno federal debiera adoptar la políti- 
ca de ayudar al desarrollo industrial. Aunque el debate continúa a nivel federal, 
los gobiernos estatales y locales están dando considerable apoyo a las empresas 
dentro de sus propias jurisdicciones. Gran parte de este apoyo es financiado por el 
gobierno federal, El apoyo adopta varias formas. Las transferencias federales a 
gobiernos estatales y locales para desarrollo económico y promoción de empresas 
sumaron más de 8600 millones de dólares en 1983. El apoyo federal para carre- 
teras y transporte masivo, que a menudo es una parte de los programas de promo- 
ción industrial de los estados, sumó 12800 millones. Por encima de ello, estados y 
localidades han podido emitir bonos de desarrollo industrial, libres de impuestos, 
que en 1983 representaron un costo federal de 4000 millones de dólares en im- 
puestos previstos. Estos programas estatales hacen surgir varias preguntas. Una 
de ellas es la muy discutida cuestión de si puede esperarse que los esfuerzos gu- 
bernamentales mejoren el desempeño de una economía de mercado. Otra es si los 
programas estatales actúan para beneficio nacional o si se limitan a reorganizar la 
actividad económica, mientras añaden poco a la economía nacional.35 


Estas cifras en dólares muestran la magnitud del rol del gobierno na- 
cional. Sin embargo, los estados ejercen una mayor influencia de la qué da- 
rían a entender estas cifras. 

Por tradición, el apoyo estatal al desarrollo industrial ha sido más general 
y menos directo. Tal apoyo incluye fijar reglas estables para las prácticas 
empresariales, ofrecer un favorable trato fiscal y proporcionar inifraestruc- 
tura: carreteras, agua, drenaje. Sin embargo, recientemente muchos esta- 


34 Oficina de Presupuesto del Congreso, The Federal Role in State Industrial Development 
Programs (Washington, D. C., 1984), 79 pp. Dos análisis anteriores de la opc sobre los impac- 
tos económicos de la ayuda federal son: Oficina de Presupuesto del Congreso, Troubled Local 
Economies and the Distribution of Federal Dollars (Washington, D. C., 1977), 69 pp., y Oficina 
de a del Congreso, Countercyclical Uses of Federal Grant Programs (Washington, D. C., 
1978), 62 pp. 

35 Oficina de Presupuesto del Congreso, The Federal Role in State Industrial Development 
Programs, Pp. XV. 
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dos han lanzado estrategias de desarrollo económico más específicas, di- 


námicas y con objetivos precisos, que incluyen la promoción y ayuda a log 


pequeños negocios, actividades de investigación y desarrollo, servicios de 
readaptación y capacitación laboral, y promoción de negocios internacio- 
nales. La opc estimó que los gastos estatales directos para estos cuatro pro- 
gramas eran de cerca de 300 millones de dólares, y los costos por présta- 
mos directos, de más de 100 millones, Dos programas, el de capacitación 
laboral y el de negocios internacionales, son indicadores de los esfuerzos 
estatales autónomos en este campo. 

El primer vehículo para el apoyo nacional y estatal a la capacitación la- 
boral es la Ley de Asociación para la Capacitación para el Empleo (Job 
Training Partnership Act, JTPA por sus siglas en inglés) de 1982. La JTPA re- 
cibe fondos federales (con cierta igualación estatal) pero es administrada 
por gobiernos estatales y locales: Además de la JTpA, en 1983 treinta y nue- 
ve estados gastaron más de 120 millones de dólares en planear y poner en 
operación programas independientes de capacitación laboral enfocados a 
empresas y empleos específicos, Esta cantidad es pequeña en comparación 
con los más de 4000 millones de dólares, de fondos del gobierno nacional, 
asignados a la capacitación en el trabajo en 1983. Sin embargo, casi toda 
esta gran cantidad es gastada, en realidad, por estados o localidades para 
mejorar la calidad y la capacidad de sus respectivas fuerzas laborales. A pesar 
del predominante apoyo nacional, la dirección estatal y local en la capaci- 
tación laboral es considerable dentro de las transferencias generales y otros 
programas de ayuda federal. 

En el capítulo 1 nos referimos brevemente a la idea de que los estados 
estaban mostrando crecientes tendencias a actuar “como naciones sobera- 
nas”. En pocas áreas es esto más evidente que en la esfera de la participa- 
ción estatal y en la promoción de negocios internacionales. Cuando el interés 
de los estados dio un súbito y poderoso giro hacia el escenario internacio- 
nal, durante los años setenta, fue básicamente con propósitos de atraer in- 
versión extranjera. Durante los ochenta ese impulso giró hacia la promoción 
comercial y las exportaciones. La opc descubrió que para 1980, “el total de 
los gastos anuales de los presupuestos estatales para promoción de nego- 
cios internacionales casi se equiparaba con el del Departamento de Comercio 
de los Estados Unidos”.36 ] 

Dos tercios de los 40 millones de dólares de gastos estatales fueron para 
la promoción de exportaciones. Incluían subsidios, asistencia técnica y fi- 
nanciamiento a exportaciones. Un artículo periodístico ofreció varios ejern- 
plos espectaculares: : 


La legislatura de California se ha propuesto ayudar a Roy Sharp a vender cerdos 
en Ecuador. Está ayudando a George Lindemann a vender melones dulces en 
Hong Kong y a Basil Holobetz a vender fresas en Kuwait. 


36 Ibid, p. 25. 
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En un esfuerzo por revigorizar las exportaciones agrícolas, en enero [de 1986] 
la legislatura inició el primer plan en el país de promoción de exportaciones 
financiado y administrado'por los estados,37 


Parte de los antecedentes de esta iniciativa fue la gran caída de las expor- 
taciones de las granjas californianas: de 4 200 millones de dólares en 1981 
a 2400 millones en 1985, Relacionado con esta ayuda a la venta de los ar- 
tículos del estado estuvo el papel de los gobernadores, que encabezaron 
delegaciones comerciales al extranjero, con propósitos múltiples, En 1985, 
las misiones del comercio exterior fueron encabezadas por 37 de los 50 
gobernadores. 

Es difícil calcular los Eliciós brutos y netos de estos esfuerzos estatales. 
Sin duda son modestos en relación con el comercio macroeconómico na- 
cional y con las políticas arancelarias. Pero el creciente activismo de los es- 
tados en este terreno ha desencadenado ya algunos conflictos. Uno de tales 
ejemplos es el llamado impuesto unitario, promulgado por varios estados, 
Éste exige que las empresas sean gravadas sobre una tasa prorrateada del 
total de sus ingresos, incluyendo las ganancias obtenidas en otros estados y 
otros países. Esto resulta ventajoso para el estado que hace el gravamen, 
porque combate la subinformación del total de ingresos de la empresa. El 
informe de la opc reconoció el creciente potencial para un conflicto estatal- 
nacional e internacional: “Gran parte de la controversia se ha enfocado a la 
cuestión de si las actividades del estado invaden los tratados del gobierno 
nacional y sus poderes para suscribirlos”.38 

El informe de la oPc sobre política industrial de los estados fue mucho 
más allá de una descripción de las políticas y un análisis de los pros y con- 
tras de dichos esfuerzos. También se centró en el papel del gobierno nacio- 
nal y planteó cuatro opciones para el cambio de las políticas: 


1. No hacer cambios en los actuales programas nacionales y estatales. 

2. Reducir la ayuda federal que apoya los esfuerzos de desarrollo estatales, 

3. Afirmar un mayor control nacional y aumentar el grado de coordina- 
ción entre programas nacionales y estatales. 

4. Devolver los programas de ayuda federal a los estados, junto con los 
recursos para llevar adelante actividades de desarrollo a nivel estatal, 
variadas y autónomas. 


La orc no abogó por ninguna de estas alternativas, ni otras. Congruente 
con su mandato, la opc tiende a ofrecer análisis objetivos y abstenerse de 
hacer recomendaciones de política. Sin embargo, sí mostró las probables 


37 John Spitter, “States Beginning to Hawk Exports throughout the World” (Christian Science 
Monitor News Service), en Chapel Hill Newspaper, 21 de septiembre de 1986, p. 11D. 

38 Oficina de Presupuesto del Congreso, The Federal Role in State Industrial Development 
Programs, p. 30. 
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consecuencias de optar por uno de los cuatro cursos de acción. En el pá- 
rrafo final del informe es posible notar la tendencia hacia una política más 
racional (y nacional) de rIG sobre el desarrollo económico. 


A la postre, el Congreso (y los estados) pueden querer formular la pregunta más 
fundamental de si algunos de los programas de promoción de negocios citados 
en este documento sirven para aumentar el ingreso nacional y elevar los niveles 
de vida. Cada uno, por sí mismo, se ha visto sujeto a la crítica de que podría no 
mejorar el desempeño del mercado. En conjunto, su único efecto ha sido modifi- 
car la composición de la producción nacional, y no elevar su nivel. Representan 
50 políticas de desarrollo industrial y estatal desorganizadas y fortuitas, más una 
política nacional sobreimpuesta a ellas, pero mal integrada. El punto es si un en- 
foque más racionalizado y coordinado de las 51 políticas industriales mejoraría 
el desempeño económico nacional y estatal... o si la nación estaría mejor sin la 
mayoría de ellos.32 


El análisis de acción del cpÉ 


El Comité para el Desarrollo Económico, de origen privado, no estaba obli- 
gado a la neutralidad ni sujeto a limitaciones políticas cuando preparó y 
presentó en 1986 un informe sobre Leadership for Dynamic State Economies 
[Liderazgo para economías estatales dinámicas].40 Dos cañonazos iniciales 
ponían en alerta a los lectores sobre la orientación del informe: 


1. La energía básica y la innovación para unas economías estatales y na- 
cionales robustas debe provenir del sector privado. 

2. Los funcionarios de los gobiernos estatales deben asegurarse de que las 
políticas del gobierno faciliten el cambio y apoyen la innovación en el 
sector privado. 


El cpÉ pedía dos tipos de respuestas de los estados para promover los dos 
objetivos mencionados. La primera era la necesidad de que cada estado .des- 
arrollara una estrategia económica. La segunda era establecer un conjunto 
de disposiciones institucionales que ayudaran a desarrollar y, a la vez, a im- 
plementar esa estrategia. Procede hacer aquí unos breves comentarios so- 
bre cada una de las dos respuestas.  * 

Los componentes interrelacionados de una estrategia económica eran 
identificados como: a) diagnóstico, b) visión, y c) acción. Cada uno de es- 
tos términos incluía todo un grupo de preguntas: a) ¿Dónde estamos, 
adónde nos llevan las tendencias, y hacia dónde tenemos el potencial de ir? 


39 Ibid., p. 60. 

40 Comité para el Desarrollo Económico, Leadership for Dynamic State E Economies (Nueva 
York, 1986), 104 pp. 

41 Ibid, p. 1. 
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b) ¿Adónde queremos ir, a qué velocidad queremos ir, y cuáles son los ca- 
minos (opciones) para Negar; al c) ¿Qué pasos debemos dar para llegar 
adonde queremos? 

Al analizar las disposiciones institucionales, el informe del CDE identificó 
varias deficiencias comunes, Incluían una definición estrecha a nivel estatal 
de la política económica, falta de una estrategia coherente, desorganizados 
esfuerzos de implementación, excesivo hincapié en objetivos a corto plazo, 
y “numerosas decisiones aisladas, impelidas por agendas políticas y admi- 

nistrativas individuales”.42 Para corregir esta situación, el CDE pedía cam- 
bios institucionales que incluyeran el liderazgo y la asociación. El punto 
focal para el liderazgo del estado fue identificado como el gobernador, con 
todo un reparto de actores de apoyo: legisladores, ejecutivos de empresas, 
dirigentes laborales, administradores universitarios, académicos, jefes de 
organizaciones no lucrativas, directores de periódicos y periodistas. El ele- 
mento de asociación era el punto en que las RIG entraban explícitamente, 
con una nota fuerte y concluyente. Se identificaban tres tipos de asociacio- 
nes de RIG, y se recomendaba que se les robusteciera; estatal-nacionales, de 
estado a estado, y local-estatales. (Otras asociaciones incluían legislatura- 
gobernador, público-privado y universidad-industria.) 

En cuestiones estatal-nacionales, el cpÉ reconoció y dio un tibio apoyo al 
“Nuevo Federalismo de facto del gobierno de Reagan”.43 Al respaldar la ne- 
cesidad de reducir la ayuda federal al desarrollo económico por causa del 
déficit nacional, el informe decía que “debe prestarse mayor atención a de- 
terminar cómo un reducido papel federal en tales programas puede ser más 
eficaz para apoyar el desarrollo económico del estado.44 No se entraba en 
detalles sobre cómo un papel menor resultaría en mayor eficiencia. En cam- 
bio, el informe desviaba la atención a otros dos problemas estatal-nacio- 
nales sumamente notorios. 

Se apoyaba la continuación de la exención de intereses a los bonos local- 
estatales de propósitos públicos, pero el CDE pedía “otra considerable res- 
tricción o la eliminación de la exención a bonos de propósitos privados que 
deforman los mercados de capital y que constituyen una sangría injustifi- 
cable al tesoro federal”.45 La otra cuestión estatal-nacional incluía el acti- 
vismo del estado en la escena internacional; se decía a los estados que “se 
abstuvieran de emprender acciones que violan los tratados y acuerdos co- 
merciales de los Estados Unidos con otros países y, más generalmente [los 
estados] deben asegurarse de que sus actividades no socaven los objetivos 
de la política exterior de la nación”.46 
La atención prestada a las relaciones local-estatales por el CDE estaba en 


%2 Ibid, p. 55. 
43 Ibid, p.4. 
4 Ibid, p.79. 
45 Ibid. 

46 Ibid, p. 80. 
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armonía con la creciente significación de este aspecto de las RIG. Se reco- 


mendaban a los estados varias normas generales de políticas. Primero, se. 


ponía en relieve el papel de la educación en relación con el desarrollo eco- 
nómico. Aunque los estados desempeñan un papel importante al fijar los 
estándares educativos, el cpÉ les decía que para promover “una educación 
eficaz que beneficie a la economía, deberán dejar de tratar de administrar 
ellos mismos las escuelas”.47 Además, se pedía a los estados que coopera. 
ran más de cerca con los gobiernos de las ciudades y condados, no sólo en 
política económica sino también en una vasta gama de actividades. Se daba 
apoyo específico a la creación de juntas local-estatales, siguiendo el mode- 
lo nacional de la ccri. 

La naturaleza, la forma y las perspectivas para las políticas industriales 
de los estados son más complejas y extensas que los contenidos de los estu- 
dios de la orc y del cpE. Esos informes sólo reflejan dos conjuntos de pers- 
pectivas sobre un problema que es local, estatal, nacional e internacional 
en sus diversas dimensiones. Los problemas económicos y de empleo son 
notorios porque atraviesan los límites jurisdiccionales que son característica 
básica de las RIG. Hacer frente y resolver estas fuerzas que pasan por enci- 
ma de los límites jurisdiccionales es uno de los aspectos más desafiantes de 
la práctica contemporánea de las RIG. 


Coordinación de las políticas a nivel estatal 


Un requisito para tratar con fuerzas que saltan los límites es la capacidad 
de administración de las políticas, definida de otra manera (por unos estu- 
dios patrocinados por la Fundación Nacional de Ciencia (FNC) y la OAP du- 
rante los años setenta) como la capacidad de evaluar necesidades, desarrollar 
alternativas, seleccionar cursos de acción prometedores y llevar adelante 
estas selecciones en forma coordinada.18 Para que un estado siga con éxito 
una política general de desarrollo económico, parece que debe haber cierto 
grado de conexión entre los programas de empleo y de capacitación y el con- 
tenido y dirección de los programas de desarrollo estatal. 

Hasta un grado que sólo parcialmente se reflejó en el anterior análisis 
los programas de desarrollo económico (nacional, estatal y local) se han con- 
centrado principalmente en los activos de capital físico, por ejemplo, carre- 
teras, agua, drenaje. Este énfasis empezó a cambiar a principios de los años 
ochenta; el informe del cDg que expresaba preocupación acerca de la edu- 


47 Ibid, p. 81. 

48 Oficina de Administración y Presupuesto, Oficina Ejecutiva del Presidente, Strengthening 
Public Management in the Intergovernmental System: A Report Prepared for the Office of Man- 
agement and Budget by the Study Committee on Policy Management Assistance (Washington, D. 
C., Government Printing Office, 1975), 263 pp. Véase también “Public Management Assis- 
tance—A Developing Dialogue”, número especial de Public Administration Review 35 (diciem- 
bre de 1975), pp. 693-818. 
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cación es un reflejo parcial del cambio. En una reciente investigación, Susan 
MacManus examinó en veinte estados el grado de vinculación entre las ac- 
tividades de desarrollo económico y los programas de empleo y capacita- 
ción 'operados por el estado. También examinó las correlaciones del grado 
de coordinación entre los dos tipos de políticas.19 

La coordinación de inversiones físicas con activos de capital humano y 
actividades no es cosa sencilla, De hecho, es un problema complejo, que se 
dificulta en parte por la ausencia de teoría, precedentes y experiencia prác- 
tica en el proceso de coordinación, a cualquier nivel de gobierno. Antes de 
que apareciera en escena el Nuevo Federalismo de Reagan hubo, en 1970, 
un llamado a conectar el desarrollo económico con la educación y capa- 
citación a nivel estatal, 


El núcleo del desarrollo económico es el ensanchamiento y la profundización del 
nivel de capacidades de la población; elevar el nivel de capacidades depende en 
primer lugar de xa participación gubernamental en la educación y capacitación y, 
en segundo lugar, en las oportunidades de empleo y capacitación posterior en la 
industria,50 


La conexión tardó en llegar. Algunos estados hicieron algunas aperturas 
en dirección de la coordinación organizacional y de programas en los años 
setenta. Sin embargo, la pauta predominante fue de políticas sectoriales 
separadas; las políticas de capacitación, empleo y educación fueron influi- 
das considerablemente, en direcciones no prordinadas por políticas nacio- 
nales; por ejemplo, la LGEC, ESEA. 

La aprobación de la Ley de Asociación para la Capacitación para el Em- 
pleo (P.L. 97-300) en 1982, modificó radicalmente las políticas nacionales 
de empleo y capacitación en varios aspectos. Un cambio ocurrió en la coor- 
dinación a nivel estatal. Una sección de la JTPA (121(b)1) requería que las 
metas de capacitación laboral establecidas en cada estado fuesen compati- 
bles con las metas y objetivos económicos del estado, Un informe de la ANG 
reveló, en 1985, que 32 estados habían establecido formalmente metas que 
eran complementarias entre el empleo y la capacitación y el desarrollo eco- 
nómico.51 En la mayoría de los ejemiplos, las declaraciones de tener obje- 
tivos formalmente congruentes fueron respuestas a las cláusulas de la J7PA, 
aunque la declinación de las economías de los estados, acentuada por la 
aguda recesión de 1981-1982, contribuyó a la necesidad de coordinación. 
En el documento de la ANG se informaba que “la premisa básica es que 


49 Susan A. MacManus, “Linking State Employment and Training and Economic Develop- 
ment Programs: A 20-State Analysis”, en Public Administration Review 46 (noviembre-diciem- 
bre de 1986), pp. 640-650. 

50 Alfred S. Eichner, State Development Agencies and Employment Expansion (Ann Arbor, 
Institute of Labor and Industrial Relations, University of Michigan, 1970), p. vii. 

51 Asociación Nacional de Gobernadores, Draft Report: State Linkages between Employment 
and Economic Development (Washington, D. C., 1985), 45 pp. 
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puede no haber desarrollo económico si no existe una fuerza laboral califi- 


cada, mientras que la capacitación laboral es inútil si no existen empleos. - 


para ocupar a las personas calificadas” 52 


La coordinación entre programas fue el centro del estudio de MacManus 
de una muestra de veinte estados, Su hipótesis fue que las disposiciones oy- 
ganizativas (estructurales) a nivel estatal eran un prerrequisito para efec- 
tuar cambios en dirección de una mayor coordinación de programas entre 
los componentes físicos y los activos humanos de la política de desarrollo 
económico de un estado, Descubrió tres variables asociadas, en forma po- 
sitiva e importante, con un cambio hacia la administración conjunta de los 
componentes humanos y físicos de la política de desarrollo económico esta- 
tal. Eran: 1) los poderes organizativos del gobernador, 2) el reciente creci- 
miento demográfico, y 3) la existencia de parques empresariales estatales, 
Dos variables se encontraban en correlación negativa con la administra- 
ción conjunta, es decir, el más alto grado de coordinación de las políticas. 
Fueron las tasas de aumento de las cargas fiscales del estado (1982-1984) y 
el número total de incentivos fiscales ofrecidos por un estado para pro- 
mover la atracción de nuevas industrias, o la retención de las ya existentes, 

MacManus cita a una persona conectada con la ANG y ofrece sus propias 
opiniones al interpretar estas asociaciones y otras entre diversas variables 


políticas y económicas y la variable dependiente de un desarrollo económi- 
co coordinado, 


Los descubrimientos dieron gran apoyo empírico a la observación casual hecha 
por Carlson [de que] “cualquier mecanismo o proceso diseñado para coordinar el 
desarrollo económico y los programas de empleo y de capacitación será comple- 
jo, incluirá a múltiples actores... requerirá de mucho tiempo y de más que un 
compromiso simplemente casual”, La cambiante economía de la nación está ejer- 
ciendo más presión política sobre los estados para que pasen prontamente más 
allá de simples compromisos casuales a una política de desarrollo económico que 
incluya un poderoso componente de capital humano. 

Es evidente la creciente significación de la dimensión del empleo y la capaci- 
tación en los esfuerzos estatales por el desarrollo económico. El principal estimu- 
lante para vincular los esfuerzos ha sido la percepción de que las decisiones de 
ubicación se ven grandemente afectadas por los niveles educativos y/o de califi- 
cación de la fuerza de trabajo potencial. Aun cuando la disuación de una reubica- 
ción industrial constituye uno de los primeros objetivos, es de extrema importancia 
demostrar la receptividad de la fuerza de trabajo existente y su acceso a opor- 
tunidades de recapacitación y dominio de nuevas herramientas,53 
32.Citado en MacManus, “Linking State Employment and Training and Economic Develop- 

ment Programs”, p. 641. Para un análisis de la implementación de la J7PA en un enfoque es- 
tatal en un momento de transición, véase Susan J. Golonka, “The Job Training Partnership Act: 


Intergovernmental Perspectives in a Transition Period” (documento preparado para cumplir 


—parcialmente— con los requisitos para obtener el diploma de Maestría en Administración 


Pública, Universidad de Carolina del Norte en Chapel] Hill, mayo de 1984), 36 Pp. 


33 MacManus, “Linking State Employment and Training and Economic Development Pro- 
grams”, p. 648. 
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El futbol político: nueva competencia de las RIG 
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sibles oídos políticos. Si hay un grupo apenas un poco menos vociferante 


que el de los obreros sin trabajo y el de los empresarios que pierden dinero, . 


parece ser el de los enfurecidos aficionados al deporte, 

Se propusieron varias iniciativas de ley en la Cámara y en el Senado para 
tratar con los propietarios de equipos que abandonaban sus ciudades o que 
amenazaban con buscar en otra parte instalaciones y acuerdos financieros 
más favorables, Desde luego, tales amenazas aumentan la influencia de un 
propietario al buscar varias mejoras en su propia localidad. Los proyectos 
de ley en el Congreso variaron extensamente, desde dar una clara autori- 
dad a la Liga Nacional de Futbol (LNF) para impedir los cambios de fran- 
quicia, hasta el extremo de exigir que los principales equipos deportivos bus- 
caran la aprobación nacional antes de mudarse. 

Esta última medida fue llamada la Ley de Protección Comunitaria de 
Equipos Deportivos Profesionales, de 1985.55 Se habría requerido que el 
Departamento de Comercio de los Estados Unidos creara un panel de arbi- 
traje que controlara los cambios de franquicia en el beisbol, el basquetbol, 
el futbol y el hockey. Para aprobar un cambio, el panel habría tenido que 
declarar que la franquicia tenía instalaciones inadecuadas y no había dejado 
ganancias durante varios años. Desde luego, tales requerisitos eran anate- 
mas para los propietarios de las franquicias. Esta iniciativa de ley, pro- 
puesta por el senador republicano Slade Gorton, de Washington, contenía 
Otra sorpresa: imponía la expansión del beisbol profesional con dos equi- 
pos más y exigía que la LNF creara cuatro nuevas franquicias, dos de las 
cuales tenían que ser asignadas a Oakland y a Baltimore. 

Ninguna de las iniciativas de ley de “protección comunitaria” logró ser 
aprobada por la Cámara de Representantes o por el Senado. En la colina 
del Capitolio, algunos consideraron las diversas propuestas como amenazas 
ociosas o como simples pretextos. Dejando aparte las cuestiones de cambio 
de franquicia, algunos miembros del Congreso habían estado bajo presión de 
grandes ciudades “huérfanas” de la nación, que buscaban equipos deporti- 
vos de ligas mayores. Como lo observó un escritor del Washington Post, 
ciudades como Phoenix, Buffalo, Tampa y otras, esperan “impulsar el des- 
arrollo económico... el turismo y mejorar sus imágenes”.56 El impacto de 
la legislación nacional sobre los. deportes profesionales parece ser muy 


55 Ibid. 


Por ciudades, condados u otras autoridades locales, Sin embargo, en años recientes ha salido 
a la superficie más realismo económico acerca de este llamado “complejo de edificios”. Véase, 
por ejemplo, Hal Lancaster, "Stadium Projects Are Proliferating Amid Debate over Benefit to 
Cities”, en Wall Street Journal, 20 de marzo de 1987, p. 35; Gwen IKill, “Meet Economic Devel- 
opment's New Designated Hitter— The Stadium: But Do the Facilities Live up to Their Scout- 
ing Reports?”, en Washington Post National Weekly Edition, 6 de abril de 1987, p. 19. Un estudio 
del complejo del “domo” en una ciudad (Minneapolis) es el de Amy Klobuehar, Uncovering 
the Dome (Prospect Heights, 111, Waveland Press, 1987), 177 pp. 
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directo. La expansión de franquicias del futbol ha seguido a las E ua 
tivas de ley aprobadas por el Congreso que afectaban a la a se ened 
ción antimonopólica; de 1961, autorizó juntar las ganancias de e E . 
una medida de 1966 autorizó la fusión de la Liga Americana de 'utl a 
(LaF) y la LNF; y un estatuto de 1973 acabó con la censura a la transmisió! 
isiva de juegos locales. . 

ts e e de interpretaciones que podrían reas pe 
el “futbol político” y sus nexos con las RIG. Cuando se coloca el tema ce be 

del análisis de las políticas industriales estatales, podría argúirse con pe i- 
vos sólidos y no triviales, que las cuestiones distributivas de las RIG Pa e E 
deportes hasta las exportaciones. El tema también ilustra e al oe e 
los juegos “jugados” en las RIG son tanto literales como ie E a ce 
bargo, en sentido menos semántico e irónico, las cuestiones plan: ea a y 
conexión con los deportes profesionales muestran cuán íntima e inme e 
tamente ciertos tipos de asuntos “locales” se transmiten al área de toma de 
decisiones nacional. La banda de transmisión que lleva éstos y otros asun- 


* tos a través de los diversos límites parece extremadamente política, lo cual 


es muy comprensible, Lo que se comprende menos (o mal) o a 
tiones son más fácil y prontamente transmitidas de lo local a lo estata. de 

lo nacional. Un análisis sistemático y predictivo de las pautas y procesos de 
transferencia incrementaría considerablemente la formulación teórica en 


las RIG. 


RESUMEN 


“ "+ 
Las ideas y prácticas de las políticas distributivas o de tac lo 
una tradición larga y bien establecida en el sistema político de da istado: 
Unidos. Esa tradición se manifiesta en formas excepcionales y iaa 
cuando se desarrollan e implementan políticas de tipo distributivo en el con- 
as RIG, o e 

pes distributivas son aquéllas en que los beneficios eE E 
cos para personas o jurisdicciones y los costos están AT y ee 0 
mente dispersos. Esto tiende a producir unas condiciones po íticas y de dd 
políticas en que hay algunos ganadores, claramente percibidos, eb pocos p: di 
dedores aparentes u obvios. Tales condiciones son espléndidas para ón 
capitalización política. Por ello no es de sorprender que el oe sea 
foco institucional de atención cuando se discute de políticas stri E 
Esto está en marcado contraste con las políticas normativas, en las que los 
tribunales desempeñan un papel institucional más sobresaliente. A 

Miembros individuales del Congreso y de comités de las dos a an 
encontrado que los programas de ayuda federal son un campo fértil para 
llevar a cabo políticas distributivas. Un modo de explicar la ea 
sión de las transferencias durante los años sesenta y los setenta se basa en 
el ejercicio de la habilidad de intermediación del Congreso. La iniciativa y 
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la influencia legislativa parecen sobresalir en las etapas de formulació 
promulgación del ciclo de las políticas. Durante el proceso de im: Pape : 
ción, la influencia legislativa y la dirección de nivel nacional pe dao 
das y modificadas por diversos factores que intervienen iio 
ode iia importante que es claramente intergubernamen: 
los Estados Unidos es el desarrollo económi j : 
gadas o deprimidas de la nación. Se diiaon ea pnl bles de. da 
tegias de desarrollo. Van desde la puja de las ciudades por las 
navales. como “transferencia” federal, hasta la búsqueda activa d Ma 
industriales por los estados. Road 
Una interpretación del activismo local y estatal al promover el desarro]l 
económico es considerarlo como la localización de cuestiones des vel 
nacional, Otra cuestión de desarrollo, ilustrada por el episodio del e pi 
político documenta la transferencia de cuestiones de desarrollo en di . 
ción inversa: la nacionalización de asuntos locales. Ambas pautas Ao 
Una pregunta más básica en RIG: ¿Qué factores explican por qué có 16 
asuntos emigran a través de los límites Inte bemamentales? A 
El carácter fragmentado y relativamente abierto del sistema olítico d 
los Estados Unidos contribuye, sin duda, a la fluidez general de ar 
pa de asuntos. Sin embargo, esta afirmación global oculta más de lo q 
ilumina acerca de la ubicación cambiante de los asuntos. Otra nd 
enfocar el asunto es preguntar: ¿Por qué algunas cuestiones no pasan e: he 
o a través de los límites intergubernamentales? Aquí es petimento u tr E 
mento del análisis de las políticas industriales de los estados. Una ms sal 
en que los estados conservan “en casa” las políticas económicas de des pa 
llo es expresar clara y concienzudamente políticas coordinadas dent A : 
sus respectivos gobiernos estatales, Esta tarea, como lo demostró la Pen 
a de remeras dista mucho de ser fácil. Hasta el grado en e hal 
egia es eficaz, confirma la proposición de icaci i 
tergubernamental) depende, en an de una dira] 
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X. EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: 
POLÍTICAS DE REGULACIÓN Y RIG 


Las políticas distributivas y la política se organizan principalmente en tor- 
no de cuestiones que incluyen beneficios concentrados y costos pequeños y 
muy dispersos. Las políticas de regulación y la política, en cambio, más a 
menudo incluyen unos costos enfocados o concentrados; los beneficios son 
pequeños y están dispersos.! Ejemplo de ello es una instalación de almace- 
namiento en Barnwell, Carolina del Sur, que durante años ha sido el lugar 
en que se ha almacenado más de la mitad de los desechos nucleares de 
bajo nivel de la nación. Se ha programado el cierre de este lugar para 1992, 
en parte porque citidadanos y funcionarios del estado ya no desean pagar 
los “costos” (peligros percibidos) de ser el “basurero” de desechos nuclea- 
res de bajo nivel generados en muchos otros estados. Las cargas se concen- 
tran; los beneficios son marginales y quedan muy dispersos entre otros 
estados y ciudadanos. : 

El fenómeno de la regulación gubernamental es tan antiguo como el go- 
bierno mismo. En muchos aspectos, gobernar es reglamentar. Es decir, las 
leyes que rigen la conducta de las personas imponen ciertos costos especí- 
ficos (limitaciones) para beneficio de grandes números de otras personas y 
de la sociedad en su conjunto. Esto puede decirse, ya sea que la ley prohíba 
el robo y pasarse los semáforos en rojo, o imponga límites a la velocidad de 
los vehículos en las carreteras o a los precios que cobran los ferrocarriles. 
Un informe reciente, enviado a la Agencia de Protección Ambiental, sobre 
la implementación de una política nacional de regular los tanques de alma- 
cenamiento subterráneos (potencialmente peligrosos), expresó el carácter 
fundamental de este ejercicio de poder gubernamental: “La regulación es, 
por definición, un proceso coercitivo: implica la restricción intencional de 
las opciones de algunos grupos, mediante la promulgación de directivas O 
reglas, y la promesa de castigos por no cumplirlas”.2 

Desde el punto de vista de las RIG, la regulación de personas y de empre- 
sas es tema digno de atención especial, sobre todo porque ciertos traslapes 
de autoridad crean un alto potencial para unas relaciones conflictivas. La 
regulación también es cuestión de interés básico en las RIG porque a menu- 
do implica restricciones (o cargas) impuestas por un gobierno a otro go- 


1 Samuel H. Beer, “The Modernization of American Federalism”, en Publius: The Journal of 
Federalism 3 (otoño de 1973), pp. 49-96. Ú : 

2 National Academy of Public Administration, Hazardous Waste Management Project, A 
Strategy for Implementing Federal Regulation of Underground Storage Tanks (Washington, D. C., 
marzo de 1986), p.i. 


503 


504 EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: TIPOS DE POLÍTICAS DE RIG 


bierno, por ejemplo, la aplicación de la Ley de Normas de Trabajo Justo a 
los gobiernos estatales y locales, según la decisión del caso García. Las 
políticas de regulación son una parte necesaria de las RIG. 


ORÍGENES Y CONTEXTO DE LAS POLÍTICAS DE REGULACIÓN 


Samuel Beer atribuye el aumento de la regulación en la última mitad del 
siglo xix a “coaliciones de derrame”.3 El carácter cambiante de la econo- 
mía y la sociedad de los Estados Unidos elevó el nivel de conciencia entre 
ciudadanos y funcionarios públicos, ante los efectos de derrame (en espe- 
cial de consecuencias negativas) de acciones de empresas o gobierno. Esto 
motivó el surgimiento de grupos y coaliciones entre los afectados, en un in- 
tento por regular los efectos reales y percibidos. 

Por ejemplo: bajo presión de los granjeros, las legislaturas estatales de 
Illinois y de otros estados del Medio Oeste pusieron en vigor unas leyes que 
directa o indirectamente regulaban las cantidades que los ferrocarriles po- 
dían cobrar a los granjeros por enviar sus productos a los mercados. Como 
es fácil comprender, los ferrocarriles se oponían a la imposición colectiva 
de tales límites (costos) a sus operaciones. A esto le siguió toda una serie de 
casos jurídicos sobre las “leyes del granjero”; los ferrocarriles afirmaban 
que estas leyes estatales violaban el poder comercial interestatal delegado 
al Congreso. Esta historia tiene muchos capítulos, pero un resultado fue la 
creación, en 1887, de la Comisión de Comercio Interestatal (cc1) para regu- 
lar los ferrocarriles “en interés público”. 

La creación de la ccr fue un importante punto de demarcación. Primero 
fue, como ya se ha observado, lo que Leonard D. White llamó el primer gran 
rompimiento del “arreglo administrativo” entre el gobierno nacional y los es- 
tados.4 En segundo lugar, fue un importante hito de lo que Stephen Skowro- 
nek describe como el firme desarrollo de las formas del “estado adminis- 
trativo nacional”.5 Skowronek argumenta en forma convincente que en el 
periodo de 1880 a 1920 quedó establecida la ascendencia administrativa 
del gobierno nacional, En este periodo se echó la base administrativa sobre 
la cual el New Deal y ulteriores políticas nacionales activistas pudieron y 
fueron implementadas. 

La tercera señal relacionada con la creación de la cc1 fue explícitamente 
intergubernamental. En 1887, un joven académico sagaz y ambicioso lla- 
mado Woodrow Wilson analizó la cc1 y observó: ' 


3 Beer, “The Modernization of American Federalism”, pp. 63-68. 

4 Leonard D. White, The States and the Nation (Baton Rouge, Louisiana State University 
Press, 1953), p. 10. : 

5 Stephen Skowronek, Building a New American State: The Expansion of National Adminis- 
trative Capacities, 1877-1920 (Cambridge, Cambridge University Press, 1982), 389 Pp. 
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...al mismo tiempo que las funciones del gobierno se vuelven cada día más com- 
plejas y difíciles, también se están multiplicando enormemente en número. La 
administración, por doquiér, está emprendiendo nuevas tareas. La creación de 
comisionados nacionales de los ferrocarriles, además de las antiguas comisiones 
estatales, incluye una muy importante y delicada extensión de las funciones ad- 
ministrativas. Cualquier control de autoridad que los gobiernos estatales o fede- 
rales vayan a imponer a las corporaciones, deberán asumir unas precauciones y 
unas responsabilidades que requerirán de no poca sabiduría, conocimiento y ex- 
periencia,6 


Wilson era, obviamente, sensible a las implicaciones y complicaciones 
de nuevas desviaciones administrativas de semejante índole, como las co- 
misiones de regulación nacionales. Sin embargo, como una persona culta 
con una perspectiva objetiva, observó las ramificaciones académicas de las 
nuevas disposiciones administrativas: “Hay que estudiar tales cosas para 
hacerlas bien”, opinó.? No por coincidencia, el ensayo de Wilson se escri- 
bió en conjunción con otros varios significativos acontecimientos de nacio- 
nalización política del periodo, por ejemplo, las transferencias en efectivo 
a los estados, la Ley Sherman antimonopolios, y decisiones del Tribunal 
Supremo relacionadas con ellos,8 

Más adelante, en el ensayo de 1887, las inclinaciones jurídicas, administra- 
tivas y de RIG de Wilson se manifestaron en varias formas explícitas. Observó 
que “el estudio de la administración, visto filosóficamente, está relacionado 
muy de cerca con el estudio de la apropiada distribución de la autoridad cons- 
titucional”.9 Pero, según Wilson, las cuestiones jurídicas constitucionales ya 
no eran preeminentes, Estaban siendo desplazadas por cuestiones adminis- 
trativas intergubernamentales: 


Los debates de mayor peso sobre los principios constitucionales distan mucho de 
haber concluido; pero ya no son de más inmediata importancia práctica que las 
cuestiones de la administración. Se está volviendo más difícil implementar una 
Constitución, que elaborar una, 10 


Según Wilson, la administración de regulación intergubernamental, que 
implementaba una Constitución, había evolucionado a finales del siglo xix 
hasta una situación y un nivel de dificultad mayores que la redacción ini- 
cial de la Constitución. 


$ Woodrow Wilson, “The Study of Administration”, en Political Science Quarterly 2 (junio 
de 1887): 197-222; reimpreso, 55 (diciembre de 1941), pp. 481-506, en 485. 

7 Ibid. A z 

3 Larry B. Walker y Jeremy F. Plant, “Woodrow Wilson and the Federal System”, en Poli- 
tics and Administration: Woodrow Wilson and American Public Administration, Jack Rabin y 
James S. Bowman (comps.) (Nueva York, Marcel Dekker, 1984), pp. 119-132. 

2 Wilson, “The Study of Administration”, p. 484. 

10 Ibid, cursivas en el original. Para un análisis contemporáneo de la cuestión administrati- 
va, véase John A, Rohr, To Run a Constitution: The legitimacy of the Administrative State (Law- 
rence, University of Kansas Press, 1986). Observa Rohr que “el propósito de este líbro es legi- 
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El cuarto y último punto acerca de la cci fue su papel demostrable para 


ilustrar lo que Beer llama “centralización secundaria”. Según Beer, ocurrió. 


una centralización primaria cuando “la toma de decisiones respecto a la 
asignación de recursos en un campo especificado pasó del mercado libre a] 
gobierno”.1! La centralización secundaria incluyó el desplazamiento de la 
toma de decisiones de las jurisdicciones inferiores a las superiores. Beer 
analiza la lógica de los dos procesos con cierta extensión en el contexto de 
una economía modernizadora, pero lo siguiente nos transmite sus puntos 
esenciales; S 


Hay toda clase de razones para que las personas y los grupos... se vuelvan a la ju- 
risdicción que tiene autoridad sobre toda esta área. El campo. de la regulación 
que antes estuvo en manos de las jurisdicciones inferiores es hoy compartido o 
ha sido tomado por la jurisdicción superior. La misma lógica que inicialmente 
condujo a la intervención del gobierno o a la centralización primaria ha conduci- 
do hoy a la centralización secundaria. De este modo, los poblados empezaron por 
asumir la responsabilidad de la salud pública que, al desarrollarse la economía, 
más adelante condujo al establecimiento de juntas estatales de salud y, a la pos- 
tre, a la intervención del gobierno federal.12 


La Época Progresiva marcó el gran periodo de activismo del gobierno 
nacional en la arena de la regulación. La gráfica X.1 indica en forma visual 
el comienzo de las entidades de regulación nacionales, anteriores a 1920, 

-El New Deal fue el segundo periodo significativo de iniciativas de regu- 
lación. Durante la Gran Depresión, y como respuesta parcial a ésta, se 
aprobaron leyes nacionales que regulaban la conducta individual y empre- 
sarial en los campos de los seguros, la agricultura, las negociaciones labo- 
rales, el transporte de carga y las comunicaciones por radio. Estas acciones 
embonan bien en la categoría de centralización primaria de Beer, aunque 
también fueron evidentes los impactos de RIG y, a veces, indirectos. 

No fue sino hasta los años sesenta cuando surgió una tercera gran olea- 
da de regulaciones. Empezando por la Ley de Derechos Civiles de 1964, 
una serie de acciones legislativas durante los siguientes quince años produ- 
jo treinta importantes estatutos de regulación; el número de agencias de 
regulación casi se duplicó, pasando de 28 en 1960 a 55 en 1980 (véase grá- 
fica X.1). El aspecto más significativo de este “nuevo” activismo regulador 
fue su intención extensa, explícita, y a menudo exclusivamente interguber- 
namental, 


timar el estado administrativo en materia de principios constitucionales” (p. ix).-Para un es- 
tudio general del inicio de las Ric con Wilson, véase Deil S, Wright, “A Century of the Inter- 
governmental Administrative State: Wilson's Federalism, New Deal Intergovernmental Rela- 
tions, and Contemporary Intergovermmental Management”, en A Centennial History of the 
American Administrative State, Ralph C. Chandler (comp.) (Nueva York, Macmillan, 1987), pp. 
219-260. 

1 Beer, “The Modernization of American Federalism”, p. 66, 

12 Ibid, p. 67. 
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GRÁFICA X.1. Un siglo de crecimiento de las agencias de regulación 
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Las partes oscuras de cada columna indican el número de nuevas agencias de regulación 
añadido en cada década. 

FUENTE: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Regulatory Federalism: 
Policy, Process, Impact, and Reform, A-95 (Washington, D. C., Government Printing Office, 
1984), p. 63. 


En el cuadro X.i vemos una lista de treinta decretos de regulación apro- 
bados en las décadas de los sesenta y los setenta; las leyes varían notable- 
mente, tanto en su significación sustantiva como en las RIG, desde el embelle- 
cimiento de las carreteras y la calidad del agua, hasta la educación y la 
energía. Debe notarse que este grupo sólo cubre decretos importantes. Si se 
cuentan todas las medidas de regulación, de acuerdo con una fuente, más 
de 50 de tales leyes fueron promulgadas en los años sesenta, y se les aña- 
dieron más de 130 en los setenta.13 Resulta tentador, en esta arena, como 
al contar el número de programas de transferencias, lanzarse a un “juego 
de números”. También aquí, los números, exclusivamente, nos ofrecen 
poca ayuda para identificar problemas o seguir cursos de acción 'correcti- 
va, si acaso fueran necesarios, z > 

Un requisito para enfrentarse a lo que algunos han llamado el “embrollo” 
del estado regulador es lograr la mejor comprensión de los rasgos básicos de 
la regulación intergubernamental. Con ese propósito veremos un. análisis 
de los cuatro principales tipos o formas de la nueva regulación interguber- 
namental. 


13 Center for the Study of American Business, Directory of Federal Agencies, 3a. ed. (St. 
Louis, Washington University, 1981). 


CUADRO X.1. Principales decretos de la regulación intergubernamental, 


E 1960-1980 . 
A 
1964 Ley de Derechos Civiles (Título VD) 

1965 Ley de Embellecimiento de las Carreteras 
. Ley de Calidad del Agua 

1967 Ley de Carne Sana 

1968 Ley de Derechos Civiles (Título VII) 


Ley de Barreras Arquitectónicas 
Ley de Productos Avícolas Sanos 


1969 Ley de Política Ambiental Nacional 
1970 Ley de Seguridad y Salud en el Trabajo 
Enmiendas de Aire Puro 
1972 - Enmiendas a la Ley Federal de Control de la Contaminación del 
Agua 


Ley de Igualdad de Oportunidades de Empleo 
Enmiendas a la Ley de Educación (Título IX) 
Ley de Administración de la Zona Costera 
1973 Ley de Protección contra Inundaciones 
Ley de Rehabilitación (Sección 504) 
Ley sobre Especies en Peligro 
1974 Ley de Agua Potable Pura 
Ley de Transporte de Materiales Peligrosos 
Ley Nacional de Planificación de la Salud y Desarrollo de los 
Recursos 
Ley de Emergencia de Conservación de la Energía en Carreteras 
Ley de Derechos Educativos de la Familia y de Privacidad 
Enmienda a la Ley de Normas del Trabajo Justo 


1975 Ley de Educación para Todos los Niños Minusválidos 
Ley de Discriminación por Edad 

1976 Ley de Conservación y Recuperación de los Recursos 

1977 Ley de Control y Recuperación de Minería de Superficie 

1978 Ley de la Política Nacional de Conservación de Energía. 


Ley de la Política de Regulación de Instalaciones Públicas 
Ley de la Política de Gas Natural 





FUENTE: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, ln Brief —Regulatory 
Federalism: Policy, Process, Impacts, and Reform (Washington, D. C,, Government Printing 
Office, 1984), p. 2. 
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“TIPOS DE REGULACIÓN INTERGUBERNAMENTAL 


Un rasgo de las nuevas relaciones intergubernamentales las aparta de la 
influencia nacional afirmada y/o ejercida de acuerdo con los programas de 
transferencias de ayuda. En el primer caso, los receptores de la ayuda se 
ofrecen, “voluntarios”, o buscan ayuda. Tiende a prevalecer una relación 
cuasi-contractual o de negociación entre el gobierno nacional y los recep- 
tores de la ayuda, No así en el caso de la regulación intergubernamental, 
Las iniciativas de regulación de los últimos veinte años, particularmente la 
“nueva regulación social”, en contraste con la “antigua regulación econó- 
mica”, han dejado a las entidades estatales y locales pocas opciones, aparte 
de la de cumplir. (Los procesos en los tribunales son una de dichas 
opciones.) En suma, “las políticas que la nueva regulación interguberna- 
mental impone a los gobiernos estatales y locales están más cerca de ser 
obligatorias... De una u otra manera, se ha vuelto más difícil evitar su 
cumplimiento”, 14 

El carácter obligatorio o mandatario de la regulación ha estimulado el 
desarrollo de un cuádruple esquema para clasificar las estrategias de regu- 
lación. Los cuatro métodos para asegurar el cumplimiento de las normas 
nacionales son: 


1. Órdenes directas; 

2. requisitos transversales; 
3. sanciones cruzadas, y 
4, precedencia parcial, 


Esta tipología de cuatro categorías queda resumida en el cuadro X.2. AlKí 
se da una breve descripción de cada instrumento, y la descripción va segui- 
da por una indicación de los principales programas o áreas de política en 
que se aplica cada instrumento. Conviene hacer un breve análisis de cada 
una de las cuatro estrategias de regulación. 


Órdenes directas 


Una orden directa es una cláusula estatutaria, o una regulación administra- 
tiva cuyo cumplimiento es obligatorio. El incumplimiento dejaría sujeto al 
gobierno estatal y/o local a castigos civiles o penales. Ésta es la condición 
que más se aproxima al modelo jerárquico de RIG descrito en el capítulo u 


14 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Regulatory Federalism: Policy, 
Process, Impact and Reform, A-95 (Washington, D, C., Government Printing Office, febrero de 
1984), p. 7. Este volumen de 326 páginas probablemente sea el tratado más completo publica- 
do sobre la regulación de rIG. La ccri ha publicado una versión abreviada, ln Brief—Regulato- 
1y Federalism: Policy, Process, Impact, and Reform (Washington, D. C., Government Printing 
Office, 1984), 50 pp. 
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con círculos concéntricos. Se aplica en circunstancias en que se ha afirma- 


do plenamente el poder nacional de acuerdo con la cláusula de supre-- 


macia. 

Se pueden mencionar tres ejemplos. 1) De acuerdo con la Ley de Dere- 
chos Electorales de 1965, el Departamento de Justicia de los Estados Unidos 
puede impedir que una municipalidad se anexe tierras o puede ordenar 
que una ciudad cambie su método de elegir a los miembros de su concejo, 
Estas órdenes pueden derivarse, por ejemplo, del descubrimiento de que 
hay una dilución de la fuerza de los votantes minoritarios, o pautas de sub- 
representación de las minorías, en unas elecciones locales de una región 
entera. 2) Las Enmiendas a la Ley de Protección de la Investigación Maríti- 
ma y las Reservas Ecológicas, de 1977, exigió que todos los gobiernos 
locales dejaran de arrojar sus “aguas negras” al océano. 3) La Ley de Igual- 
dad de Oportunidades de Empleo, de 1972, prohíbe la discriminación en el 
trabajo, por los gobiernos estatales y locales sobre la base de raza, color, 
religión, sexo y origen nacional, De acuerdo con esta ley, algunos estados y 


CUADRO X.2. Tipología de los programas intergubernamentales de regulación 





Principales áreas de políticas 


Tipo de programa Descripción en que se utiliza 





Órdenes directas Acciones obligatorias 
estatatales o locales, 
bajoamenaza de cas- 


tígos penales o civiles 


Empleo público, protección 
ambiental 


Requisitos Se aplican a todos o a No discriminación, protección 
transversales muchos programas de ambiental, empleo público, 
asistencia federal administación de la asistencia 
Sanciones Amenazan con la termina- Seguridad y embellecimiento de 
cruzadas ción o reducción de la ayuda carreteras, protección 
prestada de acuerdo ambiental, planificación de la 
con uno o más programas salud, educación para niños 
específicos a menos que minusválidos 
se satisfagan los 
requisitos de otro 
Precedencias Establece normas federales Protección ambiental, 
parciales pero delega la administra- recursos naturales, seguridad 





FUENTE: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, ln Brief--Regulatory 
Federalism: Policy, Process, Impact, and Reform (Washington, D. C., Government Printing 


Office, 1984), p. 8. 


ción a los estados si adoptan 
normas equivalentes a las 
nacionales 


y salud laboral, 
inspección de carne y avícola 
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localidades han recibido orden de la Comisión de Igualdad de Oportuni- 
dades de Empleo de que instalen, asciendan o paguen a las personas que 
han demostrado, convincentemente, haber sido víctimas de prácticas dis- 
criminatorias. Desde luego, todas las órdenes, en los ejemplos anteriores, 
pudieron ser objeto de apelación en los tribunales. Y sin embargo son 
órdenes directas de una agencia nacional a un estado o localidad. 

Las órdenes directas a los gobiernos estatales colocaron a los estados, en 
ciertos aspectos, en una posición similar a las de las localidades según la 
Regla de Dillon, Están claramente subordinadas a la autoridad nacional y 
deben depender de acción en los tribunales, de influencia política o de otros 
medios para conservar ciérto grado de autonomía y de discrecionalidad. 


Requisitos transversales 


La existencia y la expansión de los llamados requisitos transversales ya se 
mencionó como aspecto de la fase calculadora de las IG (véase capítulo IM). 
El inventario más reciente (1980) del número de requisitos transversales 
identificó cerca de sesenta de tales limitaciones, dos tercios de las cuales 
fueron adoptados durante los años setenta,15 El rasgo más característico de 
esta estrategia de regulación es su aplicación y su impacto “horizontales”, 
Una regulación transversal se aplica sobre una base general, para utilizar 
fondos que incluyen muchos o todos los programas de ayuda federal. 

Tres de los más notables requisitos transversales son: 1) el Título vI de la 
Ley de Derechos Civiles de 1964 (P, L. 88-352); 2) la Ley Nacional de Políti- 
ca Ambiental (LNPA) de 1969 (P. L. 91-190), y 3) la Sección 504 de la Ley de 
Rehabilitación de 1973 (P. L. 93-112). La primera de éstas (Título vi, Sec- 
ción 601) especifica que “ninguna persona en los Estados Unidos será 
excluido, por motivo de raza, color u origen nacional, de participar en los 
beneficios, ni le serán negados, ni será sujeto a discriminación bajo ningún 
programa que reciba ayuda financiera federal”. Nótese la cobertura hori- 
zontal y comprensiva de esta disposición: “cualquier programa”. Disposicio- 
nes similares extendieron después la cobertura a otros grupos: los ancianos, 
las mujeres (en los programas educativos) y los minusválidos. 

La segunda ley (LNPA) se refiere a una parte muy importante de la legis- 
lación ambiental. Sus disposiciones requieren que las declaraciones sobre 
impacto ambiental se preparen para construir proyectos financiados con 
fondos federales, incluyendo subsidios de ayuda. El tercer ejemplo anterior 
cita la cláusula de protección a los minusválidos, mencionada en el análisis 
de la fase calculadora de las RIG (véase capítulo IM). : 


15 Oficina de Administración y Presupuesto, Managing Federal Assistance in the 19805 
(Washington, D. C., Executive Office of the President, marzo de 1980), 68 pp. 
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Sanciones cruzadas 


Este instrumento de regulación incluye el uso de una sanción fiscal nacio- 
nal en un programa para influir sobre una política estatal o local de otro, 
También se le podría describir como estrategia de control “vertical” con un 
impacto horizontal especificado o definido. Aquí, el rasgo distintivo es que 
si el receptor no cumple con las regulaciones de un programa, ello puede 
dar por resultado la terminación (o reducción) de los fondos disponibles 
en un programa autorizado por separado. El castigo por no cumplir en un 
programa “cruza”, así, a otro. 

Se pueden citar tres ejemplos de sanciones cruzadas, una de cada una de 
las tres últimas décadas. La Ley de Embellecimiento de Carreteras, de 1965 
(P. L. 89-285) impuso un castigo (pérdida de 10% de los fondos para cons- 
trucción de carreteras) a los estados que no cumplieran con los requisitos 
especificados nacionalmente para controlar los anuncios espectaculares. La 
intención de la ley era reducir o eliminar los anuncios feos a lo largo de ca- 
rreteras que habían recibido fondos federales, especialmente carreteras in- 
terestatales. La controversia por esta sanción continuó a lo largo de los años 
sesenta hasta que, por último, el Congreso autorizó la erogación de fondos 
para indemnizar a los dueños de las propiedades y espectaculares, para apo- 
yar sus “derechos” económicos. Los principales beneficiarios de la ley pare- 
cen. haber sido los dueños de las propiedades y los espectaculares a lo largo 
de carreteras que habían recibido fondos federales. Esta sanción cruzada, en 
particular, ha sido juzgada, generalmente, como un sonado fracaso. 

En contraste, una sanción general mucho más eficaz en materia de cum- 
plimiento por los estados ha sido el límite “nacional” de velocidad, de 55 
millas por hora. Casi todos reconocen que ha salvado miles de vidas. Y sin 
embargo no fue aplicado como medida de seguridad sino como respuesta 
al embargo petrolero de la oPEP en 1973. La consiguiente crisis de energía 
hizo que funcionarios nacionales pidieran a los estados rebajar sus límites 
de velocidad. De hecho, el Senado adoptó en 1973 una resolución en ese sen- 
tido, y más de la mitad de los estados respondieron a esta “persuasión moral”. 

Pronto, el dinero demostró ser más persuasivo que la moral, La Ley de 
Emergencia de Conservación de Energía en Carreteras, de 1974 (P. L. 93- 
239) prohibió al secretario de Transportes aprobar los proyectos de cons- 
trucción de carreteras con fondos federales en cualquier estado cuyo límite 
de velocidad fuese superior a las 55 millas por hora. Y todos los estados 
acataron rápidamente la norma nacional. A mediados de los años ochenta 
hubo una creciente oposición al límite nacional y se consiguió el apoyo del 

* Presidente para permitir que los estados ejercieran cierta discrecionalidad 
al fijar los límites de velocidad. Sin embargo, como ya se notó en el capítu- 
lo vr al hablar del asunto, los estados lograron sobrepasar los límites en el 
proceso de implementación. Por último, en 1987 se elevó el límite estable- 
cido por la ley, selectivamente, a 65 millas por hora. 
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El tercer ejemplo de una sanción cruzada es más discutible que el límite 
de velocidad de 55 millas por hora. El 17 de julio de 1984 el presidente Ro- 
nald Reagan firmó la Léy Pública 98-363, conocida más generalmente 
como la legislación nacional de edad mínima para beber alcohol. Desde 
luego, el decreto no establecía directamente los 21 años como edad legal 
para beber alcohol, Parece seguro que semejante ley no habría podido sos- 
tenerse en términos constitucionales. En cambio, el decreto especificaba 
que si un estado no fijaba, en un plazo de dos años, es decir, para 1986, su 
edad mínima para beber alcohol en 21 años, ese estado perdería el 5% de 
todos los fondos federales de ayuda para carreteras. El castigo en cada año 
ulterior sería de 10% de la ayuda federal para carreteras. Al ser puesta en 
vigor la ley, los 30 estados que no habían fijado en 21 años la edad mínima 
para beber alcohol, perderían más de 600 millones de dólares en fondos de 
ayuda. Para 1986, virtualmente todos los estados habían aceptado el decre- 
to, para evitar los efectos negativos de esta importante sanción general, 

Muchas legislaturas estatales respondieron con renuencia. Tal vez nadie 
captó la reacción de varios estados tan bien como el periodista de Wash- 
ington que escribió: “Entre gente educada, la técnica legislativa que el Con- 
greso ha escogido para establecer una edad mínima para beber [alcohol], 
por toda la nación, es llamada una sanción cruzada; también se le llama, a 
veces, en términos más rudos, un chantaje federal”.16 Las quejas de los le- 
gisladores incluían una violación nacional de los derechos de los estados. 
Algunos también desafiaron la investigación y la retórica que formaron la 
base de esa ley. Al firmar el proyecto de ley, el Presidente afirmó que “es- 
tando el problema tan claramente expuesto y tan a mano una solución de- 
mostrada, no tenemos dudas acerca de este juicioso empleo del poder fede- 
ral; estoy convencido de que ayudará a persuadir a los legisladores de los 


estados a actuar en interés nacional para salvar las vidas de nuestros jóve- 


nes, elevando la edad legal para ingerir bebidas alcohólicas a 21 años en 
todo el país. 17 

Detrás de la declaración del presidente había dos importantes hechos 
políticos. El primero era la potencia y el poder de persuasión de MMEE (Ma- 
dres contra Manejar en Estado de Embriaguez). El momento político posi- 
tivo generado por MMEE, había hecho que el Presidente invirtiera su actitud 
dos semanas antes de la aprobación de esta medida; al principio se había 


16 Ann Cooper, “When the Federal Carrot Doesn't Work, Congress Is Ready to Use the 
Stick”, en National Journal, 30 de junio de 1984, pp. 1261-1262. Este artículo enfoca princi- 
palmente el requisito de la edad mínima para beber, pero menciona y analiza toda una varie- 
dad de otras sanciones cruzadas, por ejemplo, regulaciones para anuncios de carreteras, re- 
cepción estudiantil de ayuda educativa federal dependiente de haberse registrado en. el 
servicio militar. Para un esbozo del pantano en que se hundieron las sanciones a los anuncios, 
véase Tom Kenworthy, “How the Highway Beautification Act Went by the Billboards-—The 
Outdoor Advertising Lobby Is Small but Potent”, en Washington Post National Weekly Edition, 
9 de marzo de 1987, p. 12, 

17 Firma presidencial de P. L. 98-363, 17 de julio de 1984. 
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opuesto activamente a ella por ser una coacción sobre los estados y por ir 
en contra de las ideas de su Nuevo Federalismo. 


El segundo “hecho” político fue una cifra presentada en el Final Report 


de 1983, de la Comisión Presidencial sobre Conducir en Estado de Embria- 
guez. Esa comisión recomendó la edad de 21 años como límite para ingerir 
bebidas alcohólicas, sobre estudios que indicaban que “si todos los estados 
restantes elevaran la edad legal para beber alcohol a 21 años, habría 730 
jóvenes muertos menos anualmente en las carreteras de los Estados Uni- 
dos”.18 Desde luego, no en todos los estudios se llegó a esta cifra precisa 
pero el peso de los descubrimientos de la investigación indicó que una 
edad menor para beber estaba relacionada con más víctimas adolescentes 
relacionadas con el alcohol, y las muertes se redujeron en los estados que 
elevaron la edad mínima para beber. Sin embargo, una ulterior evaluación 
minuciosa de estas investigaciones llevó a dos investigadores a concluir que 
“si el propósito de la ley es “salvar vidas” hay pocos testimonios, basados en. 
los resultados del reciente aumento de la edad para beber alcohol, que in- 
diquen que se alcanzará este propósito”.19 Sus análisis llegaron a la conclu- 
sión de que fallas metodológicas e inferencias incorrectas de los datos esta- 
dísticos no confirmaban la eficiencia salvadora de elevar la edad para 
ingerir bebidas alcohólicas. 

Desde el punto de vista de las kIG, podemos hacer tres observaciones so- 
bre las sanciones cruzadas. Primero, aumentan considerablemente la pro- 
babilidad de que en estados y localidades se cumpla la política nacional; 
pero su eficiencia dista mucho de ser garantizada porque los estados tienen 
ciertas capacidades de respuesta selectiva para resistirse. En segundo lu- 
gar, la promulgación de las sanciones tiende a ser episódica, en casos espe- 
cíficos, y como reacción a cuestiones de política pública sumamente noto- 
rias. En tercer lugar, la visibilidad y el momento político de estas cuestiones 
tiende a superar y/o a oscurecer los asuntos relacionados con el federalis- 
mo y con las RIG. En suma, los asuntos de federalismo-RIG sólo son un con- 
junto de cuestiones de valor entre varios que incluyen intercambios en la 
legislación nacional. Además, no es insólito que se sacrifiquen los valores 
de federalismo-RIG a cambio de otros. 


18 Presidential Commission on Drunk Driving, Fi i S 
pa o 2, 1 nal Report (Washington, D. C., Govern: 

19 Fredric N. Bolotin y Jack DeSario, “The Politics and Policy Implications of a National 
Minimum Drinking Age” (documento presentado en la Reunión Anual de la Asociación Norte- 
americana de Ciencia Política, Nueva Orleáns, 29 de agosto-1 de septiembre de 1985), 17 pp. 
Véase también Elaine S. Knapp, “21 or Else Mandate Angers States”, en State Government 
News 27 (agosto de 1984): pp. 4-10. Un informe de su desarrollo, 18 meses después de apro- 
bada la legislación, mostró que la severidad de las regulaciones del Departamento de Trans- 
porte al implementar la ley podía hacer que 33 estados no estvuieran de acuerdo y perdieran 
fondos en 1987, Véase Governors' Weekly Bulletin, 4 de abril de 1986, pp. 1-2, 
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La precedencia parcial 


Los requisitos transversalés, así'como las sanciones cruzadas, están direc- 
tamente relacionados con el sistema federal de transferencias de ayuda. El 
ejercicio del vigor nacional está amarrado a los ligamentos del poder de 
gastar, la autoridad constitucional de “establecer y cobrar impuestos... pa- 
gar las deudas y proveer a la defensa común y el bienestar general de los 
Estados Unidos” (Art. 1, Sec. 8, Cl. 1). El cuarto recurso de regulación, la 
precedencia parcial, se basa en fundamentos constitucionales enteramente 
distintos: el poder del comercio y las cláusulas de supremacía. Ya nos 
hemos referido a estas fuerzas en relación con el análisis de la precedencia, 
en el capítulo vi. Estudiaremos aquí la precedencia modificada, o prece- 
dencia con un cambio que origina nacionalización parcial. 

La esencia de este recurso de regulación es la promulgación de leyes na- 
cionales que fijan políticas básicas y la delegación de la responsabilidad 
administrativa de su implementación, a los estados o las localidades, si 
cumplen con ciertas condiciones o normas especificadas. Este enfoque 
“si..., entonces” fue descrito por uno de los críticos de esta estrategia: 


Si un estado no emite regulaciones aceptables a los Estados Unidos, entonces lo 
hará una agencia o un departamento federal, y si el estado no adopta y aplica 
esas regulaciones, entonces el nivel federal de gobierno asumirá jurisdicción so- 
bre esa área.20 


Una designación alternativa de esta técnica es el “enfoque de sustitu- 
ción”.21 Este término describe la condición por la cual las leyes nacionales 
permiten a los estados actuar como sustitutos de la aplicación administra- 
tiva nacional mientras los programas y normas del estado sean “al menos 
tan eficaces” como los nacionales. Si las normas y el desempeño del estado 
no llegan a los niveles nacionales aceptables, entonces intervendrán 
funcionarios federales, y sustituirán la administración estatal por la 
administración nacional. : 

En la esfera ambiental sobresalen varios ejemplos de precedencia parcial. 
La Ley de Calidad del Agua de 1965 (P. L. 88-668) fue temprana ilustración 
de esta estrategia. El decreto fue uno de los primeros que afirmaron una 
política nacional para contener la contaminación. La ley concedía a cada 


20 James B. Croy, “Federal Supersession: The Road to Domination”, en State Government 48 
(invierno de 1975), p. 34, 

21 Frank J, Thompson, “The Súbstitution Approach to Intergovernmental Relations: OSHa”, 
en Publius: The Journal of Federalism 13 (otoño de 1983), pp. 59-78. Véase también Frank J. 
Thompson y Michael J. Scicchitano, “State Enforcement of Federal Regulatory Policy: The 
Lessons of osa”, en Policy Studies Journal 13 (marzo de 1985), pp. 591-606; Frank J. Thomp- 
son y Michael J, Scicchitano, “osHa, the States, and Gresham's Law: From Carter to Reagan”, 
en Intergoveramental Relations and Public Policy, Y. Edwin Benton y David R. Morgan (comps.) 
(Westport, Conn., Greenwood Press, 1986), pp. 95-110. 
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estado un año para crear normas para las aguas interestatales dentro de 


sus fronteras. Las normas estuvieron sometidas a la aprobación nacional. 


Y si un estado no creaba normas, o si las normas creadas no armonizaban 
con las normas nacionales, un administrador nacional (el secretario de sg 

. en 1965, y después jefe de la Agencia de Protección Ambiental (APA) fue 
autorizado a imponer las normas nacionales, desarrolladas independien- 
temente, Este ejemplo muestra claramente la “sustitución” en el sentido de 
regulación. Los estados actúan como sustitutos, para implementar la polí. 
tica nacional de calidad del agua mientras sus normas sean aceptables 
para los administradores nacionales. Y cuando no satisfacen esa condición, 
los mecanismos administrativos nacionales ocupan el vacío dejado por una 
acción estatal “inaceptable”. 

El enfoque adoptado en la Ley de Calidad del Agua de 1965 preparó el es- 
cenario para una legislación de mayor alcance en el ámbito de la conta- 
minación del aire, unos cuantos años después. Las Enmiendas a la Ley de 
Aire Puro de 1970 (P. L. 91-604) constituyeron un estatuto ambiental noOVe- 
doso, que echó las bases para las normas de la calidad del aire en toda la na- 
ción, Según esta ley, se exigía a cada uno de los estados que creara planes y 
que implementara (aplicara) eficazmente las normas nacionales. Por ejem- 
plo: la APA podía exigir que los estados alteraran sus políticas de transporte 
(para promover más el transporte masivo), e imponer la reglamentación de 
personas y empresas privadas (como los controles a la emisión de gases por 
automóviles). La legislación de aire puro recibió especial atención de 
muchos estudiosos y practicantes de RIG. Dos analistas, Mel Dubnick y Alan 
Gitelson, escribieron en 1981 acerca de las enmiendas de 1970, con la pers- 
pectiva que da todo un decenio.22 Al analizar el tema de las “políticas de 
nacionalización de los estados”, llegaron a la conclusión de que esta legis- 
lación de regulación modificaba radicalmente la naturaleza de las relacio- 
nes nacional-estatales, 


De todos los mecanismos intergubernamentales empleados para nacionalizar la 
política de regulación, ninguno es más revolucionario que el enfoque aplicado 
por vez primera en las Enmiendas a la Ley de Aire Puro de 1970. Es un enfoque 
que minimiza tanto la voluntariedad de la participación estatal y local, como la 
discrecionalidad sustantiva de las políticas dada a los funcionarios en unidades 
subnacionales. De hecho, es un mecanismo que desafía la esencia misma del fe- 
deralismo como sistema no centralizado de jurisdicciones jurídicas separadas y 
que en cambio depende de una visión unitaria que incluye unas unidades cen- 
trales y periféricas jerárquicamente relacionadas... Es un enfoque que permite a 
los formuladores de políticas nacionales y a los implementadores de las políticas 
movilizar recursos estatales y locales en nombre de un programa de política na- 
cional, Como medidas preliminares, se pueden movilizar estos recursos utilizan- 


22 Mel Dubnick y Alan Gitelson, “Nationalizing State Policies”, en The Nationalization of 
State Government, Jerome J. Hanus (comp.) (Lexington, Mass., Heath, 1981), pp. 51-69, 
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do formas técnicas, financieras u otras de asistencia, pero subyacente en este 
mecanismo se encuentra la capacidad de los funcionarios nacionales para “reclu- 
tar” formal y oficialmeñte esos'recursos y ponerlos al servicio nacional. A esto 
lo llamaremos conscripción legal,23 


Dubnick y Gitelson ven, claramente, la presencia de una pauta jerárqui- 
ca en este ámbito de las políticas, que se aproxima al modelo de autoridad 
inclusiva planteado en el capítulo 1. De hecho es posible, dada la lógica de 
esta interpretación, cuestionar lo apropiado del término parcial si se le 
aplica al concepto de precedencia. j 

No todas las “precedencias”, parciales o no, alteran el equilibrio. estatal- 
nacional, si es que hay un equilibrio, tan claramente como la legislación del 
aire puro. Parece pertinente indicar otras importantes leyes de precedencia 
parcial aprobadas desde 1970, sin analizar sus puntos específicos: 


1. Ley de Especies en Peligro de 1973 (P. L. 93-205). : 

2. Enmiendas a la Ley Federal de Control de la Contaminación del Agua, 
de 1982 (P. L. 92-500). pa 

3. Ley de Política de la Conservación de la Energía Nacional, de 1988 
(P. L. 95-619). 

4. Ley de Política del Gas Nacional, de 1978 (P. L. 95-621). 

5. Ley de Conservación y Recuperación de los Recursos, de 1976 (P. L. 
94-580). 

6. Ley de Agua Potable de 1974 (P. L. 93-523). e 

7. Ley de Control y Recuperación de Minería de Superficie, de 1977 (P. 
L. 91-596). 

8. Ley de Seguridad y Salud en el Trabajo, de 1970 (P. L. 91-596). 


Más adelante, en este mismo capítulo, analizaremos ciertos aspectos de 
la aplicación del último estatuto enumerado, la Ley de Seguridad y Salud 
en el Trabajo. 


La POLÍTICA, LAS POLÍTICAS Y LOS PROBLEMAS DE REGULACIÓN DE LAS RIG 


En su extenso examen del “federalismo regulador”, la ccr1 observó que los 
orígenes de este hecho eran “complejos y diversos, que se negaban a expli- 
caciones sencillas de por qué creció... se desarrolló como parte de una olea- 
da general de activismo gubernamental por la nación; no fue precipitado 
por un solo actor o factor”.24 En otra parte, James Q. Wilson, conocido ana- 
lista de las regulaciones, observó: “Lo notable en los orígenes de los progra- 
mas de regulación es que en casi todos los casos la ley inicial fue apoyada 


23 Ibid., pp. 56-57. o 
24 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamenteales, In Brief—Regulatory PFed- 
eralism, p. 11. 
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por una coalición de base bastante amplia” .25 Estas declaraciones iniciales 


nos ofrecen el contexto para hacer observaciones sobre la política, las po. . 


líticas y los problemas de regulación en un marco intergubernamental. 

La aplicación de estatutos de regulación intergubernamentales es, en un 
sentido, una de las “maravillas” políticas de los dos últimos decenios. Hasta 
los años sesenta, la aprobación de una pieza importante de legislación era 
un logro ocasional y hasta excepcional. En particular, el Congreso era una 
institución que tendía a la inacción. Su conservadurismo no sólo era sustan- 
tivo, sino procedimental. El escalafón en los comités y sus reglas hacían re- 
lativamente fácil impedir la promulgación de leyes de gran alcance. Y aun 
espoleado por un Presidente activista, por ejemplo Harry Truman o John F. 
Kennedy, el Congreso se mostraba remiso a responder, 

El torbellino político, social y cívico de los años sesenta produjo varios 
cambios, que también fueron favorecidos por la “democratización” del 
Congreso. Primero, la presidencia de Johnson sentó numerosos preceden- 
tes de un activismo nacional amplio, si no es que arrollador, En segundo 
lugar, y específicamente en el terreno de la regulación, la aprobación de 
múltiples ejemplos de legislación de derechos civiles dio considerable per- 
suasión moral y legitimidad política a la intervención nacional en un modo 
de regulación. La ccrI dice de ello: “Las preocupaciones históricas por la 
envergadura apropiada de las actividades domésticas del gobierno na- 
cional cedieron, por primera vez, ante el generalizado apoyo público a una 
enérgica legislación por los derechos civiles; la mala reputación que mu- 
chos estados se ganaron en materia de derechos civiles se difundió por 
otras áreas de políticas y socavó, en general, la legitimidad del concepto de 
derechos de los estados como barrera a una intervención reguladora fe- 
deral”.26 

El apoyo de los ciudadanos y el activismo en el terreno de los derechos ci- 
viles fueron seguidos por esfuerzos organizados de los ciudadanos en mu- 
chas otras esferas, por ejemplo, protección al consumidor, a personas 
minusválidas, derechos de la mujer, etc. Una de las más vastas zonas de ac- 
tivismo público se relacionó, según se dice, con problemas ambientales. Las 
políticas que hacían frente a cuestiones ambientales eran, por la naturaleza 
de los problemas, esencialmente de regulación. Las respuestas políticas por 
medio de estrategias de regulación intergubernamentales fueron espolea- 
das por tres factores adicionales. 

Primero, durante los años sesenta se habían establecido mecanismos in- 
tergubernamentales como la forma predominante en que el gobierno na- 
cional llevaba adelante sus asuntos domésticos. Segundo, fuese por medio 
de transferencias, de requisitos transversales o de precedencia parcial, una 
vez establecido el papel nacional, sucesivas adiciones, al parecer incremen- 


25 Citado, ibid. 
26 Ibid, p. 12. 
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tales, podían —y de hecho lo hicieron— meter la “nariz de camello” nacio- 
nal en la “tienda” de lá política estatal y local en materia de salubridad pú- 
blica, seguridad y regulación ambiental. La ccr1 observó que “las políticas 
de regulación más coercitivas a menudo parecieron ser modificaciones y 
extensiones de políticas pasadas, y no importantes tareas nuevas”,27 

Un tercer factor contribuyó al extendido “federalismo regulador”. Fue el 
papel institucional alterado del Congreso. El activismo ciudadano tuvo su 
contraparte en el activismo del Congreso durante los años sesenta y seten- 
ta. Varios elementos favorecieron la “resurrección” del Congreso, por ejem- 
plo, los cambios de escalafón y de reglas, unos presidentes menos podero- 
sos, un control dividido del Congreso y la presidencia, un mayor personal 
del Congreso y la renovación de la “conexión electoral”. Éstas y otras 
fuerzas se combinaron para producir “hiperactivos” esfuerzos legislativos, 
como lo observó el director ejecutivo de la ccr1, Wayne Anderson (véase 
capítulo 1x). En este activismo desempeñaron un papel importante, si no 
decisivo, las leyes que eran básicamente de regulación, aunque bien habrían 
podido incluir transferencias de ayuda (a veces como idea ulterior) para pro- 
mover la implementación estatal o local. 

La mención del término implementación llama la atención hacia el tema 
que guía el restante análisis que hacemos en este capítulo. No obstante, 
para allanar el camino a ese análisis hay que establecer dos puntos senci- 
llos, pero muy importantes, acerca de la regulación intergubernamental. 
Uno incluye la política simbólica; el segundo trata de las dificultades de la 
implementación. . 

La legislación simbólica es una legislación que dirige la atención a pro- 
pósitos morales (simbólicos) amplios, importantes y elevados. Es una legis- 
lación motivada por un determinado problema o problemas acerca de los 
cuales, por principio, poca gente o nadie estaría en desacuerdo. Podríamos 
citar muchos ejemplos, pero sólo mencionaremos dos: las prohibiciones de 
discriminación contra: 1) personas ancianas, y 2) personas minusválidas. 

El recuadro de políticas X.1 nos presenta la descripción de la política sim- 
bólica y las políticas de regulación que afectaron a la Ley de Discriminación 
por Edad, de 1975. Revela las presiones y los problemas de legislar sobre 
un asunto que es simbólicamente significativo pero que es sumamente in- 
cierto en su contenido, precisión, implementación o impacto. El apoyo y la 
acción superan al análisis y la deliberación. 

La Sección 504 de la Ley de Rehabilitación de 1973 prohíbe discriminar 
a personas minusválidas en todos los programas que reciben fondos fede- 
rales. Pese a la importancia y al vasto impacto de esta disposición, “no 
recibió un solo día de audiencia en el Congreso, no se mencionó una sola 
palabra en el Informe del Comité del Senado, no se dijo ni media palabra 
acerca de ella cuando fue aprobada la iniciativa de ley original, y no hubo 


27 Ibid. 
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una explicación en la “Declaración de Administradores” que siguió a la ES estadistas y pedir pruebas de discriminación, pero las organizaciones [de an- 
conferencia del Senado-Cámara”.28 Samuel Halperin, antiguo secretario Lo cianos] estaban haciendo presión, y era difícil votar contra los viejos”.> Tal 
para la legislación, resumió el cambio hacia las políticas de regulación, a. ds como quedó finalmente redactada, la legislación incluyó la prohibición de la 
las que llamó “garrotes”. l z discriminación por edad —para entrar en vigor al punto— y pidió un ulterior 
| estudio de la discriminación por edad, para proceder a emitir las regulaciones. 
Los congresistas consideran que fueron elegidos para legislar. Ante un problema Í El presidente Ford firmó la legislación, pero se quejó de que “la delineación 
y una muestra de que otros niveles de gobierno están fallando, sienten una gran ¿ de lo que constituye una irracional discriminación:por edad es tan imprecisa 
tendencia a aprobar cierta ley, Hace diez años, el dinero era el antídoto de Wash- : que nos ofrece poca guía para desarrollar regulaciones”. Una vez entregado 
ington a todos los problemas. Ahora, las nuevas realidades fiscales —inflación : el estudio de la Comisión de Derechos Civiles, el senador Eagleton arguyó 
gran desempleo y enormes déficit presupuestarios— significan que el Congreso i que ésta mostraba que la LDE era innecesaria: 
ofrece menos dólares. Pero, aun decidido a legislar contra los problemas, el Con- i ee $ - 
greso emplea garrotes en lugar de zanahorias.29 ¡ No sólo no había antecedentes que mostraran originalmente una discriminación, 
sino que el ulterior informe de la Comisión no pudo demostrar discriminación por 
¡ edad en alguna forma metódica, aun si había problemas de discriminación por edad, 
1 no se les debió manejar en forma tan general. 
RECUADRO X.1. La política simbólica y las políticas de regulación No obstante, la ley sigue en los libros, y se les ha pedido a 28 agencias fede- 
. ¡ rales que promulguen regulaciones que la pongan en vigor. 
Al legislador moderno le resulta difícil votar contra las medidas simbólicas. . 
Como fácilmente se les percibe de acuerdo con expresiones sencillas pero po- | E olaa an Eos ó 
derosas de moralidad, las políticas de regulación pueden ser más susceptibles i < Oficina Ejecutiva de la Presidencia, Weekly Compilation of Presidential Documents, 
que ninguna otra a la política simbólica en el Congreso. Resulta ilustrativa la i 28 de noviembre de 1975, pp. 1326-1327. 
historia legislativa de la Ley de Discriminación por Edad de 1975. Esta ley pro- ¿ « Entrevista con el senador Eagleton. 
híbe la discriminación “irracional” en programas que reciben ayuda federal j FUENTE: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, In Brief—Regula- 
por motivos de edad. Fue un producto del Subcomité Selecto de la Cámara ¿ tory Federalism: Policy, Process, Impact, and Reform (Washington, D. C., Government 


sobre Educación, que por entonces presidía el representante John Brademas Printing Office, 1984), pp. 12-13, 
(de Indiana). El republicano Brademas insertó la propuesta de la discrimi- 
nación por edad en la Older Americans Act, que su comité autorizó en 1975. 
No hubo audiencias explícitas sobre los efectos de esa iniciativa de ley, que ¡ En forma curiosa y un tanto sorprendente, ¡Halperin estaba escribiendo 
fue aprobada por toda la Cámara sin una extensa aclaración, ! en 19761 Sus observaciones parecen oportunas y apropiadas para la fase 
Después de la aprobación por la Cámara, varias agencias de la rama eje- contractiva de los años ochenta. Y sin embargo, de hecho, las regulaciones 
ea objetaron la vaguedad de la ley. Caspar Weinberger, secretario del sip, se intensificaron más aún en dirección intergubernamental a mediados de 
ijo al Senado que: : A E +6 
¡ los ochenta. Margaret Wrightson, directora del personal del Subcomité del 
La HR 3922, tal como está escrita, dejaría a la rama ejecutiva la tarea de formular Senado sobre Relaciones Intergubernamentales, ofreció la siguiente descrip- 
enormes decisiones de política en áreas totalmente desconocidas sin el beneficio de ción de recientes respuestas de regulación del Congreso, en las reuniones 


ninguna guía legislativa específica... Sólo prohíbe la discriminación (irracional) por | de 1986 de la Asociación Norteamericana de Ciencias Políticas: 
motivo de edad... Ni la iniciativa de ley ni su historia legislativa indicaron cuáles fac- 


tores serían (irracionales).* 








En política de regulación creo que veremos un área de políticas que dará uno de 
los pocos escapes a sus miembros, quienes deberán buscar nuevos programas y 
modos de arrogarse crédito. En los próximos cinco, seis o siete años, empezare- 
mos a ver cómo crece la política de regulación, aún más que en el último dece- 
nio, en tanto que los programas de transferencias serán cada vez menores, 
menores, menores. Ya se puede ver esto si se contemplan bien todos los grandes 
programas de regulación intergubernamentales, como construcciones para 
aguas negras, Miren todos esos presupuestos y verán que se van contrayendo. Y 
si miran lo que a los grupos de interés público les gusta llamar mandatos, verán 
que son al menos tan fuertes como lo eran antes, y tal vez más. 


Por consiguiente, el Senado actuó para aplazar la inclusión de la ley en la 
Older Americans Act, sustituyéndola por un requisito de que la Comisión de 
los Derechos Civiles de los Estados Unidos estudiara el asunto e informara 
de sus descubrimientos al Congreso. Este enfoque resultó inaceptable a los 
autores de la disposición en la Cámara, y el Senado acabó por ceder en una 
conferencia de comités. Como lo explicó el senador Eagleton: “Quisimos ser 





neu ac 


28 Ibid, p. 14. 
29 Ibid, p. 16. 
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Les daré sólo un ejemplo. Hace poco, el Congreso se las arregló para ponerse 
de acuerdo y elaborar el programa de agua potable. Cuando el Congreso lo hizo, 
le pareció apropiado tomar los 80 contaminantes, poco más o menos, que se ha- 
bían identificado y que necesitaban ser regulados, lo que la Agencia de Protec- 
ción Ambiental (APA) no había hecho en los últimos siete años. Ellos (la APA) sólo 
habían logrado regular tres de ellos [los contaminantes]. Parte de la razón de esto 
es la lucha entre el Congreso y el presidente sobre si la APA deberá regular o no, 
Pero la respuesta del Congreso a la impotencia que siente ante la lucha entre el 
presidente y la apa fue decir: “Bueno, dejemos que los estados lo hagan”. Y así, de 
acuerdo con la sabiduría del Congreso, a los estados se les dieron tres años para 
regular 77 contaminantes, mientras que la APA no había podido regular sino tres 
de ochenta en siete años. Éste es el tipo de cosas que yo creo que veremos más en 
el futuro, conforme el Congreso siente presión para ganarse el pan... pero no tiene 
ningún pan.30 


La política simbólica, una legislación vaga, los “garrotes” y “pasar el pa- 
quete de regulación” a los estados, condujo a una conclusión abrumadora: 
la inmensa dificultad de implementar el federalismo regulatorio. Esta di- 
ficultad fue bien resumida por un destacado estudioso de las RIG, Michael 
Reagan, quien ha desarrollado una experiencia especial en la regulación 
así como en RIG. Observó: “Mientras que los escritos sobre la implementa- 
ción varían mucho en alcances, enfoque y proposiciones, una generalización 
en la que todos están de acuerdo es que el camino desde la política legisla- 
tiva hasta los resultados de programa es difícil, tortuoso y sólo parcialmente 
llega a su objetivo; además, estas características son aún más pronunciadas 
cuando el camino es intergubernamenta]”.31 

Antes de pasar a los ejemplos y estudios de caso de implementación regula- 
dora de las RIG, cabe revisar y resumir los principales temas políticos y de 
las políticas al respecto. Varios de ellos fueron condensados en dos párrafos 
de un reciente informe de la CcRt: 


En suma, ninguna fuerza, por sí sola, causó el desarrollo del federalismo regu- 
latorio. Por lo general, los presidentes ayudaron a lanzar los primeros programas 
de regulación intergubernamentales, pero no pudo encontrarse semejante pauta 
de liderazgo de la rama ejecutiva en las etapas ulteriores de la proliferación de re- 
gulaciones. Al mismo tiempo, aun con gobiernos que intentaran descentralizar 
los programas de transferencias de ayuda, hubo poca oposición presidencial al 


30 Margaret Wrightson, “Congress and Intergovernmental Relations” (transcripción de ob- 
servaciones en el panel de relaciones intergubernamentales, Reunión Anual de la Asociación 
Norteamericana de Ciencias Políticas, Washington, D. C., 1-3 de septiembre de 1986), pp. 6-7. 
Se reproduce con la debida autorización. 

31 Michael D. Reagan, “Intergovernmental Implementation of Partial Preemption Regulatory 
Programs: Can National Policy Effectively Channel State Administration?” (documento pre- 
sentado en la Reunión Anual de la Asociación Norteamericana de Ciencias Políticas, Nueva 
Orleans, 29 de agosto-1 de septiembre de 1985), p. 10. El mismo autor ha desarrollado un tra- 
tamiento mucho más general de la regulación en sentido genérico, en Regulation: The Politics 


- of Policy (Boston, Little, Brown, 1987), 241 pp. 
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propósito general de las nuevas iniciativas de regulación. Funcionarios estatales 
y locales, hasta hace poco, también expresaron relativamente poca oposición, en 
parte porque también apoyaban'las metas subyacentes en los nuevos progra- 
- mas... Pero también porque tendían a enfocar su atención en los flujos de ayuda 
federal y no en la acumulación, a veces sutil, de nuevas disposiciones de re- 
gulación. 
Tal vez irónicamente, fue la espectacular expansión de la ayuda federal y del 
gasto federal —con los concomitantes déficit— la que hizo que la regulación fue- 
se una opción atractiva a los legisladores conscientes de los costos.32 


Un notable actor de las RIG en la arena de regulación no ha sido recono- 
cido en el anterior análisis: los tribunales. Podemos esperar que la Corte 
Suprema (y los tribunales federales menores) no sólo sean “extras” en algu- 
na “obra” de regulación, por causa del carácter de los problemas, la apli- 
cación de leyes y reglas administrativas a casos específicos. Sin embargo, 
tres aspectos adicionales dan mayor importancia y significación al papel de 
los tribunales de la nación. 

En primer lugar, la naturaleza general, a menudo imprecisa y compleja 
de la legislación de regulación, da a los tribunales considerable margen 
para evaluar la intención legislativa. Segundo, el activismo judicial de las 
cortes federales en los últimos tres años facilitó la extensa participación de 
los tribunales en situaciones de implementación de políticas, en las que has- 
ta los ángeles (y ciertamente los administradores) temerían meter el pie. A 
este activismo le ha llamado James Carroll el “nuevo federalismo judicial”, 
y es un notable rasgo jurídico de la fase contractiva de las RIG.33 

La tercera dimensión relacionada con los tribunales en la arena de regu- 
lación edifica sobre los dos rasgos anteriores, y los extiende. Se trata de la 
libertad constitucional y el apoyo interpretativo concedido por la Corte Su- 
prema a una legislación nacional expansiva. Este tema no es nuevo; los 
anteriores estudios del caso García y otros han hecho observar la tendencia 
nacionalista de la Corte, y no su federalismo. Este sesgo de la arena de re- 
gulación adquiere mayor importancia por la profundidad, el alcance y el 
contenido de las políticas buscadas. Hablando del papel de la Corte Supre- 
ma, dos ex miembros del personal de la ccr1, Cynthia Cates Colella y David 
Beam, describieron su política y su impacto político. 


En resumen, la Corte Suprema ha sido un instrumento poderoso, si bien a veces 
indirecto, del crecimiento del gobierno y de profundizar la participación intergu- 
bernamental federal. Con el tiempo, ha dado al Congreso los mecanismos para 
proseguir con el crecimiento, el clima para promulgar el crecimiento y las inter- 


32 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, In Brief—Regulatory Federal- 
ism, p. 16. 

33 James D. Carroll, “The New Juridical Federalism and the Alienation of Public Policy and 
Administration”, en American Review of Public Administration 16 (primavera de 1982), pp. 
89-105. si 
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pretaciones legales para implementar el crecimiento. Además, ha servido como 


arena y a veces como fuente de grupos de interés. Así, la rama “no política” dej 


gobierno, ha sido una fuerza poderosa para forjar la forma política de la 
nación, 34 - , 


Este escenario institucional y este sumario, combinados con los rasgos 
descriptivos e históricos antes notados, nos preparan para hacer excur- 
siones a la implementación intergubernamental en la arena de regulación. 


RELACIONES DE REGULACIÓN ESTATAL-NACIONALES 
De la precedencia a la participación: la energía nuclear 


El punto básico de esta sección ya fue declarado, en una sola frase, por el 
Wall Street Journal: “La regulación de la energía nuclear, durante largo tiem- 
po reservada al gobierno federal, se está convirtiendo, rápidamente, en cues- 
tión de los derechos de los estados”.35 Sin embargo, la precisión jurídica y 
académica habría exigido que la frase dijera “durante largo tiempo reser- 
vada exclusivamente al gobierno federal”. Este nuevo planteamiento reco- 
noce que durante casi tres decenios después de terminada la segunda 
Guerra Mundial, la fabricación, el uso y el control de la energía atómica 
estuvieron bajo la completa jurisdicción del gobierno nacional (principal- 
mente la Comisión de Energía Atómica, la CEA). La puerta a la partici- 
pación de los estados se entornó ligeramente en 1959. La legislación permi- 
tió a la CEA firmar “acuerdos” con un estado para permitir la regulación, a 
nivel estatal, de pequeñas cantidades de materiales radiactivos y de mate- 
riales de desechos radiactivos de bajo nivel. Sin embargo, estos acuerdos se 
hicieron a discreción de la cÉa, y se les podía poner fin unilateralmente. 

El interés y la participación de los estados en la energía nuclear tardaron 
en desarrollarse, por varias razones. Una de ellas es la tecnológica; los esta- 
dos tenían pocos científicos que plantearan preguntas acerca de cuestiones 
de salud y seguridad, o que trataran de refutar la suposición de que un “arre- 
glo” tecnológico podría resolver problemas de disposición de desechos de. 
alto y de bajo nivel. Otra razón era económica; los estados y sus ciuda- 
danos eran beneficiarios de grandes inversiones y de producción de electri- 
cidad a bajo costo, debidas a plantas de energía nuclear privada (co- 
merciales). Un tercer factor disuasivo contra la acción de los estados fue 
legal: producto dela doctrina de precedencia en que se afirmaba el control 


34 Cynthia Cates Colella y David R. Beam, “The Political Dynamics of Intergovernmental 
Policy Making”, en The Nationalization of State Goverament, Jerome J, Hanus (comp.) (Le- 
xington, Mass., Heath, 1981), p. 150. A 

35 Bill Paul y Gregory Stricharchuk, “Governors Push for Voice in Setting Standards for 
Safety and Nuclear Facilities in Their States”, en Wall Street Journal, 19 de septiembre de 
1986, p. 50. 
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* nacional exclusivo. El caso memorable, Northern States Power Company vs. 


Minnesota (citado en el capítulo 1), pareció confirmar un modelo jerárqui- 
co de las RIG en este campo, ** , 

La competencia, así como la credibilidad del desempeño nacional, fueron 
puestas en duda en varios frentes a partir de los años sesenta, y se ensan- 
charon en los setenta. La energía nuclear se encontró entre los programas 
nacionales acaloradamente discutidos, como lo muestran las acciones del 
estado de Minnesota, que desencadenaron el caso de Northern States Power. 
En el aspecto técnico, Richard Kearney y Robert Garey observaron: “Lo de 
mayor importancia, los años setenta trajeron una serie de revelaciones 
de fracasos e insuficiencia tecnológica en la administración de desechos 
nucleares de alto nivel, que por primera vez causaron defecciones entre al- 
gunos científicos nucleares, los cuales renegaron de la doctrina del arreglo 
tecnológico de su profesión”.36 

Sin embargo, las defecciones no se limitaron a los científicos, La CEA ini- 
ció un malhadado proyecto “experimental” de almacenar desechos de alto 
nivel en depósitos subterráneos de sal cerca de Lyons, Kansas. La idea de 
un “experimento” fue tan alarmante para los residentes del área, que la CEA 
“subió de categoría” el proyecto en 1970, convirtiéndolo en “depósito de 
demostración”. El director del Estudio Geológico de Kansas y otros cientí- 
ficos del estado plantearon varias preguntas acerca del proyecto, por ejem- 
plo, el movimiento de los contenedores en la formación de sal, el daño 
radiactivo a la sal, la imposibilidad de recuperar los contenedores, el mode- 
lo matemático del proceso de transferencia de calor. Estas objeciones, junto 
con el aparente desdén de la cga a las objeciones de los científicos de Kan- 
sas, pronto politizaron el asunto. En poco tiempo los senadores, los represen- 
tántes y los gobernador de Kansas movilizaron sus influencias para dete- 
ner el proyecto. 

El “legado de secreto” y la desconfianza, la incertidumbre acerca de los 
riesgos a la salud, la creciente conciencia de los problemas implicados de 
la administración de desechos nucleares y, desde luego, el caso de la Isla 
de Tres Millas (en 1979) alteraron dramáticamente los fundamentos bási- 
cos de la hechura de las políticas en el campo de la energía nuclear y su 
regulación. Más específicamente, el control nacional exclusivo (como pas- 
tel en capas) de las decisiones de política quedó significativamente socava- 
do. Kearney y Garey, escribiendo en 1982, describen y explican el proceso. 


La continuada ausencia de un arreglo tecnológico demostrado para el complejo 
asunto del almacenamiento o la disposición de combustible gastado y otros de- 
sechos de alto nivel se combinó con los abortados proyectos y la falta de una es- 
trategia coherente a largo plazo para los desechos radiactivos, creando la impre- 
sión de que el barco del estado no tenía timón. El modelo de federalismo de pastel 


36 Richard C. Kearney y Robert B. Garey, “American Federalism and the Management of 
Radioactive Wastes”, en Public Administration Review 42 (enero-febrero de 1982), p. 17. 
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en capas se desplomó, volviéndose evidentemente impreciso en su descripción de 
las relaciones estatal-federales en la administración de los desechos radiactivos, 
Y cuando por fin se enunciaron las metas federales, a menudo parecieron entrar 
en conflicto con declaraciones anteriores,37 


Pese a la ausencia de un papel formal, o siquiera de un papel de conseje- 
ro eficaz para los estados, a finales de los años setenta se produjo una ava- 
lancha de esfuerzos legislativos y ejecutivos estatales por influir (si no con- 
trolar) la energía nuclear y sus residuos, sus desechos de alto y de bajo 
nivel. En su mayoría incluían leyes para regular, restringir o hasta prohibir 
el transporte de desechos de alto nivel, y prohibir la ubicación de instala- 
ciones de desechos radiactivos dentro de los límites de los estados. El vacío 
de la política en el nivel nacional más los temores de funcionarios y ciu- 
dadanos ante estos peligros fueron una invitación abierta para que los 
estados (y algunas localidades) ocuparan ese vacío. Como observan Kear- 
ney y Garey, “la tambaleante indecisión del gobierno federal [nacional] 
había servido como clave para la intervención de los gobiernos estatales y 
locales”.38 

Al llegar 1980, a finales del gobierno de Carter, una orden ejecutiva presi- 
dencial creó el Consejo de Planeación Estatal, de 18 miembros, con el pro- 
pósito de desarrollar un conjunto de procedimientos que deberían seguirse 
al seleccionar la ubicación de instalaciones para desechos. Los miembros 
del Consejo incluían a varios gobernadores y legisladores de los estados, a 
dos funcionarios de gobiernos locales, a un representante de los indios y 
a los jefes de cuatro agencias nacionales (los Departamentos de Energía, 
del Interior y de Transporte, y APA). Presidido por un gobernador y domi- 
nado por funcionarios no nacionales, todas las conclusiones del Consejo 
sobre procedimientos habían de hacerse con la “consulta y comparecencia” 
de miembros de los estados. La orden ejecutiva no resolvía directamente la 
cuestión del poder de veto de los estados a la ubicación de las instalacio- 
nes, y el asunto continuó viciando y dividiendo las deliberaciones del Con- 
sejo. . 

El gobierno de Reagan trató los aspectos intergubernamentales de la ener- 
gía nuclear con una estrategia enteramente divorciada de los principios del 
Nuevo Federalismo, de desconcentración, decremento, devolución y desre- 
gulación. Pasó por encima del enfoque de consulta y concurrencia de Car- 
ter, y presionó en favor de una solución del Congreso que dio por resultado 
la Ley de Política de Desechos Nucleares de 1982 (P. L. 97-125). 

La Ley de Política de Desechos Nucleares exigía que el Departamento de 
Energía (DE) empezara a aceptar desechos de alto nivel para 1988, para en- 
terrarlos en el primero de dos depósitos que se construirían a largo plazo 
(la apertura del segundo estaba programada para el año 2006). La selección 





37 Ibid, 
38 Ibid, p. 18. 
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del primer sitio debía hacerse en 1987, pero a finales de 1985 el DE anunció 
que, por varias razones, la selección de sitios se aplazaría hasta 1991. Pese 
a este retraso, el DE sostuvo que aún podría cumplir con el plazo impuesto 
por el Congreso para 1998. Su afirmación fue refutada por funcionarios es- 
tatales, jefes de tribus indias y ambientalistas, quienes arguyeron que los 
estudios “a toda velocidad” de selección y preparación de sitios rebajarían 
considerablemente, si no es que comprometerían la calidad de la instala- 
ción de almacenamiento.39 : 

En 1985 se citó una frase del Comisionado de Regulación Nuclear James 
K, Asselstine: “A falta de toda solución [al proceso de selección], lo que ve- 
remos será un creciente deterioro [de las relaciones] entre los estados y el 
gobierno federal. Lo que temo que esté ocurriendo es que los estados y el De- 
partamento de Energía están ahora maniobrando para colocarse en la me- 
o jor posición legal”.40 Asselstine, de menos de cuarenta años, también se 
¡preguntó si durante su vida vería un vertedero “permanente” de desechos 
i nucleares. Sin embargo, a finales de 1985 el DE había limitado la selección 
de sitios para el primer depósito nuclear a tres ubicaciones geológicas: toba 
volcánica en Yucca Mountain, Nevada; basalto en Hanford, Washington, y 
yacimiento de sal en Deaf Smith County, Texas. 

Los tres sitios para el primer depósito en el Oeste debían estar equilibra- 
dos, geológica y políticamente, con un segundo depósito que se colocaría 
en el Este, “en una formación cristalina con propósitos de diversidad [geo- 
lógica] y necesidad política”.41 Cada uno de los tres sitios del Oeste pre- 
sentaba formidables problemas técnicos y analíticos acerca de los efectos 
del esfuerzo inducido por el calor, sobre las estructuras geológicas o sobre 
el comportamiento hidrológico. Las cuestiones técnicas rápidamente hi- 
cieron temblar las estructuras políticas. La industria de instalaciones de 
energía nuclear, que tenía mucho en juego en el proceso y sus resultados, 
financió una encuesta de opinión dirigida por una empresa consultora de 
California. Reveló que “las relaciones del DE con los estados, las tribus in- 
dias y las localidades están sometidas a severa tensión [y] existen diferen- 
cias fundamentales entre el DE y los estados, por ejemplo, sobre su papél al 
determinar el proceso de selección de los sitios” 42 : 

La separación nacional (DA)-estatal sólo es uno de varios cortes.entre los 
múltiples actores: las empresas de servicios públicos, los ambientalistas, 
los jefes indios, los participantes estatales y locales y los funcionarios nacio- 
nales. Entre los actores nacionales en el Congreso ha habido una pronun- 
ciada falta de consenso sobre si podría alterarse el curso de todo el progra- 
ma. Los comités de la Cámara tienden a ponerse del lado de los estados, los 


PA 





39 Mark Crawford, “DOE, States Reheat Nuclear Waste Debate”, en Science 230 (11 de octu- 
bre de 1985), pp. 150 y 151. 

40 Ibid, p. 150. 

41 Ibid. 

42 Ibid, p. 151. 
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indios y los ambientalistas, creyendo que el DE está avanzando demasiado 
rápido y hasta precipitadamente. En el Senado hay mayor apoyo a la fecha. 
ímite de 1998, ocurra lo que ocurra. 

Obviamente, la selección, ubicación y operación de un depósito de dese. 
chos nucleares de alto nivel es una cuestión reguladora que seguirá en la 
agenda de las RIG durante años por venir. Esto es confirmado por dos 
juicios independientes. Primero, unas encuestas dirigidas de especialistas 
de la industria de desechos nucleares “colocan el comienzo del primer 
depósito en el año 2008, o más tarde”.13 En segundo lugar, Kearney y 
Garey observan que “la crítica cuestión de los derechos de veto estatales no 
ha recibido respuesta satisfactoria [y] hasta que la legislación del Congreso 
a enfrente sin rodeos, el conflicto estatal-federal sobre la manera de tratar 
los desechos radiactivos no disminuirá”.44 





Seguridad nuclear 


El anterior análisis de los aspectos intergubernamentales de la energía 
nuclear fue necesariamente restringido. Enfocó principalmente las rela- 
ciones estatal-nacionales y la ubicación y regulación de desechos radiac- 
tivos de alto nivel. Otro problema estatal-nacional con una gran dimensión 
reguladora es la cuestión de la seguridad asociada a la operación de las 
plantas generadoras de energía nuclear. Aunque la seguridad oficialmente 
da precedencia al gobierno nacional y actualmente está bajo la jurisdicción 
de la Comisión Reguladora Nuclear (cr), la seguridad es un término muy 
amplio. Ha adquirido un significado más lato en la secuela de la isla de 
Tree Mile y de Chernobyl. Específicamente, hoy incluye en forma explícita 
los planes de evacuación obligatoria en caso de emergencia, 

Los planes de evacuación requieren de la participación y la cooperación 
de los gobiernos estatales y locales. Algunos estados y localidades han tra- 
tado de bloquear la apertura o la operación de plantas de energía nuclear 
negándose a cooperar en la creación de planes de evacuación de emergen- 
cia. El gobernador de Ohio, Richard Celeste, retiró su apoyo a los planes de 


43 Jbid. 

44 Kearney y Garey “American Federalism and the Management of Radioactive Wastes”, 
p. 21. La Ley de la Política Nacional de Desechos Nucleares, de 1982 (P. L. 97-425) trataba la 
cuestión del veto estatal permitiendo a un estado vetar un sitio seleccionado por el pE, pero el 
veto del estado puede ser anulado por un voto de las dos cámaras del Congreso. Para un tem- 
prano y agudo análisis del papel del veto de facto de los estados, véase Joan B. Aron, “Inter- 
governmental Politics of Energy”, en Policy Analysis 5 (otoño de 1979), pp. 451-471. Desde 
luego, el caso de Pacific Gas and Electric Co. permite que un estado efectivamente bloquee la 
construcción de una planta de energía nuclear con criterios económicos y no de seguridad. So- 
bre la cuestión de los tiempos con respecto a la selección y apertura de un sitio de desechos 
nucleares de alto nivel, a comienzos de 1987, el DE recomendó un retraso de cinco años. Véase 
Robert D. Hershey, Jr., “Administration Proposes 5-Year Delay on Opening of Nuclear Waste 
Site”, en New York Times, 28 de enero de 1987. 








A Li ii il 


POLÍTICAS DE REGULACIÓN 529 


evacuación para las plantas de las áreas de Cleveland y de Toledo, y nom- 
bró su propio grupo de “análisis de seguridad”. Poniendo en relieve las cues- 
tiones de los límites políficos, jurídicos y físicos, un portavoz de Celeste 
dijo: “El gobernador reconoce que la CRN está a cargo de todo lo que ocurre 
dentro.del cercado [en torno de la planta], pero tenemos la responsabilidad 
de todo lo que ocurre fuera del cercado, y no desea que la CRN usurpe pode- 
res estatales” 45 

Un mayor activismo de los estados sobre cuestiones de seguridad nuclear 
fue desencadenado por algo más que la desconfianza y el activismo de los 
ciudadanos. En particular, los gobernadores han impulsado los derechos y 
las responsabilidades de los estados en un momento en que la cru y la in- 
dustria de la energía nuclear habían estado haciendo presión en la direc- 
ción opuesta. Los funcionarios de los estados estaban reaccionando a lo que 
consideraban como sentimientos en favor de la industria de parte de la 
CRN, y a los esfuerzos de la industria por simplificar los procedimientos de 
licencias de plantas de energía nuclear. Estas preocupaciones y otras con- 
dujeron a una moción aprobada por la Asociación Nacional de Goberna- 
dores en 1986, basada en la recomendación de su Comité de Energía y Am- 
biente, La resolución de la ANG exigía que los gobiernos de los estados 
fijaran sus propias normas de seguridad cuando consideraran que las nor- 
mas nacionales eran demasiado laxas, 

Si la desconfianza u hostilidad de los estados hacia las instalaciones de 
energía nuclear continúan aumentando, podrían producir varios resulta- 
dos relacionados con la industria, por ejemplo, retrasos para otorgar li- 
cencias a las plantas, gastos para mejorar los equipos de seguridad, eleva- 
ción de costos, posibles rechazos a las peticiones de aumento de tasas, y 
pérdida de la buena voluntad del público. Un analista especializado en 
acciones de empresas públicas para una gran firma de inversiones de Wall 
Street, expresó la opinión de que la industria de la energía nuclear debiera 
recibir con agrado una mayor intervención estatal en cuestiones de seguri- 


45 Paul y Stricharchuk, “Governors Push for Voice in Setting Standards for Safety”. La ton- 
troversia de Ohio fue opacada por el intenso debate de Nueva York y de Nueva Inglaterra 
sobre los planes de evacuación de emergencia en las plantas nucleares de Shoreham (Suffolk 
County, Long Island) y Seabrook (New Hampshire). Las plantas no habían podido operar en 
toda su capacidad porque carecían de planes aprobados de evacuación; los gobiernos locales 
de Nueva York y los poblados de Massachusetts colindantes con New Hampshire no dieron la 
cooperación necesaria. Véase Ben A, Frankdin, “Proposal Assailed on Atomic Permit: Rule 
Change on Evacuation Planning at Seabrook and Shoreham Is Criticized”, en New York Times, 
29 de abril de 1987; Clifford D. May, “Shoreham Supporters and Foes Clash at U, $, Senate 
Hearing”, en New York Times, 8 de mayo de 1987. Véase también Wall Street Journal, 2 de 
marzo de 1987, p. 20: el editorial Nuclear Politicking apoyaba una acción de la cNR que fa- 
cilitaba a las empresas públicas obténer un permiso de operación en los casos en que los go- 
biernos locales se negaran a cooperar en los planes de emergencia. Pará un trato más extenso, 
analítico y especializado de la cuestión, véase Richard T. Sylves, “Nuclear Power Plants and 
Emergency Planning: An Intergovernmental Nightmare”, en Public Administration Review 44 
(septiembre-octubre de 1984), pp. 393-401. El autor está en particular deuda con la doctora Joan 
B. Aron por estas referencias y por otras útiles sugerencias en relación con este análisis. 
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dad, en parte porque promovería cooperación en lugar de conflicto y tal 
vez alentaría una consideración más favorable de las peticiones de las comi. 
siones por parte de los estados. “No es posible hacer que el público se trague 
la energía nuclear”, observó, añadiendo que “allí está el potencial para que 
las empreas de servicios públicos sean dañadas financieramente a manos 
de los estados que se consideran injustamente excluidos de la toma de 
decisiones”, 46 


La disposición de desechos radiactivos de bajo nivel 


Otra espinosa cuestión intergubernamental es la de la regulación y disposi- 
ción de materiales de desechos radiactivos de bajo nivel. Son artículos 
como ropa, herramientas, filtros, etc., que han sido contaminados por el 
uso en plantas de energía nuclear, tratamiento en hospitales e instalacio- 
nes de investigación y otros ambientes en los que los materiales, a propósi- 
to o accidentalmente, han estado expuestos a la radiación. Las plantas de 
energía nuclear producen el mayor volumen de estos materiales, pero la 
investigación médica y otras fuentes aportan cantidades considerables al 
“montón de basura” de bajo nivel, de 2.6 millones de pies cúbicos anuales 
en todo el país. (Este volumen de materiales es casi equivalente a un cubo 
que tenga poco más de 45 metros por lado.) 

Durante tres décadas, estos materiales de desecho de bajo nivel (DBN) ha- 
bían sido compactados, depositados en contenedores de plomo y de concre- 
to, y enterrados en tres sitios: Beatty, Nevada; Barnwell, Carolina del Sur, y 
Hanford, Washington. La perspectiva de aceptar “indefinidamente la 
basura nuclear de todos los demás” movió a los gobernadores de los tres 
estados, en 1970, a amenazár con el cierre de las instalaciones, a menos que 
se establecieran sitios alternativos.17 Los depósitos existentes son solares 
comerciales, operados por contratistas, e instalaciones que operan de 
acuerdo con las normas estatales de regulación y seguridad, de modo que 
era muy real la perspectiva de control y cierre por el estado, 

El potencial cierre de estos sitios casi provocó el caos en este ámbito; por 
ejemplo, se informó que algunas instalaciones médicas y de investigación 
estaban a dos semanas de ser clausuradas porque no tenían capacidad para 
almacenar y disponer los materiales de DBN. Puede suponerse que el Con- 
greso entró al rescate en 1980, con una legislación tendiénte a inaugurar 
huevos sitios en cinco o seis años. La ley de 1980 intentaba favorecer la ubi- 
cación de vertederos regionales, otorgando a los estados la autoridad de 
crear pactos estatales para ubicar y construir instalaciones de DBN. Sólo se 
tendría acceso a estos lugares, creados mediante pacto, sobre la base de 


46 Paul y Stricharchuk, “Governors Push for Voice in Setting Standards for Safety”. 
47 Colín Norman, “Low-Level Waste Deadline Looms”, en Science 229 (2 de agosto de 1985), 
pp. 448 y 449. 
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“sólo para miembros”; es decir, los sitios estarían cerrados a materiales de 
DBN provenientes de estados que no hubiesen entrado en el pacto después 
del 1 de enero de 1986. : *. E 

Pronto se hicieron pactos en los estados del Sudeste, el Noroeste y los 
estados de las Montañas Rocosas en torno de los tres estados que ya tenían 
en operación sitios de DBN. Los estados restantes se tardaron en crear o 
ingresar a otros pactos, prefiriendo “aguardar y ver”, conforme continua- 
ban (así como los generadores de DBN dentro de su estado) enviando dese- 
chos a los tres sitios ya existentes. Durante cinco años continuaron la inac- 
ción y el estancamiento, sin que se hiciera progreso alguno en la creación 
de sitios nuevos. ; ] 

La prolongada ausencia de acción produjo un ultimátum, en 1984, de los 
gobernadores de Nevada, Carolina del Sur y Washington. (Los sitios de sus 
respectivos estados serían clausurados en 1991, ¡punto!) En Carolina del Sur, 
la ira era tan grande que se presentaron a la legislatura proyectos de ley 
para clausurar el sitio de Barnwell a finales de 1985, Esta política de gran- 
des riesgos recibió la atención y una respuesta del Congreso. La pelota vol- 
vió al lado del Congreso porque tenía que dar su aprobación final a ciertas 
condiciones específicas de los varios pactos que se habían negociado. 

Por razones políticas de obvia base regional, el Congreso vacilaba en 
aprobar los pactos regionales que habrían podido dejar a los estados que 


- no fuesen miembros de ellos sin acceso a los sitios de disposición de dese- 


chos después de 1985, 1991 o cuando fuese. Por ejemplo: California, Mas- 
sachusetts y Nueva York eran los más grandes generadores de DBN pero, 
además de ser políticamente poderosos en el Congreso, no habían ingresado 
en ningún pacto y aún estaban eligiendo sus opciones. Por consiguiente, los 
pactos ya negociados se encontraron en un limbo legislativo; estaban es- 
tancados en los comités del Congreso. 

El atolladero legislativo se rompió finalmente en 1986. Entre otras cosas, 
la ley limitaba el volumen que los tres “basureros” existentes tendrían que 
aceptar en los próximos años, y fijaba unos puntos específicos que los esta- 
dós miembros de pactos, o no, tendrían que satisfacer para poner en orden 
las nuevas instalaciones de disposición de desechos. La fecha final fue el 1 
de enero de 1992, para que entraran en operación las instalaciones nuevas. 
Después de esa fecha, las entidades aprobadas, de los estados miembros de 
pactos, podrían negarse a aceptar DBN de estados no miembros. 

Hay y habrá, desde luego, incontables secuelas intergubernamentales a 
la cuestión de pBN. Un hecho histórico ocurrió el 11 de septiembre de 1986. 
Siete miembros de los ocho estados del pacto del Sudeste votaron por de- 
signar a Carolina del Norte como lugar apropiado para el sitio de DBN a 
partir de 1993. Superada en votos por 7 a 1, Carolina. del Norte pasó a ser 
el primer estado al que se pedía, contra sus deseos, aceptar desechos ra- 


$8 Ibid., p. 449. 
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diactivos producidos fuera de sus límites. El Wall Street Journal resumió 
así la situación: y 


Carolina del Norte fue elegida para ser el “basurero” durante veinte años, a partir 
de 1993, sobre todo porque genera más desechos de bajo nivel que otros miembros 
del pacto. Pero el gobernador Martin y algunos miembros de la legislatura de Ca- 
rolina del Norte acusaron a otros estados —especialmente a Alabama y a Georgia, 
que producen, cada uno, considerables cantidades de desechos de bajo nivel— de 
unir fuerzas contra Carolina del Norte para no ser elegidos ellos mismos.49 


Pese a las protestas y aun a la creciente oposición a la decisión dentro 
del estado, el gobernador indicó que recomendaría a la legislatura que su 
estado aceptara la decisión del pacto, 

Retirarse sería una “proposición muy peligrosa”, según dijo el goberna- 
dor. En primer lugar, el estado aún tendría que situar y crear un lugar para 
sus DBN producidos internamente, y soportar todos los costos en lugar de 
compartirlos con los otros estados miembros del pacto. En segundo lugar, 
sin la protección aportada por el pacto y por la legislación nacional favora- 
ble, Carolina del Norte acaso no pudiera prohibir la importación, sobre 
una base comercial, de DEN de ningún otro estado, incluso los del pacto del 
Sudeste. Por último, de acuerdo con el pacto, Carolina del Norte no está 
obligada a aceptar DBN indefinidamente. En el año 2013 le tocará el turno a 
otro estado del Sudeste, de acuerdo con el pacto. 


Aplicación de la precedencia parcial: la seguridad laboral 


La puesta en vigor de varias leyes nacionales de regulación durante los 
años setenta colocó a los gobiernos de los estados en papeles básicos para 
su implementación. Los papeles de los estados rara vez furon más cen- 
trales y más problemáticos que en los casos de estrategias parciales de 
precedencia o de sustitución. Recuérdese que ésta es la situación de “si..., 
entonces”, en que si un estado no se comporta aceptablemente, la imple- 
mentación nacional directa remplazará los esfuerzos de aplicación por los 
estados. También se le llamó “conscripción legalizada”. 

Una importante ley de precedencia parcial fue la Ley de Seguridad y Sa- 
lud Ocupacional, de 1970 (P. L. 91-296) también conocida como Lsso. Va- 
rias razones recomiendan un análisis y estudio de RIG. Primero, es una 
pieza arquetípica de legislación de precedencia parcial. Segundo, ha gene- 


49 Eugene Carson, “Southeast's Nuclear Waste Disposal Site Is Set for North Carolina by 8- 
State pact”, en Wall Street Journal, 12 de septiembre de 1986, p. 17. Véase también Wall Street 
Journal, 2 de septiembre de 1986, p. 29. En un pacto interestatal, sorprendente y hasta quijo- 
tesco, que tenía más sentido político que geográfico, Arizona y Dakota del Sur convinieron en 
ser estados del pacto DBN y California después se uniría al par de estados del “calor” y del “tri- 
go”. Véase Rapid City Journal, 19 de mayo de 1987. 
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rado altos niveles de controversia y notoriedad, sobre todo con respecto a 
su implementación. En tercer lugar, la ley ha sido tema de investigación y 
análisis, enfocando la aplicación de la regulación antes y después de la inicia- 
tiva del Nuevo Federalismo del presidente Reagan, especialmente la desre- 
gulación. 

En cuarto y último lugar, la aprobación e implementación de la ley per- 
mite hacer una exploración, con ejemplos de caso, de dos actitudes extre- 
mas acerca del “federalismo regulador”. En un extremo de la escala, el ex- 
tremo de la conscripción legal, está la idea de que la precedencia parcial (o 
sustitución) es un federalismo nominal o una “administración de prefec- 
tura”.50 Ésta es la visión del “distrito administrativo” de los estados, que ya 
analizamos en el capítulo 11, de acuerdo con el modelo jerárquico, de auto- 
ridad inclusiva, de RIG. Este enfoque considera que una legislación como la 
LSsO es una acción que conducirá a la decadencia y caída de la integridad 
de los estados como entidades políticas, 

En el otro extremo de la escala se encuentra la visión de la autoridad 
coordinada, de la independencia de los estados. Ésta considera indeseable 
la autonomía potencial ofrecida a los estados de acuerdo con la preceden- 
cia parcial, Además, coloca a los estados en un papel obstruccionista, de la 
“vieja línea” de los derechos de los estados. Espera que los estados socaven 
la aplicación —por lo demás, efectiva— de un programa nacional de re- 
gulación. No nos equivocaremos por mucho si predecimos que un análisis 
de la 1ss0 revelará unos resultados que están más cerca del centro que de 
cualquiera de los extremos de la gama que acabamos de describir. 


El vigor de la aplicación: la implementación nacional contra la estatal 


El objetivo básico de la legislación de la Lsso era reducir los daños y los pe- 
ligros en los lugares de trabajo. Esto se lograría mediante la creación, promul- 
gación y aplicación-inspección de reglas y regulaciones que protegerían a 
los obreros en el medio de trabajo. Visiones de “ejércitos” de inspectores 
descendiendo sobre empresas, pequeñas y grandes, fue el argumento ofre- 
cido por los adversarios de esta legislación, Algunos de sus partidarios se 
preguntaron si se volvería más simbólico que real en materia de resulta- 
dos, especialmente porque se alentaba a los estados a “asumir la plena res- 
ponsabilidad” de proteger a los obreros en el lugar de trabajo. 

El propósito del siguiente análisis de la Lsso no es evaluar su éxito o fra- 
caso general, debatir sus pros y sus contras ni evaluar la diferencia entre la 
promesa y el resultado de su aplicación. En cambio, el análisis se'basa mu- 


50 Daniel J. Elazar, “Is Federalism Compatible with Prefectorial Administration?” en Pub- 
lius: The Journal of Federalism 11 (primavera de 1987), pp. 3-22. Véase también Stephen L. 
Schechter, “On the Compatibility of Federalism and Intergovernmental Management”, en 
Publius: The Journal of Federalism 11 (primavera de 1981), pp. 127-141. * 
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acerca de la implementación intergubernamental de la Lsso.51 1) ¿Qué dife- 


rencia existió en el vigor de la aplicación de las actividades administradas . 


por el estado, en oposición a las actividades de implementación adminis- 
tradas por la nación? 2) ¿Hasta qué punto un cambio de los presidentes (de 
Carter a Reagan) dio por resultado cambios de los niveles nacional y 
estatal, en el vigor de la aplicación? 

A comienzos de los años ochenta veintiún estados tenían en vigor sus 
programas de aplicación de la 1sso, y cerca del 50% de los costos de acti- 
vidades estatales de aplicación estaba garantizado por financiamiento de 
la nación. Esta cifra fue un poco menor que la de los programas operados 
por los estados de mediados de los años setenta. En los restantes 29 esta- 
dos, la implementación del programa de la 1ss0 era responsabilidad de 
funcionarios nacionales, en la Administración de Seguridad y Salud Ocu- 
pacional,52 

La investigación de Thompson comparó los esfuerzos de aplicación de los 
diversos estados con los de la administración nacional. Empleó cuatro nor- 
mas de medición, con propósitos comparativos. Los cuatro indicadores o me- 
didas del vigor de la aplicación se enumeran a continuación, con las califica- 
ciones de medición para los dos tipos de jurisdicciones de implementción: 


TASAS DE APLICACIÓN . 
(número por 100000 miembros de la fuerza de trabajo civil) 








Aplicación Aplicación 
nacional estatal 
Medida de aplicación 1SSO 1SSO 
Número de funcionarios anuentes 2.0 2.3 
Inspecciones 99 279 
Citatorios 208 658 
Citatorios graves 56 61 





Las cifras están promediadas para los años fiscales 1977 a 1983, Asimis- 
mo, las cifras de aplicación al nivel estatal son los promedios para los 21 
estados dedicados a aplicar la 1sso. Thompson observa que “mientras los 


51 Thompson, “The Substítution Approach to Intergovernmental Relations”; Thompson y 
Scicchitano, “State Enforcement of Federal Regulatory Policy”. Los problemas de evaluar los 
programas intergubernamentales son extensos, endémicos y difíciles. Para un análisis pro- 
fundo y equilibrado de este tema, enfocando específicamente la cuestión ambiental, véase G. 
Kem Lowry, Jr., y Norman H. Okamura, “Institutionalized Evaluation in Intergovernmental 
Relations: The Case of Coastal Zone Management”, en Publius: The Journal of Federalism 13 
(otoñio de 1983), pp. 79-95. 

32 Thompson y Scicchitano, “State Enforcement of Federal Regulatory Policy”. 
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cuatro indicadores de aplicación no se pueden considerar como medidas 
sumarias de eficiencia, sí revelan aspectos importantes del vigor de la apli- 
cación y el desempeño delos programas”.53 

Las cifras indican que los esfuerzos de aplicación estatal exceden, mode- 
rada o grandemente, los esfuerzos nacionales de los estados no participan- 
tes. Veinte de veintiún estados tuvieron más altas tasas de inspección y de 
citatorios. Cerca de la mitad de los estados tuvieron más altas tasas de obe- 
diencia personal (por 100000 habitantes) que el programa nacional; la otra 
mitad tuvo tasas ligeramente inferiores. Cerca de la tercera parte de los es- 
tados tuvieron tasas superiores de citatorios graves; dos tercios se encon- 
traron notablemente por debajo del promedio administrado nacionalmen- 
te, Estos descubrimientos llevaron a Thompson a decir: “La mayoría de las 
agencias estatales. están más ajetreadas haciendo más inspecciones y ci- 
tando más violaciones, pero se inclinan menos a emitir citatorios que ten- 
gan una mayor importancia económica”.54 

A estos resultados se les han podido dar otras varias interpretaciones. Sin 
embargo, en términos generales parece que las responsabilidades de la 
Lsso, asumidas por los estados, no han producido unas “grandes caídas”, 
para poner en vigor el programa de regulación. De hecho, los esfuerzos 
estatales agregados pueden compararse favorablemente con las medidas 
del desempeño nacional. Desde luego, las medidas agregadas estatales ocul- 
tan variaciones, a la vez por arriba y por abajo de la “norma” nacional de 
actividad de aplicación. Sin embargo, las variaciones son señales de la 
diversidad y de la autonomía permitidas (y hasta fomentadas) por los ras- 
gos del federalismo y de las relaciones intergubernamentales. 


El vigor de la aplicación: de Carter a Reagan 


¿Originó la transición de Carter a Reagan unos cambios notables en la ad- 
ministración reguladora de la Lsso? Y si hubo cambios, ¿fueron en la di- 
rección esperada (de desregulación)? ¿Y ocurrieron a la vez en los niveles 
nacional y estatales? : 

Las respuestas a las dos primeras preguntas son afirmativas. Sí ocurrie- 
ron cambios notables en las cuatro medidas de vigor de la aplicación a ni- 
vel nacional, de 1977-1980 a 1981-1983. Asimismo, en los tres casos decli- 
naron las medidas de actividad nacional, por ejemplo, una baja de 17% de 
las tasas de cumplimiento oficial y una pérdida de 27% tanto en los citato- 
rios como en los -citatorios graves. En suma, el gobierno de Reagan sin 
duda logró reducir los niveles de vigor de la aplicación del componente 
nacionalmente implementado de la Lss0. 


53 Ibid, p. 592, 
54 Ibid. 
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¿Fue transmitida la pauta nacional al componente de la Lsso administrado 
por los estados? Aquí, tanto la pregunta como los resultados requieren una 
especificación más precisa. El gobierno de Reagan adoptó un camino distin. 
to del enfoque de Carter, subrayando la importancia de la discrecionalidad 
estatal en la aplicación de la Lsso. Así, no se hicieron evidentes esfuerzos 
por “regular” a los estados para que relajaran sus esfuerzos de aplicación 
de la 1sso. 

Un análisis cuantitativo de los cambios en el vigor de la aplicación a nivel 
estatal, antes y después de 1980, dio resultados muy variados. Hubo nota- 
bles reducciones en las tasas medias de inspección y citatorios, pero la tasa 
de cumplimiento oficial en los estados mostró un modesto aumento de 3% 
en comparación con el agudo descenso nacional, de 17%. El contraste más 
espectacular se mostró en las tasas para citatorios graves. Los esfuerzos de 
aplicación por los estados dieron por resultado un aumento de 25% de ci- 
tatorios graves en el periodo posterior a 1980. Esto contrasta con una caída 
de 27% de citatorios graves para el programa administrado federalmente 
por el periodo 1981-1983. 

Como era de esperarse, hubo pautas marcadamente distintas, seguidas 
por los diversos estados. Siete de los 21 estados que administraban sus pro- 
pios programas de aplicación de la Lsso fueron lo que Thompson llamó 
“reflectores”. Siguieron la pauta nacional, promovida por Reagan, de re- 
ducidos niveles de actividad de aplicación. Otro tercio de los estados fue 
llamado “resistentes” por Thompson. Iban en contra de la pauta nacional 
al aumentar, generalmente, la mayor parte de las actividades de aplica- 
ción. El último tercio de los estados, llamados “ambiguos”, mostró pautas 
mixtas de cambio en actividades de aplicación de la Lsso entre finales de los 
años setenta y comienzos de los ochenta, 

¿Qué conclusiones pueden sacarse de este análisis de la 15s0 y de la pre- 
cedencia parcial? Thompson nos ofrece una conclusión inicial: “Este caso 
desafía la tan mencionada idea de que los estados sabotearán o, por lo me- 
nos, se quedarán muy por atrás del compromiso del gobierno federal al 
aplicar la política federal de regulación”.55 En segundo lugar, el análisis del 
cambio antes y después de 1980 revela claramente la tensión y el conflicto 
de valores planteado por haber propuesto una política nacional (de desre- - 
gulación) mientras, a la vez, se adoptaba una política de discrecionalidad y 
autonomía para los estados. En tercer lugar, los resultados sugieren que 
una “Ley de Gresham” de laxa aplicación en algunos estados (o por funcio- 
narios nacionales) acaso no impida una aplicación estricta en otros esta- 
dos.56 La espiral descendente de aplicación más laxa en algunos estados y 
regiones no produjo reducciones uniformes o difundidas en otros estados. 


55 Ibid,, p. 596. 

56 C, K. Rowland y Roger Marz, “Gresham's Law: The Regulatory Analogy”, en Policy Studies 
Review 1 (febrero de 1982), pp. 572-580; Thompson y Scicchitano, “osHa, the States, and 
Gresham's Law”. 
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Parece que hay límites o restricciones de “competencia de laxitud” o de 
beggar thy neighbor.* * 


RELACIONES DE REGULACIÓN LOCAL-ESTATALES: LA UBICACIÓN 
DE INSTALACIONES DE DESECHOS PELIGROSOS 


La cuestión de ubicar cualquier instalación para el almacenamiento, trata- 
miento o disposición (ATD) de desechos peligrosos es esencial y fundamen- 
talmente intergubernamental. El asunto implica, en primer lugar, una 
compleja interrelación de leyes nacionales, estatales y locales. En general, 
el marco jurídico es importante; en las situaciones más difíciles se vuelve 
crucial, porque una u otra de las partes agraviadas suele recurrir a los 
tribunales. El empleo de procesos legales para resolver conflictos de ATD de 
desechos peligrosos es casi una garantía de que el proceso político ha fa- 
llado. 

Por estas razones y por otras, antes necesitamos examinar el marco legal 
dentro del cual se hace la ubicación de desechos peligrosos. Resulta que el 
marco es de carácter esencialmente local-estatal. En segundo lugar, los pro- 
cesos políticos que convergen en las decisiones de ubicar también son emi- 
nentemente local-estatales. Después de examinar el medio legal explorare- 
mos la interrelación de procesos políticos estatales y locales en un caso 
de disposición de desechos, en Wisconsin. Las dinámicas de las cuestiones de 
regulación en este caso ponen en relieve la interacción entre procesos 
políticos y legales. También sirve de base para hacer varias proposiciones 
acerca de las condiciones o factores que pueden promover la cooperación y 
resolución de disputas en esta arena tan conflictiva de las políticas de regu- 
lación de las RIG. 


El marco jurídico de la ubicación ' 
de instalaciones para desechos peligrosos 


La política de desechos peligrosos a nivel nacional tiene cuatro metas, gene- 
rales. La primera consiste en ubicar, evaluar y limpiar los llamados sitios 
“huérfanos”. Se hace frente a ellos básicamente por medio de la Ley Gene- 
ral de Responsabilidad de Respuestas Ambientales (42 U.S.C.-9801), tarm- 
bién conocida como “Superfondo”. El segundo propósito nacional consiste 
en dar a las instalaciones existentes de ATD normas mínimas de seguridad, 
así como promover normas progresivamente más altas, basándose en la 
tecnología. El tercer objetivo consiste en imponer severas normas de segu- 
ridad a todas las operaciones nuevas y ampliadas de ATD. La cuarta consis- 
te en identificar y seguir las numerosas corrientes de materiales de desechos 


* Juego de naipes infantil. [N. del T.] 
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peligrosos como un medio de controlar su uso y su disposición. Las metas 


segunda, tercera y cuarta caen dentro de la Ley de Recuperación y Con- 
servación de Recursos (LRcr) de 1976 (enmendada, 42 U.S.C. 6901). : 

Por muy diversas razones, la LRCR exige menos tecnología y menos intru- 
sión intergubernamental que la legislación sobre contaminación del aire o 
del agua.57 Una razón importante es la diversidad de las corrientes de agua: 
desde los productos químicos agrícolas y los diversos ácidos hasta los dese- 
chos municipales (comerciales o domésticos) y los desechos del drenaje. A 
lo largo de la historia, los generadores y administradores de materiales de 
desecho tuvieron considerable espacio para maniobrar entre las estrate- 
gias a su disposición y solieron elegir la opción más común (y menos sana 
para el ambiente): la disposición en el suelo, 

Se han alentado indirecta, pero crecientemente, las tecnologías de trata- 
miento y recuperación de recursos, No obstante, la disposición en el suelo 
sigue siendo la opción predominante, preferida, permisible y más contro- 
vertida, Aun cuando se empleen tecnologías comunes o nuevas para opera- 
ciones de ATD, la instalación que deba efectuar estas operaciones deberá es- 
tar satisfactoriamente ubicada. Las normas para la ubicación satisfactoria 
incluyen cuestiones como tecnología, economía y seguridad. De acuerdo con 
la 1rca, toda instalación de desechos peligrosos deberá tener un permiso 
de operación emitido por la nación, o un equivalente, emitido por el esta- 
do. A éstas y otras normas de operación debe añadirse la norma de acep- 
tabilidad política. Es aquí donde las relaciones jurídicas y políticas local- 
estatales pasan a ocupar un lugar principal en la cuestión de la ubicación 
de desechos peligrosos. 

“ La disposición en el suelo de casi cualquier material de desecho ha ad- 
quirido una reputación cada vez peor, hecho formalmente reconocido en 
1982 cuando la apa publicó en el Federal Register (26 de julio de 1982; 47 
F.R, 32373) sus regulaciones para vertederos. Estas regulaciones “franca- 
mente reconocían que todos los vertederos pueden filtrarse, por muy bien 
alineados y [por muy bien] que operen”.58 El descrédito, si no el temor, de 
la disposición de desechos en tierra, se ha extendido, por igual, a casi 
todas, si no a todas las instalaciones que procesan material de desecho, 
desde productos químicos hasta basura común (por ejemplo, los incine- 
radores). Sin embargo, como política nacional de la APA, el proceso de selec- 
ción de sitios para instalaciones de disposición de desechos continúa en los 
gobiernos estatales y/o locales. Esto significa que las decisiones de ubi- 
cación se toman de acuerdo con leyes locales de control del uso de suelos 


37 A. Dan Tarlock, “State versus Local Control of Hazardous Waste Facility Siting—Who 
Decides in Whose Backyard?”, en Zoning and Planning Law Report 7 (enero-febrero de 1984), 
pp. 1-15. Para una revisión intergubernamental de la nueva LGRRA o legislación de Superfon- 
do, véase Alfred R. Light, “Federal Preemption, Federal Conscription under the New Super- 
fund Act”, en Mercer Law Review 38 (invierno de 1987), pp. 643-663, 

58 Tarlock, “State versus Local Control of Hazardous Waste Facility Siting”, p. 2. 
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(por ejemplo, por zonas) o por agencias estatales en circunstancias en que 
el derecho estatal se ha adelantado al control local sobre estas ubicaciones. 
También está ya legalmerite establecido que la LRCR'no tiene precedencia 
en materia de control local sobre la ubicación de instalaciones para dese- 
chos, sea por el gobierno nacional o los gobiernos estatales.52 

La cuestión principal en la ubicación de instalaciones para desechos es: 
¿Puede una entidad local (normalmente una ciudad o un condado), al ejer- 
cer sus facultades de vigilancia para proteger la salud y la seguridad de sus 
ciudadanos, ejercer el poder de veto sobre la ubicación de una instalación 
para tratar desechos? A esta pregunta se refieren dos contrastantes cuer- 
pos de derecho y de razonamiento jurídico.60 Uno de ellos se basa en el 
derecho estatutario y en la jurisprudencia sobre si una entidad (intrusa), 
que puede ser otra unidad gubernamental o una empresa privada con li- 
cencia, queda inmune ante los controles existentes de uso local de suelos que 
operan para prohibir la instalación en la comunidad que es blanco de estos 
esfuerzos. El segundo cuerpo de ley se deriva de lo que se ha llamado “prece- 
dentes dispersos que imponen algún deber a una comunidad, para que tome 
en cuenta el interés regional o estatal, en sus políticas de uso del suelo”.61 
Una de las políticas más notables que ilustran esta línea de pensamiento 
incluyó ciertos procesos en tribunales que contradijeron las ordenanzas de 
“zonificación exclusiva” en varios estados. 

Aunque constituya una excesiva simplificación, podría decirse que las fa- 
cultades locales de veto dependen de dos cosas: 1) las interpretaciones ju- 
diciales, y 2) los estatutos estatales. La atención prestada a estas dos cosas 
confirma el lugar vital de las relaciones local-estatales al ubicar instalacio- 
nes para desechos. 





Las interpretaciones judiciales 


Los dos cuerpos de ley antes mencionados ponen en claro que las decisio- 
nes de ubicación de instalaciones de desechos peligrosos (o no peligrosos) 
deben dar acomodo a intereses múltiples y en conflicto. A nivel del estado 
existen intereses que deben reconciliar la protección a la salud pública (per- 
mitiendo unas adecuadas y seguras instalaciones de ATD) con los intereses 
económicos de desarrollo industrial y comercial. En el terreno local, la iden- 
tificación o selección de un sitio potencial suele ser el detonador de oposi- 
ción, tanto de ciudadanos como de funcionarios; su preocupación básica, 
si no exclusiva, es proteger la salud y la seguridad de las personas que vi- 
ven en la cercanía de la instalación propuesta. La pauta de oposición local 


59 City of Philadelphia vs. New Jersey, 437 U. S. 617 (1978). US 
$0 Tarlock, “State versus Local Control of Hazardous Waste Facility Siting”. 
61 Ibid, p. 3. 
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ha producido extensos análisis de los fenómenos NIMBY (Not In My Back 


Yard, no en mi patio trasero) y LULU (Locally Unwanted Land Use, uso del. 


suelo localmente no deseado).62 

Nótese la naturaleza contrastante de los intereses e incentivos a los niv 
les estatal y local. A nivel estatal las decisiones, con los objetivos Pa 
de tener seguridad y beneficios económicos colectivos, probablemente peo 
ducirán opciones que traten de alcanzar ambas metas, También puede ha. 
ber mayor tolerancia para intercambios que sacrifiquen algunos factores 
marginales de seguridad. El carácter difícil de este asunto fue reconocid 
por Richard Andrews y Terrence Pierson: “El... problema mucho a 
complicado abarca la ubicación de nuevas instalaciones comerciales es hs 
cialmente instalaciones apartadas, que operen en el comercio lutrorialal 
con una posible distinción entre las instalaciones de disposición en suelo : 
las instalaciones de tratamiento; estas instalaciones incluyen un grave And 
flicto en el papel y la credibilidad del estado, entre promover y permitir 
semejante instalación como solución al problema y, por otra parte, prote- 
ger la salud y la seguridad de los ciudadanos que no consideran la insta- 
lación propuesta como una solución sino como una nueva manifestación 
del problema”.63 A nivel local, por contraste, los factores de seguridad se 
vuelven abrumadores, no sólo por la proximidad y la aprensión pública, 
sino también porque las instalaciones de disposición de desechos son ope- 
raciones intensivas en capital. En suma, no generan muchos empleos ni 
producen una bonanza fiscal. 

En este vórtice de intereses en competencia y de incentivos interniveles 
en conflicto, los jueces del estado, en su mayoría, han dado decisiones so- 
bre la cuestión de los vetos locales. Un experto en derecho de uso del suelo 
resumió así los principios jurídicos aplicables: 


A falta de derecho preferente expreso, las unidades locales de gobierno tienen 
gran poder discrecional para vetar el ingreso de una instalación de desechos peli- 
grosos, ya que tal instalación es, simplemente, otro uso del suelo que deberá ser 
regulado por las ordenanzas aplicables a la zona. Un terna persistente en el go- 
bierno local y el derecho de uso del suelo es que el primer deber de una co- 
munidad para con sus ciudadanos es proteger su salud y su bienestar. Esta teoría 
del auto-interés local ha sido sostenida por la Corte Suprema de los Estados 
Unidos y por tribunales de los estados. Como resultado, será difícil que los tribu- 
nales creen una ley eficiente de derechos locales que exija a las municipalidades 
tomar en cuenta intereses extralocales,64 


$2 Charles E. Davis y James P. Lester (com; y itics ar is 
artes, S es P, ps.), “Hazardous Waste Politics and Policy: A 
pia a en a Sidi a 14 (septiembre de 1985), pp. 47-168. casetambién 
. Lester y . Bowman (comps.), The Politics of Hazard: 
MESITA e University Press, 1983), 315 pp, ta 
ichard N. L. Andrews y Terrence K. Pierson, “Hazardous Waste Facilit Siti 'TOCES- 
Ñ Y re E . iting Pi 
> ses Experience from Seven States”, en Hazardous Waste 1 (otoño de 1984), sd 378" 379, 
Tarlock, “State versus Local Control of Hazardous Waste Facility Siting”, p. 2, : 
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Este resumen vuelve no sólo a plantear las corrientes de intereses locales 
versus intereses regionales del derecho tradicional; sugiere la condición limi- 
tada o minoritaria de las decisiones basadas en normas de interés regional, 

No es factible ni necesario documentar o seguir las corrientes de las in- 
terpretaciones judiciales en este terreno tan complejo. Sólo se pueden no- 
tar tres puntos sumarios. Primero, la inmunidad de un “intruso” ante los 
controles locales de uso del suelo ya ha sido sometida a una “prueba de 
equilibrio” en algunos estados. Este enfoque judicial tiende a encontrar 
una inmunidad. Sin embargo, la entidad local puede refutar la presunción 
de inmunidad si puede demostrar que el uso dado por el intruso al suelo es 
irracional, en comparación con las pautas de uso existentes o que cons- 
tituye un riesgo desmedido para la salud pública. 

Una segunda corriente de casos “de equilibrio” permite a un intruso mos- 
trar que una comunidad local ha actuado irrazonable o arbitrariamente al 
aplicar sus poderes de zona para excluir el propuesto uso del suelo. Aquí, 
al proponente se le da la oportunidad de demostrar que el interés público 
es mejor servido por el uso propuesto, que los intereses promovidos exclu- 
yendo ese uso. “Para refutar una exclusión, el intruso puede mostrar que 
no hubo un esfuerzo de buena fe por dar acomodo al uso, y que es posible 
encontrar medidas de moderación en el sitio propuesto”.65 

En este ejemplo, la línea de razonamiento ya ha sido empleada por los 
tribunales para sostener la ubicación de bloques multifamiliares, subur- 
bios y otras instalaciones similares en ciudades y áreas residenciales, que 
habían intentado prohibirlas. Los “peligros” realés o imaginarios son muy 
diferentes entre bloques multifamiliares e instalaciones de desecho de ATD, 
por ejemplo, y sin embargo los principios básicos del razonamiento y la 
interpretación legales son aplicables a ambos. 

El tercer punto judicial incluye la obligación de las localidades de conside- 
rar intereses extralocales, regionales o de todo el estado. Aquí, el activismo 
judicial que exige que las localidades admitan nuevos usos ha encontrado el 
apoyo de una decisión de la. Corte Suprema de los Estados Unidos. En el 
caso de la Ciudad de Filadelfia vs. New Jersey (1978), la Corte Suprema sostu- 
vo que una ley de Nueva Jersey que prohibía la importación de desechos 
generados fuera del estado violaba la cláusula comercial de la Constitución 
de los Estados Unidos.66 De este caso pudo inferirse que los estados y loca- 





$5 Ibid, p. 3. 

$6 City of Philadelphia vs. New Jersey, 437 U. S. 617 (1978). La cantidad de transporte 
interestatal de desechos peligrosos es enorme, pero pocas veces se habla de ella o se le pone 
en relieve. En 1981, el estado de Massachusetts envió cerca de 300,000 toneladas fuera de sus 
límites, en su mayor parte a un enorme tiradero de Alabama. Véase "States Giving Localities a 
Say in Hazardous Waste Disposal”, en Wall Street Journal, 20 de octubre de 1981, p. 29. Sur- 
gen problemas especialmente espinosos y difíciles en relación con instalaciones militares y 
esfuerzos local-estatales por controlar, contener, contrarrestar o de alguna otra manera hacer 
frente a desechos químicos sumamente tóxicos (y a veces secretos). Para un ejemplo, véase 
Victoria Churchville, “Maryland Goes to War over the Army's Chemical Waste—After 
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, : Se pe dE z 
lidades tienen obligación de aceptar una “justa proporción” de instalaciones 


de desechos de ATD. Qué constituye una justa proporción y cómo se calcula - 


desvía la atención del proceso judicial hacia el proceso político. Sin embar- 
go, entre ambos se encuentra la base estatutaria estatal para decisiones 
sobre ubicación de instalaciones peligrosas o no peligrosas. 


Los estatutos estatales 


Los estados han adoptado varios enfoques al problema de la ubicación de 


desechos peligrosos. En un estudio de 1984, Andrews y Pierson descubrie- 
ron que:67 


* veintiocho estados habían establecido recientemente procesos forma- 
les de ubicación de instalaciones; 

o diecinueve habían promulgado leyes que daban a una agencia estatal la 
autoridad de pasar por encima de las ordenanzas locales que prohibie- 
ran establecer una instalación de desechos peligrosos; 

e dieciocho habían creado juntas especiales del estado, con amplias fa- 
cultades y responsabilidades; 

. dieciocho estatutos ofrecían criterios formales para esas instalaciones, 
con diversos niveles de especificidad, y Ñ 

. siete estatutos concedían eminentes facultades de dominio que podría 
invocar el estado al ubicar dichas instalaciones. 


Hay varias maneras de clasificar los principales enfoques adoptados por 
los estados al especificar las disposiciones institucionales para tomar deci- 
siones sobre la ubicación de desechos peligrosos. El esquema más directo 
fue creado por Andrews y Pierson en su investigación.68 Incluye cuatro ca- 


tegorías: 1) precedencia estatal, 2) anulación estatal; 3) veto local, y 4) li- 
mitaciones procedimentales. 


1. Precedencia estatal: En 1984 hubo siete estados en que la autoridad 
para determinar estos sitios residía exclusivamente en una agencia estatal: 
Arizona, Georgia, Minnesota, Nueva Jersey, Nueva York, Washington y 
Wisconsin. En cuatro estados los estatutos permitían al estado la compra 
y propiedad de los lugares, además de la determinación, de los sitios acep- 


Decades, Chemical Weapons Plant Opens Its Doors”, i i Í 
Med 2 Orea losas p 's Doors”, en Washington Post National Weekly Edi- 
$7 Andrews y Pierson, “Hazardous Waste Facility Siti y 
n y y Siting Processes”, p. 377. 
68 Richard N. L. Andrews y Terrence K. Pierson, “Local Control or State Override: Experi- 
os Sons to Date”, en Policy Studies Journal 14 (septiembre de 1985), pp. 90-99. 
'ase también R. N, L. Andrews y T. K. Pierson, Hazardous Waste Facility Siting: A Compari- 
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tables. Es claro el carácter de precedencia de la relación local-estatal; el 
estado asume un compléto poder formal al seleccionar y autorizar el uso 
de un sitio como instalatión de-disposición o tratamiento de desechos peli- 
grosos. e : 

2. Anulación estatal: En cerca de veinte estados había disposiciones 
según las cuales una junta o agencia del estado podía revisar y revertir la 
decisión de una unidad local sobre el sitio de una instalación de desper- 
dicios. En cerca de la mitad de estos estados la unidad de revisión no con- 
taba con una representación local; en otros ejemplos había alguna disposi- 
ción para la representación regular o ad hoc local, sobre el cuerpo que 
tomaría las decisiones. Obsérvese que según estas disposiciones el estado 
desempeña un papel pasivo y de apelación. Esto contrasta con la preceden- 
cia, en que el estado tiene la iniciativa de buscar y seleccionar el lugar, 

3, Veto local: Ocho estados tenían estatutos que formalmente concedían 
autoridad a la unidad gubernamental local afectada: Arkansas, Colorado, 
Illinois, Kentucky, Massachusetts, Nebraska, Nevada y Dakota del Norte. 
Este enfoque coloca explícitamente el poder de aprobación y desaproba- 
ción en manos locales, sujeto tan sólo a las interpretaciones judiciales an- 
tes mencionadas. Además de estos estados con veto local “explícito”, cerca 
de diez estados sin una legislación aplicada para escoger sitios, caen lógi- 
camente en esta categoría. A falta de una acción afirmativa, se presupone 
que el control se encuentra, por rebeldía, en el nivel local. 

4. Limitaciones procedimentales: Un número pequeño de estados (unos 
cinco) han dejado el control último en el nivel local, pero han especificado 
algunas o varias restricciones sobre cómo ejercer ese control. Una limita- 
ción común es la prohibición que impide a un gobierno local hacer cambios 
adversos a su ordenanza o regulaciones de zonas, una vez que un solici- 
tante ha llenado un “aviso de intención” con respecto a un potencial sitio 
para desechos. 


¿Cómo han funcionado estos diversos enfoques estatales y local-estatales 
para facilitar la ubicación de sitios de desechos mientras al mismo tiempo 
protegían la salud y la seguridad del público? Andrews y Pierson ofrecieron 
una observación temprana, provisional y general: “La conclusión más po- 
derosa que surge de la observación inicial de todos estos enfoques no es, 
por desgracia, muy satisfactoria, a saber, que hasta ahora muy pocas insta- 
laciones se han colocado de acuerdo con alguno de ellos”.6% Entre los di- 
suasivos y los obstáculos estuvieron la novedad, la lenta actividad econó- 
mica y el alto nivel de incertidumbre reguladora cuando los gobiernos 
federal y estatales se proponían hacer frente a los desechos peligrosos. 
Entre las cuatro disposiciones institucionales muchos observadores han 
incluido advertencias acerca del papel de “hermano mayor” del estado en 


69 Andrews y Pierson, “Local Control or State Override”, p, 97. 
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las decisiones de ubicación. Andrews y Pierson notan que “acaso no se jus- 


tifique el entusiasmo por la precedencia estatal y por una poderosa autori- 


dad para invertir decisiones”; creen que “la combinación de control local 
con limitaciones estatales para asegurar procedimientos justos y criterios 
razonados en las decisiones parece más congruente con la tradición polí- 
tica norteamericana del autogobierno”.?0 Algo de igual, si no de mayor 
importancia: señalan varias normas necesarias para llegar a un proceso 
satisfactório de decisiones sobre la ubicación de desechos peligrosos: 1) el 
papel crucial de una participación temprana y abierta; 2) compartir una 
extensa información en los procesos de planeación, y 3) la formación de 
confianza entre todos los participantes para que pueda surgir un proceso 
legítimo de negociación local sobre las propuestas de ubicación. Andrews y 
Pierson captan estos elementos, así como una importante dimensión de 
RIG en el último párrafo de su artículo: 


* En suma, la precedencia estatal y los procedimientos para revertir decisiones 
probablemente sean menos eficaces que los esfuerzos por refinar y formalizar más 
aún los procesos por los cuales los gobiernos locales, junto con sus ciudadanos y 
las empresas existentes y propuestas, puedan legítima y justamente negociar las 
condiciones de las decisiones sobre ubicación de desechos, Los gobiernos de los 
estados pueden desempeñar papeles importantes en esta formalización pero 
probablemente actuarán con más eficacia como árbitros sobre la justicia de los 
procedimientos, que arrogándose precedencia o pasando por encima, unilatera]- 
mente, de los tradicionales gobiernos locales.71 


Política, administración y RIG en la ubicación 
de instalaciones de desechos peligrosos 


El anterior análisis de la ubicación de las instalaciones de desechos peligro- 
sos hizo hincapié casi exclusivo en los aspectos jurídicos de esa ubicación. 
Hay que contrapesar ese énfasis prestando atención a las dimensiones po- 
lítica y administrativa. Un primer paso en esa dirección consiste en notar 
que en la actual época, consciente de la contaminación y muy sensible al. 
medio ambiente, virtualmente cualquier sitio de disposición de desechos se 
ha vuelto, en términos políticos, “peligroso”. En otras palabras, desde el 
despertar ambiental de los años sesenta, el basurero local de la ciudad (o 
relleno “sanitario”) es considerado, a menúdo con razón, como un verda- 
dero horror, como una amenaza de contaminación del aire (cuando hay 
quemas) y como un peligro a los suministros locales de mantos freáticos. 
Una segunda manera de aclarar la dimensión político-administrativa de 
las estrategias de solución para problemas de contaminación consiste en 


70 Ibid., pp. 97 y 98. 
1 1bid, p. 98. 
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yer un auténtico caso de ubicación de un sitio de disposición de desechos. 
Con este propósito, el “basurero” de Eau Claire, Wisconsin, nos ofrece una 
situación específica en que. cuestiones técnicas, económicas y jurídicas se 
entrelazaron en una complicada red de relaciones políticas y administra- 
tivas interagencias, local-estatales, e interlocales. Se hizo un esfuerzo con- 
certado por precisar, simplificar y resolver el problema de la disposición de 
desechos de Eau Claire, mediante el uso de mediación y negociación inter- 
gubernamentales. - 

Un tercer paso al enfrentar los problemas de las relaciones de regulación 
local-estatales consiste en explorar las condiciones que puedan obstaculizar 
o promover la cooperación de RIG al hacer frente a problemas de desechos 
peligrosos. Este enfoque podría llamarse análisis de proposiciones. Ofrece 
hipótesis acerca de las circunstancias (condiciones) que contribuyen a 
resolver problemas por medio de una estrategia de acuerdo negociado o coo- 
perativo, > 

Ya hemos reconocido y subrayado que las soluciones a la contaminación 
son mucho más que simplemente técnicas, económicas y jurídicas. Tam- 
bién incluyen cuestiones que son a) intergubernamentales; b) políticas, y c) 
administrativas y de políticas. Así pues, podemos pasar a un estudio de caso 
específico que ilustra la presencia de todos estos factores, 


El sitio de disposición de desechos de Eau Claire 


Durante muchos años la población de Eau Claire (50000 habitantes) había 
estado depositando sus desechos y su basura recogidos por la ciudad en 
dos cañadas no lejos del pequeño poblado de Unión.72 Las cañadas se fue- 
ron llenando gradualmente y el lugar se volvió espantoso. Los albañales em- 
pezaron a contaminar una corriente cercana. A principios de 1974 el Depar- 
tamento de Recursos Naturales (DRN) de Wisconsin emitió una orden para 
que se cerrara el “basurero de Union” de Eau Claire. La orden fue emitida 
de acuerdo con la Ley de Disposición de Desechos Sólidos de 1970, de Wis- 
consin, estatuto que daba poderes al DRN para regular virtualmente todo 
aspecto de cualesquiera sitios, nuevos o ya existentes, de disposición de la 
basura, de los cuales había 3000. 

Mientras la basura se apilaba rápidamente en basureros provisionales, 
Eau Claire procedió con rapidez a buscar un nuevo sitio, La búsqueda con- 
dujo a una parcela de veinte acres, aparentemente apropiada, a pocas mi- 
llas de los límites de la ciudad. Para el verano de 1974, unas silenciosas ne- 
gociaciones llevaron a un acuerdo de compra con el propietario.”El lugar 
tenía dos complicaciones potenciales. Primera, se encontraba cerca de un 


72 Este estudio se basa directamente en “The Eau Claire Dump”, en Setiling Things: Six Cases 
in Environmental Mediation, Allan R. Talbot (comp.) (Washington, D, C., Conservation Foun- 
dation, 1983), pp. 67-76. 
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curso de agua llamado Seven Mile Creek. Segundo, ¡se encontraba dentro 
de los límites de la población de Seymour! 


Seymour era pequeño, con una población de cerca de 2500 habitantes. 


No tenía industrias ni centros comerciales, no tenía grandes instalaciones 
institucionales ni oficinas. El poblado era principalmente de modestas ca- 
sas unifamiliares, muy dispersas entre los bosques y los campos. Por en- 
tonces Gerry Merryfield era presidente de la junta del poblado de Seymour, 
pero trabajaba en Eau Claire, para The Leader, principal periódico de la 
zona. 

Merryfield recordó que en el otoño de 1974 recibió una llamada de George 
Kumpferman, administrador de la ciudad de Eau Claire. Kumpferman dijo 
a Merryfield que había un asunto regional que quería discutir con él, por lo 
que Merryfield caminó por la calle hasta el ayuntamiento. Allí, Kump- 
ferman le dio la noticia. Merryfield se quedó horrorizado —por no decir 
más— al enterarse de que se planeaba convertir a Seymour en el basurero 
de Eau Claire. Sin duda, tal era la cuestión más importante que jamás afec- 
tara al soñoliento poblado de Seymour. 

En una reunión especial, convocada en enero de 1975, los ciudadanos de 
Seymour expresaron a gritos y ruidosamente sus muchas objeciones a los 
planes de Eau Claire. Las objeciones iban desde métodos secretos y auto- 
ritarios de la “gran ciudad mala”, hasta una plétora de preocupaciones am- 
bientales y de base comunitaria, por ejemplo, sobre tráfico, pérdida del valor 
de los hogares, pérdidas en impuestos a la propiedad y contaminación de 
Seven Mile Creek. 

Según un residente que pertenecía al grupo ambientalista Trout Unlimited, 
Seven Mile Creek era una de las mejores corrientes para pescar truchas en 
todo el estado. Los ciudadanos dieron todo su apoyo a Merryfield y a los 
otros dos comisionados de la ciudad, quienes contrataron a un abogado 
para luchar contra Eau Claire. Raymond Johnson, exlegislador del estado, 
fue el abogado a quien seleccionaron. Además de su experiencia legislativa, 
Johnson contaba con una sólida reputación por su habilidad legal, su tena- 
cidad y laboriosidad. Pronto escogió la mejor estrategia para Seymour: dar 
largas. La acumulación de la basura de Eau Claire continuaría y si Johnson 
podía entablar una prolongada batalla jurídica, la ciudad podía verse obli- 
gada a encontrar algún otro sitio, y no Seymour. 

Los intercambios judiciales persistieron durante 1975, hasta 1976. Este 
paso de tortuga fue, en parte, resultado de una segunda batalla que Eau 
Claire había entablado contra el DRN del estado sobre el diseño y la opera- 
ción del sitio de relleno sanitario de Seymour. Entre los requisitos técnicos 
planteados por el DRN se encontraban /) un revestimiento de yeso, de cinco 
pies de grueso para todo el sitio excavado, 2) un sistema de albañales para 
llevarse los líquidos de desecho, y 3) tratamiento de los residuos líquidos 
en la planta de drenaje de la ciudad. Los costos de ello se fueron a las nu- 
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bes, pasando de 250000 dólares, cálculo original de Eau Claire, hasta más 
del doble de esa suma. 

En abril de 1976 el DRN celebró una audiencia sobre licencias, en Eau 
Claire, sobre el propuesto lugar de desechos. Además de los muchos y rui- 
dosos inconformes de Seymour, estaba presente el abogado Johnson para 
plantear y refutar todo imaginable punto jurídico, legal y procedimental. 
Pese a las objeciones de Johnson, el prN procedió a toda velocidad a dar 
una licencia al lugar, en el otoño de 1976. Johnson comenzó entonces un 
“bombardeo de papel” y una “guerra de desgaste”, según el abogado de 
Eau Claire. Apelaciones, audiencias administrativas, solicitudes de infor- 
mación y peticiones de aplazamiento permitieron a Johnson impedir que 
el DRN emitiera un permiso hasta muy avanzada la primavera de 1978. Aún 
quedaba la perspectiva de plazos más largos si el asunto llegaba a conver- 
tirse en proceso jurídico en toda forma. 

Mientras la parte que correspondía al DRN de la obra de Eau Claire se po- 
nía en escena, lentamente apareció en el escenario un nuevo actor local-es- 
tatal, y la trama empezó a complicarse. Éste fue el “interventor público”, 
un brazo jurídico seniautónomo de la oficina del Procurador General del 
estado de Wisconsin. Esta unidad fue creada como una especie de perro 
guardián o de ombudsman para escudriñar las acciones y decisiones del 
pRN. Existía como concesión a ciertos grupos ambientales cuando se creó 
el DRN, para aplacar los temores de que éste sacrificara las preocupaciones 
ambientales en aras de presiones económicas y de otra índole. Un comité 
asesor, de siete miembros, que representaba a los principales grupos am- 
bientales (uno de ellos era Trout Unlimited) fue creado para guiar al inter- 
ventor público sobre los problemas o casos en que debía intervenir. 

Pronto, el caso del basurero de Eau Claire-Seymour llamó la atención 
del interventor, no por los méritos del caso, sino por dudas concernientes a 
los múltiples papeles que había asumido el DRN. Tonx Dawson, uno de los 
abogados de la oficina del interventor, fue animado por Raymond Johnson 
(abogado de Seymour) a estudiar la posible función de conflicto de intere- 
ses que el DRN podía tener en este caso. Johnson arguyó que el DRN era, ante 
todo, una agencia similar a un juez, que podía cerrar el viejo basurero de 
Union; en segundo, era una agencia revisora de los planes que había espe- 
cificado para el nuevo basurero; y tercero, era una agencia expedidora de 
licencias, que se estaba preparando ya a emitir un permiso de operación del 
sitio de Seymour. 

Para complicar más las cosas, surgieron dos asuntos adicionales de las 
luchas jurídicas, políticas y administrativas, durante los varios actos de la 
“obra teatral” del basurero. Primero, una cuestión sustantiva: ¿estaba el 
DRN, por sus múltiples papeles, bajo esa “indebida y conflictiva presión” res- 
pecto al sitio de Seymour, que no había pedido a Eau Claire examinar 
otros lugares? Segundo, la cuestión procedimental: ¿habría debido hacer el 
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DRN toda una declaración sobre el impacto ambiental, como parte de su 
función de otorgar licencias? 


Fue en esta coyuntura, y un tanto por coincidencia, cuando el comité 


asesor del personal del interventor público se enteró del asunto y se intere 
só en el proceso de mediación como técnica para resolver disputas ambien. 
tales, Dos miembros del personal del Centro de Wisconsin para Política Pú. 
blica, Howard Bellman y Edward Krinsky, habían informado al grupo or 
sobre la mediación en la misma reunión en que se discutió el conflicto E 
tre Seymour y Eau Claire. Bellman (abogado) y Krinsky (economista) te- 
nían experiencia en asuntos laborales y eran bien conocidos por varios de 
los participantes a nivel estatal, Ambos fueron invitados a utilizar el caso 
del “basurero” como proyecto de demostración de la mediación. Ambo: 
decidieron probar. i 
El caso iba avanzando ahora por dos caminos. Uno de ellos podía condu- 
cir al tribunal, y el otro a la mesa de negociaciones. A Dawson se le unió 
ahora Johnson, preparando peticiones para obtener órdenes del tribunal 
que exigieran una declaración sobre el impacto ambiental y que desafiaran 
los múltiples papeles desempeñados por el DRN. Krinsky y Bellman pronto 
llamaron a los principales actores del caso (por separado) para que expli- 
caran sus papeles, sus intereses y su deseo de información. Fueron bien re- 
cibidos y obtuvieron la cooperación de todos. 
La primera sesión mediadora se llevó a cabo a finales de marzo de 1978 
e incluyó a funcionarios de Eau Claire, personal del DRN y a Dawson, de la 
oficina del interventor público. Tal fue el primer contacto importante de 
Dawson con los detalles del caso. Las opiniones varían sobre hasta qué pun- 
to este contacto pudo haber impresionado a Dawson o cambiado sus opi- 
niones sobre los esfuerzos positivos y cooperativos entre Eau Claire y el DRN, 
especialmente para subir de categoría el diseño del proyecto. En breve, 
Dawson empezó a preguntar si lo mejor sería llevar el caso a un tribunal 
para quitar los diversos roles, potencialmente conflictivos, del DRN. Tam- 
bién le interesó el caso de encontrar otros sitios, “La basura iba apilándose 
en el viejo basurero, y era urgente encontrar uno nuevo”, dijo. “Entonces 
¿qué juez detendría el proyecto [de Seymour] porque el DRN no había cum- 
plido con su deber de evaluar otras alternativas?”73 
A mediados de abril se celebró una segunda sesión de mediación entre 
los actores del estado, en Madison (capital del estado). En esta reunión, el 
DEN y Eau Claire presentaron más información a Dawson acerca de otros 
lugares y detalles adicionales acerca de los procedimientos del DRN, si él se 
retiraba del caso. Eau Claire dijo que pagaría un conjunto adicional de per- 
foraciones en tierra, y que haría públicos los resultados. Con base en estas 
concesiones, Dawson y la oficina del interventor público se retiraron del 
asunto. Sin embargo, Dawson continuó dando, tras bambalinas, ayuda a 
Johnson, abogado de Seymour. A 


73 Ibid, p. 73. 
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Ya sin la tensión del interventor público y el DRN, la atención se centró 
directamente en el conflicto entre Eau Claire y Seymour, A finales de abril, 
y con el retiro de Dawson, el:presidente de la junta, Merryfield, recuerda 
que Jobnson dijo que la posibilidad de ganar en los tribunales era sólo de 
50-50, Desde el nivel del estado, Dawson recordó a Johnson que "estos 
casos de basureros son terribles”.74 Mientras tanto, los honorarios de abo- 
gados de Johnson estaban costando al minúsculo poblado de Seymour más 
de 8000 dólares anuales, y los funcionarios locales se mostraban más dis- 
puestos a un posible acuerdo negociado, i 

Los mediadores se reunieron con el presidente Merryfield en mayo, pero 
los resultados de estos contactos iniciales no fueron decisivos. Sin embar- 
go, poco después Merryfield indicó que estaba dispuesto a reunirse con re- 
presentantes de Eau Claire, para discutir con ellos sus diferencias, pero que 
debía: estar conscientes de que Johnson seguía presionando en el frente 
jurídi: >. Durante el verano se celebraron dos reuniones de intercambio de 
inforr ación, pero los serios esfuerzos de negociación estaban quedándose 
atrás, claramente, de las maniobras jurídicas. 

A comienzos de agosto, cierto examinador del estado, en una audiencia, 
rechazó el argumento de Johnson de que el DRN había actuado impropia- 
mente según los estatutos de política ambiental de Wisconsin. Con base en 
este apoyo a la licencia del relleno del pRN, Eau Claire inició la excavación 
en el lugar. Johnson buscó una coyuntura que impidiera la entrega de un 
permiso en toda forma. Esta petición fue rechazada por un juez, pero la 
opinión del tribunal invitó a Seymour a llenar una solicitud contra el tra- 
bajo real en el lugar. Con este objeto, se redactó apresuradamente una soli- 
citud, que fue presentada y recibida. 

Tocó entonces a Eau Claire el turno de actuar o de reaccionar. Por pri- 
mera vez, la ciudad había sido acorralada. Una verdadera alarma cundió 
cuando la ciudad comprendió que su minúscula vecina podría impedir el 
proyecto del basurero. Desde luego, simultáneamente, Seymour tuvo que 
ver cómo aprovechar la decisión del juez. El poblado podría continuar con 
su arriesgada estrategia de más litigios, o podía aprovechar ese fallo como 
carta de triunfo en cualesquiera negociaciones con Eau Claire. 

A mediados de agosto, los mediadores, que habían estado cerca de los 
acontecimientos cambiando de actitud, recibieron señales de ambos ban- 
dos de que cada uno estaba dispuesto a entablar negociaciones serias. La 
mecánica del proceso de negociación fue complicada, minuciosa, y no po- 
demos detallarla aquí. Recuerda uno de los negociadores: 


Ésta fue una mediación clásica, en el molde de las relaciones laborales. Ambos 
bandos habían llegado hasta donde habían podido sin obtener concesiones del 
otro. Decidimos meter a estos amigos en el hotel, y no dejarlos salir hasta haber 
llegado a un acuerdo, 75 


74 Ibid, 
35 Ibid, p. 75. 
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En realidad, las varias sesiones, juntas separadas, intercambios de infi 
mación y concesiones ofrecidas requirieron un maratón de ocho .S an 
desde las 7:00 de la noche hasta las 3:00 de la mañana siguiente. E 

Los negociadores de Seymour aceptaron varios puntos importantes 
consideraron que la junta del poblado y los ciudadanos aceptarían Entre 
sus muchos puntos había un límite de tiempo de siete años para el e da 
sitio por Eau Claire; el uso simultáneo del relleno por el poblado; pro, A 
dad, por el poblado, una vez transcurridos los siete años. No a 
operaciones de descargar basura los sábados y domingos; y la contó 
de una estación de transferencia (punto de recolección de basura) fuera Fe 
Seymour. Hubo otros, pero éstos fueron los puntos principales que, tras 1 ¿ 
múltiples discusiones, parecieron ser el mínimo irreductible. Cuando ea 
puntos y algunos otros menores fueron aceptados por Eau Claire, todas las 
partes firmaron el acuerdo, incluso representantes del DRN que habían E 
ticipado en las diversas sesiones. Por su parte, Seymour aceptó cesar se za 
los presentes y futuros procesos judiciales. dl 

El acuerdo formal fue incorporado a la opinión final del examinador d. 
audiencias del estado, que otorgó el permiso del relleno sanitario. En caro 
de nuevos litigios, también se registró en las actas del tribunal, levantando 
la orden del juez contra trabajos en el basurero. El concejo de la ciudad de 
Eau Claire aprobó sin vacilar el acuerdo. El acuerdo de mediación tuvo 

más dificultades en Seymour: ¡fue aprobado por un margen de un voto! 

: Pocas conclusiones generales se pueden sacar de un solo caso de regula- 
ción en un estado. Más constructivo resulta pensar en este caso en el mar- 
co de factores o variables que influyen sobre la cooperación reguladora y el 
conflicto en las R1G, En la siguiente sección analizamos este tema. d 


Condiciones que favorecen la cooperación en las RIG 


La naturaleza de la regulación hace muy grande la probabilidad de conflic- 
to. En otras palabras, podemos esperar que el conflicto constituya una 
pauta conspicua y predominante en la regulación de las RIG. Por tanto, nos 
parece deseable e importante analizar las condiciones o ircunstandias en 
que se pueda moderar tan extenso conflicto. Desde luego, el conflicto no 
necesaria ni esencialmente es malo, Existe un cuerpo de teoría social que 
examina los aspectos constructivos de todo conflicto. 

Sin embargo, el conflicto sí tiende a ser tan costoso como extenso. Los 
costos del conflicto son, a menudo, no sólo monetarios; se les puede calcu- 
lar en términos de pérdida de tiempo, costos de decisión, costos de equi- 
dad y otras calibraciones. De este modo, la atención a las estrategias de re- 
solución de conflictos pueden reducir costos en términos individuales, 
organizacionales e institucionales. Ñ 
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Un planteamiento para especificar las condiciones para la cooperación 
en las RIG (reducir y/o evitar el conflicto) ha sido desarrollado por Sheldon 
Kamieniecki, Robert O'Brien y.Michael Clarke.76 Su enfoque de la política 
ambiental en un contexto intergubernamental tiene pertinencia directa en 
el enfoque de este capítulo. También es un medio de abordar diversas cues- 
tiones dispersas por todo el capítulo. 

La manera más concisa para especificar las condiciones para la coopera- 
ción es enumerarlas con mínimos comentarios o elaboración: 


1. La cooperación es más probable si hay un percibido sentido de urgen- 
cia acerca del problema. Una mayor urgencia aparente suscita mayor 
cooperación, 

2. Cuanto más bajos sean los costos predichos que afectan a los princi- 
pales participantes, mayor será la probabilidad de cooperación. A la 
inversa, unos altos costos financieros y/o grandes desventajas jurídicas 
suelen producir mayor conflicto, Las estrategias o técnicas de reduo- 
ción de costos pueden contribuir a acuerdos cooperativos. 

3. La aportación de expertos técnicos y de ayuda financiera puede con- 
tribuir considerablemente a la cooperación. Esta observación expresa 
en términos muy generales las condiciones del “pastel creciente” 
anotadas en el capítulo 1. También implica que en condiciones de re- 
cursos estáticos o menguantes, como la fase contractiva de las RIG, 
podrá esperarse un superior nivel de conflicto. 

4, La presión de la opinión pública y de grupos organizados probable- 
mente intensificarán el sentido de urgencia acerca de un problema, 
aumentando así la posibilidad de cooperación. También es posible 
que la presión pública y política pueda limitar las opciones y la flexibi- 
lidad de los dirigentes al resolver disputas de RIG. 

5. Mayor franqueza y frecuencia de comunicación entre los actores fo- 
mentarán una mayor cooperación. Los intercambios de información y 
las expresiones de interés a través de límites intergubernamentales son 
requisitos indispensables para crear confianza y respeto, en los cuales 
normalmente se basa la cooperación en las RIG. 

6. Mayor claridad en los papeles, las responsabilidades y los límites entre 
gobiernos (o actores) conduce a mayor cooperación entre las partes 
que están tratando un problema intergubernamental. Y buscar esta ma- 


76 Sheldon Kamieniecki, Robert O'Brien y Michael Clarke, “Intergovernmental Cooperation 
in Environmental Policy Making: Six Case Studies of Toxic Waste Sites” (documento presen- 
tado en la Reunión Anual de la Asociación Norteamericana de Ciencias Políticas, Nueva 
Orleans, 29 de agosto-1 de septiembre de 1985), 27 pp. Para un análisis que trata la ubicación 
y regulación de desechos peligrosos desde el punto de vista de la información y participación de 
los ciudadanos, y la teoría democrática, véase Bruce A. Williams y Albert R. Matheny, “Free to 
Choose, Or Just to Lose: The Politics and Economics of State and Local Hazardous Waste 
Regulation” (documento presentado en la Reunión Anual de la Asociación de Ciencias Políti- 
cas del Medio Oeste, Chicago, 9-11 de abril de 1987), 42 pp. 
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"yor claridad o precisión no es lo mismo que preguntar “¿quién está a car- 
go de esto?” Como ya se indicó antes y frecuentemente por todo este li- 


bro, no es probable que uno solo esté al frente. Un enfoque más útil con- 


siste en saber cuáles participantes tienen la principal responsabilidad por 
qué parte de las tarea requerida para resolver un problema particular, 


Estas propuestas provisionales sólo son un comienzo del camino hacia 
una mejor comprensión de los factores o fuerzas que promueven la coo- 
peración en la arena intergubernamental. Parecen aplicarse con especial 
pertinencia en la arena de la regulación. Empero, es posible explorar su 
operación en cualquiera o en todos los campos de políticas. Sin embargo, 
este esfuerzo de investigación está más allá de los límites de este libro. 


RESUMEN 


Las políticas públicas de carácter y contenido regulador es probable que 
tengan un componente intergubernamental, sea directo o indirecto. Algu- 
nas de estas políticas implican esfuerzos dobles o conjuntos por diferentes 
jurisdicciones, con el fin de regular ciertas actividades o industrias. En este 
capítulo se analizaron ejemplos de acciones nacionales y estatales que afec- 
taban la energía nuclear, la seguridad en el trabajo y la ubicación de dese- 
chos peligrosos. 

Una dimensión adicional de la regulación de las RIG es el ejercicio de 
control o moderación de un gobierno por otro. Hemos identificado y ana- 
lizado cuatro tipos de regulación de gobierno a gobierno: 1) órdenes direc- 
tas; 2) regulación de requisitos transversales, 3) sanciones cruzadas, y 1) 
precedencia parcial. Ejemplos de cada uno de estos tipos de regulación 
revelan los rasgos intensamente políticos de la regulación interguberna- 
mental. 

Las interacciones de la política, las políticas y la administración se en- 
cuentran dispersas en agudo relieve cuando se examinan las relaciones de 
regulación estatalnacionales y local-estatales. Los ámbitos de la energía 
nuclear y de la seguridad han pasado de la precedencia nacional a una acti- 
va participación estatal; los problemas interestatales de encargarse de los 
desechos radiactivos de bajo nivel prometen persistir durante varios años. 
La precedencia parcial en el campo de la seguridad laboral dio resultados 
que son complejos y, a la vez, un tanto confusos. Los estados no necesaria- 
mente se rezagan en la aplicación de regulaciones. 3 y 

A menudo, los gobiernos de los estados son “pesimistas” cuando regulan 
a los gobiernos locales. Esta observación no fue refutada al examinar las 
relaciones local-estatales en la ubicación de instalaciones de desechos pe- 
ligrosos. Sin embargo, la mayoría de los estados han mostrado considerable 
deferencia jurídica y política al ejercicio de facultades políticas al nivel lo- 
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cal. La prominencia del derecho como fuerza condicionante en este ámbito 
está ampliamente demostrada. Los jueces, la interpretación judicial y los 
estatutos conforman grán'parte*del “libreto” de muchos de los actores in- 
tergubernamentales. 5 

Las disputas, que parecen constantes en la implementación de las políti- 
cas de regulación, no necesitan, empero, ser motivadas, dirigidas y resueltas 
exclusivamente por los tribunales. La creación de estrategias de solución de 
disputas, empleada por mediadores hábiles y experimentados, puede facili- 
tar unos satisfactorios acuerdos intergubernamentales. También existen 
condiciones que pueden contribuir a la cooperación y al acomodo intergu- 
bernamentales. Por ejemplo, una conciencia de estas condiciones, y una 
apertura de comunicación pueden facilitar el proceso, frecuentemente esca- 
broso, de aplicar las políticas intergubernamentales de regulación. 





XI. EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: 
POLÍTICAS REDISTRIBUTIVAS 


Las pautas organizativas federales e intergubernamentales pueden ser los 
arreglos institucionales de los Estados Unidos por los cuales el conflicto de 
clases ha sido o está siendo moderado, reducido o minimizado. Esta tesis, 
analizada a nivel urbano en el capítulo v, no se ha confirmado hasta el 
punto de despejar toda duda. Puede haber otras variables explicatorias 
más significativas, como el sistema de partidos, la separación de poderes, 
el tamaño de la nación, el sistema jurídico y la supremacía del constitucio. 
nalismo. 

La cuestión de la reducción del conflicto de clases en los Estados Unidos 
constituye parte de una pregunta más general planteada por los teóricos po- 
líticos y sociales: ¿por qué hay una ausencia de socialismo o de partidos so- 
cialistas en los Estados Unidos? Esta segunda pregunta también está aguar- 
dando una explicación firme y concluyente, aunque Theodore Lowi sugiere 
que la presencia del federalismo es un importante factor explicativo.! Sin 
embargo, la naturaleza y el enfoque de estas dos preguntas ayudan a fijar 
el telón de fondo claramente dividido, y de dos colores, para el escenario 
en que por lo general se representa la obra de la política redistributiva. 


ORÍGENES Y CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS REDISTRIBUTIVAS 


Cualesquiera que hayan sido los factores que han limitado el alcance y la in- 
tensidad de la política de clases en los Estados Unidos, se ha dicho, convin- 
centemente, que ésta no ha sido eliminada de la escena. Por lo contrario, 
Samuel Beer, por su parte, observa que, “aunque la política de clases apa- 
reció en arenas locales y estatales de los Estados Unidos en tiempos-an- 
teriores, no se convirtió en una importante (en efecto, la dominante) forma 
de la política nacional hasta el New Deal”.2 Desde 1933, Arthur N. Holcom- 
be identificó un giro de la “vieja y rústica política local” a una “nueva polí- 
tica urbana de clases”.3 Escribiendo casi veinte años después, Samuel Lubell, 


1 Theodore J. Lowi, “Why Is There No Socialism in the United States? A Federal Analysis”, 
en The Costs of Federalism, Robert T. Golembiewski y Aaron Wildavsky (comps.) (New 
Brunswick, N. J., Transaction Books, 1984), pp. 37-53. Para un análisis teórico y ya clásico de 
este tema, véase J. A, Schumpeter, Capitalism, Socialism, and Democracy (Nueva York, Harp- 
er, 1942), 411 pp. Ñ 

2 Samuel H. Beer, “The Modernization of American ism”, ias: 
ora (ote de it end erican Federalism”, en Publiús: The Journal of 

3 Arthur N. Holcombe, The New Party Politics (Nueva York, Norton, 1933), p. 11. 
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analista político, pudo sentir la “subyacente conciencia de clases que hoy 
imbuye la política de la nación”.* 


El conflicto de clases y la política redistributiva 


¿Qué tienen qué ver, podría preguntar alguien, lás anteriores preguntas y 
análisis con las RIG? Su pertinencia es importante porque una coalición ba- 
sada en las clases, durante el decenio de 1930, produjo todo un conjunto de 
políticas de rIG para las cuales parece apropiado el término redistributivas. 
Beer se enfrenta a la cuestión de este modo: j 


En lo que estoy pensando es, al menos, redistributivo. Bajo el impulso de esa po- 
lítica, los subsidios generales al estado, por ejemplo, no sólo tratan de ayudarlo a 
superar los obstáculos que sus “derrames” ponen en el camino de cumplir sus 
prioridades, sino antes bien cambiar estas prioridades para que estén de acuerdo 
con una política nacional. La frase más común, Estado Benefactor, capta mejor 
la connotación que “redistribución”.5 


La coalición —basada en clases— orientada a una política redistributiva 
fue, desde luego, el New Deal. Una vez más, Beer sondea el contenido políti- 
co y de las políticas de la presidencia de Roosevelt y descubre que “un doble 
“tema nos ofrece un hilo organizador para lo que al principio parece ser el 
gran caos de medidas introducidas por el New Deal”.6 Observa que los “pro- 
blemas sociales” habían pasado al primer término al principio del siglo, y 
que se desarrollaron en torno de dos asuntos. “Por una parte, una gran con- 
centración de poder económico, y por la otra, graves desigualdades en la 
distribución del bienestar material”, llevaron a Beer a concluir que “aunque 
el New Deal a menudo se desvió en otras varias direcciones, a lo largo de los 
ejes de estas dos áreas de problernas se apiñaron sus programas más du- 
raderos”.7 


El “New Deal” y la política redistributiva 


Lo que el New Deal hizo durante los años treinta, en gran parte implícita y a 
veces explícitamente, fue identificar la acción nacional con las políticas de 
bienestar social (redistributivas) tendientes a reducir las desigualdades 
de bienestar material. Desde luego, el Seguro Social (llamado Old Age Survi- 
vor's Insurance, OASI, Seguro para la Supervivencia en la Vejez), fue un pro- 


4 Samuel Lubell, The Future of American Politics, 2a. ed. (Nueva York, Harper € Row, 
1956), p. 228. 

5 Beer, “The Modernization of American Federalism”, p. 69. 

6 Ibid, p. 72. 

7 Ibid, p.73. 
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grama operado exclusivamente por el gobierno nacional. Y sin embargo, 
era la excepción. Casi todos los demás programas sociales producidos por. 
el New Deal eran intergubernamentales en su origen, desarrollo, promulga- 
ción y operación. Éstos incluían compensación de desempleo, ayuda para 
la vejez, ayuda a las familias con hijos dependientes, varios programas de 
salud pública y vivienda pública. Estos programas incluían papeles y res- 
ponsabilidades importantes, si no centrales, para los gobiernos estatales y 
locales. * 

Los historiadores y politólogos a menudo han discutido sobre esta pre- 
gunta: ¿por qué el presidente Franklin D. Roosevelt (FDR) aceptó incorpo- 
rar a los gobiernos estatales y locales en el proceso de implementación de 
la política de estos programas redistributivos? Los mismos analistas se han 
preguntado: ¿pudo o debió utilizarse el gran prestigio político y los recur- 
sos de FDR para crear unos programas de bienestar social completamente 
operados por el gobierno nacional? No es posible dar respuesta a estas pre- 
guntas en sentido definitivo, pero plantearlas resulta útil para captar mejor 
las RIG en esta importante coyuntura de la historia de los Estados Unidos. 

A fin de cuentas, el juicio de los analistas tiende a la conclusión de que 
FDR seleccionó estrategias estatal-nacionales (intergubernamentales) para 
administrar estos programas porque no era probable que fuesen aproba- 
dos sin la participación estatal (y local). El historiador James T. Patterson, 
en su revelador libro The New Deal and the State, puso en relieve los obs- 
táculos que limitaban la libertad de acción de FDR: “¿Qué pudo haber 
hecho el gobierno de Roosevelt para asegurar una impresión más profunda 
y duradera a la política de los estados? Muy poco. El rasgo más sorpren- 
dente de las relaciones estatal-federales durante los años treinta no fue el 
fracaso de los partidarios del New Deal, sino los límites en los cuales tuvie- 
ron que actuar”,3 El localismo y los derechos de los estados eran, simple- 
mente, fuerzas políticas demasiado poderosas entre los electores, en los 
estados y en el Congreso, para permitir la creación de programas y polí- 
ticas de bienestar social puramente nacionales. 

Un analista en retrospectiva también fue un cercano observador-partici- 
pante en la hechura política del New Deal. Samuel Beer era miembro del 
personal del “grupo de expertos” de FDR, de los políticos de más alto nivel 
durante los primeros días del New Deal. Escribe Beer: “Recuerdo viva- 
mente nuestra preocupación por persuadir a la gente a que buscara en 
Washington la solución a los problemas y nuestro sentido del gran cambio 
de la actitud pública que esto implicaba”.? En otra parte, Beer retorna al 
componente económico y de clases de estas políticas encabezadas por el go- 
bierno federal pero implementadas por los estados y las localidades. 


$ James T. Patterson, The New Deal and the States: Federalism in Transition (Princeton, Prince- 
ton University Press, 1969), pp. 206-207, 

2 Samuel H. Beer, “In Search of a New Public Philosophy”, en The New American Political 
System, Anthony King (comp.) (Washington, D, C., American Enterprise Institute, 1978), p.8. 
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Se puede resumir el principal impulso del New Deal como el esfuerzo, por una 
parte, por crear un nuevo equilibrio del poder económico y, por la otra, por esta- 
blecer un nivel mínimo dé seguridad económica. Ésta constituyó una aguda e im- 
portante desviación del enfoque del periodo anterior, aun en su fase progresista. 
Y, apropiadamente, se introdujo una nueva terminología en la política de los Es- 
tados Unidos, Por vez primera el término “liberal” empezó a usarse extensamen- 
te para describir las coaliciones y políticas [de bienestar], al que pronto se unió el 
término “conservador”, como etiquetas para la oposición... Las demandas de un 
extenso y poderoso movimiento laboral, aunadas a los intereses de los desem- 
pleados, dieron al New Deal un tinte “socialdemócrata” que nunca había existido 
en los movimientos de reforma estadunidenses. 10: 


La coalición de clases y las orientaciones de la política redistributiva del 
New Deal distaban mucho de ser modelos exclusivos. La coalición de FDR 
contaba con múltiples apoyos: la maquinaria política de las ciudades, tra- 
bajadores, granjeros, negros, mujeres, intelectuales y, desde luego, el “in- 
condicional Sur”. Por sí sola, una coalición basada en las clases no habría 
bastado para obtener un poder político nacional. La diversidad y las dife- 
rencias entre los asociados en la coalición del New Deal fueron razones adi- 
cionales para que las políticas redistributivas inspiradas y fomentadas 
nacionalmente no pudieran establecerse como programas sociales a nivel 
nacional. 


Las políticas redistributivas y la política de suma cero 


Como las políticas distributivas y normativas, muchas políticas redistri- 
butivas son parte esencial del actual panorama intergubernamental. Desde 
luego, hay una cuestión discutible sobre qué constituye precisamente una 
política, un programa o un gasto “redistributivos”. Basándose en parte en 
los orígenes de conflicto de clases de los programas sociales, a menudo se 
ha dicho que estas políticas se derivan de una política de suma cero o de 
una hechura de políticas de suma cero. Este enfoque queda ilustrado por la 
siguiente declaración tomada de un análisis de los programas de ayuda 
alimentaria durante el gobierno de Reagan: “La ayuda alimentaria y otras 
formas de redistribución han sido tratadas, tradicionalmente, como cues- 
tiones de conflicto directo entre los contribuyentes “donantes' y los recep- 
tores de los programas: lo que uno gana lo pierde el otro”, 11, 

Los autores de ese análisis, J.. Fred Giertz y Dennis H. Sullivan, no adop- 
tan un enfoque tan estrecho o restringido de las políticas redistributivas. 


10 Beer, “The Modernization of American Federalism”, p. 73, 

11 J, Fred Giertz y Dennis H. Sullivan, “Food Assistance in the Reagan Administration”, en 
Publius: The Journal of Federalism 16 (invierno de 1986), p. 134. Para un tratamiento social de 
la política de suma cero, véase Lester C. Thurow, The Zero-Sum Society: Distribution and the 
Possibilities for Economic Change (Nueva York, Basic Books, 1980), 230 pp. Lester G. Thurow, 
The Zero-Sum Solution: Building a World Class Economy (Nueva York, Simon é: Schuster, 
1985), 414 pp, 
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CUADRO XI.1. Fondos de política redistributiva de 1985 (porcentajes) 





Gastos directos e 
intergubernamentales 
Nacional Estatal Local 


Sólo gastos 
directos 
Nacional Estatal Local 





Salud y hospitales 29 36 35 22 36 42 
Educación 14 55 35 6 26 68 
Bienestar 72 26 2 26 56 18 





Antes bien, adoptando un enfoque de elección pública, nos dan ideas de los 
valores y objetivos complejos y mixtos -que se encuentran integrados en 
los programas redistributivos. Estos programas, como el de ayuda alimen- 
taria, reciben fondos nacionales (en mayor o menor parte), pero dependen 
de la participación estatal y local para una parte de sus fondos y para la 
puesta en vigor de los programas. Esta participación de jurisdicciones múl- 
tiples produce capas adicionales de valores; por ejemplo, federalismo, au- 
tonomía, variadas necesidades reales, diferentes necesidades percibidas. El 
resultado final es una mezcla de múltiples propósitos y percepciones. 

Es importante observar que algunos de estos propósitos pueden resultar 
en situaciones percibidas de elección de políticas de suma-cero. Esto puede 
oírse con frecuencia en airadas protestas contra algunas políticas o prác- 
ticas de bienestar. Una persona, un funcionario público o candidato a ser- 
lo, pueden lanzar cargos contra los “engaños del bienestar” que se están 
“robando el dólar del contribuyente”. Esto presenta en los términos más 
escuetos la percibida situación de pérdidas y ganancias. Precisamente por- 
que los programas de bienestar (y las políticas redistributivas) suelen ser 
percibidos como elecciones de políticas de suma cero van más allá de los 
límites de esta discusión. . 

En lugar de nuevos análisis contextuales veremos una serie de análisis 
de políticas redistributivas que enfocarán los programas o su funcionali- 
dad, Los ámbitos de la salud, la educación y el bienestar ofrecen amplias 
oportunidades para explorar las dimensiones intergubernamentales de los 
programas redistributivos en estos tres campos. Será útil recordar, del capí- 
tulo vi, las cifras más recientes (de 1985) sobre los fondos interguberna- 
mentales para gastos en salud, educación y bienestar. Estas proporciones 
del gasto aparecen en el cuadro X1.1. Es innecesario llevar más adelante la 
discusión de las interdependencias intergubernamentales en estos ámbitos. 


POLÍTICA DE SALUD: CONSTRUCCIÓN DE HOSPITALES 


En las profundidades de la Gran Depresión no sólo un tercio de la fuerza 
laboral se encontró desempleada, sino que también gran parte de la nación 
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estaba, en palabras de FDR, “mal alojada, mal alimentada y mal vestida”, 
Dejando aparte la retórica, el Presidente habría podido afirmar, sin mentir, 
que un tercio o más de lá nación estaba simplemente “enfermo”. La salud 
personal y pública de muchos norteamericanos antes y durante la Depre- 
sión había sido tristemente abandonada. 


El "New Deal” y la política de salud 


Para promover el mejoramiento de la salud pública durante el New Deal se 
usaron dos vías de acceso. Una de ellas, a través de transferencias a depar- 
tamentos de salud estatales y locales, transferencias específicas dirigidas a 
varias enfermedades específicas; por ejemplo la tuberculosis, La segunda 
vía apuntaba a las instalaciones públicas de salud, especialmente los hospi- 
tales. La construcción de hospitales, junto con muchos otros edificios e 
instalaciones públicos, fue asignada a la Administración de Obras Públicas 
(aop). De este modo, hospitales, ayuntamientos, oficinas de correos, plan- 
tas de drenaje, etc., fueron parte de un gran programa de construcción de 
obras públicas. 

Al fin del New Deal, identificado generalmente en 1938, se había perdido 
o manchado el “brillo” de los proyectos de obras públicas. Sin embargo, se 
habían establecido un precedente y unas preferencias con ciertos tipos de 
“bienes públicos”. Entre estas preferencias se destacaban los deseos y la 
necesidad de unos hospitales nuevos o ampliados. Sobrevino entonces la se- 
gunda Guerra Mundial, aplazando éstas y otras prioridades internas, hasta 
el comienzo de la fase concentrada de las RIG a finales de los años 
cuarenta. Poco después de terminar la guerra, el apoyo convergió en la Ley 
de Supervisión y Construcción de Hospitales, de 1946 (P. L. 79-725). Esta 
ley fue más conocida como la Ley Hill-Burton, por los nombres de sus pa- 
trocinadores, el senador demócrata Lister Hill, de Alabama, y el represen- 
tante republicano John Burton, de Nueva York, 


La construcción de hospitales Hill-Burton 


Una historia o una evaluación de la Ley Hill-Burton está mucho más allá 
de nuestra capacidad o de nuestra intención en este momento. En cambio, 
se señalan unos cuantos rasgos descriptivos del programa de transferen- 
cias de ayuda. Los esfuerzos por hacer frente a las cambiantes necesidades 
de las instalaciones de salud también nos ofrecen una base para hacer ob- 
servaciones acerca de los cambios ocurridos en las políticas redistribu- 
tivas.12 e 


12 Judith R. Lave y Lester B. Lave, The Hospital Construction Act: An Evaluation of the Hill- 
Burton Program, 1948-1973 (Washington, D. C., American Enterprise Institute, 1974), 71 pp. 
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GRÁFICA X1.1. Proporción de fondos Hill-Burton recibidos por los estados 
en relación con el ingreso estatal per capita, 1948-1971 
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Durante un periodo de treinta años, el programa Hill-Burton canalizó más 
de 3000 millones de dólares a la modernización y construcción de instala- 
ciones públicas de salud, principalmente hospitales. La fórmula de distri- 
bución fue marcadamente parcial en favor de los estados de bajos ingresos; 
las proporciones requeridas para igualar fondos también favorecieron a los 
estados de bajos ingresos. Las gráficas XL.1 y X1.2 muestran los factores de 


GRÁFICA X1.2. Proporción de los costos de proyectos estatales financiados por la 
Ley Hill-Burton en relación con el ingreso estatal per capita, 1948-1971 
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distribución y compartimiento de costos en relación con los ingresos esta- 
tales per capita para 1960. (La fórmula real se basó en la población y en el 
ingreso per capita; este “ltimó Factor pesaba en proporción inversa,) Una 
gráfica de los cincuenta estados muestra que el programa de transferencias 
era compensador o redistributivo. El bajo ingreso estatal per capita fue rela- 
cionado con más altas transferencias para la construcción de hospitales, per 
capita, y también con más favorables proporciones de aportación de fondos. 

Durante los años sesenta y los setenta, administradores nacionales y va- 
rios grupos de interés sobre salud trataron de alterar o de suprimir la fór- 
mula original. Profesionales de la salud y. grupos de apoyo mostraron y 
subrayaron las necesidades de instalaciones no hospitalarias, zonas de po- 
breza urbanas y modernización, por encima de construcciones nuevas. 
Empero, la fórmula Hill-Burton siguió políticamente inmune al cambio. 
Una nueva estrategia tenía que proponer un programa y fondos comple- 
mentarios, El resultado, como concluyen dos analistas, fue que el progra- 
ma Hill-Burton 


se había adaptado a las cambiantes necesidades, mudando su énfasis de la cons- 
trucción a la modernización, de las zonas rurales a las zonas de pobreza y de los 
hospitales generales a otros tipos de instalaciones. Pero no se pudo modificar su 
fórmula de asignación. Tan sólo la introducción de nuevos programas de trans- 
ferencias alteró el énfasis del programa en la asignación de fondos.13 


La tendencia a oponerse al cambio político y de los programas de trans- 
ferencias no se limita, desde luego, a las políticas redistributivas. Sin em- 
bargo, en este caso la resultante estrategia de “seguir sumando” sí sugiere la 
hipótesis de que las políticas redistributivas pueden ser más resistentes a 
los grandes cambios de programas que otros tipos de políticas interguber- 
namentales. En otros términos, las políticas redistributivas, una vez apli- 
cadas, pueden reducirse principal si no exclusivamente a cambios modestos 
o incrementales, Esta hipótesis general se basa en la configuración de gru- 
pos de interés y liderazgo político que rodean y protegen los objetivos de 
redistribución. 

De la estrategia de programas de transferencias de “seguir sumando” de 
Hill-Burton puede sacarse otra lección (o hipótesis), enfocada en la organi- 
zación. Políticamente, es casi un suicidio que una agencia considere la ter- 
minación de una transferencia redistributiva preestablecida. Si se impulsan 
vigorosamente grandes reorientaciones o cambios de fórmula, podrán su- 
frirse grandes heridas autoinfligidas. La estrategia más fácil para una 
agencia consiste en aceptar la fórmula actual y en eludir sus fallas. o imper- 
fecciones. Ese “trabajo alrededor” a menudo entraña un nuevo programa y 
nuevos fondos, elementos que la mayoría de las agencias están dispuestas 
a buscar y a aceptar. 


13 Ibid, p.2. 
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Restricciones y conflicto: las agencias estatales redistributivas 


En la actual época de limitaciones y recortes fiscales, el nuevo programa 
complementario o estrategia de “seguir sumando” probablemente sea una 
opción en vías de desaparecer, Pese a tenues perspectivas de recibir dinero 
para programas nuevos o complementarios de transferencias, la sed o el 
deseo de nuevas iniciativas no parece haberse reducido considerablemente. 
Datos de estudios de los administradores de recursos humanos en el nivel 
estatal de 1974 a 1984 muestran preferencias sostenidas por mayor ayuda y 
por nuevos programas de transferencias, A los jefes de agencias re- 
distributivas estatales que ya estaban recibiendo ayuda federal (educación, 
salud, bienestar) se les plantearon dos preguntas acerca de la expansión de la 
ayuda federal: 


1. ¿Se debe incrementar, reducir o continuar el mismo nivel de ayuda 
federal para los actuales programas de transferencias? 

2. ¿Se debe ampliar la ayuda federal para incluir el apoyo a nuevos pro- 
gramas para la agencia de usted? 


A continuación se muestran los porcentajes de las respuestas afirmativas.14 





Ayuda incrementada 
(programas existentes) 


Ayuda ampliada 
(programas nuevos) 





Año (porcentajes de aprobación) 

1974 82 86 
1978 67 : 67 
1984 67 12 





Aunque los porcentajes de aprobación sean ligeramente superiores para 
1974, hay una notable estabilidad en las preferencias de estos administra- 
dores de nivel estatal por los programas redistributivos. Nos viene a la me- 
moria el viejo adagio “la esperanza muere al último”. Los datos de este es- 
tudio acaso nos estén revelando un tema más profundo. Los porcentajes, 
altos y relativamente estables, pueden ser indicativos de la defensa, la 
tenacidad y el compromiso del liderazgo de las políticas con respecto a 
medidas redistributivas. Aquí puede aplicarse otro adagio: “Cuando el 
camino se vuelve rudo, los rudos logran el avance”. 

Hay una investigación que parece indicar que la administración de políti- 
cas y agencias redistributivas es una tarea especialmente difícil. Dátos obte- 
nidos sobre el ejercicio y la rotación de los jefes de agencias estatales revelan 
que los administradores de agencias redistributivas tienen tasas de rotación 


le Deil S. Wright, American State Administrators” Project, Institute for Research in Social 
Science, Universidad de Carolina del Norte, en Chapel Hill, tabulaciones especiales. 
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significativamente más altas que las de los jefes de agencias estatales, cuyas 
políticas se ha identificado como normativas y distributivas. En la lista si- 
guiente aparecen las cifras de rótación, de 1959 a 1985.15 





Tasas medias de retención durante dos años para jefes de agencias estatales, 
para agencias agrupadas por tipo de política, 1959-1985 


Redistributivas: 42.3 por ciento 
Incluye bienestar, medicaid, financiamiento para vivienda, asistencia pública, 
educación, salud, asuntos comunitarios y agencias para los ancianos. 


Distributivas: 65.9 por ciento 
Incluye carreteras, recursos hidráulicos, obras públicas, agricultura, silvicul- 
tura, caza y pesca, recursos naturales y agencias de petróleo y gas. 


Normativas: 55.4 por ciento 

Incluye instalaciones públicas, aeronáutica, licencias ocupacionales, seguros, 
medio ambiente, protección al consumidor, control de contaminación, minería 
y agencias de fianzas. 








Los resultados de la investigación también pueden aplicarse a otra tesis 
acerca de las diferencias entre las políticas distributivas, normativas y re- 
distributivas. Ésta es la proposición planteada por Randall Ripley y Grace 
Franklin, de que el conflicto político es mayor o más intenso en tomo de 
las políticas redistributivas.16 Desde luego, la hipótesis es una extensión 
más específica de la tesis de Lowi, según la cual “las políticas determinan 
la política”. Ni los datos de rotación ni las cifras de preferencias sobre la 
ayuda federal pueden apoyar (ni contradecir) las afirmaciones generales de 
Lowi o de Ripley y Franklin. Las investigaciones y resultados cuantitativos 
de la investigación sí muestran, empero, que hay diferencias empírica- 
mente basadas entre los tres tipos de políticas examinados en este capítulo 
y en los dos anteriores. E 

Para una última observación, volvamos al programa de construcción de 
hospitales Hill-Burton. De la experiencia Hill-Burton surgió una estrategia 
política rara e insólita. Una cláusula dela legislación original establecía la 
participación de los consumidores en la aplicación del programa de trans- 
ferencias. Curiosamente, la agencia nunca produjo normas que pusiesen 
en vigor esa cláusula; durante más de dos décadas la cláusula fue “letra 
muerta” hasta que el activismo de finales de los años sesenta y comienzos 


15 Peter J. Hass y Deil S. Wright, “Administrative Change in State Government” (documento 
presentado en la Asociación de Ciencias Políticas del Sur, Atlanta, 6-8 de noviembre de 1986), 
28 pp. 

16 Randall B. Ripley y Grace A. Franklin, Congress, The Bureaucracy and Public Policy, 3a. 
ed. (Homewood, 111, Dorsey Press, 1984), 282 pp. ] 
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de los setenta produjo una oleada de participación ciudadana y esfuerzos de 


representación de los consumidores. Una demanda presentada por intereses 


de los consumidores para ejercer papeles de representación y participación 
fue rechazada por motivo de que no tenfan capacidad para demandar. Como 
las normas nunca se habían escrito, no había una base sobre la cual los re- 
presentantes pudiesen sustentar su participación en el proceso de decisión 
de la política, 17 Este incidente puede ser único en la implementación de las 
transferericias de ayuda: omisión o descuido de una cláusula estatutaria, 
pero sí pone en estado de alerta a cualquier analista intergubernamental, 
estudiante o practicante, ante la relevancia potencial del detalle estatutario 
específico. También sugiere que semejante omisión de parte de una agen- 
cia podría ser una línea de acción de alto riesgo. 

Conflicto, compromiso, riesgo, rigidez y estabilidad no son caracterís- 
ticas limitadas estrictamente a la construcción de hospitales o a la imple- 
mentación de políticas redistributivas. Sin embargo, su aparición aquí, en 
alto relieve, nos lleva a considerar si no pueden aparecer en forma más 
intensa en esta arena política que en otra, Necesitamos examinar más ex- 
tensamente “esta arena política”. Con este propósito, haremos ahora una 
exploración de la hechura intergubernamental de las políticas y a su imple- 
mentación en el ámbito de la educación. 


POLÍTICAS EDUCATIVAS: FINANCIAMIENTO Y CONTROL DE LAS POLÍTICAS 


El papel y las funciones de la educación en la sociedad norteamericana son 
variados, complejos y ambiguos. En diferentes periodos de su historia, la 
educación ha servido a uno o más de los propósitos siguientes: deberes cívi- 
cos y ciudadanos, socialización y aculturación, moral y valores religiosos, 
movilidad social y económica. En el capítulo 1x la educación surgió como 
una política distributiva y de desarrollo encaminada a promover el creci- 
miento económico del estado, De hecho, muchos gobernadores que han 
participado activamente en promover reformas educativas e impuestos para 
dar fondos a tales reformas han utilizado el vínculo educativo-económico 
corno razón fundamental para los cambios de política educativa. 


La educación como política redistributiva 


Por el esbozo anterior está claro que la educación puede servir simultánea- 
mente —y sirve— a varios propósitos. Entonces, ¿qué justifica su identifi- 
cación como política o función redistributiva? Se le ha clasificado de esta 
manera por dos razones principales. La primera es que la educación a me- 


17 Rand E. Rosenblatt, “Health Care Reform and Administrative Law: A Structural Ap- 
proach”, en Yale Law Journal 88 (diciembre de 1978), pp. 243-336, 
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nudo sirve para “nivelar” en materia de oportunidad social y económica. 
En armonía con la idea de redistribución, la educación puede reducir las 
desigualdades socioeconómicas: Es una actividad pública para la cual los 
beneficios recibidos suelen superar a los costos que tienen que soportar 
los que la reciben. Este último rasgo no sólo se aplica a la educación pública 
primaria y secundaria sino también, y con fuerza especial, a la educación 
superior financiada públicamente, donde la enseñanza constituye, regular- 
mente, tan sólo una modesta fracción de los gastos de operación y capital 
de la educación superior. 

Hay una segunda razón para tratar la educación como política redistri- 
butiva. Los programas y las políticas educativas que son el tema del ulterior 
análisis son aquellos en que tiene particular importancia la idea de igua- 
lación o de reducción de desigualdades. Entre tales programas se destaca 
un análisis de los efectos redistributivos del Título 1 de la Ley de Educación 
Primaria y Secundaria de 1965. Aunque enfocamos la educación como ac- 
tividad redistributiva, reconocemos claramente que éste no es su papel o 
su función social exclusiva, 


Fondos para la educación: papeles nacional, estatales y locales 


En 1984 el gasto total para educación primaria y secundaria (Erys) en los Es- 
tados Unidos llegó a un total de 128300 millones de dólares. Menos del 7% 
de esta cantidad fue de fondos del gobierno nacional. Los gobiernos esta- 
tales financiaron más de 48% de esta suma, y los distritos escolares locales, 
45%. Los papeles fiscales de los gobiernos nacional y estatales varían con- 
siderablemente por regiones y por estados. El cuadro X1.2 nos ofrece datos 
para cada estado y para las regiones principales de la nación. Las cantidades 
en dólares son los gastos totales para EPyS pública en 1984. Las tres colum- 
nas de porcentajes indican las proporciones financiadas por los tres niveles 
de gobierno. 

Una ojeada a las cifras de los niveles de fondos nacional y estatales ofre- 
cen la base para hacer varias observaciones. Primero, donde más altos son 
los porcentajes de fondos del gobierno nacional es en el Sudeste y en el sud- 
oeste. Contemplando más de cerca las cifras de los estados en particular, 
veremos que los estados con más bajos niveles de ingresos reciben las más 
altas proporciones de apoyo nacional. En otras palabras, hay una clara 
pauta hacia la redistribución geográfico-económica en la participación na- 
cional de fondos para EPyS. : 

Sobre una base proporcional, donde más bajo es el apoyo nacional es en 
el Medio Este, específicamente en los estados que tienen ingresos relativa- 
mente altos. Luego, es Nueva Inglaterra la que menos depende de apoyo 
nacional para la Erys. Maine en Nueva Inglaterra es como Delaware en el 
Medio Este, al mostrar un porcentaje de fondos nacionales considerable- 





7 ió O XL2. (concluye. 
CUADRO X1.2. Gasto directo, estatal y local, para educación CUADR ( ye) 


primaria y secundaria: participación nacional, 


























d Total Porcentaje financiado por: 
estatal y local de los gastos educativos, 1983-1984 milloñe de dólares Nacional Estatal Local 
Total Porcentaje financiado por: : Carolina del Sur 1423.1 8.3 57.1 34.6 
millones de dólares Nacional Estatal Local i Florida 5080.9 7.8 53.7 a a 
1 Georgia 2560.9 9.5 50.8 , 
ESTADOS UNIDOS 128331.6 66 48.3 45.0 | dy MEE 108 202. 194 
NUEVA INGLATERRA 7059.7 5.4 37.4 57.2 : Louisiana 2218.4 9.8 53.3 36.9 
Connecticut 1987.5 5.3 37.4 57.2 : Mississippi 972.4 17.8 56.7 25.5 
Maine 589.3 77 50.5 41.8 : Tennesse y 1729,5 11.2 45.8 "43.0 
Massachusetts 3250.2 5.5 39.5 55.0 : Virginia 2852.7 6.9 43.5 49.6 
Nueva Hampshire 448.8 3.6 8.1 88.2 : Virgina del Oeste 1005.2 8.1 62.8 29.1 
Rhode Island 473.8 4.6 35.9 59.5 | 
Vermont 310.0 5.9 34.7 59.3 Ó SUDOESTE 13540.0 8.6 50,4 a E S 
E i Arizona 1502.1 10.3 52.0 . 
MaS EstR aero de bl $ mes . ¿ Nuevo México 853.0 1 : y a de 
elaware . : - . ¡ klahoma 1948.0 ; a A 
Distrito de Columbia 370.1 11.8 - 88.2 | nas vts 9236.9 8.3 45.4 46.4 
Maryland 2486.8 5.6 39.6 54.8 H 
| Ne E 
Pensilvania 6523.5 4,3 45.4 50.3 ¡ Idaho 494,3 6.7 64.7 e 
l | 569.6 9.5 * 44.9 a 
| GRANDES Laos 23453.7 57 39.6 54.7 | e Da E 532 310 
Úlinois 6423.6 7.6 37.1 54.6 ¿ Ds . 574.0 33 28.7 67.9 
Indiana 2855.0 42 53,4 42.4 ¿ yoming : 
Michigan 5786.8 5.0 32.0 63.0 ; ; 
Ohio 5727.3 53 42.8 51.9 E LEJANO OESTEA 18995.1 7.2 : 65.0 SS 
Wisconsin 2661.0 4,7 39.3 55.9 : California 13300.0 7.9 66.9 . 
' j Nevada 447.8 4.1 39.9 56.0 
LLANURAS 93319 5.8 43.6 50.7 | Oregon 1650.1 pe a 403 
Dakota del Norte 35.1 7.1 59.9 33.0 : Washington 24250 de PEO 7 
Dakota del Sur 348.0 11.0 27.5 61.5 l Alaska 6 A en da 
lowa 1609.2 5.5 42.5 52.0 ¡ Hawai + q ; , : 
K 1424.5 4.8 43,5 51.6 Él A : 
Rad 2587.5 46 54.4 410 i a Incluye Alaska y Hawai. Las cifras, si excluyéramos Alaska y Hawai, serían de $17,821.4 mi- 
Mi : E A , S 3 llones, 7.3%, 63.8% y 28.9%, respectivamente. E 
AsSoprA 2231.7 6.9 36.7 564 hl FUENTE: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Features of 
Nebraska 780.0 5.8 29.5 - 64.7 H Fiscal Federalism: 1985-86 Edition, p. M-146 (Washington, D. C,, Government Priúting Office, 
i 1986), p. 38. 
SUDOESTE 24625.7 9.6 55.4 35.0 ye 
Alabama 1520.4 12.7 70.7 - 16.6 ! 
Arkansas 989.6 11.4 57.6 31.1 
Carolina del Norte 2645.9 10.4 61.3 28.3 1 
E 


568 EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: TIPOS DE POLÍTICAS DE RIG 


mente superior al porcentaje nacional (6.6%) y muy por encima de los 
respectivos promedios regionales. 


El apoyo estatal a Erys varía mucho por región y también, espectacular. * 


mente, dentro de cada región. En Nueva Inglaterra, sólo 37% de los fondos 
para EPyS corre por cuenta de gobiernos estatales. En esta región, los extre- 
mos se encuentran entre Maine y Nueva Hampshire: cerca de la mitad de 
los fondos para la educación son aportados por el primero; menos de 10%, 
por el último. Las escuelas locales de Nueva Hampshire han recibido del 
estado la “libertad” de “ir por su cuenta”, hasta el grado de casi 90% de fon- 
dos locales. ] 

El Sudeste es una región en que la EPys recibe, predominantemente, fon- 
dos estatales. Sólo dos estados, Tennessee y Virginia, caen por debajo del 
nivel de 50% de apoyo estatal. La mayoría de los estados de esta región fi- 
nancia entre 55% y 70% de los gastos de Epys. En Alabama y Kentucky, la 
combinación de financiación nacional y estatal deja a los distritos escola- 
res locales la responsabilidad de recabar menos de 20% de sus gastos en 
educación. Sólo en otros dos estados, Nuevo México y Hawai, son inferío- 
res los porcentajes locales, y Hawai constituye un caso muy especial. En 
las islas no hay distritos escolares locales; todo el sistema educativo “loca]” 
es administrado y financiado por el estado. 

Sobre una base regional, el Medio Este y los Grandes Lagos no están 
muy atrás de Nueva Inglaterra al asignar a las escuelas locales la responsa- 
bilidad de recabar más de 50% de sus gastos educativos. En el Medio Este, 
Delaware constituye una clara excepción, e Indiana aporta un nivel estatal 
que es muy superior al nivel de sus estados hermanos en los Grandes Lagos. 

Existen importantes variables en la aportación de fondos local-estatales 
para EPys dentro de las regiones del Sudoeste y de las Montañas Rocosas. 
Ya hemos observado que Nuevo México constituye una excepción por sus 
importantes papeles estatales (grandes) y locales (pequeños). Texas divide, 
por partes iguales, las responsabilidades financieras estatales y locales. En 
la región de las Rocosas, Idaho y Wyoming representan extremos opuestos: 
en el primero, el gobierno del estado aporta casi dos tercios de los gastos 
de Erys; en el último, los distritos escolares locales aportan más de dos ter- 
cios de los fondos. 

El último foco de nuestra atención es el Lejano Oeste. Allí se registra el 
nivel más alto del apoyo estatal. Hawai, Alaska y Washington encabezan el 
grupo con porcentajes superiores a 75%. No obstante, Nevada y Oregon 
ofrecen niveles de apoyo estatal que se encuentran entre los más bajos de 
la nación. Sin embargo, el “actor” principal en esta región es California. En 
realidad, sus 13300 millones de dólares constituyen más del 10% de los 
gastos totales de la nación. El gobierno del estado de California aporta fon- 
dos por dos tercios (casi 9000 millones de dólares) de este total. Probable- 
mente el factor más importante que explica este alto nivel de apoyo fuese 
la puesta en vigor de la Proposición 13 en 1978. 
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Este panorama general y la serie de comentarios sobre los papeles in- 
tergubernamentales de financiamiento, nos llevan a tres conclusiones 
generales. Primero, el papel del-gobierno nacional en el financiamiento de 
la educación es muy modésto, y sin embargo tiene una clara tendencia a la 
igualación. En segundo lugar, el papel fiscal de los estados en particular 
yaría mucho, incluso desordenadamente. Hay una enorme variedad, diver- 
sidad y adaptabilidad (tal vez hasta por conveniencia) al definir cuál es el 
papel del estado al aportar fondos para EPyS. En tercer lugar, el financia- 
miento de la educación pública es esencialmente cuestión estatal y local. 
Este último punto prepara el escenario para la próxima sección, dedicada 
exclusivamente a consideraciones de las políticas educativas estatal y local. 


Las relaciones local estatales en la educación 


Los propósitos, funciones y financiamiento de la educación primaria y se- 
cundaria (EPyS) varían extensamente, aun espectacularmente entre los cin- 
cuenta estados. Sin embargo, si puede encontrarse un rasgo en que parece 
haber un acuerdo general, se centra en el concepto de control local. Dos es- 
critores, Denis Doyle y Chester Finn, analizaron recientemente el supuesto 
consenso que hay en torno de esta idea: 


No hay ningún término en el diccionario de la educación norteamericana más re- 
verenciado que “control local”. Honrado tanto por la Asociación Nacional Educa- 
tiva como por el Partido Republicano, hay una frase con tonos sacrosantos, casi 
como “libertad académica”, las tres R” e “igualdad de oportunidades”; se da por 
sentado que el control local es algo bueno; se reconoce, pero se lamenta que aca- 
so no esté plenamente realizado; se celebra que distinga a los Estados Unidos de 
otras sociedades más centralizadas y de otras culturas políticas más uniformes. 
Los críticos y los disidentes son pocos, y tal vez excéntricos. 

Pero, ¿realmente existe un control local de la educación primaria y secundaria 
en los Estados Unidos? ¿Es ésta una descripción atinada de la actualidad y una 
buena guía para el futuro? ¿O es una leyenda, querida, pero hoy anacrónica?18 


El control local 


Podríamos reunir toda una variedad de testimonios y de opiniones autori- 
zadas para confirmar el alto nivel de acuerdo sobre el valor y la virtud del 
control local, y sin embargo el grado de consenso acaso no sea tan alto y 
uniforme como se supone. Una encuesta Gallup de 1986 reunió una mues- 
tra nacional de opiniones acerca de la influencia nacional, estatal y local 


18 Denis P. Doyle y Chester E. Finn, Jr., “American Schools and the Future of Local Con- 
trol”, en Public Interest 77 (otoño de 1984), p. 77. Se reproduce con la autorización de los au- 
tores. 





| 
t 
1 








s70 EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: TIPOS DE POLÍTICAS DE RIG 


(juntas escolares) sobre la política educativa. A continuación aparecen los 
resultados.1? 


Influencia preferida sobre los programas 
educativos en las escuelas públicas locales 








Más Igual Menos Sin opinión 
% % % % 
Junta escolar local 57 17 17: 9 Ñ 
Gobierno del estado 45 16 32 7 
Gobierno nacional 26 12 53 9 


a A — __ ______A 


Existe, en realidad, la sensación predominante de que las juntas escola- 
res locales debierían ejercer mayor influencia sobre la política educativa, 
Bastante más de la mitad expresó esta opinión; menos de 20% cree que las 
juntas locales deberían tener menor influencia. Sin embargo, también exis- 
te un apoyo considerable a la idea de que el gobierno estatal debería ejer- 
cer más influencia: casi la mitad (45%) indicó esta preferencia; cerca de un 
tercio desea menor influencia de los estados; en forma un tanto sorpren- 
dente, la cuarta parte de la población parece apoyar mayor influencia na- 
cional sobre la política educativa “local”. Esto es considerablemente menos 
de la ligera mayoría (53%) que desea menos control nacional. 

Estos resultados no muestran un “consenso” tan poderoso como habría- 
mos podido esperar, con base en las citas de Doyle y de Finn y el mito, apa- 
rentemente indestructible, que se ha desarrollado en torno del control local, 
La poderosa ideología del localismo es más cuestionada por otros datos de 
la misma encuesta Gallup. Al preguntar cómo debían financiarse las es- 
cuelas locales, hubo un sorprendente apoyo al financiamiento no local. 
Cuando se dieron tres opciones y se preguntó: “¿Cuál cree usted que es el 
mejor modo de financiar las escuelas públicas?”, las respuestas fueron:20 


Impuestos locales a la propiedad 24% 
Impuestos estatales 33% 
Impuestos del gobierno federal en Washington 24% 
Sin opinión : 19% 


Toda una pluralidad apoya el financiamiento estatal, pero hubo altos y 
equivalentes niveles de apoyo al financiamiento local y nacional. 

Del análisis anterior podemos sacar dos conclusiones. Primera, el con- 
trol local a la educación no ha obtenido un consenso universal entre el pú- 
blico; sólo goza de apoyo mayoritario, pero no universal. Segunda, parece 


E reis N. C., News and Observer, 31 de agosto de 1986, p. 34A. 
id. 
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ser que el control local mejor debería ser considerado como una variable y 
no como un rasgo uniforme de la educación pública en los Estados Unidos. 
Considerarlo como variable nos mueve a explorar algunos de los rasgos de 
EPyS que contribuyen a un mayor o menor control local. ] 


El control local como variable 


Se pueden identificar varios factores de la educación pública que favore- 
cen el control local. Se les puede enumerar con sólo breves comentarios 
complementarios y explicativos. : 


Elección de la junta escolar local. Casi todos los 15000 distritos escolares 
locales están gobernados por una junta, de elección popular. Casi 90000 
miembros de juntas escolares son electos. Tanto los números como el mé- 
todo de selección dan a estos funcionarios el derecho legítimo de afirmar 
que conocen “la voluntad del pueblo” localmente respecto a la política edu- 
cativa. 


Independencia de otros gobiernos locales. En muy alto grado, las juntas y los 
distritos escolares tienen muy poca o ninguna relación funcional o política 
con ciudades, condados o localidades [townships]. Desde luego hay excep- 
ciones, pero en general y extensamente, la educación se considera como 
una función separada y especial al nivel local. Este separatismo es extendi- 
do y reforzado por elecciones ajenas a los partidos y que no son simul- 
táneas, habitualmente divorciadas de otras fechas de elecciones locales, 
estatales o nacionales. 


Autoridad fiscal. Uno de los elementos más poderosos para confirmar el 
control local es el derecho a unos poderes fiscales autódeterminados ein- 
dependientes. Esta autoridad puede ser reducida de varias maneras por li- 
mitaciones en los estados. No obstante, la capacidad de recaudar fondos 
da a los distritos y a las juntas locales una base para contrarrestar o para 
equilibrar las influencias reclamadas por funcionarios estatales o por otros 
funcionarios. 


Autonomía administrativa. Dentro de límites generales las más de las veces 
fijados por estatutos y regulaciones estatales), las juntas y administradores 
escolares ejercen gran discrecionalidad sobre los presupuestos locales, el 
personal, el programa, el curriculum, etc. La autoridad de asignar dinero y 
de contratar o despedir personal son poderosos elementos para reafirmar 
el control local, A ellos debe añadirse la autoridad de decisión sobre necesi- 
dades de construcción (edificios) y finanzas, así como el mantenimiento y 
la operación de todas las instalaciones de propiedad local. 
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Profesionalismo y asociacionismo. Las juntas escolares locales seleccionan y 
continúan o descontinúan, a su discreción, a ejecutivos profesionales a 


quienes suele llamarse “inspectores escolares”. Casi sin excepción son ad.” 


ministradores educativos de carrera, que también normalmente han Paga- 
do sus “cuotas” dando clases, como directores de escuela, y similares. E 
profesionalismo así como su lealtad a la junta inculcan un gran compro- 
miso al control local. Esta predisposición es reforzada por la participación 
de los miembros de la junta escolar en actividades de asociación regionales 
estatales y nacionales, El cabildeo personal y profesional a nivel estatal por 
miembros e inspectores de las juntas, sirve a los intereses del control lócal 
Se han identificado ya algunos de los factores más evidentes que promue- 
. ven el control local. A la pregunta de Doyle y Finn “¿realmente existe el con- 
trol local de la educación primaria y secundaria en los Estados Unidos?” 
podemos dar una respuesta afirmativa. Sin embargo, ese “control” no está 
presente ni ausente en forma categórica, de claro “sí” o “no”. La realidad de 
casi cualquier pregunta sobre política educativa que incluya la cuestión del 
control es la que mejor podrá comprenderse como: “¿Habrá (o deberá 
haber) más o menos control local?” Si consideramos el control local como la 
educación como variable, y no como absoluto, obtendremos probablemente 
mayor comprensión, visión y un creciente refinamiento de análisis y de ac- 
ción. Este enfoque también puede conducir a una categoría continuada de 
control local en lugar de que su presencia sea una “leyenda anacrónica”. 


El control estatal como variable 


El control estatal suele verse como el otro extremo del subibaja del control 
local. Al subir el control estatal, baja el control local. No es posible analizar 
aquí plenamente las implicaciones de esta supuesta relación de suma cero. 
Puede haber algunas (¿muchas?) cuestiones educativas que estén pola- 
rizadas sobre una base local vs. estatal. Sin embargo, sugeriremos que hay 
muchas circunstancias, cuestiones y políticas que no están polarizadas o 
que, de estarlo, se pueden enfocar creativamente para evitar situaciones de 
confrontación estatal-locales. : 
Para comprender más acerca de la dimensión de control de nivel estatal 
necesitamos analizar brevemente varios hechos recientes que han intensifi- 
cado los papeles del gobierno estatal en la política de Epys. Para empezar, es 
importante aclarar la posición jurídica última y absoluta de los gobiernos 
estatales respecto a la educación. Doyle y Finn nos ofrecen una descripción 
condensada, y 


Como en cualquier otra forma de gobierno “local” norteamericano, desde los dis- 
tritos de alcantarillado y las autoridades de tránsito hasta los propios municipios 
y condados, los sistemas locales de escuelas son creaciones del estado. La Consti- 
tución del estado es la fuente y la encarnación jurídica de la obligación autoim- 
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puesta por el estado mismo de dar educación a sus residentes, y la legislatura 
posee plena autoridad para cumplir con esta obligación por cualesquiera meca- 
nismos administrativos que decida, y para modificar estos mecanismos siempre 
que le parezca conveniente. '* * 3 

En parte por conveniencia administrativa, en parte por razones fiscales, y en 
parte por una historia de escuelas públicas y quasi públicas patrocinadas por la 
comunidad, que al menos en la costa del Este son anteriores a las propias consti- 
tuciones estatales, 49 estados han decidido organizar sus escuelas públicas bási- 
camente en sistemas locales, a menudo sinónimos de los gobiernos de propósito 
general de ciudades, poblados y condados. Sólo Hawai administra un sistema 
único de escuelas públicas por todo el estado. 

El estado también fija ciertas reglas fundamentales para las escuelas públicas: el 
número de días que deben estar abiertas, las mínimas calificaciones que deben 
poseer sus profesores y administradores, las más de las veces las materias básicas 
que se deben enseñar (particularmente a nivel de high school), y a veces la lista de 
libros de texto aceptables de los cuales deben hacer sus compras los distritos lo- 
cales. Aunque la mayoría de los requisitos de los estados han tenido, a lo largo de la 
historia, relativamente poco que ver con el contenido de los cursos o las normas 
académicas, donde se aplican son voluminosos y detallados, y un sistema de es- 
cuelas locales que no los satisfaga pronto se encontrará en dificultades, Por ejem- 
plo, los estudiantes (o sus padres) pueden verse expuestos a una demanda de acuer- 
do con las leyes del estado, de asistencia obligatoria, por no asistir a una escuela 
aprobada. Y acaso no sea legalmente permitido conferir diplomas de high school,21 


A riesgo de simplificar en exceso, pueden identificarse cuatro tendencias 
recientes que han contribuido a una mayor participación estatal y un ma- 
yor control sobre la política educativa. Son las presiones en pro de: 1) mayor 
equidad; 2) el logro de la excelencia; 3) énfasis en la accountability, y 4) 
más altos niveles de apoyo fiscal del estado. Cabe hacer aquí unos breves co- 
mentarios acerca de cada uno, para captar mejor el control del estado como 
una variable. 


La equidad. La idea de mayor equidad en la educación está íntimamente re- 
lacionada con lo que se ha llamado el “movimiento de reforma financiera 
escolar”, iniciado durante el decenio de 1960 y que probablemente llegó a 
su cumbre durante los años setenta. Su propuesta básica era que los acci- 
dentes geográficos no debían determinar la cantidad de recursos dedicados 
a la educación de los niños. El caso procesal determinante en este campo fue 
el de Serrano vs. Priest, decisión pronunciada en 1971 por la Corte Supre- 
ma de California. Los extremos de riqueza (valores estimados) en los dis- 
tritos escolares de California resultaron una violación de la cláusula de 
protección igualitaria de la Constitución del estado de California. 

Puede citarse un ejemplo de variaciones interdistritales. El distrito esco- 
lar de China Lake, en una parte árida del condado de Kern, informó de una 


21 Doyle y Finn, “American Schools and the Future of Local Control”, pp. 78-79. 
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valuación calculada de sólo 100 dólares por niño. En la parte feraz agríco- 


la y petrolera del condado de Kern se encontraba el distrito escolar McKit- 


trick. Esta zona, escasamente poblada, con sólo un puñado de niños, tenía 
una valuación aproximada de un millón de dólares por estudiante.22 Seme- 
jante disparidad, en California y en otros estados, dio por resultado más 
procesos en los tribunales. Se emprendieron acciones legislativas estatales 
(algunas por orden de los tribunales) para reducir estas desigualdades, 

Nótese que aquí el caso era claramente redistributivo con respecto a in- 
dividuos (niños) así como a jurisdicciones (distritos escolares). La contro- 
versia no era por más dinero para la educación, aun cuando con frecuencia 
el proceso “nivelador” produjera más recursos en apoyo de la educación. 
En cambio, la cuestión política se centró en reducir las desigualdades. Difí- 
cil sería considerar “típica” a California, donde comenzó la reforma finan- 
ciera de las escuelas, Y sin embargo, el Estado Dorado, como el cine del que 
fue pionero, a veces ofrece una imagen premonitoria. Allí, las controver- 
sias y preocupaciones por la igualdad suscitaron una considerable intensi- 
ficación del papel de los estados en la política educativa, en términos más 
generales. 


Excelencia. El llamado movimiento por la excelencia en la educación co- 
menzó a nivel estatal a finales de los años setenta y cobró vuelo a comienzos 
de los ochenta, Fue encabezado por un cuadro de gobernadores jóvenes y 
progresistas de estados como Arkansas, Florida, Mississippi, Carolina del 
Norte, Tennessee y Virginia. Los excelentes esfuerzos no se limitaron a los 
estados del Sur, pero tanto la necesidad como la oportunidad tendieron a 
centrarse en ellos. 

Lo notable de la dimensión regional de estos esfuerzos fue la razón para 
mejorar el desempeño de estudiantes y maestros. Estos gobernadores, se- 
gún un par de observadores, “dedujeron que el desarrollo económico de 
sus empobrecidos estados dependía en parte considerable de una mejor edu- 
cación y se propusieron imponer cambios radicales en las políticas y prác- 
ticas escolares, junto con (las más de las veces) impuestos adicionales para 
pagarlas”.23 A 

El movimiento por la excelencia recibió mayor legitimidad por un infor- 
me de la Comisión Nacional sobre Excelencia en Educación, de 1983. Seña- 
lando una “corriente creciente de mediocridad” en la educación, la comisión 
dirigió acerbas críticas así como una vibrante retórica contra las políticas, 
los programas y las prácticas de la educación. Las respuestas y conse- 
cuencias de este informe y de muchos otros ulteriores son extensas y no 
necesitan ser catalogadas. Dos que resultan ilustrativas fueron la aproba- 
ción, por los estados, de la prueba de “competencia” necesaria para gra- 


22 Ibid, p. 81. Véase también Serrano vs. Priest, 487 P. 2a 1241 (1971). 
23 Doyle y Finn, “American Schools and the Future of Local Control”, p. 83. 
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duarse de high school y las reglas de que “si no hay aprobación, no hay 
juego”, que gobernaron la participación de los estudiantes en actividades 
atléticas y extracurriculares. ** 

El movimiento por la excelencia puso claramente a los gobiernos estata- 
les en el centro del conjunto de las políticas educativas. Para bien o para 
mal, parece probable que los estados seguirán siendo actores sobresalien- 
tes y a veces predominantes en esta arena. 


Accountability. El énfasis en la accountability va asociado al movimiento 
por la excelencia, pero aún es distinguible de éste. El término implica con- 
notaciones individuales e.institucionales. Al primer nivel, generalmente va 
vinculado a la accountability del maestro por el desempeño de sus alumnos. 
Esta dimensión alcanzó cierta prominencia conforme las calificaciones de 
sus pupilos, en pruebas estandarizadas, fueron descendiendo gradualmente 
durante un largo periodo. Se acentuó y obtuvo considerable publicidad 
cuando se descubrió que algunos graduados en high school eran virtual- 
mente analfabetos. Ñ 

Estos mismos hechos también contribuyeron a la accountability en un 
sentido institucional. Se enfocó la atención en el desempeño general de 
un sistema escolar. Cada vez se hicieron más preguntas sobre cuestiones 
que implicaban accountability. ¿De qué manera y por qué medios está el 
sistema satisfaciendo las necesidades y esperanzas de los padres, de la co- 
munidad, del estado y de la nación? 

Abundan los ejemplos de esfuerzos estatales por promover y aun por im- 
poner normas de desempeño y de accountability. Unos cuantos incluyen 
programas de evaluación del maestro, controlados por el estado, progra- 
mas de preparación y desarrollo para directores de escuelas, “equipos de 
auditoría”, organizados por el estado, para revisar las operaciones y el 
desempeño de las escuelas y de los sistemas escolares. Tal vez la versión 
más extrema de este fenómeno haya surgido recientemente en Kentucky. 
Ahí, el estado puede asumir la administración y el control directos de 
cualquier sistema de escuelas locales que esté quedando por debajo de. las 
normas mínimas especificadas por el estado. Esto claramente colinda con 
lo que podría llamarse bancarrota educativa, sindicatura académica y pro- 
piedad estatal.24 


Apoyo fiscal. La información y el análisis ya obtenidos acerca del mayor 
financiamiento estatal para la educación son considerables. Poco más pue- 
de decirse sin caer en la repetición y la redundancia. Lo que el componente 
fiscal añade se asemeja al cemento que mantiene los ladrillos en su lugar. 
Cuando se añaden recursos monetarios a los bloques de construcción de la 
igualdad, la excelencia y la accountability, los fondos del estado mantienen 
firme el edificio del control estatal. 


24 Ibid, p. 85. 
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Pese a la implícita rigidez de la metáfora de los ladrillos y el cemento, es 


importante volver a subrayar la naturaleza variable del control estatal. Pue. y 


de no parecer lógico ni posible que unas estructuras impenetrables (como 
las paredes de ladrillo) resulten móviles y permeables. (Eso demuestra cla- 
ramente los límites de las metáforas.) Para mostrar cómo el control estatal 
es variable, repetiremos una pregunta perenne al hablar de r1G: ¿sigue el 
control al dólar? 


¿Sigue el control educativo al dólar estatal? 


Los gobiernos de los estados suscriben una gran parte de los gastos educa- 
tivos locales. ¿Es el control del estado sobre la política educativa una con- 
secuencia del apoyo estatal? ¿Hay una correlación entre los fondos del es- 
tado y el grado de control estatal? Una proposición ya vieja en las finanzas 
intergubernamentales es que el “control sigue al dólar”. En términos más 
comunes, esta idea es planteada como “el que paga al músico pone la tona- 
da”. Nuestro objetivo es explorar este problema en el marco de las finanzas 
estatales y locales y la política educativa. 

El análisis de este problema depende mucho de la investigación original 
y profunda de Frederick Wirt.25 El estudio de Wirt es importante por va- 
rias razones. Primera, no se limitó al enfoque más común, de estudio de un 
caso o de un solo estado. En segunda, consideró las finanzas estatales de la 
educación en los cincuenta estados. Tercera, en cada estado examinó la su- 
pervisión estatal de las autoridades de educación locales en treinta y seis 
áreas distintas de política educativa. Wirt planteó como sigue la hipótesis 
de su investigación: “Si los estados muestran mayor control de las escuelas 
locales, ¿va esto acompañado por una mayor parte de pago, por el estado, 
de los costos locales, o a la inversa?”26 

La primera tarea de la investigación de Wirt fue convertir el concepto de 
control del estado en una variable que se pudiera cuantificar y medir en los 
cincuenta estados. Lo hizo creando una escala de centralización de la auto- 
ridad. Empleó tres normas para determinar cuán autoritarias (o controla- 
doras) eran las acciones del estado sobre los distritos escolares locales: 1) 
¿Cuán obligatoria o requerida era la obediencia local? 2) ¿Cuán específicos, 
precisos o detallados eran los objetivos o condiciones del estado? 3) ¿Qué 
tipo de esfuerzo de implementación o mandato era especificado por el 
estado? Y si las condiciones especificadas por el estado 1) eran claramente 
requeridas, 2) eran sumamente específicas, y 3) no permitían opción local 
en la implementación, entonces, ¿podría clasificarse la política; sobre el 
asunto en cuestión, como sumamente centralizada (a nivel estatal)?27 


25 Frederick Wirt, “Does Control Follow the Dollar? School Policy, School Linkages, and 
a Culture”, en Publius: The Journal of Federalism 9 (primavera de 1980), pp. 66-86. 

26 Ibid., p. 70. 

22 Ibid., pp. 70-72. 
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Wirt procedió en seguida a hacer un inventario de treinta y seis cuestio- 
nes de política educativa, desde la acreditación y asistencia hasta los libros 
de texto y el transporte. Otros ejemplos de estos puntos incluyeron la cer- 
tificación de los maestros, el programa escolar, la igualdad de oportunida- 
des, los requisitos de graduación, las bibliotecas, la educación especial y la 
educación vocacional. Para cada uno de los treinta y seis puntos en los 
cincuenta estados, Wirt aplicó sus normas de centralización de autoridad 
al contenido de las leyes y regulaciones estatales de 1972. De este extenso 
ejercicio de clasificación y de codificación derivó Wirt una Calificación de 
Centralismo Escolar (ccE) para cada estado. Esta métrica estaba destinada 
a producir CCE que iban desde un mínimo de cero hasta un máximo de seis. 
Las calificaciones aparecen en el cuadro XL.3. 

Pocos comentarios hay que hacer sobre los descriptivos resultados que 
aparecen en el cuadro X1.3. Es evidente el grado de centralismo en Hawai y 
de localismo en Wyoming. Sólo un puñado de estados (siete) se encuentran 
por encima de 4.0 en la cce: Alabama, Florida, Minnesota, Oklahoma, Ore- 
gon, Carolina del Sur y Washington. Un número similarmente pequeño está 
por debajo de 3.0: Arizona, Connecticut, Massachusetts, Missouri, Nevada, 
Dakota del Norte y Texas (además de Wyoming). La mayoría de los estados 
se apiñan en torno de la media de cck, de 3.0. Una última observación es 
metodológica. La inversión de tiempo, cuidado y energía para producir las 
cifras que aparecen en el cuadro X1.3 revela los considerables esfuerzos re- 
queridos por la investigación empírica en las RIG. 

La construcción de las ccE sólo fue el primer paso en la investigación de 
Wirt. Los siguientes pasos exigieron diversos análisis estadísticos. Desde 
luego, éstos pretendían determinar si existía correlación o asociación entre 
las CCE y el apoyo financiero estatal. Se descubrió una correlación positiva 
entre la parte estatal del financiamiento escolar y la ccE del estado, pero fue 
baja: en 0.43, la variable financiera estatal sólo pudo explicar cerca de 18% 
de la variación en las calificaciones de centralización. Comenta Wirt estos 
resultados iniciales: “Hay la sugerencia de que el control y el dólar están 
unidos, pero no es tan convincente como lo quisiera la malicia popular”.28 

Nuevas teorizaciones y análisis estadísticos emprendidos por Wirt pro- 
dujeron pocos marcos de trabajo alternativos que ayudaran a explicar los 
altibajos de la variable descentralización escolar. Las variables económica, 
demográfica, social y política convencional no aportaron una base para 
comprender la medición de Wirt de las relaciones escolares local-estatales. 
Observó: “En suma, el control no sigue al dólar en forma lineal. Mientras 
que algunos estados ejercen mayor control, cón mayor apoyo estatal y 
otros a la inversa, esa relación a través de los cincuenta estados queda 
mediada por otras cualidades de los estados” 22 


28 Ibid. pp. 75-76. 
29 Ibid., p. 77. 
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CUADRO X1.3. Calificaciones de centralismo escolar por estados, 1972 








Estado CCE Estado CCE 

Alabama 4.67 Michigan 3.85 
Alaska 3.38 Minnesota 4.10 
Arizona 2.91 Mississippi 3.93 
Arkansas 3,57 Missouri 2.84 
California 3.65 Montana 3.47 
Colorado 3.79 Nebraska 3.81 
Carolina del Norte 3.80 Nevada 2.84 
Carolina del Sur 4.61 Nueva Hampshire 3.13 
Connecticut 2.68 Nueva Jersey 3.87 
Dakota del Norte 2,89 Nueva York 3.63 
Dakota del Sur 3.08 Nuevo México 3.79 
Delaware 3.15 Ohio 3.65 
Florida 4,19 Oklahoma 4.91 
Georgia 3.24 Oregon * 4.30 
Hawai 6.002 Pennsylvania 3.75 
Idaho 3.26 Rhode Island 3.21 
Tlinois 3.32 Tennessee 3.48 
Indiana 3.90 Texas 2.88 
lowa 3.80 Utah 3.42 
Kansas 3.38 Vermont 3.17 
Kentucky 3.90 Virginia 3.88 
Louisiana 3,19 Virgina del Oeste 3.94 
Maine 3,09 Washington 4.37 
Maryland 3.56 Wisconsin 3.62 
Massachusetts 2.73 Wyoming 1.86 


Promedio: 3.59; desviación estándar: 0.56 





ee Por la herencia real de Hawai, toda autoridad está centralizada; no existen distritos lo- 
cales, 

FUENTE: Frederick Wint, “Does Control Follow the Dollar? School Policy, State-Local Linl- 
ages, and Political Culture”, en Publius: The Journal of Federalism 9 (primavera de 1980) 
reproducido con la debida autorización. . é 


Entre las “otras cualidades de los estados” investigadas por Wirt, una de 
ellas era la cultura política del estado. Se emplearon diferentes indicadores 
de la cultura política; por ejemplo, la competencia entre partidos y el pre- 
dominio de un partido. Pero la medida de cultura política que más contri- 
buyó a comprender la hipótesis del “control del dólar” fue la clasificación, 
hecha por Daniel Elazar, de tres subculturas políticas entre los estados, Eran 
1) tradicionalistas: un énfasis en la jerarquía en las instituciones sociales y 
políticas; 2) moralistas: predominaban las normas y principios que apo- 
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yaban el bien común, y 3) individualistas: predominaban el personalismo y 
las negociaciones de mercado. 

Wirt descubrió que si”agrupaba los estados en estas tres categorías ob- 
tendría las siguientes calificaciones medias de CCE: tradicionalistas, 3.81; 
moralistas, 3.55, e individualistas, 3.23. Resultó instructivo el análisis de 
estas diferencias iniciales, y llevó a Wirt a afirmar rotundamente que “el 
control del estado y el dinero del estado no corren paralelos porque inter- 
viene el papel de la cultura política”.30 . 

El papel mediador de la variable de cultura política también se puede 
aclarar. En doce estados en que convergieron un gran apoyo estatal y un 
gran control (cce), los estados eran predominantemente tradicionalistas. 
El control sí seguía al dólar en esos estados. En otros catorce la falta de 
control por el estado fue relacionada con bajos niveles de apoyo fiscal 
estatal. Esta pauta también apoya (a la inversa) la tesis del control, y once 
de los catorce estados localistas tenían culturas políticas predominante- 
mente individualistas. En suma, la idea popular de que “el control sigue al 
dólar” se ve confirmada por la política educativa en cerca de la mitad de 
los cincuenta estados. Un importante factor contextual que contribuye a 
esta relación es la cultura política de cada estado en particular. 

Wirt resume convenientemente las implicaciones generales de su investi- 
gación: ; 


Puesto que estamos enfrentándonos a una política que explica los más grandes 
gastos de los estados y de las áreas urbanas de la nación, y con unos valores im- 
buidos en la ideología norteamericana, no estamos comentando ninguna peque- 
ñez. Este análisis muestra que los valores acerca de la centralización son tan di- 
versos como cualquier otro valor de una sociedad heterogénea, Pero estos valores 
no están arraigados en la subestructura económica de la educación local, en con- 
traste con los resultados obtenidos de enfocar la política concedida como un pro- 
ducto. Tampoco encuentra apoyo esa explicación simplista y materialista según 
la cual “el que paga al músico pone la tonada”. 

...podremos encontrar más testimonios del papel de las fuerzas económicas 
del que hemos desarrollado aquí. Pero también puede ocurrir que al enfocar la 
política en que lo primero es el valor y lo segundo son los recursos, no encontre- 
mos apoyo a la creencia común de que el control sigue al dólar. Este argumento 
no es que los estados no ejerzan ningún control sobre sus escuelas locales; lo ha- 
cen, y extensamente... Pero hay una variación en este control, una considerable 
variación que refleja la historia heterogénea de nuestro pueblo:31 


Implementación de la política educativa nacional 


La educación como política redistributiva ya fue examinada extensamente 
desde la posición de las relaciones local-estatales. Este enfoque no debe sor- 


30 Ibid, p. 85. 
31 1bid., pp. 85-86. 
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prender a nadie, pues 90% del apoyo financiero para EPyS procede de los 
gobiernos locales y estatales. Sin embargo, el bajo porcentaje que aporta 
el gobierno nacional no refleja debidamente el grado de influencia nacio- 
nal sobre las políticas educativas. Por muy diversas razones, el 10% na. 
cional parece mayor en materia de impactos reales o supuestos. 


El gobierno nacional y la educación 


Alo largo de la historia, el papel del gobierno nacional en el campo de EpPys 
ha sido permanente, indirecto y modesto, Ha sido permanente porque se 
remonta doscientos años atrás, Ha sido indirecto porque el método de apo- 
yo hasta el siglo xx fue principalmente por medio de concesiones de tierras. 
O bien las tierras mismas o lo obtenido de las ventas de las tierras se dedi- 
có a propósitos educativos, El apoyo nacional ha sido modesto, como lo in- 
dican los pequeños porcentajes actuales. 

Sin embargo, hasta la aprobación de la LEPS de 1965, el apoyo nacional 
fue minúsculo, por tres razones: primera, era pequeño en dólares absolu- 
tos; la ayuda federal con propósitos educativos fue de menos de mil millo- 
nes de dólares en 1960. En segundo lugar, sólo estuvo ligeramente por 
encima del 2% de los gastos educativos combinados nacionales, estatales y 
locales.32 Tercera, fue modesto o menor en el sentido de que el apoyo na- 
cional fue fragmentado en varias transferencias específicas. Bastarán dos 
ejemplos. 

Se hicieron transferencias a distritos escolares locales en áreas de “impac- 
to federal” de la nación; por ejemplo, los distritos escolares que rodeaban a 
grandes instalaciones militares. (Este tipo de transferencia embona mejor 
en el campo de la política distributiva.) También se dispuso de transferen- 
cias específicas de acuerdo con la Ley de Educación de Defensa Nacional, 
de 1958, que fue aprobada en gran parte como respuesta al Sputnik. Hubo 

. financiamiento disponible para educación de maestros y desarrollo del 
programa curricular en materias como las matemáticas y las ciencias. 
(Esta ayuda probablemente embone mejor en el tipo de asistencia para el 
desarrollo,)33 

Una ayuda general a EPyS estuvo a punto de ser aprobada varias veces an- 
tes de 1965, Toda una variedad de factores contribuyeron a las derrotas le- 
gislativas, entre ellos la ideología, cuestiones Estado-Iglesias, la división de 
opiniones sobre asuntos raciales (por la supresción de la segregación 


32 Oficina del Censo, 1977 Census of Governments, Topical Studies: Historical Statistics on 
Governmental Finances and Employment (Washington, D. C., 77[6]-4 D. C., Government Prin- 
ting Office, 1978), cuadros 3 y 8. 

33 Sidney C. Sutrin, Issues in Federal Aid to Education (Syracuse, Syracuse University Press, 
1962), 64 pp.; Paul E. Marsh y Ross F. Gortner, Federal Aid to Science Education: Two Pro. 
grams (Syracuse, Syracuse University Press, 1962), 97 pp.; Sidney C. Sutrin, Administering the 
National Defense Education Act (Syracuse, Syracuse University Press, 1963), 76 pp. 
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racial) y política práctica.34 Estos obstáculos fueron removidos en 1965, 
por dos hechos, Uno de ellos fue la abrumadora victoria electoral de los 
demócratas en 1964, que les dió grandes mayorías en la Cámara y en el 
Senado. El segundo fue un recurso estratégico que anuló los escollos pre- 
vios relacionados con la asignación de fondos. El objetivo de la ayuda era 
redistributivo: ayudar a los estudiantes que se encontraban en desventaja 
económica y educativa. 

La cantidad de ayuda a distritos escolares en particular dependía de la 
proporción de estudiantes que caían en este grupo que se hallaba en des- 
ventaja, La fórmula, no por coincidencia, era redistributiva entre jurisdic- 
ciones. Los distritos escolares menos ricos recibirían más fondos porque 
tenían más estudiantes necesitados. Ésta fue, en resumen, la razón funda- 
mental y la estrategia del Título 1 de la.LEPS de 1965.35 

Si el propósito nacional del Título 1 era claramente redistributivo, la pre- 
gunta lógica es: ¿Se alcanzó el propósito nacional? ¿Cómo se implementó 
el Título 1? Si hay una lección principal que pueda obtenerse de la enorme 
bibliografía sobre implementación es que las leyes no se ejecutan por sí 
solas ni automáticamente logran sus propósitos. 

Ha habido incontables estudios sobre el Título 1. No podemos pasar revis- 
ta y sintetizar aquí todos esos análisis, diversos y a veces conflictivos.36 En 
cambio, dependeremos de un análisis reciente y en cierto modo innovador 
del Título 1, debido a John Chubb.37 Su investigación tiene varios méritos, 
que se harán evidentes conforme describamos su enfoque y sus descubri- 
mientos. Empezaremos por esbozar la base teórica de la cual partió Chubb. 


Relaciones mandante-mandatario 


Una de las formulaciones teóricas más recientes y novedosas en la teoría 
organizativa e interorganizativa que tiene aplicación directa en las RIG, se 
ha descrito como “la nueva economía de la organización”.38 Parte de esta 
teoría se centra en el “modelo mandante-mandatario”, la cual “guía la tra- 
ducción de la compleja política de implementación y de relaciones intergu- 
bernamentales en una jerarquía formal de influencia y control político y 


34 Frank J. Munger y Richard F. Fenno, Jr., National Politics and Federal Aid to Education 
Syracuse, Syracuse University Press, 1962), 193 pp. d á 

Ñ 3 Edith K, Mosher, “Intergovernmental Relations in Education: The Old and the New”, en 
Southern Review of Public Administration 3 (junio de 1979), pp. 44-57; Stephen K. Bailey y 
Edith K. Mosher, ESEA: The Office of Education Administers a Law (Syracuse, Syracuse Univer- 
sity Press, 1968), 393 pp. o 0? y 

3 Véase, sin embargo, John E. Chubb, “The Political Economy of Federalism' , en American 
Political Science Review 79 (diciembre de 1985) pp. 994-1015, y las referencias ahí citadas, Se 
reproduce con autorización de la American Political Science Association. 

37 Ibid. ss 

38 Terry M. Moe, “The New Economics of Organization”, en American Journal of Political 
Science 281 (noviembre de 1984), pp. 739-777. 
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administrativo que limita la conducta fiscal estatal y local”.39 Esta biblio- 
grafía se basa mucho en la economía normativa y en la positiva; extiende y 


especifica, de manera más formal y rigurosa, los modelos basados en el 


mercado que ya se mencionaron en los capítulos X y V. 

Desde un punto de vista normativo, algunos analistas han derivado una 
división óptima de responsabilidades de las políticas en un sistema político 
intergubernamental (de múltiples pisos). El gobierno nacional constituye 
la unidad más apropiada para cumplir con funciones de estabilización y de 
redistribución del ingreso; los gobiernos subnacionales son más eficientes 
en la toma de decisiones sobre funciones y programas de desarrollo, distri- 
butivos o de asignaciones. Dicho de otra manera, los gobiernos subnacio- 
nales, o “gobiernos locales competitivos tienen grandes incentivos para 
satisfacer, a un costo mínimo, los gustos heterogéneos en los servicios pú- 
blicos no redistributivos, pero pocos incentivos para gravar progresiva- 
mente, ayudar a los pobres o manipular responsablemente los instrumen- 
tos fiscales o monetarios... [y] poco incentivo económico para gastar 
transferencias intergubernamentales en la redistribución”.41 La relación 
jerárquica mandante-mandatario se vuelve pertinente cuando el gobierno 
nacional intenta emplear a los gobiernos estatales y locales como interme- 
nde para implementar uno o más programas de ayuda federal redis- 
tributiva. 


La ayuda educativa redistributiva federal 


Dos programas de ayuda educativa que puede suponerse eran redistribu- 
tivos fueron sometidos por Chubb a un análisis sistemático. Uno de ellos 
era el de ayuda general a la educación primaria y secundaria; el otro in- 
cluía la ayuda federal a la educación vocacional. 

El Título 1 de la Ley de Educación Primaria y Secundaria, de 1965, fue 
una transferencia global sin aportaciones complementarias, a los distritos 
escolares de toda la nación, que contenía dos elementos redistributivos. 
Como ya se indicó, tendía al apoyo y al mejoramiento educativo de los niños 
escolares en desventaja económica, y la fórmula para asignar fondos (“dere- 
chos”) tendía a favorecer a los distritos escolares pobres. Otra caracterís- 
tica del programa de ayuda fueron sus cláusulas de “mantenimiento del 
esfuerzo” y de “no suplantación”. Con esto se pretendía impedir que los 
distritos escolares locales, especialmente por la ausencia de requisitos de 
aportación de fondos complementarios, redujeran el esfuerzo fiscal local. 
En otras palabras, trataba de impedir la sustitución, la fungibility o “que 
tomaran el dinero y echaran a correr” 


z Ea “The Political Economy of Federalism”, p. 995. 
'aul E. Peterson, City Limits (Chicago, University of Chicago Press, 1981), 268 pp. 
41 Chubb, “The Political Economy of Federalism”, p. 995. 0 pe 
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La ayuda federal a la educación vocacional es uno de los más antiguos 
programas convencionáles de transferencias que existen. Desde sus orí- 
genes, en 1917, sólo ha pasado ¡por una importante revisión legislativa (en 
1963). Por entonces se hizo un consciente esfuerzo legislativo por destinar, 
con requisitos “reservados”, porciones de la ayuda para los grupos minus- 
válidos, en desventaja y bilingiles, a quienes se consideró mal atendidos 
por los programas operados por los estados. Los fondos para los compo- 
nentes tradicionales o reservados de la educación vocacional se otorgan 
sobre una base de aportación complementaria local de otro tanto, dólar 
por dólar. 

Las preguntas sobre la implementación planteadas por estos dos-tipos de 
programas de ayuda son como sigue: ¿Cuán redistributivo fue el programa 
del Título 1? Dadas la fórmula de asignación y la característica de ausencia 
de requisitos de aportaciones complementarias del Título 1, más la auto- 
nomía ya histórica de las agéncias educativas estatales y locales, un mode- 
lo económico sugeriría un alto grado de efectos de sustitución o un bajo 
grado de estímulo de los gastos educativos a nivel local. Para el programa 
educativo vocacional —en particular para el componente específico de 
programas no reservado, y con igualación de aportaciones complemen- 
tarias— lo que se esperaba era que hubiera efectos estimulantes entre mo- 
derados a sustanciales. En otras. palabras, debía haber relativamente poca 
sustitución o intercambio en el programa educativo vocacional básico. 
Además, la parte reservada de la educación vocacional podría mostrar efeo- 
tos un tanto mayores de fungibility o “filtración”. 

Un modelo de mercado puramente económico sugeriría los menciona- 
dos efectos hipotéticos. Sin embargo, la teoría mandante-mandatario de la 
jerarquía sugeriría, en cambio, que los esperados efectos fiscales, estatales y 
locales, podrían ser considerablemente alterados por las actitudes de las 
políticas, las imágenes de implementación, las acciones organizativas y 
los papeles de supervisión de los “mandantes” a nivel nacional. En otras 
palabras, los esfuerzos hechos por los otorgantes podrían resultar en nota- 
bles desviaciones de los modelos puros o siquiera aproximados de la teoría 
económica común de incentivos y frenos por medio de transferencias, 

¿Cuál sería el modelo de las acciones de dos mandantes que alterara la 
toma de decisiones estatales y locales, para producir; a) efectos estimu- 
lantes y redistributivos para fondos del Título 1, y b) efectos de sustitución 
para la ayuda a la educación vocacional? Chubb describe los esfuerzos 
nacionales de supervisión de los fondos del Título 1, de la manera siguiente: 

Regulaciones como “complementar, no suplantar”, “comparabilidad” y “costos 

excesivos” fueron promulgadas para dificultar la sustitución de dinero local por 

dinero del Título 1. Una supervisión in situ en cada estado se inició en 1971, y las 
auditorías financieras de los estados, a cargo de la Agencia de Auditoría del De- 
partamento de Salud, Educación y Bienestar aumentaron, pasando de un prome- 
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dio de sólo once anuales durante los años sesenta a veintiún anuales durante el 


periodo de 1971 a 1976. Más aún, aunque las auditorías aumentaron, declinaron 


agudamente los alegatos de suplantación por la Oficina de Educación. 

Las fuerzas que contribuyeron a este duro régimen legislativo fueron raúlti- 
ples, pero entre las más importantes estuvo el Congreso. Las regulaciones clave 
del Título 1 fueron escritas por el Congreso y no por la burocracia, y en 1978 el 
Congreso basó su severa reautorización del Título 1 en un proyecto de ley escrito 
por un grupo de interés “beneficiario”: el Comité de Abogados por Derechos Ci- 
viles según la Ley, y no en el lenguaje aportado por la Oficina de Educación. En 
las audiencias regulares de evaluación, durante los años setenta, el Congreso ex- 
presó claramente su preocupación de que los fondos del Título 1 fuesen admi- 
nistrados para efectuar gastos complementarios, 4 


La pauta de supervisión en la aplicación de la educación vocacional fue 
radicalmente distinta. Así la describe Chubb: 


Desde su nacimiento en la Ley Smith-Hughes de 1917, hasta por lo menos 1963, 
cuando fue considerablemente revisada en la Ley de Educación Vocacional, la 
ayuda federal para la educación vocacional fue administrada por medio de una 
burocracia intergubernamental, generalmente armoniosa, dominada por educa- 
dores vocacionales. Durante los últimos veinte años el Congreso ha amenazado 
periódicamente esta armonía con la discordia de los requisitos de “apartar fon- 
dos”, reservando parte de la ayuda vocacional para grupos como los que se en- 
Cuentran en desventaja, los minusválidos y los bilingites, que no estaban siendo 
considerablemente atendidos en los programas de fondos estatales. Pero según 
grupos de interés de beneficiarios y de profesionales, todavía en 1980 el programa 
era dirigido por medio de una alianza exclusiva y cooperativa entre la burocracia 
vocacional y la Asociación Vocacional Norteamericana, asociación máxima de 
administradores e instructores vocacionales estatales y locales. Las nuevas pobla- 
ciones a quienes se dirigen los programas no desempeñan un papel importante 
en su implementación. Los pocos testimonios irrefutables de que disponemos 
sobre la conducta de la agencia indican que hasta hace muy poco la burocracia 
federal hizo mínimos esfuerzos por supervisar el uso dado por los estados a los 
fondos federales. La supervisión in situ no comenzó hasta 1976, y entonces al rit- 
mo de sólo doce estados por año. Las auditorías financieras no comenzaron has- 
ta 1979, y aún en 1982 el incumplimiento a las regulaciones de “apartado” ocu- 
rió hasta en un 35% de los estados. Así, durante la mayor parte de su historia, la 
Educación Vocacional ha estado implementándose por sí sola: se aporta ayuda 
proporcional con la esperanza de que sus efectos sobre el ingreso y los precios 
resulten estimulantes, pero se hacen pocos esfuerzos adicionales para asegurar 
su debida canalización. 43 


En un análisis estadístico minucioso y complejo, Chubb examinó los gas- 
tos en educación nacionales, estatales y locales para el periodo 1975-79. Des- 


42 Ibid, p. 1000. 
43 Ibid, 
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cubrió que los efectos fiscales sobre el gasto educativo local-estatal de 1.00 
dólar en ayuda federal para los programas de subsidios eran como sigue: 


Título 1 + $0.26 
Ayuda vocacional básica — $0.07 
Ayuda vocacional reservada — $0.53 


En suma, los fondos del Título 1 en realidad estimulaban los gastos edu- 
cativos estatales y locales. Mientras tanto, la ayuda vocacional, pese al re- 
quisito de aportaciones complementarias, ni siquiera lograba un manteni- 
miento del esfuerzo fiscal estatal y local y, en el caso de la parte reservada 
del programa, era considerablemente sustitutiva. 

En términos generales, los resultados muestran que los procesos de im- 
plementación pueden dar resultados que son radicalmente distintos de los 
supuestos incentivos económicos (de conducta) integrados en los progra- 
mas de ayuda nacionales o estatales. Exagerado sería decir que los resulta- 
dos muestran un “triunfo” de la política administrativa de la implemen- 
tación por encima de los incentivos económicos de los atractivos de la 
ayuda federal. Sin embargo, la conclusión, más modesta, de Chubb, es no- 
table y significativa: “La gran disparidad de los impactos de las transferen- 
cias puede tener otras causas, pero sería irrazonable desdeñar sus cone- 
xiones con las disparejas condiciones políticas nacionales asociadas a su 
implementación”. 4 

Chubb extiende su análisis más allá de los impactos fiscales acumulados, 
y hace un modelo de las posiciones e ideologías de miembros del Congreso 
estratégicamente colocados, para predecir algunos de los efectos fiscales y 
de implementación de las variaciones en estados en particular. Asimismo, las 
predisposiciones respecto a las políticas de los diversos presidentes (de 
Johnson a Carter) son incorporadas al análisis. Las influencias de estos 
“mandantes múltiples” en los tres programas de ayuda a la educación se 
reflejan en diferencias estadísticas en las direcciones esperadas; por ejemn- 
plo, menos efectos estimulantes bajo los presidentes republicanos que bajo 
los demócratas. ] 

Dos comentarios finales del análisis de Chubb son pertinentes para com- 
prender las relaciones fundamentales de las políticas que rodean la imple- 
mentación de los programas redistributivos de ayuda. 


Al sugerir que contemplemos sistemáticamente los intereses y las demandas de 
los superiores para comprender la conducta de los subordinados, cuyos intereses 
pueden diferir predeciblemente de los de los superiores, el marco mandante- 
mandatario llama la atención hacia unas relaciones sencillas, pero de potencial . 
importancia, entre los políticos nacionales y las agencias federales, y entre las 


44 Ibid, p. 1004. 
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agencias federales y los receptores locales y estatales de transferencias, También 


llama la atención hacia la supervisión, factor del desempeño de las transferencias 


que no tiene lugar en los modelos económicos... 

Los... análisis demostraron, primero, que una transferencia sin el beneficio de 
incentivos proporcionales, y pese a los frenos locales contra la cooperación con 
programas redistributivos, era más estimulante que una transferencia que su- 
friese más de estos problemas; y, segundo, las diferencias en el desempeño de las 
transferencias [están] relacionadas en forma directa con variaciones en los intere- 
ses de los políticos que supervisan las agencias que, a su vez, supervisan las 
transferencias. 45 


En suma, pese a imágenes, intereses e incentivos divergentes, se pueden 
notar y explicar ciertas pautas político-administrativas en las RIG. Además, 
estas pautas, con el paso del tiempo, revelan resultados que pueden ser 
congruentes con modelos sensatamente construidos y también con obje- 
tivos ostensibles y deliberados de las políticas. 


POLÍTICAS DE BIENESTAR: FINANCIAMIENTO Y CONTROL DE LAS POLÍTICAS 


El papel del gobierno nacional en el campo del bienestar es producto de 
una confluencia de fuerzas que convergieron en el decenio de los treinta, 
El desempleo industrial, la miseria rural y agrícola, la inadecuación fiscal y 
administrativa estatal y local, y el radicalismo político sólo fueron algunos 
de los factores que estimularon una activa intervención nacional. Ya hemos 
revisado las circunstancias y explicaciones para adoptar un enfoque de RIG 
a las políticas de biestar del New Deal. Un resultado claro y continuo de la 
legislación de los años treinta ha consistido en hacer del “bienestar” una 
cuestión intergubernamental que sirvió como pararrayos durante el pa- 
sado medio siglo. Si puede decirse que el pasado nos permite predecir 
razonablemente el futuro, ésta podría seguir siendo una cuestión de RIG 
durante los próximos decenios. 

Éste no es el momento ni el lugar para hacer un análisis de toda una ga- 
ma de cuestiones de bienestar. Abundan los estudios de investigación, las 
recomendaciones y las reacciones a los cambios de la política interguber- 
namental. Es digno de notar que una parte central del Nuevo Federalismo 
de Reagan fue el “intercambio” nacional-estatal de finanzas y control de 
tres programas de bienestar: AFHD y estampillas para alimentos (a los esta- 
dos) para Medicaid (para el gobierno nacional). Este análisis de los as- 
pectos de bienestar de las RIG será, necesariamente, limitado. Su enfoque, 
como el de la educación, tratará de aspectos de financiamiento y control 
político. 


45 Ibid, p. 1011. 
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Financiamiento del bienestar: los papeles fiscales 
nacional, estatales y locales 


Es útil tener cierta perspectiva de tiempo sobre los papeles de financia- 
miento de los gobiernos nacional, estatales y locales en el terreno del bien- 
estar, A continuación se muestran las partes porcentuales de los gastos en 
bienestar financiados por los gobiernos nacional y estatales durante los 
cuatro decenios pasados:16 





Porcentaje estatal del 
total de los gastos 
estatales y locales para 


Ayuda federal como porcentaje 
de los gastos de bienestar 





Año estatales y locales bienestar 
1942 31 3 61 
1957 45 7 
1966 53 76 
1979 56 84 
1983 57 87 





Las dos columnas de cifras revelan un papel creciente para los respectivos 
niveles “superiores” de gobierno. La parte nacional de gastos interguberna- 
mentales en bienestar casi se duplicó en cuatro decenios. De los gastos en 
bienestar combinados, estatales y locales, los fondos a nivel estatal suman 
casi nueve por cada diez dólares. Esto contrasta con sólo seis dólares de fon- 
dos estatales en 1942, Desde luego, la “parte” de cada estado incluye la re- 
cepción (y gasto) de fondos de ayuda federal. Un último punto con respecto 
a los porcentajes es la pauta gradual y congruente de los cambios, El finan- 
ciamiento del bienestar ha evolucionado, pasando principalmente a ser un 
sistema de redistribución operado por el estado y financiado por la nación. 

También cabe hacer un análisis contemporáneo, estado por estado; de 
cómo los costos de bienestar público son financiados por los diversos ni- 
veles de gobierno. El cuadro X1.4 nos ofrece datos pertinentes al respecto. 
De los 64700 millones de dólares gastados en 1984, más de la mitad (55%) 
fue financiada por el gobierno nacional. Más de un tercio (37%) fue fi- 
nanciado por los estados, y los gobiernos locales aportaron menos de 10% 
de los costos. 

Sin embargo, un estudio más minucioso del cuadro X1.4 revelará que es- 
tas proporciones son un tanto engañosas. La parte del gobierno nacional 
debió ser considerablemente superior (cerca de 70%), porque 23700 millo- 


46 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Significant Features of Fiscal 
Federalism: 1985-1986 Edition, M-146 (Washington, D. C., Government Printing Office, 1986), 
p.33. 





CUADRO X1.4. Gasto directo estatal y local en bienestar público: partes CUADRO XL.4. (concluye) 
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nes de dólares de gastos de bienestar fueron en pagos nacionales directos a 
individuos. Aquí es necesaria una breve explicación. 


Antes de 1974, la asistencia de bienestar nacional a los estados cubría” 


cuatro categorías, identificadas a menudo como los programas de transfe- 
rencias ABCD. Eran A) ayuda para la vejez, B) ayuda a los ciegos, C) ayuda a 
los niños dependientes (también conocida como Ayuda a Familias con 
Hijos Dependientes [arbH/aroc]) y D) ayuda a los discapacitados (física- 
mente minusválidos).* Desde 1974 tres de estos programas (A, B y D) han 
quedado totalmente nacionalizados en su financiamiento y administración. 
Quedaron consolidados y operan como complemento de 0AS/ O Seguro 
Social; se les llama el programa ss o Supplemental Security Income (in- 
greso de seguridad complementario).17 Habiendo reconocido este giro, de 
estatal a nacional, y el caracter fiscal no intergubernamental de ssz, volve- 
remos a una consideración de las variaciones interestatales en la provisión 
de fondos para gastos de programas intergubernamentales de bienestar, 

Las variaciones regionales no sólo son evidentes, sino marcadas. El Sud- 
este, con su concentración de estados de bajos ingresos, es especialmente 
favorecido por el financiamiento nacional. Cerca de dos tercios del total de 
gastos de bienestar local-estatales son costeados por el gobierno nacional, 
En esta región, sólo Florida recibe de la nación menos de 60% de sus costos 
de bienestar. En tres estados, Alabama, Georgia y Carolina del Norte, casi 
tres cuartas partes del dinero de bienestar procede del tesoro nacional. 
Claramente, los factores geográficos de redistribución del ingreso están 
actuando en favor de los estados en esta región. 

La región que ocupa el segundo lugar en tasa de fondos nacionales es, un 
tanto sorprendentemente, el Medio Este. El porcentaje regional (59%) es in- 
fluido considerablemente por las cifras de un estado: Nueva York. Aunque 
la mayoría de los estados en la región obtiene 53-56% de su financiamiento 
para bienestar de la ciudad de Washington, D. C., Nueva York, con sus gas- 
tos de bienestar de cerca de 10000 millones de dólares, logra obtener del 
gobierno nacional 63% de esos costos. Ese estado lo logra mediante una 
variedad de habilidades en grantmanship y en gamesmanship, y mediante 
unas políticas de bienestar y unas estrategias administrativas que capita- 
lizan toda ventaja posible para obtener fondos nacionales. 

El estado de Nueva York también es uno de los muy pocos estados que re- 
quieren de una importante participación local para financiar los costos de 
bienestar. Más de una cuarta parte de estos costos los pagan gobiernos lo- 

* ABCD= Ageh (ancianas), Blind (ciegos), Children (niños), Disabled (discapacitados). [N. del T.] 

47 Para un análisis del cambio de la política de ssí véase Robert B. Albritton, “Measuring 
Public Policy: Impacts of the Supplemental Security Income Program”, en American Journal 
of Political Science 23 (agosto de 1979), pp. 559-578. Concluye Albritton que “esta innovación 
de la política de bienestar dio por resultado unos cambios dramáticos, no incrementales, en 
aspectos importantes de la política de bienestar de los Estados Unidos”. Desde luego, su 
descubrimiento va en contra de la hipótesis antes planteada, de que el conflicto de suma cero 


y otros factores relacionados con las políticas redistributivas producen más y no menos cam- 
bios de la política incremental en las políticas de bienestar y otras políticas redistributivas. 
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cales (condados) y el componente más grande de esa cuenta es pagado por la 
ciudad de Nueva York, ¡al ritmo de cerca de 2500 millones de dólares! En su- 
ma, el estado de Nueva York financia poco más del 10% del presupuesto de 
bienestar local-estatal más grande de la nación. Ningún otro estado desem- 
peña tan pequeño papel fiscal en el financiamiento del bienestar, y sólo Caro- 
lina del Norte (con 14%) se acerca, en este respecto, al papel de Nueva York. 

Hay otros pocos estados como Nueva York que requieran una importante 
recaudación de fondos locales con propósitos de bienestar. Arizona, con 
31%, supera al 26% de Nueva York, pero otros ocho caen en la gama de entre 
10 y 20%: Nueva Hampshire, Indiana, Wisconsin, Minnesota, Nebraska, 
Carolina del Norte, Montana y Nevada. Ningún factor regional o de ingreso 
parece explicar los niveles de estos estados de gastos de bienestar financia- 
dos localmente. Las explicaciones de estas condiciones probablemente se 
encuentren en circunstancias históricas y específicas de cada estado. 

California es el único estado cuyo gasto en bienestar se aproxima al de 
Nueva York: superior al de los 9000 millones de dólares. Sin embargo, re- 
cibe de la tesorería nacional poco más de la mitad de sus pagos de bien- 
estar, y sólo depende de los gobiernos locales para una minúscula partici- 
pación en el financiamiento de su bienestar. Esta reciente configuración 
de las finanzas de California constituye una definitiva desviación de la an- 
terior experiencia financiera. En 1976 el gobierno del estado sólo dio fon- 
dos por 58% del total de sus costos de bienestar local-estatales, incluyendo 
fondos de ayuda federal. ¡Para 1982 la cifra gastada por el estado era 98%! 
El factor central y singular que intervino entre las dos fechas y los dos por- 
centajes contrastantes fue la Proposición 13. “Centralizó” el financiamien- 
to y pasó el control de la política del bienestar a la capital del estado. 


La política de bienestar y la administración 
'intergubernamental 


El ya viejo y continuado debate sobre la política de bienestar se caracteriza 
por una inercia difícil de comprender para quienes no están muy fami- 
liarizados con.el campo del bienestar. Los problemas van desde lo. filo- 
sófico hasta lo operativo, por ejemplo, desde los requerimientos de trabajo 
hasta las tasas de error al conceder o rechazar beneficios a los solicitantes 
de transferencias. : ] 

Podemos obtener ciertos atisbos de la política, las políticas y la implemen- 
tación de los esfuerzos redistributivos del bienestar mediante una explora- 
ción de “muestras” de dos programas. El programa de estampillas para ali- 
mentos y el de Ayuda a Familias con Hijos Dependientes. Ambos programas 
fueron parte del fracasado paquete de “intercambios” que el Nuevo Fede- 
ralismo de Reagan pretendía canjear a los estados. Es necesario dar cierta 
información sobre los antecedentes de la actual situación y la dinámica de 
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la política que rodean cada programa, para captar las dimensiones de RIG 
de estas estrategias redistributivas, . 


El programa de estampillas para alimentos: 
el contexto de las RIG 


El programa de estampillas para alimentos (PEA) comenzó en 1964 como 
programa de ayuda alimentaria con fondos nacionales y administrado or 
los estados. Sus beneficiarios reciben estampillas (cupones) que Son e sd 
valentes de efectivo y con las cuales se pueden comprar artículos pr e 
rios. Á este tipo de apoyo en efectivo se le conoce como programa por dere- 
cho de pobreza comprobada. Se asemeja, burdamente, a lo que se llama 
una “estrategia del ingreso” en el campo del bienestar, y en ciertos aspectos 
se puede considerar como una forma de impuesto sobre la renta negativo, 
Pobreza comprobada” simplemente reconoce que el presunto beneficiario 

debe satisfacer un mínimo de elegibilidad con respecto a ingreso personal 
y otros recursos financieros; por ejemplo, el Congreso aceptó en 1982 
recomendaciones de la administración de que la elegibilidad para el PRA se 
limitara a las personas que estuvieran por debajo de 130% de la línea de la 
pobreza. El PEA como programa por derecho significa que cualquiera (per- 
sona o familia) que satisfaga los requisitos de elegibilidad recibirá sus be- 
neficios por derecho propio. 

La determinación de la elegibilidad para el PEA es, sin duda, importante 
o crucial, tanto para el solicitante como para el programa, y corre por cuen- 
ta de los administradores del bienestar, estatales o locales, responsables de 
implementar el programa en cada estado. La mitad de los costos de adminis- 
trar el PEA corre por cuenta del gobierno nacional, y la mitad por los estados 

Desde un punto de vista de la política, dos elementos han hecho del PA 
una importante cuestión de RIG: 1) las tendencias del programa, y 2) la cen- 
tralización y perversos incentivos administrativos. Procede aquí hacer un 
breve comentario de cada elemento. 


Tendencias del programa: El crecimiento del PEA en los dos últimos dece- 
nios ha sido espectacular, como se muestra en el siguiente cuadro,48 
A A > _z>z>z>zE zz 





7 Valor de las estampillas Beneficiarios promedio 
Ñ Participantes para alimentos mensual 

Año (millones) — (miles de millones de dólares) (dólares de 1 967) 
1965 0.4 0.1 

1970 43 0.6 728 

1975 171 4.4 12.18 

1980 21.1 ] 8.7 13.47 

1984 22.8 113 14.29 


O O 
48 Giertz y Sullivan, “Food Assistánce in the Reagan Administration”, p. 136. 
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Desde su comienzo a mediados de los años sesenta, el crecimiento a tasas 
a veces exponenciales ha caracterizado al PEA.4% Como lo muestran las cifras 
de arriba, ha habido un rápido áumento de la participación en los gastos, 
particularmente a finales de los años sesenta y comienzos de los setenta. 
La atención del país se centró en este tema por obra de la serie de televisión 
“Hambre en los Estados Unidos”. Pese a la adopción de límites de elegibili- 
dad en 1981, la participación y los costos continuaron en ascenso, debido, 
en parte, a la aguda recesión de 1981-1982, . 

Una segunda corriente ha sido la de significativas reducciones en rasgos 
administrativos paternalistas impuestos por el gobierno de la nación en el 
PEA. Por ejemplo, hasta 1977 se requería de un pago por un valor fracciona- 
do de las estampillas para alimentos, y antes había habido otras restric- 
ciones al uso de estampillas, destinados a asegurar dietas adecuadas. El fin 
del requisito de compra hizo gratuitas e intercambiables las estampillas 
para alimentos entre todas las personas elegibles. 

Una tercera tendencia ha sido la centralización cada vez mayor. De 
acuerdo con la ley original del PEA, se permitía que los gobiernos de los es- 
tados establecieran programas en lo que equivalía a una base de opción lo- 
cal. Para 1969, sólo cerca de la mitad de las jurisdicciones políticas del país 
estaban participando. Además, las jurisdicciones sin programas se encon- 
traban en áreas en que el hambre era un problema importante, si no grave. 
En 1970 se impusieron normas nacionales uniformes de beneficio y elegi- 
bilidad para todas las jurisdicciones participantes. Luego, en 1973, el PEA 
se convirtió en programa por derecho en toda la nación; el gobierno na- 
cional corría con todos los costos de las estampillas, más la mitad de los 
gastos administrativos de cada estado. 


Centralización e incentivos perversos. La nacionalización del PEA tuvo múlti- 
ples efectos.50 Contribuyó a una notable reducción de las diferencias de los 
servicios de bienestar entre los estados; en ese sentido, fue claramente 
redistributivo, y produjo un considerable efecto fiscal al pasar una parte de 
la carga del bienestar al gobierno nacional; la estrategia de apoyo alimen- 
tario se convirtió, de hecho, en una estrategia del ingreso que escogía una 
porción de las necesidades básicas de la población dependiente. 

Otro efecto de la nacionalización incluye incentivos perversos.5! Esto se 
deriva de las disposiciones administrativas para el PEA y de errores en la de- 
terminación de la elegibilidad. Recuérdese que los estados pagan la mitad 
de los costos administrativos, que recientemente ascendieron a cerca de 
mil millones de dólares anuales. También debe notarse que el programa ha 


49 Ibid. 

50 Ibid. 

51 James E. Swiss, “Intergovernmental Program Delivery: Structuring Incentives for Effi- 
ciency”, en The Costs of Federalism, Robert T. Golembiewsli y Aaron Wildavsky (comps.) 
(New Brunswick, N. J., Transaction Books, 1984), pp. 272-287. ; 
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estado plagado de errores e ineficiencias administrativos; en cierto mo- 
mento se calculó que 10% de todos los pagos se basaba en errores, y que de 


cada 100 dólares en pagos por error, 78 eran pagos excesivos, y 22 eran pa-' 


gos insuficientes.52 

Evidentemente, ha sido grande la oportunidad de mejorar la precisión, 
eficiencia y equidad, pero han operado ciertos incentivos perversos, Los 
estados, individual y colectivamente, tendrían que recaudar 50% del costo 
de los recursos adicionales necesarios para reducir errores, por ejemplo, 
más capacitación, más personal y similares. Esto pondría en juego dos di- 
suasivos. Primero: los estados tendrían que encontrar o recaudar los fondos 
para este propósito administrativo, en competencia con las demandas para 
otros usos de dinero del estado. Segundo: la mejora habría entrañado me- 
nores cantidades de estampillas para alimentos, tal vez hasta en 10% o más. 
Un estudio efectuado en Illinois en 1988 descubrió, por ejemplo, que Chi- 
cago perdería cerca de 50 millones de fondos del PEA si lograra reducir las 
tasas de error hasta una meta nacional prescrita.53 

Las deseadas metas de error en el PEA sólo eran un camino por el cual 
funcionarios nacionales intentaban aportar mayor disciplina e imponer 
límites a las operaciones administrativas estatales y locales. Los funcio- 
narios trataron de contrarrestar los incentivos perversos con metas de tasa 
de error específicas para cada estado, imponiendo castigos financieros y de 
otra índole. Las sanciones tuvieron (si acaso) un éxito limitado, y en al- 
gunos casos parecieron casi contraproducentes. Además, la recesión de 
1981-1982 produjo una lista más larga de elegibles, y los costos siguieron 
en aumento, 

El crecimiento del PEa, los incentivos perversos y otros factores llevaron a 
dos observadores a hacer un eufemismo: “En 1981 no todo estaba bien en 
los programas de ayuda alimentaria de la nación”.54 Al subir al poder el 
gobierno de Reagan, lo primero que hizo fue tratar de contener el creci- 
miento poniendo límites a la elegibilidad y limitaciones administrativas. 
Más allá de estos esfuerzos, la estrategia de “intercambios” de 1982 tendía a 
pasar a otros o a “descargar” el PEA de toda responsabilidad nacional fiscal y 
administrativa. Giertz y Sullivan escriben que la propuesta de intercambio 
“nunca fue seriamente considerada por el Congreso” y que fue “más impor- 
tante al estimular el debate por el federalismo que... para lograr cambios a 
corto plazo”.55 También observaron que la propuesta “virtualmente no tuvo 
ningún efecto sobre los programas de ayuda alimentaria de la nación”.56 

¿Cómo se encuentra hoy el PEA, como programa de RIG? Una manera de 


52 Phillip M. Gregg, “What Difference Will Food Stamp Reform Make?”, en Bureaucrat 6 
(invierno de 1978), p. 25. 
"53 Ibid, pp. 31-32. . 
54 Giertz y Sullivan, “Food Assistance in the Reagan Administration”, p. 139. 
5s Ibid, p. 144, 
s6 Ibid, 
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describirlo, a él junto con otros programas menores de ayuda alimentaria, 
es decir que existe en un limbo político de la política y administrativo. Pese 
a (o tal vez por causa de) su discutido carácter redistributivo, los cambios 
recientes que se le han hecho no han sido grandes. Ninguna coalición ha 
logrado imponer un cambio básico, y la coalición que ha apoyado el pro- 
grama existente sólo ha conseguido mantener el statu quo. Esto ha cam- 
biado la política de RIG en los frentes legislativos y administrativos hacia 
cuestiones secundarias, tales como normas de elegibilidad y responsabili- 
dades estatales por errores administrativos. 

Un informe de la oca de 1986, fascinante pero sumamente técnico, enfo- 
caba la cuestión de la tasa de errores en relación con AFHD, Medicaid y el 
PEA.57 El estudio aparentemente dirigía su atención a la reforma de los “sis- 
temas de control de calidad”, pero en el proceso exponía y exploraba varias 
importantes cuestiones de administración intergubernamental. Por ejem- 
plo, una de ellas era: “¿Qué incentivos financieros podría aportar el gobier- 
no nacional para reducir el número de pagos insuficientes y los erróneos 
rechazos y terminaciones?”58 

Aunque reconociendo que los pagos erróneos para el PEA aún sumaban 
casi mil millones de dólares anuales, el informe preguntaba si debería ofre- 
cerse o no una prima monetaria a los estados en reconocimiento de un 
buen desempeño administrativo. El asunto estaba ya maduro para su fun- 
cionamiento en 1986, con respecto a AFHD y a Medicaid, pues una disposi- 
ción había puesto en vigor el incentivo de un bono para el PEA desde 1961: 
un estado podía recibir un aumento de 10% de la parte nacional de costos 
administrativos si sus tasas de error en el PEA eran de menos de 5% y si las 


.tasas de error en rechazos y terminaciones estaban por debajo del prome- 


dio nacional. ¿Produciría ese bono una mejora, asimismo, en la AFHC y en 
Medicaid? Las tasas de error en el PEA se habían reducido de más de 11% 
en 1981 a 8.4% en 1984. También han estado descendiendo las tasas de 
error de los programas AFHD y en Medicaid, pero en menor grado. El in- 
forme de la 0cG pedía que el Congreso diera seria consideración a esos 
incentivos monetarios. z " 


Ayuda a Familias con Hijos Dependientes: el legado de 50 años 


El programa de AFHD fue parte importante del paquete de programas de 
bienestar de la Ley de Seguridad Social en 1935. En los años ochenta el 
programa se mantenía como un “hijastro”, habiendo perdido gran parte de 
la paternidad y de la legitimidad asociadas a su nacimiento. Hoy, parece que 
puede llegar a surgir un consenso (evasivo durante tanto tiempo) sobre 


57 Contralor General, Managing Welfare: Issues and Alternatives for Reforming Quality Control 
Systems: HRD-86-117BR (Washington, D, €., Oficina de la Contaduría General, 1986), 60 pp. 
58 Ibid., p. 4. 
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cómo reformar y reenfocar la AFHD. Parece haberse llegado a un acuerdo 
entre liberales y conservadores “virtualmente en todas partes, de que hay 
que hacer algo acerca del programa de bienestar [AFD], pero subsiste el 
desacuerdo sobre qué hacer, exactamente”.59 

Cualesquier acciones sustantivas o revisiones que se hagan, es sumamen- 
te improbable que la AFD logre desprenderse de su base en las RIG, es decir, 
como programa conjunto estatal-anacional, que en 1985 tuvo gastos supe- 
riores a los 15000 millones de dólares, compartidos casi igualitariamente 
entre los gobiernos nacional, estatales y locales. La administración del pro- 
grama sigue enteramente en los gobiernos estatales y/o de ciudades y con- 
dados. Además, muchas normas de elegibilidad, niveles de apoyo y otras 
regulaciones son específicas de cada estado y varían de uno a otro, dentro 
de los límites nacionales en general. Estas conexiones y continuidades na- 
cional-estatales se combinan con la importancia fiscal del programa para 
imponer al menos una modesta atención a las dimensiones de AFHD en las 
RIG. Adicionalmente, la AFHD en particular y los programas de bienestar en 
general, por razones históricas, “han sido particularmente propensos a 
manifestar una extensiva variación interestatal”.60 


Tendencias y cambios de la arHD. A comienzos de los años setenta, la AFHD 
atendía a cerca de tres millones de familias. Fue aumentando continua- 
mente hasta cerca de 3.3 millones de familias en 1975, y se mantuvo más o 
menos en este nivel hasta mediados de 1979. Luego volvió a crecer rápi- 
damente hasta que a comienzos de 1981 superaba los 6.3 millones de fami- 


59 “Toward a Welfare Consensus” (editorial), en Wall Street Journal, 27 de febrero de 1987, 
p. 10, Para una crítica general, que arguye que el sistema de bienestar tiende a socavar la so- 
ciedad norteamericana, véase Lawrence W. Mead, Beyond Entitlement: The Social Obligations 
of Citizenship (Nueva York, Free Press, 1985), 318 pp. 

$0 William W. Lammers, “State Welfare Policies and the New Federalism' Uniformity Issues 
Reconsidered” (documento presentado en la reunión anual de la Asociación Americana de 

- Ciencia Política, Washington, D. C., 28-31 de agosto de 1986), p. 4. Un análisis de lo que a me- 
nudo se ha llamado la “hipótesis de la nacionalización” en los gastos del programa de bienestar 
(y otros) está más allá del alcance de nuestro interés directo aquí. Para una investigación per- 
tinente (aunque anticuada) de la hipótesis, consúltense las siguientes fuentes: Richard 1. Hof- 
ferbert, “The Nationalization of State Politics”, en State and Urban Politics: Readings in Com- 
parative Public Policy, R. L Hofferbert e Ira Sharkansky (comps.) (Boston, Little, Brown, 
1971), pp. 463-474; Douglas D. Rose, “National and Local Forces in State Politics: The Impli- 
cations of Multi-Level Policy Analysis”, en American Political Science Review 67 (diciembre de 
1973), pp. 1169-1170. Para una crítica de la investigación de Rose, y su respuesta, véase “Com- 
munications”, en American Political Science Review 70 (marzo de 1976), pp. 1259-1274, Véase 
también Kathleen A. Kemp, “Nationalization of the American States: A Test of the Thesis”, en 
American Politics Quarterly 6 (abril de 1978), pp. 237-247. Para otros descubrimientos mixtos 
sobre este punto y para análisis de difusión, véase Virginia Gray, “Ennovation in the States: A 
Diffusion Study”, en American Political Science Review 67 (diciembre de 1973), pp. 1174-1185; 
Susan Welch y Kay Thompson, “The Impact of Federal Incentives on State Policy Innova- 
tion”, en American Journal of Political Science 24 (noviembre de 1980), pp. 715-729. Para una 
revisión útil de modelos y métodos de análisis, véase Virginia Gray, “Models of Comparative 
State Politics: A Comparison of Cross-Sectional and Time Series Analyses”, en American Jour- 
nal of Political Science 20 (mayo de 1976), pp. 235-256. 
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lias (un aumento de 10% en menos de dos años. Los costos del programa 
aumentaron en cerca de 20% durante el mismo periodo.6! Al subir al poder 
el presidente Reagan en 1981*se comprometió a “hacer algo con este des- 
orden del bienestar”, y AFHD era parte muy conspicua del “desorden”. 

La estrategia inicial del gobierno fue aplicar una limitación de gastos y 
de elegibilidad, y colocó veintidós provisiones restrictivas de la AFHD en la 
miscelánea de la Ley de Reconciliación Presupuestaria (LRP) de 1981. Una 
de ellas limitaba la elegibilidad a las familias con un ingreso bruto de me- 
nos de 150% del nivel de necesidad, determinado por el estado. Esta limita- 
ción y otras produjeron las consecuencias deseadas. Sobre una base na- 
cional, la AFHD redujo más de 400000 casos, pasando de 3.6 millones de 
familias a menos de 3.2 millones.52 Las disposiciones también tuvieron el 
efecto de reducir los gastos nacionales en cerca de 10%, de casi mil millo- 
nes mensuales a 900 millones. 

Los costos estatales de la AFHD se redujeron en proporción aproximada- 
mente similar, perolos costos generales de bienestar de los estados no se 
redujeron en una cantidad equivalente. Intervinieron los efectos llamados 
interactivos de los programas de bienestar. Familias que ya no eran elegi- 
bles para la AFHD, pero que aún se encontraban en aprietos financieros a 
menudo eran elegibles para “asistencia general”, que se otorga a una cate- 
goría residual de personas y de familias que no son elegibles para ningún 
programa específico por derecho. Sin embargo, la asistencia general es 
financiada completamente por los gobiernos estatales y locales. En suma 
los cambios nacionales en la AFHD tuvieron el efecto de pasar cierta parte 
de los costos de bienestar del gobierno nacional al de los estados. 

te era el marco, pues, cuando el Presidente propuso a comienzos de 
1982 devolver la arHD y el PEA a los estados como “intercambio” de programas, 
a cambio de que el gobierno nacional aceptara los costos de Medicaid. Como 
ya se observó, los estados no se estaban dejando convencer por varias ra- 
zones, ni siquiera después de que el paquete de intercambio fue reducido, y 
se desplomó el PEA. El fantasma de una plena responsabilidad por costos 
de la AFHD era, sencillamente, un cambio excesivamente radical para que lo 
aceptaran los gobernadores y legisladores de los estados. El legado de 
medio siglo de participación conjunta nacional-estatal en la AFHD estaba 
muy arraigado, y los incentivos eran excesivamente débiles para un cambio 
en dirección de una exclusiva responsabilidad estatal. Como lo notó un 
observador, pese a los muchos argumentos de “eficiencia” para programas 
de administración de bienestar de un solo nivel (o bien nacional o bien 
estatal), las realidades políticas producen “la improbabilidad de la admi- 
nistración de un solo nivel”.63 


$1 Contralor General, An Evaluation of the 1981 afDC Changes: Initi: Í 
o , A ges: Initial Analysis, PEMD-84-6 
(Washington, D. C., Oficina de la Contaduría General, 1984), 56 pp. dd 


$3 Swiss, “Intergovernmental Program Delivery”, p. 276. 
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La asistencia general: administración de un solo nivel 


La cuestión de la administración a un solo nivel de un programa de bien- p 


estar plantea una obvia cuestión de r1G. ¿Cuáles son los efectos de asignar 
toda la responsabilidad de un programa tan sólo al nivel local, al estatal o 
al nacional? Un efecto sería aumentar (o reducir) la variación del nivel de 
los beneficios concedidos. 

Cuando se nacionalizaron en ss/ los programas específicos de bienestar 
para ancianos, ciegos e incapacitados, a partir de 1974, pronto fue claro 
que la variación del nivel de beneficio entre los estados para los programas 
descendia dramáticamente; pronto se notó mayor estandarización.64 Esto 
parece indicar que la concentración o centralización del control de la polí- 
tico favorece la uniformidad de los niveles de servicios y de beneficios. 
Pruebas que respaldan esta afirmación proceden de otras investigaciones 
de los programas de bienestar de asistencia general en los niveles estatales 
y locales. 

Recuérdese que la asistencia general (AG) es un programa estatal (o lo- 
cal) que tiende a satisfacer las necesidades de las personas que no son 
elegibles para SSí O AFHD. Éstas son las personas o familias que caen entre 
las grietas de los programas de bienestar de asistencia específica financia- 
dos nacionalmente. Sólo tres cuartas partes de los estados ofrecen asisten- 
cia general, y entre estos estados a veces el financiamiento y la adminis- 
tración se dejan a la opción de los gobiernos locales. 

En un estudio de treinta y cuatro estados que ofrecen asistencia general, 
Albritton y Brown descubrieron que veinticuatro administraban directa- 
mente o supervisaban minuciosamente la aplicación de la asistencia gene- 
ral; en diez estados la asistencia general era administrada al nivel local con 
poca o ninguna participación estatal,65 Albritton y Brown plantearon la hi- 
pótesis de que diferentes disposiciones administrativas (o control de la po- 
lítica) producirían diferencias en la uniformidad o la estandarización de los 
niveles de beneficios: “La esperanza es que el nivel de participación del esta- 
do en los programas de asistencia general reduzca la variación dentro del 
estado en subsidios en efectivo administrados de acuerdo con este progra- 
ma”.66 Utilizando el coeficiente de variación (la desviación estándar dividida 
por la media), Albritton y Brown confirmaron su hipótesis. La participa- 
ción del estado produce una menor variación dentro del estado (un coefi- 
ciente más bajo) que la administración exclusivamente local. Véase los coe- 


64 Robert B. Albritton, "Subsidies: Welfare and Transportation”, en Politics in the American 
States: A Comparative Analysis, 4a. ed., Virginia Gray, Herbert Jacob y Kenneth N. Vines 
(comps.) (Boston, Little, Brown, 1983), p. 386. 

$5 Robert B. Albritton y Robert D. Brown, “Intergovernmental Impacts on Policy Variations 
within States: Effects of Local Discretion on General Assistance Program”, en Policy Studies 
Review 5 (febrero de 1986), pp. 529-535. 

$6 Ibid, p. 530. 
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Administración estatal Administración local 

Estado de Coeficiente Estado Coeficiente 
Arizóna 0.038 California 0,593 
Kansas 0.376 Dakota del Norte 1.377 
Louisiana 0.146 Georgia 2.796 
Massachusetts 0.001 Dlinois 0.871 
Nueva York 0.188 Wisconsin 0.812 
Oregon 0.374 
Virginia 0.702 
Wyoming 0,470 : 
Todos los estados (34) 0.294 Todos los estados (10) 1.357 





ficientes de variaciones en beneficios de AG para el año de 1980 en el cuadro 
de esta página.67 

_ Para los 34 programas administrados por los estados, la media de los coe- 
ficientes estuvo por debajo de 0.3. La media de los coeficientes para los 
diez programas administrados localmente superó 1.3. Es muy improbable 
que tan grande diferencia ocurriera por casualidad (menos de 0.0001). 

Refinando más el análisis, Albritton y Brown examinaron el nexo entre 

la arHD y los arreglos administrativos de asistencia general. En veintiocho 
estados, la unidad o unidades administrativas eran responsables de las 
operaciones de AFHD y de asistencia general; en seis estados, a los dos pro- 
gramas les asignaron unidades separadas. Los promedios de los coefi- 
cientes de variación fueron, una vez más, muy distintos.68 


Medias de los coeficientes 
0.451 
1.332 


La misma agencia administra AG y AFHD 
Distintas agencias administran AG y AFHD 


También aquí la diferencia entre las medias pareció demasiado grande pa- 
ra haber ocurrido por casualidad (menos de 0.003). El tipo de arreglo ad- 
ministrativo y de control de la política está asociado, claramente, a la 
uniformidad y la diversidad de los niveles de beneficios. Sin embargo, he- 
mos de plantear unas preguntas, más allá de las simples pautas asociativas. 
Aquí podemos plantear dos grupos de preguntas, pero no dar las respuestas. 

Un primer grupo enfoca los nexos causales. ¿Hasta qué punto los niveles 
de beneficio son resultado o función de los arreglos administrativos? ¿Po- 
drían ser las propias variaciones de beneficios un factor que impulsara o 
produjera las diferentes circunstancias administrativas? Desde luego, una 


61 Ibid, p. 532. 
68 Ibid,, p. 533. 


600 EL CONTENIDO DE LAS POLÍTICAS: TIPOS DE POLÍTICAS DE RIG 


tercera posibilidad es que algunos otros factores, por ejemplo, las tradi- 


ciones locales, la cultura política, etc., pudiesen ser condiciones indepen- | 


dientes que producen el nexo entre los niveles de beneficio y los arreglos” 
ini ivos. e 

dedica conjunto de preguntas se basa en las mediciones paa de 
hecho, tiene carácter normativo. Las variaciones del beneficio, ¿mi e vá- 
lidamente las desigualdades en ayuda para asistencia general? sta gra- 
do en que son una auténtica medida de las desigualdades, entonces la con- 
centración del control administrativo y de la política aun nivel superior 
(en este caso, el estado) contribuye a una reducción de las a 
Empero, si las variaciones representan diferencias auténticas y Seo El 
vas en las necesidades de los pobres en diferentes áreas, entonces las dife- 
rencias son comprensibles y defendibles. En cualquier caso, estos datos 
ponen en relieve la opción normativa, O basada en valores, para resolver el 
perenne intercambio entre diversidad y uniformidad, entre discrecionalidad 
local (unidad menor) y estandarización política estatal (nivel e pp 
perspectivas de la redistribución se ven considerablemente pitos las 
depositando el control administrativo y de la política en un nive eat o 
más amplio. Empero, ¿hasta qué punto es la redistribución un objetivo 
indispensable de las políticas? Al menos en el campo del A parece 
ser una preocupación persistente, si no constante, a largo plazo. 


RESUMEN 


Las políticas redistributivas forman un grupo bien separado de qe ds 
los Estados Unidos que a menudo se asocia a conflictos de clase A políti 
de suma cero. Estos rasgos de la redistribución salieron a la superficie pe 
particular claridad y polarización durante el New Deal, periodo en que e 
cuestiones de salud y de bienestar llegaron a la agenda de nivel nacional, 
's y decisiones. 
Ns nas de redistribución se nacionalizaron a E 
años treinta y, desde entonces, las acciones de las políticas (en Pego De 
implementación) no han llegado a quedarse exclusivamente en la eee a 
cional. En cambio, las acciones de las políticas y actividades administ 
vas relacionadas con cuestiones de redistribución se han vuelto de aa 
y contenido extensa y continuamente intergubernamental. La a e 
los esfuerzos por depositar la autoridad y responsabilidad de las po! Ia 
redistributivas exclusiva o básicamente en un solo nivel han dado ma E 
sultado. Prevalece la administración a niveles múltiples, con a e 
programa de ssI [ingreso de seguridad complementario], que bn los nd 
gramas intergubernamentales de bienestar para los ancianos, los ciegos y 
los discapacitados a la administración nacional en 1974. 
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Los programas de salud, educación y bienestar suelen considerarse, co- 
múnmente, como de intención e impacto redistributivo. Sin embargo, la 
amplitud de estas categorías exige reconocer el carácter complejo del con- 
tenido de las políticas. En nuestra sociedad, la educación ha servido a 
múltiples propósitos; por ejemplo: socialización, inculcación de valores 
morales, movilidad social y económica. 

Las transferencias nacionales para construcción de hospitales fueron 
uno de los primeros programas de transferencias de ayuda promulgadas 
después de la segunda Guerra Mundial. Como parcial legado del periodo 
del New Deal, una década antes, la fórmula de aportaciones complemen- 
tarias y distribución para el programa fue marcadamente redistributiva 
entre los estados. Los esfuerzos por alterar la fórmula para satisfacer unas 
necesidades cambiantes tropezaron con una eficaz resistencia, lo que con- 
dujo a una estrategia de “seguir sumando”. Las nuevas necesidades reque- 
rían fondos adicionales y nuevas disposiciones de distribución, y la base 
original del programa quedó casi intacta, 

La experiencia de Hill-Burton provocó la tesis incrementalista para las 
políticas redistributivas: unos cambios de la política graduales y modestos 
tienden a describir insuperablemente cualesquiera cambios de las políticas 
en esta arena. Sin embargo, el cambio no incremental de ss fue una excep- 
ción a las esperadas pautas incrementales. Las limitaciones relacionadas 
con las políticas redistributivas hicieron surgir la hipótesis del nivel de con- 
flicto, la cual afirma que la intensidad del conflicto que rodea las políticas 
redistributivas es superior al de las políticas distributivas y reguladoras. 
Unos datos fragmentarios sugieren que la hipótesis es digna de una explo- 
ración activa y más sistemática. 

El financiamiento para propósitos educativos es, en los Estados Unidos, 
básicamente una tuestión estatal y local; cada uno de estos dos niveles 
aporta cerca de 45% de una cuenta educativa total que se aproxima a los 
200 mil millones de dólares. El papel fiscal de las jurisdicciones estatales y 
locales (distritos escolares) al dar fondos a la educación primaria y secun- 
daria varía extensamente por región y por estado. Hawai se encuentra en 
un extremo, con un sistema de pago y administración plenamente centra- 
lizado en el estado, Nueva Hampshire se encuentra en el otro polo: cerca de 
50% de los fondos son recaudados localmente. 

Un examen de las relaciones local-estatales en la educación produce va- 
rios descubrimientos. Primero, el muy anunciado control local de la educa- 
ción no es universalmente apoyado, ni como principio abstracto ni como 
base para el financiamiento. En segundo lugar, el control local es visto, en 
forma más realista y práctica, como una variable y no como un atributo 
que se posea o se pierda en sentido absoluto. En tercer lugar, el control por 
el estado también puede considerarse como una variable. En cuarto lugar, el 
control estatal como variable no necesariamente sigue al nivel de finan- 


- Ciamiento estatal para la educación, En quinto lugar, el financiamiento na- 
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cional para la educación con un propósito redistributivo puede implemen- 
tarse y ha sido efectivamente implementado por medio de la legislación de 
Lers de 1965. En este caso, las influencias políticas y administrativas su- 
peran con mucho a los incentivos económicos habituales que mueven a los 
receptores estatales y locales a oponerse a los efectos redistributivos. 

-Los fondos para el bienestar, como los fondos para la educación, varían 
extensamente entre los estados. Sin embargo, en contraste con el papel na- 
cional en la educación, el papel nacional en el financiamiento del bienestar 
ha aumentado considerablemente en los últimos cuatro decenios; cerca de 
60% de los actuales gastos en bienestar son financiados por el gobierno 
de la nación. 

Hemos examinado los problemas de las políticas y de implementación de 
dos programas de bienestar: estampillas para alimentos y AFHD. En ambos 
ejemplos, el número creciente de los receptores y el aumento de los costos 
motivaron varios esfuerzos por modificar y por alterar drásticamente 
los programas. Estos esfuerzos llegaron a su punto más alto con la propues- 
ta de Reagan de intercambios, en 1982, según los cuales ambos programas 
deberían haber pasado a los estados. Pese a los esfuerzos “reformistas” por 
amigos y por enemigos de estos programas, no se han hecho alteraciones 
fundamentales. Las características básicas intergubernamentales de los 
programas siguen intactas. Pese a unos incentivos perversos en la adminis- 
tración de las estampillas para alimentos, y a la complejidad administra- 
tiva de la asumo, los dos programas forman un componente básico de las 
políticas redistributivas de bienestar. 

Un componente residual, local y estatal, la asistencia general, existe so- 
bre una base selectiva. Vale la pena observarlo, desde un punto de vista sus- 
tantivo, como un esfuerzo por ocuparse de los indigentes que caen “entre 
las grietas” del piso del bienestar. La asistencia general también es notable 
porque ilustra la variación de niveles de bienestar asociados a una adminis- 
tración local autónoma. Cuanto más alto es el nivel de-la administración, 
mayor es la estandarización de los beneficios. En su sentido más general, 
esto confirma la íntima conexión que existe entre los arreglos administra- 
tivos y los resultados de las políticas. : 
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Las RIG se encuentran en estado de evolución constante, quizás hasta de revolución, 
como cualquier otro campo que es vivo e importante. Es posible, aunque proble. 
mático, seguir su historia, Este último capítulo es, ante todo, un conjunto de refle- 
xiones sobre los modos en que las r1G han evolucionado durante el último siglo. 

En segundo lugar es una estimación de orientaciones futuras alo largo de las dimen- 
siones paralelas de: a) conflicto y cooperación, y b) continuidad y cambio. Se puede 
especular sobre cuándo, dónde, por qué y si las RIG evolucionarán en una dirección 
particular, Si nuestra exploración de la “geología” de las RIG ha producido Un poco 
de entendimiento, entonces nuestras estimaciones del futuro podrán consistir me- 
nos en especulación y más en realización. 
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XI. REFLEXIONES Y ORIENTACIONES 


EL PROPÓSITO de este capítulo no es hacer una revisión, recapitulación ni 
resumen de los contenidos de capítulos anteriores. El material que apare- 
ció en páginas previas no es más que una pequeña tajada de la vasta rea- 
lidad de experiencias que constituyen el estudio y la práctica de las RIG, 
Una nueva revisión de “muestra”, en los capítulos -X1 no serviría a ningún 
propósito constructivo. En cambio, nos ha parecido más apropiado hacer 
observaciones que colocarán los capítulos anteriores en un contexto histó- 
rico y contemporáneo más general. 


REFLEXIONES 


Con fines de análisis, se han dividido varias observaciones retrospectivas en 
categorías de largo y corto plazo. Después de estos comentarios reflexivos, 
nos volveremos hacia el futuro y analizaremos las diversas orientaciones o 
caminos que pueden seguir las RIG en los años venideros. 


Desarrollos contextuales a largo plazo 


Los puntos básicos para este análisis son dos desarrollos institucionales a 
largo plazo. Cambios en las arenas a) administrativa y b) legal y judicial se 
exploran como factores contextuales que determinan los hechos y cambios 
específicos o discretos descritos en los capítulos anteriores. Sin embargo, 
antes merece atención un breve punto histórico acerca de la existencia 
de las RIG. p 

Una afirmación acerca de las RIG, como concepto, fue su origen hace 
medio siglo. Pese al uso inicial de RIG durante el decenio de 1930, es lícito 
preguntar si la realidad o práctica conductual de las RIG es anterior al ori- 
gen del término. Declaraciones de una fuente de hace un siglo, parecen 
indicar que esto ocurrió. Woodrow Wilson, en su ensayo ya clásico y a ve- 
ces discutido “El estudio de la administración”, analizó las relaciones entre 
los gobiernos en tonos tan contemporáneos que resultan sorprendentes. 
Como reformador en ciernes y exudando la confianza característica del 
progresivismo de hace ochenta a cien años, afirmó Wilson: 


Nuestro deber es dar la mejor vida posible a una organización federal, a sistemas 
dentro de sistemas: hacer que los gobiernos del poblado, la ciudad, el condado, el 
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estado y el gobierno federal vivan con fuerza similar y con una salud igualmente 
asegurada, manteniéndose cada uno como su indiscutible propio amo y, sin em- 
bargo, manteniendo a todos interdependientes y cooperativos, combinando la iñ- 
dependencia con la mutua ayuda. La tarea es lo bastante grande e importante 
para atraer a los mejores espíritus. S 


La visión de Wilson, de unos sistemas gubernamentales fuertes, saluda- 
bles, autónomos y sin embargo interdependientes podría ser bien insertada 
en un reciente discurso presidencial o en un informe actual de la Comisión 
Consultiva de Relaciones Intergubernamentales. No parecería fuera de lu- 
gar en toda una variedad de otras fuentes contemporáneas. 

Es posible que existieran RIG en el ámbito del gobierno del mundo real 
mucho antes de que el término fuese acuñado para describir lo que estaban 
haciendo los funcionarios públicos y lo que estaban estudiando los acadé- 
micos. En realidad, el estudio prionero de Daniel Elazar sobre la coope- 
ración intergubernamental durante el siglo x1x ofrece incontables ejemplos 
de actividades de rIG.2 Es evidente que la naturaleza, el alcance, la profun- 
didad y la importancia de las interacciones de administradores en el siglo 
xx llamó la atención de los observadores hacia la “novedad” de los nexos 
entre los funcionarios de los gobiernos nacional, estatales y locales, tanto 
nombrados como electos. Esta aparente novedad movió a algunos obser- 
vadores, sobre todo a William Anderson, a emplear el término relaciones 
intergubernamentales. ; 


Política, administración y RIG 


La conexión entre la administración pública y el concepto de RIG fue signi- 
ficativa de mil maneras. Una de ellas fue el origen del término en la época, 
el decenio de 1930, en que la dicotomía entre política y administración 
ocupaba el centro de un debate naciente que llegaría a ser enconado. El 
nexo entre las RIG y la cuestión de política-administración fue analizado en 
un breve ensayo de un joven académico de California, G. Homer Durham. 
El análisis de Durham fue el primer ensayo de un volumen pionero de The 
Annals en 1940, titulado “Relaciones Intergubernamentales”.3 

En “La política y la administración en las relaciones intergubernamen- 
tales”, Durham especulaba sobre cómo las RIG, como concepto, contribuían 
a una nueva teoría de la relación política-administración. Hacía notar que 
“el creciente laberinto de relaciones, legales y extralegales, dentro del sis- 


1 Woodrow Wilson, “The Study of Administration”, en Political Science Quarterly 2 (junio de 
1887), pp. 197-222; reimpreso, 55 (diciembre de 1941), pp. 481-506, 505. Y o 

2 Daniel J, Elazar, The American Partnership: Intergovernmental Cooperation in the Nine- 
teenth Century (Chicago, University of Chicago Press, 1962), 358 pp. a 

3 G. Homer Durham, “Politics and Administration in Intergovernmental Relations”, en The 
Annals 207 (enero de 1940), pp. 1-6. 
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tema federal, ha alterado radicalmente cualesquiera antiguas bases en los 
hechos, sobre ideas como la separación de la administración y de la políti- 
ca”.4 Durham hacía una doblé prescripción para reformular la dicotomía 
política-administración en un contexto de RIG. Una estrategia era concep- 
tual, la otra, institucional. La solución conceptual fue la que Durham llamó 
“política administrativa”; la estrategia institucional fue la afirmación del 
control del partido, : 

Los términos del propio Durham serán los que mejor expresen su enfo- 
que a la mezcla de política y administración en un contexto interguberna- 
mental. 


¿Qué decir de la política y de la administración en las relaciones interguberna- 
mentales? Su entrelazamiento indica la irrealidad de los frenos, equilibrios y di- 
visiones en la política y la administración, Como guía a una “nueva teoría de 
la división de poderes”, la idea de una política administrativa, o las interrelacio- 
nes de los administradores públicos en unos cargos que parecen ser cada vez más 
permanentes, forman un concepto realista. Asimismo, al subrayarse la importan- 
cia de la presidencia, el partido político surge como instrumento de las políticas 
y de consentimiento a una nueva luz, Cuestiones de estructura y de función en el 
sistema federal nos impiden, con los actuales límites y las restricciones constitu- 
cionales, el surgimiento de un factor más significativo que el partido al definir 
claramente la fase de las políticas de una nueva “política administrativa”,5 


El énfasis y laconfianza que se reflejan en este pasaje son representati- 
vos del periodo que Chester Newland ha llamado los “años fundadores” y 
la “época de oro” de la administración pública.6 Tres factores sustentan las 
afirmaciones de Newland para la época en que escribió Durham: 1) la 
aceptada supremacía del ejecutivo, sobre todo del presidente; 2) las rela- 
ciones simbióticas entre política y administración, como esenciales en el 
gobierno, y 3) la presencia de una cohesiva red de administración pública 
que produjo un poderoso sentido de comunidad. Estos elementos también 
formaron una firme base para un naciente consenso acerca del carácter y 
el contenido de las relaciones intergubernamentales. E 

El término que Durham sugirió, política administrativa, no duró, pero 
fue claramente indicativo de la búsqueda de otro marco conceptual para 
captar y caracterizar los grandes cambios que estaban ocurriendo en las 
relaciones de política y administración. La tan discutida separación de la 
administración y la política pronto quedaría demolida. En su lugar, surgiría 
algo similar a un continuum de “la política en la administración”.7 El surgi- 


4 Ibid, p. 1. 

5 Ibid, p. 6. 

$ Chester A. Newland, Public Administration and Community: Realism in the Practice of Ideals 
(McLean, Va., Public Administration Service, 1984), 45 pp. 

7 Cheryl Miller Colbert, “An Empirical Analysis of Politics-in-Administration: State Agency 
and State Agency Head Participation in the Policy Process” (tesis doctoral, Universidad de Ca- 
rolina del Norte en Chapel Hill, 1983), 270 pp. Colbert descubre siete ejemplos en que aparece 
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miento del “gran gobierno” en los niveles local, estatal y nacional, desde los 
años treinta hasta los setenta pondría finalmente el debate en unos térmi- | 
nos más amplios y hasta ideológicos: la política del estado burocráti- 
co-administrativo. 

Es indiscutible que Durham tuvo razón al considerar las RIG, conceptual 
y operacionalmente, como una arena para la permanente mezcla (fusión) 
de política y administración, Su término política administrativa no sobrevi- 
vió, pero sí apresuró el fin de la dicotomía que Paul Appleby,3 Norton Long, 
Wallace Sayre,10 y otros confirmarían después. No hay que subestimar la 
importancia de la crítica de Durham a la dicotomía, tal como se aplicó al 
federalismo y a las RIG. Por ejemplo, Dwight Waldo, en The Administrative 
State (1948) observó: “Hay una clara similitud entre el rígido punto de vista 
política-administración y esa filosofía del federalismo que presentaba al 
estado y a la nación moviéndose silenciosamente y sin fricción, cada uno 
en su esfera separada”, 11 


La representación política y administrativa y las RIG 


Aunque Durham formaba parte de la corriente intelectual que atacaba la 
dicotomía política-administración, su análisis no fue tan profético respec- 
to a dos variables que él identificó explícitamente: 1) el partido político, y 
2) la profesionalización (la permanencia en el cargo). Durham proyectó la 
“importancia del partido [político]” como instrumento para producir una 
descentralización... del poder”.12 A este respecto, fue precursor de más ex- 
tensos desarrollos de la tesis del partido como descentralizador, de David 
Truman, 13 Morton Grodzins,14 William Rikerl5 y William Buchanan.!6 El 
descenso de la identificación y la lealtad al partido y la eficacia del partido 


el continuo de la política en la administración. Véase también Ralph Clark Chandler (comp.), A 
Centennial Bistory of the American Administrative State (Nueva York, Free Press, 1987), 611 pp. 

3 Paul H. Appleby, Policy and Administration (University, University of Alabama Press, 
1949), 173 pp. Ñ Et ! > 

9 Norton Long, “Power and Administration”, en Public Administration Review 9 (otoño de 
1949), pp. 257-264, ; Ñ ñ A 

10 Wallace Sayre, “Trends in a Decade of Administrative Values”, en Public Administration 
Review 11 (invierno de 1951), pp. 1-9; Wallace Sayre, “The Premises of Public Administration: 
Past and Emerging”, en Public Administration Review 18 (primavera de 1958), Pp. 102-105. 

11 Dwight Waldo, The Administrative State: A Study of the Political Theory of American Public 
Administration (Nueva York, Ronald Press, 1948), p. 128. 

12 Durham, “Politics and Administration in Intergovernmental Relations”, p. 6, 

13 David B. Truman, “Federalism and the Party System”, en Federalism Mature and Emer- 
gent, Arthur Macmahon (comp.) (Garden City, N. Y., Doubleday, 1955), pp. 115-136. 

14 Morton Grodzins, "American Politican Parties and the American System”, en Western 
Political Quarterly 13 (diciembre de 1960), pp. 974-998. 

15 Dos Biker, ae Origin, Operation, Significance (Boston, Little, Brown, 1964), 
169 pp. 

:s William Buchanan, “Politics and Federalism: Party or Anti-Party?”, en The Annals 359 
(mayo de 1965), pp. 107-115, 








3 
j 
¡ 


] 
s 











REFLEXIONES Y ORIENTACIONES 609 


son hechos que han planteado preguntas vigentes acerca de la relación (si 
la hay) del sistema de pártidos con las fuerzas centralizadora y descentra- 
lizadora, Un reciente informe de la ccr1, que pedía una reconstitución y un 
resurgimiento de los partidos políticos al nivel popular nos servirá como 
recordatorio de la persistencia y pertinencia de la cuestión, 17 

La oblicua referencia de Durham a la profesionalización tocó otra varia- 
ble cuyo efecto sobre RIG sólo pudo entrever, a finales de los años treinta. 
Los poderosos efectos centralizadores de la profesionalización. no fueron 
plenamente analizados y confirmados hasta varios años después. Una de 
las exposiciones más conspicuas y analíticas del alcance, la fuerza y el im- 
pacto de la profesionalización sobre las RIG fue presentada por Samuel Beer 
en su discurso presidencial en la Asociación Norteamericana de Ciencias 
Políticas, en 1977,18 

Al enfocar el “federalismo representativo”, Beer dio el tiro de gracia, por 
si se necesitara, a la dicotomía política-administración. Sostuvo que en los 
Estados Unidos habían evolucionado formas enteramente nuevas de in- 
fluencia, y que la original disposición federal les había dado acomodo en 
forma congruente con el carácter histórico, flexible y abierto de sus es- 
tructuras políticas. Las dos estructuras de intereses nacientes en Washington, 
según Beer, son los “tecnócratas” y los “topócratas”. Los primeros representan 
la “nueva profesionalización” en los gobiernos nacional, estatales y locales. 
Son el “complejo profesional-burocrático” de especialistas en programas 
funcionales, más fácilmente comprendidos como nexos verticales que for: 
man un “federalismo de cercados”, Ñ 

Los intereses topocráticos giran en torno de lo que Beer llama (y nos- 
otros) el cabildeo intergubernamental. Este puñado de grupos de interés 
—las asociaciones de políticos y administradores generalizadores a niveles 
estatales y locales— consta de gobernadores, legisladores de los estados, al- 
caldes, ejecutivos de condado y administradores de ciudades. Se han movi- 
lizado en nombre de varios intereses comunes para hacer sentir su presen- 
cia y su influencia en los salones del Congreso, la rama ejecutiva y hasta la 
judicatura. . 

La presencia de tensiones entre tecnócratas y topócratas no era nueva en 
los años setenta, Había salido a la superficie ya cuando Durham escribía a 
finales de los treinta, pero la investigación sistemática de sus rupturas apa- 
recería después en toda una variedad de formas y contextos. Sin embargo, 
no se debe pasar por alto la cuestión normativa planteada por estos con- 
flictos. ¿Cuál ha sido el efecto de estas nuevas formas representativas sobre 


17 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, The Transformation in Ameri- 
can Politics: Implications for Federalism (Washington, D. C., Government Printing Office, 
1986), 382 pp. Para los aspectos sobresalientes del informe, véase Comisión Consultiva de Re- 
laciones Intergubernamentales, “New Relationships in a Changing System of Federalism and 
American Politics”, en National Civic Review 75 (noviembre-diciembre de 1986), pp. 336-345, 

18 Samuel H. Beer, “Federalism, Nationalism, and Democracy in America”, en American 
Political Science Review 72 (marzo de 1978), pp. 9-21. 
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otros aspectos del proceso democrático? ¿Han causado los tecnócratas y los 
topócratas, como lo teme Beer, “disoluciones de la voluntad popular”? Pese 
a una representación corporativa y no personal, Beer concede que las dos* 
entidades han añadido fuerzas significativas al estado moderno. Empero, 
se pregunta si “esto puede estar costándole algo al gobierno libre”.19 


La responsabilidad administrativa y las RIG 


La preocupación de Beer acerca del gobierno representativo, los papeles 
administrativos (profesionales) y las RIG tuvieron antecedentes en el pensa- 
miento de Woodrow Wilson, casi un siglo antes. Observó Wilson: “Este en- 
trelazamiento de autogobierno local con autogobierno federal es un con- 
cepto totalmente moderno”.20 Pero Wilson vio la cuestión como asunto de 
responsabilidad administrativa, pues se apresuró a añadir: Para nosotros 
la pregunta es cómo nuestra serie de gobiernos dentro de gobiernos será 
administrada en tal forma que siempre vaya en interés del funcionario pú- 
blico servir no sólo a su superior sino también a la comunidad con los 
mejores esfuerzos de su talento y a plena satisfacción de su conciencia”.21 
Este punto pareció de tan grande importancia a Wilson que añadió: “Si 
resolvemos este problema, volveremos a pilotear el mundo”.22 

Para Wilson el federalismo (y las RIG) planteaban una básica cuestión de 
gobierno: ¿ante quién y en qué forma es responsable el administrador (in- 
tergubernamental) público? El administrador, según Wilson, no sólo está 
sujeto a su superior jerárquico o intergubernamental sino también a la co- 
munidad. Aquí, no alteraríamos su pensamiento si sustituyéramos comu- 
nidad” por “interés público”. Esta sustitución nos trae a la memoria la clá- 
sica discusión de 1940-1941 entre Carl Friedrich y Herman Finer, sobre la 
naturaleza de la responsabilidad administrativa y sobre cómo un adminis- 
trador público podrá servir mejor a los intereses del público.23 Friedrich 
sostuvo que las normas profesionales y la experiencia del administrador 
eran las claves básicas para guiar su conducta, Finer defendió la jerarquía 
y la supremacía de los superiores legislativos y ejecutivos al controlar las 
acciones administrativas. 

Wilson, como Friedrich y Finer, buscó una “solución” al problema de la 
responsabilidad administrativa. Según Wilson, encontrar una solución ca- 
pacitaría a los Estados Unidos a “volver a pilotear al mundo” y devolvería a 
los Estados Unidos su categoría de “capitán” entre la familia de las nacio- 


19 Ibid, p. 20. oa 

20 Wilson, “The Study of Administration”, p. 505. 

21 Ibid. 

E Ibid. mus a . ibili ” en 

23 Carl J. Friedrich, “Public Policy and the Nature of Administrative Responsibility”, en 
Public Policy: 1940, Carl J. Friedrich y Edward S. Mason (comp.) (Camibridge, Harvard Uni- 
versity Press, 1940), pp. 3-24; Herman Finer, “Administrative Responsibility in Democratic 
Government”, en Public Administration Review 1 (otoño de 1941), pp. 335-350. 





de 


nr cc ao 





j 





AAA iS 


REFLEXIONES Y ORIENTACIONES 611 


nes. Treinta años después de hacer esta declaración, Wilson trató de pilo- 
tear el barco del Estado norteamericano, en una ruta tendiente a dirigir al 
mundo (por vía de la Sociedad de las Naciones). Sin embargo, faltaban los 
faros de la responsabilidad administrativa y del autogobierno federal y lo- 
cal, como señaladores para sus posteriores cursos de acción. 


Gestión intergubernamental (616) 


Comenzando con su ensayo de hace cien años, Wilson reconoció, formuló 
con claridad y buscó activamente soluciones a las cuestiones administrati- 
vas. Acaso no se justificara su confianza en encontrar soluciones claras a 
éstos y otros problemas. Hoy, sin embargo, la complejidad del sistema in- 
tergubernamental parece ir en contra de unas soluciones estratégicas gene- 
rales, ya sea que las cuestiones abarquen una responsabilidad administra- 
tiva o redefinan más claramente los papeles y funciones de las diversas 
jurisdicciones políticas, 

El nacimiento del concepto de gestión intergubernamental (GIG) parece 
indicar este enfoque modesto, marginal y limitado a las cuestiones intergu- 
bernamentales. En el pasado decenio florecieron los ensayos, exposiciones 
y la investigación, bajo la rúbrica de la G1G.24 Tres de los conceptos defini- 
torios de GIG ejemplifican su enfoque, más limitado aunque no carente de 
importancia. Solución de problemas, capacidades de enfrentamiento y redes 
de comunicación son tres términos utilizados para definir el concepto, que 
subrayan los esenciales papeles de implementación de los administradores. 

Robert Agranoff enfoca la Arc en los programas de prestación de servi- 


* cios humanos, como “concepto nuevo para el estudio de asuntos entre go- 


biernos, que refleja el aumento de funcionarios públicos que trabajan en las 
márgenes entre sus gobiernos”.25 Las actividades que constituyen la G16 en 
un marco metropolitano, según Agranoff, “de ninguna manera conducen a 
cambios fundamentales en la estructura social ni resuelven problemas 
complejos dentro de las áreas metropolitanas”.26 Más ampliamente, Agra- 


24 Myrna Mandell, “Letters to the Editor: Intergovernmental Management”, en Public Ad- 
ministration Times 2 (15 de diciembre de 1979), pp. 2, 6; Daniel J. Elazar, “Is Federalism 
Compatible with Prefectorial Administration?”, en Publins: The Joumal of Federalism 11 (pri- 
mavera de 1981), pp. 3-22; Stephen L, Schechter, “On the Compatibility of Federalism and 
Intergovernmental Management”, en Publuis; The Jornal of Federalism 11 (primavera de 1981), 
pp. 127-141, Deil S. Wright, “Managing the Intergovernmental Scene: The Changing Dramas 
of Federalism, Intergovernmental Relations, and Intergovernmental Management”, en Hand- 
book of Organization Management, William B. Eddy (comp.) (Nueva York, Marcel Dekker, 
1983), pp. 417-454; Robert Agranoff y Valerie A. Lindsay, “Intergovernmental Management: 
Perspectives from Human Services Problem Solving at the Local Level”, en Public Administra- 
tion Review 43 (mayo-junio de 1983), pp. 227-237; Robert AgranotÉ, Intergovernmental Man- 
agement: Human Services Problem Solving in Six Metropolitan Areas (Albany, State University 
of New York Press, 1986), 199 pp. 

25 Agranoff, Intergoveramental Management, p. 1. 

26 Ibid, 


612 PASADO Y PRÓLOGO 


noff afirma que los tipos de problemas que enfoca la ia “no son el tipo de 
soluciones fundamentales que eliminan los grandes problemas sociales ni 
conducen a una sustancial realineación del sistema federal”,27 

El enfoque en la solución de problemas y el énfasis en la implementa- 
ción de la GI quedaron bien ilustrados en los capítulos anteriores. Sin em- 
bargo, aún están por explorarse los aspectos más generales y controvertidos 
de GIG. Aquí sólo intentaremos hacer una aclaración de estos problemas. 

La cc, con su marcado énfasis en la palabra gestión, no sólo ha ganado 
un uso extenso sino que también ha generado no pocas controversias. Esto 
es cierto particularmente cuando se cree que su enfoque implica o institu- 
ye un claro orden jerárquico en las relaciones entre jurisdicciones políticas, 

Stephen Schechter consignó una cuestión política implícita en el térmi- 
no gestión intergubernamental: 


La popular aceptación de la gestión intergubernamental no es una ocurrencia 
históricamente discreta, La premisa inicial de este artículo es que la “gestión in- 
tergubernamenta)” (como se ha desarrollado este término desde 1974) no debe 
interpretarse como un sueño del Presidente, sino como el remate de la revolución 
del siglo xx en la administración pública, anunciada inicialmente por Woodrow 
Wilson. Para sus partidarios, la “gestión intergubernamental” no sólo es compati- 
ble con el federalismo: es, a la vez, la extensión natural y elemento resucitador 
del doble compromiso con el federalismo y manageríalism en tiempos de esca- 
sez... de recursos y de liderazgo.28 


A Schechter no le preocupa que la GIG sea fundamentalmente incompa- 
tible con el federalismo, sino “simplemente que la relación constitucional 
entre los dos ha sido en gran parte ignorada”.29 En otra parte, Schechter 
contrasta marcadamente las diferentes orientaciones de los términos fede- 
ralismo y GIG: 


La diferencia básica entre federalismo y managerialism, y por tanto la tensión 
entre ellos, tiene que ver con finalidad y limitaciones. El fin del federalismo, al 
menos en el sistema norteamericano, es la libertad; el fin managerialism es la efi- 
ciencia. En este sentido, el desafío de la gestión pública consiste, en gran parte, 
en dirigir el “evangelio de la eficiencia” hacia los fines constitucionales de un go- 
bierno limitado.30 


En un panorama más vasto, la G1G puede interpretarse como importante 
manifestación de dos fuerzas organizativas prominentes e interrelaciona- 
das, en acción en los procesos políticos, económicos y sociales de los Esta- 
dos Unidos. Sheldon Wolin ha llamado a una de estas fuerzas “la era de la 


27 Ibid, 

28 ad “On the Compatibility of Federalism and Intergovernmental Management”, 
pp. 127-128. 

29 Ibid. p. 129. 

30 Jbid,, p. 136. 
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organización” 31 Hay que administrar organizaciones sociales, políticas y 
administrativas mayorés e inmensas, con poderes proporcionales. Hay que 
convencer, conducir o'incitar“a la acción a esas organizaciones, a sus sub- 
componentes y a sus miembros, hacia alguna meta prefijada. 

En el escenario político contemporáneo, grandes organizaciones admi- 
nistrativas, públicas o privadas, se han convertido en las instituciones bási- 
cas por medio de los cuales las personas cada vez obtienen mayores satis- 
facciones políticas y gratificaciones sociales y económicas. Muchas de estas 
satisfacciones y gratificaciones en un tiempo se obtuvieron por medio de 
las pautas tradicionales de participación política, como la actividad en los 
partidos políticos, clubes y asociaciones, Wolin afirma que el resultado ha 
sido la subliminación de la política, en que “el problema no es de apatía ni 
de decadencia de la política, sino de absorción de lo político en institu- 
ciones y actividades no políticas”,32 

Una segunda fuerza relacionada con la GIG es la intensificación de las 
regulaciones. Este aumento de las regulaciones puede remitirse a un dra- 
mático descenso de la confianza y la legitimidad, menor confianza entre 
los funcionarios públicos y en ellos, y el desplome de la legitimidad de las 
relaciones entre ciudadanos y agencias administrativas. Recurrir cada vez 
más a los litigios complica los aspectos operativos de la GIG. Produce mi- 
lares de problemas que sólo pueden ser resueltos por los tribunales, por 
recién inventadas unidades y procesos de apelación administrativa o, co- 
mo en ciertos casos ilustrativos presentados en este volumen, por media- 
ción, negociación, regateo y compromiso. 


Las interpretaciones de los tribunales 


Las anteriores reflexiones sobre las tendencias a largo plazo se han centra- 
do básicamente o en torno de desarrollos administrativos y de gestión, de los 
cuales han surgido, prosperado y alcanzado importancia las RIG. Desde lue- 
go, hay toda una gama de otros giros económicos, sociales, demográficos, 
jurídicos y políticos que podían considerarse como importantes factores 
contextuales que afectan las RIG. En esta sección y en la siguiente consi- 
deraremos sólo dos desarrollos jurídicos interrelacionados: 1) interpreta- 
ciones constitucionales, y 2) papel de los tribunales. Estos dos rasgos han 
salido a la superficie en formas variadas y reveladoras en los capítulos 1-X1. 

Hace un siglo, Woodrow Wilson definió la administración pública como 
“la ejecución detallada y sistemática de la ley pública”.33 Desde esta base 
definitoria, la administración pública, durante un siglo de desarrollo, saltó 
los límites estrechos y restrictivos de la ley para incluir la política, las 


31 Sheldon S. Wolin, Politics and Vision: Continuity and Innovation in Western Political 
Thought (Boston, Little, Brown, 1960), p. 260. 

32 Ibid, p. 353. 

3 Wilson, “The Study of Administration”, p. 496. 
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políticas y la gestión. Pero como ya se anotó en la sección anterior, un fac- 


tor directamente ligado a la gestión intergubernamental (GIG) es la intensifi- 


cación de las regulaciones y los litigios. 

El problema de los litigios queda ejemplificado por el explosivo creci- 
miento de estudios sobre la ley de transferencias federales. Los estudios 
sobre la regulación desde la perspectiva de la GIG son extensos.34 Sin em- 
bargo, en forma un tanto sorprendente, estos estudios tienden a utilizar el 
término federalismo para los más profundos análisis de los aspectos legales 
y cuasi legales de las relaciones nacionales, estatales y locales. Se pueden 
citar muchos ejemplos de análisis jurídicos, pero cualesquiera que sea su 
número y su variedad, los análisis introducen una curiosa ironía circular, 
La ci habría sido un concepto totalmente ajeno para Wilson y para otros 
de su época. Y sin embargo, el desarrollo de la Gia y la oleada de litigios 
que acompañó a su surgimiento han engendrado suficiente retrospección 
para que parezca plausible un renacimiento de la visión de la “ley pública” 
de Wilson para la administración pública. 

Sin embargo, la importancia contextual de las corrientes legales para las 
RIG es mucho más vasta que la judicialización de los procesos administrati- 
vos. Ha habido importantes cambios, a largo plazo, de las interpretaciones 
legales que han alterado fundamentalmente el carácter y el contenido de 
las relaciones nacionales, estatales y locales. Las piedras angulares de estos 
cambios interpretativos fueron 'coficisamente identificadas y resumidas 
por Wilson en su ensayo de 1887, En un alarde de retórica preguntó: “¿Qué 
hemos originado jamás, salvo las acciones del gobierno federal sobre los 
individuos y algunas funciones de la Corte Suprema?”35 

En el pensamiento de Wilson con respecto a las funciones de la Corte 
Suprema estaba, en primer lugar, la revisión judicial de las acciones del es- 
tado que pudiesen apartarse de la cláusula de supremacía. Desde luego, 
la adopción posterior de la XVI Enmienda (impuestos sobre la renta) a la 
Constitución, en 1913, echaría abajo una decisión de la Corte Suprema 
acerca de los poderes nacionales. Y también aportaría una poderosa ma- 
quinaria fiscal al gobierno nacional y un impacto indiscutible del gobierno 
nacional directamente sobre los individuos. 

Sin embargo, las interpretaciones de la Corte Suprema en los últimos 
treinta a sesenta años han abierto caminos totalmente nuevos para definir 
y para redefinir la relación constitucional entre el gobierno nacional y las 
jurisdicciones estatales y locales. Los dos pilares legales sobre los cuales se 
han abierto las expansivas puertas nacionales han sido las cláusulas de 
proceso debido y de protección igualitaria [duc process and equal protec- 
tion classes] de la XIV Enmienda. 


34 Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, Regulatory Federalism: Policy, 
Process, Impact, and Reform (Washington, D. C., Government Printing Office, 1984), 326 pp., 
y las referencias ahí citadas. 

35 Wilson, “The Study of Administration”, p. 503. 
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A partir del decenio de 1920 el Tribunal utilizó, primero, la cláusula del 
proceso debido de la XIV Enmienda, para incorporar elementos de la De- 
claración de Derechos, como restricciones a los gobiernos estatales y loca- 
les.36 Esta “doctrina de la incorporación” ha sido la base de un extenso y 
riguroso escrutinio por los tribunales federales, de una vasta gama de 
acciones estatales y locales. Más adelante, comenzando en los años cuarenta, 
llegando a su cúspide en Brown vs. Board of Education, en 1954, el Tribunal 
se lanzó a hacer una interpretación más amplia de la cláusula de protec- 
ción igualitaria.37 Estas dos líneas de casos jurídicos e interpretaciones 
han causado gran alteración a las relaciones constitucionales interguber- 
namentales, y también han producido intensas reacciones y controversias 
políticas. Los temas han sido tan variados como el aborto, las libertades 
cívicas, las responsabilidades de funcionarios públicos, las escuelas confe- 
sionales, los derechos de bienestar y los poderes de división por zonas. 


Papel de los tribunales 


Aparte de todas las interpretaciones y decisiones específicas de los tri- 
bunales está el papel general y autodefinido de los tribunales nacionales (y 
a veces estatales) para resolver disputas intergubernamentales, El actual 
activismo y la prominencia de las cortes nacionales al hacer frente a dispu- 
tas intergubernamentales, movieron a James Carroll a elaborar el concepto 
de “federalismo jurídico”.38 Carroll ve el papel de los tribunales nacionales 
como una respuesta a: 1) la desconfianza pública y el desencanto del go- 
bierno, y 2) el caos que, según se dice, existe en medio de la complejidad, la 
confusión y la incertidumbre de los programas administrativos interguber- 
namentales. 

Los litigios que han surgido de este caos administrativo, sugiere Carroll, 
han movido a los tribunales a hacer una nueva interpretación del federalis- 
mo, con tres componentes básicos: 1) el cuerpo de ley de transferencias 
que ha evolucionado para definir los derechos y deberes de todas las partes 
implicadas en la asistencia intergubernamental y los programas regulato- 
rios; 2) la responsabilidad personal por daños monetarios causados por 
funcionarios estatales y locales, y la responsabilidad institucional de los 


36 Gitlow vs. New York, 268 U. S. 652 (1925). La doctrina de la “incorporación selectiva” es 
analizada concisamente en The Constitution of the United States of America: Analysis and In- 
terpretation 92 Cong. 2a. sesión, 1978, S. Doc., pp. 899-907. 

31 Brown vs. Board of Education, 347 U. S. 483 (1954). Véase también The Constitution of 
the United States of America, pp. 1460-1527. Puede encontrarse un análisis extenso, informati- 
vo y profundo de la Corte Suprema como la institución política que es “el centro de las tor- 
mentas”, en David M. O'Brien, Storm Center; The Supreme Court in American Politics (Nueva 
York, Norton, 1986), 384 pp. 

35 James D. Carroll, “The New Juridical Federalism and the Alienation of Public Policy and Ad- 
ministration”, en American Review of Public Administration 16 (primavera de 1982), pp. 89-105, 
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gobiernos estatales y locales por violación de disposiciones constitucio- 
nales y estatutarias federales, y 3) el ejercicio, por las cortes federales, de 


un extenso poder de supervisión sobre agencias e instituciones estatales y * 


locales, cuyas acciones o políticas de operación sean juzgadas de dudosa 
validez constitucional. 

Uno de los rasgos más impresionantes que destaca Carroll acerca de los 
componentes del federalismo político es la atención de los tribunales a los ad- 
ministradores públicos y a la gestión pública. Carroll desarrolla un modelo 
para comprender esta atención, al que llama la enajenación de la política 
pública y la administración. “La enajenación de la política pública y la ad- 
ministración se deriva del hecho que la administración pública, hasta el 
punto que invoca el ejercicio del poder de la hechura de las políticas, es 
ajena al sistema constitucional de gobierno de los Estados Unidos.”39 Pero 
en la práctica real, los administradores sí hacen o influyen considerable- 
mente en las políticas. De este modo, los tribunales han podido disparar 
contra un blanco apropiado y “vulnerable”. Como observa Carroll: 


En este modelo, los tribunales dirigen sus órdenes al blanco apropiado cuando 
ordenan cambios en las políticas y procesos administrativos. Los tribunales in- 
tentan efectuar cambios en procesos mediadores complejos e integradores por los 
cuales se forjan importantes aspectos de las políticas. Ésta puede ser una estrate- 
gía más eficaz en muchos casos que dar órdenes a legisladores o a funcionarios 
políticos electos. Los funcionarios electos tienen bases independientes de apoyo 
político, así como poderes independientes de acuerdo con la doctrina de la sepa- 
ración de poderes. 

En este modelo, los tribunales dirigen Órdenes a la que bien puede ser la parte 
más vulnerable del sistema gubernamental. Un tanto irónicamente, el nuevo fede- 
ralismo político puede fortalecer la administración pública imponiendo nuevos 
requisitos que tendrán que satisfacerse, en parte, mediante la asignación de re- 
cursos y otras acciones de legisladores y otros funcionarios políticos. 40 


El análisis de Carroll puede interpretarse como una mezcla de relaciones 
institucionales adversas y subrogadas. El activismo de los tribunales ha co- 
locado a los administradores en relaciones adversas, llenas de tensión, con 
instituciones políticas establecidas constitucionalmente, a saber, la Presi- 
dencia, el Congreso y los estados (incluyendo a los gobernadores y las le- 
gislaturas estatales). Sin embargo, en muchos casos de los tribunales, los 
administradores locales, estatales y nacionales, son partes en juicios que in- 
cluyen a estas otras instituciones, De este modo, los administradores se 
han convertido en actores subrogados, por medio de los cuales los fallos de 
la corte alcanzan e influyen, mandan o controlan una respuesta de los cuer- 
pos de base constitucional. 

Hay una manera distinta o complementaria de enfocar este nuevo fede- 


39 Ibid, p. 100. 
40 Ibid,, p. 102. 
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ralismo jurídico, inteligentemente elaborada por David H. Rosenbloom,4 
Arguye Rosenbloom que “la judicatura ha respondido al surgimiento del 
estado administrativo” contemporáneo convirtiéndose en 'socio' de la 
administración pública”.42 El análisis de Rosenbloom llega más allá'de los 
asuntos intergubernamentales, pero su exposición se aplica con particular 
pertinencia y fuerza a las RIG. La “nueva asociación”, según Rosenbloom, 
se apoya en tres importantes pretextos legales. Uno de ellos es la extendida 
protección constitucional concedida a ciudadanos individuales, al entrar 
en contacto con administradores públicos y agencias administrativas. El 
segundo pretexto son los juicios de litigio público (especialmente los proce- 
sos de class-action), vehículo legal con vasto potencial para la participación 
judicial en la reforma de las instituciones públicas (como hospitales, prisio- 
nes, escuelas), El tercer pretexto es comparable a un punto establecido por 
Carroll, es decir, la muy extendida esfera de la responsabilidad legal de los 
administradores públicos. 

No es posible tratar aquí extensamente el análisis de Rosenbloom, pero 
tres aspectos pueden destacarse. Primero, desde un punto de vista descrip- 
tivo, pone un ejemplo del alcance y la profundidad de la participación 
de los tribunales en la supervisión administrativa judicial-interguberna- 
mental. 


Por ejemplo, en 1981, 48% de las asignaciones presupuestarias de Boston fueron 
“controladas” por jueces federales y estatales. Entre las funciones afectadas se 
encontraron educación pública, la selección de personal público, las cárceles, la 
vivienda pública y la atención a los retrasados mentales. Resulta notable que tan 
extensa “asociación” judicial con los administradores públicos haya sido estable- 
cida en gran parte por los propios tribunales, y no por medio de una legislación o 
una enmienda constitucional,43 


En segundo lugar, Rosenbloom nota que las disparidades entre las orien- 
taciones y actitudes de la judicatura prevalecientes en las culturas adminis- 
trativas e intergubernamentales “establecen una difícil asociación entre jue- 
ces y administradores públicos”.14 En tercer lugar, Rosenbloom propone 
varios caminos o modelos por los cuales futuros acomodos o ajustes puedan 
reducir o paliar las tensiones administrativo-judiciales. Estos caminos en 
particular no nos interesan aquí. Lo notable es el argumento de Rosen- 
bloom acerca de quién ejercerá importantes influencias sobre los futuros 


41 David H. Rosenbloom, “Public Administration and the Judiciary: The New Partnership””, 
en Public Administration Review 47 (enero-febrero de 1987), pp. 75-83, Para un conjunto de 
Opiniones extenso, variado y significativo sobre la relación de los tribunales con la política pú- 
blica y la administración pública, véase David M. O'Brien y Charles Wise (cormps.), “A Sympo- 
sium: Law and Administration”, en Public Administration Review 45 (número especial, no- 
viembre de 1985), pp. 641-804. 

42 Rosenbloom, “Public Administration and the Judiciary”, p. 75. 

3 Ibid., p. 76. 

44 Ibid. 
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alternativos: los administradores en general (y los administradores inter- 
gubernamentales en particular) afectarán poderosamente las tendencias 
probables, de modo que “mucho depende del futuro que busque la propia 
comunidad administrativa pública” .45 


Tendencias a corto plazo 


Las tendencias analizadas en la sección anterior se enfocaron a los cambios 
a lo largo del siglo, en dos arenas institucionales: desarrollos administrati- 
vo-burocráticos y cambios relacionados con los tribunales, En esta breve 
sección mantenemos este enfoque institucional. Aquí pondremos en relie- 
ve los grandes cambios a corto plazo, los que son identificables desde 1960. 
Hemos seleccionado este periodo por muy diversas razones, una de las 
cuales implica los considerables cambios ocurridos en las RIG durante los 
tres últimos decenios. Además, 1960 representó un hito para varios análi- 
sis fiscales y de políticas en los capítulos anteriores. 

Un camino abierto para considerar las corrientes identificadas desde 1960 
consiste en depender de una serie de juicios de “expertos” pronunciados por 
cercanos observadores de las RIG durante el periodo. En 1980, la ccrI anali- 
zó las calificaciones dadas por académicos a las principales tendencias de 
las RIG durante el periodo 1960-1980.46 En el cuadro XIL.1 se enumeran los 
acontecimientos en orden de importancia o de significación. En estas cali- 
ficaciones surgen varios temas prominentes. 

En primer lugar, las tendencias y los cambios fiscales son frecuentes y a 
la vez, ocupan una alta calificación. Entre ellos hay aumentos de los flujos 
de fondos intergubernamentales, mayor dependencia local de la ayuda 
intergubernamental, ensanchamiento de la ayuda federal así como cada 
vez mayores metas, e importantes cambios tanto en la ayuda estatal como 
en el impuesto a la renta estatal. Están bien documentadas la importancia 
y el carácter distintivo de las finanzas en las RIG. ] 

En segundo lugar, son evidentes los cambios económicos y demográfi- 
cos. Incluyen no sólo cambios de la ciudad central a los suburbios, sino 
también grandes cambios regionales y el desvanecimiento de los límites 
entre los sectores privado y público. Este último acontecimiento se en- 
cuentra ilustrado en las R1G, tal vez insuperablemente, por el creciente uso 
de intermediarios o third-parties al implementar los programas interguber- 
namentales, También presagió el aumento de la “privatización”, aconteci- 
miento que se intensificó durante la fase contractiva de las RIG después 
de 1980. 


45 Ibid, p. 81. . 

46 Richard L. Cole, Carl W. Stenberg y Carol J, Weissert, “Two Decades of Change: A Rank- 
ing of Key Issues Affecting Intergovernmental Relations”, en Publius: The Journal of Federal- 
ism 13 (otoño de 1983), pp. 113-122, 
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CUADRO X1.1. Principales corrientes que afectaron las RIG, 1960-1980 








Orden * + Tendencia o acontecimiento 
1 Incremento en el flujo de dólares federales a los gobiernos estatales y 
“locales. 

2 Descontento con el gobierno y creciente preocupación por la accoun- 
tability gubernamental, manifestados a finales de los años setenta. 

3 Creciente dependencia de los gobiernos locales (particularmente de 
las ciudades) de la ayuda estatal y federal. 

4 Creciente suburbanización y continua pérdida de población.de mu- 
chas ciudades centrales. 

5 Surgimiento de la competencia regional “Cinturón de la Nieve-Cin- 
turón del So)” y crecientes tensiones entre ricos y pobres. 

6 Un papel cada vez más importante de los tribunales en las áreas in- 
tergubernamentales, junto con una preocupación por la equidad en 
el sistema. 

7 Mayor regulación federal del uso de ingresos compartidos. 

8 “Ensanchamiento” de la ayuda federal, especialmente el Sistema Ge- 
neral de Participaciones. 

9 Aumento del número y la influencia de grupos de interés público 
con base en Washington. 

10 Confusión de los sectores privado y público. 

11 Mayor uso por el gobierno federal de fórmulas para canalizar los 
dólares de la ayuda federal. b 

12 Surgimiento y mayor influencia de cuerpos regionales de gobierno y 


coordinación (cos, organizaciones nacionales subestatales, organiza- 
ciones nacionales multiestatales). 


13 Aumento en la ayuda estatal a los gobiernos locales. 
14 Mayor adopción, por los estados, de impuestos sobre la renta. 
14 Nuevas o modernizadas constituciones de los estados, 





FUENTE: Richard L. Cole, Carl W. Stenberg y Carol S. Weissert, “Two Decades of Change: A 
Ranking of Key Issues Affecting Intergovernmental Relations”, en Publius: The Journal of Fed- 
eralism 13 (otoño de 1983), pp. 113-122. 


Un tercer elemento importante, tomado de las calificaciones del cuadro 
xn.1, es la significación de los cambios institucionales. En el contenido de 
cada punto varios son explícitos así como implícitos. Se nota el creciente 
papel de los tribunales, así como el surgimiento y el impacto de estructuras 
de base regional, tanto multiestatales como subestatales. También: se men- 
ciona la reforma de las constituciones de los estados. 

Sin embargo, la referencia a cambios constitucionales de los estados no 
alcanza a transmitir todo el impacto de los cambios institucionales a nivel 
estatal, La reasignación de las legislaturas estatales, las reformas y el resur- 
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gimiento de los tribunales de los estados, el liderazgo de los gobernadores 
y el crecimiento administrativo (en tamaño y en competencia) han rescata. 
do a varios estados, impidiendo que se convirtieran en “cascarones hue- 
cos”, y devolviéndoles a una viva y hasta vibrante participación en la guía 
intergubernamental.4? También las indicaciones de este resurgimiento de 
los estados están representadas por la voluntad política subyacente en las 
acciones fiscales de los estados por aumentar la ayuda estatal y por fijar 
nuevos impuestos. Un subproducto de las fuerzas institucionales estatales 
y locales es el papel de “representación”, antes observado por Beer e indi- 
cado por el punto 9 en el cuadro Xu.1, la influencia de grupos de interés 
público con base en Washington. 

Además de los cambios, institucionales claramente identificados en el 
cuadro XIL.1, en la lista de puntos se encuentran sumergidos otros dos. Son 
acontecimientos y cambios ocurridos en la Presidencia y el Congreso. Los 
flujos de dólares federales, sus metas y su ensanchamiento, la confusión de 
los sectores privado y público y otros cambios no fueron tendencias que 
crecieran por sí solas. Los primeros promotores de estos cambios fueron el 
Presidente y una legislatura nacional obediente o bien dinámica. 

Los altibajos de poder y de influencia entre el Presidente y el Congreso 
fueron un elemento significativo al dar una dirección a corto plazo a las 
RIG desde 1960. Sin embargo, el carácter y el contenido de la dinámica eje- 
cutivo-legislativa de Washington han sido afectados por importantes acon- 
tecimientos políticos y sociales, algunos de los cuales están o pueden estar 
más allá del control de cualquiera de los dos factores institucionales. A este 
respecto, se pidió a los mismos interrogados que produjeron la categoría 
del cuadro XHu.1, que catalogaran, por orden, los diez principales aconte- 
cimientos sociales y políticos que afectaron las RIG durante el periodo 
1960-1980. El cuadro X11.2 presenta los resultados de estas respuestas. 

En la lista sobresalen dos hechos políticos: las elecciones a la presidencia 
de Lyndon Johnson y de Richard Nixon. Acontecimientos políticos directa- 
mente relacionados son la guerra de Vietnam y Watergate. Fuerzas políti- 
cas de base muy extensa fueron desencadenadas por las crisis de la energía, 
los motines urbanos y el movimiento ambientalista, Sin embargo, en esta 
lista no aparece, explícitamente, el papel activista del Congreso al afectar 
los caminos seguidos a lo largo del extenso terreno de las RIG. Dentro de un 
momento hablaremos al respecto. 

Los cuadros XIL.1 y XI1.2 evalúan las tendencias y los hechos que afectaron 
las RIG hasta 1980. Si los análisis se hubiesen extendido al decenio de los 
años ochenta, ¿qué tendencias y hechos aparecerían, probablemente, en 


47 Mavis Mann Reeves, “Look Again at State Capacity: The Old Gray Mare Ain't What She 
Used to Be”, en American Review of Public Administration 16 (primavera de 1982), pp. 74-89. 
La obra completa y definitiva sobre la capacidad del Estado, escrita por Reeves, es Comisión 
Consultiva de Relaciones Intergubernamentales, The Question of State Capacity (Washington, 
D. C., Government Printing Office, 1985), 406 pp. 
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CUADRO X1.2. Catalogación de diez importantes hechos sociales y políticos 
que afectaron las relaciones intergubernamentales, 1960-1980 








Lugar Hecho 
Í * Guerra de Vietnam y resultante espiral inflacionaria. 
2 Crisis de la energía: 1973 y 1979, 
3 Elección de Lyndon Johnson: comienzo de la Gran Sociedad 
(1964). 
4 Cambios demográficos: creciente proporción de los elementos 
jóvenes y de los más viejos de la población. 
5 Aumento de población y de influencia política de los estados del 
Cinturón del Sol. l 
6 Crisis financiera de grandes ciudades, incluyendo la quiebra fis- 
cal de la ciudad de Nueva York, 
7 Motines urbanos, 1964-1968. 
8 Movimiento ambientalista. 
9 Elección de Richard Nixon: resultante * “Nuevo Federalismo” de 
comienzos de los setenta. 
10 Watergate. 





FUENTE: Richard L. Cole, Carl W. Stenberg y Carol S. Weissert, “Two Decades of Change: A 
Ranking of Key Issues Affecting Intergovernmental Relations”, en Publius: dh Journal of Fed- 
eralism 13 (otoño de 1983), pp. 113-122, 


una lista de acontecimientos comparables durante los ochenta? Los puntos 
en las siguientes listas informales serían probables candidatos a ser incluidos: 


Grandes corrientes que afectaron las RIG durante los años ochenta 


1. Flujo decreciente (sobre todo en términos relativos) de la ayuda fede- 
ral a los gobiernos estatales y locales. 

2. Duplicación de la deuda nacional, pasando de un billón de dólares a 
más de dos billones, 

3. Creciente déficit comercial y pérdida de competitividad de los Estados 
Unidos en el terreno internacional. 

4. Fin de la rebelión “fiscal” y continuado activismo estatal, elevando los 
impuestos. 

5. Intensificación de la “fiebre de los derechos”: recurrir a cargos y dere- 
chos de usuarios por parte de los gobiernos locales y estatales. 

6. Difusión de la privatización en toda una variedad de formas y tipos. 

7. Aumentada significación del “federalismo regulador”, 

8. Los gobiernos estatales persiguen activamente estrategias para el des- 
arrollo económico, a menudo vinculadas conscientemente con cambios 
en la política educativa. 











a 





622 PASADO Y PRÓLOGO 


Principales hechos políticos, sociales y económicos 
que afectaron las rIG durante los años ochenta 

1. La elección (1980) y la reelección (1984) de Ronald Reagan como pre- 
sidente. 

2. La miscelánea de la Ley de Reconciliación Presupuestaria, de 1981. 

3. La peor recesión desde los años treinta, en 1981-1982, 

4. Reagan ofrece las propuestas de Nuevo Federalismo (swaps y turn- 
backs) en 1982, pero los estados y el Congreso reducen o detienen los 
principales esfuerzos de la descongestión., 

5. Activismo de grupos ciudadanos por cuestiones sociales, por ejemplo, 
conducir en estado de ebriedad, las escuelas confesionales, el aborto. 

6. Decisión de la Corte Suprema en el caso García vs. La Autoridad Me- 
tropolitana de Tránsito de San Antonio (1985). 

7. Ley de Reforma Fiscal de 1986. 


Las tendencias y los hechos arriba observados son bastante familiares y 
no requieren mayor análisis. En cambio, volveremos al tema y las relacio- 
nes institucionales que han guiado este extenso conjunto de reflexiones a 
largo y a corto plazo, 

Debe notarse, ante todo, que sólo en el marco de tiempo del corto plazo 
se han analizado los papeles de las ramas ejecutiva y legislativa. Lo mismo 
puede decirse de los estados y las localidades. Estas entidades instituciona- 
les se manifiestan explícita e implícitamente en las corrientes y los hechos 
"que vimos en los cuadros XI1.] y XIL.2. 

A manera de contraste, la perspectiva a largo plazo, de 30 a 100 años, re- 
conoció la importancia y la influencia de otras dos instituciones políticas. 
Una de ellas son los tribunales, tanto sus interpretaciones específicas como 
su propensión al activismo judicial. La segunda forma institucional fue 
llamada diversamente como administración, burocracia y gestión. Estos 
términos, y las cuestiones relacionadas con ellos, significan el surgimiento 
(de todo un siglo) del estado administrativo, y los desafíos en él planteados 
a las RIG. 

En los contrastes antes descritos se halla, oculta, una cruda hipótesis acer- 
ca de las fuerzas que moldearon las rIG en decenios recientes y pasados. Es 
posible plantear brevemente esta hipótesis. Los cambios a corto plazo en 
las pautas de las RIG son causados por los presidentes, la acción del Con- 
greso y el activismo o la aceptación al nivel estatal. Sin embargo, los gran- 
des o seculares cambios de las RIG han sido influidos más poderosamente 
por fuerzas basadas en los tribunales o la burocracia. Esta hipótesis global, 
temporal e institucional no ha sido probada ni puede serlo, por la informa- 
ción descriptiva que aparece en este volumen. Se necesitan unos datos más 
rigurosos, sistemáticos y refinados para evaluar las fuerzas institucionales 
que hacen avanzar las RIG en una dirección y no en otra. Aunque la hipóte- 
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sis parece merecer un nuevo análisis, debemos desviar nuestra atención 
del pasado hacia conjeturas acerca de orientaciones futuras. 


ORIENTACIONES 


De la anterior exploración de las relaciones entre el centro y la periferia en 
los Estados Unidos durante el pasado siglo y un poco más, han surgido va- 
rios temas. Sobre una base de tiempo lineal hemos considerado institucio- 
nes, ideas, hechos y tendencias cubriendo diez, treinta, cincuenta y cien 
años atrás. Sin embargo, interpretar el pasado, con precisión o sin ella, es 
práctica ya establecida y hasta elogiada de políticos, académicos y otros. 
Hacer proyecciones acerca del futuro es una empresa más especulativa, 
y que puede poner en riesgo una reputación. Por ejemplo, hace diez años, 
un observador sumamente respetado predijo que los gobiernos estatales y 
locales dependerían cada vez más de la ayuda federal, y que los estados en 
particular se volverían actores menos autónomos y menos enérgicos en el 
sistema intergubernamental.48 Una evaluación más reciente (1985) de los 
cambios inminentes en las RIG decía que “mientras continúe la austeridad 
del presupuesto [nacional], los programas intergubernamentales seguirán 
contrayéndose, deteriorándose, perdiendo sus conexiones con los votantes 


+ y en algunos casos simplemente desapareciendo”, 49 


Los niveles en que nosotros proyectamos las futuras orientaciones son 
menos específicos y detallados que estas dos afirmaciones. En cambio, ana- 
lizamos dos categorías generales de expectativas. Una de ellas considera el 
equilibrio entre conflicto y cooperación, cuestión ya vieja en los análisis de 
federalismo y de RIG. La segunda se enfrenta a la relación entre el cambio y 
la continuidad en las RIG. 


Conflicto y cooperación 


El uso de la conjunción y en el título de este capítulo es deliberado. Signifi- 
ca que tanto el conflicto como la cooperación existen simultáneamente en 
las relaciones intergubernamentales pasadas, presentes y futuras. La tesis 
de Morton Grodzins acerca de la prevalencia de funciones compartidas, y 
la investigación y las conclusiones de Daniel Elazar acerca de la coope- 
ración en los Estados Unidos durante el siglo xix establecen un buen argu- 
mento en favor del predominio de la cooperación en las R1G.50 Los aconte- 


48 Leon D. Epstein, “The Old States in a New System”, en The New American Political System, 
Anthony King (comp.) (Washington, D. C., American Enterprise Institute, 1978), pp. 325-369. 

49 John E. Chubb y Paul E. Peterson, “Realignment and Institutionalization”, en The New 
Direction in American Politics, John E. Chubb y Paul E. Peterson (comps.) (Washington, D, C., 
Brookings Institution, 1985), p. 26. 

50 Grodzins, “American Political Parties and the American System”; Elazar, The American 
Partnership. 
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cimientos y la cooperación de las tres pasadas décadas han servido como 
parciales contrapuntos a estas tempranas interpretaciones, al afirmar que 


la competencia, la separación y el conflicto han superado a la cooperación * 


y el consenso. El análisis presentado en este libro señala dos conclusiones 
generales sobre la cuestión conflicto-cooperación y éstas, a su vez, sugie- 
ren varias observaciones acerca del futuro. 


Relación entre conflicto y cooperación 


La primera conclusión con respecto al conflicto y la cooperación es que no 
son extremos opuestos de un continuum o una gama. La presencia del con- 
flicto no indica la ausencia de cooperación. Por ejemplo, funcionarios de 
gobiernos estatales o locales pueden desafiar en un tribunal una acción 
de la APA, en una cuestión de contaminación del aire, y sin embargo pueden 
cooperar con la APA haciendo presión en el Congreso para que modifique 
una disposición estatutaria específica, y que asigne más fondos para com- 
batir la contaminación del aire. 

De la simultaneidad entre conflicto y cooperación surge otra conclusión. 
Esta circunstancia hace improcedente e inapropiada la pregunta de qué ras- 
go, cooperación o conflicto, domina a la otra, Tanto los funcionarios públi- 
cos como los académicos han planteado persistentemente esta pregunta, 
Prueba de ello es la observación de un funcionario ambiental estatal, quien 
aseveró que “90% de las relaciones federal-estatales no es de confrontación; 
del 10% que lo es, 90% de esas cuestiones se resuelven en un foro político o 
administrativo, no en los tribunales, y casi en todos los casos se puede evi- 
tar recurrir a los tribunales”.51 

A esta afirmación se le pueden poner al menos dos reparos: 1) si son pre- 
cisas las cifras de 90%, y 2) si es recomendable o pertinente para el estado 
cualquier proporción como estimación del equilibrio entre conflicto (con- 
frontación) y cooperación. Sin embargo, existen ciertos atisbos, contenidos 
en las palabras de este funcionario. 

Primero, la declaración reconoce la presencia inevitable de cierto grado 
de conflicto en torno de las cuestiones intergubernamentales. Reconocer y 
aceptar la presencia y hasta las posibilidades positivas del conflicto, es un 
constructivo primer paso en el funcionamiento de un actor interguberna- 
mental. En suma, el conflicto no es un estado patológico. 

Una segunda idea de la cita anterior es el énfasis que hace en los cami- 
nos políticos y administrativos como medios para la resolución de confron- 
taciones intergubernamentales. Se necesitan experiencia, habilidad y bue- 
nos “mapas” para recorrer los caminos de la resolución de conflictos en las 


51 Sally K, Fairfax y Richard Cowart, State-Federal Relations: A Practitioner's Guide to the 
Law and Politics of Federalism (Berkeley, Institute of Governmental Studies, University of Cal- 
ifornia, 1984), p. 6. 
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RIG. El episodio siguiente nos ofrece un ejemplo de una hábil resolución de 

conflictos estatal-nacionáles en el Oeste, 
Los administradores estatales saben que la presión política es, a menudo, más rá- 
pida, menos costosa y menos divisiva que un proceso en un tribunal. Por ejem- 
plo, seis gobernadores de estados del Oeste recientemente unieron sus fuerzas en 
una sola sesión, y muy rápidamente revirtieron el plan del secretario Watt de 1982, 
de arrendar enormes áreas de tierras federales carboníferas. El plan de Watt 
socavaba a los gobernadores que durante muchos meses habían trabajado pacien- 
temente con representantes de agencias federales para fijar unos minuciosos ca- 
lendarios y prioridades para el arrendamiento del carbón. Cuando la nueva polí- 
tica pareció frustrar sus ésfuerzos, los estados habrían podido litigar sobre el 
asunto, afirmando que había habido violación de toda una variedad de estatutos 
ambientales. Pero no lo hicieron. En cambio, los seis gobernadores solicitaron una 
reunión con el secretario. Después de una sesión tormentosa, el secretario Watt 
salió afirmando que había “tranquilizado” a los estados. En realidad, silenciosa- 
mente abandonó sus propios planes y restableció las prioridades de los gober- 
nadores en materia de arrendamiento del carbón.52 


La confrontación descrita entre el secretario Watt y los gobernadores del 
Oeste puede combinarse con la anterior cita de un funcionario ambiental 
estatal, para obtener una tercera idea. El conflicto (y su resolución) es una 
mezcla curiosa y condicionada de imagen así como un hecho objetivo (o 
“realidad”). El simple “conocimiento de los hechos” probablemente no 
aporte una base suficiente para comprender, enfrentar y resolver los con- 
flictos de RIG. Es indispensable cierta sensibilidad de lo que hemos llamado 
las perspectivas, opiniones o imágenes de los participantes, para manejar 
conflictos de RIG y de cualquier otro tipo. 


Conflicto y cooperación en el futuro 


¿Qué reserva el futuro a las variables de cooperación y conflicto en las RIG? 
¿Qué factores o fuerzas probablemente promoverán un crecimiento o una 
declinación de cada una de estas pautas de conducta entre actores intergu- 
bernamentales? Enfrentaremos primero la dimensión “conflicto”. 

Como proposición general, diremos que se espera que aumente el nivel 
de conflicto, confrontación y litigios en las rIG. Parece probable que una 
combinación de fuerzas promueva intensificados conflictos, Un grupo de 
factores son la falta de un robusto desarrollo económico y la continuación 
de la austeridad fiscal en el sector público. La ausencia de un “pastel cre- 
ciente” (en términos fiscales) probablemente producirá mayores situa- 
ciones de recursos de suma cero. Estas condiciones, a su vez, engendrarán 


52 Ibid, p.24. 
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unas circunstancias cada vez más polarizadas, a saber, más conflictos y 
confrontaciones, 

Otro factor que contribuirá a causar más conflictos en las RIG es la exten" 
sión de acciones reguladoras, especialmente por el gobierno nacional, En 
el capítulo x indicamos que una mayor regulación es virtualmente sinóni- 
mo de más conflicto intergubernamental. Si la arena de la política regu- 
ladora llega a ocupar un lugar cada vez mayor, entonces resulta razonable 
esperar que el conflicto se vuelva más generalizado en las RIG. 

Íntimamente relacionado con la política reguladora se encuentra otro fac- 
tor que conduce a conflictos en las RIG, a saber, los litigios. La base le- 
galmente fundada de las regulaciones podrá ofrecer mayor oportunidad al 
conflicto, pero se requiere una disposición particular entre funcionarios y 
ciudadanos para recurrir a los tribunales y para convertir las diferencias de 
opinión gubernamentales o interpersonales en confrontaciones formales, 
La predisposición a valerse de los tribunales como vehículos para la solu- 
ción de conflictos en las RIG tiene numerosos precedentes. Sin embargo, 
surgen preguntas cruciales cuando se recurre a los tribunales y se depende 
de ellos con frecuencia inaceptable. Desde luego, es difícil determinar exac- 
tamente cuándo se ha llegado al nivel “inaceptable”. 

El análisis de las políticas reguladoras constituye un recordatorio de otras 
predicciones acerca de las tendencias futuras de los conflictos en las RIG. 
Primero, la extensión y el grado del conflicto probablemente variarán se- 
gún la arena política. Las políticas en el campo de la regulación parecen 
destinadas a generar el más alto nivel de conflicto. Las políticas redistribu- 
tivas son capaces de precipitar un segundo nivel de conflicto, seguido a su 
vez por cuestiones de jurisdicción y de límites. Las políticas distributivas y 
de desarrollo probablemente sean las que generen los más bajos niveles de 
conflicto, 

Una segunda variante en los niveles de conflicto estará relacionada con 
factores específicos regionales o estatales, Las cambiantes fuerzas y flaque- 
zas de las economías estatales y regionales podrán vincularse con niveles 
de conflicto reveladoramente distintos. Los estados con economías fuertes 
parecen destinados a menores niveles de conflicto intergubernamental que 
los que tienen unas bases económicas débiles y en decadencia. 

¿Cuáles son las perspectivas de una mayor cooperación en la esfera in- 
tergubernamental? Al punto, se nos vienen tres a la mente, basadas en las 
cuestiones y los hechos examinados en los capítulos 1-X1. Una de ellas de- 
pende de la tecnología de la información. Las otras dos pueden clasificarse 
más apropiadamente como mejoras de la “tecnología social”. | 

En el capítulo 11, bajo la fase descriptiva “miren a su alrededor”, se anali- 
zó y se ilustró la idea de compartir la información. El desarrollo y la difu- 
sión de las tecnologías informativas, las microcomputadoras y computado- 
ras centrales ofrecen canales literalmente ilimitados para compartir la 
información como base para cooperación en las RIG. Por ejemplo, en las 











DAR RN AL idAS 


REFLEXIONES Y ORIENTACIONES 627 


ciudades de tamaño mediano, al oeste del río Mississippi, está surgiendo 
una asociación llamada Western Police Planners' Association. Esta red inter- 
urbana puede ser el vehículo para intercambiar una vasta gama de métodos 
y de estrategias para aplicar mejor la ley.53 Las computadoras ofrecen un 
medio natural, importante y eficiente para compartir así la información. 
La información es casi siempre condición necesaria para la cooperación; 
sin embargo, no es condición suficiente para la cooperación. 

Una segunda base para una mayor cooperación se apoya en la tecnología 
social de la resolución de disputas. En los capítulos 11, VIN y Xx ofrecimos 
ejemplos de estrategias de mediación. La mediación de disputas en RIG es 
un enfoque en la resolución de conflictos sin recurrir a los tribunales ní a 
estrategias, encubiertas o disimuladas, de influencia política. Desde este pun- 
to de vista, la mediación es una estrategia intermedia potencialmente vasta 
entre los juicios en los tribunales y las formas tradicionales de influencia 
política. Vista desde una perspectiva institucional, la mediación es un ve- 
hículo para aliviar la potencial sobrecarga de los tribunales y para llegar a 
acuerdos en circunstancias en que los tradicionales canales políticos no 
pueden ya contener el conflicto, 

Un tercer medio importante de mayor cooperación en las RIG se centra 
en el concepto de implementación efectiva. Desde luego, ya hemos exami- 
nado la implementación en varios contextos diferentes, en capítulos anterio- 
res. En estos análisis, temas importantes fueron las dificultades de imple- 
mentar los programas intergubernamentales. Semejantes dificultades suelen 
generar considerables conflictos intergubernamentales. Por ello, las mejoras 
a la teoría y la práctica de la implementación deben reducir los conflictos y 
promover unas RIG menos accidentadas y más cooperativas. 

Gran parte de la investigación y de las teorías acerca de la implementa- 
ción en general y de la implementación de las RIG en particular ha mostra- 
do un claro tono negativo,54 Una manera sencilla de expresar el mensaje 
es: “¡No se puede llegar allí partiendo de aquí!” No es imposible una buena 
implementación de las RIG; sólo es difícil y requiere estrategias creativas y 
deliberadas.55 : 

Una guía sencilla y hasta simplista para mejorar la implementación es la 
regla que encontramos en el capítulo 11: “Toquen todas las bases”. Esta re- 
gla para jugar la partida de la rIG simplemente recuerda al actor que debe 


53 Roxy Ann Mitchem-Horn, “Intercity Networks as an Aspect of Intergovernmental Rela- 
tions” (documento realizado para satisfacer requerimientos de carrera en la División de Ad- 
ministración Pública, Universidad de Nuevo México, mayo de 1987), 18 pp. 

54 Jeffrey L. Pressman y Aaron Wildavsky, Implementation: How Great Expectations in 
Washington Are Dashed in Oakland (Berkeley, University of California Press, 1973), 182 pp. 
Véase tambiénTeffrey L. Pressman, Federal Programs and City Politics (Berkeley, University of 
California Press, 1975), 162 pp. 

55 Walter Williams et al, Studying Implementations: Methodological and Administrative 
Issues (Chatham, N. J., Chatham House, 1982), 184 pp. Véase también Robert $. Montjoy y 
Lawrence J. O'Toole, Jr., “Toward a Theory of Policy Implementation; An Organizational Per- 
spective”, en Public Administration Review 39 (septiembre-octubre de 1979), pp. 465-476, 





628 PASADO Y PRÓLOGO 


“hacer un mapa” del terreno que deberá atravesar el viaje de la implemen- 
tación de programas. El enfoque, si puede dársele este nombre, se podría 
llamar “de trazar mapas por adelantado”. Un enfoque más significativo y 
elegante, pero también más exigente, es el que Richard Elmore describe 
como “mapa hacia atrás”.56 Aquí, el encargado de la implementación co- 
mienza con el producto final de la conducta o resultado deseado. Va enton- 
ces retrocediendo en el tiempo y/o en la secuencia lógica preguntando, en 
efecto, qué se debe cambiar para producir el deseado resultado final. 

Hemos de hacer un comentario final acerca de la cooperación, antes de 
enfocar las dimensiones del cambio y la continuidad. Este punto se puede 
resumir como “la ley de la cooperación creciente”. Esta “ley” no es una re- 
gla de conducta en un sentido universal, sino un recordatorio de los descu- 
brimientos de la investigación de Peterson (en el capítulo VI) sobre la 
implementación de programas.57 Peterson descubrió que, con el tiempo, las 
relaciones intergubernamentales evolucionaban, partiendo de unas pautas 
iniciales y a menudo de altos conflictos hacia un conjunto de interacciones 
que eran al menos cooperativas, si no consensuales. Según este descubri- 
miento, la resistencia y la tolerancia del conflicto pueden surgir como virtu- 
des administrativas básicas. La lección es: toleren la tensión, después las 
cosas mejorarán. Sin embargo, debe reconocerse que tanto esta lección como 
la “ley” antes mencionada son contingentes o condicionadas. Mucho de- 
pende de valores más generales, que van más allá del alcance y el contenido 
del conflicto y la cooperación. 


Cambio y continuidad 


En los primeros párrafos de este volumen citamos la intención del presi- 
dente Reagan de producir grandes cambios en las relaciones nacionales, 
estatales y locales. Sus declaraciones y los resultados que tuvieron indican 
notables cambios del carácter y el contenido de las RIG, ¿Qué importancia 
tienen esos cambios? ¿Cuál es el equilibrio entre el cambio y la continuidad? 


¿Cuánto cambio? 


Las opiniones difieren considerablemente con respecto a los cambios de 
política doméstica en general y con respecto a las RIG en particular. Por 
ejemplo, Chubb y Peterson arguyen que Reagan concibió una. realinea- 


56 Richard F. Elmore, “Backward Mapping: Implementation Research and Policy Deci- 
sions”, en Studying Implementation: Methodological and Administrative Issues, Walter Williams 
et al. (Chatham, N. F., Chatham House, 1982), pp. 18-35. y o 

57 Paul E. Peterson, “When Federalism- Works”, en Comisión Consultiva de Relaciones In- 
tergubernamentales, Emerging Issues in American Federalism: Papers Prepared for acir's 25th 
Anniversary (Washington, D.C., Government Printing Office, 1985), pp. 13-25. 
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ción política”,58 el equivalente funcional de la política pública en la última 
parte del siglo xx, de la realineación electoral y de partidos que hubo en las 
“elecciones críticas” de los decenios de 1890 y de 1930, Chubb y Peterson 
hasta titularon su libro The New Direction in American Politics. 

Otro minucioso observador de las k1G, Richard Nathan, notó en 1986 que 
“los efectos de Ronald Reagan sobre el federalismo norteamericano... indi- 
can que ha ocurrido un gran cambio.59 También sostuvo, en 1982, que es- 
taban ocurriendo “cambios fundamentales” en las RIG.60 Sin embargo, al 
interpretar la filosofía de Reagan de reducción del gobierno doméstico, 
Nathan observó los efectos no previstos ni intentados de las políticas de 
reducción y de devolución del gobierno. “Han tenido un efecto estimulante 
sobre los gastos en los niveles estatales y locales, particularmente al nivel 
estatal”.61 Este efecto de compensación o de equilibrio indicó a Nathan “lo 
difícil que es hacer cambios al sistema político norteamericano”.62 Con- 
cluyó que “Ronald Reagan ha sido un líder eficiente en Washington, dejan- 
do:su huella sobre la política doméstica del gobierno nacional de los Estados 
Unidos, pero en un sentido real su huella parece haber.sido borrada -—no 
entera, sino parcialmente— por políticas y acciones estatales y locales”,63 


¿Cuánta continuidad? 


Otros observadores atribuyen considerablemente menos impacto a la “re- 
volución” de Reagan. En “El reaganismo y la búsqueda de una filosofía pú- 
blica”, Hugh Heclo duda de que la filosofía reaganista, de “menos gobier- 
no” hubiese ganado la batalla por el espíritu público.54 Ofrece la siguiente 
evaluación: 


En el decenio de 1980, los norteamericanos en general no han deseado depender 
menos de Washington, principalmente porque desean una buena medida de se- 
guridad en sus vidas, desde depósitos en el banco hasta seguridad y asuntos am- 
bientales, atención a la salud e ingresos para los jubilados. Este subyacente deseo 
de seguridad es una de las grandes frustraciones para el reaganismo: dejada en 
libertad de elegír (según la frase de Milton Friedman) la gente prefiere algo menos 
arriesgado que los mercados libres y la problemática ayuda de amigos, vecinos y 
patrones.65 


58 Chubb y Peterson, “Realignment and Institutionalization”, p. 25. 

59 Richard P. Nathan, “Institutional Change under Reagan”, en Perspectives on the Reagan 
Years, John L. Palmer (comp.) (Washington, D. C., Urban Institute Press, 1986), p. 143. 

$0 Richard P. Nathan, “Fundamental Changes in the '80s”, en National Civic Review 71 (no- 
viembre-diciembre de 1982), pp. 516-517. 

$1 Nathan, “Institutional Change under Reagan”, p. 143. 

62 Ibid, 

$3 Ibid. 

$4 Hugh Heclo, “Reaganism and the Search for a Public Philosophy”, en Perspectives on the 
Reagan Years, John L. Palmer (comp.) (Washington, D. C., Urban Institute Press, 1986), pp. 31-63. 

65 Ibid, p. 59. 
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John Palmer observó reflexivamente los cambios políticos de los años 
ochenta.66 Nos sugiere que una “tregua”, en lugar de una “revolución” es 
una mejor descripción de lo logrado por Reagan: 


Estas observaciones parecen sugerir que la “revolución de Reagan” pueden no 
ser, en realidad, más que la “tregua de Reagan”. Hasta cierto punto, creo que esto 
es verdad. Aunque muchos conservadores, incluso el Presidente, han hablado 
como si hubiesen emprendido un gran desmantelamiento de los programas do- 
mésticos federales, es claro que no lo han logrado... De hecho, lo verdaderamen- 
te notable es lo grande que sigue siendo el papel doméstico federal, dada la popu- 
laridad del presidente, la orquestación generalmente hábil de la búsqueda de una 
agenda de las políticas de su administración, y las consiguientes presiones fiscales 
para la reducción.67 


Palmer dice, más adelante, que “de momento, los argumentos del gobier- 
no acerca de la ineficacia de muchos programas sociales parece ejercer 
considerable impacto entre el público”.68 También observa que las respues- 
tas de los gobiernos estatales y locales a la reducción doméstica nacional 
han intensificado la credibilidad de los argumentos del gobierno en pro de 
la descentralización. “En pocas palabras, estos niveles más bajos de gobier- 
no han demostrado considerable capacidad de compromiso con la presta- 
ción equitativa e innovadora de una vasta gama de servicios públicos, con- 
siderados de interés nacional”.62 

Entonces, ¿cómo hemos de interpretar los efectos de los años de Reagan 
sobre las r16? En el capítulo m llegamos a la conclusión de que los esfuer- 
zos del gobierno habían causado una “reorientación” de los programas, las 
políticas y las relaciones intergubernamentales, Esto no es una “revolución” 
ni una “tregua”, aunque esté mucho más cerca de esta última que de la pri- 
mera. Los cambios promovidos y logrados durante los años de Reagan 
fueron importantes y de vastas consecuencias, pero tanto las ideas como 
los resultados deben verse en un más vasto contexto político y temporal. 

Primero, atribuir casi todos o todos los cambios al Presidente es hacer 
un exagerado énfasis en una sola fuente o actor, por muy poderoso que se 
presuma sea el actor, No hay ni un solo funcionario que pueda ser el arqui- 
tecto controlador de la gama, la diversidad y la complejidad de las RIG. En 
segundo lugar, como lo han notado ya dos observadores, “Ronald Reagan 
avanzaba con la corriente, y no contra ella”.70 El punto decisivo de la caída 


66 John L. Palmer, “Philosophy, Policy, and Politics: Integrating Themes”, en Perspectives on 
the Reagan Years, John L. Palmer (comp.) (Washington, D. C., Urban Institute Press, 1986), 
pp.175-205. 

$1 Ibid,, p. 185. 

$8 Ibid., p. 196, 

$9 Ibid. Ñ 

70 David R. Beam y J. Edwin Benton, “Intergovernmental Relations and Public Policy: 
Down the Road”, en Intergovernmental Relations and Public Policy, J. Edwin Benton y David 
R. Morgan (comps.) (Westport, Conn., Greenwood Press, 1986), p. 208. 
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de la ayuda federal (para cada medida relativa) fue 1978. La Proposición 13, 
también de 1978, y otros factores, cristalizaron la opinión pública (inclui- 
da una menor confianza y seguridad) contra el “gran” gobierno. Y esto pro- 
dujo lo que Heclo llama “nacionalismo antigubernamental”.71 y 

Un tercer factor arguye en contra de que la presidencia de Reagan fuese 
la fuerza exclusiva de la reorientación de las RIG durante los años ochenta. 
Un papel más modesto lo sugieren las continuidades que persisten en la 
dinámica intergubernamental, sucintamente resumidas por Chubb y Pe- 
terson. 


Sin embargo, el cambio de dirección ha sido limitado por el sistema complejo, 
institucionalizado e intergubernamental que evolucionó durante las décadas an- 
teriores. Mientras se han reducido los gastos, los propios programas específicos 
siguen casi intactos, apoyados por coaliciones en el Congreso de los dos partidos, 
que responden a las presiones de grupos de interés y a las demandas de funciona- 
rios estatales y locales. La mayor parte del dramático cambio de las políticas se 
ha limitado a los nivéles de gasto. El marco institucionalizado del sistema federal 
está respondiendo mucho más lentamente a la revolución de Reagan. 72 


Perspectivas y alternativas 


El análisis anterior no pretendía disminuir ni menospreciar la importancia 
de los cambios promovidos y logrados durante los años de Reagan. Sin du- 
da, la modificada agenda de cuestiones de RIG pudo atribuirse claramente 
a la personalidad y las propuestas del Presidente. Los cambios incluyeron 
el fin (por eliminación o consolidación) de centenares de programas de 
transferencias; un tope, generalmente eficaz, a nuevos programas de trans- 
ferencias el progresivo descenso de los fondos en dólares reales para los 
restantes programas de ayuda y las modificadas expectativas de los fun- 
cionarios estatales y locales con respecto a la ayuda nacional. En todos 
estos cambios, el tema común es un denominador fiscal, y este tema fue 
atinadamente resumido por dos miembros del personal de la ccrI en 1982: 
“Austeridad es igual a descentralización”.73 

La “fiscalización” del debate por los cambios en las RIG tuvo consecuen- 
cias variadas a la vez sobre sus adversarios y sus partidarios. Para los 
adversarios, entablar la batalla en términos fiscales los puso a la defensiva 
ante el escepticismo público acerca del gasto y el déficit. Pero su enfoque en 
las finanzas les permitió depender de las defensas institucionales y legales. 

Para quienes proponían el cambio, encabezados por Reagan, los debates 
sobre la base de dólares les dieron unas ventajas tácticas a corto plazo que, 


71 Heclo, “Reaganism and the Search for a Public Philosophy”. 

72 Chubb y Peterson, “Realignment and Institutionalization”, p. 26, 

73 Susannah Calkins y John Shannon, “The New Formula for Fiscal Federalism: Austerity 
Equals Decentralization”, en Intergovernmental Perspective 8 (invierno de 1982), pp. 23-29. 
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sin embargo, se lograron al costo de algunas desventajas a largo plazo. Si 
es válida la tesis, de los fundamentos burocrático y judicial planteada antes 
en este capítulo, entonces hay que hacer frente a variables más estratégicas 
que las finanzas. Hay que hacer frente a los tribunales, al federalismo regu- 
lador y al estado burocrático-administrativo. 

En la actualidad, la tendencia y presunción hacia la centralización se 
han sostenido. Si se puede revertir esta tendencia -—cambiarla hacia la 
descentralización— dependerá de estrategias que trascienden las finanzas. 
A finales de 1986 se vio que el gobierno de Reagan tenía conciencia de la 
necesidad de una estrategia más vasta, con la publicación del informe del 
Consejo de Política Interna: The Status of Federalism in America.?* Este in- 
forme y otras dos declaraciones políticas generales forman la base para 
analizar tres proyecciones contrastantes acerca de las orientaciones prefe- 
rentes para las RIG en la década siguiente: 1) restauración, 2) continuación 
y 3) rechazo. 

El informe del Consejo de Política Interna fue producto del Grupo de 
Trabajo sobre Federalismo (interagencias). Sus esfuerzos, de varios años, 
dieron por resultado un tronante documento, de 87 páginas, cuyo tono pue- 
de captarse con una sola frase del resumen ejecutivo: “En los últimos 200 
años se ha presenciado la pérdida de la fuerza vital del federalismo como 
principio constitucional y político para asignar poder gubernamental entre 
los estados y Washington”.75 La culpa de esta decadencia fue atribuida en 
parte al Congreso por sus “voraces ampliaciones” del poder del comercio, 
la autoridad de gasto y la cláusula necesaria y adecuada (de poderes implí- 
citos).76 Sin embargo, toda la ira del Grupo de Trabajo se dirigió contra la 
Corte Suprema. “La Corte Suprema, fnediante el poder de interpretación 
constitucional, ha sido la fuerza dominante en la decadencia del federalis- 
mo, ya sea por ratificar acciones emprendidas por las ramas políticas del 
gobierno o por interpretar (de hecho, enmendar) la Constitución para 
imponer limitaciones a los estados, limitaciones no expresadas en la pro- 
pia Constitución.”?7 

Huelga enumerar los detalles del “argumento” contra la Corte Suprema. 
Ya hemos visto antes algunos, como los del caso García. Más oportunas son 
las acciones o “reformas” sugeridas para devolver el equilibrio de las re- 
laciones nacional-estatales. Se sugerían varias acciones legislativas y eje- 
cutivas, por ejemplo, exigir que todos los proyectos de ley llevaran una 
“declaración de impacto sobre el federalismo”, y una orden judicial que 
requiriera una declaración de evaluación del federalismo para todas las 
normas y regulaciones de agencias. 


74 Domestic Policy Council, The Status of Federalism in America: A Report of the Working 
Group on Federalism (Washington, D. C., Oficina Ejecutiva del Presidente, 1986), 87 pp. 

75 Ibid, p. 1. É 

76 Ibid, p.2. z 

7 Ibid. 
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A pesar de todo, en la arena constitucional el informe se mostraba pru- 
dente y curiosamente vago. No sugería alteraciones constitucionales espe- 
cíficas, y sólo mencionaba dos áreas generales de enmiendas probables: 
1) cambiar los procesos de toma de decisiones para proteger a los estados, 
y 2) definir más estrechamente las facultades emtmeradas del gobierno na- 
cional. Desde la publicación del informe han surgido varias posibilidades 
de enmienda, pero su apoyo no ha cristalizado detrás de alguna propuesta 
importante. p 

En contraste con el objetivo de restauración expresado por el Consejo de 
Política Interna, un informe del Comité sobre Federalismo y Propósito 
Nacional precisaba lo que podríamos describir como una alternativa de 
continuación.78 El Comité se reunió en el verano de 1984, bajo los auspi- 
cios de la Conferencia Nacional sobre Bienestar Social. Los copresidentes 
fueron el senador republicano Daniel J. Evans, de Washington, y el enton- 
ces gobernador de Virginia, Charles S. Robb. El grupo, de muy diversas 
representaciones, incluía académicos (Beer y Nathan), otros funcionarios 
públicos (senadores, representantes, gobernadores, alcaldes), y ciudadanos 
privados, incluido Richard S. Williamson, portavoz del gobierno de Rea- 
gan en las negociaciones sobre Nuevo Federalismo de 1982. 

El informe del Comité fue emitido en diciembre de 1985, Reconocía el 
alcance de las preocupaciones y la importancia constitucional del federa- 
lismo, pero se enfocaba en el sistema de transferencias intergubernamen- 
tales. El carácter y el contenido de las propuestas de políticas pueden cap- 
tarse a partir de unas cuantas declaraciones seleccionadas:79 


* Nuestro sistema de federalismo necesita una completa revisión. 

* Nuestra incapacidad de resolver problemas sociales es en gran parte, 
falla del sistema intergubernamental. 

* Los Estados Unidos nunca han desarrollado una razón filosófica común- 
mente aceptada para la división del trabajo dentró del sistema federal. 

* Nuestra nación no necesita un gobierno grande o un gobierno peque- 
ño, lo que necesita es un gobierno mejor. A 

* Debe darse mayor uso a los incentivos que a las sanciones, para man- 
tener a estados y localidades accountable. 


Estas afirmaciones generales fueron el marco de un número relativa- 
mente pequeño de recomendaciones más específicas de política intergu- 
bernamental que trataban de programas de bienestar, devolución, apoyo 
fiscal y políticas de transferencias. A continuación, una muestra de las cua- 
tro proposiciones:80 


78 Committee on Federalism and National Purpose, To Form a More Perfect Union (Washing- 
ton, D, C., National Conference on Social Welfare, 1985), 28 Pp. 

7 Ibid. 

80 Ibid. 
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+ El gobierno nacional debe establecer unas normas de elegibilidad mí- 


nima y niveles de beneficios para toda la nación, en AFHD y Medicaid, | 


así como financiar el 90% de los costos, mientras deja la responsabili- 
dad administrativa a los estados. 

e Los gobiernos estatales y locales deben asumir plenas responsabilida- 
des financieras, en las políticas y administrativas para muchos progra- 
mas de desarrollo comunitario y de infraestructura local. 

» Para ayudar a los estados que tienen muy baja capacidad fiscal, el go- 
bierno nacional debe proveer transferencias generales de apoyo etique- 
tadas. 

+ Muchos de los más pequeños programas de transferencias específicas 
deben consolidarsé en programas de transferencias generales. 


¿En qué sentido se puede llamar “continuación” a estas propuestas? Im- 
plican transferencias generales e ideas de descongestión en ciertas formas 
similares a las acciones y propuestas de 1981 y 1982. Desde luego, también 
implican un compromiso nacional en las áreas de bienestar y apoyo gene- 
ral. Tal vez su punto principal sea lo mucho que ha cambiado el terreno del 
debate de las RIG durante los años ochenta. Hoy, dirigir la atención y pro- 
poner ideas para algunos importantísimos cambios en las políticas es con- 
siderado como “continuación”, También es un testimonio del carácter diná- 
mico de las RIG el que grandes cambios hayan despertado una conciencia 
más aguda de las continuidades con el pasado. 

Otro indicador del nuevo terreno en que se disputen cuestiones de RIG es 
la dificultad de encontrar un cuerpo prominente, prestigioso o activista 
que proponga algo parecido a las alternativas de rechazo al sistema federal 
e intergubernamental, Esta postura respecto-a las políticas se aproxima al 
modelo de autoridad inclusiva (dependiente de jerarquías) de las RIG 
especificado en el capítulo 1. Esta actitud “liberal” o “izquierdista” arguye 
que el federalismo ya es caduco y que está o debiera estar muerto, sin un 
foro o una base general para semejante postura, un lugar en que se pueden 
expresar estas opiniones es la academia. Como podría predecirse, un 
economista liberal, Robert Lekachman, de la Universidad de la ciudad de 
Nueva York, ha elaborado los elementos básicos de la alternativa del re- 
chazo, en un libro reciente.81 . 

Lekachman se preocupa por los problemas, las políticas y las perspecti- 
vas para los Estados Unidos después de la presidencia de Reagan. (Tam- 
bién las discutió mucho durante la época de Reagan.) Su primer y peor 
temor es que la nación vaya deslizándose más a un nuevo conservadurismo, 
al que caracteriza como “la codicia no basta”.82 Su segunda, y no menos 
perturbadora “pesadilla”, es que los “neoliberales” empuñen las riendas del 


81 Robert Lekachman, Visions and Nightmares: America after Reagan (Nueva York, Macmail- 
lan, 1987), 316 pp. 
82 Robert Lekachman, Greed Is Not Enough (Nueva York, Pantheon Books, 1982), 213 pp. 
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poder. Este grupo, acusa Lekachman, tiene un falso optimismo acerca de la 
armonía social y una visión color de rosa de las soluciones de mercado, 
la competencia, los incentivos, etc. A los neoliberales “la política les parece 
menos un conflicto de grupo que la búsqueda de iniciativas fiscales, regu- 
ladoras y de modesta planeación, que promuevan suficiente crecimiento 
para ablandar las duras aristas de las viejas luchas entre ricos y pobres, 
negros y blancos, hombres y mujeres, el Cinturón del Sol y el Cinturón de la 
Herrumbre”,83 : 

En lugar de un conservadurismo voraz, y un neoliberalismo exangúe, 
Lekachman presenta una estrategia general, una filosofía pública, tendien- 
te a apoyar y robustecer a la clase obrera y a los pobres. Esto se lograría 
mediante toda una gama de políticas generales, como controles de precios, 
empleo garantizado, viviendas para personas de bajos ingresos, nacionali- 
zación de todos los programas de bienestar, etc. Las acciones y políticas 
nacionales desplazarían y/o pasarían por encima de las estatales y locales. 

. Resumiendo, e irónicamente, el propio Lekachman arguye sobre un tipo 
de “restauración” que es, empero, una visita, un tanto revisada, a los años 
sesenta y a la época de la Gran Sociedad. Sostiene categóricamente, que 
los programas de ese periodo tuvieron un éxito tangible, y no fallas funda- 
mentales. Reaccionando a las recetas de Lekachman para el futuro, un co- 
mentador observó: “Mr. Lekachman escribe como si no hubiesen existido 
los años setenta y los ochenta, como si los problemas de productividad, 
desarrollo económico y competitividad internacional a los que nos vimos 
sujetos fueran algo que no viene al caso”.34 Cualesquiera que sean las críti- 
cas contra Lekachman, sus propuestas, de ser adoptadas, apresurarían, si 
no es que producirían la caída de los arreglos federales e intergubernamen- 
tales tal como hoy funcionan. El tipo de patrón de RIG que probablemente 
prevalecería sería llamado, acaso, federalismo nominal o “managerial”.85 


COMENTARIO FINAL 


Cualesquiera orientaciones que sigan las RIG en los próximos decenios, un 
tema, una moraleja o una lección tomada de este volumen parece que será 


83 Lekachman, Visions and Nightmares, p. 185. : 

54 Robert B. Reich, “Expanding the Pie: A New Public Philosophy”, en Wall Street Journal, 
23 de abril de 1987, p. 23, Para un análisis que apoya las ideas de Lekachman acerca del “éxi- 
to” de los programas sociales de la Gran Sociedad, véase Sar A. Levitan y Robert Taggart, The 
Promise of Greatness: The Social Programs of the Last Decade and Their Major Achievements 
(Cambridge, Harvard University Press, 1976), 316 pp.; John E. Schwartz, America's Hidden 
Success: A Reassessment of Twenty Years of Public Policy (Nueva York, Norton, 1983), 208 pp. 
Probablemente la principal respuesta de los conservadores a estas observaciones sea la de 
Charles Murray, Losing Ground: American Social Policy, 1950-1980 (Nueva York, Basic Books, 
1984), 323 pp. 

55 Christopher K. Leman y Robert H. Nelson, “The Rise of Managerial Federalism: An As- 
sessment of Benefits and Costs”, en Environmental Law 12 (1982), pp. 981-1029. 
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aplicable a chalquiera y a todas las circunstancias futuras. Esa lección 
incluye relaciones de regateo, negociación e intercambio. Cuando Landrieu, 


alcalde de Nueva Orleans, censuró a Boggs, poderoso representante en el” 


Congreso, expuso para que todos vieran (o infirieran) la ausencia de una 
relación jerárquica definida. En ese incidente, y otros miles, funcionarios 
políticos (o administrativos) se reúnen más como iguales que como des- 
iguales. En tales situaciones, la interacción adopta la forma de regateo, 
negociación e intercambio. Una de las expresiones más claras y convin- 
centes de esta pauta procedió de un funcionario que durante muchos años 
se encontró en el centro de las RIG. Allen Pritchard Jr. era vicepresidente 
ejecutivo de la Liga Nacional de Ciudades, cuando dijo: 


Los administradores públicos eficaces sabrán que la responsabilidad de Cual- 
quier unidad particular de gobierno no se satisfará tan sólo poniendo límites fis- 
cales, legales o geográficos a su jurisdicción. El administrador público y su lide- 
razgo político comprenderán [que] la capacidad legal, jurídica y administrativa 
[se extiende más allá] de los límites de la unidad a la que sirven, a todos los otros 
negociadores y sus agencias. 

El administrador público será un especialista intergubernamental que com- 
prenda que las relaciones intergubernamentales no son un tema de seminario, un 
estudio académico o una reunión para cenar una vez al mes. Comprenderá que 
las relaciones intergubernamentales son, de hecho, “negociaciones” interguberna- 
mentales en que las partes están negociando, con toda seriedad, por poder, di- 
nero y responsabilidad para resolver problemas. Tendrá plena conciencia de que 
virtualmente en cada cuestión importante de política pública los elementos de 
poder, dinero y responsabilidad están sobre la mesa de negociaciones,86 


El administrador público eficaz al que se refiere Pritchard será como un 
hábil arquitecto-constructor que comprenda que las rIG en los Estados 
Unidos son como un enorme y complejo edificio, en continua construcción 
y reconstrucción. El edificio no tiene un solo diseño general deliberado, o 
un motivo arquitectónico coherente. Hay remodelación y renovación con- 
tinuas, además de reparaciones interiores, grandes y pequeñas; hay incluso 
demoliciones selectivas, y a menudo se añaden nuevas alas y pisos. Pero los 
viejos cimientos de la estructura original permanecen intactos. Han sido 
fortalecidos además de ampliados con razonable comodidad, para dar alo- 
jamiento a muchos más ocupantes y muchos y variados usos que ahora se 

* dan al edificio. Si no surgen catástrofes o calamidades, parece ser que la 
estructura sobrevivirá y seguirá siendo útil en el futuro previsible. 


86 Allen E. Pritchard, Jr,, “Editorial”, en Nation's Cities 10 (agosto de 1972), p. 12. 
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APÉNDICE A. GUÍA DE TÉRMINOS, ABREVIATURAS 
Y ACRÓNIMOS MÁS UTILIZADOS EN RIG 


ACIR: Advisory Commission on Intergoveramental Relations [ccr1; Comisión 
Consultiva sobre Relaciones Intergubernamentales]. Comisión permanen- 
te establecida por el Congreso (P. L. 380) en 1959 “para prestar continuada 
atención a problemas intergubernamentales. El mandato de ACIR incluye 
reunir a participantes de los gobiernos federal, estatales y locales para re- 
visar problemas comunes, ofrecer un foro para resolver cuestiones relacio- 
nadas con la administración de programas de asistencia federal, dar asis- 
tencia técnica sobre leyes propuestas y sus efectos generales sobre el sistema 
federal, favorecer el estudio de los problemas que surjan y que puedan re- 
querir una cooperación intergubernamental, y desarrollar recomenda- 
ciones apropiadas correspondientes a sus responsabilidades estatutarias. 

Agencia de misión [Mission Agency]. Departamento o agencia nacional cuya 
legislación le da la responsabilidad de promover alguna causa u operación 
de algún sistema como su razón de ser (misión), y que utiliza fondos asig- 
nados para cumplir con su misión. 

Año fiscal [Fiscal Year]. Periodo de doce meses al término del cual el go- 
bierno o cualquier agencia gubernamental determina su estado financiero 
y los resultados de sus operaciones y cierra sus libros. 

Arc: Appalachian Regional Commission [cra, Comisión Regional de los 
Apalaches]. Transferencias de ARC, agencia convenida federal-estatal, están 
dirigidas a zonas de multicondados para ayudar al desarrollo económico. 
Las unidades de gobierno elegibles son los estados de los Apalaches y, por 
medio de ellos, organizaciones de multicondados (distritos de desarrollo 
local), certificados por los estados. Los fondos para el año fiscal de 1986 
fueron 185 millones de dólares. : : 

ASPA: American Society for Public Administration [sNap, Sociedad Norte- 
americana para la Administración Pública]. Organización de más 18000 
miembros de los gobiernos locales, estatales y nacional, aparte de muchos 
particulares de los sectores privado y no lucrativo comprometidos a “hacer 
avanzar el arte y la ciencia de la administración pública”. La ASPA tiene mu- 
chas “secciones”; una de las mayores es stam (Section on Intergovernmen- 

FUENTE: Esta guía fue revisada, adaptada, actualizada y aumentada a partir de Oficina Ejecu- 
tiva del Presidente, Strengthening Public Management in the Intergovernmental System: A 
Report Prepared for the Office of Management and Budget by the Study Committee on Policy Man- 
agement Assistance (Washington, D. C., Government Printing Office, 1975), pp. 49-58. Las de- 
finiciones de todos los términos de gastos y de ingresos fueron tomados de la Oficina del Cen- 


so de los Estados Unidos, Governmental Finances in 1984-85, GF85, núm. 5 (Washington, 
D. C., Government Printing Office, 1986), pp. 113-119. 
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bana— en un solo programa de transferencias prestablecidas de acuerdo 
con el cual las ciudades por encima de ciertas dimensiones (50000 habi- 
tantes) automáticamente tenfanderecho a recibir fondos de Cp5G, 

CERC: Chief Executive Review and Comment [rc3E, Revisión y Comenta- 
rios del Jefe del Ejecutivo]. Proceso que permite a los funcionarios locales 
electos revisar y comentar las solicitudes locales de transferencias. Una 
declaración de la estrategia de una ciudad, de sus metas de desarrollo co- 
munitarios, objetivos, problemas y soluciones es formulada por un comité 
integrado por los principales receptores de transferencias de HUD. Después 
de una negociación entre los jefes ejecutivos locales y el director de área de 
HUD, se redacta un memorándum de entendimiento. Este proceso permite 
a los ejecutivos de ciudades mejorar su coordinación de programas con 
fondos de HUD, y aumentar sus capacidades de fijar prioridades así como 
de recibir una razonable seguridad de que durante el año recibirán los fon- 
dos. Más de 200 ciudades participaron en este programa entre 1970 y 1975. 

CETA: The Comprehensive Employment and Training Act of 1973 [LoEc, 
Ley General de Empleo y Capacitación, de 1973]. Estableció un programa de 
transferencias generales, de base amplia, para empleo y actividades rela- 
cionadas con el empleo, incluyendo el reclutamiento, la capacitación y otros 
servicios similares. Los jefes ejecutivos o “primeros patrocinadores” nom- 
braron e integraron un consejo de planeación que tenía responsabilidades 
de consejo y evaluación para desarrollar un plan general. Una gran parte de 
los fondos fue directamente a las ciudades y a los condados, pasando así 
por encima de los estados. Este programa fue remplazado en 1982 por el 

Job Training Partnership Act (véase JTPA). 

Ciudades modelo, Abreviatura de la Ley de Ciudades de Demostración y 
Desarrollo Metropolitano (1966). La “Ley de las Ciudades Modelo” echó 
las bases a) para integrar la función de planeación con la hechura general 
de las políticas para los barrios que estaban en desventaja en ciudades que 
recibían fondos, y b) para el reconocimiento de las agencias de planeación 
de áreas metropolitanas. El programa de Ciudades Modelo ha tenido un 
impacto importante en el incremento de la capacidad de los gobiernos 
locales para dedicarse a actividades de planeación más: amplias (véase 
también Variaciones Planeadas; CERC). eS: 

coG: Council of Governments [cpa, Consejo de Gobiernos]. Un coc re- 
presenta acuerdos cooperativos multijurisdiccionales para permitir un en- 
foque amplio a la planeación, el desarrollo, el transporte, el ambiente y 
problemas similares que afectan una región en su totalidad. Abarca a re- 
presentantes designados de hechura de políticas de cada uno de los gobier- 
nos participantes dentro de la región. Los coc son agencias de planeación 
regional subestatales, establecidas por los estados, y a veces son responsa- 

bles de la revisión, en toda el área, de proyectos que solicitan fondos fede- 


rales y del desarrollo de planes regionales y de otros convenios de propósitos 
especiales en toda el área. 
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tario (véase también HUD, Planned Variations). Lab 
Correccional [Correction]. Confinamiento y PEOR nel 
nores, convictos de delitos contra la ley; y iaa 
de quienes están en libertad bajo palabra y liberta O 
esc: Council of State Governments [cGE, Consejo ea 
Hi junta de todos los gobiernos de los estados, e . ETRE 
ld dlls Su propósito es fortalecer todas las ramas del gol 
a Ivar el papel gubernamental de los estados en el pa 
Fr dicade la expresión de las opiniones de los estados en poa 
ala pe : efectuar investigación sobre programas y problemas Per 
PEA a en el nexo federal-estatal y en la cooperación ea 59 
ae El ofrecer capacitación, referencia y servicios de consul ta a En 
lonários a encias y legisladores de los estados; y servir como a 
triple de reunir todos los elementos del gobierno de los esta: E 
as bcn resas de servicios públicos [Utility Debt]. Deuda en la que 
e le pe incurrió, específicamente, para financiar Eres 
ms siedad del gobierno, y administradas por él, de agua, electricidad, g; 
y Foniiciónas de servicios públicos de eg AS 
Epa: Economic Development Administration, a al de co 
[Administración de Desarrollo Económico, ADE, pea rias Aa 
A pe pcia JR pe E énfasis en la creación 
peo ce o bolos en zonas económicamente 
imidas. 
uta [Education]. Suministro o apoyo a e ad 
ducación primaria, secundaria, superior y otras. a rs 
ae daria incluye el aprovisionamiento desde jardines de niños pú ce 
hasta da ción perio por gobiernos estatales y locales. Abarca a ps 
hasta educac manténiiniento y auxiliares (almuerzos escolares, O e 
a ts servicios comunitarios) ofrecidos por los sistemas de es 
ee Se incluyen sobre una base bruta los ingresos y gastos Pi 
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actividades de empresas. La educación superior abarca todas las institu- 
ciones estatales y locales de educación superior. 

Elegibilidad. Se refiere'a-las nórmas legislativas y administrativas necesa- 
rias para determinar qué unidades de gobierno (u otros beneficiarios po- 
tenciales, por ejemplo, tribus indias, empresas no lucrativas, universidades, 
personas, etc.), son receptores potenciales de los programas de asistencia 
federal. Los procedimientos de derechos federales distinguen a los solicitan- 
tes beneficiarios de los receptores beneficiarios, pues a veces son diferentes 
(véase también Federal Assistance Programs; Categorical Grant; Block Grant). 

Empresa de Servicios Públicos [ Utility]. Sistema propiedad del gobierno y 
operado por éste que abastece de agua, luz y energía eléctrica, gas o trans- 
portes. Los ingresos, gastos y deudas del gobierno relacionados con las 
instalaciones alquiladas a otros gobiernos o personas, y otras entidades co- 
merciales pertenecientes a gobiernos, como instalaciones portuarias, aero- 
puertos, proyectos de vivienda, estaciones de radio, plantas de vapor, 

transbordadores y mataderos, están clasificados como actividades genera- 

les del gobierno. 

Estado. Significa cualquiera de los estados de los Estados Unidos, el Dis- 
trito de Columbia, la Comunidad de Puerto Rico, Guam, Islas Vírgenes o 
la Samoa Norteamericana. 

FAR: Federal Assistance Review Program [PrRA, Programa Federal de Revi- 
sión de la Asistencia]. Lanzado en 1969 para un periodo de tres años por la 
OMB y por nueve agencias de cooperación, el FAR fue dirigido por el secre- 
tario de HEW e incluía a catorce importantes departamentos y agencias. Su 
labor era guiada por el Federal Assistance Review Steering Group, presidido 
por OMB. Sus objetivos incluían a) la creación de límites estandarizados para 
las regiones administrativas federales; b) la creación de los diez Consejos 
Regionales Federales; c) descentralización, que incluía delegaciones admi- 
nistrativas y de programas a funcionarios de campo federales regionales (y 
de menor nivel) para asegurar que la toma de decisiones estuviese cerca 
del punto de prestación de los servicios; d) mayor dependencia en los go- 

biernos estatales y locales para la administración detallada de los progra- 
mas federales; e) reducción en el tiempo de procesamiento de una solicitud 
de transferencia y simplificación de trámites; Por programas; f) mayor 
congruencia en los procedimientos federales de planeación, contabilidad, 
auditoría, datos estadísticos, prácticas de valuación de tierras, datos de 
ingeniería y otras prácticas que afectan el ambiente administrativo de los 
gobiernos estatales y locales; £g) simplificación de los procedimientos para 
financiamiento conjunto y consolidación de transferencias, y 4) la apli- 
cación de la Ley de Cooperación Intergubernamental. 

Fortalecimiento de capacidad [i Capacity Building]. Término empleado 
para referirse a cualquier sistema, esfuerzo o proceso —incluso una trans- 
ferencia o contrato federal-— que incluye entre sus principales objetivos 
fortalecer la capacidad de funcionarios ejecutivos electos, funcionarios 
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administrativos, jefes de departamentos y de agencias y administradores de 
programas en gobiernos de propósitos generales para planear, implementar, . 
administrar o evaluar políticas, estrategias o programas destinados a afec- 
tar las condiciones sociales de la comunidad. Se utiliza fortalecimiento de 
capacidad como término genérico para referirse a programas, proyectos, 
servicios o actividades destinados a fortalecer las capacidades de gobiernos 
de propósitos generales —macional, estatales, regionales y locales— para des- 
empeñar funciones asociadas a la gestión de políticas (cp), gestión de recur- 
sos (GR), o gestión de programas O de operaciones (G0) (véase también Elected 
Official: Policy Mannagement; Resource Management; Technical Assistance; 
Federal Assistance Programs. : 
rc: Federal Regional Council [CRF, Consejo Regional Federal]. Los FRC 
fueron establecidos bajo la E.O. 11647 en febrero de 1972. Cada FRC abarca 
las principales oficinas regionales de DOL, HAS, DOE, HUD, DOT, EPA, USDA Y DOI, 
sirviendo en una de las diez regiones estandarizadas. La primera responsa- 
bilidad consiste en establecer relaciones de trabajo más claras entre las 
agencias federales que otorgan transferencias y los gobiernos estatales y lo- 
cales y mejorar la coordinación en el sistema de transferencias específicas. 
Funcionario electo [Elected Official]. Término que se utiliza para referir- 
se a un funcionario electo y/o nombrado, quien característicamente y sobre 
una base continuada ejerce funciones de hechura de políticas y/o gestión 
estratégica o de políticas. Por consiguiente, el término funcionarios electos 
incluye a funcionarios jefes del ejecutivo (cE0) o funcionarios jefes de la 
administración (cA0); por ejemplo, administradores de ciudades, funcio- 
narios nombrados cuyas principales tareas son ayudar a los otros funciona- 
rios cÉo o Cao en el proceso de hechura de las políticas, y legisladores, 
incluso miembros de consejos y comisionados de gobiernos de propósitos 
generales. : 

Gao: General Accounting Office [ocG, Oficina de la Contaduría General]. 
La Gao es un brazo del Congreso cuya responsabilidad incluye hacer una 
función evaluatoria en conexión con las políticas y programas nacionales. 
Esfuerzos de la ca0 han incluido una importante atención al proceso de 
relaciones intergubernamentales. 

Gasto [Expenditure]. Todas las cantidades de dinero pagadas por un 
gobierno —neta de recuperaciones y otras transacciones correctivas— que 
no sean para recuperación de deudas, inversión en acciones, ampliación 
de crédito o transacciones de agencia. Nótese que el gasto sólo incluye las 
transacciones externas de un gobierno y excluye las transacciones que no 
se hacen en efectivo, como la satisfacción de requisitos u otrós pagos en 
especie. 

Gasto directo [Direct Expenditure]. Pagos a empleados, proveedores, Con- 
tratistas, beneficiarios y otros receptores finales de pagos del gobierno; es 
decir, todos los gastos, aparte del gasto intergubernamental. 

Gasto general [General Expenditúre]. Todo gasto del gobierno, aparte de 
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los tipos específicamente enumerados de gastos, que son clasificados como 
gastos en empresas dé servicios públicos, gastos en tiendas de licores y gas- 
died pensión de empleados y otros gastos de fideicomiso y seguro. 
a to intergubernamental [Intergovernmental Expenditure]. Cantidades paga- 
a otros gobiernos como ayuda fiscal en forma de ingresos compartidos 
y ra de ayuda, como rembolsos por desempeño de actividades 
el ia generales y por servicios específicos para el gobierno que 
q el pago, o en lugar de impuestos. Excluye las cantidades pagadas a otros 
Eos Es rec de bienes, propiedades o servicios de empresas pú- 
. ó E quier impuesto fijado y pagado como tal, y contribuciones de 
20d y o para el ba social: por ejemplo, contribuciones al go- 
al por se, j ivi i i 
a po: e Pe vejez, sobrevivientes, incapacidad y de salud 
Gasto de empresas de servicios públicos [Utility Expenditure]. Gastos para 
la construcción de instalaciones de empresas de servicios públicos o E ui- 
po para la producción y distribución de bienes y servicios lados 
aportados por el gobierno federal), y para interés de la deuda de tales em- 
presas. No incluye los gastos relacionados con la administración de deu- 
das o inversiones de las empresas (éstos se tratan como gastos generales) 
o el costo de prestar servicios al gobierno federal (tales costos, cuando són 
identificables, se tratan como gastos para la función a la que se satisface) 
Gasto de tiendas de licores [Liquor Store Expenditure]. Gastos para la 
compra de licor para reventa y abastecimiento y operación de tiendas de 
licores, eeiecita los gastos de actividades de aplicación de la ley y otor- 
cari elo efectuados de acuerdo con operaciones de las tien- 
General Revenue Sharing (rs) [Sistema General de Participaciones]. 
Programa de ayuda “incondicional” que autorizó gastos determinados por 
los gobiernos receptores, La legislación original (1972) especificaba las ele 
guientes áreas de prioridad del gasto: seguridad pública, protección am- 
biental, transporte público, salud, recreación, bibliotecas, servicios socia- 
Po e 50 PEE , los ancianos, administración financiera. Todos éstos 
m anulados en la extensió j 
asa A 1976. El programa se extendió en 1980 
Gobiernos de condado [County Governments]. Gobiernos locales organi- 
zados, autorizados en las constituciones y los estatutos de los estados y es- 
tablecidos para proporcionar gobierno general; incluye los gobiernos de- 
signados como condados, parroquias en Louisiana y burgos en Alaska. 
Gobiernos de distritos escolares [School District Governments]. Entidades 
locales organizadas que ofrecen educación primaria, secundaria y/o supe- 
rior que, de acuerdo con la ley del estado, tienen suficiente A nriiación 
y autonomía fiscal para calificar como. gobiernos separados. Excluye los 
sistemas escolares públicos dependientes de los gobiernos de condados 
municipales, de localidades [townships] y estatales. j 
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Gobiernos de distritos especiales [Special District Goveraments]. Todas las 
entidades locales organizadas (aparte de condados, municipios, localida- 


des [townships] o distritos escolares) que están autorizadas por la ley del * 


estado a aportar sólo un número limitado de funciones designadas, y con 
la suficiente autonomía administrativa fiscal para calificar como gobier- 
nos separados; conocidos por toda una variedad de títulos, incluso distri- 
tos, autoridades, juntas y comisiones. 

Gobiernos de localidades [Township Governments]. Gobiernos locales or- 
ganizados, autorizados en las constituciones y los estatutos estatales, esta- 
blecidos para dar un gobierno general en áreas definidas independiente- 
mente de su concentración demográfica; incluye los gobiernos designados 
como pueblos en Connecticut, Maine (incluyendo las plantaciones organi- 
zadas), Massachusetts, Minnesota, Nueva Hampshire (incluyendo las locali- 
dades organizadas), Nueva York, Rhode Island, Vermont y Wisconsin, y lo- 
calidades de otros estados, 

Gobiernos municipales [Municipal Governments]. Gobiernos locales orga- 
nizados y autorizados en las constituciones y estatutos de los estados y es- 
tablecidos para proporcionar un gobierno general a concentraciones espe- 
cíficas de población en un área definida; incluye los gobiernos designados 
como ciudades, aldeas, burgos (salvo en Alaska) y pueblos (salvo en los 
seis estados de Nueva Inglaterra, Minnesota, Nueva York y Wisconsin). 

Hospitales [Hospitals]. Financiamiento, construcción, adquisición, man- 
tenimiento u operación de instalaciones hospitalarias, atención hospitala- 


ria y apoyo de hospitales públicos y privados. Sin embargo, véase Public* 


Welfare, con respecto a los pagos a vendedores, de acuerdo con los progra- 
mas de bienestar, 

HUD 701: Se refiere a la Sección 701 de la Ley de Vivienda de 1954 (y en- 
miendas ulteriores), la cual establece que las transferencias deben fortale- 
cer “las capacidades de planeación y toma de decisiones de los principales 
funcionarios ejecutivos estatales, de áreas y de agencias locales, para pro- 
mover un mejor uso de los recursos físicos, económicos y humanos de la 
nación” (véase Comprehensive Planning Assistance). 

Hub: Department of Housing and Urban Development [vou, Departamento 
de Vivienda y Desarrollo Urbano]. Creado en 1965, este departamento de 
gabinete pretendía ser el principal punto focal y base para la coordinación 
de programas y políticas urbanos. No es de sorprender que no respondiera 
a tal aspiración dadas las muchas limitaciones con que ha operado la agen- 
cia. Dos ejemplos de las numerosas limitaciones son 1) la complejidad y 
diversidad de los problemas y programas urbanos, y 2) la novedad y peque- 
ñez del departamento. 

1CA: Intergovernmental Cooperation Act [Lc1, Ley de Cooperación Intergu- 
bernamental] (1968). En parte, esta ley a) establecía que se diera informa- 
ción sobre transferencias a gobernadores y legislaturas con respecto a las 
actividades de programas de transferencias federales dentro de sus estados, y 
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b) modificaba el requisito de “agencia de un solo estado” en muchos es- 
tatutos de transferencias federales, 

ICMA: International City Management Association [a1ac, Asociación Inter- 
nacional de Administración de Ciudades]. La 1cmA es la sociedad profe- 
sional para los principales funcionarios ejecutivos nombrados de ciudades, 
condados, pueblos, consejos de gobierno y otros gobiernos locales de pro- 
pósitos generales. Sus objetivos básicos incluyen fortalecer la calidad del 
gobierno urbano por medio de una gestión profesional y el desarrollo y 
diseminación de nuevos conceptos y enfoques a la gestión por medio de 
programas de capacitación, servicios informativos y publicaciones (véase 
Public Interest Groups). a 

1GA: Integrated Grants Administration [arr, Administración Integrada de 
Transferencias], Proceso de consolidación de solicitudes de transferencias 
individuales y procedimientos administrativos en una sola solicitud y pro- 
ceso. Ha habido numerosos proyectos piloto que permitían a los solicitan- 
tes de transferencias múltiples relacionadas presentar una sola solicitud 
con un solo juego de controles financieros, registros y requisitos de audi- 
toría (véase FAR y Joint Funding). 

Impuestos [Taxes]. Contribuciones obligatorias exigidas por un gobierno 
con propósitos públicos, salvo las evaluaciones de patronos y empleados para 
propósitos de retiro y de seguro social, que son clasificadas como ingreso 
de fideicomiso de seguro. Todo ingreso por impuestos se clasifica como 
ingreso general y comprende las cantidades recibidas (incluso los intereses 
y recargos, pero con exclusión de las cantidades protestadas y rembolsos) 
de todos los impuestos fijados por un gobierno. Nótese que el ingreso fis- 
cal del gobierno local excluye toda cantidad de partes de impuestos fijados 
y recaudados por el estado, que son clasificados como ingreso intergu- 
bernamental. 

Impuestos a la propiedad [Property Taxes]. Impuestos condicionados a la 
propiedad y medidos por su valor. Incluye impuestos a la propiedad general 
relacionados con la propiedad en conjunto, real y personal, tangible o in- 
tangible, ya sea gravada a una sola tasa o con tasas clasificadas, e impuestos 
sobre tipos selectos de propiedad, como vehículos de motor o algunos in- 
tangibles o todos éstos. 

Impuestos a las ventas y recibos en bruto [Sales and Gross Receipts Taxes]. 
Los impuestos, incluso las “licencias”, a tasas superiores a las nominales, 
basadas en el volumen o valor de las transferencias de bienes o servicios; a 
los recibos en bruto o al ingreso bruto; e impuestos relacionados con base 
en el uso, el almacenamiento, la producción (distinta de la separación de 
recursos naturales), la importación o el consumo de bienes, Se excluyen 
los descuentos o “comisiones” autorizados a los comerciantes por recabar los 
impuestos a los consumidores. Comprenden: 
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Impuestos a ventas generales o recibos brutos [ General Sales or Gross 
Receipts Taxes]. Los impuestos a las ventas o recibos brutos que son apli- . 
cables, con sólo excepciones especificadas, a todos los tipos de bienes y 
servicios, o a todo ingreso bruto, sea a una sola tasa o a tasas clasificadas. 
Los impuestos fijados distintamente a las ventas o a los recibos brutos de 
artículos, servicios o empresas seleccionados se presentan por separado, 

categoría siguiente, 
DR . as a e selectivas y recibos brutos [Selective Sales and Gross 
Receipts Taxes]. Los impuestos a ventas y recibos brutos fijados a la ven- 
ta de bienes o servicios particulares o recibos brutos de empresas particu- 
lares, por separado y aparte de la aplicación de los impuestos a las ventas 
generales y recibos brutos. Ejemplos de ello son los impuestos específi- 
cos a bebidas alcohólicas y productos del tabaco, 


Impuestos individuales sobre la renta [Individual Income Taxes]. Impuestos 
a personas, medidos por su ingreso neto e impuestos distintamente fijados a 
tipos especiales de ingreso (por ejemplo, intereses, dividendos, ingresos por 
i ibles, etcétera). e 
praia por A [Severance Taxes]. Impuestos fijados distinta- 
mente por separación de productos naturales (como petróleo, gas, otros 
minerales, madera y peces) de la tierra o el agua y medidos por el valor y la 
cantidad de los productos que se separan o se venden. a 

Ingreso [Revenue]. Todas las cantidades de dinero recibidas por un go- 
bierno de fuentes externas (como rembolsos netos y Otras transacciones 
correctivas), aparte de emisión de deuda, liquidación de inversiones, y 
como transacciones de fideicomisos de agencias y privados. Nótese que el 
ingreso excluye las transacciones que no se hacen en efectivo, como reci- 
bos por servicios, artículos u otros “recibos en especie”. ; 

Ingreso de empresas de servicios públicos [Utility Revenue]. Ingreso por la 
venta de bienes y servicios de tales empresas al público y a otros gobier- 
nos. No incluye las cantidades por ventas al gobierno de origen. También 
excluye los ingresos por inversiones de fondos de las empresas y es 
propiedades no operativas (se les trata como ingreso general). Cualquier 
ingreso por impuestos, asignaciones especiales y ayuda intergubernamen- 
tal es clasificado como ingreso general y no como ingreso de las empresas 
de servicios públicos. e : " 

Ingreso general [General Revenue]. Todo ingreso del gobierno, peo Ñ 
ingreso .por empresas de servicios públicos, ingreso de las tiendas 7 l- 
cores e ingresos para pensión de empleados y otros. ingresos para ñ 5 
comiso de seguro. La base para la distinción no es el fondo ni la E 
receptora particular de las cantidades sino, antes bien, la naturaleza de as 
fuentes de ingreso en cuestión. Incluye todo cobro de impuestos yel ne 
so intergubernamental, aun si fue designado con propósitos de pensión de 
empleados o empresas locales de servicios públicos. 
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Ingreso intergubernamental para el apoyo general al gobierno local [Inter- 
governmental Revenue for General Local Government Support]. Ingreso de 
ayuda fiscal que permite al gobierno receptor el uso ilimitado en cuanto a 
función o propósito. A 

Ingreso intergubernamental del gobierno estatal [Intergovernmental Rev- 
enue from State Government]. Todo ingreso intergubernamental recibido del 
gobierno estatal, incluyendo cantidades que originalmente provenían del go- 
bierno nacional pero canalizadas a través del estado. 

Ingreso intergubernamental del gobierno federal [Intergovernmental Rev- 
enue from Federal Government]. Ingreso intergubernamental recibido por 
un gobierno local directamente del gobierno federal. Excluye la ayuda fe- 
deral canalizada a través de gobiernos estatales. 

Ingreso intergubernamental [Intergovernmental Revenue]. Cantidades reci- 
bidas de otros gobiernos como ayuda fiscal en forma de ingresos compar- 
tidos y transferencias de ayúda, como rembolsos por el desempeño de fun- 
ciones gubernamentales generales y servicios específicos para el gobierno 
que hace el pago (por ejemplo, cuidado de prisioneros o investigación con- . 
tractual), o en lugar de impuestos. Excluye cantidades recibidas de otros go- 
biernos por venta de propiedades, artículos y servicios de empresas públicas. 
Todo ingreso intergubernamental es clasificado como ingreso general. 

Ingresos por tiendas de licores [Liquor Store Revenue]. Cantidades recibidas 
por la venta de licores por tiendas de licores del gobierno y otros ingresos 
de operaciones de tiendas de licores del gobierno. Excluye todo impuesto 
recabado por los sistemas de monopolio gubernamental del licor. 

Investigación y desarrollo [Research and Development]. Proceso que 
incluye el descubrimiento y la aplicación de nuevos conocimientos cientí- 
ficos, incluyendo el diseño, la prueba y la evaluación de nuevos materiales, 
procesos, productos y sistemas, sean físicos, biológicos u organizacionales. 

IPA: Intergovernmental Personnel Act [LiP, Ley Intergubernamental de Per- 
sonal] (véase también Capacity Building; Mobility Programs). La Ipa ha sido 
administrada por la Oficina de Programas de Personal Intergubernamen- 
tal de la Oficina de Administración de Personal de los Estados Unidos, Las 
transferencias de la IPA eran para una vasta gama de actividades de mejora- 
miento de la administración de personal, incluyendo desarrollo de la capacidad 
de gestión, asistencia técnica y capacitación. El programa de transferencias 
fue abolido en 1981. También se autorizaron asignaciones de movilidad in- 
tergubernamental, de acuerdo con la 1Pa, y se han seguido utilizando. 

ISP: Intergovernmental Science Program [pic, Programa Interguberna- 
mental de Ciencia]. Los 1sP fueron iniciados por la Fundación Nacional de 
Ciencias en 1968 para ayudar a los gobiernos estatales y locales a mejorar 
sus capacidades de aplicación de la investigación y la tecnología para re- 
solver sus problemas sociales, económicos y ambientales. Se han concedi- 
do numerosas subvenciones a gobiernos estatales y locales, a legislaturas, 
organizaciones regionales, universidades, organizaciones de investigación 
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rivadas no lucrativas, asociaciones nacionales y otras para nia e 
dios de políticas, proyectos de demostración y actividades de transfe: 
de tecnología. da a 

toint Funding [Fondos Conjuntos]. La cido al sen ES 

j ” virtió en ley e 
njuntos de 1974 (P. L. 93-510) se com : 
me Su propósito es permitir a gobiernos nio y locales y ira 
izaci j úbli ivadas utilizar los programas - 
nizaciones y agencias públicas o pri ] rai 
i ás efi i la reunión de recursos de m: 
cia más eficazmente mediante j n 
pe programa o asignación nacional. La ley favorece los convenios 
lena clatles para combinar recursos estatales y nacionales en apoyo 
de proyectos de interés común, aa Lal 
ia Training Partnership Act [LAcE, Ley ree ba pa 
1 i ió bada en 1982, remplaz E 
en el Empleo]. Esta legislación, apro E pales 
Ó esenciales de una trans: 
mas de cera. La J7PA conservó los rasgos , rain 
iación de la CETA. Requería una extensa p: 

eneral pero fue una gran desviación z 1 
éinación del sector privado, También canalizaba eE piea epa Le 
gobiernos estatales y disponía un importante papel en las polí p 
los gobernadores. a des - 

Ligas municipales estatales [State Municipal Leagues]. a da 
tales de municipalidades que ofrecen una vasta gama de servicio. 
constituyentes, : e y - 

NACO: National Association of Counties [ANc, e an aii 

i incluyen 210 ncionario. 
dados]. Los miembros de la Naco incluy J a ra 
tros funcionarios de gestión y p: 0 
dos, electos o nombrados, y O nciol | Ara 
iaci icio de investigación y referencia par: 

Asociación aporta un servicio ; EEES 

ités i los de caminos y carreteras, 

de condado. Los comités incluyen ds pao 

i ducación, etc. (véase Public Inter : 
turales, planeación de condado, e , € Ñ pd 
i lic Administration [ANAP, Aca 

NAPA: National Academy of Pub ii ! . 
nal de Administración Pública]. Cuerpo ESE e En bed a 

Í inistración pública, Como enti e 
líderes en el campo de la adminis 0 POEprSna 

i i Academia Nacional de 

úbli tiva y corporativa (como la h E 
as i j bti bvenciones y con: 

i i Ingeniería), obtiene su : 
cias y la Academia Nacional de g btie nc oa 
nales para llevar a cabo investigación y capacitación en políticas públic; 

estión. ' ] ao 

il NE National Association of Schools of cir ea pco eee 

i ; iaci ional de Escuelas de Asuntos 

tion [ANEAPYA, Asociación Naciona la RADO 

ini ió iació ional de educación profesional que rep: 
ministración]. Asociación naciona pro Cri AR 

á j itarios, con el objetivo estableci al 

a más de 200 programas universi; , etive a 

ió itació untos públicos y admin 

zar en la educación y capacitación en as ] peo 

úbli i un centro nacional de información » 

pública. Funciona como 7 a 

representa las preocup: e 
mas y desarrollos en este campo, y ; cala 
instituci i la formulación y apoyo de 

ses de las instituciones asociadas en sa ap a 

j i tos públicos y administración pi 

as nacionales de educación en asun z > i ; 

j NLc: National League of Cities [LNc, Liga Nacional de Ciudades]. Federa: 
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ción de cincuenta ligas estatales de municipalidades así como ciudades in- 
dividuales con población de más de 30000 habitantes, capitales de los es- 
tados y las diez ciudades más grandes de cada estado. Trata de desarrollar 
y de efectuar una política nacional municipal, una declaración de los prin- 
cipales objetivos municipales en los Estados Unidos, para ayudar a las ciu- 
dades a resolver problemas críticos que comparten. La NLC representa a las 
municipalidades ante el Congreso y las agencias nacionales, y mantiene 
servicios de información y consulta (véase Public Interest Groups). 


3 NCSL: National Conference of States Legislatures [cNLE, Conferencia Nacio- 











nal de Legislaturas de los Estados]. En enero de 1975 nació formalmente 
la NcsL, remplazando a tres organizaciones anteriores (National Legislative 
Conference, National Conference of State Legislative Leaders, National Society 
of State Legislators). Es la única organización que representa nacionalmente 
a los legisladores de todos los estados (7600) con su personal (aproxima- 
damente 10000 miembros), y trata de aumentar la eficacia, independencia 
e integridad de las legislaturas estatales como rama igual y coordinada de 
gobierno. También fomenta la cooperación interestatal y representa a los 
estados y sus legislaturas en el Congreso y las agencias federales. 

NGA: National Governors” Association [ANG, Asociación Nacional de Go- 
bernadores]. Fundada en 1908 (como National Governors' Conference), la 
NGA es una asociación que incluye a los gobernadores de los estados, los 
territorios y de Puerto Rico. Trata de mejorar el gobierno de los estados, se 
| enfrenta a problemas que requieren cooperación interestatal y se esfuerza 
| por facilitar las relaciones intergubernamentales en los niveles nacional 
estatal y estatal-local, 

oMB: Office of Management and Budget [oar, Oficina de Administración y 
Presupuesto]. La 0MB se encuentra en la Oficina Ejecutiva del Presidente, 
Muchos esfuerzos por racionalizar, modernizar o de alguna otra manera 
mejorar el proceso de relaciones intergubernamentales tienen como fuente 
las directivas administrativas de Omp. Ñ 

Planes de Desarrollo Económico Regional, Título v [Title y Regional Eco- 
nomic Development Plans]. Se otorgaron transferencias de Planeación a 
3 comisiones multiestatales de acuerdo con el Ti ítulo v de la Ley de Obras 
Públicas y Desarrollo Económico de 1965 (Departamento de Comercio). 
De acuerdo con el Título v, los receptores fueron las Comisiones Regio- 
nales: Llanuras Costeras, Cuatro Esquinas, Nueva Inglaterra, Ozarks, Altos 
Grandes Lagos, Viejo Oeste y Noroeste del Pacífico, La legislación y los 
fondos fueron eliminados en 1981. 

Policy Management (Pm) [ap, Gestión de Políticas]. Término utilizado 
Para referirse a la capacidad de los funcionarios electos para desempeñar 
en una base integrada y cruzada las funciones de electos de definición de 
necesidades, fijación de metas y evaluación, para movilizar y asignar re- 
Cursos, y para iniciar y guiar la planeación, el desarrollo y la implementa- 
ción de políticas, estrategias y programas relacionados con el sostenimien- 
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dades afecten el desempeño de estas CEIM O 
políticas incluye, asimismo, la capacidad de constr 


s A 
i ia un área o “lugar”, 
ras orientadas hacia u 
ciones gubernamentales y estructu: 


e enfoca: responden a las olíticas comunitarias y a cuestiones de 
q 131 Ín y res y 
uu pi p 


desarrollo de programas, y la habilidad de mejorar los sistemas guberna- 
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efinición de 
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comisiones y consejos nacionales. Los programas de asistencia federal 

aportan ésta por medio de convenios de transferencias o contratos e inclu- 

yen programas de asistencia técnica o programas que brindan asistencia 
en forma de préstamos. ' 

Protección contra incendios [Fire Protection]. Organización y servicios 
auxiliares de bomberos; inspección e investigación de incendios; apoyo a 
los bomberos voluntarios, y otras actividades contra incendios. Incluye el 
costo de las instalaciones de bomberos, como hidrantes y agua, aportados 
por otras agencias del gobierno. 

Protección policiaca [Police Protection]. Preservación de la ley y el orden, 
y seguridad en el tráfico: Incluye patrullas policiacas y comunicaciones, 
actividades para la prevención del delito, la detención y custodia de perso- 
nas que aguardan proceso, seguridad en tráfico e inspección vehicular. 

Public Interest Groups (pIGs) [c1r, Grupos de Interés Público]. Red na- 

cional de asociaciones voluntarias cuasi públicas. Los llamados Siete 
Grandes incluyen al Consejo de Gobiernos Estatales (cGÉ), la Asociación 
Nacional de Gobernadores (ANG), la Conferencia Nacional de Legislaturas 
Estatales (CNLB), la Asociación Nacional de Condados (ANC), la Liga Na- 
cional de Ciudades (LNC), la Conferencia de Alcaldes de los Estados Unidos 
(CAEU) y la Asociación Internacional de Administración de Ciudades (ALAC). 
Además, el CGE tiene varias importantes organizaciones afiliadas: asocia- 
ciones de procuradores generales, de vicegobernadores, de funcionarios 
del presupuesto estatal, de funcionarios estatales de compras, y agencias de 
planeación estatal. Las ligas estatales de municipalidades son cuerpos cons- 
tituyentes de la LNC. Además, la American Society for Public Administration 
(aspa), la National Academy of Public Administration (Napa) y la National 
Association of Schools of Public Affairs and Administration (NASPAA) propor- 
cionan importantes insumos a la red intergubernamental. Más especiali- 
zadas son las asociaciones de funcionarios de planeación, personal y fi- 
nanzas, 

Recursos naturales [Natural Resources]. Conservación, promoción y des- 
arrollo de recursos naturales como tierra, agua, bosques, minerales y vida 
silvestre. Incluye irrigación, drenaje, control de inundaciones, protección 
contra incendios en los bosques, reclamación de tierras, conservación de 
tierras y de aguas, programas de peces y fauna silvestre, y ferias agrícolas, 
Para el gobierno federal, incluye estaciones agrícolas experimentales y ser- 
vicios de extensión, programas de estabilización de precios agrícolas, segu- 
ros agrícolas, energía de propósitos múltiples y actividades de crédito, y pro- 
yectos de recuperación de tierras. 

Resource Management (rm) [cr, Gestión de Recursos]. Término emplea- 
do para referirse a las funciones de apoyo, administrativas y organizativas 
y a su gestión. Incluye administración de personal, gestión de propiedades, 
instalaciones, equipos, materiales y suministros; gestión de la informa- 
ción, y gestión financiera, incluyendo presupuestos de capital y seguros. 
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La gestión de recursos está relacionada con las eo mal y bea 
funciones de apoyo de la gestión y los Ea e ru, e eee 
nimiento de organizaciones. De este modo, la gestión de recurs! da 
políticas, programas y estrategias e aa y hr co 
i apoyo administrativo, que afec! d 
A y sus partes constitutivas a) para psi paa pres 
critas, y b) adaptarse a un medio de gestión cambiante: cam se calce 
de hechos o situaciones internas (nuevas prioridades) o S pla As 
de ingresos o nuevas regulaciones) para la a De E EL a 
gestión de recursos debe distinguirse de la gestión de po o a 
ca a las funciones estratégicas de guía y liderazgo) y de la gesti do d E o. de 
mas (que se dedica a las funciones tácticas de las e q dae 
en forma de programas concretos). Las evaluaciones e le : is 
gubernativa estatal y local continúan haciendo salir a la a ¡cie E 2 
deficiencias con respecto a lograr la adecuada capacida: | de EEN da 
recursos. Además, la pequeñísima inversión nacional en asistencia ere 
no va canalizada a fortalecer la capacidad de gestión de los ea spa 
principalmente a la per recursos, y casi ninguna asisten: 

i a a la gestión de políticas. a j 
Eon [Healih] Servicios AS nn a ie ON en 
ción en hospitales, que incluyen: administraci a ] en 

i jón; programas específicos de salud; clínicas de tratamiení 
in es all actividades de salud nee AAA 
de la contaminación del aire y el agua; servicio de E e 
separadamente de los servicios de protección contra E celia ces 
tividades generales de salud pública, como combate eje a O a 
bién incluye el ea la A E 5 hp ps 

i í se incluyen los servicios de : 

SET pp Y pe las ma a ea de trata- 

i negras están clasificadas com . 

¡ee o ncrcovénmental Administration and RS Pat 
Sección de Administración y Gestión Intergubernamental]. FE be ra 
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La sram, una de las mayores paa ñ Se gris A E , En la 
icias y opiniones acerca de la evoluci . Ti 
pei Ed inbajós sobresalientes en el campo de practicantes, 
i i res y estudiantes. a, 
a Seguridad Social [Insurance Trust System]. O ad 
nistrado por el gobierno para pensiones de retiro y protección de e Es A 
social relacionada con compensaciones por desempleo, APRA a 
trabajadores, seguro de a pepa Ea e e 
s ingresos de seguridad social com; 3 
de a requeridas a los empleadores y a los Peal aia 
nanciar estos programas de seguridad social, y las ganancias po 
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de tales sistemas. El gasto de seguridad social corresponde al carácter y la 
categoría de cada objetivo, beneficios de seguro y reembolsos y sólo corn- 
prende pagos en efectivo a beneficiarios (incluyendo retiros de contribu- 
ciones). Estas categorías excluyen los costos de administrar los sistemas 
de seguridad social, clasificados como gasto general. Los ingresos y gastos de 
seguridad social no incluyen contribuciones de un gobierno a un sistema 
que éste administre, Toda cantidad pagada por un gobierno como contri- 
buciones de empleador a un sistema de seguridad social administrado por 
otro gobierno, está clasificada como gasto general para operación actual, 
y como ingreso de seguridad social del sistema particular y el gobierno 
receptor. s ] 
Technical Assistance (TA) [ar, Asistencia Técnica]. Término empleado para 
referirse a los programas, actividades y servicios prestados por el gobierno 
federal, un grupo de interés público, u otro third party para fortalecer la 
capacidad de los receptores para mejorar su desempeño con respecto a una 
función inherente o asignada. La prestación de asistencia técnica requiere 
servir a una o más de tres funciones: a) transferencia de información; 
b) desarrollo de capacidades, y c) desarrollo y transferencia de productos. 
Las herramientas de la asistencia técnica incluyen consejo, capacitación, 
información estadística y otra información experta, innovaciones de pro- 
cesos (como nuevos métodos presupuestarios), equipo o instalaciones y 
bienes o servicios, incluso servicios de asesoramiento. Una revisión de los 
programas de 7A federales, de 1974, indicó que la abrumadora mayoría 
(más del 95%, medidos por inversiones federales en dólares), se encontraba 
contenida dentro de categorías de programas funcionales administrados 
sobre la base de una agencia, y que estaba destinada casi exclusivamente a 
fortalecer la capacidad de los gobiernos estatales y locales para adminis- 
trar programas federales específicos. Una excepción parcial fue HUD 701 y 
¿"nos cuantos programas dispersos entre NSF, LEAA, HEW y otras partes (véa- 
se también Policy Management; Resource Management; Capacity Building, 
HUD 701). ] 
Third Parties. Término utilizado para referirse a los receptores de los dó- 
lares de la asistencia técnica nacional (47), encargados de prestar la AT a los 
gobiernos estatales y locales. Los típicos receptores de “third party” inclu- 
yen grupos de interés público —por ejemplo, Public Te echnology Inc. (pr1) y 
el National Training and Development Service (NTDS)— y universidades que 
desarrollan programas de capcitación, agencias de distribución de infor- 
mación u otros servicios destinados a fortalecer a uno o más de los ele- 
mentos de capacidad de gestión de los gobiernos de propósitos generales. 
Transferencia de ayuda [Grant-in-Aid]. Transferencias nacionales o pagos 
a los estados, o transferencias federales o estatales a gobiernos locales con 
propósitos específicos, habitualmente sujetos a cierta medida de supervi- 
sión y revisión por el gobierno o la agencia cesionaria de acuerdo con nor- 
mas y requerimientos prescritos, 
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Transferencia específica [Categorical Grant]. Oferta de fondos para trans- 
ferencias de ayuda, para uso limitado dirigido a un objetivo específico, que 
habitualmente requiere que el receptor corresponda con una parte propor= 
cional de la transferencia (también transferencia condicionada). 

Transferencias en especie [Grants-in-Kind]. Donación de propiedades o 
bienes de un excedente nacional, a los gobiernos estatales y locales. 

Transferencias generales [Block Grants]. Consolidación de programas 
funcionales en una transferencia en que los receptores son elegibles por 
medio de una fórmula o mediante un muy amplio proceso de solicitud 
(véase CDBG). 

Transferencias para proyectos especiales [Project Grants]. Transferencia 
hecha a un gobierno sólo con propósitos o proyectos muy específicos; pue- 
de ir desde el financiamiento de 100% hasta un apoyo parcial (véase tam- 
bién Grant-in-Aid). 

Transferencias preestablecidas [| Formula Grants]. Asignación de una trans- 
ferencia basada en una fórmula específica incorporada en el lenguaje esta- 
tutario o en regulaciones administrativas emitidas de acuerdo con un estatuto. 

uscm: U. S. Conference of'Mayors [caBu, Conferencia de Alcaldes de los 
Estados Unidos]. Sus miembros son alcaldes de ciudades con población 
superior a 30000 habitantes. La conferencia promueve un mejor gobierno 
municipal mediante cooperación entre ciudades así como con los gobier- 
nos estatal y federal. La uscm ofrece servicios de investigación, informa- 
ción, asesoramiento y referencia legislativa a las ciudades y mantiene una 
biblioteca especializada (véase Public Interest Groups). 

Variaciones planeadas [Planned Variations]. Se refieren a un esfuerzo 
experimental (1971-1974) dentro del marco del programa de Ciudades 
Modelo para extender el esfuerzo del programa de planeación más allá de 
los barrios en desventaja, que originalmente eran el objetivo del programa, 
a toda la ciudad y dar a los principales ejecutivos autoridad de revisión y 
comentario sobre todos los programas nacionales para aumentar la ca- 
pacidad local de gestión de las políticas (véase también cErc; Model Cities; 
HUD). 

Vivienda y desarrollo comunitario [Housing and Community Development]. 
Construcción y administración de proyectos de vivienda y reurbanización, 
y otras actividades destinadas a promover o apoyar la vivienda y el des- 
arrollo comunitario, 
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APÉNDICE B. LAS RELACIONES 
INTERGUBERNAMENTALES: “GAMESMANSHIP” 
Y “GRANTSMANSHIP”* 


JUEGOS DE RIG EN LOS QUE PARTICIPAN FUNCIONARIOS ESTATALES Y LOCALES 
1. "Grantsmanship” 


EsTE juego de “persigan la liebre” consiste en localizar y conseguir fondo: 
federales de muchas fuentes, habitualmente las más posibles. Éste tal ye 
sea el juego de RIG más practicado, y para el cual ofrecemos algunas regl 
comúnmente aceptadas para jugar al “grantsmanship”. sd 


2. Libertad 


PM minimizar el grado de control nacional sobre el gasto de fondos 
erales. A esto a veces se le ha llamado, sucintamente, “no nos diga a 
nosotros cómo gastar su dinero”. Í Ñ 


3. Igualdad 


Hacer presión en favor de una distribución equitativa o “justa” de los fond 

federales ¿A eso también se le conoce como el “juego de la fórmula”, en e 
los participantes estatales y locales exigen factores específicos y Ventájonos 
en las fórmulas a través de las cuales se distribuyen los fondos dales Ñ 


4. Fraternidad 


Formar alianzas entre funcionarios con ideas o puestos similares. Hay dos 
alianzas antiguas en las RIG. Una es la de las “autocracias funcionales Ad 
cales”, que unen a especialistas programáticos de todos los niveles de 
ÓN con lemas como “Los profesionales de los programas no se sepa- 
Su y ni el Cercado”. Esta última es una referencia al federalismo 
Aia los: las lealtades y/o alianzas compartidas de los profesionales de 
a a través y más allá de los límites de jurisdicciones políticas par- 


* El arte o la habilidad 


[N. del T.] para jugar y para conseguir transferencias, respectivamente. 
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La segunda alianza fraterna en las RIG, más antigua sn e a es 
entre los generalizadores administrativos políticos, en todos po e 
Esta alianza ha recibido varias designaciones: la coalición ejecu sd » los 
“Siete Grandes” y los “pIG”. Las dos últimas denominaciones se refieren a 
los llamados siete Public Interest Groups [grupos de interés público] inte- 


grados por los siguientes: 


1. Consejo de Gobiernos 

2. Asociación Nacional de Gobernadores 

3. Conferencia Nacional de Legislaturas de los Estados 
4. Asociación Nacional de Condados 


5, Liga Nacional de Ciudades . 
6. Conferencia de Alcaldes de los Estados Unidos ! 
7. Asociación Internacional de Administración de Ciudades 


La debilidad, así como el optimismo acerca de la coalición a a 
ñ « 
ha hecho surgir una bienaventuranza en las RIG: “Los mansos heredarán e 


dinero federal”. 


5. Dejar al vecino en la miseria* 


Esto se refiere a los intentos de funcionarios estatales o ENT por sobre- 
pujar o por socavar a los vecinos O competidores jurisdicciona les a E a 
fuerzo por atraer a negocios y empresas industriales a su propia a n E 
Los atractivos o señuelos pueden variar desde concesiones fiscales hasta 


n de servicios públicos, a veces con tasas reducidas. Otros nombres 


prestació) pá 


de este juego son “Atraigan al grande” y, despectivamente, A la caza 
chimenea humeante”. 


6. “End run”** 


Este juego lo practican funcionarios locales, especialmente alcaldes de 
grandes ciudades. Consiste en la sencilla estrategia de pasar por a 
los estados y establecer (además de extender) el flujo de fondos federa 
directamente desde el gobierno nacional hacia las ciudades. 


7. Codiciarás los derechos de primogenitura de tu hermano 


Este juego describe el esfuerzo hecho, particularmente por funcionarios ba 
gobiernos locales, por obtener una parte reservada o asignada de los ingr 
sos del impuesto estatal o federal. 


-thy-neighbor: juego de naipes infantil. [N, del T.] : ] 
de Ear americano en la que el jugador ofensivo que lleva el balón intenta 


escaparse a la zona de anotación. [N. del T.] 


A 











| 
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8. Construir ductos a través del Potomac 


A este juego también se le llama la “conexión con Washington”. Las líneas 
establecidas como resultado de practicar este juego son conductos para 
transportar dos tipos de contenidos: información y dinero. El flujo de 
información es, invariablemente, en dos sentidos. 

El conocimiento de fondos, regulaciones, legislación, fórmulas de distri- 
bución, etc., se logra por medio de canales de información habitualmente 
establecidos y mantenidos por medio de una íntima cooperación entre fun- 
cionarios nacionales, estatales y locales, especialmente los profesionales de 
los programas. En algunos casos los funcionarios estatales y locales asumen 
la plena responsabilidad por iniciar y continuar los contactos relacionados 
con la información. La pauta y los procesos han dado por resultado que va- 
rios estados y localidades tengan su propio representante en Washington 
(25 estados, 50 ciudades en último recuento). Nueva York parece haber lle- 
vado la estrategia de los “ductos” al enésimo grado con representantes en 
Washington de: la ciudad de Nueva York, la Junta Educativa de la Ciudad de 
Nueva York, la Oficina del Gobernador, la Junta de Regentes, el Senado 
estatal y la Cámara estatal. Desde luego, existe un flujo de información 
dirigido por Washington, como propuestas de transferencias, informes y si- 
milares. 

El flujo de información en dos sentidos suele culminar en el flujo de di- 
nero por medio de estos ductos con el Potomac. A menudo el carácter de 
este juego, basado en el dólar, puede describirse parafraseando el conocido 
dicho de Vince Lombardi: “El dinero no lo es todo; ¡es lo único!” 


JUEGOS DE RIG EN LOS QUE PARTICIPAN FUNCIONARIOS NACIONALES 
1. Protección del césped 


Este juego consiste en defender la jurisdicción o el programa (los progra- 
mas) de la agencia contra los ataques “de fuera”, ya sean agencias nacio- 
nales y su personal, o funcionarios generalizadores, estatales y locales, que 
buscan una política de control o tienen objetivos de coordinación. Un exas- 
perado administrador de programas nacionales de mediano nivel expresó 
bien esta orientación cuando dijo: “No me fastidien con todas esas cuestio- 
nes de políticas de RIG, yo tengo un programa que administrar” 


2. Perfeccionismo de los proyectos 


Se juega a este juego definiendo los requisitos de una transferencia para un 
proyecto especial o un programa de RIG tan estricta y precisamente que 
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sólo los “ángeles” serían elegibles. Los requisitos restrictivos dan a los ad- 

ministradores nacionales la ventaja de hacer excepciones, es decir, de decidir 
A » 

quiénes pueden pasar por “ángeles”. 


3. Golpear y correr 


Este fue un juego relativamente nuevo durante los años setenta, practicado 
en una arena y con reglas muy distintas de las de “protección del césped y 
del “perfeccionismo de los proyectos”. El juego de golpear y correr consiste 
en que el gobierno nacional dé un empujón (bump) a las jurisdicciones 
estatales o locales con una cantidad de dinero, pero evitando (runing for) la 
responsabilidad de especificar cómo deben emplearse esos fondos. Tal vez 
lo que mejor ilustre este juego son los Fondos del Sistema General de Par- 
ticipaciones, aunque el fondo bajo del programa de ayuda fiscal anti-rece- 
sión y algunas transferencias generales también se aproximan a la defi- 


-nición. 


4, La pelota medicinal 


La Oficina de la Contaduría General audita un proyecto o programa de 
transferencias. Para los que conocen bien la 0cG no hace falta ninguna ex- 
plicación. Para los no iniciados, la 0CG es capaz de asestar un golpe demo- 
ledor y hasta mortal en el plexo solar de un programa. 


5. La regla de oro 


El que tiene el oro hace las reglas, A esto también se le ha descrito, A veces, 
como “el que paga al músico pide la tonada”. Refleja las expectativas natu- 
rales y a veces impuestas de que cuando se otorgan fondos iria 
apoyar un programa, una actividad o un proyecto, debe haber a se 
que garanticen que los fondos sean gastados por los receptores en el objeti- 
vo previsto. 


6. La Ley de Einstein de la relatividad de las RIG 


Este juego es una extensión de la Regla de Oro, por el cual las a 
nes asociadas a una transferencia se pueden calcular de acuerdo con la 
fórmula E = MC?, donde 


E = energía invertida en escribir las normas y regulaciones, 

M = masa de dólares disponibles para gastar, e . 

C = conservadora actitud y cautelosa rapidez de los funcionarios que 
redactan las regulaciones. 
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Llevando la analogía un paso más allá, podría esperarse que la adminis- 
tración de transferenciás procediera, por tanto, a la recíproca de la veloci- 
dad de la luz. OS 8 

Algunos participantes y observadores de RIG afirman que la Ley de Ein- 
stein no es universal y que existe una teoría especial de la relatividad de las 
normas. La teoría especial afirma: “El número y la especificidad de las re- 


gulaciones de transferencias son inversamente proporcionales al tamaño 
de la transferencia. . 


7. No es bastante grande 


Esto se refiere al fenómeno del “nivel del umbral”, A menos que una solici- 
tud de transferencia, cambio de política o problema de programa sean lo 
bastante grandes, no llamarán la atención de los funcionarios nacionales. 
Sin embargo, cuando una idea o propuesta parece innovadora o promete- 
dora, el funcionario nacional podrá sugerir al solicitante o proponente que 
aumente las dimensiones del proyecto. 


8. No se admite devolución 


Una vez hecha una transferencia, los funcionarios nacionales esperan que 
los receptores gasten todo el dinero en lugar de devolver “excedentes” o 
fondos no gastados. Para evitar tal embarazo, los funcionarios nacionales 
pueden participar en un subjuego llamado “reprogramación”. Éste simple- 
mente extiende el tiempo (y a veces el objetivo) según el cual iban a em- 
plearse los fondos originales. 

“No se admite devolución” no debe confundirse con el juego de “La prisa 
de fin de año”. En este juego, una agencia aún conserva fondos cuando ya 
se aproxima el fin del año fiscal. La agencia se apresura a comprometer los 
fondos no comprometidos. Sin embargo, para que una agencia participe 
en el juego de “La prisa de fin de año” normalmente es requisito que añtes 
la agencia se dedique al juego de “Aumentar las reservas”. 

“Aumentar las reservas” asegura una reserva o'un conjunto de propues- 
tas de transferencias en el estante, que la agencia nacional podrá sacar 
para agotar los fondos sobrantes al término del año. Desde luego, el juego 
de “Aumentar las reservas” tiene otra gran recompensa. Una agencia con 
una lista grande o hasta inmensa de solicitudes meritorias, pero sin fon- 
dos, puede mostrar a sus superiores y a los comités del Congresó corres- 
pondientes una gran justificación de: a) la necesidad de sus programas, 
y b) de mayores asignaciones. 
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9, Compartir la riqueza... estratégicamente 


Los fondos de transferencias, especialmente los de proyectos especiales, * 
deben ser asignados a estados o ciudades en que los beneficios hagan el 
mayor bien política así como programáticamente. Los presidentes de los 
comités clave del Congreso son miembros cuyos votantes merecen atención 
especial, donde y cuando la discreción administrativa lo permita, 


10. Inclúyannos en el corte del listón 


A éste se le puede llamar un juego ceremonial, al que se dedican principal. 
mente miembros del Congreso y políticos designados de alto nivel. Con- 
siste en saber dónde y en estar presente cuando se ha terminado con éxito 
un proyecto (o programa) de transferencias muy importante y cue de 
ejemplo, cuando se inaugura un sistema de abasto de agua que PE recibido 
el apoyo nacional, los senadores y el congresista (del distrito) pueden insis- 
tir en encontrarse presentes en las ceremonias de inauguración, Puede pre- 
decirse que en los discursos de tales acontecimientos se elogiarán las vir- 
tudes de cooperación de las rIG y los valores de la asistencia nacional para 
el progreso comunitario implícito, ] o ias 

Modificaciones y variaciones de este juego son el El gran anuncio” y el de 
“Golpear y correr”. En el juego de “El gran anuncio”, una agencia adminis- 
trativa nacional tiene el mandato de informar a un representante o senador 
entre cuyos votantes va a recaer una transferencia. Con base en este aviso 
previo, el miembro del Congreso podrá entonces anunciar personalmente, en 
un comunicado de prensa, que la concesión de la transferencia se hace aX 
jurisdicción por un Y propósito. Desde luego, la razón de este procedimiento 
es aumentar la notoriedad política del miembro del Congreso. 

El juego de “Golpear y correr”, ejemplificado por, el Sistema o 
Participaciones, ha alterado notablemente el juego de Cortar mes . Da- 
do que los alcaldes, consejos, administradores de ciudades, gobernadores y 
otros funcionarios estatales y locales deciden y presiden el uso de estos fon- 
dos, no es probable que piensen en miembros del Congreso para “el festejo 
del triunfo”, ni que los incluyan en él. En realidad, un congresista críti- 
co del Sistema General de Participaciones y de las transferencias generales 
dijo que “cuando funcionarios estatales y locales forman proyectos con 
estos fondos, ¡ni siquiera nos invitan a cortar el listón! 


EL JUEGO DE “GRANTSMANSHIP”: LAS REGLAS 
DE ACCIÓN DE LOS FUNCIONARIOS LOCALES 


Psicólogos y sociólogos nos dicen que casi toda la conducta humana o 
pautas, va directa a metas y es predecible. Nuestro propósito no será de- 
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mostrar ni refutar tan importantes afirmaciones sino, antes bien, catalogar 
un conjunto de normás de acciones o de decisiones de RIG por las cuales la 
conducta de algunos funcionarios locales es guiada parte del tiempo, Y en 
lugar de especificar qué funcionarios locales siguen qué reglas de acción de 
RIG y en qué condiciones, sólo presentaremos resúmenes sucintos de las 
normas. Éstas se encuentran agrupadas en dos categorías: constantes, aque- 
llas por los cuales se guían casi todos los funcionarios locales; y particu- 
lares, las que son específicas a una arena particular de acción local: buscar 
y obtener transferencias federales (o estatales) de ayuda. 


Normas constantes de RIG para funcionarios locales 


1. Maximice los ingresos de dólares federales y estatales, y minimice los 
impuestos locales, (Esta regla de acción es similar a la Ley de Conve- 
niencia Fiscal: el nivel de gobierno más conveniente para financiar un 
programa gubernamental es un nivel que no sea aquel al que el funcio- 
nario sirve actualmente.) 

2. Maximice la flexibilidad y discreción locales mientras minimiza los 
controles, regulaciones, lineamientos y similares federal/estatales, (Es- 
ta regla se asemeja a la Ley de Conveniencia Administrativa: el nivel 
de gobierno por el cual una persona está empleada actualmente es el 
más conveniente para administrar un programa.) 

3. Acepte la Ley de Gravedad de las rIG: “La bronca les caerá a los fun- 
cionarios locales”. (Esta ley también es conocida como la Ley de Sedi- 
mentación de Programas: la responsabilidad operativa de un progra- 
ma se delega, hacia abajo, a los funcionarios locales, más allá de los 
cuales no se puede hacer ninguna delegación.) 

4. Maximice la participación y satisfacción públicas mientras se imple- 
menta un eficiente y eficaz programa de transferencias conocido tam- 
bién como “meta a todos en la acción, pero logre acción”, 

5. Maximice el respeto y gánese la confianza de otros participantes en 
RIG utilizando suficientes subreglas: 


* demuestre intenciones honorables y decentes; 
* muestre evidencia de un capaz desempeño de personal y de programa, y 
* empaquete y “venda” los logros de la agencia (o de la unidad). 


6. Movilice los recursos marginales; es decir, los recursos que: 


+ ofrezcan los mayores rendimientos por el esfuerzo hecho para lograrlos; 

* permitan la mayor flexibilidad de uso, y 

* se puedan conservar como “dinero en el banco” para hacer frente a 
urgencias y a incertidumbres futuras. 
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7. Mantenga y refuerce el poder organizativo/político o “influencia”: 


+ utilizando votantes y contactos favorables; 

+ neutralizando intereses hostiles; 

* tratando de no parecer voraz, y 

e economice el poder como si fuese una moneda agotable, confiando 
en que la modesta influencia utilizada hoy dejará más para usos futuros, 


Normas particulares de RIG para funcionarios locales 


Las siguientes normas son particulares porque están restringidas a dos fa- 
cetas del comportamiento relacionado con las transferencias federales (o 
estatales). El primer conjunto es apropiado para los esfuerzos de buscar 
una transferencia; el segundo, para las actividades de adquisición o apro- 
bación de transferencias, 


Normas de búsqueda de transferencias 
Las normas para la cacería de transferencias incluyen: 


1. Conocer las regulaciones (las reglas del juego). 

2. Conocer los plazos de las solicitudes (esto se parece a saber cuándo le 
toca a uno su turno para batear). j 

3. Saber lo que quieren oír los que harán la transferencia, (A esto se le 
llama, frecuentemente, “conocer el idioma... y los varios dialectos”) 


Estas normas están implícitas en el siguiente fragmento de una solici- 
tud de transferencia de planeación presentada al Departamento de 
Vivienda y Desarrollo Urbano de los Estados Unidos, por el gobierno 
de la ciudad de Roanoke, Virginia. 


Al aumentar la complejidad de administrar una organización municipal dedicada 
a ofrecer una multiplicidad de servicios humanos y físicos, se hace más aguda la 
necesidad de una eficiente estructura de prestación de servicios que optimice la uti- 
lización de recursos limitados. La implementación de modernas técnicas de ges- 
tión y el desarrollo de un sistema de información integrado y la capacidad de 
generación de programas que obtienen el uso máximo efectivo del equipo de pro- 
cesamiento de datos electrónicos, parecen ser métodos viables para facilitar la 
implementación y administración de programas. Tal refinamiento es necesario para 
una ciudad a la que se le prevé una lenta tasa de desarrollo de la base de ingresos. 


En lenguaje común, esta declaración dice: Somos una comunidad en 
lento desarrollo, y necesitamos una computadora para aumentar la efi- 
ciencia de nuestras operaciones. 








3 
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4. Sepa dónde están los dólares. (A veces comparado con la búsqueda de 
un tesoro enterrado: el mapa es el actual Catalog of Federal Domestic 
Assistance.) Moa os 

5. Una alternativa a la Norma Cuatro es: conozca a quien sabe dónde 
están los dólares. En lenguaje más común, “Contrate a un asesor, pre- 
feriblemente con experiencia”. (Esto equivale a contratar a un guía 
que tiene un buen mapa, detallado.) 

6. Sepa cuáles son las mejores proporciones o fórmulas proporcionales. 
Esta regla es importante porque un dólar local (en efectivo o en espe- 
cie) puede producir de uno a nueve dólares federales o estatales. Esta 
norma constituye un caso especial de las normas constantes Uno y Seis: 
maximice los recursos de fuera y movilice los recursos marginales (a 
veces llamado el “Principio del dólar elástico”, u “Obtener la mayor 
vitalidad del dólar loca]”.) 


Normas para la adquisición de transferencias 


Si los funcionarios locales siguen las normas anteriores, probablemente 
tendrán preparada para su procesamiento una solicitud de transferencias 
en toda forma. Debe entrar entonces en acción todo un conjunto de nor- 
mas sobre la adquisición de transferencias. (A éstas se les puede llamar 
normas del “boy scout”, pues todas van precedidas por el lema “estén lis- 
tos”.) En el proceso de aprobación/adquisición, los: funcionarios locales 
deben estar preparados para: 


1. que su solicitud sea rechazada; 

2. enterarse de que las regulaciones de la transferencia han cambiado; 

3. volver a solicitar la transferencia en una forma revisada (ligera, mode- 
rada o considerablemente); Ñ 

4. cabildear con la agencia donadora utilizando contactos legislativos, 
ejecutivos y profesionales (a menudo se dice “Hamar a los amigos”; una 
estrategia más eficaz pero más escasa se llama “tener un padrino”; 

5. Llamar a sus propios expertos (si la agencia donadora hace preguntas 
o tiene dudas acerca de la propuesta, presentar testigos de buena 
reputación). . 

6. Mostrar resultados pasados o potenciales que parezcan buenos (esta 
regla probablemente sea preferible a la Norma Cinco, pero es más exi- 
gente: los funcionarios deben hacer el trabajo completo, en lugar de 
pagar por la opinión de un experto); E 

7 ¡Trabaje en corto-circuito! Como en el combate de un incendio, los 

tiempos de respuesta rápida son críticos. Hacer una propuesta de 100 
páginas por una transferencia de 100 000 dólares en un mes (incluyen- 
do todas las aclaraciones y firmas locales) es un lapso apropiado para 
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evaluar la adecuación del tiempo de respuesta local. (La norma del cor- 
to-circuito resulta, en términos operativos, en comportamientos tales 


como sesiones de trabajo de toda la noche, y en subproductos como coli- * 


llas de cigarrillos y tazas de café, nervios de punta y correos especiales 
enviados en el primer avión de la mañana.) 


Cómo se juega al béisbol de “grantsmanship” 


Al entrar al juego de grantsmanship, los funcionarios locales a menudo em- 
plean términos y frases relacionados con el béisbol para describir el proce- 
so y los problemas que encuentran. Los siguientes son algunos de los tér- 
minos y metáforas populares. 


1. Aprenderse el orden al bate. Esto es como saber cuándo le toca a uno su 

- turno para batear (para una solicitud de transferencias), pero se tiene 
que conocer todo el orden de bateo. del propio “equipo”, así como la 
lista de los “adversarios”, es decir, de la agencia a la que se está inten- 
tando extraerle una transferencia. 

2. No vaya al home sin un bate y un casco para batear, Esto recomienda a 
los jugadores no sólo estar listos con el instrumento de trabajo, sino 
también tomar adicionales precauciones protectoras y defensivas. Muy 
pocas o ninguna agencia de transferencias hacen “lanzamientos” con 
mala intención. Sin embargo, a veces pueden hacer, sin intención, 
lanzamientos descontrolados o a la cabeza. Tales sorpresas dan nueva 
credibilidad a aquella advertencia, “¡Cuidado!” 

3. Sepa cómo anotar y llevar la anotación. Esto se refiere a conocer todas 
las reglas específicas del juego de transferencias en que participa una 
unidad o un funcionario local. Desde luego, los diferentes partidos 
son muchos. Varían de acuerdo con la agencia otorgante, la legis- 
lación que autoriza, las normas y regulaciones de implementación, y 
el carácter del proceso de auditoría y evaluación. 

4, No enfurezca al umpire. Esto puede parecer una perogrullada. En, el 
béisbol ordinario, el umpire puede expulsar a cualquier jugador, entre- 
nador o director. Sin embargo, en las RIG hay una nueva dificultad. No 
siempre queda claro quién es el árbitro. A veces el árbitro final de las 
normas y políticas de transferencias de asistencia es el lanzador: la 
agencia otorgante. A veces puede ser la Oficina de la Contaduría Ge- 
neral, o un comité del Congreso. Estos dos jugadores a menudo 
pueden dejar el papel de árbitro (detrás del home o en las bases), por 
el de entrenador (junto a las líneas laterales de primera y tercera ba- 
se). En raras ocasiones hasta los espectadores en las gradas podrían 
ser el “árbitro”. A estos ciudadanos o clientes se les puede pedir “vo- 
tar”, en sentido literal o figurado, sobre si ha “anotado” un receptor 
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de transferencias, También existe el caso improbable en que el “ba- 
teador”, el receptor de la transferencia, pueda pasar simultáneamente 
al papel de árbitro. Esto puede ocurrir cuando el receptor de los fon- 
dos de la transferencia se encuentre en la posición de tercer árbitro en 
un grupo de tres que estaban discutiendo sobre qué es una “bola” y 
qué es un “strike”. El primer árbitro dice: “Yo los canto como los veo”. 
El segundo árbitro, desdeñoso, dice: “Yo los canto como son”. El ter- 
cer árbitro mueve lentamente la cabeza y luego dice, confidencial- 
mente: “No son nada... ¡hasta que yo los canto!” En circunstancias 
excepcionales, un administrador de transferencias puede tener la 
oportunidad de ser el tercer árbitro. , 
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APÉNDICE C. FONDOS FEDERALES E IMPUESTOS 
FEDERALES: PROPORCIONES DE GANANCIA 
CON ESFUERZO POR ESTADOS, 1965-1984 


Flujo de fondos federales, 1965-1984 (la cantidad estimada de gastos 
federales en cada estado por cada dólar de impuesto nacional pagado 


por residentes de cada estado)* 








Región o estado 1982-1984 1974-1976 1969-1971 1965-1967 

PROMEDIO NACIONAL 1.00 

NUEVA INGLATERRA 
Connecticut 1.02 0.92 0.88 0.92 
Maine 1.30 1.19 1.04 1.14 
Massachusetts 1.10 1.04 0.95 0.90 
Nueva Hampshire 0.98 0.90 0.97 0.83 
Rhode Island 1.05 1.07 1.14 1.17 
Vermont 1.10 1,16 1,02 1.11 

MepIo EsTE 
Delaware 0.83 0.71 * 0.60 0.54 
D.C. n.d. 3.23 2.99 2.116 
Maryland 1.27 1.31 1.39 1.34 
Nueva Jersey 0.70 0.79 0,75 0.71 
Nueva York 0.92 0.93 0.78 0.62 
Pensilvania 0.96 0.95 0.85 0.71 

GANDES LAGOS 
Mlinois 0,70. 0,70 0.63 0.59 
Indiana 0.83 0.74 0.81 0.75 
Michigan 0.78 0.76 0.61 0.58 
Ohio 0.85 0.76 0.75 0.70 
Wisconsin 0.82 0.76 0:71 . 0.67 

LLANURAS 
Dakota del Norte 1.06 1.32 1.51 2.04 
Dakota del Sur 1.24 1,33 1.26 1.67 
lowa 0.80 0.81 0.83 1.00 
Kansas 1.02 0.96 1.14 1,44 
Minnesota 0.85 0.87 0.89 0.93 
Missouri 1.43 112 1.10 1.09 
Nebraska 0.95 0.91 0,91 1.26 
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Región o estado 1982-1984 1974-1976 1969-1971 1965-1967 l 
PROMEDIO NACIONAL 1.00. 
senitA 1,29 1.31 1.49 1.52 
Arkansas 1.27 1.19 1.20 1.29 
Carolina del Norte 10.95 1.00 0.99 1.21 
Carolina del Sur 11.25 1.22 1.25 1.58 
Florida 1.09 0.96 1.09 1.15 
Georgia 1.09 1.08 1.29 1.52 
Kentucky 1.10 1.17 1.14 1.32 
Louisana 0.90 1.07 1.19 1.33 
Mississippi 1.61 1.65 1.73 1.68 
Tennesse 1.20 0.98 1.01 1.112 
Virginia 1.52 1.46 1.68 1.73 
Virginia del Oeste 1.07 1.21 1.09 1.02 
as 1.14 1.18 1.19 1.33 
Nuevo México 1.80 1.47 1.67 1.68 
Oklahoma 0.88 1.23 1.35 1.36 
Texas 0.78 0.96 1.31 1.35 
'AÑAS ROCOSAS 
penita 0.91 1.05 1.24 1.33 
Idaho 1.13 1.03 0.96 115 
Montana 1.07 1.17 1.18 1.53 
Utah 1.27 1.23 1.53 1.32 
Wyoming 0.75 1.00 1.10 1.50 
TE 
tna 1.09 1.15 1.24 1.32 
Nevada 0,92 0.85 0.75 0.86 
Oregon 0.89 0.91 0.84 0.80 
Washington 1.09 1.20 1,10 1.24 
Alaska 1.01 1.82 2.76 4,54 
Hawai 1.38 1.56 1.53 2.27 
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i tado, incluyendo contratos 
* Incluye todos los gastos federales que pueden asignarse por es » c 
de procuración de la defensa, pagos de Seguro e eoapis E ayuda a daa 
y A H A impu 
tatales y locales, nómina federal, etc. Las cifras de ingreso incluyen los in S 
renta tedividuales y por empresas, los impuestos de seguridad social, los impuestos de E 
“sumo, etc. Todas las cifras fueron ajustadas proporcionalmente, de modo que en gen: ay 


un dólar de ingreso por cada dólar de gasto. 


isió i j tales, Significant Features of 
FUENTE: Comisión Consultiva de Relaciones Intergubernamen! z nt E 
Fiscal Federalism, 1985-86 Edition, M-146 (Washington, D. C., Government Printing Office, 


1986), p. 178. 
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cia de la: 26; balcanizadas: 157, 385; 
federal: 80; estancamiento de la: 80; in- 
tergubernamental: 388-390, 397, 413; 
municipal; 358; privada: 342; pública: 
342; véase también administradores 


Calificación de Centralismo Escolar 
(CCE): 577, 579 

Cámara, Comité de Banca y Moneda: 
345-346; de Diputados: 267; de Repre- 
sentantes: 60, 345, 482, 500; de Sena- 
dores: 267, 346 

Derrida de Comercio (Corpus Christi): 

capital, acumulación de: 273; físico: 496, 
498; humano: 497-498; mercados de: 
495; social: 45; urbano: 269-272 

capitalismo, de monopolio corporativo: 
273; urbano: 272-275 


carreteras: 19, 638; apoyo fiscal a: 286; 
ayuda federal para: 309-310, 336, 376, 
491; gastos en: 293-296; participación 
ciudadana en: 68; políticas redistribu- 
tivas para: 417; regulación en: 507 

Catálogo Federal de Ayuda Interna (CrAt/ 
FCDA): 62, 88, 161, 177, 301, 663 

centralización, burocratización y: 42; 
control de la: 27; del gobierno nacional: 
189; del poder económico: 555; du- 
rante la Colonia: 31; escolar: 578-579; 
estatal: 451-454, 457; excesiva; 42; fe- 
deral: 41; fiscal: 7, 453, 461, 465; im- 
plicaciones de la: 453; primaria: 506; 
rigidez y: 42; secundaria: 506; tenden- 
cias hacia la: 24 

Centro de Derecho Indio Norteamerica- 
no: 433 - 

Centro de Vuelos Espaciales Goddard de 
la NASA: 301 

Centro Jurídico Estatal y Local: 190-191 

centro-periferia, estructuras, construc- 
ción de sistemas: 42; descentralización 
y: 10; diversidad de, en América Latina 
y México: 28-42; rediseño de las: 10-11 

centro-periferia, relaciones, centraliza- 
das: 28; dimensiones de las: 25n; en- 
tendimiento de las, en América Latina 
y los Estados Unidos: 11-16 

Cinturón de la Nieve/Cinturón del Sol: 
282, 368-369, 619, 621, 635 

Circular A-95: 88 

ciudad(es), anexión de: 118; autonomía: 
443; autoridad discrecional: 458-461; 
ayuda federal: 258, 306, 325, 383; bien- 
estar fiscal: 282; central: 268-269; con- 
dado: 88; contacto de funcionario 
463; crecimiento de las: 273; crisis fis- 
cal: 271; decadencia: 269; dependencia 
de la ayuda federal: 262; dependiente: 
265; empleo: 241; empresariales: 279; 
financiamiento directo para: 481; fuen- 
tes de ingreso general: 260-262; gastos: 

262; impuestos: 246, 445-446; índice 

de autoridad discrecional: 264; ingo- 

bernable: 279; ingresos: 243, 255, 269, 

284-285; intergubernamental: 264-284; 

presión fiscal: 266-267, 273; prestación 

de servicios: 456; programa de trans- 
ferencias específicas para: 122; sin mu- 

rallas: 265; sistema federal y: 442 

ciudades modelo: 157, 343n, 367, 639, 

654; reglas de decisión para: 347; reno- 
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vación urbana: 344-346, 351, 382; 
transferencias para agua y drenaje: 
346-349, 351 
clases, coalición de: 555, 557; conflicto 
de, y RIG: 265, 275-276, 554; conflicto 
de, y política redistributiva: 555, 600; 
separación de: 266 
Cláusula de Comercio: 108-109 
clientelismo, en América Latina: 15, 19 
coalición(es): 20; de clases: 555, 557; de 
derrame: 504; ejecutiva: 330; en el 
Congreso: 631 
Código del Impuesto Federal: 236 
Código Nacional de Ingreso Interno: 179, 
228-229, 232, 235; véase también fiscal, 
reforma 
Colonia, centralización durante la: 31; 
como Estado sin sociedad: 9 
Comisión de Comercio Interestatal (ccr): 
504, 506 
Comisión de Energía Atómica (CEA): 138, 
514-515 
Comisión de la Cuenca del Río Delaware: 
88 
Comisión de los Derechos Civiles: 520- 
521 
Comisión de Presupuesto: 267 
Comisión del Servicio Civil: 301 
Comisión Federal del Papeleo Burocrá- 
tico: 88, 308 
Comisión Hoover: 320 
Comisión Local del Gobierno: 446 
Comisión Nacional Consultiva de Distur- 
bios Civiles; 88 
Comisión Nacional sobre Excelencia en 
Educación: 574 
Comisión Presidencial sobre Conducir 
en Estado de Embriaguez: 514 
Comisión Regional de los Apalaches: 
88, 637 . 
Comisión Reguladora Nuclear (crN): 138, 
528 
Comisión sobre Objetivos Nacionales: 
147 
Comisión sobre Relaciones Tribal-Esta- 
tales: 433-435 
Comité de Abogados por Derechos Civi- 
les: 584 
Comité de Acción Conjunta Estatal-Fede- 
rál: 145-147, 478 
“Comité de Servicios Armados: 482 
Comité para el Desarrollo Económico: 
490; análisis de acción del: 494-496 


Comité sobre Federalismo y Propósito 
Nacional: 633 


Comités de Planeación para el Desarrollo - 


Estatal (coPLADES) (México): 36239 
Comités de Planeación para el Desarrollo 
Estatal y Municipal (COPLADEMS) (Mé- 
xico): 36, 39 
Comités Promotores de Desarrollo Socio- 
económico de los Estados (COPRODES) 
(México): 36 
competencia, de laxitud: 194, 537; des- 
leal: 194 
condados: 643; autonomía: 443; autori- 
dad discrecional: 458-461; ayuda inter- 
gubernamental: 243, 256-259, 306, 325; 
contacto de funcionarios: 463; depen- 
dencia de los impuestos: 253; distribu- 
ción de ingresos: 242; distrito adminis- 
trativo: 461; empleo: 241; impuestos: 
245-246, 446; índice de autoridad dis- 
crecional: 264; ingresos: 269, 284-285; 
prestación de servicios: 455-457; ten- 
dencias del ingreso general: 254-255 
Confederación de 1781: 31n, 99; insufi- 
ciencias en los artículos de la: 93 
Conferencia de Alcaldes de EUA (cABu): 
408, 410, 651, 654, 656 
Conferencia Nacional de las Legislatu- 
ras de los Estados (CNLE): 60-61, 125, 
401, 404, 408, 433, 469, 649, 651, 656 
Conferencia Nacional sobre Bienestar 
Social: 633 
conflicto(s), de clases: 26; de la arena re- 
distributiva: 26; de suma cero: 24; 
regulación y: 550; restricciones y: 
562-564 
conflicto y cooperación, en el futuro: 
625-628; equilibrio entre: 623; relación 
entre: 624-625 
Congreso: 93; activismo del: 519, 620; 
ayuda federal y el: 477-480; coalicio- 
nes en el: 631; Comité de Finanzas del 
Senado: 324; Comité de Presupuesto 
de la Cámara: 324; Conferencia Repu- 
blicana: 326; democratización del: 518; 
políticas distributivas y: 474; reorga- 
nización legislativa del: 143; Subco- 
mité de Relaciones Intergubernamen- 
tales del Senado: 59, 68, 186, 298, 312, 
521 A 
Congreso Nacional de Indios America- 
nos (CNIA): 433 
Consejo Asesor Fiscal (México): 42 
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Consejo de Asesores Económicos: 429 

Consejo de Gobernadoresde los Estados: 
(CGE): 408, 432-433, 462, 639-640,:651, 
656 2 y 

Consejo de Planeación Estatal: 526 

Consejo de Política Interna: 632-633 

Consejo Regulador: 177n 

Consejo Tribal Lummi: 437 

Constitución estadunidense: 70, 92, 188; 
artículo 1, sec, 8, els. 1-18: 95, 135, 515; 
artículo 1, sec. 10: 418; artículo Tv, sec, 
4: 115; artículo V: 99; artículo v1, sec, 2: 
101; asignación de poderes: 95; Pri- 
mera enmienda: 108; Décima enmien- 
da: 31n-32, 95, 108-109, 116, 244, 420; 
Decimocuarta enmienda: 31n, 93, 96n- 
97, 196, 418, 615; Decimosexta enmien- 
da: 286, 311, 614; descripción de la: 
100; sobre la Unión: 94 

Constitución mexicana, cambios en la: 
35, 37, 42; carácter programático de 
la: 32, 34; estructura federal de la: 32, 
34 

Constitución mexicana, artículos, 25; 35; 
26: 35; 27: 35; 28: 35; 105: 33n, 42; 
107: 33m; 115: 33, 37; 117: 32; 118: 32; 
124: 32 

contrato(s), externos: 181n-182, 263; so- 
cial: 92 

Convención Constitucional (1787): 75 

Convención de Filadelfia: 93, 96 

Convenio de Colaboración Administra- 
tiva (México): 40n 

Convenio Único de Desarrollo (cun) (Mé- 
xico): 37; estructura del: 38 

Convenio Único de Desarrollo Social 
(cos) (México): 38 

convenios, intergubernamentales en Mé- 
xico: 37-38 

Convenios Anuales: 121, 123; propósitos 
de los: 122 

Convenios Únicos de Coordinación (cuc) 
(México): 36-37 coordinación integu- 
bernamental en México: 34-36; econó- 
mica y financiera: 36; fiscal: 39.42; 
para la planeación: 36 

coordinación, multiorganizacional: 8; 
tres tipos de: 159-160 

Corporación de Asistencia Municipal: 271 

corporativismo, en América Latina: 15 

corte, casos en la, Atkins vs. Kansas, 191 
U. S. 207 (1903): 442n; Baker vs. Carr: 
88; Brown vs. Board of Education, 347, 


U. S. 483 (1954): 615; City of Clinton 
vs. Cedar Rapids and Mossouri River 
Railroad, 24 lowa 455 (1868): 105n, 
440; City of Philadephia vs. New Jer- 
sey, 437 U. S. 617 (1978): 539n, 541; 
City of Trenton vs. New Jersey, 262 U. 
S. 182 (1923): 442m; Commonwealth 
Edison Co. vs. State of Montana, 453 
U. S, 609 (1981): 211n; Federal Energy 
Regulatory Commission vs. Mississippi, 
456 U. S, 742 (1982): 115-116n, 180; 
Frothingham vs. Mellon y Massachu- 
setts vs. Mellon, 262 U. S. 227 (1923): 
310; García vs. la Autoridad Metropo- 
litana de Tránsito de San Antonio, 469 
U. S. 546 (1985): 108-110, 180, 419- 
423, 470, 504, 523, 622, 632; Gitlow 
vs. New York, 268 U. S, 652 (1925): 
615n; Graves vs. New York, ex. rel, 
O'Keefe, 306 U. S. 466 (1939): 136n; 
Green vs. New Kent County Scholl 
Board: 88; McCulloch vs. Maryland, 4 
Wheaton 316 (1819): 135-136, 212; Me- 
rriam vs. Moody's Executors, 25 lowa 
163 (1868): 441n; Milliken vs. Bradley: 
88; National League of Cities vs, Usery, 
426 U. S, 833 (1976): 107-110; NLC 
vs. Usery: 88; Northern States Power 
Co vs. State of Minnesota, 447 F.2nd 
1143 (1971): 138n, 525; Pacific Gas and 
Electric Co.: 528n; People vs. Hurlburt, 
24 Michigan 44 (1871): 441n; Rey- 
nolds vs. Sims: 88; San Antonio Inde- 
pendent School District vs. Rodríguez, 
411 U:S: 1 (1973): 97m; Serrano vs. 
Priest 487 P. 2nd. 1241 (1971): 88, 
573-574n; Shapp vs. Sloan, 440 U. S. 
942 (1979): 88, 402, 404n; Swann vs. 
Charlotte-Mecklenburg Board of Edu- 
cación; 88; Tarbel's Case, 13 Wall. 397 
(1872): 106; Texas vs. White, 7 Wall. 
700 (1869): 94; United States vs. Butler, 
297 U.S. 1 (1936): 310 d 

Corte Suprema (E. U.): 68, 76, 94-95, 
392; como árbitro: 106-107; descrip- 
ción de la: 96; funciones de la: 98; so- 
bre los gobiernos locales: 442 

cortes: 632; activismo judicial de las: 
523, 615-616; centralismo en las: 28; 
funciones de los: 613, 615-618; inter- 
pretaciones constitucionales: 613; polf- 
tica pública y: 617 

costos y beneficios, distribución de: 23 


caca: 
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recimiento demográfico: 498, 621 
CEsis. agrícola: 330; del acero: 269; del 
federalismo: 419; en la administra- 
ción pública: 337; energética: 269, 369, 
426, 512, 620-621; fiscal: 88, 166-167, 
176, 270-271, 283, 380, 477 


Declaración de Derechos: 96n-97, 615 
Departamento de Agricultura; 425, 434 
Departamento de Auditoría y Control del 
Estado: 447 
Departamento de Comercio: 492, 500; de 
Carolina del Norte: 194 
Departamento de Educación: 292 
Departamento de Energía: 60, 526-528 
Departamento de Justicia: 115, 509 
Departamento de la Defensa: 149 
Departamento de Salud y Servicios Hu- 
manos: 186, 308 
Departamento de Presupuesto y Planea- 
ción Fiscal (Maryland): 232 
Departamento de Recursos Naturales 
(DRN): 545-549 ] 
Departamento de Salud, Educación y 
Bienestar (sEB): 354-355, 385, 391-392, 
516, 520; Agencia de Auditoría del: 583 
Departamento de Salud y Servicios Hu- 
manos (DSsH): 318 
Departamento de Servicios de Salud y 
de Rehabilitación: 391 
Departamento de Transportes: 395, 526 
Departamento de Vivienda y Desarrollo 
Urbano (HUD/VDU): 65, 121-122, 152, 
163, 181, 335-336, 344, 347, 356, 384, 
395, 468, 489, 644, 662 
Departamento del Interior: 426, 428, 430, 
437-439, 526 
Departamento del Tesoro: 127, 229-231, 
271,325 
Departamento del Trabajo; 384 
Departamento Estatal de Transportes: 
173 
dependencia, lo engañoso de la: 262-263 
derecho(s), civiles: 69, 191, 336, 518; de 
precedencia: 418-420; de propiedad: 
173; estatutario: 539; individuales: 96; 
políticos: 32; posesivos: 173; públicos: 
95; sociales: 32 Ñ 
desarrollo comunitario: 357; disminución 
de ayuda para: 127; transferencias 
para: 365, 384, 395-396; vivienda y: 654 
desarrollo económico, concepto: 480, 
486; educación y: 496; políticas de: 





494, 496, 502, 625; programas de: 
489-490, 497; transferencias federales 
para: 491, 495 
desarrollo urbano, ayuda federal y: 69, 
335; implantación del: 280; teoría del: 
273 
descentralización: 312; aspectos estraté- 
gicos de la: 45n; aumento de demanda 
de, en México: 8; avance de la: 43; ca- 
cicazgos y: 10; de la política de salud: 
41; de transferencias: 522; “década de 
la”: 7; en América Latina: 28; en Méxi- 
co: 37-38; escolar: 577; estatal: 451; 
estructuras centro-periferia y: 10; re- 
gional: 10; véase también centraliza- 
ción ee 
descongestión: 320, 342, 634; significa- 
do de: 124; 125-130 
desechos peligrosos, véase energía nu- 
clear 
desempleo: 56; alto nivel de: 488, 558; 
ayuda federal para el: 383; compensa- 
ción de: 556; participación ciudadana 
y: 68; programa de compensación del: 
139; seguro de: 68, 363; véase también 
empleo 
desobediencia civil: 422 . 
desregulación: 124, 342; aspecto inter- 
gubernamental de la: 308; véase tam- 
bién políticas públicas de regulación 
discrecionalidad): 259; autoridad: 457- 
462; ayuda federal y: 286, 315, 317- 
318, 328, 350, 366, 385; de las agen- 
cias administrativas: 346, 348-349; de 
las escuelas en la toma de decisiones: 
263, 295; de las legislaturas estatales: 
401; de los administradores: 389; del 
beneficiario de ayuda federal: 314-331, 
351-352; del gobierno local: 443; del 
otorgante de ayuda federal: 352; en la 
aplicación de la 1sso: 536; financiera: 
460; fiscal: 264; grados de: 329; índice 
de autoridad: 264; limitaciones a la: 
390; sGP y: 322 
discriminación: 519-521; racial: 422, 
580-581 
distrito, administrativo: 533; concepto 
de: 113 
distritos escolares: 643; ayuda federal: 
63, 86, 256-259, 361, 580-582; códigos 
de ética: 447; contacto de funcionarios: 
463; distribución de ingresos: 242; 
elección de la junta escolar local: 571; 
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empleo y: 78; gastos: 292, 294-295; 
impuestos a la propiedad y: 244, 246- 
247; impuestos: 62, 445-446; indépen- 
dencia: 571; ingresos: 243, 284-285; 
prestación de servicios: 455-457; pro- 
fesionalización de la educación y: 73; 
tendencias del ingreso general: 254- 
255; véase también educación 

distritos especiales: 241, 644; autonomía: 
73, 259; ayuda intergubernamental: 
256-259; dependencia del ingreso inter- 
gubernamental: 256; distintas funcio- 
nes: 74; empleo: 78; impuesto a la 
propiedad y: 246; ingresos: 243; Opera- 
ción: 73; prestación de servicios: 455- 
457; tendencias del ingreso general: 
254-255 

División de Carreteras: 172 


ecología, véase ambiente 

economía: 166; de la organización: 581; 
de libre empresa: 201; de mercado: 
491; mixta: 201; normativa: 582; polí- 
tica y: 284; positiva: 582; separatismo 
en: 139; urbana: 269 

económica(os), concentración del poder: 
555; decadencia: 11n; programas de 
oportunidad: 155; oportunidades: 56; 
promoción: 19 

educación: 19, 640; apoyo fiscal a la: 286; 
asignaciones funcionales: 454; autono- 
mía en: 63n; ayuda federal para: 61, 63, 
69, 73, 146, 258, 310, 336, 375, 497; 
como política redistributiva: 564-565, 
579, 601-602; control estatal en: 63, 
572-579; control local: 571-572; des- 
arrollo económico y: 496; desigualda- 
des en: 574; disminución de ayuda en: 
127; federalización de la: 41; fondos 
para la: 565-569; gastos en: 292, 295- 
296, 584, impacto del impuesto a la 
propiedad en: 249-250; implementa- 
ción de la política en: 579-581; mayor 
demanda de: 79; mayor importancia de 
la: 142; para niños en desventaja social 
y económica: 84; participación ciuda- 
dana y: 68; políticas de, redistributivas: 
26, 416-417, 558, 582-586; primaria: 
582; profesionalización de la: 73; pro- 
grarnas especiales para: 448; regulación 
en: 62, 507; RIG y: 67; secundaria: 582; 
superior: 79; vocacional: 146, 582-584; 
véase también distritos escolares 


elección, de política pública de suma 
cero: 558 
empleo, ayuda federal para el: 61; cam- 
bios en el, municipal: 388; capacita- 
ción para el: 492, 496-498; distribución 
del: 451; en las RIG: 75-84, 173-174; 
garantías de préstamos sobre: 489; 
igual oportunidad de: 398, 497; progra- 
mas de creación de: 489-490, 498; sis- 
temas de retiro: 448; véase también 
desempleo 
energía nuclear, disposición de desechos 
radiactivos: 530-532; regulación y se- 
guridad en: 524-530; ubicación de ins- . 
talaciones de desechos peligrosos: 
537-552 
poca Progresiva: 506 
Era de Reagan: 56-57n 
Equipo Especial Presidencial sobre Ayu- 
da Reguladora: 307 
esclavitud: 474 
Estado, absolutista: 14; administrativo; 
27; benefactor: 69, 555; concepto euro- 
peo continental de; 32; desarrollo del: 
8; fluido: 11; fragmentación del, lati- 
noamericano: 14; nuevo o resucitado: 
215; politizado: 11; prismático: 11; re- 
forma del: 8; sin sociedad: 9; suburo- 
cratizado: 11 ] : 
estado-localidad, relaciones: 24, 70, 153; 
asignaciones funcionales: 454-457; 
autonomía en las; 180, 457; autoridad 
discrecional: 457-462; centralización 
en las: 457; contracción en las: 179- 
180, 184; cuestiones limítrofes: 439. 
470; declaración de asuntos: 465-466; 
empleo y: 79-80; en educación: 569. 
579, 601; fiscales: 453; impuestos: 245, 
247-252, 446; propuestas sobre: 469- 
470; prestación de servicios: 454-455, 
457; rasgos de las: 471; Regla de Dillon 
y: 111, 471; regulación en las: 537-552; 
técnicas administrativas: 462-463; ten- 
sión en las: 449-450 
Estado mexicano, corporativo: 32; creci- 
miento del: 35; funciones del: 35; re- 
construcción del: 32, 34; reforma del: 
45n; tareas programáticas del: 46 
estatal-tribales, relaciones: 432, 470; Co- 
misión sobre: 433-435 


federación: 29; centralizada: 41; coordi- 
nación fiscal y presupuestal: 41; de- 
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bilitamiento de la 34; estructura for- 
mal de la: 42; fortalecimiento de la: 43; 
significado de: 30n 

federal, estructura, en Argentina: 31n; en 
Bolivia: 28; en Brasil: 28; en México: 
31n; en Perú: 28 

Federal Register: 82, 177, 306, 308, 318, 
342, 538 

federalismo: 21, 29; anticuado: 130; au- 
téntico: 178; caracterización del: 41; 
centralizador: 41, 112; cercado: 156- 
160, 341, 352, 392, 609; contenido: 34, 
41; contradicciones del: 421; coopera- 
tivo: 28, 46, 69, 99n, 103, 186n, 366; 
creativo: 103, 148-149n, 151, 178, 309; 
crisis del: 419; cuarta cara del: 181, 
263; “de cerca de púas”: 13, 18, 20, 
22; de fachada: 177-178, 342; de fac- 
to: 195, 238, 495; de latigazo: 183, 
190; de nuevo cuño: 130; de pastel en 
capas: 139-140, 155, 525-526; debili- 
tamiento del: 34; decadencia del: 632, 
634; definición de: 100; descentrali- 
zador: 178; desventajas del: 11n; dual: 
28, 107; económico: 112; efectos del 
scP en el: 330; en América Latina: 30; 
espagueti: 179n; evaluación del: 632; 
feudal: 157, 385; floreciente: 153; for- 
talecimiento del: 37, 43; funcional: 
113, 385; GIG y: 612; impuesto a la 
propiedad y: 244-245; judicial: 523; 
jurídico: 180, 185, 615, 617; maduro: 
103; metáforas del: 195-196; moderni- 
zación del: 417; muerte del: 470; na- 
ciente: 103; nacional: 103, 111; natu- 
raleza del: 97-98; nominal: 112, 533, 
635; orientado hacia los estados: 192; 
política social y: 188; político: 113; ras- 
gos del: 94-99, 130; regulador: 186n, 
308, 517, 519, 522, 533, 632; relacio- 
nes estado-nación y: 72; relaciones je- 
rárquicas en el: 101; representativo: 
609; restaurador: 312; RIG y: 17, 23, 
49, 54, 57, 87, 91, 130, 367, 514, 623; 
significado de: 30n; tradicional: 197; 
ventajas del: 1in 

federalismo nuevo: 7, 42, 56, 69, 97, 103, 
159, 178, 481, 514; de Nixon: 322, 621; 
de Reagan: 56, 124-130, 178, 186-188, 
195, 258, 294, 297, 303, 308, 312, 319, 
350, 364, 389, 495, 497, 526, 533, 586, 
591, 622, 633; iniciativa del: 126-127; 
restauración del: 178 


Federalista, El: 94-95, 100 

fiscal(es), ajuste: 284; austeridad: 215, 
625; bienestar: 282; centralización: 7, 
453, 461, 465; código: 231; crédito: 
139, 146, 230; crisis: 88, 166-167, 176, 
270-271, 283, 380, 477; desigualdad, 
entre los estados: 11n; disciplina: 282; 
discrecionalidad: 264; disparidad: 268; 
dominios: 207-208; estimaciones del 
gasto: 229-231; estímulos: 374; eva- 
sión: 229; exención: 270, 272; flujos, 
de las: 175; gastos: 179, 228-237, 239; 
impactos, de la ayuda federal: 373-380, 
387, 412; ingresos: 202; injusticia: 220; 
inmunidad: 136-137; leyes: 228; libe- 
ración: 195; limitación, estatal: 65, 183; 
medidas, estatales: 221-228; miscelá- 
nea: 183; participaciones: 19; política: 
281-282; presión: 266-267, 273; pro- 
grama de información: 209; rebelión: 
56, 63, 446; reforma: 179, 232, 234; res- 
tricciones: 195, 204, 225; retiro, urba- 
no: 282; revolución: 228; sanciones: 
512; separación: 466; tendencias: 206- 
212; valuación, de la propiedad: 249; 
véase también impuestos 

Fondo de Fomento Municipal (México): 
39 

Fondo Financiero Complementario de 
Participaciones (México): 39 

Fondo General de Participaciones (Mé- 
xico): 39 

Fondo Revolvente de Préstamos para Vi- 
vienda: 65 

Fondos del Sistema Nacional de Coordi- 
nación Fiscal (México): 40n 

franquicias de futbol, cambios de: 500; 
expansión de: 501; fuga de: 499 

funcionarios: 74-84; autoridad de los: 
122; conflictos con los administrado- 
res: 156; dependencia de la ayuda fe- 
deral: 389; influencia de los: 468; su 
percepción sobre el sistema federal: 
164, 167; toma de decisiones de los: 
166; véase también administradores 

Fundación Fiscal: 224 

Fundación Kettering: 120 

Fundación Nacional de Ciencia (FNC): 496 

futbol político: 474, 499-502 


gasto(s) público(s), cambios del, a largo 
plazo: 286-292; direcios generales por 
función y nivel de gobierno: 289-290, 
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292, 295, 297, 642; directos naciona- 
les: 297, 350, 558, 642; interguberna- 
mentales: 558, 643; medidas del::287; 
para defensa: 291-292; para funciones 
internas más importantes: 292-300, 
350; por tipo y nivel de gobierno: 144, 
148, 153, 176, 321; proporciones de: 


291; reducción de, generales: 183; to- * 


tal: 289, 290 

gestión intergubernamental (GIG): 649- 
650, 652; conceptos definitorios de: 
611; implementación de la: 612; in- 
compatible con el federalismo: 612; 
intensificación de regulaciones y: 613- 
614 

gobernadores: 398-399, 413; estrategia 
organizativa: 400; poder organizativo 
de los: 498 

gobierno, del tercer partido: 80n-81, 341, 
618, 653; dimensión oculta del: 68, 87, 
130; por control remoto: 80, 341-342; 
privado: 112; representativo: 610; sub- 
sistémico: 335-343; teoría del, urba- 
no: 273 

gobierno estatal, autogobierno: 610; auto- 
nomía del: 117, 130, 380, 511, 536; 
autosuficiencia fiscal del: 195; ayuda 
federal: 60, 79, 216, 370-373, 386, 388, 
623; centralización: 451-454; costos 
laborales del: 110; deducibilidad de 
impuestos: 230-231; dependencia del 
impuesto a la renta: 214; descenso de 
la dependencia de impuestos: 204; dis- 
crecionalidad: 511, 536; dominios 
ficales: 208; empleo y: 78-79; formu- 
lación de políticas por el: 184; fortale- 
cimiento del: 154; funcionarios: 82-84; 
gastos: 287, 290-299, 350; impuestos: 
618; ingresos del: 205, 213-214, 220, 
260-261; intermediarios jurisdicciona- 
les en el: 81; legisladores: 400-404, 413; 
mandatos: 447-449; nivel de obedien- 
cia: 394-395, 535; política de naciona- 
lización de los: 516; política industrial: 
474, 490-499, 501; profesionalización 
en el: 609; recaudación de impuestos: 
206, 218-219, 227, 235; reorganiza- 
ción del: 468; revisiones al código fis- 
cal de los: 234; salud y: 79; soberanía 
del: 99, 107-108, 116, 193, 492; su im- 
pacto en la vida de los ciudadanos: 
66, 68; su papel en el sistema federal: 
92n; tendencias de sus finanzas: 223; 


toma de decisiones: 400; transferen- 
cias generales para el: 184, 186 

gobierno local, agencias y comisiones 
del: 468-470; autogobierno: 263,-441- 
442, 610-611; autonomía del: 250-251, 
263, 441-443, 464-466, 470; autori- 
dad: 464-466; autosuficiencia fiscal del: 
195, 466; ayuda federal a: 243, 256- 
259, 306, 325, 372, 623; cinco tipos 
de: 241; costos laborales del: 110; de- 
ducibilidad de impuestos: 230-231; 
delegación del poder a unidades del: 
443-450; dependencia del: 256-259; dis- 
crecionalidad en el: 443, 460, 470, 540; 
distribución de ingresos del: 240-244; 
dominios fiscales: 208; empleo: 241; 
flujos de ingresos: 241; fortalecimiento 
del: 154-155; funcionarios: 82-84; gas- 
tos; 287, 290-299, 350; impuestos; 206 
244-247, 614; ingresos del: 205, 213, 
254-255, 260-261, 284; intermediarios 
jurisdiccionales en el: 81; poder jurídi- 
co; 464; profesionalización en el; 609; 
recaudación de impuestos: 219, 235; 
sometimiento fiscal: 263; su impacto 
en la vida de los ciudadanos: 66, 68; 
subordinación del: 167; toma de deci- 
siones en el: 143 

gobierno nacional, autogobierno: 611; 
autonomía del: 117; cantidad de po- 
der del: 66-67; centralización del: 189; 
descentralización del: 189; dominios 
fiscales: 208; educación y: 580-581; 
funcionarios: 82-84; gastos: 287, 290- 
299, 350; ingresos del: 205, 213, 260- 
261, 207; mandatos: 447; profesionali- 
zación en el: 609; recaudación' de 
impuestos: 206, 219; su impacto en la 
vida de los ciudadanos: 66-68 

Gran Depresión: 68, 139-141, 204, 210, 
216, 228, 294, 506, 558-559 

Gran Sociedad: 88, 111, 149, 151, 178, 
309, 366, 475, 621, 635 

Grupo de Trabajo sobre Federalismo: 632 

grupos, autosegregación de: 11n; de ac- 
ción compartida: 340; de conocimien- 
to compartido: 340; de creencia com- 
partida: 340; de presión: 20 

grupos de interés: 477, 521, 619-620; atri- 
buido: 479; configuración de: 561; Sie- 
te Grandes, público (cIr/PIG's): 156, 
190, 233, 323, 330, 404-411, 413, 651, 
656 
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Guerra, Civil: 474; de Corea: 140; de 
Secesión: 93-94; de Vietnam: 620-621 

Guerra Mundial, primera: 275; segunda: 
57, 142, 207, 292, 350, 482, 524, 559, 
601 


habilidad: 167, 169; para conseguir trans- 
ferencias: 171-172, 177, 189, 334, 349, 
374-375, 486, 582-583 

hostilidad, en la evaluación y mejoras 
de las rIG: 22; imágenes en la ayuda 
federal y: 357 


Impuesto a las Ganacias Inesperadas 
por Petróleo: 127 

impuestos: 645; a la gasolina: 127, 210; 
a los funcionarios: 116; al consumo 
de alcohol: 127, 210, 221; al ingreso: 
206, 210, 212-213, 220-221, 226, 232, 
238; al salario de los militares: 137; al 
tabaco: 127, 210, 221; autoridad para 
fijar: 435; bono libre de: 237; capaci- 
dad para fijar: 310-311; de separa- 
ción: 211; deducibilidad de: 229-236, 
239; distritos escolares y: 62, 97; eva- 
sión de: 137; exención de: 137, 212; 
exclusión de intereses e: 230, 236-237; 
indirectos: 137; limitaciones a los, lo- 
cales-estatales: 63; por sanciones: 
416; promedio de recaudación de: 
218, 224-225; reducción de: 219; re- 
tención de: 137; selectivos: 210; sobre 
la renta: 136-137, 214, 226, 229, 233, 
252, 286, 311, 614, 618; sobre la renta 
federal: 235-236, 239, 260-261; sobre 
la venta: 137, 210, 213, 220-221, 226, 
232, 235-236, 238-239, 252, 260-261, 
445, 645-646; telefónicos: 127; ten- 
dencias de los, estatales: 217-221; uni- 
tarios: 493; véase también fiscal; im- 
gresos 

impuestos a la propiedad: 63, 65, 97, 211- 
214, 219-220, 225-226, 231-232, 238, 
241-243, 260-262, 284-285, 345, 645; 
aumento del: 265; críticas al: 249; cues- 
tiones local-estatal-intergubernamenta- 
les e: 247-252; dependencia local del: 
245-248; desgravación del: 252; federa- 
lismo e: 244-245; general: 210; límites a 
los; 446; local: 251, 570; reducción al 
249; RIG e: 244; torna de decisiones so- 
bre: 253; voto popular directo sobre: 
248 


Independencia, en América Latina, des- 
integración e: 9 

ingreso(s), captación de: 201; coeficien- 
tes de elasticidad de los: 226; comparti- 
dos: 314; composición de: 212-215; 
corporativos: 210, 212; de seguridad 
complementaria (ssI): 590, 598, 600- 
601; distribución de los: 56; estrategia 
del: 592; fuentes de, por nivel de go- 
bierno: 201-215, 213; generales: 212- 
213, 242, 245, 254, 446, 646; 
individuales: 210, 212, 371; intergu- 
bernamentales: 242, 646-647; misce- 
láneos: 204; pautas de, local: 259-264; 
por impuestos: 245; propios: 242, 
245; seguro de: 363; sensibilidad de 
los: 225-226; tendencias de los, gene- 
rales: 203-206, 215-217; tendencias 
del, por tipo de gobierno local: 253- 
256; variaciones en la pautas de: 89; 
véase también fiscal; impuestos 

Iniciativa Jarvis-Gann: 63 

Instituto de Mediación Ambiental: 437 

Instituto Nacional de Resolución de 
Disputas: 185 

interacción, estatal-nacional: 118; local- 
estatal: 118, 120-121; local-local: 118- 
120; nacional-Jocal: 118 

interdependencia: 57; fomento de la: 64 


juego(s), arte de ganar: 167, 171, 177, 
189, 400, 486, 590; de la fórmula: 168; 
de las transferencias: 151; de núme- 
ros: 149n, 507; de suma cero: 24, 110- 
111, 118, 243, 284, 289; de suma 
variable: 110; diferencial: 357; en la 
evaluación y mejoras de las RIG: 22; 
intergubernametales: 168; teoría de: 
110, 134, 289 

Junta de Comisionados del Condado; 440 

Junta de Control de Emergencia Finan- 
ciera: 166 

Junta de Planeación de Recursos Nacio- 
nales: 139 


Kentucky y Virginia, resolución de: 93 


legalismo, federalismo y: 101 

legislación, de precedencia parcial: 517; 
de protección comunitaria: 500; de 
regulación: 523; de superfondo: 538n; 
del sol: 447; especial: 444; general: 444; 
interrelación entre política y: 443; na- 
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cional expansiva: 523; obligatoria: 446- 
450; opcional: 444; prohibitiva: 445; 
simbólica: 519; sobre deportes profe- 
_sionales: 500; sobre edad para beber 
alcohol: 513; tolerante: 445 
legislación intergubernamental, estatu- 
tos, Comisión Consultiva de Relacio- 
nes Intergubernamentales (CCRI/ACIR) 
(P. L. 86-390): 70, 88, 92, 124, 146, 
149-150, 174, 195, 220, 222, 232, 268, 
313, 317, 325, 332,334, 419, 421-422, 
460-461, 468-469, 472, 475, 478, 481, 
487, 496, 517-519, 522-523, 606, 609, 
618, 631, 637; Comisión sobre Relacio- 
nes intergubernamentales (Comisión 
Kestnbaum) (P. L, 83-109): 69-70, 85, 
136, 146; Enmiendas de Aire Puro: 
508; Ley de Administración de la Po- 
lítica de Tierras Federales (LAPTF) de 
1976 (P. L. 94-579): 425-426; Ley de 
Administración de la Zona Costera: 
508; Ley de Agua Potable Pura de 
1974 (P. L. 93-523: 508, 517; Ley de 
Aire Puro de 1970 (P. L. 91-604): 516; 
Ley de Asociación para la Capacita- 
ción para el Empleo (27PA): 492, 497- 
498n, 639, 648; Ley de Asociación 
para la Salud (P. L. 89-749): 155; Ley 
de Barreras Arquitectónicas: 508; Ley 
de Calidad del Agua: 508; Ley de Cali- 
dad del Agua de 1965 (P. L. 88-668): 
515-516; Ley de Calles Seguras de 
1968 (P. L. 90-351): 317; Ley de Carne 
Sana: 508; Ley de Ciudades de De- 
mostración y Desarrollo Metropolita- 
no de 1966 (P. L. 89-754): 347; Ley de 
Conservación y Recuperación de los 
Recursos de 1976 (P. L. 94-580): 508, 
517; Ley de Control y Recuperación 
de Minería de Superficie de 1977 (P. L. 
91-596): 508, 517; Ley de Coopera- 
ción Intergubernamental de 1968 (P. L. 
90-577): 70, 155, 301, 391, 644; Ley de 
Derechos Civiles de 1964 (P. L. 88- 
352): 506, 508, 511; Ley de Derechos 
Educativos de la Familia y de Privaci- 
dad: 508; Ley de Derechos Electorales 
de 1975 (P. L. 94-73): 88, 115, 509; 
Ley de Discriminación por Edad de 
1975: 508, 519-521; Ley de Disposi- 
ción de Desechos Sólidos de 1970: 545; 
Ley de Educación para Todos los Ni- 
ños Minusválidos: 66, 361, 508; Ley de 


Educación Primaria y Secundaria de 
1965 (P. L. 89-10): 84, 508, 565, 580- 
581, 602; Ley de Embellecimiento de 
las Carreteras de 1965 (P. L. 89-285): 
508, 512; Ley de Emergencia de Con- 
servación de la Energía en Carreteras 
de 1974 (P. L. 93-239): 508, 512; Ley 
de Especies en Peligro de 1973 (P, L. 
93-205): 517; Ley de Fomento Rural 
de 1972 (7 U.S.C. 2654): 102; Ley de 
Igualdad de Oportunidades de Em- 
pleo: 508, 510; Ley de la Política de 
Gas Natural: 508; Ley de la Política 
de Regulación de Instalaciones Públi- 
cas: 508; Ley de la Política Nacional 
de Conservación de Energía: 508; Ley 
de Minusvalidez (P. L. 93-112): 168, 
170; Ley de Nacional de Política Am- 
biental (LNPA) de 1969 (P. L, 91-190): 
508, 511; Ley de Normas de Trabajo 
Justo: 504, 508; Ley de Personal In- 
tergubernamental (P. L. 91-978): 70, 
88, 155, 359n, 647; Ley de Política de 
Desechos Nucleares de 1982 (P. L. 97- 
125): 526, 528n; Ley de Política de la 
Conservación de la Energía Nacional 
de 1988 (P. L. 95-619): 517; Ley de Po- 
lítica del Gas Nacional de 1978 (P. L. 
95-621): 517; Ley de Políticas Regula- 
doras de las Empresas Públicas (LPREP) 
de 1978 (P. L, 95-617): 115-117; Ley de 
Productos Avícolas Sanos: 508; Ley 
de Protección contra Inundaciones: 
508; Ley de Protección de la Investi- 
gación Marítima: 510; Ley de Recupe- 
ración y Conservación de Recursos 
(LRCR): 538-539; Ley de Reforma Fis- 
cal de 1986 (P. L. 99-54): 228, 622; 
Ley de Rehabilitación de 1973 (P. L. 
93-112): 66, 508, 511, 519; Ley de Se- 
guridad y Salud en el Trabajo de 1970 
(1sso) (P. L. 91-596): 508, 517, 532- 
536; Ley de Simplificación de Fondos 
Conjuntos de 1974 (P. L. 93-510): 
648; Ley de Supervisión y Construc- 
ción de Hospitales de 1946 (P. L. 79- 
725): 559; Ley de Tiempo Uniforme 
de 1966 (P. L. 89-387): 418; Ley de 
Transferencias y Acuerdos de Coope- 


" ración de 1977 (P. L. 95-224): 306- 


307; Ley de Transporte de Materiales 
Peligrosos: 508; Ley del Presupuesto 
del Congreso de 1974 (P. L. 93-344): 
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228; Ley Federal de Control de la Con- 
taminación del Agua de 1982 (P. L. 
92-500): 508, 517; Ley General de Res- 
ponsabilidad de Respuestas Ambienta- 
les (42 U.S.C 98801): 537; Ley Nacional 
de Planificacación de la Salud y Des- 
arrollo 'de los Recursos: 508; Ley Pú- 
blica de 1972 (P. L. 92-512): 326; Ley 
sobre Especies en Peligro: 508 . 

Ley de Administración de la Zona Cos- 
tera: 88 

Ley de Asistencia Fiscal Estatal y Local 
(LAFEL): 64 

Ley de Ayuda de Emergencia a las Es- 
cuelas: 361 

Ley de Ciudades Modelo (1966): 88 

Ley de Comercio Interestatal de 1887: 
138 

Ley de Conservación de Tierras y Aguas: 
114 

Ley de Educación de Defensa Nacional: 
361, 580 

Ley de Educación Elemental y Secun- 
daria (LEES): 86, 88, 361 

Ley de Educación Vocacional: 361, 584 

Ley de Energía: 394 

Ley de Extranjeros: 93 

Ley de Gravar Todo: 445 

Ley de Gresham: 536 

Ley de la Comisión del Gobierno Local: 
445 

Ley de los Derechos Civiles (1964, 1966, 
1968): 88 

Ley de Miles: 165, 359 

Ley de Murphy: 354 

Ley de Normas Laborales: 108 

Ley de Oportunidades Económica: 88 

Ley de Organización de Mantenimiento 
de la Salud de 1973: 361 

Ley de Perspectivas de los Participantes; 
164 

Ley de Planeación (México): 35 

Ley de Planeación General de la Repú- 
blica (México): 35 

Ley de Presupuesto General y Reconcilia- 
ción de 1981: 124 

Ley de Protección Comunitaria de Equí- 
pos Deportivos Profesionales: 500 

Ley de Reconciliación Presupuestaria de 
1981 (Lrp): 306, 317, 331, 361-362, 403, 
597, 622 

Ley de Reforma Fiscal de 1986: 234- 
238 


Ley de Rehabilitación Vocacional de 
1973: 392 

Ley de Sagebrush: 426 

Ley de Sedición: 93 

Ley de Seguridad Social, de 1935: 595; 
enmiendas a la, de 1974: 159 

Ley de Sociedades para la Salud: 317 

Ley de Topografía y Construcción del 
Hospital Hill-Burton de 1964: 361 

Ley de Vivienda: 88, 344, 640, 644 

Ley de Vivienda y Desarrollo Comunita- 
rio de 1974; 122, 361 

Ley del Transporte de Superficie: 312 

Ley General de Empleo y Preparación 
(LGEP): 173, 308, 639 

Ley General de Salud (México): 35 

Ley Gramm-Rudman-Hollings: 183, 364 

Ley Hill-Burton: 559 

Ley India: 431 

Ley Nacional de Política Ambiental: 88 

Ley Presupuestaria de Reconciliación de 
1981 (LRP): 186 

Ley Sherman Antimonopolios: 499 

Ley Smith-Hughes de 1917: 584 

Liga Americana de Futbol (LAF): 501 


_ Liga de Municipios de Carolina del Nor- 


te: 64 

Liga Nacional de Ciudades (LNC/NLC): 56, 
125, 192, 408, 420, 636, 648, 651, 656 

Liga Nacional de Futbol: 500-501 

Liga Nacional Municipal: 441 

localidades, 644; impuestos: 445; presta- 
ción de servicios: 455-457; véase gobier- 
no local 

Locally Unwanted Land Use (LULU): 540 


Madres contra Manejar en Estado de 
Embriaguez (MMEE): 513 
mandante-mandatario, relaciones: 581- 
586 
Mandato Millstone”, “El: 62 
Manual para nuevos gobernadores: 398 
“mediadores fronterizos”: 22, 28 
Medicaid (responsabilidad federal exclu- 
siva): 88, 127, 305, 307, 363, 586, 595, 
634; costos del: 125-126, 597 
mercado(s), de bonos municipales: 269- 
272; de capital: 265, 269 
mercantilismo municipal: 279 
metrópolis marciales: 474, 481-487 
municipalidades: 644; autonomía: 271; 
ayuda financiera estatal y federal: 247, 
256-259; distribución de ingresos en: 
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242; empleo en: 241; impuesto a la pro- 
piedad y: 245-246; malestar en, y dispa- 
ridades metropolitanas: 265-269; mer- 
cados de capital y: 265;- participación 

* en el ingreso intergubernamental: 243; 
prestación de servicios: 455-457; ten- 
dencias del ingreso general: 254-255 

municipio (México), cambios consti- 
tucionales con respecto al: 37; estatus 
jurídico del: 31; estructura federal 
del: 34; funciones del: 31, 33-34; libre: 
33 


nación, idea de: 474 

nación-estados, relaciones: 24, 69-70, 
153; conflictos en las: 138; cuestiones 
limítrofes: 418-438; descongestión y: 
124-130; dimensiones legales en las: 
49; empleo y: 79; federalismo y: 72; 
futuro de las: 58; Nuevo Federalismo 
de Reagan y: 124-130; papel de los le- 
gisladores en las: 60; regulación y: 524- 
537; reorganización de las: 351; sepa- 
ración de las: 478; véase también 
gobiernos estatal, nacional 

nación-estados-localidades, relaciones: 
153; constitucionales: 614-615; altera- 
ción de las: 614; federalismo y: 57; 
modelos de: 104-118; separación en 
las: 195 

nación-localidades, relaciones, nexos en- 
tre funcionarios en las: 143-144; papel 
de los legisladores en las: 60; reorga- 
nización de las: 351; véase también go- 
biernos local y nacional 

nacionalismo, antigubernamental: 631; 
basado en el pueblo: 92 

negociación: 119, 358; actores intergu- 
bernamentales y: 182; cooperación y 
acuerdos en: 129-130; definición de: 
117; elementos para la: 128; en la eva- 
luación y mejoras de las RIG: 22; en la 
ubicación de desechos peligrosos: 
544; estrategia de inversión y: 120-121; 
local-nacional: 121-123; local-vpu: 123; 
modelos de, de las agencias: 395-397; 
procesos de: 118 

New Deal: 57, 68-69, 142, 178, 193, 277, 
281, 344, 475, 481-482, 504, 506, 554; 
política de bienestar: 586; política de 
salud y: 559-561; política redistributi- 
va y: 555-557, 600-601 


«Normas Justas de Trabajo: 88 


normatividad: 416; estructuras: 21; cum- 
plimiento local de la: 479-480 

Not in my Back Yard (NIMBY): 290 

Nueva Frontera: 88 


Oficina de Administración y Presupues- 
to (0AP): 88, 173, 307-308, 319, 325, 
429, 488-489, 496, 649 

Oficina de Asuntos (Nuéva York): 271 

Oficina de Asuntos Indios (OAD): 436, 438 

Oficina de Asuntos Intergubernamenta- 
les: 307 

Oficina de Contaduría General (00G/GA0): 
209, 318-319, 357, 377-380, 386, 402- 
403, 485, 489-490, 642, 658; progra- 
mas de ayuda de la: 162-163, 595 

Oficina de Coordinación de Ayuda Fede- 
ral y Estatal (ocark): 61-62 

Oficina de Educación: 34, 584 

Oficina de Igualdad de Oportunidades 
(010): 354 

Oficina de Oportunidades Económicas 
(00E): 150 

Oficina de Recreaciones al Aire Libre: 
114 

Oficina del Censo: 73, 289 

Oficina de Participación del Ingreso: 
325 

Oficina de Presupuesto del Congreso: 
169-170, 490, 496; evaluación de la: 
491-494 

Oficina del Presupuesto (Maryland): 232 

Oficina Estatal de Gobierno Local: 447 

Oficina Federal de Servicios de Mano de 
Obra; 173 

Organización de Estados Americanos: 99 

Organización de las Naciones Unidas: 99 


participación ciudadana: 68-69, 564; 
acerca del impuesto a la propiedad: 
251; activismo y: 518, 519, 622; máxi- 
ma, factible: 148; precedencia y: 524- 
528; sobre autoridad. discrecional: 
461-462; sobre problemas públicos: 
298-300; véase también activismo 

participantes, percepciones de los, y me- 
canismos de las RIG: 171-177, 187- 189, 
192; tipos de políticas y perspectivas 

. delos: 161-164 

Partido Demócrata: 105n, 276-277, 312, 
362 
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